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ADYERTEKCIA   PRELIMINAR 


Imponiéndose  la  necesidad  de  abreviar  esta  serie  de  trabajos,  si  no 
liemos  de  hacer  la  obra  interminable,  y  pudiendo  conciliar  el  interés  de 
la  misma  con  dicha  necesidad  (puesto  que  los  Códigos  y  leyes  principa- 
les de  los  Estados  modernos  pueden  clasificarse  por  grupos,  según  la 
raza  á  que  el  pueblo  que  ha  predominado  corresponde,  y  conocidos  al- 
gunos cuerpos  legales  de  un  grupo,  pueden  darse  los  demás  por  repro- 
ducidos, porque  en  nada  esencial  difieren),  vamos  á  resumir  en  el  pre- 
sente tomo  las  instituciones  de  los  Estados  del  Oriente  de  Europa,  inclu- 
yendo de  muchos  de  ellos  solamente  las  fundamentales  y  orgánicas,  y 
algún  Código  que  por  su  reciente  redacción,  por  lo  profundo  de  su  doc- 
trina y  lo  racional  de  su  método  merezca  ser  reproducido,  como  sucede, 
por  ejemplo,  con  el  Código  mercantil  de  Rumímía  (1). 

No  obstante  lo  dicho,  trataremos  con  bastante  amplitud,  dedicándoles 
lugar  y  atención  preferentes,  á  los  dos  extensos  imperios  que  en  esa 
región  se  encuentran,  puesto  que  no  es  posible  desconocer  la  importan- 
cia de  sus  instituciones. 

Las  del  primero,  ó  sean  las  del  Imperio  Austro-húngaro,  son  una 
mezcla  confusa  del  derecho  antiguo  y  del  moderno,  observándose  en 
ellas  distintamente  restos  de  los  elementos  tradicionales,  la  desigualdad 
y  el  privilegio,  al  lado  de  los  principios  democráticos  que  informan  la 
ciencia  jurídica  en  los  tiempos  modernos,  si  bien,  como  es  lógico,  pre- 
dominan estos  últimos  elementos.  Son,  por  otra  parte,  las  leyes  consti- 
tucionales y  orgánicas  austríacas,  verdaderos  prodigios  de  habilidad 
hechos  por  los  sabios  legisladores  de  ese  grande,  aunque  ya  caduco 
Estado,  para  conservar  unidas  y  crear  intereses  políticos  comunes  á 
gentes  de  tan  diverso  origen,  y  que  constituyen,  sin  duda,  la  colectivi- 
dad más  heterogénea  que  se  conoce,  en  la  que  entran  diversas  nacio- 
nes, no  sólo  de  todas  las  razas  que  penetraron  en  Europa'  en  tiempo  de 
las  invasiones,  sino  también  de  las  que  formaban  el  núcleo  más  civili- 
zado de  los  pueblos  que  la  habitaron  en  la  Edad  Antigua. 


(1)  De  dichos  Estados,  sin  embargo,  excluiremos  el  pequeho  principado  de  Monteneg^ro,  que  sien- 
do g^enuínamente  eslayo  por  su  raza  y  por  sus  costumbres— que  ha  conservado  en  su  mayor  pureza  y 
convertídolaa  recientemente  en  un  cuerpo  legal  que  estamos  traduciendo— lo  incluiremos  en  el  tomo 
que  hemos  de  dedicar  á  Busia  y  demás  pueblos  del  Norte  de  nuestro  Continente. 
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Las  del  segundo,  esto  es,  las  de  Turquía,  son  asimismo  un  ejemplar 
verdaderamente  curioso,  en  las  que,  al  lado  del  derecho  antiguo  mu- 
sulmán consignado  principalmente  en  su  libro  sagrado  por  excelencia, 
en  el  Koran,  se  encuentran  principios  del  derecho  moderno,  impuestos 
unas  veces  por  la  fuerza  y  otras  por  las  circunstancias,  y  que  van  de 
día  en  día  ganando  el  terreno  y  la  influencia  que  pierde  el  derecho  y 
las  instituciones  de  procedencia  oriental,  y  preparando  asi  la  caída  de 
ese  anacronismo  que  se  llama  Imperio  turco,  y  la  entrada  de  los  pue- 
blos que  lo  constituyen  en  el  concierto  de  los  Estados  civilizados  de  la 
Europa  moderna. 

A  los  demás  Estados  de  esa  región  sólo  dedicaremos  breve  espacio, 
porque  siendo  su  independencia  de  fecha  reciente,  puede  decirse  que 
aún  están  en  su  período  evolutivo  los  principios  fundamentales  de  sus 
instituciones. 

De  lo  dicho  se- infiere  que  el  contenido  de  este  tomo  se  dividirá  en 
tres  partes,  á  saber: 

1/  Instituciones  fundamentales,  orgánicas  y  Códigos  principales  del 
Imperio  austríaco; 

2.*    ídem  de  los  pequeños  Estados  del  Oriente  de  Europa; 

3.*    ídem  del  Imperio  otomano. 

Haciendo  en  cada  parte  las  correspondientes  subdivisiones. 

Tal  es  el  plan  trazado  por 


La  Dirección. 
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PRKLIMINARSS  Y  RAZÓN  DK  PLAN 


Después  de  la  desgraciada  guerra 
con  Prusia  en  1866,  en  Ja  que  perdió 
Austria  la  especie  de  supremacía  que 
venia  ejerciendo  sobre  la  Confedera- 
ción Germánica,  reformóse  todo  su  de- 
recho constitucional,  y  en  los  años  1867 
y  siguientes  se  dictaron  los  compro- 
misos y  leyes  fundamentales  y  orgáni- 
cas que,  renovados  aquéllos  y  con  al- 
gunas modificaciones  éstas,  continúan 
rigiendo  en  todas  ó  cada  una  de  las  di- 
versas partes  del  imperio,  formando 
una  inmensa  colección  de  abigarradas 
disposiciones. 

Con  objeto  de  que  esta  parte  no  re- 
sulte demasiado  extensa,  y  de  evitar, 
en  lo  posible,  la  confusión  que  es  con- 
siguiente en  medio  de  este  cúmulo  de 
instituciones,  comunes  unas  y  especia- 
les otras,  de  tantos  reinos,  principados, 
margraviatos,  ducados,  condados,  te- 
rritorios, ciudades  autónomas,  etc.,  et- 


cétera, como  constituyen  esa  especie 
de  confederación,  hemos  creído  conve- 
niente prescindir  de  todo  lo  que  no  sea 
de  verdadera  importancia,  resumir  con 
exactitud  las  leyes  orgánicas  especia- 
les, y  establecer  dentro  de  la  que  se 
hará  por  materias  otra  división  ade- 
cuada á  la  situación  política  y  jurídica 
de  las  diversas  colectividades  del  im- 
perio. 

En  cuanto  á  la  materia,  nos  atendre- 
mos al  orden  general  seguido  respecto 
de  los  demás  Estados,  esto  es:  Leyes 
constitucionales,  leyes  orgánicas  y  Có- 
digos; pero  respecto  de  las  dos  prime- 
ras, hay  que  establecer  aquí  una  divi- 
sión especial. 

Sabido  es  que  el  imperio  está  dividi- 
do, en  primer  lugar,  en  dos  grandes 
Estados,  absolutamente  autónomos  en 
lo  que  á  su  vida  interior  se  refiere:  la 
Cisleithania  (aquende  el  Leithes),  que 
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comprende  la  Bohemia,  Dalmacia,  Ga- 
litzia,  Lodomeria,  Cracovia,  Alta  y  Baja 
Austria,  Salzburgo,  Styria,  Carinthia, 
Carniola,  Bukowina,  Silesia,  Moravia, 
Istria,  Tyrol,  Gradiska,  Trieste,  etcé- 
tera (1),  esto  es,  la  parte  septentrional 
y  occidental  del  territorio;  y  la  Trans- 
leithania  (allende  el  Leithes),  que  com- 
prende la  Hungría,  Transylvania,  Croa- 
cia y  Eslavonia,  esto  es,  toda  la  parte 
Sudeste  del  imperio.  La  primera  cons- 
tituye el  imperio  de  Austria  propiamen- 
te dicho,  y  la  segunda  el  reino  de  Hun- 
gría, cuyos  Estados,  además  de  la 
unión  personal  por  ceñir  ambas  coro- 


())  Por  el  traUdo  de  Berlín— Julio  de  18*78— 
se  Bg-regaron  al  Austria  las  dos  proyinciaa  tur- 
cas de  la  Bosnia  y  la  Herzegovina. 
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ñas  un  mismo  soberano,  forman  cier- 
ta comunidad  política  por  medio  de  un 
compromiso  ó  pacto  constitucional  v 
leyes  que  regulan  los  asuntos  comu- 
nes, que  se  convinieron  en  1867,  se  re- 
novaron en  1878,  y  han  vuelto  á  reno- 
varse en  1887. 

Se  impone,  pues,  una  división  tri- 
membre  en  las  leyes  políticas  y  orgáni- 
cas, transcribiendo:  1.®  Las  leyes  fun- 
damentales comunes  á  ambos  países; 
2.°  y  3.®  Las  fundamentales  y  orgánicas 
propias  de  cada  uno  de  dichos  Estados, 
comenzando  por  las  de  Austria,  hacien- 
do en  adiciones  ó  notas  las  correspon- 
dientes observaciones  respecto  de  la 
autonomía  especial  de  las  diversas  en- 
tidades que  forman  parte  de  cada  cual 
de  las  dos  mencionadas  colectividades. 


CAPITULO  PRIMERO 

INSTITUCIONES  COMUNKS  Á  LOS  DOS  ESTADOS  DEL  IMPERIO 


§  \,^— Asuntos  comunes  á  todo 
el  imperio 

(Ley  fundamental  promulgada  en  21  de  Diciembre 

de   1867) 

Artículo  1.°  Se  declaran  comunes  á 
los  reinos  y  países  representados  en  el 
Reichsrath  y  á  los  de  la  corona  de  Hun- 
gría los  asuntos  siguientes: 

a)  Los  negocios  exteriores,  entre 
los  que  se  cuentan  la  representación 
diplomática  y  comercial  en  las  demás 
naciones,  así  como  los  tratados  inter- 
nacionales, cuya  sanción,  necesaria 
con  arreglo  á  la  ley  fundamental  del 
Estado,  queda  reservada  á  los  Cuerpos 
representativos  de  ambas  partes  del 


imperio  (el  Reichsrath  y  la  Dieta  hún- 
gara); 

6)  Los  asuntos  militares,  entre  ellos 
los  de  la  marina  imperial  (á  excepción, 
sin  embargo,  de  la  ley  que  fija  el  con- 
tingente del  ejército,  de  la  legislación 
sobre  el  servicio  militar,  de  las  dis- 
posiciones relativas  á  la  administra- 
ción y  situación  del  ejército  y  al  regla- 
mento de  las  relaciones,  derechos  j 
deberes  de  los  individuos  que  militen 
en  sus  filas); 

c)  Los  asuntos  de  Hacienda,  en  lo 
que  se  refiere  á  los  gastos  comunes, 
sobre  todo,  la  votación  del  presupues- 
to anual  y  el  examen  de  cuentas. 

Art.  2°  Se  discutirán,  no  con  arre- 
glo á  lo  dispuesto  en  el  artículo  ante- 
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rior,  pero  sí  con  sujeción  á  principios 
comunes,  las  materias  siguientes: 

a)  Los  asuntos  de  comercio,  espe- 
cialmente todo  lo  relativo  á  la  legisla- 
ción de  aduanas; 

b)  La  legislación  sobre  impuestos 
indirectos,  enlazados  estrechamente 
íon  la  producción  industrial; 

c)  El  establecimiento  del  sistema 
monetario  y  la  tarifa  del  interés; 

d)  Los  reglamentos  concernientes  á 
^s  lineas  férreas  que  interesen  á  las 
dos  partes  del  imperio; 

e)  Los  medios  de  defensa. 

Art.  3.®  Las  dos  partes  del  imperio 
sufragarán  los  gastos  jniíerentes  á  los 
asuntos  comunes  á  entrambas  (1);  pro- 
porcionalmente,  por  medio  de  una  su- 
ma que  en  épocas  determinadas  se 
acordará  en  los  eos  Cuerpos  represen- 
tativos del  imperio  (el  Reichsrath  y  la 
Dieta  húngara);  pero  sujetándose  á  la 
sanción  del  Emperador.  En  el  caso  de 
que  ambos  Cuerpos  no  llegasen  á  una 
avenencia,  el  Emperador  determinará 
la  cifra  á  que.  haya  de  ascender  dicha 
suma;  pero  solamente  por  el  término 
de  un  año. 

Corresponde  exclusivamente  á  cada 
una  de  las  dos  partes  del  imperio  acor- 
dar los  empréstitos  concernientes  á 
cada  cual  de  ellas. 

Sin  embargo,  para  atender  á  los  gas- 
tos de  los  negocios  comunes  á  entram- 
bas, podrá  contratarse  un  empréstito 
que  corresponda  alas  dos,  y,  en  este 
caso,  se  tratará  mancomunad  amenté 
de  todo  lo  relativo  al  empréstito,  su  in- 
versión y  su  reembolso. 

La  representación  de  cada  una  de 
ambas  partes  del  imperio  acordará  se- 
paradamente y  decidirá  si  há  lugar  ó 

(1)  V.  más  adelante  la  ley  de  21  de  Junio 
de  1818. 


noá  contratar  un  empréstito  de  esta 
especie. 

Art.  4.**  Un  convenio  entre  ambas 
partes  del  imperio  determinará  lo  qu(^ 
ha  de  corresponder  á  cada  una,  para 
atender  á  las  obligaciones  de  la  Deuda 
pública  actual  (1). 

Art.  5.°  La  administración  de  los 
asuntos  comunes  á  entrambas  partes 
quedará  á  cargo  de  un  Ministerio  espe- 
cial responsable,  que  no  tendrá  dere- 
cho para  dirigir  al  mismo  tiempo  los 
negocios  peculiares  á  cada  parte  del 
imperio. 

Las  medidas  concernientes  á  la  di- 
rección, mando  y  organización  de  toda 
la  fuerza  armada,  competen  exclusiva- 
mente al  Emperador. 

Art.  6.®  El  derecho  de  legislar  per- 
teneciente á  los  dos  Cuerpos  represen- 
tativos de  ambas  partes  del  imperio  (el 
Reichsrath  y  la  Dieta  húngara)  será 
ejercido  por  delegaciones  enviadas  por 
los  dos  susodichos  Cuerpos  para  trar 
tar  de  los  asuntos  comunes. 

Art.  7.°  La  delegación  del  Reichs- 
rath se  compondrá  de  60  individuos,  de 
los  cuales  la  tercera  parte  será  elegida 
por  la  Cámara  de  los  Señores,  y  las 
otras  dos  por  la  de  los  Diputados. 

Art.  8.**  La  Cámara  de  los  Señores 
elegirá  entre  sus  individuos,  y  por  ma- 
yoría absoluta  de  votos,  á  los  20  que 
han  de  formar  parte  de  la  delegación. 
La  Cámara  de  los  Diputados  elegirá 
los  40  individuos  que  para  el  mismo  ob- 
jeto le  corresponden,  de  manera  que 
los  Diputados  de  las  diferentes  Dietas 
envíen  delegados  con  arreglo  á  la  si- 
guiente lista,  pero  con  la  facultad  de 
elegirlos  entre  ellos  ó  en  el  conjunto  de 
la  Cámara. 


(1)    V.  lá  ley  correspondiente  de  la   misma 
fecha  que  la  anterior. 
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Serán  elegidos  por  mayoría  absoluta 
de  votos:  por  el  reino  de  Bobemta,  10 
delegados;  por  el  reino  de  Dalmacia^  1; 
de  Galitzia  y  Lodomeria  con  el  gran  du- 
cado de  Cracovia,  7;  por  el  archiducado 
de  Austria  aquende  el  Ens,  3;  por  el 
archiducado  de  Austria  allende  el  Ens, 
2;  por  el  ducado  de  Salzburgo,  1;  por  el 
ducado  de  Styria,  1;  por  el  ducado  de 
Carinthia,  1;  por  el  ducado  de  Carnio- 
la,  1;  por  el  ducado  de  Bukowina,  1: 
por  el  margraviato  de  Moravia,  4;  por 
el  ducado  de  Silesia  (Alta  y  Baja),  1; 
por  el  condado  soberano  del  Tyrol,  2; 
por  el  país  de  Vorarlberg,  1;  por  el 
margraviato  de  Istria,  1;  por  el  condado 
soberano  de  Goricia  y  Gradiska,  1;  por 
la  ciudad  de  Trieste  y  su  territorio,  1; 
total,  40. 

Art.  9.°  Del  mismo  modo  elegirá 
cada  Cámara  del  Reíchsrath  los  su- 
plentes de  los  delegados,  nombrando 
al  efecto  10  la  Cámara  de  los  Señores, 
.y  20  la  de  los  Diputados. 

El  número  de  suplentes  que  haya  de 
elegir  esta  última,  se  arreglará  de  modo 
que  se  elija  un  suplente  para  el  núme- 
ro de  uno  á  tres  delegados,  y  dos  su- 
plentes para  cuatro  ó  para  los  que  ex- 
cedan de  este  número. 

Los  suplentes  serán  elegidos  uno  á 
uno. 

Art.  10.  La  elección  de  los  delega- 
dos y  suplentes  se  renovará  todos  los 
años  en  las  dos  Cámaras  del  Reichs- 
rath.  Hasta  entonces  los  delegados  y 
sus  suplentes  continuarán  en  el  ejerci- 
cio de  sus  cargos;  ni  unos  ni  otros  po- 
drán ser  reelegidos. 

Art.  11.  El  Emperador  convocará  to- 
dos los  años  las  Delegaciones,  desig- 
nando también  el  punto  donde  deban 
reunirse. 

Art.  12.  La  Delegación  del  Reichs- 
rath  elegirá  entre  sus  miembros  el  Pre- 


sidente y  Vicepresidente,  así  como  sus 
Secretarios  y  los  demás  individuos  que 
iiAyan  deeoastituir  la  Mesa. 

Art.  13.  La  conrpetOQcia  de  he  De- 
legaciones se  extiende  á  todas  las  cues- 
tiones referentes  á  los  asuntos  comu- 
nes. Las  demás  cuestiones  no  son  de 
su  incumbencia. 

Art.  14.  Las  proposiciones  del  Go- 
bierno serán  transmitidas  separada- 
mente por  el  Ministerio  común  á  cada 
cual  de  las  dos  Delegaciones. 

Cada  Delegación  tendrá  derecho  para 
presentar  proposiciones  sobre  los  asun- 
tos que  sean  de  su  competencia. 

Art.  15.  Para  todas  las  leyes  sobre 
asuntos  que  competan  á  las  Delegacio- 
nes, se  necesitará  el  acuerdo  de  cada 
una;  y  si  este  acuerdo  no  existiese, 
se  reunirán  las  dos  eft'nn  solo  Cuerpo 
para  adoptar  una  determinación  defi- 
nitiva. Esta,  en  todo  caso,  quedará  so- 
metida á  la  sanción  del  Emperador. 

Art.  16.  Corresponderá  á  las  Delega- 
ciones el  derecho  de  acusar  al  Ministe- 
rio común. 

En  el  caso  de  violación  de  una  lev 
constitucional  vigente  para  los  asuntos 
comunes,  ceida  Delegación  podrá  for- 
mular una  proposición,  que  será  co- 
municada á  la  otra  Delegación,  á  fln  de 
que  sea  acusado  todo  el  Ministerio  co- 
mún  ó  cualquiera  de  sus  individuos.  Se 
declarará  haber  lugar  á  la  acusación, 
si  cada  Delegación  la  acuerda  separa- 
damente, ó  si  las  dos  lo  determinan 
congregadas  en  una  sola  Asamblea. 

Art.  17.  Cada  Delegación  propondrá 
entre  los  ciudadanos  independientes  y 
jurisconsultos  de  las  dos  partes  del  im- 
perio que  representa  (los  cuales,  sin 
embargo,  no  deberán  ser  elegidos  en-» 
tre  sus  individuos)  24  jueces,  de  los 
que  12  pueden  ser  recusados  por  la  otra 
Delegación, 
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£1  acusado^  ó  si  hay  varios^  todos 
colectivamente,  podrán  recusar  12  jue- 
ces de  los  propuestos;  de  suerte,  sin 
embargo,  que  sea  recusado  igual  nú- 
mero de  los  presentados  por  una  como 
por  otra  Delegación, 
,  Los  jueces  restantes  formarán  el  tri- 
bunal que  haya  de  entender  en  el  pro- 
ceso.    . 

Art.  18.  Una  ley  especial  sobre  la 
responsabilidad  del  Ministerio  común, 
determinará  los  demás  detalles  relati- 
vos á  la  acusación,  procedimiento  y 
sentencia. 

Art.  19.  Cada  Delegación  procederá, 
discutirá  y  tomará  sus  acuerdos  en  se- 
siones separadas.  Las  excepciones  á 
esta  regla  se  hallan  consignadas  en  el 
artículo  31  de  la  presente  ley  funda- 
mental. 

Art.  20.  Para  que  un  acuerdo  sea 
válido,  se  necesita  por  lo  meihis  la  pre- 
sencia del  Presidente  y  30  individuos 
de  la  Delegación,  y  que  la  proposición 
reúna  mayoría  absoluta  de  los  votos 
presentes. 

Art.  21.  Los  delegados  del  Reichs- 
rath  y  sus  suplentes  no  podrán  recibir 
de  sus  electores  mandato  alguno  impe- 
rativo. 

Art.  22,  Los  delegados  del  Reichs- 
rath  deberán  ejercer  personalmente 
sus  derechos;  el  art.  25  de  la  presente 
ley  fundamental  determina  los  casos 
en  que  pueden  ser  reemplazados  por 
^us  respectivos  suplentes. 

Art.  23.  Los  delegados  del  Reichs- 
rath  gozarán,  en  concepto  de  tales,  la 
inviolabilidad  (^  irresponsabilidad  á  que 
tienen  derecho  como  individuos  del 
Reichsrath,  con  arreglo  al  art.  16  de  la 
ley  fundamental,  sobre  la  representa- 
ción del  imperio. 

Los  derechos  que  esta  misma  ley 
concede  á  la  Cámara  con  relación  á  los 


Diputados,  serán  aplicables  á  la  Dele- 
gación, por  lo  que  hace  á  los  individuos 
que  la  compongan,  si  el  Reichsrath  no 
estuviera  reunido  al  mismo  tiempo. 

Art.  24.  El  individuo  que  deje  de  for- 
mar parte  del  Reichsrath,  dejará  tam- 
bién de  pertenecer  á  la  Delegación. 

Art.  25.  En  el  caso  de  que  falte  un 
individuo  de  la  Delegación  ó  un  suplen- 
te, se  procederá  á  nueva  elección. 

Si  el  Reichsrath  no  está  reunido,  el 
suplente  reemplazará  al  delegado. 

Art.  26.  Al  disolverse  la  Cámara  de 
los  Diputados,  caducarán  igualmen- 
te los  poderes  de  la  Delegación  del 
Reichsrath. 

El  Reichsrath  nuevamente  constituí- 
do  elegirá  una  nueva  Delegación. 

Art.  27.  Luego  que  la  Delegación 
termine  sus  tareas,  el  Presidente  ce- 
rrará su  legislatura  con  anuencia  del 
Emperador. 

Art.  28.  Los  individuos  del  Ministe- 
rio común  podrán  tomar  parte  en  todas 
las  discusiones  de  la  Delegación,  y  pre- 
sentar proposiciones  en  persona  ó  por 
medio  de  un  delegado.  También  serán 
oídos  siempre  que  lo  soliciten. 

La  Delegación  tendrá  derecho  para 
dirigir  interpelaciones  al  Ministerio  co- 
'  mún  ó  á  cualquiera  de  sus  individuos; 
reclamar  datos  y  documentos,  y  nom- 
brar comisiones,  á  las  que  los  Minis- 
tros facilitarán  cuantos  datos  necesi- 
ten para  el  desempeño  de  su  cometido. 

Art.  29.  Las  sesiones  de  la  Delega- 
ción serán  públicas.  Sin  embargo,  po- 
drá suspenderse  la  publicidad,  á  pro- 
puesta del  Presidente  ó  de  cinco  indi- 
viduos, si  la  Asamblea  lo  acuerda 
después  de  una  discusión,  luego  que  el 
público  se  haya  retirado  de  las  tribu- 
nas; pero  el  acuerdo  deberá  tomarse 
en  sesión  pública. 

Art,  30,    Las  dos  Delegaciones  se  co- 
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municarán  mutuamente  sus  acuerdos, 
asi  como  también  los  motivos  que  tu- 
vieron para  adoptarlos. 

Estas  comunicaciones  se  verificarán 
por  escrito;  en  alemán,  por  parte  de  la 
Delegación  del  Reichsrath;  en  húnga- 
ro, por  parte  de  la  Delegación  de  la 
Dieta  húngara,  y  por  ambas  partes  irá 
adjunta  una  traducción  auténtica  en  el 
idioma  de  la  Delegación. 

Art.  31.  Cada  Delegación  tendrá  el 
derecho  de  pedir  que  se  resuelva  una 
cuestión  por  las  dos  Delegaciones  re- 
unidas en  un  solo  cuerpo,  sin  que  la 
otra  Delegación  pueda  oponerse  á  ello 
cuando  haya  habido  tres  comunicacio- 
nes seguidas  sin  resultado. 

Los  dos  Presidentes,  de  común  acuer- 
do, determinarán  el  día  y  lugar  en  que 
haya  de  celebrarse  la  primera  sesión  , 
de  las  dos  Delegaciones  reunidas  en 
una  sola,  para  tomar  el  acuerdo  co- 
mún á  entrambas. 

Art.  32.  En  las  sesiones  de  las  dos 
Delegaciones  reunidas  en  una  sola, 
corresponderá  la  presidencia  alternati- 
vamente á  los  Presidentes  de  las  dos 
Delegaciones. 

La  suerte  decidirá  cuál  de  los  dos 
Presidentes  será  el  primero  que  ocupe 
la  presidencia,  y  en  todas  las  siguien-  * 
tes  la  Asamblea  será  presidida  por  el 
Presidente  de  la  Delegación  que  no 
haya  ejercido  la  presidencia  en  la  an- 
terior. 

Art.  33.  Para  que  sea  válido  un 
acuerdo  tomado  por  la  Asamblea  de  las 
dos  Delegaciones  reunidas  en  una  sola, 
se  necesitará  por  lo  menos  la  presen- 
cia de  las  dos  terceras  partes  de  los  in- 
dividuos que  constituyan  cada  Delega- 
ción. El  acuerdo  se  tomará  por  mayo- 
ría absoluta  de  votos. 

Si  hubiere  presentes  más  individuos 
de  una  Delegación  que  de  otra,  aquella 


cuyos  individuos  presentes  sean  más, 
llevará  á  efecto  las  abstenciones  que 
sean  necesarias  para  restablecer  la 
igualdad  del  número  de  votantes  de  ca- 
da Delegación.  Para  saber  los  indivi- 
duos que  hajran  de  abstenerse  de  votar, 
se  procederá  al  sorteo.  •» 

Art.  34.  Las  sesiones  de  las  dos  De- 
legaciones reunidas  en  una  sola  serán 
públicas.  El  acta  se  extenderá  por  los 
dos  Secretarios,  en  ambos  idiomas, 
siendo  leída  y  aprobada  en  esta  forma. 

Art.  35.  Los  demás  detalles  concer- 
nientes al  giro  de  los  asuntos  en  la  De- 
legación del  Reichsrath  se  determina- 
rán por  el  reglamento  que  formará  la 
misma  Delegación. 

Art.  36.  Respecto  á  los  objetos  que 
no  deban  considerarse  como  comunes, 
pero  que  hayan  de  resolverse  con  arre- 
glo á  unos  mismos  principios,  se  adop- 
tará el  acuerdo  en  los  términos  siguien- 
tes: ó  bien  se  elaborará  un  proyecto  de 
ley  por  los  Ministerios  responsables, 
sometiéndolo  separadamente  á  los 
Cuerpos  representativos  de  las  dos  par- 
tes del  imperio,  y  después  de  una  reso- 
lución acorde  de  ambas  será  sanciona- 
do por  el  Emperador,  ó  bien  se  procede- 
rá en  cada  una  de  ambas  Delegaciones 
á  elegir  una  comisión  compuesta  de 
igual  número  de  individuos  por  cada 
parte,  y  esta  comisión,  después  de  oir 
á  los  dos  Ministerios,  preparará  el  pro- 
yecto de  ley,  que  será  comunicado  por 
los  Ministerios  respectivos  á  las  dos 
Asambleas,  para  que  lo  discutan  en 
debida  forma,  y  luego  que  se  adopte 
una  resolución  unánime  será  sometida 
á  la  sanción  del  Emperador. 

Habrá  de  seguirse  especialmente  este 
segundo  procedimiento  para  ponerse 
de  acuerdo  en  lo  relativo  al  presupues- 
to de  gastos  comunes. 

Art.  37.    Regirá  inmediatamente  cr»- 
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mo  ley  la  presente,  que  modiñca  la  fun- 
damental del  Estado  promulgada  en  26 
de  Febrero  de  1861,  y  relativa  á  la  re- 
presentación del  imperio,  siendo  plan- 
teada al  mismo  tiempo  que  las  leyes 
fundamentales  sobre  los  derechos  gene- 
rales de  los  ciudadanos,  del  Poder  eje- 
cutivo, el  judicial,  y  del  establecimiento 
de  un  Tribunal  del  imperio. 

§  2,^'—Tributae¿ón para  loa  gastos 
eomunea 

(Ley  de  21  de  .Tanio  de  18'78} 

Artículo  1.**  Para  cubrirlos  gastos 
de  los  asuntos  comunes  de  la  monar- 
quía se  cargará  ante  todo  á  Hungría 
el  2  por  100  del  total  de  estos  gastos, 
y  la  suma  restante  se  dividirá  en  la 
proporción  de  70  por  100  para  Austria 
y  30  por  100  para  Hungría  (1). 

Art.  2.°  (Trata  de  los  ingresos  comu- 
nes de  las  Aduanas  y  de  la  devolución 
de  los  impuestos  sobre  la  fabricación  de 
ciertos  artículos— aguardientes,  azú- 
car, etc.-— en  caso  de  que  éstos  pasen 
la  linea  común  de  Aduanas  en  las  fron- 
teras.) 

Art.  3.**  Para  el  pago  del  tanto  por 
ciento  que  á  cada  una  de  ambas  partes 
corresponde  en  los  gastos  comunes,  de- 
dicarán mensualmente  un  tanto  por 
ciento  de  sus  ingresos  parciales;  y  si 
estas  sumas  no  fuesen  bastantes  á  cu- 
brir á  fin  de  año  la  cantidad  señalada, 
abonarán  la  parte  que  falta,  sin  tener 
para  nada  en  cuenta  sus  respectivos 
ingresos,  á  fin  de  que  no  sufran  per- 
juicio los  servicios  generales. 

Art.  4.°  Las  disposiciones  de  esta 
ley   estarán  en  vigor  desde  el  1.°  de 


(1}     Véase  la   ley  siguiente  de  21   de  Mayo 
de  ISai. 


Julio  del  78  basta  el  31  de  Diciembre 
del  87. 

(Ley  de  21  de  Mayo  de  188*7)  {Quotengeaetz) 

Después  de  laboriosas  y  difíciles  ne- 
gociaciones, por  no  querer  Hungría 
pagar  más  que  el  30  por  100  de  los 
gastos  comunes,  llegóse  al  acueixlo  de 
que  Austria  abonase  el  68*6  por  100  y 
el  31'4  por  100  Hungría. 

§   ZS*— -Régimen   comercial 
y  aduanero  inierior 

(Ley  de  27  de  Junio  de  18'78,  con  las  reformas 
de  la  de  21  de  Mayo  de  IdS*?) 

Con  arreglo  al  art.  2.®  de  la  ley  de 
21  de  Diciembre  de  1867,  relativa  á 
los  asuntos  comunes  de  ambas  partes 
de  la  monarquía,  queda  el  ministe- 
rio autorizado  para  renovar  el  tratado 
aduanero  y  comercial  denunciado  por 
el  Ministerio  húngaro,  debiendo  atener- 
se á  las  reglas  siguientes: 

Artículo  1.**  Los  países  que  constitu- 
yen la  monarquía  austríaca  formarán^ 
en  virtud  del  presente  tratado  y  mien- 
tras éste  dure,  un  territorio  único  adua- 
nero y  comercial,  limitado  por  Adua- 
nas comunes  en  las  fronteras.  Por  con- 
siguiente, en  tanto  dure  dicha  unión, 
no  sé  permitirá  á  ninguna  de  las  par- 
tes gravar  con  derechos  de  entrada,  de 
salida  ó  de  tránsito  ninguna  clase  de 
mercancía  transportada  de  un  territo- 
rio al  otro,  ni  erigir  línea  alguna  adua- 
nera interior  con  este  objeto. 

En  cuanto  á  los  impuestos  locales,  se 
obliga  cada  parte  á  no  gravar  los  ar- 
tículos importados  de  la  otra,  sino  en 
la  medida  en  que  grave  los  productos 
indígenas  similares. 

Los  puertos  y   municipios   francos 
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(colocados  fuera  de 'la  frontera  adua- 
nera) no  estar4n  comprendidos  en  esta 
unión. 

Art.  2.^  Los  tratados  concluidos  con 
naciones  extranjeras,  concernientes  á 
las  relaciones  económicas,  especial- 
mente los  de  comercio,  Aduanas;  nave- 
gación^ consulares,  de  Correos  y  Telé- 
grafos tendrán,  para  los  países  que 
constituyen  la  corona  de  Hungría  y 
para  ios  representados  en  el  Reichs- 
ratii,  la  misma  fuerza  obligatoria. 

Art.  3."  La  negociación  y  conclu- 
sión de  los  tratados,  salvo  la  aproba- 
ción de  ambos  Parlamentos,  quedan 
reservadas  á  los  Ministros  de  Estado, 
que  procederán  en  esto  sobre  la  base 
dQ  la  inteligencia  que  ha  de  establecer- 
se ^ntre  los  Ministerios  respectivos  de 
un^  y  otra  parte. 

8i  antes  de  la  espiración  de  estos 
tratfkdos  quisiere  alguna  de  las  partes 
hac^r  uso  de  la  facultad  de  denunciar- 
los, expresada  en  el  tratado,  deberá 
avilar  á  la  otra  con  seis  meses  de  an- 
ticipación, por  lo  menos,  á  fin  de  po- 
nerle de  acuerdo  respecto  al  procedi- 
miento que  haya  de  seguirse.  Si  en  este 
intervalo  no  se  llegase  á  una  inteligen- 
cia, deberá  el  Ministro  de  Estado  de- 
nunciar el  tratado  á  petición  de  cual- 
qi^iera  de  las  partes. 

Art.  4.**  Los  territorios  de  los  puer- 
tos francos  de  Trieste  y  Fiume  deberán 
formar  parte  de  la  unión  aduanera  ge- 
neral de  Austria-Hungría  antes  del  31 
de  Diciembre  de  1889  (1). 

Art.  5.°  La  administración  de  las 
Aduanas  de  cada  territorio  estarán  á 
cargo  de  sus  Gobiernos  respectivos. 

Inspectores  nombrados  por  cada  par- 


te estarán  encargados  de  vigilar  la 
gestión  aduanera  de  la  otra  y  comuni- 
car al  Ministro  del  ramo  los  resultados 
de  su  inspección.' 

Art.  6.®  En  cuanto  á  la  navegación,  á 
la  policía  sanitaria  y  pesca  marítimas^ 
se  pondrán  de  acuerdo  los  Gobiernos 
para  fijar  las  mismas  reglas  y  proceder 
de  un  modo  uniforme  hasta  donde  esto 
sea  posible. 

Los  buques  de  la  marina  mercante 
enarbolarán  el  pabellón  común  que  se 
prescribe.  Respecto  al  ejercicio  de  la 
navegación  y  de  la  pesca  marítima, 
tratará  cada  parte  á  los  buques  y  sub- 
ditos de  la  otra  eií^  igual  forma  que  á 
los  buques  y  subditos  propios. 

Todos  los  asuntos  referentes  á  la  pro- 
tección de  los  buques  mercantes,  de  su 
tripulación  ó  de  los  marinos  en  el  ex- 
tranjero, serán  de  la  competencia,  sin 
distinción  alguna,  de  los  Cónsules  im- 
periales y  reales,  que  á  su  vez  re- 
presentarán al  Ministerio  de  Estado 
común. 

Los  derechos  de  tonelaje,  sanitarios, 
de  faros  y  otros  de  navegación  se  fija- 
rán del  mismo  modo  en  todos  los  puer- 
tos, y  los  gastos  respectivos  correspon- 
derán al  Gobierno  que  los  haya  percibi- 
do, debiendo  fijar  una  misma  tarifa  pa- 
ra los  derechos  de  navegación  por  am- 
bas partes,  salvo  aquellos  derechos  pu- 
ramente locales,  como  los  de  pilotaje, 
etcétera  (1). 

La  empresa  postal  y  de  navegación 
denominada  Lloyd  austro- húngaro, 
queda  sometida  al  Ministerio  de  Estado, 
que  se  pondrá  de  acuerdo,  en  cuanto  á 
las  medidas  que  deban  adoptarse  res* 
pecto  ¿e  esta  empresa  en  materia  ma< 


(1)  El  puerto  de  Trieste  había  sido  declarado 
franco  por  el  Emperador  Carlos  VI  en  Marzo 
dé  1719. 


(1)    Así  reformado  por  la  ley  de  21  de  Mayo 
de  1887. 
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ritima,  comercial  y  postal,  con  los  dos 
Ministros  de  Comercio. 

Art.  7.®  Todos  los  asuntos  relativos 
á  la  navegación  fluvial  sometida  á  las 
reglas  del  acta  del  Congreso  de  Viena, 
y  á  la  de  1857,  concerniente  al  Danubio, 
serán  de  la  competencia  del  Ministro 
de  Estado,  con  las  salvedades  hechas 
en  el  art.  3.° 

En  cuanto  á  los  ríos  que  atraviesan 
los  territorios  de  ambas  partes,  se  ob- 
servarán reglas  uniformes  en  todo  lo 
concerniente  al  ejercicio  de  la  navega- 
ción y  de  la  policía  de  los  mismos.  Los 
subditos  de  ambos  Estados  gozarán  de 
un  trato  igual  en  lo  que  se  refiere  al 
ejercicio  de  los  derechos  de  navegación 
y  flotación  en  aguas  interiores.  Los  bu- 
ques de  comercio  dedicados  á  la  nave- 
gación fluvial  que  salgan  de  los  Límites 
de  las  fronteras  de  la  monarquía  debe- 
rán enarbolar,  si  las  circunstancias  lo 
exigen,  el  pabellón  común  prescrito  pa- 
ra los  buques  de  mar. 

Art.  8.**  Los  ferrocarriles,  excepto 
Jos  locales,  se  construirán  y  adminis- 
trarán con  arreglo  á  los  mismos  prin- 
cipios. Se  observará  principalmente, 
por  una  y  otra  parte,  el  reglamento  so- 
bre la  administración  de  ferrocarriles 
de  16  de  Noviembre  de  1851,  con  sus 
complementos,  y  el  de  10  de  Junio 
de  1874. 

Art.  9.®  Todos  los  asuntos  consula- 
res estarán  sometidos  al  Ministro  de 
Estado,  que  se  entenderá  con  los  dos 
Ministros  de  Comercio;  pudiendo  cada 
cual  de  éstos  ponerse  en  relación  direc- 
ta con  los  consulados. 

Art.  10.  Los  Ministerios  de  ambas 
partes  de  la  monarquía  se  comuni- 
carán mutuamente  y  sin  demora  los 
documentos  estadísticos  concernientes 
al  comercio,  cuidando  de  reunir  y  pu- 
blicar dichos  documentos. 


Art.  11.  Los  impuestos  sobre  la  sal 
y  el  tabaco,  asi  como  los  demás  indirec- 
tos de  cierta  importancia,  tales  como 
los  que  gravan  la  destilación,  la  cerve- 
za y  el  azúcar,  se  regirán,  mientras  esté 
en  vigor  el  presente  tratado,  por  leyes 
dictadas  de  común  acuerdo  entre'^am- 
bos  Gobiernos,  y  estarán  sometidos  á 
las  mismas  reglas  de  administración; 
estas  leyes  y  reglas  no  podrán  ser  mo- 
dificadas sin  previo  acuerdo  de  las 
partes  contratantes. 

La  devolución  de  derechos  ó  primad 
de  exportación  serán  soportados  por  los 
países  representados  en  el  Reichsrath, 
por  los  de  la  Corona  de  Hungría  y  por 
la  Bosnia  y  Herzegovina  en  la  forma 
siguiente: 

Se  llevará  una  cuenta  separada  de 
todas  las  devoluciodes  ó  primas  relati- 
vas á  cada  especie  de  derecho,  y  par- 
ticularmente al  impuesto  sobre  la  cer- 
veza, sobre  la  producción  del  alcohol  y 
sobre  la  fabricación  del  azúcar  de  re* 
molacha.  Cada  país  soportará  una  par- 
te de  estos  reembolsos  proporcional  al 
producto  total,  durante  el  mismo  año, 
de  los  derechos  que  gravan  la  mercan- 
cía de  que  se  trate. 

El  descuento  definitivo  y  la  regula^ 
ción  de  estos  reembolsos  deberán  efec- 
tuarse en  el  plazo  máximo  de  un  año, 
después  de  terminado  el  ejercicio  de 
que  se  trate. 

Se  procederá,  sin  embargo,  á  hacer 
descuentos  mensuales  provisionales  so- 
bre la  base  del  último  descuento  defi- 
nitivo. 

Art.  12.  La  moneda  austríaca  exis- 
tente continuará  siendo  la  común  del 
imperio  hasta  que  se  verifique  un  cam- 
bio legal  de  la  misma. 

Ambos  Gobiernos  nombrarán  inme- 
diatamente una  comisión  encargada  de 
estudiar  las  medidas  convenientes  para 
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llegar  al  restablecimiento  de  los  pagos 
en  numerario  (1). 

Cada  parte  tiene  derecho  á  mandar 
acuñar  moneda  pequeña  (plata  menu- 
da) en  piezas  áe  20  kreuzer,  y  aun  me- 
nores, que  tendrá  circulación  legal  en 
la  otra.  En  cuanto  á  las  decisiones  acer- 
ca del  título,  al  peso  de  esta  moneda 
y  á  la  cantidad  que  pueda  acuñarse, 
habrán  de  ponerse  de  acuerdo  ambos 
Parlamentos  para  dictarlas. 

Art.  13.  También  habrá  de  ser  co- 
mún el  acuerdo  cuando  se  trate  del 
cambio  de  sistema  de  pesas  y  medidas, 
y  lo  mismo  respecto  del  título  y  com- 
probación de  los  oV)jet08  de  oro  y  de 
plata. 

Artículos  14  y  15.  (En  estos  artícu- 
los se  consigna  que  habrá  perfecta 
igualdad  de  trato  para  los  ciudadanos 
de  un  país  de  la  monarquía  que  vayan  á 
ejercer  en  el  otro  su  industria,  comer- 
cio ó  profesión,  busquen  trabajo,  etc., 
que  para  los  de  este  último  país.) 

Art.  16.  Los  privilegios  de  invención 
obtenidos  en  debida  forma,  producirán 
los  mismos  efectos  en  toda  la  monar- 
quía. 

Las  condiciones  para  obtener  dichos 
privilegios  serán  determinadas  por  le- 
yes ajustadas  á  los  mismos  principios 
y  en  virtud  de  un  acuerdo  mutuo.  En  el 
ínterin  continuarán  rigiendo  las  leyes 
anteriores. 

En  cuanto  á  las  formalidades  nece- 
S€urias  para  obtener  un  privilegio  de 
invención,  deberá  ante  todo  dirigirse 
la  petición  al  Ministerio  del  país  en  que 
tenga  el  inventor  su  domicilio.  Los 
extranjeros  podrán  presentarlo  indis- 
tintamente á  cualquiera  de  los  dos  Mi- 
nisterios de  la  monarquía. 


(1)    Eit6  párrafo  ha  aido  agregado  en  la  refor^ 
ma  de  168*7  antet  meDcionada. 


El  Ministerio  al  cual  se  dirija  la  pe- 
tición, la  remitirá,  si  cree  que  procede 
la  concesión,  al  de  la  otra  paxte  d^  la 
monarquía  para  que  también  sea  con- 
cedido por  éste. 

(Cada  Ministro  expedirá  un  privile- 
gio, ambos  con  la  misma  fecha,  pero 
los  entregará  aquél  á  quien  se  dirigió 
la  petición  .  El  privilegio  devengará  en 
este  caso  un  aumento  del  25  por  100  so- 
bre la  tasa  sencilla.) 

Art.  17.  (Declara  que  no  podrán  al- 
terarse las  disposiciones  vigentes  rela- 
tivas á  marcas  de  fábrica  y  modelos 
industriales,  depósito  y  registro  de  las 
mismas,  nombre  y  razón  comercial, 
sino  en  virtud  de  acuerdo  legal  común, 
y  serán  protegidos  los  respectivos  de- 
rechos en  las  dos  partes  de  la  monar- 
quía.) 

Art.  18.  (Establece  que  los  asuntos 
de  Correos  y  Telégrafos,  aunque  admi- 
nistrados separadamente,  lo  serán  con 
arreglo  á  los  mismos  principios,  cuan- 
do así  lo  exija  el  interés  de  la  circu- 
lación.) 

Art.  19.  Las  reglas  relativas  á  la 
protección  de  la  propiedad  literaria  y 
artística,  se  fijarán  por  los  Parlamen- 
tos de  ambas  partes. 

Art.  20.  Las  sociedades  anónimas  y 
en  comandita  por  acciones,  las  de  se- 
guros y  las  cooperativas  legalmente 
constituidas  en  una  parte  de  la  monar- 
quía, tendrán  derecho  á  extender  sus 
operaciones  al  territorio  de  la  otra  y  á 
establecer  en  ella  sucursales. 

En  este  caso  serán  tratadas  como 
las  sociedades  y  establecimientos  del 
país,  quedando  sujetas  á  las  mismas 
reglas  que  las  empresas  indígenas  de 
la  misma  especie  (1). 


(1)    Segiin  una  ley  de  la  misma  fecha,  para  la 
ejecución  de  lo  prescrito  en  este  artículo,  es  ne- 
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Art.  21.  (Consigna  que,  cuando  haya 
necesidad  ó  ílegue  el  caso,  se  reunirán 
los  Ministros  de  Comercio  y  de  Hacien- 
da  de  ambos  países,  y  en  ocasiones  los 
de  Estado,  ó  sus  representantes,  para 
acordar  lo  más  conveniente  respecto 
de  las  bases  para  leyes  de  Aduanas, 
tratados  de  comercio,  etc.) 

Art.  ^.  Las  disposicioT/5s  anterio- 
res se  aplicarán  igualmente  á  la  Bos-, 
nía  y  la  Herzegovina. 

Art.  23.  El  presente  tratado  se  con- 
cluye por  diez  años  (hasta  el  31  de  Di- 
ciembre de  1897),  entendiéndose  que  si 
no  se  denuncia  previamente  por  una 
de  las  partes,  se  entenderá  prorrogado 
por  otros  diez,  y  así  sucesivamente.  La 
denuncia  habrá  de  hacerse  con  un  año 
de  antelación  por  lo  menos. 

§  i,^— Privilegio  del  Banco 
austro-húngaro 

(Ley  de  21  de  Mayo  de  188*7) 

Artículo  L**  (Declara  en  vigor  por 
otros  diez  años  lo  prescrito  en  el  ar- 
tículo 1.*»  de  la  ley  de  27  de  Junio  de  1878, 
prorrogando  el  privilegio  del  Banco 
por  otros  diez  años,  esto  es,  desde  1.® 
(le  Enero  de  1888  á  31  de  Diciembre 
de  1897.) 

«Art.  2.**  Para  amortizar  el  emprés- 
tito de  80  millones  de  florines  hecho 
sin  interés  al  Estado  en  virtud  del  con- 
venio de  3  de  Enero  de  1863  por  el  Ban- 


cesario  que  la  sociedad  sea  registrada  en  ambos 
países,  y  que  tenga  en  la  sucursal  un  representan- 
te domiciliado  en  ella  y  provisto  de  poderes  para 
obligar  á  la  sociedad. 


co  Nacional  Austríaco  privilegiado, 
además  de  la  participación  en  los  be- 
neficios anuales  atribuida  á  los  dos 
Gobiernos  por  el  art.  102  de  los  Estatu- 
tos del  Banco  (1),  se  aplicará  el  produc- 
to del  impuesto  sobre  la  circCIlación  ex- 
cesiva de  billetes  establecido  por  el 
nuevo  art.  84  de  dichos  [Estatutos»  (2), 

Con  la  misma  fecha  que  la  ley  ante- 
rior se  han  dictado  otras  relativas  á  la 
prórroga  y  forma  de  pago  de  los  80  mi- 
llones de  florines  prestados  al  Estado 
por  el  Banco  y  á  la  prórroga  del  pri- 
vilegio de  este  establecimiento,  sien- 
do la  disposición  más  notable  de  éstas 
el  art.  4. o  de  la  ley  sobre  prórroga  del 
privilegio,  que  dice  así: 

«Toda  emisión  de  billetes  por  otro 
Banco  ó  de  títulos  de  deuda  al  portador 
y  sin  interés  empleados  como  moneda, 
será  castigada  con  una  multa  decuple 
del  valor  de  los  billetes  emitidos,  sin 
que  el  mínimum  pueda  bajar  de  2.000 
florines.  Este  delito  sólo  podrá  ser  per- 
seguido á  instancia  del  Banco.» 


(1)  Se  consigna  en  el  artículo  citado  que  del 
producto  neto  del  año  se  saque  en  primer  térmi- 
no el  5  por  100  del  capital  que  representan  las 
acciones  para  distribuirlo  entre  los  accionistas. 
La  décima  parte  del  excedente,  si  lo  hubiere,  irá 
al  fondo  de  reserva;  y  con  las  otras  nueve  déci- 
mas partes  se  aumentará  el  dividendo  entre  los 
accionistas  hasta  el  7  por  100,  quedando  el  resto  á 
favor  del  Gobierno  y  de  los  accionistas  por  partes 
iguales. 

(2)  El  párrafo  correspondiente  del  artículo 
citado  dice  así:  c Cuando  el  total  de  la  circulación 
»fíduciaria  exceda  en  más  de  200  millones  al  capl- 
ital  metálico  en  caja,  deberá  pagar  el  Banco 
ipor  el  exceso  un  impuesto  del  5  por  100,  corres- 
•  pondiendo  el  70  por  100  de  este  producto  á  Aus- 
»tria  y  el  30  por  100  á  Hungría.i 


Tomo  IX.— Institucionbs  jobídxcaü. 
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CAPÍTULO  II 


h' 


INSTITUCIONES  FUNDAMENTALES  PECULIARES  AL  AUSTRIA 


I. — Leyes  constitucionales 

§  1°— Derechos  generales  de  los 
ciudadanos 

(Ley  fundamental  del  imperio  austríaco,  promul' 
gadaen  21  de  Diciembre  de  1867  y  aplicable  á 
los  reinos  y  territorios  representados  en  el 
Reichsrath  (Cámaras  del  imperio),  con  fuerza 
ejecutiva  para  Bohemia,  Dalmacia,  Galitzia  y 
Lodomeria,  Cracovia,  Austria  aquende  y  allen- 
de el  Ens,  Salzburgo,  Styria,  Carinthia,  Car- 
nlola,  Bukowinai  Moravía,  Tyrol,  Vorarlberg, 
Istria,  Ooricia,  Gradiska,  la  ciudad  de  Trieste 
y  su  territorio,) 

Artículo  1.**  Se  declara  existente  un 
derecho  general  de  ciudadano  austría- 
co para  todos  los  que  pertenecen  á  los 
reinos  y  territorios  representados  en  el 
Reichsrath. 

La  ley  determinará  el  modo  de  adqui- 
rir, ejercer  y  perder  el  derecho  de  ciu- 
•ládano  austríaco. 

Art.  2.®  Todos  los  ciudadanos  son 
iguales  ante  la  ley. 

Art.  3."  Todos  los  ciudadanos  son 
admisibles  al  ejercicio  de  los  empleos 
y  cargos  públicos. 

La  admisión  de  los  extranjeros  á 
estos  cargos  dependerá  de  la  adquisi- 
ción del  derecho  de  ciudadanía. 

Art.  4.®  No  se  someterá  á  restricción 
alguna  la  entrada  de  las  personas  y  la 
introducción  de  su  fortuna  en  el  terri- 
torio del  Estado. 

Los  ciudadanos  que  residan  acciden- 


talmente en  un  municipio  donde  paguen 
los  impuestos  en  proporción  de  sus 
bienes  raíces,  industria  ó  rentas,  po- 
seerán el  derecho  de  elegir  y  ser  elegi- 
dos para  formar  parte  de  la  corpora- 
ción municipal  en  las  mismas  condicio- 
nes que  los  avecindados  en  el  mismo. 

La  libertad  de  emigración  solamente 
será  restringida  en  lo  concerniente  á 
la  obligación  del  servicio  militar. 

En  lo  sucesivo  sólo  se  establecerán 
excepciones  á  este  principio  en  los  ca- 
sos de  reciprocidad  con  las  demás  na- 
ciones. 

Art.  5.®  La  propiedad  es  inviolable. 
La  expropiación  contra  la  voluntad  del 
propietario  no  tendrá  efecto  sino  en  los 
casos  y  según  las  reglas  determinadas 
por  la  ley. 

Art.  6.°  Todo  ciudadano  podrá  fijar 
su  residencia  y  establecer  su  domicilio 
en  cualquier  punto  del  territorio  del 
Estado,  adquirir  en  61  toda  clase  de 
bienes  raíces,  disponer  de  ellos  libre- 
mente y  ejercer  todas  las  industrias 
bajo  iguales  condiciones. 

Respecto  á  las  manos  muertas,  po- 
drán establecerse  restricciones  al  dere- 
cho de  adquirir  V)ienes  raíces  y  dispo- 
ner de  olios  con  arreglo  á  la  ley  en  la 
proporción  que  exijan  los  intereses  pú- 
blicos. 

Art.  7.®  No  existirán  en  lo  sucesivo 
bienes  ni  derechos  feudales  ni  de  vasa- 
llaje. Se  declara  redimible  toda  obliga- 
ción ó  censo  anejos  al  título  de  una 
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propiedad  territorial.  Queda  proliibida 
en  lo  sucesivo  la  imposición  de  censos 
ú  obligaciones  irredimibles  sobre  los 
bienes  inmuebles. 

Art.  8.**  Queda  garantizada  la  liber- 
tad individual.  A  consecuencia  de  esta 
disposición,  formará  parte  de  la  pre- 
sente ley  fundamental  del  Estado  la  vi- 
gente de  27  (le  Octubre  do  1862  en  favor 
de  la  libertad  de  las  personas. 

Todo  arresto  ó  detención  arbitraria  ó 
prolongada  ilegalmente,  obliga  al  Es- 
tado á  indemnizar  á  la  parte  perju- 
dicada. 

Art.  9.**  El  domicilio  es  inviolable. 
Como  consecuencia  de  esta  disposición, 
formará  parte  de  la  presente  ley  fun- 
damental del  Estado  la  vigente  de  27 
de  Octubre  de  1862,  que  reconoce  este 
derecho. 

Art.  10.  ^  El  secreto  de  la  correspon- 
dencia es  inviolable.  Sólo  podrán  ser 
recogidas  las  cartas  con  arreglo  á  las 
leyes  vigentes,  salvo  los  casos  de  de- 
tención legal  ó  pesquisa  domiciliaria, 
en  tiempo  de  guerra  ó  en  virtud  de 
mandamiento  judicial. 

Art.  11.  Toda  persona  tiene  el  dere- 
cho de  petición.  Las  corporaciones  ó 
asociaciones  legalmente  reconocidas 
son  las  únicas  que  pueden  dirigir  peti- 
ciones con  carácter  colectivo. 

Art.  12.  Los  ciudadanos  austríacos 
tienen  el  derecho  de  reunirse  y  consti- 
tuir asociaciones. 

El  ejercicio  de  estos  derechos  será 
reglamentado  por  las  leyes  especiales. 

Art.  13.  Todo  individuo  tiene  el  de- 
recho de  expresar  libremente  sus  opi- 
niones de  palal)ra  ó  por  escrito,  por 
medio  de  la  imprenta  ó  de  cualquier 
otro  género  de  estampación,  con  suje-* 
ción  á  los  límites  impuestos  por  la  ley, 
pero  sin  que  en  ningún  caso  quede  li- 
mitada la  libertad  de  imprenta  por  la 


previa  censura  ni  por  la  necesidad  de 
autorización  previa  para  las  publica- 
ciones. Las  prohibiciones  postales  ema- 
nadas de  la  Administración  no  son 
aplicables  á  los  impresos  del  país. 

Art.  14.  Se  garantiza  á  todas  las 
personas  la  libertad  completa  y  abso- 
luta de  religión  y  de  conciencia. 

El  ejercicio  de  los  derechos  civiles  y 
políticos  es  independiente  de  las  creen- 
cias religiosas  que  profesen  los  indivi- 
duos; sin  embargo,  el  ejercicio  de  la 
libertad  religiosa  no  podrá  estorbar  en 
ningún  caso  el  cumplimiento  de  los  de- 
beres de  ciudadano. 

Nadie  podrá  ser  obligado  á  realizar 
acto  alguno  dispuesto  por  la  Iglesia,  ni 
á  tomar  parte  en  una  solemnidad  reli- 
giosa, á  no  ser  que  el  individuo  se  halle 
sometido  á  la  autoridad  de  una  perso- 
na revestida  por  la  ley  de  este  derecho. 

Art.  15.  Toda  iglesia  ó  sociedad  re- 
ligiosa legalmente  reconocida,  podrá 
practicar  en  comunidad  los  ejercicios 
de  su  culto,  arreglando  y  administran- 
do sus  asuntos  interiores  con  absoluta 
independencia,  y  permaneciendo  en  po- 
sesión de  los  establecimientos,  funda- 
ciones y  sumas  destinadas  al  culto,  en- 
señanza ú  obras  de  caridad;  pero,  como 
toda  asociación,  estará  sometida  á  las 
leyes  del  Estado. 

Art.  16.  Los  que  profesen  religión 
ó  secta  que  no  se  halle  legalmente  re- 
conocida, podrán  ejercer,  dentro  de  su 
domicilio,  las  prácticas  de  su  culto,  con 
tal  que  no  sean  contrarias  á  la  ley  ni  á 
las  buenas  costumbres. 

Art.  17.  Se  declaran  libres  la  ciencia 
y  su  enseñanza. 

Se  autoriza  á  todo  ciudadano  para 
fundar  establecimientos  de  enseñanza 
superior  ó  elemental,  con  la  condición 
de  hacer  constar  legalmente  su  capa- 
cidad para  el  Qbjeto. 
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No  estará  sujeta  á  esta  condición  la 
enseñanza  privada.  La  enseñanza  reli- 
giosa en  las  escuelas  pertenece  á  la 
iglesia  ó  corporación  religiosa  de  que 
dependan. 

El  Estado  tiene  el  derecho  de  supre- 
ma inspección  y  vigilancia  sobre  toda 
clase  de  enseñanza  pública. 

Art.  18.  Cada  cual  es  libre  de  elegir 
su  profesión  y  aprenderla  como  mejor 

le  parezca. 

Art.  19.  Todas  las  razas  de  los  pue- 
blos del  Estado  poseen  iguales  dere- 
chos, teniendo  cada  una  la  facultad  in- 
violable de  conservar  su  nacionalidad 
y  cultivar  el  idioma  respectivo. 

El  Estado  reconoce  igual  derecho  en 
todos  los  idiomas  que  se  hablan  dentro 
del  imperio,  para  que  pueda  usarse  de 
ellos  en  la  enseñanza  y  en  los  negocios 

públicos. 

En  los  países  donde  habiten  muchas 
razas,  se  organizarán  las  escuelas  pú- 
blicas de  modo  que  cada  una  de  aqué- 
llas tenga  á  su  disposición  los  medios 
necesarios  para  la  enseñanza  de  su 
idioma  respectivo,  sin  que  pueda  em- 
plearse ninguna  medidacoercitiva  para 
la  enseñanza  de  otro  idioma. 

Art.  20.  Una  ley  especial  determi- 
nará los  casos  en  que  puedan  ser  ob- 
jeto de  suspensión  temporal  y  local  los 
derechos  mencionados  en  los  artículos 
8.^  9.^  10,  12  y  13. 


§  2.^— Representación  del  imperio 

(Ley  fundamental  del  imperio  austríaco,  promul  - 
gada  en  21  de  Diciemljre  de  ISCT  para  los  reinos 
de  Bohemia,  Galitzia,  Dalmacia  y  Lodomeria, 
el  gran  ducado  de  Cracovia,  el  archiducado  de 
Austria  aquende  y  allende  el  Ens,  los  ducados 
de  Salzburgo,  Styria,  Carinthia,  Carniola  y  Bu- 
kowina,  el  margraviato  de  Moravia,  el  ducado 
de  la  Alto  y  Baja  Silesia,  el  condado  soberano 
del  Tyrol,  el  territorio  de  Vorarlberg,  el  mar- 
graviato de  Istria,  el  condado  soberano  de  Go- 
ricia  y  Oradiska,  la  ciudad  de  Trieste  y  su  te- 
rritorio.) 

Artículo  1.**  El  Reichsrath  es  la  re- 
presentación del  imperio.  Consta  de  dos 
Cámaras,  la  de  los  Señores  y  la  de  los 
Diputados. 

Nadie  puede  ser  simultáneamente 
individuo  de  las  dos  Cámaras. 

Art.  2.^  Los  Príncipes  de  la  familia 
imperial  mayores  de  edad,  pertenece- 
rán por  derecho  de  nacimiento  á  la  Cá- 
mara de  los  Señores. 

Art.  3.°  Pertenecerán  á  la  misma 
Cámara,  con  derecho  hereditario,  los 
jefes  mayores  de  edad  de  las  familias 
nobles  indígenas  importantes  por  la  ex- 
tensión de  sus  dominios,  y  á  quienes  el 
Emperador  conceda  el  título  de  miem- 
bros hereditarios  de  la  Cámara  de  los 

Señores. 

Art.  4.''  Pertenecerán  también  á  la 
misma  Cámara,  en  virtud  de  su  elevada 
dignidad  eclesiástica,  todos  los  Arzo- 
bispos y  Obispos  que  tengan  el  título 
de  Príncipes  del  imperio. 

Art.  5.^  El  Emperador  se  reservará 
el  derecho  de  elegir,  para  individuos 
vitalicios  de  la  alta  Cámara,  álos  hom- 
bres eminentes  que  se  distingan  por 
sus  servicios  al  Estado,  á  la  Iglesia,  en 
las  ciencias  y  en  las  artes. 

Art.  6.°    (Modificado  por  la  ley  de  2 
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de  Abril  de  1873.)  La  Camarade  los  Di- 
putados se  compondrá  de  353  indivi- 
duos, elegidos  y  distribuidos  en  la  for- 
ma siguiente: 

Por  el  reino  de  Bohemia,  92;  de  Dal- 
niacia,  0;  de  Galitzia  y  Lodomeria,  con 
el  gran  ducado  dg  Cracovia,  63;  por  el 
archiducado  de  Austria  aquende  el 
Ens,  37;  de  Austria  allende  el  Ens,  17; 
por  los  ducados  de  Salzburgo,  5;  de 
Styria,  23;  de  Carinthia,  9;  de  Carniola, 
10;  de  Bukowina,  5;  por  el  margraviato 
de  Moravia,  36;  por  el  ducado  de  Alta  y 
Baja  Silesia,  10;  por  el  condado  sobera- 
no del  Tyrol,  18;  por  el  Vorarlberg,  3; 
por  el  margraviato  de  Istria,  4;  porGo- 
ricia  y  Gradiska,  4;  por  la  ciudad  do 
Trieste  y  su  territorio,  4. 

Art.  7.°  (Modificado  por  la  ley  de  2 
de  Abril  de  1873.)  A .  El  número  de  Dipu- 
tados anejo  á  cada  país  se  repartirá 
entre  las  categorías  de  electores  desig- 
nadas en  los  estatutos  provinciales 
fLandesordnungen),  á  saber: 

a)  La  grande  propiedad  territorial 
feudal;  los  mayores  contribuyentes  de 
Dalmacia,  y  la  propiedad  y  las  perso- 
nas designadas  en  el  art.  3.^,  título  I,  de 
la  Ordenanza  provincial  del  Tyrol; 

6)  Las  ciudades,  el  comercio  y  los 
centros  industriales; 

c)  Las  Cámaras  de  Comercio  é  In- 
dustria; 

d)  Los  concejos  rurales. 

Serán  elegidos  en  el  reino  de  Bohe- 
nnia:  23  Diputados  por  la  categoría  a); 
32  por  la  categoría  b);  7  por  la  catego- 
ría c),  y  30  por  la  categoría  d). 

(Sigue  la  relación  completa  de  la  dis- 
tribución en  cada  uno  de  los  17  reinos 
ó  países.) 

B,  El  número  de  individuos  de  la 
Cámara  de  Diputados  elegibles  por 
cada  categoría  entre  las  diversas  cir- 
cunscripciones ó  colegios  electorales 


será  determinado  en  la  ley  electoral  del 
Reichsrath. 

C.  Los  Diputados  serán  elegidos:  en 
la  categoría  de  electores  de  concejos 
rurales,  por  compromisario,  y  por  su- 
fragio directo  en  las  demás  categorías. 

La  designación  de  los  electores  para 
compromisario  y  la  de  los  Diputados  ha 
de  reunir  la  mayoría  absoluta  de  votos. 
Si  esta  mayoría  no  se  reúne  en  la  pri- 
mera votación,  en  el  caso  en  que  mu- 
chos Diputados  deban  ser  elegidos  en 
votación  por  lista  después  de  varios  es- 
crutinios por  cédulas,  la  suerte  deci- 
dirá entre  aquellos  que  hayan  tenido 
igual  número  de  votos. 

í).  Será  elector  de  primer  grado 
(Wahloerec/iügt)  todo  ciudadano  aus- 
tríaco que  haya  cumplido  veinticuatro 
años,  esté  en  el  ejercicio  de  los  dere- 
chos civiles  y  reúna  las  demás  condi- 
ciones exigidas  por  la  ley  electoral  del 
Reichsrath. 

E,  Será  elegible  en  cada  uno  de  los 
países  enumerados  en  el  artículo  ante- 
rior todo  varón  que,  gozando,  con  tres 
anos  de  anterioridad  por  lo  menos,  del 
derecho  de  ciudadanía  austrica,  haya 
cumplido  treinta  de  edad  y  sea  elector 
en  los  términos  marcados  en  el  párrafo 
D,  ó  elegible  para  la  Dieta  provincial. 

Art.  8."  Los  funcionarios  públicos  y 
agentes  del  Gobierno  que  fueren  elegi- 
dos para  tomar  acuerdo  en  la  Cámara 
de  los  Diputados,  no  necesitarán  licen- 
cia de  sus  superiores  para  presentarse 
á  desempeñar  su  mandato. 

Art.  9.**  El  Emperador  nombrará  el 
Presidente  y  Vicepresidente  de  la  Cá- 
mara de  los  Señores  entre  los  indivi- 
duos de  la  misma,  verificando  dicho 
nombramiento  al  principio  de  cada  le- 
gislatura. La  Cámara  de  los  Diputados 
elegirá  entre  sus  individuos  el  Presi- 
dente y  los  Vicepresidentes. 
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£1  nombramiento  de  los  demá.s  in- 
dividuos que  constituyen  la  Mesa  en 
ambas  Cámaras  corresponderá  á  las 
mismas. 

Art.  10.  El  Emperador  convocará 
todos  los  años  el  Reichsrath,  procuran- 
do, en  cuanto  sea  posible,  que  se  reúna 
en  los  meses  de  invierno. 

Art.  11.  La  competencia  del  Reichs- 
rath  se  extiende  á  todos  los  objetos  de 
la  legislación  concernientes  á  los  dere- 
chos, deberes  é  intereses  comunes  á 
todos  los  reinos  y  territorios  en  él  re- 
presentados, á  no  ser  que  se  trate  de 
asuntos  comunes  á  estos  reinos  y  te- 
rritorios, y  á  los  demás  países  de  la 
monarquía  incorporados  á  la  Corona 
húngara. 

Competen  al  Reichsrath  las  siguien- 
tes materias: 

a)  El  examen  y  sanción  de  los  tra- 
tados políticos  ó  de  comercio  que  lle- 
ven consigo,  en  todo  ó  en  parte,  cargas 
para  el  imperio,  ó  impongan  obligacio- 
nes á  los  ciudadanos,  ó  den  lugar  á  un 
cambio  de  territorio  en  los  reinos  y 
países  representados  por  el  Reichs- 
rath; 

bj  Todas  las  cuestiones  relativas  al 
desempeño,  reglamentación  y  duración 
del  servicio  militar,  especialmente  á  la 
determinación  anual  del  contingente  y 
á  las  disposiciones  generales  sobre  su- 
ministro de  bagajes,  víveres  y  aloja- 
miento de  las  tropas; 

c)  Todos  los  negocios  de  la  Hacien- 
da, y  particularmente  los  presupuestos 
y  revisión  de  cuentas,  el  resultado  de 
la  gestión  financiera,  la  emisión  de 
nuevos  empréstitos,  la  conversión  de 
la  deuda  existente,  la  enajenación, 
cambio  y  recargo  del  dominio  público, 
la  legislación  de  monopolios  y  regalías, 
y,  en  general,  todos  los  asuntos  de  Ha- 
íenda  y  crédito  que  sean  comunes   ^ 


todos  ios  reinos  y  territorios  represen- 
tados en  el  Reichsrath; 

dj  La  reglamentación  de  lo  referen- 
te á  metálico,  acuñación  de  moneda  y 
emisión  de  billetes  de  Banco,  las  cues- 
tiones de  aduanas,  comerció,  telégra- 
fos, correos,  ferrocaiíriíes,  navegación 
y  cualquiera  otra  clase  de  comunica- 
ciones; 

e)  La  legislación  sobre  crédito.  Ban- 
cos, privilegios  de  la  industria,  pesos 
y  medidas,  y  la  protección  de  modelos 
y  marcas  de  fábrica; 

fj  La  legislación  sanitaria,  así  como 
las  leyes  protectoras  contra  las  epide- 
demias  y  la  peste  bovina; 

g)  La  legislación  sobre  los  derechos 
de  naturalización  y  ciudadanía,  sobre 
la  policía  de  los  extranjeros,  los  pasa- 
portes y  el  censo  de  población. 

h)  Sobre  las  relaciones  de  las  diver- 
sas comuniones  religiosas,  el  derecho 
de  reunión  y  asociación,  la  imprenta, 
la  protección  de  la  propiedad,  literaria, 
la  reglamentación  de  la  instrucción  pú- 
blica para  las  universidades,  escuelas 
y  liceos  que  no  sean  de  índole  privada; 

¿J  La  legislación  de  los  tribunales 
correccionales  y  de  policía,  así  como 
de  los  civiles,  exceptuando  la  legisla- 
ción sobre  objetos  que,  en  virtud  de  las 
leyes  provinciales  y  de  la  presente  ley 
fundamental,  competan  á  las  Dietas, 
la  legislación  sobre  el  derecho  mercan- 
til, marítimo,  minas  y  feudos; 

j)  La  legislación  sobre  las  bases  or- 
gánicas de  las  disposiciones  relativas 
á  las  autoridades  administrativas  y  ju- 
diciales; 

k)  Las  leyes  necesarias  para  la  eje- 
cución de  las  fundamentales  relativas 
á  los  derechos  generales  de  los  ciuda- 
danos, al  Tribunal  del  imperio  y  á  los 
poderes  judicial  y  ejecutivo; 

/)    La  legislación  sobre  todo  lo  con- 
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cerniente  á  deberes  y  relaciones  entre 
los  diversos  países; 

m)  La  legislación  sobre  la  forma  en 
que  hayan  de  tratarse  los  asuntos  re- 
conocidos como  comunes  con  los  paí- 
ses de  la  Corona  de  Hungría. 

Art.  12.  Todos  los  denlas  objetos  de 
la  legislación  que  en  virtud  de  la  pre- 
sente ley  no  se  hallen  reservados  ex- 
clusivamente al  Reichsrath,  competen 
á  las  Dietas  particulares  de  los  reinos 
y  territorios  representados  en  el  mis- 
mo, y  sobre  ellos  se  decidirá  por  aqué- 
llas con  arreglo  á  la  Constitución;  pero 
si  una  Dieta  acordase  que  un  asunto  le- 
gislativo sometido  á  su  deliberación 
debe  ser  objeto  de  discusión  y  acuerdo 
por  parte  del  Reichsrath,  éste  será 
competente  en  aquel  caso  especial  y 
solamente  para  la  misma  Dieta. 

Art.  13.  El  Gobierno  presentará  al 
Reichsrath  los  proyectos  de  ley;  pero 
éste  podrá  igualmente  proponerlos  por 
su  propia  iniciativa  en  los  asuntos  que 
sean  de  su  competencia. 

En  todo  caso,  para  que  un  acuerdo 
tenga  fuerza  de  ley,  se  necesita  el  voto 
conforme  de  ambas  Cámaras  y  la  san- 
ción del  Emperador. 

Si  las  Cámaras  no  llegasen  á  un 
acuerdo  después  de  repetidas  delibera- 
ciones, y  se  tratase  de  un  crédito  en 
una  ley  de  Hacienda  ó  de  la  cifra  del 
contingente  para  el  servicio  militar,  se 
considerará  como  válida  la  cifra  más 
baja. 

Art,  14.  Si  durante  el  tiempo  en  que 
no  se  reúna  el  Reichsrath  se  necesitase 
tomar  medidas  urgentes  en  algún  ramo 
de  sus  atribuciones,  podrá  hacerse  así 
por  un  decreto  imperial,  bajo  la  res- 
ponsabilidad de  todo  el  Ministerio,  con 
la  condición  do  que  dichas  medidas  no 
impliquen  derogación  de  la  ley  fun- 
damental, ni  cargas  duraderas  para  el 


Tesoro  público,  ni  enajenación  del'do- 
minio  del  Estado.  ^ 

Las  disposiciones  á  que  se  refiere 
este  artículo  tendrán  provisionalmente 
fuerza  de  ley  si  van  firmadas  por  todo 
el  Ministerio  y  se  encierran  en  los  lí- 
mites trazados  por  este  precepto  de  la 
ley  fundamental. 

Caducará  la  fuerza  de  ley  á  que  se 
refiere  el  párrafo  anterior,  si  el  Gobier- 
no dejase  de  dar  cuenta  al  inmediato 
Reiclisrath  de  las  medidas  axioptadas, 
debiendo  hacerse  esto  dentro  de  las 
cuatro  semanas  siguientes  á  la  fecha  de 
la  convocatoria.  También  caducarán 
aquellas  disposiciones  extraordinarias 
si  cualquiera  de  ambas  Cámaras  les 
negase  su  aprobación. 

Todo  el  Ministerio  deberá,  bajo  su 
responsabilidad,  anular  los  decretos 
cuando  hayan  perdido  el  carácter  de 
leyes  provisionales. 

Art.  15.  Para  que  un  acuerdo  sea  vá- 
lido en  el  Reichsrath,  se  necesita  por 
lo  menos  la  presencia  de  100  individuos 
de  la  Cámara  de  los  Diputados,  y  la 
dé  40  en  la  de  los  Señores,  así  como  la 
mayoría  absoluta  de  votantes  en  ambas 
Asambleas. 

Para  las  reformas  de  la  ley  funda- 
mental sobre  la  representación,  sobre 
los  derechos  generales  de  los  ciudada- 
nos de  los  reinos  y  países  representa- 
dos en  el  Reichsrath,  sobre  la  institu- 
ción de  una  jurisdicción  del  imperio, 
sobre  el  poder  judicial,  así  como  sobro 
el  ejercicio  del  Poder  ejecutivo,  se  ne- 
cesitará, por  lo  menos,  en  cada  Cáma- 
ra una  mayoría  compuesta  de  las  dos 
terceras  paytes  de  los  votantes,  y  la 
presencia  de  la  mitad  por  lo  menos  de 
los  individuos  de  la  Cámara  de  los 
Diputados. 

Art.  16.  Los  Diputados  no  recibirán 
de  sus  electores  ningún  mandato  im- 
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perativo.  Los  individuos  del  Reiclisratli 
no  serán  nunca  responsables  por  sus 
votos  emitidos  en  el  ejercicio  de  sus 
funciones  y  de  las  palabras  que  en  el 
mismo  concepto  pronuncien;  solamen- 
te lo  serán  ante  la  Cámara  á  que  perte- 
nezcan. 

Ningún  individuo  del  Reichsrath  po- 
rlrá  ser  preso  ni  perseguido  judicial- 
mente en  el  curso  de  la  legislatura, 
salvo  el  caso  de  ser  cogido  infraganUy 
sin  el  consentimiento  de  la  Cámara  á 
que  pertenetca.  En  el  caso  de  ser  cogi- 
do infraganUy  el  Tribunal  deberá  notifi- 
car inmediatamente  la  prisión  al  Presi- 
dente de  la  Cámara. 

Si  ésta  lo  exige,  el  considerado  como 
reo  será  puesto  en  libertad  y  se  deten- 
drá el  curso  de  los>  procedimientos 
mientras  dure  la  legislatura. 

El  mismo  derecho  tendrá  la  Cámara 

cuando  se  trate  del  arresto  ó  de  la  cau- 

,  sa  formada  contra  cualquiera  de  sus 

individuos  estando  cerradas  las  Cortes. 

Art.  17.  Todos  los  individuos  del 
Reichsrath  deberán  votar  en  persona. 

Art.  18.  Los  Diputados  serán  elegi- 
dos por  seis  años.  Se  procederá  á  elec- 
ciones generales  á  la  terminación  de 
este  período  ó  en  el  caso  de  disolu- 
ción. 

Los  Diputados  podrán  ser  reelegidos. 
Se  procederá  á  nueva  elección  en  el 
caso  de  fallecer  un  individuo,  si  per- 
diese la  capacidad  personal,  si  se  viese 
imposibilitado  largo  tiempo  de  tomar 
asiento  en  el  Reichsrath,  si  presentase 
su  dimisión,  ó  cuando  por  cualquier 
otro  concepto  dejase  de  pertenecer  ala 
Cámara. 

Art.  19.  El  Emperador  suspenderá, 
cuando  lo  tenga  á  bien,  las  sesiones  del 
Reichsrath,  y  podrá  disolver  la  Cámara 
de  los  Diputados. 

En  este  caso  se  procederá  á  nuevas 


eleccipnes,  con  arreglo  á  lo  establecido 
en  el  art.  7.^ 

Art.  20.  Los  Ministros  y  Jefes  de  los 
servicios  centrales  podrán  tomar  parte 
en  todas  las  discusiones  del  Reichsrath 
y  presentar  proposiciones  en  persona  ó 
por  medio  de  un  Diputado. 

Las  Cámaras  podrán  reclamar  la  pre- 
sencia de  los  Ministros. 

Se  les  concederá  la  palabra  siempre 
que  la  pidan,  y  sólo  tendrán  derecho  á 
votar  en  la  Cámara  á  que  pertenezcan. 

Art.  21 .  Cada  Cámara  del  Reichsrath 
podrá  interpelar  á  los  Ministros  sobre 
todos  los  asuntos  de  su  competencia, 
someter  á  examen  los  actos  del  Gobier- 
no, pedirle  explicaciones  sobre  las  pe- 
ticiones presentadas,  nombrar  comi- 
siones, á  las  que  suministrarán  los  Mi- 
nistros cuantos  datos  y  documentos 
necesiten,  y  expresar  su  opinión  por 
medio  de  mensajes  y  acuerdos  so- 
lemnes. 

Art.  'üSí,  La  investigación  y  examen 
de  la  Deuda  pública  será  objeto  de  una 
ley  especial. 

Art.  23.  Las  sesiones  de  ambas  Cá- 
maras del  Reichsrath  serán  públicas. 
Sin  embargo,  las  Cámaras  podrán  re- 
unirse excepcionalmente  en  sesión  se- 
creta á  propuesta  del  Presidente  ó  de 
10  individuos  por  lo  menos,  si  la  Cá- 
mara así  lo  acuerda,  luego  que  el  pú- 
blico se  haya  retirado. 

Art.  24.  Un  reglamento  especial  de- 
terminará los  detalles  accesorios  sobre 
el  giro  de  los  asuntos  y  las  relaciones 
recíprocas  entre  ambas  Cámaras. 

§  ^P— Ejercicio  del  Poder  ejecutivo 

(Ley  fundamcDital  del  imperio  austríaco,  promuN 
j^adn  en  21  de  Diciembre  de  1867) 

Artículo  1."    La  persona  del  Empera- 
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dor  es  sagrada,  inviolable  é  irrespon- 
sable. 

Art.  2.**  El  Emperador  ejercerá  el 
Poder  ejecutivo  por  medio  de  Ministros 
responsables  y  funcionarios  sometidos 
á  las  órdenes  de  estos  últimos. 

Art.  3.**  El  Emperador  nombrará  y 
destituirá  los  funcionarios,  y  dispon- 
drá de  todos  los  empleos  en  todos  los 
ramos  del  Estado,  con  arreglo  á  lo  que 
le  propongan  sus  Ministros,  á  no  ser 
que  la  ley  lo  disponga  de  otro  modo. 

Art.  4.°  El  Emperador  conferirá  los 
títulos,  condecoraciones  .y  demás  dis- 
tinciones del  Estado. 

Art.  5.®  El  Emperador  será  el  Jefe 
Supremo  de  la  fuerza  armada;  decla- 
rará la  guerra  y  celebrará  la  paz. 

Art.  6.®  El  Emperador  celebrará  tra- 
tados políticos.  Para  la  validez  de  estos 
tratados,  si  imponen  cargas  al  imperio 
ó  á  cualquiera  de  los  países  que  lo 
componen  ú  obligaciones  á  los  ciuda- 
danos, ó  s¡  se  refieren  á  asuntos  de  co- 
mercio, se  necesit£|,rá  el  consentimien- 
to del  Reichsrath. 

Art.  7.°  El  derecho  de  acuñar  mone- 
da se  ejercerá  en  nombre  del  Empe- 
rador. 

Art.  8.**  Al  subir  al  Trono  prestará 
el  Emperador  el  siguiente  juramento 
en  j)resencia  de  las  dos  Cámaras  del 
Reichsrath :  Juro  guardar  inviolable- 
mente  las  leyes  fundamentales  de  los 
reinos  y  territorios  representados  en  el 
Reichsrath  y  y  gobernar  con  arreglo  á 
ellas  y  á  las  leyes  generales, 

Art  9.**  Los  Ministros  serán  respon- 
sables de  la  legalidad  y  constituciona- 
1  ¡dad  de  los  actos  del  Gobierno,  en  lo 
que  se  refiere  al  ejercicio  de  sus  fun- 
ciones. 

Esta  responsabilidad,  la  constitución 
del  Tribunal  de  justicia  que  Jiaya  de 
j  uzgar  á  los  Ministros  acusados,  y  las 


reglas  del  procedimiento,  se  determi- 
narán por  una  ley  especial  (1). 

Art.  10.  La  promulgación  de  las  ley  es 
se  verificará  en  nombre  del  Empera- 
dor, en  virtud  del  consentimiento  de  los 
Cuerpos  representativos  constituciona- 
les y  con  la  firma  de  un  Ministro  res- 
ponsable. 

Art.  11.  En  el  límite  de  sus  atribu- 
ciones, las  autoridades  públicas  podrán 
promulgar  decretos,  disposiciones  y  re- 
glamentos, y  hacerlos  observar,  aun 
empleando  la  fuerza,  como  las  le- 
yes, por  los  funcionarios  destinados  al 
efecto. 

Habrá  leyes  particulares  para  des- 
lindar los  derechos  que  correspondan 
á  las  autoridades  administrativas  en  lo 
tocante  á  la  ejecución  de  las  leyes  y  al 
uso  de  la  fuerza  armada  organizada 
con  carácter  permanente,  ó  convocada 
en  casos  particulares  para  sostener  el 
orden  y  la  seguridad  pública. 

Art.  12.  Todos  los  empleados  del  Es- 
tado, en  el  ejercicio  de  sus  funciones, 
serán  responsables  de  la  observancia 
de  las  leyes  fundamCiU tales,  así  como 
de  las  del  imperio  y  de  la  provincia,  en 
el  desempeño  de  su  cargo  respectivo. 

La  obligación  de  hacer  efectiva  esta 
responsabilidad  incumbirá  desde  luego 
á  los  agentes  del  Poder  ejecutivo,  bajo 
cuya  vigilancia  y  disciplina  sirvan  al 
país  dichos  empleados. 

El  procedimiento  contra  los  funcio- 
narios responsables  de  violaciones  del 
derecho  cometidas  por  medio  de  dispo- 
siciones contrarias  á  las  leyes,  será 
objeto  de  una  ley. 

Art.  13.  Todos  los  agentes  de  la  au- 
toridad pública  prestarán  juramento  de 


(1)    Véase   más  adelante  la  ley  de  25  de  Junio 
de  1867.  sobre  responsabilidad  piioisterial. 
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observar  inviolablemente  las  leyes  fun- 
damentales del  Estado. 


%A,^— Ejercicio  del  poder  judicial 

(Ley  fundamental  del  Estado,  promulgada  en  21 
de  Diciembre  de  186*7) 

Artículo  1.^  La  justicia  se  adminis- 
trará en  nombre  del  Emperador,  y  en 
el  mismo  se  pronunciarán  todos  los 
fallos  y  sentencias. 

Art.  2.°  La  organización  y  compe- 
tencia de  los  tribunales  serán  determi- 
nadas por  la  ley  (1). 

No  podrán  establecerse  tribunales 
extraordinarios,  sino  en  los  casos  pre- 
viamente determinados  por  las  leyes. 

Art.  3.®  La  competencia  de  los  tri- 
bunales militares  será  determinada  por 
una  ley  especial. 

Art.  4."  La  ley  establecerá  igual- 
mente la  jurisdicción  encargada  de  co- 
nocer en  todo  lo  relativo  á  las  infrac- 
ciones de  los  reglamentos  de  policía. 

Art.  5.**  Los  Jueces  serán  nombrados 
por  el  Emperador  ó  en  su  nombre,  con 
carácter  vitalicio  é  inamovible. 

Art.  6.**  Los  Jueces  serán  libres  é  in- 
dependientes. No  podrán  ser  destituí- 
dos  sino  en  los  casos  previstos  por  la 
ley,  y  solame'nte  en  virtud  de  sentencia 
ejecutoria.  No  podrá  tener  efecto  la  sus- 
pensión de  un  Juez,  sino  por  orden  del 
Presidente  del  tribunal  ó  de  su  superior 
respectivo,  remitiéndose  al  mismo  tiem- 
po el  asunto  á  la  jurisdicción  compe- 
tente. Esta  misma  disposición  es  apli- 
cabl  o  ala  traslación  ó  jubilación  contra 
la  voluntad  del  interesado,  pues  sólo 
podrán  tener  efecto  por  sentencia  eje- 


(1)    Véase  más  adelante  Organización  del   po- 
der  judicial, 


cutoria  en  los  casos  y  con  arreglo  á  las 
formas  determinadas  por  la  ley. 

Esta  disposición  no  será  aplicable  á 
las  traslaciones  ó  cesantías  que  resul- 
ten indispensables  á  consecuencia  de 
reformas  introducidas  en  la  organiza- 
ción de  los  tribunales. 

Art.  7.**  No  corresponderá  á  los  tri- 
bunales la  apreciación  de  la  fuerza  obli- 
gatoria que  hayan  de  tener  las  leyes 
debidamente  promulgadas  en  forma; 
pero  podrán  juzgar  de  la  validez  de  los 
fallos  pronunciados  en  las  diferentes 
instancias  legales. 

Art.  8.®  Al  prestar  juramento  los 
funcionarios  del  orden  judicial,  inclui- 
rán en  él  la  observancia  inviolable  de 
las  leyes  fundamentales  del  Estado. 

Art,  9.*^  .Los  funcionarios  del  orden 
judicial  podrán  ser  acusados  por  ilega- 
lidades cometidas  en  el  ejercicio  de  sus 
funciones,  ó  por  haber  procedido  sin 
sujeción  á  los  medios  legales  que  deter- 
mina el  enjuiciamiento.  Este  derecho 
de  acusación  será  objeto  de  una  ley  es- 
pecial (1). 

Art.  10.  Los  debates  jurídicos  ante 
los  tribunales  serán  orales  y  públicos, 
tanto  en  lo  civil  como  en  lo  criminal. 
La  ley  determinará  las  excepciones  de 
esta  regla  (2). 

En  las  causas  criminales  actuará  el 
Ministerio  público. 

Art.  11.  La  culpabilidad  del  acusado 
en  los  delitos  castigados  con  penas 
graves  por  la  ley,  en  todos  los  políticos 
y  en  los  cometidos  por  medio  de  la 
prensa,  será  determinada  por  los  ju- 
rados. 

Art.  12.    Habrá  en  Viena  un  Tribu- 


(1)  Véase  más  adelante  la  ley  de  Responsabi- 
lidad judicial. 

(2)  Véase  en  su  lugar  correspondiente  el  Có» 
(li^'O  de  Ipst-rucción  criminal  de  1873, 


LEYES   FUNDAMENTALES   PECULIARES   DE  AUSTRIA 


4i 


nal  Supremo  y  otro  de  Casación  para 
los  reinos  y  países  representados  en 
el  Reichsrath. 

Art.  13.  El  Emperador  tiene  el  dere- 
cho de  decretar  amnistías  é  indultar 
de  las  penas  6  rebajar  las  impuestas 
legalmente  por  los  tribunales;  pero  con 
las  excepciones  consignadas  en  la  ley 
en  materia  de  responsabilidad  minis- 
terial. 

Art.  14.  En  todas  las  instancias  per- 
manecerán separadas  las  cuestiones 
del  orden  judicial  délas  concernientes 
al  orden  administrativo. 

Art.  15.  En  cualquier  caso  en  que 
una  autoridad  administrativa  tenga  de- 
recho para  decidir  sobre  pretensiones 
contradictorias  entre  particulares,  con 
arreglo  á  las  leyes  vigentes  ó  que  lle- 
guen á  estarlo  en  lo  sucesivo,  la  parte 
lastimada  en  sus  derechos  por  la  dispo- 
sición de  dicha  autoridad  administra- 
tiva podrá  repetir  contra  la  parte  con- 
traria por  la  vía  ordinaria  judicial.  Si 
fuera  de  estos  casos  pretendiese  alguno 
haber  sido  lesionado  en  sus  derechos 
por  determinación  de  una  autoridad  ad- 
ministrativa, podrá  recurrir  ante  el  tri- 
bunal de  la  misma,  en  debate  público 
y  oral,  contra  el  representante  de  aqué- 
lla. Una  ley  especial  determinará  los 
casos  en  que  sea  competente  el  tribu- 
nal de  justicia  administrativa,  y  los 
procedimientos  á  que  haya  de  ajustar- 
se para  su  tramitación  (1). 

§  h.^— Organización  del  Tribunal 
del  imperio 

(Ley  fundamental  del  imperio  austríaco,  promul- 
gada en  21  de  Diciembre  de  18í)^) 

Artículo  l.*^  Se  establece  un  Tribu- 
nal del  imperio  para  dirimir  las  cues- 

(1)  Véase  el  extracto  al  fínal  del  tratado  de  la 
Organización  judicial, 


tiones  de  competencia  y  las  materias 
litigiosas  de  derecho  público  en  los 
reinos  y  países  representados  en  el 
Reichsrath. 

Art.  2.^  El  Tribunal  decidirá  en  últi- 
ma instancia  las  competencias: 

a)  Entre  las  autoridades  judiciales 
y  administrativas,  sobre  si  un  asunto 
corresponde  á  la  jurisdicción  ordinaria 
(?  á  la  administrativa,  en  los  casos  de- 
terminados por  la  ley; 

b)  Entre  una  Dieta  provincial  y  las 
autoridades  superiores  gubernativas, 
cuando  cada  una  reclame  para  sí  el  de- 
recho de  conocer  en  un  negocio  admi- 
nistrativo; 

c)  Éntrelas  autoridades  autónomas 
provinciales  de  las  diferentes  regiones, 
respecto  á  los  asuntos  sometidos  á  su 
administración  y  vigilancia. 

Art.  3.^  El  Tribunal  del  imperio  de- 
cidirá además: 

a)  Sobre  las  pretensiones  suscita- 
das por  los  diferentes  reinos  y  territo- 
rios representados  en  el  Reichsrath, 
contra  la  reunión  de  éste,  y  recíproca- 
mente, así  como  también  sobre  las  pre- 
tensiones de  uno  de  estos  reinos  y  te- 
rritorios contra  otro,  y,  por  último,  so- 
bre las  reclamaciones  de  los  munici- 
pios, corporación  es  43  particulares,  con- 
tra uno  de  estos  reinos  ó  territorios,  si 
no  pueden  ventilarse  por  la  vía  judicial 
ordinaria; 

b)  Sobre  las  quejas  formuladas  por 
los  ciudadanos  respecto  á  la  violación 
de  los  derechos  políticos  garantizados 
por  la  Constitución,  cuando  el  asunto 
hava  sido  sometido  á  la  vía  adminis- 

t. 

trativa  con  arreglo  á  la  ley. 

Art.  4.0  El  Tribunal  es  ol  único  juez 
para  saber  si  un  asunto  es  de  su  com- 
petencia y  sus  fallos  excluyen  toda  ape- 
lación ulterior,  así  como  todo  recurso 
por  la  vía^jt^icial  ordinaria,  Si  el  Tri- 
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bunal  remite  un  asunto  para  su  cono- 
cimiento á  los  Jueces  ordinarios  ó  á 
una  autoridad  administrativa,  ni  ésta 
ni  aquéllos  podrán  declinar  su  conoci- 
miento, so  pretexto  de  incompetencia. 

Art.  5.0  El  Tribunal  del  imperio  re- 
sidirá en  Viena.  Se  compondrá  de  un 
Presidente  y  de  un  Vicepresidente,  vi- 
talicios, nombrados  por  el  Emperador, 
y  de  12  individuos  y  cuatro  suplen- 
tes, nombrados  también  por  el  Empe- 
rador, é  igualmente  vitalicios,  eligién- 
dolos de  modo  que  seis  individuos  y  los 
suplentes  sean  nombrados  entre  los 
candidatos  propuestos  por  la  Cámara 
de  los  Diputados,  y  los  otros  seis  indi- 
viduos con  los  suplentes  entre  los  can- 
didatos propuestos  por  la  Cámara  de 
los  Señores. 

La  presentación  se  verificará  desig- 
nando tres  candidatos  versados  en  la 
ciencia  de  la  jurisprudencia,  para  cada 
plaza. 

Art.  6.0  Una  ley  especial  determi- 
nará ulteriormente  la  organización  del 
Tribunal,  los  procedimientos  á  que  ha 
de  ajustarse  y  el  modo  de  ejecutar  sus 
sentencias. 

II.— Disposiciones  org&nicas 

§  í,"^— Elección  de  los  Diputados  (1) 

(Extracto  de  ley  de  21  de  Diciembre  de  1867, 
reformada  por  la  de  2  de  Abril  de  ISTS) 

Electores.'-Por  regla  general,  son 
electores  todos  los  ciudadanos  austría- 
cos varones  que  hayan  cumplido  vein- 
ticuatro años  de  edad  y  se  hallen  en  el 


(1)  Resumiendo  lo  más  esencial  y  ordenando 
la  materia  en  forma  mucho  más  clara  é  inteligi- 
ble, variamos  el  plan  de  la  ley,  y  hacemos  de  ella 
el  extracto  que  sigue. 


pleno  goce  de  sus  derechos  civiles  y 
políticos  (1). 

Esta  masa  general  de  electores  se 
divide  en  cuatro  categorías,  á  saber: 
1.*  Grandes  propietarios  ó  mar/ores  con- 
trikuyenies;  2."  Habitantes  de  las  ciuda- 
des-, 3."  Cámaras  de  Comercio  y  de  In- 
dustria; 4."  Municipios  rurales.  Cada 
territorio  organiza  estas  cuatro  catego- 
rías por  leyes  propias  ó  regionales. 

Primera  categoría,— '^q.  hemos  dicho 
que  la  forman  los  grandes  propietarios, 
según  se  entienda  este  concepto  en  cada 
región.  En  Dalmacia,  por  ejemplo,  la 
forman  los  mayores  contribuyentes.  En 
general  se  entiende  por  gran  propie- 
dad la  que  paga  por  lo  menos  100  flori- 
nes (250  pesetas)  de  impuestos  direc- 
tos; pero  en  algunos  países  se  eleva  á 
más  de  200  flownes,  bajando  en  otros  á 
50,  y  son  muchos  los  países  en  que  se 
exige  que  la  propiedad  sea  un  antiguo 
dominio  señorial. 

En  esta  categoría  hallamos  dos  cosas 
raras,  á  saber:  la  primera,  que  puede 
votarse  por  poder,  y  la  segunda,  que 
tienen  este  derecho  también  las  mu- 
jeres que,  habiendo  llegado  á  la  edad 
de  veinticuatro  años,  gocen  de  cierta 
independencia,  si  bien  no  suelen  ejer- 
citar ese  derecho  directamente,  sino  que 
las  mujeres  casadas  lo  ejercitan  ordi- 
nariamente por  medio  de  sus  maridos, 
y  las  solteras  ó  viudas  por  medio  de 
mandatario.  En  ciertos  países  tienen 
también  derecho  electoral  las  corpora- 
ciones y  entidades  jurídicas,  considera- 


(1)  Seg^iin  el  art.  20  de  la  ley,  están  privados 
del  derecho  electoral:  1.*  Las  personas  que  se 
hallan  bajo  tutela  ó  cúratela;  2."  Los  indigentes 
que  lo  hayan  sido  durante  el  año  que  preceda  á  la 
elección;  8.°  Los  quebrados  y  concursados  mien- 
tras dure  la  quiebra;  1.°  Los  condenados  por 
crímenes  6  delitos 
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das  como  personas  morales,  si  entran 
en  la  categoría  de  grandes  propieta- 
rios, ejerciendo  este  derecho  la  perso- 
na ó  funcionario  designado  por  la  ley 
ó  por  los  estatutos  del  establecimiento. 
Los  militares  en  activo  servicio  están 
privados  del  derecho  electoral. 

Cualquier  elector  de  esta  categoría 
puede  representar  á  otro  elector,  de- 
biendo el  mandato  ser  especial  y  para 
todas  las  operaciones  relativas  á  la 
elección.  El  mandato  deberá  conferirse 
y  revocarse  por  escrito,  nunca  de  pala- 
bra ni  por  telégrafo. 

Además  de  las  particularidades  an- 
tes indicadas,  los  electores  de  esta  ca- 
tegoría pueden  votar  en  tantos  países 
diferentes  cuantos  sean  aquellos  en  que 
tienen  grandes  propiedades,  dando  los 
correspondientes  poderes  para  que  los 
representen. 

La  formación  de  las  listas  electora- 
les para  esta  categoría  está  á  cargo 
del  Gobernador  del  país,  que  decide  en 
última  instancia  tocias  las  reclama- 
ciones. 

Segunda  caí'e^/o ría.— Comprende  los 
electores  que  no  entren  en  la  primera  y 
habiten  en  las  ciudades  y  en  los  cen- 
tros comerciales  é  industriales.  El  elec- 
tor investido  con  este  derecho  en  va- 
rios puntos,  lo  ejerce  en  la  ciudad  don- 
de tiene  su  residencia  habitual,  y  sino 
la  tiene  determinada,  en  donde  paga 
mayor  impuesto  directo.  La  formación 
de  las  listas  electorales  está  á  cargo 
del  primer  magistrado  del  municipio, 
que  resuelve  además  las  reclamacio- 
nes, salvo  el  recurso  ante  el  Goberna- 
dor de  la  región. 

Tercera  eaiegoria.—k  los  miembros 
dé  las  Cámaras  que  la  forman  se  les 
exige  muy  especialmente  la  cualidad 
de  ciudadanos  austríacos,  para  evitar 
que  voten  los  de  otras  nacionalidades 


(sobre  todo  los  italianos  en  las  Cá- 
maras de  Trieste)  que  formen  parte  de 
dichas  Cámaras. 

Cuarta  categoría.— 'En  los  municipios 
rurales  hay  dos  clases  de  electores,  á 
saber:  1.",  electores  de  ciertos  munili- 
pios  que  eligen  entre  sí  otros  electores 
de  segundo  grado,  encargados  de  ele- 
gir á  su  vez  los  Diputados;  y  2.",  elec- 
tores que  votan  directamente  los  can- 
didatos. 

Respecto  de  las  elecciones  de  la  pri- 
mera clase,  forma  las  listas  correspon- 
dientes el  primer  magistrado  de  cada 
municipio,  salvo  el  recurso  ante  el  Go- 
bernador. El  elector  que  tiene  derecho 
en  distintos  municipios,  puede  ejercer- 
lo en  el  de  su  residencia  habitual  ó  en 
el  que  paga  más  contribución  directa. 
Cada  municipio  de  la  circunscripción 
nombra  un  elector  de  segundo  grado 
por  cada  500  habitantes  ó  fracción  de 
esta  cifra. 

La-s  personas  que  habitan  en  el  cam- 
po se  consideran  como  habitantes  del 
municipio  en  cuya  jurisdicción  se  ha- 
llen. Fija  el  número  de  electores  de  se- 
gundo grado  que  debe  elegir  cada  mu- 
nicipio, la  autoridad  política,  la  cual 
designa  también  un  Comisario  en  cada 
municipio  para  dirigir  las  operaciones 
electorales  en  unión  de  la  corporación 
municipal. 

La  votación  se  hace  verbalmente  ó 
por  escrito,  según  la  práctica  de  cada 
país,  siendo  necesaria  para  que  haya 
elección  la  mayoría  absoluta  de  los  vo- 
tantes. El  resultado  de  la  elección  se 
remite  al  jefe  de  la  circunscripción  en- 
cargado de  comprobar  la  legalidad  de 
las  operaciones. 

Los  electores  directos  de  esta  catego- 
ría son  aquellos  que  poseen  fincas  rús- 
ticas no  incorporadas  á  un  municipio, 
pero  que  no  pagan  la  contribución  ne- 
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cesaría  para  formar  parte  de  la  prime- 
ra categoría.  Si  son  varios  los  copro- 
pietarios de  una  finca  de  esta  clase,  vo- 
ta sólo  uno,  delegado  por  los  demás.  Si 
un  propietario  tiene  derecho  electoral 
ei^  varias  circunscripciones,  lo  ejerce 
en  la  que  tiene  su  residencia  habitual  ó 
en  la  que  paga  mayor  impuesto.  Hecho 
el  nombramiento  de  los  electores  de 
segundo  grado,  se  forma  una  lista  ge- 
neral de  los  electores  de  la  cuarta  cate- 
goría. 

Formadas  las  listas  electorales^  re- 
ciben los  electores  de  la  primera,  se- 
gunda y  cuarta  categoría,  una  cédula 
de  aptitud  numerada,  con  la  que  deben 
presentarse  el  día  de  la  votación. 

Circunscripciones  y  colegios.— l^o^  353 
miembros  que  forman  la  Cámara  de 
Diputados  son  elegidos  en  proporción 
al  número  de  habitantes  de  cada  región 
ó  á  la  contribución  que  en  ellas  se  paga. 
En  tal  concepto,  Bohemia  elige  92  Di- 
putados; Galitzia,  Lodomeria  y  Craco- 
via, 63;  el  archiducado  de  la  Baja  Aus- 
tria, 37;  el  de  la  Alta,  17;  Moravia,  36; 
Styria,  23;  Tyrol,  18;  Carniola,  10;  Dal- 
macia,  9;  Carinthia,  9;  Bukowina,  9;  Si- 
lesia, 10;  Salzburgo,  5;  Vorarlberg,  3; 
Istria,  1;  Goerz  y  Gradiska,  4;  Trieste  y 
su  territorio,  4. 

Los  Diputados  de  cada  país  se  subdi- 
viden  en  lag  cuatro  categorías  electora- 
les indicadas,  viniendo  á  dar  el  resulta- 
do siguiente:  Los  municipios  rurales 
eligen  131  Diputados,  97  las  ciudades, 
85  los  grandes  prop¡<?tarios,  21  las  Cá- 
maras de  Comercio  é  Industria,  y  por 
último,  19  que  nombran  los  electores  de 
las  ciudades  y  los  de  las  Cámaras  de 
Comercio  reunidos. 

En  cuanto  á  la  formación  de  colegios, 
los  electores  de  la  primera  categoría 
sólo  forman  en  cada  país  un  colegio  y 
votan  por  lista   (circunscripción),  ex- 


ceptuándose únicamente  Galitzia  y  Cra- 
covia, que  están  divididas  en  veinte  dis- 
tritos, de  los  que  cada  cual  forma  un 
colegio  y  nombra  un  Diputado,  y  el  Ty- 
rol y  la  Bukowina,  que  están  dividi- 
dos en  dos  colegios  cada  uno  de  estos 
países,  nombrando  el  primero  un  Dipu- 
tado y  cuatro  el  segundo  (1).  Los  elec- 
tores de  las  ciudades  forman  un  solo 
colegio,  excepto  los  de  Trieste,  que  es- 
tán divididos  en  tres.  Los  de  las  Cáma- 
ras de  Comercio  é  Industria  votan 
unas  veces  aisladamente,  formando  un 
solo  colegio,  y  otras  con  los  electores 
de  las  ciudades,  pero  emitiendo  su  voto 
cada  clase  en  mesa  separada.  Los  de 
las  circunscripciones  rurales  forman 
varios  distritos  judiciales  un  solo  co- 
legio. 

Elegibles,— ho  son  para  Diputados  to* 
dos  los  ciudadanos  austríacos  varones 
que  hayan  cumplido  la  edad  de  treinta 
años  y  sean  electores,  no  habiendo  in* 
compatibilidad  alguna  respecto  de  los 
funcionarios  públicos. 

Mesas  electorales  y  Dotación,— Lgl  con- 
vocatoria para  las  elecciones  generales 
se  hace,  como  en  los  demás  países,  por 
medio  de  edictos  y  de  anuncios  en  los 
periódicos,  por  el  delegado  del  Poder 
central  en  cada  país  (Landeschef), 

Las  operaciones  electorales  para  los 
Diputados  de  la  gran  propiedad,  de  las 
ciudades,  y  de  los  municipios  rurales  son 
muy  análogas.  En  el  día  y  hora  que  se 
fija  para  las  operaciones,  se  constituye 
la  Mesa,  formada  por  un  Comisario 
designado  por  la  administración,  un 
Secretario ,  tres  vocales ,  designados 
por  el  Comisario,  otros  tres  elegidos 


(1)  tina  ley  de  4  de  Octubre  de  1882  ha  divi- 
dido los  grandes  propietarios  de  Bohemia  en  seis 
colegios  é  introducido  otras  modificaciones  gene- 
rales de  menos  importancia. 
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por  la  representación  comunal  en  las 
ciudades  ó  por  los  electores  en  la  gran 
propiedad  y  en  los  municipios  rurales. 
Los  seis  vocales  proceden  luego  á  ele- 
gir'un  séptimo  por  mayoría  absoluta, 
y,  en  caso  de  no  reunirse  ésta  en  una 
segunda  votación,  lo  nombrará  el  Co- 
misario. Los  siete  miembros  elegirán 
entre  ellos  su  Presidente  por  simple 
mayoría. 

Los  poderes  de  la  Comisión  para  re- 
solver respecto  de  la  admisión  de  elec- 
tores ó  validez  de  los  votos,  sólo  se  ex- 
tienden á  los  tres  casos  siguientes: 
1.**  Cuando  al  votar  hay  duda  sobre  la 
identidad  del  elector;  2.®  Cuando  se  tra- 
ta de  decidir  acerca  de  la  validez  ó  de 
la  nulidad  de  un  voto  determinado,  de 
un  mandato  electoral  ó  de  la  revoca- 
ción de  este  mandato;  3.**  Cuando  se 
formula,  durante  la  votación,  una  re- 
clamación acerca  del  derecho  electoral 
de  una  persona  intuida  en  las  listas, 
cuando  se  le  impute  haber  perdido  su 
derecho  después  de  la  formación  de 
aquéllas.  Las  decisiones  de  la  Comi- 
sión debjerán  dictarse  durante  la  re- 
unión y  antes  de  continuar  la  votación, 
y  son  inapelables.  El  Presidente  de  la 
Comisión  sólo  votará  en  caso  de  em- 
pate de  sus  seis  colegas.  El  Comisario 
estará  encargado  del  mantenimiento 
del  orden  dentro  del  local.  Si  por  cir- 
cunstancias determinadas  .no  se  puede 
comenzar,  continuar  ó  concluir  la  vo- 
tación, podrá  la  Comisión  electoral, 
con  el  asentimiento  del  Comisario, 
aplazar  las  operaciones,  tomando  las 
medidas  necesarias  para  la  conserva- 
ción de  los  documentos,  de  las  papele- 
tas depositadas,  si  las  hubiere,  y  de  la 
urna* 

La  votación  se  hace  por  papeletas  en 
los  colegios  de  la  gran  propiedad  y  de 
las  ciudades;  y  por  papeletas  ó  verbal- 


mente  en  los  municipios  rurales,  según 
se  haga  la  elección  de  los  Diputados 
para  la  Dieta  de  la  región.  Los  miem- 
bros de  la  Comisión  votan  los  prime- 
ros, llamando  en  seguida  á  los  electo- 
res por  orden  de  lista,  y  los  que  no  se 
hallan  presentes  al  llamarlos,  votan 
los  últimos.  Las  demás  operaciones 
son  ¡d('»nticas  á  las  prescritas  en  nues- 
tra ley  electoral. 

Para  que  un  candidato  sea  elegido, 
ha  de  obtener  más  de  la  mitad  de  los 
votos  emitidos,  y  si  hubiera  empate  de- 
cidirá la  suerte.  Si  no  resulta  mayoría 
absoluta,  se  procede  á  nuevas  votacio- 
nes.  El  acta  se  remite  al  Gobernador 
de  la  región. 

Respecto  de  la  votación  en  las  Cáma- 
ras de  Comercio  é  Industria,  es  presi- 
dida por  un  Comisario  designado  al 
efecto  por  el  Gobernador  del  país.  Ca- 
da miembro  de  la  Cámara  de  Comercio 
que  tenga  derecho  electoral  deposita 
su  papeleta  en  la  forma  que  prescribe 
el  reglamento  de  dicha  Cámara.  El  ac- 
ta de  las  operaciones  la  extenderá  el 
Secretario  de  la  Cámara,  entregándola 
con  las  papeletas  y  demás  piezas  de  la 
elección  al  Comisario,  que  las  remitirá 
al  Gobernador  del  país. 

Finalmente,  el  Gobernador  de  cada 
región,  después  de  enterarse  de  las  ac- 
tas y  documentos  electorales  que  se  le 
remiten  de  los  diferentes  colegios,  ex- 
pide y  manda  entregar  á  cada  Diputado 
electo  un  certificado  de  elección,  si 
bien  corresponde  luego  á  la  Cámara  el 
estatuir  acerca  de  la  nulidad  ó  validez 
de  las  actas.  En  las  elecciones  dobles 
debe  el  elector  optar  por  un  distrito 
dentro  de  los  ocho  días  siguientes  al 
de  la  aprobación  de  su  acta. 
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§  2.^ —Organización  regional  (Dietas 
provinciales) 

Hemos  indicado  anteriormente  que 
tanto  la  parte  de  la  Cisleiihania  (Austria 
propia),  cuanto  la  de  la  Transleiiha- 
nia  (Hungría),  están  formadas  por  re- 
giones menores,  que  bajo  el  título  de 
reinos,  archiducados,  principados,  con- 
dados, margraviatos,  etc.,  forman  ver- 
daderos pequeños  Estados  autónomos 
en  casi  todo  lo  que  á  su  vida  inte- 
rior se  refieren,  si  bien  las  decisiones 
de  sus  Dietas  están  sujetas  á  la  sanción 
imperial,  rigiendo  acerca  de  esta  mate- 
ria, no  un  pacto  constitucional  como  el 
de  las  dos  partes  de  que  se  forma  el 
imperio,  sino  una  serie  de  Edictos  im- 
periales más  ó  menos  espontáneos,  dic- 
tados en  los  años  de  1860  y  1861,  y  de 
los  que  reproduciremos  uno  de  los  más 
importantes,  el  relativo  al  archiducado 
de  Austria,  como  una  especie  de  mode- 
lo para  formar  idea  de  los  demás,  y 
cuyo  texto  es  el  siguiente: 

ESTUTUTO  BEGIOHÜL  Ú  PROVINCIAL 

PARA 

EL  ARCHIDUCADO  DE  AUSTRIA  DE  AQUENDE  EL  EN8 

CAPÍTULO  PRIMERO.— DE  la  repre- 
sentación REGIONAL  (PROVINCIAI  j 

Artículo  1/'  El  archiducado  de  Aus- 
tria de  aquende  el  Ens,  estará  represen- 
tado por  la  Dieta  en  todo  lo  concernien- 
te á  los  intereses  de  este  territorio. 

Art.  2.®  Los  derechos  concedidos  á 
la  representación  provincial  serán  ejer- 
cidos por  la  misma  Dieta,  ó  por  la  Jun- 
ta ó  Comisión  permanente  (1). 

(1)  Así  modificado  por  la  ley  de  8  de  Enero 
de  1867. 


Art.  3.**  La  Dieta  constará  de  68  in- 
dividuos, á  saber: 

1.°  El  Príncipe  Arzobispo  de  Viena 
y  el  Obispo  de  San-Polten; 

2,®  El  ilustre  Rector  de  la  Universi- 
dad de  Viena; 

3.°  Sesenta  y  cinco  Diputados  elegi- 
dos de  modo  que  haya: 

a)  Quince  Diputados  representan- 
tes de  la  gran  propiedad  territorial; 

h)  Veintiocho  Diputados  de  las  ciu- 
dades y  villas  designadas  por  el  regla- 
mento de  elecciones,  y  de  las  Cámaras 
de  Comercio  y  de  Industria; 

c)  Veintiún  Diputados  de  los  demás 
municipios  del  archiducado  de  Austria 
de  aquende  el  Ens. 

Art.  4.®  El  Emperador  elegirá  entre 
los  Diputados  el  Presidente (Landmars- 
chall)  y  Vicepresidente  para  las  sesio- 
nes de  la  Dieta. 

Art.  5.**  El  reglamento  electoral  de- 
terminará de  una  *manera  precisa  las 
condiciones  necesarias  para  ser  elec- 
tor y  elegible;  fijará  la  distribución  de 
Diputados  entre  cierto  número  de  cir- 
cunscripciones, y  establecerá  los  pro- 
cedimientos en  materia  electoral. 

Art.  6.°  La  duración  del  cargo  por  lo 
que  al  Presidente  y  Vicepresidente  res- 
pecta, así  como  á  los  poderes  de  los  in- 
dividuos de  la  Dieta,  no  pasará  de  sois 
años. 

La  elección  de  Diputado  para  la  Die- 
ta no  podrá  ser  revocada  por  los  elec- 
tores. 

Terminada  la  duración  reglamenta- 
ria de  la  Dieta,  ó  en  el  caso  de  una  di- 
solución anticipada,  ó  cuando  alguno 
de  sus  individuos  fallezca,  dimita  ó 
pierda  las  condiciones  exigidas  para 
ser  Diputado,  se  procederá  á  nuevas 
elecciones. 

Los  individuos  de  las  Dietas  anterio- 
res podrán  ser  reelegidos. 
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Art.  7.''  Los  Diputados  elegidos  para 
la  Dieta  no  podrán  serlo  con  mandato 
innperativo,  y  deberán  ejercer  en  perso- 
na su  derecho  de  votar  en  la  Dieta. 

Art.  8.°  La  Dieta  será  convocada  por 
el  Emperador  y  se  reunirá  con  toda  re- 
gularidad una  vez  al  año.  La  legislatura 
se  celebrará  en  Viena,  á  no  ser  que  el 
Emperador  disponga  lo  contrario. 

Art.  9.®  Al  entrar  en  el  ejercicio  de 
sus  funciones,  los  Diputados  jurarán 
fidelidad  y  obediencia  al  Emperador, 
observancia  á  las  leyes  y  cumplimien- 
to concienzudo  de  sus  deberes.  Este  ju- 
ramento se  prestará  en  manos  del  Pre- 
sidente. 

Art.  10.  El  Presidente  abrirá  la  Die- 
ta previamente  convocada  por  el  Em- 
perador, presidirá  las  sesiones,  diri- 
girá los  debates,  y  declarará  cerrada 
la  legislatura  ó  suspendidas  las  sesio- 
nes luego  que  la  Dieta  haya  terminado 
sus  trabajos,  ó  cuando  el  Emperador  lo 
disponga.  El  Emperador  podrá  disolver 
la  Dieta  en  cualquier  tiempo,  y  aun  du- 
rante el  curso  de  la  legislatura,  pero 
con  la  condición  de  convocar  al  mismo 
tiempo  á  nuevas  elecciones. 

Art.  IL  La  Junta  ó  Comisión  perma- 
nente encargada  de  las  funciones  admi- 
nistrativas y  ejecutivas  constará  de 
seis  individuos  elegidos  en  ol  senod^ 
la  Asamblea  y  presididos  por  el  Presi- 
dente de  la  Dieta. 

Este  último,  en  caso  de  ausencia,  ele- 
girá para  presidir  un  suplente  entre  los 
individuos  de  la  Junta. 

Art.  12.  Los  Diputados  elegidos  en 
representación  de  la  gran  propiedad 
territorial  designarán unindividuo  para 
]a  Junta;  otro  será  designado  por  loB 
que  representen  á  los  electores  de  las 
ciudades  y  aldeas,  y  Cámaras  de  Indus- 
tria y  Comercio,  y  otro  por  los  repre- 
sentantes de  los  municipios.  Los  otros 
Toiro  IX.— Instituciones  jurídicas. 


tres  individuos  serán  elegidos  manco- 
munadamente  por  toda  la  Dieta. 

Cada  una  de  estas  elecciones  se  ve- 
rificará por  mayoría  absoluta  de  votos. 
Si  en  el  primero  y  segundo  escrutinio 
no  resultara  mayoría  absoluta,  se  pro- 
cederá á  nueva  elección  únicamente 
entre  los  dos  candidatos  que  hayan  ob- 
tenido mayor  número  de  votos  en  el  se- 
gundo escrutinio,  y  en  caso  de  empate 
decidirá  la  suej^teí. 

Art.  13.  Para  la  elección  de  un  su- 
plente que  habrá  de  tener  cada  indivi- 
duo de  la  Junta,  se  procederá  á  la  elec- 
ción con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el 
artículo  anterior. 

Si  durante  la  clausura  de  las  sesio- 
nes falleciere  un  individuo  de  la  Junta, 
ó  presentase  su  dimisión,  ó  se  viese 
impedido  largo  tiempo  de  tomar  parte 
en  las  tareas  de  dicha  Junta,  le  reem- 
plazará en  el  acto  su  respectivo  suplen- 
te; pero  si  la  Dieta  estuviera  reunida, 
se  procederá  en  el  acto  á  reemplazarle. 

Art.  14.  Los  individuos  de  la  Junta 
y  los  suplentes  ejercerán  sus  funcioneí? 
mientras  exista  la  Dieta  que  los  haya 
elegido;  pero  continuarán  desempe- 
ñando su  cargo  al  terminarlos  poderes 
de  la  Dieta,  así  como  en  caso  de  diso- 
lución, hasta  que  la  nueva  Dieta  Jiaya 
elegido  otra  Junta. 

El  Diputado  que  deje  de  pertenecer  á 
la  Dieta,  dejará  también  de  pertenecer 
á  la  Junta. 

Art.  15.  Los  individuos  de  la  Junta 
estarán  obligados  á  residir  en  Viena, 
y  recibirán  de  los  fondos  públicos  una 
indemnización  anual,  cuya  cifra  será 
determinada  por  la  Dieta. 
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(1)  Decfa  así:  cLa  Dieta  tomará  parte  en  el 
ejercicio  del  Poder  legislativo  con  arreglo  al  di- 
ploma imperial  de  20  de  Octubre  de  1860,  y  en- 
viará á  la  Cámara  de  los  Diputados  del  Reichs- 
rath  18  individuos,  que  es  el  número  establecido 
por  el  art.  6.^  de  la  ley  fundamental  sobre  la  re* 
presentación  del  imperio. 

>La  elección  óe  estos  individuos  se  verificará 
con  sujeción  á  las  reglas  establecidas  en  el  ar- 
tículo 6.°  de  la  ley  fundamental  sobre  la  repre- 
sentación del  imperio. 

jil.a  distribución  de  los  Diputados  elegibles 
por  los  diferentes  territorios,  ciudades  y  corpo- 
raciones, será  objeto  de  estatutos  especiales.!         I 


CAPÍTULO  II.  — COMPETENCIA  Y  ATRI- 
BUCIONES DE  LA  REPRESENTACIÓN  RE- 
GIONAL. 

1.  —  Atribuciones  de  la  Dieta 

I 

Art.  IG.  (Derogado  por  la  Jey  electo- 
ral de  2  de  Abril  de  1878)  (1). 

Art.  17.  Los  proyectos  de  ley  concer- 
nientes á  los  intereses  de  la  prtivincia 
serán  presentados  á  la  Dieta  en  forma 
de  proposiciones  del  Gobierno. 

Lo  dispuesto  en  el  párrafo  anterior  j 
no  se  opone  á  la  iniciativa  que  corres- 
ponde á  la  Dieta  para  presentar  pro- 
yectos de  ley  de  la  misma  especie. 

Para  que  las  proposiciones  tengan 
fuerza  de  ley,  se  necesitará  de  consuno 
el  consentimiento  de  la  Dieta  y  la  san- 
ción del  Emperador. 

Si  la  Dieta  desechase  un  proyecto  de 
ley,  ó  le  negase  el  Emperador  la  san- 
ción, no  podrá  ser  presentado  ni  some- 
tido á  debate  ese  mismo  proyecto  en 
aquella  legislatura. 

Art.  18.  Serán  de  la  competencia  de 
la  Dieta: 

I.  Todas  las  disposiciones  concer- 
nientes: 

1.0    A  la  agricultura; 


2.0  A  los  edifícios  públicos  levanta- 
dos y  conservados  á  expensas  del  país; 

3.0  A  todos  los  establecimientos  de 
beneficencia  dotados  con  fondos  pú- 
blicos; ^ 

4.**  A  los  presupuestos  y  cuentas 
provinciales,  sea  con  relación  á  las 
rentas  de  la  Administración  de  Hacien- 
da provincial,  á  los  impuestos  por  cau- 
sa de  utilidad  pública  y  á  su  inversión, 
sea  también  respecto  á  los  gastos  ordi- 
narios yextraordinarios. 

II.  Las  disposiciones  particulares  en 
los  límites  de  cada  ley  general  y  con* 
cernientes: 

1.°    A  los  negocios  municipales; 

2.®    A  los  eclesiásticos  y  escolares; 

3.®  A  todo  lo  que  tenga  relación  con 
las  requisas  para  el  sorvicio  militar, 
suministro  de  caballos  al  ejército  y  lo 
necesario  para  la  manutención  y  aloja- 
miento de  las  tropas. 

III.  Por  último,  las  disposiciones 
sobre  otros  asuntos  que  interesen  al 
bienestar  ó  á  las  necesidades  de  la  re- 
gión (provincia),  si  se  someten  á  las 
deliberaciones  de  la  Dieta  por  medio  de 
un  decreto  imperial. 

Art.  49.  Corresponderá  también  á  la 
Dieta: 

I.  Formular  su  opinión  y  presentar 
proposiciones: 

1.°  Sobre  leyes  y  disposiciones  ge- 
nerales ya  promulgadas  en  sus  rela- 
ciones particulares  con  el  bienestar  de 
la  región; 

2.°  Sobre  leyes  y  disposiciones  ge- 
nerales reclamadas  por  las  necesida- 
des fie  la  región. 

II.  Redactar  memorias  sobre  todos 
los  asuntos  en  los  cuales  quiera  el  Go- 
bierno saber  su  dictamen. 

Art.  20.  La  Dieta  velará  por  la  con- 
servación de  los  bienes  peculiares  de 
la  región,  así  como  d^os  bienes  de  do- 
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minio  público  que  desde  su  origen  ó 
según  su  objeto  constituyan  una  pro- 
piedad del  archiducado  de  Austria  de 
aquende  el  Ens,  é  igualmente  de  los 
bienes  y  establecimientos  fundados  ó 
dotados  con  fondos  públicos  6  parti- 
culares. 

Los  acuerdos  de  la  Dieta  referentes 
á  enajenación  de  bienes  ó  imposición 
de  cargas  permanentes  ó  hipotecas,  no 
tendrán  fuerza  de  ley  sin  la  sanción 
imperial. 

Art.  21.  La  Dieta  administrará  los 
fondos  particulares  de  la  región,  como 
también  su  crédito  y  Deuda  pública,  y 
velará  por  el  exacto  cumplimiento  de 
todas  las  cargas  y  obligaciones  de  la 
región.  También  administrará  é  inver- 
tirá los  fondos  regionales  (provincia- 
les), así  como  los  de  amortización  y 
redención  de  los  bienes  raíces  del  ar- 
chiducado de  Austria  de  aquende  el 
Ens,  ajustándose  escrupulosamente  á 
las  disposiciones  legales  que  determi- 
nen el  destino  que  haya  de  darse  á  di- 
chos fondos. 

Art.  22.  Cuando  sean  insuficientes 
las  rentas  ordinarias  del  Tesoro  de  la 
región,  la  Dieta  deliberará  y  determi- 
nará sobre  los  medios  más  adecuados 
para  proporcionar  los  recursos  necesa- 
rios al  Tesoro  y  establecimientos  de  la 
región.  También  podrá  imponer  á  este 
fin  contribuciones  adicionales  hasta  el 
10  por  loo  de  las  ya  existentes;  pero  si 
tratase  de  imponer  otras  de  cifra  más 
considerable,  no  podrá  verificarlo  sin 
someter  su  acuerdo  á  la  sanción  im- 
perial, 

Art.  23.  La  ley  municipal,  ó  los  es- 
tatutos especiales  de  los  Ayuntamien- 
tos, determinarán  la  intervención  de  la 
Dieta  en  los  asuntos  municipales. 

Art.  24.  La  acción  y  vigilancia  de  la 
Dieta  en  materia  de  contribuciones,  y 


especialmente  en  lo  relativo  al  cobrd  ó 
inversión  de  los  impuestos  directos  de 
la  provincia,  serán  objeto  de  disposi- 
ciones especiales. 

Art,  25.  La  Dieta  acordará  lo  con- 
veniepte  sobre  el  número  y  sueldo  del 
personal  de  los  empleados  dependien- 
tes de  la  Junta  ó  encargados  de  ciertos 
servicios  administrativos.  También  se- 
rán de  su  competencia  las  disposicio- 
nes relativas  á  su  nombramiento,  dis- 
ciplina, jubilaciones  y  pensiones,  así 
como  el  arreglo  de  sus  "atribuciones 
respectivas. 

2.— Atribuciones  de  la  Junta 
(Comisión  permanente) 


Art»  26.  La  Junta  se  ocupará  de  los 
asuntos  administrativos  ordinarios,  de 
los  fondos  provinciales,  de  los  bienes  y 
establecimientos,  dirigirá  y  vigilará  el 
servicio  de  los  funcionarios  y  agentes 
subordinados,  dará  cuenta  á  la  Dieta 
de  las  medidas  que  adopte  sobre  los 
puntos  anteriormente  indicados  ,  así 
como  de  la  ejecución  de  las  decisiones 
que  ésta  adopte,  y  deliberará  acerca 
de  las  proposiciones  relativas  á  los  ne- 
gocios de  la  provincia,  ya  sea  por  en- 
cargo de  la  Dieta,  ya  de  moiu  proprio. 

Art.  27.  Los  antiguos  derechos  de 
patronato  ó  de  presentación  que  perte- 
necen á  la  región  ó  á  los  Estados  de  la 
misma,  el  derecho  de  nombramiento 
para  los  beneficios  eclesiásticos,  así 
como  el  de  admisión  en  los  estableci- 
mientos ó  fundaciones  del  país,  serán 
ejercidos  por  la  Junta. 

Art.  28.  Esta  representará  á  la  Dieta 
en  todos  los  negocios  judiciales. 

Las  decisiones  de  la  Dieta  deberán 
estar  firmadas  por  el  Presidente  y  dos 
individuos  de  la  Junta,  y  selladas  con 
'  el  sello  do  la  provincia. 
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Art.  29.  La  Junta  se  ocupará  igual- 
mente de  todos  los  demás  asuntos  del 
antiguo  Colegio  de  los  Diputados  de  los 
Estados,  á  no  ser  que  correspondan 
á  otros  ramos  de  la  Administración,  6 
carezcan  de  objeto,  por  causa  de  los 
cambios  que  se  hayan  llevado  á  cabo 
en  la  organización  provincial. 

Art.  30.  La  Junta  cuidará  de  los  pre- 
parativos necesarios  para  las  sesiones 
de  la  Dieta,  del  mobiliario  y  conserva- 
ción de  los  locales  destinados  á  las 
reuniones,  y  de  todas  las  oficinas  que 
estén  bajo  su  inmediata  dependencia. 

Art.  31.  La  Junta  examinará  las 
actas  de  los  Diputados  electos  y  las  re- 
mitirá á  la  Dieta,  única  autoridad  com- 
petente para  votar  su  admisión. 

Art.  32.  Las  leyes  municipales  espe- 
ciales y  las  relativas  á  contribuciones, 
contendrán  disposiciones  más  detalla- 
das acerca  de  los  negocios  reservados 
á  la  Junta  y  del  modo  de  despacharlos, 
así  como  sobre  la  intervención  de  ésta 
en  los  asuntos  municipales  y  en  lo  con- 
cerniente á  contribuciones  (1). 

CAPÍTULO  III.  —  DEL  MODO  DE  RESOL- 
VER LOS  NEGOCIOS 

Art.  33.  La  Dieta,  legalmente  convo- 
cada, deliberará  y  resolverá  sobre  to- 
dos los  asuntos  que  sean  de  su  compe- 
tencia. 

El  Presidente  abrirá,  presidirá  y  le- 
vantará las  sesiones. 

Art.  34.  Las  sesiones  de  la  Dieta  se- 
rán públicas. 

Se  hará  excepción  á  esta  regla,  y  se 
celebrarán  sesiones  secretas  cuando 
así  lo  soliciten  el  Presidente  ó  cinco  in- 
dividuos por  lo  menos,  y  lo  acuerde 


(1)    Esta  ley  se  dictó  en  1862,  de  la  que  extrac- 
tamos más  adelante  las  principales  disposiciones. 


expresamente  la  Dieta  después  de  ha- 
berse retirado  el  público  de  las  tri- 
bunas. 

Art.  35.  La  Dieta  examinará  y  re- 
solverá los  asuntos  que  sean  de  su 
competencia: 

a)  A  propuesta  del  Gobierno,  por 
medio  del  Presidente; 

b)  A  propuesta  de  la  Junta  ordina- 
ria ó  de  una  Comisión  particular  for- 
mada en  el  seno  de  la  Dieta  mientras 
duren  las  sesiones; 

c)  A  propuesta  de  varios  individuos 
de  la  Dieta. 

Cuando  un  individuo  quiera  presen- 
tar proposiciones  que  no  tengan  rela- 
ción alguna  con  las  del  Gobierno  ó  de 
la  Junta,  las  comunicará  con  anticipa- 
ción y  por  escrito  al  Presidente,  que 
las  someterá  al  examen  previo  de  la 
Junta. 

El  Presidente  rechazará  las  proposi- 
ciones que  no  sean  de  la  competencia 
de  la  Dieta. 

Art.  36.  Corresponde  al  Presidente 
designar  los  asuntos  que  hayan  de  po- 
nerse á  la  orden  del  día.  Las  proposi- 
ciones del  Gobierno  deberán  ser  discu- 
tidas, y  habrá  de  resolverse  acerca  de 
ellascon  preferencia  á  todas  las  demás. 

Art.  37.  El  Gobernador  del  archidu- 
cado de  Austria  de  aquende  el  Ens,  ó 
sus  Comisarios  delegados  al  efecto, 
tendrán  entrada  en  la  Dieta  y  podrán 
usar  de  la  palabra  siempre  que  lo  de- 
seen; pero  no  podrán  tomar  parte  en  la 
votación  si  no  pertenecen  á  aquélla. 
En  el  caso  de  que  se  creyese  necesaria, 
ó  alo  menos  útil,  la  presencia  de  un 
funcionario  público  que  pueda  dar  ex- 
plicaciones ó  detalles  en  nombre  del 
Gobierno,  el  Presidente  se  dirigirá, 
para  solicitarlo,  al  jefe  del  funcionario 
cuya  presencia  se  reclame. 

Art.  38.    Para  la  validez  de  un  acuer- 
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<lo  se  necesitará  por  lo  menos  la  pre- 
sencia de  la  mitad  más  uno  de  los  in- 
dividuos que  constituyan  la  Dieta,  de- 
biendo reunir  dicho  acuerdo  mayoría 
absoluta  de  votos.  En  caso  de  empate 
se  considerará  desechada  la  proposi- 
ción. 

Para  la  validez  de  un  acuerdo  relati- 
vo á  cualquier  modificación  de  los  es- 
tatutos provinciales,  se  necesitará  por 
lo  menos  la  presencia  de  las  tres  cuar- 
tas partes  de  los  individuos,  y  el  con- 
sentimiento de  las  dos  terceras  partes 
de  los  presentes. 

Art.  39.  Las  votaciones  serán  nomi- 
nales; pero,  á  propuesta  del  Presiden- 
te, se  podrá  votar  también  levantándo- 
se unos  y  sentándose  otros. 

Las  elecciones  y  nombramientos  de 
personas  se  verificarán  siempre  por 
papeletas. 

Art.  40.  Los  acuerdos  de  la  Dieta  y 
las  actas  de  las  sesiones  se  transmiti- 
rán al  Emperador  por  conducto  del 
Gobernador  del  archiducado. 

La  misma  Dieta  acordará  lo  que  esti- 
me oportuno  para  llevar  á  electo  la  pu- 
blicidad de  sus  sesiones. 

Art.  41.  No  podrá  la  Dieta  comuni- 
carse ó  entenderse  con  la  de  otra  pro- 
vincia de  la  Corona,  ni  publicar  mani- 
fiestos. 

Tampoco  se  admitirán  diputaciones 
ni  comisionados  en  la  Asamblea  de  la 
Dieta,  que  no  recibirá  petición  alguna 
sino  en  el  caso  de  que  la  presente  algu- 
no de  sus  individuos. 

No  podrá  la  Dieta  enviar  comisiones 
al  Emperador  sin  previa  autorización 
del  mismo. 

Art.  42.  Todos  los  individuos  de  la 
Junta  deberán  reunirse  para  discutir 
sobre  los  asuntos  que  se  la  remitan,  y 
acordar  lo  conducente  respecto  á  ellos. 

Para  que  su  acuerdo  sea  válido,  se 


necesitará  por  lo  menos  la  presencia 
de  cuatro  individuos.  Cuando  el  Presi- 
dente de  la  Dieta  crea  que  un  acuerdo 
de  la  Junta  es  contrario  al  bien  público 
ó  á  las  leyes  vigentes,  tendrá  el  dere- 
cho y  el  deber  de  impedir  su  cumpli- 
miento, y  de  remitir  inmediatamente  la 
cuestión  á  la  decisión  suprema  del  Em- 
perador por  conducto  del  Gobernador 
del  archiducado. 

Art.  43.  No  podrá  la  Junta  ponerse 
en  comunicación  con  otra  Dieta  distin- 
ta de  aquella  por  quien  fué  elegida,  ni 
publicar  reglamentos,  sino  para  Tos 
asuntos  administrativos  que  sean  de 
su  competencia. 

Tampoco  podrá  recibir  diputaciones 
ó  comisiones.» 

I 

X. — Circuios  ó  distritos 

Varios  Estados  regionales  (1),  se  sub- 
dividen  en  círculos  ó  distritos,  de  cuya 
organización,  autoridades  y  atribucio- 
nes vamos  á  dar  una  breve  idea  antes 
de  entrar  en  la  organización  de  los  mu- 
nicipios. 

Para  los  casos  en  que  existan  estos 
distritos  ó  círculos,  dicta  reglas  gene- 
rales la  ley  Municipal  de  5  de  Marzo 
de  1862,  dejando  á  las  Dietas  regiona- 
les los  detalles  de  esta  organización. 
Hé  aquí,  en  resumen,  las  mencionadas 
reglas. 

Composición  del  Co/i5(?y o.— Forman 
éste  representantes  de  los  siguientes 
grupos  ó  clases:  1.*  De  los  grandes  pro- 
pietarios; 2.*  De  los  mayores  contribu- 
yentes de  la  industria  y  el  comercio; 
3.*  De  los  demás  habitantes  de  las  ciu- 
dades y  aldeas;  4.*  De  los  municipios 


(1)    E.st08  son  Bohemia,  Bukowina,  Styria,  Si* 
lesia,  Galitíia  y  Tyrol. 
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rurales  (1).  Cada  grupo  elige  periódica- 
mente un  número  de  miembros  deter- 
minado por  las  leyes  regionales.  Si  en 
el  distrito  falta  alguno  de  los  grupos 
indicados^  determina  la  Dieta  regional 
los  Diputados  que  deben  elegirse  y  la 
forma  de  su  elección  para  que  estén  re- 
presentados proporcionalmente  todos 
los  intereses. 

Electores.— Se  siguen  ordinariamente 
las  mismas  reglas  que  respecto  de  las 
elecciones  de  Diputados  para  el  Reichs- 
rath,  si  bien  hay  países  como  Bohemia 
qiíe  ofrecen  ciertas  particularidades. 

Elegibles,— ho  son  todos  los  electores 
que  hayan  cumplido  veintiún  años,  y 
no  hayan  sido  condenados  como  auto- 
res ó  cómplices,  de  cualquier  delito  ó 
de  ciertas  faltas,  ó  hayan  sido  destituí- 
dos  de  un  cargo  público  por  faltar  á  la 
disciplina;  los  quebrados,  etc. 

Ses¿ones.--El  Consejo  de  distrito  ó 
círculo  las  celebra  periódicamente  ó 
cuando  la  Mesa  lo  convoca.  Las  sesio- 
nes son  públicas  por  regla  general,  sal- 
vo cuando  se  acuerda  lo  contrario;  pero 
este  acuerdo  no  podrá  tomarse  cuando 
'  se  trate  de  la  discusión  de  un  proyecto 
de  interés  general  para  el  distrito  ó  de 
discutir  y  aprobar  las  cuentas. 

Airibueionesr del  Consejo,— Son  de  la 
competencia  del  Consejo  de  círculo  ó 
distrito  todos  aquellos  asuntos  públi- 
cos que  interesan  exclusivamente  al 
mismo  y  no  han  sido  delegados  por  las 
leyes  generales  á  la  competencia  del 
municipio,  y  sobre  todo  la  aprobación 
de  los  actos  más  importantes  de  las 
corporaciones  municipales,  como  su 
gestión  financiera,  la  resolución  de  los 
recursos  entablados  contra  sus  acuer- 


(1)  En  algunas  regiones,  como  en  Bohemia, 
existe  una  5."  clase,  la  de  los  Centros  industria- 
les (ItidiMtrial  arte). 


dos,  etc.,  así  como  la  Dieta  regional 
ejerce  una  especie  de  tutela  respecto 
de  los  distritos  ó  círculos.  Estos  pue- 
den, por  último,  modificar  ó  elevar  por 
sí  misn\os  los  impuestos  dentro  de  cier- 
tos límites,  cuando  no  basten  los  ingre- 
sos para  atender  á  ciertas  necesidades; 
pero  si  el  aumento  excede  los  límites 
establecidos,  habrá  de  ser  aprobado  por 
la  Dieta  regional.  Además,  sus  actos 
administrativos  en  general  están  suje- 
tos, como  los  de  los  municipios,  á  la 
vigilancia  y  tutela  de  la  Dieta. 

Comisión  permanente, --El  Consejo 
elige  entre  los  individuos  de  su  seno, 
además  de  su  Presidente— elección  que 
ha  de  ser  confirmada  por  el  Empera- 
dor— una  Comisión  permanente  para 
funcionar  como  tal,  una  especie  de  Po- 
der ejecutivo  que  da  cuenta  y  es  res- 
ponsable de  su  gestión.  En  unas  regio- 
nes duran  sus  funciones  tres  años,  en 
otras  menos,  según  lo  preceptuado  por 
la  ley  regional. 

II. — Organización  municipal 

Indicaciones  generales, —  Hemos  di- 
cho en  el  párrafo  anterior  que  la  orga- 
nización municipal  está  determinada  y 
se  rige,  en  general,  por  la  ley  de  5  de 
Marzo  de  1862,  dejando  á  las  Dietas  re- 
gionales la  facultad  de  legislar  y  arre- 
glar ciertas  particularidades  y  detalles 
de  carácter  especial  y  local. 

Toda  población  que  cuenta  con  re- 
cursos para  atender  á  las  necesidades 
y  gastos  que  la  ley  le  atribuye,  puede 
constituirse  en  municipio,  ó  agregarse 
á  otro  ú  otros  cuando  sus  recursos 
sean  insuficientes  para  subvenir  á  di- 
chas necesidades. 

La  legislación  regional  determina 
cuándo  y  en  qué  condiciones  ha  de  ser 
independiente  del  municipio   la  gran 
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propiedad  territorial,  sin  que  pueda 
nunca  eximirse  á  ésta  de  las  obligacio- 
nes y  cargas  municipales.  Las  Dietas 
regionales  dictan,  además,  estatutos  es- 
peciales para  las  principales  ciudades 
de  la  región,  y  las  modiñcaciones  que 
en  ellos  deben  introducirse.  La  elección 
de  Alcalde  para  estas  ciudades,  debe 
ser  confirmada  por  el  Emperador. 

Composición  del  Consejo  municipal,— 
Por  regla  general  se  eligen  periódica- 
mente los  miembros  del  Consejo  muni- 
cipal; pero  la  ley  deja  á  los  Estados  re- 
gionales la  facultad  de  poder  designar 
los  individuos  que,  por  reunir  determi- 
nadas condiciones,  pueden  formar  par- 
te del  Consejo,  por  sí  ó  por  apoderado, 
f?in  necesidad  de  ser  elegidos.  También 
corresponde  á  la  ley  regional  el  deter- 
minar la  composición  del  Consejo  mu- 
nicipal, pero  de  modo  que  todos  los 
intereses  tengan  la  representación  y 
p;arantla  que  les  corresponde. 

Electores.— Para,  ser  electores  ó 
miembros  de  derecho  del  Consejo  mu- 
nicipal, se  requiere:  1.°  Ser  vecinos  ó 
estar  domiciliados  en  el  respetivo  tér- 
mino; 2.**  A  falta  de  esto,  tener  una  casa 
ó  una  finca  rústica  en  dicho  término,  ó 
pagar  una  contribución  directa  por  un 
oficio  ó  profesión  que  ejerzan.  Todo  sin 
¡»erju(cio  de  los  incapacitados  por  las 
causas  que  ordinariamente  hacen  per- 
der este  derecho  en  todas  partes.  Tén- 
f^ase  en  cuenta  que  tienen  también  este 
tlerecho  las  mujeres  que  tienen  cierta 
l>osición  é  independencia,  según  hemos 
i'icho  al  tratar  de  la  ley  electoral  para 
Diputados  del  Reichsrath.  Existe  el 
censo,  pero  tan  insignificante,  que,  en 
•general,  basta  pagar  un  florín  (10  rea- 
les) de  contribución  para  tener  este  de- 
recho. 

Elegibles.Se  exigen  para  serlo  á  los 
electores  los  mismos  requisitos  que  he- 


I  mos  indicado  para  los  Consejos  de  dis- 
trito. 

Miembros  de  derecho.— Lo  son  (fuera 
de  las  ciudades)  todos  los  que  pagan 
una  cuota  de  los  impuestos  municipa- 
^les,  determinada  por  la  ley  regional. 
El  que  tenga  este  derecho  y  sea  á  la 
vez  elegido,  deberá  optar  entre  una  ú 
otra  representación.  ' 

Observaciones.—  Según  las  principa- 
les leyes  regionales,  pueddb  hacerse 
las  siguientes: 

1."  El  cargo  de  Consejero  es  gratui- 
to y  obligatorio,  excepto  para  los  fun- 
cionarios, los  ausentes,  los  militares, 
los  sexagenarios,  los  enfermos,  etcé- 
tera, que  pueden  excusarse; 

2."  El  cargo  dura  tres  años,  entran- 
do á  desempeñarlo  en  caso  de  vacante 
los  suplentes  (que  se  eligen  á  la  vez 
que  los  propietarios); 

3.*  En  las  ciudades  sólo  hay  miem- 
bros elegidos;  no  existen  los  de  de- 
recho; 

4.*  El  número  de  Concejales  se  ajus- 
ta al  de  electores,  siendo  ordinaria- 
mente 8  hasta  100  electores;  12  de  100  á 
300;  18  de  300  á  600;  24  de  600  á  1.000,  y 
30  de  1.000  en  adelante; 

5.*  El  Consejo  municipal  se  reúne 
cada  tres  meses,  v  además  cuando  lo 
exigen  cierto  númerode«sus  individuos 
ó  lo  manda  la  Comisión  permanente  de 
la  Dieta  regional.  Los  Cgncejales  que 
falten  á  dos  sesiones  serán  multados 
por  el  Alcalde. 

Atribuciones  del  Consejo  comunal.— 
Estas  atribuciones  son  de  dos  especies: 
propias  y  delegadas. 

Son  propias  todas  las  que  se  refieren 
á  los  asuntos  que  interesan  exclusiva- 
mente al  municipio  y  que  conciernen: 
1.**  A  la  libre  administración  de  sus  bie- 
nes; 2.^  A  la  seguridad  de  la  propiedad 
y  de  la  persona;  3."  A  la  conservación 
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de  las  vías  de  comunicación  vecinales 
y  á  la  policía  rural;  4°  A  la  policía 
de  las  subsistencias  y  á  la  vigilan- 
cia ó  comprobación  de  los  pesos  y  me- 
didas; 5.*  A  la  policía  sanitaria;  6.^  A 
la  policía  de  las  costumbres;  7.°  A  los' 
establecimientos  de  Beneficencia  y  asis- 
tencia pública;  8.^  A  la  policía  de  los 
edificios,  medidas  contra  incendios, 
derechos  para  edificar,  etc.;  9.**  A  la 
vigilancialde  las  escuelas  públicas  cos- 
teadas por  el  municipio  y  á  las  soste- 
nidas por  patronato;  10.  A  la  jurisdic- 
ción de  conciliación  por  medio  de  los 
hombres  buenos  elegidos  por  el  Muni- 
cipio. 

Atribuciones  delegadas  son  todas  las 
que  se  refieren  á  las  obligaciones  im- 
puestas al  municipio  con  un  fin  de  in- 
terés general  por  las  leyes  nacionales 
ó  regionales. 

Los  recursos  concernientes  á  las 
atribuciones  delegadas  al  municipio 
por  el  Estado  se  formulan  ante  el  Con- 
sejo de  Estado. 

Comisión  ejecutica.— Esta.  Comisión 
es  el  órgano  administrativo  y  ejecutivo 
de  la  corporación  municipal,  siendo 
responsable  para  con  ésla  de  los  asun- 
tos relativos  á  las  atribuciones  propias 
de  la  municipalidad,  y  ante  el  Gobierno 
por  los  que  se-refieren  á  las  atribucio- 
nes delegadas. 

Los  individuos  de  esta  Comisión  son 
elegidos  éntrelos  miembros  del  Conse- 
jo municipal,  y  se  compone  de  un  Al- 
calde ó  Burgomaestre  y  otros  dos  in- 
dividuos por  lómenos,  siendo  el  máxi- 
mum el  de  la  tercera  parte  de  los  Con- 
cejales. Sus  deberos  y  atribuciones  los 
determina  la  misma  naturaleza  de  su 
cargo.  El  Alcalde  tiene  la  dirección  de 
los  negocios;  los  demás  individuos  de 
la  Comisión  asisten  y  funcionan  bajo  la 
dirección  y  responsabilidad  del  prime- 


ro. Ejerce  también  el  poder  disciplina- 
rio sobre  todos  los  empleados  del  mu- 
nicipio, y  puede  suspenderlos  en  sus 
funciones,  aunque  aquéllos  sean  de 
nombramiento  de  la  corporación.  En 
lo  demás  tiene  también  los  mismos  de- 
beres y  atribuciones  que  nuestros  Al- 
caldes. 

III. — Organización  judicial 

1.— Indicaciones  generales 

En  tres  órdenes  pueden  dividirse  las 
jurisdicciones  encargadas  de  la  aplica- 
ción de  las  leyes  á  los  casos  que  se 
presentan  ante  los  tribunales;  á  saber: 
1.°  Jurisdicción  ordinaria,  que  compren- 
de en  lo  civil  los  tribunales  municipa- 
les, los  tribunales  de  distrito,  los  de 
primera  instancia,  los  provinciales  ó 
de  apelación  y  el  Tribunal  de  Casación; 
y  en  materia  penal  el  Juez  de  distrito, 
el  Tribunal  de  primera  instancia,  el 
Tribunal  de  Assises  con  el  Jurado  y  el 
Tribunal  de  Casación;  2.**  Jurisdicción 
especia^  en  la  que  pueden  incluirse  los 
Tribunales  de  Comercio  que  existen  en  * 
algunas  ciudades,  Jos  tribunales  de 
fábricas,  los  de  minas  y  el  Tribunal  de 
la  Corte;  3.®  Jurisdicción  administrati- 
va, que  comprended  Tribunal  de  justi- 
cia administrativa  y  hasta  cierto  punto 
el  Tribunal  del  imperio,  cuya  ley  hemos 
incluido  entre  las  fundamentales. 

2.— Tribunales  municipales 

En  otro  lugar  hemos  indicado  que  la 
ley  Municipal  de  5  de  Marzo  de  1862 
establece  como  atribución  de  las  cor- 
poraciones correspondientes  la  de  ele- 
gir una  especie  de  tribunal  de  hombres 
l)uenos  para  conciliar  á  las  partes. 

Otra  ley,  la  de  21  de  Septiembre  de 
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1869,  ha  reglamentado  las  atribuciones 
de  estos  tribunales,  dejando  alas  leyes 
regionales  que  decidan  en  qué  munici- 
pios deben  establecerse^  cuál  e^  su 
competencia  y  hasta  qué  suma  alcanza, 
con  tal  que  no  pasen  de  la  ñjada  por  la 
ley  del  imperio.  También  deben  Ajar 
dichas  leyes  el  número  de  Jueces  de 
que  ha  de  componerse,  no  pudiendo 
bajar  de  dos  los  reunidos  para  apro- 
bar las  transacciones  ó  dictar  los  fa- 
llos. Las  transacciones  y  convenios  se 
consignan  en  un  registro  especial  que 
en  el  tribunal  se  lleva,  teniendo  todas 
autoridad  de  cosa  juzgada,  y  valor  de 
ta.1  sentencia  las  copias  expedidas  por 
la  secretaria.  Las  partes  pueden  com- 
parecer en  persona  ó  por  medio  de  apo- 
derados. Las  funciones  del  tribunal 
son  gratuitas. 

3.— Tribunales  de  distrito 

Cada  tribunal  está  formado  por  un 
solo  Juez,  auxiliado  por  un  actuario, 
aunque  suele  haber  también  uno  ó 
más  Jueces  agregados  que  han  de  re- 
unir las  mismas  condiciones  de  compe- 
tencia que  el  Juez.  Estos  tribunales  ó 
juzgados  se  dividen  en  tres  clases,  que 
tienen  asignado  distinto  sueldo,  aun- 
que sean  las  mismas  sus  atribuciones. 

En  materia  civil  es  competente  el 
Juez  de  distrito:  1.®  Para  todos  los  ne- 
gocios cuyo  valor  no  exceda  de  25  flo- 
rines (pesetas  62*50);  2.*»  Hasta  500  flo- 
rines (1.250  pesetas)  si  las  partes  están 
conformes  en  prorrogar  su  competen- 
cia, y  cuando  se  trata  de  adquirir 
un  título  por  un  crédito  exigible.  El 
procedimiento  es  sumarísimo  en  los 
negocios  de  poca  importancia,  habién- 
dose simplificado  mucho  las  formali- 
dades por  las  leyes  de  1873  y  1874,  con 
objeto  de  ahorrar  tiempo  y  gastos.  Los 


debates  son  públicos  y  orales,  prohi- 
biendo la  ley  leer  escrito  alguno. 

En  las  poblaciones  donde  no  existe 
Tribunal  de  Comercio,  tienen  dichos 
Jueces  la  competencia  ordinaria  en  los* 
asuntos  comerciales;  pero  donde  hay 
tribunales  especiales  en  materia  de  co- 
mercio, sólo  alcanza  su  competencia 
á  25  florines.  En  materia  penal  entien- 
den  de  toda  clase  de  faltas,  incluso  las 
cotnetidas  por  medio  de  la  prensa. 

En  materia  civil  y  comercial,  el  re- 
curso que  contra  su  decisión  se  inter- 
ponga sólo  puede  fundarse  en  la  nuli- 
dad, y  se  presentará  ante  el  Tribunal  de 
Apelación;  pero  en  materia  penal  la 
apelación  se  interpone  ante  el  Tribu- 
nal de  primera  instancia,  que,  en  caso 
de  nulidad  y  de  violación  de  la  ley,  so- 
mete el  asunto  á  otro  Juez,  que  puede 
entrar  y  juzgar  hasta  en  el  fondo, 

4. ^Tribunales  de  primera  instancia 

Compónense  estos  tribunales  de  un 
Presidente,  de  varios  Jueces  ordina- 
rios, de  algunos  Jueces  agregados  y  de 
un  actuario.  También  estos  tribunales 
son  de  tres  categorías  como  los  ante- 
riores, y  actúa,  como  en  ellos,  un  repre- 
sentante del  Ministerio  fiscal  cuando  se 
trata  de  causas  criminales. 

Competencia  civil.— El  Tribunal  de 
primera  instancia  es  competente  para 
actuar  en  toda  clase  de  pleitos  en  que 
no  puede  entender  el  Juez  de  distrito. 
Sólo  existe  el  procedimiento  escrito  sin 
vista  pública,  pudiendo  alzarse  de  sus 
decisiones,  ora  ante  el  Tribunal  de  Ape- 
lación, ora  ante  el  de  Casación. 

Competencia  en  lo  criminal. ^El  pro- 
cedimiento en  esta  materia  se  ha  modi- 
ficado por  completo  después  de  las  re- 
formas de  1873,  habiendo  dado  á  este 
tribunal  mucha  más  importancia  de  la 
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que  anteriormente  tenía,  pudiendo  ac- 
tuar y  estatuir:  1.**  Como  Sala  de  ins- 
trucción y  acusación;  2.°  En  audiencia 
pública,  sobre  los  delitos  que  son  de  su 
•  competencia  y  sobre  las  apelaciones 
interpuestas  contra  las  -decisiones  del 
Juez  de  distrito;  3.**  Sus  individuos  son, 
por  regla  general,  los  Juecesdederecho 
ante  el  Tribunal  del  Jurado,  cuya  ley 
insertamos  en  el  Código  de  Instrucción 
penal. 

Instrucción,— En  los  crímenes  y  deli- 
tos, está  la  Sala  de  Consejo  de  este  tri- 
bunal encargada  de  practicar  todas  las 
diligencias  que  la  ley  declara  obligato- 
rias ó  que  la  acusación  considera  nece- 
sarias. Toda  acusación  debe  ir  precedi- 
da de  la  instrucción  correspondiente 
cuando  se  tratade  un  crimen  ó  delito  de 
que  deba  conocer  el  Tribunal  del  Jura- 
do, ó  cuando  el  procedimiento  se  dirige 
contra  un  ausente.  En  los  demás  casos 
sólo  al  Ministerio  público  incumbe 
apreciar  si  la  instrucción  es  ó  no  nece- 
saria. Cuando  se  procede  á  ella  se  en- 
carga á  uno  ó  más  Jueces,  pudiendo  ser 
éstos  los  de  distrito.  El  inculpado  puede 
proponer  que  se  oiga  aciertos  testigos 
y  comunicarse  con  un  abogado,  pero 
sólo  en  presencia  de  un  representante  de 
la  Autoridad.  Ni  el  acusador  ni  el  de- 
fensor pueden  asistir  al  interrogatorio 
del  inculpado  ni  á  las  declaraciones  de 
los  testigos,  que  se  hacen  en  ausencia 
del  procesado;  pero  sí  pueden  asistir  á 
los  registros  domiciliarios  y  examen 
de  papeles.  Las  cuestiones  que  puedan 
surgir  entre  el  inculpado,  el  acusador 
público  ó  privado  y  el  Juez  de  instruc- 
ción, se  resolverán  por  la  Sala  de  Con- 
sejo, compuesta  por  lo  menos  de  tres 
miembros,  y  á  cuyas  deliberaciones 
asistirá  el  Juez  de  instrucción,  aunque  , 
sólo  con  voz  consultiva. 
Las  demás  cuestiones  relativas  al 


procedimiento  ante  este  tribunal,  como 
correccional  ó  como  Jurado,  pueden 
verse  en  el  respectivo  Código  de  Pro- 
cedimiento penal,  que  insertamos  más 
adelante. 

5  —Tribunal  de  Apelación 

Compónense  estos  tribunales  de  un 
Presidente,  un  Vicepresidente  (aunque 
no  todos),  de  un  número  de  Consejeros, 
que  no  bajará  de  nueve,  y  un  Secreta- 
rio, actuando  en  el  mismo  un  Fiscal 
auxiliado  por  uno  ó  más  sustitutos  en 
las  Salas  de  lo  criminal.  El  procedi- 
miento es  el  escrito. 

En  materia  civil  conoce  en  segunda 
instancia  de  las  apelaciones  en  los  ne- 
gocios civiles  ó  comerciales  fallados 
por  Tribunales  de  primera  instancia  ó 
por  los  especiales  de  Comercio,  hacien- 
do además  las  veces  de  Tribunal  de 
Casación  para  las  decisiones  de  ios 
Jueces  ó  tribunales  de  distrito. 

En  materia  penal  conoce  de  los  re- 
cursos interpuestos  contra  las  decisio- 
nes de  la  Sala  de  Consejo,  de  las  oposi- 
ciones formuladas  contra  el  procesa- 
miento ó  elevación  á  plenario,  y  de  las 
apelaciones  interpuestas  contra  las 
sentencias  dictadas  por  los  Tribunales 
de  primera  instancia  ó  los  del  Jurado, 
pero  sólo  en  lo  que  se  refiere  á  la  apli- 
cación de  la  pena  y  á  las  indemniza- 
ciones. 

Para  constituir  Sala  son  necesarios 
cinco  Magistrados.  También  resuelva 
los  conflictos  de  atribuciones  entre  los 
diversos  Tribunales  de  primera  instan- 
cia sujetos  á  su  jurisdicción. 

6.— Tribunal  de  Casación 

El  Tribunal  de  Casación  se  halla  es- 
tablecido en  Viena,  y  extiende  su  ju- 
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risdicción  á  todos  los  Estados  del  Aus- 
tria propiamente  dicha.  Se  compone  de 
un  Presidente  primero,  dos  Presidentes 
segundos,  tres  Presidentes  de  Sala  y 
cuarenta  Magistrados.  Como  Ilelato- 
res  actúan  ocho  Secretarios  Consejeros 
y  varios  agregados.  Las  funciones  del 
Ministerio  público  las  desempeila  un 
Fiscal  general  del  Estado,  auxiliado 
de  tres  abogados  fiscales  para  los  ne- 
gocios criminales.  Su  competencia  y 
atribuciones  en  lo  civil  son  las  mismas 
que  las  de  nuestro  Tribunal  Supremo. 
En  materia  penal  se  extiende  á  los  ve- 
redictos de  los  Jurados ,  en  la  forma 
que  se  indica  en  el  respectivo  Código. 

7.— Sueldos  de  los  Magistrado» 

a)     Tribunal  de  Casación: 

Primer  Presidente,  10.000  florines 
(25.000  pesetas)  de  sueldo  y  otros  10.000 
de  indemnización. 

Segundo  Presidente,  8.000  y  3.000  res- 
pectivamente. 

Fiscal  y  Presidente  de  sección,  7.000 

V  3.003. 

Abogado  Fiscal  y  Magistrado,  6.000 
y  1 .000; 
bj     Tribunal  de  Apelación: 
Presidente,  8.000  florines  de  sueldo, 

V  de  1.000  á  3.000  de  indemnización. 
Vicepresidente,  6.000  y  1 .000. 
Fiscal  y  Magistrado,  3.600  y  800. 
Abogado  Fiscal,  2.400  y  700; 

ej  Tribunal  de  primera  instancia,  fie- 
man su  categoría: 

Presidente,  4.500,  5.500  y  6.000  florines 
de  sueldo  y  1.000  de  indemnización. 

Vicepresidente,  2.000,  3.200  y  3.600, 
<on  800. 

Fiscal  y  Magistrado,  2.000,  2.200  y 
2. 100,  con  700. 

Sustitutos  ó  agregados,  1.100, 1.600  y 
1 ,800,  con  600; 


d)    Jue^  de  distrito: 

Primera  clase,  1.400  florines. 

Segunda  clase,  1.600,  con  aumento 
por  quinquenios. 

Tercera  clase,  1.800,  con  doble  au- 
mento cada  dos  quinquenios.  Además, 
los  Jueces  de  Viena  perciben  una  in- 
demnización de  600  florines,  y  en  los 
demás  puntos  el  60,  50  ó  40  por  100  del 
sueldo. 

8.— Jurisdicciones  especiales 

Tribunales  de  Corp.ercio,—En  muchas 
ciudades  hay  Tribunales  de  Comercio 
formados  por  comerciantes;  en  otras 
poblaciones  entienden  en  e^ta  clase  de 
asuntos  los  Tribunales  de  primera  ins- 
tancia en  unión  de  un  determinado  nú- 
mero de  comerciantes  domiciliados  en 
su  jurisdicción.  En  las  ciudades  don- 
de no  existen  Tribunales  especiales  de 
Comercio  están  encargados  los  Jueces 
de  distrito  de  resolver  los  asuntos  co- 
merciales que  están  dentro  de  su  com- 
petencia. 

La  jurisdicción  comercial  se  aplica  á 
los  actos  de  comercio,  letras  de  cam- 
bio, quiebras,  compra  y  venta  de  bu- 
ques, averías  y  seguros  marítimos. 

Tribunales  de  fábrica  y  de  minas,— 
Los  tribunales  de  las  fábricas  se  com- 
ponen de  individuos  elegidos  por  los 
industriales,  y  resuelven  las  cuestiones 
que  surjen  entre  obreros  y  patronos  ó 
entre  los  mismos  obreros.  Como  es  na- 
tural, sólo  existen  en  los  centros  in- 
dustriales. Los  tribunales  de  minas  se 
componen  de  Jueces  de  los  Tribunale  s 
de  primera  instancia  y  de  propietarios 
ó  explotadores  de  minas;  y  resuelven 
todos  los  litigios  relativos  á  la  explo- 
tación de  las  minas  y  altos  hornos  de 
su  distrito. 

Tribunal  de  la  Corte,  —Es  una  juris- 
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dicción  especial  para  juzgar  á  los  indi- 
viduos de  la  casa  imperial  y  alas  per- 
sonas que  gozan  de  la  extraterritoria- 
lidad, 

9. — Tribunal  administrativo 

Este  tribunal,  creado  por  la  ley  de  22 
de  Octubre  de  1875,  juzga  únicamente 
en  derecho  de  la  legalidad  ó  ilegali- 
dad de  las  medidas  ó  decisiones  admi- 
nistrativas que  se  le  someten.  Colocado 
en  la  cima  de  la  jerarquía  administra- 
tiva, parece  una  especie  de  vigilante  ó 
tutor  que  tiene  derecho  á  anular  ó  ca- 
sar la  decisión  ó  acto  impugnada,  esta- 
bleciendo además  los  principios  á  que 
se  ha  de  sujetar  para  resolverla  de  nue- 
vo la  autoridad  administrativa  á  quien 
se  somete  otra  vez  el  asunto. 

Compónese  este  tribunal  de  un  Pre- 
sidente y  del  número  de  Presidentes  de 
sección  y  Magistrados  ó  Consejeros  que 
se  consideren  necesarios,  nombrados 
todos  por  el  Emperador  á  propuesta  del 
Consejo  de  Ministros,  debiendo  ser,  por 
lo  menos  la  mitad,  peritos  en  el  Dere- 
cho. Divídese  en  Salas  ó  secciones 
compuestas  de  cuatro  Magistrados  y 
un  Presidente.  Después  de  presenta- 
dos los  escritos  y  contestaciones,  viene 
el  debate  oral  y  público,  y  la  sentencia 
motivada. 

En  cuanto  á  su  competencia,  viene  á 
ser  relativamente  la  misma  que  la  de 
nuestro  Tribunal  Contencioso,  si  bien 
puede  entablarse  el  recurso  directa- 
mente contra  cualquier  acto  ó  medida 
ilegal  de  una  autoridad  administrativa 
de  cualquier  categoría  sin  necesidad 
de  continuar  y  apurar  esta  vía,  que  en 
muchos  asuntos  es  allí  improcedente. 

Respecto  del  Tribunal  del  imperio  ya 
hemos  reproducido  en  otro  lugar  la  ley 
que  lo  estableció. 
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!•— Leyes  especiales  nUús  impor- 
tantes 

§  í.^-- Responsabilidad  judicial 

(Ley  de  12  de  Julio  de  18*72} 

Artículo  1.®  Cuando  un  funcionario 
del  orden  judicial  en  el  ejercicio  de  sus 
funciones,  y  traspasando  sus  poderes 
haya  lesionado  los  derechos  de  una 
parte  y  le  haya  causado  así  un  daño 
cuya  reparación  no  pueda  obtenerse 
por  los  medios  que  ofrecen  las  leyes 
de  procedimiento,  tendrá  la  parte  le- 
sionada derecho  á  reclamar  la  repara- 
ción de  dicho  daño  por  vía  de  acción, 
ya  contra  el  funcionario  ,  responsable, 
ya  contra  el  Estado,  ya  contra  ambos, 
en  la  medida  determinada  por  la  pre- 
sente ley.  El  funcionario  responsable 
está  obligado  como  deudor  principal,  y 
el  Estado,  en  virtud  de  la  presente  ley, 
como  un  fiador  encargado  de  pagar  por 
cuenta  de  otro. 

Art.  2.^  Cuando  la  acción  vaya  diri- 
gida individualmente  contra  funciona- 
rios judiciales  responsables,  no  será 
reconocida  fundada,  respecto  de  cada 
demandado,  sino  cuando  el  demandan- 
te pruebe  que  la  lesión  de  que  se  queja 
ha  tenido  por  causa  un  abuso  de  poder 
ó  de  autoridad  por  parte  de  cada  cual 
de  ellos. 

Cuand»  so  entable  la  acción  contra 
el  Estado  solo,  bastará  probar  que  la 
lesión  no  ha  podido  resultar  sino  de  un 
abu?o  de  poder  por  parte  de  funciona- 
rios judiciales  pertenecientes  al  tribu- 
nal del  que  hubiere  emanado  el  acto 
acriminado. 

Art.  3."  Cuando  la  demanda  de  in- 
demnización se  formule  por  razón  de 
un  acuerdo  de  un  tribunal  colegiado 
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que  lesione  los  derechos  de  una  parte, 
los  funcionarios  judiciales  responsa- 
bles no  podrán  ser  perseguidos,  solos  ó 
con  el  Estado,  sino  cuando  dichos  fun- 
cionarios hayan  sido  conocidos  del  de- 
mandante á  consecuencia  de  un  proce- 
dimiento criminal. 

Art.  4.**  Se  consideran  como  funcio- 
narios judiciales,  en  el  sentido  de  la 
presente  ley,  los  funcionarios  públicos 
encargados  en  las  Audiencias  y  Tribu- 
nales de  distrito  de  las  funciones  de 
Juez  ó  de  otras  funciones  judiciales, 
así  como  los  Comisarios  delegados  por 
los  tribunales  para  que  procedan  á  la 
práctica  de  diligencias  de  la  compe- 
tencia de  la  autoridad  judicial. 

Están  asimilados  á  ellos  para  la  apli- 
cación de  la  presente  ley,  los  funciona- 
rios especiales  revestidos  del  ejercicio 
délas  funciones  de  Juez,  como  aseso- 
res de  los  Tribunales  de  Comercio,  de 
los  marítimos  y  de  los  de  minas,  los 
oficiales  ó  agentes  encargados  en  los 
tribunales  de  la  práctica  de  diligencias 
judiciales,  los  funcionarios,  oficiales  ó 
agentes  de  las  contribuciones  de  los 
países  del  imperio,  en  lo  concerniente 
á  sus  funciones,  relativas  á  los  depósi* 
tos  judiciales  y  á  los  haberes  de  los 
huérfanos. 

Los  funcionarios  del  Ministerio  pú- 
blico no  se  han  de  considerar  como  fun- 
cionarios del  orden  judicial. 

En  lo  concerniente  á  los  conservado- 
res de  hipotecas  (Registradores)  de 
Dalniacia,  quedan  vigentes  las  leyes 
existentes. 

Art.  .5.**  En  todos  los  puntos  en  que 
no  est^n  modificadas  por  la  presente 
ley,  las  disposiciones  del  derecho  co- 
mún regularán  la  medida  de  la  indem- 
nización, la  proporción  que  haya  de  es- 
tablecerse entre  las  personas  respon- 
sables^ cuando  baya  varias,  el  recurso 


de  garantía,  la  extinción  de  la  deuda 
de  indemnización  y  la  obligación  de 
garantía. 

Art.  6.**  Respecto  de  las  decisiones  y 
disposiciones  tomadas  en  Sala  de  Con- 
sejo, pesará  la  responsabilidad  sobre 
todos  los  que  hayan  dado  su  voto  para 
dichas  decisiones  y  disposiciones. 

No  obstante,  si  la  decisión  estuviere 
basada  en  una  exposición  de  hechos  in- 
completa ó  inexactamente  presentada 
por  un  ponente,  los  Magistrados  que 
hubieren  tomado  parte  en  la  votación 
quedarán  libres  de  toda  responsabili- 
dad, con  tal  que  no  hayan  descuidado 
los  deberes  que  les  incumben  legal- 
mente. 

Art.  7.®  La  responsabilidad  de  un 
funcionario  del  orden  judicial  no  alcan- 
zará á  su  superior  sino  cuando  éste  se 
haya  hecho  culpable  también  de  un 
abuso  de  poder  ó  le  esté  impuesta 
dicha  responsabilidad  por  especiales 
disposiciones  legislativas. 

Art.  8.®  Es  competente  para  esta- 
tuir sobre  la  demanda  de  indemniza- 
ción el  Tribunal  de  segunda  instancia 
en  cuya  jurisdicción  actúe  el  tribunal 
ó  sus  delegados  que  hayan  cometido 
la  lesión. 

Si  la  demanda  de  indemnización  es- 
tuviere fundada  en  una  providencia  del 
Presidente  ó  en  una  decisión  tomada 
por  el  mismo  Tribunal  regional  supe- 
rior que,  con  arreglo  á  las  disposicio- 
nes del  aparte  anterior,  sea  competen- 
te para  conocer  de  la  acción,  el  Tribu- 
nal Superior  de  Justicia  deberá,  á  ins- 
tancia del  demanteó  del  demandado, 
delegar  para  la  instrucción  y  debates 
en  otro  Tribunal  provincial  superior. 
Se  aplicarán  además  las  disposiciones 
generales  de  la  ley  sobre  la  recusación 
de  los  Jueces  y  de  los  tribunales. 

Art.  9.**    Cuando  el  Estado  sea  de- 
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mandado,  lo  representará  el  Fiscal  de 
Hacienda,  en  Ja  residencia  del  tribu- 
nal que  entienda  en  el  asunto. 

Si  la  demanda  se  dirigiere  al  mismo 
tiempo  contra  el  Estado  y  contra  los 
funcionarlos  judiciales  responsables  ó 
contra  varios  funcionarios  judiciales, 
procederá  aplicar  las  disposiciones  de 
la  ley  de  procedimiento  civil  respecto 
de  las  partes  codemandadas  en  la  mis- 
ma instancia. 

Art.  10.  La  parte  deberá  indicar  en 
su  demanda  los  hechos  en  que  base  su 
reclamación  contra  el  demandado,  así 
como  la  naturaleza  y  extensión  de  los 
daños  de  que  se  queja;  deberá  formu- 
lar, en  cuanto  á  la  indemnización,  una 
petición  precisa. 

Art.  11.  El  tribunal  que  entienda  en 
el  asunto  deberá  rechazar  de  oficio  las 
demandas  que  no  estén  conformes  con 
las  disposiciones  del  art.  10.  Fuera  de 
esta  hipótesis,  deberá  proceder  á  la 
instrucción  con  arreglo  á  la  ley  de  pro- 
cedimiento civil  sobre  procedimiento 
ordinario,  cuando  la  presente  ley  no 
contenga  disposición  alguna  en  con- 
trario. 

El  recurso  ante  el  Tribunal  Superior 
de  Justicia  está  abierto  para  el  deman- 
dante contra  la  decisión  que  desestime 
de  oficio  su  demanda. 

Art.  12.  Al  comienzo  de  la  instruc- 
ción, el  tribunal  que  entienda  en  el 
asunto  deberá  dar  comunicación  de  la 
demanda  á  la  autoridad  competente 
para  apreciar,  desde  el  punto  de  vista 
disciplinario,  el  abuso  de  poder  de- 
nunciado por  el  demandante. 

Dicha  autoridad  deberá,  después  de 
haber  procedido  disciplinariamente, 
comunicar  el  resultado  de  la  instruc- 
ción al  tribunal  que  entiende  en  el 
asunto. 

Las  partes  tendrán  derecho  á  tomar 


vista  de  dicha  comunicación  y  á  sacar 
copias  de  ella. 

Art.  13.  Será  licito,  además,  que  las 
partes  pidan  á  la  autoridad  disciplina- 
ria la  autorización  para  tomar  vista, 
luego  que  esté  terminada,  de  la  ins- 
trucción para  la  corrección  disciplina- 
ria, y  para  sacar  copia  de  ella. 

Los  documentos  que  parezcan  sin  in- 
terés para  la  demanda  de  indemniza- 
ción no  serán  susceptibles  de  ser  co- 
municados y  copiados.  Sucederá  lo 
propio  con  los  documentos  que  revela- 
sen el  voto  de  funcionarios  judiciales, 
salvo  el  caso  en  que  dicho  voto  fuere 
ya  conocido  á  consecuencia  de  un  pro- 
cedimiento criminal,  y  el  en  que  dichos 
documentos  se  refieran  al  voto  de  los 
funcionarios  judiciales  disciplinaria- 
mente condenados  por  razón  de  ese 
voto.  La  parte  podrá  alzarse  contra  el 
acuerdo  de  la  autoridad  disciplinaria,  y 
ésta  ante  la  autoridad  disciplinaria  su- 
perior. 

Art.  14.  Cuando  pueda  preverííé 
que  el  resultado  final  de  la  instrucción 
disciplinaria  tendrá  influencia  sobre  la 
decisión  del  proceso  ó  que  será  útil 
consultar  sus  documentos,  cada  parte 
podrá  solicitar  que  se  suspenda  el  pro- 
cedimiento  hasta  que  se  termine  dicha 
instrucción. 

La  decisión  tomada  sobre  esta  ins- 
tancia por  el  tribunal  que  entienda  en 
el  asunto  no  será  susceptible  de  recur- 
so alguno. 

Art.  15.  Cuando  se  dirija  la  acción 
contra  el  Estado,  podrá  éste  denunciar 
á  los  funcionarios  judiciales  que  con- 
sidere responsables  del  acto  lesionario 
en  que  se  funde  el  derecho  á  indemni- 
zación. 

Cuando  la  demanda  de  indemnización 
se  formule  por  razón  de  la  decisión  de 
un  tribunal  colegiado,  no  podrá  diri- 
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gírse  contra  los  funcionarios  que  ha- 
yan tomado  parte  en  la  votación,  sino 
en  cuanto  hayan  sido  conocidos  á  con- 
secuencia de  un  procedimiento  crimi- 
nal ó  que  por  sentencia  firme  hayan 
sido  declarados  culpables  en  una  ins- 
trucción disciplinaria  seguida  contra 
ellos  por  razón  de  su  voto  ó  de  un  in- 
forme dado  por  ellos  y  relativo  á  dicha 
decisión. 

La  denuncia  de  la  acción  se  hará  por 
la  notificación  de  copias  certificadas 
del  procedimiento  seguido,  hasta  el 
momento  de  la  denuncia. 

A  consecuencia  de  la  denuncia  de  la 
acción,  el  funcionario  judicial  podrá 
tomar  la  defensa  del  Estado. 

Art.  16.  La  prueba  por  el  juramento 
del  funcionario  no  es  admisible  respec- 
to de  los  hechos  para  los  cuales  se  im- 
pone la  obligación  del  secreto  profesio- 
nal á  dicho  funcionario,  sin  que  haya 
que  distinguir  si  figura  en  el  proceso 
conio  demandado  ó  como  fiador. 

Art.  17.  Sobre  todos  los  puntos  en 
que  la  presente  ley  no  haya  dispuesto 
otra  cosa,  las  sentencias  recaídas  sobre 
el  proceso  y  las  decisiones  ó  providen- 
ííias  recaídas  durante  el  curso  del  pro- 
cedimiento podrán  impugnarse  por  las 
vías  de  recurso  abiertas  según  las  dis- 
posiciones de  la  ley  de  Procedimiento 
civil  contra  las  sentencias,  decisiones 
ó  providencias  de  los  Tribunales  de  pri- 
mera instancia. 

El  Tribunal  Superior  de  Justicia  esta- 
tuirá definitivamente  sobre  estos  re- 
cursos. 

Art.  18.  Siempre  que  las  leyes  vi- 
gente? sobre  procedimientos  exijan 
para  ciertos  actos  de  ejecución  una 
autorización  especial  judicial,  se  pedi- 
rá, ésta  al  tribunal  en  cuya  jurisdicción 
deba  precederse  á  la  ejecución,  á  no 
ser  que  la  sentencia  emane  del  Tribu- 


nal Superior  de  Justicia;  el  demandante 
deberá  presentar  una  certificación  ex- 
pedida por  el  tribunal  que  haya  dicta- 
do la  sentencia,  y  haciendo  constar  que 
la  decisión  tiene  autoridad  de  cosa  juz- 
gada. 

En  los  casos  en  que,  según  las  leyes 
vigentes  sobre  procedimiento  civil,  no 
pueda  tener  lugar  la  ejecución  sino  en 
virtud  de  sentencia  revestida  de  la  fór- 
mula ejecutoria,  se  extenderá  dicha 
fórmula  por  el  tribunal  que  haya  esta- 
tuido en  primera  instancia  sobre  el 
asunto.  ' 

Art.  19.  Cuando  el  Estado  haya  pa- 
gado una  indemnización  á  consecuen- 
cia de  una  acción  dirigida  contra  él,  de 
conformidad  con  la  presente  ley,  podrá 
solicitar  del  tribunal  que  entienda  en 
el  asunto  su  restitución  mediante  una 
orden  de  pago,  á  los  funcionarios  judi- 
ciales cuya  responsabilidad  se  estable- 
ce por  una  sentencia  recaída  contra 
ellos  en  materia  penal  ó  disciplinaria. 

Si  se  hubiere  formulado  la  acción  al 
mismo  tiempo  contra  el  Estado  y  los 
funcionarios  judiciales,  no  podrá  otor- 
garse orden  de  pago  á  los  fines  de  res- 
titución de  la  indemnización  si  la  sen- 
tencia dictada  sobre  la  demanda  de 
indemnización  contra  los  funcionarios 
procesados  con  el  Estado  no  estuviere 
de  acuerdo  con  la  sentencia  del  tribunal 
criminal  ó  de  la  autoridad  disciplinaria, 
ya  en  lo  concerniente  á  las  personas 
declaradas  responsables,  ya  en  lo  con- 
cerniente á  la  causa  y  medida  de  su 
responsabilidad. 

Si  debiera  otorgarse  la  orden  de  pago 
contra  varios  funcionarios  judiciales, 
se  les  impondrá  la  restitución  por  par- 
tes iguales,  á  no  ser  que  la  sentencia 
recaída  sobre  la  cuestión  ó  la  senten- 
cia del  tribunal  de  lo  criminal  indiquen 
otro  reparto. 
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Art.  20.  Las  reclamaciones  contra  la 
orden  de  pago  deberán  presentarse  al 
tribunal  que  entienda  en  el  asunto,  en 
el  plazo  de  dos  semana?,  á  contar  des- 
de la  notificación  de  la  orden.  Las  re- 
clamaciones fuera  de  plazo  se  desesti- 
marán de  oficio. 

Las  reclamaciones  presentadas  en 
tiempo  hábil  se  tramitarán  y  se  juzga- 
rán por  el  tribunal,  como  las  reclama- 
ciones relativas  á  las  órdenes  do  pago, 
extendidas  como  actas  auténticas. 

El  Tribunal  Superior  de  Justicia  co- 
nocerá de  los  recursos  formulados  con- 
tra las  decisiones  de  este  tribunal. 

Art.  21.  En  los  casos  en  que  no  pue- 
da extenderse  orden  de  pago,  de  con- 
formidad con  las  disposiciones  del  ar- 
tículo 19,  no  podrá  el  Estado  formular 
su  demanda  de  restitución  contra  los 
funcionaros  judiciales  responsables, 
sino  siguiendo  las  formas  ordinarias 
del  procedimiento  y  ante  el  Tribunal 
de  primera  instancia  competente,  con 
arreglo  al  derecho  común. 

El  cobro  de  las  cantidades  que  hayan 
de  restituirse  no  podrá  perseguirse  por 
la  via  administrativa. 

Art.  22.  Ya  haya  sido  pedida  por  el 
Estado  la  restitución,  según  las  formas 
del  procedimiento  ordinario,  ya  se  haya 
extendido  una  orden  de  pago  con  ese 
objeto,  no  podrán  oponer  contra  ella 
los  funcionarios  judiciales  las  excep- 
ciones examinadas  y  juzgadas  sobre 
la  acción  principal  en  que  hayan  figu- 
rado como  codemandados,  ni  las  que 
hayan  dejado  de  presentar  en  ese  pro- 
cedimiento, no  obstante  la  denuncia 
que  se  les  hubiere  hecho  de  la  ac- 
ción. 

Art.  23.-  En  virtud  de  la  demanda  de 
restitución,  el  Procurador  de  la  Ha- 
cienda representante  del  Estado,  po- 
drá pedir  siempre  que  la  autoridad  dis- 


ciplinaria, el  tribunal  criminal  ó  el 
tribunal  que  haya  ocasionado,  ó  cuyos 
Delegados  hayan  ocasionado  la  lesión, 
le  designen  los  funcionarios  judiciales 
que  hayan  llevado  á  cabo  el  acto  de  sus 
funciones  en  que  se  funde  la  demanda 
de  indemnización  ó  hayan  tomado  par- 
te en  él.  También  podrá  pedir  comuni- 
cación de  todos  los  documentos  que  de- 
muestren que  los  funcionarios  de  que 
se  trata  han  cometido  ese  acto  ó  han 
tenido  parte  en  él. 

Art.  24.  -  Las  disposiciones  conteni- 
das en  el  art.  18  son  aplicables  al  cum- 
plimiento de  las  órdenes  de  pago  y  de 
las  decisiones  tomadas  sobre  la  opo- 
sición á  las  órdenes  de  pago. 

Para  el  cobro  de  las  cantidades  que 
hayan  de  restituirse  al  Estado,  podrá 
precederse  á  la  ejecución  sobre  los 
sueldos  de  los  funcionarios  judiciales 
y  demás  emolumentos  anejos  á  sus 
funciones,  y  esto  hasta  valor  de  una 
tercera  parte,  teniendo  en  cuenta  Tjue 
habrá  de  quedar  libre  de  la  ejecución 
por  lo  menos  una  cantidad  de  350  ñori- 
nes  al  año. 

Art.  25.  Cuando  la  obligación  de 
restitución  de  los  funcionarios  judicia- 
les esté  establecida  de  un  modo  digno 
de  fe,  podrá  el  Estado  demandado,  pa- 
ra asegurar  dicha  restitución,  obtener, 
á  petición  suya,  durante  la  instancia 
sobre  la  demanda  principal,  la  autori- 
zación píira  recurrir  contra  los  funcio- 
narios judiciales  á  todas  las  medida.<< 
conservatorias  admitidas  por  la  ley  de 
Procedimiento  civil,  sin  prestar  fianza 
por  el  perjuicio  que  pudiere  resultar 
para  el  honor  ó  la  fortuna  de  los  fun- 
cionarios. 

Cuando  se  presente  una  reclamación 
contra  una  orden  de  pago  extendida  de 
conformidad  con  las  disposiciones  del 
artículo  19,  deberá  autorizarse  la  eje- 
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cución  á  petición  del  Estado  hasta  que 
sus  derechos  estén  garantidos. 

Los  sueldos  y  demás  emolumentos 
de  los  funcionarios  judiciales  podrán 
con  ese  fin,  y  en  la  medida  determina- 
da en  el  art.  24,  ser  objeto  de  retención 
ó  venir  á  serlo  de  medidas  conserva- 
torias. 

Art.  26.  Si  el  funcionario  judicial 
responsable  hubiere  muerto  antes  de 
haberse  interpuesto  la  acción  de  in- 
demnización ó  durante  la  instancia  en- 
tablada sobre  esta  demanda  ó  sobre  la 
de  restitución,  se  aplicarán,  tanto  en  la 
demanda  principal  como  en  la  de  resti- 
tución, á  la  sucesión  ó  á  los  herederos 
de  dicho  funcionario. 

Art.  27.  Asimismo  se  proc€;derá  con 
arreglo  á  las  disposiciones  de  la  pre- 
sente ley,  cuando  se  reclame  la  indem- 
nización en  virtud  4el  art.  8.**  de  la  ley 
orgánica  de  21  de  Diciembre  de  1867 
por  razón  de  un  arresto  ilegalmente 
ordenado  ó  prolongado  por  un  funcio- 
nario judicial. 

Art.  28.    (Derogatorio.) 

Art.  29.  Las  demandas  de  indemni- 
zación formuladas  por  razón  de  una  le- 
sión anterior  á  la  fecha  en  que  se  pon- 
ga en  vigor  la  presente  ley  se  juzgarán 
con  arreglo  á  las  disposiciones  legisla- 
tivas existentes  en  el  tiempo  en  que  se 
ocasionó  la  lesión. 

En  esos  casos  se  fijará  el  procedi- 
miento por  las  disposiciones  de  la  pre- 
sente ley;  no  obstante,  las  instancias 
pendientes  al  ponerse  en  vigor  se  ter- 
minarán según  las  reglas  de  la  orden 
imperial  de  12  de  Marzo  de  1859. 

Art.  30.  Quedan  encargados  del  cum- 
plimiento de  la  presente  ley  los  Minis- 
tros Je  Justicia  y  de  Hacienda. 


§  2.0 — Responsabilidad  ministerial 
en  Austria 

(Ley  de  25  de  Junio  de  186*7) 

Articulo  1.®  Todo  acto  de  la  autori- 
dad imperial  necesita  para  su  validez 
la  firma  de  un  Ministro  responsable. 

Art.  2.0  Los  individuos  del  Consejo 
de  Ministros  podrán  ser  perseguidos 
por  acuerdo  del  Reichsrath,  como  res- 
ponsables de  actos  ú  omisiones  que  les 
sean  imputables,  dentro  del  círculo  de 
sus  atribuciones,  cuando  resulte  que 
ha  habido  intención  ó  negligencia  gra- 
ve en  una  violación  de  la  Constitución 
del  imperio,  ó  de  las  provinciales  que 
rigen  Ips  diversos  territorios,  ó  cual- 
quiera otra  ley. 

Art.  3.0  Esta  responsabilidad  se  apli- 
cará en  particular: 

a)  A  todos  los  actos  del  Gobierno 
realizados  durante  el  ejercicio  de  sus 
funciones,  y  especialmente  á  los  que  se 
hayan  efectuado  á  propuesta  suya,  á 
los  que  hayan  firmado  y  á  las  reales 
órdenes  dadas  por  el  Emperador  con 
la  firma  de  un  Ministro; 

h)  A  las  medidas  y  órdenes  por  ellos 
dictadas  en  asuntos  de  su  competencia; 

c)  Al  auxilio  que  hayan  prestado  in- 
tencionalmente  á  la  prevaricación  co- 
metida por  otro  Ministro. 

Art.  4.0  Los  funcionarios  encarga- 
dos de  una  Dirección  independiente  de 
un  Ministerio  serán  asimilados  á  los 
Ministros  en  lo  que  á  la  responsabili- 
dad se  refiere. 

Art.  5.0  La  persecución  dirigida  con- 
tra un  Ministro,  por  las  infracciones  del 
derecho  común,  castigadas  por  el  Có- 
digo penal,  será,  por  regla  general,  de 
la  competencia  de  los  tribunales  ordi- 
narios. 


Tomo  IX.— Instituciones  jubídioab. 
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Art.  6.**  Todo  Ministro  podrá  ser 
perseguido  ante  los  tribunales  ordina- 
rios para  la  reparación  del  perjuicio 
que  resulte  de  un  acto  propio  de  sus 
funciones,  ya  sea  el  Estado  el  perjudi- 
cado, ya  un  particular,  cuando  este 
acto  haya  sido  declarado  ilegal  por  el 
Tribunal  de  justicia  del  Estado  (Staats- 
geriehtshoj). 

Esta  acción  sólo  podrá  rechazarse  en 
tanto  y  durante  el  tiempo  que  el  acto 
perjudicial  sea  objeto  de  un  procedi- 
miento dirigido  contra  el  autor  en  ca- 
lidad de  Ministro. 

Art.  7.®  El  derecho  de  acusar  co- 
rresponde á  cualquiera  de  ambas  Cá- 
maras. 

Toda  proposición  para  acusar  á  un 
Ministro  deberá  presentarse  por  escri- 
to é  ir  firmada  por  20  miembros  de 
la  Alta  Cámara  ó  por  40  de  la  de  lof; 
Diputados. 

La  proposición  deberá  indicar  con 
exactitud  los  hechos  en  que  se  apoya 
y  el  acto  ilegal  objeto  de  la  acusa- 
ción. 

Art.  8.^  Las  Cámaras  podrán  tomar 
por  base  de  la  acusación  hechos  que 
caigan  bajo  la  aplicación  de  la  ley  pe- 
nal común  cuando  sean  conexos  con 
las  funciones  públicas  del  Ministro  in- 
culpado. 

En  este  caso  sólo  el  Tribunal  del  Es- 
tado será  competente  para  estatuir 
sobre  estos  hechos,  y  deberán  remitír- 
sele las  diligencias  que  se  hallen  pen- 
dientes ante  una  jurisdicción  de  dere- 
cho común. 

Art.  9.°  El  Presidente  de  la  Cámara 
que  entienda  de  una  proposición  de 
este  género  la  pondrá  á  la  orden  del 
día  dentro  de  los  ocho  siguientes  al  de 
su  presentación. 

El  debate  versará  únicamente  sobre 
si  la  Cámara  debe  entrar  en  la  orden 


del  día  ó  si  la  pt^oposición  debe  pasar 
al  examen  de  una  Comisión. 

Art.  10.  La  Comisión  instituida  pro- 
cederá á  una  instrucción  preliminar 
sobre  las  bases  de  la  acusación;  podrá, 
para  ilustrarse,  oir  testigos,  peritos  y 
al  mismo  Ministro  contra  quien  la  pro- 
posición vaya  dirigida;  y  el  Ministro 
podrá  presentar  una  Memoria  justifi- 
cativa y  todos  los  documentos  que  con- 
sidere útiles  para  su  defensa. 

Art.  11.  En  la  discusión  respecto  del 
informe  de  la  Comisión  podrá  presen- 
tarse el  Ministro  y  dar  explicaciones. 

La  acusación  sólo  podrá  admitirse 
por  el  voto  de  las  dos  terceras  parles 
de  los  miembros  presentes. 

Art.  12.  El  Ministro  cuya  acusación 
decrete  la  Cámara  quedará  suspendido 
en  el  ejercicio  de  sus  funciones. 

La  resolución  de  las'Cámaras  se  ele- 

■ 

vara  á  conocimiento  del  Emperador 
por  medio  de  un  Mensaje. 

Art.  13.  El  Presidente  de  la  Cámara 
que  haya  decretado  el  procesamiento 
comunicará  el  decreto  correspondiente 
al  Presidente  del  Tribunal  del  Estado, 
invitándole  á  convocar  inmediatamen- 
te á  los  miembros  del  tribunal  en 
Viena. 

Art.  14.  La  Cámara  de  donde  emane 
el  procesamiento  podrá,  por  una  ma- 
yoría de  dos  terceras  partes  de  los  vo- 
tantes, desistir  de  él  hasta  que  se  abran 
los  debates  ante  el  Tribunal  del  Estado. 

Art.  15.  Esta  Cámara  delegará  á 
tres  de  sus  miembros  para  sostener  la 
acusación  ante  este  alto  Tribunal. 

Art.  16.  La  acusación  deberá  seguir- 
se ante  el  Tribunal  del  Estado,  que  es 
el  llamado  á  entender  en  ella. 

Para  formar  este  alto  Tribunal  de- 
signará  cada  cual  de  las  dos  Cámaras, 
en  los  reinos  y  países  que  representen, 
12  ciudadanos  independientes,  versa- 
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dos  en  el  conocimiento  de  las  leyes, 
pero  que  no  pertenezcan  á  una  ni  otra 
Cámara,  y  que  serán  elegidos  por  seis 
años  individuos  de  dicho  tribunal. 

Los  miembros  elegidos  designarán 
entre  ellos  su  Presidente. 

Art.  17.  Cuando  la  acusación  contra 
un  Ministro  la  presente  una  de  las  dos 
Cámaras  ante  el  Tribunal  del  Estado, 
designará  éste  á  uno  de  los  miembros 
para  que  instruya  el  proceso,  una  espe- 
cie de  Juez  de  instrucción,  que  tendrá 
todas  las  atribuciones  que  correspon- 
den á  éste  en  el  proce'dimiento  criminal 
ordinario. 

Podrá,  en  su  consecuencia,  oir,  aun 
bajo  juramento,  testigos  y  peritos,  ó 
hacer  que  los  oiga  el  tribunal.  Los  fun- 
cionarios estarán  desligados  en  este 
caso  de  la  obligación  del  secreto  que 
su  cargo  les  imponga. 

La  instrucción  deberá  terminar  dentro 
del  plazo  de  seis  meses  como  máxi- 
mum. 

Art.  18.  Cuando  el  Juez  de  instruc- 
ción estime  que  ésta  se  halla  termina- 
da, deberá  el  Presidente  hacer  que  se 
anuncie  el  día  de  la  apertura  de  los  de- 
bates y  notiñcarlá  al  acusador  y  al 
acusado. 

Cada  acusado  tendrá  derecho  á  elegir 
uno  ó  más  defensores. 

Art.  19.  El  acusado  ó  todos  los  acu- 
sados y  los  representantes  de  la  acu- 
sación tendrán  derecho,  cada  cual  por 
8U  parte,  á  recusar  seis  miembros  del 
tribuna],  sin  motivar  la  recusación, 
pero  de  tal  modo  que  entre  los  miem- 
bros restantes  queden  en  número  igual 
los  elegidos  por  cada  Cámara. 

El  Presidente  podrá  ser  recusado, 
pero  no  separado  por  la  suerte.  En  el 
primer  caso,  los  Jueces  llamados  á  for- 
mar el  tribunal  encargado  del  juicio, 
elegirán  entre  ellos  un  Presidente. 


Art.  20.  Los  debates  ante  el  tribunal 
serán  orales  y  públicos. 

La  sentencia  sólo  será  válida  cuando 
hayan  asistido  á  todos  los  debates  10 
Jueces  por  lo  menos. 

Los  J.ueces  decidirán  según  su  con- 
ciencia, sin  estar  sujetos  á  ningún  sis- 
tema de  pruebas  legales. 

El  Presidente  votará  en  todas  las 
cuestiones. 

La  votación  será  secreta. 

Art.  21.  La  sentencia  deberá  decla- 
rar, según  los  resultados  del  proceso, 
si  el  acusado  es  ó  no  culpable.  En  caso 
de  declararse  la  culpabilidad,  para  la 
cual  es  necesaria  una  mayoría  de  dos 
terceras  partes,  deberán  indicarse  en 
la  sentencia  los  hechos  declarados  pro- 
bados y  calificarlos  bajo  el  punto  de 
vista  de  la  criminalidad. 

Art.  22.  El  tribunal  seguirá  las  re- 
glas del  Código  de  Instrucción  criminal 
en  cuanto  no  se  hallen  derogadas  por 
la  presente  ley. 

Art.  23.  La  condena  llevará  siempre 
consigo,  como  consecuencia  legal,  la 
exclusión  del  condenado  de  los  conse- 
jos de  la  Corona.  Según  el  carácter  de 
las  circunstancias  agravantes,  podrá 
también  excluírsele  del  servicio  del  Es- 
tado y  temporalmente  del  ejercicio  de 
los  derechos  políticos. 

Si  el  acusado  hubiese  cometido  una 
infracción  castigada  por  la  ley  penal 
'común,  deberá  el  Tribunal  aplicar- 
le además  las  disposiciones  de  esta 
ley. 

Art.  24.  El  Tribunal  del  Estado  co- 
nocerá también  de  las  indemnizaciones 
que  deban  imponerse  al  condenado 
cuando  pueda  fijarse  con  exactitud  la 
cantidad  y  la  persona  que  tenga  dere- 
cho á  ella. 

En  caso  contrario  podrá  la  sentencia 
establecer  en  principio  la  obligación 
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dejando  á  la  jurisdicción  ordinaria  la 
determinación  del  quantum, 

Art.  25.  Contra  la  decisión  del  tribu- 
nal no  cabrá  ningún  recurso. 

Art.  26.  Una  vez  decretado  el  proce- 
samiento, no  podrá  suspenderse  por  la 
suspensión  de  sesiones,  por  la  termi- 
nación de  la  legislatura  ni  aun  por  la 
disolución  de  la  Cámara  de  los  Dipu- 
tados. 

Art.  27.  La  persecución  de  un  Minis- 
tro ante  el  Tribunal  del  Estado  no  será 
admisible  cuando  la  acusación  no  se 
haya  presentado  en  la  legislatura  del 
Reichsrath  que  siga  inmediatamente  á 
la  comisión  del  acto  ilegal,  ó  si  se  tra- 
ta de  un  hecho  elevado  á  conocimiento 
de  las  Cámaras  con  motivo  de  la  depu- 
ración de  la  gestión  financiera,  en  la 
misma  legislatura  en  que  se  hayan  pre- 
sentado las  cuentas  para  su  examen. 

Art.  28.  El  derecho  de  persecución 
privada  se  extinguirá  por  la  prescrip- 
ción con  arreglo  á  las  disposiciones  del 
Código  civil. 

La  prescripción  quedará  interrumpi- 
da cuando  se  suscite  el  debate  acerca 
del  procedimiento  que  debe  incoar  con- 
tra el  Ministro  en  su  calidad  de  tal. 

Art.  29.  El  Emperador  no  podrá  ejer- 
cer la  gracia  de  indulto  en  beneficio  de 
un  Ministro  declarado  culpable,  á  no 
ser  á  propuesta  de  la  Cámara  que  pro- 
movió la  acusación. 

Art.  30.  No  se  admitirá  la  dimisión* 
ai  acusado  hasta  que  haya  terminado 
el  proceso. 

La  cesación  de  funciones  del  Ministro 
por  dimisión  ó  por  otra  causa  no  será 
un  obstáculo  para  el  procesamiento. 


§  3,^ ^Organización  de  las  autoridades 
universitarias 

(Ley  de  27  de  Abril  de  1878) 

Artículo  1.**  Las  universidades  se 
componen  de  secciones,  á  que  se  da  el 
nombre  de  Facultades, 

Fórmanse  las  facultades  de  los  res- 
pectivos claustros  de  los  que  enseñan 
y  de  los  estudiantes  matriculados. 

Art.  2.°  El  claustro  de  los  que  ense- 
ñan en  una  facilitad  se  compone  de 
todos  los  profesores  ordinarios  y  extra- 
ordinarios, de  los  prioatdocentes  de  la 
misma,  y  de  los  maestros  en  sentido 
estricto  de  la  palabra. 

Los  priva tdocentes  no  serán  nombra- 
dos por  el  Estado  (1),  sino  solamente 
admitidos  por  él,  y  con  esta  admisión 
adquieren  el  derecho  de  anunciar  pú- 
blicamente sus  lecciones  en  la  Univer- 
sidad y  de  darlas  en  un  aula  de  la 
misma. 


(1)  Hé  aquí  lo  que  establece  un  decreto  de  21 
de  Febrero  de  1888  acerca  de  las  condiciones  de 
admisión  de  \os privatdocentes. 

El  que  desee  ser  admitido  como  tal  en  una 
Universidad  deberá  obtener  la  autorización  para 
enseñar  {venia  docendi).  Dicha  autorización  sólo 
podrá  darse  para  una  ciencia  completa  ó  para 
una  parte  de  una  ciencia  quo  forme  un  todo  ó 
cuerpo  de  doctrina.  El  aspirante  habrá  de  ser 
doctor  en  la  facultad  respectiva  con  dos  años  de 
antelación  y  presentar  una  obra  impresa  ó  un  tra- 
bajo extenso  sobre  la  materia  objeto  de  la  ense- 
ñanza que  pretende  dar.  El  Ministro  podrá  dis- 
pensar de  la  condición  del  doctorado,  pero  sólo  en 
casos  excepcionales. 

Al  presentar  su  solicitud  al  claustro  de  profe- 
sores de  la  facultad,  se  acompañarán  una  especie 
de  memoria  de  los  trabajos  hechos  después  de 
terminar  la  carrera  y  un  prog^rama  de  la  ense- 
ñanza que  piensa  dar,  é  indicará  si  cuenta  con  ma- 
terial de  enseñanza,  caso  de  necesitarlo. 
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Son  maestros,  en  el  sentido  estricto 
de  la  palabra,  los  que  enseñan,  no  una 
ciencia,  sino  un  arte.  Tales  son,  entre 
otros,  los  maestros  de  lenguas  vivas, 
cuya  enseñanza  se  da,  no  desde  el  pun- 
to de  vista  científico,  sino  solamente 
para  el  uso  práctico. 

Art.  3.°  Los  que  enseñando  en  una 
facultad  quieran  dar  sus  lecciones  so- 
bre materias  de  otra  facultad  deberán, 
con  este  objeto,  obtener  el  consenti- 
miento de  esta  última.  Si  se  le  negare 
dicho  consentimiento,  decidirá  el  Sena- 
do académico,  con  facultad  de  alzada 
ante  el  Ministro  de  Instrucción  pública. 

Art.  4.®  Del  claustro  de  los  que  en- 
señan en  cada  facultad  emanará  el  de 
los  profesores  á  quien  corresponda  la 
inmediata  dirección  de  aquélla. 

Art.  5.**  El  claustro  de  profesores  se 
compone  de  todos  los  profesores  ordi- 
narios y  extraordinarios,  aunque  el 
número  de  éstos  no  deberá  pasar  de  la 
mitad  del  número  de  los  primeros. 

Si  el  número  total  de  los  profesores 
extraordinarios  pasare  de  dicha  mitad, 
formarán  la  parte  correspondiente  del 
claustro  de  profesores  aquellos  que 
tengan  más  años  de  servicios. 

Para  representar  en  el  seno  del 
claustro  de  profesores  los  intereses  de 
los  privatdocentes,  se  admitirán  en  él 


Si  resultase  admisible,  se  nombrará  una  comi- 
sión que  examino  los  trabajos,  y  si  el  dictamen 
es  favorable,  se  le  señalará  día  para  la  discusión 
de  algunos  puntos  en  claustro  pleno,  pudiendo 
cualquiera  hacerle  preguntas  y  objeciones.  Si  de 
este  coUoquium  sale  bien,  le  seRala  el  Decano  día 
para  que  ante  el  claustro  y  oyentes  explique  su 
lección  de  prueba.  Después  de  esta  lección,  si  el 
claustro  está  satisfecho,  le  concede  la  autorización 
6  venia  docendi.  Del  coUoquium  y  de  la  lección 
puede  prescindir  el  claustro  cuando  se  trate  de 
autores  de  gran  reputación  científica. 


dos  de  ellos  con  voz  consultiva  en  todos 
los  asuntos. 

No  tendrán  voz  deliberativa  sino  en 
los  casos  previstos  en  los  artículos  6.° 
y  10  siguientes. 

Para  ser  admisibles  en  el  claustro  de 
profesores,  los  Privatdocentes  deberán 
haber  enseñado  como  tales  durante  dos 
semestres  por  lo  menos  en  la  facultad. 
Si  hubiere  más  de  dos  en  ese  caso,  to- 
dos juntos  elegirán  anualmente  para 
representarlos  en  el  seno  del  claustro 
dos  entre  los  que  sean  admisibles  en  él. 

Art.  6.**  El  claustro  de  profesores 
elegirá  anualmente  entre  los  profesores 
ordinarios  á  su  Presidente,  que  tomará 
el  nombre  de  Decano. 

En  la  elección  del  Decano  tomarán 
parte  los  dos  privatdocentes  que  tengan 
asiento  en  el  claustro  de  profesores. 

Art.  7.*^  La  elección  tendrá  lugar  por 
mayoría  absoluta  de  votos;  si  no  se  lo- 
grase dicha  mayoría  después  de  dos 
votaciones,  se  procederá  á  una  elec- 
ción restringida,  en  la  que  sólo  serán 
elegibles  los  que  en  la  segunda  vota- 
ción hayan  obtenido  mayor  número  de 
votos,  ó  si  no  hubiere  varios,  los  dos 
que  hayan  obtenido  número  más  ele- 
vado. 

Si  no  diere  resultado  la  tercera  vota- 
ción, el  Senado  académico  elegirá  en- 
tre los  candidatos  votados  en  la  elec- 
ción restringida. 

El  Decano  saliente. podrá  ser  reele- 
gido. 

Art.  8.°  No  podrá  renunciarse  sin 
motivo  el  cargo  de  Decano  sino  por  el 
Decano  saliente.  Cualquier  otro  indivi- 
duo elegido  Decano,  para  excusarse 
deberá  dar  motivos,  sobre  cuya  admi- 
sión votarán  sin  debate  los  que  lo  har 
yan  elegido. 

Si  no  admitieren  la  excusa,  podrá  el 
elegido  alzarse  ante   el  Senado  acá- 
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démico,  que  estatuirá  definitivamente. 

Art.  9.**  De  los  claustros  de  profeso- 
res saldrá  el  Senado  académico. 

Este  se  compondrá  del  Rector,  del 
Prorrector  (el  Rector  del  año  anterior), 
de  los  Decanos  y  Prodecanos  (Deca- 
nos del  año  anterior),  y  además  de  un 
miembro  de  cada  claustro  de  profe- 
sores. 

Estos  miembros  serán  nombrados 
por  tres  años  por  los  claustros  de  pro- 
fesores, al  hacerse  la  elección  del  De- 
cano; podrán  tomarse  entre  los  profe* 
sores  extraordinarios.  Los  miembros 
salientes  serán  reelegibles.  En  el  caso 
en  que  el  elegido  renunciare  el  cargo, 
se  observarán  las  disposiciones  del  ar- 
tículo 8.** 

Art.  10.  El  Rector  será  elegido  todos 
los  años  entre  los  profesores  ordina- 
rios en  activo  servicio,  de  todas  las  fa- 
cultades, pudiendo  ser  reelegidod  Rec- 
tor saliente. 

Se  hará  la  elección  de  Rector  por  los 
claustros  de  profesores,  inclusos  los 
privatdocentes  que  formen  parte  de  di- 
chos claustros.  Con  este  objeto  cada 
claustro  de  profesores  elegirá  de  su 
seno  cuatro  miembros,  dos  de  los  cua- 
les deberán  ser  profesores  ordinarios, 
pudiendo  ser  extraordinarios  ó  privat- 
docentes los  otros  dos. 

Los  miembros  elegidos  de  este  modo 
se  reunirán  bajo  la  presidencia  del  Rec- 
tor saliente  y  procederán  á  la  elección 
en  la  forma  determinada  en  el  art.  7.** 
para  la  elección  del  Decano.  Si  quedare 
sin  resultado  la  votación,  decidirá  la 
suerte. 

Si  el  elegido  renunciase  el  cargo 
de  Rector,  se  procederá  como  en  el 
caso  de  la  elección  del  Decano:  proce- 
derá la  alzada  ante  el  Ministro  de  Ins- 
trucción pública. 

Art.  11,    La  elegibilidad  para  las  dig- 


nidades académicas  es  independiente 
de  la  confesión  religiosa. 

Art.  12.  La  renovación  de  las  auto- 
ridades académicas  tendrá  lugar  todos 
ios  años  en  la  segunda  mitad  del  pe- 
núltimo mes  del  año  escolar,  dándose 
sin  demora  comunicación  de  las  actas 
de  las  elecciones  al  Ministro  de  Ins- 
trucción pública,  á  quien  corresponde 
confirmarlas. 

Las  nuevas  autoridades,  cuando  ha^ 
yan  obtenido  la  confirmación  ministe- 
rial, entrarán  en  ejercicio  ocho  días 
antes  del  comienzo  del  nuevo  año  es- 
colar, permaneciendo  en  sus  cargos 
hasta  entonces  las  antiguas  autorida- 
des. La  solemnidad  de  la  instalación, 
donde  estuviere  en  uso,  tendrá  lugar  al 
comienzo  del  año  escolar. 

Art.  13.  En  caso  de  ausencia  ó  de 
impedimento  del  Rector,  será  sustitui- 
do por  el  Prorrector,  y  éste  por  el  Deca- 
no de  la  facultad  de  la  que  hubiere  sa- 
lido el  Rector.  Asimismo,  en  caso  de 
ausencia  ó  de  impedimento  del  Decano, 
será  sustituido  en  el  seno  del  claustro 
de  profesores  por  el  Prodecano,  y  éste 
por  el  profesor  ordinario  más  an- 
tiguo. 

En  el  caso  de  que  un  dignatario  aca- 
démico estuviere  impedido  de  un  modo 
permanente  para  ejercer  sus  funciones, 
el  claustro  competente  ó,  según  el  caso, 
el  Senado  académico,  decidirá  si  pro- 
cede una  nueva  elección  ó  la  sustitu- 
ción, de  conformidad  con  las  disposicio- 
nes del  presente  artículo. 

Art.  14.  El  claustro  de  profesores  se 
reunirá  en  sesiones  ordinarias  ó  ex- 
traordinarias en  virtud  de  convocatoria 
del  Decano. 

Su  competencia  se  extiende  á  todos 
los  asuntos  de  enseñanza  y  disciplina 
que  no  estén  exclusivamente  reserva- 
dos para  el  Senado  académico, 
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Corresponde  á  cada  facultad  en  par- 
ticular: • 

1.®  Velar  por  que  la  enseñanza  sea 
completa  en  las  ciencias  comprendidas 
en  su  dominio,  hacer  propuestas  al  Mi- 
nistro para  el  nombramiento  de  profe- 
sores, y  especialmente  ordenar  el  pro- 
grama de  los  cursos  para  cada  semes- 
tre, de  tal  manera,  que  todo  estudiante 
que  pasa  en  la  facultad  el  tiempo  legal 
pueda  recibir  las  lecciones  de  los  pro- 
fesores sobre  todas  las  materias  prin- 
cipales; 

2.**  Ejercer  en  los  seminario*?,  esta- 
blecimientos, institutos  y  museos  una 
alta  inspección,  cuando  ésta  no  incum- 
ba á  los  Directores  de  estos  estableci- 
mientos; 

3.**  Vigilar  á  los  estudiantes  insr 
critos; 

1.®  Conferir  el  doctorado  bajo  la  au- 
toridad de  la  Universidad; 

5."  Dictaminar  sobre  los  objetos  que 
caen  bajo  su  competencia. 

Art.  15.  Todo  profesor  que  sea  indi- 
viduo del  claustro  de  profesores  tiene 
la  obligación  de  asistir  á  las  sesiones 
del  mismo,  á  no  ser  que  tenga  motivos 
para  excusarse. 

El  claustro  estatuirá  sin  debate  so- 
bre los  motivos  de  excusa  alegados,  y 
se  consignará  su  acuerdo  en  el  acta. 

Si  un  profesor  faltase  á  tres  sesiones 
consecutivas  sin  que  el  claustro  haya 
juzgado  excusable  su  ausencia,  ó  si 
estas  ausencias  se  repitieren  con  fre- 
cuencia, el  Decano  deberá  invitarle  por 
escrito  á  asistir  á  las  sesiones,  y  si  no 
produjese  efecto  dicha  invitación,  dar 
cuenta  al  Senado  académico.  Si  este 
último  medio  tampoco  diere  resultado, 
el  Senado  académico  deberá  dar  parte 
al  Ministro. 

Art.  16.  Para  la  validez  de  las  deli- 
herac  jones  será  necesaria  la  presencia 


de  la  mitad  de  los  profesores  miem- 
bros del  claustro. 

Art.  17.  A  fínes  de  cada  año  escolar, 
convocará  el  Decano  á  junta  general  á 
todos  los  que  enseñan  en  la  facultad, 
incluso  á  todos  los  privatdocentes  y  á 
los  maestros  en  el  sentido  estricto  de 
la  palabra  (art.  3.°).  En  esta  junta,  to- 
dos los  miembros  presentes  podrán  for- 
mular y  poner  á  discusión  sus  aspira- 
ciones y  proposiciones  concernientes  á 
la  enseñanza  y  á  la  disciplina. 

El  acta  de  la  reunión,  sobre  cuyo 
contenido  deberá  dar  dictamen  el  claus- 
tro de  profesores  en  una  sesión  subsi- 
guiente, se  remitirá  al  Ministerio  con 
dicho  dictamen. 

Art.  18.  El  Decano  presidirá  la  facul- 
tad y  el  claustro  de  profesores;  será 
directamente  responsable  de  la  obser- 
vancia de  las  leyes  y  reglamentos,  y  si 
notare  imperfecciones,  su  deber  es  cen- 
surarlas, y  si  fuere  necesario,  darlas  á 
conocer  al  Senado  académico  y  al  Mi- 
nisterio. Velará  particularmente  por  la 
observancia  de  los  reglamentos  sobre 
las  pruebas  del  doctorado. 

Si  creyere  que  no  puede  responder 
del  cumplimiento  de  una  resolución 
del  claustro  de  profesores,  someterá  el 
caso  al  Ministro. 

Despachará  los  asuntos  corrientes, 
y,  en  general,  todos  los  que  requieran 
simplemente  la  aprobación  de  los  re- 
glamentos existentes,  con  la  obliga- 
ción de  dar  cuenta  al  claustro  de  pro- 
fesores en  su  sesión  más  próxima; 
cuando  haya  peligro  en  la  demora,  to- 
mará por  sí  mismo  las  resoluciones 
necesarias. 

Art.  19.  El  Senado  académico  será 
la  autoridad  académica  superior. 

Su  competencia  se  extenderá  á  todos 
los  asuntos  generales  de  la  Universi- 
dad concernientes  á  la  administración, 
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enseñanza  y  disciplina,  y  é.  todos  los 
objetos  que  les  sean  atribuidos  por  las 
leyes,  estatutos,  privilegios  ó  funda- 
ciones. 

Ejercerá  la  vigilancia  sobre  todo  lo 
que  pertenezca  á  la  Universidad;  ten- 
drá el  derecho  de  inspección  sobre  todo 
lo. que  se  trate  en  los  claustros  de  pro- 
fesores y  podrá  suspender  la  ejecución 
de  los  acuerdos  de  los  diferentes  claus- 
tros, con  la  obligación  de  dar  cuenta, 
sin  demora,  al  Ministro,  que  estatuirá 
en  definitiva. 

La  alzada  contra  los  acuerdos  de  los 
Decanos  y  de  los  claustros  se  llevará 
ante  el  Senado  académico;  estatuirá 
sobre  los  conflictos  de  competencia  en- 
tre los  diferentes  claustros;  en  cuanto 
á  los  conflictos  de  competencia  que  pu- 
dieran surgir  entre  los  colegios  y  él 
mismo,  los  someterá  á  la  resolución 
del  Ministro. 

Irá  por  su  conducto  la  corresponden- 
cia de  los  claustros  de  profesores  con 
el  Ministro  y  estará  autorizado  para 
emitir  su  dictamen. 

Art.  20.  Se  reunirá  el  Senado  aca- 
démico, tanto  ordinaria  como  extra- 
ordinariamente, en  virtud  de  convo- 
catoria del  Rector  y  bajo  su  presi- 
dencia. 

Son  aplicables  á  los  miembros  del 
Senado  académico  las  disposiciones 
del  art.  15  sobre  la  presencia  de  los 
miembros  de  los  claustros. 

Las  resoluciones  se  tomarán  por  ma- 
yoría absoluta,  y  para  su  validez  será 
necesaria  la  presencia  de  la  mitad  de 
los  miembros. 

Art.  21.  El  Rector  será  el  Presidente 
del  Senado  académico. 

Tendrá  en  sus  relaciones  con  el  Se- 
nado las  mismas  atribuciones  que  el 
Decano  en  sus  relaciones  con  el  claus- 
tro de-  profesores  (art.  18). 


Será  directamente  responsable  de  la 
gestión  del  Senado  académico. 

Art.  22.  Los  reglamentos  discutidos 
por  el  Senado  y  los  claustros  de  profe- 
sores serán  sometidos  á  la  aprobación 
del  Ministro  de  Instrucción  pública. 

Art.  23.  Los  claustros  de  doctores 
que  actualmente  existen  en  la  Univer- 
sidad de  Viena  y  de  Praga  dejarán  de 
formar  parte  de  las  facultades  y  uni- 
versidades. 

Quedan  derogados,  por  consiguiente, 
todos  los  estatutos  y  todos  los  usos  en 
virtud  de  los  cuales: 

a)  Tenían  dichos  claustros  parte  en 
el  patrimonio,  dirección  y  administra- 
ción de  las  facultades  ó  universidades, 
y  en  particular  en  las  pruebas  del  doc- 
torado y  actos  de  promoción,  así  como 
en  los  derechos  establecidos  para  di- 
chos actos  y  pruebas; 

b)  La  admisión  á  la  práctica  estaba 
subordinada  á  la  entrada  en  uno  de  di- 
chos claustros; 

c)  Con  motivo  de  las  promociones, 
determinadas  cantidades  debían  abo- 
narse en  provecho,  ya  de  dichos  claus- 
tros de  doctores,  ya  de  sus  sociedades 
de  viudas. 

Art.  24.  Los  claustros  de  doctores 
antes  mencionados  seguirán  subsis- 
tiendo como  corporaciones  indepen- 
dientes, conservando  en  particular: 

a)  El  patrimonio  que  hasta  ahora 
han  poseído  y  administrado  con  inde- 
pendencia del  Senado  académico  (Co/i- 
8¿8ior¿um)  y  del  Rector; 

b)  El  derecho  á  la  administración  y 
concesión  de  las  fundaciones  de  que 
han  disfrutado  hasta  el  presente  do  una 
manera  independiente  (como  acaba  de 
decirse  en  la  letra  a); 

c)  Sus  archivos,  excepto  los  docu- 
mentos que  se  refieran  á  los  objetos 
mencionados  en  el  art.  23; 
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d)  La  presente  ley  no  altera  en  nada 
las  relaciones  de  los  claustros  de  doc- 
tores con  sus  sociedades  de  viudas. 

Art.  25.  Las  difícultades  que  surjan 
con  relación  á  la  liquidación  que  habrá 
de  llevarse  á  cabo  entre  una  Universi- 
dad ó  una  facultad  por  una  parte  y 
un  claustro  de  doctores  por  otra,  se- 
rán resueltas  por  el  Ministro  de  Ins- 
trucción  pública,    salvo  los  recursos 


que  procedan,  si  hubiere  lugar  á  ellos^ 
Art.  26.  La  cancillería,  en  las  Uni- 
versidades de  Vienay  Praga,  se  limi- 
tará á  la  facultad  de  Teología  católica. 
Art  27.  El  Ministro  de  Instrucción 
pública  queda  encargado  de  la  ejecu- 
ción de  la  presente  ley  y  tomará  las 
disposiciones  y  medidas  transitorias 
necesarias. 


CAPÍTULO  III 
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I.— Poderes  del  Estado 

§  1-"-— Poder  supremo  y  ejecutivo 

La  Hungría  ó  parte  Sudeste  del  impe- 
rio austríaco  forma,  según  antes  hemos 
indicado,  un  Estado  completamente  au- 
tónomo, sin  otras  relaciones  con  Aus- 
tria que  las  consignadas  en  las  leyes 
fundamentales  comunes,  que  son  una 
especie  de  pacto  constitucional.  A  la 
cabeza  de  los  poderes  constitucionales 
— legislativo,  ejecutivo  y  judicial— está 
el  Rey  (que  en  la  actualidad  lo  es  el 
Emperador  de  Austria),  con  el  derecho 
de  veto  absoluto  respecto  de  las  leyes 
votadas  por  el  Parlamento  húngaro,  y 
cuya  iniciativa  comparte  con  las  Cá- 
maras. 

Puede  convocar  las  Cámaras  para 
legislaturas  extraordinarias ;  prorro- 
gar las  ordinarias,  disolver  la  Cámara 
de  los  Diputados,  después  de  votar  los 
presupuestos,  y  con  obligación  de  con- 
vocar otra  nueva  en  el  término  de  tres 
meses. 


El  Poder  ejecutivo  lo  ejerce  el  Rey 
por  medio  de  sus  Ministros,  tomados 
fuera  del  Parlamento,  pudiendo  ser  acu- 
sados, cuando  haya  lugar  á  ello,  por  la 
Cámara  de  los  Diputados,  y  juzgados 
por  un  Jurado  compuesto  de  doce  indi- 
viduos de  la  Cámara  de  los  Magnates. 
Los  Ministros  son  ocho,  y  el  Presidente 
sin  cartera,  aunque  generalmente  se 
encarga  del  Ministerio  del  Interior  (Go- 
bernación). 

§  2.^— Poder  legislativo 

Aunque  el  Jefe  del  Estado  tiene  el  de- 
recho de  aprobar  ú  oponer  su  veto  á  las 
leyes,  y  aun  de  proponerlas,  puede  de- 
cirse que  el  Poder  legislativo,  propia- 
mente dicho,  reside  en  el  Parlamento, 
que  se  compone  de  dos  Cámaras:  la  de 
los  Magnates  y  la  de  los  Diputados. 

Cámara  de  los  Magnates,  —  Consta 
esta  Cámara  de  cerca  de  700  miembros, 
divididos  en  esta  forma: 

1.**  Grandes  dignatarios  nombrados 
por  el  Rey:  el  Gran  Juez,  el  Tesorero 
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mayor,  el  Ban  de  Croacia,  el  Montero 
mayor,  los  señores  investidos  de  cargos 
honoríficos  en  la  corte,  y  el  Comandan- 
te de  la  ciudadela  de  Presburgo; 

2.**  Los  Arzobispos,  Obispos  titula- 
res y  31  altos  dignatarios  ó  Jefes  de  co- 
munidades católicas; 

3.^  Los  siete  Prelados  de  la  Iglesia 
griega; 

4.®  Dos  guardias  de  la  Corona,  nom- 
brados por  el  Rey  entre  los  de  una  lista 
de  tres  nombres  presentada  por  cada 
Cámara; 

5.**  Los  funcionarios  6  Prefectos  co- 
locados por  el  Soberano  al  frente  de  las 
provincias,  de  las  ciudades  libres  y  del 
gobierno  de  Fiume; 

6.^  Los  Principes,  Condes  y  Barones 
nombrados  por  el  Rey,  y  todos  sus  des- 
cendientes directos;  la  Cá-mara  tiene  el 
derecho  de  revisar  los  nombramientos 
hechos  por  el  Rey.  En  1879  habla  en 
ella  18  Principes,  380  Condes  y  208  Ba- 
rones; 

7.**  Dos  Delegados  nombrados  por 
la  Dieta  de  Agram  (Croacia).  Todo  in- 
dividuo de  la  Cámara  deberá  haber 
cumplido  la  edad  de  veinticuatro  años 
para  ser  admitido  en  ella.  El  Presiden- 
te y  el  Vicepresidente  son  nombrados 
por  el  Rey.  Las  funciones  son  gratui- 
tas, excepto  las  del  Presidente. 

La  Cámara  de  los  Magnates  tiene 
con  el  Soberano  y  con  la  otra  Cámara 
la  iniciativa  para  proponer  las  leyes,  y 
es  siempre  necesario  su  concurso;  pero, 
en  general,  sólo  toman  parte  en  los 
trabajos  de  50  á  60  de  sus  miembros. 

Cámara  de  los  Diputados.— La  Cáma- 
ra de  los  Diputados  se  compone,  en  la 
actualidad,  de  447  miembros,  reparti- 
dos en  esta  forma:  338  por  Hungría,  75 
por  Transylvania  y  Fiume,  y  34  Delega- 
dos de  la  Dieta  de  Agram. 

Son  elogidos  por  tres  anos  y  están 


obligados  á  remitir  al  Presidente  de  la 
Cámara,  en  el  término  de  quince  días, 
después  de  abierta  la  legislatura  ó  de 
terminada  la  elección  parcial  en  que 
han  sido  nombrados,  su  acta  corres- 
pondiente, y  si  no  llenan  este  requisito, 
se  les  declara  decaídos  de  su  derecho 
por  la  Cámara  é  inhabilitados  para  ser 
elegidos  por  espacio  de  tres  años. 

Los  Diputades  disfrutan  de  una  in- 
demnización anual  de  800  florines  (2.0C0 
pesetas),  mas  seis  florines  y  medio  (pe- 
setas 16'.' 0)  por  cada  día  que  duren  las 
sesiones.  Los  que  se  hallen  al  servicio 
del  Estado  ó  perciban  un  sueldo  por 
cualquier  concepto  público,  no  tienen 
derecho  á  la  indemnización  de  residen- 
cia. La  incompatibilidad  es  absoluta 
para  ciertos  cargos;  pero  en  otros,  sólo 
para  la  primera  elección,  lo  mismo  que 
en  España. 

La  Cámara  elige  su  Mesa,  compues- 
ta de  un  Presidente,  con  un  sueldo  de 
12.000  florines  (30.000  pesetas),  y  un  Vi- 
cepresidente, cuyo  cargo  dura  todo  el 
periodo  de  las  Cortes  que  los  eligen,  y 
los  Secretarios  correspondientes,  sólo 
por  una  legislatura.  Cada  año  hay  una 
legislatura  ordinaria,  pudiendo  convo- 
carse otra  extraordinaria  por  el  Rey, 
que  puede  asimismo  prorrogar  ó  di- 
solver la  primera,  si  bien  la  disolución 
no  podrá  tener  lugar  hasta  después  de 
votados  los  presupuestos.  Aunque  com- 
parte el  Poder  legislativo  y  la  iniciativa 
con  el  Rey  y  con  la  Cámara  délos  Mag- 
nates, las  leyes  de  Hacienda  deberán 
presentarse  antes  en  la  Cámara  de  los 
Diputados. 

§  ^,^ —Elecciones  para  Diputados 

En  Hungría  es  el  sufragio  algo,  res- 
tringido, como  veremos  más  adelante. 
Las  listas  electorales  las  forma  en  caria, 
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condado  una  Comisión,  la  cual  delega 
sus  atribuciones  en  subcomisiones  de 
los  respectivos  distritos  ó  círculos. 

El€Ciore8."TeLmb\én  aquí  pueden  divi- 
dirse los  electores  en  categorías,  como 
hemos  visto  en  Austria,  siéndolo  todos 
los  ciudadanos  nacidos  ó  naturalizados 
en  el  país,  que  hayan  cumplido  veinte 
años  y  que  se  hallen  dentro  de  las  si- 
guientes clases: 

1.°  Los  nobles  y  ciertos  burgueses 
privilegiados  que  tenían  derecho  antes 
de  1874,  pero  sólo  durante  su  vida; 

2.**  En  las  ciudades  reales  libres,  y 
en  las  que  tienen  una  corporación  mu- 
nicipal, todos  los  que  por  sí  ó  por  sus 
mujeres  ó  hijos  menores  posean  una 
casa  que  tenga  tres  habitaciones  suje- 
tas á  impuesto  ó  una  finca  rústica  que 
pague  por  lo  menos  16  florines  (40  pe- 
setas); 

3.**  En  Hungría  los  que  posean  la 
cuarta  parte  de  un  lote  llamado  Urba- 
rial,  ó  el  equivalente,  en  todos  los  mu- 
nicipios grandes  ó  pequeños; 

4.**  En  Transylvania,  en  todos  los 
municipios,  los  que  paguen  un  impues- 
to territorial  por  una  renta  líquida  de 
84  florines,  ó  72  si  se  trata  de  una  casa; 

5.°  Los  que  por  sí  ó  por  sus  mujeres 
~ú  hijos  menores  poseen  una  casa  (por 
lo  menos  con  un  año  de  antelación)  que 
produzca  una  renta  anual  mínima  de 
105  florines;  los  comerciantes  ó  fabri- 
cantes y  los  artesanos  de  las  ciudades 
que  paguen  un  impuesto  con  arreglo 
á  dicha  renta; 

6.**  Los  empleados  del  Estado,  pro- 
vincia ó  municipio  cuyo  haber  sea  de 
500  florines  (5.000  reales)  en  adelante, 
y  pague  por  este  concepto,  desde  el 
año  anterior,  la  contribución  corres- 
pondiente (de  18  pesetas  en  adelante); 

7.*  Sin  sujeción  á  condición  alguna 
de  ceiiso,  los  miembros  de  la  Academia 


húngara,  los  profesores,  los  artistas 
académicos,  los  doctores,  abogados, 
notarios,  ingenieros,  médicos,  farma- 
céuticos, los  agricultores,  ganaderos, 
mineros,  sacerdotes,  secretarios  de 
Ayuntamientos,  maestros  de  escuela,  y 
otros.  X 

Están  privados  del  derecho  electoral 
todos  los  que  están  sujetos  á  tutela,  los 
que  están  bajo  la  dependencia  de  un 
patrono,  los  aprendices  y  criados,  así 
como  también  los  soldados,  los  mari- 
nos, los  milicianos  en  servicio  activo 
(homveds),  el  personal  subalterno  de  la 
guardia  de  Hsicienda  (carabineros),  y 
la  policía  general,  provincial  ó  munici- 
pal; y  por  último,  los  que  Jian  sido  con- 
denados ó  están  sujetos  á  una  causa 
por  un  delito,  los  quebrados  y  los  que 
no  han  pagado  el  impuesto  del  año  an- 
terior. 

Elegibles.— Lo  son  todos  los  electores 
inscritos  que  hayan  cumplido  veinti- 
cuatro años  y  sepan  hablar  el  húnga- 
ro, que  es  la  lengua  oficial.  No  pueden 
serlo,  sin  embargo,  los  que  hayan  sido 
condenados  por  un  delito  vergonzoso, 
como  asesinato,  robo,  incendio,  homi- 
cidio, estafa,  bancarrota  fraudulenta, 
etcétera. 

Las  causas  de  incompatibilidad  son 
numerosas  y  muy  parecidas  á  las  esta- 
blecidas en  España,  püdiendo  citarse 
entre  otras: 

1.'  El  haber  presidido  el  colegio 
electoral  en  el  distrito  de  que  se  trate; 

2.*  El  estar  desempeñando  un  cargo 
retribuido  ó  función,  ya  sea  de  nombra- 
miento de  la  Corona,  del  Gobierno  ó  de 
sus  agentes,  exceptuándose  los  Minis- 
tros, Subsecretarios,  Directores  de  es- 
tablecimientos nacionales,  miembros 
del  Consejo  de  Instrucción  pública  de 
la  capital,  ó  de  las  generales  de  ense- 
ñanza y  Sanidad,  profesores  de  la  Un  i- 
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versidad  de  Budapesth  y  de  la  Politéc- 
nica, etc; 

3."  Los  que  pertenecen  al  ejército 
activo  de  mar  ó  tierra,  los  contratistas 
del  Estado,  el  Presidente,  Director  y 
miembros  del  Consejo  de  Administra- 
ción, los  empleados  en  un  establecir 
miento  bancario  ó  sociedad  ligada  por 
un  contrato  con  el  Estado;  el  Presiden- 
te, Vicepresidente  y  miembros  del  Con- 
sejo de  Administración  ó  empleados  de 
un  ferrocarril  ó  canal  subvencionados 
por  el  Estado,  mientras  no  hayan  ter* 
minado  sus  relaciones  financieras; 

4."  Los  funcionarios  de  los  tribuna- 
les y  de  los  municipios,  incluso  los 
maestros  de  escuela; 

5."  Los  individuos  de  las  órdenes 
monásticas,  excepto  los  monjes  del  Cis- 
ter,  los  benedictinos  y  los  mendicantes; 

6."  Los  individuos  del  Tribunal  de 
Cuentas  y  los  Consejeros  del  Banco  de 
Comercio  y  descuento. 

Los  que  hayan  sido  elegidos  y  acep- 
ten cualquiera  de  las  funciones  incom- 
patibles con  el  cargo  de  Diputado,  es- 
tarán sujetos  á  reelección  si  no  renun- 
cian aquéllas. 

El  Diputado  á  quien  se  embargue  su 
pensión,  cesará  de  serlo  si  en  el  térmi- 
no de  tres  meses  no  levanta  el  em- 
bargo. 

División  electoral.— En  general,  la  di- 
visión electoral  es  por  condados  y  ciu- 
dades libres,  formando  tantos  distritos 
como  Diputados  deban  elegirse. 

Aunque  se  han  corregido  algunas, 
existen  aún  grandes  desigualdades, 
habiendo  ciudades  en  que  se  elige  un 
Diputado  por  más  de  60.000  habitantes, 
mientras  en  otras  suelen  bastar  9.000. 
En  Hungría  y  Transylvania  existen  más 
de  140  circunscripciones  y  distritos  que 
eligen  más  de  400  Diputados.  La  Dieta 
de  Agram  manda  además  34  Delega- 


dos, que  toman  asiento  en  el  Congreso. 

Comisiones  centrales  del  Censo.— Pava, 
la  formación  y  revisión  de  las  listas  y 
dirigir  las  elecciones  parlamentarias, 
existe  en  cada  condado  y  en  cada  ciu- 
dad que  elija  por  lo  menos  un  Diputado, 
una  Comisión  central  del  Censo,  que 
constará  de  12  miembros  si  no  hay  más 
que  un  distrito  electoral;  24  si  son  dos 
distritos,  y  dos  más  por  cada  distrito 
que  aumente. 

Los  individuos  de.  esta  Comisión  son 
elegidos  por  la  Asamblea  general  de 
cada  condado  O  circunscripción,  siendo 
elegibles  todos  los  electores  de  la  mis- 
ma. La  votación  se  hace  por  papeletas 
y  por  mayoría  relativa,  durando  el  car- 
go tres  años  y  reemplazando  en  la  mis- 
ma forma  y  por  el  tiempo  que  les  reste 
á  los  dimisionarios  ó  fallecidos. 

Reúnese  dicha  Comisión  bajo  la  pre- 
sidencia del  primer  funcionario  de  la 
circunscripción,  cuantas  veces  sea  ne- 
cesario, extendiendo  el  acta  correspon- 
diente un  Secretario,  que  se  elegirá 
entre  los  individuos  de  dicha  Comisión. 
Las  sesiones  serán  públicas,  debiendo 
estar  reunidos  para  tomar  acuerdos 
por  lo  menos  cuatro  ó  seis  individuos 
(según  su  número),  fuera  del  Presiden- 
te, que  sólo  votará  en  caso  de  empate, 
siendo  de  la  competencia  de  la  Comi- 
sión dirigir  la  formación  y  revisión  de 
las  listas  y  las  operaciones  electorales, 
con  el  auxilio  de  las  subcomisiones,  y 
comunicarse  en  todo  con  el  Ministro 
del  Interior,  con  los  tribunales,  autori- 
dades, corporaciones  y  particulares^ 

Listas  electorales.  —  Las  listas  son 
permanentes  y  revisadas  todos  los  años 
por  una  Comisión  especial  compuesta 
de  tres  miembros,  designados  actual- 
mente en  cada  distrito  por  la  Comisión 
central  de  la  circunscripción. 

Una  vez  revisadas  las  listas  parcia- 
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les  por  la  subcomisión/  las  remite  á  la 
Comisión  central,  que  las  examina  y 
completa,  formando  una  lista  provisio- 
nal de  electores.  Estos  tienen  un  plazo 
dado  para  recurrir  contra  las  inclusio- 
nes ó  exclusiones  ante  un  tribunal  es- 
pecial, compuesto  de  cinco  individuos 
del  Tribunal  Supremo,  cuyo  fallo  es  in- 
apelable. 

Colegios  y  Mesas,— El  Ministro  del  In- 
terior determina  con  veinte  días  de  an- 
ticipación el  período  de  diez  días  en  que 
la  elección  ha  de  efectuarse,  debiendo 
determinar  la  Comisión  central  de  cada 
circunscripción  el  día  en  que  las  elec- 
ciones han  de  verifícarse  en  la  misma. 

La  Mesa  se  formará  en  cada  distrito 
por  un  Presidente  y  un  suplente,  un  Se- 
cretario y  otro  suplente,  designados 
todos  por  la  Comisión.  Si  el  distrito 
comprende  más  de  1.500  electores,  se 
nombrarán  dos  Mesas,  y  si  pasase  de 
3.000,  se  formarán  tres.  El  Presidente 
de  la  primera  Mesa  será  el  que  dirija 
la  elección  en  todo  el  distrito,  pudiendo 
disponer  de  la  fuerza  armada  y  suspen- 
der la  votación,  dando  cuenta  el  pri- 
mero á  la  Comisión  central  y  los  demás 
Presidentes  al  de  la  primera  Mesa.  La 
autoridad  municipal  de  cada  población 
delegará  dos  individuos  y  designará 
para  cada  candidato  un  vecino  del  mu- 
nicipio, para  que  presencien  la  vota- 
ción y  comprueben  la  identidad  de  los 
electores.  La  elección  se  hará  siempre 
en  la  capital  del  distrito. 

Votación.  —  La  víspera  de  la  vota- 
ción, y  hasta  media  hora  después  de 
comenzar  ésta,  deberán  remitirse  al 
Presidente  de  la  Mesa  los  nombres  de 
los  candidatos  por  los  electores  que  los 
presenten.  La  votación  deberá  comen- 
zar á  las  ocho  de  la  mañana,  y  si  media 
hora  después  no  se  hubiese  presentado 
más  de  un  candidato,  el  Presidente  de- 


clarará terminada  la  votación  y  elegi- 
do aquél,  á  no  ser  que  diez  electores 
pidan  que  la  votación  continúe.  Esta 
no  terminará  mientras  haya  presentes 
electores  que  quieran  votar. 

La  votación  se  hará  por  barrios  ó 
municipios,  por  el  orden  que  fije  la  Co- 
misión central,  votando  separadamen- 
te los  electores  que  lo  hagan  á  distinto 
candidato,  decidiéndola  suerte  por  cuál 
ha  de  comenzarse.  Los  electores  que 
no  estén  presentes  al  primer  llama- 
miento votarán  al  final.  La  votación  es 
pública  y  verbal,  inscribiéndose  en  lis- 
tas especiales  el  nombre  del  votante  y 
su  voto.  Este  será  nulo  si  no  se  da  á 
unode  los  candidatos.  Después  de  votar 
todos  los  municipios  ó  barrios,  conce- 
derá el  Presidente  dos  horas  á  lo  sumo 
para  que  voten  los  que  no  hayan  esta- 
do presentes  al  primer  llamamiento, 
cerrando  en  seguida  la  votación  y  remi- 
tiendo al  primer  Presidente  la  lista  y 
actas  correspondientes .  Las  demás 
operaciones  son  casi  iguales  á  las  de 
nuestras  elecciones  Si  no  hubiere  ma- 
yoría absoluta,  se  procederá  á  una  se- 
gunda votación  entre  los  dos  candida- 
tos que  hayan  obtenido  mayor  número 
de  votos.  Las  actas  y  las  listas  se  re- 
dactarán en  lengua  húngara. 

§  4.°-E/  Poderjudieialysu  organización 

Jurisdicciones.— El  Poder  judicial  es 
en  Hungría  independiente,  y  tiene,  en 
general,  la  misma  misión  que  en  los 
demás  países;  pero  las  últimas  leyes 
sobre  su  organización  desde  1879  á  1882, 
le  han  dado  una  organización  especial 
que  difiere  en  algunos  puntos  de  la  de 
otros  países,  dividiéndola  en  cinco  ju- 
risdicciones, á  saber:  1.°  Jurisdicción 
comunal;  2."  Jurisdicción  intermedia; 
3.'  Jurisdicción  ordinaria;  4.'  Jurisdic- 
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c¡6.n  comercial,  y  5/  Jurisdicción  admi- 
nistrativa. 

L—Jurisdiecíón  comienaZ.— En  las  ciu- 
dades libres  y  autónomas  se  ejerce  esta 
jurisdicción  por  diversos  funcionarios 
designados  por  el  Consejo  municipal. 
En  las  grandes  poblaciones,  excepto 
en  Budapesth,  la  ejerce  el  Alcalde,  au- 
xiliado de  un  individuo  de  la  Comisión 
ejecutiva  y  del  actuario.  En  los  munici- 
pios pequeños  también  la  ejerce  el  Al- 
calde, auxiliado  por  dos  individuos  de 
la  Corporación  municipal.  Estas  fun- 
ciones son  gratuitas. 

La  competencia  de  estos  Jueces  mu- 
nicipales es  exclusivamente  civil,  y  se 
extiende  á  todas-  las  demandas  por 
muebles  cuyo  valor  no  exceda  de  20 
fíorines  (50  pesetas);  á  los  relativos  á 
intereses^  atrasos,  obligaciones  ali- 
mentícias>  cuando  no  exceda  de  dicha 
cantidad,  y,  por  último,  á  las  indemni- 
zaciones en  materia  de  policía  rural  y 
de  caza  hasta  la  cantidad  referida,  si 
el  demandado  no  prefíere  la  jurisdic- 
ción superior.  Los  fallos  de  esta  espe- 
cie de  tribunal  son  inapelables;  pero  la 
parte  que  no  esté  conforme  con  la  sen- 
tencia, puede  formular  nueva  demanda 
ante  el  tribunal  ó  jurisdicción  superior 
en  el  término  de  ocho  días. 

IL— Jurisdicción  intermedia.— lu^.  ju- 
risdicción intermedia  y  la  de  primera 
instancia  en  los  asuntos  sumarios  es- 
tán confiadas  á  un  mismo  Juez  (Jaras- 
biro),  si  bien  constituyen  dos  cargos  cu- 
yas funciones  varían  bastante,  y,  por 
consiguiente,  puede  decirse  que  cons- 
tituyen dos  jurisdicciones. 

La  intermedia,  que  es  de  la  que  aquí 
se  trata,  es  competente  en  los  asuntos 
de  poca  importancia.  Cuando  se  acu- 
mulan los  negocios,  para  su  más  pron- 
to despacho,  se  autoriza  excepcional- 
mente  á  un  funcionario  administrativo 


(Sjsalgabiro),  con  tal  que  tenga  su  com- 
petencia jurídica  ya  probada,  ó  haya 
ejercido  las  funciones  de  Juez.  Su  nom- 
bramiento corresponde  al  Ministro  de 
Justicia. 

En  las  ciudades  libres  y  autónomas  y 
en  las  grandes  poblaciones,  pueden 
ejercer  esta  jurisdicción  uno  ó  más 
Jueces  de  paz  nombrados  por  el  Minis- 
tro á  petición  de  las  autoridades  loca- 
les, con  tal  que  los  propuestos  llenen 
las  condiciones  prescritas  para  el  des- 
empeño de  estas  funciones,  esto  es,  que 
hayan  sufrido  el  examen  oñcial  técnico 
y  práctico  de  derecho,  y  sean  de  probi- 
dad reconocida.  No  pueden  ser  nom- 
brados Jueces  de  paz  los  funcionarios 
del  Estado,  los  notarios,  los  abogados 
en  ejercicio,  los  militares,  los  eclesiás- 
ticos ni  los  profesores  de  instrucción 
primaria.  La  jurisdicción  del  Juez  de 
paz  se  extiende  únicamente  al  territo- 
rio de  la  ciudad,  municipio  ó  circuns- 
cripción notarial,  si  bien  las  ciudades 
pueden  estar  divididas  en  varios  distri- 
tos, cada  uno  de  los  cuales  tiene  un 
Juez.  Este  cargo  es  también  gratuito. 

La  competencia  de  estos  funcionarios 
judiciales  se  extiende: 

1.^  A  las  demandas  sobre  muebles 
que  no  excedan  de  50  florines  (125  pe- 
setas), y  á  las  relativas  á  intereses, 
atrasos  y  obligaciones  por  alimentos 
por  la  misma  cantidad; 

2.°  A  los  negocios  civiles  de  policía 
rural  y  de  caza  que  no  excedan  de  100 
florines  como  principal; 

3.''  A  las  demandas  de  desahucio 
cuando  el  alquiler  ó  arrendamiento 
anual  no  exceda  de  400  florines  en  Bu- 
dapesth y  de  200  en  los  demás  puntos; 

4.*'  A  las  demandas  de  restitución 
de  objetos,  muebles  alquilados,  cuando 
el  alquiler  anual  no  exceda  de  50  flo- 
rines; 
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5.^  A  las  demandas  por  injuria  ó 
difamación  en  la  parte  del  territorio  en 
donde  estos  asuntos  se  consideran 
como  civiles; 

6.®  A  las  cuestiones  que  surjan  con 
motivo  de  contratos  hechos  en  ferias  ó 
mercados  anuales  ó  semanales,  hasta 
50  florines; 

7.'*  A  las  acciones  de  deslinde  y  á 
ciertas  acciones  posesorias. 

Exceptüanse  los  negocios  de  carác- 
ter mercantil,  salvo  los  indicados  en 
el  núm.  6.**,  y  los  que  la  ley  atribuye  á 
las  autoridades  administrativas. 

Contra  las  decisiones  de  estos  tribu- 
nales procede  el  recurso  de  nulidad 
ante  el  Tribunal  de  primera  instancia, 
cuya  decisión  es  definitiva. 

III. —Jurisdicción  de  primera  instan- 
Cía.— También  en  primera  instancia 
hay  dos  jurisdicciones.  Hungríay  Tran- 
sylvania  se  dividieron  en  1871  en  102 
distritos  de  primera  instancia;  pero 
después  lo  han  sido  en  64  circunscrip- 
ciones judiciales,  subdivididas  en  va- 
rios círculos  que  constituyen  distintas 
jurisdicciones.  Administra  la  justicia 
en  el  circulo  el  jarasbiro,  de  que  nos 
hemos  ocupado  anteriormente,  pero  en 
este  caso  actúa  como  Juez  de  primera 
instancia,  lo  mismo  en  materia  penal 
que  en  lo  civil.  Su  competencia  es  mu- 
cho más  reducida  que  la  del  tribunal, 
aunque  en  una  ley  de  1881  se  amplia 
bastante.  El  procedimiento  ante  él  es 
oral.  El  Tribunal  de  primera  instancia 
se  halla  al  lado  y  no  sobre  el  Juez  de 
círculo,  y  sólo  se  diferencia  de  éste  en 
que  entiende  de  los  asuntos  á  que  no 
alcanza  la  competencia  del  jarasbiro. 

Éste  juzga  sólo  auxiliado  de  un  ac- 
tuario. 

En  materia  civil  y  comercial  es  com- 
petente para  entender  en  negocios  cuya 
cuantía  no  exceda  de  500  ñorines  (1.250 


pesetas);  pero  coiíoce  sin  limitación  al- 
guna en  cuanto  á  la  cuantía: 

a)  En  los  créditos  que  ^resultan  de 
documentos  auténticos  ó  privados  re- 
dactados según  las  reglas  del  procedi- 
miento civil,  si  así  se  ha  convenido  en 
el  documento  de  crédito  ó  en  otro  se- 
parado; 

b)  En  las  demandas  que  resulten  de 
relaciones  de  concubinato,  especial- 
mente las  relativas  á  los  alimentos  de 
los  hijos  naturales; 

e)  De  las  demandóos  por  intereses, 
rentas,  etc.,  vencidos  con  dos  años  de 
antelación,  cuando  la  obligación  está 
basada  en  la  ley  ó  en  un  título  de  los 
antes  indicados; 

d)  De  las  demandas  relativas  á  al- 
quileres vencidos  en  los  dos  últimos 
años,  y  otros  resultantes  del  alquiler; 

e)  De  las  demandas  por  indemniza- 
ciones civiles  relativas  á  contravencio- 
nes rurales. 

De  las  acciones  posesorias  y  de  todas 
las  cuestiones  que  surjan  entre  viajeros 
y  hosteleros. 

En  materia  penal  es  competente  para 
entender  en  las  controversiones  cuyo 
conocimiento  no  corresponde  á  las 
autoridades  administrativas,  y  en  algu- 
nos delitos.  Si  al  delito  cometido  entien- 
de el  Juez  que  debe  aplicarse  una  pena 
superior  á  seis  meses  de  prisión,  remi- 
tirá el  asunto  al  tribunal,  que  podrá, 
sin  embargo,  imponer  menor  pena. 

De  las  decisiones  del  Juez  podrá  ape- 
larse ante  el  Tribunal  de  segunda  ins- 
tancia, pero  sólo  tendrá  la  apelación 
efecto  suspensivo  cuando  el  valor  del 
crédito  exceda  de  cien  francos.  Tam- 
bién se  someterán  al  Tribunal  de  segun- 
da instancia  los  recursos  por  quebran- 
tamiento de  forma. 

El  Tribunal  de  primera  instancia  se 
compone  de   un  Presidente  y  varios 
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Jueces,  siendo  necesaria  la  presencia 
de  tres  por  lo  menos.  En  los  asuntos 
comerciales,  uno  de  estos  Jueces  habrá 
de  ser  un  comerciante  designado  por  la 
Cámara  de  Comercio  respectiva.  En  los 
asuntos  de  la  prensa  intervendrá  el 
tribunal  con  el  Jurado.  Dicho  se  está 
que  en  materia  criminal  intervendrá 
también  un  representante  del  Ministe- 
rio público. 

En  materia  civil  y  comercial  será 
competente  el  tribunal: 

1;°  En  primera  instancia,  en  todos 
los  asuntos  para  que  no  sea  competen- 
te el  Juez  de  distrito  ú  otros  tribuna- 
les especiales.  Los  asuntos  marítimos 
son  todos  de  la  exclusiva  competencia 
del  Tribunal  de  primera  instancia  de 
Fiume; 

2.**  También  estatuirá  en  primera 
instancia  acerca  de  los  asuntos  de  di- 
vorcio entre  los  protestantes  y  los  ju- 
díos; los  asuntos  matrimoniales  de  las 
demás  confesiones  son  de  la  competen- 
cia de  los  tribunales  eclesiásticos; 

3.**  En  última  instancia  entiende  de 
los  recursos  de  nulidad  formulados  con- 
tra las  decisiones  de  los  tribunales  in- 
feriores. 

En  materia  criminal  es  competente  el 
tribunal  para  entender  en  primera  ins- 
tancia en  todos  los  crímenes  y  delitos 
que  no  están  reservados  á  la  jurisdic- 
ción del  Juez  de  círculo,  á  no  ser  que 
trate  de  delitos  de  la  prensa,  pues  en- 
tonces habrá  de  intervenir  un  Jura- 
do, compuesto  de  doce  miembros.  Hay 
once  Tribunales  de  primera  instancia 
que  juzgan  con  el  Jurado. 

Las  sentencias  dictadas  en  esta  ins- 
tancia por  los  tribunales^  podrán  ser 
impugnadas  siempre  por  vía  de  apela- 
ción ante  el  Tribunal  Superior  corres- 
pondiente. 

/y.—  Tribunal  de  Comercio  de  Buda- 


pesth. — Compónese  este  tribunal  de  un 
Presidente  ,  un  Vicepresidente  ,  doce 
Jueces  ordinarios,  nombrados  todos 
por  el  Rey,  y  catorce  asesores  comer- 
ciantes, nombrados  todos  por  la  Cáma- 
ra de  Comercio.  Los  miembros  nom- 
brados todos  por  el  Rey  tienen  un  suel- 
do como  los  Jueces  del  Tribun/al  de  pri- 
mera instancia.  Los  asesores  no  tienen 
sueldo. 

Este  tribunal  ejerce  jurisdicción  en 
Budapesth  en  todos  los  asuntos  comer- 
ciales ó  que  tengan  relación  con  el  co- 
mercio, como  lo  son  los  Jueces  de  dis- 
trito y  los  Tribunales  deprimera  instan- 
cia fuera  de  la  capital.  Las  apelaciones 
se  interpondrán  ante  el  Tribunal  co- 
rrespondiente de  Budapesth. 

y.—  Tribunales  de  Apelación  (según- 
da  instancia).— En  esta  parte  Sudeste 
del  imperio,  existen  dos  Tribunales  de 
Apelación  ó  segunda  instancia,  uno 
para  Hungría  y  Fiume  y  el  otro  para 
Transylvania.  El  de  la  primera  se  com- 
pone de  un  Presidente,  un  Vicepresi- 
dente, diez  Presidentes  de  Sala,  noven- 
ta y  cuatro  Magistrados  ordinarios 
y  dos  especiales  para  Fiume,  veinti- 
séis suplentes  y  ocho  supernumera- 
rios, nombrados  todos  por  el  Rey.  Las 
funciones  del  Ministerio  público  están 
desempeñadas  por  un  Fiscal,  auxiliado 
por  cuatro  abogados  físcales. 

Dicho  tribunal  está  dividido  en  nue- 
ve Salas  ó  secciones,  cinco  délas  cuales 
conocen  de  las  apelaciones  interpues- 
tas en  lo  civil  en  primera  instancia; 
una,  de  las  relativas  á  los  pleitos  seño- 
riales, otra  de  las  interpuestas  en  ma- 
teria comercial,  y  dos  destinadas  á  las 
apelaciones  en  lo  criminal.  En  general, 
es  necesaria  la  presencia  de  cinco  Ma- 
gistrados, excepto  cuando  se  trate  de 
apelaciones  formuladas  contra  la  sen- 
tencia  de  Jueces  de  distrito,  en  cu- 
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yo  caso  bastará  con  tres  Magistrados. 

El  Tribunal  de  Apelación  de  Transyl- 
vania  lo  forman  un  Presidente,  tres  Pre- 
sidentes de  Sala,  veinte  Magistrados 
numerarios,  cuatro  suplentes  y  un  su- 
pernumerario, nombrados  todos  por  el 
Rey.  Las  funciones  del  Ministerio  pú- 
blico están  desempeñadas  por  un  Fis- 
cal y  un  abogado  fiscal.  Este  tribunal 
está  dividido  en  cuatro  Salas:  dos  para 
los  asuntos  civiles  y  comerciales,  una 
para  los  señoriales  y  otra  para  los  cri- 
minales. 

En  esta  parte  del  imperio  existe  de 
derecho  una  tercera  instancia  ó  segun- 
da apelación,  aunque  de  hecho  son  po- 
cos los  casos  que  se  llega  á  hacer  uso 
de  aquél,  sobre  todo  cuando  la  senten- 
cia es  confirmatoria  de  la  de  primera 
instancia. 

VI. —  Tribunal  Supremo. ^Com^óneBe 
este  tribunal  de  un  Presidente,  6  Presi- 
dentes de  Sala,  42  Magistrados,  y  2 
para  Fiume  (1). 

Con  arreglo  á  la  ley  de  1881,  no  es  ya 
éste  un  Tribunal  de  Casación  ó  mixto 
como  antes  ocurría  (2),  sino  que  ha 
desaparecido  la  sección  destinada  á 
los  recursos  de  casación,  convirtién- 
dose por  completo  en  un  Tribunal  de 
tercera  instancia,  que  á  la  vez  entiende 
y  resuelve  la  segunda  apelación  en 
cuanto  al  fondo  y  al  recurso  de  casa- 
ción por  quebrantamiento  de  forma. 

Divídese  en  cuatro  Salas:  la  primera 
entiende  en  los  asuntos  civiles,  la  se- 
gunda en  los  señoriales,  la  tercera  en 
los  de  comercio  y  la  cuarta  en  los  cri- 
minales. 


(1)  Según  la  reforma  de  la  ley  Orgánica  de 
1881,  no  existe  en  este  tribunal  el  Ministerio  pú- 
blico. 

(2}    Estaba  dividido  en  dos  secciones,  una  para 
los  recursos  de  casación  y  otra  para  la  tercera 
instancia. 
Tono  IX  —Instituciones  jubídicas. 


Con  lo  dicho  anteriormente  se  com- 
prenderá cuál  es  la  competencia  del 
Tribunal  Supremo  de  Hungría. 

VIL— Nombramiento  y  sueldo  de  los 
Magistrados,— Excepto  los  funcionarios 
délas  jurisdicciones  municipales,  que 
son  amovibles  y  elegidos  por  los  mu- 
nicipios, todos  los  demás  son  nombra- 
dos por  el  Rey  é  inamovibles,  no  pu- 
diendo  ser  trasladados  sino  con  su 
consentimiento,  salvo  el  derecho  de  su- 
presión y  reforma  de  los  tribunales  por 
los  poderes  competentes,  la  incompati- 
bilidad entre  parientes  en  un  mismo 
tribunal,  la  jubilación  á  la  edad  de  se- 
tenta años  ó  por  incapacidad  física 
comprobada  por  el  tribunal  competen- 
te. También  puede  ser  destituido  por 
las  causas  ordinariamente  admitidas 
en  los  demás  países. 

Para  ser  Juez  son  necesarios  los  si- 
guientes requisitos:  ser  ciudadano  hún- 
garo, haber  cumplido  veintiséis  años, 
tener  irreprochables  costumbres,  no 
haber  quebrado  ni  estar  bajo  cúrate- 
la, conocer  la  lengua  húngara,  tener 
título  de  abogado  ó  un  certificado  de 
aptitud  de  una  escuela  de  derecho  hún- 
gara, y  justificar  haber  practicado  du- 
rante tres  años  en  el  bufete  de  un  abo- 
gado, y  haber  sufrido  un  examen  de 
práctica  judicial. 

Las  funciones  judiciales  son  incom- 
patibles con  las  de  Diputado  en  la 
Asamblea  Nacional,  con  el  ejercicio  de 
la  abogacía  ó  la  agencia  de  negocios, 
con  los  empleos  públicos,  excepto  el 
servicio  militar,  con  el  cargo  de  profe- 
sor ó  maestro,  con  el  comercio  ó  con 
cualquier  cargo  en  un  periódico  políti- 
co. Les  está  además  proliibido  á  los 
Jueces  formar  parte  de  una  corpora- 
ción política  ú  obrera,  asistir  á  sus 
reuniones  y  asociarse  á  sus  peticiones; 
ser  propietario  en  una  etnpresa  garan- 
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tida  6  subvencionada  por  el  Estado,  ó 
Presidente,  Director,  Inspector,  Liqui- 
dador, etc.,  de  una  sociedad  comercial 
6  industrial. 

Está  prohibido  que  pertenezcan  á  un 
mismo  tribunal  los  ascendientes  y  des- 
cendientes en  línea  recta,  los  colatera- 
les basta  el  tercer  grado,  los  afínes  has- 
ta el  segundo,  y  por  último,  el  adoptan- 
te y  el  adoptado. 

Se  consideran  como  causas  de  desti- 
tución, sin  perjuicio  de  las  penas  que 
la  ley  señala,  la  bomunicación  de  un 
secreto  oficial,  el  soborno,  la  concu- 
sión, la  violencia,  la  falsedad  y  el 
fraude. 

Los  sueldos  de  los  funcionarios  judi- 
ciales son  los  siguientes: 

Juez  de  diairito  ó  círculo,  de  1.700  á 
2.400  florines; 

Tribunal  de  primera  instancia.— Pre- 
sidente, de  2.700  á  4.600  florines;  Juez  ó 
Magistrado,  de  1.700  á  2.400; 

Tribunal  de  segunda  instancia.— Pre- 
sidente, de  5.500  á  8.000  florines. 

Vicepresidente  (en  Budapesth),  7.000 
florines. 

Presidente  de  Sala,  de  3.400  á  5.600 
florines. 

Magistrado  de  primera  clase,  de  2.800 
á  3.500  florines. 

ídem  de  segunda  clase,  de  1.750  á 
2.400  florines; 

Tribunal  Supremo  ó  de  tercera  instan- 
cia,—Primer  Presidente,  14.000  florines; 
segundo  id.,  12.000. 

Vicepresidente  y  Presidente  de  Sala, 
7.000. 

Magistrado,  de  4.600  á  5.600  florines. 

VIII.  —Jurisdicción  administrativa.— 
En  realidad  no  hay  en  Hungría  un  tri- 
bunal administrativo  propiamente  di- 
cho, sino  diversas  jurisdicciones  espe- 
ciales ó  comunes  en  los  municipios  y 
en  las  ciudades,  que  conocen  de  ciertas 


infracciones  y  faltas  que  están  fuera  de 
la  competencia  de  los  Jueces  y  tribuna- 
les ordinarios,  tales  son  las  de  policía, 
las  faltas  forestales  ó  rurales ;  pero 
como  de  ello  haremos  sumarias  indi- 
caciones en  el  párrafo  siguiente  al  ocu- 
parnos de  la  organización  provincial  y 
municipal,  terminamos  aquí  estas  in- 
dicaciones acerca  de  la  organización 
del  Poder  judicial  en  Hungría. 

I. — Organización  provincial  y 
municipal 

§  1. ^—Divisiones  generales 

Hemos  dicho  que  la  parte  del  impe- 
rio llamado  Transleiihania  está  forma- 
da por  tres  regiones:  la  Hungría,  la 
Transylvania  y  la  Croacia-Eslavonia. 
Esta  última  puede  considerarse  como 
semi-independiente,  ó  como  un  tercer 
Estado  regional  dentro  del  imperio, 
aunque  de  escasa  importancia,  y  le  de- 
dicaremos sólo  algunas  líneas  al  termi- 
nar esta  sección. 

La  Hungría  y  la  Transylvania  están 
administrativamente  divididas  en  cir- 
cunscripciones ó  distritos,  que  se  lla- 
man condados  (comitats),  en  ciudades 
reales  libres  y  ciudades  autónomas, 
que  tienen  una  organización  distinta  y 
no  están  bajo  la  dependencia  de  las  au- 
toridades del  condado.  Los  condados  se 
subdividen  en  círculos  ó  distritos  y  en 
municipios. 

Al  frente  de  cada  condado  hay  una 
Asamblea,  formada  mitad  por  miem- 
bros elegidos  y  mitad  por  mayores 
contribuyentes;  y  una  Comisión  ó  Con- 
sejo de  Administración  formada  por 
funcionarios  de  nombramiento  real 
unos,  de  nombramiento  de  la  Asam- 
blea otros,  y  algunos  elegidos  especial- 
mente por  dicha  Asamblea.  Esta  Comí- 
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sión  constituye  lo  que  podemos  llamar 
Poder  ejecutivo  del  condado.  Además 
hay  un  Gobernador  que  representa  di- 
rectamente al  Poder  central. 

En  las  ciudades  libres  hay  una  orga- 
nización muy  parecida  á  la  del  con- 
dado. 

§  2,^— Condados  y  sus  autoridades 

Asamblea.— Com'pónese  la  de  cada 
condado  de  gran  número  de  miem- 
bros, existiendo  uno  por  cada  500  habi- 
tantes, sin  poder  pasar  de  600  dichos 
miembros  ni  bajar  de  120.  El  mandato 
de  esta  especie  de  Diputados  provincia- 
les dura  seis  años,  renovándose  por  mi- 
tad cada  tres.  La  presidencia  corres- 
ponde al  Gobernador  (fo-ispan).  Las 
atribuciones  de  esta  Asamblea  son 
muy  extensas  y  pueden  resumirse  en 
las  siguientes: 

1.'  Nombramiento  del  Subgoberna- 
dor  (alispan),  que  es  el  verdadero  jefe 
administrativo  del  condado; 

2.*  De  los  principales  funcionario? 
del  condado  y  principalmente  de  todos 
los  de  la  Comisión  permanente; 

3.'  De  diez  individuos  no  funciona- 
rios que  forman  parte  de  dicha  Comi- 
sión al  lado  de  los  funcionarios  de  nom- 
bramiento real  y  de  los  del  condado; 

4.'  Del  Szolgabiro  ó  jefe  de  círculo, 
que  sirve  de  intermediario  entre  la 
Asamblea  y  los  municipios; 

5.'  La  dirección  é  iniciativa  de  los 
asuntos  que  interesan  al  condado; 

6.*  La.  vigilancia  y  tutela  de  los  mu- 
nicipios; 

?.•  La  correspondencia  con  los  de- 
más condados;  las  peticiones  al  Gobier- 
no nacional,  etc. 

El  Gobierno  ejerce  cierta  tutela  sobre 
las  deliberaciones  de  la  Asamblea,  sien- 
do necesaria  su  autorización  cuando  se 


trata  del  presupuesto  de  los  impuestos, 
de  la  enajenación  y  adquisición  de  in- 
muebles y  de  los  empréstitos.  El  Gober- 
nador tiene  derecho  á  suspender  la  eje- 
cución de  los  acuerdos,  salvo  la  resolu- 
ción del  Ministro.  Los  interesados  en 
un  asunto  pueden  alzarse  en  el  término 
de  quince  días,  ante  el  Ministro,  contra 
los  acuerdos  de  la  Asamblea;  pero  el 
Poder  central  no  tiene  derecho  á  disol- 
verla. 

Una  ley  de  1876  ha  puesto  bajo  la  tu- 
tela del  Ministro  del  Interior  todo  lo 
que  se  refiere  al  servicio  sanitario,  que 
antes  era  de  la  competencia  de  los  con- 
dados y  de  los  municipios. 

Comisión  permanente, —  Compónese 
ésta:  1.®  De  cinco  funcionarios  del 
condado,  cuyo  nombramiento  corres- 
ponde á  la  Asamblea,  y  suelen  ser  el 
Subgobernador,  el  Fiscal  municipal,  el 
Presidente  de  la  Sala  de  tutelas,  el  Mé- 
dico jefe,  etc.;  2.®  De  seis  funcionarios 
de  nombramiento  real,  á  saber:  el  Go- 
bernador, el  Inspector  de  Hacienda,  el 
Arquitecto  jefe,  el  Inspector  de  escue- 
las, el  Fiscal  del  Tribunal  de  primera 
instancia,  y  el  Director  de  Correos  y 
Telégrafos  del  condado. 

Los  individuos  de  la  Comisión  que 
son  funcionarios  forman  parte  de  ella 
durante  seis  años,  sin  indemnización 
especial  alguna  fuera  de  su  sueldo;  los 
Delegados  especialmente  por  la  Asam- 
blea son  elegidos  por  dos  años,  y  sus 
funciones  son  gratuitas. 

La  Comisión  permanente  celebra  sus 
sesiones  ordinarias  en  la  primera  quin- 
cena de  cada  mes,  y  además  las  ex- 
traordinarias que  exigen  las  circuns- 
tancias. 

Las  principales  atribuciones  y  debe- 
res de  la  Comisión  bajo  el  punto  de  vis- 
ta administrativo,  son:  1.'  Ejecutar  las 
instrucciones   ministeriales   y   dirigir 
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cada  seis  meses  al  jefe  del  Gabinete 
una  Memoria  detallada  respecto  de  la 
situación  de  los  diversos  servicios  ad- 
ministrativos, las  dificultades  que  han 
surgido  y  las  medidas  que  se  han  adop- 
tado  para  resolverlas;  2."  Dirigir  otra 
Memoria  igual  á  la  Asamblea  del  con- 
dado; 3."  Ejecutar  las  decisiones  de 
ésta,  sin  perjuicio  de  hacer  las  observa- 
ciones que  estime  conveniente,  y  aun 
recurrir  al  Ministro  si  no  son  atendidas; 
4."  Percibir  los  impuestos  directos  ó 
indirectos;  5.*  Adoptar  las  medidas  ne- 
cesarias para  el  entretenimiento  de  los 
caminos  vecinales  y  abrir  otros  nuevos, 
formando  al  efecto  grupos  de  munici- 
pios; 6."  Ejecutar  las  medidas  prescri- 
tas para  la  construcción  y  entreteni- 
miento de  puentes  y  carreteras;  7.*  Vi- 
gilar las  escuelas,  enterándose  de  los  li- 
bros de  texto,  de  si  los  niños  asisten, 
del  pago  de  los  maestros,  etc.;  8.'  Vigi- 
lar el  servicio  de  Correos  y  Telégrafos, 
proponiendo  reformas,  etc.,  así  como 
el  estado  de  las  cárceles  y  de  los  pre- 
sos, etc.,  etc. 

Bajo  el  punto  de  vista  contencioso, 
conoce  la  Comisión:  1.°  De  las  cuestio- 
nes de  prestaciones  para  los  trabajos 
públicos;  2.°  De  los  litigios  en  materia 
de  ferrocarriles  que  no  tienen  carácter 
de  contravenciones;  3.°  De  los  litigios 
de  la.  misma  naturaleza  que  surjan  en- 
tre la  Administración  y  los  agentes  de 
Correos  y  Telégrafos,  ó  entre  éstos  y  los 
particulares;  4,°  En  materia  militar,  en 
las  peticiones  de  autorización  excepcio- 
nal del  matrimonio;  peticiones  de  licen- 
cia en  el  ejército,  en  la  marina  ó  en  la 
reserva;  5.*^  De  las  contravenciones  co- 
metidas por  los  propietarios  en  los 
montes  del  condado;  6.°  Como  Tribunal 
de  Apelación,  de  las  contravenciones 
forestales;  7°  De  los  conflictos  de  atri- 
bución entre  los  tribunales  forestales 


de  primera  instancia.  En  casi  todas  es- 
tas materias  existe  la  alzada  ante  el 
Ministro. 

El  Gobernador  forma  parte  de  la  Cá- 
mara de  los  Magnates  y  reside  poco 
en  el  departamento.  Tiene  derecho  á 
presidir  la  Asamblea  del  condado  y  la 
Comisión  permanente;  ejerce  una  vigi- 
lancia general  sobre  los  acuerdos  de  la 
Asamblea;  puede  suspenderlos  y  puede 
recurrir  en  apelación  al  Ministro  contra 
las  decisiones  de  la  Comisión  perma- 
nente. '^ 

§  3,^— Ciudades  libres 

Al  principio  del  párrafo  anterior 
hemos  indicado  que  el  gobierno  y  admi- 
nistración de  las  ciudades  libres  son 
muy  análogos  á  los  de  los  condados, 
como  la  forma  de  las  elecciones  es  la 
misma  que  la  empleada  para  las  gene- 
rales. 

Y  en  efecto,  las  ciudades  libres  tienen 
su  Asamblea,  su  Comisión  permanente 
y  su  Gobernador  unas,  y  otras  un  Bur- 
gomaestre superior,  todos  designados 
de  un  modo  análogo  y  casi  con  idénti- 
cas atribuciones  que  los  de  los  conda- 
dos, menos  el  Burgomaestre,  que  es 
elegido  por  seis  años  por  la  Asamblea 
municipal. 

Teniendo,  pues,  en  cuenta  que  en  na- 
da esencial  se  diferencian,  y  que  no  ha- 
cen más  que  reproducir  en  pequeño  las 
instituciones  del  condado,  no  las  repro- 
ducimos aquí  para  evitar  repeticiones. 

§  \P'— Organización  municipal 

Lo  mismo  que  hemos  dicho  de  las 
ciudades  libres,  podemos  repetir  res- 
pecto de  la  organización  y  los  funcio- 
narios de  los  municipios. 

Las  autoridades  ó  corporaciones  son 
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dos:  la  Asamblea  municipal^  formada  lo 
mismo  que  la  del  condado;  y  la  Comi- 
sión ejecutiva,  elegida  por  los  electores 
y  por  la  referida  Asamblea. 

Las  elecciones  se  hacen  lo  liiismo 
que  las  generales  y  provinciales.  El  nú- 
mero de  individuos  de  la  Asamblea  es 
de  uno  por  cada  cien  habitantes,  no  pu- 
diendo  pasar  de  doscientos  ni  bajar  de 
diez  los  concejales.  La  mitad  es  elegi- 
da por  seis  años,  renovándose  á  su  vez 
por  mitad  cada  tres.  La  otra  mitad  se 
designa  entre  los  nombres  que  hay  en 
la  lista  de  mayores  contribuyentes. 

Dicha  Asamblea  es  presidida  por  el 
Alcalde;  administra  los  asuntos  muni- 
cipales, estando  sometida  á  la  tutela 
de  la  Asamblea  del  condado,  sirviendo 
de  intermediario  el  Alispan  en  las  ciu- 
dades y  el  Sznlgabiro  en  los  municipios 
rurales.  Estos  funcionarios  provincia- 
les tienen,  respecto  del  Consejo  comu- 
nal, próximamente,  las  mismas  atribu- 
ciones que  el  Gobernador  en  las  del 
condado. 

La  Comisión  permanente  ó  ejecutiva 
varía  en  el  número  de  sus  individuos, 
según  que  se  trata  de  ciudades,  gran- 
des municipios  ó  pueblos  pequeños, 
pero  apenas  hay  diferencia  en  sus  atri- 
buciones. 

Estas  son  las  únicas  indicaciones  que 
hemos  considerado  necesario  hacer  en 
lo  relativo  á  los  municipios,  sus  corpo- 
raciones, autoridades  y  atribuciones  de 
las  mismas. 

L—Alf/unas  indieaciones  relaUcas  á 
la  Croacia-Eslaronia, —Eí^iSi  región  tie- 
ne con  Hungría  algunos  asuntos  comu- 


nes que  son  de  la  competencia  del  Par- 
lamento húngaro,  á  donde  concurren 
los  Delegados  de  la  Dieta  croata.  Por  lo 
demás,  esta  región  es  autónoma,  y  sus 
asuntos  interiores  son  regidos  y  admi- 
nistrados por  una  Dieta  ó  por  un  Ban  6 
Gobernador.  La  Dieta  se  compone  de 
miembros  de  derecho  y  de  otros  elegi- 
dos por  las  dos  formas  de  sufragio,  di- 
recto, ó  de  segundo  grado  ó  por  com- 
promisario. Salvo  los  asuntos  comunes, 
que  son  los  relativos  á  la  Hacienda, 
obras  públicas,  negocios  extranjeros  y 
reserva  territorial,  además  de  los  ge- 
nerales comunes  á  todo  el  imperio,  los 
demás  son  regidos  por  la  Dieta,  excep- 
to los  pocos  que  son  de  la  exclusiva 
competencia  de  los  condados  y  muni- 
cipios, siendo  principalmente  soberano 
en  sus  decisiones  respecto  de  la  admi- 
nistración interior,  de  los  cultos,  de  la 
justicia  y  de  la  instrucción  pública.  Sin 
embargo,  la  Dieta  puede  ser  disuelta 
por  el  Gobierno  húngaro,  con  tal  de 
convocar  otra  en  el  término  de  tres  me- 
ses. El  Poder  ejecutivo  corresponde  al 
Ban  ó  Gobernador,  que  es  nombrado 
por  el  Rey  de  Hungría,  siendo  sus  atri- 
buciones las  que  antes  correspondían 
al  Ministro  especial  que  formaba  parte 
del  Gobierno  húngaro. 

Los  condados  ó  provincias  y  mu- 
nicipios están  organizados  como  en 
Hungría. 

En  lo  que  á  la  organización  judicial 
se  refiere,  existen  también  las  mismas 
jurisdicciones  que  en  Hungría  y  con 
análoga  competencia. 
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CAPÍTULO  IV  $ 

I-EYES  ESPECIALES  COMUNES  Á  AUSTRIA  Y  HUNGRÍA 


Organización  del  servicio  militar 

(Ley  de  2  de  Octubre  de  1882,  con  las  reformas 
introducidas  de  ^  de  Abril  de  1889) 

Artículo  1.**  La  obligación  del  servi- 
cio militar  es  general  y  debe  cumplirse 
personalmente  por  todo  ciudadano  ca- 
paz de  llevar  las  armas. 

Art.  2.®  La  fuerza  armada  compren- 
de el  ejército  activo,  la  marina  de  gue- 
rra,  la  Landwehr,  la  reserva  de  reempla- 
zo y  \a.[Se€ícehr  (1).  La  reserva  de  reem- 
plazo está  destinada  á  cubrir  las  bajas 
que  se  produzcan  durante  la  guerra  en 
el  ejército  activo  y  en  la  marina.  Una 
ley  especial  arreglará  la  organización 
de  la  Landsturm. 

Art.  3.0  La  obligación  de  servir  en 
el  ejército  activo,  en  la  marina  militar 
y  demás  cuerpos  antes  indicados,  co- 
menzará para  todo  el  que  la  tenga 
cuando  cumpla  los  veintiún  años  (2). 

Art.  4.°  La  duración  del  servicio 
será: 

1.°  En  el  ejército  activo  cuatro  años, 
y  ocho  en  la  reserva; 

2.**  En  la  marina  de  guerra  cuatro 
años  en  activo  y  cinco  en  la  reserva; 

(1 )  Modificada  con  arreglo  ala  ley  de  1889. 

(2)  La  ley  del  82  y  las  anteriores  consignaban 
como  edad  la  de  diecinueve  años  cumplidos  y  ha- 
ber entrado  en  los  veinte  antes  del  1.°  de  Enero. 
La  del  89  ha  modificado  este  precepto  en  la  forma 
que  lo  insertamos. 


3.0  En  la  reserva  de  reemplazo  diez 
años; 

4.°  Enla  Landwehr  dos  años  para  los 
hombres  que  hayan  servido  ya  en  el 
ejército  activo  ó  en  la  reserva  de  reem- 
plazo, y  doce  para  los  incorporados  di- 
rectamente. 

Los  que  hayan  servido  en  la  marina 
de  guerra  estarán  exentos  del  servicio 
de  la  Seewehr. 

Para  los  incorporados  en  la  época  or- 
dinaria de  la  clasificación  ó  alistamien- 
to definitivo,  ó  antes  del  1.**  de  Octubre, 
en  caso  de  llamamiento  suplementario, 
el  tiempo  de  servicio  comenzará  en  1.** 
de  Octubre  del  año  de  la  clasificación, 
I)artiendo  del  día  de  la  incorporación 
para  los  llamados  en  cualquier  otra 
época,  así  como  también  para  los  alis- 
tados voluntarios,  salvo  las  excepcio- 
nes previstas  en  el  art.  21.  Los  músicos 
y  los  soldados  de  caballería  que,  des- 
pués de  haber  cumplido  el  tiempo  de 
servicio  obligatorio  continúen  como  vo- 
luntarios en  el  servicio  ó  entren  sin  ad- 
mitir los  beneficios  que  la  ley  concede, 
cada  año  de  servicio  voluntario  se  con- 
tará por  dos  en  la  reserva. 

Art.  5.°  Cuando  se  organice  la 
Landsturm,  se  compondrá  únicamente 
de  voluntarios  que  no  pertenezcan  al 
ejército  activo,  á  la  marina,  á  la  Land- 
wehr ni  á  la  Seewehr. 

Art.  6."  Todo  individuo  que  se  natu- 
ralice en  una  edad  en  que  debe  estar 
sujeto  al  servicio  militar,  tendrá  que 


LEYES  ESPECIALES  COMUNES  Á    AUSTRIA  Y  HUNGRÍA 


71 


cumplir  las  obligaciones  impuestas  por 
la  presente  ley,  sin  que  se  tenga  en 
cuenta  si  en  su  país  de  origen  ha  cum- 
plido ó  no  la  obligación  del  servicio  mi- 
litar. 

Artículos  7.**,  8.°  y  9.®  (Disponen  que 
el  ejército  permanente  de  mar  y  tierra 
está  obligado  á  defender  el  territorio 
contra  el  extranjero;  que  será  secun- 
dado por  la  Landwehr  y  la  Seewehr; 
que  está  obligado  igualmente  á  mante- 
ner el  orden  en  el  interior,  no  estándo- 
lo  la  Landwehr  ni  la  Seewehr  sino  por 
excepción.  Encaso  de  formación  déla 
Landsturm,  estará  esta  milicia  encar- 
gada de  impedir  ó  rechazar  la  invasión 
extranjera  en  el  territorio;  los  indivi- 
duos que  forman  parte  de  ella  serán 
considerados  como  beligerantes  y  es- 
tarán protegidos  por  el  derecho  de 
gentes.) 

Art.  10.  Todo  individuo  sometido  al 
servicio  activo  en  el  ejército jDcrmanen- 
te  ó  en  la  marina  deberá  unirse  á  su 
cuerpo  al  primer  llamamiento  de  las 
autoridades  militares.  La  reserva  sólo 
podrá  ser  llamada,  en  todo  ó  en  parte, 
por  una  orden  del  Emperador  para  que 
se  pongan  en  pie  de  guerra  el  ejército 
ó  la  marina.  Si  sólo  fuese  necesario  lla- 
mar una  parte  de  la  reserva,  se  segui- 
rá para  el  llamamiento  el  orden  de  cla- 
ses, comenzando  por  los  más  jóvenes. 
El  llamamiento  y  la  movilización  de  la 
Landwehr  ó  de  la  Seewehr  se  efectua- 
rán también  por  una  orden  del  Empe- 
rador, con  arreglo  á  sus  leyes  especia- 
les. El  llamamiento  de  la  Landsturm 
se  hará  de  orden  del  Emperador  por  el 
Ministro  de  la  defensa  nacional,  cuan- 
do el  país  se  halle  amenazado  de  una 
invasión  inmediata.  El  llamamiento  de 
las  reservas  y  de  la  Landwehr  á  los 
ejercicios  periódicos  se  hará  por  las 
autoridades  militares. 


Art.  IL  (En  las  leyes  de  1868  y  del  81, 
fijaba  este  artículo  el  contingente  del 
ejército  activo  y  de  la  marina  en  800.000 
soldados,  sin  incluir  las  tropas  de  la 
frontera.  Esto  se  convino  de  acuerdo 
entre  Austria  y  Hungría)  (1). 

Art.  12.  El  efectivo  de  la  Landwehr 
variará  con  la  cifra  de  los  contingentes 
que  la  componen.  Los  países  represen- 
tados en  el  Reichsrath  (excepto  el  Ty- 
rol  y  el  Vorarlberg)  formarán  79  bata- 
llones de  infantería  y  uno  ó  dos  escua- 
(Jrones  de  caballería  por  cada  región 
íle  reclutamiento  de  este  arma. 

Art.  13.  (Determina  que  el  contin- 
gente necesario  antes  expresado  se  di- 
vidirá entre  los  dos  reinos— Austria  y 
Hungría — en  proporción  á  su  cifra  de 
población,  y  que  no  podrá  modificarse 
iiasta  transcurridos  diez  años,  sino  por 
iniciativa  del  Gobierno;  pero  no  de  las 
Cámaras.  Según  el  censo  actual,  Aus- 
tria suministra  unos  605.000  hombres  y 
Hungría  unos  425.000.) 

Art.  14.  El  ejército  permanente  y  la 
marina  militar  se  reclutarán:  por  la  in- 
corporación de  los  alumnos  de  las  es- 
cuelas militares;  por  el  enganche  de 
voluntarios  ó  por  contratos  mientras 
dure  una  guerra;  por  incorporación  de 
oficio;  por  incorporación  legal  de  las 
clases. 

Art.  15.  La  Landwehr  se  reclutará: 
por  incorporación  de  los  individuos  de 
la  reserva  al  espirar  el  tiempo  fijado 
en  el  art.  4.**;  por  la  incorporación  in- 
mediata (le  que  habla  el  art.  32;  por 
compromisos  ó  enganches  por  dos  años 
ó  mientras  dure  una  guerra,  de  volun- 


(1)  Habiendo  desaparecido  la  llamada  zona 
militar  de  la  frontera  turca,  parece  que  debía  dis- 
minuirse el  contingente,  pero  el  temor  de  una 
guerra  europea  ha  hecho  que  se  eleve  ¿  103.000 
cada  año  de  los  diez,  6  sea  ¿  1.030.000  soldados, 
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tados  aptos  para  el  servicio  y  que  ha- 
yan servido  ya  su  campaña;  por  incor- 
oración  de  voluntarios  por  un  año  de 
que  habla  el  art.  21;  por  excepción,  por 
el  ingreso  voluntario  y  temporal  de  los 
cadetes  del  ejército,  en  caso  de  que  hu- 
biese dificultades  para  el  reclutamien- . 
to  de  oficiales  que  tengan  un  servicio 
activo  en  la  Landwehr.  Este  ingreso  en 
nada  modifica  sus  obligaciones  legales 
para  dicho  servicio. 

Art.  16.  Para  ser  admitido  en  el  ejér- 
cito permanente  ó  en  la  marina  es  ne- 
cesario: ser  ciudadano  de  una  de  las 
dos  partes  del  imperio,  haber  cumplido 
diecisiete  años  de  edad  por  lo  menos  y 
treinta  á  lo  sumo.  Los  extranjeros  po- 
drán ser  admitidos  por  excepción  si 
justifican  las  condiciones  de  edad  y  de 
aptitud  exigidas  y  la  autorización  de 
su  Gobierno. 

Art.  17.  Están  dispensados  tempo- 
ralmente del  servicio  en  el  ejército  ac- 
•  tivo,  en  la  marina  y  en  la  Landwehr;  1.** 
El  hijo  único  de  viuda  ó  de  padre  impe- 
dido; 2.°  El  nieto  único  de  abuela  viuda 
pobre  ó  de  abuelo  enfermo;  3."  El  her- 
mano que  tenga  é.  su  cargo  huérfanos 
menores  que  no  puedan  ganar  para  su 
subsistencia  (1).  Estas  dispensas  sólo 
se  concederán  á  los  hijos  legítimos 
cuya  presencia  es  indispensable  al  sos- 
tenimiento de  sus  padres  y  cumplen 
realmente  esta  obligación.  Cuando  se 
trata  de  la  madre,  se  extiende  también 
esta  dispensa  á  los  hijos  naturales.  Lo 
mismo  sucederá  á  aquellos  que  tengan 
un  hermano  ya  en  el  servicio  y  los  de- 
más no  hayan  cumplido  aún  dieciocho 
años  ó  estén  impedidos  para  ganarse 


(1)  Estos  individuos,  según  recientes  disposi- 
ciones, quedan  como  una  especie  de  reclutas  dis. 
ponibles,  que  pueden  ser  llamados  á  las  armas  en 
tiempo  de  guerra. 


la  subsistencia.  Todo  individuo  dispen- 
sado entrará  en  la  clase  que  le  corres- 
ponda cuando  desaparezca  el  motivo 
de  la  dispensa  ó  no  cumpla  con  la  obli- 
gación de  sostener  á  su  familia.  Las 
dispensas  del  servicio  se  concederán  ó 
negarán  por  la  Comisión  respectiva, 
salvo  el  recurso  ante  el  Ministro  de  la 
defensa  nacional-,  que  resolverá  en  úl- 
tima instancia. 

Art.  18.  Los  individuos  inútiles  para 
el  servicio,  pero  que  ejerzan  oficios  ó 
profesiones  útiles  para  el  ejército,  po- 
drán ser  llamados  en  tiempo  de  guerra 
para  trabajar  en  los  talleres  militares. 
Art.  19.  La  incorporación  de  alum- 
nos délas  escuelas  militares  se  hará 
por  las  autoridades  respectivas  con 
arreglo  á  las  leyes.  El  tiempo  de  ser- 
vicio de  estos  alumnos  será  de-  diez 
años,  á  contar  de  la  fecha  de  su  salida, 
para  los  pensionados;  de  siete  años 
páralos  mediopensionados,  y  de  cua- 
tro para  los  demás. 

Art.  20.  Todo  ciudadano  podrá  sen- 
tar plaza  como  voluntario  en  el  ejército 
activo  y  marina,  si  reuniere  las  condi- 
ciones enunciadas  en  el  art.  16.  Se  ex- 
ceptúan los  que  hayan  sido  privados, 
por  condena  penal,  de  todos  ó  parte  de 
sus  derechos  civiles.  Los  menores  de 
edad  tendrán  que  presentar  el  consen- 
timiento de  su  y)adre  ó  tutor.  Los  volun- 
tarios podrán  elegir  el  cuerpo  en  que 
quieran  servir,  siempre  que  esté  auto- 
rizado dicho  cuerpo  para  recibir  volun- 
tarios y  éstos  tengan  las  especiales 
aptitudes  requeridas.  Durante  el  perío- 
do de  clasificación,  los  individuos  le- 
galmente  llamados  por  razón  de  su 
edad  (art.  32)  no  podrán  sentar  plaza. 
Lo  mismo  sucederá  con  los  que  no  se 
presenten  á  las  operaciones  de  clasifi- 
cación hasta  que  la  Comisión  de  los  re- 
zagados haya  estatuido  sobre  su  caso. 
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Art.  21.  Los  ciudadanos  que  hubie- 
ren terminado  completamente  sus  estu- 
dios en  un  gimnasio,  en  una  escuela  su- 
perior ó  en  un  establecimiento  asimila- 
do, y  lo  justifiquen  con  certificaciones 
en  debida  forma,  ó  sufra  con  buen  éxito 
un  examen  ante  una  Comisión  mixta 
especial,  podrá  sentar  plaza  como  vo- 
luntario de  un  año  en  el  ejército  activo, 
siendo  de  su  cuenta  el  vestuario,  arma- 
mento y  manutención  (en  la  caballería, 
equiparar  y  alimentar  su  caballo).  En 
tiempo  de  paz  pasará  el  voluntario  á  la 
reserva  transcurrido  un  año,  á  contar 
desde  el  día  de  su  entrada  en  el  servi- 
cio. Los  voluntarios  podrán  elegir  su 
guarnición  y  el  año  de  su  servicio  ac- 
tivo en  el  ejército  hasta  el  L°  de  Octu- 
bre del  año  eñ  que  entren  en  los  vein- 
ticinco. Los  estudiantes  de  medici- 
na que  quieran  hacer  su  voluntariado 
como  médicos  militares,  tendrán  de 
plazo  hasta  los  veintisiete  años.  Los 
voluntarios  no  estarán  acuartelados  si 
pudieren  pagar  una  habitación  particu- 
lar. Para  los  estudiantes  de  medicina 
que,  aprovechando  la  prórroga  antes 
mencionada  no  se  doctoren,  no  se  con- 
tará en  el  tiempo  de  servicio  reglamen- 
tario el  transcurrido  desde  sus  veinti- 
cinco años  hasta  su  ingreso  en  el  servi- 
cio efectivo.  Para  los  voluntarios  por  un 
año,  admitidos  antes  de  la  edad  reque- 
rida para  la  quinta,  que  ingresen  en  el 
servicio,  ya  voluntariamente,  ya  á  con- 
secuencia de  un  llamamiento  en  caso 
de  movilización  hasta  dentro  del  año  en 
que  cumplan  la  edad  legal,  se  contará 
el  tiempo  de  servicio  desde  el  1."  de 
Octubre  del  año  en  que  cumplan  los 
veinte.  El  Ministro  del  Interior,  de 
acuerdo  con  el  de  la  Guerra,  designará 
los  establecimientos  de  instrucción  asi- 
milados á  los  gimnasios  y  escuelas  su- 
periores; fijará  la  composición  de  la  Co- 


misión mixta  especial,  las  materias 
del  examen,  asi  como  el  modo  en  que 
habrán  de  efectuarse.  Los  jóvenes  que 
reúnan  las  condiciones  antes  enumera- 
das—pero que  no  tengan  bienes  de  for- 
tuna—quejustifiquen  una  irreprochable 
moralidad  y  conocimientos  superiores, 
con  certificaciones  de  estudios,  ó  que 
sufran  el  examen  de  capacidad  ante 
una  Comisión  del  Estado,  podrán  ser  ad- 
mitidos en  el  voluntariado  de  un  año, 
siendo  vestidos,  equipados  y  alimen- 
tados á  costa  del  presupuesto  de  Gue- 
rra. El  aspirante  al  voluntariado  cuya 
instancia  sea  aplazada  á  consecuencia 
de  falta  de  aptitud  física  y  cuya  incapa- 
cidad para  el  servicio  sea  comprobada 
por  un  Consejo  de  revisión  antes  de  que 
sea  legalmente  llamado,  podrá  sentar 
plaza  en  los  años  siguientes,  con  la  con- 
dición de  presentar  su  certificación 
ante  las  autoridades  competentes  en 
cada  sorteo  subsiguiente.  Lo  mismo  se 
hará  para  los  que  hayan  obtenido  pró- 
rrogas. Los  voluntarios  ya  admitidos 
al  hacerse  su  llamamiento,  que  con 
arreglo  á  la  clasificación,  fijación  del 
contingente  y  número  de  sorteo,  pasen 
á  la  Landwehr,  servirán  en  ella  y  serán 
licenciados.  Podrán  elegir  la  época  de 
su  servicio.  Los  destinados  á  la  reser- 
va de  reemplazo  cumplirán  un  año  en  el 
ejército  activo.  Los  estudiantes  que  es- 
tuvieren cursando  uno  de  los  dos  últi- 
mos años  de  estudios  en  un  gimnasio 
superior  ó  establecimiento  asimilado  y 
no  sean  culpables  del  atraso  en  sus  es- 
tudios, podrán,  cuando  estén  sujetos  á 
llamamiento,  ser  admitidos  provisio- 
nalmente como  voluntarios.  Eventual- 
mente  podrán  servir  en  la  Landwehr.  Si 
continuaren  sus  estudios  ó  no  los  ter- 
minaren en  el  plazo  reglamentario,  de- 
berán servir  tres  años  en  activo;  si  |)er- 
tenecieren  á  la  Landwehr,  deberán  ser- 
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vir  el  tiempo  legal,  descontando  sus 
años  de  servicio  en  activo.'  Después  de 
un  año  de  servicio,  los  voluntarios 
serán  nombrados  aspirantes  á  oficia- 
les (cadetes)  ú  oficiales  en  la  Landwehr, 
según  las  necesidades,  si  reunieren  las 
condiciones  exigidas  para  estos  grados. 
En  caso  de  movilización  y  por  acuerdo 
del  Ministro  de  la  Guerra,  podrán  desti- 
narse estos  oficiales  al  ejército  ó  á  la 
Landwehr  durante  el  tiempo  que  les  co- 
rresponda en  activo.  Transcurrido  ese 
tiempo  en  activo  pasarán  á  1  a  Land  wehr , 
ó  podrán  permanecer  á  su  instancia  en 
la  reserva.  No  podrán  acogerse  ya  al 
beneficio  del  voluntariado  de  un  año  los 
que  antes  ó  después  de  su  ingreso  en  el 
servicio  sean  condenados  por  crimen, 
por  delito  de  robo  ó  por  ultrajes  á  las 
buenas  costumbres.  El  Ministro  de  la 
defensa  nacional  decretará  1  a  pérdida  de 
ese  derecho  y  deberá  ponerse  de  acuer- 
do, si  fuere  necesario,  con  el  Ministro 
de  la  Guerra.  El  voluntario  que  hubie- 
re perdido  su  derecho,  deberá  servir  el 
tiempo  fijado  por  el  art.  i.**,  descontado 
el  período  transcurrido  desde  su  incor- 
poración. 

Los  voluntarios  deberán  emplear 
todo  el  año  en  la  instrucción  militar. 
Al  final  de  este  año  sufrirán  un  examen, 
y  si  no  fueren  aprobados,  tendrán  que 
sufrir  otro  año  de  instrucción,  pero  á 
sus  expensas.  Estos  serán  autorizados 
para  alojarse  fuera  del  cuartel.  A  los 
que  se  considere  dignos  podrá  permi- 
tírseles que  se  dediquen  y  sigan  los 
cursos  teóricos  de  los  voluntarios. 

Art.  22.  Los  marinos  de  profesión 
que  justifiquen  tener  conocimientos  ge- 
nerales y  especiales,  ya  con  una  certi- 
ficación de  estudios  expedida  por  las 
escuelas  navales  nacionales  ó  extran- 
jeras, va  mediante  un  examen,  serán 
admitidos  á  sentar  plaza  por  un  año, 


sin  obligación  de  vestirse  ni  de  equi- 
parse á  su  costa,  siendo  luego  nombra- 
dos oficiales  en  la  reserva  de  la  mari- 
na si  fueren  aprobados  en  el  examen. 
En  caso  de  guerra  estarán  obligados  á 
servir  en  la  marina. 

Art.  23.  Los  médicos  y  veterinarios 
que  acrediten  tener  las  aptitudes  reque- 
ridas podrán  hacer  su  voluntariado,  los 
primeros  en  los  hospitales  militares, 
los  segundos  en  los  regimientos  de  ca- 
ballería ó  de  artillería  rodada.  En  caso 
de  guerra  podrán  ser  empleados  se- 
gún su  situación,  ya  en  el  ejército  ac- 
tivo, ya  en  la  Landwehr,  en  las  ambu- 
lancias ó  en  los  hospitales. 

Art.  24.  Los  farmacéuticos  serán  ad- 
mitidos como  voluntarios  en  las  farma- 
cias militares,  estando  sujetos,  en  caso 
de  guerra,  á  las  mismas  obligaciones 
que  los  médicos. 

Art.  25.  Los  aspirantes  al  ministerio 
eclesiástico,  de  los  cultos  reconocidos, 
que  hayan  comenzado  sus  estudios  teo- 
lógicos, al  incorporarse  (L°  de  Octu- 
bre) podrán  ser"  licenciados  á  su  ins- 
tancia para  continuar  sus  estudios. 
Después  de  su  ordenación  y  nombra- 
miento se  les  inscribirá  en  la  lista  de 
los  limosneros  militares,  y  en  caso  de 
guerra  podrán  ser  destinados  como  ta- 
les, ya  al  ejército  activo,  ya  á  la  Land- 
wehr, según  su  situación  militar.  Mien- 
tras subsistan  las  dificultades  actuales 
relativas  al  reclutamiento  del  clero,  los 
jóvenes  que  cursen  uno  de  los  dos  últi- 
mos años  de  estudio  en  un  gimnasio  su- 
perior disfrutarán  de  la  misma  facul- 
tad, si  declaran  á  la  Comisión  de  clasi- 
ficación que  piensan  consagrarse  al  es- 
tado eclesiástico  y  prueban  su  admisión 
á  los  estudios  teológicos  ó  al  noviciado, 
con  la  obligación  de  terminar  dichos 
estudios  y  tomar  después  las  órdenes 
mayores  ú  obtener  un  nombramiento 
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de^ sacerdote.  Los  jóvenes  que  hagan 
las  mismas  justifícacíones  al  tiempo  de 
su  admisión  como  voluntarios  de  un 
año,  disfrutarán  del  mismo  privilegio. 
En  caso  de  movilización,  antes  de  co- 
menzar sus  estudios  teológicos,  los  in- 
dividuos antedichos  estarán  obligados 
á  prestar  el  servicio  reglamentario.  Lo 
mismo  sucederá  con  los  que  abando- 
nen el  gimnasio,  sufran  por  su  culpa 
un  retraso  en  sus  estudios,  no  empie- 
cen inmediatamente  los  teológicos  ó  el 
noviciado,  dejen  el  estado  eclesiástico 
(iospués  de  haberse  ordenado,  ó  con  los 
aspirantes  que  no  sean  nombrados  en 
el  plazo  fijado  por  el  Ministro  compe- 
tente, de  acuerdo  con  el  Ministro  de  la 
Guerra.  Siempre  tendrán  el  derecho  de 
sentar  plaza  como  voluntarios  de  un 
año,  si  reúnen  las  condiciones  exigi- 
das. Los  que  al  espirar  el  tiempo  de  su 
servicio  comiencen  ó  continúen  los  es- 
tudios teológicos,  los  voluntarios  de  un 
año  que  estudien  Teología  sin  reunir 
las  condiciones  antes    enumeradas  y 
que  hayan  obtenido  prórroga,  estarán 
dispensados,  en  tiempo  de  paz,  del  ser- 
vicio activo,  y  no  estarán  sujetos  á  los 
ejercicios  de  la  reserva  y  de  la  Land- 
wehr.  Después  de  haber  recibido  las 
órdenes  mayores  ó  de  su  nombramien- 
to, serán  inscritos  en  la  lista  de  los  li- 
mosneros militares.  Por  regla  general, 
d  urante  el  tiempo  de  su  servicio,  esta- 
rán dispensados  los  sacerdotes  del  ser- 
vicio activo  y  serán  inécritos  como  li- 
mosneros militares. 

Art.  26.  Los  funcionarios  del  Esta- 
rlo, los  miembros  de  las  Asambleas 
provinciales  del"  distrito  ó  de  los  muni- 
cipios que  tengan  un  cargo  político,  si 
para  desempeñar  esos  cargos  hubieren 
tenido  que  acreditar  estudios  de  dere- 
cho civil  ó  administrativo,  los  profeso- 
res y  maestros  de  los  establecimientos 


de  instrucción  pública  ó  asimilados,  y 
los  maestros  de  primera  enseñanza  po- 
drán, en  caso  de  guerra,  continuar  en 
sus  puestos  en  número  estrictamente 
necesario  para  el  buen  servicio,  á  pe- 
tición del  Ministro  competente,  con  la 
autorización  del  Emperador.  Lo  mismo 
sucederá  con  los  empleados  de  correos, 
telégrafos  y  ferrocarriles,  indispensa- 
bles para  las  necesidades  del  servicio. 

Art.  27.  Los  maestros  y  aspirantes 
á  maestros  de  escuelas  primarias  (in- 
clusas las  municipales  y  normales)  se- 
rán llamados  después  de  su  incorpora- 
ción en  el  ejército  ó  en  la  Landwehr,  por 
un  período  de  instrucción  de  ocho  se- 
manas en  una  época  en  que  menos  ten- 
ga que  sufrir  por  su  ausencia  la  prime- 
ra enseñan^.a.  Luego  serán  licenciados, 
con  la  obligación  de  asistir  en  tiem- 
po de  paz  á  los  ejercicios  periódi- 
cos de  la  reserva  ó  de  la  Landwehr. 
Mientras  siga  siendo  difícil  el  recluta- 
miento de  los  maestros,  los  alumnos 
que  al  ser  llamados  sigan  los  cursos  de 
uno  de  los  dos  últimos  años  en  una  es- 
cuela normal,  se  dejarán  con  licencia 
para  que  terminen  sus  estudios,  salvo 
en  el  caso  de  movilización.  Cuando 
sean  nombrados  maestros,  disfrutarán 
de  los  anteriores  privilegios.  Si  no  ter- 
minasen sus  clases  en  el  plazo  prescri- 
to, quedarán  sometidos  á  las  obliga- 
ciones generales,  sucediendo  lo  mismo 
con  los  maestros  ó  aspirantes  que 
abandonen  sus  funciones  durante  el 
tiempo  de  servicio  legal. 

Los  dueños  de  fincas  rurales  con 
renta  suficiente  para  sostener  una  fa- 
milia de  cinco  personas,  pero  que  no 
pase  del  cuadruplo  de  la  cantidad  nece- 
saria, pasarán,  si  forman  parte  de  los 
reclutas  por  su  número,  ala  reserva  de 
reemplazo  y  serán  incluidos  en  su  con- 
tingente, con  tal  que  residan  en  sus  tie- 
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rras  y  dirijan  por  sí  mismos  la  explo- 
tación. 

En  el  caso  en  que'  algunos  hombres 
se  hallaren  en  una  situación  de  familia 
digna  de  interés,  pero  que  no  reúnan 
las  condiciones  formales  exigidas  por 
el  art.  17  para  el  licénciamiento  tempo- 
ral, podrán,  cuando  ya  estén  suficiente- 
mente instruidos,  ser  licenciados  en 
tiempo  de  paz,  con  la  condición  de  pre- 
sentarse en  los  ejercicios  periódicos  y 
en  las  reuniones  de  comprobación  (re- 
vistas de  comisario). 

Art.  28.  En  tiempo  de  paz  podrá  re- 
ducirse el  servicio  á  un  año  para  los 
hombres  incorporados  en  la  marina, 
que  no  pudiendo  acogerse  al  beneficio 
del  art.  22j  acrediten  teíier  conocimien- 
tos técnicos  y  suficiente  instrucción 
militar. 

Art.  29.  Los  jóvenes  que  al  ser  in- 
corporados sigan  los  cursos  en  una  es- 
cuela naval,  podrán  ser  licenciados  du- 
rante la  paz  para  que  terminen  sus  es- 
tudios. 

Art.  30.  La  cifra  del  contingente 
anual  del  ejército,  de  la  marina  y  do  la 
reserva  de  reemplazo  se  repartirá  en- 
tre los  diferentes  reinos  y  provincias, 
con  arreglo  á  la  cifra  de  la  población,  y 
en  cada  distrito  de  clasificación  según 
el  número  de  hombres  útiles  para  el 
servicio. 

Art.  3L  La  clasificación  legal  para 
el  ejército  activo,  la  marina,  reserva  de 
reemplazo,  Landwehr  y  Seewehr,  se 
hará  todos  los  años  del  1.*^  de  Marzo 
al  30 de  Abril. 

Art.  32.  La  clasificación  comprende- 
rá en  cada  distrito  á  los  hombres  suje- 
tos al  servicio  militar  en  cada  una  de 
las  clases  por  el  orden  de  los  números 
de  sorteo.  Se  efectuarán  las  operacio- 
nes por  una  Comisión  mixta.  Todos  los 
jóvenes  nacidos  desde  1.**  de  Enero  al 


31  de  Diciembre  del  año  correspondien- 
te formarán  la  quinta  designada  con  el 
número  del  año.  En  general  sólo  se  lla- 
marán tres  quintas.  Excepcionalmente 
podrá  llamarse  la  cuarta  quinta  cuan- 
do el  número  de  hombres  útiles  para  el 
servicio,  en  las  tres  primeras,  sea  in- 
suficiente para  suministrar  el  contin- 
gente legal  del  ejército  activo,  de  la 
marina,  de  la  reserva  de  reemplazo  ó 
el  efectivo  mínimo  de  la  Landwehr. 
Será  llamada  esta  quinta  en  las  cir- 
cunscripciones en  que,  según  el  térmi- 
no medio  de  los  tres  últimos  años,  haya 
sido  del  4  por  100  por  lo  menos  la  insu- 
ficiencia del  reclutamiento;  cuando  sólo 
haya  una  insuficiencia  del  3  por  100, 
por  término  medio,  en  las  tres  primeras 
quintas,  no  será  llamada.  No  tendrá  lu- 
gar el  llamamiento  de  la  cuarta  quinta 
cuando  se  cubra  el  número  necesario 
para   el  reclutamiento.    Los   reclutas 
serán  destinados  á  los  diferentes  cuer- 
pos, según  sus  aptitudes  especiales, 
y,  si  se  puede,  conforme  á  sus  instan- 
cias .  Después  de  sacado  el   número 
necesario  para  el  contingente  de  las  ar- 
mas ó  administraciones  especiales,  mú- 
sicos, obreros  y  escribientes,  se  desti- 
narán los  hombres  disponibles  al  regi- 
miento de  infantería  de  la  región,  y  se 
instruirán,  cuanto  sea  posible,  en  el 
distrito  de  reclutamiento.    Cuando  el 
contingente  del  ejército  activo,  de  la 
marina  ó  de  la  reserva  de  reemplazo  se 
haya  cubierto,  él  excedente  de  los  hom- 
bres útiles  para  el  servicio  en  las  tres 
clases  llamadas,  si  lo  hubiere,  pasará  á 
la  Landwehr.  El  pase  á  la  reserva  de 
reemplazo  será  definitivo,  sin  que  haya 
que  preocuparse  del  número  de  la  quin- 
ta. Los  hombres  que  formen  parte  de 
ella  serán  llamados  para  que  presten 
juramento,  siendo  luego  incorporados 
I  á  las  diversas  armas,  en  las  que  se  les 
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ejercitará  durante  ocho  semanas.  En 
tiempo  de  paz  se  les  dejará  entonces 
como  no  activos,  y  estarán  dispensados 
de  los  ejercicios  periódicos.  En  caso  de 
guerra,  y  por  orden  del  Emperador, 
serán  llamados  por  el  número  de  su 
quinta  para  completar  el  efectivo  del 
ejército  activo  ó  de  la  marina.  Termi- 
nada la  guerra  volverán  á  pasar  á  la 
situación  en  que  se  hallaban.  Todos  los 
que  en  su  tercer  año  (ó  cuarto,  según 
los  casos)  hayan  obtenido  licencia  tem- 
poral (art.  17),  pasarán,  con  arreglo  á 
su  número  de  sorteo,  á  la  reserva,  de 
reemplazo  ó  á  la  Landwehr  hasta  la 
edad  reglamentaria  fijada  por  el  ar- 
tículo 40. 

Art.  33.  Todo  hombre  llamado  por 
su  número  de  sorteo  á  formar  parte  del 
ejército  permanente,  de  la  reserva  de 
reemplazo  ó  de  lá  Landwehr,  que  no  se 
presente  á  la  clasificación,  será  perse- 
guido por  las  vías  legales,  y  susti- 
tuido por  el  primer  inscrito  útil  para  el 
servicio  en  las  listas  de  clasificación. 
Para  todos  los  ausentes,  cuya  incorpo- 
ración pueda  verosímilmente  tener  lu- 
gar antes  que  termine  el  año  de  clasi- 
ficación, teniendo  en  cuenta  el  término 
medio  de  los  mozos  útiles  para  el  ser- 
vicio, se  destinará,  como  individuos 
sustitutos,  un  número  suficiente  de  los 
que  formen  parte  de  la  tercera  quinta, 
incorporados  á  la  reserva  ó  á  la  Land- 
wehr por  razón  de  su  número  ó  perte- 
necientes á  la  cuarta  quinta  no  llama- 
dos. Los  rezagados  podrán  ser  incor- 
porados hasta  la  edad  de  treinta  y  seis 
años. 

Art.  34.  Los  llamados  cuya  admisión 
en  el  servicio  sea  rechazada  por  los 
miembres  militares  de  la  Comisión  de 
clasificación,  podrán  ser  llevados  ante 
una  Comisión  mixta  de  revisión  á  ins- 
tancia de  los  miembros  civiles  de  la 


misma.  Será  obligatoria  la  revisión  si 
un  miembro  de  la  Comisión  que  forme 
parte  del  Consejo  de  distrito  ó  munici- 
pal se  declarase  en  ose  sentido.  Se  apli- 
cará asimismo  á  los  hombres  incorpo- 
rados que  sean  propuestos  para  su  ex- 
clusión antes  del  fin  del  año.  Los  acuer- 
dos do  la  Comisión  de  revisión  no  serán 
susceptibles-Hie  apelación.  Los  miem- 
bros militares  de  la  Comisión  de  clasi- 
ficación, y  los  Consejeros  de  distrito  ó 
municipales  podrán  formular  oposición 
contra  toda  petición  de  licencia  tempo- 
ral aceptada  por  los  miembros  políti- 
cos, precediéndose  como  queda  dicho 
en  el  art.  17  (recurso  ante  el  Ministro). 

Art.  35.  Los  mozos  deberán  ir  á  su 
costa  á  las  operaciones  de  sorteo  y  cla- 
sificación. Los  municipios  pagarán  los 
gastos  de  viaje  de  los  indigentes,  del 
Alcalde  y  del  agente  que  acompañe  á 
los  quintos.  Los  gastos  de  comparecen- 
cia ante  la  Comisión  de  revisión  serán 
de  cuenta  del  Estado.  Todos  los  demás 
gastos  incumbirán  á  las  administracio- 
nes competentes. 

Art.  36.  Los  hombres  pertenecientes 
á  la  reserva  tendrán  la  obligación  de 
asistir,  durante  el  tiempo  de  su  servi- 
cio, á  tres  reuniones  de  ejercicio,  de 
cuatro  semanas  de  duración  á  lo  sumo 
cada  una.  Cada  llamamiento  al  servi- 
cio activo  (art.  10)  se  cuenta  como  re- 
unión. Los  reservistas  de  marina  que 
hayan  cumplido  cuatro  años  en  activo 
servicio  estarán  dispensados  de  los 
ejercicios.  Los  hombres  no  llamados 
á  los  ejercicios  y  los  de  la  reserva  de 
reemplazo  serán  convocados  todos  los 
años  después  de  la  recolección  á  una 
especie  de  revista  de  comprobación,  de 
un  día  solamente.  Los  llamamientos  al 
ejercicio  y  á  la  comprobación  de  la 
Landwehr  se  regirán  por  una  ley  es- 
pecial. 


78 


INSTITUCIONES   POLÍTICAS  Y  JURÍDíCAS 


Art.  37.  Al  pasar  á  la  reserva,  cum- 
plidos los  años  de  servicio  legal  en  el 
ejército  activo  ó  en  la  marina,  los  hom- 
bres cuya  permanencia  en  activo  pa- 
rezca ventajosa  para  el  servicio,  podrán 
efectuar,  á  petición  suya,  enganchas 
voluntarios  de  un  año,  renovables  du- 
rante  su  tiempo  de  servicio  legal  en  la 
reserva.  Reglamentos  espaciales  deter- 
minarán las  ventajas  materiales  con- 
cedidas á  los  suboficiales  que  efectúen 
estos  enganches. 

Art.  38.  Después  de  doce  años  de 
servicio  activo,  de  los  cuales  ocho  por 
lo  menos  habrán  de  ser  como  subofi- 
cial en  el  ejército  activo  ó  en  la  mari- 
na, podrán  los  suboficiales  que  tengan 
certificado  de  buena  conducta  solici- 
tar que  se  les  dé  un  nombramiento,  ya 
en  ciertos  servicios  públicos,  ya  en 
las  empresas  de  ferrocarriles  ó  de  na- 
vegación subvencionadas  por  el  Esta- 
do. Una  ley  especial  determinará  el 
modo  de  poner  en  práctica  esta  dispo- 
sición. 

Art.  39.  El  pase  del  ejército  activo 
á  la  reserva,  de  ésta  á  la  Landwehr  (ar- 
tículos 4.°  y  15),  y  el  envío  de  los  hom- 
bres de  la  Landwehr  á  sus  hogares, 
tendrá  lugar  todos  los  años  en  fin  de 
Diciembre,  conservándose  los  grados. 
En  caso  de  guerra,  el  pase  ó  licencia 
se  hará  por  decreto  imperial.  Al  darse 
el  pase  ó  licencia  se  entregará  á  cada 
hombre  un  título  en  forma;  en  ningún 
caso  podrá  tener  lugar  la  continuación 
en  las  filas  á  consecuencia  del  retraso 
en  la  expedición  del  título. 

Art.  40.  Antes  de  la  espiración  del 
tiempo  de  servicio,  no  podrá  tener  lu- 
gar el  licénciamiento  sino  en  los  casos 
siguientes:  1.°  Si  la  incorporación  ha 
sido  ilegal;  2.*^  Si  el  hombre  se  hubiere 
inutilizado  para  el  servicio;  3°  Si  lle- 
gase á  encontrarse  en  uno  de  los  casos 


previstos  por  el  art.  17  (números  1.°,  2S, 
y  3.®),  ó  si  se  encontraba  ya  en  él  al  ser 
incorporado,  sin  haber  invocado  su  apli- 
cación en  debido  tiempo;  4.°  Cuando  ha- 
llándose completo  el  contingente,  los 
hombres  de  la  cuarta  clase  puestos 
como  sustitutos  queden  luego  inútiles. 
En  tiempo  de  paz,  los  hombres  puestos 
como  sustitutos  en  el  ejército  y  que 
queden  luego  inútiles,  pasarán  ala  re- 
serva de  reemplazo;  los  destinados  á 
esta  reserva  pasarán  á  la  Landwehr. 
Los  hombres  pertenecientes  á  la  terce- 
ra ó  á  la  cuarta  clase,  incorporados  en 
el  ejército  activo  ó  la  reserva  de  reem- 
plazo, que  sean  licenciados  por  aplica- 
ción de  lo  prescrito  en  el  núm.  3.^  que- 
darán incluidos  en  el  contingente  de  di- 
cha reserva;  los  demás  figurarán  en  los 
cuadros  déla  Landwehr.  El  soldado  que 
durante  su  servicio  quedase  en  una  si- 
tuación de  familia  digna  de  interés, 
pero  que  no  constituya  un  título  de  dis- 
pensa legal,  podrá  ser  licenciado  du- 
rante la  paz,  con  la  obligación  de  asis- 
tir alas  reuniones  de  ejercicio  y  revis- 
tas de  comisario. 

Art.  4L  Cuando  el  licénciamiento 
tenga  lugar  antes  del  fin  del  año  de 
clasificación  por  aplicación  de  los  nú- 
ros  1.°,  2.°  y  3.°  del  artículo  anterior,  con 
tal  que  la  inutilidad  para  el  servicio  ó 
la  causa  de  exención  hayan  existido 
antes  del  1.°  de  Octubre;  los  quintos  li- 
cenciados serán  sustituidos  por  los  nú- 
meros siguientes.  Si  á  consecuencia  de 
los  licénciamientos  viniere  á  ser  insu- 
ficiente el  contingente  de  los  reclutas, 
los  hombres  que  hayan  pasado  á  la  re- 
serva de  reemplazo  serán  incorporados 
ai  ejército  activo,  en  número  suficiente 
para  llenar  los  vacíos  según  su  número 
de  sorteo.  En  todos  los  demás  casos  en 
que  lleguen  á  producirse  vacíos  en  el 
ejército  activo  ó  en  la  reserva,  no  ten- 
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drá  lugar  el  reemplazo  sino  cuando 
existan  antes  del  1.**  de  Octubre.  Aqué- 
llos por  cuya  culpa  haya  tenido  lugar 
la  clasificación  irregular,  estarán  obli- 
gados á  abonar  la  cantidad  de  20  flori- 
nes, sin  perjuicio  de  las  leyes  penales 
y  de  los  castigos  disciplinarios  que  pro- 
cedan. El  que  haya  sido  perjudicado 
por  la  clasificación  sin  culpa  suya,  po- 
drá pedir  daños  y  perjuicios  contra  los 
autores. 

Art.  42.  Todo  individuo  sujeto  á  la 
clasificación  en  el  mes  de  Diciembre 
del  año  que  precede,  deberá  presentar- 
se ante  el  Alcalde  de  su  domicilio  ó  avi- 
sarle por  escrito;  si  dejare  de  hacerlo, 
á  no  s5erpor  impedimento  absoluto,  será 
castigado  con  una  multa  de  100  florines 
á  lo  sumo,  ó  de  veinte  días  de  cárcel 
como  máximum  en  caso  de  insolven- 
cia, sin  perjuicio  de  los  demás  procedi- 
mientos legales.  La  multa  ingresará  en 
la  Caja  de  los  pobres  del  municipio  res- 
pectivo. 

Art.  43.  Los  Alcaldes  y  encargados 
del  registro  del  estado  civil  serán  res- 
ponsables de  la  exactitud  de  las  listas 
de  clasificación,  responderán  de  la  iden- 
tidad de  los  individuos  presentados  por 
ellos,  y  deberán  ayudar  á  las  autorida- 
des en  todas  las  operaciones  de  clasifi- 
cación. 

Art.  44.  Se  prohibe  el  matrimonio 
antes  de  la  edad  de  la  quinta,  y  á  los  in- 
dividuos incorporados,  antes  de  la  es- 
piración de  su  tercer  año  de  servicio. 
No  está  prohibido  para  los  individuos 
de  la  cuarta  clase  en  las  subdivisiones 
á.  donde  sea  llamada  (art.  32),  sino  des- 
de el  día  en  que  se  haya  acordado  y 
liecho  público  el  acuerdo.  El  Ministro 
de  la  defensa  nacional  ó  las  autorida- 
des locales  delegadas  por  él,  podrán 
conceder  permisos  para  contraer  ma- 
trimonio en  casos  excepcionales;  estas 


autorizaciones  no  dispensarán  del  ser- 
vicio. 

Art.  45.  Todo  individuo  que  so  case, 
á  pesar  de  la  prohibición  contenida  en 
el  artículo  anterior,  será  incorporado 
de  oficio.  Si  no  fuere  útil  para  el  servi- 
ciOj  se  le  castigará  con  una  multa  máxi- 
ma de  1.000  florines  en  beneficio  de  la 
Caja  municipal  de  los  pobres,  ó,  en  caso 
de  insolvencia,  con  seis  meses  de  pri- 
sión á  lo  sumo.  Los  cómplices  incurri- 
rán en  una  multa  de  500  florines  ó  de 
tres  meses  de  prisión  á  lo  sumo,  sin 
perjuicio  de  las  penas  disciplinarias. 
Prescribirá  el  delito  al  cabo  de  los  tres 
meses,  transcurridos  desde  la  espira- 
ción del  período  de  clasificación  del 
año  en  que  estaba  sometido  el  delin- 
cuente al  llamamiento  por  última  vez 
(antes  á  los  veintidós  años,  hoy  á  los 
veinticuatro). 

Art.  46.  El  que  sin  moti\t)  suficiente 
no  compareciere  ante  la  Comisión  de 
quintas  será  tratado  como  prófugo,  y 
los  que  á  sabiendas  le  hayan  prestado 
auxilio,  serán  perseguidos  por  compli- 
cidad. El  prófugo  será  incorporado  de 
oficio.  Si  compareciere  voluntariamen- 
te y  fuere  declarado  útil  para  el  servi- 
cio, estará  obligado  á  servir  un  año, 
además  del  tiempo  legal;  si  no  fue- 
re voluntaria  la  comparecencia,  estará 
obligado  á  servir  dos  años  más.  En 
caso  de  inutilideul  para  el  servicio,  se 
le  impondrá  una  multa  de  150  florines  á 
lo  sumo,  ó  de  un  mes  de  prisión  en  caso 
de  insolvencia.  Si  pasare  de  treintaaños, 
la  multa  podrá  llegar  hasta  1.000  flori- 
nes, y  la  prisión  hasta  seis  meses.  Los 
cómplices  incurrirán  en  una  multa  de 
500  ó  de  1.000  florines,  de  tres  ó  de  seis 
meses  de  prisión,  según  los  casos.  Si 
fuere  considerable  el  número  de  los  pró- 
fugos, podrán  tomarse  medidas  urgen- 
tes por  vía  de  decreto,  dándose  cuen- 
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ta  de  ellos  en  la  primera  reunión  del 

Reichsratb. 

Arl,  47,  El  llamado,  convicto  de  vo- 
luntaria mutilación,  y  que,  no  obstan- 
te, haya  quedado  útil  para  un  servicio 
cualquiera,  será  incorporado  de  oficio 
y  deberá  servir  dos  años  más. 

Art,  48,  La  Laiidwehr  estará  siem- 
pre bajo  las  órdenes  del  Ministro  de  la 
defensa  nacional;  en  tiempo  de  guerra 
pasará  del  mando  de  sus  habituales 
jetes  al  de  los  Generales  nombrados 
por  el  Emperador.  El  Ministro  delaGue- 
rra  deberá  ser  informado  por  su  colega 
de  todo  lo  concerniente  al  efectivo,  ar- 
mamento, licénciamiento  é  instrucción 
de  la  Landwehr. 

Art.  40.  Los  oficiales  de  la  Landwehr 
serán  nombrados  por  el  Emperador. 
Las  insignias  de  los  grados,  equipo, 
armamento,  reglamentos  para  el  servi- 
cio y  las  maniobras  serán  los  mismos 
para  el  ejército  activo  y  para  la  Land- 
wehr, 

Art,  50.  Después  de  un  año  de  ser- 
vicio, el  oficial  que  no  se  halle  en  el 
caso  previsto  en  el  art.  19  (alumnos  de 
las  escuelas  militares)  podrá  pasar,  á 
petición  suya,  &  la  reserva  ó  á  la  Land- 
wehr, según  su  edad,  y  perderá  todo 
derecho  al  sueldo  que  cobraba. 

Art.  51,  El  oficial  que  no  estuviere 
bajo  el  peso  de  una  información,  podrá 
dejar  libremente  su  cargo;  pero  queda- 
rá sometido  á  las  leyes  militares  por  el 
tiempo  del  servicio  obligatorio.  Tam- 
bién estarán  sometidos  á  ellas  los  ofi- 
ciales destituidos. 

Art.  52.  Desde  el  punto  de  vista  del 
matrimonio,  fuera  del  servicio  activo  y 
sin  que  el  servicio  en  el  ejército,  la  ma- 
rina, la  Landwehr  ó  la  Soewehr  tengan 
que  sufrir  por  ello,  se  aplicarán  las  le- 
yes y  reglamentos  civiles:  1."  A  los 
individuos  del  servicio  activo  licencia- 


dos en  la  cuarta  clase;  2,  A  los  indivi- 
duos de  la  reserva,  de  la  reserva  de 
reemplazo,  de  la  Landwehr  y  de  la  See- 
wehr;  3."  A  los  oficiales  y  empleados 
de  la  reserva  ó  que  no  desempeñen  fun- 
ciones activas  en  la  Landwehr;  4."  A 
los  oficiales  y  empleados  del  ejército, 
de  la  marina,  de  la  Landwehr  ú  de  la 
Seewehr  retirados  con  carácter  mili- 
tar; 5."  A  los  inválidos  pensionados 
pero  no  acuartelados. 

Art.  53,  Los  licenciados,  mientras 
dure  la  licencia,  los  individuos  y  oficia- 
les de  la  reserva,  de  la  Landwehr  y  de 
la  Seewehr  que  no  estén  en  activo,  y 
los  j-e  servís  tas  de  reemplazo,  son  jus. 
ticiabtes  por  los  tribunales  y  autorida- 
des ordinarias  para  todo  lo  concernipn- 
te  á  sus  intereses  civiles,  asi  comeen 
materia  penal,  estando  únicamente  su- 
jetos á  las  obligaciones  impuestas  por 
la  presente  ley.  Los  individuos  y  oficia- 
les en  activo  estarán  sometidos  &  las 
leyes  penales  y  disciplinarias  del  ejér- 
cito; siendo  justiciables  por  las  autori- 
dades y  tribunales  civiles  en  lo  relativo 
á  sus  intereses  privados.  Una  ley  deter- 
minará todo  lo  concerniente  á  este  pun- 
to. Todos  los  -oficiales  é  individuos  de 
la  reserva,  ó  de  la  Landwehr,  que  resi- 
dan en  el  extranjero,  en  cuanto  sepan 
que  la  monarquía  está  amenazada  de 
guerra  y  que  se  ha  hecho  el  llamamien- 
to de  la  reserva  y  do  la  Landwehr,  es- 
tarán obligados  á  volver  sin  demora  á 
su  domicilio  y  á  ponerse  á  disposición 
de  las  autoridades  sin  esperar  especia! 
convocatoria, 

Art.  51.  La  emigración  de  todo  hom- 
bre obligado  al  servicio  en  el  ejército 
activo,  de  la  reserva  y  de  la  reserva  de 
reemplazo,  está  subordinada  á  un  per- 
miso expediilo  por  el  Ministro  de  la 
Guerra;  para  cualquiera  otro,  asi  como 
para  los  que  todavía  no  hayan  cumplí- 
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do  la  edad  de  la  quinta,  estará  someti- 
da á,  la  autorización  del  Ministro  de  la 
defensa  nacional.  No  se  concederá  la 
autorización  á  los  individuos  del  servi- 
cio activo  á  los  que  no  hayan  entrado 
en  quintas  ó  no  hayan  cumplido  del 
todo  las  obligaciones  del  llamamiento, 
sino  cuando  sus  padre  y  madre,  ó  el 
supérstite,  emigren  con  ellos. 

No  se  considerará  efectiva  la  emigra- 
ción sino  cuando  el  impetrante  haya 
abandonado  el  territorio  de  la  monar- 
quía y  se  haya  fijado  en  el  ^extranjero 
con  intención   de   establecer  allí    su 


residencia  definitiva.  Si  volviere  á  sus 
hogares,  deberá  terminar  su  tiempo  in- 
terrumpido. Al  hacerse  una  moviliza- 
ción, y  durante  la  misma,  no  podrá  con- 
cederse ninguna  autorización  á  los  in- 
dividuos que  estén  en  las  filas  ó  suje- 
tos al  llamamiento  inmediato. 

Art.  55.  Los  individuos  sujetos  al 
llamamiento,  que  por  causa  de  inutili- 
dad, dispensa  legal  ó  de  emigración 
no  estén  obligados  al  servicio  militar 
en  todo  ó  en  parte,  lo  estarán  á  pagar 
un  impuesto  militar. 


Tomo  IX.— Instituciones  juBÍDiúAd. 


NDA 

I    DEL    IMPERIO 

AUSTRIA 

GACIÓN 

ferentes  provincias,  y  entre  tanto 
}  inmediatamente  en  vigor  en  Ga- 

Después  de  haber  puesto  &  con- 
ión  de  este  modo,  á  fin  de  resol- 
bre  este  ramo  tan  importante  de 
slaci6o,  los  pareceres  de  los  ju- 
sultos,  asi  como  también  su  ex- 
cia  adquirida  en  ]a  práctica  de 
rera,  hemos  resuelto  promulgar 
este  Código  civil,  general  para 

nuestros  Estados  hereditarios 
oes,  y  ordenamos  que  debe  co- 
r  A  regir  como  ley  el  1,"  de  Ene- 
812. 

Asimismo  declaramos  abolido 
icho  común  hasta  aquí  admitido, 
lera  parte  del  Código  civil,  pu- 
i  el  1."  de  Noviembre  de  1786,  el 
I  civil  que  se  promulgó  parala 
a,  y  cualquiera  otra  ley  y  cos- 
s  relativa  &  los  objetos  del  pre- 
Código  civil  general. 
3omo  en  este  mismo  Código  be- 
stablecido  la  regla  general  de 
s  leyes  no  pueden  tener  efecto 
itivo,  no  deberá  este  Código  te- 
luencia  alguna  sobre  actos  que 

precedido  al  día  en  que  tenga 
erza  obligatoria,  ni  sobre  dere- 
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ellos  adquiridos  en  virtud  de  leyes  an- 
teriores, ya  consistan  tales  actos  en 
asuntos  jurídicos  bilaterales,  ya  en  de- 
claraciones de  voluntad  tales,  que  to- 
davía puedan  ser  ca^nribiadas  al  arbitrio 
de  quien  las  haya  hecho  y  de  conformi- 
dad con  cuanto  se  prescribe  en  el  pre- 
sente Código. 

VI.  Así  es  que  la  usucapión  y  tam- 
bién la  prescripción  comenzada  antes 
de  que  entre  en  vigor  el  presente  Códi- 
go deberá  juzgarse  con  arreglo  á  las 
leyes  anteriores.  Y  si  alguno  quisiere 
atenerse  á  la  usucapión  ó  prescripción 
que  en  la  ley  más  reciente  se  ha  fijado 
en  tiempo  más  breve  que  el  establecido 
en  las  leyes  anteriores,  no  podrá  co- 
menzar á  computarse  dicho  término 
más  breve  sino  desde  que  haya  adqui- 
rido fuerza  obligatoria  el  presente  Có- 
digo. 

VIL  Aunque  todo  lo  que  en  este  Có- 
digo se  prescribe  sea  universalmente 
obligatorio,  subsistirán ,  no  obstante, 
para  la  clase  militar  y  para  las  perso- 
nas pertenecientes  á  esa  carrera,  leyes 
particulares  que  se  refieren  al  derecho 
privado ,  que  deberán  observarse  en 
asuntos  de  derecho  que  por  éste  ó  con 
éste  se  entablen,  cuando  el  presente 
Código  no  se  refiera  expresamente  á 
ellas.  Asimismo  deberán  juzgarse  con 
arreglo  á  las  leyes  mercantiles,  las 
transacciones  y  negocios  de  comercio 
y  de  cambio,  cuando  difieran  de  las 
disposiciones  contenidas  en  este  Có- 
digo. 

VIH.  Quedan  igualmente  en  pleno 
vigor  las  leyes  ya  promulgadas  en  ma- 
teria política,  financieras  ó  de  Hacien- 


da por  las  cuales  estén  limitadas,  ó  de- 
terminados con  más  precisión  los  dere- 
chos privados,  aun  cuando  de  ello  no 
se  haya  hecho  mención  expresa  en  este 
Código.^ 

IX.  Además  los  derechos  y  obliga- 
ciones relativos  á  los  pagos  que  hayan 
de  hacerse  en  dinero,  deberán  juzgarse 
con  arreglo  al  decreto  dado  el  día  20  de 
Febrero  de  1811  acerca  del  dinero  des- 
tinado á  circular  y  servir  de  valor  ge- 
neral en  nuestros  Estados,  bajo  la  do- 
minación de  valor  de  Viena,  ó  según 
las  leyes  especiales  que  en  adelante  se 
promulguen,  y,  en  su  defecto,  solamen- 
te según  las  reglas  generales  de  este 
Código. 

X.  Declaramos  al  mismo  tiempo  el 
presente  texto  alemán  del  Código, 
como  texto  original,  según  el  cual  de- 
berán juzgarse  las  versiones  que  se  ha- 
gan en  las  diversas  lenguas  propias  de 
nuestras  provincias. 

Dado  en  nuestra  ciudad  capital,  etc. 

Francisco. 
Luis,  Conde  de  U gavie , 

Supremo  R.  Canciller  de  Bohemia 
y  primero  de  Austria. 

pROcopio,  Conde  de  Laraski, 
Canciller. 

Por  expresa  y  suprema  orden  de  S.  M. ,  etc. 

(Sigue  el  Real  decreto  declarando  en 
vigor  el  Código  civil  general  austríaco 
en  las  provincias  del  reino  Lombardo- 
Véneto,  que  no  reproducimos  por  no 
tener  ya  objeto.) 
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Articulo  1.**  Constituyen  el  derecho 
civil  el  conjunto  de  leyes  que  determi- 
nan los  derechos  y  obligaciones  priva- 
dos de  los  habitantes  del  Estado  entre 
sí  (1). 

Art.  2.**  Cuando  una  ley  haya  sido 
debidamente  promulgada,  nadie  podrá 
alegar  su  ignorancia  como  excusa  (2). 

Art.  3.**  La  eficacia  de  la  ley  y  las 
consecuencias  de  derecho  que  de  ella 
se  derivan  comenzarán  inmediatamen- 
te después  de  su  promulgación,  á  no 
ser  que  la  misma  ley  promulgada  fije 


(1)  La  expresión  cbabitantes  del  Estado»  se 
toma  aquí  en  un  sentido  sumamente  lato,  pues 
no  sólo  comprende  á  los  ciudadanos  y  extranje- 
ros, sino  también  á  las  personas  y  entidades  mo- 
rales y  jurídicas,  corporaciones,  sociedadeSj  mu- 
nicipios, condados  6  provincias,  y  hasta  el  Estado 
mismo,  según  se  deduce  del  contenido  de  los  ar- 
tículos 286,  529,  21,  27,  13,  26,  286,  290  y  otros 
muchos. 

(2)  Acerca  de  las  excepciones  á  esta  regla, 
véanse  los  artículos  326,  522,  874  á  877,  87, 
y  1.431. 

En  cuanto  á  la  manera  de  promulgar  la  ley,  len- 
gua en  que  ha  de  publicarse,  fecha  desde  cuando 
ha  de  comenzar  á  regir,  etc.,  han  regido  en  Aus- 
tria diversas  disposiciones.  La  última  que  cono- 
cemos, y  qué  debe  ser  la  vigente,  es  la  ley  de  10 
de  Junio  de  1869,  que  prescribe  que  deben  publi- 
carse en  el  Bolelin  de  las  Leyes  del  Imperio ^  siendo 
el  auténtico  el  texto  alemán,  y  los  demás  traduc- 
ciones oficiales,  y  cuando  en  la  ley  no  se  dis- 
ponga otra  cosa,  comenzará  á  regir  en  todo  el 
imperio  á  los  cuarenta  y  cinco  días  después  de  su 
inserción  en  el  periódico  oficial. 


un  plazo  más  largo  en  que  deba  comen- 
zar á  regir  (1). 

Art.  4.0  Las  leyes  civiles  obligan  á 
todos  los  ciudadanos  de  aquellas  pro- 
vincias para  las  cuales  se  promulgan. 
Quedan  también  sujetos  á  estas  leyes 
en  los  actos  y  en  los  negocios  que  em- 
prendan fuera  del  territorio  del  Estado, 
cuando  no  esté  limitada  su  facultad 
personal  de  emprenderlos  y  cuando  di- 
chos actos  y  negocios  deban  producir 
consecuencias  legales  también  en  es- 
tas provincias.  En  el  siguiente  capitulo 
se  determinará  cuándo  los  extranjero?? 
estarán  sujetos  á  dichas  leyes  (2). 

Art.  5.°  Las  leyes  no  tienen  efecto 
retroactivo,  y  por  lo  mismo  no  influyen 
sobre  actos  anteriores  ni  sobre  dere- 
chos adquiridos  anteriormente  á  su 
promulgación  (3). 

Art.  6.0  Al  aplicar  la  ley  no  es  licito 
darle  otro  sentido  que  el  que  resulta 
de  la  propia  signifícación  de  las  pala- 
bras según  su  conexión,  y  de  la  mani- 
fiesta intención  del  legislador. 

Art.  7.°  Cuando  un  caso  no  pueda 
resolverse  ni  por  el  sentido  literal  ni 
por  el  sentido  natural  de  la  ley,  se  ten- 


(1)  Véase  lo  dicho  en  la  nota  anterior,  y  lo  pres- 
crito en  los  artículos  76,  91,  129,  189,  195,  200, 
879,  1.070  y  otros. 

(2)  Véase  respecto  de  los  diversos  extremos 
comprendidos  en  éste,  los  artículos  88  al  88,  47, 
48, 180,  810,  356,  588  á  544,  556,  etc. 

(8)  Entre  otros,  limitan  el  que  anotamos  los 
artículos  878  y  1.335  de  este  Código. 
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drán  en  cuenta  los  casos  análogos  ex- 
presamente resueltos  por  las  leyes,  y 
los  motivos  de  otras  leyes  análogas. 
Si,  no  obstante,  quedase  dudoso  el  ca- 
so, se  resolverá  según  Jos  principios  del 
derecho  natural,  teniendo  en  cuenta 
las  circunstancias,  reunidas  con  dili- 
gencia y  bien  meditadas  (1). 

Art.  8.0  Sólo  al  legislador  incumbe 
interpretar  la  ley  de  un  modo  obligato- 
rio para  todos.  Dicha  interpretación  se 
aplicará  á  todos  los  casos  que  estén 
aún  por  resolver,  á  no  ser  que  añada 
el  legislador  que  su  interpretación  no 
debe  referirse  á  la  resolución  de  aque- 
llos negocios  que  tengan  por  objeto 
acciones  entabladas  y  derechos  deman- 
dados antes  de  la  misma  interpreta- 
ción (2). 

Art.  9.°  Las  leyes  se  considerarán 
vigentes  hasta  que  sean  expresamente 
abolidas  ó  modificadas  por  el  legisla- 
dor (3). 


(1)  Véanse  los  artículos  5*75,  655  y  914  á  916. 
El  texto  alemán  no  dice  á  la  letra  principios  del 

Derecho  natural,  sino  cprincipios  fundamentales 
naturales  del  Derecho  filosófico.! 

(2)  Trátase  aquí  de  la  interpretación  auténti- 
ca. Antes  de  la  reforma  constitucional,  podían  los 
Ministros  dictar  aclaraciones  á  las  leyes  y  decre- 
tos en  lo  que  se  refería  á  la  significación  propia 
de  las  palahras;  pero  en  la  actualidad  sólo  se  re- 
conoce esta  facultad  al  Poder  legislativo. 

(3)  Acerca  de  la  derogación  tácita,  véase  el  ar- 
tículo 868  de  este  Código. 


Art.  10.  Sólo  se  tendrá  en  cuenta  la 
costumbre  en  los  casos  en  que  la  ley 
se  refiera  á  ella  (1). 

Art.  11.  Sólo  tendrán  fuerza  de  ley 
los  estatutos  de  una  provincia  particu- 
lar ó  de  un  distrito  especial,  cuando  ha- 
yan sido  expresamente  confirmados 
por  el  legislador,  después  de  la  promul- 
gación del  presente  Código. 

Art.  12.  Las  disposiciones  dadas  en 
casos  particulares  y  las  sentencias  dic- 
tadas por  los  tribunales  en  causas  es- 
peciales no  tendrán  fuerza  de  ley  ni  po- 
drán extenderse  á  otros  casos  ni  á 
otras  personas  (2). 

Art.  13.  Los  privilegios  y  exencio- 
nes concedidas  á  determinadas  perso- 
nas ó  también  á  algunas  corporaciones 
deberán  considerarse  como  cualquier 
otro  derecho  si  la  organización  política 
no  contiene  sobre  esto  una  disposición 
especial. 

Art.  14.  Las  disposiciones  del  Códi- 
go civil  tienen  por  objeto  los  derechos 
de  las  personas,  los  derechos  sobre  las 
cosas  y  las  determinaciones  comunes 
á  los  unos  y  á  los  otros. 


(1)  Véanse  más  adelante  los  artículos  889, 
390,  501,  549,  1.109,  1.132,  1.142  y  1.146. 

(2)  Pueden  considerarse  como  excepciones  á 
esta  regla  lo  prescrito  en  los  artículos  442,  54*7, 
y  931. 


PARTE  PRIMERA 


DEL  DERECHO  DE  LAS  PERSONAS 


CAPÍTULO  PRIMERO.— DE  los  dere- 
chos RELATIVOS  Á  LA  CUALIDAD  Y  A 
LAS  RELACIONES  PERSONALES. 

Art.  15.  Los  derechos  de  las  perso- 
nas se  refieren  unos  á  la  cualidad  y  á 
las  relaciones  personales,  y  se  fundan 
otros  en  el  estado  de  familia. 

Art.  16.  Todo  hombre  tiene  derechos 
innatos,  que  se  conocen  por  la  luz  natu- 
ral, y  por  los  cuales  debe  considerarse 
como  una  persona.  La  esclavitud  ó  la 
propiedad  sobre  el  hombre,  y  el  ejerci- 
cio de  la  potestad  relativa  á  ella,  no 
son  tolerados  en  estos  Estados  (1). 

Art.  17.  Todo  lo  que  esté  conforme 
con  los  derechos  naturales  innatos  se 
tendrá  por  subsistente  mientras  no  se 
pruebe  una  restricción  legal  de  estos 
derechos. 

Art.  18.  Toda  persona  es  capaz  de 
adquirir  derechos,  bajólas  condiciones 
prescritas  por  la  ley  (2). 


(1)  La  esclavitud  había  sido  abolida  por  el  Em- 
perador José  II:  en  Bohemia'en  nSl,  en  Galitzia 
y  en  otras  provincias[en  1*782. 

(2)  Todas,  incluso  lasyexti'aiyeras.  Respecto 
de  las  limitaciones  á  lo  aquí  prescrito,  véanse  los 
artículos  26,  61,  63,  169,  244,  463,  538  á  .544,  591, 
864  á  868  y  siguientes. 


Art.  19.  Todo  el  que  se  crea  lesiona- 
do en  un  derecho  podrá  presentar  la 
correspondiente  querella  ante  las  auto- 
ridades establecidas  por  la  ley.  El  que 
deje  de  hacerlo  y  se  haga  justicia  por 
sí  mismo  ó  el  que  se  extralimite  en  la 
defensa  necesaria,  será  responsable  de 
ello  (1). 

Art.  20.  Serán  juzgados  por  los  tri- 
bunales, con  arreglo  á  las  leyes,  los  ne- 
gocios propios  del  Jefe  del  Estado,  si 
se  refieren  á  su  propiedad  privada  ó  á 
los  modos  de  'adquisición  fundados  en 
el  derecho  civil  (2). 

Art.  21.  Los  que  por  falta  de  edad, 
por  extravío  mental  ó  por  otros  con- 
ceptos sean  incapaces  de  cuidar  con- 
venientemente de  sus  propios  intereses, 
estarán  bajo  la  protección  especial  de 
las  leyes.  Estos  son  los  niños,  los  im- 
púberes y  los  menores  que  respectiva- 
mente no  hayan  cumplido  los  siete,  los 
catorce  ó  los  veinticuatro  años  de  edad; 
los  furiosos,  mentecatos,  imbéciles,  que 


(1)  Como  excepciones,  véanse  los  artículos 
344  y  1.321. 

(2)  No  sólo  entra  en  esta  regla  el  soberano  en 
cuanto  á  sus  bienes  particulares,  sino  también  el 
Estado  cuando  se  trate  de  los  modos  de  adquirir, 

I   conservar  y  perder  la  propiedad. 
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estén  completamente  privados  del  uso 
de  la  razón,  ó  que  al  menos  no  puedan 
conocer  las  consecuencias  de  sus  ac- 
ciones; aquéllos,  además,  á  los  cuales, 
declarados  como  pródigos,  el  Juez 
haya  prohibido  la  ulterior  administra- 
ción de  sus  propios  bienes;  y,  por  últi- 
mo, los  ausentes  y  las  comunidades  (1). 

Art.  22,  Tiene  también  un  título  á 
la  protección  de  las  leyes  la  prole  non 
nata,  desde  el  momento  de  su  concep- 
ción. Tratándose  de  sus  propios  dere- 
chos, y  no  de  los  de  tercero,  se  consi- 
derará como  nacida.  Un  hijo  que  haya 
nacido  muerto,  se  considerará,  respec- 
to de  los  derechos  que  le  están  reser- 
vados para  caso  de  vida,  como  si  no 
hubiese  sido  concebido  (2). 

Art.  23.  En  la  duda  de  si  un  hijo  ha 
nacido  vivo  ó  muerto,  se  presumirá 
que  ha  nacido  vivo,  y  quien  pretendiere 
lo  contrario,  deberá  probarlo. 

Art.  24.  En  la  duda  de  si  algún  au- 
sente está  aún  vixo  ó  no,  sólo  se  presu- 
mirá su  muerte  en  las  siguientes  cir- 
cunstancias: 1."  Cuando  haya  transcu- 
rrido desde  su  nacimiento  un  período 
de  ochenta  años  y  haga  diez  años  se 
ignore  el  lugar  de  su  residencia;  2.* 
Cuando  sin  consideración  al  tiempo 
transcurrido  desde  su  nacimiento,  no 
haya  noticias  de  él  durante  treinta  años 
cumplidos;  3.*  Cuando  habiendo  sido 
herido  gravemente  en  la  guerra  ó  ha- 
biéndose encontrado  á  bordo  de  un  bu- 
que al  tiempo  de  un  naufragio,  ó  en 


(1)  La  protección  especial  de  la  ley  consiste 
en  proveer  á  estas  personas  de  un  representante 
legítimo  y  en  las  disposiciones  particulares  que 
respecto  de  la  prescripción  se  establecen  en  los 
artículos  1.472,  1.415,  1.485  y  1.494  á  1.496. 

(2)  Fúndase  la  doctrina  de  este  articulo  en  una 
ficción  de  derecho  análoga  á  la  del  298, 296  y  298; 
pero  esta  protección  no  puede  favorecer  á  terce- 
ras personas^  sino  á  la  prole  que  ha  denacer. 


cualquier  otro  peligro  inminente  de 
muerte,  falte  durante  tres  años  á  con- 
tar desde  aquella  época.  En  todos  estos 
casos  podrá  solicitarse  y,  bajo  las  re- 
servas y  precauciones  prescritas  en  el 
articulo  277,  decretarse  la  declaración 
de  muerte  (1). 

Art.  25.  En  la  duda  de  cuál  de  dos 
ó  más  personas  muertas  haya  cesado 
de  vivir  la  primera,  quien  pretenda  la 
muerte  anterior  de  una  ú  otra  deberá 
probarlo;  si  no  pudiere,  se  presumirán 
muertas  todas  aun  tiempo  y  no  habrá 
lugar  á  la  transmisión  de  derecho  de 
una  á  otra. 

Art.  26.  Se  determinarán  los  dere- 
chos de  los  individuos  de  una  sociedad 
lícita  entre  si,  por  el  contrato,  por  el 
objeto  de  la  misma  y  por  los  regla- 
mentos particulares  vigentes.  En  las 
relaciones  con  terceros,  por  lo  regular, 
disfrutarán  las  sociedades  lícitas  de 
los  mismos  derechos  que  las  personas. 
Las  sociedades  ilícitas  no  tienen,  como 
tales,  ningún  derecho  ni  respecto  de 
los  socios  ni  de  terceros,  y  son  además 
incapaces  de  adquirirlos.  Son  socieda- 
des ilícitas  todas  las  prohibidas  par- 
ticularmente por  las  leyes  políticas,  ó 
las  que  abiertamente  se  opongan  á  la 
seguridad,  al  orden  público  ó  á  las  bue- 
nas costumbres. 

Art.  27.  En  las  ordenanzas  políticas 
se  hallará  todo  aquello  en  que  las  co- 
munidades, respecto  de  sus  derechos, 
están  sometidas  á  la  inspección  de  la 
administración  pública  (2). 

(1)  La  muerte  de  un  individuo  se  prueba, 
como  cualquier  otro  hecho,  mediante  documentos 
públicos  ó  mediante  testigos;  pero  cuando  no 
existen  unos  ni  otros,  hay  que  apelar  á  las  pre- 
sunciones que  regula  este  artículo.  Véase  ade- 
más el  112  y  el  271. 

(2)  La  capacidad  de  adquirir  derechos  y  obli- 
gaciones se  extiende,  por  una  ficción  del  derecho, 


■  ^w  -^ 
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Art.  28.  Con  la  nacionsdidad  se  ad- 
quiere el  pleno  goce  de  los  derechos 
civiles.  Por  el  mero  hecho  de  su  naci- 
miento, compete  á  los  hijos  de  austría- 
cos la  nacionalidad  en  estos  Estados 
hereditarios  (1). 

Art.  29.  Los  extranjeros  adquirirán 
la  nacionalidad  austríaca  entrando  á 
desempeñar  un  empleo  público,  em- 
prendiendo una  profesión  que  haga 
necesario  el  domicilio  habitual  en  el 
país;  morando  en  estos  Estados  por  el 
espacio  no  interrumpido  de  diez  años, 
pero  á  condición,  sin  embargo,  de  que 
durante  todo  este  tiempo  no  hayan  in- 
currido en  pena  alguna  por  cualquier 
delito. 

Art.  30.  También  podrá  reclamarse 
de  las  autoridades  políticas  el  derecho 
de  nacionalidad,  sin  emprender  el  ejer- 
cicio de  una  profesión  ó  de  un  oficio  y 
sin  haber  cumplido  el  decenio,  y  conce- 
derse por  las  mismas,  teniendo  en 
cuenta  el  patrimonio,  la  industria  y  la 
conducta  moral  del  solicitante. 


á  entidades  distintas  del  individuo,  que  se  llaman 
personas  morales  ó  jurídicas,  las  cuales  pueden 
teneruna  existencia  real,  y  entonces  se  denominan 
corporaciones,  tales  son  el  Estado,  los  munici- 
pios, las  asociaciones  relig-iosas,  iglesias,  comu- 
nidades,  sociedades  industríales,  etc.,  6  una 
existencia  ideal,  tales  como  las  fundaciones,  be- 
neficios eclesiásticos,  hospitales,  institutos  de 
beneficencia,  etc.  En  general,  cuando  se  habla 
de  persona  jurídica  propiamente  dicha,  sólo  se 
refiere  á  estas  últimas,  por  más  que  la  ley  no  se 
atiene  rigurosamente  á  este  concepto,  como  lo 
demuestran  los  artículos  26  y  286  de  este  Código. 

(1)  Según  puede  deducirse  de  las  leyes  cons- 
titucionales que  anteriormente  hemos  insertado, 
la  ciudadanía  está  dividida  en  el  imperio  en  dos 
clases:  la  austríaca  propiamente  dicha,  y  la  hún- 
gara. 

Las  personas  morales  no  tienen  derecho  de 
ciudadanía  propian^ent^  dicha. 


Art.  31.  No  se  adquirirá  la  naciona- 
lidad austríaca  con  la  mera  posesión  ó 
el  mero  disfrute  de  una  casa  ó  de  una 
finca,  con  el  establecimiento  de  un  trá- 
fico ó  de  una  fábrica  comercial,  ni  con 
la  participación  en  uno  ú  otra,  sin  tener 
el  domicilio  personal  en  una  provincia 
de  estos  Estados. 

Art.  Z2.  La  pérdida  de  la  nacionali- 
dad, por  causa  de  emigración  ó  por 
matrimonio  contraído  por  una  ciudada- 
na con  un  extranjero,  se  determinará 
en  las  leyes  de  emigración. 

Art.  33.  En  general  tendrán  los  ex- 
tranjeros los  mismos  derechos  y  obli- 
gaciones civiles  que  los  nacionales, 
cuando  para  disfrutar  de  estos  dere- 
chos no  se  requiera  expresamente  la 
condición  de  ciudadano;  deberán,  ade- 
más, los  extranjeros,  aunque  disfru- 
ten de  los  mismos  derechos  que  los  na- 
cionales, probar,  en  los  casos  dudosos, 
que  el  Estado  á  que  pertenecen  trata  á 
los  ciudadanos  austríacos,  respecto  del 
derecho  en  cuestión,  como  á  los  propios. 

Art.  34.  Se  juzgará,  por  regla  gene- 
ral, de  la  capacidad  personal  de  los 
extranjeros  para  realizar  actos  legales, 
con  arreglo  á  las  leyes  de  la  localidad 
á  que  por  razón  de  su  domicilio,  ó,  si  no 
tuviere  domicilio  fijo,  por  razón  de  su 
nacimiento,  esté  sometido  el  extranjero 
como  subdito,  siempre  que  la  ley  no 
determine  otra  cosa  en  casos  particu- 
lares. 

Art.  35.  Se  juzgará  de  un  acto  rea- 
lizado por  un  extranjero  en  este  Esta- 
do, y  mediante  el  cual  conceda  á  otros 
cualquier  derecho  sin  obligarlos  recí- 
procamente, de  conformidad  con  este 
Código,  ó  también  de  conformidad  con 
les  leyes  á  que  como  subdito  esté  so- 
metido el  extranjero,  según  favorez- 
ca más  una  ú  otra  ley  la  valide^  d^l 
asuntOt 
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Art.  36,  Si  un  extranjero  contrajere 
en  este  Estado  una  obligación  recípro- 
ca ó  bilateral  con  un  ciudadano^  se  jua- 
gará sin  excepción,  con  arreglo  al  pre- 
sente Código;  contraída  por  un  extranje- 
ro con  otro  extranjero,  también  deberá 
juzgarse  con  arreglo  al  mismo  Código, 
á  no  ser  que  se  pruebe  que,  al  em- 
prender el  asunto,  se  ha  tenido  presen- 
te otra  ley. 

Art.  37.  Si  los  extranjeros  empren- 
dieren en  otros  países  asuntos  de  dere- 
cho con  extranjeros  ó  con  subditos  de  - 
este  Estado,  se  juzgarán  éstos  según 
las  leyes  de  la  localidad  donde  se  haya 
tratado  el  asunto,  á  no  ser  que  mani- 
ñestamente  se  haya  tomado  por  base 
otra  ley  al  contratarlo,  y  no  sea  con- 
traria á  lo  prescrito  en  el  art.  4.°  (1). 

Art.  38.  Los  Embajadores,  encarga- 
dos públicos  de  negocios,  y  las  perso- 
nas de  su  servicio,  disfrutarán  de  las 
inmunidades  fundadas  en  el  derecho  de 
gentes  y  en  los  tratados  públicos. 

Art.  39.  La  diversidad  de  religión  no 
tendrá  influencia  alguna  en  los  dere- 
chos privados,  sino  cuando  en  algunos 
casos  esté  particularmente  determina- 
do en  la  ley  (2). 

Art.  40.  Se  entenderá  bajo  la  deno- 
minación de  familia  los  progenitores 
con  todos  sus  descendientes.  El  lazo 


(1)  Además  de  lo  consig-nado  en  éste  y  od  los 
anteriores  artículos  acerca  del  modo  de  adquirir 
y  perder  la  ciudadanía  austríaca,  derechos  y  de- 
beres que  trae  consigo,  etc.,  existe  una  ley  espe- 
cial que  insertaremos  como  Apéndice  al  final  de 
este  Código. 

(2)  Las  únicas  excepiones  á  lo  establecido  en 
este  articulo  se  hallan  en  la  parte  relativa  al  ma- 
trimonio, pues  las  que  se  referían  á  la  limitación 
impuesta  á  los  .israelitas  respecto  de  la  adquisi- 
ción de  inmuebles  y  otras  análogas,  han  quedado 
derogadas  por  el  art.  14  de  la  ley  fundamental 
del  Estado  de  21  de  Diciembre  de  ^867, 


entre  estas  personas  se  llama  consan- 
guinidad; el  que  hay  entre  un  cónyuge 
y  los  consanguíneos  del  otro  cónyuge 
se  llama  afinidad  (1). 

Art.  41.  Se  determinarán  los  grados 
de  consanguinidad  entre  dos  personas 
por  el  número  de  generaciones,  me- 
diantes los  que  en  línea  recta  se  derive 
la  una  de  la  otra,  y  en  la  colateral  se 
deriven  ambas  del  tronco  común  más 
cercano.  En  la  misma  línea  y  grado  en 
que  sea  uno  consanguíneo  con  un  cón- 
yuge, viene  á  serlo  en  la  misma  línea  y 
grado  de  afinidad  con  el  otro  cónyuge. 

Art.  42.  Bajo  la  denominación  de 
progenitores,  se  comprenden  por  lo  re- 
gular los  consanguíneos  en  línea  as- 
cendente, sin  distinción  de  grado,  y 
bajo  la  de  hijos  se  comprenden  to- 
dos los  consanguíneos  en  línea  descen- 
dente (2). 

Art.  43.  Se  expondrán  los  derechos 
particulares  de  los  miembros  de  la  fa- 
milia al  tratar  de  las  diversas  relacio- 
nes legales  en  que  tales  derechos  les 
corresponden. 

CAPÍTULO  II.— DEL   DERECHO  DE 
MATRIMONIO    (3) 

Art.  44.  Se  establecerán  las  relacio- 
nes de  familia  con  el  contrato  de  matri- 


(1)  Acerca  de  los  diversos  extremos  de  este 
artículo,  véanse  el  44,  el  65,  91,  109,  161  á  165, 
183,  203  y  1.032. 

{2)  No  siempre  respeta  la  ley  lo  declarado  en 
este  artículo,  pues  muchas  veces  se  emplea  la  pa- 
labra progenitores  refiriéndose  al  primer  grado 
de  los  ascendientes,  ó  sea  á  los  padres,  y  la  de 
hijos  aludiendo  á  los  descendientes  de  primer 
grado.  Véanse  los  artículos  28,  44,  65,  80,  102, 
140,  144,  195,  etc. 

(3)  El  Concordato  celebrado  con  la  Santa  Sede 
en  18  de  Agosto  de  1855  derogaba  en  parte  lo 
consignado  en  este  capítulo,    establepieiido    la 
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monio,  por  el  cual  declaran  dos  perso- 
nas de  sexo  diferente,  en  la  forma  exi- 
gida por  la  ley,  su  voluntad  de  vivir  en 
consorcio  inseparable,  procrear  hijos  y 
educarlos  y  prestarse  recíproca  ayu- 
da (1). 

Art.  45.  Los  esponsales  ó  proipesade 
unirse  en  matrimonio,  hecha  ó  acepta- 
da bajo  cualquier  circunstancia  ó  con- 
dición, no  producirá  obligación  legal,  ni 
de  contraer  el  matrimonio,  ni  de  cum- 
plir cuanto  se  haya  estipulado,  para  el 
caso  en  que  se  rescinda  la  promesa. 

Art.  46.  La  parte  que  no  haya  dado 
lugar  á  ninguna  causa  fundada  para 
rescindir  la  promesa,  tiene  salvo  el  de- 
recho al  resarcimiento  del  daño  efecti- 
vo  que  probase  habérsele  causado  (2). 

Art.  47.  Cualquiera  puede  contraer 
matrimonio,  siempre  que  no  se  oponga 
á  ello  algún  impedimento  legal  (3). 

competencia  del  fuero  eclesiástico  para  entender 
en  los  pleitos  matrimoniales  de  los  católicos  y  re- 
solverlos con  arreglo  á  los  Cánones  déla  iglesia  y 
á  los  decretos  del  Concilio  de  Trento,  quedando 
ai  Juez  civil  la  competencia  sobre  los  efectos  ci- 
vrles  del  matrimonio,  y  para  arreglar  el  fondo  y 
el  procedimiento  se  dictaron  nuevas  leyes  y  de- 
cretos en  armonía  con  el  art.  10  de  dicho  Concor- 
dato. Pero  vino  una  nueva  época  legislativa  con 
las  leyes  constitucionales  de  186*7^  y  en  25  de 
Mayo  de  1868  se  dictó  una  ley  restableciendo  en 
toda  su  fuerza  y  vigor  lo  dispuesto  en  este  capí- 
tulo 11. 

(1)  Como  es  lógico,  en  este  artículo  se  define 
el  matrimonio  en  general  como  un  contrato,  sin 
tener  para  nada  en  cuenta  la  religión  de  los  con- 
trayentes. 

(2)  Téngase  en  cuenta  que  aquí  se  habla  del 
resarcimiento  del  daño  efectivo  y  no  de  la  indem- 
nización de  perjuicios  en  general  {lucrum  cesaría). 

(3)  Como  en  los  artículos  siguientes  se  deter- 
minan las  causas  por  las  cuales  no  puede  con- 
traerse matrimonio,  ó  sea  los  impedimentos,  aquí 
sólo  diremos  que  los  jurisconsultos  austríacos  di- 
viden étftos  en  naturales  y  positivos,  absolutos  y 


Art,  48.  No  podrán  contraer  válida- 
mente matrimonio  los  furiosos,  mente- 
catos, imbéciles  é  impúberes  (1). 

Art.  49.  Los  menores  ó  mayores  de 
edad  que  por  cualquier  motivo  no  pue- 
dan por  si  mismos  obligarse  válida- 
mente, están  también  incapacitados 
para  contraer  válidamente  matrimonio 
sin  el  consentimiento  de  su  legitimo 
padre.  Si  éste  hubiere  muerto  ó  estu- 
viere incapacitado  para  representar  á 
los  hijos,  se  exigirá  también  para  la 
validez  del  matrimonio,  además  de  la 
declaración  del  tutor  ó  curador  ordi- 
nario, el  consentimiento  del  Juez. 

Art.  50.  Es  también  necesario  el 
consentimiento  del  Juez,  además  de  la 
declaración  del  tutor,  para  la  validez 
del  matrimonio  de  los  hijos  ilegítimos 
menores  de  edad. 

Art.  51.  Si  algún  extranjero  menor 
de  edad  quisiese  contraer  matrimonio 
en  estos  Estados  y  no  pudiere  presen- 
tar el  necesario  consentimiento,  el 
Juez  de  estos  Estados  de  cuya  jurisdic- 
ción dependiere  por  su  condición  y  su 
domicilio,  deberá  nombrarle  un  cura- 
dor que  declare  delante  de  dicho  Juez 
su  consentimiento  ó  disentimiento  so- 
bre el  matrimonio. 

Art.  52.  Si  á  un  menor  ó  persona 
sujeta  á  curador  le  fuere  denegado  el 
consentimiento  para  el  matrimonio, 
tendrán  los  que  aspiran  á  contraerlo, 
si  se  creyeren  perjudicados,  el  derecho 


relativos,  patentes  y  ocultos,  públicos  y  privados, 
disolubles  é  indisolubles,  y,  por  último,  en  civi- 
les, eclesiásticos  y  mixtos. 

(1)  Discútese  acerca  de  si  los  locos  y  menteca- 
tos uo  declarados  aún  tales  por  la  ley,  pueden 
contraer  válidamente  matrimonio  *en  los  interva- 
los lúcidos,  seg^n  admite  el  derecho  canónico. 
La  mayoría  entiende  que  sólo  debe  exigirse  la 
prueba  de  que  medie  perfecto  consentimiento. 
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de  invocar  la  autoridad  del  Juez  ordi- 
nario. 

Art.  53.  Son  justos  motivos  para  de- 
negar el  consentimiento  para  el  matri- 
monio^ la  falta  de  los  medios  necesa- 
rios de  subsistencia,  las  malas  costum- 
bres, probadas  ó  notorias,  las  enferme- 
dades contagiosas  ó  los  defectos  que 
impidan  el  ñn  del  matrimonio  en  la 
persona  con  quien  se  quiere  contraer. 

Art.  54.  Las  leyes  especiales  del 
ramo  determinarán  con  qué  personas 
militares,  ó  pertenecientes  á  los  cuer- 
pos militares,  no  podrá  contraerse  váli- 
damente matrimonio  sin  el  permiso 
por  escrito  de  su  regimiento,  cuerpo, 
ó,  en  general,  de  sus  superiores  (1). 

Art.  55.  No  tendrá  fuerza  legal  el 
consentimiento  para  el  matrimonio  si 
se  otorgó  por  temor  fundado.  Sojuzga- 
rá si  es  fundado  el  temor  por  la  grave- 
dad y  proximidad  del  peligro,  y  las  con- 
diciones físicas  y  morales  de  la  persona 
amenazada. 

Art.  56.  Tampoco  será  válido  el  con- 
sentimiento dado  por  persona  secues- 
trada, aún  no  restituida  á  la  libertad  (2). 

Art.  57.  El  error  sólo  hará  nulo  el 
consentimiento  cuando  recaiga  sobre 
la  persona  del  futuro  cónyuge. 

Art.  58.  Si  después  del  matrimonio 
hallare  el  marido  á  la  mujer  ya  fecun- 


(1)  La  principal  disposición  de  estas  leyes 
(Septiembre  1861  y  Junio  1868)  es  la  siguiente: 
es  ilícito  el  matrimonio  contraído  sin  el  consen- 
timiento de  la  autoridad  competente,  6  sea  del 
comandante  militar  autorizado  para  dar  este  con- 
sentimiento, cuyo  matrimonio  no  dará  nunca  á  la 
esposa  é  hijos  los  derechos  y  prerrogativas  de  que 
disfrutarían  en  otro  caso;  estar  con  el  marido  y 
padre,  ser  mantenidos  por  el  Erario  público,  etc. 

(2)  El  impedimento  de  que  se  trata  existe  aun 
eiiando  la  persona,  siendo  menor  de  edad,  sea  ro- 
bada con  el  consentimiento  de  su  legítimo  repre- 
sentante, pero  contra  su  propia  voluntad. 


dada  por  otro,  podrá  solicitar,  excep- 
tuando el  caso  consignado  en  el  artícu- 
lo 121,  que  sea  declarado  nulo  el  ma- 
trimonio. 

Art.  59.  No  obstarán  para  la  validez 
del  contrato  de  matrimonio  todos  los 
demás  errores  de  los  cónyuges,  como 
tampoco  las  esperanzas  fallidas  sobre 
supuestas  ó  sobre  pactadas  condi- 
ciones. 

Art.  60.  La  permanente  impotencia 
para  cumplir  con  el  deber  conyugal 
será  un  impedimento  para  el  matrimo- 
nio, si  existia  ya  al  tiempo  de  contraer- 
lo. La  impotencia  sólo  temporal  ó  so* 
brevenida  durante  el  matrimonio,  aun- 
que incurable,  no  puede  disolver  el 
vinculo  matrimonial  (1). 

Art.  61.  (Derogado.)  El  condenado 
por  crímenes  ó  delitos  graves  no  podrá 
contraer  válidamente  matrimonio  des- 
de el  día  en  que  se  le  notifique  la  senten- 
cia ni  mientras  dure  la  condena  (2). 

Art.  62.  El  hombre  sólo  puede  estar 
unido  al  mismo  tiempo  con  una  mujer, 
y  la  mujer  sólo  con  un  hombre.  El  que 
habiendo  contraído  un  matrimonio, 
quisiere  celebrar  otro,  deberá  probar 
plenamente  la  disolución  del  prime- 
ro (3). 


(1)  La  impotencia  á  que  se  refíere  este  artícu- 
lo no  debe  confundirse  con  la  esterilidad;  es  úni- 
camente la  imposibilidad  de  prestar  el  débito. 
Tampoco  debo  entrar  en  el  concepto  de  impoten- 
cia la  que  proceda  de  vejez  ni  la  del  enfermo  que 
contrae  matrimonio  in  articulo  mortia. 

(2)  Lo  dispuesto  en  este  artículo  ha  sido  de- 
rogado por  una  ley  de  15  de  Noviembre  de  186*7. 

(3)  La  prueba  de  la  disolución  entre  católicos 
consistirá  en  la  partida  de  defunción  firmada  y 
sellada  por  el  Párroco,  y  si  fuese  de  países  leja- 
nos, legalizada  la  firma  por  el  ordinario.  También 
puede  justificarse  con  otros  documentos  auténti- 
cos, y  hasta  por  medio  de  testigos  cuando  no  sea 
fácil  hacerlo  en  otra  forma.  Entre  no  católicos  y 
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Art.  63.  No  podrán  contraer  matri- 
monio válido  los  clérigos,  después  de 
recibidas  las  órdenes  mayores,  como 
tampoco  los  religiosos  de  ambos  sexos, 
después  de  haber  pronunciado  los  vo- 
tos solemnes  de  celibato  (1). 

Art.  64.  No  podrá  contraerse  matri- 
monio válido  entre  cristianos  y  perso- 
nas que  no  profesen  la  religión  cris- 
tiana (2). 

Art.  65.  Ora  preceda  la  consangui- 
nidad de  nacimiento  legítimo  ó  ilegíti- 
mo, no  podrá  contraerse  válidamente 
matrimonio  entre  ascendientes  y  des- 
cendientes, entre  hermanos  y  herma- 
nas germanos,  consanguíneos  ó  uteri- 
nos, entre  los  hijos  de  hermanos  ó 
hermanas,  ni  tampoco  con  hermanos 
y  con  hermanas  de  los  progenitores, 
esto  es,  con  el  tío  ó  con  la  tía,  tanto  de 
la  línea  materna  como  de  la  paterna  (3). 


judíos  habrá  de  probarse  la  disolución  por  divor- 
cio con  la  presentación  de  la  sentencia  judicial. 

(1)  Este  impedimento  se  reñere  sólo  á  los  ca- 
tólicos y  á  los  griegos  no  unidos.  Las  órdenes 
mayores  son  las  del  Episcopado,  las  de  Presbítero. 
Diácono  y  Subdiácono. 

(2)  En  cuanto  á  los  matrimonios  de  los  indivi- 
duos que  no  pertenecen  á  ninguna  de  las  iglesias 
ó  comuniones  religiosa  reconocidas  legalmente, 
se  rigen  por  la  ley  de  9  de  Abril  de  18*70,  que 
dice  así: 

«Artículo  1.°  Los  actos  que  las  leyes  imponen 
á  los  curas  respecto  de  los  matrimonios  y  al  modo 
de  llevar  los  libros  correspondientes,  deberán  ser 
ejecutados  por  el  jefe  civil  del  distrito;  y  en  las 
ciudades  que  tengan  un  estatuto  propio,  por  la 
autoridad  municipal  encargada  de  la  gestión  polí- 
tica, cuando  se  reñeran  á  una  persona  que  no  per- 
tenezca á  una  iglesia  ó  comunión  religiosa,  etc. 

>La  competencia  será  determinada  por  el  domi- 
cilio de  la  persona  de  que^se  trate.» 

(3)  Entre  los  comentaristas  de  este  Código  se 
discute  si  la  adopción  constituye  ó  no  un  impedi- 
mento para  el  matrimonio  entre  el  adoptante  y  el 
adoptado. 


Art.  66.  De  la  afinidad  nace  el  im- 
pedimento por  el  cual  no  puede  el  ma- 
rido contraer  matrimonio  con  los  con- 
sanguíneos de  su  mujer,  mencionados 
en  el  art.  65,  ni  la  mujer  con  los  del 
marido,  mencionados  en  el  mismo  ar- 
tículo. 

Art.  67.  No  será  válido  el  matrimo- 
nio entre  dos  personas  que  hayan  co- 
metido adulterio  entre  sí.  Pero  será 
necesario  que  se  pruebe  el  adulterio 
antes  de  la  celebración  del  matrimonio. 

Art.  68.  Si  dos  personas,  aunque  sin 
adulterio  anterior,  se  hubieren  prometi- 
do unirse  en  matrimonio  y  con  este 
objeto  hubieren  puesto  asechanzas, 
aunque  sea  sólo  por  una  de  las  partes, 
contra  la  vida  del  cónyuge  que  era  obs- 
táculo para  ello,  no  podrá  contraerse 
válidamente  matrimonio  entre  ellos, 
aun  cuando  no  se  haya  llevado  á  cabo 
el  homicidio  (1). 

Art.  69.  Requiérense  para  la  validez 
del  matrimonio  el  anuncio  y  declara- 
ción solemne  del  consentimiento. 

Art.  70.  Consiste  el  anuncio  en  la 
publicación  del  futuro  matrimonio,  en 
la  que  deberá  expresarse  el  nombre, 
apellido,  lugar  del  nacimiento,  condi- 
ción y  domicilio  de  ambos  esposos,  con 
la  advertencia  de  que  todo  el  que  co- 
nozca cualquier  impedimento  entre 
ellos  para  el  matrimonio,  deberá  mani- 
festarlo. Esta  manifestación  se  hará 
ante  el  Párroco  á  quien  corresponda 
unir  á  los  esposos  en  matrimonio,  ya 
directamente,  ya  por  medio  del  que 
haga  la  publicación. 

Art.  71.  Esta  deberá  hacerse  en  tres 
días  de  fiesta,  según  la  costumbre  de 


( 1 )    Los  comentaristas  de  este  Código  sostienen 
que  no  puede  considerarse  como  impedimento,  en 
el  caso  de  que  se  trata,  el  homicidio  ei^  rilla  ni 
I  el  duelo. 
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la  iglesia  parroquial  del  distrito,  y  si 
los  esposos  habitasen  en  diferentes  dis- 
tritos, en  la  iglesia  parroquial  del  dis- 
trito de  cada  uno  de  ellos.  La  publica- 
ción de  los  matrimonios  entre  cristia- 
nos no  católicos  deberá  hacerse,  no 
sólo  en  sus  reuniones  religiosas,  sino 
también  en  las  iglesias  parroquiales 
católicas  del  distrito  en  que  residan;  la 
de  los  matrimonios  entre  católicos  y 
cristianos  de  otras  sectas  deberá  hacer- 
se, tanto  en  la  iglesia  parroquial  de  la 
parte  católica  y  en  el  oratorio  de  la  no 
católica,  cuanto  en  la  iglesia  parroquial 
católica  en  cuyo  distrito  habite  la  par- 
te que  no  lo  sea. 

Art.  72,  Si  los  esposos  ó  uno  de  ellos 
no  llevare  todavía  seis  semanas  de  re- 
sidencia en  el  distrito  parroquial  donde 
debe  contraerse  el  matrimonio,  deberá 
hacerse  también  la  denuncia  en  el  lu- 
gar de  su  última  residencia,  donde  ha- 
yan vivido  por  un  tiempo  mayor  que 
el  aqui  determinado,  y  si  no  fuese  esto 
posible,  deberán  continuar  residiendo 
durante  seis  semanas  en  el  lugar 
donde  se  hallen,  para  que  sea  válida 
la  denuncia  que  en  él  se  haga. 

Art.  73.  Si  el  matrimonio  no  se  cele- 
brare dentro  de  los  seis  meses  después 
de  la  fecha  en  que  se  anunció,  deberán 
repetirse  las  tres  publicaciones. 

Art.  74.  Para  la  validez  de  éstas,  y 
para  la  del  matrimonio  dependiente  de 
ellas,  bastará  que  los  nombres  de  los 
esposos  y  el  futuro  matrimonio  se  ha- 
yan publicado  por  lo  menos  una  vez  en 
el  distrito  parroquial,  tanto  del  esposo 
como  de  la  esposa;  una  falta  ocurrida 
en  la  forma  ó  en  el  número  de  las  pu- 
blicaciones, no  invalidará  el  matrimo- 
nio. Esto  no  obstante,  para  que  tanto 
los  esposos  ó  sus  representantes,  como 
los  curas,  estén  obligados,  bajo  las  co- 
rrespondientes penas,  á  hacer  que  se 


hagan  en  debida  forma  las  publicacio- 
nes aquí  prescritas  (1). 

Art.  75.  La  solemne  declaración  del 
consentimiento  deberá  hacerse  ante  el 
cura  ordinario  del  esposo  y  de  la  espo- 
sa, aunque  por  la  diversidad  de  religión 
se  llame  Párroco,  Pastor  ó  de  otro  mo- 
do, ó  ante  el  sustituto  de  éste  en  pre- 
sencia de  dos  testigos  (2). 

Art.  76.  Podrá  también  hacerse  esta 
solemne  declaración  de  consentimiento 
para  el  matrimonio,  por  medio  de  apo- 
derado; pero  en  este  caso  deberá  obte- 
nerse el  asentimiento  del  Gobierno,  y 
en  el  poder  ó  mandato  deberá  indivi- 
dualizarse la  persona  con  quien  deba 
contraerse  el  matrimonio.  No  tendrá 
validez  el  matrimonio  contraído  sin 
este  poder  especial.  Si  el  poder  fuese 
revocado  antes  de  la  celebración  del  ma- 
trimonio, tampoco  tendrá  éste  validez, 
pero  el  mandante  será  responsable  de 
los  daños  que  resulten  de  su  revocación. 

Art.  77.  Si  fuere  á  contraer  matri- 
monio una  persona  católica  con  otra  no 
católica,  deberá  hacerse  la  declaración 
del  consentimiento  ante  el  Párroco  ca- 
tólico en  presencia  de  dos  testigos.  A 
instancia  de  la  parte  no  católica  pue^ 
de  comparecer  también  á  este  solem-» 
ne  acto  el  Pastor  no  católico  (3). 

(1)  En  cuanto  á  la  publicación  del  matriokó* 
nio  de  las  personas  que  no  pertenezcan  á  lad  cú* 
muniones  religiosas  admitidas  en  el  Estado,  dicd 
la  ley  de  9  de  Abril  de  1870,  que  tanto  en  la  publU 
cación  como  &  la  celebración  y  á  los  impedimen'' 
tos,  á  la  inscripción,  etc.,  debe  entender  la  auto- 
ridad política.  Véase  además  lo  dicho  en  la  nota 
anterior. 

(2)  Algunos  jurisconsultos,  ateniéndose  á  la 
letra  de  este  artículo,  dicen  que  basta  que  la  de^ 
claración  se  haga  en  ocasión  solemne  ante  el  cura 
y  dos  testigos,  aun  contra  la  voluntad  de  aquel 
y  de  éstos;  pero  otros  sostienen  lo  contrario. 

(8)  .  Este  artículo  ha  sido  derogado  por  la  ley 
de  31  de  Diciembre  de  1868  y  ha  sido  sustituido 
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Art.  78.  Si  los  esposos  no  presenta- 
ren el  testimonio  escrito  de  las  publi- 
caciones efectuadas  en  debida  forma; 
si  las  personas  indicadas  en  los  artícu- 
los 49,  50,  51,  52  y  54  no  presentaren  la 
prueba  de  haber  obtenido  el  necesario 
permiso  para  su  matrimonio;  si  aquella 
cuya  mayor  edad  no  se  manifiesta,  no 
pudiere  comprobarla  con  la  fe  de  bau- 
tismo ó  con  certificación  por  escrito,  ó 
se  presentare  cualquiera  otro  impedi- 
mento para  el  matrimonio,  le  estará 
prohibido  al  cura,  bajo  pena  grave, 
unir  á  los  esposos  hasta  que  sean  pre- 
sentados todos  los  testimonios  necesa- 
rios y  se  hayan  vencido  todas  las  difi- 
cultades. 

Art.  79.  Si  los  esposos  se  creyeren 
perjudicados  por  habérseles  denegado 
su  unión  en  matrimonio,  podrán  elevar 
su  queja  al  Gobernador,  y  cuando  no 
exista  éste,  á  la  delegación  provincial 
en  el  círculo  ó  distrito  (1). 

Art.  80.  Como  prueba  permanente  de 
la  celebración  del  contrato  de  matri- 
monio, están  obligados  los  Párrocos  á 
inscribirlo  de  su  puño  y  letra  en  el  re- 
gistro de  matrimonios,  especialmente 
destinado  á  esto.  Deberán  escribirse 
con  claridad   el    nombre   y   apellido, 


por  las  siguientes  diaposiciones:  «La  solemne  de- 
claración del  consentimiento  para  el  matrimonio 
entre  personas  que  pertenezcan  á  diversas  confe- 
siones cristianas  debe  hacerse  en  presencia  de  dos 
testigos,  ante  el  cura  de  uno  de  los  esposos  ó  ante 
un  sustituto....  siendo  siempre  libres  los  esposos 
de  pedir  la  .bendición  eclesiástica  de  su  matrimo- 
nio celebrado  ante  el  cura  de  uno  de  ellos,  al  cura 
del  otro.» 

(1)  Este  artículo  ha  sido  modificado  por  la  ley 
de  25  de  Mayo  de  1868,  estableciéndose  que,  en  el 
caso  de  que  se  trata,  los  esposos,  cualquiera  que 
sea  su  religión,  tienen  derecho  á  pedir  que  se 
proceda  á  la  publicación  por  la  autoridad  civil  y 
á  declarar  ante  la  misma  su  solemne  consenti- 
miento para  contraer  matrimonio. 


edad,  domicilio  y  condición  de  los  cón- 
yuges, con  la  aubtación  de  si  fuere  cé- 
libe ó  viudo;  el  nombre,  apellido  y  con- 
dición también  de  los  progenitores  y 
de  los  testigos,  y,  además,  la  fecha  del 
matrimonio  contraído;  y  por  último,  el 
nombre  también  del  cura  ante  el  cual 
se  haya  declarado  solemnemente  el 
consentimiento  é  indicarse  al  mismo 
tiempo  los  documentos  con  que  se  ha- 
yan orillado  las  dificultades  que  hu- 
bieren surgido. 

Art.  81.  Si  el  matrimonio  debiera  ce- 
lebrarse en  un  tercer  lugar  á  cuya  pa- 
rroquia no  pertenezca  ni  uno  ni  otro 
de  los  esposos,  el  cura  ordinario,  en  el 
acto  mismo  de  redactar  el  documento 
en  que  delega  á  otro  para  que  haga  sus 
veces,  está  obligado  á  anotar  esta  cir- 
cunstancia en  el  registro  de  matrimo- 
nios de  su  parroquia,  indicando  en  qué 
lugar  y  ante  qué  Párroco  debe  celebrar- 
se el  matrimonio. 

Art.  82.  El  cura  del  lugar  en  que  se 
efectúa  el  matrimonio  está  obligado  á 
inscribir  su  celebración  en  el  registro 
de  matrimonios  de  su  parroquia  con  la 
anotación  del  Párroco  por  quien  ha 
sido  delegado,  y  en  los  ocho  días  si- 
guientes á  la  celebración  del  matrimo- 
nio deberá  notificarlo  al  Párroco  cuya 
delegación  tuvo  (1). 

Art.  83.  La  dispensa  de  los  impedi- 
mentos para  el  matrimonio  podrá  soli- 
citarse del  Gobernador  por  graves  mo- 
tivos, el  cual,  según  las  circunstancias, 
se  pondrá  en  ulterior  correspondencia 
con  quien  proceda. 


(l)  Los  matrimonios  contraídos  por  personas 
que  no  profesen  una  de  las  religiones  admitidas 
por  el  Estado  y  los  demás  que  se  hayan  celebra- 
do ante  la  autoridad  civil,  deberán  inscribirse  en 
los  registros  de  ésta  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en 
el  art.  6.**  de  la  citada  ley  de  85  de  Mayo  de  1868. 
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Art.  84.  Antes  de  la  celebración  del 
matrimonio  deberá  solicitarse  por  di- 
chas partes  y  en  su  propio  nombre  esta 
dispensa  de  los  impedimentos.  Y  si 
después  de  celebrado  el  matrimonio 
se  manifestase  un  impedimento  antes 
ignorado,  pero  dispensable,  podrán  las 
partes  también,  por  medio  de  sus  curas 
y  sin  expresar  su  nombre,  recurrir  al 
Gobernador  para  la  dispensa. 

Art.  85.  En  los  lugares  donde  no  re- 
sida el  Gobernador  estarán  autoriza- 
das las  repectivas  delegaciones  provin- 
ciales para  dispensar,  por  motivos  gra- 
ves, la  segunda  y  tercera  publicación. 

Art.  86.  En  circunstancias  urgentes 
podrá  concederse  por  el  Gobernador  ó 
por  las  referidas  delegaciones  la  dis- 
pensa total  de  las  publicaciones  y  tam- 
bién por  la  superioridad  local  en  el 
caso  de  reconocido  peligro  de  la  vida, 
que  no  admita  demora.  Pero  los  espo- 
sos deberán  declarar  bajo  juramento 
no  tener  conocimiento  de  impedimento 
alguno  que  sea  obstáculo  para  el  ma- 
trimonio. 

Art.  87.  .Cuando  quieran  unirse  en 
matrimonio  dos  personas  que  ya  e  jtén 
haciendo  vida  marital,  deberá  conce* 
derse  también  la  dispensa  de  todas  las 
publicaciones,  después  que  hayan  pres- 
tado dicho  juramento.  La  dispensa,  en 
tal  caso,  podrá  solicitarse  del  Goberna- 
dor por  el  cura,  callando  los  nombres 
de  las  partes. 

Art.  88.  Si  fuere  concedida  la  dis- 
pensa de  un  impedimento  impediente 
que  existia  al  celebrarse  el  matrimo- 
nio, deberá  declararse  de  nuevo,  sin  re- 
petir la  publicación,  el  consentimiento 
ante  el  cura,  estando  presentes  dos  tes- 
tigos de  conflanza  y  debiendo  inscribirse 
este  solemne  acto  en  el  registro  de  ma- 
trimonios. Cumplidas  estas  prescrip- 
ciones, deberá  considerarse  dicho  ma- 


trimonio como  si  ya  en  su  origen  se 
hubiese  celebrado  válidamente. 

Art.  89.  Los  derechos  y  obligaciones 
de  los  cónyuges  nacen  del  fin  de  su 
unión,  de  las  leyes  y  de  las  convencio- 
nes establecidas.  Aquí  se  tratará  sola- 
mente de  los  derechos  de  las  personas 
de  los  cónyuges,  y  en  la  segunda  parte 
se  tratará  de  los  derechos  sobre  las 
cosas  resultantes  de  los  pactos  matri- 
moniales. 

Art.  90.  Incumbe  ante  todo  á  cada 
cónyuge  igual  obligación  respecto  del 
deber  conyugal,  de  la  fidelidad  y  del 
buen  trato  recíproco. 

Art.  91.  El  marido  es  el  jefe  de  la  fa^ 
milia,  y  como  tal  le  corresponde  prin- 
cipalmente el  derecho  de  dirigir  la  eco- 
nomía doméstica;  pero  tiene  igualmen- 
te el  deber  de  suministrar  á  la  mujer 
un  decente  sostenimiento  en  proporción 
á  sus  fuerzas,  y  representarla  en  todos 
los  casos. 

Art.  92.  La  mujer  toma  el  apellido 
del  marido  y  goza  de  los  derechos  de  la 
condición  de  éste.  Está  obligada  á  se- 
guir el  domicilio  del  marido,  á  ayudar- 
le según  sus  fuerzas  en  la  administra* 
ción  de  las  cosas  domésticas  y  á  las  ad- 
quiridas, y  cuando  el  buen  orden  de  la 
familia  lo  exija,  á  ejecutar  ella  misma 
las  disposiciones  dadas  por  él  y  hacer- 
las ejecutar  por  los  demás* 

Art.  93.  No  es  lícito  en  modo  algu- 
no que  los  cónyuges,  aunque  sea  por 
mutuo  consentimiento,  disuelvan  de 
propia  autoridad  la  unión  matrimonial, 
y  esto  tanto  si  pretenden  la  nulidad  y 
disolución  del  matrimonio,  como  si 
sólo  quieren  la  separación  de  Jecho  y 
de  mesa. 

Art.  94.  Para  la  nulidad  del  matrimo- 
nio á  que  se  oponga  alguno  de  los  impe- 
dimentos alegados  en  los  artículos  56, 
62,  63,  64,  65,  66,  67,  68,  75  y  119,  se  pro- 
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cederá  de  oficio.  En  todos  los  demás 
casos  deberá  esperarse  la  demanda  de 
los  que  se  encuentren  lesionados  en  sus 
derechos  con  motivo  del  matrimonio 
contraído,  no  obstante  existir  impedi- 
mento. 

Art.  95.  El  cónyuge  á  quien  era  co- 
nocido el  error  en  la  persona  6  el  temor 
manifestado  á  la  otra  parte,  asi  como 
aquel  que  no  pueda  por  sí  solo  contraer 
matrimonio  válidamente  por  encontrar- 
se en  alguno  de  los  casos  consignados 
en  los  artículos  49,  50,  51,  52,  y  54,  que 
hubiere  callado  tal  circunstancia  ó  fal- 
samente hubiere  alegado  tener  el  con- 
sentimiento necesario  para  esto,  no  po- 
drá impugnar  la  validez  del  matrimo- 
nio en  virtud  de  su  propio  hecho,  con- 
trario á  la  ley. 

Art.  96.  El  dertcho  de  pedir  la  de- 
claración de  nulidad  del  contrato  de 
matrimonio  compete  solamente,  á  la 
parte  inocente;  pero  ésta  perderá  dicho 
derecho  si  después  de  tener  conoci- 
miento del  impedimento  continuase 
haciendo  vida  marital.  El  matrimonio 
contraído  de  propia  autoridad  por  un 
menor  ó  por  persona  sujeta  á  tutor  ó 
curador,  sólo  podrá  ser  impugnado 
por  el  padre,  tutor  ó  curador  mien- 
tras dure  la  patria  potestad,  tutela  ó 
cúratela. 

Art.  97.  El  procedimiento  sobre  nu- 
lidad del  matrimonio  sólo  deberá  se- 
guirse ante  el  tribunal  provincial  del 
distrito  en  que  los  cónyuges  tengan 
habitualmente  su  domicilio.  El  tribu- 
nal deberá  encargar  al  Fiscal  ó  á  otra 
persona  inteligente  y  proba  la  investi- 
gación de  las  circunstancias  y  la  de- 
fensa de  la  validez  del  matrimonio  para 
averiguar  de  oficio  el  verdadero  estado 
de  la  cosa,  aun  en  el  caso  en  que  se 
hubiere  entablado  el  procedimiento  á 
instancia  de  una  de  las  partes. 


Art.  98.  Si  el  impedimento  fuese  dis- 
pensable,  el  tribunal  provincial  procu- 
rará hacerlo  mediante  las  disposicio- 
nes necesarias  para  la  unión  ó  inteli- 
gencia de  las  partes.  Si  no  pudiera 
conseguirlo,  el  tribunal  resolverá  sobre 
la  validez  del  matrimonio. 

Art.  99.  Estará  siempre  la  presun- 
ción en  favor  de  la  validez  del  matrimo- 
nio. El  impedimento  alegado  deberá 
probarse  plenamente  y  no  tendrá  fuer- 
za de  prueba  la  confesión  conteste  de 
ambos  cónyuges  ni  se  admitirá  acerca 
de  esto  su  juramento. 

Art.  100.  En  el  caso  especial  en  que 
se  afirme  una  anterior  y  permanente 
impotencia  para  el  débito  conyugal,  de* 
berá  hacerse  la  prueba  por  medio  de 
peritos,  es  decir,  de  médicos  y  ciruja* 
nos  expertos,  y  también  cuando  proce- 
da, de  parteras. 

Art.  101.  Cuando  no  pueda  decidirse 
con  certeza  si  la  impotencia  es  perma- 
nente ó  sólo  temporal,  los  cónyuges 
están  obligados  á  cohabitar  juntos  un 
año  más;  y  continuando  la  impotencia 
durante  este  tiempo,'^eberá  declararse 
nulg  el  matrimonio. 

Art.  102.  Si  del  procedimiento  rela- 
tivo á  la  validez  del  matrimonio  resul- 
tase que  á  uno  de  los  cónyuges  ó  á 
ambos  les  era  ya  conocido elimpedi- 
mento  y  se  hubiese  callado  á  sabiendas^ 
incurrirán  los  culpables  en  la  pena 
fijada  por  el  Código  paralas  faltas  gra* 
ves  de  policía.  La  parte  inocente  po- 
drá solicitar  resarcimiento  de  perjui- 
cios, y  deberá  atenderse  á  la  prole  na- 
cida de  tal  matrimonió,  según  los  prin- 
cipios establecidos  en  el  capítulo  de 
las  Obligaciones  de  los  progenitores. 

Art.  103.  La  separación  de  lecho  y 
mesa,  aun  cuando  ambos  cónyuges 
consientan  en  ella  y  estén  de  acuerdo 
sobre  las  condiciones  relativas  á  la  mis- 
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ma^  deberá  concederse  por  el  tribunal 
con  las  siguientes  precauciones. 

Art.  104.  Los  cónyuges,  ante  todo, 
deberán  manifestar  á  su  Párroco  la  re- 
solución tomada  de  separarse,  y  los 
motivos  que  á  ello  les  determinan.  Es , 
deber  del  Párroco  recordar  á  los  cónyu- 
ges las  recíprocas  promesas  solemne- 
mente hedías  al  unirse  en  matrimonio, 
^  inculcarles  enérgicamente  las  funes- 
tas consecuencias  de  la  separación.  Es- 
tas admoniciones  deberán  repetirse  en 
tres  diversas  ocasiones.  Si  no  fueren  efi- 
caces, el  Párroco  deberá  extender  á  las 
partes  el  testimonio  escrito  de  que,  he- 
chas tres  veces  á  las  mismas  inútilmen- 
te las  admoniciones,  persisten  en  el 
deseo  de  separarse. 

Art.  105.  Ambos  cónyuges  deberán 
presentar  al  Juez  ordinario  la  demanda 
de  separación,  acompañada  de  dicho 
testimonio.  El  Juez  deberá  citarlos  para 
que  comparezcan  en  persona,  y  si  ante 
él  confirmasen  estar  de  acuerdo  entres!, 
tanto  sobre  la  separación  como  sobre 
las  condiciones  relativas  á  los  bienes  y 
á  los  alimentos,  concederá,  sin  otra  in- 
vestigación, la  separación  pedida,  to- 
máindose  nota  de  ella  en  las  actas  judi- 
ciales. Si  hubiere  hijos,  es  deber  del 
Juez  proveer  respecto  de  ellos,  según 
las  reglas  establecidas  en  el  siguiente 
capitulo. 

Art.  106.  El  cónyuge  menor  ó  sujeto 
á  curador,  puede  también  por  si  solo 
consentir  en  la  separación,  pero  para 
las  convenciones  relativas  á  los  bienes 
y  á  los  alimeatos,  así  como  respecto  de 
las  disposiciones  concernientes  á  los 
hijos,  se  requiere  el  consentimiento  de 
las  personas  por  las  cuales  están  legal- 
mente  representadas,  asi  como  el  del 
Juez  pupilar. 

Art.  107.  Si  una  parte  no  quisiere 
consentir  en  la  reparación  y  tuviere  la 
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otra  legítimos  motivos  para  insistir  en 
ella,  deberán  también  en  este  caso  pre- 
ceder las  amistosas  admoniciones  del 
Párroco.  Sien  Jo  éstas  infructuosas  ó  ne- 
gándose la  parte  inculpada  á  compare- 
cer ante  el  Párroco,  deberá  presentarse 
la  demanda  acompañada  del  testimonio 
de  ésta  y  de  las  pruebas  necesarias  al 
Juez  ordinario,  que  estará  obligado  á 
proceder  de  oficio  y  á  dictar  el  fallo.  El 
Juez  podrá,  aun  antes  del  fallo,  conce- 
der para  habitación  un  lugar  conve- 
niente y  separado  á  la  parte  que  se  en- 
cuentre en  peligro. 

Art.  108.  Las  cuestiones  que  en  caso 
de  separación,  solicitada  sin  el  asenti- 
miento del  otro  cónyuge,  surjan  acerca 
de  la  división  de  los  bienes  ó  de  la  co- 
locación de  los  hijos,  se  tratarán  según 
las  disposiciones  establecidas  en  el  ar- 
tículo 117  para  el  caso  de  la  disolución 
del  matrimonio. 

Art.  109.  El  Juez  podrá  admitir  la  se- 
paración por  los  siguientes  graves  mo- 
tivos: si  la  parte  convenida  hubiese 
sido  declarada  reo  de  adulterio  ó  de 
cualquier  delito;  si  hubiese  abandonado 
maliciosamente  al  cónyuge  querellan- 
te ó  hubiese  observado  una  conducta 
desarreglada,  de  suerte  que  una  parte 
considerable  de  los  bienes  del  cónyuge 
querellante  ó  las  buenas  costumbres  de 
la  familia  estuvieren  en  peligro;  por 
asechanzas  peligrosas  y  urdidas  con- 
tra la  vida  ó  la  salud;  por  repetidos 
malos  tratos  graves,  según  la  condi- 
ción de  las  personas,  y  por  constantes 
enfermedades  contagiosas. 

Art.  110.  Los  cónyuges  separados 
son  dueños  de  unirse  de  nuevo;  pero  la 
reunión  deberá  notificarse  al  Juez  ordi- 
nario. Si  después  de  tal  reunión  quisie- 
sen los  cónyuges  separarse  de  nuevo, 
deberá  observarse  todo  lo  prescrito 
para  la  primera  separación. 
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Art.  111.  El  vínculo  de  matrimonio 
válidamente  contraído  entre  personas 
católicas,  no  se  disuelve  más  que  con 
la  muerte  de  uno  de  ellos.  Es  asimismo 
indisoluble  dicho  vínculo  si  sólo  una  de 
las  partes  profesaba  la  religión  católi- 
ca al  contraer  el  matrimonio. 

Art.  112.  El  mero  transcurso  del  tiem- 
po establecido  en  el  art.  24  para  la  de- 
claración de  muerte,  durante  el  cual 
esté  ausente  uno  de  los  cónyuges,  no 
da  al  otro  derecho  alguno  para  consi- 
derar como  disuelto  el  matrimonio  y 
celebrar  otras  bodas.  Pero  si  á  la  au- 
sencia se  unieren  tales  circunstancias 
que  hubiese  algún  fundamento  para 
creer  que  haya  ocurrido  la  muerte  del 
ausente,  podrá  promoverse,  ante  el 
tribunal  provincial  del  distrito  donde 
el  cónyuge  que  queda  tiene  su  domici- 
lio, la  demanda  para  que  sea  declarado 
judicialmente  muerto  el  ausente  y  di- 
sueltrfel  matrimonio  (1). 

Art.  113.  En  virtud  de  esta  demanda 
se  designará  un  curador  para  defender 
al  ausente  citándole  por  edicto,  que  se 
insertará  por  tres  veces  en  los  periódi- 
cos, y,  si  fuere  menester,  en  el  extranje- 
ro también,  para  que  comparezca  en  el 
término  de  un  año,  añadiendo  que  si 
en  este  tiempo  no  compareciere  el  au- 
sente ó  no  hace  que  llegue  á  conoci- 
miento del  tribunal  una  prueba  de  su 
ausencia,  procederá  dicho  tribunal  á 
la  declaración  de  muerte. 

Art.  114.  Transcurrido  infructuosa- 
mente dicho  término  por  renovación 


(1)  Si  los  cónyuges  no  son  católicos  y  uno  de 
ellos  se  convierte  al  catolicismo,  el  matrimonio 
continúa  siendo  disoluble  siempre  que  se  admita 
la  disolución  por  la  relig^ión  que  profesaban; 
pero  si  se  convirtieran  los  dos,  adquiriría  ya  la  in- 
disolubilidad que  tiene  según  esta  religión.  3i 
volvieran  &  abjurarla,  volvería  de  nuevo  el  matri- 
monio á  ser  disoluble.  Véase  el  art.  116. 
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de  instancia  de  parte  del  cónyuge  aban- 
donado, se  nombrará  al  Fiscal  ó  á  otra 
persona  inteligente  y  proba  para  la  de- 
fensa del  matrimonio,  y  terminado  el 
procedimiento,  se  decidirá  si  debe  ó  no 
'  concederse  la  demanda.  No  se  notifi- 
cará inmediatamente  la  concesión  á  la 
* 

partCi  sino  que  se  someterá  á  la  deci- 
sión suprema  del  Tribunal  Superior. 

Art.  115.    La  ley  permite  á  los  cris- 
tianos no  católicos,  con  arreglo  á  los 
principios  de  su  religión,  solicitar  por 
motivos  graves  la  disolución  del  matri- 
monio, siendo  tales  motivos  que  uno  de 
los  cónyuges  sea  reo  de  adulterio  ó  de 
un  delito  por  el  que  haya  sido  condena- 
do á  la  pena  de  cinco  anos  de  prisión 
por  lo  menos;  que  haya  abandonado 
maliciosamente  al  otro,  y  que  no  siendo 
conocida  su  residencia,  no  haya  com- 
parecido dentro  de  un  año  después  de 
la  citación  judicial  pública;  las   aso- 
chanzas  peligrosas  para  la  vida  ó  la 
salud;  los  repetidos  malos  tratos  gra- 
ves; aversión  invencible  por  la  cual 
ambos  cónyuges  pidan  la  disolución 
del  matrimonio.  Pero  en  este  último 
caso  no  se  concederá  la  disolución  si 
antes  no   se  hubiese  experimentado, 
según  las  circunstancias  y  reiterada- 
mente, la  separación  de  lecho  y  mesa. 
Por  lo  demás,  en  todos  los  casos  seña- 
lados se  procederá  según  las  reglas 
prescritas  para  la  investigación  y  para 
el  juicio  sobre  invalidación  del  matri- 
monio. 

Art.  116.  La  ley  permite  al  cónyuge 
no  católico  solicitar  por  los  motivos 
indicados  la  disolución  del  matrimonio 
aun  cuando  el  otro  cónyuge  se  haya 
convertido  á  la  religión  católica.  , 

Art.  117.  Si  con  motivo  de  la  disolu- 
ción del  matrimonio  surgieren  cuestio- 
nes que  se  refieran  á  cualquiera  otro 
pacto  estipulado,  á  la  separación  de 
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los  bienes,  á  la  manutención  de  los  hi- 
jos ó  á  otras  pretensiones  recíprocas, 
el  Juez  ordinario  deberá  siempre  procu- 
rar previamente  componer  á  las  partes 
por  vía  dé  transacciones.  Si  las  partes 
no  pudieran  llegar  á  una  transacción, 
el  Juez  las  remitirá  á  la  vía  ordinaria 
para  que  se  resuelvan  las  cuestiones 
con  arreglo  á  lo  previsto  en  el  capítulo 
de  las  capitulaciones  matrimoniales, 
asignando  entre  tanto  los  convenientes 
alimentos  á  la  mujer  y  á  los  hijos. 

Art.  118.  Si  los  cónyuges,  libres  del 
vínculo  matrimonial,  quisieran  unirse 
nuevamente,  deberá  considerarse  su 
reunión  como  nuevo  matrimonio  y  efec- 
tuarse con  todas  las  formalidades  pres- 
critas por  la  ley  para  la  celebración  de 
este  contrato. 

Art.  119.  Los  cónyuges  libres  del 
vínculo  matrimonial  son  dueños  tam- 
bién, en  general,  de  contraer  otro  ma- 
trimonio, pero  no  podrá  contraerse  vá- 
lidamente entre  éstos  y  aquellas  perso- 
nas que  de  las  pruebas  presentadas 
para  la  disolución  del  matrimonio  re- 
sulten por  adulterio,  por  instigaciones 
ó  por  cualquier  otro  medio  punible  que 
han  dado  motivo  á  la  disolución  (1). 

Art.  120.    Si  el  matrimonio  fuere  de 
clarado  nulo,  fuere  disuelto  ó  se  termi- 
nare por  la  muerte  del  marido,  no  po- 


(1)  Acerca  de  la  interpretación  que  debía 
darse  al  artículo  que  anotamoSj  cuando  se  celebra- 
se un  segundo  matrimonio  por  personas  divor- 
ciadas, se  resolvió  que  cuando  se  tratase  de  perso- 
nas no  católicas  podían  contraer  nuevo  matrimo- 
nio, salvo  los  casos  previstos  por  la  ley;  pero  que 
ningún  católico  podía  contraerlo  con  persona  no 
católica  divorciada  mientras  viva  el  otro  cónyuge; 
así  como  tampoco  podría  contraerlo  el  católico 
divorciado  de  persona  no  católica,  aunque  al 
tiempo  de  contraer  el  matrimonio  no  fuese  cató- 
lico él  mismo.  En  otra  decisión  posterior  se  dice 
enteramente  lo  contrario. 


drá  la  mujer  celebrar  otro,  si  estuviere 
en  cinta,  antes  del  parto,  y  si  hubiere 
duda  sobre  el  embarazo,  antes  de  que 
transcurran  seis  meses.  Pero  si  atetidi- 
das  las  circunstancias  ó  á  juicio  de  pe- 
ritos no  fuese  verosímil  el  embarazo, 
podrá  concederse,  transcurridos  tres 
meses,  la  dispensa  por  el  Gobernador 
en  las  ciudades  capitales,  y  en  el  resto 
de  la  provincia  por  las  autoridades  de 
distrito  (Delegados  regios). 

Art.  121.  La  infracción  de  esta  ley 
(artículo  120)  no  implica  por  sí  la  inva- 
lidación del  matrimonio,  pero  perderá 
la  mujer  las  ventajas  que  le  hubiere 
concedido  el  anterior  marido  por  las 
capitulaciones  matrimoniales,  por  pac- 
to de  sucesión,  por  acto  de  última  vo- 
luntad ó  por  convenio  hecho  con  oca- 
sión de  la  disolución  del  matrimonio;  y 
el  marido  con  quien  contrajere  ésta  el 
segundo  matrimonio,  perderá  el  dere- 
cho que  fuera  de  este  caso  le  corres- 
pondería en  virtud  del  art.  58,  de  pedir 
la  declaración  de  invalidación  del  ma- 
trimonio; y  además  ambos  cónyuges 
serán  castigados  en  forma  adecuada  á 
las  circunstancias.  Si  hubiere  prole  de 
este  matrimonio  y  fuere  por  lo  menos 
dudoso  si  ha  sido  engendrado  por  el 
marido  anterior,  se  le  nombrará  un  cu- 
rador para  sostener  sus  derechos. 

Art.  122.  Declarado  nulo  ó  disuelto 
un  matrimonio,  se  tomará  nota  de  ello 
en  el  registro  correspondiente  del  pun- 
to donde  se  hubiere  inscrito.  Con  este 
fin,  el  Juez  ante  quien  se  hubiere  trami- 
tado la  invalidación  ó  disolución  del 
matrimonio  deberá  dar  noticia  de  ello 
á  la  autoridad  encargada  de  velar  por 
la  regularidad  de  los  registros  dC'  ma- 
trimonios. 

Art.  123.  Para  los  matrimonios  de 
los  hebreos,  teniéndose  en  cuenta  su 
religión,  habrán  de  tenerse  presentes 
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las  siguientes  excepciones  á  las  reglas 
generalmente  prescritas  en  este  capí- 
tulo. 

Art.  124.  Para  contraer  matrimonio 
válido  deberán  los  esposos  obtener  el 
consentimiento  de  la  autoridad  del 
círculo  (Delegado  regio)  en  cuyo  dis- 
trito esté  la  principal  comunidad  he- 
brea, en  la  que  los  esposos  estuvieren 
adscritos  (1). 

Art.  125.  El  impedimento  por  coji- 
sanguinidad  entre  colaterales  no  se  ex- 
tiende para  los  hebreos  más  allá  del 
matrimonio  entre  hermanos  y  entre 
hermana  é  hijo  ó  nieto  de  su  hermano 
ó  hermana.  El  impedimento  por  afini- 
dad se  halla  circunscrito  á  las  siguien- 
tes personas:  después  de  la  disolución 
del  matrimonio,  no  podrá  el  marido  ca- 
sarse con  una  consanguínea  de  la  mu- 
jer en  línea  ascendente  ó  descendente, 
ni  con  la  hermana  de  su  mujer;  y  la 
mujer  no  podrá  unirse  en  matrimonio 
con  un  consanguíneo  en  linea  ascen- 
dente ó  descendente  de  su  marido,  ni 
con  el  hermano  de  su  marido,  ni  con  el 
hijo  ó  nieto  del  hermano  ó  hermana  del 
marido. 

Art.  126.  La  publicación  de  los  ma- 
trimonios de  los  hebreos  deberá  ha- 
cerse en  tres  subsiguientes  sábados  ó 
fiestas  en  la  sinagoga  ú  oratorio  co- 
mún, y  donde  no  la  hubiere,  se  efectua- 
rá por  la  autoridad  local  de  la  comu- 
nidad hebraica,  principal  ó  particular, 
donde  estén  adscritos  ambos  esposos, 
con  observancia  de  cuanto  en  los  ar- 
tículos 70  al  73  se  determina.  La  dispen- 
sa de  las  publicaciones  deberá  obtener- 


(1)  Este  artículo  ha  quedado  derogado  por 
una  orden  imperial  de  29  de  Noviembre  de  1859, 
en  que  se  dice  que  el  matrimonio  será  válido,  si 
bien  se  condenará  á  los  contraventores  á  una  pena 
determinada  en  el  Código  correspondiente. 


se  de  conformidad  con  cuanto  se  pres- 
cribe en  los  artículos  83  al  88. 

Art.  127.  Presentados  por  los  espo- 
sos los  documentos  necesarios,  se  cele- 
brará la  unión  matrimonial  por  el  ra- 
bino ó  maestro  de  religión  de  la  comu- 
nidad principal  de  uno  ó  de  otro  de  los 
esposos,  en  presencia  de  dos  testigos. 
El  rabino. ó  maestro  de  religión  podrá 
delegar  para  este  acto  al  rabino  ó 
maestro  de  religión  de  otra  comunidad. 

Art.  128.  Efectuada  la  unión  matri- 
monial, deberá  inscribirla  el  rabino  ó 
maestro  de  religión  en  la  lengua  del 
país,  en  el  registro  de  matrimonios,  con 
arreglo  á  las  prescripciones  de  los  ar- 
tículos 80  al  82;  los  documentos  nece- 
sarios presentados  por  los  esposos  de- 
berán señalarse  con  el  número  conse- 
cutivo á  aquel  con  que  estén  inscritos 
los  esposos  en  los  registros,  y  se  uni- 
rán á  éstos,  cosiéndolos. 

Art.  129.  'No  será  válido  el  matrimo- 
nio de  los  hebreos  contraído  sin  obser- 
var las  prescripciones  de  la  ley. 

Art.  130.  Serán  castigados  con  arre- 
glo al  art.  252  de  la  segunda  parte  del 
Código  penal,  los  esposos,  los  rabinos  y 
maestros  de  religión  que  falten  á  estas 
disposiciones,  y  los  que  sin  legítima 

ddegación  unan  en  matrimonio  á  los 

■ 

esposos. 

Art.  131.  Los  rabinos  ó  maestros  de 
religión  que  no  lleven  los  registros  de 
matrimonios  «n  la  forma  prescrita,  se- 
rán castigados  con  una  pena  pecu- 
niaria ó  corporal  proporcionada,  pri- 
vados de  su  oficio  y  declarados  para 
siempre  incapacitados  para  ejercerlo. 

Art.  132.  Para  la  separación  de  le- 
cho y  mesa  se  observarán  también  res- 
pecto de  los  cónyuges  hebreos  las  pres- 
cripciones generales,  y  por  ellas  de- 
berán asimismo  dirigirse  el  rabino  ó 
maestro  de  religión,  que  deberá  atener- 
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se  á  cuanto  se  determina  en  los  artícu- 
los 104  al  110. 

Art.  133.  El  matrimonio  de  los  he- 
breos válidamente  contraído  podrá  di- 
solverse por  recíproco  y  libre  consenti- 
miento mediante  el  libelo  de  repudio 
que  da  el  marido  á  la  mujer,  pero  con 
este  objeto  deberán  presentarse  los  cón- 
yuges ante  el  rabino  ó  maestro  de  re- 
ligión, á  quien  corresponde  procurar  la 
reconciliación  con  las  más  enérgicas 
amonestaciones,  y  sólo  en  el  caso  de 
que  éstas  sean  inútiles,  les  extenderá 
un  testimonio  escrito  de  que  ha  cum- 
plido con  su  misión,  pero  que,  no  obs- 
tante todos  sus  esfuerzas,  no  ha  podido 
conseguir  que  las  partes  cambien  de 
resolución. 

Art.  134.  Con  este  testimonio  se  pre- 
sentarán ambos  cónyuges  al  tribunal 
del  distrito  donde  tengan  su  domicilio. 
Si  á  este  tribunal  le  parecieran,  por  las 
circunstancias,  que  no  se  ha  perdido 
todavía  toda  esperanza  de  reconcilia- 
ción, no  concederá  en  seguida  el  divor- 
cio, sino  que  aplazará  la  comparecen- 
cia de  los  cónyuges  para  dentro  de  uno 
ó  dos  meses.  Y  sólo  en  el  caso  de  que 
sea  también  infructuosa  esta  tentativa 
ó  cuando  desde  el  principio  no  hubiere 
esperanza  alguna  de  reconciliación, 
concederá  el  tribunal  que  el  marido  dé 
á  la  mujer  libelo  de  repfcidio,  y  si  am- 
bas partes  declarasen  de  nuevo  ante 
el  mismo  tribunal  dar  y  aceptar  por 
libre  consentimiento  el  libelo  de  repu- 
dio, deberá  considerarse  dicho  libelo 
válido  en  derecho,  y,  en  su  virtud,  di- 
suelto el  matrimonio. 

Art.  135.  Si  se  probare  que  la  mujer 
ha  cometido  adulterio,  tendrá  el  mari- 
do el  derecho  de  repudiarla  mediante 
el  libelo,  aun  cuando  ella  se  oponga. 
La  petición  de  disolución  de  matrimo- 
nio se  presentará  al  tribunal  del  distri- 


to en  el  que  los  cónyuges  tengan  su 
domicilio  habitual,  y  se  procederácomo 
en  cualquier  otro  litigio. 

Art.  136.  No  se  disolverá  el  matri- 
monio por  la  mera  conversión  de  un 
cónyuge  hebreo  á  la  religión  cristiana, 
pero  podrá  disolverse  por  los  motivos 
determinados  en  los  anteriores  artícu- 
los (133  al  135). 

CAPÍTULO  III.— -DE  LOS    DERECHOS    EN- 
TRE LOS  PROGENITORES  Y  LA  PROLE 

Art.  137.  Si  hubiere  hijos  del  matri- 
monio comenzará  una  nueva  relación 
legal,  de  la  que  se  derivan  los  derechos 
y  obligaciones  entre  los  progenitores  y 
los  hijos  legítimos. 

Art.  138.  Se  presumirán  legítimos 
los  hijos  que  nazcan  de  la  mujer  desde 
el  séptimo  mes  después  de  la  celebra- 
ción del  matrimonio  ó  dentro  el  déci- 
mo, después  de  la  muerte  del  marido  ó 
de  la  plena  disolución  del  vínculo  ma- 
trimonial. 

Art.  139.  Los  progenitores  están 
obligados,  en  general,  á  educar  á  sus 
hijos  legítimos;  es  decir,  á  tener  cuida- 
do de  su  vida  y  salud,  á  suministrarles 
los  alimentos  y  dení)ás  cosas  necesa- 
rias con  arreglo  á  su  posición,  á  des- 
arrollar sus  fuerzas  intelectuales  y  cor- 
porales y  á  echar  el  fundamento  de  su 
futura  prosperidad,  instruyéndolos  en 
la  religión  y  en  los  conocimientos 
útiles. 

Art.  140.  Las  leyes  políticas  deter- 
minarán en  qué  religión  habrán  de 
educarse  los  hijos  de  progenitores  que 
no  profesen  una  misma,  y  á  qué  edad 
podrán  abrazar  una  diferente  de  la  en 
que  fueron  educados. 

Art.  141.  El  padre  está  principal- 
mente obligado  á  mantener  á  los  hijos 
mientras  éstos  no  puedan  atender  por 
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SÍ  mismos  á  su  propia  subsistencia.  El 
cuidado  del  cuerpo  y  de  la  salud  incum- 
be principalmente  á  la  madre. 

Art.  142.  Si  los  cónyuges  llegan  á 
separarse  ó  á  quedar  libres  del  vinculo 
matrimonial  y  no  se  avinieren  respecto 
de  cuál  de  ellos  debef  á  cuidar  de  la  edu- 
cación de  los  hijos,  el  tribunal,  sin  de- 
jar lugar  á  cuestiones  litigiosas,  dis- 
pondrá que  sean  encargados  á  los  cui- 
dados de  la  madre,  y  por  ella  educados, 
los  hijos  varones  hasta  la  edad  de  cua- 
tro años  cumplidos,  y  las  hembras  has- 
ta la  de  siete,  igualmente  cumplidos,  á 
no  ser  que  graves  motivos  resultantes 
principalmente  de  la  causa  que  diere 
lugar  á  la  separación  de  lecho  y  mesa 
ó  á  la  disolución  del  matrimonio  re- 
quieran otra  cosa.  Los  gastos  de  educa- 
ción estarán  á  cargo  del  padre  (1). 

Art.  143.  Si  el  padre  careciese  de 
medios,  la  madre,  antes  que  cualquiera 
otro,  mantendrá  á  los  hijos,  asi  como 
también  deberá  cuidar  de  la  educación 
de  los  mismos  cuando  el  padre  haya 
muerto.  En  el  caso  en  que  la  madre 
haya  dejado  de  existir  ó  no  tenga  los 
medios  necesarios,  corresponderá  esta 
obligación  á  los  ascendientes  paternos, 
y  á  falta  de  éstos,  á  los  maternos. 

Art.  144.  Los  padres  tienen  el  dere- 
cho de  dirigir,  de  común  acuerdo,  la 
conducta  de  sus  hijos,  y  éstos  deben 
respeto  y  obediencia  á  los  padres. 

Art.  145.  Tienen  además  derecho  los 
progenitores  á  buscar  á  los  hijos  que 
se  pierdan;  á  hacérselos  restituir  si  se 
marchasen;  á  volverlos  á  presentar, 
con  ayuda  de  los  tribunales,  si  fuesen 
prófugos;  y  por  último,  á  castigarlos, 

(1)  Debe  tenerse  en  cuanta  que  las  convencio- 
nes á  que  se  re6ere  este  artículo  no  podrán  en 
modo  alguno  perjudicar  los  derechos  que  se  con- 
fieren á  los  hijos  en  los  artículos  105,  IH  y  198. 


no  siendo  de  un  modo  excesivo  ni  da- 
ñoso para  su  salud,  si  tuviesen  malas 
costumbres  ó  si  fueren  desobedientes 
ó  perturbadores  del  orden  y  de  la  paz 
doméstica. 

Art.  146.  Los  hijos  llevarán  el  ape- 
llido del  padre,  y  participarán  de  todos 
los  demás  derechos  de  familia  y  de  la 
condición  del  mismo  padre,  que  no  sean 
meramente  personales. 

Art.  147.  Los  derechos  que  princi- 
palmente corresponden  al  padre,  como 
jefe  de  la  familia,  constituyen  la  patria 
potestad. 

Art.  148.  Mientras  los  hijos  no  ha- 
yan llegado  álst  pubertad,  podrá  el  pa- 
dre educarlos  en  aquel  género  de  vida 
que  crea  serles  conveniente,  pero  lle- 
gados á  la  pubertad,  si  hubiesen  mani- 
festado inútilmente  al  padre  su  deseo 
por  un  género  de  vida  diferente,  más 
adecuado  á  sus  inclinaciones  y  capaci- 
dades, podrán  dirigirse  al  tribunal  or- 
dinario, que  decidirá  de  oficio,  teniendo 
en  cuenta  la  condición,  la  facultad  y  las 
observaciones  del  padre. 

Art.  149.  Todo  lo  que  adquieran  los 
lujos  de  cualquier  modo  legítimo  será 
de  su  propiedad,  pero  mientras  estén 
bajo  la  patria  potestad,  tendrá  el  padre 
su  administración.  Sólo  en  el  caso  en 
f[ue  el  padre  esté  incapacitado  para  la 
administración íó  sea  excluido  de  ella 
por  las  personas  de  quienes  provengan 
los  bienes  de  los  hijos,  nombrará  el  tri- 
l)unal  otro  administrador. 

Art.  150.  Con  las  rentas  del  patrimo- 
nio del  hijo,  cuando  basten,  habrán  de 
costearse  los  gastos  de  educación.  Si 
hubiere  sobrante  se  colocará  á  interés 
y  se  rendirá  cuenta  de  él  todos  los  años; 
y  sólo  en  el  caso  de  que  este  sobrante 
sea  de  poca  importancia,  podrá  eximir- 
se al  padre  de  la  rendición  de  cuentas 
y  dejarlo  á  la  libre  disposición  de  éste. 
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Aun  en  el  caso  en  que  por  voluntad  de 
la  persona  de  quien  provengan  los  bie- 
nes de  los  hijos  se  haya  reservado  al 
padre  el  usufructo,  quedarán  siempre 
afectas  las  rentas  a]  sostenimiento  de 
Jo§  hijos,  adecuado  á  su  condición,  y 
no  podrán  embargarse  en  perjuicio 
suyo  por  los  acreedores  del  padre. 

Art.  151.  Los  hijos,  aun  los  meno- 
res de  edad,  pero  que  no  estén  mante- 
nidos por  sus  progenitores,  podrán  dis- 
poner libremente  de  todo  lo  que  adquie- 
ran por  su  propia  industria,  y  cuando 
lleguen  á  la  pubertad,  de  aquellas  co- 
sas que  se  les  haya  dado  para  su  uso. 

Art.  152.  Los  hijos  que  están  bajo 
la  patria  potestad  no  podrán  obligarse 
válidamente  sin  consentimiento  expre- 
so ó  tácito  por  lo  menos  del  padre. 
Será  aplicable ,  por  regla  general ,  á 
esta  obligación  cuanto  se  prescribe  en 
el  capítulo  siguiente  acerca  de  los  ac- 
tos obligatorios  de  los  menores  sujetos 
á  tutela.  El  padre  deberá,  además,  re- 
presentar en  todos  los  actos  á  sus  hijos 
menores. 

Art.  153.  Las  prescripciones  que  de- 
ben observarse  para  que  sea  válido  el 
matrimonio  de  un  menor  quedan  esta- 
blecidas en  el  capítulo  anterior,  artícu- 
lo 49  y  siguientes. 

Art.  154.  Por  los  gastos  costeados 
por  la  educación  de  los  hijos  no  ten- 
drán los  progenitores  derecho  alguno 
sobre  los  bienes  de  los  hijos,  adquiri- 
dos con  posterioridad;  pero  si  los  pro- 
genitores estuviesen  reducidos  á  la  in- 
digencia ,  deberán  los  hijos  suminis- 
trarles los  alimentos  convenientes  (1). 


(IJ  Por  indigencia  debe  entenderse,  según  los 
comentaristas  de  este  Código,  no  la  absoluta 
miseria,  sino  la  falta  de  medios  para  sostenerse 
con  decencia,  segi^n  la  posición  del  individuo; 


Art.  155.  Los  hijos  ilegítimos  no  go- 
zarán de  los  mismos  derechos  que  los 
legítimos.  Tendrá  lugar  la  presunción 
legal  de  ilegitimidad  respecto  de  aque- 
llos hijos  que  hayan  nacido  de  una  mu- 
jer antes  ó  después  del  término  legal 
establecido  en  el  art.  138,  teniendo  en 
cuenta  el  tiempo  de  la  celebración  ó 
disolución  del  matrimopio. 

Art.  156.  Esta  .presunción  de  dere- 
cho respecto  del  parto  anterior  al  tiem- 
po establecido  sólo  tendrá  lugar  cuan- 
do el  marido,  que  ignoraba  antes  del 
matrimonio  el  embarazo  de  su  esposa, 
impugne  en  juicio  su  paternidad,  á  más 
tardar  dentro  de  los  tres  meses  desde 
que  tuvo  noticia  del  nacimiento  de  la 
prole. 

Art.  157.  Si  el  marido,  dentro  de  este 
término ,  impugnase  judicialmente  la 
legitimidad  del  parto  anterior  ó  poste- 
rior al  tiempo  establecido,  sólo  podrá 
probarse  ésta  por  medio  de  peritos, 
quienes  después  de  un  detenido  exa- 
men de  la  constitución  del  niño  y  de  la 
madre,  indicarán  claramente  la  causa 
dé  semejante  extraordinario  accidente. 

Art.  158.  El  marido  que  sostenga 
que  no  es  padre  del  niño  nacido  de  su 
mujer  en  el  término  legal,  deberá  im- 
pugnar su  legitimidad,  á  más  tardar 
dentro  de  los  tres  meses  desde  que  tuvo 
noticia  del  nacimiento,  y  en  concurso 
con  un  curador,  que  se  nombrará  para 
la  defensa  de  la  legitimidad  de  los  na- 
cidos, demostrar  la  imposibilidad  de 
que  el  niño  liaya  sido  concebido  por 
obra  suya.  No  tendrán  valor  por  sí 
solos  para  privar  á  la  prole  de  los  dere- 
chos de  legitimidad,  ni  el  adulterio  co- 


pues  de  otro  modo  estaría  mejor  en  este  caso  el 
que  fuese  un  mendigo,  que  aquel  que  poseyese 
medios  para  no  morirse  de  hsmnbre. 


-V'frn^ 
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metido  por  la  madre,  ni  el  que  ésta 
sostenga  que  el  hijo  es  ilegitimo. 

Art.  159-  Cuando  el  marido  haya 
muerto  antes  que  se  haya  cumplido  el 
término  que  se  le  concede  para  impug- 
nar la  legitimidad  de  la  prole,  los  here- 
deros para  quienes  pudiera  resultar  un 
perjuicio  en  sus  derechos  serán  admi- 
tidos á  impugnarla  por  el  motivo  ale- 
gado, dentro  de  los  tres  meses  siguien- 
tes ár  la  muerte  del  marido. 

Art.  160.  Los  hijos  nacidos  de  ma- 
trimonio nulo,  pero  no  de  tal  suerte  que 
tenga  alguno  de  los  impedimentos  de- 
terminados en  los  artículos  62  al  64,  de- 
berán considerarse  legítimos  si  se  hu- 
biera salvado  en  seguida  el  impedimen- 
to 6  si  para  uno  ú  otro  de  los  cónyuges 
militase  al  menos  una  ignorancia  excu- 
sable del  mismo  impedimento.  Sin  em- 
bargo, en  este  segundo  caso,  los  hijos 
nacidos  de  tal  matrimonio  serán  ex- 
cluidos de  la  adquisición  de  aquellos 
bienes  que  por  las  disposiciones  de  fa- 
milia estén  reservados  especialmente 
á  los  descendientes  legítimos. 

Art.  161.  Los  hijos  habidos  fuera  de 
matrimonio,  que  hayan  entrado  en  la 
familia  por  medio  de  subsiguiente  ma- 
trimonio de  sus  progenitores,  así  como 
sus  descendientes,  serán  clasificados 
entre  los  hijos  legitimes.  Pero  no  po- 
drán éstos  contender  con  los  hijos  legí- 
timos habidos  en  otro  matrimonio  que 
haya  subsistido  en  el  tiempo  interme- 
dio, ni  sobre  el  derecho  de  primogeni- 
tura,  ni  sóbrelos  demás  derechos  ad- 
quiridos ya  por  los  mismos. 

Art.  162.  La  ilegitimidad  no  perju- 
dicará la  estimación  civil  de  la  prole  ni 
su  subsistencia  ó  mejoramiento  de  su 
suerte,  y  no  deberá  alegarse  á  este  ob- 
jeto la  existencia  de  un  rescripto  espe- 
cial del  Soberano  que  la  declare  legíti- 
ma. Sólo  podrán  los  progenitores  invo- 


car este  rescripto  cuando  quieran  ad- 
mitirla como  la  prole  legitima  en  las 
prerrogativas  de  su  condición  ó  al  de- 
recho sobre  aquellos  bienes  que  libre- 
mente pueden  transmitir  á*los  herede- 
ros. Este  rescripto  no  producirá  T>in- 
gún  efecto  respecto  de  los  demás  miem- 
bros de  la  familia. 

Art.  163.  Se  presumirá  que  ha  en- 
gendrado la  prole  el  que  sea  convicto 
en  la  forma  prescrita  en  la  ley  de  Pro- 
cedimiento civil,  de  haber  tenido  co- 
mercio con  la  madre  de  la  prole  por  un 
espacio  de  tiempo,  á  contar  desde  el 
cual  hasta  el  parto  no  haya  transcurri- 
do ni  menos  de  seis  meses  ni  más  de 
diez,  así  como  el  que  lo  confiese,  aun- 
que sea  extrajudicialmente. 

Art.  164.  La  inscripción  del  nombre 
del  padre  en  los  registros  de  los  bauti- 
zados ó  de  los  nacidos,  mandada  hacer 
por  la  madre,  sólo  hace  prueba  plena 
en  el  caso  de  que  sea  efectuada  con 
arreglo  á  lo  prescrito  por  la  ley  con  el 
asentimiento  del  padre  y  sea  confirma- 
do dicho  asentimiento  por  el  testimonio 
del  cura  y  del  padrino,  que  deben  de- 
clarar, además,  que  conocen  personal- 
mente al  padre. 

Art.  165.  Los  hijos  ilegítimos  no  go- 
zarán generalmente  de  los  derechos  de 
familia  y  de  consanguinidad  y  no  po- 
drán aspirar  al  apellido  del  padre,  ni  á 
la  nobleza,  ni  á  las  armas  de  familia, 
ni  á  otras  prerrogativas  de  los  proge- 
nitores, tomando  sólo  el  apellido  de  la 
madre. 

Art.  166.  Pero  los  hijos  ilegítimos 
tienen  el  derecho  de  exigir  de  los  pro- 
genitores alimentos,  educación  y  colo- 
cación proporcionados  á  su  condición. 
Los  derechos  de  los  progenitores  so- 
bre los  hijos  ilegítimos  se  extienden  á 
todo  lo  que  requiere  la  educación:  pero 
estos  hijos  ilegítimos  no  están  propia- 
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mente  sujetos  á  la  patria  potestad  de 
quien  los  haya  engendrado,  sino  que 
serán  asesorados  y  representados  por 
un  tutor. 

Art.  167.    El  padre   está  principal- 
mente obligado  al  sostenimiento  de  la 
prole  ilegítima,  pero  cuando  no  tenga 
los  medios   para   ello,    corresponderá  i 
dicha  obligación  á  la  madre.  | 

Art.  168.  Mientras  la  madre  pueda 
y  quiera  educar  por  sí  misma  á  sus  hi- 
jos ilegítimos  de  un  modo  conveniente 
para  su  futuro  destino,  no  podrá  quitár- 
selos el  padre  y,  no  obstante,  estará 
obligado  á  atender  á  los  gastos  corres- 
pondientes. 

Art.  169.  Si  la  educación  de  la  ma- 
dre pusiere  en  peligro  el  bienestar  de 
la  prole,  el  padre  deberá  separarla  de 
la  madre  y  colocarla  cerca  de  sí  ó  en 
otro  lugar  seguro  y  conveniente. 

Art.  170.  Los  progenitores  podrán 
acordar  entre  sí  lo  conveniente  respec- 
to del  mantenimiento,  educación  y  co- 
locación de  la  prole  ilegítima.  Pero  es- 
tos convenios  no  podrán  perjudicar  los 
derechos  de  la  misma  prole. 

Art.  171.  La  obligación  de  alimentar 
y  colocar  á  los  hijos  ilegítimos  pasa, 
como  otra  deuda  cualquiera,  á  los  he- 
rederos de  los  progenitores. 

Art.  172.  Cesará  la  patria  potestad 
inmediatamente  después  de  la  mayor 
edad  de  lo«5  hijos,  á  no  ser  que,  á  ins- 
tancias del  padre,  haya  concedido  el 
Juez,  por  justos  motivos,  y  puesto  en 
conocimiento  del  público  la  continua- 
ción de  aquéllos  en  el  mismo  estado. 

Art.  173.  Son  causas  legítimas  para 
solicitar  del  Juez  la  continuación  de  la 
patria  potestad:  la  de  que  los  hijos, 
aunque  mayores  de  edad,  no  puedan, 
por  defecto  físico  ó  mental,  mantenerse 
por  sí  y  atender  á  sus  propias  cosas; 
la  de  que  durante  la  menor  edad  hubie- 


sen contraído  deudas  importantes  ó 
se  hubiesen  hecho  culpables  de  extra- 
víos tales,  que  convenga  tenerlos  más 
tiempo  bajo  la  estrecha  vigilancia  del 
padre. 

Art.  174.  Los  hijos  pueden  ser  eman- 
cipados de  la  patria  potestad  aun  an- 
tes de  haber  cumplido  los  veinticuatro 
años,  si  el  padre,  con  la  aprobación  del 
Juez,  los  emancipare  expresamente  ó 
confiare  al  hijo  llegado  á  la  edad  do 
veintiún  años  la  dirección  de  una  pro- 
pia economía. 

Art.  175.  La  hija  menor,  al  casarse, 
si  bien  pasa,  respecto  de  su  persona, 
bajo  la  potestad  del  marido  (artícu- 
los 91  y  92),  conserva,  sin  embargo,  su 
padre,  en  cuanto  á  los  bienes,  los  dere- 
chos y  obligaciones  de  curador  hasta 
que  sea  ella  mayor  de  edad.  Si  muriese 
el  marido  durante  dicha  menor  edad, 
volverá  bajo  la  potestad  del  padre. 

Art.  176.  Si  el  padre  perdiere  el  uso 
de  la  razón;  si  fuere  declarado  pródigo; 
si  fuere  condenado  por  delito  á  prisión 
por  más  de  un  año;  si  hubiere  emigra- 
do por  su  gusto  ó  estuviere  ausente  por 
más  de  un  año  sin  haber  dado  á  cono- 
cer el  punto  en  que  reside,  quedará  en 
suspenso  en  todos  estos  casos  la  patria 
potestad,  y  se  nombrará  un  tutor  para 
los  hijos.  Cesando  estos  impedimentos, 
volverá  á  entrar  el  padre  en  el  ejercicio 
de  sus  derechos. 

Art.  177.  Perderán  para  siempre  la 
patria  potestad  aquellos  padres  que 
desatiendan  por  completo  el  manteni- 
miento y  educación  de  sus  hijos. 

Art.  178.  Si  abusare  el  padre  de  la 
patria  potestad,  hasta  el  punto  de  que 
los  hijos  resulten  perjudicados  en  sus 
derechos,  ú  omitiere  el  cumplir  los  de 
beres  inherentes  á  ella,  no  sólo  los  mis- 
mos hijos,  sino  quien  quiera  que  ten- 
ga conocimiento  de  ello,  y  especialmen- 
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te  los  parientes  cercanos,  podrán  im- 
petrar el  auxilio  del  Juez,  que  deberá 
t  oirar  nota  del  objetode  la  querella  y 
dictar  las  providencias  adecuadas  á  las 
circunstancias. 

Art.  179.  Podrá  adoptar  todo  aquel 
que  no  hubiere  hecho  voto  solemne  de 
celibato  y  no  tuviere  hijos  legítimos 
propios.  El  adoptante  se  llamará  padre 
ó  madre  adoptiva,  y  el  adoptado  hijo 
adoptivo. 

Art.  180.  Los  adoptantes  deberán 
haber  cumplido  la  edad  de  cincuenta 
años,  y  los  hijos  adoptivos  deberán  te- 
ner por  lo  menos  dieciocho  años  menos 
que  los  adoptantes. 

Art.  181.  No  podrá  hacerse  la  adop- 
ción de  un  menor  sin  el  consentimiento 
de  su  padre  legítimo,  y,  á  falta  del  pa- 
dre, sin  el  de  la  madre,  del  tutor  y  del 
Juez.  Aun  en  el  caso  de  que  el  hijo  sea 
mayor  de  edad,  viviendo  todavía  su  pa- 
dre se  requerirá  el  asentimiento  de 
éste.  Si  se  negare  el  consentimiento  sin 
suficientes  motivos,  podrá  recurrirse 
al  Juez  ordinario.  La  adopción  efectua- 
da con  el  correspondiente  consentimien- 
to se  someterá  al  Gobierno  para  su  con- 
firmación, y  al  tribunal  competente,  así 
de  los  adoptantes  como  del  adoptado, 
para  que  sea  anotada  en  los  registros 
judiciales. 

Art.  182.  Es  un  efecto  legal  esencial 
de  la  adopción  que  la  persona  adoptada 
tome  el  nombre  del  padre  adoptivo  ó  el 
apellido  de  la  madre  adoptiva,  conser- 
vando, sin  embargo,  el  suyo  propio, 
así  como  la  nobleza  que  le  fuese  propia. 
Si  los  progenitores  deseasen  hacer  pa- 
sar su  nobleza  y  armas  de  familia  á  la 
prole  adoptiva,  será  necesario  solicitar 
consentimiento  del  Soberano. 

Art.  183.  Entre  el  adoptante  y  el  hijo 
adoptivo  y  sus  descendientes  subsisti- 
rán, cuando  la  ley  no  haga  excepción, 


I  iguales  derechos  que  entre  progenito- 
res y  los  hijos  legítimos.  El  padre  adop- 
tivo asumirá  la  patria  potestad.  La  re- 
lación que  subsiste  entre  el  adoptante 
y  el  hijo  adoptivo  no  influye  en  los  de- 
más individuos  de  la  familia  del  adop- 
tante, pero  el  hijo  adoptivo  tampoco 
pierde  los  derechos  de  su  propia  fa- 
milia. 

Art.  184.  Podrán  determinarse  de 
otro  modo  los  derechos  entre  adoptan- 
tes y  adoptados,  mediante  convenios, 
con  tal  que  no  se  altere  el  efecto  esen- 
cial de  la  adopción,  establecido  en  el 
artículo  182,  y  no  se  perjudiquen  los  de- 
rechos de  tercero. 

Art.  185.  Las  relaciones  legales  en- 
tre el  adoptante  y  el  hijo  adoptivo, 
mientras  sea  éste  menor  de  edad,  no 
pueden  desaparecer  sin  el  consenti- 
miento de  quien  legalmente  represente 
al  menor,  y  del  Juez.  Al  cesar  tales  rela« 
cienes  entre  el  adoptante  y  el  hijo  adop- 
tivo, éste,  siendo  menor,  volverá  bajo 
la  patria  potestad  del  padre  legítimo. 

Art.  186.  Los  derechos  y  obligacio- 
nes entre  los  adoptantes  y  los  adopta- 
dos no  son  aplicables  á  los  hijos  que  se 
toman  en  la  mera  calidad  de  prohija- 
dos. Cualquiera  podrá  prohijar;  pero  si 
las  partes  quisieren  estipular  acerca  de 
esto,  particulares  convenios,  deberán, 
cuando  tiendan  á  disminuir  los  dere- 
chos del  prohijado,  ó  á  imponerles  par- 
ticulares obligaciones,  ser  confirmados 
judicialmente.  Los  que  hayan  prohija- 
do niños  no  tendrán  derecho  al  reinte- 
gro de  los  gastos  de  mantenimiento. 

CAPÍTULO   IV.— DE  LAS  TUTELAS 
Y    CÚRATELAS 

Art.  187.  La  ley  concede  particular 
protección  y  asigna  un  tutor  ó  curador 
á  todas  las  personas  que  privadas  de  la 
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asistencia  del  padre>  ya  sean  menores 
de  edad,  ya  estén  incapacitadas  por  otro 
motivo  para  cuidar  de  su  persona  é  in- 
tereses. 

Art.  188.  El  tutor  deberá  cuidar  prin- 
cipalmente de  la  persona  del  menor  y 
administrar  al  mismo  tiempo  su  haber. 
El  curador  será  nombrado  para  dirigir 
los  asuntos  de  aquellos  que,  si  bien  no 
son  menores,  están  incapacitados  por 
otros  motivos  para  dirigirlos  por  si 
mismos. 

Art.  189.  Llegado  el  caso  de  nom- 
brar tutor  para  un  meuov  legítimo  ó  ile- 
gítimo, sus  consanguíneos  ó  las  demás 
personas  que  estén  con  él  en  estrecha 
relación  tienen  la  obligación,  bajo  la 
correspondiente  censura,  de  notificarlo 
al  Juez  de  cuya  jurisdicción  dependa 
el  menor.  Los  magistrados  políticos  y 
los  jefes  civiles  ó  eclesiásticos  de  co- 
munidades deberán  cuidar  de  que  se 
pongan  en  conocimiento  del  Juez. 

Art.  190.  Tan  pronto  como  el  Juez 
tenga  noticia  de  ello,  deberá  nombrar 
de  oficio  un  tutor  que  no  esté  incapaci- 
tado. 

Art.  191.  Son,  por  regla  general,  in- 
capaces de  asumir  una  tutela  todos  los 
que  por  menor  edad,  por  defecto  físico 
ó  mental,  ó  por  otra  razón,  no  puedan 
por  sí  mismos  cuidar  de  sus  propias 
cosas;  los  que  sean  juzgados  reos  de  un 
delito,  ó  de  los  cuales  no  podría  espe- 
rarse una  educación  conveniente  para 
el  pupilo  ó  que  sea  un  buen  administra- 
dor de  sus  bienes. 

Art.  192.  Por  regla  general,  tampoco 
deberá  confiarse  la  tutela  (art.  108)  á 
las  mujeres,  á  las  personas  pertene- 
cientes á  una  orden  religiosa,  ni  á  las 
que  residan  en  el  extranjero. 

Art.  193.  No  se  admitirán  para  una 
determinada  tutela  á  los  que  expresa- 
mente hubieren  sido  excluidos  de  ella 


por  el  padre;  los  que  tuvieren  notoria 
enemistad  con  el  menor  ó  con  sus  pro- 
genitores, ni  los  que  tuvieren  algún  li- 
tigio con  el  menor  ó  pudieran  tenerlo 
por  causa  de  asuntos  ó  cuentas  aún  no 
liquidadas. 

Art.  194.  No  deberán  ser  nombrados 
tutores,  por  regla  general,  las  personas 
que  no  residan  en  la  provincia  á  cuya 
jurisdicción  pertenezca  el  menor  ó  de- 
ban estar  alejados  de  ella  por  más  de 
un  año. 

Art.  195.  No  podrán  ser  obligados, 
contra  su  voluntad,  á  asumir  la  tutela 
las  personas  del  clero  secular,  los  mi- 
litares en  activo  servicio  ni  los  em- 
pleados públicos,  las  personas  de  más 
de  sesenta  años  de  edad,  las  que  ten- 
gan á  su  cargo  cinco  hijos  ó  nietos, 
ó  las  que  tengan  ya  una  tutela  muy  fa- 
tigosa ó  tres  tutelas  de  menos  impor- 
tancia. 

Art.  196.  Antes  que  á  cualquiera 
otro,  corresponderá  la  tutela  al  desig- 
nado para  ella  por  el  padre,  siempre 
que  no  tenga  para  ello  ninguno  de  los 
impedimentos  indicados  en  los  artícu- 
los 191  al  194. 

Art.  197.  Si  la  madre  ú  otra  perso- 
na hubiere  dispuesto  de  parte  de  la 
herencia  en  favor  de  un  menor,  y  al  mis- 
mo tiempo  le  hubiere  nombrado  un  tu- 
tor, sólo  deberá  admitírsele  como  cura- 
dor para  los  bienes  que  le  haya  dejado. 

Art.  198.  Si  el  padre  no  hubiere  nom- 
brado tutor  ó  hubiere  nombrado  á  un 
incapacitado,  se  deferirá  la  tutela  pri- 
mero al  abuelo  paterno,  luego  á  la  ma- 
dre, después  á  la  abuela  paterna,  y  por 
último,  al  consangulneovarón  más  cor- 
cano;  y  entre  varios  igualmente  cerca- 
nos, al  de  más  edad. 

Art.  199.  Si  no  pudiera  proveerse  á 
la  tutela  en  la  forma  antedicha,  corres- 
ponderá al  Juez  nombrar  un  tutor  á  su 
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dirigir  al  menor  por  el  camino  de  hon- 
radez, del  temor  de  Dios  y  de  la  virtud, 
educarlo  conforme  á  su  estado  y  condi- 
ciones para  que  llegue  á  ser  un  ciuda- 
dano útil,  representarlo  en  jutcio  y  fue- 
ra de  él,  administrar  con  fidelidad  y  di- 
ligencia la  hacienda  de  éste,  y  cumplir 
en  todo  las  disposiciones  de  la  ley. 

Art.  206.  Extenderá  el  Juez  al  tutor 
juramentado  de  este  modo,  un  docu- 
mento que  le  acredite  en  su  cargo,  y 
con  el  cual  pueda  justificar  su  inter- 
vención cuando  sea  necesario.  Tam- 
bién se  entregará  al  abuelo,  álamadrp 
ó  á  la  abuela  que  asuma  la  tutela,  un 
documento  igual,  en  el  que  deberá  in- 
sertarse lo  que  los  demás  tutores  de- 
ben prometer. 

Art.  207.  Todo  Juez  pupílar  deberá 
Iltívar  el  registro  llamado  de  pupilos  ó 
de  tutelas,  en  el'que  deberán  anotarse 
los  nombres  y  apellidos,  y  la  edad  de 
los  menores,  con  todo  lo  que  hubiese 
ocurrido  al  asumir,  continuaré  termi- 
narla tutela. 

Art.  208.  En  dicho  registro  deberán 
citarse  además  todos  los  documentos, 
de  modo  que  no  sólo  el  Juez,  sino  tam- 
bién los  pupilos,  cuando  lleguen  á  ser 
mayores  de  edad,  puedan  examinar  en 
forma  auténtica  todo  aquello  cuyo  co- 
nocimiento pueda  interesarles. 

Art.  209.  Asi  como  el  tutor  nombra- 
do por  el  padre  debe  extender  sus  cui- 
dados á  la  persona  y  á  la  hacienda  del 
menor,  se  presume  igualmente  que  el 
■  padre,  al  nombrar  un  curador  de  la  ha- 
cienda, ha  querido  confiarle  á  la  vez  el 
cuidado  de  su  persona.  Y  s¡  el  padre 
hubiese  nombrado  un  tutor,  pero  no 
para  todos  los  hijos,  ó  un  curador,  pero 
no  para  todo  el  patrimonio,  deberá  el 
Juez,  en  tal  caso,  nombrar  un  tutor 
para  los  demás  hijos  y  un  curador  para 
remanente  de  la  hacienda. 
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Art.  210.  Cuando  se  hayan  nombra- 
do varios  tutores,  el  patrimonio  del 
menor  podrá  ser  administrado  por  és- 
tos colectiva  ó  separadamente;  pero  si 
el  patrimonio  fuese  administrado  co- 
lectivamente, ó  si  los  tutores  se  hubie- 
sen repartido  la  administración  sin 
aprobación  del  Juez,  cada  uno  de  ellos 
será  responsable  de  todo  el  daño  que 
de  ello  resulte  para  el  menor.  También 
deberá  el  Juez  disponer  siempre,  que 
tanto  la  persona  del  menor,  como  la  ad- 
ministración principal  de  los  negocios, 
se  confíen  á  uno  solo. 

Art.  211.  Se  agregará  á  la  madre  y 
á  la  abuela  que  asuman  la  tutela  un  co- 
tutor, para  cuya  elección  se  tendrá  en 
cuenta,  en  primer  lugar,  la  voluntad 
declarada  del  padre,  luego  la  propues- 
ta de  la  tutora,  y  por  último,  el  paren- 
tesco con  el  menor. 

Art.  212.  El  cotutor  deberá  recibir 
también  del  Juez  el  documento  relativo 
y  deberá  prometer  que  quiere  fomentar 
los  intereses  del  menor,  y  con  este  ob- 
jeto estará  obligado  á  asesorar  con  su 
consejo  á  la  tutora.  Si  descubriere  gra- 
ves desórdenes,  deberá  procurar  reme- 
diarlos, y  si  fuera  menester,  denunciar 
la  cosa  al  Juez  pupilar. 

Art.  213.  En  los  asuntos  para  cuya 
validez  se  necesita  el  asentimiento  del 
Juez  pupilar,  tiene  el  cotutor  la  otra 
obligación  esencial  de  inscribir  la  de- 
manda juntamente  con  la  tutora  ó  de 
acompañarla  separadamente  con  su  di- 
ferente opinión,  estando  obligado  ade- 
más, á  excitación  del  Juez,  á  informarle 
directamente  de  su  parecer  sobre  tales 
asuntos. 

Art.  214.  El  cotutor  que  haya  cum- 
plido con  estas  obligaciones  quedará 
descargado  de  cualquiera  otra  respon- 
sabilidad, pero  si  le  hubiese  sido  con- 
fiada también  la  administración  del  pa- 


trimonio del  menor,  asumirá  todas  las 
obligaciones  de  un  curador. 

Art.  215.  Si  la  tutora  cesare  en  la  tu- 
tela, ésta,  por  regla  general,  se  confe- 
rirá al  cotutor. 

Art.  216.  El  tutor,  lo  mismo  que  el 
padre,  tendrán  el  derecho  y  la  obliga- 
ción de  cuidar  de  la  educación  del  me- 
nor. Sin  embargo,  en  los  asuntos  gra- 
ves y  difíciles  deberá  antes  solicitar  el 
asentimiento  y  recibir  instrucciones 
del  Juez  pupilar. 

Art.  217.  El  menor  deberá  respeto  y 
obediencia  á  su  tutor,  pero  tiene  tam- 
bién el  derecho  de  exponer  sus  quejas  á 
sus  parientes  más  cercanos  ó  al  Juez 
pupilar,  si  el  tutor  abusase  de  cualquier 
modo  de  su  autoridad  ó  desatendiese 
las  obligaciones  del  necesario  cuidado 
de  su  persona  y  de  su  manutención.  Las 
faltas  del  tutor  podrán  además  denun- 
ciarse á  la  justicia  por  los  parientes  del 
menor  ó  por  cualquiera  que  tenga  co- 
nocimiento de  ellas.  Recurrirá  también 
á  dicho  Juez  el  tutor  si  con  la  autoridad 
que  se  le  haya  conferido  para  la  educa- 
ción no  pudiese  poner  freno  á  los  ex- 
travíos del  menor. 

Art.  218.  La  persona  del  pupilo  debe 
confiarse  especialmente  á  la  madre, 
aunque  ésta  no  haya  asumido  la  tutela 
ó  haya  contraído  nuevo  matrimonio, 
siempre  que  el  interés  del  pupilo  no  re- 
clame otra  cosa. 

Art.  219.  El  Juez  pupilar  determi- 
nará la  cuantía  de  los  gastos  de  ali- 
mentos, teniendo  en  cuenta  las  dis- 
posiciones dadas  por  el  padre,  el  pa- 
recer del  tutor,  el  patrimonio,  la 
condición  y  demás  relaciones  del  me- 
nor. 

Art.  220.  Si  las  rentas  no  fueren  sufi- 
cientes para  estos  gastos  ó  para  los  que 
ocurran,  para  proporcionar  al  menor 
lo  necesario  para  la  subsistencia,  po- 
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drán  cubrirse  tomándolos  del  capital, 
previa  la  aprobación  del  Juez. 

Art.  221.  Si  los  pupilos  careciesen 
completamente  de  medios,  procurará  el 
Juez  pupilar  inducir  á  que  se  los  sumi- 
nistren sus  próximos  parientes,  cuya 
fortuna  les  permita  hacerlo,  aun  cuando 
en  virtud  del  art.  143,  legalmente  no  es- 
tén ya  obligados  á  ello:  tiene,  además, 
el  tutor  justo  título  para  implorar  el 
auxilio  de  las  fundaciones  piadosas  pú- 
blicas V  de  los  establecimientos  de  be- 
neficencia  hasta  que  el  menor  sea  capaz 
de  alimentarse  con  su  propio  trabajo  6 
industria. 

Art.  222.  La  especie  de  curaduría 
confiada  al  Juez  pupilar  sobre  los  bie- 
nes del  menor  exige  que  procure,  sobre 
todo,  reconocerla  y  asegurarla  con  la 
imposición  de  sellos,  el  inventario  y  la 
tasación. 

Art.  223.  La  imposición  de  sellos  ju- 
dicial para  la  custodia  de  las  cosas 
muebles  sólo  tendrá  lugar  en  el  caso 
en  que  sea  necesario  para  la  seguridad 
de  éstas.  Pero  el  inventario,  esto  es,  la 
exacta  descripción  de  todo  el  patrimo- 
nio correspondiente  al  pupilo,  deberá 
hacerse  siempre  aun  cuando  haya  sido 
prohibido  por  el  padre  ó  por  cualquiera 
otro  testador. 

Art.  224.  La  descripción  de  la  ha- 
cienda y  la  tasación  de  las  cosas  mue- 
bles deberán  hacerse  sin  dilación,  y  si 
conviniere  aun  antes  del  nombramien- 
to de  tutor.  Se  unirá  el  inventario  á  los 
demás  documentos  de  la  herencia  y  se 
dará  una  copia  auténtica  al  tutor.  La 
tasación  de  los  bienes  inmuebles  so 
hará  lo  más  pronto  posible  y  se  podrá 
también  consignarla  como  definitiva 
si  el  valor  de  los  inmuebles  se  conocie- 
se por  otros  datos  ciertos. 

Art.  225.  Si  algún  inmueble  del  me- 
nor estuviese  situado  en  otra  provincia, 


tendrá  el  Juez  pupilar  la  obligación  de 
dirigirse,  para  la  formación  del  inven- 
tario y  para  la  tasación,  al  Juez  compe- 
tente de  la  provincia  ó  del  Estado  ex- 
tranjero, solicitando  su  comunicación, 
pero  dejando  á  dicho  Juez  la  facultad 
de  nombrar  el  curador  para  el  in- 
mueble. 

Art.  226.  Si  los  inmuebleá,  aunque 
situados  en  la  misma  provincia,  estu- 
vieren sujetos  á  otro  Juez,  será  éste 
también  competente  para  todos  los  de- 
rechos relativos  á  los  inmuebles,  y  por 
tanto,  también  para  la  formación  del 
inventario;  pero  estará  también  obliga- 
do, no  sólo  á  comunicar  copia  de  estos 
documentos  alJuez  pupilar,  á  petición 
de  éste,  sino  además  á  dejar  al  tutor  la 
libre  administración  de  estos  inmue- 
bles, sin  arrogarse  jurisdicción  alguna 
en  los  actos  relativos  á  la  tutela. 

Art.  227.  Las  cosas  muebles  que  se 
encuentren  en  el  inmueble,  destinadas 
á  permanecer  en  él  perpetuamente,  de- 
berán considerarse  como  partes  de  éste. 
Todos  los  demás  efectos  muebles,  in- 
cluyendo también  los  títulos  de  crédi- 
tos y  los  capitales  dados  sobre  un  in- 
mueble, pertenecen  á  la  jurisdicción 
pupilar. 

Art.  228.  En  cuanto  el  tutor  ó  el  cu- 
rador asuman  la  administración  del 
patrimonio,  deberán  administrarlo  con 
toda  la  atención  de  un  probo  y  diligen- 
te padre  de  familia,  siendo  responsa- 
bles de  su  culpa. 

Art.  229.  Las  joyas  y  demás  objetos 
preciosos,  así  como  los  títulos  ,de  cré- 
ditos y  todos  los  documentos  de  impor- 
tancia, deberán  colocarse  bajo  la  cus- 
todia del  Juez,  dándose  al  tutor  una 
nota  de  las  primeras  y  copia  de  los 
otros  para  el  uso  que  fuese  necesario. 

Art.  230.  No  debe  dejarse  al  tutor 
una  cantidad  en  efectivo  mayor  de  lo 
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que  pueda  ser  necesaria  para  la  educa- 
ción del  pupilo  y  para  la  administra- 
ción económica  ordinaria.  El  remanen- 
te deberá,  ante  todo,  invertirse  en  el 
pago  de  las  deudas  si  no  se  hubiere  he- 
cho ya,  ó  emplearlo  útilmente  de  otro 
modo;  y  no  pudiendo  hacerse  de  él  un 
uso  más  provechoso,  deberá  colocarse 
á  interés  en  un  Banco  público,  ó  tam- 
bién en  casa  de  particulares,  mediante 
seguridades  legales. 

Sólo  se  reputará  legal  la  seguridad 
cuando,  mediante  el  seguro,  computa- 
das las  cargas  preexistentes,  no  quede 
gravada  una  casa  por  más  de  la  mitad, 
ó  una  posesión  ó  finca  rústica  por  más 
de  las  dos  terceras  partes  de  su  verda- 
dero valor. 

Art.  231.  Los  demás  efectos  muebles 
que  no  deban  conservarse  para  uso  del 
menor,  ni  como  recuerdo  de  familia  ni 
por  disposición  del  padre,  y  que  no 
puedan  emplearse  de  otra  manera  ven- 
tajosa, deberán,  por  regla  general,  ven- 
derse en  pública  subasta.  Podrá  ceder- 
se el  ajuar  de  casa  á  los  progenitores 
y  álos  coherederos  al  precio  de  la  ta- 
sación judicial  sin  la  formalidad  de  la 
subasta.  Las  cosas  que  no  se  hubieren 
vendido  en  la  subasta  pública  podrá 
el  tutor,  con  el  asentimiento  del  Juez 
pupilar,  enajenarlas  por  un  precio  in- 
ferior al  de  la  tasación. 

Art.  232.  Con  la  aprobación  del  Juez 
pupilar  podrán  enajenarse  los  bienes 
inmuebles,  pero  sólo  en  caso  de  nece- 
sidad ó  de  evidente  ventaja  para  el  me- 
nor, y,  por  regla  general,  sólo  por  su- 
basta; pero  cuando  concurran  impor- 
tantes motivos,  podrá  el  Juez  permitir 
que  se  haga  la  enajenación  aun  sin 
subasta. 

Art.  233.  En  general  no  podrá  el 
tutor  emprender,  sin  la  aprobación  ju- 
dicial, cosa  alguna  en  todos  los  asuntos 


que  no  pertenezcan  á  la  administración 
económica  ordinaria,  y  que  sean  de 
cierta  importancia.  Tampoco  podrán 
de  propia  autoridad  repudiar  ó  adir 
una  herencia,  enajenar  los  bienes  con- 
fiados á  su  administración^  hacer  un 
contrato  de  arriendo,  negarse  á  dar  la 
autorización  para  la  restitución  de  un 
capital  empleado  con  caución  legal, 
ceder  un  crédito,  transigir  un  litigio, 
emprender,  continuar  ó  terminar  una 
fábrica  ú  otro  establecimiento  indus- 
trial, sin  la  aprobación ;del  Juez. 

Art.  234.  No  es  lícito  al  tutor  recibir 
por  su  propia  autoridad  ningún  capital 
del  menor,  aun  cuando  sea  restituido;  el 
deudor  obligado  á  la  restitución  debe, 
para  seguridad  suya,  exigir  que  le  exhi- 
ba el  tutor  el  acta  de  consentimiento 
del  Juez  para  recibir  dicho  capital,  y  no 
contentarse  con  el  recibo  del  tutor  so- 
lamente. Podrá  también,  si  quiere,  ha- 
cer el  pago  directamente  en  manos  del 
juez. 

Art.  235.  En  el  caso  en  que  deba  ser 
restituido  un  capital,  el  tutor  deberá 
buscarle  un  empleo  ventajoso,  pero  no 
podrá  emplearlo  efectivamente  sin  la 
aprobación  del  Juez. 

Art.  236.  Respecto  de  los  créditos 
para  cuya  prueba  falten  los  documen- 
tos, deberá  procurárselos  el  tutor  y 
tratar  de  asegurar,  por  cuantos  medios 
sean  posibles,  los  que  carezcan  de  se-  , 
guridad,  ó  los  exigirá  al  vencimiento. 
Sin  embargo,  los  capitales  del  menor 
colocados  entre  sus  progenitores  ó  as- 
cendientes, aunque  no  asegurados  le- 
galmente,  no  deberán  ser  exigidos  no 
estando  expuestos  á  peligro  verosímil 
de  pérdida,  cuando  la  restitución  sería 
difícil  de  obtener  de  los  progenitores  ó 
descendientes  sin  enajenar  algún  in- 
mueble ó  sin  abandonar  el  ejercicio  de 
su  arte  ó  industria. 
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Art.  237.  Cuando  el  tutor  asuma  la 
tutela;  no  estará  obligado  á  dar  cau- 
ción. Tampoco  lo  estará  %n  lo  sucesivo 
mientras  cumpla  exactamente  todo  lo 
que  prescribe  la  ley  para  la  seguridad 
del  patrimonio  y  mientras  rinda  con 
regularidad  las  cuentas  en  las  épocas 
establecidas. 

Art.  238.  Todo  tutor  y  todo  curador 
nstarán  obligados,  por  regia  general,  á 
rendir  cuentas  de  la  administración  de 
que  hayan  sido  encargados.  Podrá  el  tes- 
tador dispensar  al  tutor  de  rendir  cuen- 
tas respecto  del  importe  que  espontá- 
neamente hubiese  dejado,  y  también 
podrá  ser  dispensado  por  el  Juez  pupi- 
lar  cuando  sea  verosímil  que  las  ren- 
tas no  superen  los  gastos  de  manuten- 
ción y  educación  del  menor;  pero  siem- 
pre deberá  rendir  cuenta  de  la  facul- 
tad principal  descrita  en  el  inventario, 
así  como  informar  al  Juez  del  estado 
de  un  menor,  si  le  sobreviniere  algún 
cambio  importante. 

Art.  239.  La  cuenta,  con  todos  los 
correspondientes  documentos  compro- 
bantes, deberá  presentarla  el  tutor  al 
Juez  pupilar  al  ñn  de  cada  año,  ó  á  lo 
sumo  en  los  dos  meses  siguientes.  En 
esta  cuenta  se  determinarán  con  exac- 
titud los  ingresos,  los  gastos  y  el  au- 
mento ó  disminución  del  capital.  Cuan- 
do en  la  hacienda  del  menor  estuviese 
comprendido  un  negocio,  bastará  pre- 
sentar al  Juez  el  balance  en  forma  au- 
téntica, sobre  el  cual  guardará  éste  se- 
creto. Se  hará  uso  de  los  medios  lega- 
les de  coacción,  adecuados  á  las  cir- 
cunstancias, contra  el  tutor  que  omita 
presentar  las  cuentas  en 'el  plazo  pres- 
crito. 

Art.  240.  Si  el  menor  tuviere  bienes 
en  varias  provincias,  cuya  administra- 
ción se  hubiere  confiado  aun  solo  tutor, 
deberá  éste  llevar  una  cuenta  distinta 


para  cada  provincia  y  presentarla  al 
Juez  respectivo  del  lugar,  pudiendo  por 
lo  demás  emplear  en  una  provincia  en 
ventaja  del  menor  los  aumentos  del  pa- 
trimonio situado  en  otra. 

Art.  241.  El  Juez  pupilar,  de  confor- 
midad con  los  reglamentos  especiales, 
mandará  examinar  y  corregir  por  peri- 
tos las  cuentas  del  tutor,  y  comunicará 
al  mismo  el  correspondiente  descargo. 

Art.  242.  Una  omisión  ó  un  error 
cualquiera  en  el  cálculo  no  perjudicará 
al  menor  ni  al  tutor. 

Art.  243.  El  menor  no  podrá  compa- 
recer en  juicio  como  actor  ni  como  de- 
mandado, debiendo  representarlo  el  tu- 
tor por  sí  mismo  O  hacerlo  representar 
por  otro. 

Art.  244.  El  menor  podrá  adquirir 
con  actos  lícitos,  aun  sin  la  autoriza- 
ción del  tutor,  pero  no  podrá  enajenar 
cosa  alguna  ni  obligarse  sin  aproba- 
ción correspondiente. 

Art.  245.  Sobre  todo,  los  menores  no 
podrán,  sin  el  consentimiento  del  tutor, 
contraer  válidamente  matrimonio  (ar- 
tículos 49  al  51). 

Art.  246.  Si  el  menor,  aunque  sin  el 
consentimiento  del  tutor,  hubiese  al- 
quilado su  trabajo,  no  podrá  el  tutor, 
sin  graves  motivos,  retirarlo  antes  del 
tiempo  legal  ó  convenido.  Respecto  de 
las  cosas  adquiridas  de  éste  ó  de  otro 
modo  por  el  menor  con  su  industria, 
así  como  las  que,  llegado  á  la  puber- 
tad, le  sean  entregadas  para  su  uso,  po- 
drá disponer  libremente  de  ellas  y  obli- 
garse. 

Art.  247.  Al  menor  que  haya  cumpli- 
do veintiún  anos  podrá  el  Juez  confiar- 
le la  libre  administración  de  las  rentas 
que  sobren,  deducidos  todos  los  gastos^ 
y  respecto  de  este  sobrante  confiado  á 
su  administración,  podrá  el  menor  obli- 
garse de  propia  autoridad. 
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Art.  248.  El  menor  que,  habiendo 
cumplido  los  veinte  años,  se  hiciere 
pasar  por  mayor  en  algún  asunto^  será 
responsable  de  cualquier  daño  si  la 
otra  parte,  antes  de  ultimar  el  negocio, 
no  hubiere  podido  fácilmente  tomar  in- 
formes sobre  la  verdad  de  su  aserto. 
En  general,  quedará  responsable  con 
su  persona  y  con  sus  bienes,  aun  res- 
pecto de  otros  actos  prohibidos  y  del 
daño  causado  por  su  culpa. 

Art.  249.  Cesará  del  todo  la  tutela 
con  la  muerte  del  menor.  Si  muriese  ó 
fuese  destituido  el  tutor,  se  nombrará 
otro  en  su  lugar,  con  arreglo  á  lo  pres- 
crito por  la  ley  (artículos  198  y  199). 

Art.  250.  Cesará  también  la  tutela 
cuando  recobre  el  padre  la  patria  po- 
testad suspendida  por  algún  tiempo  (ar- 
ticulo 176). 

Art.  251.  Además  terminará  inme- 
diatamente la  tutela  cuando  el  menor 
llegue  á  la  mayor  edad.  No  obstante 
podrá  el  Juez  pupilar,  á  instancia  del  tu- 
tor, ú  oído  éste  y  los  parientes  por  con- 
sanguinidad, prorrogar  la  tutela  por 
plazo  más  largo  y  aun  indeterminado, 
ya  por  defecto  físico  ó  mental  del  me- 
nor, ya  por  prodigalidad  ó  por  otros  mo- 
tivos graves.  Pero  esta  determinación 
del  Juez  deberá  notificarse  al  público 
con  tiempo  suficiente  antes  que  el  me- 
nor llegue  á  ser  mayor. 

Art.  252.  El  Juez  pupilar,  oído  el  pa- 
recer del  tutor  y  también,  si  procediere, 
el  de  los  parientes  consanguíneos  más 
próximos,  podrá  conceder  al  menor 
que  tenga  más  de  veinte  años  la  dis- 
pensa de  edad,  y  declararlo  mayor.  Si 
el  Juez  competente  concediere  al  menor 
el  ejercicio  de  un  tráfico,  arte  ú  oficio, 
quedará  con  esto  mismo  declarado  ma- 
yor. La  dispensa  de  edad  produce  los 
mismos  efectos  legales  que  la  mayor 
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Art.  253.  Decretará  el  Juez  la  desti- 
tución del  tutor,  de  oficio,  en  algunos 
casos,  y  en  virtud  de  petición  en  otros. 
Art.  254.  Se  destituirá  de  oficio  si 
administrase  la  tutela  de  un  modo  con- 
trario á  sus  deberes,  si  fuere  reconoci- 
do incapaz,  ó  si  surgieren  respecto  de 
él  excepciones  tales  que  en  virtud  de 
la  ley  fuera  excluido  de  asumir  la  tu- 
tela. 

Art.  255.  Cuando  la  madre  que  sea 
tutora  de  sus  hijos  contraiga  otro  ma- 
trimonio, ésta  misma,  ó  el  cotutor,  de- 
berán notificarlo  al  Juez  pupilar,  que 
decidirá  si  la  madre  debe  continuar  ó 
no  en  la  tutela. 

Art.  256.  El  tutor  nombrado  por  el 
padre  ó  por  el  Juez,  sólo  por  cierto 
tiempo,  ó  excluido  al  ocurrir  ó  llegar 
un  caso  determinado,  deberá  dejar  de 
serlo  cuando  haya  transcurrido  el  tiem- 
po fijado  ó  se  haya  realizado  el  caso 
previsto. 

Art.  257.  Si  durante  la  tutela  sobre- 
vinieren las  causas  por  las  cuales  la 
ley  había  dispensado  al  tutor  de  asu- 
mir la  tutela,  ó  lo  hubiera  excluido, 
tendrá  éste,  en  el  primer  caso,  el  dere- 
cho, y  en  el  segundo,  la  obligación  de 
solicitar  la  relevación. 

Art.  258.  El  tutor  designado  para  la 
tutela  por  haber  creído  que  era  el  pa- 
riente más  cercano  del  menor,  tiene  el 
derecho,  si  más  adelante  se  descubrie- 
re  que  hay  otro  más  próximo  con  capa- 
cidad para  administrarla,  de  proponer- 
lo en  su  lugar.  Pero  el  pariente  más 
próximo  no  tiene  el  derecho  de  exigir 
que  el  más  lejano  le  ceda  la  tutela  de 
que  ya  se  hubiere  hecho  cargo,  á  no 
ser  que  haya  estado  impedido  para  pre- 
sentarse antes. 

Art.  259.  La  madre  ó  el  hermano  del 
menor,  que  al  nombrar  el  tutor  eran 
también  menores  de  edad,  podrán  soli- 

8 


114 


,   INSTíTOCIONES  POLÍTICAS  Y   JUrIdICAS 


citar  la  tutela  cuando  lleguen  ala  ma- 
yor edad.  Todo  consanguíneo  podrá 
también  presentarse  dentro  del  término 
de  un  año  para  asumir  la  tutela,  si  el 
Juez  hubiere  nombrado  un  tutor  extra- 
ño ó.  la  familia  del  menor. 

Art.  260.  Si  una  mujer  contrajere 
iDatrimonio  siendo  menor  de  edad,  de- 
cidirá el  Juez  si  su  cúratela  deberá  ce- 
derse ó  no  al  marido  (art.  175), 

Art.  261.  Es  regla  de  derecho  quo 
el  tutor  no  podrá  abandonar  la  tutela 
hasta  el  ñn  del  año  de  tulorla,  después 
que  su  sucesor  se  haya  hecho  cargo  de 
la  administración  del  haber.  Pero  si  el 
Juez  lo  reputase  necesario  para  la  se- 
guridad de  la  persona  6  del  patrimonio 
del  menor,  podrá  también  renovarlo 
inmediatamente. 

Art.  262.  Deberá  el  tulor  presentar 
al  3usz,  dentro  de  dos  meses  á  más  tar- 
dar, después  de  terminada  la  tutela, 
las  cuentas  deflnítivas,  recibiendo  de 
él,  después  de  hecha  su  liquidación,  un 
documento  haciendo  constar  que  la  ha 
administrado  bien  y  honradamente. 
Mas  dicho  documento  no  le  descarga- 
rá de  la  obligación  resultante  de  un 
acto  doloso  descubierto  con  posterio- 
ridad. 

Art.  263.  Tcrminadala  tutela,  es  de- 
ber del  tutor  entregar  contra  recibo  el 
patrimonio  al  menor  llegado  á  mayor 
edad  6  al  nuevo  tutor,  haciendo  constar 
la  entrega  en  las  actas  del  tribunal. 
Servirán  de  norma  para  tal  entrega  el 
inventario  y  las  cuentas  dadas  y  apro- 
badas anualmente. 

Art.  264.  En  general,  el  tutor  sólo 
será  responsable  de  su  propia  culpa  y 
no  de  las  personas  sometidas  á  él.  Pero 
si  hubiere  empleado  á  sabiendas  perso- 
nas incapaces,  las  hubiere  conservado 
ú  no  hubiere  hecho  las  debidas  instan- 
cias para   el  resarcimiento  del  daño 


causado  por  las  misi 
responsable  de  esta  i 

Art.  265.  También 
el  Juez  pupilar  del  da 
dar  el  cumplimiento 
causado  al  menor,  y  s 
medios  de  resarcimie 
do  á  repararlo. 

Art.  266.  El  Juez 
los  tutores  diligentes 
muneración  anual  s 
Pero  nunca  deberá  [ 
del  5  por  100  de  la  reí 
mayor  de  4.000  florJn 

Art.  267.  Si  el  patr 
fuere  tan  escaso  que 
los  años  sino  poco  ó 
el  tutor  que  haya  co 
monio  sin  disminuirle 
cionado  al  menor  moi 
to  conveniente,  podrí 
nos  al  ñn  de  la  lutelai 
adecuada  é.  las  circuí 

Art,  268.  El  tutor  i 
dicado  por  un  decretf 
expondrá  primeramt 
al  mismo  Juez,  y  sólo 
su  reclamación  no  prí 
currirá  al  Tribunal  Si 

Art.  269.  Para  las 
puedan  atender  por 
cosas  ó  defender  sus 
el  Juez,  á  falta  de  la 
de  la  tutela,  nombrara 
curador. 

Art.  270.  Existirá  i 
de  los  menores  que  i 
ble  en  otra  provincia  ( 
una  circunstancia  par 
ser  representados  poi 
tutor;  y  lo  mismo  resi 
yores  de  edad  que 
mentecatos  ó  imbécili 
rados  pródigos,  de  I 
nacer,  y  algunas  vec 
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sordo-mudos,  de  los  ausentes  y  de  los 
condenados  á  una  pena. 

Art.  271.  En  los  asuntos  que  medien 
entre  los  padres  y  los  hijos  menores  ó 
entre  el  tutor  y  el  menor,  se  deberá  so- 
licitar del  Juez  el  nombramiento  do  un 
curador  especial. 

Art.  272.  Si  surgiere  un  litigio  entre 
dos  ó  más  menores  que  tengan  un  mis- 
mo tutor,  éste  no  defenderá  á  ninguno 
de  ellos;  sino  que  pedirá  al  Juez  que  se  le 
nombre  á  cada  uno  un  curador  especial. 

Art.  273.  Sólo  deberá  considerarse 
mentecato  ó  imbécil  al  que,  previas 
exactas  indagaciones  sobre  su  conduc- 
ta, y  oídos  los  médicos  judicialmente 
delegados  con  ese  objeto,  sea  declara- 
do tal  por  el  Juez.  El  Juez  deberá  de- 
clarar pródigo  á  aquel  de  quien  en  vir- 
tud de  la  denuncia  hecha  y  de  las  inda- 
gaciones consiguientes,  se  pruebe  que 
dilapida  inconsideramente  su  hacienda 
ó  la  grava  con  deudas  insensatas  ó  en 
malas  condiciones,  exponiéndose  él  y 
su  familia  á  caer  en  la  miseria.  En  am- 
bos casos  deberá  publicarse  la  decla- 
ración del  Juez. 

Art,  274.  Respecto  de  los  que  aún  no 
hayan  nacido  se  nombrará  el  curador,  ó 
para  la  posteridad  por  engendrar,  ó 
para  la  prole  existente  ya  en  el  útero 
de  la  madre  (art.  22).  En  el  primer  caso 
cuidará  el  curador  de  que  los  posterio- 
res no  sean  perjudicados  en  la  heren- 
cia á  que  están  llamados;  en  el  segun- 
do, de  que  se  conserven  los  derechos  de 
la  prole  por  nacer. 

Art.  275.  Los  sordo-mudos,  si  son 
también  imbéciles,  quedarán  siempre 
bajo  tutela.  Si  después  de  comenzado 
el  vigésimoquinto  año  fueren  capaces 
de  administrar  sus  propias  cosas,  no 
se  les  nombrará  un  curador  contra  su 
voluntad,  pero  no  podrán  comparecer 
en  juicio  sin  procurador. 


Art.  276*-  El  nombramiento  de  un 
curador  para  los  ausentes  ó  para,  los 
interesados  en  un  asunto,  aún  no  cono- 
cidos del  Juez,  tendrá  lugar  cuando  és- 
tos no  hayan  dejado  un  procurador  ins- 
tituido en  forma,  sin  el  cual  estarían 
sus  derechos  en  peligro  por  el  retraso, 
ó  se  impidiere  el  ejercicio  de  los  dere- 
chos de  otros.  Este  curador  deberá  in- 
formar al  ausente,  cuya  residencia  sea 
conocida,  del  estado  de  sus  asuntos;  y 
si  por  parte  de  éste  nada  se  dispusiere, 
deberá  cuidar  de  sus  intereses  como  de 
los  de  un  menor. 

Art.  277.  Si  concurriendo  los  requi- 
sitos determinados  por  la  ley  en  el  ar- 
tículo 24,  instare  alguno  para  la  decla- 
ración judicial  de  muerte  de  un  ausen- 
te, ante  todo  nombrará  el  Juez  un  cu- 
rador para  este  ausente  y  lo  citará  allí 
por  edicto  para  que  comparezca  en  el 
término  de  un  año,  añadiendo  que  no 
compareciendo  ó  no  dando  á  conocer  al 
Juez  de  otro  cualquier  modo  su  existen- 
cia dentro  del  término  antedicho,  se 
procederá  á  la  declaración  de  muerte. 
Art.  278.  Se  considerará  como  el  día 
de  la  muerte  del  ausente  el  en  que  se 
haga  judicialmente  su  declaración  co- 
rrespondiente. Dicha  declaración  no 
excluirá  todavía  la  prueba  de  que  haya 
muerto  el  ausente  antes  ó  después,  ó 
de  que  aún  esté  vivo.  Si  se  efectuare 
esa  prueba,  el  que  en  virtud  de  la  de- 
claración judicial  de  muerte  haya  sido 
puesto  en  posesión  de  alguna  hacienda, 
será  considerado  como  cualquiera  otro 
poseedor  de  buena  fe. 

Art.  279.  Al  que  sea  condenado  á 
prisión  durísima  ó  dura  se  le  nombra- 
rá un  curador  para  el  caso  en  que  haya 
alguna  hacienda  que  por  la  larga  dura- 
ción de  la  pena  esté  expuesta  á  peli« 
gros. 
Art.   280.    Generalmente  el  Juez  á 
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quien  corresponde  el  nombramiento  de 
tutor,  tendrá  el  derecho  de  nombrar 
también  con  las  mismas  precauciones 
y  con  las  mismas  reglas  al  curador. 
Pero  si  se  tratare  de  la  administración 
de  otros  bienes  ó  de  un  asunto  sujeto 
á  la  competencia  de  otro  Juez,  corres- 
ponderá al  último  hacer  el  nombra- 
miento del  curador. 

Art.  281.  Los  que  tengan  los  requisi- 
tos necesarios  para  la  tutela  pueden 
también- asumir  la  cúratela.  Son  comu- 
nes á  la  cúratela  los  mismos  motivos 
de  excusa  y  los  mismos  derechos  de 
preferencia  determinados  para  la  tu- 
tela. 

Art.  282.  Los  derechos  y  obligacio- 
nes de  los  curadores  á  quienes  sólo  se 
haya  confiado  la  administración  de  los 
bienes,  ó  con  éste  también  la  cúratela 
de  la  persona,  serán  determinados  por 
cuanto  queda  prescrito  para  los  tu- 
tores. 

Art.  283.    Cesará  la  cúratela  cuando 


se  hayan  ultimado  los  negocios  encar- 
gados al  curador  ó  cuando  cesen  ios 
motivos  que  hayan  impedido  que  la 
persona  sujeta  á  cúratela  administre 
sus  propias  cosas.  Si  el  mentecato  ó  un 
imbécil  hubiese  recobrado  el  uso  déla 
razón,  ó  si  el  pródigo  se  hubiere  en- 
mendado verdadera  y  perseverante- 
mente,  deberá  fallarse  ó  resolverse 
después  de  una  detenida  indagación 
apoyándose  en  una  experiencia  cons- 
tante, y  además,  en  el  primer  caso,  en 
el  testimonio  de  los  médicos  delegados 
por  el  Juez  para  reconocer  el  estado  del 
mentecato  ó  imbécil. 

Art.  284.  (Derogado.)  Las  leyes  po- 
líticas determinarán  las  reglas  espe- 
ciales que  deberán  observarse  en  las 
tutelas  y  cúratelas  de  los  campesinos 
sujetos  á  un  señorío  (1). 

(1}    Abolida  esta  institución  en  1816  para  Dal- 
macia,  y  en  1846  para  todos  los  países  del  impe 
rio,  está  derogudo  este  artículo. 


PARTE  SEGUNDA 
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DE  LAS  COSAS  Y  SU  DIVISIÓN  LEGAL 

Art.  285.  Llámase  cosa,  en  sentido 
legal,  todo  lo  que  no  es  persona  y  sirve 
para  el  uso  del  hombre. 

Art.  286.  Las  cosas  existentes  en  el 
territorio  austríaco  son:  ó  bienes  del 
Estado,  ó  bienes  privados.  Pertenecen 
éstos  á  personas  particulares  ó  mora- 
les, á  pequeñas  sociedades  ó  á  comu- 
nidades enteras. 

Ari.  287.  Llámanse  cosas  que  no 
pertenecen  á  nadie  (res  nullius)  las  que 
libremente  pueden  ocupar  todos  los 
ciudadanos.  Las  que  sólo  les  son  con- 
cedidas para  el  uso,  como  las  grandes 
carreteras,  los  ríos,  arroyos,  puertos  y 
playas  de  mar,  se  llaman  bienes  uni- 
versales ó  públicos.  Es  patrimonio  del 
Estado  todo  lo  que  está  destinado  á  su- 
ministrar las  rentas  necesarias  para 
sostener  sus  necesidades,  como  el  de- 
recho de  acuñar  moneda,  el  <le  correos 
y  demás  derechos  de  majestad,  que  tam- 
bién se  llaman  regalías;  los  bienes  de 
la  Hacienda,  las  minas,  los  tributos  y 
las  rentas  de  aduanas. 

Art.  288.  De  igual  modo  se  llaman 
bienes  comunales  los  que,  según  las 


constituciones  de  la  provincia,  sirven 
para  el  uso  de  cada  individuo  de  una 
comunidad.  Los  bienes  cuyas  rentas 
estén  destinadas  á  sostener  los  gastos 
de  la  comunidad,  constituyen  el  patri- 
monio de  la  misma. 

Art.  289.  También  se  considerarán 
como  bienes  privados  el  patrimonio 
que  posee  el  Soberano,  pero  no  como 
Jefe  supremo  del  Estado. 

Art.  290.  Las  reglas  contenidas  en 
este  Código  de  derecho  privado  sobre 
el  modo  con  que  las  cosas  pueden  legí- 
timamente adquirirse,  conservarse  y 
transmitirse  á  otros,  deberán  también 
observarse,  por  regla  general,  por  los 
administradores  de  bienes  del  Estado 
y  de  las  comunidades  ó  del  patrimonio 
de  estas  entidades.  Las  excepciones  y 
disposiciones  especiales  concernientes 
á  la  administración  y  uso  de  estos  bie- 
nes, se  determinarán  por  el  derecho 
público  y  por  las  leyes  políticas. 

Art.  291.  Las  cosas,  por  su  diversa 
calidad,  so  dividen^  en  corporales  é  in- 
corporales, muebles  ó  inmuebles,  fun- 
gibles  y  no  fungibles,  estimables  é  ines- 
timables. 

Art.  292.  Son  corporales  las  que  caen 
bajo  los  sentidos.  Las  otras  se  llaman 
incorporales,  como  por  ejemplo  el  dere- 
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cho  de  caza,    de  pesca,  y  todos  los 
demás  dereclios. 

Art.  293.  Llámanse  muebles  las  co- 
sas que,  salvo  su  sustancia,  pueden 
transportarse  de  un  lugar  á  otro;  deno- 
minándose inmuebles  en  otro  caso.  Las 
cosas  muebles  por  si  mismas  se  repu- 
tarán inmuebles  en  sentido  legal,  si  por 
disposición  de  la  ley  ó  por  destino  del 
propietario  son  de  la  pertenencia  ó  es- 
tán unidas  á  una  cosa  inmueble. 

Art.  294.  Entiéndese  que  es  de  la 
pertenencia  de  una  cosa  todo  lo  que 
está  continuamente  unido  á  la  misma. 
Tal  es,  no  sólo  la  accesión  á  la  cosa 
mientras  no  esté  separada  de  ella,  sino 
tambiénlas  cosas  sin  las  cuales  la  prin- 
cipal no  serviría  para  ningún  uso,  ó 
las  que  estén  destinadas  por  la  ley  ó 
por  el  propietario  al  uso  continuo  de  la 
cosa  principal. 

Art.  295.  La  hierba,  los  árboles  y 
frutas,  y  todas  las  cosas  útiles  que  pro- 
duce la  tierra  en  su  superficie,  son 
siempre  propiedad  inmueble  mientras 
no  estén  separadas  del  suelo.  También 
los  peces  en  los  sitios  de  pesca,  y  los 
animales  salvajes  en  los  bosques,  sólo 
seconvierten  en  bienes  muebles  cuando 
los  primeros  son  retirados  de  las  pes- 
querías y  los  segundos  muertos  ó  co- 
gidos. 

Art.  296.  Del  mismo  modo  los  gra- 
nos, la  leña,  lo  que  sirve  de  alimento 
para  los  animales  y  todos  los  demás 
frutos,  aunque  estén  segados,  los  ani- 
males, los  instrumentos  rurales  y  los 
utensilios  pertenecientes  á  una  finca, 
se  contarán  entre  las  cosas  inmuebles 
mientras  sean  necesarios  para  la  ad- 
ministración económica  ordinaria  de  la 
finca. 

Art.  297.  Pertenecen  asimismo  alas 
cosas  inmuebles  las  que  se  erijan  en  la 
finca  con  intención  de  que  estén  perma- 


nentemente allí,  como  las  casas  y  de- 
más edificios,  con  todo  el  radio  de  aire 
perpendicular  á  la  finca;  asimismo  no 
sólo  las  cosas  fijadas  en  la  tierra  ó  en 
el  muro  ó  aseguradas  con  hierro  ó  con 
clavos,  como,  por  ejemplo,  las  calde- 
ras destinadas  á  la  fabricación  de  la 
cerveza  ó  del  aguardiente,  y  los  arma- 
rios embutidos  en  las  paredes,  sino  tam- 
bién las  cosas  destinadas  al  uso  conti- 
nuo de  un  todo,  como  por  ejemplo,  los 
cubos  para  sacar  agua,  las  cuerdas, 
cadenas,  y  los  objetos  necesarios  para 
apagar  el  fuego  y  otros  semejantes. 

Art.  298.  Se  clasificarán  los  dere- 
chos entre  las  cosas  muebles,  cuando 
no  estén  unidos  á  la  posesión  de  una  in- 
mueble y  no  sean  declarados  inmue- 
bles por  la  constitución  de  la  pro- 
vincia. 

Art.  299.  Los  créditos  no  se  conver- 
tirán en  propiedad  inmueble  por  estar 
asegurados  con  una  cosa  inmueble. 

Art.  300.  Las  cosas  inmuebles  están 
sometidas  á  las  leyes  del  lugar  en  que 
están  situadas;  todas  las  demás,  por  el 
contrario,  lo  están  á  las  leyes  á  que 
esté  sujeta  la  persona  del  propietario. 

Art.  301.  Son  fungibles  las  cosas  de 
las  cuales  no  pueda  hacerse  el  uso  or- 
dinario sin  destruirlas  ó  consumirlas. 
Todas  las  demás  de  diferente  naturale- 
za se  llaman  no  fungibles. 

Art.  302.  La  reunión  de  varias  cosas 
particulares  que  suelen  considerarse 
como  una  sola  y  designarse  con  un 
nombre  común,  forma  una  masa  que  se 
considera  como  un  todo. 

Art.  303.  Son  estimables  las  cosas 
cuyo  valor  puede  determinarse  en  el 
comercio  por  su  comparación  con  otra. 
En  esta  clase  se  comprenden  también 
los  servicios  y  los  trabajos  corporales 
ó  mentales.  Llámanse  inestimables  las 
cosas  cuyo  valor  no  puede  determinar- 
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se  por  ninguna  comparación  con  otras 
cosas  existentes  en  el  comercio. 

Art.  304.  Llámase  precio  de  la  cosa 
el  determinado  valor  de  la  misma.  Si  la 
cosa  debiera  estimarse  en  juicio,  debe- 
rá hacerse  su  evaluación  según  una 
determinada  cantidad  de  dinero. 

Art.  305.  Si  la  cosa  se  evaluase  se- 
gún la  utilidad  que,  teniendo  en  cuenta 
el  tiempo  y  el  lugar,  reporta  ordinaria 
y  generalmente,  el  precio  será  ordina- 
rio y  común.  Será,  por  el  contrario,  ex- 
traordinario, si  se  consideran  las  rela- 
ciones particulares  y  el  afecto  especial 
de  aquel  á  quien  debe  abonarse  el  va- 
lor fundado  en  las  cualidades  acciden- 
tales de  la  cosa. 

Art.  306.  Se  tomará  siempre  como 
regla  en  la  valuación  de  las  cosas  el 
precio  común  cuando  ni  por  convenio 
ni  por  la  ley  se  haya  establecido  otra 
cosa. 

Art.  307.  Los  derechos  que  corres- 
pondan sobre  la  cosa  no  teniendo  en 
cuenta  para  nada  á  las  personas,  se 
llaman  derechos  reales.  Los  derechos 
á  una  cosa  resultantes  sólo  contra  cier- 
tas personas  directamente  de  una  ley 
ó  de  un  acto  obligatorio,  se  llaman  de- 
rechos personales  sobre  las  cosas. 

Art.  308.  Los  derechos  reales  sobre 
las  cosas  son:  los  derechos  de  posesión, 
de  propiedad,  de  prenda,  de  servidum- 
bre y  de  herencia. 

OE  LOS  DERECHOS  SOBRE  LAS  COSAS 

Sección  primera 

De    los    derechos   reales 

CAPÍTULO  PRIMERO.-DE  la  po- 
sesión 

Art.  309.  El  que  tiene  una  cosa  en 
su  poder  ó  bajo  su  custodia,  se  llama 


detentador  de  la  misma.  Es  poseedor 
el  que  la  tiene  con  ánimo  de  retenerla 
como  propia. 

Art.  310.  Las  personas  privadas  del 
uso  de  la  razón  son  incapaces  por  sí 
mismas  de  adquirir  la  posesión.  Obra- 
rán en  su  lugar  los  tutores  ó  curadores. 
Los  impúberes  que  hayan  salido  de  la 
infancia  pueden  por  si  mismos  tomar 
posesión  de  una  cosa. 

Art.  311.  Podrá  adquirirse  la  pose- 
sión de  todas  las  cosas  corporales  ó  in- 
corporales que  sean  objeto  de  comercio 
legal. 

Art.  312.  De  las  cosas  corporales 
muebles  se  adquirirá  la  posesión  co- 
giéndolas materialmente,  transportán- 
dolas y  custodiándolas;  las  inmuebles 
introduciéndose  en  ellas,  fijando  los  lí- 
mites ó  plantando  sotos  alrededor,  po- 
niéndoles cercas  ó  cultivándolos.  Se 
adquiere,  por  último,  la  posesión  de 
las  cosas  incorporales  ó  de  los  derechos 
haciendo  uso  de  ellos  en  nombre 
propio. 

Art.  313.  Se  hace  el  uso  del  derecho: 
cuando  alguno  exige  de  otro  una  cosa 
como  de  obligación  y  éste  realmente 
se  la  presta;  cuando  emplea  en  prove- 
cho propio  la  cosa  de  otro  con  el  con- 
sentimiento de  éste;  por  último,  cuando 
se  abstiene  alguno,  por  prohibición  de 
tercero,  de  lo  que  de  otro  modo  tendría 
el  derecho  de  hacer. 

Art.  314.  La  posesión,  así  de  los  de- 
rechos como  de  las  cosas  corporales,  se 
adquiere:  inmediatamente  poniendo 
bajo  su  poder  derechos  ó  cosas  vacan- 
tes, ó  mediatamente  si  se  hace  con  co- 
sas ó  derechos  que  pertenezcan  á  otros. 

Art.  315.  La  toma  de  posesión  inme- 
diata ó  mediata  hecha  de  propia  auto- 
ridad implica  sólo  la  posesión  de  lo  que 
con  la  ocupación  de  hecho,  con  el  in- 
greso, uso,  colocación  de  signos  ó  de 
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cercas,  ó  con  la  custodia,  se  coloca  real- 
mente bajo  nuestro  poder.  En  la  toma 
de  posesión  mediata,  si  el  detentador 
transfiere  á  otro  un  derecho  ó  una  cosa 
en  nombre  propio  ó  de  otro,  se  adquiere 
todo  lo  que  el  anterior  detentador  haya 
tenido  y  entregado  con  signos  manifíes^ 
tos,  sin  que  sea  necesario  aceptar  en 
especie  cada  parte. 

Art.  316.  Es  legitima  la  posesión  de 
una  cosa  cuando  está  basada  en  título 
válido  ó  que  puede  servir  de  fundamen- 
to jurídico  para  adquirir  la  posesión. 
En  otro  caso  es  ilegitima  la  posesión. 

Art.  317.  El  título  respecto  de  las 
cosas  que  no  pertenezcan  á  nadie  se 
funda  en  la  libertad  natural  de  realizar 
actos  con  los  cuales  no  se  lesionen  los 
derechos  de  tercero.  Con  relación  á  las 
demás  cosas,  se  funda  en  la  voluntad 
del  poseedor  anterior,  en  sentencia  del 
Juez,  ó  finalmente,  en  la  ley  por  la  que 
se  haya  atribuido  á  alguno  el  derecho 
á  la  posesión. 

Art.  318.  El  detentador  de  una  cosa, 
no  en  nombre  propio,  sino  en  el  de 
otro,  no  tiene  todavía  título  alguno  para 
tomar  posesión  de  ella. 

Art.  319.  El  detentador  de  la  cosa 
no  tiene  el  derecho  para  variar,  por 
autoridad  propia,  la  causa  de  su  deten- 
tación ni  de  arrogarse  de  este  modo  un 
título;  pero  sí  podrán  los  que  hasta  en- 
tonces hayan  poseído  legítimamente 
una  cosa  en  nombre  propio,  transmitir 
el  derecho  de  posesión  á  otro  y  rete- 
nerla en  nombre  de  éste  en  lo  suce- 
sivo. 

Art.  320.  Con  título  válido  sólo  se 
adquiere  el  derecho  á  la  posesión  de 
la  cosa,  no  la  posesión  misma.  El  que 
sólo  tiene  derecho  á  la  posesión,  en  el 
caso  en  que  ésta  le  sea  denegada  no 
podrá  tomarla  por  autoridad  propia, 
sino  que  deberá,  por  las  vías  legales, 


solicitarla  del  Juez  competente,  ale- 
gando su  título. 

Art.  321.  En  las  localidades  en  que 
existan  las  llamadas  Tablas  provincia- 
les, los  libros  de  la  propiedad  urbana  ó 
rural,  ú  otros  registros  públicos  de  la 
misma  clase,  únicamente  se  adquirirá 
la  legítima  posesión  de  un  derecho  real 
sobre  los  bienes  inmuebles  mediante 
la  inscripción  hecha  con  las  debidas 
formalidades  en  dichos  registros  pú- 
blicos (1). 

Art.  322.  Si  sucesivamente  se  hu- 
biere entregado  una  cosa  mueble  á 
varias  personas,  corresponderá  el  dere- 
cho de  posesión  á,  la  que  la  tenga  en  su 
poder.  Si  la  cosa  fuese  inmueble  y  hu- 
biera registros  públicos,  corresponde- 
rá exclusivamente  el  derecho  de  pose- 
sión al  que  en  ellos  se  encuentre  ins- 
crito como  poseedor. 

Art.  323.  Estará  á  favor  del  posee- 
dor la  presunción  legal  de  un  título  vá- 
lido, y  por  tanto  no  podrá  ser  compeli- 
do  á  presentarlo. 

Art.  324.  Tampoco  tendrá  lugar  di- 
cha obligación  en  el  caso  en  que  algu- 
no pretenda  que  no  puede  conciliarse 
la  posesión  del  adversario  con  otras 
presunciones  legales,  por  ejemplo,  con 
la  libertad  de  la  propiedad.  En  tales 
casos  el  pretendiente  deberá  proponer 
su  acción  ante  el  Juez  ordinario  y  pro- 
bar el  derecho  preferente  que  crea  él 
tener.  En  la  duda  deberá  ser  preferido 
el  poseedor. 

Art.  325.    Respecto  del  poseedor  de 


(1)  Scj,'ún  se  deduce  del  contenido  de  este 
artículo,  había  varias  clases  de  libros  de  regis- 
tros, entre  los  que  se  hallaban  las  Tablas  provin- 
ciales, llevadas  por  el  tribunal  de  la  provincia. 
Con  la  ley  de  25  de  Junio  de  1871  ha  desapare- 
cido esta  variedad,  quedando  sólo  el  libro  gene* 
ral  de  la  propiedad  inmueble. 
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una  cosa  cuyo  comercio  esté  vedado  ó 
que  parezca  haber  sido  sustraída  por 
hurto,  las  lej'es  políticas  y  penales  de- 
terminarán cuándo  estará  obligado  á 
presentar  el  título  de  su  posesión, 

Art.  326.  Será  poseedor  de  buena  fe 
el  que  por  motivos  verosímiles  crea 
suya  la  cosa  que  posee.  Llámase  po- 
seedor de  mala  fe  el  que  sabe,  ó  por  las 
circunstancias  debe  presumir,  que  la 
cosa  que  posee  pertenece  á  otro.  Por 
error  de  hecho  ó  por  ignorancia  de  lo 
que  prescribe  la  ley  podrá  alguno  ser 
poseedor  ilegitimo  (art.  316),  y,  sin  em- 
bargo, de  buena  fe. 

Art.  387.  Si  uno  posee  la  cosa  y  otro 
el  derecho  á  todos  los  frutos  de  la  mis- 
ma ó  á  parte  de  ellos,  podrá  la  misma 
persona,  traspasando  los  límites  del 
propio  derecho,  ser,  bajo  diferente  con- 
cepto, poseedor  de  buena  y  mala  fe,  le- 
gítimo é  ilegítimo. 

Art.  328.  En  caso  de  litigio  se  deci- 
dirá por  sentencia  judicial  si  la  pose- 
sión es  de  buena  ó  mala  fe.  En  la  duda 
estará  la  presunción  en  favor  déla  bue- 
na fe  de  la  posesión. 

Art.  329.  Podrá  el  poseedor  de  bue- 
na fe,  por  la  sola  razón  de  esta  pose- 
sión, usar  á  su  arbitrio  de  la  cosa  que 
posea,  consumirla  y  destruirla  también 
sin  responsabilidad. 

Art.  330.  Pertenecen  al  poseedor  de 
buena  fe  todos  los  frutos  procedentes 
de  la  cosa  mientras  no  estén  separados 
de  ella.  Le  pertenecen  igualmente  to- 
das las  utilidades  ya  percibidas  cuan- 
do hayan  sido  aprovechadas  durante  la 
posesión  pacífica. 

Art.  331.  Si  el  poseedor  de  buena  fe 
hubiere  hecho  gastos  necesarios  para 
la  conservación  permanente  del  valor 
de  la  cosa,  ó  útiles  para  el  aumento  de 
las  rentas,  tendrá  derecho  al  resarci- 
miento según  el  valor  actual,  con  Xá[ 


que  éste  no  supere  los  gastos  efectiva- 
mente hechos. 

Art.  332.  Los  gastos  voluntarios  y 
de  ornato  sólo  se  compensarán  cuando 
con  los  mismos  se  haya  aumentado 
realmente  el  valor  común  de  la  cosa; 
pero  el  poseedor  anterior  podrá  quedar- 
se con  todo  lo  que  pueda  llevarse,  sal- 
vo la  sustancia  de  la  cosa  misma. 

Art.  333.  El  poseedor,  aun  siendo  de 
buena  fe,  no  puede  exigir  el  precio  pa- 
gado por  éste  á  su  autor  por  la  cosa 
adquirida.  Por  consiguiente,  el  que  ad- 
quirió de  buena  fe  una  cosa  ajena,  que 
en  otro  caso  difícilmente  hubiera  reco- 
brado el  propietario,  podrá  pedir  una 
bonificación  correspondiente  á  la  ven- 
taja que  puede  haber  proporcionado 
con  esto  al  propietario. 

Art.  334.  En  el  capítulo  que  trata  del 
derecho  de  prenda  se  determinará  si 
corresponde  ó  no  al  detentador  de  bue- 
na fe  el  derecho  de  retener  la  cosa  por 
una  pretensión  suya. 

Art.  335.  No  sólo  estará  obligado  el 
\poseedor  de  mala  fe  á  restituir  todas 
las  utilidades  obtenidas  con  la  pose- 
sión de  una  cosa  ajena,  sino  también  á 
resarcir  las  que  el  damnificado  hubiera 
podido  obtener,  así  como  cualquier 
daño  resultante  de  su  posesión.  Cuan- 
do el  poseedor  haya  logrado  la  pose- 
sión por  medio  de  actos  prohibidos  por 
las  leyes  penales,  se  extenderá  tam- 
bién la  obligación  del  resarcimiento  al 
precio  á  que  particularmente  se  halle 
afecto. 

Art.  336.  Respecto  de  los  gastos  que 
haya  hecho  en  la  cosa  el  poseedor  de 
mala  fe,  se  aplicará  lo  determinado  en 
el  capítulo  del  mandato  respecto  de  los 
gastos  hechos  sin  orden  por  quien  se 
haya  encargado  de  la  administración 
de  los  negocios  de  otros. 

Art.  337.    Se  juzgará  de  la  posesión 
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de  una  comunidad  según  la  buena  ó 
mala  fe  de  los  procuradores  que  obren 
en  nombre  de  sus  individuos.  En  todo 
caso,  los  que  sean  de  mala  fe  estarán 
obligados  á  resarcir  los  daños,  tanto  á 
loft  demás  individuos  que  sean  dé  bue- 
na fe  como  al  propietario. 

Art.  338.  Aun  al  poseedor  de  buena 
fe,  cuando  sea  condenado  á  la  restitu- 
ción de  la  cosa  por  sentencia  del  Juez, 
podrá  considerársele  respecto  del  re- 
sarcimiento de  las  utilidades  y  del  daño 
de  los  gastos  hechos  como  poseedor 
de  mala  fe  desde  el  día  en  que  se  le 
notifique  la  demanda;  pero  no  será  res- 
ponsable en  el  caso  fortuito  en  que  el 
daño  no  habría  ocurrido  si  hubiera  es- 
tado la  cosa  en  poder  del  propietario, 
á  no  ser  que  hubiera  pretendido  demo- 
rar la  restitución  con  un  litigio  teme- 
rario. 

Art.  339.  Sea  como  quiera  la  pose- 
sión, no  es  lícito  que  nadie,  de  propia 
autoridad,  la  perturbe.  El  poseedor  que 
sea  perturbado  en  ella  tendrá  derecho 
á  acudir  á  la  autoridad  del  Juez  para 
que  haga  cesar  cualquier  molestia  y 
que  se  le  resarza  el  daño  que  haya 
experimentado. 

Art.  340.  Si  el  poseedor  de  una  cosa 
inmueble  ó  de  un  derecho  real  corriere 
riesgo  de  ser  perjudicado  en  sus  dere- 
chos por  la  construcción  de  un  nuevo 
edificio,  de  una  obra  hidráulica  ó  de 
otra  cualquiera,  sin  que  el  que  la  em- 
prende haya  observado  respecto  de  él 
las  precauciones  prescritas  por  el  Re- 
glamento general  judicial,  tendrá  el  po- 
seedor el  derecho  de  solicitar  del  Juez 
la  prohibición  de  tal  innovación,  el  cual 
deberá  decidir  sobre  el  caso  con  la  ma- 
yor diligencia. 

Art.  341.  El  Juez  prohibirá  la  conti- 
nuación de  la  obra  hasta  que  se  dicte 
el  fallo.  Mientras  el  litigio  esté  pendien- 


te, sólo  se  concederá  dicha  continua- 
ción en  los  casos  de  inminente  peligro 
manifiesto,  ó  cuando  la  parte  que  hace 
ejecutar  la  obra  preste  suficiente  cau- 
ción de  volver  á  poner  las  cosas  en  su 
primitivo  estado,  y  para  el  resarci- 
miento del  daño;  y  la  otra  que  solicita 
la  prohibición  de  la  misma  obra,  no 
preste,  á  su  vez,  en  el  último  caso, 
igual  caución  para  las  consecuencias 
de  la  prohibición  solicitada. 

Art.  342.  Lo  dispuesto  en  los  ante- 
riores artículos  respecto  de  la  cons- 
trucción de  una  nueva  obra,  deberá 
aplicarse  igualmente  al  derribo  de  un 
antiguo  edificio  ó  de  otra  obra. 

Art.  343.  Si  el  poseedor  de  un  dere- 
cho real  pudiere  probar  que  un  edificio 
ya  existente  ó  cualquiera  otra  cosa  per- 
teneciente á  otro  amenaza  ruina,  y  le 
hiciere  temer  un  daño  manifiesto,  po- 
drá instar  judicialmente  por  la  caución, 
si  ya  por  la  autoridad  política  no  se 
hubiesen  dictado  las  suficientes  provi- 
dencias para  la  pública  seguridad. 

Art.  344.  Los  derechos  de  posesión 
sólo  dan  el  de  mantenerse  en  ella,  y  re- 
chazar la  fuerza  con  la  fuerza  conve- 
niente, en  el  caso  en  que  tardara  en 
obtenerse  el  auxilio  del  Juez  (art.  19). 
En  lo  demás,  es  deber  de  la  autoridad 
política  cuidar  de  que  no  se  altere  la 
tranquilidad  pública,  así  como  del  tri- 
bunal de  lo  criminal  el  castigar  las  vio- 
lencias públicas. 

Art.  345.  Si  se  intrusare  alguno  en 
la  posesión,  ó  se  introdujere  en  ella 
clandestinamente,  con  dolo  ó  á  título 
precario,  é  intentase  cambiar  en  dere- 
cho permanente  lo  que  sólo  se  le  con- 
cedió por  favor,  sin  obligación  de  con- 
tinuárselo, tal  posesión,  ilegítima  por 
sí  y  de  mala  fe,  se  convierte  en  viciosa 
también.  En  los  casos  contrarios,  se 
tendrá  por  no  viciosa  la  posesión. 
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Art.  346.  Contra  cualquier  poseedor 
ilegal  podrá  proponerse  la  caución, 
tanto  para  la  reposición  en  el  estado 
primitivo  como  para  la  indemnización. 
Vistos  los  autos,  deberá  el  Juez  decre- 
tar lo  uno  y  lo  otro,  aun  sin  considera- 
ción, á  un  derecho  mayor  que  pueda 
tener  sobre  la  cosa  la  parte  convenida. 

Art.  347.  No  pudiéndose  comprobar 
en  el  momento  cuál  de  las  dos  partes 
se  encuentra  en  posesión  no  viciosa,  y 
cuando  una  ú  otra  tenga  derecho  á  la 
asistencia  del  Juez,  se  confíará  la  cosa 
controvertida  á  la  custodia  del  Juez  ó 
de  tercero,  hasta  que  se  vea  y  falle  el 
litigio  sobre  la  posesión.  También  po- 
drá la  parte  que  sucumba  después  de 
esta  decisión,  promover  la  acción  por 
un  supuesto  mejor  derecho  que  cfea 
que  le  corresponde  sobre  la  misma 
cosa. 

Art.  348.  Si,  pretendiendo  más  de 
uno  la  posesión  de  la  cosa,  pidieren  al 
mismo  tiempo  la  entrega  al  simple  de- 
tentador, y  haya  entre  aquéllos  uno  en 
cuyo  nombre  se  tenía  la  cosa  misma  en 
custodia,  deberá  entregarse  preferente- 
mente á  este  último  y  notificar  á  los 
otros  la  entrega  hecha.  No  militando 
esta  circunstancia  en  favor  de  alguno 
de  ellos,  se  confiará  la  cosa  á  la  custo- 
dia del  Juez  ó  de  tercero.  El  Juez  debe- 
rá apreciar  los  títulos  de  los  que  se  dis- 
puten la  posesión,  y  pronunciar  su 
fallo. 

Art.  ÍM9.  En  general,  so  perderá  la 
posesión  de  una  cosa  corporal  cuando 
se  pierda  sin  esperanzas  de  recuperar- 
la, cuando  espontáneamente  se  aban- 
done, ó  cuando  pase  á  posesión  de 
otro. 

Art.  350.  Cesará  la  posesión  de  los 
derechos  y  de  las  cosas  inmuebles  que 
constituyen  el  objeto  de  los  registros 
públicos,  cuando  sean  cancelados  en 


los  registros  provinciales,  urbanos  ó 
rurales,  ó  se  inscriban  á  nombre  de 
otro. 

Art.  351.  Cesará  la  posesión  respec- 
to de  los  demás  derechos,  si  la  parte 
contraria  declarase  no  querer  prestar 
más  lo  que  antes  ha  prestado,  no  tolere 
más  el  ejercicio  del  derecho  de  otro  ó 
no  tenga  ya  en  cuenta  la  prohibición  de 
abstenerse  de  alguna  cosa,  y  en  todos 
estos  casos  se  mantenga  quieto  el  po- 
seedor^ y  no  promueva  acción  alguna 
para  conservar  su  posesión.  No  se  per- 
derá la  posesión  por  el  solo  hecho  de 
no  hacer  uso  de  un  derecho,  excepto  en 
los  casos  de  prescripción  determinados 
en  la  ley. 

Art.  352.  Mientras  haya  esperanza 
de  recuperar  la  cosa  perdida,  podrá 
conservarse  la  posesión  con  sólo  la  vo- 
luntad. La  ausencia  del  poseedor  ó  la 
incapacidad  que  sobrevenga  para  ad- 
quirir una  posesión,  no  quitan  lo  ya 
adquirido. 

CAPÍTULO  II.— DEL  DERECHO 
DE  LA  PROPIEDAD 

Art.  353.  Llámase  propiedad  de  una 
persona  todo  lo  que  le  pertenece,  todas 
sus  cosas  corporales  é  incorporales. 

Art.  354.  La  propiedad  considerada 
como  derecho  es  la  facultad  de  dispo- 
ner libremente  y  con  exclusión  de  cual- 
quiera otro  de  una  cosa  y  de  sus  pro- 
ductos. 

Art.  355.  Todas  las  cosas  en  general 
son  objeto  del  derecho  de  propiedad,  y 
todo  el  que  no  esté  expresameute  ex- 
cluido por  la  ley,  podrá  adquirirlo  por 
sí  mismo  ó  por  medio  de  otro  en  su 
nombre. 

Art.  356.  Por  consiguiente,  cuando 
una  persona  quiera  hacer  una  adquisi- 
ción y  haya  quien  sostenga  que  existe 
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para  ello  algún  impedimento  legal,  ya 
respecto  de  su  capacidad  personal,  ya 
respecto  de  la  cosa  que  pretende  ad- 
quirir, tendrála  obligación  de  probarlo. 

Art.  357  .El  derecho  á  la  cosa  en  sí, 
unido  en  una  sola  persona  con  el  dere- 
cho á.  sus  productos,  constituyen  la  pro- 
piedad plena  é  indivisa.  Si  uno  solamen- 
te tuviere  un  derecho  á  la  cosa  en  sí,  y 
otro  el  derecho  exclusivo  sobre  los  pro- 
ductos de  ésta,  se  considerará  dividido 
y  no  pleno  el  derecho  de  propiedad,  así 
para  uno  como  para  otro.  El  primero 
se  llamará  propietario  directo,  y  el  se- 
gundo propietario  útil. 

Art.  358.  Todas  las  demás  clases  de 
limitaciones  que  se  derivan  de  la  ley  ó 
de  la  voluntad  del  propietario,  no  ha- 
rán menos  plena  la  propiedad. 

Art.  359.  Nace  la  separación  del  de- 
recho á  la  cosa  en  sí,  y  del  derecho  á 
sus  productos  (dominio  directo  y  domi- 
nio útil),  ya  de  las  disposiciones  del 
propietario,  ya  de  las  de  la  ley.  Según 
las  diferentes  relaciones  existentes  en- 
tre el  propietario  directo  y  el  útil,  se 
llamarán  los  bienes  cuya  propiedad 
esté  dividida,  bienes  feudales,  arrenda- 
mientos hereditarios  y  enfiteusis.  Se 
tratará  de  los  feudos  en  el  derecho  par- 
ticular feudal.  De  los  arrendamientos 
hereditarios  y  de  la  enfiteusis  se  habla- 
rá en  el  capítulo  que  trata  de  los  con- 
contratos de  arrendamiento. 

Art.  360.  No  podrá  deducirse  que  es- 
té dividida  la  propiedad  del  mero  pago 
de  un  censo  continuo  ó  de  rentas  anua- 
les de  una  finca.  Siempre  que  la  sepa- 
ración del  derecho  sobre  la  cosa  en  sí, 
del  derecho  sobre  los  productos  no  apa- 
rezca expresamente,  deberá  conside- 
rarse que  tiene  la  plena  propiedad  todo 
poseedor  de  buena  fe. 

Art.  361.  Si  una  cosa,  aunque  indi- 
visa, perteneciere  al  mismo  tiempo  á 


varias  personas,  tendrá  lugar  la  copro- 
piedad. Se  considerarán  los  copropie- 
tarios respecto  del  todo  como  una  sola 
persona;  pero  si  á  cada  uno  estuvieren 
designadas  determinadas  partes,  aun- 
que no  separadas,  tendrá  cada  copro- 
pietario la  plena  propiedad  sobre  la  par- 
te que  le  corresponda. 

Art.  362.  En  virtud  del  derecho  de 
disponer  libremente  de  su  propiedad, 
podrá,  por  regla  general,  el  que  tenga 
la  plena  propiedad,  usar  ó  no  usar  á  su 
conveniencia  de  la  cosa  suya;  podrá 
destruirla,  transmitirla  en  todo  ó  en 
parte  á  otro  ó  renunciar  á  ella  por  com- 
pleto, esto  es,  abandonarla. 

Art.  363.  Corresponden  los  mismos 
derechos  al  que  tenga  la  propiedad  me- 
nos plena,  tanto  directa  como  útil,  siem- 
pre que  por  el  uno  no  se  haga  cosa  con- 
traria al  derecho  del  otro. 

Art.  364.  En  general  tendrá  lugar  el 
ejercicio  del  derecho  de  propiedad 
cuando  no  se  lesionen  los  derechos  de 
tercero  ni  se  traspasen  los  límites  esta- 
blecidos por  las  leyes  para  conservar 
y  fomentar  el  bien  público. 

Art.  365.  Cuando  lo  exija  la  utilidad 
pública,  todos  los  individuos  deberán 
ceder  también  su  plena  propiedad,  pre- 
via una  indemnización  conveniente. 

Art.  366.  Al  derecho  del  propietario 
de  excluir  á  cualquier  otro  de  la  pose- 
sión de  la  cosa  propia  va  unido  tam- 
bién el  de  reivindicarla  judicialmente 
de  cualquier  detentador.  Pero  no  ten- 
drá este  derecho  el  que  haya  enajena- 
do la  cosa  en  nombre  propio  cuando 
aún  no  tenga  su  propiedad  y  la  haya  ad- 
quirido con  posterioridad. 

Art.  367.  No  habrá  lugar  á  la  reivin- 
dicación de  una  cosa  mueble  contra  el 
poseedor  de  buena  fe  cuando  pruebe 
haberla  adquirido  en  pública  subasta  ó 
de  persona  habilitada  para  tal  comer- 
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cio^  ó  á  titulo  oneroso,  de  alguno  á 
quien  haya  sido  confiada  por  el  mismo 
actor  para  uso,  en  depósito  ó  con  cual- 
quiera otro  fin.  En  estos  casos  se  ad- 
quirirá Ja  propiedad  por  los  poseedores 
de  buena  fe,  y  el  propietario  anterior 
sólo  tendrá  el  derecho  de  indemnización 
contra  los  que  sean  responsables  para 
con  él, 

Art.  368.  Si  se  probase  luego  que  el 
poseedor  habría  podido  concebir  funda- 
da sospecha  contra  la  buena  fe  de  su 
posesión,  ya  por  la  naturaleza  de  la 
cosa  adquirida,  ya  por  su  precio  mani- 
fiestamente inferior  á  su  valor,  ya  por 
las  conocidas  condiciones  personales 
de  su  causante,  por  el  tráfico  que  éste 
ejerza,  ó  por  otros  conceptos,  estará 
obligado  en  estos  casos,  como  poseedor 
de  mala  fe,  á  ceder  la  cosa  al  propie- 
tario. 

Art.  369.  El  que  entable  la  acción 
reivindicatoría  de  una  cosa  deberá  pro- 
bar que  el  presunto  demandado  tiene 
en  su  poder  la  cosa  reclamada  y  que 
ésta  es  propiedad  suya. 

Art.  370.  El  que  judicialmente  repita 
contra  una  cosa  mueble,  deberá  indicar 
las  señas  por  las  cuales  la  misma  se 
distingue  de  todas  las  semejantes  ó  de 
la  misma  especie. 

Art.  371 .  Por  consiguiente,  las  cosas 
que  no  puedan  distinguirse  de  este 
modo,  como  el  dinero  en  efectivo,  y  los 
documentas  pagaderos  al  portador,  no 
son,  por  regla  general,  objeto  de  reivin- 
dicación á  no  ser  que  en  ellos  concu- 
rran tales  circunstancias  que  el  actor 
pueda  probar  su  derecho  de  propiedad, 
y  el  presunto  demandado  haya  debido 
conocer  que  no  tenia  derecho  alguno  á 
apoderarse  de  ella. 

Art.  372.  Si  el  actor  no  saliere  bien 
en  la  prueba  de  la  propiedad  adquiri- 
da de  la  cosa  detenteuia  por  otro,  pero 


probase  el  título  válido  y  el  modo  no 
vicioso  de  la  posesión  adquirida,  debe- 
rá considerarse  como  el  verdadero  pro- 
pietario respecto  de  todo  poseedor  que 
no  presente  ningún  título  ó  presente 
sólo  uno  de  menos  fuerza. 

Art.  373.  Por  consiguiente,  si  el  de- 
mandado poseyere  la  cosa  de  mala  fe  ó 
de  un  modo  no  legítimo,  si  no  pudiere 
indicar  algún  causante,  ó  sólo  indicare 
uno  sospechoso,  ó  si  adquirió  la  cosa  á 
título  lucrativo  mientras  el  actor  la  ad- 
quirió á  título  oneroso,  deberá  ceder  la 
cosa  á  este  último. 

Art.  374.  Cuando  el  actor  y  ¡el  de- 
mandado tengan  un  título  igual  á  su 
posesión  no  viciosa,  deberá  preferirse 
al  demandado,  en  virtud  de  la  pose- 
sión. 

Art.  375.  El  que  posea  una  cosa  en 
nombre  de  otro,  podrá  defenderse  con- 
tra la  acción  reivindicatoría,  designan» 
do  á  su  causante  y  dando  la  prueba  de 
ello. 

Art.  376.  El  que  niegue  en  juicio  la 
posesión  de  una  cosa  y  esté  convicto 
de  poseerla,  estará  obligado,  por  este 
solo  motivo,  á  ceder  la  posesión  al  ac- 
tor, salvo,  sin  embargo,  el  derecho  del 
mismo  de  entablar  en  seguida  la  acción 
reivindicatoría. 

Art.  377.  El  que  no  poseyendo  una 
cosa  simule  que  la  posee  é  induzca  así 
á  error  al  actor,  será  responsable  de 
cualquier  daño  que  de  ello  se  derive. 

Art.  378.  El  que  poseía  una  cosa  y 
después  de  haberle  notificado  la  de- 
manda haya  dejado  de  poseerla  por  he- 
cho propio,  deberá  recuperarlade  cuen- 
ta propia  para  el  actor  ó  resarcirle  de 
su  valor  extraordinario,  á  no  ser  que 
prefiera  el  actor  dirigirse  contra  el  ac- 
tual detentador. 

Art.  379.  Queda  determinado  en  el 
capítulo  anterior  lo  que  se  adeude  al 
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propietario  por  el  poseedor,  así  de  bue- 
na como  de  mala  fe,  por  daños  y  per- 
juicios. 

CAPÍTULO  III.— DE   LA    ADQUISICIÓN  DE 
LA  PROPIEDAD  POR  OCUPACIÓN 

Art.  380.  No  podrá  adquirirse  la  pro- 
piedad sin  título  y  modo  legal  de  ad- 
quisición. 

Art.  381.  Respecto  de  las  cosas  que 
no  pertenezcan  á  nadie  (res  nullios), 
consiste  el  título  en  la  libertad  inheren- 
te á  todos  de  tomar  posesión  de  ellas. 
El  modo  de  adquirirlas  consiste  en  la 
ocupación,  con  la  que  reduce  á  su  poder 
la  cosa  que  no  pertenece  á  nadie,  con 
intención  de  hacerla  suya. 

Art.  382.  Las  cosas  que  no  perte- 
nezcan á  alguien  podrán  adquirirse 
mediante  la  ocupación,  por  todos  los  in- 
dividuos del  Estado,  á  no  ser  que  esté 
limitada  esta  facultad  por  las  leyes  po- 
líticas, ó  que  algunos  miembros  tengan 
preferente  derecho  á  ocuparlas. 

Art.  383.  Tendrá  esto  lugar  espe- 
cialmente en  la  caza  de  los  animales. 
La  leyes  políticas  determinarán  quié- 
nes tendrán  el  derecho  de  caza  y  pesca, 
cómo  deberá  impedirse  la  excesiva 
multiplicación  de  los  animales  monta- 
races, y  cómo  deberá  repararse  el  daño 
ocasionado  por  éstos,  y  de  qué  modo  se 
rechazarán  las  abejas  ajenas  que  re- 
lien la  miel.  En  las  leyes  penales  se 
determina  cómo  ha  de  castigarse  al  ca- 
zador furtivo. 

Art.  384.  Los  enjambres  de  abejas 
domésticas  y  demás  animales  mansos 
ó  domesticados  no  serán  objetos  de  li- 
bre ocupación;  su  propietario  tendrá 
también  el  derecho  de  perseguirlos  en 
la  finca  de  otro;  pero  deberá  resarcir  el 
daño  que  ocasione  al  poseedor  de  la 
ñnca.  Cuando  el  propietario  de  la  col- 


mena no  haya  perseguido  al  enjambre 
dentro  de  los  dos  días,  ó  el  animal  do- 
mesticado se  mantenga  alejado  por  es- 
pacio de  cuarenta  y  dos  día,  podrá,  en 
el  dominio  público,  cualquiera,  y  en  el 
privado  el  propietario  del  predio,  co- 
gerlos y  conservarlos. 

Art.  385.  Ningún  particular  podrá 
apropiarse  los  productos  reservados  al 
Estado  por  las  leyes  políticas. 

Art.  386.  Todo  individuo  podrá  apro- 
piarse de  las  cosas  muebles  abandona- 
das por  el  propietario  con  ánimo  de  no 
(juererlas  ya  por  suyas. 

Art.  387.  Las  leyes  políticas  deter- 
minarán cuándo  deberán  considerarse 
abandonadas,  y  atribuirse  al  Estado, 
las  fincas  dejadas  enteramente  sin  cul- 
tivo, y  los  edificios  con  motivo  de  repa- 
raciones que  no  se  hayan  hecho. 

Art.  388.  En  la  duda,  no  deberá  pre- 
sumirse que  uno  quería  renunciar  á  su 
propiedad,  por  lo  cual,  el  que  se  en- 
cuentre una  cosa  no  podrá  considerar- 
la como  abandonada  ni  apropiársela, 
ni  mucho  menos  será  lícito  que  cual- 
quiera se  arrogue  el  derecho  sobre  co- 
sas arrojadas  por  el  mar  á  la  playa. 

Art.  389.  El  que  se  encuentre  una 
cosa  está,  pues,  obligado  á  restituirla 
al  poseedor  anterior,  si  éste  fuese  co- 
nocido por  señales  distintivas  de  la  cosa 
ó  por  otras  circunstancias.  Y  si  no  lo 
conociere,  y  la  cosa  encontrada  valiese 
más  de  un  florín,  deberá,  en  el  término 
de  ocho  días,  mandar  pregonar  el  ha- 
llazgo en  la  forma  en  que  acostumbre 
practicarse  en  cada  localidad,  y,  exce- 
diendo la  cosa  el  valor  de  12  florines, 
deberá  notificar  el  caso  á  la  autoridad 
local. 

Art.  390.  La  autoridad  local  manda- 
rá pregonar  inmediatamente  el  hallaz- 
go en  la  forma  acostumbrada  en  cada 
localidad,  sin  hacer  mención  délas  se- 
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ñas  particulares  de  la  cosa  encontrada, 
y  si  dentro  de  un  término  prudencial, 
según  las  circunstancias,  no  se  descu- 
briere al  propietario  y  la  cosa  encon- 
trada fuese  de  un  valor  de  más  de  25 
florines,  deberá  insertarse  tres  veces 
la  noticia  por  medio  de  los  periódicos. 
Cuando  la  cosa  no  pueda  conservarse, 
sin  riesgo,  en  poder  de  quien  se  la  haya 
encontrado,  ó  no  pueda  conservarse 
sin  grave  deterioro,  la  cosa  misma  en 
el  primer  caso,  y  en  el  segundo  el  im- 
porte de  su  venta  por  medio  de  subasta 
pública,  deberá  dejarse  en  depósito  al 
Juez  ó  entregarse  á  la  custodia  de  ter- 
cero. 

Art.  391.  Si  el  detentador  anterior  ó 
el  propietario  de  la  cosa  encontrada  se 
presentare  en  el  término  de  un  año  á 
contar  desde  la  efectuada  publicación 
y  probase  debidamente  su  derecho,  de- 
berá restituírsele  la  cosa  misma  ó  el 
importe  de  su  venta.  Pero  estará  obli- 
gado á  abonar  los  gastos  y  á  corres- 
ponder á  quien  encontró  la  cosa,  cuan- 
do lo  solicite,  con  el  10  por  100  del  pre- 
cio ordinario  como  premio  del  hallaz- 
go. Y  si  el  premio  con  arreglo  á  este 
cálculo  se  elevase  á  la  suma  de  1.000 
florines,  no  deberá  pagarse  más  que  el 
5  por  100  por  el  exceso. 

Art.  392.  Si  en  el  término  de  un  año 
no  fuese  reclamada  la  cosa  por  quien 
tenga  derecho  á  ello,  el  que  se  la  en- 
contró adquiere  el  derecho  de  hacer 
uso  de  la  misma  ó  disponer  de  su  im- 
porte. Si  se  presentare  después  el  de- 
tentador anterior,  se  le  restituirá,  dedu- 
cidos los  gastos  y  el  premio  por  el  ha- 
llazgo, la  cosa  ó  el  importe  logrado  y 
también  los  intereses  que  por  ella  se 
hubieren  cobrado.  Y  sólo  después  de 
transcurrido  el  tiempo  de  la  prescrip- 
ción adquirirá  el  que  la  haya  encon- 
trado, como  cualquiera  otro  poseedor 


de  buena  fe,  el  derecho  de  propiedad. 

Art.  393.  El  que  no  observe  las  pres- 
cripciones contenidas  en  los  artículos 
388  á  392,  será  responsable  de  todas  las 
consecuencias  del  daño.  Si  fuesen  des- 
cuidadas por  quien  encontró  la  cosa, 
estará  también  privado  de  la  gratifica- 
ción por  el  hallazgo  y  será  además  cul- 
pable de  engaño,  según  las  circunstan- 
cias, con  arreglo  al  Código  penal. 

Art.  394.  Cuando  varias  personas  se 
encuentren  al  mismo  tiempo  una  cosa, 
tendrán  todas,  respecto  de  ella,  las 
mismas  obligaciones  y  los  mismos  de- 
rechos. Se  contará  también  entre  los 
que  hayan  efectuado  el  hallazgo  el  que 
habiendo  descubierto  la  cosa  antes  que 
los  otros,  intentó  apoderarse  de  ella, 
aunque  otro  lo  haya  conseguido  antes 
que  él. 

Art.  395.  Si  se  descubrieren  cosas, 
cuyo  propietario  fuese  desconocido, 
enterradas  ó  encerradas  en  un  muro  ó 
en  otro  lugar  oculto,  deberá  publicarse 
el  anuncio  del  mismo  modo  prescrito 
en  general  para  el  caso  de  hallazgo. 

Art.  396.  Si  por  las  señales  exterio- 
res ó  por  otras  circunstancias  se  vinie- 
ra en  conocimiento  del  propietario,  de- 
berá entregársele  la  cosa;  pero  él  esta- 
rá obligado  á  pagar  por  el  hallazgo  la 
gratificación  determinada  en  el  art.  391, 
cuando  no  pueda  probar  haber  tenido 
antes  ya  conocimiento  de  ella. 

Art.  397.  En  el  caso  en  que  el  pro- 
pietario de  la  cosa  no  pueda  conocerse 
en  seguida,  procederá  la  superioridad 
con  arreglo  á  lo  establecido  en  los  ar- 
tículos 390  á  392. 

Art.  398.  Se  comprenderán  bajo  el 
nombre  de  tesoro  las  cosas  descubier- 
tas, consistentes  en  dinero,  joyas  ú 
otros  objetos  preciosos  ocultos  de  ese 
modo  durante  mucho  tiempo,  de  suerte 
que  no  pueda  saberse  ya  quién  fuera, 
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SU  propietario  anterior.  El  descubri- 
miento de  un  tesoro  deberá  ponerse  en 
conocimiento  del  Gobierno  por  la  supe- 
rioridad. 

Art.  399.  La  tercera  parte  del  tesoro 
corresponderá  al  patrimonio  del  Esta- 
do. De  las  otras  dos  terceras  partes 
una  será  del  que  lo  haya  descubierto  y 
la  otra  del  dueño  del  predio;  y  si  la  pro- 
piedad de  éste  estuviere  dividida,  dicha 
tercera  parte  corresponderá  por  iguales 
porciones  al  propietario  directo  y  al 
propietario  útil. 

Art.  400.  Si  para  descubrir  un  tesoro 
hubiere  cometido  alguno  una  acción 
ilícita;  si  sin  conocimiento  ni  consen- 
timiento del  propietario  útil  lo  hubiese 
buscado  ó  hubiese  ocultado  el  descu- 
brimiento, su  parte  recaerá  en  prove- 
cho del  denunciante  ó,  á  falta  de  éste, 
en  el  del  Estado. 

Art.  401.  Corresponderá  á  los  obre- 
ros que  por  casualidad  encuentren  un 
tesoro,  la  misma  parte  que  á  los  descu- 
bridores. Si,  por  el  contrario,  fuesen 
pagados  por  el  propietario  expresa- 
mente para  buscar  el  tesoro,  no  podrán 
pedir  más  que  un  jornal  ordinario. 

Art.  402.  En  las  leyes  militares  se 
hallarán  las  reglas  concernientes  al 
derecho  de  presa  y  de  cosas  ocupadas 
al  enemigo  en  la  guerra. 

Art.  403.  El  que  preserve  una  cosa 
mueble  de  otro,  de  indiscutible  pérdida 
ó  ruina,  podrá  exigir  del  propietario  que 
la  reclame  el  resarcimiento  de  sus  gas- 
tos y  una  gratificación  proporcionada, 
consistente  á  lo  sumo  en  el  10  por  100. 

CAPÍTULO   IV.— DE  LA  ADQUISICIÓN   DE 
LA  PROPIEDAD  POR  ACCESIÓN 

Art.  404.  Es  accesión  todo  lo  que 
nace  de  la  cosa  ó  se  le  agrega  sin  que 
haya  sido  entregada  por  otro  al  propie- 


tario. Sobreviene  la  accesión  por  Ja 
naturaleza,  por  el  arte  ó  juntamente 
por  una  y  otro. 

Art.  405.  Las  utilidades  producidas 
sin  cultivo,  como  las  hierbas,  los  hon- 
gos y  otras  análogas,  acrecerán  al  pro- 
pietario del  predio,  así  como  al  propie- 
tario de  un  animal  todas  las  utilidades 
que  del  animal  procedan. 

Art.  406.  El  propietario  de  un  ani- 
mal fecundado  por  el  animal  de  otro  no 
debe  al  dueño  de  éste  merced  alguna 
si  no  se  estipuló. 

Art.  407.  Si  en  medio  de  una  corrien- 
te de  agua  se  forma  una  isla,  tendrán 
los  propietarios  de  las  fincas  situadas 
en  las  dos  riberas  el  exclusivo  derecho 
á  ocuparla,  dividiéndola  en  dos  partes 
iguales,  y  éstas  subdividirlas,  partírse- 
las en  proporción  á  la  longitud  de  cada 
finca  fronteriza.  Si  la  isla  se  formase 
en  una  de  las  dos  mitades  del  agua, 
sólo  tendrá  derecho  á  ella  el  propie- 
tario ó  propietarios  de  la  orilla  más 
próxima.  Quedan  reservadas  para  el 
Estado  las  islas  formadas  en  los  ríos 
navegables. 

Art.  408.  Si  á  consecuencia  de  un 
desagüe  ó  por  haber  dividido  una  co- 
rriente de  agua  en  varias  ramas  se  for- 
masen islas  ó  fuesen  inundadas  las 
fincas,  quedarán  á  salvo  los  derechos 
de  la  propiedad  anterior. 

Art.  409.  Cuando  una  corriente  de 
agua  abandone  su  cauce,  los  propieta- 
rios perjudicados  por  el  nuevo  curso 
del  agua  tendrán  antes  que  otro  cual- 
quiera el  derecho  á  ser  indemnizados 
con  el  cauce  abandonado  ó  con  el  pre- 
cio de  éste. 

Art.  410.  Fuera  del  caso  de  esta 
indemnización,  pertenecerá  el  cauce 
abandonado,  como  queda  determinado 
respecto  de  las  islas  formadas  de  este 
modo,  á  los  propietarios  de  las  orillas. 
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Art.  411.  Pertenecerá  al  propietario 
de  la  orilla  la  tierra  que  el  agua  va  de- 
positando  poco  á  poco  en  ella. 

Art.  412.  Pero  si  por  la  fuerza  de  la 
corriente  fuese  separada  de  una  orilla 
una  parte  considerable  de  tierra  y  lle- 
vada á  la  otra  orilla,  el  anterior  posee- 
dor sólo  perderá  el  derecho  de  propie- 
dad de  ésta  en  el  caso  en  que  deje  trans- 
currir un  año  sin  ejercitarlo. 

Art.  413.  El  poseedor  de  un  predio 
podrá  hacer  obras  de  defensa  en  su 
orilla  contra  la  violencia  del  agua.  Pero 
no  será  lícito  que  haga  tales  obras  ó 
tales  plantaciones  que  varíen  el  curso 
ordinario  del  río  ó  puedan  perjudicar 
á  la  navegación,  á  los  molinos,  á  la 
pesca  ó  á  otros  derechos  de  tercero.  En 
general,  sólo  podrán  emprenderse  las 
obras  de  esta  clase  con  el  permiso  de 
la  autoridad  política. 

Art.  414.  El  que  ponga  en  una  obra 
cosas  ajenas,  ó  las  una,  confunda  ó 
mezcle  con  las  propias,  no  adquiere  por 
eso  todavía  derecho  alguno  sobre  la 
propiedad  ajena. 

Art.  415.  Si  tales  cosas  puestas  en 
una  obra  pudieran  reponerse  á  su  es- 
tado primitivo,  y  las  cosas  unidas,  con- 
fundidas ó  mezcladas  fueran  separadas 
de  nuevo,  deberá  restituirse  á  cada  pro- 
pietario lo  suyo  y  dársele  la  indemniza- 
ción á  quien  corresponda.  Cuando  la 
reposición  al  estado  primitivo  ó  la  se- 
paración sean  imposibles,  será  común 
la  cosa  entre  los  interesados;  pero  el 
propietario  de  la  cosa  unida  por  culpa 
del  otro  podrá  elegir  entre  guardar 
para  si  la  cosa  integra,  abonando  el 
equivalente  de  la  mejora,  ó  cederla  al 
otro,  también  mediante  la  correspon- 
diente indemnización.  Aquel  por  cuya 
culpa  tuvo  lugar  la  unión,  será  tratado 
según  su  buena  ó  mala  fe.  Y  si  no  pu- 
diera imputarse  la  culpa  á  ninguna  de 
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las  partes,  quedará  reservada  la  elec- 
ción para  aquel  cuya  porción  sea  de 
más  valor. 

Art.  416.  Los  materiales  de  otro  em- 
pleados solamente  para  la  reparación 
de  ufta  cosa,  corresponderán  al  propie- 
tario de  la  cosa  principal,  el  cual  esta- 
rá obligado,  según  la  buena  ó  mala  fe 
con  que  haya  obrado,  á  abonar  al  pro- 
pietario anterior  el  valor  de  los  mate- 
riales empleados. 

Art.  417.  El  que  en  su  propio  predio 
levante  un  edificio  y  emplee  en  él  mate- 
riales de  otro,  conservará  la  propiedad 
del  edificio,  pero  deberá,  aun  cuando 
haya  obrado  de  buena  fe,  abopar  al 
perjudicado  el  precio  ordinario  de  los 
materiales,  cuando  no  los  haya  adquiri- 
do por  uno  de  los  medios  indicados  en 
el  art.  367;  siendo  de  mala  fe,  deberá  pa- 
gar los  materiales  al  precio  máximo  y 
será  responsable,  además,  de  cualquier 
daño  respecto  del  perjudicado. 

Art.  418.  Cuando  por  el  contrario 
construya  alguno  con  materiales  pro- 
pios un  edificio  en  el  predio  de  otro  sin 
el  conocimiento  ni  consentimiento  del 
propietario,  el  edificio  será  de  éste  últi- 
mo. El  que  haya  construido  de  buena  fe 
podrá  exigir  el  resarcimiento  de  los 
gastos  necesarios  y  útiles;  si  fuere  de 
mala  fe,  será  equiparado  al  que,  sin 
mandato,  administra  cosas  de  otro.  Sólo 
podrá  exigir  el  precio  ordinario  del  pre- 
dio el  propietario,  que  siendo  sabedor  de 
la  construcción  del  edificio,  no  la  haya 
prohibido  inmediatamente  al  que  cons- 
truía de  buena  fe. 

Art.  419.  Si  se  construyere  el  edifi- 
cio en  predio  de  otro  y  con  materiales 
ajenos,  acrecerá  con  ellos  también  en 
ese  caso  la  propiedad  para  el  dueño  del 
suelo.  Subsisten  entre  el  propietario  del 
suelo  y  el  constructor  del  edificio  los 
I  mismos  derechos  y  obligaciones  esta* 
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blecidos  en  el  articulo  anterior;  según 
su  buena  ó  mala  fe,  el  que  construye  el 
ediñcio  deberá  pagar  /el  precio  ordina- 
rio ó  el  máximum  de  los  materiales  al 
que  era  propietario  de  ellos. 

Art.  420.  Lo  hasta  aquf  establecido 
respecto  de  los  ediñcios  construidos 
con  materiales  de  otro,  será  también 
aplicable  á  los  casos  en  que  se  siembre 
un  campo  con  simiente  ajena  ó  se  plan- 
ten en  él  plantas  de  otro.  Respecto  de 
las  plantas,  pertenece  esta  accesión  al 
propietario  del  suelo  cuando  hayan 
echado  raices. 

Art.  421.  La  propiedad  de  un  árbol 
no  se  determinará  por  las  raíces  que  se 
hayan  extendido  por  el  predio  con- 
tiguo, sino  por  el  tronco  que  brota  del 
suelo.  Si  el  tronco  estuviere  en  el  limite 
entre  varios  propietarios,  el  árbol  será 
de  todos  ellos. 

Art.  422.  Todo  propietario  podrá 
arrancar  las  raices  del  árbol  de  otro  y 
cortar  las  ramas  que  estén  sobre  su 
predio,  utilizar  sus  frutos  ó  sacar  de 
ellas  cualquier  otro  beneficio. 

CAPÍTULO  V.— DE   LA    ADQUISICIÓN  DE 
LA  PROPIEDAD  POR  TRADICIÓN 

Art.  423.  Se  adquieren  mediatamen- 
te las  cosas  que  ya  tienen  dueño  cuan- 
do de  un  modo  legitimo  pasan  de  uno 
á  otro  propietario. 

Art.  424.  Fúndase  el  título  de  adqui- 
sición mediata  en  el  contrato,  en  la  dis- 
posición para  caso  de  muerte,  en  la 
sentencia  del  Juez,  ó  en  lo  preceptuado 
en  la  ley. 

Art.  425.  No  se  adquiere  la  propie- 
dad con  sólo  el  título.  Excepto  los  ca- 
sos determinados  por  la  ley,  sólo  po- 
drán adquirirse  la  propiedad  y  todos 
los  derechos  reales  en  general  por  la  le- 
gitima entrega  y  recibimiento. 


Art.  426.  Por  regla  general  no  po- 
drán transmitirse  á  otro  las  cosas  mue- 
bles sino  por  la  entrega  material  de 
mano  á  mano  (tradición). 

Art.  427.  Respecto  de  aquellas  cosas 
muebles  que  por  su  naturaleza  no  per- 
mitan una  entrega  material,  como  los 
créditos,  las  mercancías  que  se  trans- 
portan por  condución  y  otras  cosas  uni- 
versales, permite  la  ley  su  entrega  por 
signos,  que  se  hace  dando  el  propieta- 
rio al  aceptante  los  documentos  compro- 
bantes de  la  propiedad,  cartas  de  porte 
etcétera,  por  los  cuales  pueda  el  acep- 
tante tomar  la  exclusiva  posesión  de  la 
cosa;  ó  si  á  la  cosa  misma  se  le  agrega 
alguna  señal  por  la  que  todos  puedan 
conocer  claramente  que  la  cosa  ha  sido 
transmitida  á  otro. 

Art.  428.  Se  hará  por  declaración  la 
entrega  de  la  cosa  cuando  el  vendedor 
manifieste  de  un  modo  evidente  su  vo- 
luntad de  que  en  lo  sucesivo  conserva- 
rá la  cosa  en  nombre  del  aceptante  ó 
de  que  podrá  éste  poseer  en  adelante 
por  derecho  real  la  cosa  que  antes  te- 
nía sin  tal  derecho. 

Art.  429.  Las  cosas  expedidas  de  un 
lugar  á  otro  sólo  se  reputarán  entrega- 
das, por  regla  general,  cuando  las  re- 
ciba aquel  á  quien  van  dirigidas,  á  no 
ser  que  éste  mismo  haya  determinado 
ó  aprobado  el  modo  como  deben  remi- 
tirse. 

Art.  430.  Si  el  propietario  hubiere 
enajenado  la  misma  cosa  mueble  á  dos 
personas  diferentes,  á  una  con  entrega 
y  á  otra  sin  ella,  pertenecerá  la  cosa  á 
quien  primero  se  entregó,  retenida  la 
responsabilidad  para  con  la  parte  per- 
judicada. 

Art.  431.  Para  transmitir  la  propie- 
dad de  una  cosa  inmueble,  deberá  ins- 
cribirse la  escritura  de  adquisición  en 
los  registros  públicos  destinados  á  este 
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objeto.  Esta  inserción  se  llama  inscrip- 
ción ó  anotación. 

Art.  432.  Para  la  inscripción  en  el 
registro  público  requiérese,  ante  todo, 
que  aquel  cuya  propiedad  debe  trans- 
mitirse á  otro,  esté  ya  inscrito  como 
propietario. 

Art.  433.  Bastará  para  la  transmi- 
sión de  la  propiedad  mediante  contrato, 
respecto  de  las  fincas  rústicas,  que  el 
que  entrega  ó  el  que  acepta,  ó  el  pri- 
mero solamente,  se  presente  á  la  oficina 
ó  registro  en  cuyo  distrito  se  halle  el 
predio  y  mande  hacer  en  los  registros 
públicos  la  inscripción  de  la  escritura 
de  adquisición. 

Art.  43^4.  Pero  si  el  que  entrega  no 
se  presentare  en  persona,  así  como 
siempre  que  se  trate  de  bienes  pertene- 
cientes al  catastro  ó  al  índice  provin- 
cial, deberá  hacerse  sobre  la  adquisi- 
ción un  documento  por  escrito,  que  fir- 
marán, no  sólo  las  partes  contratantes, 
sino  también  dos  testigos  dignos  de  fe. 

Art.  435.  En  este  documento  deberán 
expresarse  con  claridad  las  personas 
que  transmiten  y  aceptan  la  propiedad; 
la  cosa  que  haya  de  entregarse,  con  sus 
linderos,  el  título  de  la  adquisición,  el 
lugar  y  la  fecha  de  la  celebración  del 
contrato;  y  en  el  mismo,  ó  en  otro  du- 
cumento  aparte,  deberá  el  que  enajena 
otorgar  al  aceptante  la  habilitación 
para  que  se  haga  inscribir  como  pro- 
pietario. 

Art.  436.  Si  se  transmitiere  la  pro- 
piedad délas  cosas  inmuebles,  en  virtud 
de  sentencia  firme,  de  un  instrumento 
judicial  de  división  ó  para  poner  judi- 
cialmente en  posesión  de  una  herencia, 
se  requerirá  asimismo  su  inscripción. 

Art.  437.  Del  mismo  modo  para  ad- 
quirir la  propiedad  de  una  cosa  mue- 
ble legada  no  bastará  en  general  que 
se  inscriba  la  disposición  del  testador 


en  los  registros  públicos,  sino  que  el 
que  tenga  un  derecho  de  esta  clase  de- 
berá obtener  además  la  inscripción  es- 
pecial del  legado  por  la  autoridad  com- 
petente. 

Art.  438.  Si  el  que  pretende  tener 
derecho  á  la  propiedad  de  una  cosa 
inmueble  poseyere  sobre  ésta  un  docu- 
mento digno  de  fe,  pero  que  no  reúna 
todos  los  requisitos  para  la  debida  ins- 
cripción, según  los  artículos  434  y  435, 
podrá,  no  obstante,  á  fin  de  que  nadie 
se  le  anticipe,  obtener  la  inscripción 
condicional  en  el  registro  público,  que 
se  llama  anotación  preventiva.  Con 
esta  inscripción  adquiere  un  derecho 
de  propiedad  condicionado,  y  apenas 
haya  justificado  dicha  anotación  por 
medio  de  sentencia  del  Juez,  será  con- 
siderado como  el  verdadero  propietario 
desde  que  presentó,  con  arreglo  á  lo 
prescrito  por  la  ley,  la  solicitud  de  ano- 
tación preventiva. 

Art.  439.  Efectuada  esta  anotación, 
deberá  intimarse  personalmente,  tanto 
al  que  la  obtenga  como  á  su  contrario. 
El  que  solicite  la  anotación  preventiva 
deberá,  en  el  término  de  catorce  días, 
á  contar  desde  que  se  le  hizo  «la  intima* 
ción,  presentar  la  debida  petición  enca- 
minada á  probar  su  derecho  de  propie- 
dad, y  si  dejase  de  hacerlo,  se  cancela- 
rá, á  petición  del  contrario,  la  anota- 
ción mencionada. 

Art.  440.  Si  el  propietario  hubiere 
enajenado  la  misma  cosa  inmueble  á 
dos  personas  distintas,  adquirirá  la 
propiedad  la  que  antes  haya  solicitado 
la  inscripción. 

Art.  441.  En  cuanto  se  haya  inscrito 
en  el  registro  público  el  documento  so- 
bre el  derecho  de  propiedad,  entrará  en 
legítima  posesión  el  nuevo  propietario. 

Art.  442.  El  que  adquiere  la  propie- 
dad de  una  cosa,  adquiere  también  al 
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propio  tiempo  los  derechos  inherentes 
á  la  misma.  Sin  embargo,  no  podrán 
enajenarse  los  derechos  circunscritos 
únicamente  á  la  persona  del  enajenan- 
te. En  general,  nadie  puede  transmitir 
á  otro  más  derechos  que  los  que  tenga 
él  mismo. 

Art.  443.  Con  la  propiedad  de  las 
cosas  inmuebles  se  asumirán  también 
las  cargas  inherentes  á  ellas  inscritas 
en  los  registros  públicos.  El  que  no 
examine  dichos  registros  estará  sujeto 
en  todos  los  casos  á  las  consecuencias 
de  su  negligencia.  No  pasarán  al  nue- 
vo adquirente  otras  pretensiones  ni 
otros  derechos  que  pueda  tener  alguno 
contra  el  anterior  propietario, 

Art.  444.  La  propiedad  en  general 
podrá  perderse  por  voluntad  del  propie- 
tario, por  ley  ó  por  sentencia  del  Juez; 
pero  la  de  los  bienes  inmuebles  no  cesa 
sino  con  la  cancelación  en  los  registros 
públicos. 

Art.  445.  Deberán  observarse  tam- 
bién las  disposisiones  contenidas  en 
el  presente  capítulo  sobre  el  modo 
con  que  se  adquiere  y  se  pierde  el  de- 
recho de  propiedad  sobre  las  cosas  in- 
muebles,/respecto  de  los  demás  dere- 
chos reales  concernientes  á  las  mismas 
cosas. 

Art.  446.  Se  determinará  en  qué  for- 
ma y  con  qué  precauciones  debe  pro- 
cederse  en  general  para  la  inscripción 
de  los  derechos  reales,  por  medio  de 
disposiciones  especiales  sobre  la  ma- 
nera como  habrán  de  ordenarse  los  ín- 
dices provinciales  y  los  registros  de  la 
propiedad  rural. 

CAPÍTULO   VI.— DEL  DERECHO 
DE  PRENDA 

Art.  447,    El  derecho  de  prenda  es 
aquel  derecho  real  que  se  da  al  acree- 


dor de  hacerse  pagar  con  la  cosa  si  en 
el  término  establecido  no  se  hubiere 
cumplido  la  obligación.  Llámase  pren- 
da la  cosa  sobre  la  que  compete  al 
acreedor  este  derecho. 

Art.  448.  Podrádarse  en  prenda  todo 
lo  que  haya  en  el  comercio.  Si  la  cosa 
fuere  mueble,  se  llamará  empeño,  y  si 
inmueble,  hipoteca. 

Art.  449.    El  derecho  de  prenda  se  re- 
fiere siempre  á  una  obligación  válida, 
pero  no  toda  obligación  atribuye  el  tí- 
tulo para  adquirirlo.  El  título  nace  de  la 
ley,  de  sentencia  del  Juez,  de  contrato 
ó  de  la  última  voluntad  del  propietario. 
Art.  450.    Los  casos  en  que  la  ley 
atribuye  á  uno  el  derecho  de  prenda  se- 
rán determinados  en  su  lugar  en  este 
Código  y  en  el  Reglamento  de  procedi- 
miento sobre  el  concurso  de  acreedo- 
res. La  ley  de  procedimiento  civil  de- 
termina en  qué  casos  podrá  el  Juez 
conceder  el  derecho  de  prenda.  Cuando 
trate  de  la  adquisición  del  derecho   de 
prenda  por  consentimiento  del  deudor 
ó  de  tercero  que  con  él  obligue  la  cosa 
propia,  deberá  observarse  cuanto  se 
prescribe  en  materia  de  contratos  y  de 
legados. 

Art.  451.  Para  adquirir  realmente  el 
derecho  de  prenda  deberá  el  acreedor, 
que  tenga  titulo  para  ello,  tomar  bajo  su 
custodia  la  cosa  mueble  empeñada;  y, 
si  ésta  fuera  inmueble,  deberá  hacer 
inscribir  su  crédito  en  la  forma  pres- 
crita para  la  adquisición  de  la  propie- 
dad de  cosas  inmuebles.  El  mero  título 
únicamente  da  derecho  personal  á  la 
cosa,  pero  no  el  derecho  real  sobre  la 
misma. 

Art.  452.  Para  empeñar  cosas  mue- 
bles que  no  permitan  entrega  material 
de  mano  á  mano,  lo  mismo  que  para  la 
transmisión  de  la  propiedad  (art.  427), 
deberán  emplearse  tales    signos  que 
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pueda  conocer  todo  el  mundo  la  consti- 
tución de  la  prenda.  El  que  omita  estos 
requisitos  responderá  de  los  daños. 

Art.  453.  Si  no  tuviere  lugar  la  ins- 
cripción del  crédito  por  la  falta  de  for- 
malidades legales  del  documento,  po- 
drá el  acreedor  reclamar  la  anotación 
preventiva.  En  virtud  de  ésta  se  adquie- 
re un  derecho  de  prenda  condicionado, 
qiie  en  cuanto  se  justifica  luego  el  crédi- 
to en  la  forma  prescrita  en  los  artículos 
438  y  .439,  se  hace  absoluto  desde  la  fe" 
cha  de  la  demanda  de  anotación  pre- 
ventiva presentada  según  el  orden  exi- 
gido por  la  ley. 

Art.  454.  El  de  tentador  de  la  prenda 
podrá,  siempre  que  tenga  derecho  para 
ello,  empeñar  ulteriormente  á  un  terce- 
ro la  cosa  que  le  haya  sido  dada  en 
prenda,  que  en  este  respecto  se  convier- 
te en  un  subempeño  cuando  el  tercero 
se  la  haga  entregar  al  mismo  tiempo  ó 
haga  inscribir  el  subempeño  sobre  el 
derecho  de  prenda  ya  existente. 

Art.  455.  Si  se  notificare  el  subem- 
peño al  propietario,  no  podrá  pagar  á 
su  acreedor  la  deuda  sino  con  el  con- 
sentimiento del  tercero  á  quien  ulterior- 
mente se  empeñó  la  cosa,  ó  deberá  en- 
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tregarlo  en  depósito  al  Juez,  sin  lo  cual 
quedará  obligada  la  cosa  empeñada  en 
favor  de  aquel  á  quien  se  empeñó  ulte- 
riormente. 

Art.  456.  Si  una  cosa  mueble  ajena 
fuere  dada  en  prenda  sin  el  consenti- 
miento del  propietario,  tendrá  éste  el 
derecho  de  reivindicarla.  Pero  en  los 
casos  en  que  no  pueda  tener  lugar  la 
acción  de  reivindicación  contra  el  po- 
seedor de  buena  fe  (art.  367),  estará 
obligado  á  indemnizar  al  que  posea 
como  tal  la  prenda  ó  á  renunciar  á  ella, 
y  á  contentarse  con  el  derecho  de  resar- 
cimiento contra  el  que  haya  efectuado 
el  empeño. 


Art.  457.  El  derecho  de  prenda  se 
extiende  á  todas  las  partes  de  ésta  su- 
jetas á  la  libre  propiedad  del  que  haya 
efectuado  el  empeño,  á  las  accesiones  y 
pertenencias  de  la  cosa,  y  por  consi- 
guienie,  á  sus  frutos,  mientras  no  ha- 
yan sido  separados  ó  percibidos.  De 
aquf  que  si  un  deudor  hipoteca  un  pre- 
dio á  un  acreedor,  y  luego  á  otro  los 
frutos  del  mismo  predio,  sólo  producirá 
efecto  el  empeño  posterior  respecto  de 
los  frutos  ya  separados  y  apercibidos. 

Art.  458.  Si  el  valor  de  la  prenda, 
por  culpa  de  quien  la  haya  constituido 
ó  por  un  defecto  de  la  cosa  que  se  haya 
manifestado  con  posterioridad,  no  fuere 
suficiente  para  garantir  el  crédito,  ten- 
drá el  acreedor  derecho  á  exigir  del 
mismo  otra  prenda  proporcionada. 

Art.  459.  Sin  el  consentimiento  del 
que  haya  efectuado  el  empeño  no  esta- 
rá permitido  al  acreedor  hacer  uso  de 
la  prenda,  sino  que  estará  obligado  á 
custodiarla  diligentemente,  siendo  res- 
ponsable de  ella  si  por  culpa  suya  se 
perdiese.  Cuando  ésta  se  perdiere  sin 
culpa  suya,  no  por  eso  perderá  su  cré- 
dito. 

Art.  460.  Si  el  acreedor  hubiere  em- 
peñado ulteriormente  la  prenda,  será 
también  responsable  del  caso  fortuito 
por  el  cual,  si  la  prenda  hubiese  estado 
en  su  poder,  no  hubiera  perecido  ó  no  se 
habría  deteriorado. 

Art.  461.  El  acreedor  que  tenga  la 
prenda,  si  no  consiguiere  el  pago,  po- 
drá, transcurrido  el  tiempo  establecido, 
solicitar  del  Juez  la  venta  de  la  prenda, 
el  cual  procederá  en  este  caso  con  arre- 
glo á  la  ley  de  Procedimiento  civil. 

Art.  462.  Antes  defenderse  un  pre- 
dio, cualquier  acreedor  hipotecario  ins- 
crito sobre  el  mismo  podrá  redimir  el 
crédito  por  el  que  se  solicitó  la  venta. 

Art.  463.    Los  deudores  no  podrán 
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concurrir  con  los  postores  en  la  subas- 
ta de 'la  cosa  que  hubieren  dado  en 
prenda. 

Art.  464.  Si  de  la  venta  de  la  pren- 
da no  se  obtuviere  la  suma  debida,  el 
deudor  deberá  suplir  la  diferencia;  por 
el  contrario,  quedará  en  beneficio  suyo 
el  sobrante  que  de  la  venta  se  hubiere 
obtenido. 

Art.  465.  En  la  ley  de  Procedimien- 
to civil  se  determina  cuándo  el  acree- 
dor con  prenda  deberá  atenerse  á  ella 
ó  podrá  ejercitar  un  derecho  sobre 
otros  bienes  del  deudor. 

Art.  466.  Si  durante  el  tiempo  que 
estuviere  empeñada  la  cosa  transfiriere 
el  deudor  su  propiedad  á  otro,  podrá  el 
acreedor  hacer  valer  primero  su  dere- 
cho personal  contra  el  deudor,  y  luego 
tratar  de  que  se  le  pague  completamen- 
te con  la  cosa  empeñada. 

Art.  467.  Si  la  cosa  empeñada  se 
destruyere,  si  el  acreedor  renunciase 
legalmente  á  su  derecho  á  la  misma,  ó 
si  la  restituyese  al  deudor  sin  ninguna 
reserva,  se  extinguirá  el  derecho  de 
prenda,  pero  subsistirá  el  crédito. 

Art.  468.  Extínguese  además  el  de- 
recho de  prenda  con  la  espiración  del 
tiempo  á  que  fué  limitado,  y  por  consi: 
guíente,  también  con  la  cesación  del 
derecho  temporal  del  que  lo  haya  cons- 
tituido sobre  la  cosa  empeñada,  siem- 
pre que  dicha  circunstancia  sea  cono- 
cida del  acreedor,  ó  pueda  ser  conocida 
por  él  por  medio  de  los  registros  pú- 
blicos. 

Art.  469.  Cesará  el  derecho  de  pren- 
da con  la  extinción  de  la  deuda;  pero 
no  podrá  obligarse  al  pago  de  ésta  al 
que  haya  dado  la  prenda  si  al  mismo 
tiempo  no  se  le  restituye  ésta.  Para  ha- 
cer cesar  el  derecho  de  hipoteca  no 
basta  sólo  el  pago  de  la  deuda.  La  cosa 
dada   en  hipoteca  continúa   obligada 


mientras  no  se  cancele  en  los  registros 
públicos  el  documento  de  la  deuda. 

Art.  470.  Los  derechos  de  prioridadf 
de  los  acreedores  en  caso  de  concurso 
están  determinados  en  la  ley  concer- 
niente á  esta  materia. 

Art.  471.  Ni  "el  que  ha  recibido  la 
prenda,  ni  ningún  otro  detentador  de 
cosa  ajena  podrá,  luego  que  cese  el 
derecho  que  se  le  haya  concedido,  con- 
servarla por  el  concepto  de  otra  pre- 
tensión; pero  cuando  concurran  los  re- 
quisitos prescritos  en  la  ley  de  Proce- 
dimiento civil  podrá,  tratándose  de 
cosa  mueble,  depositarla  judicialmente 
y  pedir  su  secuestro,  ó  siendo  inmue- 
ble la  cosa,  pedir  su  embargo. 

CAPÍTULO  VII.— DE  LAS  SERVIDUMBRES 

Art.  472.  En  virtud  del  derecho  de 
servidumbre,  está  obligado  el  propieta- 
rio, con  relación  á  su  cosa,  á  tolerar  ó 
á  abstenerse  de  hacer  algo  en  provecho 
de  otro.  Este  es  un  derecho  real  que 
puede  ejercitarse  contra  cualquier  po- 
seedor de  la  cosa  sujeta  á  servidumbre. 

Art.  473.  Si  el  derecho  de  servidum- 
bre estuviere  unido  á  la  posesión  de  un 
predio  para  mayor  beneficio  ó  más  có- 
modo uso  del  mismo,  se  tendrá  una 
servidumbre  predial.  En  otro  caso  la 
servidumbre  será  personal. 

Art.  474.  Las  servidumbres  predia- 
les suponen  dos  poseedores  de  predios, 
obligado  uno,  con  derecho  el  otro,  de 
los  cuales  pertenece  al  primero  el  pre- 
dio sirviente  y  el  predio  dominante  al 
otro.  El  predio  dominante  está  destina- 
do á  la  economía  rural  ó  á  otro  uso.  Las 
servidumbres  se  dividen,  pues,  en  rús- 
ticas y  urbanas. 

Art.  475.  Las  servidumbres  urbanas 
son  generalmente: 

1."     El  derecho  de  poner   un    peso 
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del  edificio  propio  sobre  el  edificio 
ajeno;  v 

2.°  De  apoyar  una  viga  ó  vigueta  en 
el  muro  de  otro; 

3.**  De  abrir  una  ventana  en  el  muro 
de  otro  para  tener  luz  ó  vistas; 

4.®  De  construir  un  voladizo  ó  una 
azotea  que  avance  sobre  el  suelo  del 
vecino; 

5.^  De  hacer  pasar  el  humo  por  la 
chimenea  del  vecino; 

6.0  De  dirigir  las  canales  sobre  el 
predio  ajeno; 

7.0  A  verter  ó  hacer  pasar  las  aguas 
por  el  predio  contiguo. 

Para  éstas  y  análogas  servidumbres 
urbanas^  el  poseedor  de  una  casa  tiene 
el  derecho  de  hacer  en  el  predio  de  su 
vecino  cualquier  cosa  que  por  éste  deba 
tolerarse. 

ArU  476.  En  virtud  de  otras  servi- 
dumbres urbanas,  el  poseedor  del  pre- 
dio sirviente  está  obligado  á  dejar  de 
hacer  alguna  cosa  que  de  otro  modo 
era  dueño  de  efectuar. 

Estas  son: 

8.**  De  no  dar  más  elevación  á  la 
casa  propia; 

9.**    De  no  quitarle  elevación; 

10.  De  no  quitar  la  luz  ni  el  aire  al 
edificio  dominante; 

11.  De  no  quitarle  las  vistas; 

12.  De  no  desviar  las  canales  y  ver- 
tederos de  la  casa  propia  por  el  predio 
del  vecino,  á  quien  pueda  ser  útil  para 
regar  su  huerto,  llenar  su  algibe  ó  para 
otro  objeto. 

Art.  477.  Las  principales  servidum- 
bres rústicas  son: 

1.**  El  derecho  de  pasar  á  pié,  de 
conducir  ganado  y  de  pasar  en  carro 
por  el  predio  de  otro; 

2.**  De  sacar  agua,  de  dar  de  beber 
al  ganado  mayor,  de  desviarla  ó  condu- 
cirla; 


3.®  De  guardar  y  llevar  á  pastar  el 
ganado; 

4.**  De  cortar  leña,  de  recoger  las 
ramas  secas,  de  hacer  faginas,  de  re- 
coger las  bellotas,  y  de  rastrillar  las 
hojas; 

5.®  El  derecho  de  caza,  pesca,  y  de 
coger  pájaros; 

6.°  El  de  sacar  piedras,  de  extraer 
arena  y  fabricar  cal. 

Art.  478.  Las  servidumbres  perso- 
nales consisten  en  el  necesario  uso  de 
una  cosa,  en  su  usufructo  y  en  su  habi- 
tación. 

Art.  479.  Puede  también  ocurrir  que 
las  servidumbres  prediales  por  si  mis- 
mas sean  concedidas  á  la  persona  so- 
lamente, ó  que  las  concesiones  que  ten- 
gan el  carácter  ordinario  de  la  servi- 
dumbre sólo  sean  precarias. 

Art.  480.  Fúndase  el  título  de  servi- 
dumbre en  el  contrato,  en  la  disposi- 
ción de' última  voluntad  ó  en  la  senten- 
cia'del  Juez  sobre  la  partición  de  un 
predio  común,  ó,  por  último,  en  la  pres- 
cripción. 

Art.  481.  El  derecho  real  de  servi- 
dumbre sobre  cosas  inmuebles  y  gene- 
ralmente sobre  aquellos  objetos  que  es- 
tán inscritos  en  los  registros  públicos, 
sólo  se  adquiere  mediante  inscripción 
en  los  mismos,  y  sobre  las  demás  co- 
sas, por  los  modos  indicados  jen  los 
artículos  426  y  428. 

Art.  482.  Las  servidumbres  concuer- 
dan  todas  en  qUe,  por  regla  general,  el 
poseedor  del  predio  sirviente  no  tiene 
la  obligación  de  hacer  alguna  cosa, 
sino  solamente  permitir  á  otro  el  ejer- 
cicio de  un  derecho  ó  de  abstenerse  de 
lo  que  de  otra  suerte  podría  hacer  como 
propietario. 

Art.  483.  Por  consiguiente,  los  gas- 
tos para  la  conservación  y  reparación 
de  la  cosa  sirviente  deberá  abonarlos 
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por  regla  general  el  que  tiene  el  derecho 
de  servidumbre,  Pero  si  el  propietario 
de  la  cosa  sirviente  hiciere  uso  de  ella, 
también  deberá  contribuir  proporcio- 
nalmente  á  tales  gastos^  y  sólo  con  la 
cesión  de  la  cosa  á  quien  tenga  el  de- 
recho de  servidumbre,  cuando  éste 
también  disienta,  podrá  librarse  de  con- 
tribuir á  dichos  gastos. 

Art.  481.  El  poseedor  del  predio  do- 
minante podrá  ejercitar  á  su  conve- 
niencia el  propio  derecho,  pero  las  ser- 
vidumbres no  deben  extenderse,  antes 
bien  deben  restringirse  á  cuanto  impli- 
ca la  índole  de  éstas  y  el  fin  para  que 
se  constituyeron. 

Art.  485.  No  podrá  desunirse  arbi- 
trariamente ninguna  servidumbre  de 
la  cosa  sirviente  ni  transmitirse  á  otra 
cosa  ó  persona.  Considérase,  además, 
toda  servidumbre  como  indivisible, 
cuando  el  derecho  inherente  al  predio 
no  puede  por  aumento,  disminilción  ó 
partición  del  mismo,  cambiarse  ó  divi- 
dirse. 

Art.  486.  Un  predio  puede  servir  á 
un  mismo  tiempo  á  varias  personas, 
cuando  con  esto  no  se  irrogue  perjui- 
cio á  los  derechos  anteriores  de  ter- 
cero. 

Art.  487.  En  armonía  con  estos  prin- 
cipios deberán  determinarse  las  rela- 
ciones de  derecho  en  las  diferentes  cia- 
ses de  servidumbres.  El  que  está  obli- 
gado á  tolerar  la  carga  del  edificio 
contiguo,  á  que  apoyen  la  viga  de  otro 
en  el  muro  propio  ó  á  recibir  el  paso 
del  humo  por  la  chimenea  propia,  debe- 
rá contribuir  proporcionalmente  á  la 
conservación  del  muro  de  la  columna, 
de  la  pared,  ó  de  la  chimenea  destinada 
á  ello;  pero  no  podrá  pretenderse  que 
refuerce  la  obra  en  beneficio  del  predio 
dominante  ó  que  deba  restaurar  la  chi- 
menea del  vecino. 


Art.  488.  La  servidumbre  de  ventana 
no  da  otro  derecho  que  á  la  luz  y  al 
aire;  el  de  las  vistas  necesita  especiales 
concesiones.  El  que  no  tenga  el  derecho 
de  vistas  podrá  ser  obligado  á  ponerle 
á  la  ventana  una  reja  de  hierro.  Con  el 
derecho  de  ventana  va  unida  la  obliga- 
ción de  tener  enrejado  ó  alambrado  el 
hueco.  El  que  falte  á  esta  obligación 
será  responsable  del  daño  que  de  ello 
pudiera  resultar. 

Art.  489.  El  que  tenga  el  derecho  de 
desagüe  podrá  hacer  correr  libremente 
ó  por  medio*de  canales  el  agua  de  llu- 
via por  el  tejado  de  otro;  podrá  también 
dar  más  elevación  á  su  propio  tejado, 
pero  deberá  disponer  las  cosas  de  modo 
que  no  haga  con  esto  más  gravosa  la 
servidumbre.  Tiene  asimismo  la  obli- 
gación de  quitar  á  su  tiempo  las  nieves 
abundantes  y  á  conservar  en  buen  es- 
tado las  tarjeas  destinadas  al  desagüe. 

Art.  490.  El  que  tenga  el  derecho  de 
llevar  del  tejado  del  vecino  el  agua  de 
lluvia  á  su  propio  predio,  deberá  cos- 
tear él  solo  los  gastos  de  canales,  de 
depósitos  destinados  á  recibir  el  agua,y 
demás  obras  necesarias  para  este  fin. 

Art.  491.  Si  para  la  extracción  de 
aguas  fuesen  necesarias  zanjas  y  cana- 
les, el  propietario  del  predio  dominante 
estará  obligado  á  construirlos  y  á  te- 
nerlos bien  cubiertos  y  limpios,  para 
disminuir  asi  la  carga  del  predio  sir* 
viente. 

Art.  492.  En  el  derecho  de  pasar  á 
pie  se  comprende  el  pasar  por  un  deter- 
minado sendero,  de  hacerse  llevar  en 
hombros  por  el  mismo,  y  dejar  llegar  á 
otro  hasta  el  predio  dominante.  En  el  de- 
recho de  llevar  ganado  se  comprende  el 
uso  de  los  carrillos  de  mano,  y  en  el 
derecho  de  pasar  con  carro,  el  de  éste 
con  dos  ó  más  caballerías. 

Art.  493.    Por  el  contrario,  sin  una 
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concesión  especial,  el  derecho  de  pasar 
á  pie  no  podrá  extenderse  al  de  pasar 
á  caballo  ó  hacerse  llevar  por  otra  ca- 
ballería; ni  el  derecho  de  llevar  caba- 
llerías, al  de  arrastrar  grandes  pesos 
por  el  predio  sirviente;  ni  el  derecho  de 
pasar  con  carro,  al  de  llevar  por  el 
predio  caballerías  sueltas. 

Art.  494".  A  la  conservación  de  cami- 
nos, puentes  y  pasaderas  contribuirán 
proporcional  mente  todas  las  personas 
ó  propietarios  de  predios  á  los  que  co- 
rresponda hacer  uso  de  ellos,  y  por  con- 
siguiente, también  el  poseedor  del  pre- 
dio sirviente  contribuirá,  según  el  bene- 
ficio que  pueda  él  sacar  de  ello. 

Art.  495.  El  espacio  para  el  ejercicio 
de  estas  tres  servidumbres  deberá  ser 
proporcionado  al  uso  necesario  y  á  las 
circunstancias  del  lugar.  Si  el  uso  de 
los  caminos  ó  de  los  pasos  quedase  im- 
pedido por  inundación  ó  por  otro  acci- 
dente, deberá  asignarse  otro  espacio 
hasta  que  vuelvan  á  ponerse  en  su  pri- 
mitivo estado,  si  por  la  autoridad  no  se 
hubiese  ya  provisto. 

Art.  496.  Al  derecho  de  sacar  agua 
perteneciente  á  otro  va  unido  tam- 
bién el  de  acceso  al  lugar  donde  se 
halla. 

Art.  497.  El  que  tenga  el  derecho  de 
traer  el  agua  del  predio  de  otro  al  suyo 
ó  de  conducirla  del  suyo  al  de  otro,  po- 
drá, además,  construir  por  su  cuenta 
los  acueductos,  canales  y  esclusas  nece- 
sarias á  este  fin.  La  medida  que  no  de- 
berá excederse  en  la  ejecución  de  tales 
obras,  será  determinada  por  la  necesi- 
dad del  predio  dominante. 

Art.  498.  Si  en  la  adquisición  del  de- 
recho de  pastos  no  se  hubiere  determi- 
nado la  especie  y  el  número  de  los  ani- 
males ni  el  tiempo  y  el  límite  del  uso, 
deberá  mantenerse  la  posesión  pacífi- 
ca de  treinta  años.  En  los  casos  de  duda 


servirán  de  regla  las  siguientes  pres- 
cripciones. 

Art.  499.  Cuando  á  ello  no  se  opon- 
gan las  leyes  políticas  y  los  reglamen- 
tos sobre  montes,  el  derecho  de  pasto 
se  extiende  á  toda  clase  de  caballerías, 
ganado  mayor  y  menor,  pero  no  á  loa 
cerdos  ni  á  las  aves,  ni  tampoco  á  las 
cabras,  en  los  lugares  donde  haya  mon- 
te ó  arbolado;  deberán  excluirse  siem- 
pre de  los  pastos  los  ganados  inmun- 
dos, malsanos  y  también  los  ajenos. 

Art.  500.  Si  el  número  de  los  anima- 
les que  se  llevaban  á  pastar  se  hubiere 
variado  en  los  últimos  treinta  años,  se 
tomará  el  término  medio  de  los  tres 
primeros.  Si  esto  no  diere  resultado,  se 
tendrá  en  cuenta,  según  la  equidad,  tan- 
to la  extensión  como  la  calidad  del  pas- 
to, y  en  ningún  caso  se  permitirá  al 
que  tenga  este  derecho  mandar  á  los 
pastos  de  otro  un  número  de  animales 
mayor  del  que  pueda  alimentar  él  mis- 
mo durante  un  invierno  con  el  pasto  re- 
cogido del  predio  dominante.  Las  crías 
de  los  animales  no  se  computarán  en  el 
número  establecido. 

Art.  501.  La  duración  del  pasto  se 
determinará,  en  general,  por  el  uso  de 
cada  lugar  y  no  impugnado;  mas  para 
el  objeto  del  pasto,  nunca  podrá  impe- 
dirse ó  dificultarse  el  cultivo  reducido 
á  determinado  método  por  los  Regla- 
.  mentes  de  policía. 

Art.  502.  El  disfrute  del  derecho  de 
pasto  no  se  extiende  á  la  percepción  de 
otras  utilidades.  El  que  tenga  este  de- 
recho no  podrá  segar  la  hierba,  ni  por 
regla  general,  excluir  al  propietario  del 
predio  del  derecho  de  utilizar  el  pasto 
en  común;  muciio  menos  podrá  perjudi- 
car la  dehesa  en  que  se  halle  el  pasto. 
Si  fuera  de  temer  algún  daño,  estará 
obligado  á  hacer  guardar  su  ganado 
por  un  pastor. 
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Art.  503.  Los  principios  hasta  aquí 
establecidos  acerca  del  derecho  de  pas- 
to se  aplicarán  también  respectiva- 
mente al  derecho  de  coger  los  anima- 
les, cortar  leña,  sacar  piedras,  y  á  las 
demás  servidumbres.  Si  alguno  preten- 
¿iere  que  estos  derechos  están  funda- 
dos en  el  de  la  copropiedad,  deberán 
decidirse  las  controversias  que  surjan 
con  este  motivo  según  los  principios 
contenidos  en  el  capítulo  de  la  propie- 
dad en  común. 

Art.  504.  El  ejercicio  de  las  servi- 
dumbres personales,  cuando  no  se 
haya  convenido  otra  cosa,  se  regirá 
por  los  principios  siguientes.  La  servi- 
dumbre de  uso  consiste  en  tener  uno  la 
facultad  de  usar,  sólo  para  sus  necesi- 
dades, la  cosa  de  otro,  salva  su  sus- 
tancia. 

Art.  505.  Por  consiguiente,  aquel 
que  tenga  el  derecho  de  uso  de  una 
cosa  podrá,  no  teniendo  en  cuenta  su 
sustancia,  sacar  de  ella  el  provecho 
que  sea  conveniente  á  su  condición, 
á  la  calidad  de  su  profesión  y  á  la  pro- 
pia economía  doméstica. 

Art.  506.  Se  determinará  la  necesi- 
dad teniendo  en  cuenta  el  tiempo  en  que 
se  concedió  el  uso.  Los  cambios  poste- 
riores en  las  condiciones  ó  en  la  profe- 
sión del  usuario,  no  le  dan  derecho  á 
un  uso  más  extenso. 

Art.  507.  El  usuario  no  podrá  cam- 
biar la  sustancia  de  la  cosa  cuyo  uso 
se  le  haya  concedido,  ni  transmitir  á 
otro  su  derecho. 

Art.  508.  Todas  las  ventajas  que 
puedan  sacarse  de  la  cosa  sin  perjuicio 
del  derecho  del  usuario,  serán  para  el 
propietario  de  la  misma,  que,  por  con- 
siguiente, está  obligado  á  sostener  to- 
das las  cargas  ordinarias  y  extraordi- 
narias inherentes  á  la  cosa,  y  á  con- 
servarla  en  buen  estado  por  su  propia 


cuenta.  Sólo  en  el  caso  de  que  los  gas- 
tos superen  las  ventajas  que  saca  el 
propietario,  deberá  el  usuario  abonar 
lo  demás  ó  desistir  del  uso. 

Art.  509.  El  usufructo  es  el  derecho 
de  disfrutar  sin  limitación  alguna  de 
la  cosa  de  otro,  salva  la  sustancia. 

Art.  510.  Las  cosas  fungibles  no  son 
por  sí  mismas  objeto  de  uso  ni  de  usu- 
fructo, siéndolo  solamente  su  valor. 
Tratándose  de  dinero  en  efectivo,  el  que 
tiene  su  uso  ó  su  usufructo  podrá  dis- 
poner de  él  á  su  albedrío;  pero  si  el  ca- 
pital concedido  en  uso  ó  en  usufructo 
estuviere  ya  empleado  á  interés,  el 
usuario  ó  usufructuario  sólo  podrá  exi- 
gir los  frutos. 

Art.  511.  El  usufructuario  tiene  de- 
recho á  toda  la  renta,  tanto  ordinaria 
como  extraordinaria,  y  por  consiguien- 
te le  pertenece  también  el  producto  lí- 
quido de  las  minas,  cumplidos  los  re- 
glamentos prescritos  en  esta  materia; 
asimismo  le  pertenecen  las  cortas  de 
leña  hechas  de  conformidad  con  los  re- 
glamentos sobre  montes.  Pero  no  tiene 
derecho  á  un  tesoro  descubierto  en  el 
predio  destinado  al  usufructo. 

Art.  512.  Se  considera  renta  liqui- 
da solamente  lo  que  sobre,  desconta- 
dos todos  los  gastos  necesarios.  Asu- 
me, pues,  el  usufructuario  todas  las 
cargas  que  al  concederse  el  usufructo 
fueran  inherentes  á  la  cosa  sirviente, 
así  como  los  intereses  de  los  capitales 
inscritos  sobre  la  cosa  misma.  Deberá 
sostener  todas  las  cargas  ordinarias  y 
extraordinarias  á  que  tenga  que  some- 
terse la  cosa,  cuando  sean  suñcientes 
para  satisfacerlas  los  frutos  percibidos 
durante  el  usufructo;  deberá  también 
costear  los  gastos,  sin  los  cuales  no  po- 
drían aprovecharse  los  frutos. 

Art.  513.  El  usufructuario  está  obli- 
gado á  conservar,  como  buen  padre,  de 
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familia»  la  co«a  sirviente  en  el  estado 
en  que  la  haya  recibido^  y  á  hacer  eje- 
cutar los  reparos,  restauraciones  y  en- 
tretenimientos consiguientes.  Pero  no 
será  responsable  del  daño  si  disminu- 
yere el  valor  de  la  cosa  sirviente  á  con- 
secuencia solamente  del  uso  legítimo  y 
sin  culpa  suya. 

Art.  514.  Si  el  propietario,  á  insinua- 
ción del  usufructuario,  hiciere  ejecutar 
por  propia  cuenta  obras  que  se  hubie- 
ren hecho  necesarias,  ó  por  vetustez  de 
los  edíñcios  ó  por  casualidad,  estará 
obligado  el  usufructuario  á  abonarle 
los  intereses  de  la  cantidad  empleada, 
en  proporción  al  usufructo  mejorado 
con  esto. 

Art.  515.  Si  el  propietario  no  pu- 
diere ó  no  quisiere  conformarse  con 
esto,  tendrá  derecho  el  usufructuario  á 
hacer  ejecutar  él  mismo  tales  obras,  y 
pedir,  como  un  poseedor  de  buena  fe^ 
el  reembolso  de  los  gastos  en  vista  del 
usufructo,  ó  exigir  un  resarcimiento 
conveniente  para  el  usufructo  perdido 
por  causa  de  las  obras  no  ejecutadas. 

Art.  516.  Respecto  de  las  obras  que 
no  sean  necesarias,  pero  que  contribu- 
yan de  otro  modo  á  aumentar  los  ren- 
dimientos, el  usufructuario  no  está 
obligado  á  permitirlas  sino  contra  la 
prestación  de  la  completa  indemniza- 
ción. 

Art.  517.  ,  El  usufructuario  podrá  vol- 
ver á  tomar  lo  que  haya  empleado  sin 
el  consentimiento  del  propietario  para 
aumento  de  las  rentas  permanentes; 
pero  respecto  de  las  rentas  existentes 
aún  y  procedentes  de  las  mejoras,  sólo 
podrá  pedir  la  compensación,  cuando 
podría  exigirla  el  que  sin  mandato  ad- 
ministra los  negocies  de  otro. 

Art.  518.  Para  que  haya  una  prueba 
más  fácil  de  los  recíprocos  derechos 
entre  el  propietario  y  el  usufructuario, 


deberán  cuidar  de  hacer  una  especie  de 
inventario  y  descripción  digna  de  fe 
de  todas  las  cosas  objeto  del  usufructo. 
Cuando  se  deje  de  hacerla,  se  presumi- 
rá que  el  usufructuario  recibió  la  cosa 
con  lodo  lo  que  se  requiere  para  el  dis- 
frute normal  de  ella,  en  un  estado  ser- 
vible de  regular  calidad. 

Art.  519.  Terminado  el  usufructo,  los 
frutos  pendientes  todavía  pertenecerán 
al  propiet^irio;  pero  éste  estará  obliga- 
do á  pagar  al  usufructuario  ó  á  sus  he- 
rederos, del  mismo  modo  que  al  posee- 
dor de  buena  fe,  los  gastos  hechos  para 
obtener  la  producción  de  los  frutos. 
Los  demás  productos  corresponderán 
al  usufructuario  ó  á  sus  herederos,  en 
proporción  al  tiempo  que  haya  durado 
el  usufructo. 

Art.  520.  Por  regla  general,  el  pro- 
pietario no  podrá  exigir  de  quien  tenga 
el  uso  ó  el  usufructo  una  caución  para 
asegurar  la  cosa  en  sí,  sino  en  el  caso 
en  que  se  manifieste  algún  peligro.  Si 
no  se  prestare  la  caución,  deberá  ce- 
derse la  cosa  al  propietario  contra 
una  compensación  equivalente,  ó  some- 
terla, según  las  circunstancias,  á  la 
administración  judicial. 

Art.  521.  La  servidumbre  de  habita- 
ción consiste  en  el  derecho  de  usar, 
para  sus  necesidades,  de  las  partes  ha- 
bitables de  una  casa.  Esta  es,  pues, 
una  servidumbre  de  uso  de  la  casa.  Por 
consiguiente,  si  se  conceden  á  alguno 
todas  las  partes  habitables  de  la  casa 
para  hacer  uso  de  ella  sin  limitación, 
salva  la  cosa  en  sí,  se  tendrá  entonces 
el  usufructo  de  la  casa.  Con  arreglo  á 
estas  distinciones  deberán  aplicarse 
las  anteriores  disposiciones  para  deter- 
minar los  derechos  y  obligaciones  re- 
cíprocas entre  el  propietario  y  el  habi- 
tante. 

Art.  5?2.    Sin  embargo,  conservará 
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siempre  el  propietario  el  derecho  de 
disponer  de  todas  las  partes  de  la  casa 
que  no  pertenezcan  propiamente  á  la 
habitación,  y  no  podrá  impedírsele,  en 
modo  alguno,  la  necesaria  vigilancia 
sobre  su  casa. 

Art.  523.  Respecto  de  las  servidum- 
bres procederán  dos  acciones:  la  que  se 
entable  contra  el  propietario  para  sos- 
tener el  derecho  de  servidumbre,  y  la 
que  promueva  el  mismo  propietario 
contra  el  que  se  arrogue  una  servi- 
dumbre. En  el  primer'  caso  deberá  el 
actor  probar  la  adquisición  de  la  ser- 
vidumbre ó  por  lo  menos  su  posesión 
como  un  derecho  real,  y  en  el  segundo 
deberá  probar  el  propietario  la  usurpa- 
ción de  la  servidumbre  sobre  la  cosa 
propia. 

Art.  524.  En  general  terminan  las 
servidumbres  por  los  mismos  modos 
con  que  cesan  comunmente  los  dere- 
chos y  obligaciones  con  arreglo  á  los 
capítulos  3.®  y  4.°  de  la  tercera  parte. 

Art.  525.  Se  intarrumpirá  la  servi- 
dumbre si  pereciere  el  predio  sirviente 
ó  dominante,  pero  cuando  el  predio  ó 
el  edificio  sea  restituido  á  su  primer 
estado,  renacerá  la  servidumbre  con 
sus  condiciones  anteriores. 

Art.  526.  Cuando  en  una  sola  perso- 
na se  reúna  la  propiedad  del  predio  sir- 
viente y  la  del  dominante,  cesará  por 
si  misma  la  servidumbre.  Y  si  se  ena- 
jenare de  nuevo  uno  de  estos  predios 
reunidos,  sin  que  entre  tanto  se  haya 
cancelado  en  los  registros  públicos  la 
servidumbre,  tendrá  derecho  á  ella  el 
nuevo  poseedor  del  predio  dominante. 

Art.  527.  Si  el  poseedor  de  la  servi- 
dumbre hubiere  podido  conocer  en  los 
registros  públicos  ó  de  otro  modo  el 
derecho  meramente  temporal  del  que 
la  haya  constituido  ó  el  tiempo  á  que 
estaba  limitada,  transcurrido  ese  tiem- 


po, cesará  de  por  si  la  servidumbre. 

Art.  528.  La  servidumbre  concedida 
á  alguno  hasta  el  tiempo  en  que  un  ter- 
cero haya  llegado  á  cierta  edad  sólo  ce- 
sará al  tiempo  fijado,  aunque  haya 
muerto  el  tercero  antes  de  la  edad  esta- 
blecida. 

Art.  529.  Terminan  con  la  muerte 
las  servidumbres  personales.  Cuando 
sean  expresamente  extensivas  á  los 
herederos,  en  la  duda,  sólo  deberán 
entenderse  bajo  ese  nombre  los  prime- 
ros sucesores  legítimos.  Por  consi- 
guiente, el  derecho  concedido  á  una  fa- 
milia pasa  á  todos  sus  individuos.  La 
servidumbre  personal  adquirida  por 
una  comunidad  ó  por  otra  persona  mo- 
ral durará  mientras  dicha  persona  mo- 
ral exista. 

Art.  530.  No  son  servidumbres  per- 
sonales las  rentas  anuales  perpetuas, 
y  por  eso  pueden  transmitirse,  según 
su  naturaleza,  á  todos  los  sucesores. 

CAPÍTULO  VIII.— DEL  DERECHO 
DE  SUCESIÓN 

Art.  53L  Llámase  masa  hereditaria 
al  conjunto  de  derechos  y  obligaciones 
de  un  difunto,  cuando  no  se  funden  en 
relaciones  meramente  personales. 

Art.  532.  Llámase  derecho  de  suce- 
sión el  derecho  exclusivo  de  tomar  po- 
sesión de  la  totalidad  de  la  masa  here- 
ditaria ó  de  una  parte  determinada  de 
la  misma  con  relación  al  todo  (por 
ejemplo,  de  la  mitad  de  la  tercera  par- 
te). Este  derecho  es  real  y  se  hará  efec- 
tivo contra  todo  el  que  quiera  arrogar- 
se la  masa  hereditaria.  Llámase  here- 
dero al  que  tiene  derecho  á  la  masa  he- 
reditaria, y  ésla,  con  relación  á  él,  se 
llama  herencia. 

Art.  533.    Fúndase  el  derecho  de  su- 
cesión en  la  volantad  del  testador  le- 
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galmente  declarada^  en  el  pacto  de  su- 
cesión legalmente  válido  (art.  602),  ó 
en  la  lev. 

Art.  534.  También  pueden  subsistir 
juntas  las  tres  clases  mencionadas  del 
derecho  de  sucesión,  como  cuando  una 
parte  determinada  respecto  del '  todo 
corresponda  á  un  heredero  por  dispo- 
sición de  última  voluntad,  á  otro  en 
virtud  de  pacto  y  á  un  tercero  por  dis- 
posición de  la  ley. 

Art.  535.  Si  se  dejare  á  uno,  no  una 
parte  de  la  herencia  con  relación  al 
todo,  sino  sólo  una  cosa  determinada, 
una  ó  más  cosas  de  cierto  género,  una 
cantidad  ó  un  derecho,  lo  dejado,  aun- 
que su  valor  constituya  la  mayor  parte 
de  la  masa  hereditaria,  se  llama  lega- 
do; y  aquel  en  cuyo  favor  se  dispone, 
no  es  heredero,  sino  legatario. 

Art.  536.  Comenzará  el  derecho  he- 
reditario á  la  muerte  del  que  deja  la 
herencia.  Si  el  presunto  heredero  mu- 
riere antes  que  éste,  no  podrá  transmi- 
tir á  sus  propios  herederos  el  derecho 
de  sucesión  aún  no  adquirido. 

Art.  537.  Si  sobreviviere  el  heredero 
á  aquel  de  cuyos  bienes  se  trata,  el  de- 
recho hereditario,  aunque  no  haya  to- 
mado posesión  de  la  herencia,  pasará 
á  sus  herederos  al  par  de  todos  los 
demás  derechos  que  pueden  transmitir- 
se libremente  á  los  herederos,  á  no  ser 
que  ó  por  renuncia  ó  de  otro  modo 
haya  cesado  ya  dicho  derecho. 

Art.  538.  El  que  tenga  capacidad 
para  adquirir  la  tendrá  también,  por 
regla  general,  para  heredar.  Si  uno  hu- 
biere renunciado  válidamente  el  dere- 
cho de  adquirir  eti  general  ó  á  una  de- 
terminada herencia,  quedará  privado, 
en  el  primer  caso,  del  derecho  de  suce- 
sión en  general,  y  en  el  segundo,  de 
aquella  determinada  herencia. 

Art.  539.    Las  leyes  políticas  deter- 


minarán cuándo  tendrán  las  comuni- 
dades eclesiásticas  ó  sus  individuos 
capacidad  para  heredar. 

Art.  540.  El  que  haya  ofendido  ó  in- 
tentado ofender  con  perversa  intención 
en  el  honor,  en  la  persona  ó  en  los  bie- 
nes al  difunto,  á  sus  hijos,  á  sus  proge- 
nitores ó  á  su  cónyuge,  de  suerte  que 
haya  lugar  de  oficio  ó  á  instancia  de  la 
parte  ofendida  á  proceder  contra  él, 
con  arreglo  á  las  leyes  penales,  será 
indigno  del  derecho  de  heredar,  mien- 
tras no  resulte  de  las  circunstancias 
que  el  difunto  le  había  perdonado. 

Art.  541.  No  estarán  excluidos  del 
derecho  de  heredar  los  descendientes 
del  que  se  haya  hecho  indigno  del 
derecho  de  sucesión,  si  éste  hubiere 
muerto  antes  que  aquel  de  cuya  heren- 
cia se  trate. 

Art.  542.  El  que  obligue  ó  induzca 
con  dolo  á  que  declare  el  difunto  su  úl- 
tima voluntad  ó  le  impida  declararla, 
ó  cambiarla,  ó  suprima  la  declaración 
de  última  voluntad  ya  hecha,  quedará 
privado  del  derecho  de  sucesión  y  será 
responsable  del  daño  ocasionado  de 
este  modo  á  tercero. 

Art.  543.  Las  personas  judicialmen- 
te confesas  ó  convictas  de  adulterio  ó 
de  incesto,  qnedarán  excluidas  del  de- 
recho de  heredarse  recíprocamente, 
por  disposición  de  última  voluntad. 

Art.  544.  Las  leyes  políticas  deter- 
minan cuándo  pierden  el  derecho  de  su- 
cesión los  nacionales  que,  sin  legítimo 
permiso,  hayan  abandonado  su  patria 
ó  el  servicio  militar. 

Art.  545.  Sólo  podrá  determinarse 
la  capacidad  para  heredar  en  el  mo- 
mento en  que  efectivamente  esté  adju- 
dicada la  herencia.  Por  regla  general 
este  momento  es  el  de  la  muerte  de  aquel 
de  cuya  herencia  se  trate  (art.  703.) 

Art.    546.    La    capacidad   adquirida 
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con  posterioridad  no  da  derecho  para 
quitar  á  otro  *lo  que  legítimamente  le 
haya  correspondido  ya. 

Art.  547.  Después  de  haber  aceptado 
la  herencia,  el  heredero,  respecto  de 
ésta,  representa  al  difunto.  Respecto 
de  tercero,  el  difunto  y  el  heredero 
se  considerarán  como  una  sola  per- 
sona. Antes  de  ser  aceptada  la  heren- 
cia se  considerará  como  poseída  toda- 
vía por  el  difunto. 

Art.  548.  El  heredero  asumirá  las 
obligaciones  que  el  difunto  hubiera  de- 
bido satisfacer  con  sus  bienes.  No  pa- 
sarán al  heredero  las  multas  impues- 
tas por  la  ley,  á  que  aún  no  haya  sido 
condenado  el  difunto. 

Art.  549.  Serán  también  cargos  in- 
herentes á  la  herencia  los  gastos  de 
funerales  correspondientes  á  los  usos 
de  la  localidad,  á  la  condición  y  á  la 
fortuna  del  difunto. 

Art.  550.  Varios  herederos  podrán 
considerarse,  respecto  de  su  común  de- 
recho de  sucesión,  como  una  sola  per- 
sona. Como  tales,  antes  de  la  entrega 
judicial  de  la  herencia  estarán  solida- 
riamente obligados,  esto  es,  cada  uno 
por  todos  y  todos  por  cada  uno.  En  el 
capitulo  de  la  adquisición  de  la  pose- 
sión de  la  herencia  se  determina  cuán- 
do serán  responsables  después  de  efec- 
tuada la  entrega. 

Art.  551.  El  que  por  sí  mismo  pueda 
disponer  válidamente  de  su  derecho  de 
sucesión,  tendrá  además  el  derecho  de 
renunciar  anticipadamente  á  ella.  Esta 
renuncia  producirá  su  efecto  también 
para  los  descendientes. 

Capítulo  ix.— de  la  declaración  de 

ÚLTIMA  VOLUNTAD  EN  GENERAL  Y  DE 
LOS  TESTAMENTOS  EN  PARTICULAR. 

Art.  552.  La  disposición  por  la  que 
un  testador  transmite,  de  un  modo  re- 


vocable y  para  el  caso  de  muerte,  su 
fortuna  ó  parte  de  la  misma  á  una  6 
más  personas^  se  llama  declaración  de 
última  voluntad. 

Art.  553.  Llámase  testamento  la  de- 
claración de  última  voluntad  por  la  que 
se  instituye  heredero.  La  que  sólo  se 
refíere  á  otras  disposiciones  se  llama 
codicilo.  • 

Art.  554.  Si  el  testador  hubiere  ins- 
tituido un  solo  heredero  indetermina- 
damente sin  restricción  á  cierta  parte 
de  herencia,  corresponderá  á  dicho  he- 
redero toda  la  masa  hereditaria.  Si  por 
el  contrario  sólo  se  asignara  al  único 
heredero  determinada  parte  con  rela- 
ción á  toda  la  herencia,  se  atribuirán 
las  demás  partes  á  los  herederos  lla- 
mados por  la  ley. 

Art.  555.  Si  sehubieren  instituido  va- 
rios herederos  sin  una  norma  de  parti- 
ción, recibirán  éstos  la  herencia  por 
partes  iguales. 

Art.  556.  Si  se  hubieren  instituido 
varios  herederos  y  todos  por  determi- 
nadas porciones  que  no  agoten  toda  la 
masa  hereditaria,  corresponderá  el  re- 
manente á  los  herederos  legítimos. 
Pero  si  el  testador  hubiere  instituido  á 
los  herederos  testamentarios  por  toda 
la  herencia,  nada  podrán  reclamar  los 
legítimos,  aunque  el  testador  hubiere 
omitido  algo  en  el  cómputo  de  los  va- 
lores ó  en  la  enumeración  de  los  efec- 
tos pertenecientes  á  la  herencia. 

Art.  557.  Si  entre  varios  herederos 
instituidos  se  hubiere  determinado  para 
algunos  una  parte  (por  ejemplo,  una 
tercera  ó  una  sexta  parte),  y  no  se  hu- 
biere determinado  nada  para  los  de- 
más, los  últimos  adquirirán  el  rema- 
nente de  la  herencia  por  partes  iguales. 

Art.  558.  Cuando  nada  quede  para  el 
heredero  instituido  indeterminadamen- 
te, deberá  descontarse  proporcional- 
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menle  de  todas  las  cuotas  determina- 
das lo  bastante  para  constituirle  una 
porción  igual  á  la  de  aquellos  á  quienes 
se  haya  asignado  la  menor  parte.  Si 
fuesen  iguales  las  porciones  de  los  he- 
rederos, deberán  ceder  al  heredero  ins- 
tituido indeterminadamente,  cierta  par- 
te, para  que  venga  éste  á  recibir  una 
porción  igual  á  la  suya.  En  todos  los 
demás  casos  en  que  el  testador  haya 
cometido  error  de  cálculo,  deberá  arre- 
glarse la  partición  de  modo  que,  en  todo 
lo  posible,  ee  cumpla  la  voluntad  del 
testador,  según  las  proporciones  decla- 
radas sobre  toda  herencia. 

Art.  559.  Si  entre  los  herederos  ins- 
tituidos concurrieren  tales  personas 
que  algunas  de  ellas  deban  conside- 
rarse en  la  sucesión  intestada  respec- 
to de  las  demás  como  una  sola  (por 
ejemplo,  los  hijos  de  hermanos  con 
relación  al  hermano  del  testador),  de- 
berán considerarse  también  como  una 
sola  persona  en  la  partición  de  la  he- 
rencia obtenida  en  virtud  de  un  testa- 
mento. Una  corporación,  una  comuni- 
dad y  una  congregación  (por  ejemplo, 
los  pobres),  se  considerarán  siempre 
como  una  sola  persona. 

Art.  560.  Cuando  todos  los  herede- 
ros sean  llamados  á  la  herencia,  sin 
determinación  de  partes,  ó  expresan- 
do en  general  la  participación  por  igua- 
les porciones,  y  alguno  de  ellos  no  pue- 
da ó  no  quiera  utilizar  su  derecho  here- 
ditario, la  porción  vacante  acrecerá  la 
de  los  demás  herederos  instituidos. 

Art.  561.  Pero  si  entre  los  herederos 
hubiere  uno  ó  varios  instituidos  por 
porciones  determinadas,  y  otro  ú  otros 
varios  lo  estuvieren  indeterminadamen-. 
te,  la  parte  vacante  acrecerá  solamen- 
te la  de  aquel  ó  aquellos  que  estén  ins- 
tituidos indeterminadamente. 

Art.  562.    El  heredero  instituido  por 


una  porción  determinada,  no  tendrá 
jamás  el  derecho  de  acrecer.  Por  con- 
siguiente, si  no  quedase  algún  herede- 
ro instituido  indeterminadamente,  co- 
rresponderá la  parte  hereditaria  vacan- 
te, no  ya  al  heredero  llamado  por  una 
porción  determinada,  sino  al  heredero 
legitimo. 

Art.  563.  El  que  obtenga  la  parte  va- 
cante asumirá  también  las  cargas  in- 
herentes á  ella,  á  no  ser  que  estuviesen 
limitadas  á  actos  meramente  persona- 
les del  heredero  instituido. 

Art.  564.  El  testador  deberá  instituir 
por  sí  mismo  al*  heredero  y  no  podrá 
encargar  su  nombramiento  á  la  decla- 
ración de  tercero. 

Art.  565.  La  voluntad  del  testador 
deberá  declararse  determinadamente, 
no  con  la  mera  afirmación  de  una  pro- 
posición hecha  al  efecto,  en  perfecto  es- 
tado de  espíritu,  con  reflexión  y  serie- 
dad, libre  de  violencia,  de  dolo  y  de 
error  esencial. 

Art.  566.  Será  nula  la  declaración 
cuando  pueda  probarse  que  se  hizo  en 
estado  de  furor,  demencia,  imbecilidad 
ó  embriaguez. 

Art.  567.  Cuando  alguno  pretenda 
que  un  testador  que  habia  perdido  el 
uso  de  la  razón  esté  plenamente  en  su 
juicio  al  manifestar  su  última  volun- 
tad, deberá  declararlo  con  certeza,  por 
medio  de  peritos  en  el  arte  ó  de  perso- 
nas revestidas  de  autoridad  pública, 
que  hayan  explorado  exactamente  el 
estado  mental  del  testador,  ó  con  otras 
pruebas  dignas  de  fe. 

Art.  568.  El  que  judicialmente  sea 
declarado  pródigo,  sólo  podrá  disponer 
por  última  voluntad  de  la  mitad  de  su 
fortuna.  Corresponderá  la  otra  mitad  á 
sus  legítimos  herederos. 

Art.  569.  Los  impúberes  no  tienen 
capacidad  para  testar.   Los  menores 
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que  no  hayan  cumplido  los  dieciocho 
años,  sólo  podrán  testar  nuncupativa- 
mente  en  presencia  del  Juez.  Es  deber 
del  Juez  asegurarse  con  el  oportuno 
examen,  de  que  la  declaración  de  últi- 
ma voluntad  se  hace  libremente.  Se  re- 
cibirá esta  declaración  consignándola 
en  un  acta,  en  la  que  se  añadirá  el  re- 
sultado de  la  investigación  hecha  por  el 
Juez.  Cumplidos  los  dieciocho  años  de 
edad,  podrá  declararse  la  última  volun- 
tad sin  limitación  alguna. 

Art.  570.  El  error  esencial  del  testa- 
dor es  causa  de  que  su  disposición  no 
tenga  validez  alguna.  Es  esencial  el 
error  cuando  el  testador  se  haya  equi- 
vocado acerca .  de  la  persona  en  cuyo 
favor  quiere  disponer  ó  en  la  cosa  que 
quiere  legar. 

Art.  571.  Será  válida  la  disposición 
cuando  aparezca  que  la  persona  en 
cuyo  favor  se  ha  dispuesto  ó  legado 
la  cosa  sólo  fué  erróneamente  denomi- 
nada ó  descrita. 

Art.  572.  Será  también  válida  la  dis- 
posición cuando  se  haya  alegado  por  el 
testador  una  causa  que  resulte  falsa,  á 
no  ser  que  se  pruebe  que  la  voluntad 
del  testador  se  fundaba  únicamente  en 
este  erróneo  motivo. 

Art.  573.  Los  religiosos  no  tendrán 
generalmente  facultad  para  testar.  Y 
si  alguna  orden  religiosa  hubiere  obte- 
nido un  privilegio  en  virtud  del  cual 
sus  miembros  puedan  testar,  si  las  per- 
sonas religiosas  se  quedaran  desliga- 
das de  sus  votos,  si  por  la  supresión 
de  su  orden,  instituto  ó  claustro  hubie- 
ren cambiado  de  condición,  ó  si  hubieren 
obtenido  un  cargo  de  tal  naturaleza 
que  con  arreglo  á  las  leyes  políticas 
no  deban  ya  considerarse  como  miem- 
bros de  la  orden,  instituto  ó  claustro, 
sino  que  puedan  adquirir  la  plena  pro- 
piedad, les  será  permitido  disponer  de 


sus  bienes  por  declaración  de  última 
voluntad. 

Art.  574.  (Derogado.)  El  delincuente 
condenado  á  muerte  desde  el  día  en 
que  se  le  notifíque  la  sentencia,  y  el 
condenado  á  pena  aflictiva  por  todo  el 
tiempo  que  dure  ésta,  no  podrán  ha- 
cer una  válida  disposición  de  última  vo- 
luntad (1). 

Art.  575.  La  disposición  de  última 
voluntad  podrá  perder  su  validez  por 
impedimentos  sobrevenidos  con  pos- 
terioridad, 

Art.  576.  La  declaración  de  última 
voluntad  sin  validez  en  su  origen  no  la 
adquirirá  por  la  cesación  posterior  del 
impedimento.  Si  en  este  caso  no  se  hi- 
ciera una  nueva  disposición,  habrá  lu- 
gar á  la  sucesión  legitima. 

Art.  577.  Podrá  hacerse  testamento 
extrajudicial  ó  judicialmente,  por  escri- 
to ó  de  palabra,  y  por  escrito  con  testi- 
gos ó  sin  ellos  (ológrafo). 

Art.  578.  El  que  quiera  testar  por 
escrito  y  sin  testigos,  deberá  escribir 
de  su  puño  y  letra  el  testamento  ó  codi- 
cilo  y  poner  su  nombre  al  pie,  también 
de  su  puño  y  letra.  No  es  necesario, 
mas  para  evitar  litigios,  es  prudente 
cautela  expresar  en  él  también  el  día, 
el  año  y  el  lugar  donde  se  hace  la  de- 
claración de  última  voluntad. 

Art.  579.  Cuando  el  testador  haya 
hecho  escribir  por  otra  persona  la  dis- 
posición de  última  voluntad,  deberá  sus- 
cribirla de  su  puño  y  letra;  deberá, 
además,  ante  tres  testigos  aptos,  de 
los  cuales  dos,  por  lo  menos,  hayan  es- 
tfitdo  presentes  al  mismo  tiempo,  decla- 
rar que  lo  escrito  contiene  realmente 
su  última  voluntad.  Por  último,  debe- 
rán los  testigos  de  dentro  ó  de  fuera. 


(1}    Este  artículo  está  derogado  por  la  ley  (iin- 
damental  de  21  de  Diciembre  de  1867|  art.  4.° 
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pero  siempre  en  el  mismo  documento  y 
no  en  su  cubierta,  firmar  también  como 
testigos  de  la  última  voluntad.  No  es 
necesario  que  los  testigos  conozcan  el 
contenido  del  testamento. 

Art.  580.  El  testador  que  no  pueda 
escribir,  además  de  la  observancia  de 
las  solemnidades  establecidas  en  el  ar- 
tículo anterior,  deberá  poner  en  lugar 
de  la  firma  un  signo  con  su  propia 
mano,  y  esto  en  presencia  de  todos  y  de 
los  tres  testigos.  Para  que  se  conoz- 
ca con  una  prueba  fácil  y  permanente 
quién  sea  el  testador,  es  prudente  tam- 
bién que  uno  de  los  testigos  escriba  el 
nombre  del  testador  con  la  anotación 
de  haber  hecho  esto  en  su  lugar. 

Art.  581.  Si  el  testador  no  pudiere 
leer,  será  necesario  que  se  haga  leer  lo 
escrito  por  uno  de  los  testigos  en  pre- 
sencia de  los  otros  dos,  que  éstos  ha- 
yan visto  ya  su  contenido  y  que  confir- 
me que  es  conforme  con  su  voluntad. 
La  persona  que  haya  escrito  el  testa- 
mento podrá  ser  testigo  al  mismo 
tiempo. 

Art.  582.  La  disposición  del  testador 
que  se  refiera  á  alguna  cédula  ó  escri- 
tura sólo  será  eficaz  cuando  este  escri- 
to reúna  todos  los  requisitos  necesa- 
rios para  la  validez  de  la  declaración 
de  última  voluntad.  Fuera  de  este  caso, 
tales  anotaciones  escritas  á  que  se  re- 
fiera el  testador,  sólo  servirán  para  in- 
terpretar su  voluntad. 

Art.  583.    En  derecho,  un  mismo  do- 
cumento sólo  puede  valer  para  un  solo 
testador.  La  excepción  relativa  á  los 
cónyuges  se  hallará  en  el  capítulo  de 
.  las  capitulaciones  matrimoniales. 

Art.  584,  El  testador  que  no  pueda 
ó  no  quiera  observar  las  solemnidades 
exigidas  para  el  testamento  escrito  po- 
drá, hacer  un  testamento  nuncupativo 
(de  palabra). 

Tomo  IX.— Instituciones  jubídicas. 


Art.  585.  El  que  haga  un  testamento 
nuncupativo  deberá  declarar  formal- 
mente su  última  voluntad  ante  tres  tes- 
tigos idóneos  que  hayan  estado  presen- 
tes al  mismo  tiempo  y  tengan  capaci- 
dad para  dar  fe  de  que  el  testador  no 
ha  sufrido  error  ni  dolo.  No  es  verdade- 
ramente  necesario,  sino  previsor,  que 
para  auxiliar  la  memoria,  los  testigos, 
todos  juntos  ó  cada  uno  por  sí,  pongan 
por  sí  mismos  ó  manden  poner  por  es- 
crito, lo  más  pronto  posible,  la  declara- 
ción del  testador. 

Art.  586.  Para  que  tenga  validez  la 
declaración  nuncupativa  de  última  vo- 
luntad deberá,  á  instancia  de  cualquier 
interesado,  ser  confirmada  por  la  de- 
claración, de  conformidad,  bajo  jura- 
mento, de  los  tres  testigos,  ó  por  lo  me- 
nos de  los  otros  dos,  cuando  uno  de 
ellos  no  pueda  ser  ya  oído. 

Art.  587.  También  podrá  el  testador 
hacer  el  testamento  escrito  ó  nuncupa- 
tivo en  presencia  del  Juez.  La  disposi- 
ción escrita  deberá  estar  firmada,  por 
lo  menos,  de  puño  y  letra  del  testador 
y  ser  personalmente  entregada  por  él 
al  Juez.  Este  advertirá  al  testador  del 
requisito  de  que  la  firma  deberá  ser 
de  su  puño  y  letra,  y  allí  mismo  sellará 
lo  escrito  con  el  sello  judicial  y  anota- 
rá en  el  sobre  la  persona  cuya  última 
voluntad  contiene.  Se  levantará  acta 
de  todo  lo  concerniente  á  este  asunto  y 
lo  escrito  deberá  custodiarse  judicial- 
mente, extendiéndose  la  certificación 
de  haberlo  recibido. 

Art.  588.  Si  el  testador  quisiere  de- 
clarar verbalmente  su  voluntad,  debe- 
rá consignarse  la  declaración  en  una 
acta  que  deberá  custodiarse  sellada  en 
la  misma  forma  establecida  en  el  artícu- 
lo anterior  para  el  testamento  escrito. 
Art.  589.  La  junta  judicial  que  reci- 
ba la  declaración  escrita  ó  nuncupativa 
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de  Última  voluntad,  deberá  componer- 
se por  lo  menos  de  dos  personas  con 
carácter  judicial,  juramentadas,  una 
de  las  cuales  habrá  do  estar  encargada 
de  las  funciones  de  Juez  del  lugar  don- 
de se  hace  la  declaración.  Podrá  su- 
plirse  por  otros  dos  testigos  el  testi- 
monio de  la  segunda  persona  de  carác- 
ter judicial  que  se  requiere  además  del 
Juez. 

Art.  590.  En  caso  de  necesidad,  las 
personas  antes  indicadas  podrán  tras- 
ladarse á  la  habitación  del  testador, 
recibir  allí  la  declaración  escrita  ó  nun- 
cupativa  de  su  última  voluntad  y  redac- 
tar después  el  acta  correspondiente, 
anotando  el  día,  año  y  el  lugar. 

Art.  591.  Los  individuos  de  una  or- 
den religiosa,  las  mujeres,  los  jóvenes 
que  no  hayan  cumplido  dieciocho  años, 
las  personas  privadas  del  uso  de  la  ra- 
zón, los  ciegos,  los  sordos  ó  los  mudos, 
y  los  que  no  conozcan  la  lengua  del 
testador,  no  podrán  ser  testigos  en  las 
disposiciones  de  última  voluntad. 

Art.  592.  No  podrán  tomarse  como 
testigos  los  condenados  por  delito  de 
engaño  ó  por  otro  delito  cometido  por 
deseo  inmoderado  de  lucro. 

Art.  593.  (Derogado.)  Los  que  no 
profesen  la  religión  cristiana  no  po- 
drán ser  testigos  en  las  disposiciones 
de  última  voluntad  de  un  cristiano  (1). 
Art.  594.  El  heredero  ó  el  legatario 
no  es  testigo  idóneo  respecto  de  la  cosa 
que  se  le  deje,  como  no  lo  son  tampoco 
su  cónyuge,  sus  progenitores,  los  hijos, 
los  hermanos  ó  los  afínes  en  el  mismo 
grado,  ni  sus  criados.  Para  que  sea  vá- 
lida la  disposición  deberá  ser  escrita 
de  puño  y  letra  del  testador  ó  ser  con- 


(1)  Aun  antes  de  las  leyes  fundamentales  de 
1867,  había  sido  ya  derogado  este  precepto  por 
un  decreto  imperial  de  6  de  Enero  de  1860. 


firmada  por  tres  testigos  distintos  de 
las  personas  indicadas. 

Art.  595.  ,  Si  el  testador  quisiere  dis- 
poner algo  en  favor  de  la  persona  por 
quien  hace  escribir  la  declaración  de 
su  última  voluntad,  del  cónyuge  de 
ésta  ó  de  los  hijos,  progenitores,  her- 
manos, hermanas  ó  afines  en  el  mismo 
grado,  deberá  ponerse  fuera  de  dúdala 
disposición  del  modo  establecido  en  el 
artículo  anterior. 

Art.  596.  Lo  determinado  respecto 
de  los  testigos,  siempre  que  no  tengan 
intereses  en  el  asunto  y  tengan  capaci- 
dad para  poner  fuera  de  duda  la  perso- 
na del  testador,  deberá  aplicarse  tam- 
bién á  las  personas  judiciales  que  reci- 
ban la  declaración  de  última  voluntad. 

Art.  597.  En  las  disposiciones  de  úl- 
tima voluntad  que  se  hagan  en  los  via- 
jes por  mar  ó  en  sitio  donde  domine  la 
peste  ú  otras  enfermedades  contagio- 
sas, serán  también  testigos  válidos  los 
miembros  de  órdenes  religiosas,  los 
adolescentes  y  las  mujeres  que  hayan 
cumplido  los  catorce  años. 

Art.  598.  En  estas  disposiciones  pri- 
vilegiadas de  última  voluntad  sólo  se 
requieren  dos  testigos,  de  los  cuales 
uno  podrá  escribir  el  testamento.  En 
caso  de  peligro  de  contagio,  tampoco 
será  necesario  que  estén  ambos  pre- 
sentes al  mismo  tiempo. 

Art.  599.  Transcurridos  seis  meses 
después  de  terminado  el  viaje  por  mar 
ó  de  haber  cesado  la  epidemia,  dejarán 
(le  ser  válidas  las  disposiciones  privile- 
giadas de  última  voluntad. 

Art.  600.  En  las  leyes  militares  se 
determinan  los  privilegios  de  que  dis- 
frutan los  testamentos  de  los  mili- 
tares. 

Art.  601.  Si  el  testador  hubiese  omi- 
tido uno  de  los  requisitos  prescritos  y 
no  dejado  expresamente  sólo  por  cau- 
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tela  á  su  albedrío,  no  tendrá  validez  la 
disposición  de  última  voluntad.  , 

Art.  602.  Sólo  podrán  celebrarse  vá- 
lidamente entre  cónyuges  los  pactos  de 
sucesión  concernientes  á  toda  la  heren- 
cia ó  á  una  parte  de  la  misma  determi- 
nada con  relación  al  todo.  Las  disposi- 
ciones relativas  á  esta  materia  se  ha- 
llan contenidas  en  el  capitulo  de  las 
capitulaciones  matrimoniales. 

Art.  603.  En  el  capítulo  de  las  dona- 
ciones, se  determina  cuándo  una  dona- 
ción, por  causa  de  muerte,  deberá  con- 
siderarse como  contrato  ó  como  dispo- 
sición de  última  voluntad. 

CAPÍTULO   X.— DE  LAS   SUSTITUCIONES 
Y  DE  LOS  FIDEICOMISOS 

Art.  604.  Todo  testador  podrá  nom- 
brar un  heredero  en  sustitución,  para 
el  caso  en  que  el  instituido  no  llegue  á 
adir  la  herencia;  y  si  éste  tampoco  la 
adquiere,  un  segundo,  y  para  el  mismo 
caso  un  tercero,  etc.  Esta  disposición 
se  llama  sustitución  vulgar.  Obtendrá 
la  herencia  el  que  sea  el  primero  en  la 
serie  de  los  llamados. 

Art.  605.  Si  el  testador  sólo  hubiere 
expresado  uno  de  los  casos  determina- 
dos por  los  cuales  el  heredero  instituí- 
do  no  pueda  ó  no  quiera  adir  la  heren- 
cia, se  tendrá  por  excluido  el  otro  caso. 

Art.  606.  Las  cargas  impuestas  al 
heredero  instituido  se  extienden  tam- 
bién al  sustituto  que  viene  en  su  lugar, 
ét,  no  ser  que  por  expresa  voluntad  del 
testador  ó  por  la  naturaleza  de  las  cir- 
cunstancias estén  limitadas  á  la  perso- 
na del  heredero  instituido. 

Art.  607.  Cuando  los  coherederos  es- 
tén sólo  entre  sí  reciprocamente  susti- 
tuidos, se  presumirá  que  el  testador 
quiso  extender  también  á  la  sustitución 
la  asignación  de  las  porciones  determi- 


nadas en  la  institución.  Y  si  además  de 
los  coherederos  se  hubiese  llamado  á 
algún  otro  en  la  sustitución,  se  reparti- 
rá la  porción  vacante  por  partes  igua- 
les entre  todos. 

Art.  608.  Podrá  el  testador  imponer 
á  su  heredero  la  obligación  de  transmi- 
tir, después  de  su  muerte  ó  en  algunos 
otros  casos  determinados,  la  herencia 
adida  á  otro  heredero  nombrado.  Llá- 
mase esta  disposición  sustitución  fidei- 
comisaria, que  tácitamente  comprende 
en  sí  la  vulgar. 

Art.  609.  También  podrán  los  padres 
nombrar  el  heredero  ó  el  sustituto  de 
sus  hijos,  aun  en  el  caso  de  que  éstos 
estén  incapacitados  para  testar,  pero 
sólo  respecto  de  los  bienes  que  aqué- 
llos les  dejan. 

Art.  610.  Cuando  el  testador  haya 
prohibido  al  heredero  disponer  por  tes- 
tamento de  los  bienes  que  le  deja,  es 
entonces  fideicomisaria  la  sustitución, 
y  el  heredero  está  obligado  á  conser- 
var la  herencia  para  sus  legítimos  he- 
rederos. La  prohibición  de  enajenar  la 
cosa  no  excluye  el  derecho  de  dispo- 
ner de  ella  por  testamento. 

Art.  611.  La  serie  de  los  herederos 
sucesivamente  llamados  en  la  sustitu- 
ción fideicomisaria,  cuando  sean  todos 
de  la  misma  edad  que  el  testador,  no 
estará  en  modo  alguno  limitada,  sino 
que  podrá  extenderse  al  tercero,  al 
cuarto  y  aun  más  allá. 

Art.  612.  Si  los  herederos  sustituí- 
dos  no  fueren  contemporáneos  y  aun 
no  hubieren  nacido  al  hacer  el  testa- 
mento, podrá  extenderse  hasta  el  se- 
gundo grado  la  sustitución  fideicomi- 
saria respecto  del  dinero  y  de  las  de- 
más cosas  muebles.  Pero  respecto  de 
los  inmuebles,  no  se  extenderá  más 
allá  del  primer  grado,  y  en  la  determi- 
nación de  los  grados  sólo  se  computará 
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el  heredero  sustituido  que  haya  conse- 
guido la  posesión  de  la  herencia. 

Art.  613.  Mientras  no  llegue  el  caso 
de  la  sustitución  fideicomisaria,  tendrá 
el  heredero  instituido  el  derecho  d^ 
propiedad  limitado  con  los  derechos  y 
obligaciones  del  usufructuario. 

Art.  614.  La  sustitución  expresada 
de  un  modo  dudoso  deberé  interpretar- 
se de  modo  que  limite  lo  menos  posible 
la  libertad  del  heredero  para  disponer 
de  la  propiedad. 

Art.  615.  Se  extinguirá  la  sustitu- 
ción vulgar  cuando  haya  adido  la  he- 
rencia el  heredero  instituido;  la  fideico- 
misaria, cuando  no  exista  ya  ninguno 
de  los  herederos  sustituidos  ó  cese  el 
caso  para  el  que  se  dispuso. 

Art. 616.  En  particular  la  sustitución 
fideicomisaria  hecha  al  mentecato  (ar- 
tículos 608  y  609),  quedará  sin  ningún 
efecto  si  se  prueba  que  estaba  perfecta- 
mente en  su  juicio  cuando  declaró  su 
última  voluntad;  esto  es,  si  por  haber 
recobrado  Ja  razón  le  hubiere  concedi- 
do el  Juez  la  libre  administración  de 
sus  bienes.  No  volverá  á  tener  fuerza 
esta  sustitución  fideicomisaria,  si  por 
haber  perdido  otra  vez  el  uso  de  la  ra- 
zón, hubiese  sido  puesto  de  nuevo  bajo 
cúratela,  y  si  entre  tanto  no  hubiese 
hecho  ninguna  disposición  de  última 
voluntad. 

Art.  617.  La  sustitución  hecha  por 
el  testador  para  su  hijo,  cuando  aún 
no  tenía  éste  descendencia,  cesará 
cuando  llegue  á  tenerla  con  aptitud 
para  heredar. 

Art.  618.  El  fideicomiso  (de  familia) 
es  una  disposición  en  virtud  de  la  que 
se  declara  un  patrimonio  como  bienes 
inenajenables  de  la  familia,  en  favor  de 
todos  los  futuros  sucesores  de  la  casa, 
ó  de  muchos  de  ellos  por  lo  menos. 
Art.  619.    El  fideicomiso,  en  general, 


es  primogenitura,  ó  mayorazgo,  ó  se- 
ñorío, según  haya  destinado  el  funda- 
dor la  sucesión  al  primogénito  de  la 
línea  más  antigua  ó  al  de  la  familia  en 
grado  más  cercano;  y  entre  varios  igual- 
mente cercanos,  al  de  más  edad,  ó,  por 
último,  sin  tener  en  cuenta  la  linea,  al 
de  más  edad  de  fa  familia. 

Art.  620.  Se  presumirá  en  la  duda  la 
primogenitura  más  bien  que  el  mayo- 
razgo ó  señorío,  y  entre  éstos  el  prime- 
ro más  bien  que  el  segundo. 

Art.621.  En  la  primogenitura  la  línea 
más  joven  no  llegará  á  disfrutar  del 
fideicomiso,  sino  cuando  se  haya  extin- 
guido la  linea  más  antigua,  por  lo  que 
el  hermano  del  último  poseedor  es  pos- 
puesto á  los  hijos,  nietos,  biznietos  y 
ulteriores  descendientes  del  propio  po- 
seedor. 

Art.  622.  El  fundador  del  fideicomi- 
so podrá  también  invertir  completa- 
mente el  orden  de  la  sucesión,  y  lla- 
mar á  ella  al  ultlmogénito  de  la  línea 
más  antigua,  al  más  joven  de  todas  las 
líneas,  ó,  en  general,  llamar  á  ella  al 
más  cercano  en  grado  al  mismo  funda- 
dor, al  primer  adquirente  ó  al  último 
poseedor. 

Art.  623.  Si  acerca  de  esto  no  hubie- 
re expresado  claramente  su  voluntad 
el  fundaxlor,  se  tendrá  más  en  cuenta 
al  último  poseedor  que  al  fundador  del 
fideicomiso  y  al  primer  adquirente. 
Siendo  varias  las  personas  del  mismo 
grado,  se  decidirá  en  favor  del  de  más 
edad. 

Art.  624.  Si  dispusiere  el  fundador 
que  corresponda  siempre  el  fideicomi- 
so al  más  cercano  de  la  familia,  de- 
berá entenderse  el  más  cercano  entre 
los  descendientes  varones,  según  el  or- 
den general  de  las  sucesiones  legiti- 
mas. Habiendo  varios  igualmente  cer- 
canos, se  repartirá  el  disfrute  del  fidei- 
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comiso  entre  ellos,  á  no  ser  que  resulte 
lo  contrario  de  la  disposición  testamen- 
taria. 

Art.  625.  Cuando  un  testador,  ade- 
más del  fideicomiso  para  la  línea  del 
primogénito,  haya  instituido  otro  ó  va- 
rios fideicomisos  para  las  líneas  poste- 
riores, el  poseedor  del  primer  fideico- 
miso y  sus  descendientes  sólo  llegarán 
entonces  á  la  posesión  de  otro  fideico- 
miso cuando  no  haya  descendientes  lla- 
mados á  él  en  las  otras  líneas,  quedan- 
do reunidos  los  fideicomisos  en  una 
sola  persona,  sólo  hasta  que  se  formen 
nuevamente  dos  ó  más  líneas. 

Art.  626.  Por  regla  general,  la  des- 
cendencia femenina  no  podrá  suceder 
en  los  fideicomisos.  Pero  si  el  fundador 
hubiere  dispuesto  expresamente  que 
extinguida  la  estirpe  de  los  varones 
deba  pasar  el' fideicomiso  á  las  líneas 
femeninas,  deberá  efectuarse  esto  con 
arreglo  al  orden  establecido  para  la 
sucesión  del  sexo  masculino;  pero  los 
herederos  varones  de  la  línea  que  haya 
obtenido  la  posesión  del  fideicomiso 
serán  preferidos  á  los  herederos  del 
sexo  femenino. 

Art.  627.  No  podrá  fundarse  el  fidei- 
comiso sin  consentimiento  especial  del 
legislador.  En  su  fundación  deberá  for- 
marse debidamente,  y  de  un  modo  dig- 
no de  fe,  el  inventario  de  todas  las  co- 
sas pertenecientes  al  fideicomiso,  el 
cual  será  custodiado  en  el  juzgado.  Di- 
cho inventarío  servirá  de  norma  con 
ocasión  de  cualquier  traspaso  de  pose- 
sión y  en  la  separación  de  los  bienes 
del  fideicomiso  del  patrimonio  libre.  El 
Juez  deberá  dictar  las  providencias 
para  la  seguridad  del  fideicomiso  se- 
gún las  reglas  especiales. 

Art.  628.  El  que  haya  instituido  un 
fideicomiso  tendrá  el  derecho  de  revo- 
car su  institución  mientras  alguno  no  I 


haya  adquirido  derecho  á  él  por  entre- 
ga ó  por  pacto;  y  se  tendrá  por  revoca- 
da la  voluntad  si  le  naciere  al  testador 
un  varón  heredero  legítimo  no  com- 
prendido en  el  fideicomiso. 

Art.  629.  La  propiedad  de  los  bienes 
del  fideicomiso  será  divisible  entre  to- 
dos los  llamados  á  sucederse  en  ella  y 
el  poseedor  actual  de  dicho  fideicomi- 
so. A  los  primeros  sólo  les  correspon- 
derá la  propiedad  directa,  pero  á  éste 
también  la  propiedad  útil. 

Art.  630.  La  propiedad  directa  da  á 
los  llamados  en  el  fideicomiso  el  dere- 
cho de  exigir  el  depósito  judicial  de 
los  títulos  de  crédito  pertenecientes  al 
fideicomiso,  á  denunciar  al  Juez  la  mala 
administración  de  los  bienes  en  que 
aquél  consiste,  á  proponer  un  curador 
común  para  la  defensa  del  fideicomiso 
y  de  la  posteridad,  y,  en  general,  á  em- 
plear todos  los  medios  necesarios  para 
la  seguridad  de  los  bienes. 

Art.  63L  El  poseedor  del  fideicomi- 
so tiene  todos  los  derechos  y  obliga- 
ciones anejos  al  dominio  útil,  y  le  per- 
tenecen todos  los  beneficios  provinien- 
tes  de  los  bienes  fideicomisos  y  de  la 
accesión,  pero  no  el  caudal  en  sí  misma. 
Soportará  también  todas  las  cargas, 
pero  no  será  responsable  de  la  disminu- 
ción que  pudiere  haber  en  el  caudal  sin 
culpa  suya. 

Art.  632.  El  poseedor  del  fideicomi- 
so podrá  renunciar  por  sí  á  su  derecho, 
pero  no  por  la  posteridad,  aunque  aún 
no  exista.  Si  empeñare  los  frutos  del 
fideicomiso  y  también  los  bienes  en 
que  consista,  sólo  tendrá  validez  el  em- 
peño para  aquella  parte  de  frutos  que 
tenga  derecho  á  percibir,  pero  no  res- 
pecto de  los  bienes  en  sí  mismos,  ni  de 
aquella  parte  de  los  frutos  que  corres- 
pondan al  sucesor. 
Art.  633.    Teniendo  en  cuenta  la  li- 
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mitación  subsiguiente,  podrá  el  posee- 
dor del  fideicomiso  transformar  el  in- 
mueble de  que  se  trate  en  capital  pecu- 
niario, permutar  las  fincas  con  otras,  ó 
darlas  á  censo  ó  en  arrendamiento  he- 
reditario. 

Art.  634.  Para  estas  permutas  nece- 
sita el  poseedor  del  fideicomiso  el  con- 
sentimiento del  Juez  ordinario.  Deberá 
éste  oír  á  todos  los  llamados  al  fideico- 
miso, cuya  existencia  sea  conocida;  ó 
siendo  éstos  menores,  ó  hallándose  au- 
sentes, á  sus  curadores;  y  luego  tam- 
bién al  curador  del  fideicomiso  y  de  la 
posteridad;  juzgar  si  los  motivos  son 
suficientes,  y  cuidar,  particularmente 
en  la  concesión  para  dividir  las  fincas, 
de  que  se  observen  las  disposiciones 
prescritas  por  las  leyes  políticas.  El 
precio  convenido  de  este  modo  deberá 
emplearse  á  interés  ó  renta  como  capi- 
tal fideicomiso. 

Art.  635.  El  poseedor  del  fideicomi- 
so podrá  gtavarcon  deudas  la  tercera 
parte  de  los  bienes,  ó  si  consistiere  el 
fideicomiso  en  metálico  ó  valores  equi- 
valentes, podrá  disponer  de  la  tercera 
parte.  Para  esto  no  necesitará  el  con- 
sentimiento de  los  llamados  al  fideico- 
miso ni  de  los  curadores,  sino  el  del 
Juez  ordinario  solamente. 

Art.  636.  A  esta  tercera  parte  debe- 
rán imputarse  todas  las  cargas  inheren- 
tes por  cualquier  concepto  al  capital 
fideicomiso,  de  modo  que  queden  dos 
terceras  partes  completamente  libres. 

Art.  637.  Se  determinará  el  valor  de 
los  bienes  del  fideicomiso  por  medio 
de  tasación  judicial,  cuando  se  trate  de 
permutarlos  ó  de  gravarlos  con  deudas, 
y  por  medio  de  pública  subasta  cuando 
se  trate  de  convertirlos  en  dinero. 

Art.  638.  Los  pagos  para  la  extin- 
ción de  las  deudas  del  fideicomiso  de- 
berán determinarse  de  modo  que  se 


destine  todos  los  años  el  5  por  100  á 
descontar  la  deuda;  y  sólo  por  motivos 
graves  podrá  concederse  un  plazo  más 
largo. 

Art.  639.  Si  el  poseedor  del  fideico- 
miso quisiere  volver  á  tomar  otra  vez 
para  su  uso  parte  de  los  pagos  hechos 
ya,  deberá,  además,  para  reintegrar 
^  esta  parte,  abonar  separadamente  to- 
dos los  años  el  5  por  100. 

Art.  640.  El  sucesor  en  el  fideicomi- 
so sólo  estará  obligado  á  pagar  las 
deudas  contraídas  con  el  consentimien- 
to del  Juez  por  su  antecesor.  No  estará 
obligado  al  pago  de  los  créditos  ya  ven- 
cidos por  tales  deudas,  sino  cuando  no 
pueda  hacerse  con  la  fortuna  libre  del 
antecesor. 

Art.  641.  Si  el  antecesor  hubiere  he- 
cho considerables  gastos  para  la  con- 
servación ó  para  importantes  mejoras 
del  fideicomiso,  por  cuya  causa  habría 
tenido  derecho  á  gravar  con  deudas  la 
herencia  fideicomisaria,  deberán  resar- 
círsele tales  gastos.  Para  este  resarci- 
miento podrán  los  sucesores  gravar 
con  deudas  la  tercera  parte  del  fideico- 
miso. El  pago  para  la  extinción  de  es- 
tas deudas  se  hará  del  modo  prescrito 
en  el  art.  638. 

Art.  642.  El  pago  para  la  extinción 
de  una  deuda  inherente  al  fideicomiso, 
aun  cuando  contraída  con  el  consenti- 
miento del  Juez,  sólo  podrá  exigirse 
por  el  acreedor  del  fideicomiso,  no  so- 
bre ol  capital  de  éste,  sino  solamente 
sobre  las  rentas  del  mismo. 

Art.  643.  Los  frutos  del  último  año 
se  repartirán  entre  los  herederos  del 
antecesor  y  el  sucesor  en  el  fideicomi- 
so, del  mismo  modo  que  entre  el  usu- 
fructuario y  el  propietario  (art.  519). 

Art.  644.  .Podrá  disolverse  el  víncu- 
lo fideicomisario  cuando  no  pueda  es- 
perarse ya  ninguna  descendencia  lia- 
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mada  al  fideicomiso.  Mas  para  la  di- 
solución del  vínculo  fideicomisario, 
además  del  consentimiento  del  propie- 
tario útil  y  de  todos  los  llamados  al  fi- 
deicomiso, que  deben  citarse  por  edicto, 
requiérese  también  la  declaración  del 
curador  de  la  posteridad  y  el  consenti- 
miento del  Juez. 

Art.  645.  Cesará  el  fideicomiso,  si 
los  bienes  sujetos  á  este  vínculo  pere- 
cieren^  ó  si  todas  las  lineas  llamadas  en 
el  acta  de  fundación  se  hubieren  extin- 
guido sin  esperanza  de  sucesión.  En  el 
«segundo  caso  el  dominio  directo  se  fun- 
fl  irá  con  el  útil,  y  el  poseedor  podrá 
disponer  á  su  albedrío  del  fideicomiso. 

Art.  646.  Deben  distinguirse  de  las 
sustituciones  y  de  los  fideicomisos  las 
fundaciones  porcias  cuales  se  destinan 
á  perpetuidad  las  rentas  de  capitales  ó 
derechos  á  establecimientos  de  utilidad 
pública,  por  ejemplo,  á  beneficios  ecle- 
siásticos, á  escuelas,  á  hospitales  ú 
hospicios  para  pobres  ó  al  sostenimien- 
to de  ciertas  personas.  Las  reglas  so- 
bre fundaciones  se  hallan  consignadas 
en  las  leyes  políticas. 

CAPÍTULO  XI.— DE  LOS  LEGADOS 

Art.  647.  Requiérese  para  la  validez 
del  legado  (art.  535)  que  se  haga  por  vá- 
lida declaración  de  última  voluntad, 
por  un  testador  con  capacidad  para  tes- 
lar;  y  á  una  persona  con  capacidad 
para  heredar. 

Art.  648.  Podrá  también  el  testador 
legar  á  uno  ó  más  herederos  un  prele- 
gado,  respecto  del  que  deberán  éstos 
considerarse  como  legatarios. 

Art.  649.  Por  regla  general,  corres- 
ponde pagar  los  legados  en  proporción 
á  las  cuotas  hereditarias  á  todos  los 
herederos,  aun  en  el  caso  en  que  sea 
legada  una  cosa  propia  de  algún  co- 


heredero. Pero  el  testador  podrá  impo- 
ner particularmente  la  obligación  de 
satisfacer  el  legado  á  un  coheredero  ó 
también  á  un  legatario. 

Art.  650.  El  legatario  no  podrá  exi- 
mirse de  satisfacer  plenamente  al  ulte- 
rior legado  que  se  le  haya  impuesto 
por  el  motivo  de  superar  éste  el  valor 
de  la  cosa  que  le  haya  sido  legada.  Si 
no  aceptase  el  legado  aquel  á  quien  le 
corresponda,  deberá  cederse  al  legata- 
rio que  tenga  la  asignación  contra  la 
cosa  legada. 

Art.  651.  El  testador  que  ordene  un 
legado  para  determinada  clase  de  per- 
sonas, como  para  los  consanguíneos, 
para  la  servidumbre  ó  para  los  pobres, 
podrá  dejar  al  arbitrio  del  heredero  ó 
de  un  tercero  la  distribución,  las  perso- 
nas que  han  de  pagarle  y  la  cantidad 
con  que  ha  de  corresponder  á  cada  una 
de  ellas.  Si  el  testador  no  hubiere  dis- 
puesto nada  acerca  de  esto,  correspon- 
derá la  elección  al  heredero. 

Art.  652.  El  testador  podrá  ordenar, 
al  disponer  el  legado,  la  sustitución 
vulgar  ó  fideicomisaria,  en  cuyo  caso 
se  observará  cuanto  queda  prescrito 
en  el  capítulo  anterior. 

Art.  653.  Podrá  legarse  todo  lo  que 
está  en  el  comercio:  cosas,  derechos, 
obras  y  acciones  que  tengan  algún 
valor. 

Art.  65^1.  Si  se  legaren  cosas  que  es- 
tán en  el  comercio,  pero  que  sólo  el  le- 
gatario por  su  persona  tiene  capacidad 
de  poseer,  deberá  abonársele  el  valor 
ordinario. 

Art.  655.  También  en  los  legados  se 
tomarán  las  palabras  en  su  significa- 
ción usual,  á  no  ser  que  se  pruebe  que 
el  testador  solía  atribuir  á  ciertas  ex- 
presiones un  sentido  especial  propio 
de  él  solamente,  ó  que  de  otro  modo 
no  surtirá  el  legado  ningún  efecto. 
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Art.  656.  Si  el  testador  hubiese  le- 
gado una  6  más  cosas  de  cierto  género, 
pero  sin  más  especial  determinación,  y 
en  la  masa  iiereditaria  hubiere  varias 
del  mismo  género,  corresponderá  su 
elección  al  heredero.  Pero  deberá  es- 
coger una  cosa  de  que  pueda  hacer  uso 
el  legatario.  Si  se  hubiera  permitido  al 
legatario  tomar  ó  escoger  entre  varias 
cosas,  podrá  también  elegir  la  mejor. 

Art.  657.  Cuando  el  testador  legue 
expresamente  sólo  de  su  haber  una  ó 
más  cosas  de  cierto  género,  y  en  la 
masa  hereditaria  no  se  encuentren  nin- 
guna de  dichas  cosas,  quedará  sin  efec- 
to el  legado.  Y  si  existieren,  pero  no  en 
la  cantidad  determinada,  deberá  que- 
dar satisfecho  el  legatario  con  las  que 
haya. 

Art.  658.  Habiéndose  legado  una  ó 
más  cosas  de  cierto  género,  no  expre- 
sando que  sean  del  caudal  y  no  encon- 
trándose tales  cosas  en  la  masa  heredi- 
taria, estará  obligado  el  heredero  á 
adquirirlas  para  el  legatario,  de  la  cali- 
dad conveniente  para  la  condición  y 
las  necesidades  de  éste.  El  legado  de 
una  cantidad  de  dinero  obliga  al  here- 
dero á  pagarla,  sin  tener  en  cuenta  si 
hay  ó  no  dinero  en  efectivo  en  la  masa 
hereditaria. 

Art.  659.  El  testador '  podrá  dejar 
también  á  un  tercero  la  elección  entre 
varias  cosas  de  las  que  deba  obtener 
el  legatario.  Rehusando  la  elección  el 
tercero,  ó  muriendo  antes  de  hacerla 
que  se  le  haya  concedido,  determinará 
el  Juez  la  elección,  teniendo  en  cuenta 
la  condición  y  las  necesidades  del  le- 
,gatario.  También  tendrá  lugar  seme- 
jante determinación  judicial  en  el  caso 
en  que  haya  dejado  de  vivir  el  legatario 
antes  de  hacer  la  elección. 

Art.  660.  El  legado  de  una  cosa  de- 
terminada, cuando    esté    repetida   en 


una  ó  varias  disposiciones  diferentes, 
no  podrá  á  la  vez  exigirse  por  el  legata- 
rio la  cosa  misma  v  su  valor.  Los  de- 
más  legados,  aunque  comprendan  una 
cosa  del  mismo  género  ó  una  misma 
cantidad,  deberán  satisfacerse  tantas 
veces  al  legatario  <;uantas  fueran  re- 
petidas. 

Art.  661.  No  tendrá  ningún  valor  ni 
efecto  el  legado  cuando  la  cosa  legad'a 
sea  ya  de  la  propiedad  del  legatario  al 
hacer  la  disposición  de  última  volun- 
tad. Si  la  hubiere  adquirido  posterior- 
mente, se  le  deberá  el  valor  usual.  Y  si 
la  hubiere  recibido  del  mismo  testador, 
pero  gratuitamente,  deberá  tenerse  por 
no  hecho  el  legado. 

Art.  662.  Será  nulo  y  de  ningún  valor 
ni  efecto  el  legado  de  la  cosa  de  otro 
que  no  pertenezca  al  testador  ni  al  he- 
redero ó  al  legatario  encargado  de  dar- 
la á  un  tercero.  Si  á  las  personas  de- 
signadas les  correspondiera  una  parto 
de  la  cosa  ó  tuvieren  algún  título  ó  de- 
recho sobre  la  misma,  sólo  será  válido 
el  legado  con  relación  á  dicha  porción, 
título  ó  derecho.  Si  la  cosa  legada  estu- 
viere empeñada  ó  gravada  de  otra  suer- 
te, el  que  la  reciba  asumirá  al  mismo 
tiempo  las  cargas  inherentes  á  ella.  Por 
consiguiente,  si  el  testador  hubiere  dis- 
puesto expresamente  que  una  determi- 
nada cosa  perteneciente  áotro  sea  com- 
prada y  dada  al  legatario,  y  no  quisiere 
su  dueño  enajenarla  por  el  precio  de  ta- 
sación, deberá  abonarse  dicho  precio 
al  legatario. 

Art.  663.  Si  legare  el  testador  lo  que 
he  debe  el  legatario,  estará  obligado 
el  heredero  á  restituir  el  documento  co- 
rrespondiente ó  á  extender  al  legatario 
el  acta  de  liberación  de  la  deuda  y  de 
los  intereses  no  satisfechos. 

Art.  664.  Si  el  testador  legare  á  uno 
lo  que  un  tercero  le  adeuda,  deberá  el 
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heredero  ceder  al  legatario  el  crédito 
con  los  intereses  vencidos  y  futuros. 

Art.  665.  £1  legado  de  la  deuda  que 
tiene  el  testador  con  el  legatario  pro- 
ducirá el  efecto  de  que  el  heredero  está 
obligado  á  reconocer  la  deuda  distinta- 
mente expresada  por  el  testador  ó  pro- 
bada por  el  legatario,  y  sin  tener  en 
cuenta  las  condiciones  ni  los  términos 
establecidos  en  el  documento  justiñca- 
tivo,  á  satisfacerla  á  más  tardar  en  el 
término  establecido  para  el  pago  de  los 
demás  legados.  No  obstante,  el  recono- 
cimiento del  testador  no  causará  per- 
juicios á  los  acreedores,  á  quienes  po- 
dría irrogárselos. 

Art.  666.  La  condonación  de  las  deu- 
das sólo  deberá  entenderse  de  las  exis- 
tentes al  ordenarse  el  legado,  pero  no 
de  las  contraídas  posteriormente.  Si 
con  el  legado  condona  el  derecho  de 
prenda  ó  la  garantía,  no  se  sigue  de 
ahf  que  también  se  haya  condonado  la 
deuda.  Si  se  prorrogasen  los  plazos 
para  el  pago,  deberá  continuarse,  sin 
embargo,  el  pago  de  los  intereses. 

Art.  667.  Si  el  testador  debiere  una 
cantidad  á  uno  y  le  legase  una  cantidad 
igual,  no  se  presumirá  que  haya  queri- 
do satisfacer  la  deuda  con  el  legado. 
El  heredero,  en  ese  caso,  deberá  pagar 
dos  veces  la  misma  cantidad,  como 
deuda  una  y  como  legado  otra. 

Art.  668.  Bajo  el  legado  de  todos  los 
créditos,  no  se  comprenden  los  consis- 
tentes en  obligaciones  públicas,  ni  en 
capitales  inscritos  sobre  bienes  inmue- 
bles, ni  las  pretensiones  que  emanen 
de  un  derecho  real. 

Art.  669.  Podrá  legarse  la  dote  para 
librar  al  marido  de  la  obligación  de  res- 
tituirla ó  para  imponer  al  heredero  la 
obligación  de  entregar  á  la  mujer  la 
cantidad  ó  cosa  aportada  en  dote  sin 
prueba  y  sin  deducir  los  gastos  emplea- 


dos en  ella.  Respecto  de  este  legado 
deberá  observarse  cuanto  se  prescribe 
para  los  demás  créditos  que  se  legan. 

Art.  670.  Cuando  legue  el  testador 
una  dote  indeterminada  á  una  tercera 
persona,  deberá  entenderse,  sin  tener 
para  nada  en  cuenta  la  fortuna  propia 
de  la  legataria,  que  la  dote  que  el  padre 
de  esta  persona,  siendo  de  mediana  for- 
tuna, debería  constituirle  según  su 
condición. 

Art.  671.  La  dote  legada  por  los  pa- 
dres á  los  hijos  se  imputará  á  la  por- 
ción que  les  correspondería  en  la  suce- 
sión intestada  ó  testamentaria,  á  no  ser 
que  expresamente  se  haya  dispuesto  á 
título  de  prelegado. 

Art.  672.  El  legado  de  alimentos 
comprenderá  la  alimentación,  el  vestir, 
la  habitación  y  demás  cosas  necesarias 
durante  la  vida  del  legatario  y  además 
la  instrucción  indispensable.  Todo  se 
contiene  también  en  la  expresión,  edu- 
cación. Termina  la  educación  con  la 
mayor  edad.  Bajo  el  legado  de  alimen- 
tación se  entiende  la  comida  y  bebida 
por  toda  la  vida. 

Art.  673.  El  límite  de  los  legados 
indicados  en  el  artículo  anterior,  cuan- 
do no  se  manifieste  por  la  voluntad 
expresa  ó  tácita  del  testador,  deducida 
del  auxilio  hasta  entonces  prestado,  se 
determinará  según  la  condición  propia 
del  legatario  ó  la  que  se  ha  creado  al 
mismo  con  el  trato  y  los  medios  sumi- 
nistrados anteriormente. 

Art.  674.  En  el  legado  de  muebles  se 
comprenden  sólo  los  necesarios  para 
el  decorado  decente  de  la  habitación. 
En  el  de  trastos  ó  ajuar  de  casa,  se  com- 
prenden los  utensilios  necesarios  para 
la  economía  doméstica.  Pero  no  se 
comprenderán  en  él,  sin  más  precisa 
declaración,  los  instrumentos  necesa- 
rios para  un  arte  ó  profesión. 
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Art.  675.  Si  se  legare  á  uno  un  arma- 
rio que  forme  parte  de  algún  todo,  se 
presumirá,  por  regla  general,  que  sólo 
han  sido  legadas  las  cosas  que  en  él 
se  hallaban  al  morir  el  testador  y  á 
cuya  custodia  fué  destinado  el  armario 
por  su  naturaleza,  ó  empleado  ordina- 
riamente por  el  testador. 

Art.  676.  Si  el  armario  fuere  mueble, 
6  por  lo  menos  existiese  separadamen- 
te, el  legatario  sólo  podrá  reclamar  el 
armario,  pero  no  las  cosas  que  haya 
en  él. 

Art.  677.  Si  se  legare  un  cofre,  un 
estante  ó  una  caja  con  todas  las  cosas 
que  haya  en  ellos,  se  entenderán  com- 
prendidos también  en  el  legado  el  oro, 
la  piala,  las  joyas  y  el  dinero  en  metá- 
lico, así  como  los  documentos  de  crédi- 
to que  contengan  obligaciones  del  lega- 
tario con  el  testador.  Los  demás  docu- 
mentos ó  instrumentos  en  que  se  fun- 
den los  créditos  y  derechos  del  testador 
no  se  consideran  comprendidos  en  el 
legado,  sino  cuando,  excepto  esos,  no 
haya  nada  más  en  el  armario.  En  el  le- 
gado de  cosas  líquidas  se  comprende- 
rán también  los  envases  destinados  á 
su  transporte. 

Art.  678.  Con  el  nombre  de  piedras 
preciosas  se  entiende  comunmente  sólo 
las  piedras  finas  y  las  perlas;  con  el  de 
joyas  hasta  las  piedras  falsas  y  los 
adornos  compuestos  ó  con  un  baño  de 
oro  ó  plata,  destinados  al  adorno  de  las 
personas,  y  con  el  de  galas  se  com- 
prenden las  cosas  que,  exceptuadas  las 
joyas  y  los  trajes,  sirven  para  adorno 
de  las  personas. 

Art.  679.  El  legado  del  oro  y  de  la 
plata  comprende  el  labrado  y  no  labra- 
do, pero  no  las  monedas  ni  el  que  sólo 
constituye  una  parte  ó  adorno  de  otro 
objeto,  como  por  ejemplo  un  reloj,  una 
tabaquera,  etc.  No  estará  comprendida 


la  ropa  blanca  en  los  vestidos,  ni  los 
encajes  pertenecerán  á  la  ropa  blanca, 
sino  á  las  cosas  destinadas  á  las  galas 
ó  prendas  de  lujo.  En  el  legado  de  un 
tren  se  comprenden  los  caballos,  sus 
arreos  usuales  y  los  coches  que  estaban 
destinados  al  servicio  del  testador, 
pero  no  los  caballos  de  silla  ni  los 
arreos  pertenecientes  á  éstos. 

Art.  680.  Al  dinero  en  efectivo  perte- 
necen también  los  documentos  de  cré- 
dito público  que  en  el  comercio  usual 
hagan  las  veces  de  dinero  efectivo. 

Art.  681.  Bajo  el  nombre  de  hijos, 
cuando  el  testador  haya  instituido  á  los 
hijos  de  otro,  sólo  se  comprenderán  á 
los  hijos  y  á  las  hijas.  Pero  si  hubiere 
instituido  á  sus  propios  hijos,  se  com- 
prenderán también  á  los  descendientes 
que  sucedan  en  su  lugar,  que  estaban 
ya  engendrados  al  morir  el  testador. 

Art.  682.  El  legado  dejado  á  los  con- 
sanguíneos, sin  otra  declaración  más 
precisa,  recaerá  en  favor  de  los  más 
cercanos  en  el  orden  de  la  sucesión  in- 
testada, debiendo  aplicarse  también  á 
los  legados  la  regla  ya  establecida  en 
el  art.  559  sobre  la  partición  de  la  he- 
rencia, entre  los  que  se  consideran  co- 
mo una  sola  persona. 

Art.  683.  Si  el  testador  dispuso  un 
legado  en  favor  de  las  personas  de  su 
servidumbre,  y  si  sólo  las  ha  indicado 
bajo  esta  relación,  se  presumirá  que 
debe  conferirse  el  legado  á  los  que  es- 
tén á  su  servicio  al  tiempo  de  su  muer- 
te. No  obstante,  tanto  en  esto  como  en 
todos  los  demás  casos,  podrá  ser  des- 
truida la  presunción  por  contrarios  y 
mayores  motivos. 

Art.  684.  Por  regla  general  (art.  699), 
el  legatario  adquiere  para  sí  y  para  sus 
sucesores  el  derecho  al  legado  inme- 
diatamente después  de  la  muerte  del 
testador,  Pero  el  derecho  de  propiedad 
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sobre  la  cosa  legada  no  podrá  adqui- 
rirse sino  con  arreglo  á  las  disposicio- 
nes contenidas  en  el  capítulo  V,  sobre 
la  adquisición  de  la  propiedad. 

Art.  685.  El  legado  de  cosas  espe- 
ciales de  la  herencia  y  de  los  derechos 
que  á  ella  se  refieren,  las  pequeñas  re- 
muneraciones á  las  personas  de  la  ser- 
vidumbre y  los  legados  piadosos,  po- 
drán exigirse  inmediatamente  después 
de  la  muerte  del  testador.  Los  demás 
legados  no  podrán  exigirse  hasta  un 
año  después. 

Art.  686.  En  el  legado  de  una  cosa 
especial  existente  en  la  herencia  tiene 
el  legatario  derecho  á  los  intereses  co- 
rrientes, á  los  beneficios  que  haya  po- 
dido producir  y  á  cualquiera  otra  acce- 
sión desde  la  muerte  del  testador.  El 
legatario  soportará  todas  las  cargas 
inherentes  al  legado,  y  aun  el  daño,  si, 
sin  culpa  de  otro,  llegase  á  disminuir  y 
aun  á  perecer  por  completo. 

Art.  687.  Si  se  legare  á  uno  una  can- 
tidad pagadera  en  plazos  periódicos, 
como  todos  los  años,  todos  los  meses, 
y  otros  análogos,  adquiere  el  legatario 
derecho  á  toda  la  cantidad  debida  por 
uno  de  los  plazos,  aun  cuando  sólo  ha- 
ya sobrevivido  al  principio  de  dicho 
plazo.  Sin  embargo,  no  podrá  exigirse 
hasta  que  éste  haya  vencido.  Comen- 
zará el  primer  plazo  desde  el  día  de  la 
muerte  del  testador. 

Art.  688,  En  todos  los  casos  en  que 
un  acreedor  puede  exigir  la  caución  del 
deudor,  podrá  también  exigirla  el  lega- 
tario para  su  legado.  En  el  art.  437  se 
halla  establecido  de  qué  modo  deberá 
hacerse  la  inscripción  del  legado  para 
adquirir  el  derecho  real. 

Art.  689.  El  legado  que  no  pueda  ó 
no  quiera  aceptar  el  legatario  pasará 
al  sustituto  (art.  652).  Si  no  hubiere  nin- 
gún sustituto,  y  si  todo  el  legado  ha 


sido  hecho  á  varias  personas  proindi- 
viso  ó  expresamente  por  iguales  por- 
ciones, la  porción  vacante  acrecerá  la 
de  los  colegatarios,  del  mismo  modo 
que  la  herencia  la  de  los  coherederos. 
Fuera  de  estos  dos  casos,  quedará  el 
legado  en  la  masa  hereditaria. 

Art.  690.  Si  los  legados  agotarán 
toda  la  herencia,  el  heredero  sólo  po- 
drá exigir  el  resarcimiento  de  los  gas- 
tos hechos  en  beneficio  de  la  masa,  y 
una  remuneración  proporcionada  á  su 
trabajo.  Si  no  quisiere  administrar  por 
sí  mismo  la  herencia,  deberá  solicitar 
que  se  constituya  un  curador. 

Art.  691.  Si  la  masa  hereditaria  no 
bastase  para  todos  los  legados,  deberá 
satisfacerse,  con  preferencia  á  los  de- 
más, el  legado  de  alimentos,  que  se  de- 
berán al  legatario  desde  el  día  en  que 
se  abrió  la  sucesión. 

Art.  692.  No  bastando  la  masa  here- 
ditaria al  pago  de  las  deudas  y  de  otros 
gastos  obligatorios,  ni  á  satisfacer  to- 
dos los  legados,  se  disminuirán  éstos 
proporcionalmente,  por  lo  que  el  here- 
dero, mientras  subsista  ese  peligro,  no 
estará  obligado  al  pago  de  los  legados 
sin  la  caución  correspondiente. 

Art.  693.  Si  los  legatarios  hubieren 
recibido  ya  sus  legados,  se  determinará 
la  cantidad  que  haya  de  descontarse 
según  el  valor  que  tuviera  el  legado 
cuando  lo  recibieron,  y  según  los  bene- 
ficios que  de  ellos  se  hayan  obtenido. 
Sin  embargo,  aun  después  de  recibido 
el  legado,  siempre  podrá  el  legatario, 
para  evitar  ese  descuento,  restituir  el 
legado  á  la  masa  hereditaria  ó  el  valor 
antes  indicado,  y  los  beneficios  perci- 
bidos. Respecto  de  las  mejoras  ó  dete- 
rioros, será  tratado  como  un  poseedor 
de  buena  fe. 

Art.  691.  Las  cláusulas  consignadas 
en  el  testamento,  con  arreglo  á  las  le- 
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yes  políticas,  en  favor  de.  los  pobres, 
militares  inválidos,  hospitales  y  de  la 
instrucción  pública,  no  deberán  consi- 
derarse como  legados,  sino  prestarse 
por  los  mismos  herederos  legítimos 
como  impuestos  piiblicos,  y  no  conside- 
rarse, segün  los  principios  del  derecho 
privado,  sino  sólo  según  las  leyes  po- 
líticas. 

CAPÍTULO  Xll.  — DE  LOS  MODOS  DE 
LIMITAR  Ó  ANULAR  LA  ÚLTIMA  VO- 
LUNTAD. 

Art.  695.  El  testador  podrá  limitar 
la  disposición  de  su  última  voluntad  á 
una  condición,  acierto  tiempo,  dando 
un  encargo,  ó  declarando  un  determi- 
nado fin.  También  podrá  modiñcar  ó 
anular  del  todo  su  testamento  ó  codi- 
cilo. 

Art.  6ÍJ6.  Condición  es  el  aconteci- 
miento de  que  se  hace  depender  algún 
derecho.  Esta  condición  es  afirmativa 
ó  negativa,  según  se  refiera  á  la  reali- 
zación ó  no  realización  de!  aconteci- 
miento. Es  suspensiva  cuando  sólo  con 
su  cumplimiento  se  hace  efectivo  el  de- 
recho constituido.  Es  resolutiva  cuando 
con  su  realización  cesa  el  derecho  atri- 
buido. 

Arl.  697.  Se  tendrán  pnr  no  puestas 
las  condiciones  que  absolutamente  no 
puedan  entenderse. 

Art.  698.  La  disposición  por  la  que 
se  da  un  derecho  bajo  condición  sus- 
pensiva imposible  no  tendrá  validez 
cuando  el  cumplimiento  de  la  condi- 
ción se  haya  hecho  imposible  en  segui- 
da y  haya  sido  conocida  del  testador  la 
imposibilidad.  Se  tendrá  por  no  puesta 
la  condición  imposible  resolutiva.  Es- 
tas reglas  se  aplicarán  también  á  las 
condiciones  ¡licitas. 

Art,  699.    Si  las  condiciones  fuesen 


posibles  y  licitas,  no  podrá  adquirirse 
e!  derecho  dependiente  de  ellas  sino 
mediante  su  exacto  cumplimiento,  ora 
dependan  de  tos  sucesos,  de  la  volun- 
tad del  heredero  instituido,  del  lega- 
tario ó  de  un  tercero. 

Art.  700.  Se  tendrá  por  no  habida  la 
condición  de  que  el  heredero  ó  el  lega- 
tario, aun  después  de  haber  llegado  á  la 
mayor  edad,  no  contraiga  matrimonio. 
Sólo  deberá  cumplir  esia  condición  el 
viudo  ó  la  viuda  que  tengan  uno  ó  más 
hijos.  La  condición  de  que  el  heredero 
ó  legatario  no  contraiga  matrimonio 
con  determinada  persona  podrá  impo- 
nerse válidamente. 

Art.  701.  Si  la  condición  prescrita  en 
la  disposición  de  ultima  voluntad  se 
hubiere  verificado  ya  en  vida  del  testa- 
dor, sólo  deberá  renovarse  su  cumpli- 
miento después  de  la  muerte  de  aquél, 
en  el  caso  de  que  consista  la  condi- 
ción en  una  acción  del  heredero  ó  del 
legatario  que  pueda  repetirse  por  éste. 

Art.  70S.  Sin  una  expresa  declara- 
ción del  testador,  la  condición  prescrita 
a!  heredero  ó  legatario  no  se  extenderá 
á  sus  sustitutos. 

Art.  703.  Para  conseguir  lo  que  se 
hayadejado  bajo  condición  suspensiva, 
se  requiere  que  la  persona  á  quien  se 
deja  sobreviva  al  cumplimiento  de  la 
condición,  y  que,  al  verificarse  ésta, 
tenga  capacidad  para  heredar. 

Art.  704.  Cuando  no  haya  seguridad 
de  si  llegará  ó  no  el  tiempo  á  que  el 
testador  limitó  el  derecho  atribuido, 
esta  limitación  se  tendrá  por  una  con- 
dición. 

Art.  705.  Si  el  tiempo  fuere  de  tal 
índole  que  necesiriamente  deba  llegar, 
se  transfiere  también  el  derecho,  como 
todos  los  demás  que  no  dependen  de  al- 
guna condición,  á  los  herederos  de  \s, 
persona  en  cuyo  favor  se  dispuso,  y 


Art.  709,  Si  el  testador  dejó  &  uno 
una  herencia  ó  legado  con  cualquier 
encargo,  se  considerará  dicho  encargo 
como  condición  resolutiva,  y  porconsi- 
fruiente  no  cumpliéndose,  el  heredero  ó 
legatario  perderá  el  legado  (art.  ClXi). 

Art.  710.  Si  no  pudiera  cumplirse 
exactamente  el  encargo,  deberá  por  lo 
menos  procurar  atenerse  á  él  en  cuan- 
to sea  posible.  Y  si  tampoco  pudiera 
hacerse  esto,  conservará,  no  obstante, 
el  gravado,  lo  que  se  le  haya  destinado, 
cuando  no  sea  clara  la  voluntad  del 


varios  codieilos),  sólo  serán  anulados 
los  legados  6  los  codieilos  anteriores 
cuando  se  opongan  á  la  nueva  dispo- 
sición. 

Art.  715.  Si  no  pudiera  decidirse 
cuál  de  los  testamentos  ó  codieilos  sea 
posterior,  serán  válidos  ambos  cuando 
puedan  subsistir  juntos,  y  se  aplicarán 
entonces  las  disposiciones  establecidas 
en  el  capitulo  sobre  la  propiedad  eo 
común. 

Art.  716.  La  cláusula  inserta  en  el 
testamento  ó  codicílo,  de  que  cualquier 
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disposición  posterior  en  general  ó  que 
no  se  distinga  por  un  determinado  sig- 
no (especie  de  cláusula  ad  eautelam), 
será  nula  y  de  ningún  efecto,  no  anula- 
rá la  facultad  que  tiene  el  testador  de 
modiñcar  su  última  voluntad.  Pero  si 
en  la  disposición  posterior  no  hubiere 
expresamente  revocado  dicha  cláusula 
general  ó  especial,  se  tendrá  por  váli- 
da, no  la  disposición  posterior,  sino  la 
anterior. 

Art.  717.  Si  el  testador  quisiere  anu- 
lar su  disposición  sin  hacer  una  nueva, 
será  necesario  que  la  revoque  expresa- 
mente, de  palabra  ó  por  escrito,  ó  que 
destruya  el  documento. 

Art.  718.  Podrá  hacerse  la  revoca- 
ción válidamente  sólo  en  aquel  estado 
en  que  sea  uno  capaz  de  declarar  su 
última  voluntad.  El  declarado  judicial- 
mente pródigo  podrá  revocar  válida- 
mente su  última  voluntad. 

Art.  719.  Para  la  revocación  verbal 
de  la  última  voluntad  judicial  ó  extra- 
judicialmente  se  requieren  tantos  testi- 
gos cuantos  son  necesarios  para  el  tes- 
tamento nuncupativo.  La  revocación 
por  escrito  exige  una  declaración  es- 
crita y  suscrita  de  puño  y  letra  del  tes- 
tador, ó  por  lo  menos  firmada  por  él  y 
por  los  testigos  que  se  requieren  para 
el  testamento  escrito. 

Art.  720.  La  disposición  por  la  que 
el  testador  prohibe  al  lieredero  ó  al 
legatario  impugnar  su  última  voluntad, 
so  pena  de  perder  una  ventaja  que  se 
le  asigna,  no  tendrá  efecto  alguno  en 
el  caso  en  que  se  impugne  sólo  la  ver- 
dad ó  el  sentido  de  la  disposición. 

Art.  721.  El  que  corte  por  la  mitad 
la  firma  de  su  testamento  ó  codicilo,  ó 
la  borre  con  raya,  ó  rompa  todo  el  con- 
tenido, anula  su  disposición.  Si  de  va- 
rios documentos  conformes  sólo  se  hu- 
biere anulado  uno,  no  se  podrá  deducir 


de  esto  que  se  haya  revocado  la  dispo- 
sición. 

Art.  "^22,  Si  los  indicados  deterioros 
del  documento  hubieren  ocurrido  sólo 
por  casualidad,  ó  si  se  hubiere  extra- 
viado el  documento,  no  por  eso  queda- 
rá privada  de  su  efecto  la  disposición 
dé  última  voluntad,  siempre  que  se 
pruebe  el  caso  por  los  medios  determi- 
nados en  la  ley  de  Procedimiento  civil 
y  el  contenido  del  escrito  del  modo  en 
que  debe  probarse  la  disposición  nun- 
cupativa  de  última  voluntad. 

Art.  723.  Si  el  testador  hubiere  des- 
truido la  disposición  posterior,  la  an- 
terior disposición  por  escrito  que  ha- 
ya quedado  intacta  recobrará  toda  su 
fuerza  y  vigor.  La  disposición  nuncu- 
pativa  anterior  no  vuelve  á  adquirir 
de  este  modo  su  validez. 

Art.  724.  Se  tendrá  por  revocado  el 
legado  si  el  testador  hubiere  recobrado 
el  crédito  legado;  si  hubiere  enajenado 
la  cosa  legada  á  uno  y  no  la  hubiere 
vuelto  á recuperar,  ó  si  la  hubiere  trans- 
formado en  otra,  de  suerte  que  la  cosa 
haya  perdido  su  forma  anterior  y  su 
primera  denominación. 

Art.  725.  Pero  subsistirá  el  legado  si 
el  deudor  hubiere  pagado  espontánea- 
mente la  deuda;  si  se  hubiere  enajena- 
do la  cosa  por  orden  del  Juez,  ó  si  hu- 
biere sido  transformada  en  otra  sin  el 
consentimiento  del  testador. 

Art.  726.  Si  ni  el  heredero  ni  el  sus- 
tituido quisieren  ni  pudieren  aceptar  la 
herencia,  pasará  el  derecho  de  suceder 
á  los  herederos  legítimos,  que  deberán 
cumplir,  no  obstante,  las  demás  dispo- 
siciones del  testador.  Si  éstos  repudia- 
sen también  la  herencia,  se  considera- 
rán los  legatarios  como  herederos  en 
proporción  á  sus  legados. 
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CAPÍTULO  XIII.— DE  LA  SUCESIÓN 
LEGITIMA 


Art.  727.  Si  el  difunto  no  hubiere 
hecho  una  declaración  válida  de  última 
voluntad;  si  en  ésta  no  hubiere  dispues- 
to de  su  patrinionio  íntegro;  si  á  las  per- 
sonas &  quienes  en  virtud  de  la  ley  hu- 
biera debido  dejar  una  parte  de  heren- 
cia, no  dej6  la  parte  debida;  6  si  los 
herederos  instituidos  no  quisieran  ó  no 
pudieran  adir  la  herencia,  se  dará  lu- 
gar, enlodo  C(  en  parte,  ala  sucesión 
legitima. 

Art.  728.  No  habiendo  disposición 
válida  de  última  voluntad,  obtendrán 
tos  herederos  legítimos  toda  la  masa 
hereditaria  del  difunto.  Cuando  haya 
disposición  válida  de  última  voluntad, 
pasará  á  éstos  la  parte  no  dejada  á 
nadie. 

Art.  729.  La  persona  á  quien  en  vir- 
tud de  las  leyes  estaba  obligado  el  tes- 
tador á  dejarle  parte  de  la  herencia,  y 
haya  sido  perjudicada  por  la  declara- 
ción de  última  voluntad,  poilrá  invocar 
la  disposición  de  Ja  ley  y  retlamar  judi- 
cialmente la  parte  que  le  corresponda 
con  arreglo  á  lo  prescrito  en  el  siguien- 
te capitulo.  ' 

Art.  730.  Son  legítimos  herederos, 
en  primer  lugar,  los  que  por  descenden- 
cia de  matrimonio  estén  unidos  al  di- 
funto en  la  línea  más  próxima.  Las  li- 
neas de  consanguinidad  se  determina- 
rán del  siguiente  modo. 

Art.  731.  Pertenecerán  &  la  primera 
linea  los  que  desciendan  del  difunto 
como  prole  suya,  eslo  es,  sus  hijos  y  los 
descendientes  de  éstos.  A  la  segunda,  el 
padre  y  la  madre  del  difunto  con  los 
que  juntamente  con  éste  desciendan  del 
padre  y  de  la  madre,  esto  es,  sus  her- 


manos y  hermanas  y  los  descendientes 
de  éstos.  A  la  tercera  linea,  los  abue. 
los  y  abuelas  con  los  hermanos  y  her- 
manas de  los  progenitores  y  sus  des- 
cendientes. A  la  cuarta  linea,  los  bisa- 
buelos y  bisabuelas  del  difunto  con  sus 
descendientes.  A  la  quinta  línea,  los  ta- 
tarabuelos y  tatarabuelas  del  difunto 
con  sus  descendientes.  A  la  sexta  linea, 
los  bi  tatarabuelos  y  b  i  tatarabuelas  del 
difunto  con  sus  descendientes. 

Art.  732.  Si  existen  descendientes  le- 
gítimos, del  primer  grado,  del  difunto, 
pasará  &  ellos  toda  la  herencia,  sean 
éstos  varones  ó  hembras,  ya  hayan  na- 
cido en  vida  del  difunto,  ó  después  de 
su  muerte.  Habiendo  varios  hijos,  se  re- 
partirá entre  ellos  la  herencia  por  par- 
tes iguales,  según  su  número.  No  ten- 
drán derecho  de  sucesión  los  nietos 
ni  los  biznietos  descendientes  de  hijos 
y  nietos  todavía  vivos, 

Art.  733.  Si  un  hijo  del  difunto  hu- 
biere muerto  antes  que  él  y  hubiere  uno 
ó  más  nietos,  la  parte  que  habría  toca- 
do al  hijo  difunto  pasará  toda  al  nieto 
supérstile  ó  por  partes  iguales  á  los 
nietos  si  hubiere  más  de  uno.  Si  hubie- 
re muerto  también  uno  de  estos  nietos 
dejando  biznietos,  la  parte  del  nieto  di- 
funto se  repartirá  de  la  misma  manera 
entre  los  biznietos.  Si  todavía  hubiere 
descendientes  más  lejanos  del  difunto, 
se  hará  la  partición  proporcional  men- 
te con  arreglo  á  esta  disposición. 

Art.  731.  Se  repartirá  de  este  modo 
la  herencia,  no  sólo  cuando  los  nietos 
descendientes  de  hijos  difuntos  con- 
curran con  hijos  todavía  vivos,  ó  los 
descendientes  más  lejanos  del  difunto 
con  otros  más  cercanos,  sino  también 
cuando  la  herencia  sólo  deba  repartir- 
se entre  nietos  descendientes  de  varios 
hijos  ó  entre  biznietos  descendientes  de 
diferentes  nietos.  Por  consiguiente,  los 
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nietos  dejados  por  cada  uno  de  los  hi- 
jos, y  los  biznietos  descendientes  de  ca- 
da uno  de  los  nietos,  sin  diferencia  por 
su  número,  no  pueden  obtener  ya  me- 
nos de  lo  que  el  hijo  ó  el  nieto,  ya  falle- 
cidos, habrían  obtenido  si  hubiesen  vi- 
vido (heredarán  por  estirpes). 

Art.  735.  A  falta  de  descendientes 
del  difunto,  pasará  la  herencia  á  los 
que  estén  unidos  á  él  en  segunda  linea, 
esto  es,  á  sus  progenitores  y  sus  des- 
cendientes. Cuando  todavía  vivan  am- 
bos progenitores ,  les  corresponderá 
toda  la  herencia  por  partes  iguales. 
Cuando  uno  de  los  progenitores  haya 
muerto  sin  hijos  ó  descendientes,  le 
sucederán  en  su  derecho^  y  la  mitad 
que  habría  correspondido  al  difunto  pro- 
genitor se  repartirá  entre  los  mismos, 
según  las  reglas  establecidas  en  los  ar- 
tículos 732  al  734  para  la  partición  de  la 
herencia  entre  los  hijos  y  otros  descen- 
dientes más  lejanos  del  difunto. 

Art.  736.  Habiendo  muerto  ambos 
progenitores  del  difunto,  la  mitad  de  la 
herencia  que  habría  correspondido  al 
padre  se  repartirá  entre  los  hijos  que 
haya  dejado  y  los  descendientes  de 
éstos;  y  la  otra  mitad,  que  habría  toca- 
do á  la  madre,  entre  sus  hijos  y  sus  des- 
cendientes, con  arreglo  á  los  artículos 
732  á  734.  Si  los  progenitores  no  hubie- 
ren dejado  otros  hijos  fuera  de  los  pro- 
creados en  el  mismo  matrimonio  ó  los 
descendientes  de  éstos,  se  repartirán 
entre  sí  toda  la  herencia  por  partes 
iguales.  Y  si  además  de  estos  hijos  co- 
munes, el  padre,  la  madre  ó  ambos  de- 
jasen hijos  habidos  de  otro  matrimo- 
nio, los  hijos  que  tengan  el  padre  y  la 
madre  comunes,  ó  sus  descendientes, 
adquieren  tanto  sobre  la  mitad  pater- 
na como  sobre  la  materna,  la  parte  que 
les  corresponde,  igual  á  la  de  los  her- 
manos y  hermanas  unilaterales. 


Art.  737.  Si  uno  de  los  progenitores 
del  difunto  hubiere  muerto  sin  haber 
dejado  hijos  ni  descendientes,  pasará 
toda  la  herencia  al  otro  progenitor  que 
aún  viva.  Si  tampoco  fuera  éste  supérs- 
tite,  se  repartirá  toda  la  herencia  entre 
sus  hijos  y  descendientes,  según  las  re- 
glas ya  establecidas. 

Art.  738.  Si  los  progenitores  del  di- 
funto hubieren  muerto  sin  descendien- 
tes, pasará  la  herencia  á  la  tercera 
linea,  esto  es,  á  los  abuelos  y  abuelas 
del  difunto  y  sus  descendientes.  Se  di- 
vidirá la  herencia  entonces  en  dos  par- 
tes iguales,  correspondiendo  una  de 
ellas  á  los  progenitores  del  padre  y  sus 
descendientes,  y  la  otra  á  los  progeni- 
tores de  la  madre  y  descendientes  de 
éstos. 

Art.  739.  Una  y  otra  mitad  se  repar- 
tirán por  partes  iguales  entre  los  abue- 
los supérstites  de  cada  línea.  Si  el  abue- 
lo ó  abuela,  ó  ambos,  de  una  ú  otra  lí- 
nea, hubieren  dejado  de  existir,  la  mitad 
correspondiente  á  esta  línea  se  repar- 
tirá entre  los  hijos  y  descendientes  de 
este  abuelo  yVbuela,  según  las  mismas 
reglas  por  las  cuales  toda  la  herencia 
se  divide  en  la  segunda  línea  entre  los 
hijos  y  descendientes  de  los  progenito- 
res del  difunto  (artículos  735  á  737). 

Art.  740.  Habiendo  fallecido  los  abue- 
los de  la  línea  paterna  ó  materna,  y  no 
habiendo  descendientes  ni  del  abuelo 
ni  de  la  abuela  de  esta  línea,  pasará 
toda  la  herencia  á  los  abuelos  todavía 
supérstites  de  la  otra,  y  si  también  és- 
tos hubieren  muerto,  á  sus  hijos  y  des- 
cendientes. 

Art.  741.  Cuando  se  haya  extinguido 
del  todo  la  tercera  línea,  pasará  á  la 
cuarta  la  sucesión  legítima.  Pertene- 
cen á  esta  línea  los  progenitores  del 
abuelo  paterno  con  sus  descendientes; 
los  progenitores  de  la  abuela  paterna 
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con  sus  descendientes;  los  del  abuelo 
materno  con  sus  descendientes,  y  los 
de  la  abuela  materna  con  sus  descen- 
dientes. 

Art.  742.  Si  hubiere  consanguíneos 
de  todas  estas  cuatro  estirpes,  se  dividi- 
rá la  herencia  en  cuatro  partes  igua- 
les, y  cada  parte  se  subdividirá  á  su  vez 
entre   las  personas  pertenecientes   á 

cada  estirpe,  según  las  mismas  reglas 
con  que  se  hace  la  partición  legitima 
de  toda  la  herencia  entre  los  progenito- 
res del  difunto  y  sus  descendientes. 

Art.-  743.  Si  se  hubiere  extinguido 
una  de  las  cuatro  estirpes  pertenecien- 
tes á  esta  linea,  la  parte  de  la  misma 
no  acrecerá  á  todas  las  restantes,  sino 
que^  si  la  estirpe  extinguida  es  de  la 
familia  paterna,  la  mitad  de  la  heren- 
cia pasará  á  la  otra  estirpe  de  dicha  fa- 
milia; y  si  la  estirpe  extinguida  es 
de  la  familia  materna,  la  nnitad  de  la 
herencia  pasará  igualmente  á  la  otra 
estirpe  de  la  misma  familia.  Extingui- 
da una  y  otra  estirpe  de  la  familia  pa- 
terna ó  materna^  pasará  toda  la  heren- 
cia á  las  dos  estirpes  de  la  otra  familia; 
y  si  también  se  hubiere  extinguido  una 
en  ésta,  pasará  á  la  otraestirpe  supérs- 
tite  de  la  misma  familia. 

Art.  744.  No  habiendo  supérstite  con- 
sanguíneo alguno  de  la  cuarta  línea, 
pasará  la  herencia  á  la  quinta,  esto  es, 
á  los  tatarabuelos  del  difunto  y  á  sus 
descendientes.  Pertenecen  á  esta  línea 
la  estirpe  de  los  abuelos  paternos  del 
abuelo  paterno,  la  estirpe  de  los  abue- 
los maternos  del  abuelo  paterno,  la  es- 
tirpe de  los  abuelos  paternos  de  la 
abuela  paterna,  la  estirpe  de  los  abue- 
los maternos  de  la  abuela  paterna,  la 
estirpe  de  los  abuelos  paternos  del 
abuelo  materno,  la  estirpe  de  los  abue- 
los maternos  del  abuelo  materno,  la  es- 
tirpe de  los  abuelos  paternos  de  la 
Tomo  IX.— Instituciones  jürídioa.8. 


abuela  materna,  y  la  estirpe  de  los 
abuelos  maternos  de  la  abuela  ma- 
terna. 

Art.  745.  Cada  una  de  estas  ocho  es- 
tirpes tiene  el  misjno  derecho  de  suce- 
sión que  las  otras,  y  habiendo  consan- 
guíneos en  cada  estirpe,  se  dividirá 
entre  ellos  la  herencia  en  ocho  partes 
¡guales  y  cada  parte  se  subdivilirá  to- 
davía entre  las  personas  pertenecientes 
á  la  respectiva  estirpe,  guardando  el 
orden  establecido  en  las  anteriores 
líneas. 

Art.  746.  Extinguida  una  de  estas 
ocho  estirpes,  lo  que  habría  tocado  á 
los  abuelos  paternos  de  un  abuelo  ó  de 
una  abuela,  pasará  á  la  estirpe  de  los 
abuelos  maternos  de  dicho  abuelo  ó  de 
dicha  abuela;  y  lo  que  habría  tocado  á 
los  abuelos  maternos  de  un  abuelo  ó  de 
una  abuela,  pasará  á  la  estirpe  de  los 
abuelos  paternos  de  dicho  abuelo  y  di* 
cha  abuela, 

Art.  747.  Extinguida  una  y  otra  es- 
tirpe de  un  abuelo  ó  de  una  abuela,  las 
porciones  correspondientes  al  lado  pa- 
terno del  difunto  pasarán  á  las  otras 
estirpes  de  la  línea  paterna,  y  las  por- 
ciones correspondientes  á  la  línea  ma- 
terna del  difunto  pasarán  á  las  otras 
estirpes  supérstites  de  la  línea  mater- 
na. No  habiendo  supérstite  alguno  de 
los  consanguíneos  en  estas  cuatro  es- 
tirpes de  la  linea  paterna,  ó  en  todas 
las  cuatro  estirpes  de  la  materna,  las 
estirpes  todavía  supérstites  de  la  otra 
línea  adquirirán  toda  la  herencia. 

Art.  748.  Por  último,  extinguida  por 
completo  la  quinta  linea,  pasará  la  su- 
cesión legítima  á  la  sexta,  esto  es,  á  los 
bitatarabuelos  del  difunto  y  sus  descen- 
dientes. Pertenecen  á  esta  línea  dieci- 
séis estirpes,  es  decir,  las  de  los  proge- 
nitores de  aquellos  por  quienes  fueron 

procreados  los  ascendientes  de  la  quin- 
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ta  línea.  Habiendo  vivos  algunos  con- 
sanguíneos en  cada  una  de  estas  estir- 
pes;  se  dividirá  la  herencia  según  el  nú- 
mero de  las  estirpes  en  dieciséis  partes 
iguales^  y  cada  una  de  estas  partes  se 
subdividirá  todavía  entre  los  consan- 
guíneos pertenecientes  á  la  respectiva 
estirpe,  según  las  reglas  ya  estable- 
cidas. 

Art.  749.  Si  ya  no  hubiese  vivos  con- 
sanguíneos de  cualquiera  de  estas  es- 
tirpeS;  pasarán  sus  porciones  á  las  es- 
tirpes que  con  arreglo  á  las  prescripcio- 
nes de  los  artículos  743  y  716  tengan 
parentesco  más  cercano  con  la  estirpe 
extinguida.  Cuando  no  haya  supérsti- 
tes  más  que  consanguíneos  de  una  ^ola 
estirpe,  pasará  á  éstos  toda  la  herencia. 
Art.  750.  Si  alguno  fuere  consanguí- 
neo del  difunto  por  más  de  un  lado, 
tendrá  tantos  derechos  de  sucesión 
como  parentescos  consanguíneos  con 
el  causante  (art.  736). 

Art.  751.  El  derecho  de  sucesión  re- 
lativo al  patrimonio  libremente  trans- 
misible á  los  herederos,  se  limita  á  es- 
tos seis  grados  de  consanguinidad  le- 
gítima. Están  excluidos  de  la  sucesión 
intestada  los  consanguíneos  más  leja- 
nos del  difunto . 

Art.  752.  Los  hijos  habidos  fuera  de 
matrimonio  y  legitimados  por  matrimo- 
nio subsiguiente  de  sus  progenitores, 
así  como  aquellos  que  por  él  impedi- 
mento existente  al  tiempo  del  matrimo- 
nio contraído  por  los  progenitores,  go- 
zan del  favor  concedido  por  el  art.  160, 
tendrán  bajo  las  limitaciones  estableci- 
das en  el  mismo  art.  160  y  en  el  art.  161, 
los  mismos  derechos  que  los  hijos  legí- 
timos aun  respecto  de  la  sucesión  in- 
testada. 

Art.  753.  Los  hijos  ilegítimos  legiti- 
mados por  rescripto  del  legislador  no 
tienen  el  derecho  de  sucesión  intestada 


en  la  herencia  paterna,  sino  en  el  caso 
>en  que  hayan  sido  legitimados  á  peti- 
ción del  padre,  encaminado  á  conseguir 
que  sean  admitidos  con  los  mismos  de- 
rechos que  los  hijos  legítimos  al  patri- 
monio libremente  transmisible  á  los  he- 
rederos. 

Art.  754.  Respecto  de  la  madre,  ten- 
drán los  hijos  ilegítimos  el  mismo  de- 
recho que  los  legítimos  á  la  sucesión 
intestada  en  el  patrimonio  que  libre- 
mente puede  transmitirse  á  los  herede- 
ros. Dichos  hijos-ilegítimos  no  tendrán 
el  derecho  de  sucesión  intestada  en  la 
herencia  del  padre  ni  de  los  consanguí- 
neos paternos,  ni  tampoco  de  los  proge- 
nitores de  los  abuelos  ni  de  otros  con- 
sanguíneos de  la  madre. 

Art.  755.  Tienen  los  hijos  adoptivos 
los  mismos  derechos  que  los  hijos  le- 
gítimos á  la  sucesión  intestada  respec- 
to del  patriitionio  que  libremente  puede 
transmitirse  á  los  herederos  por  el 
adoptante.  No  tendrán  éstos  derecho 
alguno  á  suceder  á  los  consanguíneos 
del  adoptante  ó  de  su  cónyuge  sin  cuyo 
consentimiento  se  haya  hecho  la  adop- 
ción, pero  conservan  el  derecho  de  su- 
cesión legítima  en  el  patrimonio  de  sus 
progenitores  naturales  y  de  sus  con- 
sanguíneos (art.  183). 

Art.  756.  En  la  sucesión  de  los  hijos 
legitimados  ó  de  los  hijos  ilegítimos 
que  gocen  de  un  favor  especial  por 
la  ley,  tendrán  sus  progenitores  el 
mismo  derecho  recíproco  que  tienen 
los  hijos  respecto  de  la  herencia  de 
sus  progenitores  (artículos  752  al  754). 
En  el  patrimonio  de  los  hijos  ilegíti- 
mos no  legitimados,  la  sucesión  sólo 
corresponde  á  la  madre;  el  padre,  to- 
dos los  abuelos  y  demás  consanguíneos 
están  excluidos  de  ella.  Los  adoptantes 
no  tendrán  el  derecho  de  sucesión  in- 
testada en  la  herencia  del  hijo  adopti- 
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vo^  la  cual  pasará  á  sus  consanguíneos 
según  el  orden  de  la  sucesión  legítima. 

Art.  757.  El  cónyuge  supérstite  del 
difunto,  sin  tener  en  cuenta  si  tiene  ó 
no  bienes  propios,  tendrá  derecho  al 
usufructo  durante  su  vida,  cuando  haya 
tres  ó  más  hijos,  de  una  porción  here- 
ditaria igual  á  la  de  cada  hijo  y  á  la 
cuarta  parte  de  la  herencia  si  hubiere 
hijos  en  número  menor  de  tres;  la  pro- 
piedad será  siempre  de  los  hijos  de 
este  cónyuge  (1). 

Art.  758.  Si  no  hubiere  hijos,  pero 
existiere  otro  heredero  legítimo,  obten- 
drá el  cónyuge  supérstite  la  propiedad 
ilimitada  sobre  la  cuarta  parte  de  la 
herencia.  Pero  tanto  en  este  caso  como 
en  el  del  anterior  art.  757,  se  imputará 
á  la  porción  hereditaria  lo  que  el  cón- 
yuge supérstite  adquiere  de  la  hacien- 
da del  otro  en  virtud  de  las  capitulacio-» 
nes  matrimoniales,  de  pactos  de  suce- 
sión ó  de  disposición  de. última  vo- 
luntad. 

Art.  759.  No  habiendo  ningún  con- 
sanguíneo en  las  líneas  antes  indica- 
das ni  herederos  de  los  llamados  por 
los  artículos  752  al  756,  toda  la  herencia 
pasará  al  cónyuge.  Pero  el  cónyuge  se- 
parado por  su  culpa  no  tendrá  ningún 
derecho  ni  á  la  herencia  total  del  otro 
cónyuge  ni  á  porción  alguna  de  la 
misma. 

.  Art.  760.  Si  tampoco  estuviera  vivo 
el  cónyuge,  como  sucesión  sin  herede- 
ros, pasará  la  herencia  al  ñsco  ó  á 
aquellas  personas  que  en  virtud  de  las 
leyes  políticas  tengan  derecho  á  tomar 
posesión  de  las  cosas  vacantes. 

Art.  761.    Las  excepciones  en  el  or- 


den de  sucesión  legítima  establecido 
en  el  presente  capítulo,  que  deberán 
observarse  respecto  de  las  fincas  rús- 
ticas (sujetas  á  un  señorío)  y  de  la  he- 
rencia de  personas  eclesiásticas,  serán 
determinadas  por  las  leyes  políticas  (1). 

CAPÍTULO  XIV.— DE  LAS  PORCIONES 
LEGÍTIMAS  Y  DE  LA  COLACIÓN  EN  L^ 
PORCIÓN  LEGÍTIMA  Ó  HEREDITARIA. 

Art.  762.  Las  personas  á  quienes  el 
testador  está  obligado  á  dejar  en  su 
disposición  de  última  voluntad  una  por- 
ción de  la  herencia  son  sus  hijos,  y  á 
falta  de  éstos  sus  progenitores. 

Art.  763.  Según  la  regla  general  (ar- 
tículo 42),  se  comprenden  también  bajo 
el  nombre  de  hijos  los  nietos  y  biznie- 
tos, y  bajo  el  de  progenitores  todos  los 
ascendientes.  No  hay  en  ellos  diferen- 
cia alguna  entre  el  sexo  masculino  y 
femenino,  entre  los  de  nacimiento  legí- 
timo é  ilegítimo,  siempre  que  se  siga 
para  estas  personas  el  derecho  y  el  or- 
den de  la  sucesión  intestada. 

Art.  764.  Llámanse  legítimas  las 
posesiones  hereditarias  que  dichas  per- 
sonas tienen  derecho  á  reclamar,  y  he- 
rederos necesarios  las  personas  á  quie- 
nes compete  este  derecho. 

Art.  765.  La  legítima  asignada  por 
la  ley  á  cada  uno  de  los  hijos,  es  la 
mitad  de  lo  que  le  habría  correspondi- 
do en  la  sucesión  intestada. 

Art.  766.  En  la  línea  ascendente,  la 
legítima  de  cada  heredero  necesario 
será  la  tercera  parte  de  la  porción  que 


(1)  Aunque  el  texto  alemán  no  está  claro,  se- 
gún* la  doctrina  establecida  por  la  jurisprudencia 
constante,  la  legítima  de  la  mujer  es  de  mero 
uauíracto. 


(1)  Había  sido  derogado  por  la  ley  de  21  de 
Junio  de  1868,  y  su  contenido  ha  sido  modificado 
por  la  l€y  de  !.•  de  Abril  de  1889,  relativa  á  los 
bienes  de  menor  extensión;  y  que  insertamos 
como  Apéndice  al  final  de  este  Código. 
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le  correspondería  en  caso  de  sucesión 
intestada. 

Art.  767.  No  tendrá  derecho  á  la  le- 
gítima, y  al  determinarla  se  considera- 
rá como  si  no  existiese^  el  que  haya  re- 
nunciado al  derecho  de  sucesión,  el 
que  con  arreglo  á  las  disposiciones 
contenidas  en  el  capitulo  VIII  sea  ex- 
cluido de  tal  der)3cho  ó  el  que  haya  sido 
desheredado  por  el  testador  por  justa 
causa. 

Art.  768.    Podrá  desheredarse  al  hijo: 

1.®  Si  hubiere  apostatado  de  la  reli- 
gión cristiana.  (Derogado)  (1); 

2.0  Si  no  hubiere  prestado  al  testa- 
dor el  auxilio  reclamadd  en  caso  de  ne- 
cesidad (2); 

3.®  Si  hubiere  sido  condenado  por 
delito  á  prisión  perpetua  ó  por  veinte 
años; 

4.®  Si  observare  perseverantemente 
una  conducta  contraria  á  la  moralidad 
pública. 

Art.  769.  Por  las  mismas  causas  po- 
drán también  quedar  privados  de  la  le- 
gitima los  progenitores,  y  especialmen- 
te también  en  el  caso  en  que  hayan  des- 
cuidado por  completo  la  educación  del 
hijo. 

Art.  770.  En  general  se  podrá,  por 
disposición  de  última  voluntad,  privar 
también  de  la  legitima  al  heredero  ne- 
cesario por  aquellos  hechos  que  en  vir- 
tud de  los  artículos  540  al  542  hagan  in- 
digno al  heredero  del  derecho  de  «suce- 
sión. 

Art.  771.  La  causa  de  desheredación, 
sin  distinguir  si  fué  ó  no  expresada 
por  el  testador,  deberá  siempre  probar- 
se por  el  heredero  y  fundarse  en  el 
texto  y  en  el  sentido  de  la  ley. 


(1)  Art.  7/  de  la  ley  de  25  de  Mayo  de  1868. 

(2)  Por  pobreza,  enfermedad  física  6  mental, 
etcétera. 


Art.  772.  Sólo  se  anulará  la  deshe- 
redación por  medio  de  expresa  revoca- 
ción declarada  en  forma  legal. 

Art.  773.  Si  el  heredero  necesario 
estuviere  muy  cargado  de  deudas,  ó 
fuere  pródigo,  y  se  temiese  con'funda^ 
mentó  que  la  legitima  que  le  corres- 
ponde sería  en  todo  ó  en  su  mayor  par- 
te sustraída  á  sus  hijos,  podrá  privarle 
el  testador  de  la  legitima,  á  condición, 
sin  embargo,  de  que  la  transmita  á  los 
hijos  del  heredero  necesario. 

Art.  774.  La  legitima,  aun  sin  esta 
expresa  denominación,  podrá  dejarse 
á  titulo  de  pprción  hereditaria  ó  de  le- 
gado. Pero  deberá  dejarse  á  los  here- 
deros necesarios  plenamente  libre. 
Cualquiera  condición  ó  carga  con  que 
sea  limitada,  será  nula.  Si  se  dejase  á 
los  herederos  necesarios  una  porción 
^ayor  de  la  herencia,  la  condición  ó 
carga  no  podrá  referirse  más  que  á  la 
parte  excedente  de  la  legitima. 

Art.  775.  El  heredero  necesario,  des- 
heredado sin  alguna  de  las  causas  de- 
terminadas en  los  artículos  768  ai  773, 
podrá  pedir  toda  la  legítima  que  le  co- 
rresponde, y  si  fuere  perjudicado  en  el 
importe  líquido  de  la  legítima,  podrá 
reclamar  su  complemento. 

Art.  776.  Si  entré  varios  hijos  cuya 
existencia  era  conocida  del  testador 
liubiera  sido  uno  completamente  prete- 
rido, sólo  tendrá  éste  derecho  á  la  legí- 
tima. ^ 

Art.  777.  Si  por  las  circunstancias 
pudiera  probarse  que  la  preterición  de 
uno  de  los  hijos  proviene  sólo  de  no 
haber  sido  conocida  su  existencia  por 
el  testador,  el  hijo  preterido  no  está 
obligado  á  contentarse  con  la  legitima, 
sino  que  podrá  reclamar  una  porción 
de  herencia  igual  á  la  que  corresponde 
al  heredero  necesario  menos  favoreci- 
do; en  el  caso,  pues,  en  que  el  único 
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heredero  necesario  existente  aún  sea 
instituido,  ó  en  que  todos  los  herederos 
necesarios  existentes  aún  sean  llama- 
dos por  partes  iguales,  podrá  re^^lamar 
una  porción  igual  á  la  de  éstos. 

Art.  778.  Si  teniendo  él  testador  un 
solo  heredero  necesario  Jo  pretiriese 
por  el  error  indicado,  ó  si  no  teniendo 
antes  hijo  alguno  le  sobreviniera  des- 
pués de  la  declaración  de  última  volun- 
tad un  h>eredero  necesario,  respecto 
del  cual  nada  haya  previsto,  no  debe- 
rán satisfacerse  en  la  cantidad  no  ex- 
cedente de  la  cuarta  parte  de  la  heren- 
cia liquida  y  en  proporción  solamente 
más  que  los  legados  destinados  para 
los  establecimientos  públicos,  para  la 
remuneración  de  servicios  prestados  ó 
para  las  obras  pías;  todas  las  demás 
disposiciones  de  última  voluntad  que- 
darán sin  efecto;  pero  volverán  á  ser 
válidas  si  dicho  4ieredero  necesario 
muriere  antes  que  el  testador. 

Art.  779.  Si  el  hijo  muerto  antes  que 
el  testador  hubiere  dejado  descendien- 
tes, siendo  éstos  preteridos  ocuparán, 
con  relación  al  derecho  de  sucesión,  el 
lugar  del  hijo. 

Art.  780.  Los  descendientes  del  hijo 
expresamente  desheredado  en  Ya,  dis- 
posición de  última  voluntad,  pero 
muerto  antes  que  el  testador,  solamen- 
te tendrán  derecho  á  la  legítima. 

Art.  781.  El  heredero  necesario  por 
línea  ascendente  que  haya  sido  prete- 
rido, no  podrá  exigir  de  la  masa  here- 
ditaria  más  que  la  legítima. 

Art.  782.  Si  el  heredero  instituido 
pudiere  probar  que  el  heredero  necesa- 
rio preterido  se  ha  hecho  culpable  de 
alguna  de  las  causas  de  desheredación 
enumeradas  en  los  artículos  768  al  770, 
se  considerará  la  preterición  como  una 
tácita  y  justa  desheredación. 

Art.  783.    En  Jos  casos  en  que  la  co- 


rrespondiente porción  hereditaria  no 
se  haya  dejado,  ó  no  lo  haya  sido  por 
completo  al  heredero  necesario,  tanto 
los  herederos  instituidos  como  los  lega- 
tarios contribuirán  proporcionalmente, 
cuando  sea  menester,  para  satisfacerla 
plenamente. 

Art.  784.  Para  que  la  legitima  sea 
rectamente  determinada,  deberán  des- 
cribirse con  exactitud  y  estimarse  con 
las  formalidades  debidas,  los  efectos, 
muebles  é  inmuebles,  todos  los  dere- 
chos y  créditos  pertenecientes  á  la  ma- 
sa hereditaria,  que  libremente  podrá  el 
testador  transmitir  á  sus  sucesores,  asf 
como  todo  lo  de  que  el  heredero  ó  lega- 
tario sea  deudor  á  la  masa  hereditaria. 
Los  herederos  necesarios  podrán  asis- 
tir al  acto  de  la  estimación  y  hacer  las 
observaciones  que  crean  oportunas, 
pero  no  podrán  pretender  la  venta  de 
los  efectos^ hereditarios  con  el  objeto  de 
determinar  su  verdadero  valor. 

Art.  785.  Se  deducirán  de  la  masa 
hereditaria  las  deudas  y  demás  cargas 
que  eran  ya  inherentes  á  los  bienes  en 
vida  del  testador. 

Art.  786.  Se  computarán  las  porcio- 
nes legítimas,  sin  tener  para  nada  en 
cuenta  los  legados  y  las  cargas  im- 
puestas por  la  disposición  de  última 
voluntad.  Hasta  que  la  susodicha  por- 
ción haya  sido  realmente  formada  y  es- 
pecíficamente asignada  á  cada  uno  de 
los  herederos,  se  considerará  la  heren- 
cia, respecto  de  las  ganancias  y  pérdi- 
das, como  un  caudal  común  en  la  pro- 
porción correspondijente  entre  el  here- 
dero instituido  y  el  heredero  necesario. 

Art.  787.  Todo  lo  que  los  herederos 
necesarios  obtengan  efectivamente  de 
la  masa  hereditaria,  por  legado  ó  por 
otras  disposiciones  del  testamento,  se 
imputará  á  su  porción  legítima. 

Art.  788.    Se  imputará  igualmeiite  á 
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la  legitima  lo  que  el  testador  durante 
su  vida  hubiere  dado  á  su  hija  ó  á  su 
nieta  en  dote,  ó  á  su  hijo  ó  nieto  por 
causa  de  establecimiento,  ó  al  inmedia- 
to objeto  de  que  pueda  ocupar  algún 
empleo  ó  emprender  una  profesión  cual- 
quiera, asi  como  lo  que  haya  gastado 
en  pagar  deudas  contraidas  por  los  hi- 
jos, después  de  haber  llegado  á  la  ma- 
yor edad. 

Art.  789.  Respecto  á  la  legitima  co- 
rrespondiente á  los  progenitores,  sólo 
tendrá  lugar  la  colación  de  lo  que  les 
haya  sido  dado  anteriormente  cuando 
no  lo  haya  sido  á  titulo  de  la  asistencia 
que  les  es  debida  (art.  154)  ni  por  mera 
liberalidad. 

Art.  790.  La  colación,  cuando  los 
hijos  suceden  por  acto  de  última  volun- 
tad, sólo  tendrá  lugar  cuando  expresa- 
mente la  haya  prescrito  el  testador. 
Por  el  contrario,  los  hijos  deberán,  aun 
en  la  sucesión  intestada,  colacionar  lo 
que  hayan  recibido  del  difunto  en  vida 
de  éste  para  los  objetos  indicados  en  el 
artículo  788;  se  imputará  en  la  porción 
hereditaria  del  nieto,  no  sólo  lo  que  di- 
rectamente haya  recibido  para  dichos 
objetos,  sino  tamfcién  cuanto  por  tal  tí- 
tulo haya  conseguido  de  sus  progeni- 
tores, en  cuyo  lugar  hereda. 

Art.  791.  Exceptuados  los  casos  in- 
dicados, lo  que  los  progenitores  hayan 
dado  á  los  hijos  se  tendrá  por  donado 
y  no  se  imputará  sino  cuando  los  pro- 
genitores hayan  pactado  expresamente 
la  restitución. 

Art.  792.  Los  progenitores  podrán 
dispensar  expresamente  de  la  colación 
al  hijo,  aun  en  la  sucesión  legitima.  No 
obstante,  si  los  gastos  para  la  necesa- 
ria educación  y  el  necesario  estableci- 
miento de  los  demás  hijos  no  pudiera 
costearse  ni  con  su  propio  haber,  ni  con 
el  dc'los  progenitores,  el  hijo  dispensa- 


do deberá  conferir  lo  que  anteriormente 
haya  recibido  para  los  objetos  indica- 
dos en  el  art.  788  en  cuanto  sea  ne- 
cesario para  la  educación  y  para  aten- 
der á  sus  hermanos. 

Art.  793.  La  imputación  de  lo  reci- 
bido en  la  cuota  hereditaria  se  hará  de 
modo  que  cada  cual  de  los  demás  hijos 
obtenga,  aun  antes  de  la  partición,  una 
cantidad  igual.  Si  la  herencia  no  fuere 
suficiente  para  esto,  el  hijo  que  haya 
recibido  ya  algo  anteriormente  no 
tendrá  derecho  alguno  á  la  herencia, 
pero  no  podrá  obligársele  á  la  restitu- 
ción de  lo  que  lo  recibido  exceda  á  su 
legítima. 

Art.  794.  En  toda  colación,  si  lo  re- 
cibido no  consistía  en  dinero  en  efecti- 
vo, sino  en  otras  cosas  muebles  ó  in- 
muebles, se  tendrá  en  cuenta  para  las 
cosas  inmuebles  el  valor  que  tenían 
cuando  se  recibieron,  y  para  las  mue- 
bles el  valor  que  tenían  cuando  se  abrió 
la  sucesión. 

Art.  795.  Al  heredero  necesario,  aun- 
que justamente  excluido  de  su  porción 
legitima,  deberá  asegurársele,  sin  em- 
bargo, en  todo  caso,  lo  necesario  para 
los  alimentos. 

Art.  796.  El  cónyuge  no  tendrá  dere- 
cho á  la  legitima;  pero  si  no  se  convino 
nada  en  las  capitulaciones  para  el  caso 
en  que  fuese  supérstite,  deberá  sumi- 
nistrársele, mientras  no  celebre  nuevas 
bodas,  los  alimentos  convenientes  de 
que  carezca.  No  tendrá  derecho  á  estos 
alimentos  el  cónyuge  que  por  su  propia 
culpa  estuviere  separado  del  otro. 

CAPÍTULO  XV.— DE  LA  ADQUISICIÓN  DE 
LA  POSESIÓN  DE  LA  HERENCIA 

Art.  797.    De  propia  autoridad  nadie 

podrá  tomar  posesión  de  la  herencia. 

!  El  derecho  de  suceder  deberá  probarse 
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ante  el  Juez,  y  á  éste  deberá  pedirse  la 

adjudicibción  de  la  herencia,  ó  sea  el  ser 

.  puesto  legalmente  en  posesión  de  ella. 

Art.  7d8.  En  disposiciones  especiales 
sobre  el  procedimiento  judicial,  se  de- 
terminará, si  después  de  la  muerte  de 
alguno,  deberá  el  Juez  proceder  de  ofi- 
cio y  qué  precauciones  y  plazos  debe- 
rán observarse  en  las  cuestiones  que 
surjan  respecto  de  una  herencia  pen- 
diente. En  este  capítulo  se  prescribe 
cuanto  deberá  hacerse  por  el  heredero 
ó  por  quien  pretenda  cualquier  otro  de- 
recho sobre  la  masa  hereditaria  para 
adquirir  la  posesión  de  lo  que  le  corres- 
ponde. 

Art.  799.  El  que  quiera  tomar  pose- 
sión de  una  herencia  deberá  demostrar 
ante  el  Juez  el  titulo  legal,  es  decir,  si 
ésta  le  corresponde  por  disposición  de 
última  voluntad,  por  pacto  de  sucesión 
válido  ó  por  la  ley,  y  deberá  decla- 
rar expresamente  que  acepta  la  he- 
rencia. 

Art.  800.  En  la  adición  de  la  heren- 
cia, ó  sea  en  la  declaración  de  heredero, 
deberá  expresarse  al  mismo  tiempo  si 
se  hace  simplemente  ó  con  la  reserva 
del  beneficio  legal  de  inventario. 

Art.  801.  La  simple  declaración  ha- 
re  que  el  heredero  esté  obligado  para 
con  todos  los  acreedores  del  difunto 
respecto  de  las  deudas  y  para  con  to- 
dos los  legatarios  respecto  de  los  lega- 
dos, aun  cuando  no  baste  la  masa  here- 
ditaria. 

Art.  802.  Si  se  aceptase  la  herencia 
con  la  reserva  del  beneficio  de  inventa- 
rio, procederá  el  Juez  en  seguida  á  la 
formación  del  mismo  por  cuenta  de  la 
masa  hereditaria.  Dicho  heredero  sólo 
estará  obligado  para  con  los  acreedo- 
res y  legatarios  cuando  la  masa  heredi- 
taria baste  para  satisfacer  créditos  y 
legados,  y  también  para  las  propias 


que  le  correspondan  independientemen- 
te del  derecho  á  la  herencia. 

Art.  803.  El  testador  no  podrá  pro- 
hibir ^.l  heredero  la  reserva  de  este  be- 
neficio legal  ni  la  formación  del  inven- 
tario. No  tendrá  eficacia  la  misma  re- 
nuncia que  de  ellos  se  hubiese  hecho 
en  el  pacto  de  sucesión  estipulado  por 
los  cónyuges. 

Art.  804,  La  formación  del  inventa- 
rio podrá  también  reclamarse  por  aquel 
á  quien  corresponda  la  legítima. 

Art.  805.  El  que  por  si  mismo  pueda 
disponer  de  sus  derechos,  podrá  acep- 
tar simplemente,  ó  con  reserva  del  in- 
dicado beneficio  legal  de  inventario,  la 
herencia,  ó  repudiarla.  Los  tutores  y 
curadores  deberán  observar  las  reglas 
establecidas  en  el  lugar  oportuno  (ar- 
tículo 233). 

Art.  806.  Hecha  judicialmente  la  de- 
claración de  aceptar  la  herencia  ya  no 
podrá  revocarla  el  heredero,  ni  variar- 
la, si  hubiere  sido  hecha  simplemente, 
reservándose  el  beneficio  de  inventario. 

Art,  807.  ^  Si  entre  varios  coherede- 
ros se  declarasen  unos  simplemente 
herederos,  y  otros,  ó  uno  solo  de  ellos, 
con  reserva  del  indicado  beneficio  le- 
gal, deberá  hacerse  el  inventario  y  la 
declaración  de  aceptar  la  herencia  con 
esta  reserva  se  tomará  como  base  en 
todo  lo  concerniente  á  la  herencia.  Tan- 
to en  éste  como  fen  todos  los  demás  c^- 
sos  en  que  deba  hacerse  el  inventario, 
gozará  el  que  se  declaró  heredero  sim- 
plemente del  beneficio  legal  de  inven- 
tario mientras  no  le  haya  sido  entrega- 
da la  herencia. 

Art.  808.  Si  se  hubiere  instituido  un 
heredero  que  aun  sin  declaración  de 
última  voluntad  habría  tenido  derecho 
á  suceder  en  la  herencia  por  todo  ó 
parte  de  ésta,  no  podrá  éste  eludir,  pro- 
vocando la  sucesión  legítima,  la  dispo- 
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sición  de  última  voluntad,  sino  que  de- 
berá aceptar  la  herencia  dependiente 
de  la  disposición  testamentaria  ó  re- 
nunciar á  ella  por  completo.  Sin  em- 
bargo, los  herederos  que  tengan  dere- 
cho á  la  legítima  podrán  repudiar  la 
herenciu  reservándose  dicha  porción. 
Art.  809.    Si  el  heredero  muriere  an- 
tes de  haber  aceptado  ó  repudiado  la 
herencia  que  le  haya  sido  deferida,  sus 
herederos,  si  no  hubieren  sido  excluí- 
dos  por  el  testador,  ó  si  no  hubiere  sus- 
titutos, sucederán   en    el  derecho  de 
aceptar  ó  repudiar  la  herencia  (artícu- 
lo 537). 

Art.  810.  Si  al  aceptar  la  herencia 
probase  el  heredero  suficientemente  su 
derecho  de  sucesión,  deberá  concedér- 
sele la  administración  y  disfrute  de  la 
herencia. 

Art.  811.  A  la  seguridad  y  al  pago 
de  los  acreedores  del  difunto  sólo  pro- 
veerá el  Juez  si  éstos  lo  piden.  Pero  no 
estarán  obligados  á  esperar  la  decla- 
ración de  heredero,  sino  que  pod¥%.n 
entablar  sus  acciones  contraía  masa  y 
exigir  que  se  constituya  para  defensa 
de  la  misma  un  curador  en  unión  del 
cual  pueden  ventilar  sus  derechos. 

Art.  812.  Si  algún  acreedor  contra 
la  herencia,  legatario  ó  heredero  nece- 
sario temiese  que  su  derecho  esté  ex- 
puesto á  peligro  por  la  confusión  de  la 
herencia  con  la  hacienda  propia  del 
heredero,  podrá  exigir  antes  de  la  adju- 
dicación de  aquélla  que  sea  separada 
de  la  hacienda  del  heredero,  custodia- 
da por  el  Juez  ó  administrada  por  un 
curador,  que  sobre  la  misma  se  consig- 
ne su  derecho,  y  que  sea  atendido.  El 
heredero  en  este  caso,  aun  cuando  se 
haya  declarado  heredero  simplemente, 
no  estará  ya  obligado  para  con  el  acree- 
dor con  su  propia  hacienda. 
.Art.  813.    Podrá  el  heredero  ó  el  cu- 


rador nombrado  para  la  herencia  recla- 
mar, para  conocer  el  estado  de  las  deu- 
das, la  publicación  de  un  edicto,  en  el. 
que  dentro  de  un  plazo  conveniente  á 
las  circunstancias  sean  convocados 
todos  los  acreedores  para  que  presen- 
ten y  prueben  sus  derechos,  y  suspen-. 
der  el  pago  á  los  acreedores  mientras 
no  haya  transcurrido  dicho  plazo. 

Art.  814.  A  falta  de  este  llamamien- 
to judicial,  los  acreedores  que  no  se  ha- 
yan presentado  en  el  término  estableci- 
do, si  la  herencia  hubiere  sido  agotada 
con  el  pago  de  los  créditos  presentados 
no  tendrán  acción  alguna  contra  ella 
sino  cuando  estén  garantidos  por  el  de- 
recho de  prenda. 

Art.  815.  Si  el  heredero  no  hiciere 
uso  de  ]a  precaución  del  llamamiento 
judicial,  que  se  le  concede,  ó  si  pagare 
en  seguida  algunos  acreedores  presen- 
tados sin  tener  en  cuenta  los  derechos 
de  los  demás  y  quedando  algunos  cré- 
ditos sin  pagar  por  causa  de  la  insuñ- 
ciencia  de  la  masa  hereditaria,  aunque 
se  haya  declarado  heredero  condicio- 
nalmente,  estará  obligado,  respecto  de 
los  mismos,  con  todos  sus  bienes  si 
aquéllos  habrían  sido  satisfechos  caso 
de  que  la  herencia  se  hubiese  invertido 
en  pagar  á  los  acreedores  en  la  forma 
prescrita  por  la  ley. 

Art.  816.  Si  el  testador  hubiese  nom- 
brado  un  ejecutor  de  su  voluntad,  esta- 
rá al  arbitrio  de  éste  aceptar  ó  no  el 
encargo.  Pero  cuando  lo  haya  acepta- 
do, será  deber  suyo  ejecutar,  lo  mismo 
que  un  mandatario,  las  disposiciones 
del  testador  ú  obligar  á  ejecutarlas  al 
heredero  moroso. 

Art.  817.  No  habiendo  nombr^uio  al 
ejecutor  de  última  voluntad  ó  no  ha- 
biendo aceptado  el  nombrado  el  encar- 
go,  corresponderá  directamente  al  he- 
redero ejecutar,  en  cuanto  sea  posi- 
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ble,  la  voluntad  del  testador,  ó  prestar 
caución  para  el  cumplimiento  y  hacer 
saber  al  Juez  su  ejecución.  Respec- 
to de  los  legatarios  determinados,  sólo 
deberá  probar  que  les  dio  cuenta  de 
los  legados  dispuestos  en  su  favor. 

Art.  818.  Las  leyes  políticas  deter- 
minarán especialmente  qué  graváme- 
nes deberá  pagar  el  heredero  antes  de 
obtener  la  posesión  de  la  herencia,  y 
además  lo  que  por  el  mismo  deberá 
probarse  en  el  caso  en  que  el  difunto 
estuviere  obligado  á  rendir  cuentas  al 
erario  público. 

Art.  819.  Inmediatamente  después 
que,  hecha  la  declaración  de  aceptar  la 
herencia,  sea  reconocido  por  el  Juez  el 
legítimo  heredero  y  se  haya  prestado 
a]  cumplimiento  de  las  obligaciones, 
se  le  adjudicará  la  herencia  y  se  cerra- 
rá la  sucesión.  Por  ló  demás,  el  herede* 
ro,  para  efectuar  la  traslación  de  do- 
minio de  las  cosas  inmuebles,  deberá 
observar  cuanto  se  prescribe  en  el  ar- 
tículo 436. 

Art.  820.  Cuando,  varios  herederos 
hayan  aceptado  la  herencia  común  sin 
el  beneficio  legal  de  inventario  estarán 
obligadfos,  aun  después  de  la  adjudica- 
ción, solidariamente  para  con  todos 
los  acreedores  de  la  herencia  y  con  los 
legatarios.  Estarán  también  obligados 
entre  sí  á  contribuir  proporcional  mente 
á  las  cuotas  que  reciban  de  la  herencia. 

Art.  821.  Los  coherederos  que  hayan 
hecho  uso  del  beneficio  legal  de  inven- 
tario estarán  obligados  antes  de  la  adr 
judicación  para  con  los  acreedores  de 
la  herencia  y  los  legatarios  en  la  for- 
ma prescrita  por  el  art.  550.  Después 
de  efectuada  la  adjudicación,  ninguno 
de  ellos,  aun  para  las  cargas  que  no 
excedan  de  la  masa  hereditaria,  .estará 
obligado  más  que  en  proporción  á  su 
parte. 


Art.  822.  Los  acreedores  del  herede- 
ro, aun  antes  de  ¡que  le  haya  sido  adju- 
dicada la  herencia  que  le  corresponde, 
podrán  obtener  el  embargo  de  los  efec- 
tos hereditarios  ó  que  se  constituyan 
en  prenda  ó  se  haga  anotación  preven- 
tiva. Tales  cauciones,  sin  embargo,  no 
podrán  concederse  sino  con  la  expresa 
reserva  de  que  no  irroguen  perjuicio 
alguno  á  las  pretensiones  resultantes 
en  el  curso  de  las  gestiones  heredita- 
rias, y  que  sólo  tengan  efecto  para 
cuando  se  haya  obtenido  la  adjudica- 
ción. 

Art.  823.  Aun  después  de  obtenida 
la  adjudicación,  el  que  pretenda  tener 
igual  ó  preferente  derecho  de  heredar 
podrá  proceder  contra  el  poseedor'  de 
la  herencia  para  que  se  la  ceda  ó  la  di- 
vida con  él.  Para  conseguir  la  propie- 
dad de  cosas  particulares  pertenecien- 
tes á  la  herencia,  deberá  precederse, 
no  por  vía  de  petición  de  herencia,  sino 
por  acción  vindicatoria  de  la  cosa. 

Art.  824.  Si  el  demandado  fuese  con- 
denado á  ceder  la  herencia  en  todo  ó 
en  parte,  ios  derechos  relativos  á  la 
restitución  de  los  frutos  percibidos  por 
el  poseedor  ó  al  resarcimiento  de  los 
gastos  hechos  por  éste  en  la  herencia, 
se  juzgarán  con  arreglo  á  los  princi- 
pios establecidos  en  general  en  el  ca- 
pítulo sobre  la  posesión  respecto  de  la 
buena  ó  mala  fe  del  poseedor.  El  terce- 
ro que  posea  de^buena  fe  las  cosas  ad- 
quiridas de  la  herencia  en  el  tiempo  in- 
termedio no  será  responsable  para  con 
nadie. 

CAPÍTULO  XVI.— DÉLA  COPROPIEDAD  Y 
DE  LA  COMUNIDAD  DE  OTROS  DERECHOS 
REALES. 

Art.  825..  Cuando  la  propiedad  de  la 
misma  cosa  ó  un  mismo  derecho  cor 
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rresponda  indivisamente  á  varias  per- 
sonas, se  llama  propiedad  en  común,  la 
cual  tiene  su  fundamento  en  el  caso 
fortuito,  en  la  ley,  en  la  declaración  de 
última  voluntad  ó  en  el  convenio. 

Art.  826.  Según  los  diferentes  títulos 
^  de  donde  se  deriva  la  comunidad,  se 
determinan  más  particularmente  los 
derechos  y  deberes  de  los  consortes. 
Las  disposiciones  especiales  sobre  la 
comunidad  de  bienes  resultante  del  con- 
venio, se  hallan  contenidas  en  el  capi- 
tulo vigésimoséptimo. 

Art.  827.  El  que  pretenda  una  parte 
de  una  cosa  común,  deberá  probar  su 
derecho  si  los  demás  consortes  se  opo- 
nen. 

Art.  828.  Mientras  todos  los  consor- 
tes estén  de  acuerdo  representan  una 
sola  persona  y  tienen  derecho  á  dispo- 
ner á  su  albedríb  de  la  cosa  común.  Sí 
no  estuvieren  de  acuerdo,  ninguno  de 
los  consortes  podrá  hacer  innovación 
en  la  cosa  común,  por  la  cual  se  dis- 
ponga de  la  porción  de  otro. 

Art.  829.  Todo  consorte  tiene  la  ple- 
na propiedad  de  su  porción.  Mientras 
ño  se  lesionen  los  derechos  de  sus  con- 
sortes podrá,  á  su  albedrío,  é  indepen- 
dientemente, dar  en  prenda,  legar  ó 
enajenar  de  otro  modo  su  porción  ó  las 
utilidades  de  la  misma  (art.  361). 

Art.  830.  Todo  consorte  podrá  exi- 
gir que  se  rindan  las  cuentas  y  se  re- 
parta la  renta.  Por  regla  general,  podrá 
también  pedir  la  disolución  de  la  comu- 
nidad, pero  no  intempestivamente  ó  en 
perjuicio  de  los  demás.  Deberá,  por 
tanto,  consentir  en  una  dilación  ade- 
cuada á  las  circunstancias  y  que  no 
pueda  evitarse  fácilmente. 
.  Art.  831.  Si  el  consorte  se  hubiere 
obligado  á  continuar  la  comunidad,  no 
podrá  retirarse  antes  de  que  haya  trans- 
currido el  tiempo  establecido;  pero  esta 


obligación  cesará,  como  las  demás,  y 
no  pasará  á  los  herederos,  si  ellos  mis- 
mos no  la  hubieren  consentido. 

Art.  832.  La  disposición  de  un  terce- 
ro, en  la  que  se  destina  alguna  cosa  á  la 
comunidad,  deberá  también  cumplirse 
por  los  primeros  consortes,  pero  no 
por  sus  herederos.  No  podrá  subsistir 
la  obligación  para  una  comunidad  per- 
petua. 

Art.  833.  La  posesión  y  administra- 
ción de  la  cosa  común  compete  á  todos 
los  consortes  reunidos.  En  los  asuntos 
que  sólo  se  refieran  á  la  administración 
y  disfrute  ordinario  del  capital  común, 
se  decidirá  por  mayoría  de  votos,  que 
no  se  contarán  según  las  personas,  sino 
proporcionalmente  á  las  cuotas  de  los 
consortes. 

Art.  834.  Si  se  propusieran  cambios 
importantes  para  la  conservación  ó  me- 
jor disfrute  del  capital  común,  los  con- 
sortes que  hayan  tenido  que  ceder  á  la 
mayoría  de  votos  de  los  demás  podrán 
exigir  caución  para  el  futuro  daño,  ó 
cuando  ésta  sea  denegada,  podrán  soli- 
citar que  les  sea  licito  retirarse  de  la 
comunidad. 

Art.  835.  Si  no  quisieran  retirarse,  ó 
si  su  retirada  fuese  intempestiva,  se 
decidirá  á  la  suerte  ó  por  medio  de  ar- 
bitro; ó  cuando  no  convengan  todos  en 
uno  ú  otro  procedimiento,  se  decretará 
por  el  Juez  si  el  cambio  puede  tener  lu- 
gar ó  no;  si  puede  tener  lugar  sin  con- 
dición ó  prestando  caución.  Esta  clase 
de  decisiones  tendrá  lugar  también  en 
el  caso  de  empate  en  la  vocación. 

Art.  836.  Si  debiera  nombrarse  un 
administrador  de  las  cosas  comunes, 
se  hará  su  elección  por  mayoría  de  vo- 
tos, y,  en  su  defecto,  por  el  Juez. 

Art.  837.  Se  considerará  como  nn 
mandatario  al  administrador  de  un  pre- 
dio común.  Por  una  parte  ^stará  bbli- 
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gado  á  rendir  cuentas  con  toda  regula- 
ridad, y  por  otra  tendrá  el  derecho  de 
deducir  previamente  todos  los  gastos 
hechos  útilmente.  Lo  mismo  sucederá 
en  el  caso  en  que  un  consorte  adminis- 
tre la  cosa  común  sin  mandato  de  los 
demás. 

Art.  838.  Si  la  administración  estu- 
viere confiada  á  varios  consortes,  se 
decidirá  también  entre  éstos  por  mayo- 
ría de  votos 

Art.  839.  Las  utilidades  y  las  cargas 
se  determinarán  proporcionalmente  á 
las  partes.  En  la  duda,  se  supondrán 
iguales  las  partes,  y  quien  afirme  lo 
contrario  tendrá  la  obligación  de  pro- 
barlo. 

Art.  840.  En  general,  las  utilidades 
producidas  deberán  repartirse  en  espe- 
cie. Y  si  no  fuere  factible  el  reparto  en 
esta  forma,  todo  consorte  podrá  exigir 
que  se  vendan  las  cosas  en  públicasu- 
basta.  El  importe  obtenido  se  repartirá 
proporcionalmente  entre  los  consortes. 

Art.  841*  En  el  reparto  que  deberá 
hacerse  de  la  cosa  común,  después  de 
la  disolución  de  la  comunidad,  no  ten- 
drá valor  la  mayoría  de  votos.  Deberá 
hacerse  el  reparto  de  modo  que  se  con- 
tente á  todos  los  consortes.  Si  los  votos 
no  pudieran  ponerse  de  acuerdo,  se  de- 
cidirá á  la  suerte  6  por  medio  de  árbi-. 
tro,  ó  cuando  no  consientan  todos  uná- 
nimemente en  determinar  uno  ú  otro  de 
estos  modos  de  decisión,  se  decidirá 
por  el  Juez. 

Art.  842.  Asimismo  decidirán  el  ar- 
bitro ó  el  Juez,  si  en  el  reparto  de  pre- 
dios rústicos  ó  de  edificios  es  necesa- 
ria una  servidumbre  para  algún  con- 
sorte para  el  disfrute  de  su  porción,  y 
en  qué  condiciones  deberá  concedér- 
sele. 

Art.  843.  Cuando  la  cosa  común  sea 
indivisible  ó  por  lo  menos  no  pueda 


dividirse  sin  grave  disminución  de  va- 
lor, deberá,  si  alguno  de  los  consortes 
lo  exige,  venderse  en  pública  subasta  y 
repartir  su  importe  entre  todos. 

Art.  844.  Las  servidumbres,  las  se- 
ñales que  indican  los  linderos  y  los  do- 
cumentos necesarios  para  el  uso  co- 
mún no  son  susceptibles  de  división. 
Las  servidumbres  prediales  sirven  para 
todos  los  consortes.  Los  documentos, 
si  en  ello  no  hubiere  inconveniente,  se 
dejarán  en  depósito  al  consorte  de  más 
edad.  Los  demás  podrán  obtener,  por 
su  cuenta,  copias  legalizadas. 

Art.  845.  En  la  división  de  predios 
deberán  señalarse  los  limites  recípro- 
cos, según  lo  diverso  de  la  situación, 
por  medio  de  postes,  mojones  ó  de  es- 
teu^as,  de  un  modo  visible  é  invariable. 
Los  ríos,  montes  y  caminos  son  limites 
naturales.  Para  evitar  el  engaño  y  el 
error  deberá  marcarse  en  los  mojones, 
en  las  estarcas  ó  en  los  postes  destina- 
dos á  indicar  los  limites,  cruces,  se- 
ñales, números  ú  otros  signos,  ó  ente- 
rrar dichos  objetos  señalados  bajo  es^ 
tos  mismos  límites. 

Art.  846.  Sobre  la  efectuada  división 
deberá  redactarse  un  documento.  El 
consorte  de  un  inmueble  no  obtendrá 
el  derecho  real  sobre  su  porción,  sino 
con  la  inscripción  en  los  registros  pú- 
bMcos  de  la  escritura  de  división  (ar- 
tículo 436). 

Art.  847.  La  sola  división  de  cual- 
quier predio  común  no  podrá  perjudi- 
car á  tercero.  Cualquier  derecho  de 
prenda,  de  servidumbre  ú  otro  derecho 
real,  podrá  ejercerse  después  de  la  di- 
visión lo  mismo  que  antes.  Los  dere- 
chos personales  que  tenga  un  tercero, 
respecto  de  la  comunidad,  subsistirán 
también,  no  obstante  la  efectuada  se- 
paración, en  toda  su  fuerza  y  vigor. 

Art.  848,    Del  mismo  modo,  el  deudor 
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para  con  la  comunidad,  no  podrá  hacer 
el  pago  á  los  consortes  en  particular. 
Estas  deudas  deberán  pagarse  á  la  so- 
ciedad entera  ó  á  quien  legítimamente 
la  represente. 

Art.  849.  Lo  hasta  aqui  establecido 
sobre  la  comunidad  en  general  deberá 
aplicarse  también  á  los  derechos  y  co- 
sas pertenecientes  á  cualquier  familia 
considerada  como  una  comunidad,  por 
ejemplo,  á  las  fundacionesi  fideicomi- 
sos y  otros  análogos. 

Art.  850.  Si  por  cualquier  circuns- 
tancia, las  señales  de  confines  de  tal 
suerte  se  hubieren  gastado  que  pudie- 
ran llegar  á  ser  del  todo  invisibles,  po- 
drá exigir  cualquier  consorte  la  común 
renovación  de  los  linderos.  Para  esta 
operación  deberá  citarse  á  todos  los 
vecinos  de  cuyos  límites  se  trate,  des- 
cribirse exactamente  los  confines,  y  se- 
gún la  extensión  de  las  líneas  de  los 
respectivos  límites,  soportarse  por  to- 
dos los  gastos. 

Art.  851.  Si  realmente  los  linderos 
no  pudieran  ya  distinguirse,  ó  si  sur- 
giere un  litigio  con  motivo  de  su  esta- 
blecimiento, mantendrá  el  tribunal  ante 
todo  el  último  estado  de  posesión.  El 
que  con  esto  se  crea  gravado,  podrá 
presentar,  según  el  orden  prescrito 
(artículo  347),  las  pruebas  que  tenga  re- 
lativas al  derecho  de  posesión,  á  la  pit>- 
piedad  ó  á  otro  derecho. 

Art.  852.  Los  medios  de  prueba  más 
importantes  para  restablecer  los  linde- 
ros son  la  medición  y  descripción  ó 
también  el  tipo  del  predio  controverti- 
do; luego  los  registros  públicos  y  otros 
documentos  que  á  ello  se  refieran,  y  por 
último,  la  declaración  de  testigos  prác- 
ticos ó  el  dictamen  de  los  peritos,  pre- 
via la  inspección  del  lugar. 

Art.  853.  Si  ninguna  de  las  partes 
probase  el  derecho  exclusivo  de  pose- 


sión ó  de  propiedad,  dividirá  el  Juez  la 
parte  controvertida  proporcionalmente 
al  estado  de  posesión  hasta  entonces 
pacíficamente  conservada.  Si  también 
el  estado  de  posesión  fuere  dudoso,  se 
dividirá  dicha  porción  controvertida,  á 
juicio  de  los  peritos,  entre  las  partes 
litigantes,  en  proporción  á  la  posesión 
de  quien  nazca  la  pretensión,  y  en  con- 
secuencia con  esto,  se  procederá  á  fijar 
los  linderos. 

» 

Art.  854.  Los  surcos,  setos  muertos 
ó  vivos,  las  empalizadas,  los  muros, 
los  arroyos  de  propiedad  privada,  los 
canales,  los  fosos  ó  zanjas  y  otras  se- 
paraciones análogas  que  existan  entre 
predios  contiguos,  se  considerarán  co- 
mo propiedad  común,  á  no  ser  que  haya 
en  ellos  insignias,  inscripciones  ú  otras 
señales  y  medios  de  prueba  que  de- 
muestren lo  contrario. 

Art.  855.  Todo  consorte  podrá  usar 
por  su  parte  del  muro  común  hasta  la 
mitad  de  su  espesor,  abrir  en  él  tam- 
bién puertas  falsas  y  hacer  en  ellos  ar- 
marios donde  no  los  haya  en  la  parte 
opuesta.  No  será  lícito,  sin  embargo, 
poner  en  peligro  el  edificio,  constru- 
yendo chimenea  ó  fbgón,  ú  otra  obra, 
ni  impedir  de  ningún  modo  al  vecino  el 
uso  de  su  porción  de  muro. 
.  Art.  856.  A  la  conservación  de  estos 
muros  divisorios  comunes  contribuirán 
proporcional  mente  todos  los  copropie- 
tarios. Cuando  los  muros  sean  dobles 
ó  esté  dividida  la  propiedad,  cada  cual 
conservará  por  su  cuenta  la  parte  que 
á  él  sólo  le  pertenezca. 

Art.  857.  Si  el  muro  divisorio  estu- 
viere construido  de  modo  que  los  la- 
drillos, traviesas  ó  piedras  sobresal- 
gan sólo  por  una  parte,  ó  si  las  pilas- 
tras, columnas  ó  soportes  estuvieran 
puestos  por  una  sola  parte,  se  presu- 
mirá, en  caso  de  duda,  que  subsiste  por 
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dicha  parte  la  indivisa  propiedad  del 
maro  divisorio,  si  no  apareciese  lo  con- 
trario de  la  carga  existente  por  una  y 
otra  parte  por  la  unión,  por  otras  se- 
ñales ó  por  otras  pruebas.  Se  conside- 
rará también  exclusivo  poseedor  del 
muro  al  q\ie  posea  indubitablemente 
un  muro  de  la  misma  altura  y  espesor 
que  continúe  en  la  misma  dirección. 

Art.  858.  Por  regla  general,  no  esta- 
rá obligado  el  ^poseedor  exclusivo  á 
restaurar  su  muro  ó  empalizada  ruino- 
sa, sino  que  sólo  deberá  conservarlo  en 
buen  estado  cuando  el  vecinojpueda  te- 
mer algún  daño  á  consecuencia  de  su 
destrucción.  Cada  propietario  está, 
pues,  obligado  á  cuidar  la  parte  que  le 
corresponda  del  necesario  recinto  de 
su  predio  de  Ja  separación  de  la  del 
vecino. 

Sección  segunda 

De  los  derechos  personales  sobre  las  cosas 

CAPÍTULO  XVII,— DE   LOS    CONTRATOS 

EN  GENERAL 

Art.  859.  Los  derechos  personales  so- 
bre las  cosas,  en  virtud  de  los  cuales^ 
está  una  persona  obligada  respecto  dé 
otra  á  dar  ó  prestar  alguna  cosa,  se 
fundan  en  la  ley,  en  el  contrato  ó  en  el, 
daño  sufrido. 

■ 

Art.  860.  En  su  lugar  oportuno  se  es- 
tablecen los  casos  en  que  la  ley  da  in- 
mediatamente á  alguno  un  derecho  per- 
sonal sobre  las  cosas.  En  el  capitu- 
lo XXX  se  trata  del  derecho  al  resarci- 
miento del  daño  sufrido. 

Art.  861.  Hace  una  promesa  el  que 
declara  querer  transmitir  á  otro  un  de- 
recho propio,  esto  es,  concederle,  darle 
ó  hacerle  alguna  cosa  ó  transmitirle 
algo  para  su  beneficio.  Si  la  otra  parte 


acepta  válidamente  la  promesa,  nace 
entonces  el  contrato  del  consentimien- 
to de  ambas  partes.  Mientras  duran  las 
gestiones  y  cuando  aún  no  se  ha  hecho 
la  promesa,  ó  cuando  no  se  ha  acepta- 
do, no  existe  todavía  contrato  alguno. 

Art.  862.  En  el  caso  en  que  no  se 
haya  conve  ido  término  alguno  para  la 
aceptación  de  la  promesa,  si  ésta  es 
verbal,  deberá  ser  aceptada  sin  dila- 
ción. Tratándose  de  proptiesa  escrita^ 
conviene  distinguir  si  ambas  partes  se 
encuentran  ó  no  en  el  mismo  lugar.  En 
el  primer  caso,  la  aceptación  deberá 
hacerse  y  notificarse  al  promitente  en 
el  espacio  de  veinticuatro  horas;  en  el 
segundo,  dentro  de  un  espacio  de  tiem- 
po que  sea  necesario  para  mandar  dos 
veces  la  respuesta;  de  otro  modo  la 
promesa  no  será  ya  obligatoria.  No  po- 
drá revocarse  la  promesa  antes  de  que 
haya  transcurrido  el  plazo  establecido. 

Art.  863.  Podrá  declarársela  volun- 
tad no  sólo  expresamente  de  palabra  y 
con  señales  universalmente  admitidas, 
sino  también  tácitamente  con  actos  ta- 
les que,  examinadas  todas  las  circuns- 
tancias, no  dejen  ningún  motivo  racio* 
nal  para  dudar  d^  ella. 

Art.  864.  Son  los  contratos  unilate- 
rales ó  bilaterales,^  según  prometa  al- 
guna cosa  una  sola  de  las  partes  y 
acepte  la  otra,  ó  ambas  partes  se  trans- 
mitan y  acepten  recíprocamente  algu- 
nos derechos.  Por  consiguiente,  los 
contratos  de  la  primera  especie  se  ha- 
cen sin  reciprocidad,  los  de  )a  segunda 
con  ella. 

Art.  865.  El  que  no  se  halle  en  el  ple- 
no uso  de  la  razón,  lo  mismo  que  el 
niño  que  no  haya  llegado  aún  á  la  edad 
de  siete  años,  no  tiene  capacidad  para 
hacer  ni  para  aceptar  una  promesa. 
Las  demás  personas  que  dependan  del 
padre,  tutor  ó  curador,  pueden  muy 
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bien  aceptar  una  promesa  que  sólo 
haya  sido  hecha  en  su  favor,  pero  si  va 
unida  á  ella  alguna  carga  ó  prometen 
también  alguna  cosa,  la  validez  del 
contrato  depende,  por  regla  general, 
del  consentimiento  de  aquéllos  por 
quienes  son  representados,  ó  también 
en  unión  del  del  Juez,  según  las  dispo- 
siciones establecidas  en  los  capítu- 
los III  y  IV  de  la  primera  parte.  Mie;n- 
tras  no  se  haya  otorgado  dicho  consen- 
timiento, la  otra  parte  no  podrá  retirar 
la  promesa,  pero  podrá  exigir  que  se 
fije  un  plazo  conveniente  para  la  acep- 
tación. 

Art.  866.  El  que  con  malicia  haga 
creer  que  tiene  capacidad  para  hacer 
contratos  y  engañe  así  al  otro  contra- 
tante que  no  haya  podido  fácilmente 
informarse  de  este  extremo,  estará 
obligado  á  la  reparación. 

Art.  867.  Lo  que  se  requiere  para 
hacer  válido  un  contrato  con  una  co- 
munidad que  esté  bajo  la  impresión  es- 
pecial de  la  administración  pública  (ar- 
ticulo 27)  ó  con  miembros  y  represen- 
tantes de  ésta,  se  determinará  por  la 
constitución  de  la  misma  y  por  las  le- 
yes políticas  (art.  290), 

Art.  868.  En  el  Código  penal  se  es- 
tablece cuándo  un  delincuente  podrá 
contratar  válidamente. 

Art,  869.  La  declaración  del  consen- 
timiento para  un  contrato  deberá  ser 
libre,  formal,  determinada  é  inteligible. 
Si  la  declaración  no  pudiera  entender- 
se, ó  fuera  completamente  indetermi- 
nada, ó  se  aceptase  con  diferentes  mo- 
dificaciones de  aquellas  con  que  se  ha- 
bla hecho  la  promesa,  no  existirá  con- 
trato alguno.  El  que  para  perjudicar  á 
la  otra  parte  haga  uso  de  expresiones 
oscuras  ó  haga  un  documento  simula- 
do, estará  obligado  á  la  reparación. 

Art.  870.    No  estará  obligado  á  eje- 


cutar ei  contrato  el  que  haya  sido  vio- 
lentado en  él  por  el  otro  aceptante  con 
injusto  y  fundado  temor.  Si  fuese  in- 
fundado el  temor  (art.  55),  deberá  deci- 
dirse por  el  Juez,  según  las  circunstan- 
cias. 

Art.  871.  Si  una  de  las  partes  ha  sido 
inducida  á  error  por  la  otra  con  falsos 
asertos,  y  dicho'  error  fuese  relativo  á 
la  cosa  principal  ó  á  una  cualidad  esen- 
cial de  la  misma,  á  la^  que  principal- 
mente se  dirigía  y  se  aplicaba  la  inten- 
ción, no  quedará  obligada  la  persona 
que  fué  inducida  á  error. 

Art.  872.  Y  si  el  error  no  fuese  rela- 
tivo á  la  cosa  principal  ni  á  una  cuali- 
dad esencial  déla  misma,  sino  á  una 
circunstancia  accesoria,  será  válido  el 
contrato  cuando  ambas  partes  hayan 
estado  conformes  acerca  del  objeto 
principal  y  no  hayan  declarado  que 
aquella  circunstancia  accesoria  sea  el 
fin  principal  del  contrato.  Sin  embargo, 
la  parte  que  fué  inducida  á  error  tendrá 
el  derecho  de  repetir  contra  la  otra  que 
la  indujo  á  él  para  que  le  indemnice 
convenientemente. 

Art.  873.  Los  mismos  principios  se 
aplicarán  al  caso  de  error  sobre  la  per- 
sona á  quien  se  haya  hecho  la  promesa 
cuando  el  contrato  no  se  habría  cele- 
brado sin  tal  error,  ó  por  lo  menos  lo 
^ abría  sido  en  otra  forma. 

Art.  874.  El  que  por  medio  de  dolo  6 
de  injusto  temor  efectúe  un  contrato, 
estará  obligado  á  reparar  sus  perjudi- 
ciales consecuencias. 

Art.  875.  Si  la  parte  que  promete  hu- 
biera sido  violentada  por  un  tercero 
con  injusto  y  fundado  temor  á  hacer  un 
contrato,  ó  hubiera  sido  inducida  á 
error  con  falsos  asertos  por  é^te,  será 
válido  el  contrato.  Sólo  en  el  caso  en 
que  la  parte  aceptante  sea  cómplice  6 
deba  evidentemente  conocer  el  hecho 
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injusto  del  tercero^  deberá  ser  tratada 
según  las  prescripciones  de  los  artícu- 
los 870  á  874,  como  sí  ella  misma  hu- 
biese infundido  el  temor  á  la  otra  parte 
ó  la  hubiese  inducido  á  error. 

Art.  876.  Si  á  la  misma  parte  que 
promete,  y  sólo  á  ella,  pudiera  imputar- 
se cualquier  error  suyo,  será  válido  el 
contrato,  á  no  ser  que  dicho  error  h^ya 
debido  manifestarse  evidentemente  por 
las  circunstancias  á  la  parte  aceptante. 
Art.  877.  La  parte  que  solicite  que  se 
declare  nulo  un  contrato  por  falta  de 
consentimiento,  deberá,  por  su  parte, 
lodo  lo  que  de  tal  contrato  hubiere  re- 
caído  en  su  favor. 

Art.  878,  Podrán  hacerse  contratos 
sobre  todas  las  cosas  que  se  hallan  en 
el  comercio.  Lo  que  no  pueda  prestar* 
se,  lo  que  sea  absolutamente  imposible 
ó  ilícito,  no  puede  ser  objeto  de  contra- 
to válido.  El  que  con  tales  promesas 
engañe  á  otro  ó  por  imputable  ignoran- 
cia le  irrogue  perjuicios  ó  saque  prove- 
cho del  daño  de  éste,  será  responsable 
de  él. 

Art.  879.    Además  de  los  contratos 
indicados  en  su  lugar  correspondiente, 
son  especialmente  nulos  los  siguientes: 
í°    Si  se  pactase  algo  para  las  ges- 
tiones de  un  matrimonio; 

2."  Si  un  médico  ó  cirujano  se  hicie- 
re prometer  por  el  enfermo  una  deter- 
minada recompensa  para  emprender  el 
tratamiento; 

3.°  Si  un  abogado  pactase  una  de- 
terminada recompensa  para  encargar- 
se de  la  defensa  de  un  litigio  ó  compra- 
se un  asunto  litigioso  confíado  á  él; 

4.^  Si  la  herencia  ó  legado  que  se  es- 
pera de  tercero  se  enajenase  en  vida  de 
éste. 

Art.  880.  Si  la  cosa  que  fué  objeto 
del  contrato  fuere  puesta  fuera  de  co- 
mercio antes  de  su  entrega^  se  tendrá  I 


el  contrato  como  si  no  se  hubiese  cele- 
brado. 

Art.  881.  Exceptuados  los  casos  de 
terminados  por  la  ley,  nadie  podrá  ha 
cer  ni  aceptar  una  promesa  por  otro 
pero  si  alguno  hubiere  prometido  ges 
tiones  cerca  de  un  tercero  y  hasta  hu 
biere  garantido  el  éxito,  deberá  cum 
plir  la  obligación,  de  conformidad  coa 
su  promesa. 

Art.  882.  Si  se  hubieren  prometido  á 
un  mismo  tiempo  cosas  posibles  é  im- 
posibles,  se  cumplirá  la  promesa  en  lo 
que  fuere  posible,  á  no  ser  que  los  con- 
tratantes hayan  puesto  la  expresa  con- 
dición de  que  ninguna  parte  del  contra- 
to pueda  separarse  de  la  otra. 

Art.  883.  Podrán  hacerse  los  contra- 
tos de  palabra  ó  por  escrito,  judicial  ó 
extrajudicialmente,  con  testigos  ó  sin 
ellos.  Esta  diversidad  de  formas,  salvo 
los  casos  determinados  por  la  ley,  no 
producirá  ninguna  diversidad  de  obli- 
gación. 

Art.  884.  Si  las  partes  hubieran  con- 
venido expresamente  en  que  debía  ha- 
cerse el  contrato  por  escrito,  no  se  ten- 
drá por  celebrado  dicho  contrato  antes 
de  ser  ñrmado.  Sin  embargo,  aun  en 
este  caso,  no  será  esencialmente  nece- 
sario poner  los  sellos. 

Art.  885.  Si  aún  no  se  hubiese  redac- 
tado el  documento  formal,  sino  sólo 
una  minuta,  sobre  los  puntos  principa- 
les, ésta  producirá  ya  por  sí  misma  los 
derechos  y  obligaciones  que  en  la  mis- 
ma se  hallen  expresados. 

Art.  886.  El  que  no  sepa,  ó  por  defec- 
to físico  no  pueda  escribir,  deberá- 
asistido  por  dos  testigos,  uno  de  los 
cuales  Armará  con  su  nombre— poner 
con  su  mano  el  signo  acostumbrado. 

Art.  887.  Si  ge  redactare  un  docu- 
mento sobre  un  contrato,  no  se  tendrán 
en  cuenta  para  nada  los  convenios  que 
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se  pretenda  haber  hecho  verbalmente 
al  mismo  tiempo,  pero  que  no  se  con- 
signen en  la  escritura  ó  en  ella  se  haga 
una  nueva  adición. 

Art.  888.  Si  dos  ó  más  personas  pro- 
metieren á  uno  el  mismo  derecho  auna 
cosa  ó  lo  aceptaren  de  ésta,  tanto  el  de- 
recho como  la  oblig£kCión  se  dividirá  en- 
tre los  mismos,  según  los  principios  re- 
lativos á  la  propiedad  en  común. 

Art.  889.  Salvo  los  casos  determina- 
dos por  la  ley,  entre  varios  codeudores 
de  una  cosa  suscept¡ble*de  división, 
sólo  estará  obligado  cada  uno  por  su 
parte  y  porción,  y  de  la  misma  manera 
entre  varios  consortes  de  una  cosa  di- 
visible sólo  tendrá  derecho  cada  cual  á 
la  porción  que  le  corresponde. 

Art.  890.  Por  el  contrario,  cuando  se 
trate  de  cosas  indivisibles,  el  acreedor, 
si  fuese  solo,  podrá  solicitarlas  de 
cualquiera  de  los  codeudores;  pero  si 
fueren  varios  acreedores  y  un  solo  deu- 
dor, no  estará  éste  obligado  á  entregar 
Sin  ñanza  la  cosa  á  uno  solo  de  los 
acreedores,  pero  podrá  exigir  que  en 
ella  concurra  el  asentimiento  de  todos 
los  acreedores  ó  que  la  cosa  sea  depo- 
sitada en  poder  del  Juez. 

Art.  891.  Si  varias  personas  prome- 
tieren solidariamente  la  misma  «osa, 
de  modo  que  se  obliguen  expresamente 
cada  una  por  todas  y  todas  por  cada 
una,  cualquiera  de  ellas  responderá  por 
la  totalidad.  Dependerá,  en  este  caso, 
del  arbitrio  del  acreedor  si  de  todos  ó 
de  algunos  de  los  codeudores  quiere 
exigir  el  total  ó  porciones  á  su  elec- 
ción, ó  pedir  dichototal  auno  solo  délos 
codeudores.  Aun  después  dé  entablada 
la  acción',  cuando  desista  de  la  misma 
tiene  expedita  esta  elección;  y  si  por 
cualquiera  de  los  codeudores  sólo  hu- 
biese sido  pagado  en  parte,  podrá  pedir 
el  remanente  álos  demás. 


Art.  892.  Si  alguno  hubiere  prometi- 
do la  misma  cosa  por  entero  á  varías 
personas,  dándoles  expresamente  el  de- 
recho de  pedirla  solidariamente,  estará 
obligado  el  deudor  á  darla  toda  á  aquel 
de  los  acreedores  que  primero  la  haya 
reclamado. 

Art.  893.  Desde  el  momento  en  que 
unQ  de  los  codeudores  haya  pagado 
toda  la  deuda  al  acreedor,  no  podrá 
éste  exigir  nada  más  de  los  otros  co- 
deudores. Y  cuando  uno  de  los  co- 
acreedores haya  sido  enteramente  pa- 
gado por  el  deudor,  los  demás  coacree- 
dores no  tendrán  derecho  á  otra  recia 
mación. 

Art.  894.  Ninguno  de  los  codeudores, 
sometiéndose  respecto  del  acreedor  á 
condiciones  más  onerosas,  podrá  per- 
judicar á  los  demás  codeudores.  Ni  la 
'  condonación  ni  la  liberación  que  obten- 
ga uno  de  los  codeudores  para  su  per- 
sona sirve  para  los  demás. 

Art.  895.  Cuando  entre  varios  co- 
acreedores á  quienes  se  haya  prometi- 
do la  misma  cosa  por  entero  solidaria- 
mente, el  que  haya  recibido  para  s(  toda 
la  cosa  debida  quedará  obligado  para 
con  los  demás  acreedores,  y  deberá  de- 
terminarse según  las  especiales  rela- 
ciones de  derecho  existentes  entre  los 
coacreedores.  No  existiendo  dichas  re- 
laciones, no  estará  obligado  ninguno  de 
ellos  á  rendir  cuentas  al  otro. 

Art.  896.  El  codeudor  solidario  que 
haya  pagado  de  su  propio  peculio  toda 
la  deuda,  tiene  el  derecho,  aun  indepen- 
dientemente de  la  cesión  de  acciones,  á 
exigir  á  los  demás  codeudores  su  reem- 
bolso por  partes  iguales,  si  no  se  hu- 
biese establecido  entre  ellos  una  pro- 
porción diferente.  Si  uno  de  ellos  no  tu- 
viese capacidad  para  obligarse  ó  no 
pudiera  cumplir  su  obligación,  deberán 
asumir  su  parte  todos  los  codeudores. 
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La  liberación  de  uno  de  los  codeudores 
no  perjudicará  á  los  demás  en  la  acción 
de  repetición  (art.  894). 

Art.  897.  Respecto  de  las  condicio- 
nes que  se  agregan  á  los  contratos,  se 
aplicará  generalmente  cuanto  queda 
prescrito  para  las  condiciones  agrega- 
das á  las  disposiciones  de  última  vo- 
luntad. 

Art.  898.  Serán  nulos  los  convenios 
hechos  en  aquellas  condiciones  que  en 
los  actos  de  última  voluntad  se  tienen 
por  no  puestos. 

Art.  899.  Si  la  condición  establecida 
en  un  contrato  se  hubiere  efectuado  ya 
antes  de  éste,  sólo  deberá  reiterarse 
después  en  el  caso  en  que  consista  en 
un  hecho  de  la  persona  que  debe  adqui- 
rir el  derecho  y  pueda  repetirse  por 
ésta. 

Art.  900.  El  derecho  prometido  con 
una  condición  suspensiva  pasará  tam- 
bién á  los  herederos. 

Art.  901.  Se  considerará,  como  cual- 
quiera otra  condición,  el  motivo  ó  el  fin 
del  consentimiento,  puesto  expresa- 
mente como  tal  condición.  Sin  esto,  ta- 
les declaraciones  nó  influyen  sobre  la 
validez  de  los  contratos  á  título  onero- 
so. Para  los  contratos  á  titulo  gratuito, 
deberá  aplicarse  cuanto  queda  prescri- 
to para  los  actos  de  última  voluntad. 

Art.  902.  Los  contratos  deberán  eje- 
cutarse en  el  tiempo,  lugar  y  modo  es- 
tablecido por  las  partes.  Por  disposi- 
ción de  la  ley,  veinticuatro  horas  for- 
man un  día,  treinta  días  un  mes  y  tres- 
cientos sesenta  y  cinco  días  un  año. 

Art.  903.  El  dereclio  para  cuya  ad- 
quisición se  haya  fijado  un  día  preciso, 
se  obtendrá  al  comenzar  dicho  día.  Mas 
para  el  cumplimiento  de  la  obligación, 
el  día  entero  determinado  quedará  en 
fkvor  de  la  persona  obligada. 

Art.  904.    Si  no  se  hubiere  establecí- 
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do  tiempo  determinado  para  la  ejecu- 
ción del  contrato,  podrá  exigirse  ésta 
inmediatamente,  es  decir,  sin  dilación 
alguna  que  no  sea  necesaria.  Si  la  per- 
sona obligada  se  hubiere  reservado  á 
su  arbitrio  el  tiempo  de  la  ejecución  ó 
debiere  esperarse  la  muerte  de  ésta  y 
atenerse  á  los  herederos,  ó  si  se  tra- 
tare de  una  obligación  meramente  per- 
sonal que  no  pasa  á  éstos,  deberá  pro- 
curarse que  el  tiempo  para  el  cum- 
plimiento del  contrato  sea  fijado  por 
el  Juez  con  arreglo  á  la  equidad.  Ten- 
drá también  lugar  esta  segunda  dis- 
posición en  el  caso  en  que  la  persona 
obligada  haya  prometido  ejecutar  el 
contrato  cuantió  le  fuese  posible  ó  fac- 
tible. Por  lo  demás,  son  también  apli 
cables  en  estos  casos>  respecto  del 
tiempo,  las  reglas  anteriormente  esta- 
blecidas referentes  á  las  condiciones  de 
tiempo  puestas  en  los  actos  de  última 
voluntad  (artículos  704  á  706). 

Art.  905.  Si  el  lugar  en  que  debe  eje- 
cutarse el  contrato  no  pudiera  determi- 
narse por  el  convenio,  ni  por  la  índole 
ú  objeto  del  asunto,  se  entregarán  los 
inmuebles' en  el  sitio  en  que  se  hallen 
situados,  y  las  cosas  muebles  en  el  lu- 
gar donde  se  hizo  la  promesa.  Respec- 
to de  la  medida,  peso  y  especie  del  di- 
nero, se  tendrá  en  cuenta  el  lugar  de  la 
entrega. 

Art.  906.  Si  pudiera  ejecutarse  la 
promesa  de  varios  modos,  pertenecerá 
su  elección  á  la  persona  obligada,  la 
que,  sin  embargo,  hecha  ya  la  elección, 
no  podrá  por  sí  sola  desistir  de  la 
misma. 

Art.  907.  Cuando  en  un  contrato  ha- 
ya sido  expresamente  reservada  la  elec-» 
ción  y  ésta  haya  sido  inútil  por  haber 
perecido  accidentalmente  una  ó  varias 
cosas  de  aquellas  entre  las  cuales  de- 
bía elegirse,  la  parte  á  quien  correspon* 

1*2 


\:jí 


m 


iNStiTúcioNÉS  políticas  y  jurídica^ 


día  la  elección  no  ^estará  ya  obligada  á 
ejecutar  el  contrato.  Y  si  tuviere  culpa 
la  parte  obligada,  será  responsable  de 
haber  hecho  inútil  el  derecho  de  elec- 
ción que  tenia  la  otra. 

Art.  908.  Lo  que  se  da  anticipada- 
mente al  hacer  el  contrato  sólo  deberá 
considerarse,  salvo  el  caso  de  un  pacto 
especial,  como  señal  del  contrato  esta- 
blecido, ó  como  una  caución  ^el  futuro 
cumplimiento  del  mismo,  y  se  llama 
arras.  Si  por  culpa  de  una  de  las  par- 
tes no  se  cumpliere  el  coutrato,  la  par- 
te que  no  la  tenga  podrá  guardarse  las 
arras*ecibidas,  ó  reclamar  el  doble  de 
las  que  haya  dado.  No  contentándo- 
se con  esto,  podrá  exigir  el  cumpli- 
miento del  convenio,  y  si  eso  no  fuera 
posible,  la  indemnización  correspon- 
diente. 

Art.  909.  Si  en  el  contrato  se  deter- 
minase cierta  cantidad  que  una  de  las 
partes  se  obliga  á  dar  en  caso  de  que 
se  retracte  antes  del  cumplimiento  del 
contrato,  se  dice  que  el  contrato  está 
hecho  con  pena  de  retracto.  En  este 
caso  deberá  cumplirse  el  contrato  ó  la 
pena.  El  que  haya  ejecutado,  aunque 
sólo  en  parte,  el  contrato,  ó  haya  acep- 
tado lo  que  el  otro  contratante  diere  en 
cumplimiento,  aunque  parcial  del  mis- 
mo, no  podrá  ya  retractarse,  ni  aun  ha- 
ciendo efectiva  la  pena. 

Art.  910.  Si  habiéndose  dado  arras 
se  hubiere  convenido  también  la  facul- 
tad de  retractarse  del  convenio  sin  es- 
tablecer una  pena  especial,  las  arras 
harán  las  veces  de  ésta.  Por  consiguien- 
te, en  el  caso  en  que  se  rescinda  el  con- 
trato, el  que  haya  dado  las  arras  las 
perderá,  y  el  que  las  haya  recibido 
restituirá  el  doble. 

Art.  911»  Del  mismo  modo  el  que,  no 
por  mera  casualidad,  sino  por  culpa 
suya,  quedare  imposibilitado   por  dar 


cumplimiento  al  contrato,  deberá  cum- 
plir la  pena. 

Art.  912.  Podrá  el  acreedor  algunas 
veces  reclamar  de  su  deudor,  además 
de  la  deuda  principal,  las  prestaciones 

accesorias.  Consisten  éstas  en  las  ac- 
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cesiones  y  en  los  frutos  de  la  cose^  prin- 
cipal; en  los  intereses  convenidos,  en 
los  de  demora,  en  el  resarcimiento  del 
daño  ocasionado,  en  cuanto  importe 
para  el  acreedor  el  no  ser  debidamente 
cumplida  la  obligación;  por  último,  en 
la  cantidad  que  una  délas  partes  hubie- 
re fijado  para  ese  caso. 

Art.  913.  En  los  capítulos  I  y  IV  de 
la  segunda  parte  se  determina  cuán- 
do á  un  derecho  real  irá  también 
unido  el  derecho  á  la  accesión  ó  á  los 
frutos.  El  que  tenga  un  derecho  mera- 
mente personal,  no  por  eso  podrá  de- 
mandar también  las  prestaciones  ac- 
cesorias. Se  deducirá  cuándo  tendrá  el 
acreedor  derecho  á  ellos,  en  parte,  de 
la  clase  y  de  las  particulares  determi- 
naciones de  los  contratos,  y  en  par- 
te, del  capítulo  en  que  se  trata  del  de- 
recho de  indemnización  y  de  separa- 
ción, 

Art.  914.  Las  reglas  generales  ex- 
puestas en  la  primera  parte  (art.  6.®), 
sobre  la  interpretación  de  las  leyes,  son 
aplicables  también  á  los  contratos.  En 
particular,  un  contrato  dudoso  deberá 
intepretarse  de  modo  que  no  envuelva 
contradicción  y  surta  efecto. 

Art.  915.  En  la  duda,  se  supondrá  en 
los  contratos  unilaterales  que  la  perso- 
na obligada  ha  querido  imponerse  el 
menor  gravamen  posible.  En  las  bila- 
terales, se  interpretarán  en  contra  del 
que  hace  uso  de  ellas  (art.  869). 

Art.  916.  Si  sólo  en  la  apariencia  se 
hiciere  un  convenio  de  cierta  clase,  se 
regirá  éste  según  las  prescripciones  de 
la  ley,  con  arreglo  á  las  que  deberla 
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juzgarse  considerada  la  verdadera  na- 
turaleza del  asunto. 

Art.  917.  Se  determinará  particular- 
mente de  qué  modo  se  extinguen  las 
obligaciones  que  nacen  de  los  contra- 
tos en  los  capítulos  en  que  se  trata  del 
respectivo  contrato,  y,  en  general,  en  el 
capitulo  de  los  modos  cómo  se  extin- 
guen las  obligaciones. 

Art.  918.  Pasarán  á  los  herederos  de 
los  contratantes  todos  los  derechos  y 
obligaciones  que  nacen  de  los  contra- 
tos, á  no  ser  que  estén  fundados  única- 
mente en  las  relaciones  y  condiciones 
personales,  ó  que  los  herederos  estén 
exceptuados  por  el  mismo  contrato  6 
por  la  ley.  La  promesa  aún  no  acepta- 
da, no  pasará  á  los  herederos  (art.  861) 
cuando  muera  una  de  las  partes  duran- 
te las  deliberaciones. 

Art.  919.  Si  una  de  las  partes  dejare 
enteramente  de  cumplir  el  contrato  ó 
no  lo  cumpliere  en  el  tiempo,  lugar  y 
forma  convenidos,  la  otra  parte,  excep- 
to los  casos  determinados  por  la  ley  ó 
de  reserva  expresa,  no  tendrá  derecho 
Á  reclamar  la  rescisión  del  contrato, 
sino  solamente  el  exacto  cumplimiento 
de  éste  y  la  indemnización. 

Art.  920.  No  podrán  las  .partes,  ni 
aun  por  mutuo  consentimiento,  retrac- 
tarse de  un  contrato  plenamente  ejecu- 
tado ya,  sino  que  deberán  hacer  uno 
nuevo,  que  se  considerará  como  otro 
asunto.  , 

Art.  921.  En  el  contrato  oneroso  se 
corresponderán  las  cosas  á  las  cosas, 
ó  los  hechos  (incluyendo  en  éstos  las 
omisiones)  á  los  hechos,  y,  por  último, 
las  cosas  á  los  hechos,  y  los  hechos  á 
las  cosas  (art.  864). 

Art.  922.  Si  alguno  transfiriese  á 
otro  una  cosa  á  título  oneroso,  deberá 
garantir  en  ésta  las  cualidades  expre- 
samente pactadas  que  de  ordinario  se 


le  suponen,  ó  que  dé  las  utilidades  y 
sirva  para  el  uso  exigido  por  la  natu- 
raleza del  asunto  ó  por  el 'convenio 
hecho. 

Art.  923.  Por  consiguiente,  el  que 
atribuya  á  la  cosa  cualidades  que  no 
tiene  y  se  hayan  pactado  expresamen- 
te, ó  que  por  la  índole  del  contrato  se 
entiendan  tácitamente  incluidas  en  él; 
el  que  oculte  los  *  defectos  ó  graváme- 
nes no  usuales  de  ésta;  el  que  venda 
una  cosa  que  ya  no  exista  ó  venda  co- 
mo suya  una  cosa  ajena;  el  que  falsa- 
mente afirme  que  la  cosa  es  á  propósi- 
to para  un  determinado  uso  ó  que  no 
tiene  los  defectos  y  cargas  ordinarias, 
será  responsable  si  resultare  lo  con- 
trario. 

Art.  924.  Si  un  animal  cayere  enfer- 
mo ó  muriese  dentro  de  las  veinticua- 
tro horas  después  de  haber  sido  entre- 
gado, se  presumirá  que  ya  estaba  en- 
fermo antes  de  la  entrega.    ^ 

Art.  925.  Tendrá  lugar  la  misma 
presunción  si  se  descubriere: 

1.°  Dentro  de  los  ocho  días,  la  lepra 
en  los  cerdos,  en  las  ovejas  la  viruela 
ó  la  sarna;  ó  dentro  de  dos  meses  en 
estas  últimas  el  gusano  en  el  pulmón  é 
hígado; 

2.°  Dentro  de  los  treinta  días  des- 
pués de  la  entrega,  en  los  animales  de 
.  raza  bovina,  la  enfermedad  glandular; 
3.®  En  los  caballos  y  demás  caballe- 
rías, dentro  de  los  quince  días  después 
de  la  entrega,  el  humor  glandular,  el 
asma;  ó  dentro  de  los  treinta  días,  el 
cabeceo,  la  gota  serena  y  otras  enfer- 
medades análogas. 

Art.  926.  Esta  presunción  de  dere- 
cho (artículos  924  y  925)  sólo  servirá 
respecto  de  aquel  á  quien  se  entregó  el 
animal,  cuando  avise  en  seguida  al  ven- 
dedor ó  á  quien  hubiere  salido  garante, 
el  defecto  descubierto,  ó  si  éste  estu- 
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viere  ausente,  lo  denunciará  al  Juez  del 
lugar  ó  &  los  peritos  en  el  arte,  y  lo 
mandará  registrar  inmediataaiente. 

Art.  927.  El  que  haya  recibido  el  ani- 
mal y  olvide  esta  precaución,  deberá 
probar  que  dicho  animal  era  ya  defec- 
tuoso antes  de  hacerse  el  contrato.  Sin 
embargo,  quedará  siempre  á  salvo  para 
quien  lo  haya  entregado,  probar  que  el 
delato  de  que  se  trata  se  ha  producido 
después  de  la  entrega. 

Art,  928.  Si  los  vicios  de  una  cosa 
fueren  evidentes,  y  las  cargas  inheren- 
tes á  ella  pudieran  conocerse  por  los 
registros  públicos,  no  habrá  lugar  á  la 
evicción,  á  no  ser  que  expresamente  se 
haya  prometido  (¡ue  la  cosa  fuere  sin 
defectos  y  sin  cargas  (art.  4^3).  Para 
las  deudas  y  atrasos  inherentes  &  la 
cosa,  deberá  prestarse  siempre  la  evic- 
ción. 

Art.  929.  El  que  á  sabiendas  haya 
adquirido  una  cosa  de  tercero,  no  ten- 
drá derecho  &  la  evicción,  como  tam- 
poco lo  tendrá  el  que  expresamente 
haya  renunciado  á  ella. 

Art.  93Q.  Si  las  cosas  se  entregaren 
en  montón,"  es  decir,  en  el  estado  en 
que  se  encuentran,  sin  número,  peso  ni 
medida,  no  será  responsable  el  que  las 
haya  entregado  por  los  defectos  descu- 
biertos en  ellas,  á  no  ser  que  no  tengan 
la  calidad  falsamente  prometida  por  él 
ó  puesta  como  condición  por  el  acep- 
tante. 

Art.  931.  Si  el  poseedor  quisiere  ha- 
cer uso  á  su  derecho  de  pedir  que  se  le 
otorgue  la  evicción  ó  saneamiento  para 
el  caso  de  una  demanda  ó  pretensión 
de  tercero  sobre  la  cosa,  deberá  denun- 
ciar á  su  actor  la  demanda,  según  las 
reglas  establecidas  en  la  ley  de  Proce- 
dimiento civil.  Si  dejare  de  hacerlo,  no 
perderá  por  eso  el  derecho  á  ser  consi- 
derado indemne;  pero  su  actor  podrá 


oponerle  todas  las  excepciones  que  no 
se  hayan  hecho  contra  el  tercero,  y  po- 
drá ser  liberado  de  la  obligación  de  la 
indemnización  cuando  se  juzgue  que, 
en  virtud  de  aquellas  excepciones,  si 
se  hubiesen  hecho  oportunamente,  se 
habría  dictado,  en  concurso  con  el  ter- 
cero, una  sentencia  diferente. 

Art.  932.  Si  el  defecto  que  da  lugar 
á  la  evicción  fuere  de  tal  índole  que  no 
pueda  ya  remediarse  é  impida  el  uso 
ordinario  de  la  cosa,  la  parte  lesionada 
podrá  exigir  la  rescisión  total  del  con- 
trato. Pero  si  lo  que  falta,  por  ejemplo, 
en  peso  ó  medida,  pudiera  suplirse,  de- 
berá limitarse  la  acción  á  reclamar  el 
suplemento.  En  uno  y  otro  caso  podrá 
solicitarse  el  resarcimiento  del  daño 
ulterior,  y  si  la  otra  parte  hubiese  obra- 
do de  mala  fe,  también  del  perjuicio. 

Art.  933.  El  que  quiera  solicitar  la 
evicción,  deberá  hacer  valer  su  derecho 
en  los  tres  años  siguientes,  si  se  tratase 
de  bienes  inmuebles,  y  en  el  término  de 
seis  meses,  si  de  cosas  muebles:  de  lo 
contrario,  se  extinguirá  su  derecho. 

Art.  934.  Si  en  los  contratos  bilate- 
rales no  hubiere  recibido  una  de  las 
partes  más  de  la  mitad  de  lo  que  haya 
dailo  á  la  olra  segiin  el  valor  ordinario, 
atribuye  la  ley  á  la  parte  perjudicada 
el  derecho  de  solicitar  la  rescisión  del 
contrato  y  que  las  cosas  vuelvan  A  su 
primitivo  estado.  Pero  la  otra  parte 
será  libre  de  hacer  subsistí  reí  contrato 
mediante  el  suplemento  de  lo  que  falte 
al  valor  ordinario.  Se  calculará  la  falla 
de  proporción  de  valor  con  relación  al 
tiempo  en  que  se  hizo  el  contrato. 

Art.  935.  No  tendrá  tugar  este  re- 
curso de  derecho  cuando  alguno  haya 
renunciado  expresamente  á  él  ó  haya 
declarado  que  recibe  la  cosa  por  un 
precio  extraordinario  por  razón  de  par- 
ticular afecto;  si  conociendo  el  verda- 
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dero  precio,  hubiera  consentido  en  dar 
el  pactado;  si  por  las  relaciones  perso- 
nales, deba  presumirse  que  se  haya 
querido  hacer  un  contrato  mixto  á  titu- 
lo oneroso  y  lucrativo;  si  el  verdadero 
precio  no  pudiera  saberse  ya,  y  por  úl- 
timo, si  Ma  cosa  hubiera  sido  vendida 
j  udicialmente  mediante  subasta. 

Art.  936.  El  convenio  de  hacer  un 
contrato  en  lo  sucesivo  (promesa  de 
venta,  etc.)  sólo  será  obligatoriocuando 
se  haya  establecido  tanto  el  tiempo  en 
que  habrá  de  hacerse,  cuanto  los  pun- 
tos esenciales  del  mismo,  y  además  que 
no  hayan  cambiado  entre  tanto  las  cir- 
cunstancias; de  suerte  que  venga  á  fal- 
tar el  fin  expresamente  determinado  ó 
aparente,  ó  cese  la  confianza  de  una  ó 
de  otra  parte.  En  general,  el  cumpli- 
miento de  esta  promesa  deberá  exi- 
girse, á  más  tardar,  dentro  de  un  año 
después  del  plazo  convenido,  pues  de 
lo  contrario  quedará  extinguido  el  de- 
recho. 

Art.  937.  Si  se  renunciare,  en  gene- 
ral é  indeterminadamente,  á  las  excep- 
ciones contra  la  validez  del  contrato, 
no  producirá  efecto  la  renuncia. 

CAPÍTULO  XVIII.— DE  LAS  DONAClOxNES 

Art.  938.  Llámase  donación  el  con- 
trato por  el  cual  se  transfiere  á  otro 
gratuitamente  una  cosa. 

Art.  939.  No  deberá  considerarse 
como  donante  al  que  renuncie  á  un  de- 
recho esperado,  ya  verificado  ó  dudo- 
so, sin  cederlo  formalmente  á  otro,  ó 
sin  hacer  su  donación  á  la  parte  obli- 
gada que  consienta  en  ello. 

Art.  940.  No  se  alterará  la  esencia 
de  la  donación  aunque  se  haga  por  re- 
conocimiento ó  en  consideración  á  mé- 
ritos del  donatario,  ó  por  especial  re- 
muneración, con  tal  que  el  donatario 


no  tuviera  ya  anteriormente  una  acción 
para  ello. 

Art.  941.  Si  el  donatario  tuviera  una 
acción  para  la  remuneración  por  haber 
sido  ya  convenida  entre  las  partes  ó 
determinada  por  la  ley,  el  acto  deja  de 
ser  donación  y  debe  considerarse  como 
oneroso. 

Art.  942.  Si  previamente  se  hubieren 
concertado  las  donaciones,  de  modo 
que  también  al  donante  se  done  recí- 
procamente alguna  cosa,  no  hay  enton- 
ces verdadera  donación  respecto  de  la 
totalidad,  sino  sólo  respecto  del  valor 
excedente. 

Art.  943.  De  un  contrato  de  dona- 
ción hecho  sólo  verbalmente  y  sin  en- 
trega efectiva,  no  nace  una  acción  para 
el  donatario.  Este  derecho  debe  fun- 
darse en  un  documento  escrito. 

Art.  944.  El  propietario  absoluto,  ob- 
servadas las  prescripciones  de  la  ley, 
podrá  también  donar  todos  sus  bienes 
presentes.  Pero  sólo  subsistirá  el  pacto 
en  virtud  del  cual  se  donan  los  bienes 
futuros  cuando  no  exceda  de  la  mitad 
de  dichos  bienes. 

Art.  945.  Él  que  á- sabiendas  haga 
donación  de  una  cosa  ajena  y  oculte 
esta  circunstancia  al  donatario,  será 
responsable  de  las  consecuencias. 

Art.  946.  Los  contratos  de  donación 
son,  por  regla  general,  irrevocables. 

Art.  947.  Si  el  donante  viniera  des- 
pués á  tal  estado  de  indigencia  que  ca- 
rezca de  los  medios  necesarios  de 
subsistencia,  tendrá  derecho,  mientras 
exista  la  cosa  donada  ó  su  valor,  y 
cuando  le  falte  el  necesario  sustento,  á 
exigir  todos  los  años  del  donatario  los 
intereses  legales  del  importe  de  lo  do- 
nado, á  no  ser  que  el  mismo  donatario 
se  halle  también  en  igual  estado  de  in- 
digencia. Entre  muchos  donatarios,  el 
anterior  en  tiempo  sólo  estará  obliga- 
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caria  y  se  entregue  al  donatario  el  co- 
rrespondiente documento  por  escrito. 

CAPÍTULO  XIX.— DEL  CONTRATO 
DE  DEPÓSITO 

Art.  957.  Cuando  alguno  reciba  una 
cosa  ajena  para  custodiarla,  nace  de 
ello  el  contrato  de  depósito.  La  prome- 
sa aceptada  de  recibir  en  custodia  una 
cosa  perteneciente  á  otro,  y  que  aún  no 
haya  sido  entregada,  obliga  al  promi- 
tente, pero  no  constituye  todavía  el  con- 
trato de  depósito. 

Art.  958.  Por  el  contrato  de  depósito 
no  adquiere  el  depositario  la  propiedad, 
ni  la  posesión,  ni  el  derecho  á  usar  de  la 
cosa  depositada,  sino  que  es  un  simple 
detentador  con  la  obligación  de  preser- 
var de  todo  daño  la  cosa  que  se  le  ha- 
ya confiado. 

Art.  959.  Si  al  depositario  se  le  con- 
cediere el  uso  de  la  cosa  depositada,  á 
petición  suya  ó  por  libre  oferta  del  de- 
positante, el  contrato,  en  el  primer 
caso  inmediatamente  después  de  la 
concesión,  y  en  el  segundo  desde  el 
instante  en  que  el  depositario  haya 
aceptado  el  derecho  ofrecido  ó  haya 
realmente  comenzado  á  hacer  uso  de 
la  cosa,  dejará  de  ser  un  contrato  de 
depósito  y  se  transformará  en  mutuo  si 
se  tratase  de  cosas  fungibles,  y  en  co- 
modato si  de  cosas  no  fungibles,  y  ten- 
drán lugar  los  derechos  y  obligaciones 
que  nacen  de  dichos  contratos. 

Art.  960.  Podrán  ponerse  en  custodia 
tanto  las  cosas  muebles  como  las  in- 
muebles. Si  al  depositario  se  le  diera 
al  mismo  tiempo  alguna  otra  incum- 
bencia relativa  á  la  cosa  que  se  le  con- 
fie, será  considerado  como  mandatario. 

Art.  96L  Es  obligación  principal  del 
depositario  custodiar  diligentemente, 
durante  el  tiempo  convenido,  la  cosa 


que  se  le  haya  confiado,  y  pasado  éste, 
restituirla  al  depositante  en  el  estado 
en  que  la  haya  recibido,  con  todas  sus 
accesiones. 

Art.  962.  El  depositario  deberá  resti- 
tuir la  cosa  al  depositante,  á  petición 
de  éste,  aun  antes  de  que  haya  trans- 
currido el  tiempo  convenido,  y  nada 
podrá  exigir  á  reserva  de  la  repara- 
ción del  daño  que  por  caso  fortuito  se 
le  hubiere  ocasionado.  Por  el  contrario, 
no  podrá  restituir  la  cosa  antes  que 
haya  transcurrido  el  tiempo,  sino  cuan- 
do una  circunstancia  imprevista  le  haga 
imposible  custodiar  la  cosa  con  seguri- 
dad ó  sin  perjuicio  propio. 

Art.  963.  Si  no  se  hubiere  establecí- 
do  expresamente  la  duración  del  depó- 
sito, ni  puede  deducirse  de  las  circuns- 
tancias accesorias,  podrá  levantarse 
aquél  á  conveniencia  de  los  intere- 
sados. 

Art.  964.  El  depositario  será  respon- 
sable para  con  el  depositante  del  daño 
que  se  le  haya  ocasionado  por  falta  de 
la  diligencia  debida,  pero  no  lo  será 
del  caso  fortuito  ni  aun  cuando  hubiera 
podido  salvar  la  cosa  depositada,  sien- 
do de  mucho  precio,  sacrificando  la 
suya  propia.  « 

Art.  965.  Si  el  depositario  hubiere 
hecho  uso  de  la  cosa  depositada,  y  sin 
necesidad  y  sin  el  asentimiento  del  de- 
positante la  hubiere  confiado  á  la  custo- 
dia de  un  tercero,  ó  hubiere  diferido  su 
restitución  y  la  cosa  hubiere  sufrido  un 
daño  á  que  no  habría  estado  expuesta 
en  poder  del  depositante,  no  podrá  aquél 
oponer  la  excepción  del  caso  fortuito,  y 
será  responsable  del  daño  que  de  ello 
haya  resultado. 

Art.  966.  Si  las  cosas  se  dieron  en 
depósito  encerradas  ó  selladas  y  des- 
pués sufriere  deterioro  ó  fuese  rota  la 
cerradura  ó  el  sello,  el  depositante  que 
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sostenga  que  falta  alguna  cosa  será 
admitido,  de  conformidad  con  lo  pres- 
crito por  la  ley  Judicial,  á  jurar  que  ha 
sufrido  tal  daño,  siempre  que  tenien- 
do en  cuenta  su  condición,  profesión, 
fortuna  y  otras  circunstancias  se  le 
crea  veraz,  á  no  ser  que  el  deposita- 
rio pueda  probar  que  la  lesión  del  seÜQ 
ó  de  la  cerradura  haya  ocurrido  sin  cul- 
pa suya.  Lo  mismo  deberá  observarse 
cuando  las  cosas  depositadas  en  esta 
forma  se  hayan  perdido  enteramente. . 

Art.  967.  Deberá  el  depositante  in- 
demnizar al  depositario  del  daño  que 
por  culpa  suya  se  le  haya  ocasionado  y 
reembolsQ^rle  los  gastos  hechos  por  ^l 
mismo  para  conservar  la  cosa  deposi- 
tada ó  para  aumentar  sus  utilidades 
permanentes.  Si  en  caso  de  necesidad 
hubiere  sacrificado  el  depositario  la 
cosa  propia  para  salvar  la  depositada, 
podrá  exigir  una  indemnización  consi- 
guiente. Las  acciones  recíprocas  entre 
el  depositario  y  el  depositante  de  efec- 
tos muebles  sólo  podrán  promoverse 
en  los  treinta  días  siguientes  á  la  resti- 
tución de  la  cosa. 

Art.  968.  Si  una  cosa  cuestionada 
fuere  dada  á  alguno  en  custodia  por 
las  partes  contendientes  ó  por  el  Juez, 
el  que  ]a  custodie  se  llama  depositario, 
y  sus  derechos  y  obligaciones  quedan 
determinados  por  los  principios  antes 
establecidos. 

Art.  969.  La  gratificación  por  la  cus- 
todia sólo  podrá  pretenderse  cuando 
haya  sido  expresamente  ó  según  la 
condición  del  depositario  tácitamente 
convenida. 

Art.  970.  Los;lueños  de  hospederías 
y  los  porteadores  por  agua  ó  por  tierra 
son  responsables,  lo  mismo  que  un  de- 
positario, de  las  cosas  que  se  les  hayan 
entregado  á  ellos  ó  á  las  personas  que 
están  á  su  servicio  por  los  pasajeros 


ó  como  objeto  de  transporte  (artícu- 
lo 1.316). 

CAPÍTULO  XX.— DEL  COMODATO 

Art.  971.  Hay  contrato  de  comoda- 
to cuando  se  entrega  á  uno  por  deter- 
minado tiempo  una  cosa  no  íungible 
para  su  simple  uso  gratuito.  El  conve- 
nio, en  el  que  se  promete  dar  prestada 
una  cosa  sin  entregarla,  es  obligatorio^ 
pero  no  es  todavía  contrato  de  como- 
dato. 

Art.  972.  El  comodatario  adquiere 
el  derecho  de  hacer  de  la  cosa  el  uso 
ordinario  y  precisamente  convenido. 
Transcurrido  el  tiempo,  deberá  resti- 
tuir la  cosa  misma. 

Art.  973.  Si  no  se  hubiere  fijado 
tieúipo  alguno  para  la  restitución,  pero 
sí  se  hubiere  determinado  el  fin  para  el 
que  fué  concedido  el  uso  de  la  cosa, 
tendrá  el  comodatario  la  obligación  de 
no  tardar  en  hacer  uso  de  ella  y  de  res- 
tituirla lo  más  pronto  posible. 

Art.  974.  Si  no  se  hubiere  determi- 
nado la  duración  ni  el  fin  del  uso  con- 
cedido, no  habrá  verdadero  contrato, 
sino  un  uso  precario;  y  el  que  haya 
concedido  á  otro  la  cosa,  podrá  repetir- 
la cuando  le  plazca. 

Art.  975.  Si  surgiere  controversia 
sobre  la  duración  del  uso,  correspon- 
derá al  comodatario  probar  el  derecho 
á  un  uso  por  más  tiempo. 

Art.  976.  Aunque  la  cosa  objeto  del 
comodato  venga  á  ser  necesaria  para 
el  mismo  comodante,  antes  que  haya 
transcurrido  el  tiempo  y  terminado  el 
uso,  no  por  eso  tendrá  éste  derecho  á 
exigirla  antes,  excepto  en  el  caso  de 
convenio  expreso. 

Art.  977.  Por  regla  general,  podrá 
el  comodatario  restituir  la  cosa  objeto 
del  comodato,  aun  antes  del  tiempo  es- 
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tablecido;  pero  si  esta  prematura  res- 
títución  resultare  gravosa  para  el  co- 
modante, DO  podrá  hacerse  contra  su 
voluntad. 

Art.  978.  Si  el  comodatario  se  sir- 
viere de  la  cosa  prestada  para  uso  di- 
ferente del  convenido,  ó  si  de  propia 
autoridad  concediere  el  uso  de  ella  á 
tercero,  será  responsable  ante  el  como- 
dante, el  cual  tendrá  también  el  dere- 
cho á  pedir  inmediatamente  la  restitu- 
ción de  la  cosa. 

Art.  979.  Si  la  cosa  objeto  del  como- 
dato se  deteriorare  ó  destruyere,  el  co- 
modatario estará  obligado,  como  el  de- 
positario (art.  965),  á  reparar,  no  sólo 
el  daño  inmediatamente  ocasionado  por 
culpa  suya,  sino  también  el  accidental 
Á  que  haya  dado  lugar  con  un  acto  con- 
trario á  la  ley. 

Art.  980.  El  comodatario  que  por 
haberse  perdido  la  cosa  prestada  baya 
"abonado  su  importe,  no  tendrá  dere- 
cho, si  volviera  á  encontrarse  dicha 
cosa,  á  quedarse  con  ella  contra  la  vo- 
luntad del  propietario,  si  éste  estuvie- 
re dispuesto  á  restituirle  el  precio  reci- 
bido. 

Art.  981.  Serán  de  cuenta  del  como- 
datario los  gastos  comúnmente  anejos 
al  uso  de  la  cosa.  Los  gastos  extraor- 
dinarios necesarios  para  conservarla 
deberá  anticiparlos  cuando  no  pueda  ó 
no  quiera  dejar  la  cosa  al  cuidado  del 
propio  comodante;  pero  tendrá  derecho 
á  que  se  le  reembolsen  lo  mismo  que  á 
un  poseedor  de  buena  fe. 

Art.  982.  Si  el  comodante,  después 
de  haber  recibido  la  cosa  prestada  no 
reclamare  en  el  término  de  treinta  días 
por  el  abuso  hecho  de  ella  ó  por  su  ex- 
cesivo deterioro,  ó  del  mismo  modo,  si 
el  comodatario,  dentro  del  mismo  pla- 
zo^  no  hubiere  hecho  mención  de  los 
gastos  extraordinarios  empleados  en 


la  cosa,   quedará   extinguida  la   ac- 
ción. 

CAPÍTULO  XXI.— DEL  CONTRATO 
DE  PRÉSTAMO 

Art.  983.  Hay  contrato  de  préstamo, 
cuando  se  entregan  á  uno  cosas  fungi- 
bles,  á  condición  de  que  éste  pueda  dis- 
poner de  ellas  según  le  convenga,  pero 
que  deberá  restituir  después  de  cierto 
tiempo>  otro  tanto  de  la  misma  especie 
y  calidad.  Dicho  contrato  no  debe  con- 
fundirse con  el  convenio,  aunque  igual- 
mente obligatorio  (art.  936)  de  dar  en 
lo  sucesivo  un  préstamo. 

Art.  984.  Se  dan  á  préstamo  el  dine- 
ro y  las  demás  cosas  fungiblés  con  in- 
terés ó  sin  él.  En  el  primer  caso,  el 
préstamo  se  llama  también  contrato 
feneratieio . 

Art.  985.  El  préstamo  de  dinero  pue- 
de hacerse  en  metálico,  en  papel  mone- 
da ó  en  obligaciones  públicas. 

Art.  986.  Las  leyes  especiales  relati- 
vas á  esta  materia  determinarán  cuán- 
do podrá  contratarse  un  préstamo  en 
dinero  en  general,  y  en  qué  valores  de- 
berá restituirse  este  préstamo,  ó  el  he- 
cho en  papel  moneda. 

Art.  987.  Si  .el  prestamista  hubiere 
estipulado  la  restitución  en  la  particu- 
lar especie  de  moneda  que  él  haya  dado, 
deberá  hacerse  la  restitución  en  dicha 
clase  (1). 

Art.  988.  Los  cambios  en  monedas 
efectuados  en  virtud  de  la  ley  sin  al- 
teración del  valor  intrínseco  de  éstas, 
redundarán  en  favor  ó  en  perjuicio  del 


(1)  Este  artículo  ha  sido  modificado  por  varias 
leyes  que  ordenan  la  circulación  forzosa  de  los 
billetes  del  Banco  Nacional  Austriaco,  y  otras 
(Junio,  1848;  Febrero,  1856;  Abril,  1858). 
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prestamista.  Recibirá  éste  el  pago  en 
la  misma  especie  que  la  ha  dado,  por 
ejemplo»  1.000  zequines  imperiales  ó 
3.000  piezas  de  veinte  quilates,  sin  tener 
en  cuenta  si  su  valor  intrínseco  se  ha 
aumentado  ó  disminuido  entre  tanto. 
Variado,  pues,  el  valor  intrínseco  de 
aquéllos,  deberá  hacerse  el  pago  con 
arreglo  al  valor  intrínseco  que  la  espe- 
cie de  la  moneda  tenía  cuando  se  hizo 
el  préstamo. 

Art.  989.  Si  cuando  deba  hacerse  el 
pago  no  tuviera  ya  curso  en  el  Estado 
esa  especie  de  moneda,  el  deudor  esta- 
rá obligado  á  pagar  al  acreedor  con 
monedas  que  próximamente  se  le  ase- 
mejen por  el  número  y  la  calidad,  de 
modo  qué  el  acreedor  pueda  conseguir 
el  valor  intrínseco  que  tenía  la  especie 
que  dio  al  hacer  el  préstamo. 

Art.  990.  El  préstamo  en  obligacio- 
nes públicas  podrá  contratarse  válida- 
mente, de  modo  que  pueda  hacerse  la 
restitución  en  obligaciones  comple- 
tamente iguales  á  las  prestadas,  ó  en 
una  cantidad  de  dinero  -^gual  al  valor 
que  tenía  la  obligación  cuando  el  prés- 
tamo se  hizo. 

Art.  991.  Si  en  vez  de  dinero  se  die- 
re á  préstamo  un  recibo  ó  documento 
privado  ó  mercancías,  sólo  estará  obli- 
gado el  deudor  á  restituir  el  recibo  ó 
las  nSercancías  recibidas,  no  deteriora- 
das, ó  á  indemnizar  al  acreedor  del 
daño  que  éste  pruebe  haber  experi- 
mentado. 

Art.  992.  En  el  préstamo  que  no  sea 
de  dinero,  sino  de  otras  cosas  fungíbles, 
cuando  se  haya  convenido  restituirlo 
en  la  misma  especie,  en  la  misma  cali- 
dad y  cantidad,  no  producirá  efecto  al- 
guno el  que  entre  tanto  haya  aumenta- 
do ó  disminuido  su  valor. 

Art.  993.  (Derogado.)  Si  el  presta- 
mista hubiere  estipulado,  en  cualquier 


préstamo,  tácita  ó  expresamente,  en 
su  favor  más  de  lo  que  haya  dado,  ya 
en  géneros,  ya  en  calidad,  ya  en  canti- 
dad, sólo  será  válido  el  contrato  cuan- 
do no  se  exceda  la  medida  de  los  inte- 
reses lícitos  convencionales  (1). 

Art.  994.  (Derogado.)  En  el  préstamo 
con  prenda  podrá  estipularse  el  interés 
de  5  por  100  anual,  y  en  el  préstamo 
sin  prenda  el  de  6  por  100.  Este  límite 
de  los  intereses  lícitos  convencionales 
deberá  sobrentenderse,  aun  cuando  se 
hayan  convenido  los  intereses,  pero 
no  se  haya  determinado  el  tanto  (2). 

Art.  995.  (Derogado.)  Si  á  alguno  so 
le  debieren  los  intereses  sin  convenio 
expreso,  sino  en  virtud  de  la  ley,  con- 
sistirá el  interés  legal  de  aquéllos  en  el 
4  por  100  anual.  Entre  comerciantes  y 
fabricantes  autorizados,  deberá  pagar- 
se como  interés  por  deudas  resultan- 
tes de  asuntos  propiamente  comercia- 
les, el  6  por  100  anual  (3). 

Art.  996.  (Derogado.)  Si  fuera  de  los 
pactos  relativos  al  lugar  y  tiempo  del 
pago  del  capital  y  de  los  intereses,  hu- 
biere estipulado  el  prestamista  otras 
prestaciones  accesorias  bajo  cualquier 
forma  y  denominación,  ó  si  hubiere  es- 
tipulado ventajas  accesorias  para  sí  ó 
para  otros,  ni  unas  ni  otras  tendrán  va- 

(1)  Este  artículo  y  los  siguientes,  hasta  el  1.000 
ioclusive,  hau  sido  derogados  por  la  ley  do  14 
de  Diciembre  de  1866,  cuyo  art.  7."  prohibe  las 
limitaciones  de  pactar  cualquier  interés,  asi 
como  de  cobrar  interés  compuesto.  Cuando  no  se 
pacten  intereses,  pero  éstos  sean  legales,  y  cuan- 
do se  pacten  sin  determinar  su  cuantía,  se  enten- 
derá que  son  el  6  por  100. 

En  14  de  Junio  de  1868  se  dictó  una  ley  dero- 
gando las  que  había  contra  la  usura,  en  la  que  se 
consignaban  casi  los  mismos  extremos  que  res- 
pecto del  interés  se  establecían  en  la  citada  de 
Diciembre  de  1866. 

(2)  Véase  la  nota  puesta  al  artículo  anterior. 
(8)    Véase  la  nota  puesta  al  art.  993. 
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lidez  cuando,  considerado  el  total,  se 
haya  traspasado  el  limite  de  los  intere- 
ses convencionales  lícitos  (1). 

Art.  997.  (Derogado.)  Los  intereses 
deberán  abonarse  generalmente  al  mis- 
mo tiempo  que  se  restituya  el  capital, 
ó  si  se  hubiere  hecho  el  préstamo  por 
varios  años,  sin  haber  convenido  res- 
pecto del  tiempo  de  pagar  los  intere- 
ses, deberán  abonarse  todos  los  años. 
No  podrán  descontarse  anticipadamen- 
te más  que  por  seis  meses  á  lo  sumo. 
Los  intereses  deducidos  por  anticipado 
fuera  de  este  límite,  deberán  descontar- 
se del  capital  desde  el  día  de  la  deduc- 
ción (1). 

Art.  998.  (Derofado.)  No  podrán  co- 
brarse los  intereses  de  los  intereses. 
Con  los  que  se  deban  todavía  de  dos  ó 
más  años,  podrá  formarse,  mediante 
convenio,  un  nuevo  capital  (1). 

Art.  999.  (Derogado.)  En  el  préstamo 
de  dinero  deberán  abonarse  los  intere- 
ses en  los  mismos  valores  que  e^  ca- 
pital (1). 

Art.  1.000.  En  la  ley  especial  sobre 
la  usura  se  determinaráel  procedimien- 
to contra  la  que  exceda  al  límite  lícito 
de  los  intereses  (1). 

Art.  1.001.  Para  que  el  documento 
del  contrato  de  préstamo  haga  prueba 
plena,  deberá  expresarse  en  él,  con 
lealtad  y  claridad,  el  verdadero  pres- 
tamista ó  sea  el  acreedor,  y  el  ver- 
dadero prestatario  ó  sea  el  deudor;  el 
objeto  é  importe  del  préstamo,  y  si  con- 
siste en  dinero,  también  la  especie  de 
éste,  y,  por  último,  todas  las  condicio- 
nes relativas  al  pago,  tanto  de  la*deu- 
da  principal,  como  de  los  intereses  que 
hayan  de  abonarse.  La  forma  extrínse- 
ca del  documento  para  que  tenga  fuer- 


(!)    Véase  ia  nota  puesta  al  art.  998. 


za  probatoria  se  halla  determinada  en 
la  ley  Judicial. 

CAPÍTULO  XXII.— DEL  MANDATO  Y  DE 
OTRAS  CLASES  DE  ADMINISTRACIÓN  DE 
ASUNTOS. 

Art.  1.002.  Llámase  contrato  de 
mandato  aquel  en  virtud  del  cual  se 
encarga  uno,  en  nombre  de  otro,  de  un 
asunto  que  se  le  confía. 

Art.  1.003.  Las  personas  destinadas 
por  la  autoridad  pública  para  ciertos 
asuntos,  y  que  reciban  una  comisión 
relativa  á  ellos,  están  obligadas  á  de- 
clarar expresa  é  inmediatamente  al 
comitente  si  la  aceptan  ó  no,  siendo  en 
otro  caso  responsables  del  perjuicio 
con  ello  ocasionado. 

Art.  1.004.  Si  para  la  gestión  de  un 
asunto  de  otro  se  hubiere  convenido 
una  remuneración,  ya  expresamente, 
ya  de  un  modo  tácito,  teniendo  en  cuen- 
ta  la  condición  del  mandatario,  el  con- 
trato pertenecerá  á  los  onerosos.  Fue- 
ra de  este  caso  el  mandato  será  un 
contrato  gratuito. 

Art.  1.005.  El  contrato  de  mandato 
podrá  hacerse  de  palabra  y  por  escri- 
to. Llámase  también  mandato  (poder) 
al  documento  que  el  mandante  expide 
con  este  objeto  al  mandatario. 

Art.  1.006.  Los  mandatos  ó  poderes 
serán  generales  ó  especiales,  según  se 
confie  á  uno  la  administración  de  todos 
los  asuntos  ó  sólo  de  algunos  de  ellos. 
Los  mandatos  especiales  pueden  tener 
por  objeto  asuntos  meramente  judicia- 
les ó  meramente  extrajudiciales,  en  ge- 
neral, ó  asuntos  particulares  de  una  ó 
de  otra  clase. 

Art.  1.007.  Se  darán  los  mandatos  ó 
poderes  con  facultad  ilimitada  ó  limi- 
tada de  obrar.  En  los  primeros  se  con- 
fiere al  mandatario  el  derecho  de  tratar 
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debería  por  su  trabajo,  calculado  por  el 
^alor  máximo  de  estima. 

Art.  1.016.  Si  el  mandatario  hutiere 
traspasado  los  límites  de  su  mandato, 
sólo  estará  obligado  el  mandante  cuan- 
do apruebe  el  asunto  ó  se  aproveche  de 
las  utilidades  provinientes  de  aquél. 

Art,  1.017.  Como  el  mandatario,  se- 
gún el  tenor  del  mandato,  representa 
al  mandante,  podrá  éste  adquirir  dere- 
chos é  imponer  obligaciones.  Por  con- 
siguiente, si  el  mandatario  contratase 
con  un  tercero  dentro  de  los  límites  de 
un  mandato  público,  los  derechos  y 
obligaciones  que  de  ello  se  deriven  se 
contraen  por  el  mandante  y  por  el  ter- 
cero, y  no  por  el  mandatario.  El  man- 
dato reservado  dado  al  mandatario  no 
influye  en  los  derechos  de  tercero. 

Art.  1.018.  Aun  en  el  caso  en  que  el 
mandante  haya  nombrado  un  manda- 
tario sin  capacidad  para  obligarse  por 
si  mismo,  los  asuntos  arreglados  por 
éste,  dentro  de  los  limites  del  mandato, 
obligan  tanto  al  mandante  como  al  ter- 
cero. 

Art.  1.019.  Si  el  mandatario  ha  teni- 
do y  aceptado  un  mandato  para  confe- 
rir cualquiera  ventaja  á  un  tercero, 
éste,  apenas  tenga  noticia  de  ello  por 
el  mandante  ó  por  el  mandatario,  ad- 
quiere el  derecho  á  entablar  la  acción 
tanto  contra  el  uno  como  contra  el  otro. 

Art.  1.020.  El  mandante  tiene  la  fa- 
cultad de  revocar,  cuando  le  plazca,  el 
mandato.  Pero  deberá  reembolsar  al 
mandatario,  no  sólo  los  gastos  hechos 
en  el  tiempo  intermedio  é  indemnizarle 
del  daño  que  hubiere  sufrido,  sino  tam- 
bién á  dar  al  mismo  una  parte  de  la  re- 
muneración correspondiente  al  trabajo 
que  haya  prestado;  lo  que  también  ten- 
drá lugar  cuando  por  caso  fortuito  no 
haya  podido  ultimarse  el  asunto. 

Art.  1.021.    También  podrá  el  man- 


datario renunciar  el  mandato  acepta- 
do. Pero  si  lo  renunciare  antes  de  ha- 
ber ultimado  el  asunto  que  especial- 
mente se  le  haya  confiado  ó  que  haya 
comenzado  en  virtud  de  un  mandato 
general,  estará  obligado  á  resarcir 
cualquier  daño  que  de  ello  se  haya  de- 
rivado, á  no  ser  que  se  haya  interpues- 
to un  impedimento  no  previsto  é  inevi- 
table. 

Art.  r.022.  Por  regla  general,  cesará 
el  mandato  con  la  muerte  tanto  del 
mandante  como  del  mandatario.  Y  si  el 
asunto  comenzado  no  pudiera  interrum- 
pirse sin  evidente  perjuicio  de  los  he- 
rederos, ó  si  el  mandato  se  hizo  exten- 
sivo también  para  el  caso  de  la  muerte 
del  mandante,  tendrá  el  mandatario  el 
derecho  y  la  obligación  de  llevar  el 
asunto  á  su  debido  término. 

Art.  1.023.  Los  mandatos  dados  ó 
recibidos  por  una  colectividad,  Armi- 
narán  cuando  cese  ésta. 

Art.  1.024.  Si  se  abriere  concursó  de 
acreedores  sobre  los  bienes  del  man- 
dante, no  tendrán  validez,  después  de 
la  publicación  del  concurso,  ninguno 
de  los  actos  que  emprenda  el  mandata- 
rio á  nombre  del  concursado. 

Art.  1.025.  Si  cesare  el  mandato  por 
revocación  ó  por  renuncia,  ó  por  muer- 
te del  mandante  ó  del  mandatario,  los 
asuntos  que  no  admitan  dilación  debe- 
rán, no  obstante  dicho  suceso,  conti- 
nuarse hasta  tanto  que  el  mandante  ó 
sus  herederos  hayan  dado,  ó  por  lo 
menos  hayan  podido  fácilmente  dar 
otras  disposiciones. 

Art.  1.026.  Seguirán  siendo  obliga- 
torios también  los  convenios  hechos 
con  tercero,  que  sin  culpa  suya  ignore 
que  ha  cesado  el  mandato,  y  él  man- 
dante sólo  podrá  exigir  al  mandatario 
la  indemnización  cuando  éste  haya 
ocultado  la  cesación. 
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bolsarle  los  gastos  hechos  con  este  ob- 
jeto. 

Art.  1.038.  Si  esta  ventaja  no  fuese 
maniñesta,  ó  si  el  administrador,  de 
propia  autoridad,  hubiere  hecho  altera- 
ciones en  la  cosa  de  un  tercero,  tan 
esenciales  que  la  hiciesen  inservible 
para  el  objeto  en  que  hasta  entonces  se 
habia  empleado,  éste  no  estará  obliga- 
do á  resarcimiento  alguno,  sino  que, 
por  el  contrario,  podrá  pedir  que  le  sus- 
tituya el  administrador,  por  su  cuenta, 
la  cosa  en  su  primitivo  estado,  y  si  esto 
fuera  imposible,  le  dé  una  plena  com- 
pensación. 

Art.  1.039.  El  que  sin  mandato  hu- 
biere emprendido  un  asunto  ajeno,  de- 
berá continuarlo  hasta  el  ñn,  y  dar 
cuenta  exacta  lo  mismo  que  un  manda- 
tario. 

Art.  1.040.  El  que  se  meta  en  asun- 
tos ajenos  contra  la  voluntad  válida- 
mente declarada  de  su  propietario,  ó 
con  su  ingerencia  impida  su  desem- 
peño al  legitimo  mandatario,  será  res- 
ponsable, no  sólo  del  daño  y  del  perjui- 
cio producidos,  sino  que  perderá  tam- 
bién los  gastos  que  hubiese  hecho, 
cuando  no  puedan  retirarse  en  especie. 

Art.  1.041.  Cjaando  sin  haber  admi- 
tido un  asunto  ajeno  con  mandato  se 
emplee  una  cosa  en  beneficio  de  otro, 
el  propietario  tendrá  el  derecho  de  exi- 
girla en  su  estado  natural,  y  no  pudien- 
do  hacerse  esto,  de  exigir  el  valor  que 
tenia  cuando  se  empleó,  aun  cuando  el 
beneficio  hubiere  desaparecido  en  se- 
guida. 

Art.  1.042.  El  que  haga  por  otro 
aquellos  gastos  que  por  disposición  de 
la  ley  hubiera  debido  hacer  éste  por  sí 
mismo,  tendrá  derecho  á  que  se  le 
reembolsen. 

Art.  1.043.  Si  alguno,  en  caso  de  ne- 
cesidad, para  evitarse  un  daño  mayor 
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ó  evitarlo  á  otro,  hubiere  sacrificado  su 
propiedad,  todos  los  que  obtuvieran  be- 
neficio de  esto  deberán  contribuir  pro- 
porcionalmente  á  indemnizarle.  Es  ob- 
jeto de  las  leyes  maritimas  la  más  am- 
plia aplicación  de  este  principio  á  los 
peligros  ó  averias  de  mar. 

Art.  1.044.  El  reparto  de  los  daños 
de  guerra  será  regulado  por  la  autori- 
d^ad  política,  según  reglas  especiales. 

CAPÍTULO  XXlll.— DEL    CONTRATO 
DE  PERMUTA 

Art.  1.045.  Es  la  permuta  un  contra- 
to en  el  que  se  da  una  cósala  cambio 
de  otra.  La  entrega  efectiva  de  la  cosa 
no  es  necesaria  para  la  esencia  de  este 
contrato  sino  para  su  cumplimiento  y 
para  adquirir  la  propiedad. 

Art.  1.046.  El  dinero  no  es  objeto  del 
contrato  de  permuta.  No  obstante,  pue- 
den ser  objeto  de  permuta  el  oro  y  la 
plata  como  mercancías,  y  también  el 
oro  y  la  plata  acuñados  cuando  se  cam- 
bien unas  monedas  por  otras,  como 
monedas  de  oro  por  monedas  de  plata, 
monedas  menores  por  otras  de  mayor 
valor. 

Art.  1.047.  En  virtud  del  contrato  es- 
tán obligados  los  permutantes  á  trans- 
mitir y  á  recibir  en  libre  posesión  las 
cosas  permutadas  con  arreglo  al  con- 
venio, con  sus  partes  componentes  y 
con  todos  los  accesorios  en  debido 
tiempo,  en  el  lugar  establecido  y  en  el 
estado  en  que  se  hallaban  cuando  se 
hizo  el  contrato.  El  que  no.  cumpla  con 
su  obligación  será  responsable  para 
con  el  otro  de  los  daños  y  perjuicios. 

Art.  1.048.  Si  se  hubiere  fijado  el 
tiempo  de  la  entrega  y  se  hubiere  pues- 
to fuera  del  comercio  por  prohibición 
la  cosa  especial  permutada,  ó  se  des- 
truyese del  todo  por  caso  fortuito  ó  por 
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más  de  la  mitad  de  su  valor,  se  tendrá 
por  no  hecha  la  permuta. 

A rt.  1.049.  Los  demáe  deterioros  de 
la  cosa  y  los  dem&s  gravámenes  que 
sobrevengan  entre  tanto  por  casofor- 
tulto,estarán¿cargodel  poseedor.  Pero 
si  las  cosas  se  hubieran  contratado  en 
globo,  el  caso  fortuito,  por  el  que  pe- 
rezcan algunas  de  las  cosas  permuta- 
das, perjudicará  al  aceptante,  ano  ser 
que  se  haya  alterado  todo  por  más  de 
la  mitad  de  su  valor. 

Art.  1.050.  Hasta  la  fecha  estableci- 
da para  la  entrega  pertenecerán  las 
utilidades  ele  la  cosa  al  poseedor.  Des- 
de esta  fecha  en  adelante  se  deberán 
con  las  accesiones,  á  quien  deba  reci- 
birlas, aunque  todavía  no  se  baya  efec- 
tuado la  entrega. 

Art.  1.051.  Si  no  se  hubiere  Ajado  el 
tiempo  para  la  entrega  de  la  cosa  de- 
terminada, y  si  no  pudiera  imputarse 
la  culpa  á  ninguna  de  las  partes,  debe- 
rán aplicarse,  al  hacer  la  entrega,  las 
disposiciones  prescritas  tíobre  el  peli- 
gro y  sobre  los  frutos  (artículos  1.048  á 
1.050),  ano  ser  que  las  partes  hayan 
convenido  otra  cosa. 

Art.  1.052.  El  que  exija  la  entrega 
deberá  haber  cumplido  ya  su  obliga- 
ción ú  estar  pronto  á  cumplirla. 

CAPÍTULO   XXIV.— DEL   CONTRATO 
DE   COMPRA-VENTA 

Art.  1.053.  El  contrato  de  compra- 
venta es  aquel  por  el  que  se  da  &  otro 
una  cosa  por  una  determinada  cantidad 
de  dinero.  Este  contrato  se  clasifica, 
como  la  permuta,  entre  los  títulos  y 
modos  legítimos  de  adquirir  la  propie- 
dad, solo  se  hará  la  adquisición  de  la 
propiedad  con  la  entrega  de  la  cosa 
vendida.  Mientras  no  haya  sido  entre- 


gada, conserva  el  vendedor  su  pro- 
piedad. 

Art.  1.054.  En  las  reglas  relativas, 
en  general,  á  los  contratos,  se  halla  de- 
terminado cuál  debe  ser  el  consenti- 
miento del  comprador  y  del  vendedor,  y 
qué  cosas  pueden  ser  compradas  y  ven- 
didas. El  precio  deberá  consistir  en  di- 
ñero  efectivo;  no  podrá  ser  indetermi- 
nado ni  contrario  á  la  ley. 

Art.  1.055.  Si  la  cosa  fuere  vendida 
en  parte  por  dinero  y  en  parte  por  otras 
cosas,  se  considerará  el  contrato  de 
compra-venta  6  de  permuta,  según  im- 
porte más  ó  menos  del  valor  ordinario 
de  la  cosa  el  precio  en  dinero;  y  si  la 
cantidad  dada  en  dinero  fuere  igual  al 
valor  de  la  cosa,  se  considerará  el  con- 
trato de  compra-venta. 

Art.  1.056.  El  comprador  y  el  vende- 
dor podrán  dejar  el  precio  también  &  la 
decisión  de  una  tercera  persona  deter- 
minada. Si  ésta  no  declarase  el  precio 
en  el  plazo  convenido,  ó  si  no  habién- 
lióse  fijado  plazo  alguno,  quisiere  reti- 
rarse una  de  las  partes  antes  de  la  de- 
claración del  precio,  se  considerará  el 
contrato  de  compra-venta  como  si  no 
se  hubiere  hecho. 

Art.  1.057.  Si  se  hubiere  dejado  á 
varias  personas  la  determinación  del 
precio,  se  decidirá  por  mayoría  de  vo- 
tos. Si  los  votos  estuviesen  tan  discor- 
des que  el  precio  no  resultase  tampoco 
de  la  mayoría  efectiva  de  votos,  se  ten- 
drá por  no  hecha  la  compraventa. 

Art,  1.058.  También  podrá  servir 
para  la  determinación  del  precio  el  va- 
lor convenido  en  una  enajenación  an- 
terior. Si  se  tomó  como  norma  el  precio 
ordinario  del  mercado,  se  entenderá  el 
precio  medio  del  mercado  del  lugar  y 
del  tiempo  en  que  el  contrato  debe  eje- 
cutarse. 

Art.  1.059.    Cuando  se  trate  de  mer> 
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canelas  para  las  que  esté  establecida 
la  tasa,  será  contrario  á  la  ley  cual- 
quier precio  mayor  que  ésta,  y  el  com- 
prador podrá  dirigirse  á  la  autoridad 
política  para  que  se  le  indemnice  de 
cualquier  lesión,  por  pequeña  que  sea. 
Art.  1.060.  Salvo  este  caso,  la  com- 
pra venta  sólo  podrá  ser  impugnada, 
tanto  por  el  comprador  como  por  el 
vendedor;  á  titulo  de  cesión  por  más  de 
la  mitad  (artículos  934  y  935).  Tiene 
también  lugar  este  recurso  cuando  la 
determinación  del  precio  se  haya  deja- 
do á  un  tercero. 

Art.  1.061.  El  vendedor  deberá  cus 
todiar  diligentemente  la  cosa  hasta  el 
tiempo  de  la  entrega,  y  entregarla  al 
comprador  con  observancia  de  las  dis- 
posiciones establecidas  sobre  la  per- 
muta (art.  1.047). 

Art.  1.062.  El  comprador,  en  cam- 
bio, está  obligado  á  recibir  la  cosa  in- 
mediatamente ó  en  la  época  convenida, 
y  abonar  al  mismo  tiempo  su  valor  en 
diqero,  pudiendo,  en  otro  caso,  el  ven- 
dedor negarse  á  entregarla. 

Art.  1.063.  Si  el  vendedor  entregare 
al  comprador  la  cosa  sin  recibir  su  im- 
porte, la  cosa  se  considerará  vendida  á 
crédito,  y  su  propiedad  pasará  inme- 
diatamente al  comprador. 

Art.  1.064.  Respecto  del  peligro  y  de 
las  utilidades  de  la  cosa  comprada,  pe- 
ro no  entregada,  se  aplicarán  los  mis- 
mos principios  establecidos  para  el 
contrato  de  permuta  (artículos  1.048 
al  1.051). 

Art.  1.065.  Si  se  compraren  cosas 
meramente  esperadas,  se  aplicarán  en- 
tonces las  disposiciones  contenidas  en 
el  capítulo  de  los  contratos  aleatorios. 
Art.  1.066.  Todos  los  casos  que  se 
presenten  en  el  contrato  de  compra-ven- 
ta y  que  no  estén  expresamente  resuel- 
tos por  la  ley,  deberán  definirse  según 
Tomo  IX. ^Instituciones  jorípicas. 


las  reglas  establecidas  en  los  capítulos 
de  los  contratos  en  general  y  del  con- 
trato de  permuta  en  particular. 

Art.  1.067.  Las  cláusulas  particula- 
res, ó  s€an  los  pactos  anejos  al  contra- 
to de  compra  y  venta,  son:  el  pacto  de 
recompra  y  el  de  reventa;  el  pau^to  de 
prelación;  la  venta  á  prueba;  la  venta 
con  reserva  de  mejor  comprador,  y  fi- 
nalmente, el  contrato  estimativo. 

Art  1.068.  El  derecho  de  recobrar 
de  nuevo  la  cosa  vendida,  se  llama  de- 
recho de  recompra.  Si  este  derecho  es 
atribuido  al  vendedor  en  general  y  sin 
más  prjBcisa  determinación,  deberá, 
por  una  parte,  restituirse  la  cosa  en  el 
estado  en  que  se  hallaba,  y  por  la  otra 
el  precio  pagado;  las  utilidades  por  una 
y  por  otra  parte  percibidas  en  el  tiempo 
intermedio  del  dinero  y  de  la  cosa,  se 
compensan  recíprocamente. 

Art,  1.069.  Si  el  comprador  hubiere 
mejorado  con  su  propio  peculio  la  cosa 
comprada  ó  hubiere  hecho  gastos  ex- 
traordinarios para  su  conservación,  de- 
berá reembolsarse  como  á  un  poseedor 
de  buena  fe.  Pero  será  también  respon- 
sable si  por  culpa  suya  hubiere  cam- 
biado el  valor  de  Id  cosa  ó  hubiere  he- 
cho imposible  su  restitución. 

Art.  1 .070.  El  pacto  de  recompra  sólo 
tendrá  lugar  para  las  cosas  inmue- 
bles, y  sólo  compete  al  vendedor  duran- 
te su  vida  natural.  No  podrá  transmitir 
su  derecho  ni  á  los  herederos  ni  á  otros, 
y  no  podrá  ejercitarlo  en  perjuicio  de 
tercero,  sino  cuando  se  haya  inscrito 
este  derecho  en  los  registros  públicos. 
Art.  1.071.  Se  hallará  sujeto  á  las 
m'ismas  limitaciones  el  derecho  que  el 
comprador  se  haya  reservado  de  vol- 
ver á  vender  la  cosa  al  vendedor,  y  son 
aplicables  á  esto  las  reglas  estableci- 
das sobre  el  pacto  de  recompra.  Pero 
si  el  pacto  de  reventa  ó  de  recompra 
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fuere  simulado^  y  si  tendía  principal- 
mente ó.  ocultar  un  derecho  de  hipoteca 
ó  un  contrato  de  préstamo,  tendrá  lu- 
gar 16  dispuesto  en  el  art.  916. 

Art.  1.072;  El  que  venda  una  cosa  á 
condición  de  que  si  trata  de  revenderla 
el  comprador  deba  serle  ofrecida  para 
recuperarla,  tendrá  el  derecho  de  pre- 
ferencia. 

Art.  1.073.  Este  derecho  es  general- 
mente personal.  Respecto  de  los  bie- 
nes inmuebles  podrá  hacerse  real  me- 
diante su  inscripción  en  los  registros 
públicos. 

Art.  1.074.  El  derecho  de  preferen- 
cia no  podrá  ser  cedido  á  tercero  ni 
transmitido  á  los  herederos. 

Art.  1.075.  El  qué  tenga  este  dere- 
cho está  obligado  á  recuperar  realmen- 
te la  cosa  dentro  de  las  veinticuatro 
horas  después  de  hecha  la  oferta,  si  se 
trata  de  un  efecto  mueble,  y  dentro  de 
los  treinta  días  si  se  trata  de  un  inmue- 
ble. Transcurrido  este  plazo  caducará 
su  derecho. 

Art.  1.076.  El  derecho  de  preferencia 
en  el  caso  de  subasta  judicial  de  la  co- 
sa que  está  gravada  con  él,  no  produ- 
cirá otro  efecto  que  *el  de  que  aquel  á 
quien  compete  dicho  derecho  y  que 
haya  sido  inscrito  enlos  registros  públi- 
cos, deberá  ser  citado  particularmen- 
te para  la  subasta. 

Art.  1.077.  El  que  tenga  el  derecho 
de  prelación  deberá,  si  no  se  hubiere 
pactado  lo  contrario,  pagar  todo  el 
precio  ofrecido  por  tercero.  Si  no  pu- 
diese ejecutar  las  condiciones  ofreci- 
das sobre  el  precio  ordinario,  y  si  el 
equivalente  de  éste  no  pudiera  valorar- 
se tampoco  por  medip  de  la  tasación, 
no  podrá  ejercitarse  el  derecho  de  pre- 
ferencia. 

Art.  1.078.  Sin  convenio  especial,  no 
podrá  extenderse  el  derecho  de  prefe- 


rencia á  los  demás  modos  de  enajenar. 

Art.  1.079.  Si  el  poseedor  no  hubiere 
ofrecido  la  readquisición  á  quien  tenga 
el  derecho  de  preferencia,  seryá  respon- 
sable ante  él  de  cualquier  daño.  En  el 
caso  de  que  el  derecho  de  preferencia 
sea  real,  la  cosa  enajenada  podrá  repe- 
tirse del  tercero,  que  será  tratado,  se- 
gún sea  su  posesión,  de  mala  ó  bue- 
na fe. 

Art.  1.080.  En  la  compra  ó  venta  á 
prueba,  la  cosa  comprada  no  pasará  á 
ser  propiedad  del  comprador  hasta  que 
pague  su  precio.  Durante  el  tiempo  de 
la  prueba  se  considera  al  comprador 
como  un  comodatario.  Transcurrido 
este  tiempo,  se  considerará  la  compra 
y  venta  como  hecha  sin  condición,  y  al 
comprador  como  propietario  de  la  cosa 
comprada. 

Art.  1.081.  Cuando  el  comprador 
haya  abonado  el  precio  por  la  cosa  re- 
cibida, adquirirá  inmediatamente  la 
propiedad,  pero  antes  de  que  transcu- 
rra el  tiempo  de  la  prueba  podrá  rescin- 
dir el  contrato  de  compra. 

Art.  1.082.  Si  en  el  convenio  no  se 
hubiere  ñjado  el  tiempo  de  la  prueba, 
se  entenderá  que  está  limitado  á  tres 
días  para  las  cosas  muebles  y  á  un  año 
para  las  inmuebles. 

Art.  1.083.  Si  se  hiciere  la  compra- 
venta con  la  reserva  de  que  el  vende- 
dor, presentándose  dentro  de  un  tiempo 
determinado  mejor  comprador,  tenga 
el  derecho  de  preferirlo,  la  subsistencia 
del  contrato,  si  la  cosa  no  se  hubiese 
entregado  todavía,  será  diferida  hasta 
que  tenga  lugar  la  condición. 

Art.  1.084.  Si  se  hubiese  efectuado  la 
entrega  de  la  cosa,  el  contrato  de  com- 
pra-venta estará  hecho,  pero  quedará 
disuelto  verificándose  la  condición.  Si 
el  tiempo  no  se  hubiere  determinado 
expresamente,  se  presumirá  que  es  el 
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establecido  para  la  compra  á  prueba. 

Art.  1.085.  Corresponderá  al  vende- 
dor juzgar  si  es  mejor  el  nuevo  com- 
prador, y  podrá  preferirlo  aunque  el 
primero  quisiera  pagar  mayor  precio. 
En  el  caso  en  que  el  contrato  se  disol- 
viera, las  utilidades  de  la  cosa  y  del  di- 
nero se  compensarán  recíprocamente. 
Respecto  de  las  mejoras  ó  de  los  dete- 
rioros, el  comprador  será  considerado 
como  poseedor  de  buena  fe. 

Art.  1.086.  Si  alguno  entregase  á 
otro  su  cosa  mueble  para  venderla  por 
cierto  precio,  á  condición  de  que  el  que 
la  recibe  deba,  dentro  del  plazío  esta- 
blecido, pagar  el  precio  determinado  6 
restituirla,  no  podrá  el  que  entrega  la 
cosa  repetirla  antes  de  que  haya  trans- 
currido el  plazo,  y  el  que  la  reciba  es- 
tará obligado  á  pagar  el  precio  deter- 
minado después  de  vencido  aquél. 

Art.  1.087.  Durante  el  tiempo  esta- 
blecido, el  que  haya  entregado  la  cosa 
conservará  su  propiedad.  El  que  la  re- 
ciba será  responsable  del  daño  causa- 
do por  culpa  suya,  y  si  la  cosa  fuere 
restituida,  sólo  deberán  resarcírsele 
aquellos  gastos  que  reporten  utilidad 
al  propietario. 

Art.  1.088.  Si  la  cosa  fuere  inmueble 
6  no  se  hubiere  determinado  el  precio 
ni  el  plazo  para  el  pago,  el  que  reciba 
la  cosa  se  considerará  como  un  man- 
datario. En  ningún  caso  podrá  obligar- 
se al  tercero  á  restituir  la  cosa  que  hu- 
biere adquirido  de  buena  fe  de  aquél  á 
quien  se  confió  para  su  venta  (art.  367). 

Art.  1.089.  En  las  ventas  judiciales 
también  deberán  observarse,  por  regla 
general,  las  disposiciones  establecidas 
para  los  contratos,  y  especialmente 
para  los  de  permuta  y  compra-venta, 
siempre  que  en  este  Código  ó  en  la  ley 
Judicial  no  haya  particulares  disposi- 
ciones acerca  de  las  mismas. 


CAPÍTULO  XXV.— DEL  CONTRATO  DE 
ALQUILER  Y  DE  ARRENDAMIENTO,  DEL 
ARRENDAMIENTO  HEREDITARIO  Y  DE  LA 
ENFITEUSIS. 

Art.  1.090.  El  contrato  por  el  cual  se 
obtiene  el  uso  de  una  cosa  no  fungible 
por  un  tiempo  y  precio  determinado,  se 
llama  alquiler  y  arrendamiento  en  ge- 
neral. 

Art.  1.091.  En  el  contrato  de  alquiler 
y  arrendamiento  se  distingue  si  la  cosa 
concedida  en  uso  produce  utilidad  sin 
más  trabajo,  ó  si  sólo  la  produce  em- 
pleando el  esfuerzo  ó  industria.  En  el 
primer  caso,  el  contrato  se  llama  de  al- 
quiler propiamente,  y  de  arrendamien- 
to en  el  segundo.  Si  se  alquilasen  al 
mismo  tiempo  cosas  de  uno  y  de  otro 
género,  se  determinará  el  contrato  se- 
gún la  calidad  de  la  cosa  principal. 

Art.  1.092,  Los  contratos  de  alquiler 
y  de  arrendamiento  pueden  hacerse  so- 
bre los  mismos  objetos  y  del  mismo 
modo  que  el  de  compra-venta.  El  alqui- 
ler y  el  arrendamiento,  si  no  se  hubiere 
convenido  otra  cosa,  se  pagará  como 
el  precio  en  el  contrato  de  compra- 
venta. 

Art.  1.093.  El  propietario  podrá  al- 
quilar tanto  sus  cosas  muebles  é  in- 
muebles como  sus  derechos. tPodrá  su- 
ceder que  tome  en  alquiler  el  uso  de 
una  cosa  propia  cuando  dicho  uso  no 
pertenezca  á  un  tercero. 

Art.  1.094.  Si  los  contratantes  hu- 
bieran convenido  acerca  de  la  esencia 
del  contrato,  de  la  cosa  y  del  precio, 
será  perfecto  el  contrato,  y  el  uso  de  la 
cosa  se  considera  como  comprado. 

Art.  1.095.    Si  el  contrato  de  alquiler 

y  arrendamiento  estuviera  inscrito  en 

los  registros  públicos,  deberá  conside- 

j  rarse  el  derecho  del  arrendatario  como 
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un  derecho  real,  cuyo  ejercicio  por  el 
tiempo  que  quede  no  podrá  impedirse 
ni  aun  por  quien  suceda  en  la  posesión. 
Art.  1.096.  El  que  alquila  deberá  por 
su  cuenta  propia  entregar  y  conservar 
la  cosa  alquilada  en  estado  que  el 
arrendatario  pueda  hacer  uso  de  ella, 
y  no  deberá  turbarlo  en  el  uso  ó  disfru- 
te convenido.  El  arrendatario  estará 
obligado  á  hacer  por  su  cuenta  los  re- 
paros ordinarios  de  los  edificios  que 
sirvan  para  el  cultivo  de  la  finca  rústi- 
ca, únicamente  cuando  puedan  hacerse 
éstos  con  materiales  que  se  extraigan 
del  predio  y  con  el  trabajo  que,  según  la 
naturaleza  de  dicho  predio,  tengan  el 
derecho  de  exigir.  Todos  los  demás  de- 
berán ser  indicados  al  que  alquila  para 
que  cuide  de  hacerlos. 

Art.  1 .097.  Si  el  arrendatario  hubiere 
hecho  en  la  cosa  alquilada  gastos  ne- 
cesarios que  estaban  á  cargo  del  que 
alquila  ó  de  las  utilidades,  se  conside- 
rará como  un  administrador  sin  man- 
dato (art.  1.036).  Y  aún  deberá  reclamar 
por  justicia  su  reemborso,  á  más  tar- 
dar dentro  de  los  seis  meses  despuí^s 
de  la  restitución  de  la  cosa  alquilada, 
pues  de  lo  contrario  prescribirá  la 
acción. 

Art.  1.093.  El  arrendatario  tiene  de- 
recho á  usar  de  la  cosa  alquilaba  con 
arreglo  ak convenio  por  el  tiempo  esta- 
blecido, y  á  percibir  sus  frutos  ó  tam- 
bién subarrendarla,  si  esto  pudiera  ha- 
cerse sin  perjuicio  del  propietario  ó  no 
estuviere  expresamente  prohibido  en  el 
contrato. 

Art.  1.099.  En  los  contratos  de  al- 
quiler, estará  obligado  el  que  alquila  á 
costear  todas  las  cargas  y  todos  los 
gravámenes.  En  los  contratos  de  arren- 
damiento, propiamente  dichos,  si  se 
hubiesen  hecho  en  globo,  el  arrendata- 
rio deberá  satisfacer  todas  las  cargas. 


excepto  las  hipotecarias  inscritas.  Pero 
si  el  arriendo  se  hiciere  con  arreglo  á 
determinado  cálculo,  el  arrendatario 
soportará  únicamente  las  cargas  que 
fueron  descontadas  de  la  renta,  ó  que 
deban  prestarse  solamente  con  los  fru« 
tos  y  no  con  el  propio  peculio. 

Art.  1.100.  Excepto  el  caso' de  con- 
venio especial,  si  la  cosa  se  hubiere  al- 
quilado por  uno  ó  más  años,  deberá 
pagarse  el  alquiler  de  seis  en  seis  me- 
ses; y  si  por  menos  tiempo,  después 
del  vencimiento  del  término. 

Art.  1.101.  Para  fianza  del  alquiler, 
el  que  alquila  una  habitación  tendrá  el 
derecho  de  prenda  sobre  los  efectos 
muebles  y  sobre  el  ajuar  de  la  propie- 
dad del  inquilino  y  del  subinquilino,  ó 
que  le  sean  confiados  por  un  tercero 
(artículo  367)  y  se  encuentren  en  la  ha- 
bitación en  el  momento  en  que  se  pro- 
mueve la  acción.  El  subinquilino  estará 
obligado  en  proporción  al  alquiler  que 
él  deba  satisfacer,  pero  no  podrá  excep- 
cionar  el  haber  hecho  por  anticipado  el 
pago  al  inquilino  principal.  Por  consi- 
guiente ,  el  arrendador  de  una  finca 
rústica  tiene  el  derecho  de  prenda  so- 
bre el  ganado  que  se  halle  en  el  predio 
arrendado  y  sobre  los  instrumentos 
destinados  al  cultivo  del  predio,  así 
como  sobre  los  frutos  que  aún  existan 
en  él. 

Art.  1.102.  El  arrendador  podrá  esti- 
pular que  se  le  abone  anticipadamente 
el  alquiler.  Pero  si  el  arrendatario  hu- 
biere abonado  por  anticipado  más  de 
un  plazo,  podrá  oponer  á  los  acreedo- 
res inscritos  con  posterioridad  el  pago 
anticipado,  en  el  solo  caso  en  que  dicho 
pago  esté  inscrito  en  los  registros  pú- 
blicos. 

Art.  1.103.  Si  el  propietario  diere  su 
predio  en  arrendamiento  á  condición 
de  que  el  arrendatario  lo  cultive  y  dé 
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al  arrendador  una  parte  de  los  frutos 
determinada  con  relación  á  todos  los 
productos,  por  ejemplo  la  tercera  par- 
te ó  la  mitad,  no  existirá  el  contrato  de 
alquiler  y  arrendamiento,  sino  de  socie- 
dad, y  se  regirá  por  los  principios  esta 
blecidos  para  esta  última. 

Art.  1.104.  Si  por  sucesos  extraordi- 
narios ,  como  de  incendio ,  guerra, 
epidemia,  grandes  inundaciones,  gra- 
nizo 6  completa  esterilidad,  no  die- 
se la  cosa  arrendada  benefício  alguno, 
tampoco  deberá  pagarse  ningún  arren- 
damiento. 

Art.  1.105.  Si  en  el  contrato  de  al- 
quiler se  privase  al  arrendatario  sólo 
en  parte  del  uso  de  la  cosa  alquilada, 
deberá  rebajársele  proporcionalmente 
también  una  parte  del  alquiler.  En  el 
contrato  de  arrendamiento  se  le  deberá 
al  arrendatario  una  disminución  de  la 
renta,  si  por  caso  extraordinario  los 
frutos  del  predio  arrendado  por  un  solo 
año  quedasen  disminuidos  en  más  de 
la  mitad  del  producto  ordinario.  En 
este  caso  el  que  alquila  deberá  rebajar 
lo  que  por  tal  disminución  falte  del 
producto  para  el  completo  del  arrenda- 
miento. 

Art.  1.106.  Si  el  arrendatario  hubiere 
tomado  indeterminadamente  todos  los 
riesgos  á  su  cargo,  sólo  deberá  enten- 
derse esto  de  los  casos  de  incendio, 
inundación  y  granizo,  y  no  estará  suje- 
to á  los  demás  accidentes  extraordina- 
rios. Si  se  obligare  expresamente  á  so- 
portar también  todos  los  demás  acci- 
,  dentes  extraordinarios,  no  por  eso  se 
presumirá  tampoco  que  haya  querido 
someterse  también  al  de  haber  pereci- 
do casualmente  toda  la  cosa  que  se  le 
haya  alquilado  ó  arrendado. 

Art.  1.107.  Si  llegare  á  faltar  el  uso 
ó  disfrute  de  la  cosa  alquilada,  no  por 
haber  sido  dañada  ó  por  haberse  hecho 


impropia,  de  cualquier  otro  modo,  para 
su  uso,  sino  por  un  impedimento  ó  ac- 
cidente ocurrido  al  arrendatario;  ó  si 
al  ocurrir  el  daño  estuvieran  ya  des- 
prendidos del  suelo  los  frutos^  el  sinies- 
tro casual  sólo  perjudicará  al  arrenda- 
tario, y  éste  estará  obligado,  no  obs- 
tante, á  pagar  la  renta. 

Art.  1.108.  Si  en  el  contratode  arren- 
damiento pretendiere  el  arrendatario, 
en  virtud  de  pacto  ó  de  la  ley  la  condo- 
nación de  la  renta,  en  todo  ó  en  parte, 
deberá  denunciar  sin  dilación  el  acci- 
dente al  arrendador,  y  hacer  que  el 
caso,  si  no  fuere  notorio,  sea  reconoci- 
do judicialmente,  ó  por  lo  menos  por 
dos  peritos.  Si  omitiere  esta  precau- 
ción, no  será  oído  el  arrendatario. 

Art.  1.109.  Terminado  el  arrenda- 
miento, estará  obligado  el  arrendatario 
á  restituirla  cosa  con  arreglo  al  inven- 
tario que  de  ella  se  hubiere  hecho,  ó  por 
lo  menos  en  el  estado  en  que  la  recibió, 
y,  tratándose  de  ñncas  rústicas,  deberá 
restituirlas  en  el  estado  de  cultivo  ordi- 
nario conveniente  á  la  estación  en  que 
termine  el  arrendamiento.  No  podrá  li- 
berarse de  la  restitución  con  la  excep- 
ción de  un  derecho  de  compensación  ó 
de  un  derecho  de  propiedad  anterior. 

Art.  1.110.  Si  en  el  contrato  de  arren- 
damiento no  se  hubiere  hecho  inventa- 
rio, tendrá  lugar  la  i&isma  presunción 
que  en  el  usufructo  (art.  518). 

Art.  1.111.  Si  la  cosa  alquilada  expe- 
rimentase algún  daño  ó  se  deteriorase 
por  abusa,  los  arrendatarios  serán  res- 
ponsables, tanto  de  su  propia  culpa 
como  de  la  de  los  subordinados,  pero 
no  del  caso  fortuito.  Sin  embargo,  el 
arrendador  que  pretenda  su  resarci- 
miento por  el  concepto  de  esta  respon- 
sabilidad, deberá  promover  judicial- 
mente la  demanda  dentro  de  un  año,  á 
más  tardar,  después  de  la  restitución 
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de  la  cosa  alquilada,  pues  de  otro  modo 
quedará  prescrito  su  derecho. 

Art.  1.112.  El  contrato  de  alquiler  y 
arrendamiento  terminará  por  sf  mismo 
si  pereciese  la  cosa  alquilada.  Si  suce- 
diere esto  por  culpa  de  una  de  las  par- 
tes, tendrá  la  otra  derecho  á  la  indem- 
nización. Si  por  caso  fortuito,  ninguna 
de  las  partes  será  responsable  para  con 
la  otra. 

Art.  1.113.  Terminará  también  el 
contrato  de  alquiler  y  arrendamiento  al 
transcurrir  el  tiempo  convenido  expre- 
sa ó  tácitamente,  ya  por  haberse  deter- 
minado el  pago  del  arriendo  en  ciertos 
plazos,  como  en  la  habitación,  perdías, 
semanas,  meses,  etc.,  ya  en  virtud  de 
la  intención  declarada  del  arrendatario, 
ó  que  se  manifieste  por  las  circunstan- 
cias. 

Art.  1.114.  El  contrato  de  arlrenda- 
miento  podrá  renovarse,  no  sólo  expre- 
sa sino  también  tácitamente.  Si  se  hu- 
biere convenido  en  el  contrato  que  de- 
biera proponerse  la  denuncia,  con  la 
omisión  de  ésta  se  entenderá  renovado 
tácitamente  el  alquiler  ó  arrendamiento. 

Art.  1.115.  La  renovación  tácita  del 
alquiler  y  arrendamiento,  se  entenderá 
hecha  bajo  las  mismas  condiciones  en 
que  se  convino  el  primero.  En  los  con- 
tratos de  arrendamiento,  la  renovación 
tácita  no  se  extenderá  más  de  un  año; 
pero  si  los  productos  ordinarios  sólo 
pudieran  obtenerse  en  un  espacio  de 
tiempo  mayor,  se  extenderá  la  renova- 
ción al  tiempo  que  sea  necesario  para 
sacar  dichas  utilidades  por  una  vez. 
Los  contratos  de  alquiler  por  los  cuales 
suele  pagarse  el  importe  del  alquiler 
después  de  cumplido  el  año  ó  después 
de  la  mitad  de  éste,  se  renovarán  tácita- 
mente por  seis  meses.  Pero  si  se  hubie- 
ren hecho  por  un  tiempo  más  breve,  se 
renovarán  tácitamente  por  el  tiempo 


convenido  anteriormente  en  el  contrato 
respectivo.  Los  mismos  principios  es- 
tablecidos para  la  primera  renovación 
se  aplicarán  á  las  ulteriores. 

Art.  1.116.  Si  el  tiempo  de  la  dura- 
ción del  alquiler  no  se  hubiere  establecí- 
do  expresa  ni  tácitamente,  ni  por  cláu- 
sulas especiales,  la  parte  que  quiera 
poner  fin  al  contrato  deberá  denunciar- 
lo á  la  otra  como  cumplido;  si  se  trata- 
se de  un  contrato  de  arrendamiento,  de- 
berá denunciarse  seis  meses  antes;  si 
de  contratos  de  alquiler  de  cosas  in- 
muebles, catorce  días;  si  de  muebles^ 
veinticuatro  horas  antes  de  hacer  la 
restitución. 

Art.  1.117.  El  arrendatario  podrá 
rescindir  el  contrato  aun  antes  de  que 
haya  transcurrido  el  tiempo  expresa  ó 
tácitamente  convenido,  si  la  cosa  alqui- 
lada no  sirve  por  sus  defectos  para  el 
uso,  ordinario,  si  por  caso  fortuito  des- 
apareciese una  parte  considerable  de 
la  misma  ó  se  hiciere  impropia  para  su 
uso  ó  si  no  fuere  conservada  la  cosa 
por  el  arrendador  en  estado  de  poder 
servir  para  el  uso  ordinarip. 

Art.  1.118.  También  podrá  el  arren- 
dador, antes  de  tiempo,  pedir  la  resci- 
sión del  contrato,  si  el  arrendatario  de 
la  cosa  hiciere  de  ella  un  uso  noto- 
riamente perjudicial;  si  no  obstante 
las  excitaciones  fuere  moroso  en  el 
pago,  hasta  el  punto  que  al  espirar  el 
plazo  no  hubiere  satisfecho  por  com- 
pleto los  alquileres  atrasados,  ó  si  el 
edificio  debiera  modificarse.  El  arren- 
datario no  estará  obligado  á  dejar  eje- 
cutar, en  perjuicio  suyo,  en  la  cosa  que 
tenga  alquilada,  las  obras  que  tiendan 
á  proporcionar  mayor  utilidad,  y,  por 
el  contrario,  deberá  permitirlas  cuando 
se  trate  de  reparos  necesarios. 

Art.  1.119.  Si  la  necesidad  de  las; 
nuevas  obras  hubiese  debido  ser  co- 


DEL  DERECHO  SOBRE  LAS  COSAS 


If» 


nocida  del  arrendador  en  la  época  del 
contrato,  ó  si  la  necesidad  de  los  repa- 
ros de  larga  ejecución  proviniere  de 
que  el  arrendador  haya  dejado  de  ha- 
cer los  de  poca  importanciai  deberá 
concederse  al  arrendatario  una  propor- 
cionada indemnización  por  el  uso  de 
que  se  le  haya  privado. 

Art.  1.120.  Si  el  propietario  hubiere 
enajenado  y  entregado  también  á  otro 
la  cosa  arrendada,  el  arrendatario,  si 
no  estuviere  inscrito  su  derecho  en  los 
registros  públicos  (art.  1.095),  previa 
denuncia  que  debidamente  se  le  haya 
hecho,  cederá  la  cosa  al  nuevo  posee- 
dor. Pero  tendrá  el  derecho  de  exigir 
del  arrendador  la  plena  reparación  de 
daños  y  perjuicips. 

Art.  1.121.  En  caso  de  venta  necesa- 
ria, hecha  judicialmente,  deberá  ceder 
el  arrendatario,  aun  cuando  esté  ins- 
crito su  derecho  como  real,  la  cosa  al 
nuevo  comprador.  Para  la  indemniza- 
ción sólo  le  está  reservado  su  derecho 
de  prioridad. 

Art.  1.122.  El  contrato  en  virtud  del 
cual  se  le  da  á  alguno,  á  título  heredi- 
tario, la  propiedad  útil  de  un  predio,  á 
condición  de  que  deba  compensar  las 
utilidades  anuales  con  una  retribución 
también  anual  en  dinero,  proporcional 
á  la  renta  en  frutos  ó  en  servicios  pres- 
tados, se  llama  contrato  de  alquiler  y 
arrendamiento  hereditario  (censo). 

Art.  1.123.  Si  el  poseedor  del  predio 
sólo  debiere  pagar  una  pequeña  retri- 
bución en  reconocimiento  de  la  propie- 
dad directa,  el  predio  se  llama  enñtéu- 
lico,  y  el  convenio  relativo  contrato  de 
enfíteusis. 

Art.  1.124.  En  la  duda  de  si  se  hu- 
biere dado  la  prop^dad  útil  de  un  pre- 
rl  io  á  censo  ó  á  enñteusis,  se  tendrá 
en  cuenta  el  importe  de  la  renta  anual 
y  las  demás  prestaciones  adjuntas,  Si 


dicha  cantidad  no  estuviere  en  propor- 
ción alguna  con  el  producto  liquido 
anual,  se  considerará  que  la  propiedad 
útil  es  enfitéutica;y  si  teniendo  en  cuen- 
ta, por  lo  menos,  el  tiempo  antiguo,  ó  si 
por  haberse  recibido  predios  completa- 
mente incultos,  pudiera  formarse  una* 
proporción,  se  considerará  que  el  pre- 
dio ha  sido  dado  á  censo  (art.  359). 

Art.  1.125.  Si  la  propiedad  está  divi- 
dida de  modo  que  pertenezca  á  uno  el 
predio  en  sf  con  los  productos  que  se 
obtienen  del  subsuelo,  y  á  otro  sólo  le 
corresponda,  á  tirulo  hereditario,  el 
disfrute  de  la  superñcie,  lo  que  anual- 
mente se  paga  por  este  últimt)  posee- 
dor se  llama  censo  territorial. 

Art.  1.^26.  La  propiedad  menos  ple- 
na de  un  inmueble,  lo  mismo  que  la 
plena  propiedad,  sólo  puede  adquirirse 
mediante  la  inscripción  en  los  registros 
públicos.  El  titulo  válido  sólo  da  un  de- 
recho personal  contra  la  persona  obli- 
gada, pero  no  un  derecho  real  contra 
tercero  (art.  431). 

Art.  1.127.  En  general,  los  derechos 
del  propietario  directo  y  del  útil  con- 
vienen en  que  cada  uno  puede  disponer 
de  su  parte,  cuando  no  se  lesionen  con 
esto  los  derechos  del  otro  (art.  363). 

Art.  1.128.  Ambos  tienen  el  derecho 
de  hacer  valer  judicialmente  sus  razo- 
nes sobre  su  parte,  de  darla  en  prenda, 
de  enajenarla,  tanto  por  disposición 
entre  vivos  como  de  última  voluntad. 
El  que  añrme  la  existencia  de  una  limi- 
tación de  este  derecho  deberá  probar- 
la por  medio  de  los  actos  ó  documen- 
tos correspondientes,  escrituras,  inves- 
tidura ú  otros. 

Art.  1.129.  El  propietario  directo  po- 
drá, en  particular,  prohibir  al  propieta- 
rio útil,  no  sólo  disminuir  la  cosa  cuyo 
dominio  útil  le  haya  dado,  sino  también 
todos  los  cambios  con  los  cuales  pu- 
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diera  impedirse  6  dificultarse  el  ejerci- 
cio de  sus  derechos. 

Art.  1.130.  Podrá,  por  tanto,  exigir 
que  el  propietario  útil  deba  tener  cui- 
dado de  conservar  y  cultivar  el  predio. 
Si  aun  después  de  avisado  dejare  de 
cumplir  con  estas  obligaciones,  O  si  no 
pudiere  soportar  las  cargas  inheren- 
tes al  predio,  podrá  exigir  el  propie- 
tario directo  que  dicho  predio  sea  cedi- 
do ¿  otros  arrendatarios  hereditarios  6 
enflteutas. 

Art.  1.131.  El  derecho  principal  del 
arrendador  hereditario  y  el  del  propie- 
tario directo  enfitéutico  consiste  en 
exigir  el  canon  anual  y  demás  distribu- 
ciones convenidas.  Bajo  ningún  pre- 
texto podrá  aumentarse  éste,  ni  en  mo- 
do alguno  exigirse  sobre  efectos  que 
no  pertenezcan  al  predio,  ni  sobre  otras 
cosas  muebles. 

Art.  1,132.  El  canon  anual,  si  no  se 
hubiere  convenido  ó  determinado  otra 
cosa  en  las  leyes  regionales,  deberá 
pagarse  dentro  de  la  primera  mitad  del 
mes  de  Noviembre. 

Art.  1.133.  El  propietario  útil  no  está, 
por  regla  general,  obligado  respecto 
del  propietario  directo,  ni  éste  respecto 
de  aquél  en  caso  fortuito.  Pero  si  el 
arrendatario  hereditario  no  hubiere  po- 
dido por  inundación,  por  guerra  ó  por 
epidemias  obtener  las  utilidades  del 
predio,  deberá  concedérsele,  en  propor- 
ción al  tiempo  durante  el  cual  nada 
haya  percibido,  una  conveniente  con- 
donación de  la  renta. 

Art.  1.134.  El  enflteutano  podrá  pre- 
tender tal  condonación,  sino  que  mien- 
tras subsista  una  parte  cualquiera  del 
predio  enfitéutico,  está  obligado  á  pa- 
gar el  canon  entero. 

Art.  1.135.  Si  el  enfileuta  no  pagase 
el  canon  en  la  época  convenida,  el  pro- 
pietario directo  podrá  exigir  que  se  em- 


barguen los  frutos  á  fin  de  ser  indem- 
nizado. 

Art.  1.136.  En  los  arrendamientos 
hereditarios  tendrá  el  arrendador,  res- 
pecto de  la  renta  que  se  le  deba  por 
más  de  un  año,  la  elección  de  pedir,  ó 
la  pignoración  de  los  frutos,  ó  la  subas- 
ta judicial  del  predio,  para  que  se  le 
satisfaga  cuanto  se  le  debe. 

Art.  1.137.  El  propietario  directo 
deberá  defender  al  útil  respecto  de  esta 
propiedad,  cedida  por  aquél  ¿  éste;  si 
la  propiedad  úlil  estuviere  reunida  á  la 
directa,  deberá  compensar  al  propieta- 
rio útil  ó  &  sus  sucesores  las  mejoras 
hechas  como  al  poseedor  de  buena  fe. 
Es  además  responsable  de  la  exactitud 
de  los  registros  públicos  concernientes 
á.  los  bienes  sujetos  á  su  propiedad  di- 
recta. 

Art.  1,138.  El  propietario  directo  no 
es  el  responsable  de  las  demás  cargas 
contratadas  por  el  propietario  útil  y  no 
inscritas  en  los  registros.  En  general, 
el  propietario  útil  no  puede  transmitir 
á  otro  un  derecho  mayor  que  el  que  tie- 
ne; por  consiguiente,  el  derecho  del 
uno  se  extingue  al  cesar  el  derecho  del 
otro. 

Art.  1.139.  Los  derechos  y  obligacio- 
nes del  propietario  útil  estarán  gene- 
ralmente en  reciproca  relación  con  los 
determinados  derechos  y  obligaciones 
del  propietario  directo. 

Art.  1.140.  El  propietario  útil  no  ne- 
cesita para  enajenar  su  propiedad  el 
consentimiento  del  propietario  directo. 
No  obstante,  deberá  notificarle  el  suce- 
sor para  que  pueda  conocer  si  es  idóneo 
para  la  administración  ó  explotación 
del  predio,  y  podrá  soportar'las  cargas 
inherentes  a)  mismo.  El  propietario  di- 
recto no  tendrá  el  derecho  de  prelación 
ni  de  retracto. 

Art.  1.141.    Y  si  el  propietario  direc- 
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to  se  hubiere  reservado  expresamente 
este  consentimiento  y  estos  derechos, 
deberá  declarar  su  voluntad  treinta 
dias  después  de  la  notificación  que  se 
le  haya  hecho  en  debida  forma.  Trans- 
currido este  plazo,  se  entenderá  que  ha 
consentido.  Excepto  el  ejercicio  del  de- 
recho de  prelación  ó  de  retracto,  sólo 
podrá  el  propietario  directo  denegar  el 
consentimiei^to  para  la  enajenación  por 
causa  de  manifiesto  peligro  de  la  finca 
y  de  los  derechos  anejos  á  ella. 

Art.  1.142.  El  censo  que  el  propieta- 
rio directo  exige  á  veces  del  nuevo  pro- 
pietario útil  se  llama  laudemio,  cuan- 
do se  transfiere  la  propiedad  útil  por 
acto  entre  vivos;  si  por  causa  de  muer- 
te, se  llama  mortuorio.  Se  da  también  á 
esta  carga,  en  ambos  casos,  el  nombre 
de  laudemio.  Se  decidirá  si  los  dere- 
chos correspondientes  son  fundados,  y 
de  qué  modo,  con  arreglo  á  las  consti- 
tuciones de  cada  provincia,  á  los  regis- 
tros públicos  y  á  los  documentos  ó  á 
la  pacifica  posesión  durante  treinta 
años. 

Art.  1.143.  Al  propietario  útil  le  per- 
tenece una  parte  proporcionada  del  te- 
soro descubierto  (art.  399).  Tiene  tam- 
bién el  derecho  de  disminuir  la  finca  si 
demuestra  al  propietario  directo  que 
no  puede  obtenerse  de  otro  modo  el 
uso  del  predio  (art.  1.129). 

Art.  1.144.  El  propietario  útil  debe 
soportar  todas  las  cargas  ordinarias  y 
extraordinarias  inherentes  al  predio, 
pagar  los  gravámenes,  los  diezmos  y 
demás  contribuciones  particularmente 
inscritas.  De  las  cargas  concernientes 
al  canon  será  responsable  el  propieta- 
rio directo. 

Art.  1.145.  Todo  nuevo  propietario 
útil  estará  obligado,  por  regla  general, 
á  proporcionarse  del  propietario  direc- 
to el  acta  de  reconocimiento  ó  el  docu- 


mento de  la  renovación  de  su  do- 
minio. 

Art.  1.146.  Los  reglamentos  políti- 
cos y  las  constituciones  de  cada  pro- 
vincia establecerán  las  demás  relacio- 
nes entre  el  propietario  útil  y  el  direc- 
to, y  en  particular  los  derechos  y  obli- 
gaciones subsistentes  entre  los  propie- 
tarios y  los  subditos  de  los  bienes  se- 
ñoriales. 

Art.  1.147.  El  que  no  pague  á  otro 
más  que  el  censo  territorial,  sólo  tiene 
derecho  á  las  utilidades  de  la  superfi- 
cie, esto  es,  de  los  árboles,  de  las  plan- 
tas, de  los  edificios  y  de  una  parte  del 
tesoro  encontrado  en  la  misma  superfi- 
cie. El  tesoro  enterrado  y  las  demás 
utilidades  que  se  obtienen  del  interior 
del  suelo  pertenecerán  solamente  al 
propietario  directo. 

Art.  1.148.  Lo  determinado  respecto 
de  la  cesación  de  la  plena  propiedad 
(articulo  444)  es  aplicable  también,  en 
general,  á  la  propiedad  menos  plena. 

Art.  1.149.  Los  predios  gravados 
con  arrendamiento  hereditario  y  los 
enfitéuticos,  pasarán  á  todos  los  here- 
deros que  no  hayan  sido  excluidos  ex- 
presamente. Si  el  propietario  útil  no 
tuviere  legitimo  sucesor,  se  consolidará 
la  propiedad  útil  con  la  directa,  pero  el 
propietario  directo  que  quiera  ejercitar 
este  derecho  deberá  pagar  todas  las 
deudas  del  propietario  útil  que  no  pue- 
dan satisfacerse  con  otros  bienes  de 
este  último.  En  las  leyes  políticas  se 
determinará  cuándo  estará  obligado  el 
propietario  directo  á  transmitir  á  otro 
el  predio  que  le  corresponda. 

Art.  1.150.  No  se  pierde  la  propiedad 
útil  de  la  superficie  por  el  motivo  de 
haber  sido  destruidas  las  plantas,  los 
árboles  y  los  edificios.  Mientras  quede 
una  parte  del  predio,  el  poseedor,  siem- 
pre que  pague  el  canon,  podrá  poblar- 
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lo  de  nuevo  de  árboles,  de  plantas  y  de 
edificios. 

CAPÍTULO  XXVL— DEL  arrendamien- 
to DE  OBRAS  Y  SERVICIOS 

Art.  1.151.  Si  alguno  por  una  deter- 
minada remuneración  en  dinero  se  obli- 
ga á  prestar  servicios  ó  á  ejecutar  una 
obra,  nace  el  contrató  de  arrendamien- 
to de  obras  y  servicios. 

Art.  1 .152.  Cuando  una  persona  man- 
da hacer  un  trabajo  ó  una  obra,  se  su- 
pone que  ha  consentido  también  en  pa- 
gar el  precio  ó  salario  conveniente.  Si 
éste  no  estuviera  determinado  ni  por 
convenio  ni  por  la  ley,  lo  determinará' 
el  Juez. 

Art.  1.153.  El  que  haya  mandado 
hacer  la  obra  podrá  rescindir  el  con- 
trato cuando  haya  en  ella  defectos  esen- 
ciales que  lá  hagan  impropia  para  el 
uso,  ó  que  sean  contrarios  á  ]o  conveni- 
do. Si  no  quisiere  rescindir  el  contrato, 
ó  si  los  defectos  no  fueren  esenciales 
ni  contrarios  al  convenio  expreso,  po- 
drá exigir  la  corrección  de  los  defectos 
ó  la  indemnización  correspondiente,  y 
retener,  con  este  objeto,  una  parte  pro- 
porcional del  salario  ó  del  importe  con- 
venido. 

Art.  1.154.  Si  el  arrendador  de  la 
mano  de  obra  no  cumpliere  por  culpa 
suya  su  promesa  en  el  plazo  fijado 
como  condición,  el  arrendatario  no  es- 
tará ya  obligado  á  aceptar  la  cosa  que 
haya  mandado  hacer,  y  podrá  también 
exigir  la  indemnización  por  el  daño  que 
de  ello  le  resultase.  Pero  si  éste  se  hu- 
biera atrasado  en  el  pago  del  salario, 
deberá,  por  su  parte,  indemnizar  ple- 
namente al  arrendador  de  la  mano  de 
obra  por  el  perjuicio  ocasionado. 

Art.  1.155.  El  arrendador  tendrá  de- 
recho á  una  indemnización  prudencial 


por  servicios  y  obras  no  ejucutadas^  si 
estando  él  dispuesto  á  ejecutarlos  no 
hubiere  podido  hacerlo  por  culpa  del 
arrendatario  ó  por  un  accidente  ocurri- 
do en  su  persona,  ó  si,  en  general,  hu- 
biere experimentado  algún  perjuicio 
con  motivo  de  la  pérdida  de  tiempo. 

Art.  1.156.  En  general,  el  salario  se 
deberá  por  el  trabajo  terminado;  pero  si 
el  trabajo  se  divide  en  ciertos  plazos  ó 
en  ciertas  porciones  de  la  obra,  ó  si  el 
trabajo  implica  gastos  de  que  el  arren- 
dador no  se  haya  hecho  cargo,  podrá 
éste,  aun  antes  de  que  se  haya  termina- 
do la  obra  ó  el  trabajo,  exigir  una  par- 
te del  salario  ó  precio  correspondiente 
al  trabajo  ó  á  la  obra,  y  el  reembolso 
de  los  gastos  hechos  en  ella. 

Art.  1.157.  Si  la  materia  preparada 
para  ejecutar  la  obra,  ó  la  obra  misma 
en  el  todo  ó  en  parte  se  inutilizare  por 
mero  caso  fortuito,  el  daño  estará  á 
cargo  del  dueño  de  la  materia  ó  de  la 
obra.  Y  si  el  arrendatario  hubiere  su- 
ministrado una  materia  notoriamente 
impropia  para  ser  trabajada  de  un  mo- 
do conforme  con  el  objeto  á  que  se 
destina,  será  responsable  del  daño  el 
arrendador  de  la  obra  si  por  dicho 
motivo  resultare  defectuoso  el  trabajo 
y  hubiere  dejado  de  advertirlo  al  arren- 
datario. 

Art.  1.158.  En  la  duda  de  si  la  obra 
encargada  deberá  ó  no  considerarse 
como  un  contrato  de  compra-venta  ó 
de  arrendamiento  de  obras,  se  presu- 
mirá el  segundo  de  estos  contratos 
cuando  el  que  manda  hacer  la  obra  su- 
ministra los  materiales  para  ella.  Por 
consiguiente,  si  la  materia  fué  sumi- 
nistrada por  el  que  hace  la  obra,  se 
presumirá  que  el  contrato  es  de  com- 
pra-venta. 

Art.  1.159.  Si  al  arrendamiento  de 
obras  estuvieren  unidos  otros  pactos 
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accesorios,  se  observarán  las  disposi- 
ciones legales  propias  de  cada  uno  de 
ellos. 

Art.  1.160.  Las  personas  que  hayan 
arrendado  su  actividad  por  determina- 
do tiempo,  ó  hasta  la  ejecución  de  un 
determinado  trabajo^  no  podrán,  sin 
motivo  legitimo,  abandonar  el  trabajo 
ni  ser  despedidas  hasta  que  haya  trans- 
currido el  tiempo  y  llevado  á  cabo  su 
obra.  Si  se  interrumpiere  el  trabajo, 
será  responsable  cada  una  de  las  par- 
tes de  su  propia  culpa,  pero  no  lo  será 
ninguna  del  caso  fortuito: 

Art.  1.161.  Sólo  por  circunstancias 
urgentes  podrá  el  director  encargado 
de  la  obra  ó  el  operario  conñar  á  otro 
Ja  obra  ó  el  trabajo  que  se  le  haya  en- 
comendado, y  aun  en  este  caso  será 
responsable  de  su  culpa  en  la  elección 
de  la  persona. 

Art.  1.162.  El  arrendamiento  de  obras 
respecto  de  las  cuales  se  suelen  tener 
en  cuenta  la  particular  habilidad  de  la 
persona,  se  rescinde  con  la  muerte  del 
operario,  y  sus  herederos  sólo  podrán 
pretender  el  valor  de  la  materia  idónea 
preparada  y  una  parte  del  salario  co- 
rrespondiente al  valor  del  trabajo  ya 
hecho.  Si  falleciere  el  que  mandó  hacer 
la  obra,  sus  herederos  deberán  conti- 
nuar el  contrato  ó  indemnizar  al  arren- 
dador. 

Art.  1.163.  Estas  disposiciones  debe- 
rán aplicarse  también  á  los  abogados, 
médicos  y  cirujanos,  á  los  agentes,  pro- 
veedores, artesanos  y  demás  personas 
que  expresa  ó  tácitamente  hayan  esti- 
pulado un  salario  por  sus  servicios,  una 
soldada  anual  ú  otra  recompensa,  á  no 
ser  que  haya  acerca  de  esto  disposicio- 
nes particulares. 

Art.  1.164.  En  el  contrato  para  edi- 
tar un  libro,  el  autor  dará  á  otro  el  de- 
recho de  imprimirlo  y  de  venderlo.  El 


autor,  en  este  contrato,  renuncia  al  de- 
recho de  dar  á  otro  el  mismo  libro  para 
que  lo  edite. 

Art.  1.165.  El  autor  deberá  entregar 
la  obra  con  arreglo  al  contrato,  y  el 
editor  pagar  al  autor  la  recompensa 
convenida  en  cuanto  le  haya  sido  en- 
tregada la  obra. 

Art.  1.166.  Si  la  obra  no  fuese  entre- 
gada por  el  autor  en  el  tiempo  estipu- 
lado ó  en  la  forma  convenida,  podrá  el 
editor  rescindir  el  contrato;  y  si  la  en- 
trega de  la  obra  no  se  hiciere  por  culpa 
del  autor,  podrá  también  exigir  indem- 
nización. 

Art.  1.167.  Si  se  hubiere  determinado 
el  número  de  ejemplares,  el  editor  de- 
berá solicitar  para  cada  nueva  edición 
el  permiso  del  autor  y  hacer  un  nuevo 
contrato  sobre  las  condiciones  de  la 
misma. 

Art.  1.168.  Si  el  autor  quisiere  hacer 
una  nueva  edición  con  modiñcaciones 
en  el  contenido  de  la  obra,  deberá  ha- 
cerse también,  en  tal  caso,  un  nuevo 
contrato.  Antes  de  que  se  hayan  vendi- 
do los  ejemplares  de  una  edición  sólo 
podrá  hacer  el  autor  una  nueva  cuando 
esté  dispuesto  á  indemnizar  convenien- 
temente al  editor  por  los  ejemplares 
que  le  queden. 

Art.  1.169.  Los  derechos  de  autor 
respecto  de  una  nueva  edición  no  pasa- 
rán á  sus  herederos. 

Art.  1.170.  Si  el  autor  se  encargase 
de  escribir  una  obra  con  arreglo  al  pro- 
yecto que  le  haya  propuesto  un  editor, 
no  tendrá  otro  derecho  que  el  de  la  re- 
compensa convenida;  después  corres- 
ponderá por  completo  al  editor  el  libre 
derecho  á  la  edición. 

Art.  1.171.  Estas  disposiciones  son 
también  aplicables  á  los  mapas  geo- 
gráficos, á  los  dibujos  topográficos  y  á 
las  composiciones  musicales.  Las  le- 
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yes  políticas  establecerán  las  limita- 
ciones para  la  reimpresión. 

Art.  1.172.  En  los  correspondientes 
reglamentos  especiales  se  hallarán  con- 
tenidos los  derechos  y  obligaciones  en- 
tre los  amos  y  los  criados  y  demás  de- 
pendientes. 

Art.  1.173.  Los  contratos  en  que  se 
prometa  una  cosa  ó  un  hecho  por  otro 
hecho  prometido,  deberán  definirse  con 
arreglo  á  los  principios  establecidos 
para  los  contratos  onerosos  en  general 
y  especialmente  los  comprendidos  en 
este  capitulo. 

Art.  1.174.  No  podrá  repetirse  ya 
contra  lo  que  á  sabiendas  se  haya  dado 
para  1^  ejecución  de  una  cosa  imposi- 
ble ó  ilícita.  En  las  leyes  políticas  se 
determinará  cuándo  estará  esto  sujeto 
á  conflscación.'Por  el  contrario,  podrá 
repetirse  contra  lo  que  para  impedir 
un  hecho  ilícito  se  dio  á  la  persona  que 
iba  á  ejecutarlo. 

CAPÍTULO  XXVII.— DE  LOS  CONTRATOS 
DE  COMUNIDAD  DE  BIENES 

Art.  1.475.  Mediante  el  contrato  por 
el  que  dos  ó  más  personas  consienten 
en  la  unión  de  su  trabajo  solamente  ó 
también  de  sus  bienes,  con  objeto  de 
obtenerun  beneficio  común,  se  constitu- 
ye una  sociedad  de  adquisición  común. 

Art.  1.176.  Según  pongan  los  socios 
pn  comunidad  sólo  cosas  particulares 
ó  una  cantidad  de  dinero,  ó  toda  una 
clase  de  cosas,  por  ejemplo,  todas  las 
mercancías,  todos  los  frutos,  todos  los 
bienes  inmuebles,  ó,  finalmente,  su 
fortuna  entera  sin  exceptuar  nada,  las 
clases  de  la  sociedad  son  también  dife- 
rentes y  los  derechos  respectivos  más 
ó  menos  extensos. 

Art.  1.177.  Aunque  en  el  contrato  de 
sociedad  se  haya  hecho  mención  de 


toda  la  fortuna,  sólo  deberá  entenderse 
la  fortuna  actual.  Y  si  en  el  contrato  de 
sociedad  se  hubiere  comprendido  tam- 
bién la  fortuna  futura,  sólo  se  entenderá 
de  la  que  se  adquiere  de  otro  modo  que 
á  titulo  de  herencia,  á  no  ser  que  tam- 
bién ésta  se  hubiese  incluido  expresa- 
mente. 

Art.  1.178.  Los  contratos  de  socie- 
dad que  se  refieren  sólo  á  la  fortuna 
presente  ó  sólo  á  la  futura,  no  serán 
válidos  si  los  bienes  reunidos  por  una 
y  otra  de  las  partes  no  estuvieren  des- 
critos é  inventariados  en  debida  forma. 

Art.  1.179.  En  las  leyes  particulares 
sobre  el  comercio  y  en  las  políticas,  se 
determinará  en  qué  forma  los  contratos 
de  sociedad  entre  comerciantes  debe- 
rán establecerse  é  inscribirse  en  los 
registros  destinados  á  este  objeto  y  no 
tificarse  al  público.  Si  sólo  se  empren- 
dieren en  común  asuntos  particulares, 
bastará  que  el  convenio  estipulado 
acerca  de  esto  quede  registrado  en  los 
libros  correspondientes. 

Art.  1 .  180.  El  contrato  de  comunidad 
de  todos  los  bienes  presentes  y  futuros, 
que  comunmente  sólo  suele  establecer- 
se entre  cónyuges,  deberá  ser  conside- 
rado según  las  prescripciones  determi- 
nadas acerca  de  esto  en  el  tratado  de 
las  capitulaciones  matrimoniales.  Las 
determinaciones  contenidas  en  este  ca- 
pítulo se  refieren  á  las  otras  clases  de 
comunidad  de  bienes  establecidas  me- 
diante contratos. 

Art.  1.181.  El  contrato  de  sociedad 
es  uno  de  los  títulos  para  adquirirla 
propiedad,  pero  la  adquisición  efectiva 
y  la  comunidad  de  los  bienes  ó  de  las 
cosas  no  se  obtiene  sino  mediante  la 
entrega  de  éstos. 

Art.  1.182.  Todo  lo  expresamente 
destinado  al  negocio  común  constituyí^ 
el  capital,  ó  sea  el  fondo  de  la  socie- 
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dad.  El  remanente  que  cada  uno  de  los 
socios  posee  se  considera  como  un  bien 
separado. 

Art.  1.183.  Si  se  aportare  dinero,  co- 
sas fungibles  ó  no  fungibles,  pero  cuyo 
valor  esté  determinado  en  dinero,  de- 
berá tenerse  en  cuenta,  no  sólo  el  bene- 
ficio obtenido,  sino  también  el  capital 
respecto  de  los  socios  que  hayan  con- 
tribuido á  formarlo  como  propiedad  co 
mún.  El  que  sólo  prometa  consagrar  su 
actividad  en  beneficio  común,  tendrá 
derecho  á  las  ganancias,  pero  no  al  ca- 
pital (art.  1.192). 

Art.  1.184.  Cada  socio,  si  no  hubie- 
re pactos  especiales  diferentes,  estará 
obligado  á  poner  en  el  fondo  común 
una  porción  igual  á  la  de  los  demás. 

Art.  1.185.  Por  regla  general,  todos 
los  socios  estarán  obligados  á  cooperar 
de  la  misma  manera  al  beneficio  común 
sin  consideración  á  su  mayor  ó  menor 
participación. 

Art.  1.186.  Ninguno  de  los  socios  po- 
drá encomendar  á  tercero  la  coopera- 
ción en  los  asuntos,  ni  admitir  á  ningu- 
no en  la  sociedad  ni  emprender  otros 
asuntos  diferentes  perjudiciales  parala 
misma. 

Art.  1.187.  Las  obligaciones  de  los 
socios  se  determinarán  con  más  preci- 
sión en  los  contratos.  El  que  se  haya 
obligado  únicamente  por  su  trabajo  no 
tendrá  que  aportar  cosa  alguna.  El  que 
sólo  haya  prometido  contribuir  con  di- 
nero ú  otra  cosa,  no  tendrá  la  obliga- 
ción ni  el  derecho  á  cooperar  en  otra 
forma  al  provecho  común. 

Art.  1.188.  Para  deliberar  y  decidir 
sobre  objetos  concernientes  á  la  socie- 
dad, si  no  se  hubiere  convenido  otra 
cosa,  deberán  observarse  las  disposi- 
ciones establecidas  en  el  capitulo  de  la 
copropiedad  (artículos  833  á  842). 

Art.  1*189.    Los  socios  no  podrán  ser 


obligados  á  aportar  más  de  lo  que  ha- 
yan prometido.  Pero  si  por  haber  va- 
riado las  circunstancias  no  pudiera 
conseguirse  el  fin  social  sin  aumentar 
la  aportación,  podrá  retirarse  de  la  so- 
ciedad ó  ser  excluido  de  ella  el  socio 
que  se  niegue  á  hacerlo. 

Art.  1.190.  El  socio  ó  los  socios  á 
quienes  se  confie  la  gestión  de  los  ne- 
gocios se  considerarán  como  represen- 
tantes. También  deberán  aplicarse  á 
sus  deliberaciones  y  acuerdos  sobre 
los  asuntos  concernientes  á  la  socie- 
dad, las  disposiciones  establecidas  en 
los  artículos  833  á  842. 

Art.  1.191,  Todo  socio  es  responsa- 
ble del  daño  ocasionado  por  culpa  suya 
á  la  sociedad,  y  no  podrá  compensarse 
dicho  daño  con  las  utilidades  que  de 
otro  modo  le  hubiere  proporcionado.  Y 
si  el  socio,  por  haber  emprendido  de 
propia  autoridad  algún  nuevo  negocio 
hubiere  acarreado  á  la  sociedad  algún 
perjuicio  por  una  p^rte  y  algún  bene- 
ficio por  otra,  habrá  lugar  á  una  com- 
pensación proporcional. 

Art.  1.192.  Es  lucro  todo  lo  que  ex- 
ceda del  capital,  deducidos  todos  los 
gastos  y  pérdidas.  El  capital  quedará 
como  propiedad  de  los  que  lo  hayan 
aportado,  á  no  ser  que  el  valor  de  los 
servicios  se  haya  calculado  como  ca- 
pital y  se  haya  declarado  bien  común 
el  todo. 

Art.  1.193.  Este  lucro  se  repartirá 
entre  los  socios  proporcionalmente  á 
las  cuotas  del  capital  que  se  hayan 
aportado,  y  los  servicios  prestados  por 
todos  los  socios  quedarán  entre  si  reci- 
procamente compensados.  Si  alguno  ó 
silgunos  de  los  socios  sólo  hubieren 
aportado  servicios,  ó  si  también  hubie^ 
ren  aportado  servicios  además  de  la 
correspondiente  cuota  de  capital,  el 
Juez,  en  tal  caso,  cuando  nada  se  haya 
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convenido  y  no  puedan  los  socios  po- 
nerse de  acuerdo  entre  sí,  determinará 
para  dichos  servicios  la  conveniente 
porción  de  lucro,  teniendo  en  cuenta  la 
importancia  del  negocio,  el  trabajo  em- 
pleado en  él,  y  los  beneficios  obte- 
nidos. 

Art.  1.194.  Si  el  lucro  consistiere,  no 
en  dinero  en  efectivo,  sino  en  otra  clase 
de  utilidades,  se  hará  el  reparto  con 
arreglo  á  cuanto  se  prescribe  en  el  ca- 
pitulo sobre  la  copropiedad  (artícu- 
los 840  á  843). 

Art.  1.195.  La  sociedad  podrá  conce- 
der á  uno  de  los  socios,  por  sus  parti- 
culares condiciones  ó  esfuerzos,  una 
ganancia  mayor  que  la  que  por  su  par- 
ticipación le  correspondería,  siempre 
que  tales  excepciones  no  degeneren 
en  convenios  ó  lesiones  contrarias  á 
la  ley. 

Art.  1.196.  Sería  ilegitimo  el  conve- 
nio en  que  se  pusiera  alguno  á  cubier- 
to por  una  parte  de  cualquier  riesgo  de 
pérdida,  tanto  respecto  del  capital  apor- 
tado como  de  los  intereses,  y  se  exi- 
miere de  toda  cooperación;  y,  por  otra 
parte,  se  estipulase,  esto  no  obstante, 
un  lucro  que  exceda  el  limite  de  los  in- 
tereses convencionales  lícitos  (1). 

Art.  1.197.  Si  la  sociedad  hubiere 
perdido  enteramente  ó  en  parte  el  ca-  • 
pital  aportado,  se  repartirá  la  pérdida 
en  la  misma  proporción  en  que,  en  el 
caso  contrario,  se  habría  dividido  la 
ganancia.  El  que  nada  haya  aportado 
en  capital  perderá  sus  servicios. 

Art.  1.198.  Los  socios  á  quienes  esté 
confiada  la  administración  estarán 
obligados  á  rendir  cuentas  en  debida 
forma  del  capital  común  de  la  socie- 
dad, de  los  ingresos  y  de  los  gastos  co- 
rrespondientes. 


( 1)    Derogado  {>or  la  ley  de  14  de  Junio  de  1868. 


Art.  1.199.  La  liquidación  final  de 
cuentas  y  el  reparto  de  las  ganancias 
ó  de  las  pérdidas  no  podrá  pedirse  an- 
tes de  que  se  haya  terminado  el  asun- 
to. Pero  si  se  tratare  de  negocios  que 
deben  durar  varios  años  y  deban  dar 
un  beneficio  anual,  los  socios,  siempre 
que  no  sufra  perjuicio  el  negocio  prin- 
cipal, podrán  exigir  todos  los  años  que 
se  rindan  las  cuentas  y  el  reparto  del 
lucro.  Por  lo  demás,  cada  socio  podrá 
siempre  proporcionarse  por  su  cuenta 
la  inspección  de  las  mismas. 

Art.  1.200.  El  que  se  haya  conforma- 
do sólo  con  el  balance  que  le  haya  sido 
presentado,  ó  haya  renunciado  tam- 
bién á  su  derecho  de  pedir  cuentas, 
podrá,  sin  embargo,  pedir  una  general, 
tanto  de  lo  pasado  como  de  todos  los 
negocios  futuros,  cuando  pruebe  que, 
solamente  en  una  parte  de  la  adminis- 
tración, se  ha  obrado  con  fraude. 

Art.  1.201.    Sin  el  consentimiento  le- 

» 

gltimo,  expreso  ó  tácito  de  los  socios  ó 
de  sus  procuradores,  la  sociedad  do 
podrá  quedar  obligada  respecto  de  ter- 
cero. Entre  comerciantes,  la  sola  facul- 
tad notificada  de  firmar,  es  decir,  de 
firmar  en  nombre  de  la  sociedad  todos 
los  documentos  y  escritos,  concedida  á 
uno  ó  varios  socios,  contiene  ya  por  si 
misma  el  mandato  de  todas  las  partes 
(artículo  1.028). 

Art.  1.202.  El  socio  que  sólo  haya 
aportado  á  la  sociedad  parte  de  sus 
bienes,  podrá  poseer  una  fortuna  apar- 
te de  la  común,  de  la  que  tendrá  el  de- 
recho de  disponer  como  le  plazca.  De- 
berá distinguirse,  por  consiguiente,  los 
derechos  y  obligaciones  que  tenga  un 
tercero  para  con  la  sociedad,  de  los  de- 
rechos y  obligaciones  para  con  los  so- 
cios en  particular. 

Art.  1.203.  Así,  pues,  lo  que  alguno 
tenga  que  exigir  ó  que  pagar  á  uno  de 
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los  socios  en  particular,  y  no  á  la  so- 
ciedad, sólo  podrá  exigirlo  ó  pagarlo  á 
determinado  socio,  y  no  á  la  sociedad. 
Por  la  misma  razón,  en  los  créditos  y 
deudas  de  la  sociedad,  cada  uno  de  los 
socios  sólo  tiene  el  derecho  y  la  obli- 
gación de  pagar  por  su  porción,  excep- 
to el  caso  que  se  presume  entre  comer- 
ciantes, en  que  todos  por  cada  uno^  y 
cada  uno  por  todos,  se  hayan  prometi- 
do ó  aceptado  una  cosa. 

Art.  1.204.  Los  socios  secretos  de 
una  sociedad  mercantil,  esto  es,  los 
que  le  hayan  conñado  una  parte  del 
fondo  para  participar  en  las  utilidades 
ó  en  las  pérdidas,  pero  que  no  se  les 
haya  notificado  como  socios,  no  serán 
responsables  por  más  del  capital  apor- 
tado. Los  socios  notificados  estarán 
obligados  con  todos  sus  bienes. 

Art.  1 .205.  Se  disolverá  por  si  misma 
la  sociedad  cuando  se  haya  realizado 
el  negocio  emprendido  ó  no  pueda  con- 
tinuarse; cuando  se  haya  perdido  todo 
el  fondo  común  ó  cuando  haya  transcu- 
rrido el  tiempo  establecido  para  la  du- 
ración de  la  sociedad. 

Art.  1.206.  Por  regla  general,  los  de- 
rechos y  obligaciones  sociales  no  pa- 
sarán á  los  herederos;  pero  si  la  socie- 
dad no  continuare  con  ellos,  tendrán 
derecho  á  hacerse  rendir  y  saldar  las 
cuentas  hasta  la  fecha  de  la  muerte 
del  socio.  En  el  caso  opuesto,  tendrán 
aquéllos  la  obligación  de  rendir  y  sal- 
dar las  cuentas. 

Art.  1.207.  Cuando  la  sociedad  estu- 
viere formada  sólo  de  dos  personas,  se 
disolverá  con  la  muerte  de  una  de  ellas. 
Si  la  formaren  más  de  dos  personas, 
se  presumirá  que  las  demás  quieren 
continuar  la  sociedad.  Tendrá  también 
lugar  esta  presunción,  en  general,  res- 
pecto de  los  herederos  de  los  socios. 

Art.  1 .208.    Si  la  sociedad  constituida 


entre  personas  que  no  son  comercian- 
tes comprende  también  á  sus  herede- 
ros, si  éstos  la  aceptasen,  estarán  obli- 
gados á  cumplir  la  voluntad  del  difun- 
to; pero  esta  voluntad  no  se  extenderá 
á  los  herederos  de  los  herederos,  y  mu- 
cho  menos  tendrá  fuerza  para  consti- 
tuir una  sociedad  perpetua  (art.  832). 

Art.  1.209.  El  heredero  que  no  pueda 
desempeñar  los  servicios  asumidos  por 
el  difunto  para  con  la  sociedad,  deberá 
someterse  á  un  descuento  proporcional 
de  la  cuota  que  tenga  asignada. 

Art.  1 .210.  El  socio  podrá  ser  exclui- 
do de  la  sociedad  antes  de  que  espire 
el  plazo:  si  no  cumple  las  condiciones 
esenciales  del  contrato;  si  se  abriese 
concurso  de  acreedores  sobre  sus  bie- 
nes; si  fuere  judicialñiente  declarado 
pródigo,  ó,  en  general,  fuere  puesto  ba- 
jo cúratela,  y  si  perdiere  la  confianza 
por  la  comisión  de  cualquier  delito. 

Art.  1 .211 .  Podrá  renunciarse  al  con- 
trato de  sociedad,  antes  del  término,  si 
el  socio  de  quien  dependía  principal- 
mente la  dirección  del  asunto  hubiese 
muerto  ó  se  hubiere  retirado  de  la  so- 
ciedad. 

Art.  1.212.  Si  no  se  hubiere  determi- 
nado expresamente  el  tiempo  de  la  du- 
ración de  la  sociedad  ni  pudiera  deter- 
minarse por  la  índole  del  negocio,  será 
licito  á  cualquier  socio  renunciar  á  su 
participación  en  la  sociedad,  siempre 
que  no  lo  haga  con  dolo  ó  intempestiva- 
mente (art.  830). 

Art.  1.213.  Los  efectos  de  una  exclu- 
sión ó  de  una  renuncia  que  haya  sido 
impugnada,  pero  declarada  legal  des- 
pués, se  retrotraerán  al  día  en  que  una 
ú  otra  se  haya  efectuado. 

Art.  1.214.  La  disolución  de  una  so- 
ciedad mercantil,  como  también  el  in- 
greso y  retirada  de  sus  socios  no  se- 
cretos,   deberán    notificarse    pública- 
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pilar,  se  presumirá  que  la  han  consti- 
tuido con  bienes  propios. 

Art.  1.225.  £1  marido  que  no  haya 
estipulado  la  dote  antes  de  contraer  ma- 
trimonio no  tendrá  ya  derecho  á  pedir- 
la. La  entrega  de  la  dote  convenida,  si 
no  se  hubiere  establecido  otra  fecha, 
podrá  exigirse  inmediatamente  des- 
pués de  celebrado  el  matrimonio. 

Art.  1.226.  Si  se  abriere  concurso  so- 
bre la  fortuna  del  marido,  su  declara- 
ción, por  escrito  ó  de  palabra,  de  haber 
recibido  la  doté  constituye  prueba  con- 
tra cualquiera,  si  ha  sido  hecha  antes 
de  la  publicación  del  concurso.  Pero  si 
la  declaración  fuese  posterior  á  dicha 
publicación,  no  tendrá  contra  los  acree- 
dores ninguna  fuerza  de  prueba. 

Art,  1.227.  Podrá  constituirse  en  do- 
te todo  lo  que  sea  enajenable  ó  sirva 
para  el  uso.  Mientras  dure  la  unión 
conyugal  pertenecerá  al  marido  el  usu- 
fructo de  la  dote  y  del  aumento  de  la 
misma.  Si  la  dote  consistiere  en  dinero, 
en  créditos  cedidos  ó  en  cosas  fungia 
bles,  tendrá  aquél  la  plena  propiedad 
de  ellas. 

Art.  1.228.  Si  la  dote  consistiere  en 
bienes  inmuebles,  en  derechos  ó  en 
efectos  muebles  que,  salva  su  sustan- 
cia, puedan  usarse,  la  mujer  se  consi- 
derará propietaria  y  el  marido  usufruc- 
tuario hasta  que  se  pruebe  que  él  ha 
recibido  la  dote  por  un  precio  determi- 
nado, y  que  sólo  se  ha  obligado  á  res- 
tituir dicho  precio  en  dinero. 

Art.  1.229.  Por  disposición  de  la  ley, 
la  dote,  después  de  la  muerte  del  mari- 
do, vuelve  á  la  mujer,  y  muriendo  ésta 
antes  que  el  marido,  á  los  herederos  de 
aquélla.  Para  que  la  mujer  ó  sus  here- 
deros estén  excluidos  de  la  dote,  deberá 
haberse  convenido  esto  expresamente. 
El  que  voluntariamente  constituye  la 

dote  podrá  estipular  que  vuelva  ésta  á 
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él  después  de  la  muerte  del  marido. 
Art.  1 .230.  Lo  que  el  esposo  ó  un  ter- 
cero dé  á  la  esposa  como  aumento  de 
la  dote,  se  llama  sobrédete.  La  mujer, 
durante  el  matrimonio,  no  tiene  el  usu- 
fructo de  la  sobrédete,  pero  le  corres- 
ponderá superviviendo  al  marido,  aun 
sin  convenio  expreso,  la  libre  propie- 
dad, aunque  no  se  hubiese  prometido  la 
dote  para  el  caso  de  supervivencia  á  la 
mujer. 

Art.  1.231.  Ni  el  esposo  ni  sus  pro- 
genitores tienen  la  obligación  de  cons- 
tituir la  sobrédete.  Pero  del  mismo 
modo  que  los  progenitores  de  la  espo- 
sa deben  constituir  á  ésta  la  dote,  es 
también  obligación  de  los  del  esposo 
poner  á  éste  de  un  modo  proporciona- 
do á  su  fortuna  en  la  posibilidad  de 
efectuar  su  matrimonio  (artículos  1.220 
á  1.223). 

Art.  1.232.  El  regalo  que  el  marido 
prometa  dar  á  la  mujer,  en  la  primera 
mañana,  se  llama  morganáiiea.  Si  ha 
sido  prometida,  se  presumirá,  en  casó 
de  duda,  que  realmente  ha  sido  dada 
en  los  tres  primeros  años  de  matri- 
monio. 

Art.  1.233.  La  unión  conyugal  no 
constituye  por  si  sola  la  comunidad  de 
bienes  entre  los  cónyuges.  Es  menes- 
ter, para  que  exista,  un  contrato  espe- 
cial, cuya  extensión  y  forma  legal  se 
halla  determinada  en  los  artículos  1.177 
y  1.178  del  capitulo  anterior. 

Art.  1.234.  La  comunidad  de  bienes 
entre  cónyuges  se  entiende,  por  regla 
genera],  sólo  para  el  caso  de  muerte,  y 
da  al  cónyuge  el  derecho  á  la  mitad  de 
los  bienes  puestos  reciprocamente  en 
comunidad,  que  queden  después  á  la 
muerte  del  otro. 

Art.  1.235.  En  la  comunicad  de  bie- 
nes  que  comprenda  toda  la  fortuna  de- 
berán descontarse  antes  de  la  partición 
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todas  las  deudas  sin  excepción.  En  las 
comunidad  que  tenga  por  objeto  sólo 
los  bienes  presentes  ó  sólo  los  futuros, 
se  descontará  únicamente  la  porción 
de  deuda  que  haya  sido  invertida  en 
beneficio  de  los  bienes  comunes. 

Art.  1.236.  Si  poseyendo  uno  de  los 
cónyuges  un  inmueble,  el  derecho  del 
otro  cónyuge  á  la  comunidad  estuviere 
inscrito  en  los  registros  públicos,  ad- 
quirirá éste  con  la  inscripción  un  dere- 
cho real  sobre  la  mitsA  del  valor  del 
inmueble,  en  virtud  de  lo  que  no  podrá 
el  otro  disponer  de  dicha  mitad,  pero 
no  adquirirá  con  la  inscripción  derecho 
alguno  á  los  frutos  durante  el  matri- 
monio. Después  de  la  muerte  del  cón- 
yuge corresponde  inmediatamente  al 
supérstite  la  libre  propiedad  de  su  por- 
ción. No  obstante,  dicha  inscripción  no 
podrá  perjudicar  á  los  acreedores  ins- 
critos con  anterioridad  sobre  el  in- 
mueble. 

Art.  1.237.  Si  los  cónyuges  no  hu- 
bieren hecho  convenio  especial  respec- 
to del  empleo  de  sus  bienes,  conservará 
cada  uno  su  anterior  derecho  de  pro- 
piedad, y  no  lo  tendrá  á  lo  que  adquiera 
el  otro  cónyuge  y  obtenga,  de  cualquier 
modo  que  sea,  durante  el  matrimonio. 
En  la  duda,  se  presumirá  que  la  adqui- 
sición se  ha  hecho  por  el  marido. 

Art.  1.238.  Mientras  no  se  oponga  la 
mujer,  hay  la  presunción  de  derec^io 
de  que  ella  ha  conñado  al  marido,  como 
su  legítimo  apoderado,  la  administra- 
ción de  su  fortuna  libre. 

Art.  1.239.  El  marido,  con  relación 
á  esta  administración,  ^e  considerará 
en  general  como  cualquier  otro  apode- 
rado, pero  no  será  responsable  sino 
del  valor  de  la  cosa  ó  del  capital;  y 
no  está  obligado  á  rendir  cuentas  de 
los  frutos  píercibidos  durante  la  admi- 
nistración, si  esto  no  se  hubiera  con- 


venido expresamente.  Estas  cuentas  se 
considerarán  como  ya  saldadas  hasta 
el  día  en  que  termina  la  administra- 
ción. 

Art.  1.240.  Tampoco  estará  obligada 
la  mujer  á  rendir  cuentas  del  usufruc- 
to cedido  por  ella  al  marido,  pero  per- 
cibido por  la  misma  durante  el  matri- 
monio. Los  cónyuges,  sin  embargo, 
podrán  hacer  cesar  estas  administra- 
ciones tácitamente  concedidas. 

Art.  1.241.  En  casos  urgentes,  ó  sub- 
sistiendo peligro  de  daño,  podrá  quitar- 
se al  marido  la  administración  de  los 
bienes,  aunque  se  le  haya  dado  expre- 
samente y  para  siempre.  Asimismo  el 
marido  tendrá  el  derecho  á  poner  freno 
á  los  desórdenes  de  la  economía  do- 
méstica de  la  mujer,  y  á  hacer  que  con 
observancia  de  las  disposiciones  lega- 
les sea  declarada  pródiga. 

Art.  1.242.  Lo  que  se  asigna  á  la 
mujer  para  su  sostenimiento  en  el  caso 
de  viudedad,  se  llama  pensión  de  viu- 
da. Esta  pensión  es  debida  á  la  viuda 
inmediatamente  después  de  la  muerte 
del  marido,  y  siempre  debe  anticipárse- 
le por  tres  meses. 

Art.  1.243.  De  la  herencia  se  deberán 
á  la  viuda  los  alimentos  ordinarios  du- 
rante seis  semanas  más  después  de  la 
muerte  del  marido,  y  si  estuviere  en 
cinta,  hasta  que  hayan  transcurrido 
seis  semanas  después  del  parto.  Mien- 
tras ésta  se  halle  disfrutando  dichos 
alimentos,  no  tendrá  derecho  á  la  pen- 
sión de  viuda. 

Art.  1.244.  Perderá  la  viuda  el  dere- 
cho á  la  pensión  si  contrajere  segundas 
nupcias. 

Art.  1.245.  El  que  da  la  dote  puede 
exigir  de  quien  la  recibe  una  fianza 
proporcionada  en  el  mismo  acto  de  la 
entrega,  ó  en  lo  sucesivo  si  surgiera 
peligro.  Los  tutores  y  curadores  de  la 
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esposa  no  podrán,  sin  el  consentimien- 
to del  Juez  pupilar,  dispensar  de  la 
fianza  para  la  seguridad  de  la  dote,  ni 
de  la  sobredote  convenida,  ni  de  la 
pensión  de  viuda. 

Art.  1.246.  La  validez  ó  nulidad  de 
las  donaciones  entre  cónyuges  se  juz- 
gará con  arreglo  á  las  leyes  relativas 
á  las  donaciones  en  general. 

Art.  1.247.  Las  joyas,  las  piedras 
preciosas  y  demás  cosas  de  valor  per- 
tenecientes al  adorno  que  el  marido 
haya  dado  á  la  mujer,  se  considerarán, 
en  la  duda,  nb  como  prestadas,  sino 
como  donadas.  Pero  si  un  esposo  pro- 
mete 6  hace  donación  al  otro,  ó  un  ter- 
cero ó  uno  de  ellos,  en  vista  de  futuro 
matrimonio,  podrá  revocarse  la  dona- 
ción cuando  sin  culpa  del  donante  no 
se  efectúe  el  matrimonio. 

Art.  1.248.  Será  permitido  á  los  cón- 
yuges instituirse  herederos  recípro- 
camente en  un  mismo  testamento  ó 
que  instituyan  en  él  á  otra  persona. 
También  podrá  ser  revocado  este  tes- 
tamento; pero  de  la  revocación  de 
una  de  las  partes  no  podrá  deducirse 
también  la  de  la  otra  (art.  583.) 

Art.  1.249  También  podrá  estipular- 
se entre  los  cónyuges  el  pacto  de  suce- 
sión, mediante  el  que  se  hace  y  acepta 
la  promesa  de  la  herencia  futura  ó  de 
una  parte  de  ésta  (art.  602).  Mas  para 
la  validez  de  este  pacto  es  menester 
que  se  haya  hecho  por  escrito  con  to- 
das las  formalidades  del  testamento 
escrito. 

Art.  1.250.  El  cónyuge  sujeto  á  tute- 
la ó  cúratela  podrá  aceptar  la  heren- 
cia que  le  haya  sido  prometida,  con  tal 
que  no  le  sea  perjudicial.  Pero  la  dispo- 
sición, para  el  caso  de  muerte,  sobre 
bienes  propios  hecha  por  él  sin  la  apro- 
bSLción  del  Juez,  sólo'  podrá  subsistir 
cuando  seahecha  en  testamento  válido. 


Art.  1 .251 .  Cuanto  se  ha  establecido, 
en  general,  sobre  las  condiciones  de 
los  contratos,  deberá  aplicarse  también 
á  los  pactos  de  sucesión  entre  cónyuges. 

Art.  1.252.  El  pacto  de  sucesión, 
aun  cuando  inscrito  en  los  registros 
públicos,  no  privará  al  cónyuge  déla  fa- 
cultad de  disponer  según  le  convenga, 
mientras  viva,  de  sus  bienes.  El  dere- 
cho que  nace  de  e^te  pacto  supone  la 
muerte  del  testador,  y  el  heredero  con- 
vencional, si  no  sobrevive  al  testador, 
no  podrá  transmitir  á  otro  semejante 
derecho  ni  pedir  ñanza  por  la  futura 
herencia. 

Art.  1.253.  En  el  pacto  de  sucesión 
no  podrá  el  cónyuge  renunciar  entera- 
mente al  derecho  de  testar,  pues  en  vir- 
tud de  la  ley  le  está  siempre  reservada, 
para  libre  disposición  de  su  última  vo- 
luntad, la  cuarta  parte  liquida  de  sus 
bienes,  no  gravada  con  legítima  á  que 
alguno  tenga  derecho,  ni  con  otra  deu- 
da. Si  el  testador  no  hubiere  dispuesto 
de  dicha  parte,  no  pasará  ésta  al  here- 
dero convencional  aunque  se  le  hubiere 
prometido  toda  la  masa  hereditaria, 
sino  á  los  herederos  legítimos. 

Art.  1.254.  En  perjuicio  del  otro  cón- 
yu'ge  con  quien  se  hizo  el  pacto  de  sut 
cesión  no  podrá  éste  ser  revocado,  y 
sólo  podrá  ser  invalidado  con  arreglo  á 
la  ley.  A  los  herederos  necesarios  les 
quedarán  á  salvo  todos  sus  derechos 
como  contra  cualquier  otra  disposición 
de  última  voluntad. 

Art.  1.255.  Si  uno  de  los  cónyuges 
diere  al  otro,  para  el  caso  de  supervi- 
vencia, el  usufructo  de  sus  bienes,  no 
se  limitará  por  eso  su  facultad  de  dis- 
poner de  ellos  libremente  por  actos  en- 
tre vivos.  El  derecho  de  usufructo  (ar- 
tículos 509  al  520)  no  se  extiende  sino  á 
los  bienes  que  libremente  puedan  ser 
transmitidos  á  los  herederos. 
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Art.  1.256*  Pero  si  el  usufructo  de  un 
inmueble  estuviere  inscrito  en  los  re- 
gistros públicos  con  el  asentimiento  de 
quien  lo  haya  concedido,  no  podrá  per- 
judícarse  bajo  ninguna  forma  este  usu- 
fructo. 

Art.  1.257.  En  el  caso  en  que  el  con* 
yuge  supérstite  contraiga  nuevo  matri- 
monio ó  quiera  ceder  á  otro  el  usufruc- 
to, los  hijos  del  difunto  tendrán  dere- 
cho á  solicitar  que  el  usufructo  les  sea 
cedido  por  una  prestación  anual  co- 
rrespondiente. 

Art.  1.258.  El  cónyuge  que  reclame 
el  usufructuó  de  toda  la^  herencia  del 
otro  cónyuge  ó  de  una  parte  de  la  mis- 
ma, no  tendrá  el  derecho  de  reclamar, 
en  caso  de  haber  herederos  forzosos, 
la  porción  determinada  en  la  ley  para 
sucesión  legítima  (artículos  757  al  759). 
.  Art.  1.259.  La  igualación  de  los  hi- 
jos, esto  es,  el  pacto  en  el  que  se  atri- 
buyen á  los  hijos  nacidos  de  diferentes 
matrimonios  iguales  derechos  á  la  su- 
cesión hereditaria,  no  producirá  nin- 
gún efecto  legal. 

Art.  1.260.  Si  se  abriese  concurso  de 
acreedores  sobre  los  bienes  del  marido 
que  viva  aún,  no  podrá  la  mujer  recla- 
mar todavía  en  contra  de  dichos  acree- 
dores la  restitución  de  la  dote  ni  la  en- 
trega de  la  sobrédete,  sino  sólo  el  añan- 
zamiento,  para  el  caso  de  disolución  de 
matrimonio.  Podrá  pretender,  además, 
al  hacerse  la  publicación  del  concurso, 
el  disfrute  de  la  pensión  de  viuda,  y  si 
ésta  no  se  hubiere  estipulado,  el  disfru- 
te de  la  dote.  No  habrá,  sin  embargo, 
lugar  á  dicha  pretensión  sobre  uno  ú 
otro  disfrute  si  se  probase  que  la  mu- 
jer ha  sido  causa  de  la  disminución  de 
la  fortuna  del  marido. 

Art.  1 .261 .  Si  se  abriese  concurso  so- 
bre los  bienes  de  la  mujer,  que  darán  fir- 
mes las  estipulaciones  matrimoniales. 


Art.  1.262.  Si  se  hubiere  convenido 
la  comunidad  de  bienes  entre  cónyuges, 
cesará  ésta  al  abrirse  el  concurso  de 
acreedores  sobre  los  bienes  del  uno  6 
del  otro,  y  la  fortuna  común  entre  ellos 
quedará  dividida  como  en  caso  de 
muerte. 

Art.  1.263.  Si  los  cónyuges  acorda- 
ran separarse,  dependerá  también  de 
un  convenio,  que  siempre  deberá  hacer- 
se al  mismo  tiempo  (artículos  103  al  109), 
el  determinar  si  sus  capitulaciones  ma- 
trimoniales deben  continuar  ó  de  qué 
manera  habrán  de  ser  modificadas. 

Art.  1.264.  Pero  en  caso  de  separa- 
ción por  sentencia  del  Juez,  si  ninguno 
de  los  cónyuges  fuere  culpable,  ó  si  lo 
fueren  ambos,  tendrá  derecho  cada  cual 
de  ellos  á  exigir  que  se  declare  que  no 
subsisten  ya  las  capitulaciones.  Sobre 
esta  petición,  el  Juez  deberá  siempre 
exhortar  á  las  partes  para  que  lleguen  á 
un  arreglo  (art.  108).  Y  si  uno  ú  otro  de 
los  cónyuges  estuviere  libre  de  culpa, 
podrá  pedir  la  continuación  ó  la  anula- 
ción de  las  capitulaciones,  ó,  según  las 
circunstancias,  los  alimentos  corres- 
'  pendientes.       * 

Art.  1.265.  Si  el  matrimonio  fuere 
declarado  nulo,  tampoco  tendrán  nin- 
gún valor  las  capitu>aciones  matrimo- 
niales; y  la  fortuna,  cuando  la  haya, 
volverá  á  su  establo  primitivo.  La  parte 
que  sea  culpable  deberá  indemnizar  á 
la  que  esté  exenta  de  culpa  (art.  102). 

Art.  1.266.  Si  se  concediere  la  diso- 
lución del  matrimonio  á  petición  de 
ambos  cónyuges  por  causa  de  invenci- 
ble avensión  (artículos  115  y  133),  las 
capitulaciones,  cuando  no  haya  habido 
arreglo  acerca  de  esto  (art.  117),  cesa- 
rán de  regir  para  ambas  partes.  Si  la 
disolución  del  matrimonio  fu^ere  decla- 
rada por  sentencia,  se  le  deberá  al  cón- 
yuge) inocente,  no  sólo  una  plena  repa- 
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ración,  sino  que  además,  al  declarar 
la  disolución,  le  corresponderá  lo  que 
se  le  haya  prometido  para  el  ca^o  de 
supervivencia.  Los  bienes  que  estaban 
sujetos  á  comunidad  se  dividirán  como 
en  el  caso  de  muerte,  y  el  cónyuge 
exento  de  culpa  conservará,  para  el 
caso  de  muerte  del  otro,  el  derecho  que 
nace  del  pacto  de  sucesión.  El  cónyu- 
ge, disuelto  el  matrimonio,  aun  cuando 
sin  culpa  suya,  no  podrá  pedir  á  la  su- 
cesión intestada  (artículos  757  al  759). 

CAPÍTULO  XXIX.— DE  LOS  contratos 

ALEATORIOS 

Art.  1.267.  Es  aleatorio  el  contrato 
en  que  se  promete  y  acepta  la  esperan- 
za de  un  beneficio  incierto  todavía,  y 
pertenece  á  la  clase  de  contratos  one- 
rosos ó  de  los  gratuitos,  según  se  pro- 
meta ó  no  algo  en  compensación  de  di- 
cha esperanza. 

Art.  1.268.  Én  los  contratos  aleato- 
»  rios  no  há  lugar  al  recurso  legal  por 
lesión  de  más  de  la  mitad  del  valor. 

Art.  1.269.  Son  contratos  aleatorios: 
la  apuesta,  el  juego,  la  extracción  por 
sorteo  (rifa),  las  compras  y  ventas  ó 
los  demás  contratos  sobre  esperados 
derechos  ó  cosas  futuras  todavía  in- 
ciertas; el  contrato  de  renta  vitalicia; 
los  establecimientos  sociales  de  ma- 
nutención ó  alimentos,  y,  por  ultimo, 
el  contrato  de  seguro  y  de  cambio  ma- 
rítimo. 

Art.  1.270.  Hay  apuesta  cuando, 
para  un  acontecimiento  no  conocido 
todavía  por  ninguna  de  las  partes,  esta- 
blecen éstas  un  determinado  precio  que 
habrá  de  pagarse  á  aquella  cuyo  aserto 
sea  confirmado  por  el  éxito.  Si  la  parte 
que  gana  estaba  segura  del  resultado  y 
ocultó  á  la  otra  ésta  certeza,  cometerá 
dolo  y  la  apuesta  será  nula.  Si  la  parte 


que  pierde  tuviere  ya  conocimiento  del 
resultado,  deberá  considerarse  como 
un  donante.' 

Art.  1 .271 .  La  apuesta  hecha  de  bue- 
na fe  y  líoita  además,  obligará  cuando 
el  precio  convenido,  no  sólo  se  haya 
prometido,  sino  '  realmente  pagado  ó 
depositado.  No  podrá  reclamarse  judi- 
cialmente el  precio. 

Art.  1.272.  Todo  juego  es  una  espe- 
cie de  apuesta,  y,  por  tanto,  se  aplicará 
también  á  ellos  cuanto  queda  determi- 
nado para  las  apuestas.  En  las  leyes 
políticas  se  halla  determinado  qué  jue- 
gos son  los  prohibidos  en  general,  ó 
para  cierta  clase  de  personas,  y  cómo 
deberá  castigarse  á  los  dueños  de  las 
casas  de  juego  ó  á  los  que  permitan 
que  en  la  suya  se  reúnan  los  jugadores. 

Art.  1.273.  La  extracción  por  sorteo 
(rifa)  entre  personas  particulares,  si 
tiene  por  objeto  el  juego  ó  la  apuesta, 
se  regirá  por  los  principios  estableci- 
dos para  aquéllos.  Pero  si  debiera  de- 
cidirse por  este  medio  una  división, 
una  elección  ó  un  litigio,  habrá  lugar  á 
la  aplicación  de  los  principios  relativos 
á  los  demás  contratos. 

Art.  1.274.  Las  loterías  instituidas 
por  el  Estado  no  se  regirán  por  las 
reglas  de  la  apuesta  y  del  juego,  sino 
que  deberán  seguir  el  correspondiente 
plan  previamente  publicado. 

Art.  1.275.  La  promesa  de  un  precio 
convencional  por  una  determinada  can- 
tidad de  futuros  frutos  se  considerará 
como  Im  contrato  ordinario  de  compra- 
venta. 

Art.  1.276.  El  que  por  determinado 
precio  compre,  en  globo,  las  futuras 
utilidades  de  una  cosa  ó  la  esperanza 
de  éstas,  hace  un  contrato  aleatorio,  y 
se  somete  al  riesgo  de  que  quede  com- 
pletamente fallida  la  esperanza,  pero 
también  tiene  derecho  á  todas  las  utili- 
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asegurar  los  alimentos  que  con  arreglo 
á  la  ley  se  les  deban. 

Art.  1.287.  El  contrato  en  virtud  del 
que,  mediante  una  cuota,  se  constituye 
un  fondo  común  para  el  sostenimiento 
de  los  socios  que  hayan  contribuido  á 
formarlo,  de  sus  viudas  ó  de  sus  hijos 
huérfanos,  deberá  considerarse  según 
la  Índole  y  el  fin  de  esta  institución, 
y  según  las  condiciones  establecidas 
para  ello. 

Art.  1.28ÍB.  Si  alguno^  asumiendo  el 
riesgo  de  un  daño  que  pueda  ocurrir  á 
otro  sin  culpa  suya,  le  promete  por  una 
determinada  prima  la'  indemnización 
convenida,  nace  de  esto  el  contrato  de 
seguro,  en  virtud  del  que  el  asegurador 
es  responsable  del  daño  accidental  y 
el  asegurado  de  la  prima  convenida. 

Art.  1.289.  El  objeto  ordinario  de 
este  contrata  son  las  mercancías  que 
se  transportan  por  agua  ó  por  tierra, 
pero  podrán  asegurarse  también  las 
demás  cosas,  como,  por  ejemplo,  las 
casas  y  las  ñncas  rústicas,  contra  los 
riesgos  de  incendios,  inundaciones  y 
otros  análogos. 

Art.  1.290.  Si  ocurriere  éí  daño  ca- 
sual por  el  que  está  prometida  la  in- 
indemnización,  sí  no  surgiere  un  impe- 
dimento insuperable  ó  si  no  se  hubiere 
convenido  otra  cosa,  deberá  el  asegu- 
rado dar  cuenta  de  él  al  asegurador, 
dentro  del  plazo  de  tres  días,  si  se  en- 
cuentran en  la  misma  localidad,  y,  ex- 
ceptuado este  caso,  dentro  del  plazo 
establecido  en  el  art.  862  para  notificar 
la  aceptación  d^  una  promesa  hecha 
por  un  ausente.  Si  no  hiciere  dicha  no- 
tifícación  y  no  pudiere  probar  el  caso 
fortuito,  ó  si  el  asegurador  pudiere  pro- 
bar que  el  daño  sobrevino  por  culpa  del 
asegurado,  no  tendrá  éste  derecho  á  la 
indemnización  prometida. 

Art.  l.?91.    Es  nulo  el  contrato  de  se- 


guro si  al  hacer  dicho  contrato  sabía 
ya  el  asegurado  que  la  cosa  había  pe- 
recido, ó  el  asegurador  qué  ya  no  co- 
rría riesgo. 

Art.  1.292.  Las  disposiciones  relati- 
vas al  seguro  marítimo  y  al  contrato 
de  cambio  también  marítimo  forman 
el  objeto  de  las  leyes  marítimas. 

CAPÍTULO  XXX.— DEL  DERECHO  DE 
INDEMNIZACIÓN  Y  DE  REPARACIÓN 

Art.  1.293.  Llámase  daño  cualquier 
perjuicio  ocasionado  en  la  fortuna,  en 
los  derechos  ó  en  la  persona  de  un 
individuo.  Del  daño  debe  distinguirse  el 
perjuicio  (lucro  cesante),  esto  es,  la 
pérdida  de  aquel  beneficio  á  que  tiene 
derecho  alguno,  según  el  curso  ordina- 
rio de  las  cosas. 

Art.  1.294.  El  daño  proviene  de  un 
acto  ó  de  una  omisión  injusta  de  otro, 
ó  de  un  caso  fortuito.  El  daño  injusto 
puede  ocasionarse  voluntaria  ó  invo- 
luntariamente. El  daño  voluntario  se 
funda  en  una  mala  intención,  si  es  oca- 
sionado á  sabiendas  y  deliberadamen- 
te, ó  en  una  deficiencia  si  es  ocasiona- 
do por  imputable  ignorancia  ó  por  falta 
de  atención  ó  de  la  diligencia  conve- 
niente, y  ambos  llámanse  culpa. 

Art.  1.295.  Todo  individuo  tiene  de- 
recho de  exigir  del  autor  la  reparación 
del  daño  causado  con  culpa,  ya  se  haya 
producido  por  haber  faltado  á  un  deber 
derivado  de  un  contrato  ó  independien- 
temente del  mismo. 

Art.  1.296.  En  la  duda  se  presumirá 
que  ha  ocurrido  el  daño  sin  culpa  ajena. 

Art.  1.297.  Se  presumirá,  además, 
que  todo  el  que  tenga  el  uso  de  la  razón 
es  capaz  de  aquel  grado  de  diligencia 
y  atención  que  puede  emplearse  por  el 
que  esté  dotado  de  una  mediana  capa- 
cidad. El  que  no  emplee  dicho  grado  de 
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diligencia  ó  de  atención  en  los  actos^  y 
de  lo  cual  se  derive  un  perjuicio  para 
los  derechos  ajenos,  será  culpable. 

Art.  1.298.  £1  que  pretenda  haber  es- 
tado impedido,  sin  culpa  suya,  para 
j[;ujnplir  una  obligación  que  nace  del 
contrato  ó  de  la  ley,  deberá  probarlo. 

Art.  1.299.  El  que  públicamente  ejer- 
za un  cargo,  un  arte,  tranco,  oñcio,  ó 
sin  necesidad  se  encargue  voluntaria- 
mente de  un  asunto  que  requiere  una 
pericia  especial  ó  una  diligencia  no  co- 
mún, manifiesta  con  esto  que  se  obliga 
á  la  necesaria  diligencia,  y  que  se  atri- 
buye la  exigida  pericia  no  común,  y 
se  hace,  por  tanto,  responsable  de  la 
falta  de  dicha  cualidad.  Si  quien  le  ha 
confiado  el  asunto  ó  quien  conocía  su 
impericia,  usando  de  la  ordinaria  aten- 
ción podía  conocerla,  será  también  éste 
culpable. 

Art.  1.300.  £1  perito  será  responsa- 
ble, aun  en  el  caso  en  que,  recibiendo 
remuneración,  dé  culpablemente  un 
consejo  perjudicial  en  asuntos  de  su 
arte  ó  ciencia.  Fuera  de  este  caso,  el 
que  haya  dado  el  consejo,  sólo  estará 
obligado  al  resarcimiento  del  daño  que 
haya  causado  á  sabiendas  con  dicho 
consejo. 

Art.  1.301.  Del  daño  injustamente 
ocasionado  pueden  ser  responsables 
varias  personas,  cuando  juntas  inme- 
diata ó  mediatamente  con  lisonjas, 
amenazas,  con  órdenes,  auxilio,  encu- 
brimiento ó  de  otro  modo  análogo,  ó 
aun  con  la  sola  omisión  de  su  obliga- 
ción particular  de  impedir  el  mal,  ha- 
yan contribuido  á  su  realización. 

Art.  1.302.  £n  este  caso,  si  el  daño 
se  hubiere  causado  culpablemente,  y 
pudiera  determinarse  la  participación 
de  cada  uno ,  sólo  será  responsable 
cada  cual  del  daño  que  por  su  culpa  se 
haya  ocasionado,  Pero  si  el  daño  fué 


causado  deliberadamente,  ó  si  no  pu- 
diera determinarse  la  proporción  en 
que  cada  individuo  haya  contribuido  á 
su  realización,  estarán  todos  obligados 
solidariamente,  quedando  al  que  lo  hu- 
biere resarcido,  el  dereclu)  de  repeti- 
ción contra  los  demás. 

Art.  1.303.  Deberá  decidirse  por  la 
índole  de  cada  contrato  hasta  dónde 
están  obligados  varios  codeudores  por 
el  sólo  hecho  del  incumplimiento  de  su 
obligación. 

Art.  1.304.  Si  en  el  daño  concurriera 
también  la  culpa  del  perjudicculo,  lo  so- 
portará éste  proporcionalmente  con  el 
autor  del  daño,  y  si  no  pudiera  deíer- 
minarse  la  proporción,  lo  soportarán 
por  partes  iguales. 

Art.  1.305.  El  que  haga  uso  de  un 
derecho  suyo  dentro  délos  justos  limi- 
ten, no  será  responsable  del  daño  que 
de.  ello  se  derive  para  otro. 

Art.  1.306.  Por  regla  general,  nadie 
está  obligado  á  reparar  el  daño  ocasio- 
nado sin  su  culpa  ó  con  un  acto  invo- 
luntario. 

Art.  1.307.  Pero  si  alguno  por  su 
propia  culpa  se  hubiere  proporcionado 
un  estado  pasajero  de  perturbación  de 
los  sentidos,  deberá  atribuírsele  tam- 
bién á  su  culpa  el  daño  causado  en  este 
estado.  Lo  mismo  debe  aplicarse  al  ter- 
cero que  por  su  culpa  haya  sido  causa 
de  la  alteración  mental  de  quienha>a 
ocasionado  el  daño. 

Art.  1.308.  Si  los  mentecatos,  los  im- 
béciles ó  los  niños  causaren  daño  á 
cualquiera  que  hayaMado  ocasión  á 
ello  por  cualquier  acto  suyo  culpable, 
el  perjudicado  no  tendrá  derecho  al  re- 
sarcimiento. 

Art.  1.309.  Fuera  de  este  caso,  ten- 
drá derecho  á  ser  indemnizado  por 
aquellos  á  quienes  sea  imputable  el 
daño  por  haber  descuidado  la  vigilan- 
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cia  que  les  está  conñada  sobre  tales 
personas. 

Art.  1.310.  Si  el  perjudicado  no  pu- 
diere obtener  de  este  modo  la  indemni- 
zación, el  Juez  ordenará  el  resarcimien- 
to de  todo  el  daño  ó  de  una  parte  de 
éste,  que  deberá  ñjarse  con  arreglo  á 
la  equidad,  teniendo  en  cuenta  las  cir- 
cunstancias, si  el  causante  del  daño, 
aunque  ordinariamente  no  tenga  el  uso 
de  la  razón,  puede,  por  casualidad,  en 
el  caso  dado  serle  imputada  la  culpa,  ó 
si  el  perjudicado,  por  consideración  al 
causante,  ha  abandonado  la  defensa,  ó, 
por  último,  teniendo  en  cuenta  la  fortu- 
na del  causante  y  del  perjudicado. 

Art.  1.311.  El  mero  caso  fortuito  será 
en  perjuicio  de  aquél  sobre  cuya  fortu- 
na ó  en  cuya  persona  ocurra.  Pero  si  lo 
hubiere  ocasionado  alguno  por  su  cul- 
pa, hubiere  infringido  las  leyes  que 
tienden  á  prevenir  los  daños  casuales, 
6  se  hubiere  inmiscuido  sin  necesidad 
en  asuntos  ajenos,  será  responsable 
de  todo  daño  que  de  otro  modo  no  hu- 
biera ocurrido. 

Art.  1.312.  El  que,  en  caso  de  nece- 
sidad preste  á  alguien  sus  servicios, 
no  será  responsable  del  daño  que  no 
haya  evitado,  á  no  ser  que  culpable- 
mente haya  impedido  que  otro  preste 
servicios  más  útiles.  Pero,  aun  en  este 
caso,  podrá  compensar  el  daño  ocasio- 
nado con  el  beneñcio  cierto  que  haya 
proporcionado  al  otro. 

Art.  1.313.  Por  regla  general,  nadie 
será  responsable  del  acto  injusto  de 
otro  en  el  que  no  haya  tomado  parte,  y 
aún  en  los  casos  en  que  las  leyes  dis- 
ponen lo  contrario,  le  quedará  salvo  el 
recurso  contra  la  persona  que  tenga  la 
culpa. 

Art.  1.314.  Si  alguno  tomase  á  su 
servicio  una  persona  sin  la  certifíca- 
eíón  correspondiente  ó  túcese,  á  sa- 


biendas, á  su  servicio  un  individuo 
que  es  peligroso  por  cualquier  condi- 
ción corporal  ó  mental  (enfermedad 
contagiosa,  etc.),  ó  diese  asilo  á  un  dcr 
lincuente  conocido,  estará  obligado  á 
la  reparación  del  daño  ocasionado  por 
la  condición  peligrosade  dicha  persona, 
tanto  respecto  del  propietario  de  la  ca- 
sa como  de  los  habitantes  de  la  misma. 

Art.  1.315.  El  que  á  sabiendas  haya 
admitido  dicha  persona  peligrosa  ó 
haya  empleado  en  un  asunto  á  una  per- 
sona incapaz,  será  también  responsa- 
ble del  daño  que  de  ello  haya  resultado 
para  tercero. 

Art.  1.316.  Los  fondistas  y  los  con- 
ductores por  agua  y  por  tierra  serán 
responsables  del  daño  que  las  gentes 
de  su  servicio  ó  designadas  como  tales 
por  ellos,  ocasionen  en  las  cosas  recibi- 
das de  los  pasajeros  en  el  alojamiento 
ó  en  la  barca,  etc.,  confiadas  para  su 
transporte  (art.  970). 

Art.  1.317.  En  reglamentos  especia- 
les se  determinará  hasta  qué  punto  son 
responsables  del  daño  los  establecir 
mientes  públicos  que  tienen  por  objeto 
el  transporte  de  efectos. 

Art.  1.318.  Si  por  la  caida  de  una 
cosa  suspendida  ó  puesta  de  una  ma- 
nera peligrosa,  ó  por  haber  arrojado  ó 
vertido  cualquier  cosa  fuera  de  una  ha- 
bitación se  ocasionase  daño  alguno, 
será  responsable  la  persona  de  cuya 
habitación  haya  sido  arrojada,  vertida 
ó  haya  caldo  la  cosa.  • 

Art.  1.319.  Para  un  peligro  verosí- 
mil de  que  cualquier  muestra,  vasija  ú 
otra  cosa  suspendida  ó  puesta  sobre 
un  sitio  de  paso,  pueda  caer  y  hacer 
daño  al  que  pase,  no  corresponde  la 
acción  judicial,  pero  cualquiera  tendrá 
el  derecho  de  denunciar  el  peligro  á  la 
autoridad  política  con  motivo  de  la  se- 
guridad pública. 
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recho  de  pedir  la  indemnización  ó  la 
satisfacción  plena. 

An.  1.331.  Si  alguno  fuese  perjudi- 
cado en  sus  bienes  por  tercero  delibe- 
radamente ó  por  evidente  negligencia, 
podrá  también  pedir  la  indemnización 
de  perjuicios,  y  si  el  daño  fué  ocasiona- 
do con  un  acto  prohibido  por  las  leyes 
penales  ó  por  petulancia  y  malignidad, 
podrá  también  pedirse  el  valor  de  espe- 
cial afecto. 

Art.  1.332.  El  daño  ocasionado  con 
menor  grado  de  culpa  ó  de  negligencia, 
deberá  resarcirse  según  el  valor  ordi-^ 
nario  que  tenia  la  cosa  cuando  se  oca- 
sionó el  daño. 

Art.  1.338.  El  daño  que  experimente 
el  acreedor  por  la  morosidad  del  deudor 
en  el  pago  convenido  del  capital  adeu- 
dado, se  resarcirá  mediante  los  intere- 
ses determinados  por  la  ley  (art.  995). 

Art,  1  .'334.  La  morosidad  es  general- 
mente imputable  al  deudor  si  no  paga 
en  el  día  establecido  por  la  ley  ó  por 
convenio  para  ello  ó,  en  el  caso  en  que 
no  se  haya  prefijado  el  día  para  el  pago, 
no  se  haya  puesto  de  acuerdo  con  el 
acreedor  después  del  día  de  la  petición 
ó  aviso  judicial  ó  extrajmiicial. 

Art.  1.335.  Si  el  acreedor  hubiere 
dejado  sin  aviso  judicial  acumular  los 
intereses  hasta  la  suma  de  la  deuda 
principal,  quedará  extinguido  el  dere- 
cho de  reclamar  ulteriorment^los  inte- 
reses sobre  el  capital.  Pero  éstos  po- 
drán exigirse  de  nuevo  desde  el  día  en 
que  se  haya  promovido  la  petición. 

Art.  1.336.  Los  contratantes  podrán 
convenir  especialmente  que  en  el  caso 
en  que  la  promesa  no  sea  cumplida  en 
modo  alguno  ó  no  lo  sea  en  el  modo 
debido,  ó  se  cumpla  demasiado  tarde», 
se  de,  en  lugar  de  reparación  del  daño, 
una  determinada  cantidad  de  dinero  ó 
de  otra  cosa  (art.  912).  Aun  en  el  prés- 


tamo no  podrá  adjudicarse  por  el  Juez, 
por  este  concepto  de  morosidad  en  el 
pago,  una  cantidad  mayor  que  el  inte- 
rés legítimo.  En  estos  casos,  si  el  deu- 
dor prueba  que  es  excesiva  la  pena 
convencional,  deberá  moderarla  el 
Juez,  oídas,  cuando  proceda,  personas 
peritas.  El  pago  de  la  pena  convencio- 
nal, salvo  el  caso  de  un  pacto  especial, 
no  exime  del  cumplimiento  del  con- 
trato. 

Art.  1 .337.  La  obligación  del  resarci- 
miento del  daño  y  del  perjuicio,  ó  del 
pago  de  la  pena  convencional,  es  inhe- 
rente á  la  fortuna  y  pasa  á  los  here- 
deros. 

Art.  1.338.  El  derecho  para  la  repa- 
ración del  daño  deberá,  por  regla  gene- 
ral, ejercerse  como  cualquiera  otro  de- 
recho privado,  ante  el  Juez  ordinario. 
El  causante  del  daño  que  al  mismo 
tiempo  haya  violado  una  ley  penal,  es- 
tará sujeto  adeniás  á  la  pena  determi- 
nada. Corresponderá  también,  en  este 
caso  al  Juez  civil  conocer  y  fallar  res- 
pecto de  la  reparación  del  daño  siempre 
que  en  las  leyes  penales  no  sea  decla- 
rado de  competencia  del  Juez  de  lo  cri- 
minal ó  de  la  autoridad  política. 

Art.  1.339.  Para  las  lesiones  corpo- 
rales, para  los  injustos  atentados  á  la 
libertad  y  para  las  ofensas  al  honor,  se 
procederá  y,  según  las  circunstancias, 
se  aplicará  la  pena,  por  el  tribunal  cri- 
minal si  son  delitos,  y  por  la  autoridad 
política  si  son  faltas  graves,  de  policía 
ó  extravíos  que  no  pertenezcan  ni  á  una 
ni  á  otra  clase. 

Art.  1.340.  Estas  autoridades,  si  la 
indemnización  pudiera  determinarse 
inmediatamente,  deberán  dictar  en  se- 
g-uida  su  fallo  de  conformidad  con  las 
reglas  prescritas  en  el  presente  capítu- 
lo. Pero  si  la  reparación  del  daño  no 
pudiera  determinarse  inmediatamente, 
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CAPÍTULO  PRIMERO.— Del  afianza- 
miento DE  LOS  DERECHOS  Y  OBLIGA- 
CIONES. 

Art.  1.342.  Ix>8  derechos,  tanto  per- 
sonales, como  reales,  y  las  obligacio- 
nes que  de  ellos  se  derivan,  pueden  ase- 
gurarse, transmitirse  y  adquirirse. 

Art.  1.343.  Las  especies  legales  de 
afianzar  las  obligaciones  y  asegurar 
los  derechos  mediante  los  cuales  al  de- 
recho que  ya  se  tiene  se  agrega  uno 
nuevo,  son  la  obligación  que  asume  un 
tercero  por  el  deudor  y  la  acción  en 
prenda. 

Art.  1.344.  El  tercero  puede  obligar- 
se de  tres  modos,  por  el  deudor  respec- 
to del  acreedor:  primeramente,  si  con- 
sintiéndolo el  acreedor,  asume  sobre 
sí  la  deuda  como  único  pagador;  en  se- 
gundo lugar,  si  acepta  la  obligación 
como  codeudor;  por  último,  si  se  obliga 
á  pagar  al  acreedor  en  el  caso  en  que 
el  deudor  principal  no  satisfaga  la 
obligación. 

Art.  1.345.  Si  se  asumiere  toda  la 
deuda  de  otro  con  el  consentimiento  del 
acreedor,  no  se   asegura  entonces  la 


deuda,  sino  que  se  hace  un  cambio  de 
la  obligación  de  que  se  trata  en  el 
capitulo  siguiente. 

Art.  1.346.  £1  que  se  obliga  á  satis- 
facer al  acreedor  en  el  caso  en  que  el 
deudor  principal  no  cumpla  su  obliga- 
ción, se  llama  ñador,  y  el  contrato  he- 
cho entre  éste  y  el  acreedor,  se  llama 
contrato  de  fianza.  El  primer  deudor, 
en  este  caso,  sigue  siendo  siempre  deu- 
dor principal,  y  el  fiador  sólo  es  deudor 
subsidiario. 

Art.  1.347.  Si  alguno,  sin  la  condi- 
ción á  beneficio  de  los  fiadores,  acepta 
la  obligación  de  otro  como  codeudor, 
se  tendrá  una  unión  de  varios  codeu- 
dores, cuyos  efectos  legales  deberán 
determinarse  de  conformidad  con  cuan- 
to queda  prescrito  en  el  capitulo  sobre 
los  contratos  en  general  (artículos  888 
á896). 

Art.  1.348.  El  que  promete  indemni- 
zación al  fiador,  en  el  caso  en  que  por 
su  fianza  experimente  algún  daño,  se 
llama  fiador  de  indemnización. 

Art.  1.349.  Cualquier  persona,  sin 
distinción  de  sexo,  puede  asumir  las 
obligaciones  de  otro  cuando  tenga  la 
libre  administración  de  sus  bienes. 
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tiempo.  La  liberación  hecha  para  uno 
de  los  cofiadores  alcanza  también  á 
éste,  respecto  del  acreedor;  pero  no 
respecto  de  los  demás  cofiadores  (ar- 
ticulo 896). 

Art,  1.364.  Por  haber  transcurrido 
el  tiempo  dentro  del  que  habría  debido 
pagar  el  deudor,  no  estará  liberado  to- 
davía el  fiador  de  su  fianza,  aun  cuan- 
do el  acreedor  no  hava  solicitado  el 
pago;  pero  si  hubiera  prestado  la  fian- 
za con  el  consentimiento  del  deudor, 
podrá  exigirle  á  éste  una  caución.  Tam- 
bién será  responsable  el  acreedor  res- 
pecto del  fiador,  cuando  por  su  negli- 
gencia para  exigir  el  crédito,  experi- 
mente el  fiador  un  perjuicio  al  repetir 
por  el  reembolso. 

Art.  1 .365.  Si  surgieren  fundadas  sos- 
pechas de  que  el  deudor  vaya  á  quedar 
imposibilitado  de  pagar,  ó  esté  para 
alejarse  de  los  Estados  hereditarios 
en  que  rige  este  Código,  tendrá  derecho 
el  fiador  á  exigirle  al  deudor  una  cau- 
ción por  la  deuda  garantida  por  él. 

Art.  1.366.  Si  el  asunto  para  el  que  se 
prestó  fianza  se  hubiere  terminado,  po- 
drá pedirse  que  se  hag€in  las  cuentas  y 
se  anule  la  fianza.  • 

Art.  1.367.  El  contrato  de  fianza  no 
asegurado  con  prenda  ó  hipoteca,  se  ex* 
tinguirá  á  los  tres  años  después  de  la 
muerte  del  fiado,  si  el  acreedor  hubiere 
dejado  en  este  intermedio  de  reclamar 
judicial  ó  extrajudicialmente  de  los  he- 
rederos del  fiador  el  pago  del  crédito 
vencido. 

Art.  1.368.  Llámase  contrato  de  pren- 
da, aquel  en  que  el  deudor  ú  otro  en 
su  nombre  concede  realmente  al  acree- 
dor el  derecho  de  prenda  sobre  una 
cosa,  entregándola,  si  fuere  mueble, 
y  vinculáiidola  siendo  inmueble,  por 
medio  de  los  registros  de  hipotecas. 
El  pacto  de  dar  la  prenda,  no  consti- 


tuye aún  el  contrato  asi  denominado. 

Art.  1.369.  Lo  establecido  para  los 
contratos  en  general  deberá  aplicarse 
también  al  contrato  de  prenda.  Dicho 
contrato  es  bilateral.  El  acreedor  debe- 
rá custodiar  bien  la  prenda  y  restituirla 
al  pignorante  en  cuanto  éste  haya  cum- 
plido su  obligación.  Si  se  tratare  de  hi- 
poteca, el  acreedor  satisfecho  deberá 
poner  al  hipotecante  en  condición  de 
poder  obtener  la  cancelación  de  la  obli- 
gación en  los  registros  de  hipotecas. 
En  el  capitulo  VI  de  la  segunda  par- 
te de  este  Código,  se  hallan  determina- 
dos los  derechos  y  obligaciones  de 
quien  da  y  de  quien  recibe  la  prenda, 
anejos  á  la  posesión  de  la  misma. 

Art.  1.370.  El  que  recibe  la  cosamue- 
ble  dada  en  prenda,  está  obligado  á  en- 
tregar á  quien  la  constituye  un  recibo 
describiendo  los  caracteres  distintivos 
de  aquélla.  Podrán  también  expresar- 
se en  dicho  recibo  las  condiciones  esen- 
ciales del  contrato  de  prenda. 

Art.  1.371.  No  tendrán  validez  las 
condiciones  ni  los  pactos  contrarios  á 
la  naturaleza  del  contrato  de  prenda  y 
de  préstamo  (de  mutuo).  Tales  son  las 
siguientes:  que  transcurrido  el  plazo 
para  el  pago,  pase  la  cosa  dada  á  ser 
propiedad  del  acreedor;  que  pueda  éste 
á  su  arbitrio,  ó  por  un  precio  previamen- 
te establecido,  enajenarla  ó  conservar- 
la para  él;  que  el  deudor  no  pueda  nun- 
ca recobrar  la  prenda  ú  obligar  en  fa- 
vor de  ningún  otro  la  cosa  inmueble;  ó 
que  no  pueda  el  acreedor,  llegado  el  día 
de  que  sea  satisfecho,  pedir  la  venta  de 
la  prenda. 

Art.  1.372.  No  tendrá  ningún  efecto 
legal  el  pacto  accesorio,  en  cuya  virtud 
deba  esperar  el  acreedor  el  usufructo 
de  la  cosa  dada  en  prenda.  Si  sólo  se 
hubiere  concedido  al  acreedor  el  uso 
de  la  cosa  mueble  empeñada  (art.  459) 
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deberá  hacer  uso  de  ella  de  modo  que 
no  perjudique  al  deudor. 

Art.  1.373.  El  que  estuviere  obligado 
á  dar  caución,  deberá  cumplir  esta 
obligación  mediante  prenda  ó  median- 
te hipoteca.  Sólo  en  el  caso  en  que  no 
estén  en  condiciones  de  dar  prenda  se 
admitirán  fiadores  idóneos. 

Art.  1.374.  Nadie  estará  obligado  á 
recibir  en  prenda  á  título  de  caución, 
una  cosa  por  más  de  la  mitad  de  su  va- 
lor, ni  un  predio  ó  bienes  muebles  por 
más  de  las  dos  terceras  partes  del  pre- 
cio de  tasación.  Es  idóneo  el  fiador  que 
tiene  bienes  correspondientes  y  puede 
ser  requerido  en  la  provincia. 

CAPÍTULO  II.— DE  LA   NOVACIÓN  DE  DE- 
RECHOS Y  OBLIGACIONES 

Art.  1.375.  El  acreedor  y  el  deudor 
podrán  modificar  á  su  conveniencia 
sus  recíprocos  derechos  y  obligaciones 
de  que  puedan  disponer  libremente. 
Esta  novación  podrá  hacerse  con  ó  sin 
intervención  de  tercera  persona,  y  con 
la  intervención  de  un  nuevo  acreedor  ó 
de  un  nuevo  deudor. 

Art.  1.376.  Hay  novación  sin  inter- 
vención de  tercera  persona  cuando  se 
cambia  el  título  legal  ó  el  objeto  prin- 
cipal del  crédito,  y,  por  consiguiente, 
se  subroga  á  la  anterior  una  nueva 
obligación. 

Art.  1.377.  En  virtud  de  este  contra- 
to de  novación  propiamente  dicha,  la 
obligación  principal  anterior  se  extin- 
guirá, y  en  él  dará  comienzo  al  mismo 
tiempo  una  nueva. 

Art.  1.378.  Con  la  novación  se  extin- 
guen los  derechos  de  afianzamiento,  de 
prenda  y  otros  anejos  á  la  anterior  obli- 
gación principal,  á  no  ser  que  las  par- 
tes hayan  establecido  otra  cosa  en  con- 
venio especial. 

Art.  1.379.    No  deberán  considerarse 


como  contrato  de  novación  las  más 
precisas  determinaciones  sobre  el  lu 
gar,  tiempo  y  modo  de  dar  cumplimien- 
to á  la  obligación  ya  existente  y  de- 
más accesorios,  con  las  que  no  se  haga 
modificación  alguna  acerca  del  objeto 
principal  ó  del  titulo  legal,  como  no  lo 
es  el  extender  solamente  un  nuevo  re- 
cibo ú  otro  documento  que  á  él  se  re- 
fiera. No  podrá  suponerse  con  tales 
modificaciones  en  las  determinaciones 
accesorias  una  nueva  carga  para  un 
tercero  que  no  haya  tenido  interven- 
ción en  ellas.  En  la  duda,  no  se  consi- 
derará cancelada  la  anterior  obligación 
siempre  que  pueda  subsistir  con  la 
nueva. 

Art  1.380.  El  contrato  de  novación 
mediante  el  que  los  derechos  contro- 
vertidos ó  dudosos  se  determinen  de 
modo  que  cada  una  de  las  partes  se 
obligue  respecto  de  la  otra,  á  dar,  á 
hacer,  ó  á  dejar  de  hacer  alguna  cosa, 
se  llama  transacción,  que  corresponde 
á  los  contratos  bilaterales  y  se  rige 
por  los  mismos  principios. 

Art.  1.381.  Hará  una  donación  el 
que  gratuitamente  entregue  á  la  perso- 
na obligada,  y*con  el  consentimiento  de 
ésta,  un  derecho  no  controvertido  ni 
dudoso  (art.  939). 

Art.  1.382.  No  es  lícito  transigir  en 
algunos  casos  dudosos,  entre  los  que 
pueden  enumerarse  la  controversia 
surgida  entre  los  cónyuges  acerca  de  la 
validez  de  su  matrimonio,  que  sólo  pue- 
de resolverse  por  el  tribunal  compe- 
tente. 

Art.  1.383.  Tampoco  podrá  transigir- 
se  sobre  el  contenido  de  una  disposi- 
ción de  última  voluntad  antes  de  que  se 
publique.  La  apuesta  hecha  sobre  esto 
deberá  juzgarse  según  los  principios 
establecidos  para  los  contratos  alea- 
torios. 


226 


mSTITUClONBB  POLÍTICAS  Y  JURÍDICAS 


con  el  cesionario,  tanto  de  la  verdad 
del  crédito,  como  de  que  sea  exigible, 
pero  nunca  estará  obligado  por  más  de 
lo  que  hubiere  recibido  del  cesionario. 
Art.  1.398.  Cuando  el  cesionario  ha- 
ya podido  informarse,  por  medio  de  los 
registros  públicos  de  hipotecas,  si  era 
ó  no  exigible  el  crédito,  no  tendrá  de- 
recho á  indemnización  alguna  por  el 
motivo  de  que  no  sea  exigible.  Del  mis- 
mo modo  no  será  responsable  el  ceden- 
te,  si  al  hacer  la  cesión  era  exigible  el 
crédito,  y  en  lo  sucesivo,  por  caso  for- 
tuito ó  por  culpa  del  cesionario,  no  pu- 
diera obtenerse  su  pago. 

Art.  1.399.  Incurrirá  en  esta  falta  el 
cesionario  si  no  requiriere  al  deudor 
para  el  pago  de  la  deuda  en  tiempo  en 
que  esto  pueda  hacerse,  ó  si  después 
de  llegado  el  día  del  pago  no  exigiere 
el  crédito;  si  fuere  indulgente  con  el 
deudor;  si  dejare  de  proporcionarse  en 
tiempo  oportuno  la  garantía  que  aún 
podía  obtenerse,  ó  no  solicitare  la  eje- 
cución judicial. 

Art.  1 .400.  Puede  modificarse  la  obli- 
gación con  intervención  de  un  nuevo 
deudor,  si  éste  sustituye  un  tercero 
como  pagador  en  su  lugar  y  lo  designa 
al  acreedor. 

Art.  1.401.  Si  el  acreedor  á  quien  se 
hace  la  designación  (el  designatario) 
acepta  al  tercero  sustituido  para  el 
pago  (el  designado)  en  lugar  del  deudor 
designante,  y  consintiere  en  ello  el  de- 
signado, será  plena  la  designación,  y, 
por  regla  general,  ya  no  podrá  el  de- 
signatario dirigir  su  acción  contra  el 
designante  (artículos  1.406  y  1.407). 

Art.  1.402.  Si  no  hubiere  este  triple 
consentimiento,  será  menos  plena  la 
designación,  y  sólo  surtirá  efecto  entre 
los  que  hayan  pactado. 

Art.  1.403.  Si  el  designante  hubiera 
encargado  de  hacer  el  pago  á  un  terce-  I 


ro  que  no  le  sea  deudor,  ser^é&teU 
de  aceptar  ó  no  la  designación.  Si  no 
la  aceptare,  no  nacerá  ninguna  nueva 
obligación;  si  la  aceptare,  existirá  el 
contrato  de  mandato  entre  éste  y  el  de- 
signante; pero  no  con  el  designatario. 
Art.  1.404.  El  designante  podrá  re- 
vocar la  designación  aún  no  aceptada 
por  el  designatario.  El  designado,  en 
ese  caso,  no  podrá  hacer  ya  el  pago  en 
virtud  del  mandato  al  designatario. 

Art.  1.405.  Si  el  designatario  no  qui- 
siere aceptar  la  designación  que  se  le 
haya  hecho,  ó  si  no  fuere  aceptado  por 
el  designado,  ó  no  pudiera  por  su  au- 
sencia ser  presentado  á  éste,  el  desíg- 
natario  deberá,  sin  demora,  dar  noticia 
de  ello  al  designante;  pues,  de  otro 
modo,  será  responsable  para  con  él  de 
las  consecuencias  del  daño. 

Art.  1.406.  Si,  aceptada  la  designa- 
ción por  el  designatario  y  por  el  desig- 
nado, no  pagare  éste  en  tiempo  opor- 
tuno, será  responsable  el  designante 
para  con  el  designatario  con  las  mis- 
mas limitaciones  con  que  está  obliga- 
do el  cedente  respecto  del  cesionario, 
tanto  por  la  verdad  del  crédito  como 
de  que  sea  éste  exigible  (artículos  1.397 
á  1.399). 

Art.  1.407.  Si  el  designatario  hubie- 
re expresamente  declarado  que  acepta- 
ba al  designado  por  su  único  deudor, 
ó  lo  hubiese  hecho  tácitamente  por  ha- 
ber extendido  á  su  primer  deudor  el 
descargo  ó  restituido  á  éste  el  justifí- 
cante  de  la  deuda,  cesará  en  el  desig- 
nante toda  responsabilidad  para  con  el 
designatario. 

Art.  1.408.  Si  el  designante  indicare 
á  su  deudor  como  designado  para  ha- 
cer el  pago,  sólo  en  la  misma  medida 
en  que  habría  debido  hacerlo  á  él  dan- 
do al  designatario  la  facultad  de  reci- 
bir de  aquél  la  deuda,  la  designación 
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hará  las  veces  de  cesión  para  el  desig- 
natario, y  entre  éste  y  el  designado 
existirán  las  mismas  relaciones  que 
existían  entre  el  cesionario  y  el  deudor 
cedido,  á  quien  se  baya  notiñcado  la 
cesión. 

Art.  1.409.  Si  después  de  esta  desig- 
nación que  contiene  en  sí  la  cesión,  se 
negare  sin  motivo  el  designado  á  hacer 
el  pago,  ó,  en  general,  si  después  de 
haber  prometido  el  pago  al  designata- 
rio lo  demorase,  será  responsable  és- 
te de  las  consecuencias.  Mas  si  hubie- 
re pagado  en  la  forma  debida,  pero 
en  mayor  cantidad  de  la  que  fuere  deu 
dor  al  designante,  tendrá  éste  obliga- 
ción de  reembolsarla  (art.  1.014). 

Art.  1.410.  Respecto  de  las  designa- 
ciones están  sujetos  los  comerciantes 
á  las  especiales  disposiciones  dictadas 
respecto  de  ellos. 

CAPÍTULO  III.— DE  LOS  MODOS  DE  EX- 
TINGUIRSE LOS  DERECHOS  Y  OBLIGA- 
CIONES. 

Art.  1.411.  Los  derechos  y  obligacio- 
nes están  de  tal  modo  ligados  entre  sí, 
que  cesando  el  derecho,  se  extingue 
también  la  obligación,  y  cesando  ésta, 
se  extingue  también  aquél. 

Art.  1.412.  Se  extingue  principal- 
mente la  obligación  con  el  pago,  esto 
es,  por  el  cumplimiento  de  la  obliga- 
ción (art.  469). 

Art.  1.413.  No  podrá  obligarse  con- 
tra su  voluntad  al  acreedor  á  que  acep- 
te una  cosa  diferente  de  la  que  le  sea 
debida,  ni  al  deudor  á  entregar  una 
cosa  diferente  de  la  que  estuviere  obli- 
gado á  dar.  Tiene  esto  también  aplica- 
ción en  cuanto  al  tiempo,  al  lugar  y  al 
modo  de  cumplir  la  obligación, 

Art.  1.414.  Si  se  diere  en  pago  cual- 
quiera otra  cosa  por  consentimiento 


del  deudor  y  del  acreedor,  ó  por  ser  im- 
posible el  pago,  deberá  considerarse 
este  acto  cómo  oneroso. 

Art.  1.415.  El  acreedor  no  está  obli- 
gado á  admitir  el  pago  en  parte  ni  á 
cuenta.  Si  hubiesen  de  pagarse  varias 
deudas,  se  tendrá  por  satisfecha  la  que 
el  deudor  declare  expresamente  querer 
satisfacer  con  el  consentimiento  del 
acreedor. 

Art.  1.416.  Si  surgieren  dudas  acer- 
ca de  la  voluntad  del  deudor  ó  fuere 
contradicha  por  el  acreedor,  el  pago 
se  amputará,  primero  á  los  intereses, 
luego  al  capital,y  entre  varios  capitales, 
al  que  ya  fué  reclamado  ó  por  lo  menos 
al  que  haya  llegado  el  día  del  venci- 
miento, y  después  al  que  sea  más  one- 
roso para  el  deudor. 

Art.  1.417.  Cuando  no  se  haya  esta- 
blecido plazo  alguno  para  el  pago,  co- 
menzará la  obligación  de  pagar  desde 
el  día  del  requerimiento  (art.  904). 

Art.  1.418.  En  algunos  casos  la  épo- 
ca del  pago  estará  determinada  por  la 
naturaleza  misma  de  la  cosa.  Los  ali- 
mentos deberán  prestarse  por  mensua- 
lidades adelantadas.  Si  la  persona  á 
quien  se  deben  los  alimentos  muriere 
dentro  de  este  tiempo,  sus  herederos 
no  estarán  obligados  á  restituir  cosa 
alguna  del  anticipo. 

Art.  1.419.  Si  el  acreedor  hubiere  in- 
currido en  mora  para  recibir  el  pago, 
serán  de  su  cuenta  las  consecuencias 
del  daño. 

Art.  1.420.  Si  no  se  hubiese  determi- 
nado el  lugar  ni  la  forma  del  pago,  de- 
berán aplicarse  las  reglas  antes  esta- 
blecidas (art.  905).  Cuando  los  pagos 
deban  hacerse  fuera  del  caso  de  un  con- 
trato, el  deudor  no  estará  obligado  á 
satisfacerlo  sino  en  el  lugar  de  su  do- 
micilio. 
Art.  1.421.    El  incapaz  de  obligarse 
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podrá  también  pagar  legalmente  una 
deuda  liquida  y  vencida,  y  liberarse  de 
su  obligación.  Y  si  la  deuda  no  fuese 
liquida  aún  ni  exigible,  el  tutor  6  su  cu- 
rador tendrá  el  derecho  de  repetir  lo 
pagado. 

Art.  1.422.  Si  un  tercero,  con  el  con- 
sentimiento del  deudor,  pudiera  y  qui- 
siera pagar  en  su  lugar  según  la  obli- 
gación contraída,  el  acreedor  no  podrá 
negarse  á  recibir  el  pago  ni  á  ceder  sus 
derechos  al  tercero.  Sin  embargo,  en 
este  caso  no  será  responsable  el  acree- 
dor de  la  verdad  del  crédito  ni  deque 
sea  exigible  sino  cuando  haya  habido 
dolo. 

Art.  1.423.  Por  regla  general,  sin  el 
consentimiento  de]  deudor,  no  podrá 
obligarse  al  acreedor  &  recibir  el  pago 
de  un  tercero  (art.  462).  Pero  si  el  acree- 
dor lo  hubiere  aceptado,  el  tercero  que 
paga  podrá,  aun  después  de  hecho  el 
pago,  reclamar  la  cesión  del  derecho 
que  competa  al  acreedor. 

Art.  1.424.  Deberá  pagarse  la  deuda 
al  acreedor,  á  su  procurador  habilitado 
para  recibirlo,  ó  á  quien  haya  sido  de- 
clarado propietario  del  crédito  por  el 
Juez.  Si  alguno  pagare  á  persona  inca- 
paz de  administrar  sus  propios  bienes, 
estará  obligado  á  pagar  de  nuevo, 
cuando  lo  que  se  pagó  no  exista  real' 
mente  6  no  se  haya  convertido  en  bene- 
ficio de  quien  lo  hubiere  recibido. 

Art.  1.425.  Si  por  no  ser  conocido  el 
acreedor,  por  estar  ausente  6  no  con- 
tento con  lo  que  se  le  hubiere  ofrecido, 
ó  si  por  otros  motivos  graves  no  pudie- 
ra ser  pagado  el  crédito,  será  licito  que 
el  deudor  consigne  judicialmente  la 
cosa  que  debfa  pagarse,  6  si  la  cosa  no 
fuere  consignable,  solicite  del  Juez  las 
oportunas  providencias  para  su  custo- 
dia. Cada  uno  de  estos  actos,  si  fuere 
legalmente  ejecutado    y  notiñcado  al 


acreedor,  libra  al  deudor  de  su  obliga- 
ción y  pone  la  cosa  asi  prestada  á  ries- 
go del  acreedor. 

Art.  1.426.  El  que  paga  tiene  siem- 
pre el  derecho  de  exigir  de  aquel  á 
quien  haya  hecho  el  pago,  un  recibo,  6 
sea  un  testimonio  escrito  de  la  obliga- 
ción cumplida.  Dicho  recibo  deberá  ex- 
presar el  nombre  del  deudor  y  del 
acreedor,  así  como  el  lugar,  la  fecha  y 
el  objeto  de  la  obligación  extinguida, 
debiendo  ir  ñrmad a  por  el  acreedor  ó 
por  su  apoderado. 

AH'.  1.427.  El  recibo  del  pago  del 
capital  hace  nacer  la  presunción  de 
que  también  se  han  pagado  los  inte- 
reses. 

Art.  1.428.  Si  el  acreedor  hubiere 
tenido  del  deudoi^'un  titulo  de  deuda, 
deberá,  además  de  darle  el  recibo,  de- 
volvérselo; ó  si  sólo  fuese  pagada  par- 
te de  la  deuda,  deberá  permitir  que  se 
haga  su  anotación  en  el  mismo  titulo. 
La  devolución  del  documento  sin  ex- 
presar el  pago  de  la  deuda,  constituye 
en  favor  del  deudor  la  presunción  de 
derecho  de  que  ha  sido  pagada,  pero 
no  excluye  la  prueba  en  contrario.  Si 
se  hubiere  perdido  el  referido  titulo  ó 
documento,  el  que  paga  tendrá  derecho 
á  exigir  caución  ó  pedir  que  el  acreedor 
haga  amortizar  el  documento  de  crédi- 
to, con  las  formalidades  prescritas  por 
la  ley  judicial. 

Art.  1.429.  El  descargo  entregado 
por  el  acreedor  al  deudor,  por  el  pago 
de  una  parte  de  la  deuda  más  reciente, 
no  prueba  que  hayan  sido  satisfechas 
también  las  partes  de  deudas  más  anti- 
guas; pero  si  se  trata  de  determinadas 
rentas,  réditos  ó  pagos  tales,  que  deban 
hacerse  por  el  mismo  titulo  y  en  épocas 
prefijadas,  como  censos,  cánones  de 
arriendos  de  predios,  alquiler  de  casas, 
intereses  de  capitales,  se  presumirá 
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que  quien  presente  el  recibo  del  pago 
del  último  plazo  habrá  pagado  también 
los  plazos  anteriores. 

Art.  1.430.  Asimismo  respecto  de 
los  comerciantes  y  de  los  artesanos  que 
suelen  restringir  á  ciertos  tiempos  las 
cuentas  con  sus  compradores  ó  comi- 
tentes, se  presumirá,  cuando  den  reci- 
bo por  la  cuenta  posterior,  ^ue  se  han 
saldado  las  anteriores. 

Art.  1.431.  Si  por  error,  aunque  fue- 
re de  derecho,  hubiese  dado  alguno 
una  cosa,  ó  prestado  un  servicio  á  quien 
no  tenga  derecho  á  exiglrselo,  por  re- 
gla general,  se  podrá  reclamar  la  res- 
titución de  la  cosa  en  el  primer  caso,  y 
en  el  segundo  un  salario  proporciona- 
do al  beneficio  reportado. 

Art.  1.432.  No  podrá  repetirse,  sin 
embargo,  lo  que  se  haya  .pagado  por 
una  deuda  extinguida  en  virtud  de 
prescripción  ó  invalidada  sólo  por  fal- 
ta de  formalidad  que  para  exigirlo  no 
niegue  la  ley  más  que  el  derecho  de 
ejercitar  la  acción,  ni  tampoco  podrá 
repetirse  cuando  pague  uno  sabiendo 
que  no  es  el  deudor. 

Art.  1.433.  No  obstante  esta  deter- 
minación (art.  1 .432)  no  es  aplicable  al 
caso  en  que  se  haga  el  pago  por  perso- 
na sujeta  á  cúratela  ó  tutela  ó  por  otra 
que  no  pueda  disponer  libremente  de 
sus  propios  bienes. 

Art.  1.434.  Podrá  también  reclamar- 
se la  restitución  de  lo  pagado  cuando, 
de  cualquier  modo,  sea  todavía  in- 
cierta la  deuda  ó  dependa  aún  del 
cumplimiento  de  una  condición  adi- 
cional; pero  el  pago  de  una  deuda  lí- 
quida y  no  sujeto  á  condición  no 
puede  ser  revocado  por  el  motivo  de 
no  haber  vencido  aún  el  tiempo. 

Art.  1.435.  El  que  hubiere  dado  una 
cosa  realmente  debida,  podrá  repetir 
contra  quien  la  haya  recibido,  si  hu- 


biere cesado  el  fundamento  legal  para 
conservarla. 

Art.  1.436.  Si  estando  alguno  obli- 
gado á  dar  de  dos  cosas  una  á  su  con- 
veniencia, hubiere  dado  ambas  por 
error,  podrá  repetir  una  ú  otra. 

Art.  1.437.  El  que  recibiere  un  pago 
no  debido  se  considerará  como  posee- 
dor de  buena  ó  mala  fe,  según  haya  ó 
no  conocido  ó  debido  presumir  por  las 
circunstancias  el  error  de  quien  haya 
pagado. 

Art.  1.438.  Sí  concurrieren  créditos 
recíprocos,  que  sean  líquidos,  del  mis- 
mo género,  y  tales  que  lo  que  compete 
á  uno  como  acreedor  pueda  también 
prestarse  por  el  mismo  como  deudor 
al  otro,  sé  anularán,  recíprocamente, 
cuando  sean  equivalentes  entre  si,  y  se 
tendrá  la  compensación  que  por  sí  sola 
equivale  al  pago  recíproco. 

Art.  1.439.  No  podrán  compensarse 
entre  sí  un  crédito  líquido  con  uno  que 
no  lo  sea,  ni  el  que  sea  exigible  con  el 
que  aún  no  lo  sea.  En  el  Reglamento 
judicial  se  determina  cuándo  há  lugar 
á  la  compensación  en  caso  de  concurso 
contra  la  masa  del  deudor. 

Art.  1.440.  Tampoco  podrán  com- 
pensarse entre  sí  los  créditos  que  ten- 
gan por  objeto  cosas  diversas  ó  cosas 
determinadas  é  indeterminadas.  No 
serán  generalmente  objeto  de  compen- 
sación las  cosas  apropiadas  arbitraria- 
mente ni  las  recibidas,  prestadas  ó  da- 
das en  depósito. 

Art,  1.441.  El  deudor  no  podrá  pre- 
tender la  compensación  por  su  acree- 
dor con  lo  que  éste  deba  pagar  á  un 
tercero  y  que  el  tercero  deba  pagar  al 
deudor.  Tampoco  podrá  compensarse 
el  crédito  que  tenga  uno  contra  una 
caja  pública  con  la  deuda  que  tenga  él 
en  otra  caja  pública. 

Art.  1.442.    Si  sucesivamente  pasare 
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transmite  al  mismo  tiempo  á  otro^  se 
dice  que  el  derecho  es  adquirido  por 
usucapión,  y  el  modo  de  adquirirlo  se 
llama  usucapión. 

Art.  1.453.  El  que  en  general  es  ca- 
paz de  adquirir,  puede  también  adqui- 
rir por  usucapión  la  propiedad  ú  otros 
derechos. 

Art.  1.454.  Tendrá  lugar  la  prescrip- 
ción y  usucapión  contra  todos  los  par- 
ticulares que  sean  capaces  de  ejercitar 
por  sí  sus  propios  derechos:  Contra  los 
pupilos  y  las  personas  sujetas  á  cura- 
tela;  contra  la  Iglesia,  las  comunida- 
des y  demás  corporaciones  morales; 
contra  los  administradores  de  los  bie- 
nes públicos  y  contra  las  personas  que, 
sin  culpa  propia,  estén  ausentes,  sólo 
tendrán  lugar  la  prescripción  y  la  usu- 
capión bajo  las  limitaciones  estableci- 
das más  adelante  en  los  artículos  1.472, 
1.475  y  1.494. 

Art.  1.455.  Es  objeto  de  usucapión 
todo  lo  que  puede  adquirirse.  Pero  las 
cosas  que  por  su  cualidad  esencial  ó 
por  disposición  de  la  ley  no  puedan  ser 
poseídas,  así  como  las  cosas  y  derechos 
que  absolutamente  no  puedan  enaje- 
narse, no  son  objeto  de  usucapión. 

Art,  1.456  No  podrán  adquirirse,  por 
tanto,  con  la  usucapión  los  derechos 
que  pertenecen  al  Jefe  del  Estado  en 
calidad  de  tal,  como  son  los  derechos 
de  establecer  las  aduanas,  de  acuñar 
monedas,  de  imponer  tributos  y  demás 
derechos  de  majestad  (regalías),  ni  pue- 
den prescribir  las  obligaciones  relati- 
vas A  estos  derechos. 

Art.  1.457.  Los  demás  derechos  que 
pertenecen  al  Jefe  del  Estado,  pero  que 
no  están  exclusivamente  reservados  á 
él,  como  por  ejemplo,  los  derechos  so- 
bre bosques,  caza,  pesca  y  otros  análo- 
gos, podrán  adquirirse  también  en  ge- 
neral con  la  usucapión  por  los  particu- 


lares, pero  sólo  por  un  tiempo  más  lar- 
go que  el  ordinario  (art.  1.472). 

Art.  1.458.  No  son  objeto  de  usuca- 
pión los  derechos  de  cónyuge,  de  pa- 
dre, de  hijo  y  otros  derechos  de  las 
personas.  Sin  embargo,  á  los  que  de 
buena  fe  ejerciten  estos  derechos,  les 
valdrá  la  ignorancia  exenta  de  culpa 
mientras  puedan  mantenerse  en  ella  y 
hacer  uso  de  sus  supuestos  derechos. 

Art.  1.459.  Los  derechos  que  cada 
cual  tiene  sobre  sus  actos  y  cosas  pro- 
pias, como  por  ejemplo,  el  derecho  de 
comprar  una  mercadería  en  un  lugar 
mejor  que  en  otro,  de  hacer  uso  de  sus 
prados  ó  de  sus  aguas,  no  son  objeto 
de  prescripción,  excepto  en  el  caso  en 
que  la  ley,  por  el  no  uso  de  estos  dere- 
chos, continuado  durante  determinado 
tiempo,  declare  expresamente  la  pérdi- 
da de  los  mismos.  Pero  si  alguno  pro- 
hibiere á  otro  el  ejercicio  de  estos  dere- 
chos ó  no  lo  impidiere,  la  posesión  del 
derecho  de  prohibir,  por  parte  de  uno 
contra  la  libertad  del  otro,  comienza 
desde  el  momento  en  que  el  otro  se  ha 
conformado  con  la  prohibición  ó  con  el 
impedimento,  y  de  este  modo,  si  con- 
currieren todos  los  demás  requisitos, 
tendrá  lugar  la  prescripción  ó  la  usu- 
capión (artículos  313  y  351). 

Art.  1.460.  Para  la  usucapión,  ade- 
más de  la  capacidad  y  del  objeto,  se  re- 
quiere que  la  persona  posea  realmen- 
te la  cosa  ó  el  derecho  que  intenta  ad- 
quirir de  este  modo,  y  que  su  posesión 
sea  legítima,  de  buena  fe,  no  viciosa  y 
continuada  durante  todo  el  tiempo  de- 
terminado por  la  ley  (artículos  309,  316, 
326  y  345). 

Art.  1.461.  Es  legítima  y  suficiente 
para  la  usucapión  cualquiera  posesión 
fundada  en  un  título  que  hubiera  sido 
suficiente  para  conseguir  la  propiedad, 
si  ésta  hubiere  pertenecido  al  que  la 
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contra  los  administradores  de  los  bie- 
nes de  las  iglesias,  de  las  comunidades 
y  de  otras  corporaciones  lícitas ,  no 
basta  el  tiempo  común  ordinario  de 
usucapión.  En  este  caso,  la  posesión  de 
las  cosas  muebles,  lo  mismo  que  la  de 
las  inmuebles  ó  de  las  servidumbres  y 
de  otros  derechos  sobre  ellas,  ejercita- 
dos é  inscritos  á*  nombre  del  poseedor 
en  los  registros  públicos,  deberá  ser 
continuado  durante  seis  años.  Seme- 
jantes derechos,  cuando  no  estén  ins- 
critos en  los  registros  públicos  á  nom- 
bre del  poseedor,  como  todos  los  demás 
derechos,  no  se  adquieren  contra  el 
fisco  y  demás  personas  privilegiadas 
citadas,  sino  con  la  posesión  durante 
cuarenta  años. 

Art.  1 .473.  El  que  esté  en  comunidad 
con  una  persona  privilegiada  por  la 
ley,  respecto  del  tiempo  de  la  prescrip- 
ción, participa  del  mismo  favor.  El  be- 
neficio de  mayor  tiempo  de  prescrip- 
ción surte  también  su  efecto  contra  las 
demás  personas  á  quienes  compete  el 
mismo  beneficio. 

Art.  1.471.  La  calidad  de  fideicomi- 
so de  familia  y  de  bienes  dados  á  título 
de  arrendamiento  hereditario  y  de  en- 
fiteusis,  sólo  se  perderá  cuando  sean 
poseídos  como  libre  propiedad  durante 
cuarenta  años. 

Art.  1.475.  Si  el  propietario  estuvie- 
re ausente  de  la  provincia  en  que  esté 
situada  la  cosa,  será  esto  un  obstáculo 
ordinario  para  la  usucapión  y  prescrip- 
ción ordinarias.  En  cuanto  al  tiempo  de 
la  ausencia  voluntaria  y  no  proveniente 
de  culpa,  sólo  se  computará  por  mitad, 
y  por  consiguiente,  un  año  secalcula  por 
seis  meses.  Y  aun  no  deberán  tenerse 
en  cuenta  las  ausencias  de  poco  tiem- 
po, no  continuadas  sin  interrupción  por 
todo  un  año;  y,  en  general,  el  tiempo 
calculado,  como  queda  dicho,  no  podrá 


nunca  extenderse  á más  de  treinta  años. 
Si  la  ausencia  proviniere  de  culpa,  no 
habrá  lugar  á  excepción  alguna  con  re- 
lación al  tiempo  ordinario  de  la  pres- 
cripción. 

Art.  1.476.  Asimismo  el  que  adqui- 
rió una  cosa  mueble  directamente  de 
un  poseedor  vicioso  ó  de  mala  fe,  ó  que 
no  pueda  indicar  su  causante,  deberá 
esperar  á  que  transcurra  el  doble  del 
tiempo  ordinario  necesario  para  la  usu- 
capión. 

Art.  1 .477.  El  que  funde  la  usucapión 
en  el  transcurso  de  treinta  ó  cuarenta 
años,  no  está  obligado  á  presentar  jus- 
to título.  Si  se  le  probare  la  mala  fe  de 
su  posesión,  no  habrá  lugar  á  la  usu- 
capión á  pesar  del  transcurso  de  este 
tiempo. 

Art.  1.478.  Como  toda  usucapión 
contiene  en  sí  la  prescripción,  una  y 
otra,  concurriendo  en  ellas  los  requi- 
sitos necesarios,  se  cumplen  al  mismo 
tiempo.  Mas  para  la  prescripción  pro- 
piamente dicha,  basta  el  simple  no  uso 
durante  treinta  años,  de  un  derecho  que 
por  su  naturaleza  debía  ejercitarse. 

Art.  1.479.  Todos  los  derechos  con- 
tra un  tercero,  sin  diferencia  entre  sí, 
estén  ó  no  inscritos  en  los  registros 
públicos,  se  extinguen,  por  regla  gene- 
ral, con  el  no  uso  durante  treinta  años 
ó  con  el  silencio  guardado  durante  di- 
cho tiempo. 

Art.  1 .480.  Las  pretensiones  por  atra- 
sos de  prestaciones,  censos,  intereses, 
réditos  ó  de  servicios,  que  anualmente 
hubieran  debido  satisfacerse,  se  extin- 
guirán transcurridos  que  sean  tres 
años.  El  derecho  mismo  no  prescribe 
sino  por  el  no  uso  durante  treinta  años. 

Art.  1.481.  No  prescriben  las  obliga- 
ciones fundadas  en  el  derecho  de  fami- 
lia ó,  en  general,  en  el  derecho  de  las 
personas,  como  por  ejemplo,  la  de  su- 
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limitados  por  la  ley  á  un  tiempo  más 
breve,como  queda  prescrito  en  los  luga- 
res en  que  se  trata  de  dichos  derechos. 

Art.  1.492.  En  la  ley  relativa  al  cam- 
l)io,  se  establecerá  hasta  cuándo  dura- 
rá el  derecho  de  cambio  para  las  letras. 

Art.  1.493.  El  que  de  buena  fe  reci- 
biere la  cosa  de  un  poseeder  legitimo  y 
también  de  buena  fe,  podrá  computar, 
como  sucesor,  en  su  tieiyipode  usuca- 
pión, el  de  su  antecesor.  Deberá  tam- 
bién aplicarse  esto  al  tiempo  para  la 
prescripción.  En  la  usucapión  de  trein- 
ta ó  cuarenta  años  tendrá  lugar  esta 
computación  aun  sin  legítimo  título,  y, 
en  la  prescripción  propiamente  dicha, 
aun  sin  buena  fe  ó  sin  ignorancia  exen- 
ta de  culpa. 

Art.  1.494.  Contra  las  personas  que 
por  enfermedad  mental  sean  incapaces 
de  defender  por  sí  sus  propios  derechos, 
como  son  los  pupilos,  los  mentecatos, 
los  imbéciles,  etc.,  no  podrá  comenzar 
el  tiempo  d^  la  usucapión  ó  de  la  pres- 
cripción mientras  no  se  le  haya  nom- 
brado un  defensor.  Una  vez  comenzada 
la  usucapión  ó  la  prescripción,  comen- 
zarán á  correr,  pero  no  puede  quedar 
cumplida  sino  dos  años  después  que 
hayan  sido  levantados  todos  los  impe- 
dimentos. 

Art.  1.495.  Tampoco  podrá  comenzar 
la  prescripción  ó  la  usucapión,  ni  conti- 
nuarse entre  cónyuges  mientras  existe 
el  vínculo  matrimonial,  ni  entre  los  hi- 
jos ó  menores  y  sus  progenitores  ó  tuto- 
res durante  la  patriapotestad  ólatutela. 

Art.  1.496.  La  ausencia  por  causa  de 
servicios  civiles  ó  militares,  ó  la  total 
suspensión  de  la  administración  de  jus- 
ticia, por  ejemplo,  en  tiempo  de  peste  ó 
de  guerra,  será  obstáculo,  no  sólo  para 
comenzar  la  usucapión  ó  la  prescrip- 


ción, sino  también  mientras  dure  este 
impedimento  para  continuarla. 

Art.  1.497.  Se  interrumpirán,  tanto 
la  usucapión  como  la  prescripción,  si 
el  que  pretende  aprovecharse  de  ella, 
antes  que  se  cumpla  el  tiempo  de  la 
prescripción ,  hubiere  reconocido  ex- 
presa ó  tácitamente  el  derecho  ajeno,  ó 
si,  por  la  persona  á  quien  corresponda 
el  derecho  fuere  citado  ajuicio,  y  la  ac- 
ción se  siguiere  en  debida  forhi^t.  Si 
por  sentencia  firme  fuese  declarada  in- 
subsistente la  acción,  se  tendrá  por  no 
interrumpida  la  prescripción. 

Art.  1.498.  El  que  hubiere  adquirido 
con  la  usucapión  una  cosa  ó  un  dere- 
cho, podrá  solicitar  judicialmente  con- 
tra quien  era  propietario  de  él  la  adjudi- 
cación de  la  propiedad,  y  si  el  derecho 
adjudicado  fuere  un  objeto  que  pueda 
inscribirse  en  los  registros  públicos,  po- 
drá hacer  que  se  efectúe  la  inscripción. 

Art.  1.499.  Del  mismo  modo,  trans- 
currido el  tiempo  para  la  prescripción, 
el  obligado  podrá  solicitar  que  su  obli- 
gación, estando  inscrita  en  los  regis- 
tros públicos,  sea  cancelada  y  que  se 
declare  extinguido  el  derecho  que  por 
oposición  competía  al  otro,  é  invalida- 
dos los  documentos  relativos  al  mismo. 

Art.  1.500.  No  obstante,  el  derecho 
adquirido  por  usucapión  ó  por  prescrip- 
ción no  podrá  perjudicar  á  quien  por  su 
confianza  en  los  registros  públicos  ha- 
ya adquirido  antes  de  su  inscripción 
cualquier  cosa  ó  cualquier  derecho. 

Art.  1.501.  Si  la  prescripción  no  fue- 
se opuesta  por  las  partes,  no  podrá  te- 
nerse en  cuenta  de  oficio. 

Art.  1 .502.  No  podrá  renunciarse  por 
anticipado  á  la  prescripción  ni  estipu- 
lar para  ella  un  tiempo  más  largo  que 
el  determinado  por  la  ley. 
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Art.  13.  La  muerte  del  padre  legíti- 
nio  ó  de  la  madre  ilegitima  no  produci- 
rá cambio  alguno  en  el  derecho  de  ve- 
cindad de  los  hijos. 

Art.  14.  Los  militares  estarán  suje- 
tos á  la  presente  ley  respecto  del  dere- 
cho de  vecindad  que  les  correspondía 
en  el  momento  en  que  entraron  en  el 
servicio  y  después  de  ser  licenciados. 

Art.  15.  A  la  pérdida  de  la  ciudada- 
nía del  Estado  irá  unida  la  de  la  ve- 
cindad. 

Art.  16.  Cuando  una  persona  que 
haya  perdido  la  ciudadanía  del  Estado 
haya  de  adquirirla  de  nuevo  con  arre- 
glo á  los  tratados  internacionales,  ó 
cuando  vuelva  á  Austria  con  ánimo  de 
permanecer  aquí,  y  no  pueda  obtenerse 
su  aceptación  en  otra  partC)  recobrará 
el  derecho  de  vecindad  que  tenía  al 
perder  la  nacionalidad. 

Art.  17.  El  derecho  de  vecindad  en 
un  municipio  se  pierde  con  la  adquisi- 
ción de  este  mismo  derecho  en  otro 
municipio. 

Será  nula  toda  renuncia  al  derecho 
de  vecindad  mientras  el  renunciante  no 
haya  adquirido  en  otro  municipio  este 
mismo  derecho. 

CAPÍTULO  III.— DEL  TRATO  DE  LOS  INDI- 
VIDUOS QUE  NO  TENGAN  VECINDAD 

Art.  18.  Los  que  carezcan  de  vecin- 
dad, esto  es,  aquellas  personas  cuyo  de- 
recho de  vecindad  no  pueda  demostrar- 
se al  momento,  deberán  inscribirse, 
con  arreglo  á  lo  que  se  dispone  en  los 
artículos  siguientes,  en  un  municipio, 
en  el  que  se  les  tratará  como  si  tuvie- 
ran este  derecho  hasta  que  se  obtenga 
la  prueba  de  su  derecho,  ó  hasta  que  lo 
hayan  adquirido  en  otra  parte. 

Art.  19.    Los  que  no  tengan  vecindad 


éftberán  inscribirse  por  el  orden  si- 
guieate: 

1.°  Em  el  municipio  en  que  se  hallen 
al  tiempo  de  su  alistamiento  para  el 
servicio  militar  ó  de  su  ingreso  como 
voluntarios  en  dicho  servicio; 

2.°  En  el  municipio  en  que  residie- 
sen más  tiempo  voluntariamente  O  por 
lo  menos  medio  año  sin  interrupción 
antes  de  la  fecha  en  que  se  investigue 
su  derecho  de  vecindad,  y  cuando  ha- 
yan residido  igual  periodo  de  tiempo 
en  dos  ó  más  municipios,  en  aquel  en 
que  haya  residido  últimamente; 

3.°  En  el  municipio  en  que  hayan 
nacido;  tratándose  de  expósitos,  en 
aquel  en  que  fuesen  hallados,  ó  tratán- 
dose de  personas  alimentadas  ó  que  lo 
hayan  sido  en  un  establecimiento  pú- 
blico de  beneficencia,  y  el  lugar  de  cuyo 
nacimiento  ó  exposición  es  desconoci- 
do, en  aquel  en  que  se  encuentre  el  es- 
tablecimiento mencionado; 

4.®  En  «1  municipio  en  que  se  hallen 
en  el  momento  en  que  hubo  de  investi- 
garse el  derecho  de  vecindad. 

Art.  20.  La  mujer  del  que  carezca,  de 
vecindad,  se  inscribirá  en  el  municipio 
en  que  se  halle  inscrito  el  marido,  en  el 
supuesto  de  que  hagan  vida  en  común. 

Por  el  contrario,  cuando  no  se  veri- 
fica esta  condición,  como  sucede  con 
las  viudas,  etc.,  se  inscribirán  con  arre- 
glo á  las  disposiciones  del  art.  19,  sólo 
cuando  no  hayan  adquirido  otra  ve- 
cindad. 

Art.  ?1.  Los  hijos  de  los  que  carez- 
can de  vecindad,  que  no  sean  sui  Jures, 
se  inscribirán  en  el  municipio  en  que  se 
haya  inscrito  al  padre,  y  tratándose  de 
ilegítimos,  ó  de  legítimos,  cuyo  padre 
haya  muerto,  en  el  municipio  en  que 
esté  inscrita  la  madre,  en  el  supuesto 
de  (lue  vivan  con  uno  ú  otra. 

Los  hijos  de  los  que  no  tengan  vecin- 
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dad,  que  seojiauijurts,  los  queno  lo  sean 
y  no  vivan  en  comunidad  con  su  padre 
ó  respectivamente  con  su  madre,  y  los 
huérfanos,  se  inscribirán  con  arreglo  á 
lo  dispuesto  en  el  art.  19,  cuando  no  ha- 
yan adquirido  aún  el  derecho  de  ve- 
cindad. 

CAPÍTULO  IV.— DE  LA  OBLIGACIÓN  DE 
LOS  MUNICIPIOS  DE  ATENDER  Á  LOS  PO- 
BRES. 

Art.  22.  La  presente  ley  no  cambia 
el  orden  y  las  obligaciones  de  los  esta- 
blecimientos benéficos  y  fundaciones 
que  existen  para  atender  á  los  pobres. 

El  municipio  está  obligado  á  socorrer 
á  los  que  tienen  derecho  de  vecindad  en 
el  caso  de  que  sean  pobres  cuando  el 
número  de  éstos  ó  sus  necesidades  en 
el  municipio  supere  á  las  obligaciones 
y  medios  de  los  establecimientos  bené- 
ficos. Las  Cámaras  regionales  son  li- 
bres para  dictar  disposiciones  que  faci- 
liten á  los  municipios  la  obligación  im- 
puesta por  la  ley  de  socorrer  á  los  po- 
bres. 

Art.  23.  Esta  obligación  de  los  muni- 
cipios sólo  subsistirá  cuando  no  haya 
terceras  personas  obligadas  por  el  de- 
recho civil  ó  por  otras  leyes  á  socorrer 
'  á  los  pobres  de  que  se  trata. 

Si  á  dichas  personas  les  fuera  posible 
cumplir  sus  obligaciones  y  se  negasen 
á  su  cumplimiento,  se  les  obligará  á 
ello  por  las  vías  legales;  pero  entre  tan- 
to asumirá  el  Municipio  esta  carga,  re- 
servándose el  derecho  de  reintegrarse 
del  gasto  de  quien  esté  obligado  á  ello. 

Art.  24.  El  socorro  de  los  pobres,  á 
que  está  obligado  el  municipio,  se  limi- 
ta á  su  manutención  y  asistencia  en  ca- 
sos de  enfermedad. 

El  atender  á  los  hijos  comprende 
también  el  cuidado  de  su  educación. 


Art.  25.  El  municipio  determinará, 
dentro  de  los  límites  de  las  leyes  vi- 
gentes, el  modo  y  la  medida  en  que  ha 
de  atender  á  los  pobres. 

El  pobre  no  podrá  exigir  un  determi- 
nado modo  de  subvención. 

Art.  26.  El  socorro  á  los  pobres  por 
parte  del  municipio  sólo  tendrá  lugar 
cuando  aquéllos  no  estén  en  disposi- 
ción de  atender  con  sus  propias  fuerzas 
á  su  subsistencia. 

Los  que  soliciten  el  socorro  como  po- 
bres y  tengan  capacidad  para  trabajar, 
podrán  ser  obligados,  hasta  con  la  fuer- 
za en  caso  necesario,  á  prestar  los  ser- 
vicios ó  hacer  los  trabajos  que  se  les 
encarguen. 

Art.  27.  El  socorro  de  las  personas 
indicadas  en  el  número  1.®  del  párra- 
fo 19,  correrá,  en  caso  necesario,  por 
cuenta  de  todos  los  municipios  del  dis- 
trito en  donde  se  efectúe  la  leva  y  por 
cuenta  del  cual  se  hayan  alistado  las 
personas  de  que  se  trata. 

Corresponde  al  municipio  el  resarci- 
miento, con  fondos  provinciales,  de  los 
socorros  suministrados  á  aquellas  per- 
sonas que  hayan  sido  inscritas  como 
vecinas,  por  razón  de  su  nacimiento,  en 
un  establecimiento  público  ó  casa  de 
maternidad,  con  arreglo  á  lo  prescrito 
en  el  núm.  3.°  del  art.  19. 

Art.  28.  El  municipio  no  podrá  negar 
el  socorro  necesario  ni  aun  á  los  pobres 
forasteros  en  caso  de  necesidad  del  mo- 
mento, salvo  el  resarcimiento  que  po- 
drán pedir,  á  su  elección,  al  municipio 
de  que  los  pobres  sean  vecinos  ó  á  las 
personas  que  por  el  derecho  civil  ó  por 
otras  leyes  estén  obligadas  á  suminis- 
trarlo. 

Art.  29.  Bajo  la  misma  reserva  de- 
berá suministrar  el  municipio  á  los  po- 
bres forasteros  que  caigan  enfermos 
dentro  de  su  jurisdicción,  hasta  que, 
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dad política,  excepto  los  casos  indica- 
dos en  la  presente  ley. 

Art.  37,  Si  de  estos  asuntos  surgie- 
ren cuestiones  litigiosas  de  derecho  ci- 
vil, como  dfil  nacimiento  legitimo  ó  ile- 
gitimo, por  ejemplo,  corresponderá  su 
decisión  á  los  jueces. 

Art.  38.  También  deberá,  ventilarse 
ante  los  jueces  las  demandas  que  ha- 
gan los  municipios  por  gastos  de  ma- 
nutención, cuidado  de  enfermos,  etc.. 
contra  las  personas  obligadas  por  de- 
recho civil  é.  dar  este  socorro. 

Art.  39.  Se  decidirá  por  la  vía  polí- 
tica la  relativa  á  las  demandas  que  for- 
mulen los  municipios  por  los  gastos  de 
mani^Jención  ó  cuidado  en  las  enfer- 
medades contra  las  personas  que  no 
estén  obligadas  á  hacerlas  por  derecho 
civil,  sino  por  otras  leyes,  ó  contra  los 
municipios.  También  en  el  caso  del  ar- 
ticulo 38  deberá  determinar  previamen- 
te la  autoridad  política  el  importe  de 
los  gastos  de  que  se  trata,  sin  que  pue- 
da volverse  sobre  ellos  en  la  via  civil. 

Art.  40.  La  autoridad  política  del 
distrito  podrá  decidir,  ya  á  instancia 
de  una  parte  ó  de  un  municipio,  ya  de 
oficio,  cualquier  cuestión  relativa  al 
derecho  de  vecindad  que  corresponda 
á  un  individuo,  solo  en  cuanto  se  rela- 
cione con  ella  un  municipio  de  su  dis- 
trito, como  aquél  en  que  la  persona 
misma  tiene  el  mencionado  derecho. 

Sin  embargo,  cuando  practicadas  las 
correspondientes  investigaciones,  re- 
sultase que  aquel  cuyo  derecho  se  ven- 
tila la  tiene  en  un  municipio  de  la  cir- 
cunscripción administrativa  de  otra  au- 
toridad política,  deberá  remitirse  á  la 
misma.  Si  ambas  autoridades  convie- 
nen en  la  decisión,  la  resolverán  de 
común  acuerdo. 

Art.  41.  Las  decisiones  dictadas  en 
los  asuntos  de  que  se  trata  en  el  pre- 
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senté  capítulo,  por  la  autoridad  politi- 
ea  del  distrito,  serán  susceptibles  de 
recurso  ante  la  provincia. 

Contra  dos  decisiones  conformes,  no 
cabrá  recurso  alguno  ante  el  Ministe- 
rio del  Interior. 

Art.  42.  Si  el  municipio  negase  la 
cédula  de  vecindad,  podrá  la  parte 
agraviada  recurrir  á  la  autoridad  polí- 
tica del  distrito,  la  cual  obligará  á  la 
corporación  á  expedir  dicha  cédula 
cuando  el  derecho  del  reclamante  esté 
puesto  íuera  de  duda  por  una  decisión 
pasada  en  autoridad  de  cosa  juzgada. 

Art.  43.  Contra  las  personas  cuyo 
derecho  sea  desconocido,  dudoso  ó  liti- 
gioso, no  podrá  proceder  ningún  muni- 
cipio hasta  q^ue  se  haya  determinado  el 
derecho  de  vecindad  con  arreglo  á  las 
disposiciones  de  la  presente  ley,  á  en- 
viarlos á  otro  municipio,  y  cuando  esto 
haya  sucedido,  no  podrá  tampoco  re- 
mitirlo conminándole  con  los  daños  y 
perjuicios. 

La  autoridad  política  decidirá,  tanto 
sobre  el  resarcimiento,  cuanto  sobre  el 
importe  relativo. 

Art.  44.  El  pobre  no  podrá  hacer  va- 
ler, por  la  vía  civil,  una  demanda  de 
socorro  por  parte  de  un  municipio. 

Dichas  demandas  deberán  tramitar- 
se en  la  forma  que  determine  el  regla- 
mento municipal  respectivo. 

CAPÍTULO  VII.-APLICACIÓN  DE  LA 
PRESENTE  LEY  Á  LOS  BIENES  QUE  NO 
ESTÉN  8ÜJET08>L  MUNICIPIO. 

Art.  45.  El  derecho  de  vecindad  no 
podrá  fundarse  en  la  propiedad  de  bie- 
nes que  no  e^tán  sujetos  á  la  jurisdic- 
ción  municipal. 


Art.  46.  Cuando  en  una  ñnca  de  esta 
clase  concurran  las  circunstancias  in- 
dicadas en  el  art.  19,  el  que  carezca  de 
vecindad  deberá  inscribirse,  atendidas 
las  circunstancias,  en  uno  de  los  muni- 
cipios confinantes  situados  en  el  mismo 
distrito  político. 

Art.  47.  Los  gastos  de  socorro  á  los 
pobres  qué  carecen  dsa  vecindad,  é  ins- 
critos con  arreglo  al  artículo  anterior, 
serán  de  cuenta  de  la  finca  de  que  se 
trate, 

Art.  48.    (Transitorio.) 

CAPÍTULO   VIH.— DISPOSICIONES 

FINALES 

Artículos  49  y  50.  {Transitorios  y  de- 
rogatorios.) 

El  Ministro  de  Estado  (hoy  del  Inte- 
rior) queda  encargado  de  la  ejecución 
de  la  presente  ley. 

MODELO 


Dominio  de 

Distrito  político  de 


Cédula  de  vecindad 

La  corporación  municipal  de cer- 
tifica que  Don 

de  profesión 

de  edad  de 

de  estado tiene  derecho  de  vecindad 

en  este  municipio. 

Fecha. 

(Firma  del  interesado), 

(Firma  del  Alcalde  y  Secretario)» 


Tono  IX.—Instituoionkí  jxndoicAt, 
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el  heredero.  Sin  embargo,  aquélla  res- 
petará el  derecho  y  el  orden  que  sigue 
la  ley  general  de  sucesión  abintesiato, 
y  dentro  de  estos  límites,  cuando,  se- 
gún la  ley  general,  sean  llamados  al 
misnto  tiempo  á  la  sucesión  varios  he- 
rederos, fijará  el  orden  según  el  cual 
sucederán  éstos  en  el  dominio  cuan- 
do no  sea  posible  un  arreglo  entre 
ellos. 

La  ley  regional  podrá  disponer,  sin 
embargo,  que  el  cónyuge  superviviente 
siga  inmediatamente  á  los  descendien- 
tes del  testador,  y  se  le  adjudique  antes 
que  á  los  otros  parientes  la  sucesión 
del  dominio. 

Los  descendientes  naturales  vendrán 
á  la  sucesión  antes  que  los  hijos  adop- 
tivos, los  hijos  legítimos  antes  que  los 
bastardos,  y  los  hijos  legitimados  que- 
dan asimilados  á  los  legítimos. 

Art.  6.**  Fuera  de  la  partición  carga- 
rá el  dominio  al  heredero,  quien  queda- 
rá siendo  deudor  de  la  herencia  hasta 
el  concurso  del  valor  del  dominio  libre 
de  todo  gravamen. 

Art.  7.°  El  valor  del  dominio  lo  fija- 
rá el  tribunal  cuando  no  haya  avenen- 
cia entre  los  interesados  previa  la  eva- 
luación hecha  por  los  peritos  y  el  dicta- 
men de  la  autoridad  local,  con  tal  que 
se  acredite  perfectamente  que  el  here- 
dero puede  convenientemente  atender 
á  sus  necesidades. 

Quedan  autorizados  los  interesados 
para  asistir  á  la  tasación  y  formular 
las  observaciones  que  crean  conve- 
nientes. 

El  material  de  explotación  deberá  en- 
trar en  la  cuenta  de  la  evaluación,  pero 
de  ningún  modo  podrá  ser  objeto  de 
una  tasación  independiente. 

La  ley  regional  podrá  introducir,  en 
lugar  de  esta  tasación  judicial,  una 
evaluación  basada  sobre  la  multiplica- 


ción de  la  renta  catastral  por  un  multi- 
plicador fijo. 

Art.  8.®  En  la  partición  de  la  heren-' 
cia  es  necesario  contar,  en  lugar  del 
dominio,  el  importe  de  la  deuda  en  qué 
haya  incurrido  el  heredero,  según  el 
artículo  6.°  Esta  partición  tendrá  lugar 
entre  todos  los  coherederos,  incluso 
aquel  que  suceda  en  el  dominio,  según 
las  disposiciones  del  Código  civil  co- 
mún y  de  la  ley  de  procedimientos  en 
materia  de  jurisdicción  de  gracia. 

Sin  embargo,  la  partición  se  hará 
siempre  judicialmente,  ó  por  lo  menos 
la  aprobará  el  tribunal. 

Art.  9.**  Si  los  interesados  no  se  en- 
tendieren respecto  á  los  plazos,  modo 
de  efectuar  los  pagos  y  tasas  de  los  in- 
tereses del  capital  debido  á  los  cohe- 
rederos,  decidirá  el  tribunal  por  equi- 
dad. 

Se  concederá  siempre  al  heredero  del 
dominio,  á  petición  suya,  un  plazo  de 
tres  años  á  contar  desde  el  día  en  que 
la  conciliación  adquiera  fuerza  legal 
para  el  completo  reembolso  del  capital. 
Este  plazo  no  podrá  prorrogarse  con- 
tra la  voluntad  de  los  interesados. 

De  igual  modo  será  necesario  esfor- 
zarse para  arreglar  amigablemente  las 
garantías  de  las  partes  debidas  hasta 
su  reembolso. 

Si  no  se  hiciese  de  común  acuerdo  la 
inscripción  del  derecho  de  propiedad 
del  heredero  sobre  el  dominio,  no  podrá 
hacerse  en  el  registro  más  que  con  la 
inscripción  simultánea  del  derecho  de 
prenda  de  los  coherederos  sobre  aquél 
para  garantía  de  las  partes  que  le 
sean  debidas. 

Esta  disposición  será  también  apli« 
cable,  en  su  espíritu,  en  aquellos  luga- 
res en  que  no  haya  Registro  de  la  pro- 
piedad. 
Si  el  dominio  se  transmitiere  á  un  ter- 
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cero,  antes  del  plazo  fijado  por  el  con- 
trato intervivos,  los  coherederos  ten- 
drán el  derectio  de  pedir  el  reembolso 
de  su  parte  inmediatamente  sin  espe- 
rar á  que  termine  el  plazo. 

Art.  10.  La  ley  Provincial  podrá,  para 
el  caso  en  que  el  valor  del  dominio  lo 
ñje  el  tribunal,  disponer  que  se  haga 
una  deducción  en  beneficio  del  herede- 
ro arrendador,  la  que  no  podrá,  sin  em- 
bargo, exceder  de  la  tercera  parte  del 
valor  del  dominio  libre  de  toda  carga. 
Art.  11.  El  testador  tendrá  el  dere- 
cho de  restringir,  anular  ó  ampliar  los 
límites  de  la  reserva,  y  la  preferencia 
concedida  al  arrendador. 

Art.  12.  El  precio  por  el  cual  el  arren- 
dador recupere  el  dominio,  según  las 
disposiciones  de  la  presente  ley,  debe- 
rá fijarse  también  con  arreglo  á  los  de- 
rechos de  la  traslación  de  dominio^  de- 
bidos al  Estado. 

En  ningún  caso,  excepción  hecha  en 
el  de  una  evaluación  judicial,  previo  in- 
forme de  peritos,  podrá  admitirse  este 
precio,  siendo  inferior  al  mínimum  que 
marca  el  art.  3.®  de  la  ley  de  7  de  Ju- 
nio de  1881. 

.  Art.  13.  La  presente  ley  no  introdu- 
ce gravamen  alguno  al  derecho  de  le- 
gitima. Para  calcular  ésta,  es  necesa- 
rio tomar  como  base  el  valor  del  domi- 
nio que  determina  el  art.  7.°  Sin  embar- 
go, este  valor  no  podrá  admitirse  en 
ningún  caso  si  es  menor  que  el  total 
que  sirve  de  base  para  calcular  los  de- 
rechos del  fisco. 

No  pueden  considerarse  como  res- 
tricciones á  la  legitima: 

1.°  La  sentencia  del  tribunal  fijan- 
do un  plazo  de  pago  con  arreglo  .á  las 
prescripciones  del  art.  9.°; 

2.°  Las  disposiciones  testamentarias 
del  testador  por  las  cuales: 

a)    Conceda  al  padre  ó  á  la  madre 


del  arrendador,  hasta  la  mayor  edad  de 
este  último,  el  derecho  de  disfrute  y  ad- 
ministración de  la  finca,  á  condición  de 
educar  al  arrendador  y  sus  coherede- 
ros menores  de  edad,  estos  últimos 
hasta  el  día  del  vencimiento  de  su  par- 
te de  sucesión,  ó,  si  uno  de  ellos  llega  á 
la  mayor  edad  antes  de  este  venci- 
miento, hasta  esa  fecha,  y  en  caso  de 
necesidad,  de  mantenerlos  á  cuenta  de 
la  finca; 

b)  Extienda  el  día  del  vencimiento 
de  las  partes  de  sucesión  hasta  la  ma- 
yor edad  de  los  coherederos,  á  condi- 
ción de  que  el  arrendador  eduque  con- 
venientemente á  los  coherederos  hasta 
este  día  y  les  mantenga  en  caso  de  ne- 
cesidad. 

En  ambos  casos,  la  emancipación 
obtenida  producirá  el  mismo  efecto  que 
la  mayor  edad.  De  igual  modo  y  en  los 
mismos  casos,  sí  un  coheredero  em- 
prendiese una  carrera,  para  cuya  pre- 
paración y  ejercicio  no  fuese  suficiente 
en  relación  con  la  finca,  el  sosteni- 
miento debido,  se  reemplazará  con  la 
obligación  de  pagar  los  intereses  fija- 
dos amigable  ó  judicialmente. 

Art.  14.  El  dominio,  cuya  propiedad 
perteneciente  á  varios  se  halle  pro  in- 
divisa, queda  exento  de  las  disposicio- 
nes de  esta  ley. 

Existe,  sin  embargo,  una  excepción 
para  las  fincas  cuya  propiedad  corres- 
ponde á  los  cónyuges,  y  que  se  haJlan 
situadas  en  las  comarcas,  en  las  cuales 
la  legislación  regional  disponga  que, 
en  caso  de  muerte  de  uno  de  aquéllos^ 
y  á  falta  de  testamento  ó  contrato,  el 
cónyuge  superviviente  tendrá  el  dere- 
cho á  la  mitad  de  la  finca  que  pase  á  la 
sucesión. 

En  este  caso,  la  legislación  regional 
determinará  también  si  serán  aplica- 
bles, y  en  qué  medida,  las  disposicio' 
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nes  de  los  artículos  7.",  9.'  y  10  en  el 
caso  de  dote  por  el  cónyuge  supervi- 
viente. 

Art.  15.  Cuando  varias  ñncas  que 
reúnan  las  condiciones  del  art.  1.°  for- 
men parte  de  )a  herencia  y  existan  va- 
rios herederos  legales  según  el  sentido 
de  los  artículos  4."  y  5.°,  estos  herede- 
ros serán  llamados  ala  sucesión  según 
el  orden  de  prelerencia  que  determine 
lalegíslación  regional,  procediendo  é.  la 
elección  según  el  mismo  orden.  Se  se- 
guirá el  mismo  procedimiento  cuando 
existan  más  Ancas  que  herederos.  Los 
descendientes  de  un  heredero  le  susti- 
tuirán á  la  muerte  de  éste.  Entre  ellos 
la  elección  pertenecerá  al  que  ocupe  el 
primer  lugar  en  el  orden  seguido. 

Art.  16.    Si  la  legislación  regional 


estableciese  restricciones  á  la  libertad 
de  partición  de  las  fincas  determinadas 
en  el  art.  1.",  ó  bien  fijase  disposicio- 
nes, según  las  cuales  esta  clase  de  fin- 
cas sólo  pudieran  adquirirse  por  perso- 
nas que  poseyesen  anteriormente  fin- 
cas iguales  ó  mayores,  ó  no  pudieran 
ser  adquiridas  más  que  en  ciertas  con- 
diciones, las  disposiciones  de  esta  ley 
regional  serán  aplicables  bajo  la  con- 
dición de  que  el  propietario  del  dominio 
esté  incapacitado  para  disponer  libre- 
mente de  su  finca,  por  las  disposiciones 
de  la  ley  regional. 

Art.  17.  La  presente  ley  entrará  en 
vigor  al  mismo  tiempo  que  las  disposi- 
ciones legislativas  regionales,  y  no  se- 
rá aplicable  alas  sucesiones  causadas 
antas  de  su  promulgación. 
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DE  LOS  crímenes  Y  DELITOS 


(LEY  Y  DE  1878);  (1) 


PARTE  PRIMERA 

DISPOSICIONES  GENERALES 


CAPÍTULO  PRIMERO.— DisposiciONEg 

PRELIMINARES 

Artículo  L**  Sólo  constituye  crimen 
ó  delito  el  acto  que  la  ley  caliñca 
de  tal. 

Ningún  crimen  ó  delito  puede  casti- 
garse con  otra  pena  que  con  la  estable- 
cida para  el  mismo  por  una  ley  ante- 
rior á  su  comisión. 

Art.  2.^  En  el  caso  de  que  entre  el 
día  de  la  comisión  del  hecho  punible  y 
el  de  la  celebración  del  juicio^  se  hubie- 
ren dictado  varias  leyes^  usos  ó  reglas 
de  derecjbo,  se  aplicarán  las  disposi- 
ciones más  favorables  al  reo. 

Art.  3.**  Para  la  aplicación  de  este 
Código,  se  contará  el  día  como  de  vein- 
ticuatro horas,  la  semana  de  siete  días 


(Ij  Sancionada  el  27  de  Mayo  de  IS'S;  pro- 
mulgada en  laa  dos  Cámaras  de  la  Dieta  de  Hun- 
gría  el  28  del  mismo  mes  y  aho,  y  vigente  desde 
1.**  de  Septiembre  de  1880,  según  el  articulo  pri- 
mera de  la  ley  XXXVII  de  1880. 


y  el  mes  y  el  año  según  el  calendario 
usual. 

Art.  4.^  Las  cantidades  mencionadas 
en  el  presente  Código,  se  entenderán 
según  el  valor  legal  de  las  mismas  y 
sin  atención  al  curso  de  la  moneda  de 
oro  ó  plata  (1). 


I 


(1)  MonedM  austriacaa  con  su  equivalencia  en 
pesetas: 

Soberano  (oro),  84*80.  ' 

Ducado  del  Emperador  (oro),  11*85. 

Ducado  de  Hungría  (oro),  11*90. 

Medio  Soberano  (oro),  1*7*41. 

Corona  6  Krouentholer  (plata),  5*78. 

Risdale  ó  Speciersthaler  (plata),  5*60. 

Escudo  6  florín  de  convención  (plata),  5*18. 

Florín,  Reischwahrung  (plata),  2*57. 

Pieza  de  20  Kreutzers  (plata),  0*86. 

Pieza  de  6  id.,  0*25. 

Pieza  de  2  id.,  0*09, 

Florín  de  60  id.  (moneda  de  cuenta),  2*50. 

Risdale,  corriente  de  florín  y  medio,  8*75. 

BUlete  de  rachat,  1*04. 

En  27  de  Abril  de  1885  se  dispuso  la  fabrica- 
ción de  nuevos  florines  divididos  en  cien  partes 
{neu- Kreutzers),  conservando  su  valor  circulato^ 


[TUCI0NB3  políticas    Y  JURIoICAS 


TORIO  Y  PER- 
RE8ENTE    CÓ- 


>dígo  regirá 
Mado  húnga- 
?oacia-Slavo- 

K>metidos  en 
ciudadanos 
s,  secastiga- 
isiciones  del 

í8  &  laa  per- 
ército  se  re- 

irritorialidad 
che  IntemEi- 

«ciudadano 
]dos  los  que 
inalidad  den- 
I  de  Hungría. 
nte8  4  los  ex- 
á  los  ciuda- 

monarquía, 
sponga  otra 

is  sujetos  & 
Código: 


',  O'S.  Además 
10  y  do«  thalert 


actos  punibles  previstos  en  los  Capítu- 
los I,  II,  III  y  IV  de  la  parte  segunda, 
ó  la  ralsificacitm  de  moneda,  penada  en 
el  capitulo  XJ,  en  el  caso  de  que  la  fal- 
sificación haya  consistido  en  moneda  6 
papel  moneda,  recibida  en  pago  en  las 
arcas  del  Estado  húngaro^  6  en'un  ins- 
trumento de  crédito  húngaro  6  Slavo- 
Croata,  asimilado  por  este  Código  á  la 
moneda  (1); 

2."  El  extranjero,  que  en  país  ex- 
tranjero cometa  cualquiera  de  los  crí- 
menes ó  delitos  mencionados  en  el  pá- 
rrafo anterior,  excepto  los  que  son  ma- 
teria del  capitulo  II  de  la  parte  segunda. 

Las  disposiciones  del  presente  artícu- 
lo son  aplicables,  en  los  easos  arriba 
citados,  aun  cuando  el  autor  de  dichos 
actos  haya  sido  condenado  luera  de) 
territorio  del  Estado  húngaro,  haya  su- 
frido la  condena  impuesta  6  bien  lia,va 
sido  indultado  sin  el  asentimiento  del 
Ministro  de  Justicia  de  Hungría. 

Sin  embargo,  cuando  la  pena  hubiere 
sido  impuesta  en  virtud  de  las  disposi- 
ciones de  este  Código,  se  le  tendrá  en 
cuenta  la  parte  de  condena  sufrida,  en 
cuanto  sea  posible. 

No  obstante,  el  ciudadano  de  otro  Es 
tado  de  la  monarquía  que  baja  cometi- 
do cualquiera  de  los  crímenes  ó  delitos 
de  falsificación  de  moneda,  prevenidos 
en  el  párrafo  segundo  de  este  artículo, 
y  que  haya  sido  castigado  por  este  he- 
cho, ó  indultado  de  la  pena  en  el  Esta- 
do correspondiente,  no  podrá  ser  per 
seguido  en  Hungría  sin  previa  autori- 
zación del  Ministro  de  Justicia. 

Art.  8."  Además  de  los  casos  men- 
cionados en  el  párrafo  primero  del  ar- 
ticulo 7,",  será  castigado  igualmente, 
conforme  &  las  disposiciones  del  pre- 
sente Código,  el  ciudadano  húngaro  qup 

(1)     V.  las  Hrtículas  210  y  211  de  este  Cddigo. 


>An.  10. 
irataalea  da 
dirija  ai  otn 
que  leDgan  | 
goB  reaideot 
se  hiciere  la 
judicial,  ora 
probaciÓD  d< 
del  Estado 
diligencias  | 

>  Dictará  i 

de  practica 
correspoudií 
arreglo  i  lai 
clamante  su 
•La  recUi 
fie  acampa! 


personal  de 
lado,  el  Ool 
perteneiCB 
el  Juzgado  i 
Hintiese  el  t 
viaje  y  eala' 
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glo  á  cualquiera  de  ellas^  ó  en  el  caso 
de  que  la  autoridad  extranjera  compe- 
tente haya  indultado  al  reo  de  la  pena. 
Art.  12.  Si,  en  el  caso  de  los  artícu- 
los 8."  y  9.**,  la,  pena  correspondiente  á 
un  crimen  ó  delito  es  más  benigna,  se- 
gún la  ley  del  lugar  de  la  comisión  que 
conforme  á  lo  prescrito  en  el  presente 


glamentos  vigentes  en  el  país   donde  haya  de 
prestar  su  declaración.  « 

»Art.  12.  Cuando  en  una  causa  criminal  ins- 
truida en  uno  de  los  dos  Estados  contratantes  se 
hallase  implicado  un  subdito  del  otro,  y  que  en 
seguimiento  de  esta  causa  se  estimase  necesario 
carear  dicho  subdito  con  un  individuo  ya  exami- 
nado por  los  tribunales  dol  primero,  el  Gobier- 
no ¿  quien  se  dirigiese  la  reclamación  dará  cur- 
so á  la  correspondiente  citación,  á  fin  de  que  el 
careo  pueda  verificarse  en  el  territorio  del  Esta- 
do reclamante,  con  condición,  sin  embargo,  de 
que  después  de  concluido  este  acto  sea  entregado 
otra  vez  á  su  Gobierno  el  individuo  citado  para 
ser  juzgado  por  los  tribunales  de  su  país. 

»Art.  IH.  Los  gastos  ocasionados  por  el  arres- 
to, detención,  custodia  y  manutención  de  los  in- 
dividuos cuya  extradición  estuviese  acordada,  y 
los  gastos  de  su  conducción  al  punto  donde  se 
verifique  la  entrega,  serán  sufragados  por  aquel 
de  los  dos  Estados  en  cuyo  territorio  dichos  indi- 
viduos hayan  sido  aprehendidos. 

»Art.  14.  Los  Gobiernos  contratantes  renun- 
cian ¿  cualquiera  reclamación  de  gastos  resultan- 
tes, así  de  la  conducción  y  restitución  á  sus  res- 
pectivos países  de  los  reos  que  han  de  ser  carea- 
dos, como  del  envío  y  devolución  de  los  objetos 
que  constituyan  las  pruebas  del  delito  y  de  los 
documentos  referentes  á  las  mismas  providencias. 

lArt.  15.  Si  en  el  transcurso  de  tres  meses, 
contados  desde  el  aviso  que  diese  la  autoridad' 
competente  de  hallarse  los  reos  á  disposición  del 
Gobierno  reclamante,  y  en  el  transcurso  de  seis 
meses  con  respecto  &  los  reos  existentes  en  las 
provincias  ultramarinas  de  España,  el  mismo  Go- 
bierno no  hubiese  hecho  las  diligencias  necesa- 
rias para  encargarse  de  ellos,  su  extradición  po- 
drá ser  negada  y  decretada  su  soltura. 

f  Para  el  careo  y  entrega  de  los  reos,  designa» 


Código,  aquélla  será  la  que  se  apli- 
que (1). 

Art.  13.  En  los  casos  previstos  en 
los  artículos  8.®  y  9.**,  la  parte  de  la 
pena  sufrida  en  país  extranjero  será 
imputable  á  la  impuesta  por  los  tribu- 
nales de  Hungría. 

Art.  14.  Si  un  crimen  ó  delito  come- 
tido fuera  del  territorio  del  Estado  hún- 
garo se  castiga  por  la  ley  extranjera 
con  una  pena  que  el  presente  Código 
no  establezca,  se  conmutará  por  cual- 
quiera de  las  que  á  ella  más  se  ase- 
mejen. 

Art.  15.  Si  un  ciudadano  húngaro 
cometiere  fuera  del  territorjo  de  su  Es- 
tado un  hecho  al  cual  el  presente  Códi- 
go señale  la  pena  de  destitución  de  em- 
pleo ó  suspensión  del  ejercicio  de  los 
derechos  políticos,  se  practicarán  las 
diligencias  necesarias  para  conseguir 
la  aplicación  de  estas  penas  accesorias, 
aunque  la  pena  impuesta  en  país  ex- 
tranjero haya  sido  ya  cumplida  ó  el  reo 


rán  de  común  acuerdo  los  Gobiernos  contratantes, 
á  saber: 

fEl  do  S.  M.  C.  los  puertos  de  Barcelona  y  Va* 
lencia;  el  de  S.  M.  I.  y  R.  A.  el  puerto  de  Trieste. 

lArt.  16.»    (Transitorio). 

Consúltese  para  los  demás  Tratados. ^Db  NbV- 
MA.N  et  Db  Plason.— íRectiet/  des  traites  et  conven' 
tion9  conclus  par  VAtUriche  avec  les  puissances 
étrangeres  depuia  1163  jufqu^  a  nosjours  {19  vo- 
lúmenes publicados.) 

RosTZEOWKY  (Guatav). — Sur  les  dernióres  con- 
ventions  d^extradition  de  VAutriche-Hongrie  avec 
la  lloUaiide  et  la  Bélgique  de  1880  et  1881.— Leo- 
pold,  1882. 

RosTKOWSKY  (G US tav).— Sur  I* asile  et  l^extradi' 
tion  parliculierement  Aitíric/ie-/lonprie.— Varso- 
vie,  1882. 

Y  la  primera  parte  de  la  sección  IV  de  la  obra 
LUZA.BDO  (Girol amo-Cario). —  Sistema  di  diritto 
irUernazionale  in  correlazione  all^lmperio  austro^ 
Ungarico, — Insbruch,  1876. 

(1)    Véase  el  art.  2.**  del  presente  Código, 


t  JURÍDICAS 


e  á  los  orimenes,  y  la  Beñatada  con 
Im.  h.'A  los  delitos. 
prisión  de  Estado,  cuando  se  im-  - 
a  en  caso  de  delito  lo  ser4  por  me- 
lé cinco  años,  y  de  cinco  años  eti 
inte,  en  caso  de  crimen. 

multa,  como  pena  principal,  se 
ara,  exclusivamente  &  tos  delitos; 
I  pena  accesoria  &  los  delitos  y 
mes. 

:.  2l.  La  pena  de  muerte  se  ejeeu- 
privadamente,  ahorcando  al  con- 
lo  &  ella. 

..  22.    La  pena  de  trabajos  forza- 
9  perpetua  ó  temporal. 
náximum  de  la  temporal  son  quin- 
os, y  el  mínimum  dos. 
..  23.    El  máximum  de  la  pena  de 
in  de  Estado  es  de  quince  años,  el 
numde  un  día  (I). 
.  24.    £1  m&ximum  de  la  pena  de 
sión  es  de  diez  años,  y  el  mínimum 
ís  meses. 

.  25.    El  máximum  de  la  pena  de 
in  es  de  cinco  años,  el  mínimum 
tdia. 
.  26.    La  multa  puede  imponerse 

pena  principal  6  como  accesoria, 
de  ser  de  uno  á  cuatro  mil  florí- 

y. 

.  27.  El  importe  de  las  multas  se 
lará  al  socorro  de  los  penados 
lidos  indigentes  y  &  la  rundación 

Conviene    coiii>cer  et   articulo  39  de  1n 
,XVII  de  1880,  que  dice  ssí; 
]ue  hubiere  sido  oondenndo  por  un  crimen 
leua  temporal  de  restricción  de  libertad ,  r 

a  contra  el  cual  se  impongn  una  pena  de  la 
clase,  será  caBtJgHdo  por  el  tribuDal  coni- 
!  con  arreglo  al  Códig-o  penal  de  los  erí- 
y  delitos,  sin  que  la  total  duracifin  de  esta 
pnna  y  de  la  anterior  puedan  exceder  de 
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y  sostenimiento  de  establecimientos  de 
corrección  de  jóvenes  delincuentes  (1). 
La  aplicación  de  estas  sumas  en  la  for- 
ma indicada  corresponde  al  Ministro  de 
Justicia  (2). 

I 

Art.  28.  La  pena  de  trabajos  forza- 
dos se  cumplirá  en  los  establecimientos 
destinados  al  efecto. 

Art.  29.  El  individuo  condenado  ala 
pena  de  trabajos  forzados  estará  suje- 
to al  trabajo  reglamentario  que  el  Di- 
rector del  establecimiento  designe. 

Estará  además  sometido  al  régimen 
de  aislamiento  durante  el  día  y  la  noche 
por  el  tiempo  marcado  e,n  el  art.  30,  y 
el  resto,  únicamente  de  noche. 

Todo  condenado  á  esta  pena  vestirá 
el  uniforme  reglamentario.  La  alimen- 
tación y  todo  lo  referente  á  la  disciplina 
dentro  del  establecimiento  se  regirá 
por  reglamentos  especiales. 

Los  condenados  á  la  pena  de  trabajos 
forzados  no  podrán  ser  empleados  fue- 
ra del  establecimiento  más  que  en  las 


obras  públicas  y  siempre  que  sea  posi- 
ble la  incomunicación  con  los  obreros 
libres. 

Art.  30.  Todo  condenado  á  trabajos 
forjados  sufrirá  la  primera  parte  de  la 
pena  con  arreglo  al  régimen  celular. 

Los  condenados  á  tres  ó  más  añp$ 
estarán  sometidos  durante  el  primero 
al  régimen  celular  absoluto  de  día  y  de 
noche;  los  que  lo  sean  á  menos  de  tres 
años,  durante  el  tercio  de  su  condena. 

Se  exceptúan  únicamente  las  visitas 
y  comunicaciones  admitidas  por  los  re- 
glamentos respectivos  y  la  asistencia 
á  la  escuela,  oficio  divino  y  paseos  al 
aire  libre. 

El  condenado  sometido  al  régimen  de 
aislamiento  cumplirá  en  su  celda  el 
trabajo  que  se  le  prescriba. 

Art.  3L  Los  sentenciados  á  la  pena 
de  trabajos  forzados  que  no  estuvieren 
enfermos,  tendrán  cada  día,  en  el  inte^ 
ríor  del  establecimiento,  una  hora  de 
paseo  al  aire  libre,  bajo  la  vigilancia 


(1)  Véase  el  art.  42. 

(2)  Este  artículo  ha  sido  modificado  por  la 
ley  VIH  de  188*7^  concebida  ea  loa  siguientes  tér- 
minos: 

t  Artículo  1."  El  importe  de  las  multas  im- 
puestas por  sentencia  condenatoria  de  tribunales 
de  segunda  instancia,  salvo  disposición  expresa 
en  contrarío  de  la  ley  que  haya  servido  de  base  á 
aquélla,  se  distribuirá  del  modo  siguiente:  una 
cuarta  parto  se  destinará  al  auxilio  de  condena- 
dos cumplidos  indigentes  y  al  sostenimiento  de 
las  casas  de  corrección  para  jóvenes  delincuen- 
tes; tres  cuartas  partes  para  contribuir  á  la  cons- 
trucción de  presidios,  casas  de  reclusión,  prisio- 
nes del  Estado,  casas  de  fuerzas  y  nuevos  estable- 
cimientos, según  aconséjenlas  necesidades. 

>Art.  2.°  Las  multas  impuestas  por  las  auto- 
ridades administrativas  quedarán  afectas,  salvo 
expresa  disposición  en  contrario  de  la  ley,  orden 
ministerial  ó  reglamento  municipal  que  haya  ser- 
vido de  base  á  la  sentencia,  á  la  creación  de  pri- 
siones administrativas  y  puestos  de  policía. 


>Este  destino  recibirán  igualmente  las  multas 
impuestas  con  arreglo  á  la  ley  XI  de  18*79  (Código 
penal  de  loa  faltas),  cuando  lo  hubieren  sido  por 
autoridades  administrativas  por  faltas  cuyo  CO' 
nocimiento  les  competa. 

lArt.  3.°  Déla  suma  total  de  multas  actual- 
mente disponible,  se  separará  un  millón  de  ftori- 
nes  para  constituir  un  fondo,  cuya  renta  se  desti- 
nará por  el  Ministro  de  Justicia  al  socorro  de 
condenados  cumplidos  y  al  sostenimiento  de  las, 
casas  de  corrección  de  jóvenes  delincuentes. 

>Los  intereses  de  este  capital  podrán  emplear*: 
se  asimismo  en  socorrer  á  los  detenidos  y  subve- 
nir á  los  gastos  ordinarios  de  los  establecimien- 
tos de  corrección. 

i  Art.  4.°  Las  sumas  restantes  y  disponibles 
después  de  la  separación  antedicha,  se  entrega- 
rán al  Ministro  del  Interior  por  una  sola  vez  para 
que  les  dé  el  empleo  señalado  en  el  art.  2*  de 
esta  ley,  y  el  resto  se  destjnará,  en  el  afio  ISS*?,  á 
las  construcciones  Indicadas  en-  el  artículo  1,* 

•  Artículos  5.',  6  °  y  T'a  (TranaUorios.) 


nicioNES  POLÍTICAS  V  jubIdicas 
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durante  la  noche,  en  tanto  que  las  con- 
diciones del  local  lo  permitan. 

No  pueden  ser  obligados  al  trabajo, 
siendo  libres  de  elegir  la  ocupación  que 
preñaran  y  que  sea  compatible  con  el 
régimen  interior  del  establecimiento 
penal  en  que  cumplan  la  condena. 

Pueden  también  usar  ios  trajes  de  su 
propiedad  y  subvenir  á  su  alimentación 
con  sus  fondos  particulares. 

En  todo  lo  concerniente  al  régimen  y 
disciplina  interior  del  establecimiento, 
exceptuando  la  vigilancia  y  relaciones 
con  personas  extrañas,  ser&n  tratados 
con  mayor  benignidad  que  los  condena- 
dos á  las  penas  de  trabajos  forzados  y 
de  reclusión. 

Los  penados  que  cumplan  le  conde- 
na en  una  prisión  del  Estado,  podrá.n 
pasear  dos  horas  al  aire  libre,  en  el  lu- 
gar señalado  por  la  dirección  de  la 
misma. 

Art.  36.  La  pena  de  reclusión  sg 
cumplirá  en  la  casa  de  reclusión  del 
distrito  ó  en  las  prisiones  de  los  Tribu- 
nales de  Justicia  (1),  señaladas  á  este 
fln  por  el  Ministro  del  ramo. 

(I)    Creemoa  coDvenieDte  ¡DMrOr  loí  siguien- 

tM  datos  de 

Organiíaeiáa  judiciít  de  Hungría. —  B«t«  n»- 
ci&n,  unida  al  imperio  de  Austria,  tiene  ^ulta- 
dea  propias  dentro  de  su  teiritorio  pan  la  admí- 
niatración  de  loa  aauntoB  particulsrea  que  la  afpc- 
lea  excluBívamanta  j  no  se  opon^^n  i  aquellos 
otros  que,  con  el  cartcler  de  Muatot  comunea  á 
Ion  (toa  reinos  IS  pafaes,  se  determinan  eapecinl- 
loente  en  las  leyes.  Consecuencia  ,de  esta  modo 
de  ser,  cada  uno  ha  orgsníiado  la  BdmÍDÍstniei6n 
de  justicia  como  ha  creído  m&s  conforme  i  sus  ae- 
ceaidadea,  á  sus  tradielonfia  y  eoatutnbrea,  y  por 
esta  razón  ae  encuenlren  algunsa  direrenclaa  en 
tre  la  organiísción  judicial  de  Austria  j  de  Hud- 
grla,  y  desde  luego  se  puede  indicar  que  en  este 
últimopaisnoexíats  Jurado  como  en  aquél,  sino 
para  loe  delitos  de  la  prsniw,  resultando  advioia 
que  parece  existir  tres  grados  de  jurisdicoiAa,  re- 
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Art.  37.  Los  sentenciados  á  reclu- 
sión estarán  sujetos  á  un  trabajo  aco- 
modado á  sus  facultades;  sin  embargo^ 
podrán  libremente  elegir  entre  las  cla- 
ses de  tpefbajo  prescritas  en  el  estable- 
cimiento respectivo. 

No  podrán  ser  empleados  fuera  del 
mismo^  y  esto  previo  su  consentimien- 
to^ más  que  en  las  obras  públicas;  pro- 
curando en  todo  caso  que  exista  la  de- 
bida separación  entre  ellos,  los  conde- 
nados á  trabajos  forzados  y  los  traba- 
jadores libres. 


presentados  por  las  tres  instancias,  que  en  ciertos 
casos  pueden  seguir  los  asuntos  y  el  recurso  dé 
casación. 

La  organización  judicial  es  la  siguiente: 

Jurisdicción  comunal. 

Jurisdicción  intermedia. 

Jurisdicción  de  primera  instancia. 

Mesas  Reales,  segunda  instancia. 

Tribunal  Supremo. 

Tribunal  comtinaZ.— -Desempeñan  esta  jurisdic- 
ción, según  la  importancia  de  las  reclamaciones 
y  en  ciertas  ciudades,  bien  varios  funcionarios 
que  designa  el  Consejo  municipal,  bien -el  Pre- 
sidente de  éste,  asistido  de  uo  miembro  del  Con- 
sejo ejecutivo  comunal  ó  de  dos  individuos  del 
municipio. 

La  competencia  de  los  Jueces  comunales  es  ex- 
clusivamente civil,  y  se  extiende  al  conocimiento 
de  las  demandas  Hasta  20  florines  (50  francos). 
Contra  sus  decisiones  no  se  da  recurso  alguno; 
pero  la  parte  que  no  está  satisfecha  con  la  sen- 
tencia puede  acudir  con  nueva  demanda  ante  el 
Juez  de  distrito. 

Jurisdicción  intermedia. —Existe  en  este  país 
una  ley  en  que  se  determina  muy  especialmente 
el  procedimiento  que  debe  seguirse  para  los  asim- 
tos  de  poca  importancia  que  están  sometidos  á  los 
Jueces  y  tribunales  que  ejercen  esta  jurisdicción. 

Son  éstos,  6  el  Juez  del  distrito  ó  los  Jueces  de 
paz,  nombrados  por  el  Ministro,  siempre  que  las 
personas  propuestas  hayan  sufrido  los  exámenes 
de  Derecho,  asi  teóricos  como  práctícos,  que  exi- 
ge el  Estado. 

La  jurisdicción  del  Juez  de  paz  se  extiende  so- 
ToHO  IX.— Instituciones  jvríoicaí 


Los  sentenciados  á  reclusión  estarán 
sometidos  al  régimen  de  aislamiento. 

En  todo  lo  concerniente  al  vestido, 
alimentación,  disciplina  y  orden  inte- 
rior, se  ajustarán  á  los  reglamentos  es- 
peciales del  establecimiento  en  que  se 
hallen;  estos  reglamentos  serán  con 
respecto  á  estos  particulares  menos  se- 
veros que  los  de  las  casas  de  fuerza. 

Art.  38.  Las  disposiciones  de  los  ar- 
tículos 30, 31, 32  y  33  son  aplicables  tam- 
bién á  los  sentenciados  á  la  pena  de  re- 
clusión, con  la  diferencia  á  favor  de  és- 


lamenteal  territorio  de  la  ciudad  6  del  común; 
tiene  una  competencia  en  lo  civil  hasta  50  flori* 
nes  (123  francos);  y  conoce  además  de  otra  clase 
de  asuntos  que  se  determinan  en  la  ley.  El  Juez 
de  paz  no  tiene  dotación. 

Jurisdicción  de  primera  instancia.— Existen  dos 
jurisdicciones  de  primera  instancia:  la  del  Juez 
de  distrito  y  la  del  Tribunal  de  primera  instan- 
cia, que  está  á  su  lado,  no  como  jurisdicción  su- 
perior á  la  de  aquél  ó  de  apelación,  sino  para  re- 
solver los  asuntos  de  su  competencia. 

a)  Juez  de  distrito.— Resuelve  sólo  asistido  de 
un  Secretario  y  entiende  en  materia  civil  hasta 
500  florines  (1.250  francos)  y  sobre  otros  asuntos 
determinados  por  la  ley;  y  en  materia  penal  de 
las  contravenciones  que  no  son  de  la  competen- 
cia de  las  autoridades  administrativas;  y  si  el  de- 
lito de  que  conoce  puede  merecer  una  pena  su- 
perior á  seis  meses,  lo  pasa  al  Tribunal  de  prime- 
ra instancia,  que  puede  imponer  la  pena,  para 
cuya  competencia  está  autorizado.  El  Juez  de  dis- 
trito puede  también  ser  encargado  de  la  instruc- 
ción criminal. 

Las  sentencias  del  Juez  de  distrito  son  apela- 
bles para  ante  el  Tribunal  de  segunda  instancia 
(Mesa  Real); 

b)  Tribunal  de  primera  instancia.  — Está  com« 
puesto  de  un  Presidente,  á  veces  de  un  Vicepresi» 
dente  y  de  varios  Jueces.  Para  constituir  Tribu- 
nal ó  Sala  es  preciso  la  presencia  de  tres  jueces. 
Se  reuue  con  un  Jurado  de  12  mienbros  para  los 
asuntos  de  la  prensa. 

Es  competente  en  materia  civil  para  resolver 
en  primera  instancia  sobre  los  asuntos  que  salen 

n 
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ser  menos  severos  todavía  que  loB  de 
las  casas  de  fuerza  y  reclusión. 

Art.  41.  El  tribunal  está  facultado 
para  dispensar  en  la  sentencia  del  tra- 
bajo á.  un  reo  que  deba  ser  castigado 
con  esta  pena,  por  motivos  especiales 
y  dignos  de  tenerse  en  cuenta. 

Podrá  también  permitirle  que  se  ali- 
mente ásus  expensas. 

Art.  42.  Cuando  los  individuos  me- 
nores de  veinte  años  deban  ser  conde- 
nados á  la  pena  de  prisión,  el  tribunal, 
en  vista  de  su  enmienda,  puede  dispo- 
ner en  la  sentencia  que  sufran  en  el  ais- 
lamiento la  totalidad  de  la  pena,  si  ésta 
no  excede  de  seis  meses,  y  en  otro  caso 
una  parte  de  la  misma,  que  no  podrá 
exceder  del  tiempo  indicado. 

El  tribunal  puede  asimismo  decretar 
en  su  sentencia  que  dichos  condena- 
dos, en  vez  de  ser  sometidos  al  régi- 
men celular,  sean  conducidos  á  una 
casa  de  corrección. 

En  el  caso  de  que  la  sentencia  no 


aoB  Reales),  cuando  según  la  ]ej  procede  ealv  ra- 
cureo.— Pdibli  (Aguilin],  Lai  Audiencia!  de  la 
rriminal, Madrid,  IBSS;  pág.  SIS;  liguieDles. 

Para  mis  datoe,  véase  la  ley  XXil  de  mT.,  la- 
bre jurisdiccifiu  comuDsl,  traducida  al  fraacéa 
por  Pliurib,  pi^.  290,  tomo  1°,  del  Annuairt  ds 
Ug.  élrtng. 

La  ley  ZXXVII  de  1880,  promulgando  el  Có- 
digo peoal  da  loa  crimonea  y  deljtoB  y  el  Código 
penal  de  Ibb  fallas,  CD  la  pig.  8S4  del  tomo  10.° 
de  dicho  Annuairs,  traducción  y  notaa  de  Uia- 

Ls  ley  LIX  de  1881,  analizada  por  Naot  ^ 
traducida  por  Dabsütb,  en  la  p&g.  SOS,  tomo  II, 
del  mismo  Annuairt,  y  la  pig.  248  y  aiguientea 
del  tomo  2.*,  de  Leí  Coiutilutioru  Eurapéennea  de 

O,     DBMOUaTNES. 

Sobre  Juriidiccidn  adminialralfot,  además  del 
Código  penal  de  las  bitas,  la  ley  Forestal  de  1 1  de 
Jusio  de  1810,  cuya  traducción  y  notas  ae  ¡DSeHa 
en  la  pÉg.  817  del  Annuiire  citado,  tomo  ».• 


provea  á  este  particular,  si  esta  medi- 
da pareciere  en  algún  caso  conveniente 
A  la  corrección  del  joven  delincuente, 
podrá  ordenarse  por  el  Ministro  de  Jus- 
ticia á  propuesta  de  la  Junta  de  vigi- 
lancia. 

Art.  43.  La  Junta  de  vigilancia  (1)  se 
compondrá:  del  Presidente  del  Tribu- 
nal de  Justicia  ó  del  Vicepresidente, 
del  Fiscal  de  S.  M.  ó  de  su  sustituto, 
del  Director  del  establecimiento,  del 
Capellán  y  del  Maestro  del  mismo  y  de 
dos  personas  designadas  por  la  Comi- 
sión administrativa  municipal. 

El  traslado  de  un  joven  delincuente 
de  una  cárcel  de  distrito  á  una  casa  de 
corrección,  no  podrá  acordarse  sino 
después  de  recibida  la  oportuna  orden 
por  conducto  del  Juzgado  respectivo. 

Art.  44,  Loa  condenados  á  la  pena 
de  trabajos  forzados  ó  reclusión  por 
más  de  tres  años,  que  hubieren  sufrido 
los  dos  tercios  de  la  misma,  y  que  por 
su  aplicación  y  buena  conducta  hayan 
hecho  concebir  fundadas  esperanzas  de 


Puede  Terse  además  la  obra  de  Kact  P<tti  j 
HoatwiTZ  (VíctorJ,  Qerictsorganis  ation  tod 
Ungaru  und  SiebeabCrgen.  (Organiíación  judicitl 
de  Hungría  V 'le  la  Trantj/lcanU),  Viena,  1812,  y 
los  A  Magyar  kir  biroaagk  és  kirOgyesisegk 
Qgyforgal  y  miadatai  ar  1815,  181B  y  1811  y  si- 
guientes. (Infurme  sobre  la  sdminialracidn  de 
jiKíicia  en  Hungría,  duranle  lo»  «floi  1615,  etc.); 
Buda-Pesth,  en  1B80,  etc.;  y  por  último,  acerca 
de  la  administración  de  jualicia  pueden  verse  al- 
gunos datos  eo  la  Slaf  ísli^ue  de  la  Trance,  etc  ,  d« 
MiDHiCB  Blocs,  tomo  l.°,  pág.  ISS. 

(1)  Firmada. por  el  Dr.  Thedore  Paultr,  Mi- 
Bistre  de  Justicia  de  Hungría,  aa  publicó  en  Bu* 
da-Pestb  el  9  de  Septiembre  de  ISSOuna  Instruc- 
ción acerca  de  las  facultades  de  Isa  Juntas  de  vi- 
gilancia de  los  lugarea  de  detención,  cuyo  texto 
puede  consultarse  en  la  pág.  108  del  OuUelin  da 
la  Commision  Peníianliaire  iiUei-naiionaie.  Livrfti- 
■on  de  Julio  de  ISBl, 


lIticas  y  jurIdicas 


Los  sentenciados  &  menos  de  tres 
años  de  esta  última  pena  ó  &  pena  su- 
perior á.  un  año  de  reclusión  6  de  otra 
que  consista  en  la  privación  de  liber- 
tad, podrán  también  ser  puestos  en  li- 
bertad provisional  revocable,  á  su  ins- 
tancia y  previo  informe  favorable  de  la 
Junta  de  vigilancia,  siempre  que  hubie- 
ren cumplido  las  tres  cuartas  partes  de 


i;  y  4.°  Libertad  provisional  revocable  j 
vi){iUds,  pudiendo  ea  este  período  salir  el  peaa- 
do  de  la  c&rcel  para  trabijar  duranle  el  dia  con 
los  obreros  DO  reos,  volvieodo  i  la  peDÍteDcíaria 
porls  noche. 

Diesel  ilustrado  Catadritico  de  la  Uaiveraidnd 
Central,  D.  Josí  VíLDta  Rdbio,  en  su  Programa 
ruanada  de  un  curso  de  Rei-ecfia  Penal  (p&g  ií>3], 
que  lía  libertad  revocable  j  coadicional  es  supe- 
rior á  la  rebaja  de  penas,  que  establecía  el  CAdi^o 
penal  español  de  18!2  es  aus  artículos  144  j  si- 
g-ulentes,  para  losdeliocuenles  que  se  arre  pin  llo- 
ren y  enmendaren  deapuéade  cumplido  un  mini- 
mum  de  la  pena,  fijado  según  ta  gravedad  v 
duración  lotal  de  ésla;  conaistiendo  la  superiori- 
dad indicada  en  que  el  Estado  continúa  vi^land-> 
la  conducta  (laboriosidad,  compaíu'as,  etc.)  del 
reo  hasta  la  terminacidn  del  tiempo  de  la  conde- 
na, volviéndola  al  primero,  segundo  6  t«rcer  pe- 
ríodos en  vista  de  la  importancia  que  deba  atri- 
buirse al  abuso  que  hiciera  de  aquella  libertad, 
con  lo  cual  se  le  hace  comprender  de  un  modn 
practico  su  propia  conveniencia  de  obrar  lúen,  y 
la  justicia  con  que  procede  i  a  autoridad,  recom- 
pensAndole  6  castigándole  cao  el  aumenta  ó  re9- 
Iricción  de  la  libertad,  respectivamente,  aegiíD 
BU  conducta  sea  buena  6  malu.i 

Viase  IacomuDÍcaciAndiri¡[idaá  la  Comiaition 
PenitenlMre  infernal ionaí.  por  el  Dr.  Se^ismond 

graaifen  Hongrie.  conteniendo  observaciones,  no- 
tas ustadísticas,  planos,  etc.,  en  las  pftg-inas  6»J 
aigui entes  del  Buíled'n  que  publica  dicha  Comi- 
sión en  Neuchatel;  3.'  I.ivraison,  Julia  de  18X';. 
En  S  de  .\gosto  do  ISSO  se  dícld  una  1  nslruc- 
ción  acerca  de  la  manera  de  llevar  á  la  práctica 
laliberlad  provisional,  y  que  puede  eonaulun- 
en  la  p&g.  \fí^  del  BuUelin  de  la  Comminan  Ptni- 
tenCiatre  inlernalianalB,LÍvraÍBODde  JutJode  1B8^ 


«^•' 
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]a  pena  y  reúnan  los  requisitos  exigidos 
en  el  art.  44  (1). 

Art.  49.  No  podrán  ser  puestos  en 
libertad  provisional  revocable: 

1  .**    Los  extranj  eros; 

2.°  Los  reincidentes  de  crímenes  ó 
delitos,  previstos  en  los  artículos  333, 
344,  350,  355,  370,  379,  422,  423  y  424. 

Art.  50.  Los  que  se  hallaren  en  liber- 
tad provisional  revocable,  estarán  su- 
jetos á  los  reglamentos  de  policía  en  lo 
referente  á  su  conducta,  manera  de  vi- 
vir y  residencia;  en  el  caso  de  infrac- 
ción podrán  ser  nuevamente  reducidos 
á  prisión  por  acuerdo  del  Ministro  de 
Justicia. 

En  el  caso  de  ser  nuevamente  reduci- 
dos á  prisión  los  que  estuvieren  gozan- 
do de  la  libertad  provisional  revocable, 
no  se  les  imputará  para  el  total  cum- 


El  10  de  Marzo  de  1884  se  ha  dictado  una 
orden  por  el  Ministerio  Real  de  Hungría  de  Jus- 
ticia, estableciendo  una  prisión  intermedia  en 
Kis-Hartha,  cuyo  texto  puede  consultarse  en  la 
página  121  del  Bullelin  citado.  Livraison  de  Julio 
de  1887. 

(1)  El  proyecto  de  Código  penal  espal^ol  pre- 
sentado á  las  Cortes  en  29  de  Diciembre  de  1884 
por  D.  Francisco  Silvela,  contiene  en  su  art.  655 
la  siguiente  disposición  transitoria: 

tSe  autoriza  al  Gobierno  para  modificar  por 
decreto,  dando  cuenta  &  las  Cortes,  el  sistema  y 
régimen  penitenciario,  estableciendo  la  liber- 
tad PROVISIONAL  REVOCABLE  DE  LOS  PENADOS,  re- 
glamentando las  instituciones  de  patronato,  y 
determinando  la  intervención,  inspección  y  vigi- 
lancia que  deban  tener  y  ejercer  los  tribunales  en 
todo  lo  concerniente  á  la  ejecución  y  cumplimien- 
to de  las  penas. « 

Por  lo  demás,  no  se  trata  de  ideas  ó  proyectos 
que  no  tengan  pr^^cedcnte  en  nuestro  país;  en 
prueba  de  ello  puede  verse  la  Red  ordenanza 
(aún  vigente)  p<ira  el  gobierno  de  los  presidios 
de  los  arsenales  de  Marina  de  20  de  Marzo  de  1804. 

Véase  además  el  Real  decreto  de  22  de  Sep- 
tiembre de  1889  (CwgLceiñ  del  24  de  Octubre). 


plimiento  de  la  pena  el  tiempo  que  hu- 
bieren permanecido  en  aquel  estado. 

Si  el  tiempo  de  la  duración  de  la  pena 
transcurriere  sin  que  los  sentenciados 
se  hayan  hecho  acreedores  á  la  medida 
indicada  en  este  artículo,  se  considera- 
rá aquélla  como  extinguida. 

Art.  51.  En  caso  de  urgencia,  las  au- 
toridades del  orden  administrativo,  'los 
Alcaldes  y  los  funcionarios  del  Ministe- 
rio fiscal,  podrán  detener  á  cualquier 
sentenciado  en  libertad  provisional  re- 
vocable; pero  deberá  comunicarse  esta 
detención  y  causas  que  la  han  aconse- 
jado, para  los  efectos  ulteriores  al  Mi- 
nistro de  Justicia,  con  la  prontitud  que 
permitan  las  circunstancias. 

El  tiempo  que  durare  esta  detención, 
en  caso  de  que  se  confirme,  se  imputa- 
rá á  la  total  duración  de  la  pena. 

Art.  52.  Mientras  no  se  creen  esta- 
blecimientos que  reúnan  las  condicio- 
nes necesarias  para  el  exacto  cumpli- 
miento de  las  penas  privativas  de  li- 
bertad, de  conformidad  con  lo  preveni- 
do en  este  capitulo,  se  aplicarán  éstas 
con  arreglo  á  las  disposiciones  actual- 
mente vigentes. 

Sin  embargo,  las  disposiciones  con- 
cernientes á  la  libertad  provisional  re- 
vocable se  llevarán  á  la  práctica,  sin 
atender  á  la  duración  de  las  penas  im- 
puestas, aun  en  favor  de  los  condena- 
dos que  no  hayan  podido  ser  traslada- 
dos á  los  establecimientos  intermedios, 
siempre  que  concurran  en  ellos  las  cir- 
cunstancias mencionadas  en  los  artícu- 
los 44  y  48. 

Acerca  de  la  construcción  y  habilita- 
ción de  establecimientos  que  satisfa-" 
gan  las  exigencias  del  presente  Código, 
el  Ministro  de  Justicia  acordará  las  me- 
didas necesarias  para  que,  enlo  posible, 
aun  los  sentenciados  que  hubieren  co- 
menj^adoá  sufrir  condena,  puedan  ser 


.ÍTICA8  Y  JUIltniCAS 

No  obstante  la  imposición  de  las  pe- 
nas de  destitución  de  empleo  y  suspen- 
sión del  ejercicio  de  los  derechos  poli- 
ticos,  es  facultativa  en  tos  casos  en  que 
la  pena  impuesta  por  sentencia  sea  la 
de  prisión  ó  de  prisión  de  Estado  por 
seis  meses  como  méximum,  en  el  caso 
en  que  una  multa  debiera  imponerse 
como  accesoria.  Igualmente  en  el  caso 
de  que  se  condene  &  la  pena  de  multa 
con  el  carácter  de  principal  (1), 

Art.  55.  La  condena  de  destitución 
de  empleo  llevará  consigo  la  pérdida: 

1."  De  toda  función  6  cargo  público 
conferido  pornombramiento  ó  elección, 
y  de  las  Tunciones,  empleos  ó  cargo  que 
deban  recibir  sanción  de  la  autoridad 
pública,  y  de  los  derechos  pasivos  ad- 
quiridos de  cualquier  clase  que  sean; 

2."  De  las  funciones  de  la  abogada, 
notariado  y  magisterio  público; 

3."    De  la  tutela  y  curaduría; 

4."  De  los  cargos  públicos  no  here- 
ditarios, dignidades  y  órdenes  de  la 
nación,  y  de  la  autorización  para  osten- 
tar insignias  de  dignidades  ú  órdenes 
extranjeras; 

5."  De  la  capacidad  por  el  tiempo 
señalado  en  la  sentencia,  de  desempe- 

ser,  cono  medida  disciplioario,  prirados  del  ejer- 


l«  aua  caraos,  i 


s  6  fuDciones,  i^ 


rradoa  de  \ta  Ustasde  abog-adi»,  Qo  sa  antienden 
modificadas  par  la  promul^cióa  de  los  presen- 
tes Códigos  (Penal  de  ios  crtmene»  y  deiiío*  y  Pe- 
nal de  lat  falla»). 

Eala  dispoBÍcidn  es  ¡f^ualmente  aplicable  á  \o3 
casos  en  que  dichos  CAdi)p>s  establezcan  Is  de«- 
titucióD  de  t>iiipleo,  contra  la  acciiu  cometida,  6 
cunndo  la  destitución  da  empleo  no  hubiere  sido 
impuesta  por  el  tribunal  sentenciador,  en  el  caso 
([ue  BU  imposición  sea  facultativa,  cou  arreglo  á 
lo  dispuesto  en  el  art.  54  del  Código  penal  de 
los  crímenes  y  delitos  (ar(.  36  de  la  ley  XXXVH 
de  láBO). 

(1)    Véate  el  articulo  93  de  esl«CMigo. 


*rf' 
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ñar  los  cargos,  dignidades  y  funciones 
indicadas  (1). 

Art.  56.  La  suspensión  del  ejercicio 
de  los  derechos  políticos  lleva  consigo 
la  privación  del  derecho: 

1.°  De  ser  elegido  miembro  de  la 
Dieta,  ni  de  los  Cuerpos  representati- 
vos de  los  ayuntamientos  y  comunes; 

2,^    De  formar  parte  del  Jurado,  y 

3.**  De  sufragio  en  las  elecciones 
municipales,  comunales  ó  para  la 
Dieta. 

Art.  57.  La  sentencia  determinará 
la  duración  de  las  penas  de  destitución 
de  empleo  y  suspensión  del  ejercicio 
de  los  derechos  políticos  (2). 

La  duración  de  estas  penas  será  de 
uno  á  tres  años  y  de  tres  á  diez  cuando 
se  imponga  á  consecuencia  de  un  deli- 
to ó  crimen  respectivamente. 

Este  tiempo  empezará  á  contarse 
desde  el  día  en  que  se  hubiere  extin- 
guido la  pena  consistente  en  privación 
de  libertad,  y  en  caso  de  prescripción, 
desde  el  día  en  que  ésta  tenga  lugar. 

Si  la  pena  de  muerte  se  conmutare 
por  una  de  esta  clase,  la  duración  de  la 
destitución  de  empleo  y  suspensión  del 
ejercicio  de  los  derechos  políticos  se- 
rá objeto  de  determinación  especial. 

Art.  58.  El  sentenciado  á  la  pena  de 
destitución  de  empleo  ó  á  la  de  suspen- 
sión del  ejercicio  de  los  derechos  polí- 
ticos podrá,  una  vez  cumplida  la  con- 
dena, y  desde  el  momento  en  que  reco- 


(1}  Las  disposicioDes  del  artículo  precedente 
{tréase  la  nota  al  art  54),  son  igualmente  aplica- 
bles á  la  pérdida,  segán  las  reglas  en  la  actuali- 
dad vigentes,  de  títulos,  órdenes  y  distinciones,  6 
del  derecho  de  ostentar  las  insignias  menciona- 
das en  el  art.  55,  párrafo  4.*,  del  Código  penal  de 
los  crímenes  y  delitos  {art.  21  de  la  ley  XXXVII 
de  1880). 

Véase  el  art.  123  del  presente  Código, 

(2)    ídem  el  IOS  id. 


bre  el  ejercicio  de  dichos  derechos, 
desempeñar  nuevamente  funciones  pú- 
blicas, cargos,  plazas  ó  empleos  que 
deban  recibir  sanción  de  la  autoridad 
pública. 

Con  todo ,  las  disposiciones  de  este 
Código  no  serán  obstáculo  para  que  los 
padres  de  familia  que  hubieren  ya  cum- 
plido la  pena  de  restricción  de  libertad, 
desempeñen  la  tutela  ó  curaduría  de 
sus  hijos. 

Art.  59.  El  condenado  á  una  pena  de 
privación  de  libertad  estará  incapaci- 
tado por  todo  el  tiempo  de  duración  dé- 
la misma,  por  ministerio  de  la  ley  y  sin 
necesidad  de  que  expresamente  se  de- 
crete en  la  sentencia  para  el  desempe- 
ño de  las  funciones,  cargos  y  empleos 
enumerados  en  el  art.  55,  así  como  pa- 
ra el  ejercicio  de  los  derechos  políticos 
y  para  ostentar  insignias  de  títulos,  ór- 
denes y  dignidades. 

Perderá  también  por  todo  el  tiempo 
indicado,  el  tratamiento  y  demás  privi- 
legios inherentes  á  dichas  funciones, 
órdenes  y  dignidades,  así  como  toda 
clase  de  derechos  pasivos. 

Art.  60.  Los  casos  en  que  el  ejerci- 
cio de  una  profesión  para  el  cual  se 
requieran  aptitudes  especiales,  podrá 
prohibirse  á  un  sentenciado,  se  deter- 
minan en  la  parte  especial  del  presente! 
Código  (1). 

Art.  61.  Los  objetos  provenientes  de 
un  crimen  ó  delito,  así  como  los  ins- 
trumentos de  su  comisión,  caerán  en 
comiso  si  pertenecen  á  los  autores  ó 
cómplices.  Cuando  la  posesión  ó  uso 
de  los  mismos  estuvieren  prohibidos 
por  disposición  especial,  se  confiscarán 


(1)  Véanse  los  artíoulos  291  y  810  de  este  Có- 
digo, y  los  artíc.ulos  25,  85,  89  y  130  del  Código 
penal  de  las  faltas,  de  1$  de  Junio  de  18*79, 
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1."  Al  que  voluntariamente  deter- 
mina  á  otro  á  cometer  un  crimen  ó 
delito; 

2."  Al  que  voluntariamente  excita 
&  cometer  un  crimen  ó  delito,  ó  lo  faci- 
lita ó  determina  á  otro  á,  excitar  aco- 
meterlo ó  facilitarlo;  a)  que  de  antema- 
no se  concierte  con  otros  para  ayudar, 
durante  ó  después  de  la  ejecución  del 
hecho,  &  asegurar  el  éxito  ó  destruir 
las  medidas  tomadas  por  la  autoridad. 

Art.  70.  Se  consideran  autores  todos 
los  que  cometen  un  crimen  ó  delito,  jun- 
tos ó  en  común. 

Art.  71.  El  autor  y  el  instigador  (1) 
será,n  castigados  con  )a  pena  señalada 
al  crimen  ó  delito. 

Art.  72.  Las  disposiciones  referen- 
tes á  la  tentativa,  servirán  de  norma 
para  la  aplicación  de  penas  á  los  auxi- 
liadores (2). 

Art.  73.  Si  el  autor  principal  comete 
un  crimen  castigado  con  pena  mayor 
que  la  señalada  á  aquel  que  el  instiga- 
dor le  determinó,  no  podrá  imputarse  & 
éste  el  crimen  cometido  por  el  primero. 
Esta  misma  regla  es  aplicable  á  los  au- 
xiliadores. 

Art.  74.  Las  cualidades  ó  circuns- 
tancias personales  que  concurran  en 
un  autor  ó  cómplice  y  que  hagan  des- 
aparecer la  criminalidad  del  hecho,  ó 
disminuyan  ó  aumenten  la  pena  impo- 
nible, ao  tendrán  aplicación  &  los  de- 
más autores  ó  cómplices  en  quienes  no 
concurran. 

CAPÍTULO  VI.— DE    LA  INTENCIÓN 
V  DE  LA  NEGLIGENCIA 

Art.  75.  Sólo  constituye  crimen  el 
hecho  cometido  voluntariamente. 

(I)    CoD  este  nombre  ge  deeigas  el  compren- 
dido en  si  Dúm.  1.*  del  art.  69. 
(S)    ídem  el  del  núni  3.*  Id. 


Esta  disposición  es  aplicable  igual- 
mente &  los  delitos,  salvo  el  caso  en 
que  un  hecho  proveniente  de  negligen- 
cia (1)  sea  califlcado  de  delito  en  la 
parte  especial  de  este  Código. 

CAPÍTULO  VIL -DE  LAS  CAUSAS  QUE 
EXCLUYEN  ó  ATEnOaN  LA  IMPUTABI- 
LIDAD. 

Art.  76.  Un  acto  no  es  imputable  al 
que  le  comete  en  estado  inconsciente  ó 
de  perturbación  de  sus  facultades  inte- 
lectuales, en  grado  tal  que  no  goce  de 
su  libre  albedrló. 

Art.  77.  Un  acto  no  puede  ser  impu- 
table á  su  autor  si  ha  sido  obligado  á 
cometerlo  por  una  fuerza  irresistible, 
ó  por  una  amenaza  que  expusiere  á  un 
peligro  inmediato  su  vida  ó  integridad 
corporal,  ó  las  de  cualquiera  de  sus 
parientes,  en  el  caso  de  que  este  peli- 
gro no  pudiera  evitarse  de  otro  modo. 

Art.  78.  Se  consideran  como  parien- 
tes para  los  efectos  del  art.  77; 

Los  ascendientes  y  descendientes; 

Los  hermanos  y  hermanas; 

Los  primos  hermanos  y  sus  ascen- 
dientes inmediatos; 

Los  adoptantes  y  personas  obligadas 
&  prestar  alimentos; 

Los  menores  adoptados  y  alimen- 
tistas; 

Los  cónyuges; 

Los  desposados,  y 

Los  cuñados. 

Art.  79.  La  legitima  defensa  excluye 
la  imputabílidad  del  hecho  cometido. 

Se  considera  legítima,  la  defensa  ne- 
cesaria para  repeler  un  ataque  ó  ame- 
naza injusta  é  inminente  contra  la  per- 
sona 6  bienes  del  autor  ó  contra  la  per- 
sona ó  bienes  de  un  tercero. 

(I)  Víanse  los  artfculos  231,  253,  25-7,290, 
310,  416,  429,  493, 43^,  440,  44S,  448  y  ibl. 


riCAS  T  jurídicas 


serán  castigados  cqh  arreglo  á  las  dis- 
posiciones siguientes: 

I.*  Por  un  crimen  que  se  castigue 
con  la  pena  de  muerte  ó  trabajos  Tor- 
zados  perpetua,  &  la  de  dos  &  cinco  años 
de  reclusión; 

2,*  Por  un  crimen  que  deba  casti- 
garse con  la  pena  de  cinco  6.  quince 
años  de  trabajos  Forzados  ó  prisión  de 
Estado,  &  la  de  dos  años  de  reclusión 
como  máximum  en  el  primer  caso,  y  & 
la  de  prisión  de  Estado  por  el  mismo 
tiempo  en  el  segundo; 

3/,  Por  cualquier  otro  crimen,  ala 
de  dos  años  de  prisión  como  máxi- 
mum, y 

4.*  Por  un  delito  á  las  penas  de  po- 
licía (1). 

La  deslilución  de  empleo  y  la  sus- 
pensión, de)  ejercicio  de  los  derechos 
políticos,  no  podrán  imponerse  á  las 
personas  castigadas  según  lo  dispues- 
to en  el  presente  artículo. 

Art.  86.  Los  delincuentes  castigados 
de  conformidad  con  lo  establecido  en 
el  anterior  articulo,  estarán  separados 
de  los  demás  detenidos  durante  todo  el 
tiempo  de  su  condena. 

Art.87.  El  menor  de  veinteañosno 
podrá  ser  castigado  á  la  pena  de  muer- 
te, ni  á  la  perpetuade trabajos  forzados. 

Art,  88,  Los  sordo-mudos  que  no 
tengan  el  discernimiento  necesario  pa- 
ra conocer  la  criminalidad  de  sus  actos, 
no  podrán  ser  castigados  por  crímenes 
ni  por  delitos. 

Art,  89.  Se  tomarán  en  considera- 
ción para  determinarla  pena  imponible 
en  cada  caso,  las  circunstancias  agra- 
vantes y  atenuantes  que  hayan  podido 
influir  en  el  grado  de  la  criminalidad. 

Art.  90.    Cuando  las  circunstancias 

(1)    Véase  el  art.  92  ilel  CMi^fo  peí»!  <lfl  !<» 
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agravantes  sean  las  que  predominen  en 
número  é  importancia,  se  impondrá 
una  pena  próxima  al  grado  máximo  ó 
en  este  mismo. 

Art.  91.  Cuando,  por  el  contrario, 
concurrieren  circunstancias  atenuan- 
tes, se  impondrá  la  pena  en  proporción 
cuantitativa  próxima  al  grado  mínimo 
ó  en  este  mismo  grado. 

En  este  caso  la  pena  de  muerte  *se 
conmutará  por  la  de  trabajos  forzados 
á  perpetuidad,  y  ésta  por  la  de  quince 
años  de  igual  clase. 

Art.  92.  Si  las  circunstancias  ate- 
nuantes fueren  en  tal  modo  preponde- 
rantes ó  numerosas,  que  el  mismo  gra- 
do mínimo  de  la  pena  aplicable  al  he- 
cho punible  fuere  de  una  severidad  des- 
proporcionada, podrá  rebajarse  hasta 
el  mínimum  legal  de  la  misma;  si  éste 
fuere  todavía  severo,  se  impondrá:  en 
vez  de  la  pena  temporal  de  trabajos 
forzados,  la  de  reclusión;  en  lugar  de 
la  de  reclusión,  la  de  prisión;  y  en  vez 
de  la  de  prisión,  la  de  multa,  hasta  el 
mínimo  lugar  de  cada  una  de  ellas. 

Sin  embargo,  aun  en  el  caso  de  este 
artículo,  no  se  podrá  imponer  en  lugar 
de  la  pena  de  muerte  una  pena  infe- 
rior á  la  de  quince  años  de  trabajos 
forzados,  y  en  vez  de  los  trabajos  for- 
zados á  perpetuidad,  una  de  la  misma 
clase  inferior  á  diez  años. 

Art.  93.  Aun  fuera  de  los  casos  pre- 
vistos en  el  artículo  anterior,  la  pena 
temporal  de  trabajos  forzados  podrá 
reemplazarse  por  la  de  reclusión,  cuan- 
do en  atención  á  la  edad  avanzada  ó 
debilidad  física  del  delincuente,  la  pena 
de  trabajos  forzados  resultare  de  una 
dureza  excesiva. 

En  este  caso,  la  duración  de  la  pena 
de  reclusión  podrá  elevarse  hasta  el 
máximum  de  la  de  trabajos  forzados 
temporal. 


Art.  94.  La  excesiva  duración  de  la 
prisión  preventiva,  por  causas  no  im- 
putables al  reo,  se  abonará  en  favor  de 
la  pena  de  privación  de  libertad  ó  de  la 
de  multa;  en  este  caso  la  sentencia  de- 
terminará la  proporción  en  que  haya 
de  hacerse  el  abono  de  la  detención  su- 
frida. En  ningún  caso  podrá  sustituir  á 
un  mayor  tiempo  que  el  de  la  prisión 
preventiva. 

CAPÍTULO  VIII.— DEL  CONCURSO 
DE  DELITOS 

Art.  95.  Cuando  un  solo  y  mismo  he- 
cho infrinja  varias  disposiciones  de  la 
ley  penal,  no  se  aplicará  más  que  la 
disposición  que  lo  castigue  con  pena 
más  grave,  ó  en  grado  más  alto  (1). 

Art.  96.  En  el  caso  de  que  una  per- 
sona haya  cometido  diversos  hechos 
punibles  ó  varias  veces  el  mismo  he- 
cho, se  impondrá  por  todos  ellos,  en  la 
sentencia,  una  pena  común. 

Esta  pena  consistirá  en  el  grado  má- 
ximo de  la  señalada  á  la  clase  de  actos 
cometidos  por  el  delincuente. 

Sin  embargo,  cuando  se  trate  de  una 
pena  de  privación  temporal  de  libertad 
podrá  aumentarse  con  arreglo  á  lo  de- 
terminado por  los  artículos  siguientes. 

Art.  97.  En  el  caso  de  concurso  de 
delitos  ó  de  delitos  y  faltas,  se  impon- 
drá la  pena  itiás  grave  señalada  á  los 
mismos,  pudiendo  aumentarse  en  un 
año  la  duración  de  la  misma  cuando 
sea  de  las  de  privación  de  libertad. 

Art.  98.  En  el  caso  de  concurso  de 
un  crimen  y  otros  hechos  no  califica- 
dos de  tales  por  la  ley  penal,  se  aplica- 
rá la  pena  señalada  para  el  crimen;  si 
ésta  fuere  una  temporal  de  privación 
de  libertad,  podrá  aumentarse  el  perlo- 


(1)    véase  el  art.  111  de  este  Códig-o. 
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do  de  SU  duración  en  dos  años,  según  la 
gravedad  de  aquellos  hechos. 

Art.  99.  Cuando  se  trate  de  concur- 
so de  crímenes,  ó  de  crímenes  y  otros 
hechos  punibles,  se  impondrá  la  pena 
más  grave  de  las  señaladas  para  éstos, 
y  sí  fuere  una  temporal  de  privación 
de  libertad,  podrá  aumentarse  el  máxi- 
mum de  su  duración  en  cinco  años. 

Art.  100.  En  los  casos  previstos  en 
los  artículos  98  y  99,  la  total  duración 
de  la  pena  impuesta  no  podrá  exceder 
de  quince  años. 

Art.  101.  Entre  las  diferentes  penas 
privativas  de  libertad,  se  considerarán 
como  más  graves  las  señaladas  para 
los  crímenes,  y  entre  éstas  las  de  ma- 
vor  duración. 

Si  fueren  de  duración  igual,  se  aten- 
derá á  lo  establecido  en  el  art.  20  de 
este  Código. 

.^No  obstante,  en  caso  de  concurso  de 
hechos  que  deban  castigarse  con  la 
pena  de  prisión  de  Estado,  trabajos 
forzados  ó  reclusión,  si  la  de  prisión  de 
Estado  fuere  la  de  mayor  duración, 
esta  pena  se  convertirá  en  cualquiera 
de  las  otras  que  por  su  duración  se 
aproxime  más  á  ella,  y  la  total  de  ésta 
así  determinada,  se  fíjará  por  el  Tribu- 
nal en  proporción  á  la  de  la  prisión  de 
Estado. 

Lo  dispuesto  en  este  artículo  será 
aplicable  igualmente  en  el  caso  de  con- 
curso de  delitos  y  otros  hechos  pu- 
nibles. 

Art.  102.  La  multa  se  impondrá  se- 
paradamente por  cada  hecho  punible. 

Cuando  haya  que  conmutar  varias 
penas  de  multa  por  una  privativa  de  li- 
bertad, la  duración  de  ésta  no  podrá 
exceder  del  doble  de  la  señalada  en  el 
artículo  53,  y  en  vista  de  sus  distin- 
ciones. 

Art.  103.    Las  disposiciones  del  pre- 


sente Código  acerca  de  la  pena  de  des- 
titución de  empleo  y  de  la  de  suspen- 
sión del  ejercicio  de  los  derechos  polí- 
ticos, de  la  expulsión  y  comiso,  se  apli- 
carán con  arreglo  al  art.  57,  aun  en  el 
caso  en  que  tales  penas  no  se  impon- 
gan en  la  parte  especial  más  que  ¿l 
cualquiera  de  los  delitos  cometidos. 

Art.  104.  Las  disposiciones  del  pre- 
sente capítulo  serán  aplicables  ade- 
más: 

1.®  Cuando  un  individuo  fuere  con- 
denado por  sentencias  distintas  á  va- 
rias penas  de  privación  de  libertad; 

2.®  Cuando  el  condenado,  durante 
el  cumplimiento  de  una  pena  de  esta 
clase,  sea  sentenciado  de  nuevo  á  una 
pena  de  privación  de  libertad  temporal 
por  un  hecho  punible  cometido  con  an- 
terioridad (1). 


(1)  Acerca  de  los  crímenes  y  delitos  cometi- 
dos durante  el  cumplimiento  de  condena,  tratan 
los  artículos  35,  86  y  3T  de  la  ley  XXXVII  dn 
1880,  concebidos  en  los  siguientes  términos: 

flArt.  35.  El  sentenciado  á  la  pena  de  trabajos 
forzados  á  perpetuidad  que  cometiere  un  crimen 
castigado  con  diez  ó  más  a&os  de  la  misma  clase 
de  pena,  será  condenado  por  el  tribunal  compe- 
tente á  «celda  oscura»  y  además  al'  ayuno  de  pan 
y  agua,  dos  días  por  semana. 

>La  detención  en  celda  oscura  no  podrá  prolon- 
garse por  más  de  cinco  años,  ni  aplicarse  sin  in- 
terrupción más  de  dos  días  seguidos,  suspendién- 
dose una  vez  sufridos  dos  días  por  tres,  y  volvien- 
do nuevamente  á  empezar. 

»Bn  el  caso  de  que  el  delincuente  sentenciado 
á  la  pena  de  trabajos  forzados  á  perpetuidad,  cxh- 
metiere  un  crimen  castigado  con  menor  severi- 
dad, será  condenado  á  «celda  oscura,t  con  ó  sin 
ayuno,  si  bien  esta  agravación  no  podrá  prolon- 
garse por  más  de  tres  años,*  y  se  ejecutará  con 
las  interrupciones  establecidas  en  el  párrafo  an- 
terior. 

>Art.  36.  (Se  inserta  en  la  nota  al  art.  23  del 
presente  Código.) 

>Art.  37.  El  sentenciado  á  la  pena  perpetua  de 


•V  . 
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CAPÍTULO  IX.— DE  LAS  CAUSAS  QUE  EX- 
TINGUEN EL  EJERCICIO  DE  LA  ACCIÓN  PE- 
NAL Y  LA  EJECUCIÓN  DE  LA  PENA. 

Art.  105.  La  acción  penal  se  ex- 
tingue: 

1.®    Por  la  muerte  del  reo; 

2.<»    Por  el  indulto; 

3."    Por  la  prescripción. 

Art.  106.  Prescribe  el  ejercicio  de  la 
acción  penal: 

1.**  A  los  veinte  años,  si  el  crimen  se 
castiga  con  la  pena  de  muerte  ó  la  per- 
petua de  trabajos  forzados; 

2.®  A  los  quince  años,  si  se  castiga 
con  una  privativa  de  libertad  de  dura- 
ción superior  á  diez  años. 

3.°  A  los  diez  años,  si  con  una  de 
igual  clase  superior  á  cinco  años,  y 

« 

4.*^  A  los  cinco  años,  si  se  castiga 
con  una  pena  de  menor  duración. 

El  ejercicio  de  la  acción  penal  nacida 
de  delito,  prescribe  á  los  tres  años. 

Art.  107.    La  prescripción  comienza: 

1.**  Para  los  crímenes  ó  delitos  con- 
sumados el  día  de  la  ejecución; 

2.®  Para  la  tentativa  de  crímenes  ó 
delitos  desde  el  día  en  que  se  cometió 
el  último  acto  constitutivo  de  la  misma. 

Art.  108.  La  prescripción  se  inte- 
rrumpe por  cualquier  decisión  ó  provi- 
dencia del  Tribunal  tomada  contra  el 
autor  ó  el  cómplice  en  virtud  del  cri- 
men ó  delito  cometido;  pero  comienza 
á  correr  nuevamente  desde  este  día. 

La  prescripción  se  interrumpe  única- 
mente respecto  de  la  persona  á,  quien 
se  refíer^  la  decisión  indicada  en  este 
articulo. 


trabajos  forzados,  que  cometiere  un  delito,  será 
condenado  como  medida  disciplinaria,  á  cualquie- 
ra de  las  penas  disciplinarias  establecidas  para 
esta  clase  de  reos.» 


Art.  109.  Si  el  ejercicio  de  la  acción 
penal  ó  la  continuación  del  procedi- 
miento estuviere  sometida  á  la  decisión 
de  cualquier  autoridad  sobre  una  cues- 
tión de  previo  pronunciamiento,  la  pres- 
cripción no  comenzará  hasta  la  defini- 
tiva resolución  de  ésta. 

Art.  110.  En  los  crímenes  y  delitos 
privados,  la  acción  penal  no  podrá  ejer- 
citarse más  que  á  instancia  de  la  parte 
legítima  (1). 

Art.  111.  No  obstante,  si  en  el  caso 
del  art.  95,  además  de  una  infracción  de 
esta  clase  se  hubiere  cometido  un  cri- 
men ó  delito  que  deba  perseguirse  de 
oficio,  el  hecho  de  que  la  parte  legítima 
para  perseguir  el  primero  no  ejercite 
su  derecho  ó  manifieste  que  lo  renun* 
cia,  no  será  obstáculo  para  el  ejercicio 
de  la  acción  penal  con  respecto  al  se- 
gundo. 

Art.  112.  En  los  delitos  privados,  la 
parte  legítima  deberá  entablar  la  ac- 
ción penal  en  el  término  de  tres  meses 
contados  desde  el  día  en  que  se  hubiere 
descubierto  el  crimen  ó  delito,  ó  su  au- 
tor (2). 

Se  exceptúan  los  casos  en  que  la  ley 
permite  perseguir  de  oficio  un  hecho 


(1)  Estos  delitos  son  los  previstos  en  los  ar- 
tículos 229,  232,  233,  23G,  238,  244,  245,  246,  255, 
258,  259,  260,  261,262,  268,  312,  317  ¿  322,  327, 
328,  332,  342,  313,  358,  361,  369,  389,  390,  413, 
418,  420  y  421. 

(2)  Por  aquellos  hechos  punibles  que,  seg^ún  lo 
establecido  en  los  presentes  Códigos  (Penal  de  los 
crimenea  y  delitos  y  Penal  de  Iab  faltas),  no  pueden 
ser  perseguidos  sino  á  instancia  de  parte,  no  podrá 
incoarse  el  procedimiento  sino  en  dicha  forma, 
aunque  hubieren  sido  cometidos  con  anterioridad 
á  la  fecha  de  promulgación  de  aquéllos. 

En  este  caso,  el  plazo  establecido  en  el  art.  112 
del  Código  Penal  de  los  crímenes  y  delitos,  em- 
pezará á  contarse  desde  la  fecha  indicada,  siem- 
pre que  la  parte  lesionada  tuviere  anterior  co- 
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Art.  1 16.  La  parte  legitima  podrá  re- 
tirar la  acusación  en  los  delitos  priva- 
dos en  todos  los  casos  que  no  estén 
exceptuados  por  la  ley  antes  de  pro- 
nunciar sentencia  (1). 

Sin  embargo,  en  el  caso  del  artículo 
anterior,  el  abandono  de  la  acción  in- 
terpuesta contra  uno  de  los  autores  ó 
cómplices  implica  el  de  la  acción  contra 
los  dem&s. 

Una  vez  dictada  sentencia,  no  produ- 
ce efecto  la  renuncia  del  derecho. 

Art.  U7.  La  ejecución  de  una  pena 
impuesta  por  sentencia  lirme  se  sus- 
pende; 

1 ."    Por  la  muerte  del  reo; 

2."    Por  el  indulto; 


3."    Por  la  prescri 
Art.  118.    El  comi 


Ipción. 

Iso  de  los  erectos 


mencionados  en  loa  artículos  61  y  62, 
se  realizará  no  obstante  el  fallecimien- 
to del  propietario;dichos  efectos  caerán 
igualmente  en  comiso,  aunque  el  reo 
Talleciere  antes  de  la  sentencia. 

La  efectividad  de  las  multas  se  regi- 
rá por  lo  dispuesto  en  el  art.  53. 

Art.  119.  El  indulto  no  alcanzará  á 
la  restitución  de  los  efectos  decomisa- 
dos ni  á  las  costas  procesales,  no  de- 
claradas de  oñcio  en  la  sentencia,  ni  la 
indemnización  &  la  victima. 

Art.  120.  Prescribe  la  pena  señalada 
á  los  crímenes: 

1."  Por  el  transcurso  de  veinticinco 
años,  cuando  la  impuesta  por  la  senten- 
cia sea  la  de  muerte  ó  la  perpetua  de 
trabajos  forzados; 

2."  Por  el  de  veinte  años,  cuando  se 
trate  de  la  temporal  de  trabajos  forza- 
dos ó  de  la  de  prisión  de  Estado  por 
tiempo  superior  á  diez  años; 

3."    Por  el  de  quince  años,  cuando  se 


(I) 


Véaiiae  toa  arUculoa  292,  ! 
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hubiere  impuesto  una  pena  de  priva- 
ción  de  libertad  de  duración  intermedia 
entre  cinco  y  diez  años,  y 

4.®  Por  el  de  diez  años,,  si  se  trata  de 
una  pena  inferior. 

En  caso  de  condena  por  un  delito,  la 
pena  prescribe  por  el  transcurso  de  cin- 
co años. 

Art.  121.  La  prescripción  empezará 
á  correr  desde  el  día  en  que  la  senten- 
cia hubiere  quedado  firme,  y  si  hubiere 
comenzado  á  ejecutarse  la  pena,  desde 
el  día  en  que  su  cumplimiento  se  inte- 
rrumpa por  la  evasión  del  reo. 

Art.  122.  La  multa  impuesta  como 
pena  accesoria  de  una  de  privación  de 
libertad,  prescribirá  cuando  prescriba 
ésta. 


Art.  123.  Los  efectos  de  la  prescrip- 
ción no  alcanzan  á  la  destitución  de 
empleo  impuesta  por  sentencia  firme, 
ni  á  la  suspensión  del  ejercicio  de  los 
derechos  políticos. 

Art.  124.  La  prescripción  de  la  pena 
-se  interrumpe  por  todo  acto  de  la  auto- 
ridad que  tienda  á  la  ejecución  de  la 
sentencia,  con  relación  á  la  persona 
del  condenado,  particularmente  por  su 
detención. 

Art.  125.  Las  indemnizaciones  pe- 
cuniarias señaladas  por  sentencia  en 
lo  penal,  se  rigen,  en  lo  referente  á 
la  prescripción,  por  las  leyes  ci- 
viles. 


PARTE  SEGUNDA 


CRÍMENES  Y  DELITOS  Y  SUS  PENAS 


CAPÍTULO  PRIMERO.— LESA  ma- 
jestad 

Art.  1S6.  Comete  el  delito  de  lesa 
majestad: 

1."  El  que  asesina  al  Rey  (1),  le  hie- 
re intencionalmente  ó  Iratade  ejecutar 
cualquiera  de  estos  actos; 

2."  El  que  causa  enfermedad  al  Rey 
ú  le  convierte  en  incapaz  para  reinar; 

3. o  El  que  entrega  al  Rey  al  enemi- 
go, le  impide  el  ejercicio  del  gobierno  6 
le  priva  por  amenazas  ó  violencias  de 
su  libertad  personal; 

4."  El  que  trata  de  cometer  cualquie- 
ra de  los  actos  prevenidos  en  los  dos 
párrafos  anteriores. 

Art.  127,  Constituye  asimismo  deli- 
to de  lesa  majestad,  el  acto  que  tenga 
por  objeto  inmediato: 

1,"  Alterar  por  medio  de  la  violen- 
cia el  orden  legal  de  sucesión  al  Tro- 
no (S); 

2."  Cambiar  por  medio  de  violencia 
la  Constitución  del  Estado  de  Hungría, 


[1]    S.  U.  I.  de  AuatríH,  que  oatenta  el  titulo 
de  Rey  Apoítútico  de  Hungrii. 
)    Véase  el  art.  113. 


la  comunidad  política  existente  entre 
los  pafses  que  constituyen  este  Estado, 
ó  la  unión  existente  entre  el  Estado 
húngaro  y  el  imperio  de  Austria; 

3."  Entregar  por  medio  de  la  fuerza 
á  una  potencia  extranjera  ei  territorio 
del  Estado  de  Hungría,  el  del  imperio 
de  Austria,  ó  una  parte  del  mismo,  ú 
separar  violentamente  una  parte  de  es- 
tos territorios  del  Estado  á  que  perte- 
necen. 

Art.  128.  El  crimen  de  lesa  majes- 
tad se  castigará  con  la  pena  de  muerte 
en  el  caso  del  número  1."  del  art.  126, 
con  la  de  trabajos  forzados  &  perpetui- 
dad en  los  de  los  números  2.°  y  3.",  y 
con  la  de  diez  &  quince  años  de  traba- 
jos forzados  en  ei  caso  del  número  4." 
de  dicho  articulo. 

Art.  129.    El  que  cometiere  el  crimen    , 
de  lesa  majestad  previsto  en  el  artícu- 
lo 127,  números  1."  y  2.",  será  castigado 
con  la  pena  de  diez  &  quince  años  de 
trabajos  forzados. 

El  que  cometa  el  crimen  de  lesa  ma- 
jestad previsto  en  el  art.  127,  número 
3.°,  será  castigado  con  la  pena  de  tra- 
bajos forzados  á  perpetuidad. 

Art,  130,  La  conspiración  para  co- 
meter el  crimen  de  lesa  majestad  pre- 


IC«"rry- 


CRÍMENÉ6   V   DELITOS  Y  8tJS  PENAS 


273 


visto  en  el  art.  126,  cuando  no  fuere  se- 
guido de  ningún  acto  preparatorio  en- 
caminado á  Ja  ejecución  del  mismo,  se 
castigará  con  la  pena  de  cinco  años  de 
trabajos  forzados  como  máximum,  y  si 
se  hubiere  cometido  cualquier  acto  pre- 
paratorio, con  la  de  cinco  á  diez  años 
de  la  misma  clase  de  pena. 

Art.  131.  La  conspiración  para  co- 
meter el  crimen  de  lesa  majestad  se- 
ñalado en  el  art.  127,  números  1.**  y  2.**, 
se  castigará,  unavez  hecha  la  distin- 
ción establecida  en  el  articulo  anterior, 
con  la  pena  de  cinco  años  de  prisión  de 
Estado  como  máximum,  ó  con  la  de 
cinco  á  diez  años  de  la  misma  cla^e  de 
pena. 

En  virtud  de  la  distinción  citada,  la 
conspiración  para  cometer  el  crimen 
previsto  por  el  art.  127,  en  su  núm.  3.®, 
se  castigará  con  la  pena  de  cinco  años 
de  trabajos  forzados  como  máximum, 
ó  de  cinco  á  diez  años  de  igual  pena. 

Art.  132.  Existe  conspiración  cuan- 
do dos  ó  más  personas  de  común  acuer- 
do resuelven  cometer  el  crimen  de  lesa 
majestad. 

Art.  133.  El  que,  sin  existir  conspira- 
ción, ejecute  los  actos  preparatorios 
para  cometer  el  crimen  de  lesa  majes- 
tad previsto  en  el  art.  126,  será  castiga- 
do con  la  pena  de  cinco  años  de  traba- 
jos forzados  como  máximum. 

Art.  134.  El  que,  pública  y  oralmente 
en  una  reunión,  ó  por  la  distribución  ó 
exposición  al  público  de  escritos,  im- 
presos ó  dibujos,  provoque  directamen- 
te la  comisión  del  crimen  de  lesa  majes- 
tad, será  castigado,  si  tuviere  conoci- 
miento del  contenido  de  dichos  impre- 
sos, escritos  ó  dibujos,  con  la  pena  de 
cinco  á  diez  años  de  trabajos  forzados. 
En  el  caso  de  provocación  directa  al 
crimen  de  lesa  majestad  previsto  en  el 
artículo  127,  números  1.®  y  2.^,  la  pena 

Tovo  IX  —Instituciones  jurídicas. 


será  la  de  cinco  á  diez  años  de  prisión 
de  Estado. 

Si  la  provocación  no  produjese  efecto 
alguno,  la  pena  imponible  no  podrá  ex- 
ceder de  cinco  años  de  prisión  de  Es- 
tado. 

Art.  135.  El  que  teniendo  noticia  dig- 
na de  crédito  de  una  conspiración  para 
cometer  'el  crimen  de  lesa  majestad  y 
pudiendo  impedir  la  comisión  del  delito 
no  lo  denuncie  á  la  autoridad,  será  cas- 
tigado con  la  pena  de  tres  años  de  pri- 
sión de  Estado  como  máximum,  s&lvo 
el  caso  en  que  el  crimen  proyectado 
deje  de  cometerse. 

Los  parientes  (1)  del  autor  ó  cómplice 
no  son  responsables  de  la  falta  de  de- 
nuncia. 

Art.  136.  Los  actos  previstos  en  los 
artículos  126, 127, 130, 131, 133  y  134,  de- 
jarán de  ser  punibles  cuando  el  reo,  por 
determinación  libre  de  su  voluntad,  an- 
tes de  que  se  descubra  el  acto,  abando- 
ne los  preparativos  hechos  ó  el  comien- 
zo de  ejecución,  ó  repara  las  consecuen- 
cias derivadas  del  hecho  del  actor  prin- 
cipal, cómplices  ó  partícipes  en  la  cons- 
piración, ó  si,  en  virtud  de  su  denuncia 
hecha  en  tiempo  oportuno,  logra  que  la 
autoridad  impida  las  consecuencias  de 
aquel  hecho. 

Art.  137.  No  es  punible  la  participa- 
ción en  una  conspiración  con  respecto 
al  que  antes  de  la  ejecución  del  crimen 
de  lesa  majestad,  y  que  aquélla  haya 
sido  descubierta  por  la  autoridad,  se 
aparta,  poniéndolo  en  conocimiento  de 
los  demás  miembros  y  trata  de  obligar- 
los á  que  desistan  de  su  empresa  ó  los 
denuncia  á  la  autoridad  (2). 

Art.  138.  Contra  todos  los  crímenes 
previstos  y  penados  en  el  presente  capl- 


(1)  Véase  el  art.  '78  de  este  Código. 

(2)  Véase  el  art.  160. 
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cíenles  al  ejército  austro-húngaro,  6 
entre  á  este  efecto  en  negociaciones 
con  el  enemigo; 

2.^  Suministre  al  enemigo  planos  de 
operaciones  de  campaña  ó  de  cam- 
pos atrincherados,  fortalezas  ó  plazas 
fuertes; 

3.®  Favorezca  la  invasión  ó  progre- 
sos de  la  misma  sobre  el  territorio  del 
Estado  de  Hungría  ó  de  la  monarquía 
austro-húngara; 

4.^  Suministre  al  enemigo  caudales 
ó  favorezca  su  poderío  militar  con  ma- 
terial de  guerra  ó  provisiones,  ó  facilite 
los  medios  para  conseguirlo; 

5.°  Ayude  al  enemigo  á  quebrantar 
la  ñdelidad  de  cualquier  persona  perte- 
neciente al  ejército  de  la  monarquía 
austro-húngara; 

6.°  Incendie,  destruya  ó  de  otro  mo- 
do inutilice  los  parques  ó  almacenes  del 
ejército  de  la  monarquía  austro-húnga- 
ra, de  igual  manera  destruya,  en  per- 
juicio de  ésta  ó  en  beneficio  del  enemi- 
go, puentes,  diques,  esclusas,  caminos 
de  hierro  ú  otras  vías  de  comunicación; 

7.®  Comunique  al  enemigo  posicio- 
nes, movimientos  ó  planes  de  ataque 
del  ejército  austro-húngaro,  encubra  un 
espía  enemigo  ó  soldado  enviado  ala 
descubierta,  ó  le  facilite  ayuda  ó  con- 
sejo para  la  ejecución  de  su  empresa,  ó 
facilite  su  fuga; 

8.®  Cometa  cualquiera  de  ]o«  hechos 
especificados  en  este  artículo  en  contra 
de  un  Estado  aliado  á  la  monarquía 
austro-húngara,  ó  contra  un  ejército 
que  opere  de  concierto  con  el  de  esta 
monarquía  (1). 

Art.  145.  En  los  casos  previstos  en 
los  artículos  142  y  144,  se  aplicarán  á 
los  extranjeros  las  leyes  internaciona- 
les de  lá  guerra. 


(1)    Véase  el  capitulo  XLI. 


Las  disposiciones  de  este  Código  son 
aplicables  á  los  ciudadanos  de  otro  Es- 
tado de  la  monarquía,  en  los  casos  de 
los  artículos  142,  143  y  144. 

Art.  146.  Comete  el  crimen  de  trai- 
ción, y  será  castigado  con  la  pena  de 
diez  á  quince  años  de  trabajos  forza- 
dos, el  que  teniendo  en  su  poder,  ó  co- 
nociendo por  su  posición  oficial,  ó  ha- 
ber tenido  confiados  especialmente  do- 
cumentos, hechos  ó  noticias  secretas 
relativos  á  la  seguridad  ó  los  intereses 
del  Estado  de  Hungría  ú  otro  de  la  mo- 
narquía austro-húngara,  los  comuni- 
que directa  ó  indirectamente  al  enemigo. 
No  obstante,  el  que  haya  comunicado 
dichos  documentos,  hechos  ó  noticias 
secretas  al  Gobierno  de  una  potencia 
extranjera,  sin  intención  de  favorecer 
los  planes  del  enemigo,  y  el  que  de 
cualquier  otro  modo  publique  el  conte- 
nido de  estos  documentos,  ó  estos  he- 
chos ó  noticias,  será  castigado  con  la 
pena  de  cinco  años  de  prisión  de  Esta- 
do como  máximum. 

Art.  147.  Asimismo  será  castigado 
con  la  pena  de  diez  á  quince  años  de 
trabajos  forzados  el  que  haya  entrado 
en  posesión  ó  tenido  conocimiento  por 
violencia,  robo,  sustracción  ó  astucia 
de  los  documentos,  hechos  ó  noticias, 
los  comunique  directa  ó  indirectamen* 
te  al  enemigo. 

Sin  embargo,  cuando  hubiere  tenido 
conocimiento  de  los  documentos,  he- 
chos ó  noticias  referidos,  de  otro  modo 
que  el  previsto  en  el  presente  artículo, 
y  sabiendo  su  carácter  secreto  los  hu- 
biere comunicado  al  enemigo,  directa  ó 
indirectamente,  será  castigado  con  la 
pena  de  cinco  á  diez  años  de  trabajos 
forzados. 
Art.  148.    La  conspiración  (1)  para 


(1)    Véase  el  art.  182. 
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cometer  uno  de  los  actos  enumerados 
en  los  artículos  142, 143,  párrafo  1.®,  y 
144,  si  fuere  seguida  de  algún  hecho 
preparatorio  de  la  ejecución ,  se  cas- 
tigará con  la  pena  de  cinco  á  diez  años 
de  trabajos  forzados,  y  en  otro  caso  con 
la  de  cinco  años  de  trabajos  forzados 
como  máximum. 

Art.  149.  La  provocación  pública  y 
directa,  por  cualquiera  de  los  medios 
enunciados  en  el  art.  134,  para  cometer 
el  crimen  de  traición  previsto  en  los  ar- 
tículos 142, 143  y  144,  se  castigará  con 
la  pona  de  cinco  á  diez  años  de  trabajos 
forzados. 

Art.  150.  En  todos  los  casos  del  pre- 
sente capitulo  se  impondrán  además 
ids  penas  accesorias  de  destitución  de 
empleo  y  suspensión  del  ejercicio  de 
los  derechos  políticos. 

Art.  151.  Lo  dispuesto  en  el  art.  137 
es  igualmente  aplicable  á  la  conspira- 
ción para  la  traición,  concurriendo  las 
circunstancias  en  él  exigidas  y  con  ex- 
cepción de  los  casos  del  art.  142. 

CAPÍTULO  IV.— SEDICIÓN 

Art.  152.  Toda  reunión  tumultuaria 
que  tenga  por  objeto  impedir  por  la 
violencia  ó  por  la  amenaza  de  un  pe- 
ligro: 

IJ°  A  la  Dieta,  á  una  de  las  Cámaras 
ó  Comisión  de  las  mismas; 

2.^  A  las  Delegaciones,  á  una  de  ellas 
ó  sus  Comisiones; 

3."    Al  Gobierno  húngaro; 

El  libre  ejercicio  de  sus  funciones  ú 
obligar  á  que  tomen  ó  desistan  de  una 
resolución  ó  medida  cualquiera; 

Constituye  el  crimen  de  sedición,  y  se 
castigará  con  la  pena  de  diez  á  quince 
años  de  prisión  de  Estado. 

Art.  153.    Constituye  también  crimen 


tenga  por  objeto  atacar  á  mano  armada 
áciud adanes  de  una  determinada  clase, 
nacionalidad  ó  confesión  religiosa. 

Los  instigatlores  y  jefes  serán  casti- 
gados á  la  pena  de  cinco  á  diez  años  de 
prisión  de  Estado;  y  los  demás  que  hu- 
bieron tomado  parte  á  la  de  dos  años  de 
la  misma  como  máximum. 

Art.  154.  Si  la  reunión  sediciosa  ata- 
care un  edificio  municipal,  una  casa, 
almacén  de  armas,  material  de  guerra 
ó  pólvora,  un  camino  de  hierro,  una 
oficina  de  correos  ó  telégrafos,  ó  se  apo- 
dere de  ella,  los  instigadores  y  jefes  se- 
rán castigados  con  la  pena  de  diez  á 
quince  años  de  prisión  de  Estado,  y  los 
demás  condenados  á  cinco  años  de  la 
misma  pena,  siempre  que  los  actos  indi- 
cados no  revistieren  mayor  gravedad. 

Art.  155.  Si  la  reunión  sediciosa  se 
entregare  al  pillaje,  al  incendio,  á  la 
destrucción  ó  á  la  violencia  contra  los 
particulares,  los  instigadores  y  jefes  se- 
rán condenados  á  la  pena  de  diez  á  quin- 
ce años  de  trabajos  forzados  como  má- 
ximum, y  los  demás  á  la  de  cinco  años 
de  la  misma  clase  de  pena  como  máxi- 
mum, caso  de  que  dichos  actos  no  me- 
rezcan calificación  más  grave. 

Art.  156.  La  conspiración  para  la  se- 
dición se  castigará  con  la  pena  de  uno 
á  tres  años  de  prisión  de  Estado  si  no 
se  hubiere  cometido  acto  alguno  prepa- 
ratorio de  ejecución,  y  en  caso  contra- 
rio, con  la  de  dos  á  cinco  años  de  pri- 
sión de  Estado. 

Art.  157.  Si  la  conspiración  tuviere 
por  objeto  la  comisión  del  crimen  pre- 
visto en  el  art.  155,  los  individuos  res- 
ponsables, hecha  la  distinción  riel  ar- 
tículo anterior,  serán  condenados  á  la 
pena  de  tres  ó  de  cinco  años  de  trabajos 
forzados  como  máximum. 

Art.  158.    El  que  dirija  del  modo  indi- 


de  sedición  la  reunión  tumultuaria  que     cado  en  el  art.  134  una  provocación 
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para  cometer  cualquiera  de  los  actos 
señalados  en  los  anteriores  artículos, 
será  castigado  como  instigador,  si  en 
virtud  de  esta  provocación  el  acto  se 
cometiere  ó  intentare. 

Cuando  la  provocación  no  produzca 
efecto  alguno,  el  autor  de  la  misma  será 
con<lenado  á  la  pena  de  seis  meses  á 
dos  anos  de  prisión  de  Estado. 

Art.  159.  No  se  consideran  reos  de 
sedición,  excepción  hecha  de  los  insti- 
gadores y  jefes,  los  que  en  virtud  de 
intimación  de  las  autoridades  civiles  ó 
militares  abandonen  el  teatro  de  la  ] 
misma  y  se  abstengan  de  tomar  parte 
en  ella. 

Sin  embargo,  la  exención  de  respon- 
sabilidad no  se  extiende  á  los  actos  pu- 
nibles que,  sin  tomar  parte  en  ella,  ha- 
yan podido  cometerse  por  cualquiera 
durante  la  misma. 

Art.  160.  Las  disposiciones  del  ar- 
tículo 137  son  igualmente  aplicables  en 
los  casos,  y  concurriendo  las  circuns- 
tancias en  el  mismo  señaladas,  á  los 
responsables  de  haber  tomado  parte  en 
una  conspiración  que  tuviere  por  obje- 
to fomentar  una  sedición. 

Art.  161.  El  que  sin  intención  de  co- 
meter los  crímenes  previstos  y  penados 
en  los  capítulos  1, 111  y  IV,  y  sin  estar 

autorizado  por  el  Gobierno  húngaro  ó 
por  la  ley  reúna,  arme  ó  equipe  mili- 
tarmente una  tropa  en  el  territorio  de 
Hungría,  así  como  el  que  en  un  cuerpo 
de  ejército  de  este  modo  organizado 
acepte  el  mando  ó  funciones  de  oficial, 
se  le  considerará  reo  de  sedición  y  será 
condenado  á  la  pena  de  dos  á  cinco 
años  de  prisión  de  Estado  y  multa  de 
4.000  florines. 

Art.  162.  Se  impondrá  accesoria- 
mente por  el  crimen  de  sedición  la  pena 
de  destitución  de  empleo,  y  en  los  casos 
de  los  artículos  152  á  155,  la  de  suspen- 


sión del  ejercicio  de  los  derechos  po- 
líticos. 

CAPÍTULO  V.— ATENTADO  CONTRA  LAS 
AUTORIDADES,  LOS  MIEMBROS  DE  LA 
DIETA  Y  LOS  REPRESENTANTES  DE  LA 
AUTORIDAD. 

Art.  163.  Todo  atropello  que  tenga 
por  objeto  impedir  á  cualquier  autori- 
dad, por  medio  de  violencia  ó  amenaza 
de  un  peligro,  el  libre  ejercicio  de  sus 
funciones,  ú  obligarle  á  tomar  ó  desis- 
tir de  cualquier  resolución  ó  medida, 
constituye  el  crimen  de  atentado  con- 
tra la  autoridad  y  se  castigará  con  la 
pena  de  cinco  años  de  reclusión  como 
máximum. 

Si  la  violencia  ó  amenaza  se  causa- 
ren por  una  sola  persona,  la  reclusión 
se  impondrá  por  tres  años  como  máxi- 
mum. 

La  misma  pena,  en  virtud  de  la  dis- 
tinción anterior,  se  aplicará  cuando  la 
violencia  ó  amenaza  se  dirijan  contra 
un  miembro  de  la  Dieta  ó  de  las  Dele- 
gaciones. 

Art.  164.  Por  la  expresión  «autori- 
dad» deberá  entenderse  cualquier  au- 
toridad administrativa,  judicial  y  mili- 
tar; y  por  la  expresión  «autoridad  ad- 
ministrativa» todas  las  autoridades  del 
Estado,  de  los  municipios  y  de  los  pue- 
blos, á  excepción  de  los  tribunales. 

Art.  165.  Comete  el  crimen  de  aten- 
tado á  la  autoridad,  y  será  castigado 
con  la  pena  de  tres  años  de  reclusión 
como  máximum,  el  que  por  violencias 
ó  amenazas  impida  que  una  diputación, 
un  comité,  una  comisión,  un  funciona- 
rio ó  representante  de  la  autoridad,  un 
miembro  ó  representante  de  una  comi- 
sión, comité  ó  diputación,  ejecuten  la 
ley  ó  ejerciten  sus  atribuciones ,  les 
obligue  adoptar  determinada  medida  ó 
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momento  de  la  comisián  del  crimen 
mencionado  en  el  art.  165. 

Art.  169.  Contra  todos  los  crímenes 
previstos  y  penados  en  este  capitulo, 
se  impondrá  accesoriamente  la  pena  de 
destitución  de  empleo. 

Art.  170.  La  conspiración  (1)  para 
cometer  cualquier  atentado  contra  la 
autoridad,  se  castigará  con  la  pena  de 
uno  á  tres  aíios  de  prisión,  si  fuere  se- 
guida de  algún  acto  preparatorio,  y  cod 
la  de  tres  meses  á  un  año  de  prisión 
en  caso  contrario. 

CAPÍTULO  VI.  — CRÍMENES  Y  DELITOS 
CONTRA  LA  CONSTITUCIÓN,  LAS  LEYES, 
LAS  AUTORIDADES  Ó  SUS  REPRESENTAN- 
TES. 

Art.  171  í  El  que  por  palabras  profe- 
ridas públicamente,  en  una  reunión,  ó 
por  la  distribución  ó  exposición  al  pú- 
blico de  impresos  (2),  escritos  ó  dibujos 


(i)    Véante  los  arUculos  182  y  IS1. 

(í)  Ley  XVm  de  184S,  sobre  los  deiüoí  de  ti 
prenu:  El  que  par  medio  de  la  prensa  provoqnf 
directamente  k  la  perpetración  de  un  crímea  i 

crimen  6  delito  si  efectivemente  llegare  &  coidc- 
terse,  y  será  cestigedo  conforme  ilas  reglas  eua- 
hlecidaB  por  el  derecha  común  (art.  S.°). 

En  el  TraiU  dea  infraclioni  de  la  parole  dr 
l'icriture  ei  de  la  preñe,  de  F KBUtGVBTTEa,  pue- 
de verse  la  legislsciún  vigente  en  la  materia,  ta 
los  aiguíenteB  países: 

FArrafos  2. 193,  Alemania;  i.  191,  Prusia;  S.  19S, 
iDgluterrn;  9.196,  Auslrín;  2.191,  Hungría;  2.198, 
Bélgica;  2.199,  Bulgaria;  Z'iOO,  Dinamarca  ; 
Oran  Ducado  de  Finlandia;  £.201,  Egipto;  2.2n2, 
España;  2.203,  Italia;  S.204,  MAnaco;  2  205,  Por- 
tugal; 2,206,  Servia;  2.S0T;  Suiza  (cantón  de  Oi- 
nebra,  de  Vaud);  2.208,  América  del  N'orte  (Esta- 
tado  de  Nueva  Yorli,  de  Illinois,  California,  Geor- 
gia y  Luisania);  2.209,  América  del  Sur  (Balado 
de  Bolivia,  imperio  del  Brasil);  dos  vol.,  París, 
1884. 

Véanae  los  artjctiloa  1 18  y  190  del  presente  Cé- 
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provoque  de  una  manera  directa  á  la 
comisión  de  un  crimen  ó  delito,  será 
castigado  como  instigador,  si  el  crimen 
llegare  á  cometerse. 

Si  la  provocación  no  produjere  efec- 
to alguno,  será  condenado  á  la  pena  de 
dos  años  de  prisión  de  listado  como 
máximum  y  multa  de  2.000  florines, 
si  la  provocación  no  cae  dentro  de  las 
disposiciones  especiales  del  presente 
Código. 

Art.  172.  El  que  del  modo  previsto 
en  el  articulo  anterior  provocare  direc- 
tamente á  la  desobediencia  de  la  ley, 
órdenes,  decisiones  ó  medidas  tomadas 
por  la  autoridad  dentro  del  limite  de 
sus  atribuciones,  será  castigado  con  la 
pena  de  dos  años  de  prisión  de  Estado 
como  máximum  y  multa  de  1.000  flo- 
rines. 

En  la  misma  pena  incurrirá  el  que  de 
la  manera  señalada  en  el  art.  171  excite 
á  una  clase  de  población,  nacionalidad 
ó  confesión  religiosa,  el  odio  de  unos 
individuos  contra  otros,  ó  á  rebelarse 
contra  instituciones  como  la  propiedad 
y  el  matrimonio. 

Art.  173.  Será  condenado  á  la  pena 
de  cinco  años  de  prisión  de  Estado 
como  máximum,  el  que  del  modo  mar- 
cado en  el  art.  171  ataque  la  inviola- 
bilidad de  la  persona  del  Rey,  el  orden 
legal  de  la  sucesión  al  Trono,  la  forma 
constitucional  del  Gobierno  ó  la  fuerza 
obligatoria  de  las  leyes. 


digo  y  ]a  obra  de  Wbiss,  Les  crimea  pt  délits  poli- 
tiques  dans  les  rapports  deV  Auiriche-llongríe  et 
de  la  Rtissie;  un  vol.,  París,  1888. 

Y  la  de  Libcba.chbr  (Georg.)  Historisch  gene- 
tische  (und  praktische)  Erlaütemugen  des  Oes- 
terreichischen  Press  Oesetzes  (Jíistorin  y  comen- 
tario práctico  de  la  legi^ación  austríaca  en  mate- 
ria de  prensa).  Seguido  de  un  apéndice  relativo 
á  la  legislación  húngara;  dos  vol.,  Vien.,  1862 
V  1868. 


El  que  promoviere  agitación  contra; 
las  disposiciones  particulares  de  la* 
Constitución,  contra  la  unión  de  la  n\<y 
narquía  austro-húngara,  contra  la  co-. 
munidad  política  existente  entre  los 
países  que  forman  el  Estado  de  Hün-. 
gria,  ó  contra  los  derechos  concedidos» 
por  la  ley  al  Rey,  á  la  Dieta,  sus  comi- 
siones y  delegaciones,  será  condenado 
á  la  misma  pena. 

Art,  174;  El  que  del  modo  previsto 
en  el  art.  171  hiciere  1^  apología  do  un 
acto  califlcado  de  crimen  ó  delito  por  la 
ley  penal,  ó  que,  de  la  manera  arriba 
indicada,  alabe  ó  ensalce  al  autor  de  un 
crimen  ó  delito  en  razón  del  hecho  que 
lo  constituya,  será  condenado  á  la  pena 
de  seis  meses  de  prisión  como  máxi- 
mum. 

Sin  embargo,  este  hecho  no  podrá 
perseguirse  si  hubieren  transcurrido 
tres  meses  desde  su  comisión. 

CAPÍTULO   VII. —  VIOLENCIAS  contra: 

LOS  PARTICULARES 

Art.  175.  Cuando  varias  personas' 
allanaren  la  morada  de  un  particular, 
el  lugar  de  sus  ocupaciones  ó  una  pro- 
piedad cercada,  con  ánimo  de  ejercer 
violencias  contra  las  personas  ó  pro- 
piedades, cada  una  de  ellas  será  casti- 
gada por  el  crimen  de  violencia  contra 
los  particulares  con  la  pena  de  dos  años 
de  reclusión  como  máximum. 

Art.  176.    Si  varias  personas  cometie-' 
ren  en  un  lugar  público  violencias  con- 
tra las  personas  ó  propiedades,  serán 
castigadas  individualmente  con  la  pena 
de  tres  años  de  reclusióncomo  máxi-. 
mum. 

Art.  177.  Comete  el  delito  de  violen- 
cia contra  los  particulares,  y  será  cas- 
tigado con  la  pena  de  seis  meses  de 
prisión  como  máximum,  el  que  para 
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conseguir  aumento  ó  rebaja  de  salarios 
cometiere  violencias  contra  un  obrero 
ó  un  patrono,  le  ultraje  de  palabra  ó 
señas  ó  le  amenace  con  violencias. 

Los  que  se  reúnan  tumultuariamente 
delante  de  fábricas,  talleres  6  locales 
en  que  trabajen  obreros  6  ante  la  mo- 
rada ó  domicilio  de  un  patrono  ó  direc- 
tor de  trabajos,  para  impedir  el  co- 
mienzo ó  continuación  de  éstos,  ú  obli- 
gar á  los  obreros  á  abandonarlos,  serán 
castigados  con  la  misma  pena. 

CAPÍTULO  VIII.- CRÍMENES  Y  DELITOS 
CONTRA  TL  DERECHO  ELECTORAL  DE  LOS 
CIUDADANOS. 

Art.  178.  El  que  por  violencias  ó  ame- 
nazas impida  á  un  elector  (1)  el  libre 


(1)  En  Hungfría,  el  derecho  electoral  se  regula 
con  arreglo  á  las  condiciones  siguientes:  ser  ciu- 
dadano, tener  veinte  afios  cumplidos,  no  estar 
bajo  la  patria  potestad,  no  hallarse  privado  del 
goce  de  ios  derechos  civiles  y  políticos,  poseer  un 
inmueble  por  valor  de  300  florines  (687  francos  50 
céntimos)  A  justificar  una  renta  de  cualquier  cla- 
se, de  100  florines. 

Están  excluidos  del  derecho  de  sufragio:  los  in- 
dividuos bajo  tutela,  los  sirvientes,  los  quebrados 
no  rehabilitados,  los  individuos  que  hayan  sufrido 
cualquier  condena  infamante. 

Diversas  especies  de  censo  dan  á  la  legislación 
húngara  carácter  mucho  menos  restrictivo  que 
aquel  que  parece  haber  tenido  en  su  origen.  Así 
los  ciudadanos  investidos  del  derecho  de  voto  an- 
tes de  1848,  es  decir,  la  nobleza  y  las  personas 
poseedoras  de  diplomas  universitarios,  no  tienen 
necesidad  de  justificar  el  pago  de  contribución. 
De  i(<ual  franquicia  gozan  los  individuos  que  ten- 
gan derecho  de  burguesía  en  una  ciudad  del  rei- 
no, los  jefes  de  talleres  que  reúnan  ordinaria- 
mente bajo  susóiHlenes  cualquier  número  de  obre- 
ros, los  doctores,  los  abogados,  los  médicos,  les 
ingenieros,  los  miembros  de  la  Academia,  los  que 
se  dedican  con  título  al  profesorado,  los  maestros 
de  escuela  y  los  eclesiásticos.  Mb.  Pasoaud,  cita- 


ejercicio  de  su  derecho  en  elecciones 
para  diputados  ala  Dieta,  funcionarios 
ó  magistrados  municipales  ó  comuna- 
les, individuos  del  consejo  municipal  ó 
representante  comunal,  comete  un  de- 
lito contra  el  derecho  electoral  que  se 
castigará  con  la  pena  de  seis  meses  de 
prisión  como  máximum  y  multa  de  200 
florines. 

Art.  179.  Todo  Presidente,  individuo 
ó  Secretario  de  la  Comisión  encargada 
de  la  formación  del  censo  electoral  que 
deje  de  incluir  el  nombre  de  un  elector 
que  tenga  derecho  á  ser  incluido  ó  in- 
cluyere á  persona  que  no  reúna  las  con- 
diciones exigidas  por  la  legislación  vi- 
gente, será  condenado  á  la  pena  de  dos 
años  de  reclusión  como  máximum. 

La  misma  pena  se  impondrá  al  indi- 
viduo ó  Secretario  de  la  Comisión  cen- 
tral que  en  la  formación  del  censo  ge- 
neral cometa  el  delito  previsto  en  este 
artículo. 

Art.  180.  Todo  funcionario  público 
que  en  un  documento  que  deba  produ- 
cir efectos  según  la  ley  electoral  de  Di- 
putados á  la  Dieta  ante  la  Comisión  del 
censo  certifique  hechos  falsos,  con  áni- 
mo de  privar  ilegalmente  á  una  perso- 
na de  su  derecho  de  sufragio  ó  de  con- 
ferirle indebidamente  este  derecho;  así 
como  el  individuo  de  dicha  Comisión 


do  por  PÉBBZ  Vbnto,  El  derecho  de  sufragio ^  Ma- 
drid, 1889. 

Véanse  la  ley  electoral  de  26  de  Noviembre 
de  18'i4,  traducción  y  notas  de  Horn,  miembro 
del  Parlamento,  en  el  Anuaire  de  législationélran- 
gere,  4,*  ñunée,  "pág.  3 1 1,  y  la  nota  acerca  de  la 
ley  XXXIX  de  18*76,  de  Paul  Hoffmann,  profesor 
de  la  Universidad  de  Buda-Pesth,  en  dicho  An- 
nuaire,  tomo  6.%  pág  38'¿,  y  el  artículo  de  Henry 
Pascaud.  Le  suffrage  politique  chez  les  princi- 
paux  peuples  civil isés,  en  la  pAg.  464  de  la  Revue 
de  Droit  international  el  de  legiéLation  comparée, 
tomo  XXIII  (1891). 
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que  falsiñque,  destruya,  inutilice  6  ha- 
ga dasaparecer  un  documento  recibido 
por  conducto  oñcíal  referente  á  las  elec- 
ciones 6  á  la  constitución  de  la  Comi- 
sión municipal  ó  comunal,  será  casti- 
gado con  la  pena  de  dos  años  de  reclu- 
sión como  máximum  y  multa  de  2.000 
florines. 

La  misma  pena  se  impondrá  al  fun- 
cionario público  que  cometiere  cual- 
quiera de  los  hechos  previstos  en  este 
articulo,  en  la  formación  de  las  listas 
de  mayores  contribuyentes  que  hayan 
de  servir  para  elecciones  municipales 
ó  comunales. 

Árt.  181.  Será  condenado  á  la  pena 
de  cinco  años  de  reclusión  como  máxi- 
mum, todo  individuo  de  una  Comisión 
electoral  que  en  las  elecciones  mencio- 
nadas en  el  art.  178: 

1.°  Sustraiga  un  boletín  de  voto  á  él 
remitido  en  virtud  de  sus  funciones  ó  le 
falsifique  inscribiendo  en  él,  sin  con- 
sentimiento del  elector,  un  nombre  di- 
ferente; 

2,^  Cambie  las  bolas  ú  otros  instru- 
mentos que  sir>  an  para  efectuar  la  elec- 
ción, añadiendo  ó  quitando  votos  á 
cualquiera  de  los  candidatos; 

3.**  Inscriba  un  voto  en  favor  de  can- 
didato distinto  del  votado  por  el  elec- 
tor; inscriba  como  votante  á  una  perso- 
na sin  votar,  ó  no  exprese  el  voto  de 
una  persona  que  lo  haya  emitido; 

4.^  Sustraiga  ó  destruya  las  listas  de 
votación  ó  haga  imposible  de  otro  mo- 
do el  escrutinio; 

5.°    Adicione  votos  falsamente. 

Art.  182.  Será  castigado  con  la  pena 
de  un  año  de  prisión  como  máximum, 
toda  persona  que,  sin  formar  parte  de 
una  Comisión  electoral,  en  las  eleccio- 
nes citadas  en  el  art.  178: 

1.°  Sustraiga  un  boletín  de  voto  que 
)e  haya  sido  confíado  ó  le  falsiñque  ins- 


cribiendo en  él,  sin  consentimiento  del 
elector,  un  nombre  diferente; 

2.®  Cambie  las  bolas  ú  otros  instru- 
mentos que  sirvan  para  efectuar  la  vo- 
tación, añadiendo  ó  quitando  votos  á 
cualquiera  de  los  candidatos. 

3.®  Sustraiga  ó  destruya  las  listas 
de  votos  ó  de  otro  modo  haga  imposi- 
ble el  escrutinio. 

Art.  183.  En  los  casos  de  los  artlcu- 
los  181  y  182,  no  podrán  perseguirse  los 
hechos  previstos  y  penados  en  los  mis- 
mos sin  que  preceda  protesta  hecha  en 
el  acto,  ó  lo  más  tarde  dentro  del  plazo 
de  ocho  dfa^  de  la  proclamación  del  re- 
sultado de  la  votación,  ante  la  comi- 
sión electoral  ó  autoridad  competente. 

Art.  184.  El  que  vote  ó  se  presente  á 
votar  con  el  nombre  de  otro  elector, 
comete  un  delito  y  será  condenado  á  la 
pena  de  un  mes  de  prisión  como  máxi- 
mum y  multa  de  100  florines. 

Incurre  en  la  misma  pena  el  elector 
que  vote  varias  veces  en  la  misma  cir- 
cunscripción electoral  ó  que  habiendo 
votado  en  una,  vote  á  continuación  en 
otra. 

Art.  185.  El  que  dé  ó  prometa  á  un 
elector  ó  pariente  suyo  (1)  dinero,  valo- 
res ó  cualquier  privilegio  para  que  vote 
ó  deje  de  votar  á  un  candidato  determi- 
nado, ó  por  abstenerse  de  votar,  será 
castigado  con  la  pena  de  seis  meses  de 
prisión  como  máximum  y  multa  de 
1.000  florines. 

La  misma  pena  se  impondrá  al  elec- 
tor que  acepte  dichas  ofertas  ó  sepa 
que  están  hechas  á  un  pariente  suyo 
con  el  ñn  indicado  en  este  artículo. 

Art.  186.  Será  castigado  con  la  pe- 
na de  tres  meses  de  prisión  y  multa 
de  500  florines  como  máximum,  el 
que  con  el  fin  indicado  en  el  artículo 


(1)    Véase  el  art.  "78. 
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CAPÍTULO  X.— -VIOLACIÓN  DE  LA  LIBER- 
TAD INDIVIDUAL  (1),  DEL  DOMICILIO  (2) 
Y  DEL  SECRETO  DE  LA  CORRESPONDENCIA 
POSTAL  Y  TELEGRÁFICA  POR  UN  FUN- 
CIONARIO PÚBLICO  (3). 

Art.  .  193.  Todo  funcionario  públi- 
co (4)  que  abusando  de  sus  atribuciones, 
haga  arrestar,  arreste  ó  detenga  ilegal- 
mente  á  una  persona,  comete  un  delito 
contra  la  libertad  individual  y  será 
condenado  á  la  pena  de  un  año  de  pri- 
sión como  máximum. 

Art.  194.  Asimismo  comete  el  delito 
previsto  en  el  artículo  anterior,  y  será 
castigado  con  la  pena  de  un  año  de  pri- 
sión, el  funcionario  público  que  bajo 
este  concepto  deba  dar  cumplimiento  á 
las  sentencias  en  lo  penal,  ó  vigilar  la 
ejecución  de  las  penas  consistentes  en 
privación  de  libertad,  ó  tenga  á  su  car- 
go establecimiento  penal  de  cualquie- 
ra clase,  prolongue  indebidamente  la 
duración  de  la  prisión  impuesta  aun 
reo  por  sentencia  ó  autoridad  com- 
petente. 

Art.  195.  En  los  casos  de  los  artícu- 
los 193  y  194  se  penarán  dichas  infrac- 
ciones con  dos  años  de  prisión  como 
máximum,  si  la  privación  ilegal  de  la 
libertad  se  prolongare  por  más  de  siete 
días  y  menos  de  quince. 

Si  se  prolongare  más  de  quince  días 
y  menos  de  un  mes,  se  impondrá  la 
pena  de  tres  años  de  prisión  como  má- 
ximum. 

Caso  de  que  se  prolongue  más  de  un 
njés  y  menos  de  tres  meses,  la  pena  co- 
rrespondiente será  la  de  cinco  años 


(1}  Véaso^  capítulo  X  XII. 

(2)  ídem  el  capítulo  XXV. 

(3J  ídem  el  capítulo  XXIII. 

(4}  ídem  eUrt.  461. 


de  trabajos  forzados,  como  máximum. 

La  pena  de  cinco  á  diez  años  de  tra- 
bajos forzados  se  impondrá  cuando  la 
privación  de  libertad  exceda  de  tres 
meses. 

Si  en  los  casos  de  los  artículos  193  y 
194,  y  demás  de  este  capítulo,  se  come- 
tiere contra  la  persona  del  detenido 
cualquier  acto  de  violencia  ó  de  malos 
tratamientos,  las  penas  correspondien- 
tes podrán  agravarse  en  un  año  más 
de  duración,  y  esto  siempre  que  tales 
actos  no  merezcan  calificación  más 
grave. 

Art.  196.  El  Director  de  un  estable- 
cimiento penitenciario  que,  contrarian- 
do las  disposiciones  vigentes,  detenga  á 
cualquier  persona  en  el  mismo,  así  co- 
mo el  que  dentro  del  término  de  veinti- 
cuatro horas  deje  de  dar  aviso  á  la  su- 
perioridad del  ingreso  en  el  estableci- 
miento de  cualquier  persona  detenida 
por  autoridad  competente,  comete  un 
delito  que  se  castigará  con  la  pena  de 
un  mes  de  prisión  como  máximum. 

Art.  197.  Todo  funcionario  público 
que,  teniendo  conocimiento  por  con- 
ducto oficial  de  la  detención  ilegal  de 
una  persona,  deje  de  comunicarlo  á  la 
autoridad  superior  competente,  y  dicha 
autoridad,  que  teniendo  conocimiento 
de  este  hecho  por  este  aviso  ó  de  cual- 
quiera otra  manera  deje  transcurrir 
cuarenta  y  ocho  horas  sin  tomar  acuer- 
do oportuno,  cometen  igualmente  un 
delito  contra  la  libertad  individual,  y 
serán  castigados  con  la  pena  de  un  mes 
de  prisión  como  máximum. 

Art.  198.  Además  de  las  penas  de 
privación  de  libertad  señaladas  en  los 
artículos  anteriores,  se  condenará  en 
beneficio  de  la  persona  detenida  ilegal- 
mente,  si  lo  pidiere,  á  indemnización  de 
cinco  á  diez  florines  por  cada  día  de  de- 
tención. 


'Vf^'^jKryw-' 
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delito  que  se  castigará  con  la  pena  de 
seis  meses  á  tres  años  de  prisión. 

Es  punible  la  tentativa.  * 

Art.  205.  La  conspiración  (1)  para 
cometer  el  crimen  previsto  en  el  ar- 
tículo 203,  se  castigará  con  la  pena  de 
tres  meses  de  prisión  como  máximum, 
si  fuere  seguida  de  un  acto  preparato- 
rio cualquiera. 

Art.  20o.  Será  castigado  con  la  pena 
señalada,  y  en  vista  de  las  distinciones 
establecidas  en  el  art.  204: 

1.°  El  que  ponga  en  circulación  mo- 
neda faNa  ó  falsi/icada  por  él  mismo, 
pero  sin  la  intención  señalada  en  el  ar- 
tículo 209; 

2°  El  que  de  acuerdo  con  el  autor  ó 
su  cómplice,  introduzca,  reciba  ó  com- 
pre moneda  falsa  ó  falsificada  para  po- 
nerla en  circulación. 

Art.  207.  Comete  el  crimen  de  uso 
fraudulento  de  moneda  falsa  ó  falsifica- 
da, el  que,  fuera  de  los  casos  previs- 
tos en  los  artículos  203  y  206,  pone  dicha 
clase  de  moneda  en  circulación  como 
de  buena  ley  y  valor  Integro.  Si  se  tra 
ta  de  moneda  fraccionaria  falsa  ó  falsi- 
ficada, ó  papel  que  la  represente,  se  con- 
sidera delito  y  se  castigará  la  tentativa 
del  mismo.   - 

Art.  208.  El  uso  fraudulento  de  mo- 
neda falsa  ó  falsificada  se  castigará 
con  las  penas  siguientes: 

1.®  Con  la  de  tres  años  de  trabajos 
forzados  como  máximum,  sí  el  valor 
de  la  moneda  excede  de  500  florines; 

2.**  Con  la  de  tres  años  de  reclusión 
como  máximum,  si  el  valor  es  inferior 
á  500  florines; 

3."  Con  la  de  dos  años  de  reclusión 
como  máximum,  si  se  trata  de  monedas 
de  oro  ó  plata  cercenada; 

4."    Con  la  de  seis  meses  de  prisión 


(1)    VéaM  el  art.  182. 


como  máximum,  si  se  trata  de  moneda 
fraccionaria  ó  papel  moneda  que  la  re- 
presente. 

Art.  209.  El  que  habiendo  recibido 
de  buena  fe  moneda  falsa  ó  falsificada, 
la  ponga  en  círcuiaciún  constándole  su 
falsedad,  comete  el  delito  de  emisión 
de  moneda  falsa  y  será  castigado  con 
la  pena  de  seis  meses  de  prisión  y  1.000 
florines  de  multa  como  máximum. 

Es  punible  la  tentativa. 

Al  t.  210.  Se  asimilarán  al  papel  mo- 
neda, para  los  efectos  de. este  capítulo, 
las  obligaciones,  los  billetes  de  Banco, 
acciones,  carpetas  provisionales,  talo- 
nes, cupones  de  interés  y  de  dividen- 
dos, emitidos  por  el  Gobierno  ó  cual- 
quier establecimiento  público,  socie- 
dad, compañía,  corporación,  municipio 
ó  particular  autorizado  para  emitir  esta 
clase  de  títulos,  siempre  que  estos  títu- 
los sean  impresos  y  al  portador. 

Esta  disposición  es  aplicable  igual- 
mente, aun  en  el  caso  que  ciertas  pala- 
bras ó  cifras  vayan  escritas  á  mano  (1). 

Art.  211.  Se  asimilan  al  papel  mone- 
da, para  los  efectos  del  presente  capítu- 
lo, las  obligaciones  nominativas  y  cupo- 
nes de  interés  emitidos  por  el  Gobierno 
húngaro  ó  Banco  público  de  Hungría, 
que  sean  negociables  en  Bolsa  (2). 

Art.  212.  Contra  los  crímenes  y  de- 
litos previstos  en  el  presente  capítulo, 
se  impondrá  accesoriamente  la  desti- 
tución de  empleo  y  la  de  suspensión  del 
ejercicio  de  los  derechos  poUticos  (3). 

CAPÍTULO  XII.— FALSO  testimonio 
Y  juramento  en  falso 

Art.  213.    El  que  en  materia  penal 


(l)y(2)  Véase  el  art  57  del  Código  penal  de 
las  faltas. 

(a)  Véase  el  párrafo  del  art.  57  del  Código  pe- 
nal de  la?  faltas. 


MBS  políticas  y  JURÍDICAS 


Arl.  318.  Es  asimilable  á  la  ratiflca- 
cifin  con  juramento: 

1.°  La  ratificación  por  un  testigo  de 
su  declaración  por  medio  de  una  afir- 
mación solemne  ó  declarELción  Eobre  su 
conciencia  en  los  casos  en  que  la  ley 
concede  &  esia  afirmación  ó  declara- 
ción la  misma  Tuerza  probatoria  que  al 
juramento; 

2."  La  ratiñcación  de  un  perito,  tra- 
ductor ó  intérprete,  de  su  declaracióo 
por  medio  de  referencia  a!  juramento 
proresiona!  ó  al  general  prestado  como 
intérprete,  traductor  ó  perito; 

3."  La  ratiñcación  hectia  por  las  per- 
sonas mencionada^  de  su  testimonio  ó 
declaración  por  medio  de  referencia  al 
juramento  ya  prestado  en  el  mismo  ne- 
gocio y  con  el  mismo  carácter. 

Art.  219.  El  que  en  materia  civil 
preste  un  juramento  decisorio,  supleto- 
rio, estiniatorio  ó  revelatorio  falsos, 
será  condenado  á  la  pena  de  cinco  años 
de  reclusión  y  4.000  florines  de  mul- 
ta, como  máximum,  y  en  el  caso  ilel 
articulo  216,  &  la  de  un  año  de  reclusión 
y   400  florines  de  multa  como  máxi- 


nele  el 
&  casti- 

de  tra- 

TOdUCi- 

e  en  su 
la  pena 
Iso  tes- 
e  diez  á 
I?.  Si  el 
O  auna 
uperior 
Limonio 
)  á  diez 

en  pro- 
!  un  de- 
í  de  un 
3  multa 

ivil  dia- 
na cir- 

:io,  me- 
la  pona 

lulta  de 

;1  asun- 
a  pena 
io  testi- 
clusión 
máxi- 

la  mis- 
imonio, 
ó  penal 
verdad 
en  una 
)  de  lie- 
érprete 
mz  una 
unstan- 
dimien- 


Art.  220.  El  que  en  procedimiento 
disciplinario,  seguido  contra  un  fun- 
cionario público  ó  abogado,  preste  fal- 
so testimonio  confirmado  conjuramen- 
to, será  condenado  á  la  pena  de  un  aiío 
de  reclusión  como  máximum. 

Si  el  falso  testimonio  se  ha  prestado 
en  contra  del  acusado,  y  éste  hubiese 
sido  privado  de  su  cargo  ó  funciones,  la 
pena  imponible  será  la  de  tres  años  de 
r?clusiún  como  máximum;  y  si  se  le 
hubiere  condenado  á  pena  menos  gra- 
ve, la  correspondiente  al  falso  testimo- 
nio será  la  de  dos  años  de  reclusión. 

Lo  dispuesto  en  este  articulo  es  igual- 
mente aplicable  al  caso  de  falso  testi- 
timonio  en  negocios  sometidos  á  un 
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tribunal  de  honor  militar  por  indivi- 
duos no  sujetos  á  este  fuero. 

Art.  221.  El  falso  testimonio,  el  infor- 
me falso  de  un  perito  ó  la  falsa  traduc- 
ción cometidos  por  negligencia,  así 
como  el  falso  juramento  prestado  de 
igual  modo,  se  castigarán  con  la  pena 
de  un  año  de  prisión  como  máximum. 

Art.  222.  El  que  en  un  procedimien- 
to por  crimen  ó  delito  trate  de  obligar 
á  un  tercero  á  que  preste  un  falso  testi- 
monio ó  cometa  cualquiera  de  los  actos 
previstos  en  los  artículos  217  y  219,  será 
condenado  á  la  pena  de  tres  años  de  re- 
clusión como  máximum. 

Si  se  trata  de  faltas,  la  pena  corres- 
pondiente será  la  de  seis  meses  de  pri- 
sión como  máximum. 

El  que  cometiere  este  acto  en  materia 
civil,  será  condenado  á  la  pena  de  dos 
años'de  prisión  y  1.000  florines  de  multa 
como  máximum,  y  en  el  caso  del  ar- 
ticulo 216,  á  la  de  seis  meses  de  prisión 
y  400  florines  de  multa  como  máximum. 

El  que  en  materia  disciplinaria  come- 
tiere este  hecho,  será  castigado  con  la 
pena  de  seis  meses  de  prisión  como 
máximum. 

Art.  223.  Por  todos  los  hechos  pre- 
vistos en  este  capitulo  se  impondrá  ac- 
cesoriamente la  pena  de  destitución  de 
empleo,  si  constituyeren  crímenes. 

Art.  224.  No  será  castigado  en  razón 
á  los  hechos  previstos  en  el  presente 
capítulo: 

1.^  El  que,  por  un  reconocimiento 
conforme  á  la  verdad,  se  haya  confesa- 
do responsable  en  un  acto  punible; 

2.®  El  que,  pudiendo  excusarse  de 
declarar  ó  denunciar  en  un  negocio  pe- 
nal ó  disciplinario,  no  haya  sido  adver- 
tido de  este  derecho  por  el  tribunal. 
-  Art.  225.  No  será  castigado  el  que 
ante  la  autoridad  competente  se  retrac- 
te de  un  falso  testimonio,  declaración  ó 


juramento,  antes  de  que  se  haya  denun- 
ciado ó  intentado  su  persecución,  y  de 
haber  resultado  daño  alguno  á  un  ter- 
cero por  su  falsa  declaración,  testimo- 
nio ó  juramento. 

Art.  226.  El  que  se  retracte  de  una 
declaración,  juramento  ó  testimonio 
declarando  la  falsedad  de  los  anterio- 
res, pero  no  confirme  esta  retractación 
por  medio  de  juramento  6  de  otro  modo, 
así  como  el  que  trata  de  que  un  tercero 
se  retracte  falsamente,  será  castigado, 
según  la  materia  y  naturaleza  de  los 
hechos,  con  las  penas  señaladas  en  los 
artículos  213  á  219,  220,  222  y  223. 

CAPÍTULO   XI 11. —ACUSACIÓN  FALSA 

Art.  227.  Es  responsable  de  falsa 
acusación  el  que,  falsa  y  consciente- 
mente, acusa  á  otro  ante  la  autoridad 
de  haber  cometido  un  hecho  punible,  ó 
que,  conscientemente,  forja  ó  produce 
contra  él  indicios  ó  pruebas  falsas. 

Si  la  acusación  falsa  versa  sobre  un 
crimen  ó  delito,  constituye  un  crimen  y 
se  castigará  con  la  pena  de  cinco  años 
de  trabajos  forzados  como  máximum; 
si  se  trata  de  faltas  ó  infracciones  dis- 
ciplinarias, se  castigará  como  delito 
con  la  pena  de  un  año  de  prisión  y  mul- 
ta de  1.000  florines  como  máximum. 

Sin  embargo,  cuando  la  persona  fal- 
samente acusada  fuere  condenada,  las 
penas  impuestas  por  los  artículos  213  y 
220  se  aplicarán  á  este  caso,  practi- 
cándose las  distinciones  establecidas 
en  los  mismos. 

En  el  caso  de  este  artículo  se  impon»- 
drá  además  accesoriamente  la  pena  de 
destitución  de  empico. 

Art.  228.  La  acusación  falsa  única- 
mente se  perseguirá  de  oficio  cuando  se 
hubiere  incoado  procedimiento  en  vir- 
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pleados  para  su  comisión  produjesen  la 
muerte  de  la  victima,  se  impondrá  la 
pena  de  trabajos  forzados  á  perpe- 
tuidad. 

Art.  238.  En  general,  ninguno  de  los 
crímenes  previstos  en  los  artículos  an- 
teriores puede  perseguirse  de  oficio; 
pero  una  vez  incoado  el  procedimiento 
á  instancia  de  la  parte  lesionada,  no  po- 
drá retirarse  la  querella. 

Art.  239.  Dichos  crímenes  se  perse- 
guirán de  oficio  en  los  casos  siguientes: 
1.**  Cuando  el  autor  estuviere  proce- 
sado por  otro  delito  público  conexo  en 
virtud  del  tiempo  ó  del  lugar  en  que  se 
hubieren  cometido; 

2.°  Si  el  crimen  hubiere  producido  la 
muerte  de  la  víctima; 

3.®  Si  el  autor  se  hallare  compren- 
dido en  cualquiera  de  los  casos  del  ar- 
tículo 235  (1). 

Art.  240.  La  violación,  el  atentado  al 
pudor  con  violencia,  y  el  ultraje  al  pu- 
dor, dejarán  de  ser  punibles  cuando  an- 
tes de  pronunciarse  sentencia  se  cele- 
bre matrimonio  entre  el  autor  y  la  parte 
ofendida. 

Art.  241.  Todo  acto  deshonesto  co- 
metido entre  personas  del  sexo  mascu- 
lino ó  entre  hombres  y  animales,  cons- 
tituye el  delito  de  abuso  contra  natura- 
leza y  se  castigará  con  la  pena  de  un 
año  de  prisión  como  máximum. 

Art.  242.  Constituirá  crimen,  que  se 
castigará  con  la  pena  de  cinco  años  de 
reclusión  como  máximum,  el  abuso 
contra  naturaleza  cometido  con  violen- 
cia ó  amenazas  entre  individuos  del 
sexo  masculino;  si  hubiere  producido  la 
muerte  de  Ja  víctima,  se  castigará  con 
la  pena  perpetua  de  trabajos  forzados. 
Art.  243.  El  comercio  sexual  entre 
ascendientes  y  descendientes  constitu- 


(l;    Véase  el  art.  282. 
Tomo  IX.— Institucionbs  jurídicas. 


ye  el  crimen  de  incesto,  castigándose 
con  la  pena  de  cinco  años  de  trabajos 
forzados  como  máximum,  á  los  prime- 
ros, y  con  la  de  dos  años  de  prisión  á 
éstos. 

Los  demás  actos  deshonestos  verifi- 
cados entre  ascendientes  y  descendien- 
tes se  castigarán  con  las  penas  de  tres 
años  de  trabajos  forzados  como  máxi- 
mum y  de  un  año  de  prisión  respectiva- 
mente. 

Los  descendientes  menores  de  die- 
ciocho años  al  tiempo  de  cometerse  el 
delito,  están  exentos  de  responsabi- 
lidad. 

Art.  244.  El  comercio  sexual  mante- 
nido entre  hermano  y  hermana,  consti- 
tuye asimismo  el  crimen  de  incesto,  y 
se  castigará  con  la  pena  de  dos  años  de 
reclusión  como  máximum. 

Es  igualmente  aplicable  esta  pena  á 
todo  abuso  contra  naturaleza  cometido 
entre  hermanos,  no  pudiendo  perse- 
guirse sino  á  instancia  del  padre,  en  su 
defecto  de  la  madre,  ó  del  curador. 

En  el  caso  previsto  en  el  art.  242, 
el  procedimiento  se  seguirá  de  oficio, 
imponiéndose  la  pena  señalada  en  el 
mismo. 

Art.  245.  El  que  finja  ser  el  marido 
de  una  mujer  y  abuse  del  error  de  ésta 
para  un  comercio  sexual,  será  castiga- 
do por  crimen  contra  el  pudor  con  la 
pena  de  tres  años  de  reclusión  como 
máximum. 

Este  crimen  no  podrá  perseguirse 
sino  á  instancia  de  la  mujer  ultrajada 
ó  de  su  cónyuge. 

Art.  246.  El  adulterio  se  castigará 
con  la  pena  de  tres  meses  de  prisión 
como  máximum,  cuando  por  conse- 
cuencia del  mismo  se  decrete  el  divor- 
cio ó  la  separación  de  cuerpos  por  sen- 
tencia firme. 
La  demanda  de  divorcio  ó  separación 
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CAPÍTULO   XV.— BIGAMIA 

Art.  251.  El  que  hallándose  ligado 
por  los  vínculos  de  un  matrimonio  váli- 
do celebre  otro,  así  como  la  persona 
libre  que  con  conocimiento  de  este  he- 
cho celebre  matrimonio  con  aquél,  co- 
mete el  crimen  de  bigamia  y  será  cas- 
tigado con  la  pena  de  tres  años  de  re- 
clusión como  máximum. 

El  que  obrare  con  dolo  induciendo  i 
error,  acerca  de  la  existencia  de  un 
vinculo  anterior  á  uno  de  los  contra- 
yentes, será  castigado  con  la  pena  de 
cinco  años  de  reclusión  como  máxi- 

Art.  252.  El  eclesiástico  que  inter- 
venga en  la  celebración  de  un  matri- 
monio sabiendo  que  constituye  el  cri- 
men de  bigamia,  será  castigado  con  la 
pena  de  cinco  años  de  reclusión  como 
máximum. 

Art.  S53.  El  eclesiástico  que  por  ne- 
gligencia celebre  un  matrimonio  de 
esta  clase,  comete  un  delito  que  se  cas- 
tigará con  la  pena  de  un  año  de  prisión 
como  máximum. 

CAPÍTULO  XVI.— cBfMENES  y  delitos 

CONTRA  EL  ESTADO  DE  FAMILIA 

Art.  254.  El  que  suponga  un  infante 
en  una  familia,  le  sustituya,  sustraiga, 
oculte  ó  exponga  en  un  lugar  ordinaria- 
mente frecuentado  (1),  le  prive  de  cual- 
quier otro  modo  de  su  estado  de  Tami- 
lia,  ó  modifique  este  estado,  comete  un 
crimen  que  se  castigará  con  la  pena  de 
un  año  de  reclusión  como  máximum. 

Si  cualquiera  de  estos  actos  se  hubie- 
re cometido  por  un  móvil  interesado,  se 


(1)    Vé&geel  art.  281. 
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castigará  con  la  pena  de  cinco  años  de 
trabajos  forzados  como  máximum. 

Art.  255.  El  que  en  la  celebración  de 
un  matrimonio  oculta  á  la  otra  parte  la 
existencia  de  un  impedimento  dirimen- 
te, 6  la  determina  á  celebrarlo  indu- 
ciéndola á  error,  que  con  posterioridad 
es  causa  de  que  el  matrimonio  sea  de^ 
clarado  nulo,  comete  un  crimen  contra 
el  estado  de  familia  y  será  condenado  á 
la  pena  de  dos  años  de  reclusión  como 
máximum. 

Este  crimen  no  podrá  ser  perseguido 
sino  á  instancia  de  parte  legitima  (1). 

Art.  256.  El  eclesiástico  que  cono- 
ciendo la  existencia  de  un  impedimen- 
to de  la  naturaleza  expresada  en  el  ar- 
ticulo anterior,  celebrare  el  matrimo- 
nio, será  castigado  con  la  pena  de  tres 
años  de  reclusión  como  máximum. 

Art.  257.  El  eclesiástico  que  por  ne- 
gligencia celebrare  un  matrimonio  nulo 
por  razón  de  la  existencia  de  un  impe- 
dimento, comete  un  delito  y  será  conde- 
nado á  la  pena  de  seis  meses  de  prisión 
como  máximum. 

CAPÍTULO  XVII. -CALUMNIA 
É  INJURIA 

Art.  258.  Comete  el  delito  de  calum- 
nia, y  será  condenado  á  la  pena  de  seis 
meses  de  prisión  y  500  ñorines  de  multa 
como  máximum,  el  que,  ante  varias 
personas  ó  en  público,  imputa  á  otro 
falsamente  un  hecho  constitutivo  de 
delito,  de  los  que  dan  lugar  á  procedi- 


(1)  El  art.  10  de  la  ley  LUÍ  de  1868,  castiga 
con  500  florines  de  multa  j  seis  meses  de  prisión, 
sin  perjuicio  de  las  penas  disciplinarias  que  pue- 
da imponer  la  autoridad  eclesiástica,  á  los  minis- 
tros del  culto  que  dejen  de  revelar  los  impedi- 
mentos para  contraer  matrimonio,  de  que  tuvieren 
conocimiento. 


miento  de  oficio,  ó  que  de  ser  cierto  le 
expondría  al  desprecio  general. 

Art.  259.  La  calumnia  se  castigará 
con  la  pena  de  un  año  de  prisión  y  1.000 
florines  de  multa,  si  el  autor  ha  publi- 
cado ó  divulgado  sus  imputaciones  por 
la  exposición  en  público  de  dibujos  ó 
por  medio  de  la  prensa. 

Art.  260.  Comete  el  delito  de  calum- 
nia,  y  será  condenado  á  la  pena  de  un 
año  de  prisión  como  máximum,  el  que 
acuse  á  otro  ante  la  autoridad  de  haber 
cometido  un  acto  punible,  cuando  esta 
acusación  se  declara  falsa  y  siempre 
que  constituya  el  crimen  ó  delito  de 
falsa  acusación  (1). 

Art.  261.  El  que  profiera  una  expre- 
sión ultrajante  contra  una  persona  ó 
cometa  un  acto  de  esta  clase  que  no  se 
encuentre  comprendido  en  el  art.  258, 
es  responsable  del  delito  de  injuria  y 
será  condenado  á  multa  de  500  florines 
como  máximum.  Si  el  autor  de  este  de- 
lito se  hubiere  valido  para  su  comisión 
de  los  medios  indicados  en  el  art.  259, 
la  pena  correspondiente,  será  la  de  tres 
meses  de  prisión  y  500  florines  de  mul- 
ta como  máximum. 

Si  el  acto  cometido  fuere  constitutivo 
de  lesión  corporal,  se  aplicarán  las  dis- 
posiciones relativas  de  la  ley  (2). 

Art.  262.  La  calumnia  ó  injuria  infe- 
ridas públicamente,  pero  no  por  medio 
de  la  prensa,  contra  las  corporaciones 
ó  autoridades  constituidas  por  la  ley, 
sus  diputaciones  ó  miembros,  se  casti- 
gará con  la  pena  de  un  año  de  prisión 
y  1.000  florines  de  multa  como  máxi- 
mum. 

Art.  263.  En  los  delitos  de  calumnia 
ó  injuria  la  prueba  de  la  exactitud  del 
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(1)  Véase  el  art.  227. 

(2)  ídem  el  art.  801  y  siguientes. 
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hecho  imputado  ó  expresión  proferida, 
se  permitirá.: 

1.^  Si  el  ofendido  es  un  funcionario 
público  ó  autoridad,  y  la  imputación  ó 
expresión  se  refieren  al  ejercicio  de  sus 
funciones; 

2.**  Si  con  independencia  de  la  impu- 
tación estuviere  siguiéndose  procedi- 
miento penal  por  el  mismo  hecho; 
'  3.^  Si  se  ha  declarado  la  exactitud 
del  hecho  imputado  por  una  sentencia 
firme; 

4.^  Si  la  parte  ofendida  demanda  en 
justicíala  admisión  de  prueba  acerca 
de  la  certeza  del  hecho  imputado; 

5.®  Si  el  autor  prueba  que  su  impu- 
tación ha  tenido  lugar  á  consecuencia 
déla  defensa  de  intereses  públicos  ó 
particulares  legítimos. 
.  La  prueba  de  la  certeza  de  la  imputa- 
ción ó  expresión  lleva  consigo  la  abso- 
lución de  su  autor. 

-  ^rt.  264.  La  prueba  de  la  certeza  de 
una  imputación  ó  expresión  no  es  ad- 
misible sino  á  requerimiento  de  la  par- 
te ofendida: 

1.^  Cuando  la  calumnia  ó  injuria  se 
haya  inferido  contra  una  de  las  perso- 
nas mencionadas  en  el  art.  272  (1); 

2.°  Cuando  la  imputación  ó  expre- 
sión se  refiere  á  un  hecho  punible  que 
solamente  pueda  perseguirse  á  instan-  | 
cia  de  parte  (2),  y  que  ésta  no  haya  en- 
tablado la  acción  correspondiente  ó  ha- 
ya abandonado  la  querella; 

3.®  Cuando  haya  recaído  auto  ó  sen- 
tencia firme  de  no  há  lugar  sobre  el  he- 
cho imputado; 

4.®  Si  la  imputación  ó  expresión  son 
referentes  á  actos  de  la  vida  privada 
ó  al  honor  de  una  mujer. 

Art.  265.    No  será  admisible  en  estos 


(1)  Contra  el  Soberano  ó  Jefe  de  un  Estado  ex- 
tranjero, Embajador  6  encardado  de  Negociofi. 

(2)  Véase  el  art.  U8.     


delitos  la  alegación  de  que  el  hecho  es 
de  notoriedad  pública. 

Art.  266.  No  podrá  incoarse  proce- 
dimiento por  calumnia  ó  injuria,  cuan- 
do el  hecho  imputado  ó  expresión  ul- 
trajante hayan  sido  producidos  en  una 
causa  criminal  pendiente  de  resolución 
de  una  autoridad,  contra  el  presunto 
reo  ó  partes  que  se  hayan  mostrado  en 
ella,  de  palabra  ó  en  los  autos,  ni  cuan- 
do las  injurias  se  deduzcan  de  hechos 
ó  circunstancias  de  la  misma  causa. 

Lo  dispuesto  en  este  articuló  no  obsta 
á  los  procedimientos  disciplinarios  con- 
tra abogados  y  notarios  públicos  (1)  ni 
á  la  aplicación  de  cualesquiera  otras 
disposiciones  legales  encaminadas  á,  la 
represión  de  expresiones  calumniosas 
ó  injuriosas. 

Art.  267.  Cuando  se  hubiere  incoa- 
do procedimiento  penal  ó  disciplinario 
en  virtud  de  alegación  hecha  ante  el 
tribunal  que  esté  conociendo  en  la  cau- 
sa por  calumnia  ó  injuria  antes  de  la 
sentencia  definitiva,  este  procedimien- 
to se  suspenderá  hasta  que  en  aquél 
haya  recaído  sentencia  firme. 

Art.  268.  Los  actos  punibles  previs- 
tos en  el  presente  capítulo  sólo  podrán 
perseguirse  á  instancia  de  parte. 

Art.  269.  Si  dichos  actos  se  hubieren 
cometido  contra  la  Dieta,  ó  una  de  sus 
Cámaras,  la  Dieta  de  la  Croacia-Esla- 
vonia-Dalmacia,  contra  una  Comisión 
de  estas  Asambleas,  contra  l&s  delega- 
ciones ó  cualquiera  de  ellas,  contra  un 
representante  de  las  mismas,  se  perse- 
guirán de  oficio,  previa  autorización 
de  la  Dieta,  Cámara  ó  Delegación  ofen  - 
dida  ó  á  que  corresponda  la  comisión  ó 
representante,  víctima  de  aquéllos. 

Art.  270,  Los  actos  indicados  se  per- 
seguirán de  oficio: 


1.  j 


(i;    Véase  el  art.  461. 
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I."  Cuando  hubieren  sido  imputados 
&  una  autoridad  ó  representaote  de  la 
miema; 

2.'  A  un  funcionario  público  en  ra- 
zón de  su  cargo,  hechos  que,  de  ser 
ciertos,  implicarían  una  corrección  pe- 
nal ó  disciplinaria; 

3."  Si  la  calumnia  ó  injuria  se  hu- 
bieren cometido  contra  el  ejército  co- 
mún ó  la  marina  de  guerra,  el  ejército 
territorial  ó  cualquiera  de  sus  cuerpos 
independientes. 

Si  la  calumnia  ó  injuriase  hubieren 
inferido  &  un  Ministro  de  la  Corona  de 
Hungría  ó  á  un  Ministro  imperial,  con 
relación  al  desempeño  de  sus  funcio- 
nes, no  podrá  perseguirse  sin  previa 
autorización  del  ofendido. 

Si  ae  hubiere  cometido  contra  el  Go- 
bierno en  pleno,  ee  requerirá  autoriza- 
ción del  Consejo  de  ministros;  y  en  los 
casos  enumerados  en  el  párrafo  3."  de 
este  articulo,  será  necesaria  la  dei  Mi- 
nistro de  la  Guerra  común  ó  del  Minis- 
tro de  la  Defensa  nacional. 

Art.  271.  Si  se  hubiere  alegado  con- 
tra un  tribuna),  Juez,  funcionario  de  la 
administración  de  Juslicia,  Ministerio 
ñscal  ó  cualquiera  de  sus  miembros, un 
hecho  referente  al  desempeño  de  sus 
funciones,  que  de  ser  cierto  debiera 
castigarse  criminal  ó  disciplinariamen- 
te, se  perseguirá  de  oficio,  previa  auto- 
rización del  Ministro  de  Juslicia. 
-  Art.  272.  Cuando  la  calumnia  ó  inju- 
ria hayan  sido  dirigidas: 

1."  Al  Soberano  ó  Jefe  de  un  Estado 
extranjero; 

2°  Contra  el  Embajador  acreditado 
cerca  de  S.  M.  ó  el  encargado  de  Nego- 
cios de  un  Estado  extranjero. 

Se  perseguirá  de  oñcio,  si  se  recla- 
mare por  la  Via  diplomática,  por  el  Es- 
tado interesado,  por  el  Embajador  ó  por 
p1  encargado  de  Negocios. 


Art.  273.  La  calumnia  ó  injuria  con- 
tra una  persona  fallecida,  se  castigarán 
igualmente  conforme  &  lo  prevenido  en 
este  capitulo. 

Son  parte  legitima  para  perseguir  es- 
tos delitos,  los  hijos,  el  padre,  la  madre, 
hermanos  ó  hermanas,  y  el  cónyuge  su- 
pérstite. 

Esta  disposición  se  aplicará  igual- 
mente en  el  caso  deque  lainjuriaú  ca- 
lumniase hubieren  inferido  antes  de! 
fallecimiento  de  la  persona  de  que  se 
trata  y  ésta  no  hubiere  incoado  el  pro- 
cedimiento. 

Art.  274.  En  el  caso  de  calumnia  ó 
injuria  reciproca,  mientras  el  procedi- 
miento incoado  por  una  de  las  partee  no 
se  termine,  la  otra  tendrá  derecho  para 
perseguir  á  ésta  por  razón  de  cual- 
quiera de  dichos  delitos,  aun  cuando 
el  plazo  de  prescripción  hubiere  trans- 
currido Ci)> 

Art.  275.  En  caso  de  injuria  recipro- 
ca, redargüida  en  el  mismo  acto ,  puede 
el  tribunal,  en  la  apreciación  de  culpa- 
bilidad, absolver  á  las  dos  partes  ó  á 
una  de  ellas  solamente. 

Art.  276.  Cuando  se  hubiere  incoa- 
do un  procedimiento  penal  á  instan- 
cia de  parte  legitima  (2),  y  ésta  hubiere 
abandonado  la  acción  ó  se  hubiere  dic- 
tado sentencia  absolutoria  firme,  el  per- 
seguido puede,  si  ei  hecho  no  es  cons- 
titutivo de  acusación  falsa,  querellarse 
en  el  plazo  de  tres  meses  contra  aqué- 
lla, por  calumnia. 

Art.  277.  En  caso  de  condena  por 
calumnia  ó  injuria,  se  decretará,  á  ins- 
tancia de  parte  en  la  sentencia,  que  se 
publique  ésta  Integra  á  expensas  del 
condenado,  en  un  periódico  de  la  locali- 


(1)    Vtaiieelart.  113. 

{3)     ídem  el  art.  |18.  . 
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dad,  y  si  no  lo  hubiere,  en  cualquiera 
periódico  húngaro  que  designe  la  parte 
ofendida. 

Esta  petición  deberá  deducirse  duran- 
te el  juicio. 

Si  el  acto  punible  se  hubiere  cometido 
por  medio  de  una  publicación  periódi- 
ca, la  sentencia,  con  sus  consideran- 
dos, se  insertará  al  fírente  del  primer 
número  de  esta  publicación  que  aparez- 
ca después  de  dictada  la  sentencia  defí- 
nitíva. 

CAPÍTULO  XVIII.— CRÍMENES  Y  DELITOS 
CONTRA  LA  VIDA 

Art.  278.  El  que  con  premeditación 
matare  á  un  semejante,  comete  el  cri- 
men de  asesinato  y  será  condenado  á  la 
pena  de  muerte  (1). 

Art.  279.  El  que  matare  intencional- 
mente  á  otro,  pero  sin  premeditación, 
comete  el  crimen  de  homicidio  volun- 
tario y  será  castigado  con  la  pena  de 
diez  á  quince  años  de  trabajos  forzados. 

Art.  280.  El  crimen  de  homicidio  vo- 
luntario se  castigará  con  la  pena  per- 
petua de  trabajos  forzados,  cuando  la 
víctima  reúna  la  cii'cunstancia  de  ser 
ascendiente  legitimo  del  autor.  Esta 
disposición  es  aplicable  al  reo  de  homi- 
cidio voluntario  cometido  en  la  perso- 
na de  su  cónyuge,  sobre  varias  perso- 
nas, ó  si  ha  sido  cometido  por  un  hijo 
natural  en  la  persona  de  su  madre,  ó  si 
hubiere  sido  reconocido  por  el  padre  en 
la  de  óste. 

Art.  281.  Si  el  propósito  de  cometer 
este  crimen  ha  sido  concebido  en  un 
estado  de  sobrexcitación  violenta  y 
efectivamente  cometido,  el  homicidio 
se  castigará  con  la  pena  de  diez  años 
de  trabajos  forzados  como  máximum. 


(]}    Véase  el  art  288. 


Cuando  esta  sobrexcitación  violen- 
ta haya  sido  provocada  por  vías  de  he* 
cho  ú  ofensas  graves  inferidas  sin  de- 
recho por  la  victima  á  lá  persona  del 
autor  ó  á  la  de  cualquiera  de  sus  par 
rientes  (1),  y  el  homicidio  hubiere  sido 
cometido  en  el  mismo  momento  y  bajo 
el  imperio  de  esta  sobrexcitación,  la 
pena  imponible  será  la  de  cinco  años 
de  reclusión  como  máximum. 

El  homicidio  realizado  bajo  el  impe- 
rio de  esta  sobrexcitación  en  la  perso- 
na de  un  ascendiente,  descendiente  ó 
cónyuge,  se  castigará  con  la  pena  de 
cinco  á  diez  años  de  trabajos  forzados. 
Art.  282.  El  que  por  exigencia  for- 
mal de  una  persona  se  haya  determi- 
nado á  causarle  la  muerte,  será  conde- 
nado á  la  pena  de  tres  años  de  reclu- 
sión como  máximum. 

Art.  283.  Será  castigado  con  la  pena 
de  tres  años  de  prisión  como  máxi- 
mum, el  que  determine  á  un  tercero  al 
suicidio  ó  conscientemente  le  procure 
los  medios  ó  instrumentos. 

Si  dos  personas  convienen  recíproca- 
mente en  hacer  depender  del  azar,  con- 
forme á  un  modo  especificado  anticipa- 
damente, quién  de  ellas  deba  causarse 
la  muerte,  y  en  ejecución  de  este  conve- 
nio practican  cualquier  acto  prepara- 
torio de  suicidio,  ambos  serán  castiga- 
dos con  la  pena  de  uno  á  cinco  años  de 
prisión  de  Estado,  si  no  sobreviniere  la 
muerte,  y  en  caso  contrario,  la  que  so- 
breviva será  condenada  á  la  pena  de 
cinco  á  seis  años  de  prisión  de  Estado. 
Art.  284.    La  madre  que  intencional- 
mente  cause  la  muerte  de  su  hijo  naci- 
do fuera  de  matrimonio  en  el  momento 
del  nacimiento  ó  inmediatamente  des- 
pués, será  condenada  á  la  pena  de  cin- 
co años  de  reclusión  como  máximum. 


(I;    Véase  el  art.  "IB  de  este  Código. 
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Art.  285.  La  miyer  embarazada  que 
intencionaliriente  se  procure  el  aborto 
ó  cause  la  muerte  del  sér  que  lleva  en 
SU  seno,  ó  consienta  que  otro  practique 
estos  actos,  será  castigada  con  la  pena 
de  dos  años  de  reclusión  como  máxi- 
mum, si  se  hallare  en  cinta  fuera  de 
matrimonio,  y  con  la  de  cinco  años  de 
reclusión  como  máximum  en  otro  caso. 

La  misma  pena  se  impondrá  al  que 
con  consentimiento  de  la  onadre  come- 
tiere cualquiera  de  los  actos  previstos 
en  este  articulo,  y  si  lo  hubiere  practi- 
cado por  móviles  interesados,  será  cas- 
tigada con  la  de  cinco  años  de  reclu- 
sión. 

Art.  286.  El  que  intencionalmente 
hiciere  abortar  á  una  mujer  embaraza- 
da ó  causare  la  muerte  del  sér  que  lle- 
va en  su  seno,  sin  consentimiento  de 
ésta,  será  condenado  á  la  pena  de  cin- 
co años  de  trabajos  forzados  como  má- 
ximum (1). 

Si  á  consecuencia  de  estos  actos  so- 
breviniere la  muerte  de  la  madre^  la 
pena  aplicable  será  la  de  diez  á  quince 
años  de  trabajos  forzados. 

Art.  287.  Los  padres  que  expusieren 
en  un  lugar  desierto  ú  ordinariamente 
deshabitado  á  un  hijo  incapaz  por  su 
edad  ó  su  estado  de  defenderse  por  sí 
mismo,  ó  le  abandonaren  en  tales  cir- 
cunstancias que  su  salud  esté  expuesta 
ala  casualidad,  cometen  el  crimen  de 
exposición  de  infante  y  serán  condena- 
dos á  la  pena  de  tres  años  de  trabajos 
forzados  como  máximum. 

El  que  expusiere  ó  abandonare  sin 
socorros  á  una  persona  á  la  cual  tenga 
obligación  de  prestar  alimentos,  ó  que 
se  hallare  confiada  á  su  cuidado  y  que 
por  su  edad  ó  estado  no  pudiere  subve- 
nir ella  misma  á  sus  necesidades,  será 


>  condenado  á  la  pena  de  tres  años  de  re- 
clusión como  máximum. 

Si  la  persona  expuesta  ó  abandona- 
da hubiere  sufrido  á  consecuencia  de 
esta  exposición  ó  abandono  una  lesión 

corporal  grave,  se  castigará  al  autor 
con  la  pena  de  cinco  años  de  trabajos 
forzados  como  máximum,  y  si  sobre- 
viniere la  muerte  de  esta  persona,  con 
la  de  cinco  á  diez  años  de  trabajos  for- 
zados. 

Art.  288.  La  conspiración  (1)  para 
cometer  el  crimen  previsto  en  el  articu- 
lo 278,  se  castigará  con  la  pena  de  dos 
años  de  reclusión  como  máximum,  si 
llegare  á  ejecutarse  algún  acto  prepa- 
ratorio. 

Art.  289.  Se  impondrá  accesoria- 
mente á  las  penas  señaladas  en  los  ar- 
tículos anteriores  del  presente  capítu- 
lo, la  de  destitución  de  empleo. 

Art.  290.  El  que  por  negligencia  cau- 
sare á  otro  la  muerte,  comete  el  delito 
de  homicidio  y  será  condenado  á  la 
pena  de  tres  años  de  prisión  como  má- 
ximum . 

Art.  291.  Si  la  muerte  hubiere  sido 
causada  por  inexperiencia  óneglií^encia 
del  autor  en  el  ejercicio  de  su  profesión 
ó  industria,  ó  por  la  inobservancia  de 
los  reglamentos  respectivos,  la  pena 
imponible  será  la  de  tres  años  de  pri- 
sión y  multa  de  100  á  2.000  florines  como 
máximum. 

En  el  caso  del  presente  artículo,  el  tri- 
bunal podrá  prohibir  al  culpable,  por 
siempre  ó  por  un  tiempo  determinado, 
según  su  prudente  arbitrio,  el  ejercicio 
de  su  profesión  ó  industria,  y  hacer  de- 
pender la  autorización  para  ejercerla 
nuevamente,  de  un  examen  ó  cualquie- 
ra otra  justificación  de  que  ha  adquiri- 
do la  capacidad  necesaria  (2). 


(1)    Veas?  el  art.  304, 


(2) 


Véase  el  art.  182. 
ídem  el  art.  810. 


INSTITUCIONES  POlItICAS  Y  JUrIdICAS 


Art.  292.  En  los  casos  de  asesinato 
y  de  homicidio,  si  la  víctima  hubiere 
dejado  desampEiradas  personas  é.  las 
que  debiera  prestar  su  protecci&n,  se 
condenará  al  autor  al  pago  de  una  in- 
demnización proporcionada,  que  según 
las  circunstancias  podrá  consistir  en 
la  entrega  de  un  capital  ó  en  el  pago 
de  una  pensión  anual. 

CAPITULO  XIX.— ouELo  (1) 

Art.  293.  La  provocacián  al  duelo  y 
la  aceptación  de  la  provocación,  cons- 
tituyen delito  que  se  castigará  con  la 
pena  de  seis  meses  de  prisión  de  Esta- 
do como  máximum. 

Art.  294.  La  pena  setíalada  en  el  ar- 
ticulo anterior  es  aplicable  igualmente 
&  los  que  secunden  á  los  contrarios  y  á 
las  demás  personas  que  impidan  un 
arreglo. 

Art.  295,  El  que  excitare  directa- 
mente á  un  tercero  á  batirse  en  desafio 
ó  que  porque  el  tercero  no  provoque  á 
otra  persona  ó  no  acepte  una  provoca- 
ción le  amenace  con  orenderle,  será 
condenado  á  la  pena  de  un  año  de  pri- 
sión de  Estado  como  máximum. 

Art.  296.  El  que  tome  posición  con 
armas  y  se  disponga  á  comenzar  un 
duelo,  será  condenado  á.  la  pena  de  un 
año  de  prisión  de  Estado  como  máxi- 
mum. 

Art.  297.  Si  las  partes  renuncian  vo- 
luntariamente á  erectuar  el  duelo,  no  se 
castigará  &  ninguno. 

(1)  Véaae  en  U  pág.  213  del  lomo  XXIII  {1S»1} 
de  U  Remie  de  Droit  Intcmalionalet  de  I^gialation 
comparte,  el  artículo  de  Ebnbht  Lehh,  Du  ilui'í 
d'apréitea  principales  lígisíaíions  deí  'Europe,  en 
que  examina  las  de  Francia,  Autlria,  Porlugal, 
Suecia,  Rusia,  Bélgica,  Alemania,  EapaSa,  Hun- 
gría, Holanda,  Italia.  Finlandia  y  vi 
de  Suiza. 


Art.  298.  El  que  en  duelo  hiera  á  su 
adversario,  será  condenado  á  la  pena 
de  dos  años  de  prisión  de  Estado  como 
máifimum. 

Si  el  herido  perdiere cualquiermiem- 
bro  ó  quedare  imposibilitado  de  las  fun- 
ciones de  un  sentido,  ó  sobreviniere  de 
la  herida  causada  una  enfermedad  in- 
curable, la  pena  imponible  será  la  de 
tres  años  de  prisión  de  Estado  como 
máximum. 

El  que  causare  en  duelo  la  muerte  de 
su  adversario,  sobreviniendo  ésta  in- 
mediatamente después,  pero  no  en  el 
lugar  en  que  se  hubiere  celebrado,  será 
condenado  á  la  pena  de  cinco  años  de 
prisión  de  Estado  como  máximum. 

Art.  299.  El  combatiente  que  faltare 
á  las  reglas  del  duelo  establecidas  por 
el  uso  ó  de  común  acuerdo,  y  á  conse- 
cuencia de  este  hecho  causare  la  muer- 
te á  su  adversario,  será  condenado  é.  la 
pena  señalada  para  el  homicidio  volun- 
tario. Sí  únicamente  le  hiriere,  á  la  del 
crimen  de  lesión  corporal  grave  (1). 

En  los  casos  previstos  en  el  presente 
articulo,  loe  que  secunden  los  propósi- 
tos de  los  combatientes  serán  castiga- 
dos como  cómplices. 

Art.  300.  Los  testigos  no  serán  cas- 
tigados, asi  como  tampoco  los  faculta- 
tivos que  asistieren  al  duelo,  ni  los  quo 
se  esfuercen  en  disuadir  á  los  comba- 
tientes, excepto  en  los  casos  del  articu- 
lo anterior. 

CAPÍTULO  XX.— LESIONES 

Art.  30L  El  que  voluntariamente, 
pero  sin  intención  de  causar  la  muerte 
hiriere  á  otro  6  dañare  su  salud,  come- 
te, si  la  herida,  enfermedad  ó  perturba- 
ción intelectual  resultan  tesdurasenm&s 


(1)    Véase  el  art.  302. 
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de  veinte  dias,  ei  crimen  de  Iesi6n  cor- 
poral grave;  si  duraren  menos  de  vein- 
te dias,  pero  más  de  ocho,  constituirán 
el  delito  de  lesión  corporal  grave,  y  si 
durasen  menos  de  ocho  días,  el  delito 
de  lesión  corporal  leve. 

Art.  303.  El  crimen  de  lesión  corpo- 
ral grave  se  castigará  con  la  pena  de 
tres  años  de  reclusión  como  máximum; 
el  delito  de  lesión  corporal  grave,  con 
la  de  un  año  de  prisión  y  multa  de  500 
florines  como  máximum,  y  el  delito  de 
lesión  corporal  leve  con  la  de  seis  me- 
ses de  prisión  y  300  florines  de  multa 
como  máximum. 

El  crimen  de  lesión  corporal  grave 
cometido  en  la  persona  de  un  ascen- 
diente, se  castigará  con  la  pena  de  cin- 
co años  de  reclusión  como  máximum; 
ei  delito  de  lesión  corporal  grave,  con 
la  de  tres  años  de  prisión  como  máxi- 
mum, y  el  delito  de  lesión  corporal  leve 
con  la  de  dos  años  de  prisión  como  má- 


Art.  303.  Las  lesiones  se  castigarán 
con  la  pena  de  cinco  años  de  reclusión 
como  máximum,  si  produjeren  á  la  vic- 
tima la  pérdida  de  uno  de  los  principa- 
les miembros  del  cuerpo,  de  un  sentido, 
de  la  palabra,  de  la  vista,  del  oído  ó  de 
la  facultad  generatriz,  si  dieren  por  re- 
sultado la  imposibilidad  del  uso  de  cual- 
quiera de  estos  miembros,  sentidos  ó 
Tacultades,  si  produjeren  un  estado  en- 
fermizo crónico  á  la  victima, ó  le  ocasio- 
naren perturbación  de  la  inteligencia  ó 
enfermedad  de  duración  larga  proba- 
ble, ó  le  dejaren  incapaz  para  siempre 
ó  por  un  periodo  de  tiempo  probable- 
mente de  larga  duración,  de  dedicarse 
á  sus  ocupaciones  habituales,  ó  le  pro- 
dujeren deformidad  visible. 

Si  cualquiera  de  estos  efectos  produ- 
cidos por  lesiones  se  causaren  á  la  per- 
sona de  un  ascendiente,  la  pena  impo- 


nible será  la  de  cinco  años  de  trabajos 
forzados  como  máximum  (1). 

Art.  304.  La  pena  señalada  en  el  ar- 
ticulo 303,  se  impondrá  igualmente 
cuando  se  causen  dichas  lesiones  á  una 
mujer  en  cinta  y  produzcan  el  aborto. 

Art.  305.  Si  el  autor  tuviere  propósi- 
to de  causar  cualquiera  de  los  efectos 
enumerados  en  los  artículos  303  y  304, 
será  condenado  á  la  pena  de  cinco  años 
de  trabajos  forzados  como  máximum, 
en  el  caso  de  que  se  realicen. 

Art.  306.  Si  la  lesión  corporal  grave 
produjere  la  muerte  de  la  victima,  se 
impondrá  la  pena  de  diez  años  de  tra- 
bajos forzados  como  máximum.  Si  el 
autor  tuvo  intención  de  producir  las 
consecuencias  enumeradas  en  los  ar- 
tículos 303  y  304,  se  impondrá  la  pena 
de  cinco  á  diez  años  de  trabajos  lorza- 
dos,  en  el  caso  de  que  sobreviniere  la 
muerte. 

Art.  307.  Si  en  el  primer  caso  pre- 
visto en  el  articulo  anterior  la  lesión 
corporal  que  produjo  la  muerte  de  la 
víctima  hubiere  sido  causada  en  un  es- 
tado de  sobrexcitación  violenta,  se 
castigará  con  la  pena  de  uno  á  cinco 
años  de  reclusión. 

Cuando  esta  sobrexcitación  haya 
sido  provocada  por  vías  de  hecho  gra- 
ves cometidas  por  la  victima  contra  el 
autor  de  la  lesión  ó  cualquiera  de  sus 
parientes  (2),  y  la  lesión  se  infiriere  en 
el  acto  y  bajo  la  influencia  de  esta  so- 
brexcitación, la  pena  aplicable  será  la 
de  tres  años  de  reclusión  como  máxi- 
mum. 

Lo  dispuesto  en  este  articulo  no  es 
aplicable  á  las  lesiones  que  hayan  cau- 
sado la  muerte,  inferidas  á  la  persona 
de  un  ascendiente. 


(!)    Véase  el  art.  334, 
(2)    Véase  el  art.  18. 


irT"""*!  ■ 


CRfMENES  Y  DELITOS  Y  SÜ8  PENAS 


299 


Si  á  consecuencia  de  estos  actos  so- 
breviniere la  muerte  ó  lesión  corporal 
grave,  pero  sin  constituir  asesinato,  se 
impondrá  la  pena  de  diez  á  quince  años 
de  trabajos  forzados 

Art.  316.  El  que  contraviniere  las 
medidas  de  precaución  ó  prohibiciones 
acordadas  en  tiempo  de  epidemia  para 
evitar  la  propagación,  será  condenado 
á  la  pena  de  seis  meses  de  prisión  co- 
mo máximum. 

Si  á  consecuencia  de  esta  transgre- 
sión fuere  atacada  cualquier  persona 
de  la  epidemia  reinante,  la  pena  apli- 
cable será  la  de  tres  años  de  prisión  co- 
mo máximum. 

Es  punible  la  tentativa. 

CAPÍTULO  XXII.— DETENCIONES 
ILEGALES  (1) 

Art.  317.  El  que  por  medio  de  ame- 
nazas, violencias  ó  astucia,  sustrajere 
á  un  menor  de  catorce  años,  contra  su 
voluntad,  de  poder  de  sus  padres,  cura- 
dor ó  guardador,  ó  lo  secuestrare,  co- 
mete el  delito  de  sustracción  de  menor 
Y  será  condenado  á  la  pena  de  cinco 
años  de  trabajos  forzados  como  máxi- 
mum. 

Art.  318.  La  sustracción  de  menores 
se  castigará  con  la  pena  de  cinco  á  diez 
años  de  trabajos  forzados,  si  hubiere 
sido  cometida  con  intención  de  hacer 
implorar  al  menor  la  caridad  pública  ó 
servir  para  otro  fin  interesado  ó  in- 
moral. 

Art.  319.  Cuando  se  causaren  lesio- 
nes corporales  graves  al  menor,  ó  un 
atentado  al  pudor  ó  violación,  se  im- 
pondrá la  pena  de  diez  á  quince  años 
(le  trabajos  forzados. 

Art.  320.    El  que  sustrajere  de  poder 


(1)     Véase  el  capítulo  X,  artículos  198  á  198. 


de  sus  padres,  tutor  ó  guardador  á  una 
niña  menor  de  catorce  años,  con  el  con- 
sentimiento de  ésta,  pero  sin  el  de  aqué- 
llos, ó  la  secuestrare,  será,  condenado 
á  la  pena  de  cinco  años  de  prisión. 

Si  concurriere  cualquiera  de  las  cir- 
cunstancias previstas  en  los  artículos 
818  ó  319,  se  impondrá  la  pena  señalada 
en  los  mismos. 

Art.  321.  El  que  por  violencia,  astu- 
cia ó  amenazas  reduzca  á  su  poder  á 
una  mujer,  la  rapte  ó  secuestre  contra 
su  voluntad,  con  ánimo  de  celebrar  ma- 
trimonio ó  abusar  de  ella,  será  casti- 
gado con  la  pena  de  cinco  años  de  tra- 
bajos forzados  como  máximum. 

Art.  322.  En  los  casos  de  los  artícu- 
los 317  y  321,  no  podrán  perseguirse  los 
hechos  en  los  mismos  previstos,  sino  á 
instancia  de  la  parte  ofendida  si  no 
concurren  ninguna  de  las  circunstan- 
cias enumeradas  en  el  art.  239,  ni  le- 
sión corporal  grave;  pero  una  vez  pre- 
sentada la  querella  no  puede  retirarse. 

Art.  323.  El  que  ilegalmente  arreste, 
haga  arrestar,  detenga  ó  prive  de  cual- 
quier otro  modo  de  su  libertad  personal 
á  otro,  así  como  el  que  detenga  á  una 
persona  en  un  caso  en  que  la  ley  lo  au- 
torice y  deje  de  comunicarlo  con  la  po- 
sible brevedad  á  la  autoridad  compe- 
tente, comete  el  delito  de  violación  de 
la  libertad  individual  y  será  castigado 
con  la  pena  de  tres  años  de  prisión  co- 
mo máximum. 

Cuando  la  detención  se  prolongare 
por  más  de  siete  días,  pero  no  excedie- 
re de  quince,  la  pena  imponible  será  la 
de  un  año  de  prisión  como  máximum. 

Si  ha  durado  más  de  quince  días  y 
menos  de  un  mes,  la  de  dos  años  de 
prisión  como  máximum. 

Si  más  de  un  mes  y  menos  de  tres, 
la  de  tres  años  de  reclusión  como  má- 
ximum. 
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sin  estar  autorizado  para  ello,  abriere 
una  carta,  pli^o  cerrado  6  telegrama 
dirigidos  &  otro,  asi  como  el  que  se 
apoderare  de  carta  6  telegrama  diri- 
gidos á  otro  para  enterarse  de  su  cod- 
tenido,  ó  el  que  con  intención  seme- 
jante y  sin  derecho  los  remitiere  ¿  otro, 
comete  un  delito  y  será  castigado  con 
la  pena  de  octio  días  de  prisión  y  mulla 
de  100  ñorineg  como  máximum. 

Si  el  poseedor  de  un  secreto  adquirido 
del  modo  indicado  en  este  articulo  lo 
hiciere  público  ó  se  aprovechare  de  él 
para  perjudicar  al  remitente  ó  destina- 
tario de  las  cartas,  pliegos  6  telegra- 
mas, será  castigado  con  la  pena  de  tres 
meses  de  prisión  y  multa  de  1.000  flori- 
nes como  máximum. 

Estos  delitos  no  podrán  perseguirse 
sino  á  instancia  de  parte. 

CAPITULO  XXIV.— REVELACIÓN 
DE  SECRETOS 

Art.  328.  Todo  funcionario  público, 
abogado,  médico,  cirujano,  farmacéu- 
tico ó  matrona  que,  sin  un  motivo  gra- 
ve, revelare  un  secreto  que  pueda  por 
su  naturaleza  perjudicar  la  reputación 
de  una  persona  ó  ramilla,  del  cual  hu- 
biere tenido  conocimiento  por  razón  de 
sus  funciones,  de  su  estado  ó  profesión, 
comete  un  delito  que  se  castigará  con 
la  pena  de  tres  meses  de  prisión  y  l.oOO 
florines  de  multa  como  máximum,  á 
instancia  de  la  parte  ofendida. 

Esta  disposición  es  aplicable  igual- 
mente &  los  ayudantes,  practicantes  6 
dependientes  de  las  personas  mencio- 
nadas. 

Art.  329.  Lo  dispuesto  en  el  articulo 
anterior  no  tendrá  aplicación  en  el  caso 
en  que  dichas  personas  pusieren  en  co- 
nocimiento de  la  autoridad,  obrando 
conforme  á  su  deber,  un  secreto  á  ella.« 
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conñado  en  razón  de  su  cargo,  ó  cuan- 
do fueren  interrogados  por  la  autoridad 
como  testigos. 


CAPÍTULO  XXV.— ALLANAMIENTO 
DE  MORADA  (1) 

Art.  330.  El  que  con  violencia,  ame- 
nazas ó  llaves  falsas,  se  introdujere 
ilegalmente  en  la  morada  de  otro,  lu- 
gar de  sus  ocupaciones,  sus  dependen- 
cias 6  anejos,  ó  en  un  lugar  cerrado, 
contra  la  voluntad  de  quien  lo  habite  ó 
disponga  de  él,  comete  el  crimen  de 
allanamiento  de  morada  y  será  conde- 
nado á  la  pena  de  dos  años  de  reclu- 
sión  como  máximum,  siempre  que  no 
deba  calificarse  este  hecho  más  grave- 
mente. 

Art.  331.  El  allanamiento  de  morada 
se  castigará  con  la  pena  de  tres  años 
de  reclusión  como  máximum: 

1.°  Si  el  autor  se  hubiere  atribuido 
falsamente  un  carácter  oñcial  ó  fingie- 
re una  orden  de  la  autoridad; 

2.°  Cuando  el  allanamiento  de  mo- 
rada se  verificare  de  noche  ó  en  cua- 
drilla; 

3.®    Si  se  cometiere  con  armas. 

Art.332.  El  quesinmotivo  legal  algu- 
no penetrare  en  el  domicilio  de  una  per- 
sona, lugar  de  sus  ocupaciones,  sus  de- 
pendencias ó  anejos,  empleando  astu- 
cia ó  contrariando  la  voluntad  de  quien 
lo  habite  ó  disponga  de  él,  y  persista 
en  permanecer  en  el  mismo  contra  la 
volundad  de  esta  persona,  será  conde- 
nado á  la  pena  de  tres  meses  de  prisión 
y  100  florines  de  multa  como  máxi- 
mum. 

Este  hecho  no  podrá  perseguirse  sino 
á  instancia  de  parte. 


(1)    Véase  el  capítulo  X,  artículos  199  y  200. 


CAPÍTULO  XXVI.-HURTO 

Art.  333.  El  que  sustraiga  una  cosa 
mueble  perteneciente  á  otro,  á  quien  la 
tuviere  en  posesión  ó  en  su  poder  á  tí- 
tulo legitimo,  sin  su  consentimiento, 
con  intención  de  apropiársela  ilegíti- 
mamente, comete  un  hurto. 

Art.  334.  Si  el  valor  de  la  cosa  hur- 
tada no  excede  de  50  florines,  el  hur- 
to constituye  un  delito;  en  caso  con- 
trario, constituye  un  crimen. 

El  valor  de  la  cosa  hurtada  se  dedu- 
cirá atendiendo  al  que  tuviere  al  tiem- 
po de  la  comisión  del  crimen  ó  delito. 

Art.  335.  Para  resolver  si  un  hurto 
deberá  castigarse  como  crimen  ó  como 
delito,  se  atenderá  al  valor  de  todas  las 
cosas  hurtadas  ó  intentadas  hurtar  por 
el  autor  del  hecho  que  se  persiga,  ó  de 
las  que  hubiere  hurtado  como  cómplice 
de  varios  hechos  de  esta  clase. 

Art.  336.  Constituirá  crimen  el  hur- 
to sin  consideración  al  valor  de  las  co- 
sas hurtadas: 

1.**  Cuando  fueren  objetos  destina- 
dos al  culto  religioso  ó  á  la  beneficen- 
cia, y  el  hecho  se  hubiere  verificado  en 
un  lugar  afecto  á  la  celebración  de  cul- 
to reconocido  por  el  Estado  (1); 

2,^  Cuando  en  un  cementerio  se  hur- 
taren objetos  consagrados  á  perpetuar 
la  memoria  de  los  muertos  ó  colocados 
sobre  un  cadáver; 

3.°  Cuando  el  hurto  se  hubiere  co- 
metido en  un  edificio,  lugar  cerrado  ó 
buque;  si  el  autor  se  hubiere  introduci- 
do con  fractura  ó  escalamiento,  ó  si 
para  cometer  el  hurto  hubiere  violen- 
tado cerradura  ú  otro  mecanismo  de  se- 
guridad; 


(1)    Véase  la  nota  al  art.  190. 
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mueble  perteneciente  á  otro;  á  la  per- 
sona que  la  esté  poseyendo  ó  la  tenga 
en  su  poder  legítimamente,  por  medio 
de  amenazas  ó  violencias  contra  ésta  ó 
un  tercero  presente  (1),  con  intención 
de  apropiársela  sin  derecho,  comete  el 
delito  de  robo. 

Art.  345.  Existe  robo  cuando  el  au- 
tor emplea  la  violencia  ó  amenaza  para 
efectuar  el  hecho  punible  ó  conservar 
la  posesión  de  la  cosa  robada. 

Art.  346.  El  hurto  se  considerará 
robo  cuando  el  autor  produzca  á  cual- 
quier persona  un  estado  de  inconscien- 
cia que  le  imposibilite  para  la  defensa. 

Art.  347.  Se  considerará  amenaza, 
para  los  efectos  de  los  artículos  344 
y  345,  la  de  cometer  inmediatamente 
cualquier  hecho  que  exponga  aun  gra- 
ve peligro  la  vida,  la  persona  ó  los  bie- 
nes del  amenazado,  de  sus  parien- 
tes (2)  ó  de  un  tercero  presente. 

Art.  348,  El  robo  se  castigará  con 
la  pena  de  cinco  á  diez  años  de  traba- 
jos forzados,  y  en  el  caso  del  art.  346, 
con  la  de  cinco  años  de  esta  clase 
como  máximun. 

Art.  349.  El  robo  se  castigará  con  la 
pena  de  diez  á  quince  años  de  trabajos 
forzados: 

1.**  Cuando  el  autor  hubiere  sido  ya 
castigado  por  robo  ó  extorsión  y  no 
hubieren  transcurrido  todavía  diez  años 
desde  la  fecha  del  cumplimianto  de  la 
condena  impuesta  segunda  vez; 

2.®  Si  en  el  robo  hubiere  concurrido 
la  circunstancia  de  tentativa  de  homi- 
cidio ó  de  lesiones  corporales  graves. 

Cuando  se  hubiere  cometido  un  ho- 
micidio voluntario,  se  impondrá  la  pena 
perpetua  de  trabajos  forzados. 

Art.  350.    El  que,  para  procurarse  ó 


(1)  Véase  el  art.  847. 

(2)  ídem  el  art.  78. 


procurar  á  otro  un  beneficio  pecuniario 
ilegítimo,  obligare  á  una  persona  á  ha- 
cer ó  no  hacer  alguna  cosa  ó  tolerarla, 
por  violencia  ó  amenaza,  comete  el  de- 
lito de  extorsión,  que  se  castigará  con 
la  pena  de  tres  años  de  prisión,  si  el 
hecho  no  mereciere  calificación  más 
grave. 

Art.  351.  Comete  el  delito  de  extor- 
sión, y  será  condenado  á  la  pena  esta- 
blecida en  el  articulo  anterior,  el  que 
con  el  fin  indicado  en  el  mismo,  ame- 
naza á  una  persona  con  publicar,  por 
medio  de  la  prensa,  hechos  ó  concep- 
tos calumniosos  ó  injuriosos. 

Art.  352.  Es  punible  la  tentativa  del 
delito  de  extorsión. 

Art.  353.  La  extorsión  se  considera- 
rá crimen,  y  sé  castigará  con  la  pena 
de  cinco  años  de  trabajos  forzados  co- 
mo máximum: 

1.°  Cuando  el  autor  del  mismo  ame- 
nazare con  asesinato,  lesiones  corpo- 
rales graves,  incendio  ó  cualquier  da- 
ño pecuniario  grave; 

2.°  Cuando  para  cometerlo  simulare 
estar  adornado  de  la  cualidad  de  fun- 
cionario público  ó  fingiere  una  orden 
de  la  autoridad. 

Art.  354.  Contra  los  crímenes  de  ro- 
bo y  extorsión,  y  el  delito  de  extorsión 
previsto  en  el  art.  351,  se  decretarán  ac- 
cesoriamente las  penas  de  destitución 
de  empleo  y  de  suspensión  del  ejercicio 
de  los  derechos  políticos. 

CAPÍTULO   XX Vin. —USURPACIÓN  de 
COSA  mueble,  violación  de  secuestro 

É  INFIDELIDAD    EN    LA   GESTIÓN  DE    NE- 
GOCIOS ajenos. 

Art.  355.  Comete  usurpación  el  que 
teniendo  en  su  poder  ó  posesión  una  co- 
sa mueble  perteneciente  á  un  tercero, 
se  la  apropia  ó  la  enajena  sin  derecho. 
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propiaciún,  enajenan- 
lo  de  ella  ó  rehusando 
;rsona  autorizada  pa- 
tuciÓQ,  O  disponiendo 
odo. 

urpación  de  cosa  mue- 
1  delito  cuando  el  va- 
exceda  de  100  florines, 
ido  excediere  de  esta 

urpación  de  cosa  miie- 
lemás  un  crimen  en  el 
■f  con  las  restricciones 
I  tnismo. 

lito  de  usurpación  de 
:astigará  con  la  pena 
itón  como  máximum, 
urpación  con  la  de  cin- 
3Íón  como  máximum. 
;e  impondrán  además 
itución  de  empleo  y  de 
irciciode  los  derechos 

las  disposiciones  de 
y  343. 

teusurpación,  punible 
lispuesto  en  el  articu- 
Q  año  de  prisión  6  cin- 
3mo  máximum,  cuan- 

de  una  cosa  secues- 
ie  un  tribunal  t  auto- 
>re  ella  cualquiera  de 
>s  en  el  art.  355,  estan- 

i  este  caso  accesoria- 
destitución  de  empleo. 
le,  sin  tener  autoridad 
sjere,  quebrantare  ó 
lloB  impuestos  por  un 
la  autoridad  judicial, 
¡ecuestro,  6  abriere  el 
I  que  se  custodien  los 
idos,  será  castigado, 
secuestro,  con  la  pena 
prisión  y  500  florines 


de  multa  como  máximum,  siempre  que 
no  debiere  serlo  con  arreglo  al  articu- 
lo 359. 

Art.  361.  A  quien  se  le  hubiere  con- 
fiado la  gestión,  cuidado  ó  custodia  de 
los  bienes  de  otro,  y  en  este  concepto, 
consciente  y  voluntariamente,  origine 
un  perjuicio  pecuniario  á  su  propieta- 
rio, comete  el  delito  de  infidelidad  en  la 
gestión  de  negocios  ajenos,  y  será  con- 
denado á  la  pena  de  tres  años  de  pri- 
sión como  máximum. 

Este  delito  no  podrá  perseguirse  sino 
á  instancia  de  parte. 

Art.  362.  Cuando  el  delito  de  infídc- 
lidad  en  ¡a  gestión  de  negocios  hubiere 
sido  cometido  por  un  tutor,  curadoi 
depositario,  nombrado  judicialmente, 
sindico  de  una  quiebra,  administrador 
de  una  fundación,  albacea  testamenta- 
rio, individuo  del  Consejo  de  Dirección 
ó  vigilancia  de  una  Sociedad  por  accio- 
nes ó  cooperativa,  ó  en  general  cual- 
quier persona  autorizada  por  los  par- 
ticulares ó  la  autoridad  para  gestionar 
los  intereses  de  otro  dentro  de  sus  atri- 
buciones ó  mandato,  podrá  perseguirse 
de  oficio. 

Art.  363.  La  infidelidad  en  la  ges- 
tión de  negocios  ajenos  constituirá 
crimen,  que  se  castigará  con  la  pena  de 
cinco  años  de  reclusión  como  máxi- 
mum, si  el  autor  lo  cometiere  con  in- 
tención de  procurarse  ó  procurar  á  otro 
un  lucro  ilegitimo. 

Art.  364.  En  los  casos  de  infldetídad 
en  la  gestión  de  negocios  ajenos  se  im- 
pondrá accesoriamente  la  pena  de  des- 
titución de  empleo. 

CAPITULO  XXIX.— APROPIACIÓN 

ILBGlTIMA 

Art.  365.  El  que  se  encontrare  una 
cosa  perteneciente  á  otro,  y  no  la  en- 
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tregare  á  su  dueño  ó  la  pusiere  á  dis- 
posición de  la  autoridad,  en  el  término 
de  ocho  días,  comete  el  delito  de  apro- 
piación ilegitima  de  cosa  hallada,  y  se 
le  condenará  á  la  pena  de  tres  meses 
de  prisión  y  500  florines  de  multa  como 
máximum. 

Art.  366.  El  que  descubriere  un  te- 
soro y  dejare  de  dar  aviso  á  la  autori- 
dad en  el  término  de  ocho  días,  comete 
el  delito  de  apropiación  ilegitima  de 
tesoro,  y  será  castigado  con  1.000  ñori-' 
nes  de  multa  como  máximum. 

Cuando  la  investigación  se  hubiere 
puesto  en  conocimiento  de  la  autori- 
dad anticipadamente,  la  pena  sólo  se 
aplicará  en  el  caso  de  que  dejaren  de 
manifestarse  los  objetos  encontrados 
en  el  término  de  treinta  dias,  y  con- 
sistirá en  el  comiso  de  dichos  objetos. 
Art.  367.    Comete  un  delito,  que  se 
castigará  con  la  pena  de  seis  meses  de 
prisión  como  máximum,  el  que  se  apro- 
piare ilegítimamente  una  cosa  mueble 
perteneciente  á  otro,  y  que  hubiere  ve- 
nido á  su  poder  por  casualidad  ó  error. 
Art.  368.    Comete  un  delito,  y  será 
condenado  á  la  pena  de  seis  meses  de 
prisión  y  1.000  florines  de  multa  como 
máximum,  el  que  sustrajere  ilegítima- 
mente su  propia  cosa  mueble  ó  una 
cosa  mueble  perteneciente  á  otro,  con 
el  consentimiento  ó  por  cuenta  del  due- 
ño, usufructuario,  prestamista,  ó  al  que 
tuviere  sobre  ella  un  derecho  de  uso  ó 
retención. 

Art.  369.  Cuando  el  delito  de  apro- 
piación ilegitima  hubiere  sido  cometi- 
do en  perjuicio  de  un  cónyuge,  ascen- 
diente, descendiente,  hermano  ó  pa- 
riente (1)  que  viva  en  familia  con  el  au- 
tor, dé  un  curador,  tutor  ó  deponente. 


no  podrá  perseguirse  sino  á  instancia 
de  parte. 

CAPÍTULO  XXX.-RECEPTACIÓN  (1) 
Y   ENCUBRIMIENTO   (2). 

Art.  370.  El  que  con  conocimiento  de 
que  una  cosa  ha  llegado  á  manos  de 
su  poseedor  ó  tenedor,  á  consecuencia 
del  crimen  de  hurto,  usurpación,  robo 
ó  extorsión,  la  ocultare,  adquiriere  ó  . 
concurriere  á  su  enajenación,  con  áni- 
mo de  obtener  un  lucro,  comete  el  cri- 
men de  receptación,  y  será  condenado 
á  la  pena  de  cinco  años  de  reclusión 
como  máximum. 

Cuando  la  cosa  procediere  del  delito 
de  hurto,  extorsión,  usurpación  ó  apro- 
piación ilegitima ,  la  receptación  se 
considerará  delito,  y  castigará  con  la 
pena  de  dos  años  de  prisión  como  má- 
ximum. 

Art.  371.  La  receptación  se  conside- 
rará crimen  si  fuere  cometida  por  per- 
sona dos  veces  reincidente  de  robo,  ex- 
torsión, hurto,  usurpación  ó  recepta- 
ción. 

Sin  embargo  de  lo  dispuesto  en  este 
artículo,  no  será  aplicable  cuando  hu- 
bieren transcurrido  diez  años  desde  el 
cumplimiento  de  la  segunda  condena. 
Art.  372.  Cuando  la  ley  castigue  al 
autor  del  crimen  con  pena  superior  á 
diez  años  de  trabajos  forzados,  y  el  re- 
ceptador tuviere  conocimiento  de  la 
circunstancia  que  implique  la  aplica- 
ción de  esta  pena,  será  condenado  á  la 
de  cinco  años  de  trabajos  forzados. 

Esta  misma  pena  se  impondrá  al  re- 
ceptador habitual. 
Art.  373.    En  los  casos  previstos  en 


(1)    Véase  el  art. '78. 

Tono  IX.— IN8T1TUCI0MB8  JURÍDICAS. 


(1)  Artículos  3^0  á  373. 

(2)  ídem  374  á  878« 
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los  artículos  anteriores,  se  impondrán 
accesoriamente  las  penas  de  destitu- 
ción de  empleo  y  suspensión  del  ejer- 
cicio de  los  derechos  políticos. 

Art.  374.  El  que  prestare  ayuda  al 
autor  ó  cómplice  de  un  crimen  ó  delito 
para  sustraerse  á  la  persecución  de  la 
autoridad  ó  al  procedimiento  seguido 
contra  cualquiera  de  ellos,  ó  asegurar 
su  impunidad,  sin  haber  mediado  con- 
cierto anterior  á  la  comisión  del  crimen 
ó  delito,  es  responsable  del  delito  de 
encubrimiento,  y  será,  castigado  con  la 
pena  de  un  año  de  prisión  como  má- 
ximum. 

Art.  375.  Será  castigado  como  encu- 
bridor, con  la  pena  señalada  en  el  ar- 
tículo anterior,  el  que  sin  haberse  con- 
certado con  el  autor  ó  cómplice  antes 
de  la  comisión  del  crimen  ó  delito,  con- 
curre á  asegurar  los  beneficios  resul- 
tantes del  crimen  ó  delito  cometido. 

Art.  376.  El  que  encubriere  á  otro 
con  intención  de  procurarse  él,  ó  á  un 
tercero,  un  lucro  ilegítimo,  será  casti- 
gado con  la  pena  de  dos  años  de  pri- 
sión como  máximum. 

Ari.  377.  El  encubrimiento  llevará 
consigo,  ademásde  la  penaprincipal,  la 
de  destitución  de  empleo,  cuando  se 
hubiere  realizado  en  favor  del  autor  ó 
cómplice  de  un  crimen  ó  delito  que  se 
castigue  con  esta  pena  accesoria. 

Art.  378.  Lo  dispuesto  en  los  artícu- 
los 374  y  375  no  será  aplicable  cuando 
cualquiera  de  los  actos  previstos  en 
ios  mismos  hubiere  sido  cometido  por 
el  autor  en  beneficio  de  cualquiera  de 
sus  parientes  (I). 

CAPÍTULO  XXXI.— ESTAFA 

Art.  379.    El  que  con  intención  de 


(1]    Véue  el  art.  IH. 


procurarse  ó  procurar  á  otro  un  lucro 
ilegítimo  induce  á  error  á  una  persona 
por  medio  de  maquinaciones  fraudu- 
lentas y  le  origina  un  perjuicio  pecu- 
niario, comete  una  estafa. 

Art.  380.  La  estafa  se  considerará 
delito  cuando  el  perjuicio  originado  no 
exceda  de  50  florines;  en  caso  contrario 
se  castigará  como  crimen. 

Art.  381.    La  estafa  constituye  cri- 
men, independientemente  del  importe 
•del  perjuicio  causado: 

1.°  Cuando  el  autor,  para  cometer- 
la, simule  estar  adornado  del  carácter 
de  funcionario  público  ó  finja  una  or- 
den de  la  autoridad; 

2.°  Cuando  haya  sido  cometida  por 
un  funcionario  público  (1),  abogado, 
procurador»  agente  de  negocios  ó  em- 
pleado particular,  en  el  ejercicio  de  sus 
funciones  ó  en  el  cumplimiento  del 
mandato; 

3.**  Si  el  autor  fuere  dos  veces  rein- 
cidente de  estafa,  y  no  hubieren  trans- 
currido aún  diez  años  desde  el  cumpli- 
miento de  la  última  condena  impuesta. 
Art.  382.  La  estafa  es  constitutiva  de 
crimen  sin  atención  al  valor  del  daño  ó 
perjuicio  causado,  cuando  se  cometie- 
re destruyendo  ó  menoscabando  una 
cosa  propia  asegurada. 

Art.  383.  El  delito  de  estafa  se  cas- 
tigará con  la  pena  de  un  año  de  prisión 
y  500  florines  de  multa  como  máximum. 
El  crimen,  con  la  de  cinco  años  de 
reclusión  y  2.000  florines  de  multa  co- 
mo máximum. 

Cuando  el  importe  del  daño  causado 

exceda  de  2.000  florines,  la  estafa  se 

castigará  con  la  pena  de  cinco  años  de 

trabajos  forzados  como  máximum. 

Esta  misn\a  pena  es  aplicable  en  los 


)       (1}    VéMeeUrt.  4«1 
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casos  previstos  en  el  párrafo  3.°  del  ar- 
tículo 381  y  art.  382. 

Art.  384.  Se  considerará  estafa  v 
castigará  con  la  pena  de  un  año  de  pri- 
sión como  máximum,  el  hecho  de  in- 
ducir ó  mantener  en  error  á  una  perso- 
na valiéndose  de  maquinaciones  frau- 
dulentas, para  hacerse  otorgar  ó  man- 
tener un  crédito,  aunque  sin  intención 
de  apropiarse  cantidad  alguna. 

Art.  385.  Comete  una  estafa,  que  se 
castigará  con  las  penas  y  con  arreglo 
Á  las  disposiciones  establecidas  en  es- 
te capitulo,  el  que  con  intención  de  ob- 
tener un  lucro  para  sí  ó  para  un  terce- 
ro abusare  de  la  inexperiencia,  libera- 
lidad ó  necesidades  de  un  menor  ó  per- 
sona sujeta  á  curaduría,  para  obligarle 
Á  suscribir  un  documento  por  el  que 
contraiga  en  su  perjuicio  una  obliga- 
ción pecuniaria,  disponga  de  un  dere- 
cho ó  libere  á  otro  de  una  obligación 
pecuniaria  total  ó  parcialmente. 

Art.  386.  El  que  con  intención  de 
perjudicar  á  sus  acreedores,  y  en  una 
ejecución  decretada  por  la  autoridad 
oculte,  enajene  ó  destruya  bienes  ó  va- 
lores de  su  propiedad,  simule  deudas  ú 
obligaciones  pendientes,  será  castiga- 
do con  arreglo  á  lo  establecido  en  el 
artículo  383  y  en  vista  del  importe  del 
daño  causado. 

Art.  387.  Todo  deudor  insolvente  que 
con  intención  de  defraudar  á  sus  acree- 
dores cometiere  cualquiera  de  los  he- 
chos enumerados  en  el  art.  414,  sin 
que  se  hubiere  hecho  la  declaración 
de  concurso,  bien  porque  sólo  existiere 
un  solo  acreedor  ó  porque  el  activo 
fuere  manifiestamente  insuñcientepara 
cubrir  las  costas,  será  condenado  con 
arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art.  383  y 
según  la  importancia  del  daño  cau- 
sado. 

Art.  388.    En  los  casos  de  estafa  se 


impondrán  accesoriamente  las  penas 
de  destitución  de  empleo  y  suspensión 
del  ejercicio  de  los  derechos  políticos. 

Art.  389.  Cuando  la  estafa  se  hubie- 
re cometido  en  perjuicio  de  cualquiera 
de  las  personas  mencionadas  en  el  ar- 
tículo 342,  no  podrá  perseguirse  sino  á 
instancia  de  parte. 

Art.  390.  Excepto  en  los  casos  pre- 
vistos en  los  artículos  381  y  382,  la  esta- 
fa se  perseguirá  á  instancia  de  parte,  y 
en  el  caso  del  art.  384,  á  instancia  del 
acreedor. 

CAPÍTULO   XXXII.— FALSIFICACIÓN 
DE  DOCUMENTOS  (1). 

'  Art.  391.  El  que  falsifique  un  docu- 
mento público  ó  altere  el  contenido  de 
un  documento  público  legítimo,  come- 
te, sea  este  documento  húngaro  ó  ex- 
tranjero, el  crimen  de  falsificación  de 
documentos  públicos,  si  resultare  ó  pu- 
diere resultar  una  lesión  de  derecho  á 
un  tercero,  y  será  castigado  con  la  pe- 
na de  cinco  años  de  reclusión  como  má- 
ximum. 

Art.  392.  El  que  cometiere  cualquie- 
ra de  los  actos  previstos  en  el  artículo 
anterior,  con  intención  de  obtener  para 
sí  ó  para  un  tercero  un  lucro  ilegítimo 
ó  perjudicar  la  fortuna  ó  bienes  de  otro, 
será  condenado  á  la  pena  de  cinco  años 
de  trabajos  forzados  como  máximum. 

Art.  393.  El  funcionario  público  (2)  ó 
notario  de  comercio  (3)  que,  en  el  ejer- 
cicio de  sus  funciones,  simule  un  docu- 


(]}  Tratan  de  la  falsificación  de  documentos 
públicos  les  artículos  S91  á  400,  y  de  la  de  docu- 
mentos privados  el  401  á  406;  el  art  40*7  trata  de 
la  destrucción  de  lioderos. 

(2)    Véase  el  art.  461. 

(8)  Notarios  especiales  para  levantar  protea* 
j  ios  en  materia  de  cambio. 
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mentó  público  falso  ó  falsifique  uno  le- 
gitimo, será  condenado  á  la  pena  de 
cinco  á  diez  años  de  trabajos  forzados 
si  lesionare  ó  pudiere  lesionar  el  dere- 
cho de  un  tercero. 

Art.  394.  Constituirá  falsificación  de 
documentos  públicos,  y  se  castigará  con 
arreglo  á  lo  establecido  en  el  artículo 
anterior,  el  hecho,  cometido  por  cual- 
quiera de  las  personas  mencionadas  en 
el  mismo,  de  consignar  una  anotación 
falsa  en.  los  registros  ó  libros  que  deban 
llevar  en  virtud  de  su  oficio,  ó  en  cual- 
quier acta,  así  como  el  de  expedir  cer- 
tificación de  un  asiento  falso,  ó  falsifi- 
car un  asiento  de  un  registro  oficial  ó 
libro  de  carácter  público. 

Art.  395.  Comete  una  falsificación  de 
documento  público,  que  se  castigará 
con  la  pena  de  tres  años  de  reclusión 
como  máximum,  todo  funcionario  pú- 
blico que  expida  en  forma  legal  una 
copia  falsa  de  un  documento  ó  certifi- 
que como  verdadera  una  copia  de  un 
documento  cuyo  original  no  existe. 

Art.  396.  Lo  dispuesto  en  el  artículo 
anterior  es  aplicable  á  las  traducciones 
falsas  hechas  en  forma  auténtica. 

Art.  397.  Se  considerarán  documen- 
tos públicos  los  registros  del  estado 
civil  y  certificaciones  y  copias  del  mis- 
mo expedidas  en  forma  auténtica. 

Las  personas  á  cuyo  cargo  se  encuen- 
tre este  registro,  así  como  los  autoriza- 
dos para  expedir  copias  ó  certificacio- 
nes del  mismo,  se  considerarán  por  lo 
que  respecta  á  estos  actos  como  funcio- 
narios públicos  (1). 

Esta  disposición  es  aplicable  á  los  in- 
dividuos, escribanos  y  personal  de  los 
archivos  de  los  Tribunales  eclesiásticos 
competentes  para  conocer  de  las  cau- 
sas matrimoniales^  y  á  las  personas 


rrrr 


(1)    Véase  el  art.  461. 


encargadas  de  la  custodia  y  adminis- 
tración de  los  archivos  de  los  conven- 
tos y  capitulares  que  tengan  carácter 
público,  y  de  aquellas  autorizadas  para 
la  expedición  de  copias  y  certificacio- 
nes auténticas  de  los  documentos  exis- 
tentes en  los  mismos. 

Art.  398.  Todo  funcionario  público (1), 
notario  de  comercio  ó  traductor  jurado, 
que  destruyere  ó  inutilizare  total  ó  par- 
cialmente, ó  sustrajere  ó  entregare  á  la 
parte  contraria  libros,  registros  ó  do- 
cumentos originales  confiados  á  su  cus- 
todia en  virtud  de  sus  funciones,  con 
objeto  dé  imposibilitar  á  una  persona 
la  producción  de  una  prueba  esencial 
de  su  derecho  ó  dificultarla,  será  consi- 
derado como  falsificador  de  documen- 
tos públicos  y  castigado  con  la  pena  de 
cinco  á  diez  años  de  trabajos  públicos. 

El  funcionario  público,  notario  de  co- 
mercio ó  traductor  jurado  que  cometie- 
re cualquiera  de  estos  acto's,  con  rela- 
ción á  una  copia  auténtica  confiada  á 
su  custodia,  será  castigado  con  la  pena 
de  tres  años  de  reclusión  como  máxi- 
mum. 

Art.  399.  En  los  casos  de  falsifica- 
ción de  documentos  públicos,  se  impon- 
drán además  accesoriamente  las  penas 
de  destitución  de  empleo  y  suspensión 
del  ejercicio  de  los  derechos  políticos. 

Respecto  á  las  personas  menciona- 
das en  el  art.  397,  la  destitución  de  em- 
pleo se  sustituirá  por  una  declaración 
hecha  en  la  respectiva  sentencia  conde- 
natoria, de  que  dichas  personas  carece- 
rán en  lo  sucesivo  de  competencia  para 
dictar  sentencia,  conocer  de  las  causas 
matrimoniales,  custodiar  documentos 
públicos  ó  expedir  copias  de  los  mis- 
mos. 

Art.  400.     El   que  voluntariamente 


(1)    Véase  el  art.  461, 


CRÍMENES  Y   DELITOS  Y  SUS  PENAS 


309 


concurriere  á  que  estos  hechos,  cir- 
cunstancias ó  declaraciones  inexactas 
referentes  á  los  intereses  6  derechos  de 
un  tercero,  se  inserten  en  un  registro 
público  ó  en  cualquier  documento  de 
esta  clase,  será  condenado  á  la  pena 
de  un  año  de  prisión  como  máximum. 

Sin  embargo,  en  el  caso  de  que  esto 
tenga  lugar  con  intención  de  obtener 
para  si  ó  para  otro  un  lucro  ilegítimo, 
se  impondrá  la  pena  de  cinco  años  de 
reclusión  como  máximum. 

Art.  401.  El  que  confeccione  ó  haga 
confeccionar  un  documento  privado 
falso,  falsifique  ó  haga  falsificar  total 
ó  parcialmente  un  documento  privado 
y  lo  utilice  para  probar  la  existencia, 
extinción  ó  modificación  de  un  derecho 
ó  una  obligación,  comete  una  falsifica- 
ción de  documento  privado. 

Art.  402.  La  falsificación  de  docu- 
mentos privados  constituye  un  delito,  y 
se  castigará  con  la  pena  de  un  año  de 
prisión  y  500  florines  de  multa  como 
máximum,  si  fueren  referentes  á  la 
prueba  de  existencia,  extinción  ó  modi- 
ficación de  derechos  ú  obligaciones, 
cuya  cuantía  no  excediere  de50  florines. 

Si  excediere  de  esta  suma,  la  falsifi- 
cación se  considerará  crimen  y  casti- 
gará con  la  pena  de  tres  años  de  reclu- 
sión y  2.000  florines  de  multa  como  má- 
ximum. 

Art.  403.  Se  castigará  con  la  pena 
de  cinco  años  de  trabajos  forzados  co- 
mo máximum,  la  falsificación  de  docu- 
mentos privados: 

1.**  Cuando  se  tratare  de  letras  de 
cambio  falsas  ó  falsificadas; 

2.°  Si  se  hubiere  cometido  en  libros 
de  comercio  ó  de  negocios,  á  los  que  la 
ley  conceda  fuerza  de  prueba  absoluta 
ó  condicionada; 

3.°  Si  hubiere  recaído  en  poderes 
mercantiles,  libretas  de  Cajas  de  Aho- 


rros, resguardos  de  almacenes  genera- 
les de  depósito,  cartas  de  porte,  boleti- 
nes de  expedición  ú  otros  documentos 
de  crédito  en  circulación  que  no  se  ha- 
llen asimilados  al  papel  moneda; 

4.°  Si  la  cuantía  de  los  derechos  ú 
obligaciones  áque  se  refiera  la  falsifi- 
cación excediere  de  ^.000  florines. 

Art.  404.  Comete  una  falsificación  de 
documento,  y  será  castigado  en  vista  de 
las  distinciones  establecidas  en  el  pre- 
sente capítulo,  el  que  sin  consentimien- 
to del  firmante  ó  conscientemente  con- 
trariando lo  convenido,  intercale  en  un 
documento  firmado  cualquier  frase  ó 
concepto  que  pueda  servir  para  probar 
en  contra  del  firmante  la  existencia, 
extinción  ó  modificación  de  cualquier 
derecho  ú  obligación. 

Art.  405.  Lo  dispuesto  en  el  artículo 
anterior  es  igualmente  aplicable  al  que 
conscientemente  hiciere  uso  de  un  do- 
cumento público  ó  privado  falso  ó  fal- 
sificado por  un  tercero. 

Art.  406.  Comete  el  delito  de  falsifi- 
cación de  documento,  y  será  condenado 
á  la  pena  de  dos  años  de  prisión  y  500 
florines  de  multa  como  máximum,  el 
que  con  intención  de  perjudicará  un 
tercero  deteriore  ó  destruya  sin  dere- 
cho un  documento  que  no  le  pertenezca 
absoluta  ó  exclusivamente. 

Art.  407.  Comete  el  delito  de  des- 
trucción de  linderos  (1),  y  será  castiga- 
do con  la  pena  de  tres  años  de  prisión 
como  máximum,  el  que  con  intención 
de  causar  perjuicio  á  otro  destruye, 
sustrae  ó  muda  de  lugar  un  mojón  ó 
cualquier  otro  objeto  ó  signo  que  sirva 
para  señalar  un  límete.. 


(1)     Falsificación  de  limites  eg  la  traducción 
literal. 
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CAPÍTULO  XXXIIL— EXPEDICIÓN  y  uso 

DE  CERTIFICADOS  FALSOS  (1) 

Art.  408.  El  facultativo  que  expidiere 
un  certificado  falso  acerca  del  estado 
de  salud  de  una  persona,  que  deba  pro- 
ducir efectos  ante  una  autoridad  ó  com- 
pañía de  seguros^  comete  un  delito>  y 
será  condenado  á  la  pena  de  un  año  de 
prisión  como  máximum. 

Art.  409.  Comete  el  delito  de  expe- 
dición de  certificado  falso,  y  será  cas- 
tigado con  la  pena  señalada  en  el 
articulo  anterior,  el  que  simulando  po- 
seer el  titulo  necesario,  ó  con  el  nom- 
bre de  otro  facultativo,  ó  con  uno  su- 
puesto, expida  un  certificado  falso  acer- 
ca de  la  salud  de  determinada  persona 
ó  falsifique  uno  verdadero,  siempre  que 
haya  de  producir  efectos  ante  una  au- 
toridad ó  compañía  de  seguros. 

Art.  410.  El  que  conscientemente  hi- 
ciere uso  de  un  certificado  médico  falso 
para  inducir  á  error  á  una  autoridad  ó 
á  una  compañía  de  seguros  acerca  del 
estado  de  salud  de  una  persona,  será 
condenado  á  la  pena  de  un  año  de  pri- 
sión y  destitución  de  empleo  como  má- 
ximum. 

Art.  411.  El  Alcalde  que  consciente- 
mente expidiere  un  certificado  falso, 
relativo  á  la  moralidad  ó  pobreza  de 
una  persona,  comete  un  delito,  y  será 
condenado  á  la  pena  de  seis  meséis  de 
prisión  y  200  florines  de  multa  como 
máximum,  y  además  á  la  de  destitu- 
ción de  empleo. 


(1)  Los  artículos  408  &  410  tratan  de  los  cer- 
tificados expedidos  por  módicos,  y  el  411  de  los 
expedidos  por  los  Alcaldes, 


CAPÍTULO  XXXIV.— FALSIFICACIÓN 
DE  SELLOS  Y  MARCAS 

Art.  412.  El  que  imitare  ó  falsificare 
sellos  émpidos  por  el  Estado,  sellos  de 
comunicaciones  ü  otras  marcáis  ó  tim- 
bres  destinados  á  asegurar  la  recauda- 
ción de  los  impuestos,  los  contrastes 
del  Estado  ó  de  cualquier  autoridad  he- 
chos en  medidas  ó  metales  finos;  el  que 
conscientemente  ponga  en  circulación 
estos  sellos  ó  marcas,  ó  timbres,  ó  vuel- 
va á  usarlos  después  de  inutilizados, 
comete  el  delito  de  falsificación  de  se- 
llos, siempre  que  en  atención  al  per- 
juicio causado  ó  intentado  causar  no 
merezca  más  grave  calificación,  y  será 
castigado  con  la  pena  de  un  año  de  pri- 
sión y  multa  de  1.000  florines  como  má- 
ximum, y  con  la  destitución  del  empleo 
ó  cargo  que  desempeñe. 

Art.  413.  El  que  sin  tener  derecho 
para  ello  coloque  sobre  una  mercade- 
ría ó  su  envoltura  la  razón  ó  marca  in- 
dustrial de  otro  fabricante,  industrial, 
productor  ó  negociante  húngaro,  con 
intención  de  producir  error  en  el  públi- 
coien  cuanto  á  la  procedencia,  natura- 
leza ó  calidad  de  la  mercadería,  come- 
te el  delito  de  falsificación  de  marca  de 
fábrica,  y  será  condenado  á  la  pena  de 
tres  meses  de  prisión  y  1.000  florines  de 
multa  como  máximum. 

La  misma  pena  es  aplicable  al  que 
cometiere  el  delito  previsto  en  el  pre- 
sente artículo  por  el  uso  ilegitimo  de  la 
razón  ó  marca  industrial  de  un  fabri- 
cante, industrial,  productor  ó  negocian- 
te extranjero,  si  existiere  la  reciproci- 
dad por  Tratado  (1)  ó  convención  con  el 

(1)  Austria  ha  concurrido  á  la  celebración  de 
todos  los  Tratados  en  que  han  intervenido  varias 
naciopes  coq  España,  excepto  al  de  propiedad  (»• 
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Estado  á  que   pertenezca   el  perjudi- 
cado. 

En  uno  y  otro  caso  el  hecho  ño  podrá 
perseguirse  sino  á  instancia  de  parte. 

CAPÍTULO  XXXV.— QUIEBRA  fraudu- 
lenta Y  CULPABLE 

Art.  414.,  Comete  el  crimen  de  quie- 
bra fraudulenta  todo  deudor  insolvente 
que  con  ánimo  de  perjudicar  á  sus 
acreedores: 

1.**  Oculte,  distraiga,  enajene  en  me- 
nos de  su  valor  ó  haga  donación  de  su- 
mas correspondientes  á  su*  aótivo,  re- 
nuncie una  deuda  contraída  á  su  favor. 


dustrial  de  20  de  Marzo  de  188.^,  pero  en  los  ar- 
tículos 6.*  y  Tf.**  del  Tratado  de  comercio  y  nave- 
gación entre  España  y  Austria-Hungría,  celebra-, 
do  en  3  de  Junio  de  1880,  se  contienen  las  con- 
venciones simientes  referentes  á  la  materia: 

«Art.  6.**  En  lo  relativo  á  la  propiedad  de 
marcas  de  fábrica  y  de  comercio,  y  de  otras  eti- 
quetas de  mercancías  6  de  sus  embalajes,  así 
como  á  la  propiedad  de  los  dibujos  6  modelos  in- 
dustriales, los  subditos  de  cada  una  de  las  partes 
contratantes  gozarán  en  los  territorios  de  la  otra 
de  los  mismos  derechos  que  los  nacionales.  Debe- 
rán conformarse,  sin  embargo,  con  las  condicio- 
nes y  formaUdades  prescritas  por  las  leyes  y  re- 
glamentos vigentes  sobre  la  materia  en  el  país 
respectivo. 

iQueda  entendido  que  los  subdito»  de  las  dos 
partes  contratantes  no  podrán  reclamar  en  el  te- 
rritorio de  la  otra  la  protección  de  sus  marcas  de 
fábrica  y  de  comercio  sino  cuando  y  por  el  tiem- 
po que  disfruten  de  esa  protección  en  su  propio 
país. 

»Art.  T."  Los  fabricantes  y  comerciantes  es- 
pañoles, así  como  sus  comisionistas  viajeros,  de- 
bidamente matriculados  en  España  en  cualquie- 
ra de  estas  cualidades,  podrán,  viajando  en  la 
monarquía  austro-húngara,  efectuar  en  ella  com- 
pras para  las  necesidades  de  su  industria,  y  re- 
coger pedidos  con  muestras  6  sin  ellas,  pero  sin 
venta  ambulante  de  mercancías,  y  no  deberáp, 


oculte  su  existencia  ó  adquiera  deudas 
innecesarias; 

2.®  Reconozca  como  verdadera  una 
deuda  ú  obligación  ñcticia  total  ó  par- 
cialmente; 

3."  Satisfaga  sus  créditos  á  uno  ó  va- 
rios acreedores,  les  otorgue  ventaja^  ó 
haga  donación  de  parte  de  sü  activo; 

4.**  No  llevé  Jos  libros  necesarios  se- 
gún la  legislación  mercantil,  ó  los  des- 
truya,  oculte,  asiente  falsas  partidas  ó 
las  modifique  de  tal  suerte  que  imposi- 
bilite, por  este  medio,  conocer  el  esta- 
do de  su  activo  y  pasivo  ó  el  de  sus  ope- 
raciones (1). 


bajo  este  concepto,  satisfacer  derecho  alguno  en 
los  territorios  de  la  monarquía  auátro-húngara. 

1  Habrá  reciprocidad  en  España  para  los  fabri- 
cantes y  comerciantes  austro-húngaros  y  sus  co- 
misionistas viajeros.» 

Además  el  Protocoto  final  concluido  en  ,3  de  Ju- 
nio de  1880,  dice  en  su  art.  6.":  «Los  subditos 
austro-húngaros  no  podrán  reclamar  en  España 
la  propiedad  exclusiva  de  una  marca  de  fábrica  ó 
de  comercio,  de  una  etiqueta  ó  de  uh  dibujo  ó 
modelo,  si  no  han  depositado  dos  ejemplares  de 
la  misma  en  la  Dirección  general  de  Instrucción 
pública,  Agricultura  é  Industria  del  Ministerio 
de  Fomento  en  Madrid. 

»Los  subditos  españoles  no  podrán  reclamar  en 
.Austria-Hungría  la  propiedad  exclusiva  de  una 
marca  de  fábrica  ó  de  comercio,  de  una  etiqueta 
ó  de  un  dibujo  ó  modelo,  si  no  han  depositado  dos 
ejemplares  en  la  Cámara  de  Comercio  de  Viena  y 
otros  dos  en  la  de  Buda-Pesth.» 

Sobre  marcas  de  fábrica  se  ha  dictado  en  1890 
una  nueva  ley  vigente  desde  el  15  de  Febrero  en 
Hungría  y  desde  el  6  de  Abril  en  Austria-,  véase 
La.  pROPRTBTé  Industbibllb  (órgano  ofícial  del 
Bureau  international  de  l^union  p^ur  la  protec- 
tion  de  la  proprieté  industrielle),  números  de  1.*  de 
Mayo  de  1890  y  1."  de  Diciembre  de  1891,  y  la 
colección  del  Ulustrirlea  Osterreichisch-UngariS' 
ches  Patení-Ulatt,  que  se  publica  en  Vieaa  des- 
de 1878. 

(1)    Véase  el  art.  887. 
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Art.  415.  El  crimen  de  quiebra  frau- 
dulenta se  castigará  con  la  pena  de 
cinco  años  de  trabajos  forzados  como 
máximum;  y  en  el  caso  de  que  los  per- 
juicios originados  no  excedan  de  2.000 
florines,  con  la  de  tres  anos  de  reclu- 
sión. 

Además  se  impondrán  accesoriamen- 
te las  penas  de  destitución  de  empleo  y 
de  suspensión  del  ejercicio  de  los  dere- 
chos políticos. 

Art.  416.  Comete  el  delito  de  quiebra 
culpable,  y  será  castigado  con  la  pena 
de  dos  años  de  prisión  y  destitución  de 
empleo  como  máximum,  todo  deudor 
insolvente  que: 

1.**  Se  viere  reducido  á  la  insolven- 
cia por  prodigalidad,  falta  de  celo  en  la 
administracción  de  sus  negocios,  juego 
de  Bolsa  ó  especulaciones  aventuradas 
que  salgan  fuera  del  circulo  ordinario 
de  sus  operaciones; 

2.°  Hubiere  cometido,  sin  intención 
de  defraudar  á  sus  acreedores,  cual- 
quiera de  los  actos  mencionados  en  el 
párrafo  4.*^  del  art.  414; 

3.^  Teniendo  obligación  de  llevar  li- 
bros de  comercio,  haya  dejado  de  ha- 
cer el  balance  anual  de  su  activo  y  pa- 
sivo; 

^4.*^  Una  vez  conocido,  ó  debiendo 
presumir  su  estado  de  insolvencia,  con- 
trajere nuevas  deudas,  ó  haya  rehusa- 
do presentarse  en  estado  de  quiebra  y 
permitido  á  uno  ó  varios  de  sus  acree- 
dores adquirir  sobre  sus  bienes  dere- 
chos de  prenda  ó  retención. 

Art.  417.  En  el  caso  de  quiebra  de 
una  sociedad  mercantil,  ó  asociación, 
la  pena  impuesta  al  crimen  previsto 
en  el  artículo  anterior  será  aplicable  á 
las  personas  encargadas  de  la  direc- 
ción de  los  negocios  propios  de  la  so- 
ciedad, que  fueren  responsables  del  he- 
cho punible. 


CAPÍTULO  XXX VI. -DANOS 

Art.  418.  El  que  voluntariamente,  y 
sin  derecho  para  ello,  causare  daño  ú 
destruyere  una  cosa  mueble  pertene- 
ciente á  otro,  comete  un  delito,  y  será 
condenado  á la  pena  de  tres  años  de 
prisión  como  máximum,  y  multa  de 
50  á  1.000  florines. 

Es  punible  la  tentativa. 

Este  delito  no  podrá  perseguirse  sino 
á  instancia  de  parte. 

Art.  419:  El  daño  se  reputará  cri- 
men, que  se  castigará  con  la  pena  de 
uno  á  tres  años  de  reclusión  y  200  á 
2.000  florines  de  multa,  si  hubiere  sido 
cometido  en  cosas  pertenecientes  á 
testigos,  peritos  ó  funcionarios  públi- 
cos, en  venganza  de  declaraciones,  in- 
formes ó  actos  realizados  en  el  ejerci- 
cio de  sus  funciones. 

Art.  420.  Será  castigado  con  arreglo 
á  lo  dispuesto  en  el  art.  418  el  que,  sin 
derecho  para  ello,  deteriore  ó  destruya 
un  edificio  ú  objeto  destinado  al  culto, 
un  mausoleo  ó  monumento  funerario  ó 
conmemorativo,  libro  ó  manuscrito 
existente  en  una  biblioteca  pública  ú 
objeto  custodiado  en  un  museo  oficial 
perteneciente  á  ciencias,  artes  ó  indus- 
trias, ó  cualquier  documento,  escrito 
ú  objeto  conservado  en  los  archivos 
públicos  ó  dependencias  administra- 
tivas. 

Art.  421.  El  que  se  apodere,  sin  de- 
recho para  ello,  de  un  inmueble  perte- 
neciente á  otro,  ó  lo  deteriore  intencio- 
nalmente,  ó  utilice  productos  del  mis- 
mo antes  de  la  recolección,  comete  un 
delito,  que  se  castigará  con  la  pena  de 
tres  meses  de  prisión  y  200  florines  de 
multa  como  máximum,  siempre  que  el 
daño  causado  exceda  de  cinco   flori- 
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nes  (1)  y  no  deba  ser  calificado  como 
constitutivo  de  hecho  más  grave. 

Estos  hechos  no  podrán  perseguirse 
sinoá  instancia  de  parte. 

CAPÍTULO   XXX VIL— INCENDIO 

Art.  422.  Comete  el  crimen  de  incen- 
dio, y  «era  castigado  con  la  pena  de 
cinco  á  diez  años  de  trabajos  for- 
zados: 

1.**  El  que  intencionadamente  pren- 
diere  fuego  á  una  casa,  choza,  molino, 
ó  cualquier  edificio  ó  lugar  destinado  á 
vivienda  ó  reunión  de  personas,  estan- 
do ausentes  sus  moradores; 

2."  El  que  voluntariamente  incen- 
diare un  almacén,  taller  de  construc- 
ción ó  explotación,  un  conjunto  de  pro- 
ductos ó  mercancías  depositadas  al 
aire  libre,  productos  no  recolectados,  ó 
en  haces  ó  montones,  un  bosque,  mate- 
riales de  construcción,  combustibles, 
puente,  nave  ó  mina. 

Lo  dispuesto  en  este  artículo  no  es 
aplicable  al  caso  en  que  el  objeto  in- 
cendiado sea  de  propiedad  del  incen- 
diario, y  por  la  naturaleza  y  situación 
del  mismo  no  haya  peligro  para  otros 
objetos  ó  personas. 

Art.  423.  Será  condenado  á  ía  pena 
de  diez  á  quince  años  de  trabajos  for- 
zados el  incendiario: 

1.°  Que  intencionalmente  prendie- 
re  fuego  á  uno  de  los  edificios  mencio- 
nados en  el  párrafo  1."  del  artículo  an- 
terior, hallándose  cualquier  persona  en 
su  interior; 

2.**  Que  incendiare  una  iglesia,  bi- 
blioteca, archivo  ó  museo  público,  lu- 
gar en  que  se  fabrique  ó  conserve  pól- 
vora ú  otras  materias  inflamables  ó  ex- 


(1)    Véase  el  párrafo  2."  del  art.  127  del  Códi- 
go  penal  de  las  faltas. 


plosiblesi  no   hallándose  persona  al- 
guna en  su  interior. 

Art.  424.  El  incendio  se  castigará 
con  la  pena  perpetua  de  trabajos  for- 
zados: 

L®  Cuando  á  consecuencia  del  mis- 
mo pereciere  cualquier  persona  cuya 
permanencia  en  el  lugar  incendiado 
pudiere  presumir  el  incendiario,  siem- 
pre que  este  hecho  no  constituya  un 
asesinato; 

2.®  Si  el  autor  cometiere  simultánea- 
mente varios  incendios  en  un  corto 
espacio  de  tiempo,  ó  también  si  hu- 
biere mediado  conspiración  (1)  para  co- 
meterlo; 

3.^  Si  hubiere  sido  cometido  por  una 
banda  de  malhechores  con  ánimo  de 
entregarse  al  pillaje  ó  devastación. 

Art.  425.  El  que  por  imprudencia 
originare  un  incendio  en  cualquiera  de 
los  lugares  y  objetos  enumerados  en 
los  artículos  422  y  423,  comete  un  deli- 
to, y  será  condenado  á  la  pena  de  un 
año  de  prisión  y  1.000  florines  de  multa 
como  máximum. 

Si  la  imprudencia  originare  la  muerte 
de  una  persona,  se  impondrá  la  pena 
de  cinco  años  'de  prisión  como  má- 
ximum. 

Art.  426.  En  los  casos  de  incendio 
se  impondrá  accesoriamente  la  pena 
de  destitución  de  empleo  y  la  de  sus- 
pensión del  ejercicio  de  los  derechos 
políticos.  ' 

Art.  427.  No  se  castigará  el  incendio 
cuando  el  autor  del  mismo  impida  su 
propagación  ó  tome  las  medidas  opor- 
tunas que  den  por  resultado  su  extin- 
ción antes  de  que  se  descubra  ó  pro- 
duzca grave  daño. 

Art.  428.    La  conspiración  (2)  para 


'       (1)  y  (2)    Véase  el  art.  132. 
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cometer  el  crimen  de  incendio  se  casti- 
gará con  la  pena  de  dos  años  de  reclu- 
sión como  máximum,  cuando  fuere  se- 
guida de  cualquier  acto  preparatorio. 

CAPÍTULO  XXX VI 11. —INUNDACIÓN 

Art.  429.  Comete  el  crimen  de  inun- 
dación el  que,  voluntariíimente  y  sin 
dereclio  para  ello,  rompa,  destruya  ó 
abra  un  dique,  calzada  ó  esclusa,  haga 
penetrar  el  agua  en  propiedad  ajena  y 
cause  un  daño  en  la  misma  á.  conse- 
cuencia de  la  inundación, 

Art.  430.  El  crimen  de  inundación  se 
castigará  con  la  pena  de  cinco  anos  de 
trabajos  forzados  como  máximum. 

Sin  embargo,  cuando  el  daño  origina- 
do no  exceda  de  200  florines  ó  el  autor 
liubier«  obrado  en  defensa  de  su  pro- 
piedad, la  pena  aplicable  será  la  de  tres 
años  de  reclusión  como  máximum,  ex- 
cepto en  los  casos  previstos  en  el  ar- 
ticulo siguiente. 

Art.  431.  Si  hubiere  peligrado  la  vi- 
da de  una  ó  varias  personas  á  conse- 
cuencia de  la  inundación,  y  este  peligro 
pudiere  haber  sido  previsto  por  el  au- 
tor, será  condenado  á  la  pena  de  cinco 
á  diez  años  de  trabajos  forzados. 

En  el  caso  de  este  articulo,  se  impon- 
drá la  pena  perpetua  de  trabajos  forza- 
'dos  cuando,  efectivamente,  una  ó  va- 
rias personas  perecieren  victimas  déla 
inundación,  si  esta  consecuencia  hu- 
biere podido  ser  prevista  por  el  autor  y 
siempre  que  el  hecho  no  deba  castigar- 
se como  asesinato. 

Art.  432.  El  que  por  negligencia  cau- 
sare una  inundación,  comete  un  delito, 
y  será  condenado  á  la  pena  de  un  año 
de  prisión  y  1.000  florines  de  multa 
como  máximum,  cuando  hubiere  peli- 
grado la  existencia  de  alguna  persona. 

Si  resultare  ia  muerte  de  cualquier 


persona,  la  pena  aplicable  será  la  de 
cinco  anos  de  prisión  como  máximum. 
Art.  433.  En  los  casos  de  crimen  de 
inundación,  previstos  en  este  capitulo, 
se  impondrá  accesoriamente  la  pena  de 
destitución  de  empleo. 

CAPÍTULO  XXXIX.— daSos  en  los  ca- 
minos DE  IIIERHO,  NAVES,  TELÉGRAFOS 
Y  ACTOS  CONSTITUTIVOS  DE  UN  PELIGRO 
PÚBLICO. 

Art.  434.  El  que  produjere  intencio- 
nalmente  un  daño  en  un  camino  de  hie- 
rro, nave  ú  objetos  accesorios  de  los 
mismos,  y  en  su  consecuencia  pusiere 
en  peligro  mercadorlas  ó  personas,  co 
mete  un  crimen,  y  será  condenado  á  la 
pena  de  cinco  años  de  trabajos  lorza- 
dos  como  máximum. 

Art.  435.  Si  del  crimen  previsto  en 
el  articulo  anterior  resultare  lesión  cor- 
poral grave,  el  autor  del  mismo  será 
castigado  con  la  pena  de  cinco  á  diez 
años  de  trabajos  forzados,  y  si  causare 
la  muerte  de  cualquier  persona,  con  la 
perpetua  de  trabajos  forzados,  siempre 
que  el  hecho  no  constituya  asesinato. 

Art.  43(j.  Comete  el  crimen  de  acto 
constitutivo  de  un  peligro  público,  y 
será  castigado,  según  sus  consecuen- 
cias, con  arreglo  á  lo  establecido  en  lo; 
artículos  434  y  435,  el  que  por  la  omi- 
sión voluntaria  de  las  señales  regla- 
mentarlas, ú  haciendo  intencional- 
mente  señales  falsas,  pusiere  en  peli- 
gro las  mercancías  ó  personas  condu- 
cidas en  un  convoy  de  ferrocarril  ó  que 
se  encontraren  próximas. 

Art.  437.  El  que  por  negligencia  co- 
metiere cualquiera  de  los  hechos  ú  omi- 
siones determinados  en  los  artículos  434 
y  436  es  reo  de  delito,  y  será  condenado 
á  la  penade  un  año  de  prisión  y  1.000 
florines  de  multa  como  máximum. 
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Si  este  hecho  ú  omisión  originare  la 
muerte  de  una  persona,  la  pena  aplica- 
ble será  la  de  cinco  años  de  prisión 
y  1.000  florines  de  multa  como  máxi- 
mum. 

Art.  438.  Será  castigado  con  la  pena 
de  dos  á  cinco  años  de  prisión  todo  em- 
pleado ó  dependiente  de  un  camino  de 
hierro  que,  por  infracción  de  una  obli- 
gación del  servicio,  pusiere  en  peligro 
á  personas  ó  mercaderías  conducidas 
en  un  convoy  de  ferrocarril,  ó  que  se 
hallaren  próximas. 

Art.  439.  El  que  intencional  mente 
cause  daño  en  una  linea  telegráñca  ú 
ofícina  de  esta  clase,  y  el  que  volunta- 
riamente, por  acción  ú  omisión,  inte- 
rrumpa ó  impida  las  comunicaciones, 
comete  un  delito,  y  será  condenado  á  la 
pena  de  dos  años  de  prisión  y  1 .000  flo- 
rines de  multa  como  máximum. 

Art.  440.  El  que  por  negligencia  co- 
metiere un  hecho  ú  omisión  que  origine 
la  interrupción  de  las  comunicaciones 
telegráfícas,  comete  un  delito,  y  será 
castigado  con  la  pena  de  tres  meses  de 
prisión  y  100  florines  de  multa  como 
máximum. 

Art.  441.  Todo  empleado  ó  depen- 
diente de  una  ofícina  ó  línea  telegráfica 
que  por  incumplimiento  de  las  obliga- 
ciones del  servicio  cause  interrupción 
de  comunicaciones,  será  condenado  á 
la  pena  de  seis  meses  de  prisión  y  500 
florines  de  m.ulta  como  máximum. 

Art.  4 12.  Las  personas  indicadas  en 
los  artículos  438  y  441  serán  castigadas 
además  con  la  pena  de  destitución  de 
empleo. 

Art.  443.  El  director  jefe  de  una  em- 
presa de  ferrocarriles  ó  buques  de  va- 
por que  no  despidiere  al  funcionario  ó 
empleado  condenado  á  la  pena  de  des- 
titución de  empleo,  habiendo  recibido 
testinaonio  de  la  sentencia  Arme  conde- 


natoria, comete  un  delito,  y  será  casti- 
gado con  multa  de  100  á  1.000  florines. 

Art.  444.  El  que  por  una  omisión  ó 
hecho  voluntario  causare  el  naufragio, 
varamiento  ó  averia  de  una  nave,  po- 
niendo en  peligro  la  vida  ó  intereses  de 
cualquier  persona,  comete  un  crimen,  y 
será  condenado  á  la  pena  de  cinco  á 
diez  años  de  trabajos  forzados. 

Si  el  hecho  originare  lesión  corporal 
grave,  se  impondrá  la  pena  de  diez  á 
quince  años  de  trabajos  forzados. 

Cuando  se  produjere  la  muerte  de 
cualquier  persona,  sin  que  el  hecho  sea 
constitutivo  de  asesinato,  se  castigará 
al  autor  con  la  pena  perpetua  de  traba- 
jos forzados. 

Art.  445.  Cuando  la  acción  ú  omisión 
determinante  del  naufragio,  varamien- 
to ó  avería  de  una  nave  fuere  resultado 
de  negligencia,  y  las  personas  ó  bienes 
de  un  tercero  hubieren  corrido  peligro, 
se  impondrá  la  pena  de  un  año  de  pri- 
sión como  máximum,  y  si  hubiere  pe- 
recido cualquier  persona,  la  de  cinco 
años  de  prisión  como  máximum. 

Art.  446.  El  que  infringiere  las  me- 
didas profilácticas  ó  prohibitivas  toma- 
das por  la  autoridad  para  impedir  la 
propagación  de  una  epizootia,  comete 
un  delito,  y  será  condenado  á  la  pena 
de  tres  años  de  prisión  como  máximum. 

Si  á  consecuencia  de  esta  infrac- 
ción fuere  invadido  cualquier  animal, 
el  que  hubiere  contravenido  conscien- 
temente á  dichas  medidas  será  casti- 
gado con  la  pena  d6  un  año  de  prisión 
y  1.000  florines  de  multa  como  má- 
ximum. 

Es  punible  la  tentativa. 

CAPÍTULO  XL.  —  LIBERACIÓN 
DE  PRISIONEROS 

.\rt.  447.    El  que  preste  ayuda  á  un 
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prisionero  para  evadirse  de  la  prisión 
ó  sustraerse  á  la  vigilancia  de  la  auto- 
ridad, comete  crimen,  y  será  castigado 
con  la  pena  de  dos  años  de  reclusión 
como  máximum. 

El  que  para  procurar  la  evasión  de 
un  prisionero  le  facilitare  armas,  llaves 
ú  otros  efectos,  será  condenado  á  la 
pena  de  tres  años  de  reclusión  como 
máximum. 

Art.  448.  Todo  guardián,  vigilante  ó 
representante  de  la  autoridad  que  vo- 
luntariamente contribuya  al  quebran- 
tamiento de  sentencia  de  un  condena- 
do, será  castigado  con  la  pena  de  cinco 
años  de  trabajos  forzados  como  má- 
ximum. 

Si  hubiere,  por  negligencia,  dejado 
evadirse  un  prisionero  confiado  á  su 
vigilancia,  comete  un  delito,  y  será  cas- 
tigado con  la  pena  de  seis  meses  de 
prisión  como  máximum. 

En  los  dos  casos  previstos  en  este  ar- 
tículo se  impondrá  además  accesoria- 
mente la  pena  de  destitución  de  em- 
pleo. 

CAPÍTULO  -XL!.— CRÍMENES  y  delitos 

CONTRA    EL    EJÉRCITO 

Art.  449.  El  que  empleare  manio- 
bras fraudulentas  para  eximirse  del 
servicio  militar  ó  conseguir  la  exención 
de  un  tercero,  será  condenado  á  la  pena 
de  un  año  de  prisión  y  2.000  florines 
de  multa  como  máximum. 

Art.  450.  El  qiie  tratando  de  sus- 
traerse al  servicio  militar  abandonare 
el  territorio  de  la  monarquía  austro- 
húngara,  ó  trasladare  su  residencia 
fuera  de  dicho  territorio  durante  las 
operaciones  de  reclutamiento, será  cas- 
tigado con  la  pena  de  un  año  de  prisión 
y  1.000  florines  de  multa  como  má- 
ximum. 


Art.  451.  El  que  se  mutilare  ó  inuti- 
lizare para  el  servicio  militar,  ó  el  que 
mutilare  ó  inutilizare  á  un  tercero  su- 
jeto á  este  servicio,  ó  fuere  cómplice  de 
estos  hechos,  será  condenado  á  la  pena 
de  tres  años  de  prisión  y  2.000  florines 
de  multa  como  máximum. 

La  misma  pena  se  impondrá  al  que 
realice  dichos  actos  en  persona  que  se 
encuentre  en  el  servicio  ó  concurra  á 
su  comisión  como  cómplice . 

Lo  dispuesto  en  este  artteulo  no  de- 
roga lo  establecido  en  el  48  de  la 
ley  XL  de  18G8  (I). 

Art.  452.  El  que  indujere  á  desobede- 
cer el  llamamiento  á  las  filas  del  ejér- 
cito ó  armada,  hecho  á  un  individuo  en 
situación  de  reserva,  licenciado  tempo- 
ralmente ó  dado  de  baja  en  el  servicio 
activo,  será  condenado  á  la  pena  de 
tres  meses  de  prisión  como  máximum, 
si  el  hecho  hubiere  ocurrido  en  tiempo 
de  paz. 

En  otro  caso  la  pena  aplicable  será 
la  de  cinco  años  de  reclusión  y  multa 
de  l.CKK)  florines  como  máximum. 

El  hecho  de  inducir  á  un  individuo 
en  situación  de  reserva  complementa- 
ria á  desobedecer  una  orden  del  llama- 
miento, se  castigará  con  las  penas  y 
conforme  á  las  distinciones  estableci- 
das en  el  presente  artículo. 

Art.  453.  El  que  en  tiempo  de  paz 
indujere  á  desertar  á  un  individuo  per- 
teneciente al  ejército  ó  armada,  será 
castigado  con  la  pena  de  dos  años  de 
prisión  como  máximum. 

Si  este  hecho  se  cometiere  en  tiempo 
de  guerra,  la  pena  aplicable  será  la  de 


(1)  Artículo  48  de  esta  ley:  «Todo  individuo 
sujeto  al  servicio  militar,  convicto  de  mutilación 
voluntaria,  será  alistado  de  ofício  y  obligado  á 
servir  dos  años  además  de  la  duración  legal  del 
servicio  activo. 
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cinco  años  de  reclusión  y  2.000  florines 
de  multa. 

Apt.  454.  Será  castigado,  conforme 
á  las  distinciones  y  con  las  penas  esta- 
blecidas en  el  artículo  precedente,  el 
que  dé  albergue  á  un  desertor  del  ejér- 
cito ó  la  armada  durante  su  huida,  en 
su  casa  ó  lugar  de  su  propiedad,  ó  le 
ayude  en  cualquier  otra  forma  á  ocul- 
tarse ó  ponerse  á  cubierto  de  las  pes- 
quisas de  la  autoridad,  si  tuviere  cono- 
cimiento de  que  es  tal  desertor. 

Art.  455.  El  que,  en  tiempo  de  paz, 
sorprenda  por  medio  de  fraude,  simu- 
lación ú  otra  maniobra,  disposiciones 
á  particulares  relativos  á  la  potencia 
militar  y  defensa  del  Estado,  sabiendo 
ó  debiendo  presumir  su  carácter  de  se- 
cretos, con  intención  de  comunicarlos  á 
un  Estado  extranjero,  será  castigado 
con  la  pena  de  cinco  años  de  prisión  de 
Estado  y  multa  de  4.000  florines  como 
máximum. 

Art.  456.  Será  igualmente  castigado 
con  la  pena  de  cinco  años  de  prisión  de 
Estado  y  4.000  florines  de  multa  como 
máximum,  el  que  por  medio  de  la 
prensa  comunique  detalles,  movimien- 
tos, posiciones  estratégicas  ó  noticias 
sobre  las  fuerzas,  operaciones  del  ejér- 
cito de  la  monarquía  austro-húngara, 
sobre  el  estado  de  las  fortalezas  y  for- 
tificaciones, número  de  armas,  mate- 
rial de  guerra  y  demás  efectos,  lugar, 
número,  calidad  y  transporte  de  víve- 
res y  provisiones  de  guerra,  cuando  es- 
tas noticias  hubieren  servido  para  la 
defensa  ó  ataque  del  ejército  enemigo, 
ó  el  autor  de  las  mismas  debiera  cono- 
cer que  eran  perjudiciales  á  los  intere- 
ses del  ejército  de  la  monarquía,  á  me- 
nos que  consistieren  tales  noticias  en 
informaciones  comunicadas  por  el  Go- 
Ijierno  sin  reserva  de  ninguna  clase. 

Art.  457.    El  que  en  tiempo  de  gue- 


rra, ó  una  vez  puesto  el  ejército  ó  una 
parte  del  mismo  en  pie  de  guerra,  deje 
de  cumplir  total  ó  parcialmente  un  con- 
venio referente  al  suministro  de  víve- 
res para  el  ejército  de  la  monarquía, 
será  condenado  á  la  pena  de  dos  años 
de  prisión  y  2.000  florines  de  multa  co- 
mo máximum. 

Serán  castigados  con  la  misma  pena 
los  asentistas  del  ejército  y  sus  inter- 
mediarios ó  mandatarios  que  resulten 
culpables  de  negligencia  en  el  cumpli- 
miento de  sus  compromisos. 

Con  la  misma  serán  castigados  los 
empresarios  de  transportes  y  sus  agen- 
tes, que  á  consecuencia  de  sus  actos  ú 
omisiones  voluntarías,  ó  negligencia, 
impidan  el  transporte  de  tropas  ó  pro- 
visiones en  tiempo  y  condiciones  opor- 
tunas. 

Art.  458.  Las  disposiciones  del  pre- 
sente capítulo  no  son  aplicables  más 
que  en  el  caso  en  que  los  hechos  come- 
tidos no  caigan  dentro  de  lo  prevenido 
en  el  art.  144.    - 

Art.  459.  Contra  todos  los  crímenes 
previstos  en  este  capítulo  se  decreta- 
rán accesoriamente  las  penas  de  desti- 
tución de  empleo  y  suspensión  del  ejer- 
cicio de  los  derechos  políticos. 

Art.  460.  Lo  establecido  en  este  ca- 
pitulo no  modíflca  las  disposiciones  de 
los  artículos  46  y  47  de  la  ley  XL  de 
1868,  acerca  de  los  individuos  pertene- 
cientes al  ejército  que  contraigan  ma- 
trimonio sin  autorización,  los  prófugos 
y  sus  cómplices  (1). 

CAPÍTULO  XLII.— CRÍMENES  Y   DELITOS 
DE  LOS  FUNCIONARIOS  Y   ABOGADOS 

Art.  461.    Se  considerarán  funciona- 


(1)    Artículo  46  de  esta  ley:  cTódo  individuo 
sujeto  al  servicio  militar  que  contrajere  matri- 
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rios  públicos  aquéllos  que,  en  virtud  de 
sus.  empleos,  funciones  ó  comisiones 
especiales,  estén  destinados  á  cumplir 
un  servicio  administrativo  ó  judicial 
del  Estado,  ó  servicio  municipal  ó  CO' 
munal,  asi  como  los  vigilanteSj  médi- 
cos, empleados  ó  gente  de  servicio  que 
desempeñen  sus  cargos  en  estableci- 
mientos públicos,  hospicios  ó  manico- 
mios administrados  directamente  por 
el  Estado,  et  municipio  ó  el  común. 


moDío,  cantraviDiacdo  la  prohibicián  eaUíblacida 
pudieren  correaponiierle  j  ser&  inearporado  i  las 


10  fuer 


eplicnble,  ) 


latinará  á 


Ib  beneficencia  comunal,  6  coi 

>LaB  personas  que  hubieren  concuríida  frauílu- 
teotamente  á  la  celebración  del  mntrimoiiío,  incu- 
rrirán en  mulla  do  5Ü0  florines  como  máximum, 
que  recibirán  el  deatino  peQalado  en  el  preMnte 
artículo,  6  en  la  pena  de  tres  meses  de  prisión 
como  máximum,  sio  perjuicio  de  quedar  aujelos  i 
las  prese ripciouea  de  las  leyes  mililares  si  perle- 
oecíeren  á  este  fuero. 

>Art.  47.  Bl  que  dejare  de  concurrir  al  lU- 
mamiento  de  la  Comisión,  ain  alegar  juels  causa, 
será  considerado  como  pr6fu^;  ni  que  fiivorecie- 
re  i  un  prófugfa  cao  eonocimienlo  de  causa,  aera 
considerado  como  cAmpHce   y  responsable,  bajo 

(a)  El  que  no  hubiera  sido  deñnilívamente 
declarado  inútil  para  el  servicio  de  las  armas,  por 
la  Comisión  do  rectutamiento,  6  que  no  hubiere 
aido  licendiado  del  servicio  activo  por  no  haber 
permanecido  en  *1  tres  años,  no  podré  contraer 
matrimonio  Ínterin  no  haya  dejado  de  pertenecer 
á  la  tercera  reserva. 

Cuando  circunstancias  excepcionales  lo  aconse- 
Jen,  el  Ministro  de  la  Defensa  nacional  podrá  au- 
torizar, por  eieepción,  el  matrimonio,  si  bien  el 
agraciado  no  estará  exento  de  cumplir  sus  compro- 
misos referentes  al  servicio  en  el  ejército  ó  la  ar- 
mada (art.  14J. 


Sé  considerar&n  asimismo  funciona- 
rios públicos  los  notarios  públicos 
reales  (1). 

Art.  462.    El  funcionario  público  que 

sustrajere,  caudales  ó  valores  que  se 
hallen  á  su  disposición  ú  le  estén  con- 
flados  en  razón  de  su  cargo,  comete  el 
crimendepeculado,  y  será  condenado  á 
la  pena  de  dos  á  cinco  años  de  reclu- 
sión. 

Si  el  valor  de  lo  sustraído  excediere 
de  1.000  florines,  la  pena  aplicable  será 
la  de  cinco  años  de  tra'bajos  forzados. 

Art.  463.    El  peculado  se  castigará 


este  concepto,  con  arreglo  á  lo  que  se  dispone  más 
adelante, 

lEl  prófugo  declarado  apta  para  el  servicia  mi- 
litar que  no  juE^tiScure  su  falta  de  presentación, 
será  condenado  é,  permanecer  un  afio  raia  en  lu 
filas  si  se  presentara  voluntariamente,  y  dos  silos 
en  oaso  contrario.  Si  fuere  declarado  inútil  para  el 
servicio  de  las  armas,  se  le  condenarA  á  tres  me- 
ses de  prisión  como  máximum. 

■Los  cómplices  de  prófugos  incurririo  en  ti 
pena  de  tres  meses  de  prisión  e 

especialmente  agravantes. 

i.Si  el  prófugo  hubiere  cumplido  la  edad  de 
treinta  y  seis  años,  y  no  pudiere  justificar  que  al 
tiempo  de  haber  debido  ingresar  en  la  primen 
reserva  se  hallaba  imposibilitado  pim  el  servicio, 
será  condenado  á  la  pena  de  seis  meses  de  prisihi 


iLos  cómplices  de  prófu)!09  serán  castigados 
con  la  pena  de  tres  meses  de  pñsión  como  man- 
mum,  ó  con  la  de  seis  sí  concurrieren  circunatan- 
cías  particularmenUí  agravantes. 

>Et  concurso  á  la  autoridad  para  arrestar  i 
cualquier  prófugo,  es  un  deber  de  todo  ciuda- 

iSi  las  deserciones  j  fugas  fueren  excesiva- 
mente frecuentes,  el  Míniatro  de  la  Defensa  ea- 
cíonal  podrá,  biijo  su  responsabilidad,  tomar  1» 
medidas  ex  Ira  ardía  aria  a  que  cocisidere  necesaritl 
para  prevenirlas.! 

(1)    Véase  el  art.  998. 
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con  la  pena  (Je  cinco  ádiez  anos  de  tra- 
bajos forzados,  cuando  el  autor,  para 
impedir  ó  dificultar  su  descubrimien- 
to, hiciere  falsos  asientos  ó  falsificare 
los  consignados  en  los  libros,  cuentas 
6  registros  correspondientes,  ó  destru- 
yere éstos,  y,  en  general,  cuando  fuere 
reo  de  otro  crimen  ó  delito  conexo  que 
no  deba  castigarse  con  pena  más 
grave. 

Art.  464.  El  peculado  constituirá  un 
delito,  que  se  castigará  con  la  pena  de 
un  año  de  prisión  como  máximum, 
cuando  no  se  encuentre  comprendido 
en  ninguno  de  los  casos  previstos  en  el 
artículo  anterior  y  el  importe  de  lo  sus- 
traído se  cubra  con  la  fíanza  que  tuvie- 
re consignada  el  autor. 

Art.  465.  Todo  funcionario  público 
que  por  acción  ú  omisión  en  el  ejerci- 
cio de  sus  funciones  exigiere  ó  admitie- 
re dádivas  ó  presentes,  ó  no  rechazare 
la  promesa  hecha  sin  que  esta  acción  ú 
omisión  implique  violación  de  sus  de- 
beres profesionales,  será  castigado  con 
la  pena  de  un  año  de  prisión  como  má- 
ximum por  el  delito  de  concusión. 

En  otro  caso  será  condenado  á  la  pe 
na  de  dos  años  de  prisión  como  máxi- 
mum. 

Estas  mismas  serán  aplicables  á  los 
funcionarios  públicos,  en  el  caso  en  que 
las  dádivas  ó  presentes  hayan  sido  he- 
chos ó  prometidos  á  un  tercero  con  su 
consentimiento. 

Art.  466.  No  se  consideran  incluidos 
en  lo  dispuesto  en  el  artículo  anterior, 
los  emolumentos  y  honorarios  fijados 
por  íeyes  ó  reglamentos;  las  sumas  sa- 
tisfechas á  los  notarios,  que  excedan  de 
lo  marcado  en  e^  Arancel,  en  los  casos 
en  que  no  procedan  de  oficio;  las  retri- 
buciones autorizadas  por  los  reglamen- 
tos administrativos,  por  trabajos  ex- 
traordinarios de  los  funcionarios  públi- 


cos, practicados  en  beneficio  de  una  de 
las  partes,  y  las  gratific^iciones  á  los 
servidores  de  establecimientos  públi- 
cos, hechas  voluntariamente'  y  según 
costumbre,  cuando  los  reglamentos 
interiores  no  las  prohiban  expresa- 
mente. 

Art.  467.  Todo  funcionario  público 
que  á  consecuencia  de  dádivas  ó  pre- 
sentes recibidos  ó  prometidos,  faltare 
por  acción  ó  por  omisión  á  los  de'oeres 
de  su  profesión,  comete  un  crimen,  y 

será  condenado  á  la  pena  de  cinco 
años  de  trabajos  forzados  como  máxi- 
mum. 

Art.  468.  La  misma  pena  se  impon- 
drá al  Juez  de  instrucción  ó  jurado  que, 
sin  faltar  á  sus  deberes  profesionales, 
exija  ó  admita  dádivas  ó  presentes,  ó 
no  rechace  la  oferta  hecha  para  que 
practique  ó  se  abstenga  de  practicar 
un  determinado  acio  relativo  á  sus  fun- 
ciones, é  igualmente  cuando  los  pre- 
sentes ó  dádivas  hubieren  sido  prome- 
tidos á  un  tercero  ó  admitidos  por  éste 
con  su  consentimiento. 

Art.  469.  Será  castigado  con  la  pena 
de  cinco  á  diez  años  de  trabajos  for- 
zados: 

\P  El  Juez  que,  en  un  negocio  civil  ó 
criminal,  dictare  á  sabiendas  sentencia 
injusta; 

■  2.^  El  Juez  de  instrucción  que,  en  el 
seguimiento  de  un  proceso  ó  medidas 
que  debiere  acordar  en  un  negocio  cri- 
minal, contraviniere  por  soborno  á  la 
ley,  por  acción  ú  omisión; 

3.®  El  funcionario  público  que  con- 
curra, en  virtud  de  sus  funciones  ó  co- 
misión especial  de  que  se  hallare  in- 
vestido, á  adjudicaciones  ó  remates  de 
subastas  decretadas  por  la  autoridad, 
ó  á  la  entrega,  recepción,  vigilancia  ó 
comprobación  de  suministros  ú  obras 
publicas,  desempeñando   su  mandato 
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ilegalmente  por  cohecho,  y  siempre  que 
el  daño  originado  exceda  de  5.000  flo- 
rines. 

Art.  470.  Será  castigado  con  la  pena 
de  un  año  de  prisión  y  1.000  florines  de 
multa  como  máximum^  el  que  hiciere  ó 
prometiere  dádivas  ó  presentes  á  un 
funcionario  público,  con  objeto  de  ha- 
cerle faltar  á  sus  deberes. 

El  que  cometiere  un  acto  de  esta  na- 
turaleza con  respecto  á  un  Juez,  jurado 
ó  magistrado,  será  condenado  á  la  pena 
de  cinco  años  de  prisión  y  2.000  florines 
de  multa  como  máximum. 

Art.  471.  Todo  funcionario  público 
que  para  facilitar  injustamente  un  be- 
neficio á  cualquier  persona,  ú  originar 
un  daño  ó  perjuicio  á  otra,  faltare  á  sus 
deberes  por  acción  ú  omisión  en  el  ejer- 
cicio de  su  cargo,  comete  un  delito,  y 
será  castigado  con  la  pena  de  cinco 
años  de  prisión  como  máximum. 

Es  punible  la  tentativa. 

Art.  472.  Comete  el  crimen  de  abuso 
de  autoridad,  y  será  condenado  á  la  pe- 
na de  cinco  años  de  trabajos  forzados 
como  máximum,  el  funcionario  público 
que,  sin  causa  legítima,  pusiere  en  mo- 
vimiento fuerza  armada  ó  requiriere  su 
intervención. 

Si  en  este  caso,  á  consecuencia  del 
empleo  de  armas  se  cometiere  un  cri- 
men castigado  con  pena  más  grave,  la 
correspondiente  á  este  último  será  la 
que  se  aplique. 

Art.  473.  El  funcionario  público  que 
en  el  desempeño  de  su  cargo  atentare 
ó  hiciere  atentar  contra  cualquier  per- 
sona, comete  el  delito  de  abuso  de 
autoridad,  y  será  condenado  á  la  pena 
de  seis  meses  de  prisión  como  máxi- 
mum, si  el  hecho  no  mereciere  califica- 
ción más  grave. 

Art.  474.  No  contraerá  responsabili- 
dad criminal  alguna,  el  funcionario  pú- 


blico ó  individuo  perteneciente  al  ejér- 
cito que  en  la  comisión  del  crimen  ó  de- 
lito previsto  en  los  artículos  472  y  473, 
obrare  en  virtud  de  obediencia  debida  á 
un  superior  jerárquico  en  la  esfera  le- 
gal de  sus  atribuciones. 

Art.  475.  Comete  el  delito  de  abuso 
de  autoridad,  y  será  condenado  á  la  pe- 
na de  cinco  años  de  reclusión  como  má- 
ximum, el  funcionario  público  que  obli- 
gare ilegalmente  á  cualquier  persona  á 
una  acción  ú  omisión. 

Es  punible  la  tentativa. 

Art.  476.  Constituye  crimen  de  abu- 
so de  autoridad,  y  se  castigará  con  la 
pena  de  tres  años  de  trabajos  forzados 
como  máximum,  el  hecho  de  incoar  un 
Juez  de  instrucción  un  procedimiento 
penal  contra  una  persona  cuya  inocen- 
cia le  constare  de  antemano. 

Art.  477.  Será  castigado  con  la  pena 
de  cinco  años  de  reclusión  como  máxi- 
mum, el  funcionario  público  que  em- 
pleare ó  se  valiere  de  un  medio  ilegal 
para  obligar  á  un  testigo,  procesado  ó 
perito,  á  prestar  determinada  declara- 
ción ó  informe. 

Art.  478.  Comete  el  crimen  previsto 
en  el  art.  476,  y  será  condenado  á  la  pe- 
na señalada  en  el  mismo,  el  funciona- 
rio público  que  abusare  de  su  autoridad 
para  librar  á  cualquier  persona  de  la 
pena  en  que  hubiere  incurrido,  proce- 
diendo con  negligencia  en  el  desempe- 
ño de  sus  funciones,  referentes  al  pro- 
cedimiento penal,  ó  tomando  medidas 
ó  disposiciones  que  den  por  resultado 
hacer  ilusorio  el  resultado  del  pro- 
ceso. 

La  misma  pena  se  impondrá  al  fun- 
cionario público  que,  con  la  intención 
expresada  en  este  artículo,  fuere  res- 
ponsable del  incumplimiento  de  su  de- 
ber de  dar  ejecución  á  una  sentencia 
condenatoria. 
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Art*  479.  Será  castigado  con  la  pena 
de  un  año  de  prisión  de  Estado  como 
máximum,  el  funcionario  público  que 
revele  Ó  publique,  en  perjuicio  del  Esta- 
do ó  de  un  particular,  instrucciones, 
informaciones  ó  correspondencias  oñ- 
ciales  que  hubieren  llegado  á  su  cono- 
cimiento en  virtud  de  sus  funciones,  ó 
el  contenido  de  cualesquiera  documen- 
tos que  hubieren  venido  á  su  poder  en 
razón  de  su  cargo  y  tuviere  conocimien- 
to de  su  carácter  secreto  y  oficial. 

Art,  480.  Comete  el  delito  de  abuso 
de  autoridad, y  será  condenado  á  la  pena 
de  tres  meses  de  prisión  como  máxi- 
mum, el  funcionario  público  que  rehu- 
sare cumplir  las  obligaciones  de  su 
cargo. 

Art.  481.  El  hecho  previsto  y  penado 
en  el  artículo  anterior  se  considerará 
crimen,  cuando  se  cometiere  de  común 
acuerdo  por  dos  ó  más  funcionarios  pú- 
blicos. 

Art.  482.  El  abogado  que,  en  un  ne- 
gocio confiado  al  mismo,  en  virtud  de 
esta  cualidad  pusiere,  faltando  á  su  de- 
ber, sus  consejos  ó  actos  al  servicio  de 
las  dos  partes,  ó  que  en  el  curso  de  un 
procedimiento  rehusare  ó  cesare  de  re- 
presentar á  una  parte  que  hasta  aquel 
momento  hubiere  venido  defendiendo, 
para  tomar,  sin  consentimiento  de  ésta,  »  presente  Código  empiece  á  regir  (1), 


do  á  sus  deberes,  será  condenado  á  la 
pena  de: 

Tres  meses  de  prisión  como  máxi- 
mum, si  se  trata  de  un  procedimiento 
de  faltas; 

Un  año  de  prisión  como  máximum,  si 
de  un  procedimiento  por  delito; 

Cinco  años  de  reclusión  como  máxi- 
mum, si  de  un  procedimiento  por  cri- 
men; 

Cinco  años  de  trabajos  forzados  como 
máximum,  cuando  se  trate  de  un  pro- 
cedimiento por  crimen  castigado  por  la 
ley  con  la  pena  perpetua  de  trabajos 
forzados  ó  la  de  muerte. 

Art.  484.  Contra  todos  los  crímenes 
previstos  en  este  capítulo,  se  decretará 
además  accesoriamente  las  penas  de 
destitución  de  empleo  y  suspensión  del 
ejercicio  de  los  derechos  políticos. 

Contra  los  delitos  previstos  en  el 
mismo,  se  impondrá  accesoriamente  la 
destitución  del  cargo  ó  funciones  de  que 
el  delincuente  estuviere  revestido,  ó  la 
pérdida  de  la  cualidad  de  letrado,  según 
los  casos. 

CAPÍTULO  XLIII.— DISPOSICIONES 

FINALES 

Art.  485.    Desde  la  fecha  en  que  el 


la  defensa  ó  representación  de  la  con- 
traria, será  castigado  con  la  pena 
de  tres  años  de  prisión  como  máxi- 
mum. 

El  abogado  que  obre  en  connivencia 
con  la  parte  contraria  de  modo  perjudi- 
cial á  la  defensa  que  le  estuviere  enco- 
mendada, será  castigado  con  la  pena 
de  cinco  años  de  reclusión. 

Art.  483.  El  abogado  que,  sobornado 
por  dádivas  ó  promesas,  obre  en  mate- 
ria criminal  de  modo  que  irrogue  cual- 
quier perjuicio  á  su  defendido,  y  faltan- 
Tono  IX.— INSTITX'CIONBB  JURIDICAS. 


quedarán  derogadas   todas  las  leyes, 
ordenanzas  y  prácticas  judiciales  con- 
trarias ai  mismo. 
Art.  486.     El   Ministro  de   Justicia 


(1)  Desde  1.**  de  Septiembre  de  1880,  según 
la  ley  XXXVII  de  1880,  cuyo  art.  2.**  dice:  tDeade 
esta  fecha  quedarán  derogadas  todas  las  disposi- 
ciones legales  y  reglamentarias,  así  como  también 
las  del  derecho  consuetudinario,  que  establezcan 
cualquier  género  de  penas  contra  una  acción  6 
una  omisión,  que  sean  objeto  de  las  prescripcio- 
nes de  los  citados  Códigos»  (Penal  de  los  crimenea 
y  delitos,  y  Penal  de  laa  faltas), 
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queda  encargaxio  de  la  ejecución  del 
presente  Código  (1).  Las  disposiciones 

(1)  Proyecto  de  reforma  del  Código  penal  de 
Hungria  de  loa  crimenes  y  delitos.  Véase  el  artícu- 
lo de  Faustino  Hbil,  en  la  página  98  de  la  Revista 
pénale  di  dottrina  legiatazione  e  giurisprudenza 
del  año  1892,  en  que  se  examinan  las  reformas 
referentes  &  los  artículos  42,  párrafo  2.",  *71, 19^ 
112,  116,286,260,  808,  887,  838,  889,  350,  415 
y  416. 


referentes  á  la  promulgación  de  este 
Código  y  las  transitorias,  se  regularán 
por  una  ley  especial  (1). 


(1)  Por  la  ley  XXXVII  de  1880,  cuyas  princi- 
pales disposiciones  insertamos  por  nota  en  su  lu- 
gar oportuno,  y  que  puede  verse  en  la  pág.  294 
del  Annuaire  de  legislalion  étrangére  correspon- 
diente. 


HUNGRÍA 


CÓDIGO  PENAL  DE  LAS  FALTAS  « 

(LEYXI-DE187  9) 


PARTE    PRIMERA 


DISPOSICIONES    GENERALES 


Artículo  1.°  Se  considera  falta  todo 
acto  caliñcado  de  tal  por: 

1,°    Una  ley; 

2.®    Una  orden  ministerial; 

3.°    Un  reglamento  municipal; 

4.^  Ó  un  reglamento  dictado  por  una 
villa  real  libre,  no  investida  del  derecho 
de  municipalidad,  ó  villa  que  tenga  un 
Consejo  constituido  (2). 


(1)  Sancionado  el  12  de  Junio  de  1879,  promul- 
gado en  las  dos  C&maras  de  la  Dieta  el  14  del 
mismo  mes  y  año,  y  vigente  desde  1.**  de  Setiem- 
bre de  1880,  según  la  ley  XXXVII  de  1880  (ar- 
tículo 1.°). 

(2)  Los  siguientes  datos  de  Organixación  ad^ 
minisírativa  de  Hungría j  los  tomamos  del  notable 
Curso  de  Derecho  Administrativo  de  D.  Vicente 
Santahabía  db  Pabbdis. 

La  administración  central  está  formada  por  los 
Ministerios  del  Interior,  de  la  Defensa  del  país, 
de  Instrucción  pública  y  Cultos,  de  Hacienda, 
de  Agricultura,  Industria  y  Comercio,  de  Vías  de 
comunicación  y  Trabajos  públicos,  de  la  Corte 
Real  y  de  Croacia  y  Eslavonia. 


Las  órdenes  ministeriales  y  regla- 
mentos no  podrán  calificar  de  falta, 
sino  á  la  infracción  de  una  medida  pro- 
hibitiva ó  prescripción  de  policía. 

Adminietración  local,— Se  divide  el  territorio 
en  comitalSf  éstos  en  distritos  y  éstos  en  munici^ 
pios,  salvo  las  ciudades  libres  y  autónomas  que 
viven  fuera  del  comitat,  y  por  lo  tanto  de  lo  que 
pudiéramos  llamar  régimen  provincial. 

A)  Régimen  provincial.  ~I.  Comitat  (provin- 
cia 6  departamento]  ^  sus  autoridades  son:  l.**E¿ 
FO'ispan,  representante  del  Poder  central,  que  le 
nombra  de  entre  la  nobleza  del  comitat;  2.°  La 

Asamblea  del  comitat,  cuerpo  muy  numeroso  (120 
á  600  miembros),  compuesto  mitad  por  sufragio 
y  mitad  de  los  mayores  contribuyentes,  y  8.*  Co* 
mité  de  administración,  cuerpo  ejecutivo  de  la 
Asamblea,  elegido  en  parte  por  ella  y  formado  el 
resto  por  funcionarios  que  nombra  el  Rey  (orga- 
nizado en  18*76).— II.  Distrito  (especie  de  arrondi* 
sement,  subdivisión  del  comitat,  regido  por  el 
Szolgabiro,  nombrado  por  la  Asamblea;  vigila  los 
municipios  del  distrito. ~II I.  Municipio  (regido 
por  la  ley  de  1871);  sus  autoridades  son:  1."  Muni'> 
cipalidad,  6  Comité  ejecutivo,  6  Magistrado  (ta** 
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Art.  2."    El  presente  Código  penal  es 
obligatorio  en  los  territorios  y  para  tas 


Dtic},  compuesto  del  Burgamaeslre  y  varios  con- 
sejeros y  funcionarios  técnicos;  es  elegidu  par  el 
Consejo  municipal  en  los  municipios  importan- 
tes, y  directamecla  por  los  electores  en  los  de- 
más; 2.*  el  Consejo  municipal,  (;uerpo  representa- 
tÍTO  bastante  numeroso  (de  10  á  300  miembraB), 
formado  parte  por  elección  y  parte  por  agreguciAn 
de  los  mayores  contri  bu  j'eates 

B)  Ciudados  libres  y  autónomas;  indepeudien- 
tes  del  comílaj  &  modo  de  Ion  Burgos  ingleses; 
Ib  ley  da  IS'O,  por  la  cual  se  rigen,  laa  conside- 
ra como  uu  comilsl,  completándose  con  la  ley 
de  líi7S,  que  también  les  aplica  la  institución  del 
Comité  de  adminiatración  del  comitat. 

C}  Buda-Pealh,  raijida  por  ley  de  lS~ii  (a), 
preséntase  como  tipo,  aunque  más  acabado,  de  la 
orgnnizacién  ds  las  ciudades  libres.  Tíone  dos 
BargomAeslrca  E\  Burgomaestre  supurior,  nom- 
brado por  «1  Consejo  municipal  é  propuesta  en 
terna  del  liey,  viene  á  ser  el  Foixpan,  j  al  otro 
Burgomaestre  preside  el  Comité  ejecutivo  muni- 
cipal. La  ciudad  se  divide  an  distriioa,  raprasanta- 
doa  por  un  Presidente  y  varios  jurados  de  distrito, 
elegidos  por  cada  uno. 

Hé  aquí  ahora  la  divisién  del  lerritorio  en 
Círculos  J  comiíals:  ' 

("trculo    oocidenlal    del    Danubio.     Contitítí,  — 
Wiesaclburg ,  Oedemburg,  Eisenburg,  S: 
Somogy,   Baranya,   Tolna ,    Wessprim ,    Baab, 
Stlulweissenburg  y  Komoru. 

Círculo  orienlai  del  Danufiio:  c'omiíaís. —Proa- 
bou  rg.  Neutra,  Treulsin,  A.rva,  Liptan,  Sohl 
Tluirocí,  Bars,  Honth,  Néagrand,  Qrau,  Pesth, 
distrito  de  la  pequaíia  Cumania  y  Batacli. 

Clrctdo  occidental  del  Tfteiaa.  Comilals.  —  7,¡ps, 
GoemiBr,  Sarosch,  Zemplin,  Unghvar,  Abaujvar, 
Torna,  Beregh,  Borschod,  Hbvos  J  Siolnolt  eite- 

(a)  Es  la  del  CoBsejo  municipal  de  Buda- 
Pesth  de  23  ds  Diciembre  de  IB12,  que  puede 
verse  analizada  por  Hr.  HOBU,  en  la  pág.  3S7  del 
tomo  8.°  del  Annuaire  de  Ugiilalioa  élrangére, 
y  la.de  BoNCZ  (F.).  A.,  Magyar  Kozigazlazi  Torre- 
Dy  tudomany  Kézykouyve  (Manual  de  legitlaciiin 
adminiítrativt  de  llungria),  8  vol.  Pest.  IBIfl 


personas  que  marca  el  Código  penal  de 
los  crímenes  y  delitos  (1), 

Art.  3."  La  fuerza  obligatoria  déla 
orden  ministerial  será  extensiva,  se- 
gún lo  determinado  en  la  misma,  &  todo 
el  territorio  indicado  en  el  art.  2."  de 
este  Código,  6  solamente  á  una  par- 
te de  él,  <)  al  de  uno  ó  varios  munici- 
pios, villas  ó  comunes. 

El  reglamento  municipal  regirá,  se- 
gún lo  que  en  el  mismo  se  establezca,  en 
todo  el  termino  municipal ,  ó  en  una  par- 
te, ó  en  uno  ó  varios  comunes  de  él  de- 
pendientes. ; 

El  reglamento  dictado  por  una  villa 
solamente  será  obligatorio  en  ella. 

Art.  4."  Los  autores  de  una  falla  se- 
rán castigados,  aun  en  el  caso  de  que 
residieren  accidentalmente  en  el  lugar 
de  su  comisión,  y  aun  cuando  en  el  de 
rior,  distrito  de  Zaiygio,  distrito  da  la  Gran  Cu- 
ros,  Ugotsch,  Siholeí,  Szalbmar,  Bihar,  Beltas, 
Csnnad,  Arad,  CaougraB,  CraSSOva,  Temeswar, 
ToroDtal , 

Transí/Inania.  ComJIsta— Zaraud,  Krasna,  Szol- 
nok,  Moyen,  distrito  da  Krevar. 

Véase  la  obra  de  Eknist  Mayibhofkb.  Hand- 
buch  fUr  den  polilíschen  Verwaltungs  disnat  im 
den  im  Reidisratha  vertratenea  Konígreícheii 
und  LandarD  mit  beaonderar  Berücksichtigung 
dar  die  sey  bandera  gemeinsancen  Oealie  und 
Verordnungen  (Manual  para  el  deaeinjicilo  de  las 
funcionas  políticas  de  la  adminisi ración  en  lot 
i-eínos  y  lerrilortos  repreíentadoa  en  d  Conaejo 
del  Imperio  en  Diiía,  especiaimenie,  de  laa  leyet 
y  reglamenlos  comunea  d  dicftos  íen-ilorioí.) 
Wien.,  1815. 

(1)  Parte  primera,  capitulo  II,  articuloa  S.' 
&  10.  Por  el  arU  48  de  lafey  XXXVH  de  1880,  *e 
autoriza  al  Hiaiatro  de  Justicia  para  promul- 
gar en  Fiume  el  Código  penal  de  toa  crímenes  y 
delitos  y  el  de  las  &ltas,  por  medio  de  diapoai- 
cí6n  especial ,  é  introducir  respecto  de  este  Altimo 
las  modificaciones  necesarias,  atendidas  las  cir- 
cuas  la  uc  las  locales. 
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8U  domicilio  ó  residencia  habitual  el 
hecho  no  fuere  considerado  punible. 

Esta  disposición  es  igualmente  apli- 
cable á  los  extfatijeros. 

Art.  5.^  Carecen  de  fuerza  obligato- 
ria los  reglamentos  dictados  por  los 
municipios  ó  villas,  ínterin  no  sean 
aprobados  por  el  Ministro  del  Interior. 

El  reglamento  dictado  por  una  villa 
se  presentará  al  Ministro,  en  el  término 
de  ocho  días,  por  el  Subprefecto,  acom- 
pañado de  los  motivos  y  observaciones 
convenientes. 

El  Ministro  del  Interior  podrá  propo- 
ner las  modificaciones  y  adiciones  que 
estime  oportunas,  asi  como  no  conce- 
der la  aprobación  solicitada,  cuando 
razones  poderosas  lo  aconsejen. 

Cuando  el  Ministro  del  Interior  dejare 
transcurrir  sesenta  días  sin  proveer,  se 
considerará  como  aprobado  el  regla- 
mento. 

Art.  6.°  En  casos  de  urgente  necesi- 
dad, el  municipio  ó  villa  podrán  dictar 
reglamentos  con  fuerza  obligatoria  des- 
de el  momento  de  su  publicación,  sin 
que  preceda  la  aprobación  ministerial. 

Sin  embargo,  la  autoridad  que  hubie- 
se dictado  un  reglamento  en  esta  for- 
ma, tendrá  la  obligación  de  presentarlo 
al  Ministro  del  Interior  dentro  de  las 
veinticuatro  horas  siguientes,  y  en  todo 
caso  antes  de  su  publicación,  comuni- 
cándole las  razones  que  existieren. 

La  presentación  al  Ministro  de  un  re- 
glamento dictado  por  una  villa  para  su 
aprobación,  deberá  hacerse  por  el  Sub- 
prefecto, en  el  término  perentorio  de 
veinticuatro  horas,  expresando  los  mo- 
tivos que  concurran. 

Si  el  Ministro  anulare  un  reglamento 
de  esta  clase,  la  autoridad  que  lo  hu- 
biere dictado  no  podrá  renovarlo  en  la 
forma  autorizada  en  este  artículo  hasta 
pasados  seis  meses. 


Art.  7.^  Las  órdenes  ministeriales 
no  podrán  prescribir  disposición  algu^ 
na  contraria  á  la  ley;  los  reglamentos 
municipales,  ninguna  contraria  á  la  ley 
,  ó  á  una  orden  ministerial;  y  los  regla- 
mentos dictados  por  las  villas,  disposi- 
ción alguna  contraria  á  la  ley,  orden 
ministerial  ó  reglamento  del  municipio 
á  que  pertenezca. 

Art.  8.**  Para  que  una  orden  minis- 
terial ó  reglamento  tengan  fuerza  obli- 
gatoria, es  necesario: 

1.^  Que  la  autoridad  que  la  hubiere 
dictado  haya  obrado  conforme  á  ]as 
prescripciones  de  este  Código; 

2°  Que  la  orden  ministerial  ó  el  re* 
glamento  se  hayan  publicado  con  arre- 
glo á  la  ley. 

Art.  9***  Las  órdenes  itiinisteriales 
se  publicarán  en  el  periódico  oficial,  y 
obligarán  á  los  ocho  días  de  terminada 
su  inserción  en  el  mismo,  excepto  cuan- 
do se  establezca  un  mayor  plazo  en 
aquéllas. 

El  Ministro  del  Interior  dispondrá,  en 
vista  de  las  circunstancias  de  locali-* 
dad,  lo  más  conveniente  respecto  á  la 
forma  de  publicación  de  los  reglamen- 
tos municipales  y  de  las  villas. 

Estos  reglamentos  serán  ob1igatO'< 
rios,  á  menos  que  en  ellos  se  dispusiere 
otra  cosa,  á  los  cuatro  días  de  hecha  su 
publicación. 

Sin  embargo,  los  reglamentos  dicta- 
dos con  arreglo  á  lo  autorizarlo  por  el 
artículo  6.°  de  este  CódigO}  obligarán  á 
las  veinticuatro  horas  de  publicados. 

Art.  10.  Los  Jueces,  en  la  aplicación 
á  los  casos  particulares  de  una  orden 
ministerial  ó  reglamento,  tienen  facul- 
tad para  fallar  acerca  de  su  legalidad, 
pero  no  para  hacer  apreciaciones  acer- 
ca de  su  necesidad  ú  oportunidad. 

Lo  referente  á  determinar  si  la  cor- 
poración que  dictó  el  reglamento  muni- 
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cipal  Ó  de  villa  fué  ó  no  convocada  re- 
gularmente,  si  estaba  6  no  regularmen- 
te constituida,  6  si  la  resolución  fué  ó 
no  tomada  conforme  á  las  disposicio- 
nes vigentes,  no  podrán,  en  ningún  • 
caso,  ser  objeto  de  examen  por  parte 
del  Juez. 

Art.  11.  Las  órdenes  ministeriales  y 
reglamentos  dejarán  de  tener  fuerza 
de  obligar: 

1.®  Cuando  hubieren  sido  dictados 
por  un  tiempo  determinado,  transcurri- 
do que  éste  sea; 

2.**  Cuando  lo  hubieren  sido  por  el 
tiempo  que  durare  una  epidemia  conta- 
giosa, epizootia,  incendios  frecuentes, 
inundaciones  ú  otros  peligros,  una  vez 
que  hubieren  cesado  estas  causas,  y  en 
todo  caso  desde  que  se  publicare  su 
derogación; 

3.0  Cuando  se  hubieren  dictado  con 
ocasión  de  Exposiciones,  ceremonias 
públicas,  procesiones  ú  otros  aconteci- 
mientos análogos,  cuya  repetición  no 
fuere  probable,  desde  el  día  siguiente  á 
,  aquel  en  que  cesare  la  causa  por  que  se 
dictaron. 

Los  reglamentos  municipales  deja- 
rán de  regir,  además,  desde  el  momen- 
to en  que  fuere  obligatoria  una  orden 
ministerial  dictada  sobre  el  mismo 
objeto. 

Los  reglamentos  de  las  villas,  desde 
aquel  en  que  lo  fueren  una  orden  mi- 
nisterial ó  un  reglamento  municipal. 

Sin  embargo,  si  la  orden  ministerial 
ó  el  reglamento  municipal  no  dispusie- 
ren acerca  de  todos  los  particulares 
comprendidos  en  el  reglamento  dictado 
por  la  autoridad  inferior,  aquéllos  que 
no  hubieren  sido  objeto  de  disposición 
especial  quedarán  en  vigor. 

Art.  12.  Las  disposiciones  generales 
del  Código  penal  de  los  crímenes  y  de- 
litos serán  aplicables  á  los  casos  de 


faltas,  salvo  lo  especialmente  estable- 
cido en  el  presente  Código. 

Art.  13.  Las  faltas  cometidas  en  el 
extranjero  no  son  punibles. 

Art.  14.  Por  faltas  no  podrá  conce- 
derse la  extradición  (1). 

Art.  15.  Las  penas  para  las  faltas 
son  las  siguientes: 

1.*    Arresto; 

2.*.  Multa  (2). 

Art.  16.  La  pena  impuesta  por  falta 
no  podrá  exceder  de  dos  meses  de 
arresto  y  300  florines  de  multa,  si  es 
una  ley  la  que  la  define;  de  quince  días 
de  arresto  y  cien  florines  de  multa,  si  es 
una  orden  ministerial;  de  cinco  dias  de 
arresto  y  50  florines  de  multa,  si  es  un 
reglamento  municipal;  y  de  tres  días 
de  arresto  y  20  florines  de  multa,  si  es 
un  reglamento  de  una  villa. 

Art.  17.  El  mínimum  de  duración  del 
arresto  será  de  tres  horas,  y  el  de  la 
multa  de  50  kreutzers  (3). 

Art.  18.  La  pena  de  arresto  se  sufri- 
rá en  las  prisiones  de  la  autoridad  ad- 
ministrativa, y  cuando  las  circunstan- 
cias lo  consintieran,  en  celda. 

El  sentenciado  á  pena  de  arreste  po- 
drá'alimentarse  á  sus  expensas. 

No  podrá,  salvo  en  el*  caso  previsto 
en  el  artículo  siguiente,  ser  obligado  al 
trabajo. 

Art.  19.  En  los  puntos  en  que  exis- 
tan casas  de  corrección,  los  sentencia- 
dos á  pena  de  arresto,  superior  á  tres 
días,  y  que  fueren  menores  de  veinte 
años,  sufrirán  su  condena  en  esta  clase 
(de  establecimientos,  y  quedarán  suje- 


(1)  Véase  el  art.  9.°  del  Códig'O  penal  de  los 
crímenes  y  delitos. 

(2)  Véanse  los  artículos  24  y  25  de  este  C6- 
digo. 

(3)  Equivalen  próximamente  á  una  peseta. 
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tos  á  los  reglamentos  interiores  en  lo 
referente  al  trabajo  (1). 

Art.  20.  Cuando  por  una  ley>  una 
orden  ministerial  ó  un  reglamento,  se 
impusiere  solamente  la  pena  de  multa 
contra  el  autor  de  una  falta,  esta  pena 
no  podrá  sustituirse  por  la  de  arresto, 
sino  en  el  caso  dé  manifiesta  insolven- 
cia de  aquéL 

Art.  21.  Cuando  concurrieren  cir- 
cunstancias atenuantes,  y  ninguna  agra- 
vante, podrá  sustituirse  la  pena  de 
arresto  correspondiente  á  la  falta  por 
la  de  multa. 

Art.  22.  Cuando  se  impusiere  la  pe- 
na de  arresto  únicamente,  la  sentencia 
determinará  los  días  de  arresto  que  hu- 
biere de  sufrir  el  autor  de  la  falta,  en  el 
caso  en  que,  según  lo  dispuesto  en  los 
artículos  anteriores,  debe  ser  sustitui- 
da por  esta  clase  de  pena. 

En  estos  casos,  la  pena  de  multa  in- 
ferior á  dos  florines  no  podrá  sustituir- 
se por  un  arresto  que  exceda  de  doce 
horas. 

La  de  multa  de  dos  á  10  florines,  se 
convertirá  en  un  día  de  arresto,  y  así 
sucesivamente,  á  razón  de  un  día  por 
cada  10  florines  más  (2). 

Art.  23.  Cuando  en  la  sentencia  se 
impusiere  conjuntamente  la  pena  de 
multa  y  de  arresto,  se  darán  en  la  mis- 
ma las  bases  para  sustituir  aquélla  por 
ésta,  en  el  caso  de  insolvencia  del  con- 
denado. 

Sin  embargo,  atendiendo  al  importe 
de  la  multa  y  á  lo  dispuesto  en  el  ar- 
ticulo anterior,  la  duración  del  arresto 
no  podrá  en  ningún  caso  exceder: 

De  quince  días,  si  esta  doble  pena 


(1)  Véanse  los  artículos  27  y  42  del  Código 
penal  de  los  crímenes  j  delitos. 

(2)  Véase  el  art.  30  del  presente  Código. 


hubiere  sido  impuesta  con  arreglo  á 
una  ley; 

De  cinco  días,  si  con  arreglo  á  una 
orden  ministerial; 

De  dos  días,  si  conforme  á  un  regla- 
mento municipal; 

«  De  un  dia,  si  de  conformidad  con  lo 
dispuesto  en  un  reglamento  de  una 
villa. 

En  el  caso  del  presenté  artículo,  y  en 
los  límites  anteriormente  determina- 
dos, la  duración  del  arresto  no  podrá 
exceder  de  lo  marcctdo  en  el  art.  16  (1). 

Art.  24.  Las  penas  de  suspensión  de 
empleo  y  suspensión  del  ejercicio  de 
los  derechos  políticos,  no  podrán  impo- 
nerse á  consecuencia  de  la  comisión  de 
una  falta. 

Lo  dispuesto  en  este  artículo  no  dero- 
ga las  disposiciones  especiales  en  ma- 
teria disciplinaria. 

Art.  25.  Las  penas  accesorias  esta- 
blecidas en  los  artículos  60,  61  y  62  del 
Código  penal  de  los  crímenes  y  deli^ 
tos  (2),  «on  aplicables  igualmente  á  las 
faltas  en  los  casos  y  con  arreglo  á  lo 
establecido  en  los  mismos. 

Sin  embargo,  la  prohibición  del  ejer- 
cicio de  una  profesión  que  exija  cono- 
cimientos especiales  (3),  no  podrá  im- 
ponerse por  más  de  seis  meses. 

Los  casos  especiales  en  que  el  comiso 
puede  aplicarse,  ñiera  de  los  señalados 
en  el  Código  penal  de  los  crímenes  y 
delitos,  se  determinan  en  la  parte  espe- 
cial. 

Art.  26.  Son  punibles,  no  sólo  el  au- 
tor de  una  falta,  sino  el  cómplice  (4). 

No  es  punible  la  tentativa. 

(1)  Véase  el  art.  80  de  este  Código. 

(2)  Véanse,  además,  los  artículos  281  y  810  del 
Penal  de  los  crímenes  y  delitos. 

(8)    Art.  60  del  Código  penal  de  los  crímenes 
j  delitos. 
(4)    Véase  el  art.  69  de  id. 
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Art.  27.  Cuanda  la  observancia  de 
una  disposición  que,  según  la  ley,  or- 
den ministerial  ó  reglamento,  corres- 
ponda á  los  cabezas  de  familia,  tutores, 
curadores,  encargados  de  la  guarda  de 
una  persona,  jefes  de^  establecimientos, 
directores  de  industrias  ó  talleres,  fue- 
re violado  por  los  individuos  de  su  fa- 
milia, pupilos,  personas  sometidas  á 
curaduría  ó  guarda,  individuos  que  se 
encuentren  en  el  establecimiento,  do- 
mésticos y  obreros  respectivamente, 

I 

serán  aquéllos  responsables  de  los  he- 
chos cometidos  por  éstos. 

No  obstante,  si  los  autores  designa- 
dos en  este  artículo  hubiesen  cometido 
la  falta  contraviniendo  6  menospre- 
ciando los  avisos,  advertencias  ú  ob- 
servaciones de  los  representantes  de 
la  autoridad,  serán  castigados» 

Art.  28.  Las  faltas  son  punibles  aun 
en  el  caso  de  haber  sido  cometidas  por 
negligencia,  excepto  cuando  la  ley,  or- 
den 6  reglamento  declaren  punibles 
únicamente  las  cometidas  intencional- 
mente. 

Art.  29.  En  caso  de  concurrencia  de 
faltas : 

a)  Si  las  penas  de  arresto  son  úni- 
camente las  aplicables,  se  acumularán 
en  una  sola; 

b)  Si  fuere  aplicable  únicamente  la 
de  multa,  ó  la  de  multa  y  arresto,  se 
impondrá  separadamente  la  correspon- 
diente á  cada  falta  castigada  con  multa 
con  arreglo  al  art.  16. 

Art.  30.    En  los  casos  del  art.  29: 

a)  La  duración  de  las  penas  de  arres- 
to acumuladas  podrá  aumentarse  has- 
ta la  establecida  en  el  art.  23  y  confor- 
me á  las  distinciones  del  mismo; 

b)  En  lo  referente  á  la  conversión  de 
la  multa  impuesta,  son  aplicables  las 
disposiciones  del  art.  22,  y  con  las  limi- 
taciones siguientes: 


Cuando  se  hubiere  impuesto  la  pena 
de  multa  y  la  acumulada  de  arresto,  la 
duración  de  los  arrestos  acumulados, 
junto  con  la  de  los  arrestos  sustitutivos 
déla  de  multa,  no  podrá  exceder: 

De  noventa  días,  si  se  trata  de  una 
falta  prevista  por  una  ley; 

De  veinticinco  días,  si  de  una  falta 
que  se  halle  prevista  en  una  orden  mi- 
nisterial; 

De  nueve  días,  si  en  un  reglamento 
municipal; 

De  cinco  días,  si  en  un  reglamento  de 
una  villa. 

Si,  por  el  contrario,  se  trata  del  caso 
en  que  la  multa  sea  la  única  pena  im- 
puesta, la  duración  de  las  de  arresto 
acumuladas  no  podrá  exceder: 

De  cuarenta  y  cinco  días,  si  se  trata 
de  una  falta  prevista  en  una  ley; 

De  quince  días,  si  en  una  orden  mi- 
nisterial; 

De  siete  días,  si  en  un  reglamento 
municipal; 

De  tres  días,  si  en  un  reglamento  de 
una  villa. 

Art.  31.  La  acción  penal  por  faltas 
prescribe  á  los  seis  meses  y  la  pena  im- 
puesta al  año,  á  menos  que  otra  cosa 
se  disponga  en  una  ley  especial. 

Art.  32.  Las  penas  de  policía  aplica- 
bles en  los  casos  previstos  en  el  párra- 
fo 4.°  del  art.  85  del  Código  penal  de 
los  crímenes  y  delitos,  por  delitos  co- 
metidos por  menores,  podrán  elevar- 
se hasta  la  mitad  del  máximum  de 
las  penas  determinadas  en  el  Código 
penal. 

Sin  embargo,  las  de  arresto  no  po- 
drán exceder  de  seis  meses,  y  las  de 
multa  de  1.000  florines. 

En  el  caso  de  concurrencia  de  delitos 
ó  de  delitos  y  faltas,  la  duración  del 
arresto  no  podrá  exceder  de  ocho  me- 
ses, y  la  multa  de  1.500  florines. 


La  sustitución  de  la  multa  se  regirá 
por  las  disposiciones  del  art.  22. 

No  obstante,  la  duración  del  arresto 
no  podrá  exceder  de  tres  meses,  si  fue- 
re esta  sólo  la  impuesta,  y  de  nueve 
meses  si  se  hubiere  impuesto  conjunta- 
mente con  la  de  arresto. 

Son  aplicables  las  disposiciones  de 
los  artículos  18  y  19  á  la  ejecución  de  la 
pena  de  arresto. 


Con  respecto  á  los  demás  particula- 
res no  previstos  en  esta  primera  parte, 
tendrán  aplicación  las  disposiciones  co- 
rrespondientes del  Código  penal  de  los 
crímenes  y  delitps,  incluso  el  carácter 
punible  de  la  tentativa  y  la  prescrip- 
ción. 


.-   i 
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PARTE  SEGUNDA 
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CAPÍTULO  PRIMERO.-FALTAS 

CONTRA  EL  ESTADO 

Art.  33.  El  que  sin  licencia  de  la  au- 
toridad competente  levantare  ó  publi- 
care un  plano  ó  dibujo  total  ó  parcial 
de  la  situación  ó  medios  de  defensa  de 
una  plaza  fuerte,  fortaleza,  campo  atrin- 
cherado, destinados  á  la  defensa  nacio- 
nal; el  que  se  procurare  ó  procurare  á 
otro,  copiare  ó  hiciere  copiar  un  plano 
ó  dibujo  de  esta  naturaleza,  que  se  en- 
cuentre bajo  la  custodia  de  cualquier 
autoridad,  será  castigado  con  la  pena 
de  dos  meses  de  arresto  y  300  florines 
de  multa  como  máximum. 

Art.  34.  Será  condenado  á  la  pena  de 
un  mes  de  arresto  y  300  florines  de  mul- 
ta como  máximum: 

1 .°  El  que  secretamente,  ó  contravi- 
niendo una  disposición  prohibitiva  del 
Gobierno,  se  procurare  en  gran  canti- 
dad armas  ó  municiones; 

2.°  El  que  sin  permiso  de  la  autori- 
dad fabricare  ó  hiciere  fabricar,  se  pro- 
curare ó  pusiere  en  circulacióji  armas 
prohibidas; 

3.°  El  que  exportare  al  extranjero 
armas,  municiones  ó  caballerías,  en 
época  en  que  la  exportación  se  hallare 
prohibida  por  el  Gobierno. 

Art.  35.    Será  castigado  con  la  pena 


de  300  florines  de  multa,  todo  comer- 
ciante ó  industrial  que  contraviniere 
una  disposición  referente  á  la  fabrica- 
ción, venta,  comercio  ó  exportación  de 
armas  ó  municiones. 

Art.  36.  El  que  públicamente  arbole 
6  despliegue,  venda  ó  reparta  en  cual- 
quier forma  banderas,  escudos  ó  in- 
signias, cuya  exhibición  ó  uso  estuvie- 
ren prohibidos  por  una  orden  ministe- 
rial, como  signos  de  tendencias  hostiles 
al  Estado  ó  á  las  instituciones,  será 
castigado  con  la  pena  de  quince  días 
de  arresto,  y  200  florines  de  multa  como 
máximum. 

Art.  37.  Será  condenado  á  la  pena  de 
dos  meses  de  arresto,  y  300  florines  de 
multa,  el  que  con  ánimo  de  ultrajarlos 
manchare,  degradare  ó  arrancare  los 
escudos  ó  banderas  de  Hungría,  países 
asociados  ó  de  la  monarquía  austro- 
húngara  arbolados  públicamente,  así 
como  los  escudos  ó  banderas  usados 
en  público  por  autoridades  civiles  ó 
militares. 

Art.  38.  El  que  empleare  ó  hiciere 
emplear  en  la  educación  libros  ó  me- 
dios de  enseñanza  prohibidos  por  el  Go- 
bierno, será  condenado,  además  del  co- 
miso, á  la  pena  de  dos  meses  de  arres- 
to, y  300  florines  de  multa  como  máxi- 
mum. 
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En  caso  de  reincidencia^  ocurrida  an- 
tes de  transcurridos  dos  años  desde  el 
cumplimiento  de  la  pena  impuesta^  po- 
drá el  profesor  ser  además  condenado 
á  la  destitución  de  las  funciones  de  que 
se  hallare  investido. 

CAPÍTULO  II. — FALTAS  CONTRA  LAS 
AUTORIDADES  Y  CONTRA  LA  PAZ  PÚ- 
BLICAS. 

Art.  39.  El  que  para  satisfacer  ó  rein- 
tegrar al  reo  del  importe  de  multa  im«- 
puesta  á  consecuencia  de  un  procedi- 
miento penal  ó  disciplinario,  provoca- 
re por  medio  de  la  prensa,  en  una  re- 
unión pública  y  oralmente,  á  una  colec- 
ta, ó  repartiere  las  invitaciones  á  la 
misma,  ó  por  estos  medios  publicare 
su  resultado,  será  condenado  á  la  pena 
de  300  florines  de  multa  como  máxi- 
mum. 

El  importe  de  lo  recaudado  caerá  en 
comiso. 

Art.  40.  El  que  por  medio  de  campa- 
nas ú  otra  señal  de  .alarma,  sabiendo 
que  no  existe  motivo,  turbare  el  reposo 
del  vecindario,  ó  indujere  intencional- 
mente  á  error  á  las  autoridades,  denun- 
ciándoles un  peligro  ó  daño  imagina- 
rio, será  condenado  á  la  pena  de  ocho 
días  de  arresto. 

Si  á  consecuencia  de  la  falsa  alarma 
se  hubiere  puesto  en  movimiento  el 
ejército  ó  la  policía,  el  autor  de  la  mis- 
ma será  condenado  á  la  pena  de  quince 
días  de  arresto  como  máximum. 

Art.  41.  El  que  sin  intención  de  co- 
meter extorsión  (1),  amenazare  á  cual- 
quier persona  de  asesinato,  robo,  le- 
siones corporales  graves,  incendio  ú 
otro  crimen  contra  la  seguridad  públi- 


(1}     Véase  el  art.  850  del  Código  penal  de  los 
crímenes  y  delitos,  y  la  nota. 


ca,  ó  con  la  publicación,  por  medio  de 
la  prensa,  de  imputaciones  calumnio- 
sas ó  injuriosas,  será  condenado  á  la 
pena  de  un  mes  de  arresto  y  200  florines 
de  multa  como  máximum. 

El  que,  sin  ánimo  de  cometer  extor- 
sión (1)  amenazare  á  los  habitantes  de 
una  comarca  ó  término  municipal  con 
la  comisión  de  cualquiera  de  los  críme- 
nes mencionados  en  este  artículo,  será 
castigado  con  la  pena  de  dos  meses  de 
arresto  y  300  florines  de  multa  como 
máximum. 

Art.  42.  Será  condenado  á  la  pena 
de  ocho  días  de  arresto  como  máxi- 
mum el  que,  en  caso  de  motín  ó  sedi- 
ción, contraviniere  las  disposiciones  de 
la  autoridad,  encaminadas  al  restable- 
ciiniento  del  orden  público. 

Art.  43.  El  que,  requerido  por  un 
funcionario  ó  representante  de  la  auto- 
ridad en  el  ejercicio  de  su  cargo,  para 
declarar  su  nombre,  profesión  ó  domi- 
cilio, rehusare  hacerlo  ó  declarare  en 
falso,  será  condenado  á  multa  de  25  flo- 
rines como  máximum. 

Art.  44.  El  que  indebidamente  osten- 
tare funciones  ó  cargos  de  un  servicio 
público,  ó  se  hiciere  pasar  por  indivi- 
duo perteneciente  al  ejército;  el  que  sin 
derecho  usare  uniforme  ó  distintivo  de 
funcionario  público  ó  autoridad,  ó  cuer- 
po militar,  será  castigado  con  multa  de 
50  florines  como  máximum. 

Art.  45.  El  que  hiciere  uso  de  un 
título  ó  usurpare  un  rango  que  legíti- 
mamente no  le  pertenezca,  induciendo 
á  error  á  cualquier  persona,  así  como 
el  que  ostentare  públicamenle  cruces  ó 
condecoraciones  nacionales  de  que  no 
esté  investido,  ó  cruces  ó  condecoracio- 
nes extranjeras  sin  autorización,  será 


(l)    Véase  el  art.  350  del  Código  penal  de  los 
crímenes  y  delitos,  y  la  nota 
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condenado  á  100  florines  de  multa  como 
máximum. 

Art.  46.  El  que  empleare  expresio- 
nes injuriosas  contra  un  funcionario 
público  ó  representante  de  la  autoridad 
en  el  ejercicio  de  sus  funciones,  ó  el 
que  en  una  solicitud  6  instancia  eleva- 
da &  cuaJquier  autoridad  empleare  ex- 
presiones de  esta  clase  relativamente 
á  otra,  será  castigado  con  multa  de 
100  florines  como  máximum. 

Art.  47.  Será  condenado  á  la  pena  de 
ocho  d!as  de  arresto  como  máximum, 
el  que  sin  licencia  de  la  autoridad 
arrancare,  destruyere  ó  hiciere  ilegi- 
bles las  disposiciones  ó  bandos  de  la 
misma,  Ajados  en  sitio  público. 

Art.  48.  Será  castigado  con  la  pena 
de  ocho  días  de  arresto  como  máxi- 
mum, el  que  divulgare  ó  publicare  un 
bando  ó  medida  de  Índole  secreta  con 
conocimiento  de  su  carácter. 

Art.  49.  El  que,  sin  haber  solicitado 
permiso  de  la  autoridad  competente, 
organizare  en  la  vía  pública  una  comi- 
tiva con  antorchas  (I),  será  castigado 
con  50  florinee  de  multa  como  máxi- 
mum. 

El  que  hubiere  organizado  una  comi- 
tiva de  esta  clase,  no  obstante  haberse 
denegado  por  la  autoridad  el  oportuno 
permiso,  y  el  que,  con  conocimiento  de 
esta  denegación  hubiere  cooperado  á 
su  organización,  serán  castigados  con 
multa  de  100  florines  como  máximum. 

Art.  50,  El  que,  contraviniendo  á  la 
prohibición  de  la  autoridad,  organizare 
en  cualquier  villa  6  pueblo  una  ilumi- 
nación, asi  como  el  que  con  conoci- 
miento de  aquélla  concurriere  á  laor- 


(1)  Eeta  dÍ8p03Íci6Q  debe  referirae  á  algo  ae- 
mejante  i  lo  que  en  Espaüa  ocurre  el  dfa  de 
ñenet. 


ganización,  serán  castigados  con  mul- 
ta de  100  florines  como  máximum. 

CAPÍTULO  111.— FALTAS  CONTRA  LA 
RELIGIÓN  Y  SU  LIBRK  EJERCICIO 

Art.  51.  El  que  públicamente  hicie- 
re motivo  de  irrisión  cualquier  objeto 
de  veneración  religiosa  de  una  confe- 
sión reconocida  por  el  Estado  (1),  fue- 
ra de  los  lugares  consagrados  á  la  ce- 
lebración del  culto,  y  en  tiempo  que 
éste  no  se  estuviere  celebrando,  y  á 
consecuencia  de  este  hecho  produjere 
escándalo  público,  será  castigado  con 
la  pena  de  ocho  días  de  arresto  como 
máximum. 

Art.  53.  Será  condenado  &  la  multa 
de  100  florines  como  máximum,  el  que 
contraviniere  lo  dispuesto  en  el  art.  19 
de  la  ley  LUÍ  de  1868,  acerca  de  los  do- 
mingos y  días  feriados  (2). 

Art.  53,  El  que  recibiere  en  una  con- 
fesión religiosa  á  un  menor  de  dieci- 
ocho años  perteneciente  &  otra,  contra- 
riando lo  dispuesto  en  la  ley  LUÍ  de 
1868  (3),  será  castigado  con  la  pena  de 


art,  190  j  nota  del  CAdígo  peoal 
y  del  i  loa 

(i)    Art.  19  de  esta  ley: 

«Los  miembros  de  una  confesión  religiosa  no 
estarán  obligados  á  observar  las  ceremonias  del 
culto  y  feslividadea  do  otras  oaofesiones,  ni  de 
abstenerse  del  trabajo  en  loa  di'aa  en  que  ae^'úii 
éalas  deba  efectuarse. 

iSin  embargo,  en  los  domingos,  todo  trabajo  to 
público  que  no  fuere  de  absoluta  necasidad,  de- 
berá auspenderse. 

•Se  prescribe  asimismo,  en  dfaa  festivos  de 
cualquier  confesión,  en  lea  inmediacionea  délos 
templos  y  en  las  calles  y  plazas  que  hubiera  de 
recorrer  uua  procesión  religiosa,  la  abatonciún 
de  todo  aquello  que  pudiere  eatorpecer  fi  tarbnr 

(3)  El  que  hubiere  cumplido  la  edad  de  die- 
ciocho aEoa,  podri  libremente  cambiar  de  reli- 


DE  LAS  FALTAS  Y  SUS  PENAS 


333 


dos  meses  de  arresto  y  300  florines  de 
multa  como  máximum. 

Art.  54.    El  que  contraviniendo  á  lo 
^dispuesto  en  el  art.  22  de  la  ley  LUÍ 


gión.  Sin  «embargo,  las  mujeres  easftdas  podrán 
verificarlo  aunque  no  hubieren  cumplido  dicha 
edad  (art.  2.*  de  la  ley  Lili  de  1868). 

Los  hijos  nacidos  de  padres  de  distinta  religión 
seguirán  la  religión  del  padre,  las  hijas  la  de  la 
madre.  Toda  contravención,  conversión  ó  disposi- 
ción contraria  á  la  ley,  de  aquí  en  adelante  será 
nula  y  no  producirá  en  ningún  caso  efecto  algu- 
no {art.  12  id.).  ' 

La  educación  religiosa  de  los  hijos  no  sufrirá 
alteración  por  la  muerte  de  uno  de  los  padres,  ni 
por  el  divorcio  pronunciado  legalmente  (articu- 
lo 18  id.). 

Cuando  uno  de  los  padres  se  convirtiere  á  una 
religión  distinta  de  la  que  profesare  anterior- 
mente,  tos  hijos  menores  de  siete  años  seguirán 
esta  conversión  ó  no,  según  el  sexo  á  que  perte- 
nezcan (art.  14  id.). 

Los  hijos  habidos  antes  del  matrimonio,  pero 
legitimados  por  la  unión  de  sus  padres,  estarán 
sujetos,  en  lo  referente  á  su  educación  religiosa, 
á  las  mismas  reglas  que  los  hijos  legítimos  (ar- 
tículo 15  id.). 

Los  hijos  naturales  y  nacidos  fuera  de  matrimo- 
nio, quedarán  equiparados  á  estos  efectos,  á  los 
legítimos,  si  fueren  reconocidos  por  su  padre, 
en  caso  contrario,  seguirán  la  religión  de  la  ma- 
dre (art.  16  id.). 

Los  niños  hallados,  y  en  general  todos  aquellos 
cuyos  padres  fueren  desconocidos,  seguirán  la  re- 
ligión de  la  persona  que  los  haya  reconocido.  Si 
hubieren  sido  confiados  á  un  Hospicio,  y  este  es* 
tablecimiento  perteneciere  á  una  confesión  reli- 
giosa cualquiera,  serán  educados  en  esta  religión. 
En  los  casos  en  que  concurran  estas  circunstan- 
cias, estos  niños  serán  educados  en  la  religión 
profesada  por  la  mayoría  de  los  habitantes  del 
lugar  en  que  hubieren  sido  encontrados  (artícu- 
lo 18  id.). 

Véase  Entvari  (Peter).  Religions  und  Ehege- 
setze  Ungarns.  {Leyes  religiosas  y  matrimoniales 
de  Hungría.)  Texto  alemán  y  latino.  1  vol.  Pest. 
Ofeu,  1874. 


de  1868  (1),  impidiere  por  violencias  ó 
amenazas  el  sepelio  de  un  cadáver^ 
será  castigado  con  multa  de  300  florines 
como  máximum. 

CAPÍTULO  IV.— PALTAS  RELATIVAS  k 
LA  FALSIFICACIÓN  DE  MONEDA  Y  DOCU- 
MENTOS DE  CRÉDITO. 

Art.  55.  El  que  operando  sobre  gran- 
des cantidades,  pero  sin  intención  de 
poner  en  circulación: 

1.**  Fabricare  ó  hiciere  fabricar  mo- 
neda ó  papel  moneda  falsos; 

2,^  Practicare  ó  hiciere  practicar,  en 
la  moneda  ó  papel  moneda  legítimos, 
alteraciones  que  los  hagan  aparecer 
como  de  mayor  valor; 

3.°  Cercenare  ó  hiciere  cercenar  ó 
reducir  el  valor  metálico  de  moneda 
legítima, 

Será  castigado  con  la  pena  de  dos 
meses  de  arresto  y  300  florines  de  multa 
como  máximum. 

Art.  56.  El  que  para  la  fabricación 
de  moneda  falsa  ó  falsificación  de  la 
misma,  sin  intención  de  ponerla  en 
circulación,  hiciere  uso  de  aparatos 
mecánicos  ó  procedimientos  químicos, 
moldes  de  metal,  madera  ú  otros  obje- 
tos con  los  que  únicamente  hubiere  ve- 
rificado una  sola  falsificación  ó  parte 
de  varias,  será  castigado  con  la  pena 
de  dos  meses  de  arresto  v  300  florines 
de  multa  como  máximum. 

Art.  57.    El  que  cometiere  en  cual- 
quiera de  los  documentos  de  crédito* 
mencionados  en  los  artículos  210  y  211 
del  Código  penal  de  los  crímenes  y  de- 
litos, alguno  de  los  actos  previstos  en 


(1)  Art.  22  de  esta  ley:  iLos  miembros  de  las 
diferentes  confesiones  religiosas  podrán  ser  ente- 
rrados en  los  cementerios  libremente  y  sin  sepa- 
ración alguna.! 
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los  artículos  55  y  56,  será  castigado  con 
la  pena  de  dos  meses  de  arresto  y  300 
ñorinés  de  multa  como  máximum. 

El  que  los  realizare  en  los  sellos  enu- 
merados en  el  art.  412  de  dicho  Código, 
será  condenado  á  la  de  un  mes  de 
arresto  y  200  florines  de  multa  como 
máximum. 

Art.  58.  Será  castigado  con  la  pena 
de  un  mes  de  arresto  y  300  florines  de 
multa  como  máximum,  el  que  fabrica- 
re modelos,  planchas,  punzones  ó  cu- 
ños destinados  á  la  falsiflcación  de  mo- 
neda  ó  de  papel  moneda,  ó  á  la  fabrica- 
ción de  sellos  falsos,  sin  licencia  de  la 
autoridad  ó  de  las  personas  ó  estable- 
cimientos autorizados  para  emitir  pa- 
pel moneda;  asi  como  el  que  los  fabri- 
care y  pusiere  á  disposición  de  otra 
persona  que  la  autorizada,  y  el  que  die- 
re á  otro  marcas  de  estos  objetos. 

Art.  59.  El  que  fabricare  medallas, 
piezas  conmemorativas,  flchas,  anun- 
cios, prospectos,  marcas  de  productos 
ú  objetos  de  esta  naturaleza,  que  fácil- 
mente puedan  ser  confundidos  ó  se  ase- 
mejen á  la  moneda,  papel  moneda  ó 
sellos,  asi  como  el  que  pusiere  en  cir- 
culación estos  objetos,  será  castigado 
con  multa  de  200  florines  como  má- 
ximum. 

CAPÍTULO   V.— FALTAS  CONTRA  EL 
ESTADO  DE   FAMILIA 

Art.  60.  Será  castigado  con  la  pena 
de  un  mes  de  arresto  y  300  florines  de 
multa  como  máximum,  todo  funciona- 
rio del  Registro  civil: 

1.**  Que  dejare  de  inscribir  como  le- 
gitimo, según  las  leyes  del  Estado,  un 
hijo  de  legítimo  matrimonio  con  arre- 
glo á  dichas  leyes,  constándole  esta 
circunstancia,  así  como  el  que  inscri- 
biere como  legitimo  un  hijo  natural. 


2.**  Que  en  el  caso  de  que  un  hijo 
inscrito  como  natural  en  el  Registro 
hubiere  sido  declarado  legítimo  por  re- 
solución Arme  de  la  autoridad  compe- 
tente, dejare  de  dar  cumplimiento  á  la 
orden  de  dicha  autoridad,  disponiendo 
el  registro  de  esta  declaración  ó  legiti- 
mación; 

3.°  Que  cuando  se  trate  de  un  hijo 
inscrito  como  legítimo,  que  hubiere 
sido  declarado  por  una  sentencia  fir- 
me, natural,  no  registrare,  una  vez  re- 
querido para  ello  por  la  autoridad  com- 
petente, el  texto  de  esta  sentencia. 

CAPÍTULO    VI.— FALTAS    CONTRA 
LA  SEGURIDAD  PÚBLICA 

Art.  61.  Los  sentenciados  por  vio- 
lencia, contra  la  autoridad  ó  los  parti- 
culares, asesinato,  robo,  extorsión  (1), 
hurto,  ó  como  reincidentes  de  cazar  en 
tiempo  ó  cotos  vedados,  á  quienes  la 
autoridad,  una  vez  cumplida  su  conde- 
na, hubiere  prohibido  el  uso  de  armas, 
y  contravinieren  á  esta  prohibición^  se- 
rán castigados  con  la  pena  de  diez  días 
de  arresto  y  100  florines  de  multa  como 
máximum. 

Art.  62.  El  que  no  tuviere  domicilio 
fijo,  el  que  anduviere  libre  y  vagabun- 
do, sin  trabajo  ni  ocupación,  será  cas- 
tigado como  vago  con  la  pena  de  ocho 
días  de  arresto  como  máximum,  si  en 
el  término  que  la  autoridad  le  señale 
no  prueba  que  posee  los  medios  nece- 
sarios para  atender  á  su  subsistencia, 
ó  que  trata  de  procurárselos  honrada- 
mente. 

Art.  63.  El  que  habiendo  sido  conde- 
nado por  vago  fuere  encontrado  nueva- 
mente en  estado  de  vagancia,  dentro 


(1)    Véase  el  art.  850  y  nota  del  Código  penal 
de  los  crímenes  y  delitos. 
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de  los  dos  años  siguientes  al  cumpli- 
miento de  la  primera  condena,  será 
castigado  con  un  mes  de  arresto  como 
máximum. 

Art.  64.  Los  padres,  tutores,  cura- 
dores ó  guardadores  que  dejaren  vaga- 
bundear á  sus  hijos  ó  pupilos  menores 
de  dieciséis  años,  ó  que  no  usaren 
dentro  de  lo  posible  el  derecho  de  co- 
rrección para  impedirlo,  serán  castiga- 
dos con  multa  de  100  florines  como  má- 
ximum, y  en  caso  de  reincidencia,  an- 
tes de  transcurridos  doce  años,  con 
multa  de  200  florines  como  máxi- 
mum. 

Art.  65.  En  los  puntos  en  que  exis- 
tiere casa  de  corrección,  los  jóvenes 
vagos,  menores  de  dieciséis  años,  se- 
rán encerrados  y  recibirán  educación 
en  la  misma  por  un  tiempo  que  no  po- 
drá exceder  de  un  año. 

Art.  66.  El  que  sin  licencia  de  la  au- 
toridad implorare  la  caridad  pública- 
mente ó  de  puerta  en  puerta,  pusiere  á 
implorarla  á  sus  hijos,  menores  de  die- 
ciséis años,  ó  los  cediere  ó  alquilare  á 
este  efecto  á  otra  persona,  será  casti- 
gado con  la  pena  de  ocho  días  de  arres- 
to como  máximum. 

Lo  dispuesto  en  el  articulo  anterior 
es  aplicable  á  los  niños  que  imploren 
la  caridad  pública. 

Art.  67.  Será  castigado  con  la  pena 
de  un  mes  de  arresto  el  que,  castigado 
por  mendigo,  implorare  nuevamente  la 
caridad  pública,  sin  licencia  de  las  au- 
toridades, antes  de  transcurridos  dos 
años  de  sufrida  la  condena. 

Art.  68.    Serán  castigados  con  la  pe- 
na de  dos  meses  de  arresto  como  má- 
ximum, los  mendigos,  provistos  ó  no  . 
de  la  oportuna  licencia: 

1.**  Que  se  encuentren  reunidos  más 
de  tres  en  un  mismo  punto,  siendo  ma- 
yores de  catorce  años; 


2.°  Que  mendigaren  fuera  del  tiem- 
po señalado  por  la  autoridad; 

3.^  Que  imploren  la  caridad  llevan- 
do armas  sobre  si; 

4.^  Que  penetren  en  habitaciones  ce- 
rradas sin  previa  autorización; 

5.''  Que  simulen  una  enfermedad,  in- 
fortunio, pérdida  de  miembro  ó  imper- 
fección del  mismo,  pérdida  de  la  vista, 
del  oído,  de  la  palabra  ó  perturbación 
intelectual. 

Art.  69.  El  derecho  de  las  autorida- 
des para  conducir  á  sus  respectivos 
pueblos  á  los  vagos  aprehendidos,  no 
se  entiende  derogado  por  las  disposi- 
ciones de  los  artículos  62  á  68  de  este 
Código. 

Los  individuos  condenados  como  va* 
gos  ó  mendigos  podrán  ser  conducidos 
á  su  país  natal  si  fueren  nacionales,  ó 
expulsados  del  Estado  si  fueren  extran- 
jeros, una  vez  sufrida  la  pena  impuesta. 

Art.  70.  Aquel  que  hubiere  sido  ex- 
pulsado por  decisión  ejecutoria  de  la 
autoridad  del  territorio  del  Estado  de 
Hungría,  ó  de  una  parte  del  mismo,  co- 
marca ó  común,  y  volviere  á  él  sin  li- 
cencia y  durante  la  prohibición  de  la 
autoridad,  será  castigado  con  la  pena 
de  un  mes  de  arresto  como  máximum. 

Art.  71.  El  que  con  intención  de  ob- 
tener un  empleo,  socorro  ó  asistencia 
engañare  á  particulares  ó  á  la  autori- 
dad fingiendo  pasaportes,  certificados 
de  libertad  del  servicio  militar,  cartillas 
ó  libretas  de  obreros  ó  gente  de  servi- 
cio, certificados  de  aptitud  ó  de  legiti- 
mación falsos,  ó  falsificando  los  verda- 
deros y  haciendo  uso  de  los  mismos,  ó 
de  alguno  verdadero  pero  extendido  á 
favor  de  otra  persona,  será  castigado 
con  la  pena  de  un  mes  de  arrestó  como 
máximum.. 

Art.  72.  El  que  dejare  de  inscribir 
su  nombre,  profesión  ó  domicilio  en  los 
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ra señalada  para  la  clausura  del  esta- 
blecimiento insista  en  permanecer  en 
él  ó  se  oculte,  desatendiendo  las  amo- 
nestaciones del  dueño  6  de  los  agentes 
6  representantes  de  la  autoridad,  será 
castigado  con  multa  de  25  florines  co- 
mo máximum, 

Art.  75.  Las  riñas  en  la  vía  pública, 
en  fonda,  hotel  ú  otro  local  accesible 
al  público,  se  castigarán  con  la  pena 
de  ocho  días  de  arresto  y  50  florines  de 
multa  como  máximum,  si  no  se  produ- 
jere lesión  corporal  alguna. 

La  pena  se  impondrá  á  todos  aque- 
llos que  hubieren  tomado  parte  en  la 
riña  ó  que  hayan  provocado  ó  incitado 
á  otros  &  la  contienda. 

Al  que,  habiendo  tomado  parte  en  la 
riña,  le  fueren  encontrados  en  su  poder 
acmaó  instrumento  ofensivo  de  cual- 
quicraclase,  se  le  castigará  con  la  pena 
de  quince  dias  de  arresto  y  100  florines 
de  multa  como  máximum. 

Art.  76.  El  que  organizare  ó  inten- 
tare organizar  un  baile  público,  masca- 
rada, concierto,  fuegos  artiflciales,  ex- 
posición de  fieras  il  Otros  espectáculos 
para  los  que  sea  preciso  licencia  de  la 
autoridad,  conforme  á  una  orden  mi- 
nisterial ó  reglamento  vigentes,  sin  so- 
licitar tal  licencia  ó  habiéndole  sido 
denegada,  será  castigadg  con  multa 
de  100  florines  como  máximum. 

Art.  77.  Será  castigado  con  multa 
de  100  florines  como  máximum,  el  em- 
presario de  teatro  que  sin  autorización 
de!  Ministro  del  Interior  ó  que  con  esta 
autorización,  pero  sin  licencia  de  la 
autoridad,  diere  representaciones  tea- 
trales 6  contraviniere  á  la  autorización 
obtenida. 

En  caso  de  reincidencia  antes  de 
transcurridos  dos  años,  la  multa  podrá 
agravarse  hasta  300  florines. 

Art.  78.    El  que  en  solemnidades  pú- 
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blicas,  fiestas  populares,  procesiones  ó 
espectáculos  análogos,  contraviniere  á 
las  disposiciones  de  la  autoridad,  en- 
caminadas á  mantener  el  orden  6  im- 
pedir accidentes,  será  castigado  con 
multa  de  100  florines  como  máximum. 

Art.  79.  Los  que  tuvieren  por  ocu- 
pación habitual  la  cartomancia,  ma- 
gia, evocación  de  espíritus,  profecías, 
interpretación  de  los  sueños,  conjuros 
ú  otros  artificios  semejantes,  de  natu- 
raleza á  propósito  para  engañar  á  otro, 
serán  castigados  con  la  pena  de  ocho 
días  de  arresto  y  100  florines  de  multa 
como  máximum. 

En  caso  de  reincidencia,  ocurrida 
antes  de  transcurridos  dos  años,  con- 
tados desde  el  cumplimiento  de  la  pena 
impuesta,  serán  castigados  con  la  de 
un  mes  de  arresto  y  200  florines  de 
multa. 

Art.  80.  El  que  voluntariamente  pro- 
fanare una  tumba,  monumento  funera- 
rio, estatua,  monumento  conmemora- 
tivo,  cuadro  ú  objeto  de  arte  expuesto 
en  un  lugar  público;  el  que  voluntaria- 
mente profanare  ó  causare  daño  en  un 
cementerio  público,  paseo  ó  jardín,  ár- 
boles situados  en  la  vía  pública,  ban- 
cos, faroles  del  alumbrado  público,  ró- 
tulos indicativos  de  calles  ó  caminos, 
piedras  miliarias,  ó  cuadros  en  que  se 
fijen  las  disposiciones  de  la  autoridad, 
será  castigado  con  la  pena  de  tres  días 
de  arresto  y  100  florines  de  multa  como 
máximum. 

Art.  81.  Las  mujeres  públicas  que 
contravinieren  las  disposiciones  de  la 
autoridad  á  eijas  referentes,  serán  cas- 
tigadas con  la  pena  de  un  mes  de 
arresto  como  máximum. 

Art.  82.  El  que  contraviniere  á  las 
disposiciones  especiales  referentes  á  la 
moralidad  pública,  dictadas  para  el  es- 
tablecimiento y  administración  de  ca* 
Tomo  IX.— Instituciones  jusIdicas. 


sas  de  salud,  de  maternidad  ó  de  ba- 
ños, será  castigado  con  multa  de  -300 
florines  como  máximum. 

Art.  83.  El  que  se  bañare  en  un  sitio 
expuesto  á  la  vista  del  público,  sin  ves- 
tido alguno  ó  de  modo  que  ofenda  á  la 
moral,  será  condenado  á  la  pena  de 
ocho  días  de  arresto  como  máximum. 

Art.  84.  El  que  fuere  hallado  en  un 
lugar  ó  vía  públicos  en  estado  de  em- 
briaguez escandalosa,  será  castigado 
con  multa  de  25  florines  como  máxi- 
mum. 

Art.  85.  El  que  voluntariainente  em- 
briagare á  otro  en  taberna,  posada  ú 
otro  lugar,  ó  vía  públicos;  y  el  que  se 
dedicare  á  la  venta  de  bebidas  espiri- 
t;iosas,  ó  sus  dependientes,  que  facilita- 
ren esta  clase  de  bebidas  á  una  persona 
que  se  encontrare  en  estado  de  embria- 
guez, serán  castigados  con  multa  de 
50  florines  como  máximum. 

La  multa  podrá  consistir  hasta  en  100 
florines,  si  la  falta  se  hubiere  cometido 
suministrando  bebidas  espirituosas  á 
un  menor  de  catorce  años. 

La  segunda  reincidencia  de  esta  fal- 
ta, antes  de  transcurridos  dos  años 
desde  el  cumplimiento  de  la  condena 
impuesta  á  una  persona  dedicada  á  la 
venta  de  esta  clase  de  bebidas,  podrá 
castigarse  con  suspensión  del  ejercicio 
de  su  profesión  por  tiempo  que  no  ex- 
ceda de  un  año  ni  baje  de  tres  meses. 

Art.  86.  El  que  atormentare  ó  mal- 
tratare cruelmente  en  público,  y  ocasio* 
nando  escándalo,  á  un  animal,  ó  con- 
traviniere las  disposiciones  referentes 
á  malos  tratamientos  á  los  animales, 
será  castigado  con  la  pena  de  ocho  días 
de  arresto  y  100  florines  de  multa  como 
máximum. 
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CAPÍTULO  VIIL  —  FALTAS    COMETIDAS 
CON  OCASIÓN  DE  LOS  JUEGOS  DE  AZAR 

Art.  87.  El  que  tuviere  en  público  ó 
en  un  lugar  accesible  al  público  una 
empresa  de  juegos  de  azar,  y  el  que 
ayudare  al  empresario  en  la  explota- 
ción de  un  juego  de  azar,  serán  casti- 
gados con  la  pena  de  dos  meses  de 
arresto  y  300  florines  de  multa  como 
máximum. 

Se  considerará  como  accesible  al  pú- 
blico la  habitación  de  un  particular,  en 
la  que  se  admita  á  cualquier  persona, 
vaya  ó  no  acompañada  de  introductor, 
para  tomar  parte  en  un  juego  de  azar. 
Art.  88.  El  que,  en  cualquiera  de  los 
lugares  mencionados  en  el  artículo  an- 
terior, tomare  parte  en  un  juego  de 
azar,  será  castigado  con  multa  de  100 
florines  como  máximum. 

Art.  89.  Será  castigado  con  las  pe- 
nas señaladas  en  el  art.  87,  todo  posa- 
dero, fondista,  dueño  de  café  ó  taberna 
que  alquilare  una  parte  de  local  para 
la  explotación  de  un  juego  de  azar  ó  lo 
prestare  con  este  objeto. 

Si  las  personas  antedichas  fueren 
dos  veces  reincidentes  de  la  falta  pre- 
vista en  este  artículo,  antes  de  trans- 
currir los  dos  años  desde  el  cumpli- 
miento de  la  pena  impuesta,  podrán  ser 
privadas  del  ejercicio  de  su  profesión 
respectiva,  con  arreglo  á  lo  dispuesto 
en  el  art.  91  de  la  ley  VIH  de  1872  (1). 


(I)  La  ley  VIH  de  1872  ha  sido  derogada  y  sus- 
tituida por  la  XVII  de  1884,  cuyo  art.  155,  párra- 
fo 2.°,  que  es  el  equivalente  al  91  que  se  cita, 
dice  así: 

€La  autoridad  industrial  podrá,  dentro  del  te- 
rritorio á  que  alcance  su  jurisdicción,  previa  su- 
maria información,  prohibir  por  un  tiempo  deter- 
minado 6  indeterminado  la  facultad  de  tener  po- 


La  duración  de  esta  prohibición  no 
podrá  exceder  de  cinco  años  ni  bajar  de 
uno. 

Art.  90.  En  los  casos  previstos  en  el 
presente  capítulo,  el  dinero  que  se  em- 
pleare en  el  juego  caerá  en  comiso,  así 
como  los  objetos  destinados  al  mismo. 

Art.  91.  Se  considerará  juego  de 
azar  todo  aquel  en  que  la  ganancia  ó  ]a 
pérdida  dependieren  exclusivamente  de 
la  casualidad. 

La  Lotería  Nacional  y  cualquiera  rifa 
autorizada  por  el  Estado,  no  se  consi- 
derarán juegos  de  azar  para  los  efectos 
de  este  capítulo. 

CAPÍTULO  IX.— PALTAS  CONTRA  LA  SA- 
LUBRIDAD PÚBLICA  (1)  Y  SEGURIDAD  PER- 
SONAL. 

Art.  92.  Será  castigado  con  multa  de 
100  florines  como  máximum : 

1.^  El  que  sin  la  debida  autoriza- 
ción ó  título  ejerza  la  profesión  y  exija 
honorarios  como  médico,  cirujano, den- 
tista ó  comadrón,  en  los  lugares  en  que 
existan  éstos  ó  matronas  y  no  se  halla- 
ren impedidos; 

2.°  El  que  sin  la  debida  autorización 
expendiere  medicamentos,  ó  dedicán- 
dose á  este  comercio,  distribuya  ó  ad- 


sada,  taberna,  cervecería,  despacho  de  licores  ó 
aguardientes,  café  6  despacho  de  café;  de  ejercer 
el  oficio  de  deshollinador,  de  buhonero;  la  prepa- 
ración y  comercio  de  materias  explosivas:  colo- 
cación de  sirvientes,  á  cualquier  persona  que,  á 
consecuencia  de  hechos  relativos  á  su  carg-ó,  no 
deba  merecer  la  suficiente  confianza  para  el  ejer- 
cicio de  la* industria  con  respecto  á  las  buenas 
costumbres  y  orden  público.  El  ejercicio  de  la 
industria  prohibida  no  podrá  reanudarse  sino  en 
virtud  de  nueva  autorización.» 

(1)  Véase  loi  sur  l^organization  des  affaires  de 
l'hygiéne  publique,  Traducción  francesa  de  Louís 
Obosz.  68  páginas  en  8.*",  Buda-Pesth,  IS'76. 
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ministre  gratuitamente  determinados 
medicamentos  en  contra  de  las  dispo- 
siciones de  la  autoridad. 

En  caso  de  reincidencia,  ocurrida  an- 
tes de  transcurridos  dos  años  desde  el 
cumplimiento  de  la  pena  impuesta,  se 
aplicará  la  de  un  mes  de  arresto  y  300 
florines  de  multa  como  máximum. 

Art.  93.  Todo  médico  ó  cirujano-prac- 
ticante que,  en  caso  de  peligro,  rehuse 
ó  demore,  sin  justa  causa,  ta  presta- 
ción de  los  primeros  auxilios  profe- 
sionales; todo  médico  ó  cirujano-prac- 
ticante que,  en  tiempo  de  epidemia,  en 
e!  lugar  que  ordinariamente  <lesempe- 
ñe  sus  funciones,  no  acepte  la  delega- 
ción de  la  autoridad,  ó  que  sin  existir 
motivos  para  ello  rehuse  ó  demore  fa- 
cilitar á  las  personas  atacadas  los  pri- 
meros socorros  y  cuidados  que  eiijan, 
ó  continuar  asistiendo  álos  invadidos 
en  punto  en  que  no  exista  otro  médico 
practicante,  será  castigado  con  multa 
de  100  florines  como  máximum. 

La  misma  pena  se  impondrá  á  los 
comadrones  ó  matronas  que  en  los  ca- 
sos urgentes,  y  sin  justa  causa,  rehusen 
ó  demoren  facilitar  los  auxilios  de  su 
arte  á  la  persona  que  los  exija,  y  lo  mis- 
mo á  los  farmacéuticos  que  rehusen  ó 
demoren,  sin  motivo  legitimo,  expen- 
der los  medicamentos  prescritos  por 
un  facultativo. 

Art.  94.  Todo  médico,  cirujano,  co- 
madrón ó  matrona,  titulares  del  Es- 
tado, de  un  municipio  ó  de  un  común, 
que  sin  justa  causa  rehusare  ó  demo- 
rare la  prestación  de  sus  servicios  pro- 
fesionales á  quien  los  demandase  en 
virtud  de  su  comisión  oflcial,  será  con- 
denado á  multa  de  300  ñorines  como 
máximum. 

Art.  95.  Todo  médico  ó  cirujano  titu- 
lar del  Estado,  de  un  municipio  ó  co- 
mún, que  en  tiempo  de  epidemia,  aun- 


que habiendo  presentado  la  dimisión, 
pero  sin  que  le  haya  sido  aceptada, 
abandonare  sus  funciones,  ó  que,  sin 
justa  causa,  rehusare  6  demorare  pres- 
tar sus  servicios  profesionales  á  las 
personas  que  en  virtud  de  su  comisión 
debiera  hacerlo,  será  castigado  con  la 
pena  de  dos  meses  de  arresto  y  300  flo- 
rines de  multa  como  máximum. 

La  misma  pena  se  impondrá  á  los 
nombrados  farmacéuticos,  vigilantes, 
inspectores  ó  enfermeros  por  un  tiem- 
po determinado  en  los  hospitales  del 
Estado,  de  los  municipios  6  comunes, 
y  que  durante  una  epidemia  abandona- 
ren sus  funciones  ó  servicios  antes  de 
terminada  su  comisión. 

Art.  96.  Será  castigado  con  las  pe- 
nas establecidas  en  el  articulo  anterior, 
todo  farmacéutico  que,  en  tiempo  de 
epidemia,  abandonare  su  laboratorio, 
ó  que  sin  justa  causa  rehusare  ó  demo- 
rare  facilitar  los  medicamentos  pres- 
critos por  un  médico. 

Art.  97.  Todo  veterinario  que  en  ca- 
sos de  urgencia  rehusare  ü  demorare, 
sin  justa  causa,  la  prestación  de  los 
servicios  de  su  profesión,  será  castiga- 
do con  multa  de  50  florines  como  máxi- 
mum. 

Si  un  veterinario  nombrado  oficial- 
mente por  el  Estado,  por  un  municipio 
ó  común,  rehusare  ó  demorare  sin  jus- 
ta causa  prestar  sus  servicios  profe- 
sionales á  los  animales  que  tenga  obli- 
gación en  virtud  de  su  cargo  oficial, 
será  castigado  con  multa  de  200  flori- 
nes como  máximum. 

Art.  98.  Será  condenado  á  la  pena 
de  un  mes  de  arresto,  y  200  florines  de 
multa  como  máximum,  el  veterinario 
investido  de  una  comisión  oflcial  por  el 
Estado,  el  municipio  ú  el  común,  que 
en  tiempo  de  epizootia  abandonare  su 
cargo,  aunque  hubiere  presentado  su 
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dimisión  y  no  le  hubiere  sido  aceptada, 
ó  reiiusare  ó  demorare,  sin  justa  causa, 
prestar  el  servicio  profesional  que  se  le 
exija. 

Art.  99.  Todo  jefe  de  familia,  indus- 
trial, fabricante  ó  propietario  de  minas 
ó  de  un  establecimiento  docente  que, 
dentro  de  las  veinticuatro  horas,  des- 
pués de  reconocido  el  carácter  de  una 
enfermedad  epidémica  ó  contagiosa 
que  hubiere  invadido  á  cualquier  per- 
sona de  su  familia  ó  criados,  en  sus  ta- 
lleres, fábricas  ó  minas,  empleados, 
aprendices  ú  oficiales,  ó  en  su  estable- 
cimiento de  educación,  no  reclamare 
ios  auxilios  de  la  medicina,  será  casti- 
gado con  multa  de  300  florines  como 
máximum. 

La  misma  pena  se  impondrá  al  médi- 
co que  dejare  de  dar  aviso  á  la  autori- 
dad en  el  término  de  veinticuatro  horas 
desde  el  momento  en  que  hubiere  teni- 
do conocimiento,  á  consecuencia  del 
ejercicio  de  su  profesión,  de  la  existen- 
cia de  una  enfermedad  epidémica  ó  con- 
tagiosa. 

Art.  100.  Los  propietarios  de  carrua- 
jes de  alquiler  destinados  al  servicio 
público  en  el  interior  de  las  poblacio- 
nes ó  entre  varios  pueblos  ó  comunes, 
ó  de  cualesquiera  otro  género  de  vehícu- 
los ó  medios  de  transporte  de  servicio 
público,  que  hubieren  conducido  en  ellos 
cualquier  persona  atacada  de  una  en- 
fermedad epidémica  ó  contagiosa,  y  que 
con  conocimiento  de  esta  circunstan- 
cia hayan  permitido  que  tales  vehícu- 
los se  destinaran  al  servicio  público 
antes  de  ser  previamente  desinfectados 
del  modo  prescrito  por  la  autoridad, 
serán  castigados  con  la  pena  de  quin- 
ce días  de  arresto  y  100  florines  de  mul- 
ta como  máximum. 

Será  castigado  con  la  pena  de  ocho 
días  de  arresto   como  máximum,  el 


cochero  ú  otra  persona  al  servicio  del 
propietario  que,  teniendo  conocimiento 
de  la  circunstancia  mencionada  en  este 
artículo,  cometiere  la  infracción  pre- 
vista en  el  mismo,  aun  cuando  hubiere 
obrado  en  virtud  de  órdenes  recibidas 
del  propietario. 

Art.  101.  Cuando  el  propietario  igno- 
rase el  transporte  verificado  de  una 
persona  atacada  de  enfermedad  conta- 
giosa ó  epidémica,  la  pena  de  quince 
días  de  arresto  como  máximum,  decre- 
tada en  el  artículo  anterior,  será  aplica- 
ble únicamente  al  cochero  ó  gente  de 
servicio  del  propietario  que,  teniendo 
conocimiento  de  dicha  circunstancia, 
no  la  hubiere  participado  á  éste,  ó  no 
haya  hecho  la  desinfección,  en  la  forma 
prescrita  por  la  autoridad,  del  coche  ó 
vehítíulo,  antes  de  ser  empleado  en  un 
nuevo  transporte. 

Art.  102.  El  que  reconociendo  en  un 
animal  sometido  á  su  cuidado  sínto- 
mas de  rabia  ó  de  otra  enfermedad  con- 
tagiosa al  hombre  ó  á  los  anímales,  no 
procurare  su  aislamiento  ó  cualquier 
medio  de  impedir  el  contagio,  y  al  pro- 
pio tiempo  no  diere  conocimiento  á  la 
autoridad,  será  castigado  con  multa  de 
300  florines  como  máximum. 

Art.  103.  El  que  infringiere,  en  cual- 
quier otra  forma  que  la  prevenida  en  el 
artículo  anterior,  una  disposición  dic- 
tada para  impedir  el  contagio  á  las  per- 
sonas de  las  enfermedades  propias  de 
animales,  será  castigado  con  multa  de 
100  florines  como  máximum. 

Art.  104.  Será  castigado  con  la  pena 
de  un  mes  de  arresto,  y  100  florines  de 
multa  como  máximum: 

1.°  El  que  contraviniere  á  lo  dis- 
puesto en  los  reglamentos  de  Sanidad 
referentes  á  la  inspección  y  tratamiento 
de  reses  y  animales  destinados  al  con- 
sumo público; 


DE  LAS  FALTAS  Y  SUS  PENAS 


311 


2.°  El  que  degollare  ó  hiciere  dego- 
llar en  un  lugar  cualquiera  reses  ó  ani- 
males que,  según  los  reglamentos  co- 
rrespondientes, deban  serlo  en  matade- 
ro público; 

3.**  El  que  en  puntos  en  que  no  exis- 
tiere matadero  público  infringiere  las 
disposiciones  referentes  al  degüello  de 
reses  ó  animales,  vendiere  ó  hiciere 
uso  para  la  alimentación  del  hombre 
de  carnes  ó  despojos  de  reses  ó  anima- 
les degollados  en  tal  forma; 

4.®  El  que  destine  al  consumo  públi- 
co ó  facilite  á  otro  carnes  ó  despojos  de 
animales  muertos  ó  degollados  estan- 
do atacados  de  cualquier  enfermedad, 
siempre  que  tuviere  conocimiento  de 
esta  circunstancia. 

En  caso  de  reincidencia,  ocurrida  an- 
tes de  transcurridos  dos  años  desde  el 
cumplimiento  de  la  condena  impuesta, 
la  pena  correspondiente  podrá  agra- 
varse hasta  dos  meses  de  arresto,  y  200 
florines  de  multa. 

Art.  105.  El  que  arrojare  en  pozos  ó 
fuentes  destinados  al  uso  público  obje- 
tos ó  sustancias  nauseabundos,  será 
condenado  á  tres  días  de  arresto  como 
máximum. 

El  que  intencionalmente  deteriore  po- 
zos, acueductos  ó  fuentes  destinados  al 
uso  público,  inutilizándolos  ó  convir- 
tiendo el  agua  en  impropia  para  usos 
domésticos,  será  castigado  con  la  pena 
de  quince  días  de  arresto  y  100  florines 
de  multa  como  máximum. 

Art.  106.  Toda  mujer  que,  teniendo 
conocimiento  de  que  se  encuentra  ata- 
cada de  una  enfermedad  contagiosa  ó 
sifilítica,  se  colocare  como  nodriza,  ó 
que  después  de  colocada  no  revelare 
esta  circunstancia,  en  caso  de  ser  ata- 
cada con  posterioridad,  será  condenada 
á  la  pena  de  dos  meses  de  prisión  como 
máximum. 


Art.  107.  Será  castigado  con  la  pena 
de  ocho  días  de  arresto  como  máxi- 
mum, el  que  infringiere  las  disposicio- 
nes vigentes  relativas  á  la  preparación 
de  alimentos  en  recipientes  de  cobre, 
estaño  ú  otro  metal,  y  los  reglamentos 
referentes  á  la  preparación  de  alimen- 
tos y  bebidas  destinadas  á  la  venia. 

Art.  108.  El  farmacéutico,  químico  ó 
preparador  de  venenos  ó  sustancias  ve- 
nenosas en  cantidad  suficiente  para  ori- 
ginar daño  á  la  salud  ó  peligro  para  la 
vida,  las  personas  que  de  ellos  hicieren 
uso  en  sus  fábricas  ó  profesiones,  ó  los 
tuvieren  en  su  domilio  ó  establecimien- 
to, así  como  los  que  se  dedicaren  á  la 
venta  de  materias  ó  sustancias  seme- 
jantes, serán  castigados  con  la  pena  de 
un  mes  de  arresto,  y  300  florines  de  mul- 
ta como  máximum: 

1.*^  Si  no  emplearen  exclusivamente 
en  su  fabricación  ó  venta  pesos  ó  me- 
didas que  no  se  destinen  á  otros  usos; 

2.°  Si  dejaren  de  conservar  dichas 
sustancias  en  recipientes  ó  reservónos 
especiales  de  resistencia  conveniente, 
cerrados  y  separados; 

3.°  Si  dejaren  de  conservar  estas 
sustancias  en  locales  ó  sitios  completa- 
mente aislados  ó  cerrados; 

4."  Si  contravinieren  á  las  demás 
disposiciones  referentes  á  la  prepara- 
ción, conservación,  venta  ó  expendición 
de  las  materias  expresadas  en  este  ar- 
tículo. 

Art.  109.  El  que  infringiere  los  regla- 
mentos relativos  á  la  fabricación,  ven- 
ta, custodia,  expendición  ó  empleo  do 
materias  explosivas  ó  fácilmente  infla- 
mables, será  castigado  con  la  pena  de 
quince  días  de  arresto,  y  100  florines 
de  multa  como  máximum. 

Art.  110.  Será  condenado  á  la  pena 
de  quince  días  de  arresto,  y  100  florines 
de  multa  como  máximum,  el  que  em- 
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pleare  medios  ó  procedimientos  contra- 
rios &  los  establecidos  en  los  reglamen- 
tos para  la  demolición  de  edificios  y 
voladura  de  piedras,  rocas,  tierras  ú 
otros  objetos  ü  obstáculos. 

Art.  111.  Será,  castigado  con  la  pena 
de  un  mes  de  arresto,  y  200  florines  de 
multa  como  máximum,  el  que  infrin- 
giere las  disposiciones  reglamentarias 
referentes  á  máquinas  de  vapor  ú 
otras,  locomóviles  y  caminos  de  hierro, 
ó  encaminadas  á  proteger  y  garantir  la 
seguridad  de  las  personas. 

Art.  112.  El  quG  contraviniere  é  las 
disposiciones  relativas  é,  la  seguridad 
y  garantía  en  los  caminos  de  tiierro  6 
en  sus  edificios  y  dependencias,  una 
vez  advertidos  por  un  agente  del  per- 
sonsU  de  vigilancia,  sc>rá  castigado  con 
multa  de  50  florines  como  máximum. 

Art.  113.  Será  castigado  con  multa 
de  200  florines  como  máximum,  el  que 
estando  autorizado  para  establecer  un 
pontón  ó  barca  los  explotare  en  condi- 
ciones peligrosas  para  la  seguridad  de 
las  personas,  ó  no  diere  cumplimiento 
á  las  medidas  acordadas  por  la  autori- 
dad para  evitar  cualquier  accidente. 

En  caso  de  reincidencia,  ocurrida  an- 
tes de  transcurridos  dos  años  desde  el 
cumplimiento  de  la  condena  impuesta, 
podrá  agravarse  la  pena  hasta  un  mes 
de  arresto  y  200  florines  de  multa. 

Estas  disposiciones  son  igualmente 
aplicables  6  aquéllos  que  estuvieren 
obligados  á  establecer  ó  conservar  en 
terreno  á  ellos  perteneciente,  los  apara- 
tos ó  instrumentos  necesarios  para  el 
paso  de  lagunas,  pantanos,  zanjas,  fo- 
sos, y  que  se  hicieren  culpables  de  ne- 
gligencia con  respecto  &  lo  previsto  en 
este  articulo. 

Art.  114.  Serán  castigados  con  la 
pena  de  dos  meses  de  arresto,  y  300  flo- 
rines de  multa  como  máximum,  los  que 


tuvieren  explotación  de  barcos,  lan- 
chas de  vapor,  tranvías  ú  otros  medios 
de  transporte  de  personas,  que  no  die- 
ren cumplimiento  á  las  disposiciones 
de  la  autoridad,  encaminadas  ¿prote- 
ger la  seguridad  délas  mismas. 

Si  esta  empresa  perteneciere  á  tina 
sociedad  ó  compañía,  en  el  caso  pre- 
visto en  este  articulo  será  responsable 
la  persona  encargada  de  la  dirección 
de  la  misma. 

Art.  115.  Será  castigado  con  multa 
de  50  florines  como  máximum: 

1."  El  que,  contraviniendo  á  las  dis- 
posiciones de  la  autoridad,  disparare 
un  arma  de  fuego  contra  un  caserío  ó 
pueblo  inmediato; 

2."  El  que  pusiere  á  disposición  de 
una  persona  que  careciere  de  la  capa- 
cidad ó  experiencia  necesarias  un  ar- 
ma de  fuego  para  su  defensa. 

Art.  116.  Será  condenado  ala  pena 
de  un  mes  de  arresto,  y  200  florines  de 
multa,  el  que  sin  licencia  de  la  autori- 
dad abriera  al  público  un  tiro  al  blan- 
co ó  infringiere  las  disposiciones  de  la 
misma  en  esta  materia. 

Art.  117.  El  que  infringiere  las  dis- 
posiciones referentes  á  construcción, 
reparación  ó  demolición  de  edificios  ó 
colocación  deandamiajes,  encaminadas 
á  garaniír  la  seguridad  persona),  será 
castigado  con  la  pena  de  un  mes  de 
arresto  y  200  florines  de  multa  como 
máximum. 

La  misma  pena  se  impondrá  al  que 
no  demoliere  un  edificio  de  su  propie- 
dad que  hubiere  sido  denunciado,  den- 
tro del  plazo  establecido  por  la  autori- 
dad, ó  no  hiciere  en  ól  las  reparaciones 
convenientes  y  ordenadas  por  ésta,  asi 
como  el  que  dejare  de  tomar  las  pre- 
cauciones convenientes  para  la  seguri- 
dad personal. 

Art.  118.    El  que  arrojare  á  lo  lejos  ú 
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desde  altura  cuerpos  ú  objetos  que  pue- 
dan causar  daño  á  las  personas,  el  que 
exponga  ó  suspenda,  sin  las  condicio- 
nes necesarias  de  seguridad,  objetos 
que  en  su  caída  puedají  causar  daño  á 
personas  que  transiten  por  una  calle, 
plaza  ó  sitio  púbHco  frecuentado,  será 
castigado  con  multa  de  50  florines  como 
máximum. 

Art.  119.  Será  castigado  con  multa 
de  50  florines  como  máximum,  el  que 
en  un  común  ó  villa: 

1.^  Impida  ó  entorpezca  la  libre  cir- 
culación, colocando  ó  haciendo  colo- 
car, contraviniendo  los  reglamentos, 
mercaderí^is,  toneles,  cajones,  made- 
ras ó  materiales  de  construcción,  ga- 
villas ú  otros  objetos  de  gran  volumen 
en  la  vía  pública; 

2°  En  el  caso  en  que  fuere  permiti- 
da la  colocación  de  objetos  análogos, 
no  sitúe  las  convenientes  señales; 

3.°  Suprima  ó  cambie  de  lugar  tales 
señales,  y  si  se  tratare  de  luces  ó  faro- 
les, los  apague; 

4.°  En  el  caso  en  que  la  colocación 
estuviere  autorizada,  la  prolongue  por 
más  tiempo  del  permitido  por  la  auto- 
ridad. 

Art.  120.  El  que,  en  villas  ó  comu- 
nes, pusiere  en  peligro  las  personas  ó 
propiedades,  transitando  rápidamente 
y  sin  las  debidas  precauciones,  á  caba- 
llo ó  en  coche,  ó  infringiere  los  regla- 
mentos relativos  á  carruajes,  carros  ó 
caballerías,  ó  que  tiendan  á  impedir  el 
abandono  de  caballos  ú  otros  animales 
de  tiro  ó  arrastre,  será  castigado  con 
la  pena  de  tres  días  de  arresto  y  50  flo- 
rines de  multa  como  máximum. 

La  misma  pena  se  impondrá  al  pro- 
pietario ó  encargado  que  hallándose 
presente,  y  siendo  testigo  de  la  falta  co- 
metida por  su  cochero  ú  otra  persona  á 
su  servicio,  no  impidieren  su  comisión. 


En  caso  de  reincidencia,  ocurrida  an- 
tes de  que  hubieren  transcurrido  dos 
años  desde  el  cumplimiento  de  la  con- 
dena impuesta,  podrá  agravarse  la 
pena  hasta  un  mes  de  arresto  y  200  flo- 
rines de  multa. 

Art.  121.  Será  condenado  á  la  pena 
de  ocho  días  de  arresto,  y  100  florines 
de  multa  como  máximum,  el  que,  sin 
licencia  de  la  autoridad,  tuviere  en  su 
poder  cualquier  animal  salvaje  ó  fiero, 
ó  que  teniendo  la  necesaria  autoriza- 
ción, infringiere  las  disposiciones  refe- 
rentes á  la  guarda  y  custodia  de  tales 
animales,  ó  las  prevenciones  especia- 
les que  le  hubiesen  sido  hechas  por  la 
autoridad  para  un  caso  particular. 

Art.  122.  Será  castigado  con  la  pena 
de  un  mes  de  arresto,  y  200  florines  de 
multa  como  máximum,  el  que  pose- 
yendo un  animal  fiero  ó  salvaje,  no  to- 
mare las  medidas  de  precaución  con- 
venientes para  impedir  ó  evitar  cual- 
quier peligro  á  las  personas. 

La  misma  pena  se  impondrá  al  que 
poseyendo  un  animal  de  esta  clase  no 
tomare  las  precauciones  convenientes 
para  recuperarlo  ó  hacer  imposible  que 
cause  daño  alguno,  en  el  caso  de  que 
se  hubiere  fugado,  y  en  todo  caso  dejare 
de  dar  aviso  á  la  autoridad. 

Art.  123.  Será  castigado  con  multa 
de  50  florines  como  máximum,  el  que 
infringiere  los  reglamentos  relativos  al 
enterramiento,  exhumación  y  traslado 
de  cadáveres. 

Art.  124.  Será  castigado  con  multa 
de  20  florines  como  máximum,  el  due- 
ño de  un  establecimiento  que  no  proce- 
diere conforme  á  los  reglamentos  vi- 
gentes, al  enterramiento  de  los  anima- 
les muertos  en  su  casa,  dependencias  ó 
inmediaciones;  ó  que,  en  este  último 
caso,  dejare  de  dar  aviso  á  la  autoridad; 
así  como  el  que  en  una  villa  ó  común  in^ 
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fringiere  los  reglamentos  alli  vigentes, 
guardando  en  su  establecimiento^  do- 
micilio ó  dependencias^  animales  muer- 
tos, los  arrojare  á  la  vía  pública,  dejare 
de  proceder  á  su  enterramiento  ó  deja- 
re de  observar  sus  disposiciones  en  la 
práctica  de  cualquiera  de  estos  parti- 
culares. 

Art.  125.  El  que  infringiere  los  re- 
glamentos vigentes  en  cualquier  villa  ó 
común,  relativos  al  transporte  de  es- 
tiércol ó  extracción  de  letrinas,  ó  no 
obstante  la  prohibición  de  la  autoridad, 
consintiere  en  su  casa,  corral  ó  depen- 
denciad,  amontonar  grandes  cantida- 
des de  estiércol,  abono  ú  otra  materia 
fácilmente  putrefacta,  será  castigado 
con  multa  de  20  florines  como  máxi- 
mum. 

En  tiempo  de  epidemia,  la  pena  co- 
rrespondiente podrá  agravarse  hasta 
100  florines. 

CAPÍTULO    X.— FALTAS    CONTRA 
LA   PROPIEDAD 

Art.  126.  El  que  hurtare  objetos  usua- 
les ó  destinados  á  la  alimentación,  cuyo 
valor  no  exceda  de  dos  florines,  será 
castigado  con  la  pena  de  ocho  días  de 
arresto  como  máximum,  siempre  que 
no  concurriere  ninguna  de  las  circuns- 
tancias por  las  que,  según  el  Código 
penal  de  los  crímenes  y  delitos,  el  hur- 
to deba  considerarse  crimen. 

Estas  faltas  no  podrán  perseguirse 
sino  á  instancia  de  parte. 

Art.  127.  Será  castigado  con  la  pena 
de  ocho  días  de  arresto  como  máxi- 
mum, el  que  hiciere  conscientemente  y 
sin  derecho  alguno  uso  de  una  cosa 
mueble  perteneciente  á  otro,  la  deterio- 
rare ó  contribuyere  á  su  depreciación, 
ó  por  este  uso  indebido  ocasione  de 
cualquier  modo  un  daño. 


La  misma  pena  se  impondrá  al  que 
intencionalmente,  y  sin  derecho,  dete- 
riore la  propiedad  inmueble  de  otro  ó 
haga  uso  de  sus  productos,  no  separa- 
dos del  suelo,  siempre  que  el  daño  cau- 
sado no  excediere  de  cinco  florines. 

Estas  faltas  únicamente  podrán  per- 
seguirse á  instancia  de  parte. 

Art.  128.  El  que  por  colusión,  pro- 
mesa de  participación  en  los  beneficios 
ú  otra  remuneración  ó  ventaja,  tratare 
de  impedir  ó  reducir  el  producto  de  una 
venta  en  pública  subasta,  así  como  el 
que  aceptare  ó  percibiere  con  este  ob- 
jeto una  parte  de  la  ganancia,  remune- 
ración ó  ventaja,  será  castigado  con  la 
pena  de  dos  meses  de  arresto  y  300  flo- 
rines de  multa  como  máximum. 

Art.  129.  El  que  adquiriere  un  obje- 
to en  condiciones  que  hagan  lógicamen- 
te presumir  que  ha  llegado  á  manos 
del  vendedor  á  consecuencia  de  hurto, 
sustracción,  robo,  extorsión  (1)  ó  apro- 
piación ilegítima,  ó  concurriere,  en  las 
mismas  circunstancias  á  la  enajena- 
ción de  la  cosa,  será  castigado  con  la 
pena  de  un  mes  de  arresto  y  200  flori- 
nes de  multa  como  máximum. 

En  caso  de  reincidencia,  ocurrida  an- 
tes de  transcurridos  dos  años  desde  el 
cumplimiento  de  la  condena  impuesta, 
podrá  agravarse  la  pena  hasta  dos  me- 
ses de  arresto  y  300  florines  de  multa. 

Art.  130.  Los  particulares  que  se  de- 
diquen á  prestar  sobre  prendas  ó  á  in- 
tervenir y  facilitar  estas  operaciones, 
y  contravinieren  á  las  disposiciones 
vigentes  á  la  admisión  de  prendas, 
anotación  en  libros  ordenados  por  la 
autoridad,  administración  de  los  ob- 
jetos recibidos  en  prenda,  á  las  con- 
diciones del  contrato  ó  al  déscubrimien- 


(1)    Véase  el  art.  350  del  Código  penal  de  los 
crínienc9  y  delitos;  y  la  nota. 
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to  de  objetos  procedentes  de  apropia- 
ción ilegitima,  serán  castigados  con 
multa  de  300  florines  como  máximum, 
y  en  caso  de  reincidencia,  ocurrida  an- 
tes de  transcurridos  dos  años  desde  el 
cumplimiento  de  la  condena  impuesta, 
podrá  agravarse  la  pena,  haciéndola 
consistir  en  un  mes  de  arresto  y  300 
ñorines  de  multa  como  máximum. 

En  este  caso  (el  de  reincidencia)  se 
decretará  además  en  la  sentencia  la 
prohibición  del  ejercicio  de  la  profe- 
sión. La  duración  de  esta  prohibición 
no  podrá  exceder  de  cinco  años  ni  bajar 
de  uno  (1). 

Art.  131.  Los  joyeros,  plateros^  fa- 
bricantes 6  comerciantes  de  relojes  de 
oro  ó  plata  y  revendedores  á  quienes  se 
ofreciere  en  venta  ó  prenda  de  un  prés- 
tamo un  objeto,  y  habiendo  sido  adver- 


tí) Este  artículo  ha  sido  modifícado  y  comple- 
tado por  la  ley  XIV  de  1881,  artículos  23  y  24,  que 
dicen  así: 

«Art.  23.  Los  propietarios  de  casas  de  présta- 
mos sobre  prendas,  que  en  el  ejercicio  de  su  in- 
dustria infringieren  las  prohibiciones  y  disposi- 
ciones de  la  presente  ley,  serán  castigados  con 
multa  de  300  florines  como  máximum,  y  en  caso 
de  reincidencia,  cometida  autes  de  transcurridos 
dos  años  desde  el  cumplimiento  de  la  pena  im- 
puesta, con  la  de  un  mes  de  arresto  y  300  florines 
de  multa  como  máximum. 

«En  este  último  caso,  se  decretará  en  la  senten- 
cia, además,  la  prohibición  de  continuar  el  ejer- 
cicio de  la  industria,  por  un  tiempo  que  no  podrá 
ser  menor  de  un  año  ni  exceder  de  cinco. 

»Art.  24.  Los  que  sin  autorización  obtenida  en 
los  términos  de  esta  ley  tuvieren  una  casa  de 
préstamos  sobre  prendas,  ó  se  dedicaren  á  esta 
clase  de  operaciones,  sea  como  indu^ria  princi- 
pal 6  como  accesoria  de  otra,  serán  castigados 
con  multa  de  300  florines  como  máximum,  y  en 
caso  de  reincidencia,  ocurrida  antes  de  transcurri- 
dos dos  años  desde  el  cumplimiento  de  la  conde- 
na impuesta,  con  la  pena  de  dos  meses  de  arresto 
y  300  florines  de  multa  como  máximum.! 


tidos  por  la  autoridad  ó  un  particular 
de  la  procedencia  ilegitima  del  mismo, 
dejaren  de  dar  aviso  á  la  autoridad  ó 
no  procuraren  por  todos  los  medios 
que  estuvieren  á  su  alcance  paM  con- 
seguir la  detención  del  oferente  ó  recu- 
peración del  objeto,  serán  castigados 
con  multa  de  300  florines  como  máxi- 
mum, y  en  caso  de  reincidencia,  ocurri- 
da antes  que  hayan  transcurrido  dos 
años  desde  el  cumplimiento  de  la  con- 
dena impuesta,  con  la  pena  de  dos  me- 
ses de  arresto  y  300  florines  de  multa 
como  máximum. 

Art  132.  El  que  poseyendo  una  cosa 
por  compra,  donación,  prenda,  ó  adqui- 
rida por  cualquier  otro  título  con  buena 
le,  que  hubiere  llegado  á  poder  del  po- 
seedor anterior  por  modo  ilegal,  y  que 

■ 

en  el  término  de  veinticuatro  horas  de 
haber  tenido  conocimiento  de  esta  cir- 
cunstancia dejare  de  dar  parte  á  la  au- 
toridad, será  castigado  con  multa  de 
200  florines  como  máximum. 

Art.  133.  Los  cerrajeros  ú  otros  ar- 
tistas, fabricantes  ó  vendedores,  de  lla- 
ves y  cerraduras  que  abrieren  una  ha- 
bitación, local,  caja  ó  recipiente  cerra- 
do, obedeciendo  órdenes  de  persona  que 
no  tenga  derecho  para  ello,  y  sin  ase- 
gurarse previamente,  serán  castigados 
con  multa  de  200  florines  como  máxi- 
mum. 

En  la  misma  pena  incurrirán  los  que 
construyeren  llaves  por  encargo  de 
persona  que  les  constare  no  tener  de- 
recho para  ello,  ó  si  les  proporcionaren 
llaves  que  puedan  servir  para  abrir  ha- 
bitación local,  caja  ó  recipiente  cerrado. 

Art.  134.  Las  personas  enumeradas 
en  el  articulo  anterior,  que  fabricaren 
llaves  para  una  persona  que  no  tenga 
derecho  para  hacer  tal  encargo,  sir- 
viéndose de  moldes  de  cera  y  destina- 
das á  abrir  local,  habitación  ó  caja  ce- 
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ó  Iaci)itaren  á  persona  de  las 
las  llaves  construidas  sobre  ta- 
ildes,  serán  castigados  con  la 
e  ocho  d!as  de  arresto  y  200  flori- 
multa  como  máximum. 

135.  Serán  condenadas  á  la  pe- 
:0S  meses  de  arresto,  y  300  flori- 
multa  como  máximum,  las  per- 
nencionadas  en  el  art.  133,  que 
ren  una  ganzúa  á  persona  que 
;a  derecho  á  servirse  de  ella, 
ganzúa  hubiere  sido  sustraída 
ida  á  consecuencia  de  falta  de 
icia,  serán  castigados  por  su  ne- 
cia con  multa  de  50  florines  como 
lum. 

136.  El  que  en  su  comercio,  al- 
,  tienda,  6  en  el  ejercicio  de  su 
ria,  usare  pesos  ó  medidas  no 
stados,  ó  infringiere  los  regia- 
}  relativos  á  la  materia,  será  cas- 
con  multa  de  100  florines  como 
lum,  y  en  caso  de  reincidencia, 
la  antes  de  transcurridos  dos 
esde  el  cumplimiento  de  la  pena, 
.  de  ocho  dias  de  arresto  y  200 
s  de  multa  como  máximum, 

rre  igualmente  en  (alta  el  que  en 
lercio,  almacén,  tienda,  ó  en  el 
:io  desuindustria  tuviere,  aun  sin 
uso  de  ello,  pesos  ó  medidas  no 
.stadas  por  la  autoridad. 

137.  El  incumplimiento  de  las 
¡s  de  la  autoridad  industrial  con- 
á  lo  dispuesto  en  el  art.  34  de  la 
11  de  1872(1),  de  indicar  el  precio 

el  peso  en  la  venta  del  pan  y 


I  ley  XVI¡  de  1HB4  ha  sustiluído  í 
le  1813,  y  su  art.  54,  equivalente  al  8* 
lice  así'  iLa  autoridad  íudustria]  jjuede 


otras  viandas,  se  castigará  con  multa 
de  20  florines  como  máximum. 

Art.  138.  Será  castigado  con  multa 
de  100  florines  como  máximum,  el  que, 
en  el  caso  previsto  en  ei  articulo  ante- 
rior, expendiere  pan  6  viandas  de  pe- 
so y  precio  determinados  á  un  precio 
más  elevado  ó  en  cantidad  inferior. 

En  caso  de  reincidencia,  ocurrida  an- 
tes de  transcurridos  dos  años  desde  el 
cumplimiento  de  la  condena  impuesta, 
podrá  agravarse  la  multa  hasta  300  flo- 
rines. 

Art.  139.  Será  castigado  con  multa 
de  20  florines  como  máximum,  el  que  in- 
fringiere las  tarifas  dictadas  6  aproba- 
das por  la  autoridad  á  que  estuviere; 
sujeto  un  comercio  ó  una  rama  del 
mismo. 

Art.  140.  Los  panaderos,  carniceros, 
y  deshollinadores  que  dejaren  de  ejer- 
cer sus  oficios  sin  dar  aviso  &  la  auto- 
ridad industrial,  con  arreglo  alart.  3íi 
de  la  ley  Vlll  de  1872(1),  ó  antes  dees- 
pirado  el  término  no  fijado  por  ésta,  ú 
de  otro  modo  eludieren  esta  obligación, 
serán  castigados  con  multa  de  300  flo- 
rines como  máximum. 

Art.  141.  El  que  contraviniere  las 
disposiciones  encaminadas  á  prevenir 
incendios,  será  castigado  con  mulla  de 
300  florines  como  máximum. 

El  que  en  el  caso  de  iniciado  un  in- 
cendio infringiere  las  disposiciones  dic- 


(1)  Beproducido  por  el  S5  de  la  ley  XVII 
de  1884,  que  dice  así:  iLoa  panaderos,  c»nii«roa 
y  deshollinadores  no  podrió,  por  su  voluntad,  in- 
lerrumpir  el  ejercicio  de  su  ocup«c¡6n,  sino 
cuando  trataren  de  abendonsrla  definitivameate, 
V  en  Bate  cnso  lendriin  la  oblig-ncifin  de  ponfrio 
en  conocimiento  de  la  autoridad  iadustriBl,  y  isi- 


de  «sta 


D  determinado  liempo,  A  saber: 
a  panaderos  y  trea  meses  i  lo 
y  desbollinadoreB.i 
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tadas  con  el  fin  de  evitar  su  propaga- 
ción, ó  de  asegurar  el  orden  ó  seguri- 
dad, será  condenado  &  la  pena  de  tres 
dias  de  arresto  y  50  florines  de  multa 
como  máximum. 

Art,  142.  El  que  en  caso  de  incendio 
ó  inundación  no  obedeciere  las  órdenes 
recibidas  de  la  autoridad  para  prevenir 
ó  hacer  desaparecer  un  peligro  público, 
inminente  ó  real,  facilitando  su  concur- 
so ó  e!  de  sus  criados  ó  dependientes, 
ó  poniendo  á  disposición  de  la  autori- 
dad sus  coches,  carros,  lanchas,  caba- 
llerías y  demás  objetos  útiles,  será  cas- 
tigado con  multa  de  200  florines  como 
máximum,  ámenos  que  se  hubiere  vis-' 
to  impedido  por  causa  grave. 

El  que  en  casos  análogos  impidiere  ó 
disuadiere  á  otros  de  facilitar  su  con- 
curso ó  socorros,  será  castigado  con  la 
pena  de  ocho  días  de  arresto  y  200  flo- 
rines de  multa  como  máximum. 

Art.  143.  El  que  cometiere  cualquie- 
ra de  los  actos  previstos  en  el  art.  14  de 
la  ley  XL  de  1871,  sobre  policía  de  pre- 
sas y  diques  (1),  ó  por  el  art.  14  de  la 


[IJ  Artículo  14  de  estn  ley:  (Se  prohibe  causar 
daFioe  en  diques,  obras  de  defensa  de  agUB«,  ca- 
nales de  derivaciÚD  y  demás  construye ioues  ani- 
logaa,  cualquiera  que  aquéllos  sean,  y  especial- 

a)  Abrir,  romper,  horadar  loe  diques,  romper 
loB  registroB,  quitar  las  estacas,  vallas  ú  otros 

b)  Amontonar  materiales,  plantar  árboles  6 
nrbuatos  «obre  la  cumbre  d  en  la  peudíente  de  las 
preaaa. 

Solamente  se  permitir&n  las  plantaciones  en  el 
laiio  opuesto  del  agua,  &  la  distancia  de  cuatro 

c)  Causar  dafioa  en  las  plantaciones  existentes 
entre  las  presas  ;  corrientes  de  agua. 

d)  Cavar  fosos  6  practicar  excavaciones  en  el 
laiio  opuesto  al  recado  parlas  asuas,  i  menos  de 


ley  XI  de  1874  (1),  sobre  el  aprovecha- 
miento de  aguas  esteincadas,  será  cas- 
tigado con  la  pena  de  ocho  dias  de 
arresto  y  50  florines  de  multa  como 
máximum,  siempre  que  este  acto  no 
mereciere  calificación  más  grave  (2). 

En  caso  de  reincidencia,  ocurrida  an- 
tes de  transcurridos  dos  años  desde  el 
cumplimiento  de  la  pena  impuesta,  po- 
drá agravarse  hasta  un  mes  de  arresto 
y  100  florines  de  multa. 


dos  loesas,  &  reducir  el  camino  de  sir^  á  menor 
anchura  de  la  correspondiente; 

e)  Atravesar  en  coche  é  á  caballo,  6  conducir 
anímales  por  otros  sitios  que  los  señalados  í  este 
objeto,  sin  Autorización  del  representante  de  la 
compaíiía,  Fuera  de  la  época  designada; 

f)  Atravesar  en  coche  A  con  anímales  los  ca- 
nales de  derivaciAn; 

o)  Obstruir  el  lecho  de  estos  canales,  6  insta- 
lar en  ellos  artehcloa  para  la  pesca  y  redes  de 
lino  A  ciBamo; 

h)    Causar   dsBos   eo  los  hidrómetros  y  sus 

i)  Encender  fue^  en  las  inmediaciones  de  los 
depteitos  de  materiales  é  instrumentos  para  la 
defensa,  A  en  malezas  6  plaotociones  que  se  ex- 
tiendan bástalos  mismoa,! 

(1)  Artículo  U  de  esta  le¡i:  iLos  daBos  causa- 
dos en  las  obras  y  construcciooes  desUnadas  al 
aprovechamiento  de  aguas  estancadas,  asi  como  en 
los  canales  de  reparticiín  y  en  los  arrojos  j  co- 
rrientes naturales  que  aUmentea  presos  6  panta- 
nos, se  caati^rin  por  el  tribunal  designado  en  el 
artículo  Uí  de  la  ley  LIV  de  1868  (Trítunaíe*  do 
dislrilo.  —  VíasB  la  nota  al  art.  36  del  Cídigo 
penal  de  los  crímenes  y  delitos)  por  uD  procedi- 
miento sumario,  conformen  lo  dispuesto  en  los 
artículos  12,  13,  14  y  19  de  la  ley  X  de  1840,  con 
exclusián  de  penas  corporales.)  [Estos  artículos  dn 
lalej  que  se  cita,  castigan  diversas  infracciones 
sobre  la  materia  de  aguas,  con  multa  de  lOO  ño- 

(2)  Véanse  los  artículos  42D  á  432  del  Código 
penal  de  Iw  crímenes  y  delitos, 
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Con  aprobación  de  ambas  Cámaras 
del  Consejo  del  Imperio,  vengo  en  de- 
cretar lo  siguiente: 

Artículo  1.°  El  Código  de  procedi- 
miento penal,  que  se  publica  á  conti- 
nuación, comenzará  á  regir,  para  todos 
los   tribunales  ordinarios,  seis  meses 

« 

después  de  su  promulgación,  como  úni- 
ca regla  de  procedimiento  para  los  crí- 
menes, delitos  y  todas  las  demás  accio- 
nes punibles,  respecto  á  las  cuales  se 
demande  justicia  álos  tribunales  (1). 

Art.  2.**  Desde  que  esté  en  vigor  el 
presente  Código  de  procedimiento  pe- 
nal, no  podrán  aplicarse  las  leyes  pro- 
cesales, antes  vigentes,  sino  con  arre- 
glo á  los  artículos  que  siguen. 

Art.  3.°  Si  antes  de  regir  el  presente 
Código  de  procedimiento  penal,  se  hu- 
biere dictado  un  auto  de  sobreseimien- 
to, ó  dé  proxíesamiento,  ó  una  sentencia 
definitiva,  los  Tribunales  de  segunda 
instancia  y  el  Tribunal  Supremo  de  Jus- 


(1)  No  hornos  encontrado  manera  más  aproxi- 
mada para  traducir  con  exactitud  las  palabras 
que  subrayamos,  las  cuales  responden  al  sistema 
acusatorio  que  informa,  casi  en  absoluto,  el  pre- 
senté  Código,  como  el  lector  tendrá  ocasión  de 
observar. 


ticia  decidirán,  según  las  leyes  hasta 
ahora  vigentes,  sobre  los  recursos  in- 
terpuestos. 

Art.  4.°  Cuando  en  virtud  del  auto  de 
procesamiento,  conforme  al  art.  200  del 
Código  de  procedimiento  penal  de  23 
de  Julio  de  1853  (1),  deban  celebrarse 
los  debates,  este  trámite  y  el  siguiente 
se  regularán  por  las  leyes  anteriores. 

Sin  embargo,  si  con  arreglo  á  los  ar- 
tículos 220  y  251  (2)  del  Código  de  pro- 
cedimiento penal  de  23  de  Julio  de  1853, 
recayera  alguna  nueva  providencia  so- 
bre el  procesamiento,  las  actuaciones 
siguientes  se  regularán  por  la  nue- 
va ley. 

En  los  procesos  relativos  á  la  im- 


(1)  Según  el  art.  200,  aquí  citado,  el  procesa- 
miento sólo  podía  decretarse  cuando  el  individuo 
contra  el  cual  se  hubieren  dirigido  las  actuacio- 
nes apareciere  legalmente  responsable  de  un  cri- 
men ó  de  un  delito 

(2)  El  art.  220  se  refiere  A  la  instrucción  su- 
pletoria que  podía  acordarse  después  de  abierto 
el  juicio  oral,  á  instancia  de  la  acusación,  del 
acusado  ó  de  la  defensa 

El  art.  251  preveía  el  caso'  en  que  la  instruc- 
ción supletoria  fuese  necesaria,  después  de  abier- 
to el  juicio,  por  consecuencia  del  descubrimien- 
to de  nuevos  hechos  imputables  al  acusado. 


IticÍis  y  jurídicas 


b)    Crímenes  y  delilos  enumerados  á 

conlinuacián: 

1.°  Crimen  de  alta  traición  (artícu- 
los 58  á  61  del  Código  penal  de  27  do 
Majo  de  1852  (1)  y  art.  1."  de  la  ley  de  17 
de  Diciembre  de  1862); 

2."  Alteración  del  orden  público  (ar- 
tículos 65  y  66  del  Código  penal,  y  ar- 
ticulo 2,"  de  la  ley  de  17  de  Diciembre 
de  1862); 

3."  Motín  y  sublevación  (artlculos68 
4  73  y  75); 

4."    Violencias  públicas: 

a)  Contra  cualquier  asamblea  lla- 
mada por  el  Gobierno  á  deliberar  sobre 
negocios  públicos,  contra  un  tribunal  ú 
otra  autoridad  pública  (artículos  76,  T7 
y  80); 


dad  del  Hcusado  por  los  crímenes  castigado] 
COD  penas  graves  y  especial  mente  designados  por 
la  ley,  como  también  por  todos  loa  crímenes  y  de- 
Utos  políticos,  6  cometidos  sn  el  contenido  de  un 
impreso.  Olaseb  define  los  delitos  polilicoa  di- 
ciendo que  deben  comprenderse  bajo  leí  denomi- 
nación las  infracciones  más  frecuente  me  ate  dicta- 
das por  razones  políticaa;  el  asesiiíato,  por  ejem- 
plo, puede  tener  un  móvil  político,  pero  nunca 
puede  ser  delito  de  aquella  clase,  porque  no  se  ei- 

L'ne  deciaión  del  Tribunal  Supremo  de  Víeni 
equipara  al  impreso,  un  escrito  reproducido  me- 
díanle U  ütografTa,  sin  consideración  á  la  impor- 
tancia intelectual  del  contenido,  ó  al  número  de 
ejemplares  (aeclencia  de  14  de  Marzo  de  ISS3).  Bl 
articulo  816  de  QUBalraiejda  IBSa  y  la  da  policii 
de  imprenta,  no  dan  lugar  á  duda. 

(1)  El  Código  pena!  &  que  se  reSere  el  teito 
es  el  de  T-  de  Mayo  de  1852,  titulado  Aügcmciaa 
Slrafgeietz  (ley  penal  general),  el  cual  ba  sido 
objeto  de  importantes  moditicacioDes,  como  son 
las  referentes  ¿  castigos  corporales  de  los  praai- 
diarios  (art.  IB),  que  han  sido  alMlidos  por  la  ley 
de  l3  de  Noviembre  de  IB31. 

En  1  de  Noviembre  de  IB74  as  ha  presenudo 
i  la  Cámara  de  loa  DipntadoB  del  Reichlralh  un 
proyecto  de  Código  penal, 


"Táj! 
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6)  Contra  corporaciones  legal  mente 
reconocidas  ó  contra  asambleas  cele- 
bradas con  el  concurso  ó  bajo  la  sal- 
vaguardia de  la  autoridad  (artículos 
78  á  80); 

ej  Violencias  que  tengan  por  objeto 
dañar  la  propiedad  ajena  (artículos  85 
y  86)  (boshafte  Beseh&digung  fremden 
Eigenihums),  ó  que  resulten  del  cumpli- 
miento ó  de  la  omisión  de  un  acto  eje- 
cutado con  intención  maliciosa,  en 
circunstancias  esencialmente  peligro- 
sas (artículos  87  y  88),  siempre  que 
en  estos  tres  casos  concurra  alguna 
de  las  circunstancias  indicadas  en  el 
artículo  86,  párrafo  2.°,  del  Código 
penal,  ó  en  el  caso  del  art.  85,  letras 
^  y  c^  y  del  art.  87  del  mismo  Código, 
cuando  en  el  escrito  de  acusación  se 
pida,  por  la  gravedad  del  daño  ó  por  el 
grado  de  malicia,  pena  de  más  de  cinco 
años  de  reclusión; 

d)  Sustracción  de  personas  (artícu- 
los 90  y  91); 

e)  Tráfico  habitual  de  esclavos  (ar- 
tículo 95); 

,f)  Rapto  (artículos  96  y  97),  en  el 
caso  que,  según  la  ley,  la  pena  que  de- 
biera imponerse  sea  de  cinco  años  de 
reclusión  á  lo  menos; 

5.**  Abuso  de  autoridad  (artículos  101 
á  103); 

6.^  Falsificación  de  títulos  de  cré- 
dito público  (artículos  106  á  117); 

7.**  Falsificación  de  monedas  (ar- 
tículos 118  á  121); 

8.®  Ultrajes  á  la  religión  (artícu- 
los 121  y  123),  pero  sólo  en  el  caso  que 
en  el  escrito  de  acusación,  conforme 
al  art.  123,  se  pida  pena  de  más  de 
cinco  años  de  reclusión,  por  Ja  grave- 
dad del  daño  ó  por  el  grado  de  ma- 
licia; 

9.^    Violación  (artículos  125  á  127;; 

10.    Atentados   al  pudor   (art.   128) 

Tomo  IX.-->In8t:tccionb8  jubídioas. 


cuando  se  produzca  alguna  de  las  con- 
secuencias enumeradas  en  el  art.  126,  ó 
cuando  se  pida  expresamente  en  el  es- 
crito de  acusación,  en  razón  á  las  cir- 
cunstancias agravantes,  pena  de  más 
de  cinco  años  de  reclusión; 

11.  Obscenidad  contra  naturaleza 
(artículo  129),  pero  solamente  en  los 
casos  previstos  en  el  art.  130,  pá* 
rrafo  2.^; 

12.  Asesinato  y  homicidio  (artícu- 
los 134  á  143); 

13.  Aborto  sin  la  voluntad  ni  el  co- 
nocimiento de  la  madre  (artículos  147 
y  148)  cuando,  según  la  ley,  haya  lugar 
á  imponer  la  pena  de  cinco  á  diez  años 
de  reclusión; 

14.  Abandono  de  un  niño  (artícu- 
los 149  y  150)  cuandOj  según  la  ley, 
haya  lugar  á  imponer  la  pena  de  cinco 
á  diez  años  de  reclusión; 

15.  Lesiones  graves  (artículos  '152 
á  157)  cuando,  según  la  ley,  haya  lugar 
á  imponer  la  pena  de  cinco  á  diez  años 
de  reclusión; 

16.  Duelo  (artículos  158  y  162)  cuan- 
do, según  la  ley,  haya  lugar  á  imponer 
la  pena  de  cinco  años  de  reclusión  á 
lo  menos; 

17.  Incendio  (artículos  166  á  169) 
cuando,  según  la  ley,  haya  lugar  á  im- 
poner la  pena  de  cinco  años  de  reclu- 
sión á  lo  menos; 

18-  Robo  (artículos  171  á  176)  cuan- 
do, según  el  art.  179,  haya  lugar  á  im- 
poner la  pena  de  cinco  á  diez  años  de 
reclusión; 

19.  Malversación  (artículos  181  á  184) 
cuando,  según  la  ley,  haya  lugar  á  im- 
poner pena  de  cinco  años  de  reclusión 
á  lo  menos,  y  cuando,  en  virtud  del  ar- 
tículo 184  (Código  penal)  se  pida  en  el 
escrito  de  acusación  la  imposición  de 
una  pena  de  más  de  cinco  años  de  re- 
clusión, por  la  concurrencia  de  cir* 

28 
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Art.  7."  Cuando  en  un  distrito  deter- 
minado se  suspendan  las  Tunciones  del 
Jurado  (1),  se  aplicarán  los  artícu- 
los 338,  párrafo  2.",  339  y  311  en  lo  rela- 
tivo al  procedimiento  principal  y  á  la 
tramitación  de  los  recursos  (2). 

Art.  8."  Los  Jueces  de  partido  {Be- 
xirksgeriekte)  conocerán  de  todas  las 
(altas  previstas  en  el  Código  de  27  de 
Majo  de  1852,  y  de  todos  los  hechos 
cuyo  proceso  y  sentencia  les  com- 
petan. 

Art.  9."  El  Ministro  de  Justicia  que- 
da encargado  de  la  ejecución  de  la  pre- 
sente   ley,    para   lo   cual  tomará,  de 


n  pena  mayor  c 


fracción  que  se  caat 

aSos  de  reclusión,  corresponda  al  oonccimieDlo  del 
Jurado,  ;  sin  atender  &  la  peaa,  entiende  tambiío 
de  todos  los  delitos  y  crímenes  cometidos  por  me- 
dio de  la  prensa,  casi  todos  los  caliücsdos  de  po- 
líticos, los  que  se  refieren  al  orden  pública  (rebe- 
lión, sedición,  actos  de  fuerza  contra  las  aulorida- 
dea],  y  Asambleas  convocadas  por  el  Oobterno 
para  trala.r  de  negocios  públicos. 

Una  de  Jas  enmiendas  presentadas  durante  la 
discusión  ae  diri(;ia  &  diferir  al  conocimienle  del 
Jurado  el  crimen  da  lesa  majestad,  ultraje  a  los 
miembros  de  ta  familia  imperial  y  los  delitm 
contra  el  culto;  pero  fué  rechazada,  alegando  que 
no  se  trataba  de  actos  puniblas  esencialmente 
polificos. 
(1}  Véase  el  Apéndice  núm.S.° 
(2)  De  la  misma  fecha  que  el  presente  Códi- 
go, 23  de  Maya  de  \W,3,  ea  la  ley  relativa  á  la 
suspensión  temporal  de  las  funciones  del  Jurade, 
cuyo  objeto  Be  evidencia  en  el  razonamiento  del 
Ministro  de  JuaUcía,  Olasbei,  al  presentar  el  pro- 
yecto. Es  posible— dijo — que  los  jurados  en  al- 
gunas comarcas  utilicen  las  fuDcionea  que  les 
compelen  para  Bstiafacor  sus  pasiones  políticas  í 
religiüsas.  Si  el  Gobierno  no  puede  intervenir 
para  remediar  este  daSo,  suspendiendo  las  fus- 
cioues  del  Jurado,  el  mal  se  agravará  y  producirá 
la  supresión  completa  del  Jurado. 
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acuerdo  con  el  Ministro  de  lo  Interior, 
las  medidas  al  efecto  necesarias  (1). 


(])  Esta  lej  precede  en  el  Boleiin  legitíativo 
Imperial  (ReichsgeaeUblatt)  al  cCódigo  de  proce- 
dimiento penal,»  cuya  traducción  se  inserta  se- 
guidamente. La  publicación  de  éste  se  hizo  en  80 
de  Junio  de  IS'78,  j,  por  tanto,  comenzó  ¿  regir 
en  1.**  dé  Enero  de  1874,  ó  sea  á  los  seis  meses, 
como  se  previene  en  el  art.  1.°  de  esta  ley,  plazo 
que  puede  conceptuarse  suficiente,  atendida  su 
extensión  y  las  reformas  que  introduce,  para  que 
los  Jueces  y  tribunales  encargados  de  la  aplica^- 
ción  del  mismo  pudiesen  hacer  un  detenido  estu- 
dio de  su  contenido. 

El  principio  consignado  en  el  árt.  2.",  de  que 
tías  leyes  procesales  se  aplican  aún  á  las  infrac- 
ciones cometidas  'con  anterioridad  á  su  promul- 
gación,» si  bien  no  lo  admite  la  legislación  espa- 
ñola por  prohibirlo  el  texto  de  la  Constitución 
política,  no  deja  de  estar  sancionada  en  la  gene- 
ralidad de  los  países  cultos.  Los  artículos  8."  y  4.*^ 
establecen  excepciones  á  dicho  principio,  dedu- 
cidas del  estado  que  alcance  el  proceso  y  no  de  la 
voluntad  de  las  partes,  y  hasta  en  el  caso  del  ar- 
tículo 5.**  se  consulta  si  el  antiguo  procedimiento 
es  el  más  favorable  al  acusado,  continuándose 
entonces  por  él  la  tramitación,  pero  sin  atender  á 


Viena,  23  de  Mayo  de  1873. 


AUERSPERG. 


Glaser. 


FRANCISCO  JOSÉ. 


la  opinión  del  presunto  reo,  que  no  se  encuentra 
en  condiciones  de  poder  hacer  la  elección  más 
conveniente. 

En  cumplimiento  de  lo  prevenido  en  el  art.  9.*, 
se  dictó  un  decreto  en  19  de  Noviembre  de  1873, 
por  el  Ministro  de  Justicia,  de  acuerdo  con  el  del 
Interior,  encaminado  principalmente  á  regular 
el  desempeño  de  las  funciones  enoomendadas  por 
el  nuevo  Código  al  Ministerio  fiscal,  cuya  im- 
portancia, en  virtud  de  la  adopción  del  sistema 
acusatorio,  no  puede  ocultarse,  y  que  hizo  nece^ 
saria  la  intervención  y  cooperación  del  Poder 
ejecutivo  como  mayor  garantía  de  éxito  del  nuevo 
orden  de  enjuiciar. 

I 

Inspirándose  en  este  mismo  género  de  conside-^ 
raciones,  Olaseb  dirigió  una  circular  á  los  ñin- 
cionarios  de  dicho  Ministerio,,  encaminada  á  ex- 
clarecer las  dudas  y  dificultades  que  pudiere 
ofrecer  el  desempeño  de  las  múltiples  atribucio-' 
ncs  conferidas  á  aquéllos. 


P 


'«    ■<. 
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CAPÍTULO  PRIMERO.— DISPOSICIONES 

GENERALES 

Articulo  1.^  Las  penas  sólo  pueden 
aplicarse  por  actos  cuya  represión  esté 
confiada  á  los  tribunales,  á  consecuen- 
cia de  un  proceso  ajustado  á  las  pres- 
cripciones del  presente  Código  de  pro- 
cedimiento penal,  y  en  ejecución  de 
sentencia  pronunciada  por  Juez  compe- 
tente (1). 


(1)  Este  artículo,  que  reproduce  el  art.  1.°  del 
Código  de  procedimiento  penal  de  1850  y  del  Có- 
digo de  1853,  se  refiere  al  principio  consignado 
en  el  art.  K**  de  la  ley  Orgánica  do  27  de  Octubre 
de  1862,  según  el  cual  nadie  puede  sustraerse  ¿ 
sus  Jueces  naturales.  Los  tribunales  especiales 
sólo  pueden  entender  en  los  casos  previstos  por  la 
ley.  Sin  embargo,  la  ley  de  5  de  Mayo  de  1869  es- 
tablece las  excepciones  de  estos  principios,  siem- 
pre que  se  acuerden  por  el  Gobierno,  con  la  apro- 
bación del  Emperador  en  caso  de  guerra,  de  pe- 
ligro de  guerra,  de  disturbios  interiores,  de  ma- 
nejos que  amenacen  la  Constitución  ó  la  seguri- 
dad pública.  Según  dicha  ley,  cuando  se  trate  de 
crímenes,  delitos  y  faltas  castigadas  por  los  ar- 
tículos 58  á  65,  68  á  94,  98,  99,  134  á  138,  143, 
157,  166  á  169,212  a  221,278  á  310,  312  á  330, 
y  478  á  484  del  Código  penal,  así  como  las 
infracciones  castigadas  por  la  ley  de  26  de  Di- 
ciembre de  1862,  y  la  Ordenanza  de  24  de  Octu- 
bre de  1852,  el  plazo  de  cuarenta  y  ocho  horas, 
fijado  por  el  art.  177  del  presente  Código,  se  am- 
pliará á  ocho  días;  se  suspenderá  la  aplicación  de 
las  disposiciones  de  los  artículos  192  á  194,  reía* 


Art.  2.°  Los  procedimientos  judicia- 
les por  un  hecho  punible  sólo  podrán 
entablarse  á  instancia  de  un  acusa- 
dor (1). 

Respecto  á  los  hechos  que,  según  la 
ley  penal,  sólo  pueden  perseguirse  á 
instancia  de  parte,  compete  á  ésta  en- 
tablar la  querella. 

Los  demás  hechos  punibles  son  del 
dominio  de  la  acusación  pública,  que 
se  ejerce  por  el  Ministerio  fiscal,  la 
cual  puede  pasar  á  la  parte  civil  en  los 
casos  previstos  en  el  art.  48. 

La  acusación  pública  se  extingue 
cuando  el  Emperador  ordena  que  no  se 
entable  procedimiento  penal  por  un  he- 
cho punible,  ó  que  cese  si  ya  hubiere 
comenzado  (2). 


tivas  á  la  libertad  bajo  fianza,  y  los  funcionarios 
de  policía  podrán,  sin  observar  las  prescripcioneá 
del  art.  141,  practicar  á  cualquier  hora  visitas 
domiciliarias  sin  auto  judicial,  y  de  igual  manera 
llevar  á  cabo  la  incautación  y  apertura  de  la 
correspondencia. 

(1)  La  palabra  taeuaador»  se  emplea  aquí  en  su 
sentido  más  lato,  y  comprende  así  al  acusador  pú- 
blico ó  Ministerio  fiscal ,  como  al  acusador  priva- 
do y  la  parte  ofendida.  En  el  presente  Código  se 
deducen,  como  se  verá  más  adelante,  numerosas 
consecuencias,  algunas  muy  absolutas,  del  prin- 
cipio del  sistema  acusatorio  admitido  por  el 
mismo. 

(2)  Este  párrafo  se  refiere  á  la  ley  constitu- 
cional de  21  de  Diciembre  de  1867  (que  puede 
verse  en  la  página  26),  sobre  ol  poder  judicial. 
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Art.  3.**  Las  autoridades  que  inter- 
vengan en  un  procedimiento  penal  de- 
ben-atender  con  igual  esmero  las  cir- 
cunstancias favorables  que  las  desfavo- 
rables al  procesado,  y  están  obligadas, 
á  falta  de  disposiciones  expresas,  á 
instruirle  de  sus  derechos  (1). 

Art.  4.**  En  el  procedimiento  penal 
se  debe  decidir  al  mismo  tiempo,  á  ins- 
tancia de  la  parte  ofendida,  sobre  las 
pretensiones  de  derecho  privado,  á  no 
ser  que  éstas  exijan  tan  larga  tramita^ 
ción  que  haga  necesaria  su  remisión  al 
Juez  de  lo  civil  (2). 


cu  JO  art.  13  reservó  á  un  Código  de  proce- 
dimicnto  penal  la  reglamentación  del  ejercicio 
del  derecho  del  Emperador  á  decidir  cuándo  há 
lugar  ó  no  á  un  procedimiento  penal  ó  á  suspen- 
der el  ya  comenzado. 

La  prerrogativa  de  indulto  del  Emperador  se 
ejerce,  como  indica  el  texto,  respecto  á  la  acusa- 
ción pública,  y  no  á  la  privada,  á  no  ser  en  el  caso 
en  que  la  parte  ofendida  actúe  subsidiariamente 
en  lugar  del  Ministerio  público,  porque  la  acusa- 
ción, en  semejante  caso,  conserva  de  tal  manera 
su  carácter  de  pública,  que  puede  recabarla  de 
nuevo  el  Ministerio  fiscal. 

(1}  Los  artículos  41,  208,  268,  340  y  461,  pá- 
rrafo 4.",  determinan  los  casos  especiales  en  que 
debe  instruirse  de  sus  derechos  al  acusado. 

(2)  La  aplicación  de  este  principio  se  desarro- 
lla en  el  capítulo  XXL  \ 

El  Código  de  1803  (artículos  522  y  524, 1.'  par- 
te},  concedía  al  Juez  de  lo  criminal  la  facultad  de 
resolver  acercli  de  los  derechos  de  la  parte  lesio- 
nada, siempre,  que  de  los  debates  se  pudiera  de- 
ducir tanto  el  importe  de  los  daBos  como  la  iden- 
tidad de  la  persona  perjudicada. 

El  Código  de  procedimiento  penal  de  1850  (ar- 
tículos'4.^  y  401),  admitía  que  la  indemnización 
debida  á  la  víctima  no  podrá  determinarse  por 
los  Tribunales  de  lo  criminal,  sino  á  instancia  de 
la  misma,  y  cuando  reunieren  los  elementos  in- 
dispensables para  hacer  tal  declaración. 

El  Código  de  1853,  separándose  del  sistema  del 
Código  de  1850,  disponía  que  el  dafio  resultante 
de  una  infracción  y  las  demás  consecuencias  del 


Art.  5.°  La  competencia  del  Juez  en- 
cargado de  la  instrucción  y  de  la  sen- 
tencia, en  lo  criminal,  se  extiende  á  las 
cuestiones  civiles  prejudiciales.  La  de- 
cisión recaída  en  lo  civil  sobre  las  cues- 
tiones de  esta  naturaleza,  no  obliga  al 
Juez  de  lo  criminal  en  lo  relativo  á 
apreciar  la  responsabilidad  penal  del 
acusado. 

Sin  embargo,  cuando  la  cuestión  pre- 
judicial se  refiera  á  la  validez  de  un 
matrimonio,  la  sentencia  dictada  en  lo 
civil  debe  servir  de  base  á  la  del  Juez 
en  lo  criminal. 

Si  no  ha  recaído  todavía  decisión  en 
lo  civil  y  la  instancia  está  pendiente,  ó 
si  el  Juez  de  lo  criminal  la  hubiere  en- 
tablado porque  el  hecho  objeto  de  la  in- 
culpación constituya  alguno  de  los  im- 
pedimentos del  matrimonio,  que  deben 
rechazarse  de  oficio,  sobreseerá  hasta 
la  decisión  del  Juez  competente  en  lo 
civil,  el  cual,  habiendo  lugar,  deberá 
dictarla  sin  dilación. 

Art.  6.**  Los  plazos  determinados 
por  el  presente  Código  no  se  amplia- 
rán, salvo  las  disposiciones  en  con- 
trario. 

No  se  computará  en  el  plazo  el  día 
en  que  comience  á  correr. 


orden  civil  debían  declararse  de  o6cio,  bien  en  el 
sumario,  bien  en  el  acto  del  juicio. 

En  los  términos  del  presente  Código,  la  parte 
ofendida  puede  reclamar  los  daños  y  perjuicios 
ante  el  Tribunal  de  lo  criminal,  siempre  que  con- 
curran las  circunstancias  marcadas  en  el  art.  4.** 

El  art.  1*72  exige  que  á  la  parte  ofendida,  des- 
pués de  su  declaración,  se  le  pregunte  acerca  de 
si  so  adhiere  ó  no  al  procedimiento.  (Véase  también 
el  art  365).  Este  derecho  de  la  parte  ofendida 
puede  ejercitarse  hasta  el  momento  de  principiar 
los  debates.  Se  considera  á  la  parte  ofendida  en 
este  caso  como  parte  civil  {Privatbelheiligter)^  y 
en  este  concepto  tiene  las  facultades  que  detalla- 
damente se  indican  en  el  capítulo  Y. 


INSTITUCIONES  POLÍTICAS   Y  JURÍDICAS 


jmprenden  los  do- 
ativos  y  el  tiempo 
el  tribunal  reciba 

A8  señaladas  por  el 
le  no  pueda  pagar- 
i  conmutarán  á  ra- 
arresto   por  cada 

>drá  solicitar  esta 
bI  pago  de  la  multa 
lursos  ó  sus  medios 
odas  las  multas  se 
r  &  los  presos  nece- 
n  en  libertad,y  pre- 
zurarles  una  indus- 

1  reglamentará  por 


E  LOS  TRIBUNALES 

irisdicción  enmate- 
e  partido  {Bexirks- 
es  de  primera  ins- 
BS  del  Jurado  (Ces- 
es de  segunda  ins- 
^upremo,  como  Tri- 

e  cada  Tribunal  de 
nde  é.  todo  su  dis- 
personas que  en  él 
lo  las  excepciones 

)re8en  te  Código  (3), 

.uBtrioca  vale  2  pesetas 

i:  á  los  miembroa  de  la 

i},  t  toa  que  eu  matorU 


toda  persona  citada  ante  un  tribunal 
está  obligada  á  comparecer  ante  et  mis- 
mo, responder  á  sus  preguntas  y  obe- 
decer sus  órdenes. 

I.— De  ios  Jueces  de  partido 

Art,  9."  Al  Juez  de  partido,  como 
Juez  único,  le  compete: 

1."  El  procedimiento  relativo  á  las 
Taitas,  cuyo  conocimiento  se  le  confiere 
por  la  ley  promulgando  el  presente  Có- 
digo (1); 

2."  £1  concurso  en  las  primeras  dili- 
gencias y  en  las  actuaciones  á  que  deba 
proceder  en  caso  de  crimen  ó  de  delito, 
según  las  prescripciones  del  presente 
Código  de  procedimiento  penal  (2). 

En  las  poblaciones  donde  haya  va- 
rios Jueces  de  partido,  la  jurisdicción 
en  lo  criminal  corresponderá  exclusi- 
vamente á  aquóllos  á  quienes  se  les 
haya  conrerido  por  órdenes  especíales. 

\l.— Tribunales  de  primera  instancia 

Art.  10.  Los  Tribunales  de  primera 
instancia  ejercen  su  jurisdicción: 

1."  Como  Jueces  de  instruccián  (ar- 
ticulo II); 

2."  Como  Sala  de  Consejo  en  mate- 
ria de  diligencias  é  investigaciones 
preliminares  (art.  12). 


penal  Be  hallen  aomeliilosilajurifidicciÓD  mili- 
tar (art.  SO},  i,  los  diplomilicss  que  gocen  del 
Tuero  de  eitralerritomlidBd  (art.  61},;  á  los  que 
por  sus  condiciones  morales  j  físicas,  no  se  ha- 
llaren en  situación  de  declsrsr  (arl.  150),  Con- 
cuerda este  nrtieulo  con  el  de  igual  número  del 
de  1S50  y  Otros  varios  del  de  1853,  aunque,  en 
cuanto  i  éste,  deba  atenderse  &  la  diferente  org«- 
nizsciín. 

(1)  La  de  29  de  Hajo  de  ISÜ. 

(2)  Artículos  88  y  86. 
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3."  Como  Jueces  que  pronuncian  la 
sentencia  (art.  13,  §  1."); 

■1."  Como  Jueces  que  conocen,  en 
apelación,  de  las  faltas  (arl.  23,  §  2."). 

Art.  11.  En  cada  Tribunal  de  prime- 
ra instancia  se  designarán  uno  6  más 
miembros  para  desempeñar  las  funcio- 
nes de  Juez  de  instancia. 

AJ  Juez  instructor  corresponde  la 
formación  de  sumario  por  todos  los 
crímenes  y  delitos. 

Art.  12.  Una  sección  del  Tribunal  de 
primera  instancia  vigilará,  en  calidad 
de  Sala  de  Consejo  (1),  las  primeras 
diligencias  y  las  actuaciones  ¿  quede- 
be  precederse  en  virtud  del  art,  9.",  §  2.°, 
y  art.  11,  y  ejercerá,  en  este  caso,  tas 
facultades  que  se  le  confieren  por  el 
presente  Código  (2). 

La  Sala  de  Consejo  podrá,  en  ciertos 
casos,  después  de  oir  al  acusador,  de- 
legar un  Juez  de  partido,  de  los  del 
territorio  del  tribunal,  para  instruir  el 
proceso  y  verificar  las  comprobaciones 
en  materia  de  crímenes  y  delitos,  pu- 
diendo,  sin  embargo,  en  cualquier  tiem- 
po, llamar  á  si  el  asunto.  Estará  obliga- 
da á  llamarlo  cuando  el  acusador  ó  el 
procesado  lo  pida. 

Para  los  acuerdos  de  la  Sala  de  Con- 
sejo se  requiere  la  asistencia  de  tres 

Art.  13.  A  los  Tribunales  de  primera 
instancia  corresponde: 

1."  El  conocimiento  y  la  sentencia 
de  los  crímenes  y  delitos  que  no  sean 


(1)  La  SbIb  de  Consejo  ea  de  nueva  creación, 
en  el  aenlído  de  que  las  alrihuciones  coDEsdas  á 
una  aeccióD  del  Tribunal  de  primera  instancia 
pertenecínn  &  todo  ,el  tribuna],  según  el  Código 
de  1853. 

(2)  Véanse  log  artículos  40,  40,  4S,  4S,  5»,  64, 
14,92,94,95,97,108,  109,  US,  145,  147,  192, 
196,  SOS,  2S5  i  227,  852,  416  y  425. 


de  la  competencia  del  Tribunal  del  Ju- 
rado; 

2."  El  conocimiento  y  la  sentencia 
de  los  recursos  entablados  contra  los 
autos  y  providencias  de  los  Jueces  de 
partido,  en  materia  de  faltas. 

En  estos  casos  el  tribunal  se  com- 
pondrá de  cuatro  Jueces. 

Las  resoluciones  que,  según  el  pre- 
sente Código,  deben  tomar  los  Tribuna- 
les de  primera  instancia  en  lo  criminal, 
lo  serán  todas,  exceptuando  las  refe- 
rentes al  fondo  del  asunto,  en  reunión 
de  tres  Jueces,  salvo  otras  disposicio- 
nes (1). 

lU.— Tribunales  del  Jurado 

Art.  14.  A  los  Tribunales  del  Jurado 
constituidos  con  arreglo  á  las  prescrip- 
ciones del  capitulo  XIX,  corresponderá 
el  conocimiento  y  la  sentencia  de  los 

crímenes  y  delitos  que  se  designan  en 
la  ley  dictada  para  poner  en  vigor  el 
presente  Código. 

W.^  Tribunales  de  segunda  instancia 

Art.  15.  Los  Tribunales  de  segunda 
instancia  decidirán  sobre  los  recursos 
entablados  contra  las  resoluciones  de 
la  Sala  de  Consejo  (art.  114),  sobre  las 
oposiciones  al  procesamiento  y  sobre 
la  apelación  autorizada  por  los  artícu- 
los 283  y  343. 

Tienen,  además,  facultad  de  vigilar 
las  actuaciones  de  los  Tribunales  de 
lo  criminal  de  su  territorio,  y  deci- 
den sobre  las  reclamaciones  que  pro- 
duzcan  sus   actos,    salvo   cuando  no 

(t)  Losartículos  357,  401,  410,411  y  435  ee- 
üalaa  loa  casca  en  que  los  Jueces  deben  ser  cua- 
tro, aunque  di  ae  trate  de  resolver  sobre  el  fondo 
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más  antiguos  á  los  más  modernos  (1). 

Art.  20.  Salvo  disposición  de  la  ley 
en  contrario,  toda  decisión  debe  tomar- 
se por  mayoría  absoluta,  esto  es,  la 
mitad  más  uno  de  los  votos  emiti- 
dos (2).  Si  los  votantes  se  dividiesen  en 
más  de  dos  opiniones,  de  tal  manera 
que  ninguna  obtenga  la  mayoría  re- 
querida, el  Presidente,  poniendo  á  vo- 
tación las  cuestiones  por  separado, 
procurará  obtener  la  mayoría  absolu- 
ta. Si  no  lo  consigue,  los  votos  dados  á 
la  opinión  menos  favorable  al  procesa- 
do se  agregarán  á  la  que  di  ñera  me- 
nos, continuando  así  hasta  que  se  re- 
una  la  mayoría  absoluta. 

En  caso  de  empate,  la  decisión  debe 
ser  siempre  conforme  á  la  opinión  más 
favorable  al  acusado  (3). 

Si  hubiere  discordancia  acerca  de 
cuál  de  dos  opiniones  es  la  menos  favo- 
rable al  procesado,  se  decidirá  esta 
cuestión  en  votación  preliminar.  Si  en 
esta  votación  hubiere  empate,  lo  deci- 
dirá el  voto  del  Presidente. 

Art.  21.  Las  cuestiones  relativas  á 
la  competencia  del  tribunal,  á  la  nece- 
sidad de  completar  el  proceso,  y  los 
demás  preliminares,  deben  tener  siem- 
pre la  prioridad  de  la  votación.  Si  por 
mayoría  se  decidiere  que,  no  obstante 


(1)  El  Código  de  procedimiento  penal  de  1850 
(artículo  9.°)  prescribía,  por  el  contrario,  que  em- 
pezara la  votación  por  los  más  modernos.  El  pre- 
sente Código  reproduce  la  disposición  del  art.  1 1 
del  de  1853. 

(2)  Los  artículos  362  y  442  indican  los  casos 
en  que,  por  excepción,  se  requiere  la  unanimidad. 

(3)  El  presente  Código  es  más  favorable  al  reo 
que  los  de  1850  y  1858,  según  los  cuales,  era  im- 
par el  número  de  Jueces  de  cada  Sala.  Por  el  nue- 
vo Código,  debe,  en  principio,  ser  número  par 
(cuatro},  y  de  consiguiente,  son  necesarios  tres 
votos  para  la  imposición  de  pena. 


las  dudas  suscitadas  sobre  estas  cues- 
tiones, há  lugar  á  pasar  á  la  decisión 
en  el  fondo,  los  Jueces  que  quedaron  en 
minoría  están  obligados  á  volar  sobre 
el  fondo. 

Art.  22.  Para  la  decisión  en  el  fondo, 
la  cuestión  de  saber  si  el  acusado  es 
responsable  del  hecho  que  se  le  impu- 
ta, debe  separarse  siempre  de  la  cues- 
tión de  la  aplicación  de  pena  y  debe 
votarse  primero.  Si  al  acusado  se  le 
imputan  varios  hechos  punibles,  debe 
recaer  acerca  de  cada  uno  de  estos  he- 
chos decisión  especial  sobre  la  culpa- 
bilidad ó  inculpabilidad. 

La  deliberación  sobre  la  imposición- 
de  pena,  no  debe  versar  sino  acerca  de 
los  hechos  punibles  de  los  que  al  acu- 
sado se  le  haya  reconocido  culpable. 

Los  Jueces  que  no  hayan  reconocido 
la  culpabilidad  relativamente  á  uno  de 
los  hechos  imputados,  pueden,  por  mo- 
tivo de  la  resolución  tomsula  sobre  la 
cuestión  de  culpabilidad,  abstenerse  en 
la  de  aplicación  de  pena.  En  caso  de 
abstención,  deben  agregarse  sus  votos 
á  los  de  aquellos  compañeros  que  ha- 
yan votado  por  la  opinión  más  favora- 
ble al  acusado. 

VU,— Auxiliares  de  los  tribunales 

Art.  23.  A  cada  audiencia  pública 
debe  asistir  un  escribano,  que  extende- 
rá el  acta.  Al  escribano,  así  como  á  los 
empleados,  para  extender  las  actua- 
ciones del  sumario  en  materia  de  cri- 
men y  de  delito,  se  les  juramentará  á 
este  efecto. 

WU. ^Relaciones  de  los  tribunales  de  lo 
criminal  con  las  demás  autoridades 

Art.  24.  Las  autoridades  de  policía, 
entre  las  cuales  se  comprende  ol  Al- 
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Se  les  agregai'á  un  número  conve- 
niente de  sustitutos,  los  cuales,  cuando 
reemplacen  á  sus  jefes  respectivos,  se 
liallar&n  legalmente  investidos  de  to- 
das 6US  funciones. 

Art.  30.  Los  miembros  del  Ministe- 
rio público  son  los  guardadores  de  los 
intereses  del  Estado  en  el  circulo  de 
sus  atribuciones. 

En  el  ejercicio  de  sus, funciones,  son 
independientes  de  los  tribunales  en  que 
actúan. 

Los  Fiscales  del  Estado,  en  los  Tribu* 
nales  de  primera  instancia,  dependen 
inmediatamente  de  los  Fiscales  supe- 
riores del  Estado  en  los  Tribunales  de 
segunda  instancia,  y  estos  úrttmos,  asi 
como  el  Fiscal  general  del  Tribunal 
Supremo,  del  Ministro  de  Justicia  (1). 

Art.  31.  El  Ministerio  público,  en  el 
Tribunal  de  primera  instancia,  intervie- 
ne en  las  diligencias  preliminares,  en 
la  instrucción  y  on  los  debates  relati- 
vos á  los  crímenes  y  delitos,  asi  como 
en  los  debates  sobre  las  apelaciones 
interpuestas  ante  dichos  tribunales,  de 
las  decisiones  de  los  Jueces  de  partido, 
■y  en  los  debates  ante  los  Tribunales 
del  Jurado  que  radiquen  en  el  territo- 
rio del  Tribunal  de  primera  instancia. 

Tiene  el  derecho  de  intervenir  por  sí 
ó  por  un  sustituto,  en  los  actos  que  son 
de  la  competencia  de  los  Jueces  de  par- 
tido. Debe  remitir  al  Fiscal  superior 
del  Estado  una  Memoria  mensual  sobre 


(t)  Lo9articu1oa29y9fl  establecen,  en  principio, 
la  uDÍdad  é  i  D  di  visibilidad  del  Minieterio  público, 
asi  como  au  indepeiidencia  respecto  de  loa  tribu- 
nales. Sometidos  directnmente  al  Ministerio  de 
Justicia,  todos  loa  miembros  del  Ministerio  públi- 
co deben  scBuit  aua  instrucciones.  Los  Fiscales 
ji^enerales,  según  el  dictamen  de  la  Comisiúa  del 
CoDgraso  de  ios  Diputados,  de  1S69,  son  Árganos 
del  Poder  ejecutivo. 


los  asuntosjuzgados  y  sobre  loS  que  se 

hallen  pendientes,  asi  como  sobre  el 
estado  de  éstos.  Cuando  tenga  dudas 
sobre  la  oportunidEid  de  incoar  ó  de 
suspender  una  instrucción,  ó  en  caso 
de  tomar  alguna  medida  importante  en 
el  curso  de  un  proceso,  debe  también 
darle  aviso  y  seguir  sus  instrucciones. 

Art.  32.  El  Fiscal  superior  del  Esta- 
do, en  los  Tribunales  de  segunda  ins- 
tancia, interviene  en  Jos  actos  que  an- 
te ellos  se  verifiquen.  Ejerce,  además, 
vigilancia  sobre  todos  los  funcionarios 
del  Ministerio  público  en  los  Tribuna- 
les de  primera  instancia  y  en  los  juz- 
gados de  partido  del  territorio  del  Tri- 
bunal de  segunda  instancia.  Tiene  el 
derecbo  de  intervenir  por  sí  mismo,  ó 
por  sustituto,  en. los  asuntos  crimina- 
les, para  ejercer  én  ellos  los  actos  pro- 
pios de  sus  funciones. 

Art.  33.  El  Fiscal  general  ó  sus  sus- 
titutos intervienen  en  los  actos  que  se 
verifiquen  ante  el  Tribunal  Supremo. 

El  Fiscal  general,  en  el  Tribunal  Su- 
premo, de  oficio  ú  por  orden  del  Minis- 
tro de  Justicia,  puede  entablar  un  re- 
curso, en  interés  de  la  ley,  contra  las 
sentencias  délos  Tribunales  de  lo  cri- 
minal por  infracción  ó  errónea  aplica- 
ción de  la  ley,  y  contra  toda  sentencia 
ó  providencia  que  llegue  &  su  conoci- 
miento, aun  cuando  el  acusado  ó  el 
acusador  no  hayan  usado,  en  el  plazo 
legal,  de  la  facultad  de  recurrir. 

Cuando  &  los  Fiscales  del  Estado  les 
parezca  que  hay  motivo  de  recurso,  es- 
tén obligados  á  someter  el  asumo  4  los 
Fiscales  superiores  del  Estado,  quienes 
apreciarán  si  h&  lugar  é.  denunciar  el 
caso  al  Fiscal  general  (1). 

Arl.31.  Los  Fiscales  del  Estado  de- 
ben perseguir  de  oficio  todos  los  hechos 

[])     Véase  el  art.  293. 
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CAPÍTULO  IV.— DEL  INCULPADO  (1)  V  DE 
SU  DEFENSA 

Art.  38.  El  indiviiluo  sospechoso  de 
haix^r  cometido  un  hecho  punible  no 
puede  ser  considerado  como  inculpado, 
sino  cuando  haya  sido  objeto  de  un 
escrito  de  acusación  ó  de  la  formación 
de  un  proceso. 


luto  los  delitos  couelidoB  por  medio  de  la  im- 
preata  ;  loa  calificadoB  de  políticos,  permaneciea- 
do  loa  funcioDarios  encargadoa  del  ejercicio  de  la 
acción  pública  en  una  pasividad  respecto  á  tos 
mismos,  ioeompatible  con  su  modo  de  aet. 

Por  lo  que  toca  al  CAdigo  de  1833,  ;  aun  al 
de  1850,  ba]r  una  innovacióo  de  que  CDDVíeue  dar 
cuenta:  ea  loa  tribunales  de  partido  do  eiialia 
más  represeulante  del  Ministerio  público  que 
fll  Burgomaestre,  equivalente  á  nuestro  Síndico; 
aquél  se  quedó  sin  ninguno,  y  de  ahí  que  el  pro- 
cedimiento del  fuera  todo  inquisitorial;  pues  bien: 
actualmente,  una  disposición  de  19  de  Noviembre 
de  1S73,  establece  cierta  clase  de  Fiacalea  de  pnr~ 
tido,  como  los  que  hay  an  loa  juzgados  municipa- 
les de  Eapaha,  que  nombran  los  Fiscales  superio- 
res, de  acuerdo  coa  los  Jefes  políticos  del  país,  en- 
tre las  personas  que  gozan  de  bus  derechos  civiles 
y  políticos,  capaces  y  dignos  de  confianza,  cuyas 
fuDciouea  rod  retribuidas. 

{I)  El  art,  38  reconoce  la  denomínacílSn  gane- 
ral  con  que  se  designa  al  reo  en  los  distintos  pe- 
riodos de  procedimiento,  con  la  variante  que  no- 
tamos en  Italia  y  Francia  respecto  &  Espaíia:  al  íu- 
diciado  ligeramente  6  respecto  al  que  se  sospecha 
con  vaguedad  que  pudo  tomar  alguna  parte  en 
un  acto  punible,  se  le  oye  en  forma;  pero  aúu  no 
recibe  el  nombre  de  iriculpado,  procesado  6  im- 
pulado,  que  se  reserva  á  los  comprendidos  en  el 
primer  p&rrafo;  ea  decir,  que  el  escrito  de  acusa- 
cida  que  se  formula  ya  en  el  sumario  ¿  la  pe- 
tición fiscal  para  que  se  dé  principio  á  un  auraario 
contra  determinada,  persona,  hacen  las  veces  de 

similar  en  Prancia  á  Italia:  terminado  el  aumario, 
recae  el  auto  de  acuaacÍ6n,  análogo  en  sus  efec- 


Se  considera  como  acusado  al  indivi- 
duo que  se  le  remite  ante  el  tribunal 
para  ser  juzgado.  Las  diaposiciopes  de 
la  presente  ley,  relativas  al  inculpado, 
son  aplicables  (en  tanto  que  por  su  na- 
turaleza no  se  limiten  á  la  instrucción) 
&  los  individuos  sospechosos  de  ha- 
ber cometido  un  hecho  punible,  y  &  todo 
el  que  como  tal  se  le  haya  citado 
para  comparecer,  ó  que  sea  objeto  de 
un  mandamiento  de  detención  ó  de 
arresto  (1). 

Art.  39.  Todo  inculpado  puede  ser 
asistido  de  un  derensor,  elegido  entre 
los  que  se  hallen  inscritos  en  la  lista  de 
los  defensores  de  uno  de  los  países  re- 
presentados en  el  Consejo  del  Imperio 
(Reichsrath). 

El  padre,  el  tutor  ó  el  curador  pueden 
nombrar  un  defensor  al  menor  ó  al  pu- 
pilo, aun  contra  la  voluntad  de  éste. 

Cada  Tribunal  de  justicia  de  segun- 
da instancia  formará  para  su  territorio 
una  Üsta  de  defensores,  que  debe  rec- 
tíñcarse  al  principio  del  año,  y  ia  trans- 
mitirá á  todos  los  Tribunales  de  justi- 
cia de  lo  criminal,  los  cuales  deberán 
publicarlas.  En  esta  lista  ñgurarán  to- 
dos los  abogados  que  ejerzan  realmen- 
te su  profesión  en  el  territorio  del  tri- 


toa  i  le  apertura  del  juicii.  __ 

mejor  dicho,  el  procesado  va  i  comparecer  ante 
el  tribunal  que  ha  de  juzgarle,  previo  el  oportuno 
debate,  y  eotonces  ae  eleva  ya  á  la  categoría  de 
acusado.  Apar(«  de  la  conveniencia  en  ñjar  con 
exactitud  el  tecnicismo  jurídico  usado  en  cada 
país,  loa  efectos  p 


pru. 


el  último  párrafo,  y  hé  s 
rupuloso  que    i 


Código  en  pro  de  los  derechos  de  la  defensa. 

(1)  Váaaeeuel  Apéndice  núm.  3.°  la  ley  de  31 
de  Diciembre  de  IS'il,  complementaria  j  modi- 
ficativa del  Código  de  procedimiento  penal,  eu 
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bunal.  Deben  ser  también  incluidas,  á 
su  instancia,  las  personas  que  hayan 
sufrido  los  exámenes  de  Derecho  para 
la  judicatura,  la  abogacía  ó  el  nota- 
riado (1),  asi  como  todos  los  doctores 
en  Derecho  que  sean  miembros  del 
cuerpo  docente  de  una  IkcultaJ  de  De- 
recho ó  de  Administración  (2),  ¿  no  ser 
que  existan  impedimentos  legales  que 
los  excluyan  de  la  judicatura,  la  abo- 
gacía ó  el  notariado.  El  que  se  conside- 
re perjudicado  por  su  exclusión  de  la 
lista,  puede  recurrir  al  Ministro  de  Jus- 
ticia (3). 

Los  funcionarios  del  Estado  no  pue- 
den ser  incluidos  en  la  lista,  sino  con 
el  consentimiento  desús  superiores  je- 
rárquicos. 

Art.  40.  No  pueden  asistir  al  proce- 
sado como  defensores  en  los  debates, 
las  personas  que  hayan  figurado  como 
testigos.  La  Sala  de  Consejo  decidirá 
si  há  lugar  á  excluir  de  la  defensa,  en 
el  curso  del  procedimiento  que  precede 
á  los  debates,  á  ciertas  personas,  ya 
porque  hayan  depuesto  como  testigos. 


(I]  En  Austria  y  en  algún  otro  pala,  se  eiige 
cierto  tiempo  de  práctica  4  los  Jueces,  ebogadoá 
y  notarios,  despuís  de  tarminHiloa  aua  estudios, 
paro  entror  en  el  ejercicio  de  su  profosióü.  La  ley 
se  refiere  ft  loa  que  se  hallen  en  este  coso,  diapo- 
giciÍQ  vivamente  combatida  por  MiTTEaUAiBB,  ea- 
pecialmente  en  1a  que  se  refiere  &  los  aspirantes 
á  la  Judicatura,  que  pueden  actuar  como  defenso- 
res en  loa  miamos  tribunales  á  que  están  adscritos, 
según  determina  el  art.  4S. 

(2)  El  proyecto  del  Qobierno,  de  1861,  com- 
prendía en  la  liala  de  los  defensores  á  todos  los 
doctores  en  Derecho. 

[3]  La  ley  determina  taiatiramente  1aa  perso- 
nas que  pueden  elegirse  como  defensores.  Sin  em- 
linrgo,  en  materia  de  faltas,  el  acuaado  puede  ele- 
gir su  representante  fuera  de  la  lista  de  defenso- 
res [art.  455j. 


ya  porque  deban  citarse  para  seroidas 
en  el  curso  de  los  debates. 

El  inculpado  puede  asistirse  de  -va- 
rios defensores  (1),  pero  los  debates 
no  pueden  prolongarse,  en  este  casoí 
por  los  informes  pronunciados  en  su 
nombre. 

Art.  41.  Al  notificarle  el  escrito  de 
acusación  debe  advertirse  al  inculpado 
que  tiene  el  derecho  de  nombrar  un  de- 
fensor. Para  los  debates  ante  el  Tribu- 
nal del  Jurado  debe  designársele  de 
oficio  un  defensor  (2),  si  el  acusado  re- 
husare nombrarlo. 

Si  llegare  &  conocimiento  del  tribu- 
nal que  el  inculpado  no  se  halla  en  si- 
tuación de  sufragar  los  gastos  de  la 
defensa,  se  le  nombrará,  á  su  instan- 
cia (3),  un  abogado  de  pobres  para  sos- 
tener el  recurso  que  haya  interpuesto, 
mantener  la  oposición  y  presentar  su 
defensa  en  el  juicio  oral. 

Art.  42.  En  todos  los  casos  en  que 
haya  de  nombrar  defensor  el  tribu- 
nal f  4),  debe  elegirlo,  á  ser  posible,  en- 
tre los  que  residan  en  la*lpcalidad  don- 
de radique  el  mismo  tribunal  (art.  39). 


(1 )  Esta  diaposiciin  resuelve  en  fevor  del  acu- 
sado una  cuestiSn  discutida  mientras  rigieron  los 
Códigos  de  1850  y  1858. 

(S)  También  se  designa  defensor  de  oficio  para 
el  Tribuna!  Supremo  (art.  317). 

Véase  el  art.  274,  para  el  caso  en  que  e!  defen- 
sor nombrado  no  se  presente. 

(8)  Las  palabras  i  su  iiuJancis,  se  aBadieron  i 
propuesta  de  la  Comisión  de  la  CAmara  de  Diputa- 
dos, &  la  cual  no  le  pareció  necesario  que  en  el 
caso  de  que  se  trata  ae  hubiere  de  designar  al  tn- 
culpado,  aun  contra  su  voluntad,  un  defensor  de 
pobres,  agravando  asi,  sin  necesidad,  oí  oneroao 
cargo  de  estos  defensores.  . 

(4}  Se  le  nombro,  según  el  trámite  en  que  ee 
encuentre  el  proceso,  por  el  Juez  de  inBlruccÍ6ii 
6  por  el  Presidente  de  la  Sala  de  Consejo  hasta  el 
momento  en  que  se  presenta  al  tribunal  el  escrito 
de  acusación.  Después  lo  nomlira  el  tribunal. 


■    fí.'V^ 
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En  las  localidades  en  que  exista  Co- 
legio de  Abogados,  corresponde  á  éste 
designar  un  defensor  entre  los  aboga- 
dos y  los  aspirantes  (1). 

Si  hay  varios  coprocesados,  puede 
designárseles  un  solo  defensor. 

Sin  embargo,  á  instancia  de  cualquie- 
ra de  los  inculpados  ó  del  defensor,  ó 
de  oficio,  debe  proveerse  ala  represen- 
tación especial  de  cada  uno  de  los  pro- 
cesados que  tengan  intereses  opuestos. 

Art.  43.  Toda  persona  inscrita  en  la 
lista  de  los  defensores  está  obligada  á 
aceptar  la  defensa  que  se  le  confíe  en 
el  punto  de  su  residencia.  La  Sala  de 
Consejo  resuelve  sobre  las  excusas  que 
se  presenten. 

Los  aspirantes  á  la  judicatura  adscri- 
tos á  un  tribunal  y  aptos  para  desem- 
peñar las  funciones  de  Juez,  deberán 
aceptar  la  defensa  que  el  Presidente 
les  confíe,  á  falta  de  defensor,  aunque 
no  se  hallen  inscritos  en  la  lista  de  los 
defensores. 

Art.  44.  El  defensor,  una  vez  desig- 
nado, no  necesita  poder  especial  para 
cada  trámite  del  proceso,  ni  aun  para 
pedir  la  reapertura  del  procedimiento. 

El  inculpado  puede  siempre  nombrar 
nuevo  defensor. 

Los  poderes  del  defensor  nombrado 
de  oficio  terminan  desde  que  el  incul- 
pado  nombre  otro  defensor.  En  tal  caso 
no  debe  retrasarse  la  marcha  del  pro- 
ceso por  estos  cambios. 

Art.  45.  Durante  las  primeras  dili- 
gencias y  la  instrucción,  el  inculpado 
puede  asistirse  de  un  patrono  legal 
elegido  de  la  lista  de  los  defensores  (2), 
ya  para  vigilar  la  conservación  de  sus 


(1]     Véase  la  nota  primera  al  art.  39. 

(2)  Bajo  el  Tógimen  de  la  legislación  anterior, 
era  muy  dudoso  el  derecho  del  acusado  á  tener 
defensor  durante  la  instrucción. 


derechos  en  cada  trámite  del  procedi- 
miento que  interese  directamente  á  la 
comprobación  del  hecho  y  que  después 
no  pueda  renovarse,  ya  para  proseguir 
un  recurso  que  hubiere  entablado. 

Si  se  encuentra  detenido,  podrá  co- 
municarse con  el  patrono  á  presencia 
de  una  persona  agregada  al  tribunal. 
Este  patrono  podrá  enterarse  en  todo  ó 
en  parte  de  los  autos,  si  el  Juez  de  ins- 
trucción, ó  en  su  caso  la  Sala  de  Conse- 
jo, lo  estima  compatible  con  el  objeto 
del  procedimiento. 

En  lodo  caso  debe  expedírsele,  á  su 
instancia,  copia  del  mandamiento  de 
prisión  y  de  sus  motivos,  asi  como  de 
toda  providencia  del  Juez  contra  la 
cual  hubiere  manifestado  el  inculpa^ 
do  su  intención  de  recurrir. 

Después  de  la  notificación  del  escrito 
de  acusación,  el  inculpado  podrá  con- 
ferenciar con  su  defensor  sin  la  presen- 
cia de  la  persona  delegada  por  el  juz- 
gado, y  ambos  tienen  el  derecho  de  ins- 
peccionar, bajo  vigilancia,  los  autos, 
exceptuando  las  actas  de  la  votación 
del  tribunal,  y  sacar  copia  de  los  mis- 
moá. 

A  su  instancia  se  le  expedirán,  libres 
de  gastos,  copias  de  las  diligencias  de 
reconocimiento,  de  los  dictámenes  pe- 
riciales y  de  los  documentos  originales 
que  determinen  el  objeto  del  proceso 
penal  (1). 


(1)  Las  disposiciones  del  segundo  párrafo  del 
presente  artículo  concuerdan  con  los  artículos  24*7 
y  248  del  Código  de  procedimiento  penal  de  1850, 
y  con  el  art.  213  del  de  1853;  pero  las  del  párra- 
fo 1.°  son  completamente  nuevas  en  la  legislación 
austríaca. 

Parecerá  poco  exacto  decir  que  el  %ncvXp9.áo  po- 
drá asistirse  de  un  defensor  durante  las  primeras 
diligencias,  porque  en  tal  estado  del  proceso  no 
existe  todavía  un  inculpado  en  el  sentido  del  ar- 
tículo 88;  pero  el  legislador  no  ha  vacilado  en 


dlIticas  y  jurIdicaS 


ofendida  (1),  ésta  tiene  el  derecbo  de 
acudir  de  palabra  ó  por  escrito  a!  Tri- 
bunal de  lo  crimina],  en  calidad  de  acu- 
sador pri\ado,  en  solicitud  de  que  se 
incoe  un  proceso. 

El  acusador  privado  tiene  el  derecho, 
durante  las  primeras  diligencias  >'  la 
instrucción,  de  presentar  al  tribunal 
todo  lo  que  pueda  apoyar  su  acusación, 
de  enterarse  de  los  autos,  y  de  proce- 
der, en  unión  del  tribunal,  para  las  ne- 
cesidades de  su  acusación,  de  igual 
manera  que  el  Ministerio  público  (2). 

Se  considerará  que  el  acusador  pri- 
vado renuncia  al  proced  imiento  cuando 
omita  presentar  el  escrito  de  acusación, 
ó  las  demás  peticiones  necesarias  para 
sostener  la  acusación  (3),  dentro  del  pla- 
zo legal;  cuando  no  comparezca  al  jui- 
cio oral  ó  deje  pasar  el  plazo  para  pre- 
sentar en  el  mismo  sus  conclusiones 
en  el  fondo. 


portantes  innovacionea,  y  en  el  art.  48  ae  ciUi 
loa  casoa  ea  los  que  la  parte  perjudicada  qae  st 
ha  adherido  al  procedimiento,  puede  aoslener  l> 
acusBCiÚD. 

(1)  Los  crímenes  pueden  penwguÍTse,  todos 
sin  excepción,  de  oficio.  La  acusaciio  prívadi 
silo  procede  contra  los  delitos  y  taa  fallas. 

(2)  Véanse  los  artículos  91,  201,  209,  22'¡,  £56, 
Ü24,  £26,  2S0,  242,  249,  255,  261,  2S8,  316,  323, 
282,  283,  me,  465,  4-79,  62,  63,  '72,  'i6¡  193,  Sil 
3SS,  3S1,  3ft2,  373,  421,  422,  425,  436,  487,  148, 
451,  455  y  456. 

(8)  En  el  projeclo  del  Gobierno  no  spurecííiii 
las  palabras  las  demá»  peticiones  necesarias  para 
taiiiener  la  acuiación;  la  sSadidura  de  estas  pala- 
bras fué  propuesta  par  la  Comisión  de  Senado,  á 
lio  de  seíialar  ijue  no  sólo  el  Iranscurao  del  lérmU 
no  de  quince  días,  concedido  al  querellante  par- 
ticular (art.  lia),  para  presentar  el  escrito  de  acu- 
sación lleva  conaigti  la  pérdida  de  hu  derecho  de 
acusar,  sino  que  también  perderá  este  derecho 
cuantas  veces  omita  hacer,  dentro  del  término  di 
tercero  día,  cualquierode  laa  polieíones  conteni- 
das en  los  artículos  21 1,  261. 263,  320  y  321. 


CÓDIGO  DE  PROCEDtMIENl  O  PENAL  DE  AUSTRIA 


369 


Si  el  acusador  privado  lo  pretende,  el 
Ministerio  público  asumirá  su  repre- 
sentación. 

Art.  47.  Toda  persona  ofendida  por 
un  crimen  ó  por  un  delito  que  deba 
perseguirse  de  oficio,  puede,  hasta  el 
comienzo  de  los  debates,  unir  su  acción 
civil  al  procedimiento,  y  ser  asi  parte 
civil  (1). 

La  parte  civil  tiene  los  derechos  si- 
guientes : 

1.**  Puede  presentar  al  Ministerio  pú- 
blico y  al  Juez  de  instrucción  todo  lo 
que  pueda  servir  para  probar  la  culpa- 
bilidad del  inculpado,  ó  justificar  su  de- 
manda de  daños  y  perjuicios; 

2.°  Puede  enterarse  de  las  actua- 
ciones^ así  durante  las  primeras  dili- 
gencias, como  el  sumario,  á  menos  que 
lo  impida  algún  motivo  particular; 

3.^    Debe  citársele  para  los  debates, 
con  advertencia  de  que  si  no  compare- 
ce, continuará  el  proceso  su  curso,  y 
se  dará  lectura  de  sus  peticiones  con- 
signadas en  autos.  Puede  examinar  ai 
acusado,  á  los  testigos  y  á  los  peritos,  y 
obtener  la  palabra  durante  los  debates 
para  hacer  observaciones.  Al  terminar 
los  debates^  hablará  inmediatamente 
después  del  informe  del  Ministerio  pú- 
blico, paraexponer  y  justificar  su  de- 
manda y  presentar  conclusiones,  sobre 
las  cuales  se  resolverá  en  la  sentencia 
al  mismo  tiempo  que  sobre  la  culpabi- 
lidad del  acusado  (2). 


(1)  A  fin  de  dar  á  la  parte  ofendida  todas  las 
facilidades  posibles  para  mostrarse  parte  civil, 
el  art.  112  ordena  al  Juez  de  instrucción  que  pre- 
gunte á  la  parte,  al  prestar  su  declaración,  si  se 
une  ó  no  al  procedimiento.  Además,  el  art.  865 
establece,  que  cuando  no  se  sepa  si  la  parte  ofen- 
dida tiene  conocimiento  del  proceso  penal,  debe 
participársele. 

(2)  El  proyecto  del  Oobierno  decía:  tToda 
persona  ofendida  en  sus  derechos  por  un  crimen, 
Toiro  IX.— Instituciones  jxniDiCAS. 


Art.  48.  La  parte  civil  tiene,  además, 
el  derecho  de  sostener  y  llevar  á  cabo 
la  acusación  pública,  sustituyendo  al 
Ministerio  fiscal,  en  estos  términos  (1): 
1  °  Cuando  el  Ministerio  fiscal  recha- 
ce la  petición  de  la  parte  ofendida  y  re- 
huse el  seguirla,  ya  sea  inmediatamen- 
te, ya  después  de  practicadas  las  pri- 
meras diligencias,  debe  advertírsele  á 
la  parte  ofendida.  En  este  caso,  si  se 
declara  que  se  adhiere  al  procedimien- 
to, tiene  el  derecho  de  pedir  á  la  Sala 
de  Consejo  que  se  incoe  el  proceso.  La 
Sala  de  Consejo  debe  resolver  sobre 
esta  petición,  después  de  practicar  las 
oportunas  diligencias; 

2.**  Cuando  el  Ministerio  público 
abandone  la  persecución  de  un  hecho 
punible  antes  que  al  inculpado  se  le  de- 
clare procesado,  debe  notificársele  á 
la  parte  civil.  Esta,  en  los  tres  días  si- 
guientes al  de  la  notificación,  tiene  de- 
recho de  manifestar,  de  palabra  ó  por 
escrito,  al  Juez  de  instrucción,  su  pro- 
pósito de  continuar  el  procedimiento. 
Si  á  la  parte  ofendida  no  se  la  hubiese 
notificado  el  desistimiento  del  Ministe- 
rio fiscal,  tiene  para  hacer  la  referida 
manifestación  tres  meses,  á  partir  de 
la  suspensión  del  procedimiento.  En 
ambos  casos,  la  manifestación,  en  la 
que  han  de  constar  expresamente  el 
inculpado  y  el  hecho  que  se  le  impute, 


que  deba  perseguirse  de  o/fcto,  ó  por  un  delitO; 
puede  hasta...»  La  transposición  de  las  palabras 
que  deba  perseguirse  de  oficio^  fué  propuesta  por 
la  Comisión  del  Senado,  atendiendo  que  el  actual 
derecho  positivo  austríaco  no  conoce  ningún  de- 
lito que  no  deba  perseguirse  de  oficio. 

(1)  Este  artículo  contiene  una  innovación  im- 
portante al  autorizar  á  la  parte  perjudicada  para 
sostener  la  acusación  cuando  el  Ministerio  fiscal 
la  abandona,  llamándose  entonces  á  la  parte  per* 
Judicada  (Subsidiar- Anklager), 

24 
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debe  remitirse,  juntamente  con  el  pro- 
ceso, al  Tribunal  de  segunda  instancia, 
el  cual,  si  estima  que  hay  motivo  sufi- 
ciente para  continuar  el  procedimiento, 
acordará  que  se  incoe  ó  se  abra  de  nue- 
vo. Si  al  inculpado  se  le  hubiere  ya  in- 
terrogado sobre  el  hecho  origen  del  pro- 
ceso, el  Tribunal  de  justicia  de  segunda 
instancia  puede,  en  virtud  de  lo  mani- 
festado por  la  parte  civil,  decretar  el 
procesamiento; 

3.°  Si  el  Ministero  fiscal  abandona 
la  acusación  antes  del  procesamien- 
to (1),  debe  notificársele  á  la  parte  civil, 
con  la  advertencia  de  que  tiene  el  dere- 
cho de  sostener  la  acusación,  siempre 
que  lo  manifieste  en  el  término  de  tres 
días  al  Tribunal  de  justicia  de  primera 
instancia.  La  manifestación  hecha  fue- 
ra de  este  plazo  no  tendrá  efecto  al- 
guno. 

Art.  49.  En  el  caso  en  que  la  acusa- 
ción provenga  de  la  parte  civil,  el  Mi- 
nisterio fiscal  puede  enterarse  del  su- 
mario, y  tiene  siempre  el  derecho  de 
tomar  parte  en  el  procedimiento,  en 
cualquier  estado  que  se  halle. 

Las  disposiciones  del  Código  relati- 
vas al  acusador  privado,  son  aplica- 
bles á  la  parte  civil  que  lleve  la  acusa- 
ción en  sustitución  del  Ministerio  fis- 
cal (2),  bajo  las  siguientes  limitaciones: 

!.•  No  tiene  la  facultad  de  presentar 
el  escrito  de  acusación  sin  que  preceda 
sumario; 

2.'    No  tiene  ningún  recurso  contra 


(1)  El  Ministerio  fiscal  puede  desistir  de  la 
ftcusacion  antes  6  durante  los  debates. 

La  disposición  contenida  en  el  número  3.^  del 
artículo  que  ieinotamoS|  se  refiere  al  primer  caso, 
pues  en  el  segundo  la  parte  civil  puede  tomar  la 
palabra  después  del  Ministerio  público  y  ezpo- 
Mer  sus  pretensiones. 

(2)  Véase  el  art.  48 


las  decisiones  de  la  Sala  de  Consej  o, 
salvo  la  oposición  contra  la  providen- 
cia que  suspenda  el  sumario; 

3.*  No  está  autorizada  para  recurrir 
contra  las  providencias  del  Tribunal  de 
segunda  instancia  ó  contra  la  senten- 
cia dictada  en  el  fondo.  Puede  apelar 
de  esta  sentencia  en  las  condiciones 
fijadas  en  los  artículos  283,  345  y  465, 
No  tiene  el  derecho  de  pedir  la  reaper- 
tura del  proceso; 

4.'  La  excarcelación  del  inculpado 
no  puede  retrasarse  por  el  derecho  que 
el  art.  48,  párrafo  2.**,  confiere  á  la 
parte  civil. 

En  el  caso  previsto  por  el  art.  48,  pá- 
rrafo 3.**,  la  Sala  de  Consejo  decide  si 
há  lugar  á  diferir  la  excarcelación  del 
acusado. 

Art.  50.  El  acusador  privado  y  la 
parte  civil,  asi  como  sus  representan- 
tes legales,  pueden  actuar  por  sí  mis- 
mos ó  por  apoderado,  y  asistirse  de  un 
mandatario  elegido  de  la  lista  de  los 
defensores. 

El  tribunal,  cuando  lo  juzgue  oportu- 
no, puede  invitar  al  acusador  privado  ó 
á  la  parte  civil  que  no  residan  en  el 
punto  donde  radique  el  tribunal,  á  nom- 
brar un  apoderado  residente  en  el  mis- 
mo. Puede  también  advertirles  que  tie- 
nen la  facultad  de  asistirse  de  un  patro- 
cinador elegido  de  la  lista  de  los  defen- 
sores (1). 


(1)  Notables  diferencias  se  advierten  entre  el 
Código  que  traducimos  y  los  de  Italia,  Francia  y 
Bélgica;  en  éstos  no  existe  acusador  privado  ó 
particular  para  los  crímenes  ó  delitos  públicos;  el 
ofendido  no  es  m&s.que  parte  civil  cuando  volun- 
tariamente  se  constituye  en  tal;  nunca  acusa,  se 
limita  á  pedir  los  danos  y  perjuicios  originados 
por  la  infracción. 
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CAPÍTULO  VI.— DE  LA  COMPETENCIA  DE 
LOS  TRIBUNALES  DE  LO  CRIMINAL  Y  DE 
LOS  ASUNTOS  CONEXOS. 

\.—De  la  Jurisdicción  ordinaria 

Art.  51.  Por  regla  general,  es  com- 
petente para  conocer  de  un  hecho  pu- 
nible el  tribunal  en  cuyo  territorio  se 
hubiere  cometido,  aunque  las  conse- 
cuencias que  se  deriven  (1)  del  hecho 
se  hayan  producido  en  otros  puntos. 

Si  el  hecho  punible  se  ha  cometido  en 
varios  territorios  ó  en  los  limites  de  dos 
territorios,  ó  si  se  ignora  en  cuál  de 
varios  territorios  determinados  se  ha 
cometido,  retendrá  el  asunto  el  tribunal 
que  haya  entendido  el  primero  por  una 
diligencia  de  sumario. 

Si  antes  del  auto  de  procesamiento  se 
descubriere  el  lugar  donde  se  cometió 
el  hecho,  será  competente  el  tribunal  de 
este  punto  para  continuar  el  procedi- 
miento. 

Art.  52.  Cuando  se  haya  denunciado 
un  hecho  punible  al  tribunal  en  cuyo 
territorio  tenga  el  presunto  reo  su  do- 
micilio ó  su  residencia,  ó  al  del  territo- 
rio en  el  cual  se  encuentre,  es  compe- 


( 1 )  Ks  decir .  aun  cuando  el  hecho  prod  uzea  sus 
naturales  consecuencias  en  sitios  distintos,  por 
ejemplo,  el  delito  de  fabricación  de  moneda  falsa, 
billetes  de  Banco,  valores  públicos,  etc.  Como 
ampliación  áesta regla,  no  estará  de  más  el  indicar 
que  un  buque  en  alta  mar,  matriculado  ó  inscrito 
en  Austria,  y  con  bandera  de  esta  nación,  debe 
considerarse  como  territorio  austríaco  á  los  efec- 
tos de  este  artículo.  El  Tribunal  de  Casación  de 
Viene,  en  sentencia  de  16  de  Noviembre  de  18*75, 
declaró  que  el  delito  cometido  mediante  la  expe- 
dición de  una  carta,  se  entiende  realizado  en  él  lu- 
gar donde  se  la  echa  al  correo  para  su  ulterior 
transmisión,  puesto  que  el  acto  queda  ya  perfecto 
en  este  momento. 


tente  este  tribunal  si  el  del  territorio 
donde  el  hecho  se  haya  cometido  no  en- 
tendiese ya  del  asunto.  Sin  embargo, 
debe  remitirse  á  éste  tribunal,  si  asi  lo 
pide  el  Ministerio  público  de  cualquie- 
ra de  estos  tribunales,  ó  el  acusador 
privado  ó  el  inculpado.  Si  hubiere  va- 
rios inculpados,  bástala  petición  de  uno 
solo. 

Cuando  se  suspenda,  antes  de  los  de- 
bates, el  proceso  seguido  contra  el  in- 
culpado y  preso  por  un  crimen  ó  un  de- 
lito, si  es  responsable  de  un  hecho  cuyo 
castigo  corresponda  á  los  juzgados  de 
partido,  será  competente  el  juzgado  del 
distrito  en  el  cual  se  hallare  preso.  Sin 
embargo,  en  este  caso  pueden  pedir  el 
acusador  ó  el  inculpado  la  remisión  al 
juzgado  donde  el  hecho  se  hubiere  co- 
metido. 

Art.  53.  El  Tribunal  de  lo  criminal 
que  primero.conozca  de  un  hecho  puní- 
blecometido  en  alguno  de  los  países  re- 
presentados en  el  Reichsrath,  es  com- 
petente para  seguir  el  proceso  hasta 
que  se  produzca  una  circunstancia  que 
atribuya  la  competencia  á  otro  tribu- 
nal en  los  términos  de  los  artículos  51 
y  52(1). 

Art.  54.  Cuando  se  haya  cometido 
un  hecho  punible  fuera  de  los  países 
representados  en  el  Reichsrath,  el  tri- 
bunal competente,  entre  los  constituí- 
dos  en  estos  países,  es  el  del  territorio 
en  que  el  inculpado  tenga  su  domicilio 
ó  su  residencia,  ó,  á  falta  de  domicilio  y 
de  residencia,  el  tribunal  en  cuyo  terri-, 
torio  se  encuentre  el  inculpado  (2). 

(1)  Si  éstas  no  sobrevinieren,  el  primer  Juez 
llevará  el  sumario  y  aun  el  juicio  á  su  término. 

(2)  Cuando  el  procedimiento  se  dirige  contra 
más  de  un  procesado,  y  tengtin  su  domicilio  6 
morada  en  territorios  distintos,  es  competente  el 
Juez  que  antes  hubiese  empezado  á  conocer  y  re* 
sida  en  alguno  de  aquéllos. 
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Cuando  un  Gobierno  extranjero  ó  una 
autoridad  de  cualquiera  de  los  países 
pertenecientes  al  reino  de  Hungría,  pi- 
da la  extradición  de  un  inculpado,  ó 
cuando  haya  lugar  á  pedir  la  extradi- 
ción, y  no  se  hubiere  aún  resuelto  la 
competencia  del  Tribunal  nacional,  el 
Tribunal  Supremo,  oído  el  Ministerio 
fiscal,  decide  cuál  es  el  tribunal  com- 
petente (1). 

Art,  55.  El  tribunal  competente  res- 
pecto del  autor  lo  es  también  respecto 
de  los  coautores  y  cómplices. 

Art.  56.  Cuando  Á  una  misma  perso- 
na se  le  imputen  varios  hechos  puni- 
bles, ó  cuando  varias  personas  hayan 
tenido  participación  en  un  hecho  de  esta 
naturaleza,  ó  una  de  ellas  hubiere  co- 
metido un  hecho  punible  juntamente 
con  otras,  el  procedimiento  deberá  se- 


Cl)  Bíuchfsiiáas  disposiüioues  complementa- 
rias tiene  este  artículo  referentes  al  modo  de  evi- 
tar conflictos  entre  los  Jueces  de  Austria  y  los  de 
Hungría,  á  la  administración  de  justicia  por  los 
Cónsules  en  Levante,  á  la  persecución  de  malhe- 
chores con  algunos  Estados  limítrofes,  etc.  Véan- 
se en  el  Giannelia,  que  las  expone  metódicamente. 

No  prescindiremos,  sin  embargo,  de  las  com- 
prendidas en  el  Código  penal,  y  que  modifican  las 
reglas  generales  de  competencia  hasta  cierto 
punto.  Seglin  el  mismo,  son  punibles  en  Austria, 
aunque  se  cometieran  en  el  extranjero: 

!.**  Los  crímenes  cometidos  por  un' subdito 
austríaco,  y  los  delitos,  si  no  hubieren  sido  ya  cas- 
tigados ó  perseguidos  en  el  extranjero  (art.  86); 

2."  Los  crímenes  de  alta  traición  contra  el 
Bstado  austríaco,  de  falsificación  de  moneda  ó  tí- 
tulos de  la  Deuda  pública,  aunque  se  cometieren 
por  un  extranjero  fuera  del  territorio  nacional  (ar- 
tículo 38)  •, 

8.*  Cualesquiera  crímenes  que  cometa  un 
extranjero  fuera  del  territorio  nacional,  siempre 
que  propuesta  la  extradición  al  Gobierno  austría- 
co por  el  extranjero  correspondiente,  no  hubiere 
sido  acordada  (artículos  89  y  40). 


guirse  al  mismo  tiempo,  ante  el  mismo 
tribunal,  contra  todas  estas  personas  y 
comprender  todos  aquellos  hechos. 

La  sentencia  deberá  decidir  sobreto- 
dos estos  hechos  conexos  por  un  sólo 
juicio  (1). 

En  este  caso  será  tribunal  competen- 
te el  que  primero  conociere  del  asunto. 

Sin  embargo,  cuando  uno  de  estos 
negocios  sea  de  la  competencia  del  Tri- 
bunal del  Jurado,  éste  deberá  determi- 
nar la  competencia  del  tribunal  (2),  aun 
en  el  caso  de  que  un  tribunal  compe- 
tente por  cualquieradelos  otros  hechos, 
hubiese  empezado  á  conocer. 


(1)  El  Código  de  1850  admitió  por  primera 
vez  este  principio  modificador  del  general  en 
materia  de  competencia  (art.  '71),  y  lo  conser- 
vó el  de  1853  (art.  36),  recibiendo  en  el  pre- 
sente mayor  extensión  los  que  de  la  misma  tra- 
tan, aunque  quizá  limitándolo  en  relación  á  aqué- 
llos. Para  no  comprometer  el  éxito  de  la  oralidad 
de  los  debates,  produciéndose  la  consiguiente 
confusión,  y  sobre  todo  evitar  al  Jurado  esos  pro- 
cesos monstruosos  que  los  detienen  en  la  vista 
días  y  más  días,  concluyendo  por  no  entender  de 
qué  se  trata,  y  facilitar  igualmente  su  respectivo 
cometido  á  la  acusación  y  la  defensa,  se  introdu- 
jeron los  artículos  57  y  58.  Además,  el  procesado 
conserva  el  derecho  de  oponerse  á  esa  especie  de 
desacumulación  (artículos  114  y  214),  y  téngase 
en  cuenta  que  no  modifican  las  disposiciones  del 
derecho  sustantivo,  en  armonía  con  la  generalidad 
de  las  leyes  penales  modernas,  según  las  que,  al 
reo  de  varios  actos  punibles  sólo  puede  imponér- 
sele la  pena  mayor;  en  su  consecuencia,  el  Juez 
que  conozca  de  la  causa  separada  ha  de  tener  en 
cuenta  la  condena  que  imponga  el  que  entienda  en 
la  primitiva,  y  obrar  con  arreglo  á  aquélla.  El  pro- 
cedimiento,  pues,  será  distinto;  pero  en  el  fondo 
la  resolución  no  varía  ni  perjudica  el  derecho  que 
el  Código  penal  concede  al  reo. 

(2)  Tiene  fuero  de  atracción,  puesto  que  hace 
vayan  al  conocimiento  del  Jurado  todas  las  de- 
más causas,  ó  delitos  conexos,  según  nuestro  tec- 
nicismo, aunque  por  su  naturaleza  debieran  ser 
falladas  por  otro  tribunal. 
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De  la  misma  manera,  en  caso  de  crí- 
menes ó  delitos  de  la  competencia  de 
un  determinado  Tribunal  de  justicia, 
éste  será  el  competente  para  conocer 
de  todos  los  hechos,  aun  cuando  un 
Juez  de  partido  hubiere  empezado  á 
conocer  de  uno  de  ellos,  que  fuere  de 
su  respectiva  competencia. 

Art.  57.  El  tribunal  competente,  se- 
gún el  art.  56,  para  conocer  de  varios 
hechos  conexos,  puede,  á  instancia  de 
parte  ó  de  oficio,  ordenar  que  cada  he- 
cho punible  ó  cadd  inculpado  sea  objeto 
de  procedimiento  separado,  si  tal  medi- 
da la  conceptuase  conveniente  para  evi- 
tar retardo  ó  dificultades,  ó  para  abre- 
viar la  prisión  preventiva  de  éste. 

En  casos  análogos,  el  acusador  debe- 
rá declarar  seguidamente  si  hace  re- 
serva con  respecto  á  Jos  demás  cargos 
acumulados  contra  el  inculpado  (1). 

Si  hiciere  tal  declaración,  el  procedi- 
miento relativo  á  estos  cargos  deberá 
seguirse  y  terminarse  sin  demora. 


(1)  La  disposición  del  párrafo  inicial  del  ar- 
tículo 57,  y  la  que  se  contiene  en  el  art.  58,  son 
nuevas.  El  legislador  ha  creído  conveniente  limi- 
tar el  principio  de  la  conexidad  para  no  compro* 
meter  ol  de  la  oralidad  de  loa  debates,  y  especial- 
mente para  evitar  al  Tribunal  del  Jurado  proce- 
sos interminables.  Igualmente  ha  conceptuado 
que  facilitaba  de  este  modo  la  instrucción  y  la 
defensa.  Por  otra  parte,  ha  reservado  al  inculpado 
el  derecho  de  oponerse  á  la  separación  de  la  con- 
tinencia de  la  causa  (artículos  114  y  214,  párra- 
fo 9.°).  Véase  la  cEzposición  de  motivos  del  Go- 
bierno,* páginas  25  á  29.  Igualmente  se  observa 
que  el  principio  consignado  en  el  Código  penal, 
referente  á  que  en  caso  de  varios  crímenes  ó  deli- 
tos se  aplique  tan  sólo  la  pena  más  grave,  princi- 
pio que  en  la  mente  del  legislador  austríaco  pres- 
cribe la  unidad  de  información,  no  sufre  ataque 
por  esta  disposición;  el  Juez  que  conoce  del  segun- 
do hecho  debe  tener  en  cuenta  la  sentencia  dicta- 
da por  el  primero,  siendo  la  única  modi6cación 
la  relativa  al  principio  de  unidad  de  información. 


En  caso  contrario,  los  cargos  respec- 
to á  los  cuales  no  hubiere  hecho  reser- 
va alguna,  no  pueden  ser  objeto  de  un 
procedimiento,  sino  bajo  las  condicio- 
nes según  los  que  se  autoriza  la  reaper- 
tura del  suspendido  antes  de  los  de- 
bates. 

Cuando  no  se  haya  hecho  declaración 
alguna  con  relación  á  un  hecho  puni- 
ble, objeto  de  comprobación  judicial  ó 
de  proceso,  podrá  pedir  el  inculpado 
que  el  acusador  manifieste  su  propósito 
de  continuar  ó  abandonar  la  acción  (1), 
y  si  no  lo  hiciere  se  le  tendrá  por  de- 
sistido. 

Tratándose  de  ^elitos  ó  faltas  que 
puedan  perseguirse  de  oficio,  há  lugar 
á  pedir  una  declaración  al  Ministerio 
público. 

Art.  58.  Si  se  hubiere  resuelto  que 
uno  de  los  hechos  conexos  sea  juzgado 
con  separación  (2),  ó  que  se  dirija  su- 
mario distinto  contra  un  inculpado, 
este  nuevo  proceso  podrá  enviarse  al 
tribunal  que  hubiera  sido  competente 
para  conocer  de  él,  á  no  haber  existido 
la  conexidad. 

Art.  59.  Cuando  proceda  entregar 
un  inculpado  á  una  autoridad  del  reino 
de  Hungría  (3),  ó  á  un  Gobierno  extran- 


(1)  Que  declare  igualmente  respecto  al  mismo 
si  se  reserva  perseguirle,  ó  como  diríamos  en 
Espafia,  continuar  siendo  parte  en  el  procedi- 
miento. 

(2)  Se  falle  ó  decida  con  separación,  en  ramo 
aparte,  haciendo  uso  de  la  facultad  que  concede 
el  artículo  anterior. 

(3)  Las  disposiciones  del  art.  59  se  han  hecho 
exteasivas  á  Hungría,  porque  los  tribunales  hún- 
garos rechazaban  las  demandas  de  extradición  que 
se  les  dirigían  por  las  autoridades  austríacas, 
cuando  no  las  encontraban  fundamentadas  en  los 
preceptos  de  sus  antiguas  leyes  restablecidas. 
(Véase  la  Instrucción  del  Ministro  de  Justicia  de  (j 
de  Octubre  de  1869.) 
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jero  (1),  el  Tribunal  de  primera  instan- 
cia competente  para  resolver  acerca  de 
la  extradición  con  aquella  autoridad  ó 
este  Gobierno,  será  aquella  en  cuya  ju- 
risdicción tenga  su -domicilio  ó  residen- 
cia el  individuo  reclamado,  ó  en  su  de- 
fecto la  del  lugar  en  que  se  hubiere  he- 
cho la  detención. 

La  extradición  no  puede  proponerse 
al  Tribunal  de  segunda  instancia,  oído 
el  Ministerio  ñscal  sobre  la  demanda 
de  extradición  ó  envío  de  exhortes 
(Sieckbriefe)  ó  requisitorias  que  conten- 
gan las  señas  particulares,  medidas 
necesarias  que  para  impedir  la  fuga 
del  culpable  deban  tomarse,  sino  cuan- 
do la  autoridad  que  solicita  la  extradi- 
ción presente  inmediatamente,  ó  den- 
tro de  un  término  prudencial,  pruebas 
ó  indicios  de  los  que  el  inculpado  no 
pueda  justificarse  en  el  acto  del  inte- 
rrogatorio. 


(l)  Hó  aquí  la  fecha  de  los  tratados  de  extra- 
dición celebrados  entre  Austria  y  las  principales 
potencias: 

28  de  Octubre  de  1852,  tratado   con  Holanda; 

28  de  Noviembre  de  1852,  con  Inglaterra^  rela- 
tivo á  la  extradición  de  los  marinos  austríacos 
que  deserten  en  los  puertos  ingleses  y  viceversa; 

16  de  Julio  de  1853,  con  Bélgica^  y  convenio 
adicional  al  mismo  de  18  de  Marzo  de  1857; 

5  de  Abril  de  1854  y  9  de  Julio  de  1855,  con 
Alemania; 

18  de  Noviembre  de  1855,  con  Franciay  y  con- 
venio adicional  de  12  de  Febrero  de  1869; 

20  de  Noviembre  de  1855,  con  Suiza; 

8  de  Julio  de  1856,  con  América  del  Norte; 

n  de  Abril  de  1861,  con  España.  (Véase  Alcu- 
billa., Dicctonarto  de  la  Administración  española, 
tomo  VIII,  página  970,  ó  Colección  legislativa  de 
España,  tomo  L XXXVI,  página  46); 

27  de  Febrero  de  1868,  con  Italia; 

2  de  Junio  de  1869,  con  Suecia  y  Noruega; 

6  de  Mayo  de  1881,  con  Scn;ta; 

26  de  Febrero  de  1886,  con  Aíónaco,  y 
U  de  Agosto  de  1888,  con  Suiza. 


El  Tribunal  de  segunda  instancia  de- 
berá oir  al  Fiscal  superior  del  Estado, 
antes  de  emitir  su  informe,  que  deberá 
someterse  á  la  aprobación  del  Ministe- 
rio de  Justicia. 

II.— De  las  reglas  especiales  de  compe- 
tencia (Besondere  GerichtssiUnde) 

Art.  60.  Los  tribunales  militares 
continuarán  siendo  competentes  para 
el  conocimiento  de  los  procesos  incoa- 
dos contra  las  personas  sujetas  á  la 
jurisdicción  penal  militar  (1). 

La  comprobación  del  delito  es  de  la 
competencia  de  los  tribunales  milita- 
res cuando  el  inculpado  esté  sometido 
notoriamente  á  esta  jurisdicción. 

Sí  dicha  circunstancia  resultare,  sin 
embargo,  en  el  curso  de  la  instruc- 
ción, llevada  á  cabo  por  un  tribunal 
ordinario,  éste  desistirá  de  todo  acto 
ulterior  y  remitirá  el  proceso  al  tribu- 
nal militar  (2). 

Art.  61.  Los  enviados  extranjeros 
acreditados  cerca  de  la  corte  de  Aus- 
tria-Hungría, así  como  el  personal  de 

(1}  En  tiempo  de  guerra  ó  después  de  su  decía* 
ración,  las  personas  que  de  continuo  están  some- 
tidas á  la  jurisdicción  ordinaria,  dependerán  de 
la  militar  cuando  se  trate  de  crímenes  de  inteli- 
gencia con  el  enemigo  (art.  67,  Código  penal),  re- 
clutamiento no  autorizado  {Werbung)  (art.  92  id.}, 
ó  excitación  á  los, soldados  para  faltar  á  las  leyes 
militares  (art.  222  id.}. 

La  legislación  referente  á  la  jurisdicción  mili- 
tar la  constituyen  la  ley  de  20  de  Majo  de  1869, 
sobre  atribuciones  de  los  tribunales  militares,  y 
de  la  de  23  de  Mayo  de  1871,  sobre  jurisdicción  re- 
ferente á  la  Landwehr. 

(2)  La  ley  dice  en  el  curso  de  la  instrucción 
(Unterguchung),  y  por  tanto,  el  tribunal  ordinario 
remitirá  también  el  proceso  al  Tribunal  militar, 
cuando  en  el  curso  de  las  diligencias  prelimina- 
res resultase  que  la  persona  encausada  está  so- 
metida á  la  jurisdicción  militar. 
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la  legación,  no  dependen  de  la  jurisdic- 
ción de  las  autoridades  nacionales. 
Esto  misnno  es  aplicable  á  su  servi- 
dumbre y  á  la  de  los  Soberanos  extran- 
jeros residentes  en  Austria  y  que  sean 
compatriotas  de  los  Soberanos  y  en- 
viados. 

Cuando  haya  que  proceder  contra 
una  de  estas  personas,  en  virtud  de  un 
hecho  punible,  las  autoridades  deberán, 
según  las  circunstancias  de  cada  caso, 
asegurarse  de  la  personalidad  del  in- 
culpado y  denunciar  inmediatamente 
ol  hecho  al  Gran  Mariscalato  de  la  cor- 
te {Obersthofmarsehallamt),  que  pon- 
drá en  conocimiento  del  Soberano  ó 
enviado  la  remisión  de  esta  persona  (1). 


(1)  Dos  son  las  jurisdicciones  especiales  que 
menciona  este  Código,  y  de  lá&  que  nos  ocupare- 
mos sucesivamente  con  la  brevedad  de  que  el 
mismo  da  ejemplo. 

Militar. — Apartándose  de  la  regla  adoptada  en 
Italia,  se  sigue  más  bien  la  española,  haciendo 
personal  el  fuero  penal  militar,  con  independen- 
cia de  la  naturaleza  del  acto  punible,  que  sólo  se 
tiene  en  cuenta  cuando  se  trata  de  no  aforados,  ó 
mejor  dicho,  de  paisanos  sometidos  á  los  tribuna- 
les ordinarios.  Rigen  en  la  materia  las  leyes  de  20 
de  Mayo  de  1869,  que  concierne  á  los  militares 
propiamente  dichos,  y  la  de  23  de  Mayo  de  1871, 
referente  á  la  Landwehr^  milicia  territorial  activa 
que  equivale  á  nuestras  reservas,  aunque  la  in- 
completa organización  de  éstas  haga  que  en  rigor 
no  puedan  estimarse  como  paite  del  ejército  acti- 
vo, por  lo  demás,  los  individuos  que  en  Austria 
pasan  á  las  reservas  propiamente  dichas,  son  jus- 
ticiables por  los  tribunales  ordinarios  hasta  el 
día  en  que  sean  llamados  de  nuevo  al  servicio 
activo  ó  se  presenten,  según  los  casos  (art.  3.**  de 
la  ley  de  30  de  Marzo  de  1869  y  Circular  aclarato- 
ria del  Ministerio  de  la  Guerra  de  5  de  Agosto 
de  18'71}.  La  fuerza  que  desempeña  lín  servicio 
análogo  al  de  nuestra  Guardia  civil,  también  está 
sujeta  á  la  jurisdicción  militar  (ley  de  26  de  Fe- 
brero de  1876). 

El   Código  penal,  cuando. el  territorio  se  en- 


III.  -  De  la  facultad  de  delegar  (Befug- 
ni88  Zur  Delegirung) 

Art.  62.  El  Tribunal  de  justicia  de 
segunda  instancia  tiene  facultades  para 
ordenar  á  un  tribunal  que  se  separe 
del  conocimiento  de  un  asunto,  y  dis- 
poner que  otro  de  la  misma  categoría 
é  idéntica  jurisdicción  conozca  excep- 
cionalmente  de  él,  oído  el  Fiscal  supe- 
rior, y  cuando  existan  motivos  de  or- 
den público  ú  otra  causa  grave, 

Art.  63.  El  Tribunal  Supremo  tiene 
las  mismas  facultades  en  el  territorio 


cuentre  en  estado  de  guerra,  atribuye  á  los  Jue- 
ces militares  el  conocimiento  de  los  crímenes  de 
inteligencia  con  el  enemigo, alistamiento  no  auto' 
rizado,  excitación  á  fuerzas  ó  individuos  de  la  mi- 
licia para  que  falten  á  sus  deberes  como  tales,  y 
la  complicidad  en  delitos  militares  (artículos  67» 
92  y  222). 

DB  los  SOBBBA.NOS  Ó  REPRESENTANTES  EXTRAN- 
JEROS.—No  se  trata  de  una  jurisdicción  especial, 
y  así  el  art.  61  huelga  en  esto  sitio,  aunque  no, 
si  se  tiene  en  cuenta  que  más  bien  se  dan  reglas 
especiales  de  competencia.  Ello  es  que  se  sienta 
una  excepción  en  provecho  de  personas  á  quienes 
el  derecho  internacional  protege  muy  especial- 
mente: las  casas  de  las  embajadas  y  las  personas 
que  las  habitan  se  supone  por  una  ficción  que 
forman  parte  del  territorio  de  la  nación  á  que 
pertenecen,  y  que  éstos  continúan  siendo  subditos 
del  país  que  los  manda  para  que  los  representen 
cerca  del  Gobierno  en  cuya  capital  están.  En 
Austria,  el  privilegio  penal  se  refiere  únicamente 
á  la  persona  de  los  Soberanos  y  Representantes 
de  otros  Estados,  á  sus  familiares  y  criados,  á  no 
ser  que  éstos  sean  subditos  austríacos,  que  en  ton* 
Cf)S  se  hallan  sometidos  á  sus  Jueces  naturales. 
Los  Cónsules  y  personal  á  sus, órdenes  no  tienen 
derecho  á  esta  exención  (decreto  de  23  de  Sep- 
tiembre de  1817),  aunque  muchos  tratados  se  la 
conceden  «n  términos,  que  la  regla  general  senta- 
I  da  apenas  tendrá  aplicación. 
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1  DO  prescribe 
ador  general  6 
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Cuando  dos  Tribunales  de  primera 
instancia  no  se  pusieren  de  acaerdo 
acerca  de  su  competencia  respectiva, 
ó  de  la  de  dos  Jueces  de  partido  depen- 
dientes de  su  jurisdicción,  se  resolverá 
por  el  Tribunal  de  justicia  de  segunda 
instancia. 

Cuando  la  competencia  se  suscite  en- 
tre dos  Tribunales  de  justicia  de  se- 
gunda instancia,  ó  entre  dos  tribunales 
que  no  dependan  de  la  jurisdicción  de 
un  mismo  Tribunal  de  segunda  instan- 
cia, se  decidirá  la  competencia  por  el 
Tribunal  Supremo, 

El  Ministerio  público  deberá  ser  oído 
en  la  resolución  de  estas  cuestiones, 
contra  las  que  no  se  dará  recurso  al- 
guno. 

En  el  intervalo,  cada  uno  de  los  tri- 
bunales contendientes  deberá  practi- 
car las  diligencias  necesarias  parala 
instrucción  y  comprobación  del  cuerpo 
del  delito,  dentro  del  territorio  de  su  ju- 
riedicciún,  y  especialmente  aquéllos 
que  no  consientan  dilación  (1). 

\.—De  las  funciones  de  los  tribunales 
no  competentes 

Art,  65.  Todo  tribunal,  aun  cuando 
no  sea  competente,  en  cuyo  territorio 
se  encuentren  indicios  de  un  crimen  ó 
delito,  tiene  facultad  y  obligación,  al 
mismo  tiempo,  en  caso  de  urgencia,  pa- 
ra tomar  las  medidas  que  puedan  con- 
ducir á  la  averiguación  del  delito  y  del 
inculpado,  y  para  asegurarse  de  so 
persona. 


f  uso  de  la 
iguísDle. 


(1)  jQué  tribunal  ea  el  competente  para  reiol' 
ver  el  conflicto  jurisdiccional  entre  dos  Juecu 
da  partido,  radicantes  en  distintos  Tribuviln 
de  primera  instancia,  pero  en  uno  de  segiind»? 
Indudablemente  que  íste,  por  mis  que  el  leito 
no  se  eipresa  con  toda  claridad. 
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Al  mismo  tiempo  deberán  ponerlo  en 
conocimiento  inmediatamente  del  tri- 
bunal competente,  y  del  Ministerio  fis- 
cal cerca  de  él,  y  remitirle  las  diligen- 
cian practicadas. 

Art.  66.  Las  diligencias  practicadas 
por  un  tribunal  no  com peten te^  cuando 
no  sean  las  consignadas  en  el  artículo 
anterior,  serán  nulas. 

El  tribunal  competente  determinará 
si  procede  incoar  nuevo  procedimiento 
ó  concluir  el  iniciado  (1). 

CAPÍTULO  VIL— DE  LA  INCOMPATIBILI- 
DAD (aUSSCHLIESZUNG)  y  DE  LA  RECUSA- 
CIÓN DE  LOS  JUECES  Y  ESCRIBANOS  (OE- 
RICHTSPERSONEM)  y  AUXILIARES  DEL 
MINISTERIO  PÚBLICO. 

1. — De  la  incompaiibiUéUid  de  los  Jueces 

y  Escribanos 

Art.  67.  Los  Jueces  y  Escribanos  son 
incompatibles  para  actuar  en  el  pro- 
ceso cuando  hayan  sido  ofendidos  por 
el  hecho  punible,  ó  cuando  el  inculpado 
ó  la  persona  ofendida  les  estén  unidos 
por  el  matrimonio,  ó  cuando  el  incul- 
pado^ la  persona  ofendida,  el  Ministerio 
ñscal,  el  acusador  privado  ó  el  defensor 
sea  su  pariente  ó  afín  en  linea  ascen- 
diente ó  descendiente,  ó  su  pariente  ó 
afín  en  linea  colateral  hasta  el  grado 
de  primo  hermano  inclusive,  ó  existan 
entre  ellos  y  alguna  de  estas  personas 
las  relaciones  de  padres  adoptivos  de 
hecho  6  de  derecho  fpjíege-eliern  oder 


(1)  Los  anteriores  preceptos  revisten  un  ca- 
rácter de  generalidad  que  no  tienen  los  concor- 
dantes de  nuestra  ley,  por  más  que  la  práctica  sub- 
vino á  esta  necesidad  en  armonía  con  lo  estable- 
cido  para  cuando  la  jurisdicción  ordinaria  entien- 
de en  causas  de  competencia  de  los  tribunales 
de  guerra,  etc. 


tcahl-eliemj  á  hijo,  ó  de  tutor  á  pu- 
pilo (1). 

Art.  68.  No  podrá  actuar  como  Juez 
ó  Escribano  en  una  instancia,  el  que: 

1.®  Haya  sido,  fuera  de  sus  funcio- 
nes, testigo  del  acto  que  sea  objeto  de 
investigación  ó  haya  intervenido  en  el 
asunto  como  testigo  ó  como  perito; 

2.®  Haya  tomado  parte  en  el  negocio 
como  defensor,  representante  de  la  ac- 
ción privada,  parte  civil  ó  Ministerio 
público. 

No  pueden  tomar  parte  en  los  debates 
ni  en  la  decisión  del  fondo  del  asunto 
los  que  hayan  conocido  del  mismo  como 
Jueces  de  instrucción,  ó  hayan  interve- 
nido en  la  resolución  de  la  oposición 
formulada  contra  el  auto  de  procesa- 


(1)  El  Código  de  1853  señalaba,  entre  las  cau- 
sas de  incompatibilidad,  las  relaciones  entre  acree- 
dor y  deudor,  entre  el  Juez  ó  auxiliar  judicial  de 
una  parte  y  el  inculpado,  la  víctima,  el  Ministe- 
rio fiscal,  el  acusador  privado  ó  el  defensor  de 

otra. 

El  legislador  de  18*78,  teniendo  en  cuenta  que 
esta  situación  no  era  de  tal  naturaleza  que  hiciere 
sospechosa  en  todos  los  casos  ta  independencia 
del  Juez,  no  ha  conservado  dicha  disposición;  si 
esta  situación  pudiera  en  algún  caso  determinado 
afectar  la  independencia  del  Juez,  constituiría 
una  causa  justa  para  darse  por  recusado. 

Aunque  estas  causas  son  igualmente  aplicables 
á  la  recusación,  adviértase  que  no  puede  confun- 
dirse la  misma,  y  la  de  que  trata  el  presente  ar- 
tículo y  los  siguientes  hasta  el  1\  inclusive. 

Daremos  una  breve  explicación  de  las  últimas 
causas,  por  la  diferencia  que  se  nota  entre  nues- 
tro derecho  civil  y  el  austriaco;  comprenden  los 
grados  de  parentesco  designados  hasta  el  de  pri- 
mo carnal  inclusive,  y  no  se  establece  diferencia 
entre  los  parientes  por  consanguinidad  ó  afinidad. 
El  padre  adoptivo  de  hecho  no  se  menciona  en 
nuestro  Código  civil,  aunque  no  por  ello  deja  de 
existir:  se  llama  así  la  persona  que  recoge  á  un 
niño  y  le  cria  y  educa  sin  que  exista  con  él  rela- 
ción de  otra  clase,  ya  impuesta  por  la  ley  ó  por  la 
autoridad  competente. 


í 
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s  211  á  214);  cuando  se 
!vo  juicio  por  causa  de 
recurso,  no  podrán  to- 
que hayan  forinado  el 
(1)- 

niembros  de  los  Tribu- 
res  (Heherer  instamen) 

intos  cuya  instrucción 

o; 

ianciación  de  loa  recur- 
decisionesde  instancia 
layan  intervenido. 
T  ponentes  ni  presidir 
asuntos  en  los  que  el 


án  da  una  persona  en  loa  de- 
fíaitiva  esla&do  excluida  del 
les  actuBcionee,  ¿produce  W 
asi  Se  necesita,  ademís,  que 


18  de  1i 


le  este  Cfidigo  hace  depeii- 
ieriva  de  Ig,  defectuosn  forma- 
olegiado.  Ab¡  no  puede  invo- 
e1  auto  de  proceaniniento  ba 
n  y  ademis  ha  tenido  ocasión 
ocer  cómo  el  funcionario  judi- 
una  SRtividad  en  la  inslruc- 
fu£  el  auto  de  procesamiento, 

lando  estaba  en  el  caso  de  co- 


efunc 


LriOB  11a<i 


al  que  había  de  entender  en  el 
lotar  el  defecto  de  forma  ad- 
n  al  artículo  susodicho  (Sen- 
1  de  CassciÍD  de  15  de  Junio 


del  que  fué  anulado  el  debate, 
do  en  t\  como  contravenciín 
.¡luía  delito,  tomar  parle  en  el 


a  de  I 


rlup 


?  No.  (Sentencia  del  Tribunal 
Enero  de  líiSS.) 

üa  tanlu  eitengifia  á  los  efectos 
como  la  jurisprudencia  que 
i  en  más  riguroso  senlido. 


Juez  de  instrucción  6  el  ponente  dei 
tribunal  a  quo,  estuviere  con  ellos  en 
las  relaciones  consignadas  en  el  ar- 
ticulo 67. 

Art.  70,  El  Juez  deberá  poner  en  co- 
nocimiento del  Presidente  del  tribunal 
de  que  forme  parte,  las  circunstancias 
que  concurren  para  su  incompatibili- 
dad, tan  pronto  como  tuviere  noticia  lie 
su  existencia. 

Cuando  el  Juez  de  partido  sea  el  que 
deba  abstenerse,  lo  pondrá  en  conoci- 
miento del  Presidente  del  Tribunal  de 
justicia  de  primera  instancia.  - 

Cuando  sea  el  Escribano  el  que  deba 
hacerlo,  lo  anunciará  al  Juez  cerca  del 
cual  actuare. 

Art.  71.  Todo  Juez  ó  auxiliar  judi- 
cial deberá  abstenerse  de  todo  acto  de 
jurisdicción  desde  el  instante  que  leoga 
conocimiento  de  la  existencia  de  una 
causa  que  le  baga  incompatible,  bajo 
pena  de  nulidad. 

Sin  embargo,  en  caso  de  urgencia,  t 
si  no  pudiere  precederse  á  su  reempla- 
zo, deberá  continuar  practicando  las 
diligencias  necesarias,  excepto  cuando 
se  trate  de  proceder  contra  la  esposa 
del  Juez  ó  contra  cualquier  persona  pa- 
riente ó  aíln  (art,  67),  en  cuyo  caso  de- 
berá declinaren  eIJuez  inmediato  su- 
perior (1). 


(1)  En  los  caaos  de  urgencia  eitrsordiuiriM, 
previstos  en  ealo  artículo,  no  implican  la  duIÍíIbiI 
de  las  diligencias,  las  relaciones  de  adcpciÓDj 
de  tutela. 

El  art.  58  del  Cúdifio  de  1853  colocaba  ealre 
taa  causas  de  cxcIustód  da  relación  de  deudor  i 
acreedor  entra  el  Juei  6  el  Escribano  de  una  piir- 
le  y  el  procesado,  la  parte  ofendida,  el  ProcnTs* 
dor  del  Estado,  el  acusador  privado  6  el  defensor 
de  la  otra.i  La  reforma  vigente  la  auprioie,  aiii 
que  veamos  el  por  quí,  pues  verdaderamente  el 
funcionario  que  desciende  á  ese  terreno,  bi*a  me- 
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U.—De  la  recusación  de  los  Jueces 
¡I  Escribanos 

Art.  72.  El  Ministerio  público,  la 
parte  civil,  el  acusador  privado  y  el  in- 
culpado, pueden  recusar  á  los  miem- 
bros del  tribunal  ú  al  Escribano,  invo- 
cando la  concurrencia  de  circunstan- 
cias no  enumeradas  en  loe  articules  67 
á  69,  y  que  sean  de  tal  naturaleza  que 
hagan  sospechar  de  la  imparcialidad 
de  aquéllos. 

Art.  73.  El  escrito  solicitando  una 
de  las  partes  la  recusación  de  un  Juez, 
deberá,  presentarse  ante  e!  tribunal  á 


Cuando  se  trate  de  un  miembro  del 
tribunal  que  haya  de  conocer  del  asun- 
to, el  escrito  de  recusación  deberá  pre- 
sentarse dentro  de  las  veinticuatro  ho- 
ras antes  del  principio  de  los  debates, 
y  si  se  trata  de  la  recusación  de  todo 
el  tribunal,  lo  más  tarde  dentro  de  los 


rece  sereicluido  cunado  el  acreedor  6  deudor  ten- 
gan cuestioaes  judiciales  aute  el  trihuDal  de  que 
aquél  foriDB  parle.  Cierto  que  en  algunos  cngoe 
puede  aer  del  todo  indiferenle,  y  aiempre  queda  el 
remedio  de  la  absteación  y  la  recusación  en  bu 
COBO.  En  Bspafia,  aunque  eiplfcitaiDeate  no  ae 
meneiODatat  motivo,  indudablemente  ae  compren- 
de en  otroe,  porque  el  ser  deudor  6  acreedor,  en 
ciertos  caaos  supone  vínculos  de  amiatad,  en  otros 
de  depeatlencia,  y  por  último,  eiempre  hay  cierto 
interés  que  se  aviene  nial  con  ta  imparcialidad  ah- 
lolula  quBdebe  eligirse  en  los encnrgidos  Je  ad- 
ministrar juBticia. 
Dicho  se  está  que  la  iabibición  con  remisión  de 

Juez  municipal,  que  es  el  suplente,  y  nunca  í  otro 
tribunal,  ú  no  ser  en  caaoa  eicepcionales,  como 
los  de  incompatibilidad  de  todos  los  suatituloa  de 


tres  días  siguientes  al  del  señalamien- 
to para  !a  vista  (1). 

Las  causas  de  recusación  deberán 
articularse  con  precisión  y  claridad,  y, 
á  ser  posible,  acompañando  pruebas 
escritas. 

Art.  74.  El  Presidente  del  Tribunal 
decidirá.de  la  admisión  ó  no  admisión 
de  la  recusación  de  un  Juez  ó  Escriba- 
no del  tribunal  que  presida. 

Tratándose  de  la  recusación  de  un 
Juez  de  partido,  resolverá  la  Sala  de 
Consejo. 

Si  se  trata  de  la  recusación  de  un 
Trjbunal  de  justicia  de  primera  instan- 
cia ó  de  BU  Presidente,  resolverá  el  Tri- 
bunal de  justicia  de  segunda  instancia; 
por  último,  cuando  se  trate  de  la  recu- 
sación de  un  Tribunal  de  justicia  de  se- 
gunda instancia  ó  de  su  Presidente,  re- 
solverá e!  Tribunal  Supremo. 

Contra  estas  resoluciones  no  se  da 
recurso  alguno. 

Admitida  la  recusación,  el  Presiden- 
te del  Tribunal  de  justicia  que  ha  cono- 
cido de  ella  designará  inmediatamente 
el  Juez  ó  Tribunal  de  justicia  que  haya 
de  conocer  del  asunto. 

111.— Causas  de  incompatibilidad  del 
Minialerio  publico 

Art.  75.  Los  representantes  del  Mi- 
nisterio público  que  se  encuentren  con 
el  inculpado  ó  su  defensor,  ó  la  parte 
lesionada  por  el  crimen  ó  delito,  ó  el 
acusador  privado,  en  cualquiera  de  las 


(I)  LoscomeDtaristaBMiTTBBvAOHtRlNBCHA- 
lER  observan  [pA^.  206]  que  el  legislador  ha  de- 
jada un  vacio  en  la  lej  no  indicando  de  qué  modo 
y  en  qué  épocn  debe  ponerse  en  conociiDienlo  de 
las  partes  log  nomhrSB  de  los  Jueces. 

ül  caso  ha  sido  previsto  con  respecto  á  los  ju. 
radoB  poret  art.  301. 


«í- 
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que  hubiere  dictado  la  decisión,  se  pro- 
cederá á  la  notificación  por  interven- 
ción del  Tribunal  de  distrito  correspon- 
diente al  lugar  en  que  se  encontrare  el 
interesado. 

De  igual  modo  se  notificarán  las  de- 
cisiones de  un  Tribunal  de  justicia 
de  primera  instancia,  cuando  hayan 
de  verificarse  fuera  de  la  circunscrip- 
ción del  Juez  de  partido  de  la  capi- 
tal (1). 

En  estos  casos  la  persona  notificada 
podrá  recurrir,  en  la  forma  prescrita 
en  el  presente  Código  de  procedimien- 
to penal,  al  Juez  de  partido  encargado 
de  hacer  la  notificación  (2). 

Art.  82.  El  Tribunal  de  justicia  pue- 
de, si  lo  estima  conveniente,  autorizar 
á  una  de  las  partes  ó  á  su  representan- 
te, para  enterarse  ó  sacar  copia  de  los 
autos,  no  solamente  en  los  casos  de- 
terminados en  el  presente  Código,  sino 
en  cualquiera  otro  en  que  sea  manifies- 
ta la  necesidad  de  tal  instrucción  para 
fundamentar  una  demanda  de  daños  y 
perjuicios,  solicitar  la  reapertura  de 
un  procedimiento  ó  cualquiera  otra 
causa  (3). 

Art.  83.  Cuando  se  hubiere  incoado 
un  procedimiento  criminal  contra  una 
persona  perteneciente  al  ejército,  á  la 


(1)  Complementarias  de  estA  disposición  son 
otras  referentes  ¿  los  militares  que  se  encuentren 
en  los  territorios  ocupados  por  el  Austria,  etc. 

(2)  Tanto  se  refiere  este  apartado  á  la  preten- 
Bión  de  nulidad  que  pueda  entablarse  como  á 
cualquier  recurso  ordinario;  ao  sucede  eso  en  Es- 
paña, donde  ha  de  acudirse  siempre  al  Juez  com- 
petente. 

(3}  Véanse  los  artículos  34,  45,  46,  '74,  párra- 
fo 2.%  18,  128,  271  y  446,  relativos  á  los  casos  en 
que  la  ley  permite  enterarse  de  los  autos,  y  los 
artículos  45,  78,  269,  271,  303,  316,  402,  427,  que 
tratan  de  los  casos  en  que  es  permitido  sacar 
copia. 


Landíoher,  milicia  territorial,  que  esté 
investida  de  funciones,  desempeñe  car- 
go público  del  Estado,  de  la  provincia 
(land),  del  municipio,  que  sea  miembro 
de  un  ayuntamiento,  de  otra  corpora- 
ción representativa  encargada  de  un 
servicio  público,  que  goce  de  un  titulo 
oficial,  ó  de  una  orden,  ó  condecora- 
ción nacional  ó  extranjera,  deberá  dar- 
se aviso  del  comienzo  y  término  de  di- 
cho procedimiento,  bien  á  su  superior 
jerárquico,  bien  á  la  oficina  de  la  cor- 
poración representativa  á  que  perte- 
nezca, bien  al  funcionario  del  Tribunal 
competente  ó  bien  á  la  cancillería  de  la 
orden  (1). 

capítulo  ix.— de  la  averiguación 
(erforschung)  de  actos  punibles  y 

DE  LA  comprobación  (VORERHEBUN- 

gen)  de  los  crímenes  y  delitos. 

Art.  84.  Las  autoridades  y  funciona- 
rios públicos  deberán  denunciar  inme- 
diatamente al  Ministerio  fiscal  del  Tri- 
bunal competente  los  actos  punibles 
que  puedan  ser  perseguidos  de  oficio,  y 
de  los  que  hayan  sido  testigos  ó  tehido 
conocimiento.  En  caso  de  urgencia,  la 
denuncia  podrá  hacerse  ante  el  Juez 
del  partido  en  cuya  jurisdicción  ejerzan 
sus  funciones  (2). 


(1)  Los  palaciegos,  condecorados,  diputados, 
empleados,  oficiales  del  ejército,  ministro  de  un 
culto  reconocido,  estudiantes,  etc.,  gozan  del  pri- 
vilegio de  este  artículo,  y  hay  disposiciones  espe* 
ciales  á  cada  clase  que  resuelven  cuantas  dudas 
pudieran  suscitarse. 

(2)  De  este  principio  general  se  deducen  las 
consecuencias  siguientes: 

1."  Cuando  en  un  juicio  civil  aparezcan  indi- 
cios de  criminalidad  contra  alguna  persona,  se 
suspende  aquél  hasta  que  la  jurisdicción  criminal 
decida,  y  siempre  que  esta  resolución  tenga  algu- 
na influencia  sobre  el  negocio  civil;  es  decir,  que 
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Art.  85.  El  tribunal  que  declare  abier- 
to un  concurso  ó  que  decida  no  ser  ne- 
cesaria su  apertura,  por  insuficiencia 
de  activo  6  porque  no  exista  más  que 
un  solo  acreedor  personal,  deberá  po- 
nerlo inmediatamente  en  conocimiento 
del  Ministerio  público  del  Tribunal  de 
primera  instancia  dentro  de  cuya  ju- 
risdicción tenga  su  domicilio  el  deudor. 


prevalece  por  regla  general  la  vía  penal,  por  su- 
puesto con  excepción  de  las  cuestiones  prejudi- 
ciales (decreto  aúíico,  6  Marzo  1821,  y  otros); 

2.*  El  mismo  precepto  impone  á  las  autorida- 
des competentes  en  la  vía  disciplinaria  (en  cuan- 
to á  Jueces,  abogados  y  notarios)  el  suspender  en 
dicho  caso  el  expediente  y  esperar  la  resolución 
del  procedo  penal,  que  tienen  obligación  de  promo- 
ver por  la  oportuna  denuncia  (leyes  de  21  de  Mayo 
de  1868,  25  de  Julio  de  ]  8^71  y  16  de  Abril  de  1872); 

8  *  Si  una  autoridad  se  entera  de  que  en  una 
casa  particular  6  en  un  establecimiento  de  comer- 
cio hay  cuadros,  objetos  artísticos,  etc.,  pertene- 
cientes á  un  museo,  colección,  gabinete,  etc.,  ofi- 
cial, sin  que  demuestre  se  adquirieron  lícitamente, 
deberá  cumplir  la  obligación  que  se  le  impone 
por  este  artículo  (orden  de  16  de  Diciembre 
de  1868); 

4."  Los  funcionarios  de  Hacienda  pública  que 
en  los  expedientes  que  formen  hallen  indicios  de 
criminalidad,  no  sólo  han  de  formular  denuncias, 
sino  que  entregarán  el  presunto  reo  á  la  autori- 
dad judicial  ó  tomarán  las  medidas  conducentes 
á  evitar  su  fuga  (ley  penal  de  Hacienda  de  1 1  de 
Julio  de  1835). 

Y  así  sucesivamente  hay  otras  muchas  leyes  ú  * 
órdenes  dictadas  en  cuanto  á  funcionarios  de  la 
administración  en  sus  múltiples  ramas;  pero  con- 
viene expresar  que  no  se  procede,  ni  por  consi- 
guiente hay  obligación  de  denunciar  cuando,  pre- 
via inspección  externa  de  un  cadáver,  se  advierta 
que  se  trata  de  una  muerte  natural  ó  producto  de 
algún  infortunio  ó  de  suicidio  (Circular  de  16  de 
Junio  de  1871);  y  en  efecto,  nada  má^  ridículo 
que  la  justicia  penal  se  ocupe  de  instruir  diligen- 
cias cuando  por  cabeza  de  las  mismas  se  pone  un 
auto  del  que  consta  se  trata  únicamente  de  un  ac- 
cidente casual. 


El  tribunal  está  además  obligado  ¿ 
dar  al  Ministerio  público  y  al  Juez  de  lo 
criminal  todas  las  noticias  necesarias, 
y  á  comunicar  el  original  6  copia  lite 
ral  y  conforme  de  las  piezas  de  que  tu 
vieren  necesidad  (1). 


(1)  Véase  el  art.  102  de  la  ley  de  25  de  Diciem- 
bre de  1868  (Concursordnung).  El  tribunal  debe 
de  la  misma  manera  informar  al  Ministerio  públi- 
co cuando  el  deudor  rehuse  prestar  el  juramento 
de  que  no  ha  ocultado  fraudulentamente  parte  pe- 
queña ni  grande  de  su  fortuna  (art.  66  ibidem)ió 
finja  su  verdadera  situación  pecuniaria  (art  99 
ibidem);  en  fin,  cuando  la  detención  á  que  está 
sometido  el  deudor  sospechoso  de  tener  intención 
de  fugarse  ha  terminado  (art.  101  ibidem). 

Tal  precaución  no  se  observa  entre  nosotros, 
por  más  que  es  indudable  se  incoan  muchas  cau- 
sas criminales  por  actos  ejecutados  en  los  juicios 
universales.  Pero  en  Austria  obedece  á  la  necesi- 
dad de  corregir  frecuentes  abusos:  así  que  de  va- 
rias corporaciones,  que  se  encuentran  en  el  caso 
de  estimar,  bajo  el  panto  de  vista  práctico,  los 
perjuicios  que  comprometen  la  seguridad  6  inte- 
gridad de  los  intereses  materiales  de  los  ciudada- 
nos, acudieron  con  quejas  al  Ministro  de  Justicia 
sobre  la  conducta  de  muchos  deudores  que  dañan 
á  sus  acreedores  con  subterfugios  de  mala  fe:  se 
uota  especialmente  que  aquéllos,  antes  de  colocar- 
se en  estado  de  concurso,  ceden  sus  bienes  á  ter- 
ceros, especialmente  á  los  cónyuges,  sustrayendo 
así  á  los  acreedores  el  medio  de  hacerse  pago;  que 
igualmente  estos  terceros,  fundados  en  semejan- 
tes contratos,  se  oponen  con  tercerías'  de  domÍDÍo 
á  la  vía  ejecutiva  ó  de  apremio  que  aquéllos  ins- 
tan, sin  que  las  leyes  vigentes  suministren  medios 
suficientes  para  impugnar  tales  contratos,  estipu- 
lados con  todas  las  formalidades  legales,  tanto 
más,  cuanto  que  en  Austria  son  válidos  los  entre 
cónyuges  en  dichos  casos,  siendo  otorgados  ante 
notarios.  Efecto  de  estas  manifestaciones  fué  la 
Circular  de  26  de  Abril  de  1874,  dirigida  á  \o» 
Fiscales  de  las  Audiencias,  excitando  su  celo  pira 
que  tomaran  la  iniciativa  persiguiendo  esos  la- 
mentables abusos,  fundándose  principalmente  en 
que  habían  tomado  gran  extensión  por  la  indolen- 
cia de  los  damnificados,  los  que,  no  sólo  frecuen- 
temente resisten  el  acudir  á  la  autoridad  judicial, 


rr>^.' 
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Art.  86.  Cualquier  persona  que  tenga 
conocimiento  de  la  comisión  de  un  he- 
cho punible  que  deba  ser  perseguido  de 
ofício^  tiene  el  derecho  de  denunciarlo. 
Están  obligados  á  recibir  la  denuncia, 
no  sólo  el  Ministerio  público^  sino  tam- 
bién el  Juez  de  instrucción,  el  de  parti- 
do y  las  autoridades  de  policía,  que  la 
transmitirán  al  Ministerio  público  (1). 

Art.  87.  El  Ministerio  público  deberá 
examinar  todas  las  denuncias  relativas 
á  la  comisión' de  hechos  punibles  que 


sino  que  se  muestran  muy  inclinados  á  contribuir 
á  que  los  culpables  se  sustraigan  á  la  pena  mere- 
cida. Algo  de  esto  pasa  entre  nosotros,  y  á  pesar 
de  ello,  no  es  posible  ni  aun  buscar  ese  remedio, 
porque  ante  todo  se  viene  á  un  arreglo  bueno  en 
la  vía  civil,  y  los  tribunales  penafes  rara  vez  in- 
tervienen. 

(1)  Empiezan  á  advertirse  notables  diferencias 
entre  el  procedimiento  austríaco,  y  por  regla  ge- 
neral el  de  los  países  del  sistema  mixto ^  al  con- 
trario de  lo  que  entre  nosotros  sucede,  la  denun- 
cia es  un  derecho  que  ejercitan  los  ciudadanos  y 
no  una  obligación  impuesta  en  la  ley  procesal: 
hay  excepciones,  y  no  podía  suceder  otra  cosa.  El 
Código  penal  de  1852  supone  la  existencia  de  la 
obligación  indicada  por  los  delitos  previstos  en 
los  artículos  61,  61,  92,  287,  349,  372,  442,  443, 
478,  475,  476  ^  477,  que  versan  sobre  el  de  alta 
traición,  denuncia  falsa  y  otros  gravísimos  en  que 
el  legislador  impone  nomínaf  im  este  penoso  deber; 
hay  varias  disposiciones  administrativas  para 
combatir  las  epidemias,  y  cuando  se  tenga  noticia 
de  la  infracción  de  las  mismas,  nace  dicha  obliga- 
ción (párrafo  9.*  de  la  orden  21  Mayo  1805):  los  pe- 
ligros que  pueden  sobrevenir  con  la  instalación 
de  una  caldera  de  vapor  de  parte  de  los  emplea- 
dos ú  operarios  en  el  servicio  de  la  misma,  cuan- 
do avisado  el  encargado  principal  no  adopte  las 
medidas  convenientes,  y  hasta  se  les  hace  respon- 
sables del  daño  producido  por  la  omisión  de  la 
denuncia  (orden  !.•  Octubre  1875);  las" comadro- 
nas ó  parteras,  cuando  tengan  alguna  sospecha 
respecta  á  la  existencia  de  un  infanticidio,  aborto 
procurado  ú  otro  acto  punible  semejante,  y  cuan- 
do prescindan  de  denunciar  tales  delitos,  incurren 


deban  ser  perseguidas  de  oficio,  y  de 
seguir  todos  los  indicios  de  dichos  ac- 
tos que  lleguen  á  su  conocimiento. 

Procederán  á  descubrir  los  autores 
desconocidos  por  el  estudio  de  los  mo- 
tivos de  sospecha. 

Cuando  denuncias  anónimas  ó  de 
procedencia  desconocida  contengan  de- 
talles precisos  indicativos  de  la  proba- 
bilidad de  un  hecho  punible,  deberán 
comprobarse  estos  detalles,  pero  pro- 
cediendo con  todo  el  secreto  y  cautela 
posibles,  y  respetando  siempre  el  ho 
ñor  de  la  persona  inculpada. 

Cuando  el  rumor  público  ponga  al 
Ministerio  fiscal  en  conocimiento  de  la 
comisión  de  un  hecho  punible  que  pue- 
da perseguirse  de  oficio,  deberá  inte- 
rrogar á  las  personas  que  hayan  pro- 
palado los  rumores,  hasta  llegar  al  ori- 
gen, con  el  auxilio  de  las  autoridades  de 
policía,  y  á  asegurarse  tanto  cuanto  sea 
posible  del  fundamento  que  puedan 
ofrecer  (1). 


en  responsabilidad  con  arreglo  á  la  ley  penal  (pá- 
rrafo 15  de  la  orden  4  Junio  1881,  y  otras  muchas 
de  menor  importancia). 

No  hay  para  qué  aüadir  que  las  autoridades  y 
sus  agentes  tienen  la  misma  obligación  que  la 
impuesta  en  todos  los  Gédigos. 

(1)    Con  motivo  de  este  último  aparte  y  del 
anterior,  se  consultó  en  Austria  csi  las  autorida- 
des administrativas  estaban  obligadas  á  dar  á  go* 
nocer  álos  tribunales  de  lo  penal  que  las  interpe- 
len el  nombre  de  los  confidentes  que  atribuyan  á 
persona  determinada  algún  acto  punible  ó  cual- 
quier otra  circunstancia  que  coadyuve  á  la  inves- 
tigación judicial,!  contestando  el  Ministro  de  Jus" 
ticia,  de  acuerdo  con  el  de  la  Gobernación  y  la  Di- 
rección de  policía,  que  dichas  autoridades,  al  igual 
que  ciertos  empleados  públicos,  no  hay  regla  que 
las  imponga  la  obligación  de  dar  á  conocer  á  un 
Juez  que  les  pregunte  el  nombre  de  los  confiden- 
tes denunciadores  de  un  acto  punible,  que  los  in- 
terpelados conocen  solamente  bajo  el  sello  del 
secreto  del  cargo,  ó  cuando  prometieren  para  ob* 
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trio  público  pro- 
1  Juez  de  instruc- 
is  autoridades  de 
iciones  que  sean 
motiven  la  perse- 
;t  sobreseimiento 

0(1). 

leres  del  Juez  de 
artido  son,  en  lo 
L  estas  averigúa- 
le los  del  Juez  en 
1(2). 

o  puede  hacer  in- 
d  de  prestar  jura- 
lodes  de  policía, 
ntienda  que  po- 
loticjas  ó  datos 
t  de  un  hecho  pu- 

interrogatorio. 
;eder  álainspec- 
nn)  y  registro  de 
lauckung)  por  la 
Bos  de  urgencia  y 
os  que  tengan  ca- 


>r  el  nombre;  silo  M 
los  en  la  nota  prece- 
que  oí  delalor  comeU 
i  denuncia  falsa,  pues- 
9^1  a  que  soBala  el  pá- 
ez6  tribunal  proceder 
1  decir,  acudir  en  que- 
il  quo  ¡odeliidamenM 
6  ni  Tribunal  de  ee- 
áli8Naviembrel8B5}. 
Uinisterio  fiscal  aobre 
ece  bien  definida:  eo 
ecto  francés  aprobado 
latra  ley,  y  ea  que  en 
□  ae  eitrema  un  poco, 

sde  inatruceíAn;  jaae 
para  uno  y  otro  parlo- 
na cau8:i  criminal. 


tegoria  necesaria  para  estas  diligeo- 
cias  se  encuentren  ausentes. 

Puede  asistir  á  estos  actos  de  instruc- 
ción, en  los  que  deban  observarse  to- 
das las  formalidades  prescritas  en  ge- 
neral por  la  ley  para  las  operaciones 
de  esta  naturaleza  (1). 

El  acta  levantada  con  este  motivo  no 
podrá  ser  empleada,  bajo  pena  de  nuli- 
dad, como  medio  de  prueba  si  no  se  ha 
transmitido  inmediatamente  al  Juez  de 
instrucción,  que  deberá  examinar  la  fir- 
ma y  el  contenido  de  ella,  y  ordenar,  si 
para  ello  hubiere  motivo,  que  la  ins- 
pección ocular  se  complete  ó  verifique 
de  nuevo  (2). 

Art.  89.  El  Juez  de  instrucción  po- 
rrespondiente  al  Tribunal  de  justicia 
de  primera  instancia  no  podrá  lomar, 
sin  mandato  expreso  del  Ministerio  pú- 
blico, otras  medidas  que  lasque  no  pue- 
dan diferirse  sin  comprometer  el  resul- 
tado apetecido  ó  cuya  urgencia  proceda 
de  la  espiración  de  un  plazo  ñjado  por 
la  ley. 

El  Juez  de  instrucción  deberá,  ponerlo 
en  conocimiento  del  Ministerio  público 
y  esperar  sus  órdenes. 

Los  Jueces  de  partido  deberán  denun- 
ciar, sin  dilación,  al  Ministerio  público, 
los  crímenes  y  delitos  que  hayan  de 
perseguirse  de  oficio  y  de  que  hubieren 
tenido  conocimiento,  y  proceder  á  las 
averiguaciones  (art.  88,  párrafos  1."  í 
2.°),  sin  esperar  los  requerimientos  del 
Ministerio  público. 


{!)  Véanae  para  la  inlervepción  da  la«  autori- 
dndea  de  policía  loa  artículos  24,  S5,  36,  Ifi,  B8, 
H!  y  m. 

(i)  Se  declaró  que  no  induce  la  nulidad  de  Ii 
iiistruceJ6n  si  que  el  MinÍElerii}  fiscal  haja  obra- 
do sólo  por  eecrilús  debidos  i  particulares  [Ofá- 
tíAn  BO  Octubre  1888). 
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Sin  embargo,  únicameDte  en  casos  de 
urgencia  pueden  tomar  las  medidas  de 
instrucción  que  pudieran  hacer  desapa- 
recer laa  huellas  del  hecho  punible  é 
impedir  una  segunda  inspección. 

Apreciarán  los  Jueces  de  partido,  en 
vista  de  la  denuncia,  si  hubiere  necesi- 
dad de  tomar  medidas,  y  cuidarán  de 
gue  las  huellas  del  acto  punible  no  des- 
aparezcan mientras  llega  el  Juez  de 
instrucción  ó  hasta  el  recibo  de  un 
exhorto  remitido  por  el  mismo. 

El  Juez  de  partido  debe  enviar  al  Mi- 
nisterio público  ias  actas  de  las  averi- 
guaciones practicadas,  y  si  ha  existido 
detención,  dentro  de  los  ocho  días  si- 
guientes á  más  tardar. 

En  este  último  caso  el  Ministerio  pú- 
blico deberá,  dentro  de  tercero  día,  re- 
mitir el  detenido  ó  requerir  la  instruc- 
ción (art.  27,  párrafo  2."). 

Art.  90.  Cuando  en  la  denuncia  ó  en 
los  documentos  y  actas  de  las  primeras 
diligencias,  que  podrán  completarse,  si 
es  menester,  á  su  instancia,  encontrare 
el  Ministerio  público  motivos  suflcien- 
tes  para  incoar  el  procedimiento  contra 
una  persona  (1),  formulará  su  demanda 
solicitando  la  incoación  del  procedi- 
miento (art.  91),  ó  que  se  dicte  el  auto  de 
procesamiento. 

En  el  caso  contrario  examinará  la 
denuncia,  indicando  sumariamente  so- 
bre la  pieza  las  consideraciones  que  la 
fundamenten,  y  remitirá  al  Juez  de  ins- 
trucción los  documentos  y  actas  de  las 
averiguaciones,  indicando  que  estima 
no  existir  motivo  para  su  prosecución. 

En  este  caso  el  Juez  de  instrucción 
suspenderá  las  diligencias  y  pondrá  in- 


(IJ     Este  eisiaen  afilo  te  refiere,  ae^n  Bulf 
(página  103}.  i  loa  puntos  aecoaarioa  para  saber 
ai  el  Bclo  es  pusible  j  puede  perseguirse  cou  arre- 
glo ¿  la  ley. 
Tomo  IX.— Institl'cionu  iviíiuteA». 


mediatamente  en  libertad  al  inculpado 
detenido. 

CAPÍTULO  X.— DE  LA  INSTRUCCIÓN  (VO- 
RUNTERSUNCHUNC),  DE  LOS  CRÍMENES  Y 
DELITOS  EN  GENERAL. 

I. — Déla  incoación  del  proceso  y  de  las 
funcione»  del  Juet  de  insíruceión 

Art.  91.  El  auto  de  procesamiento 
(capitulo  XVI)  (I),  deberá  ir  precedido 
de  una  instrucción,  cuando  se  trate  de 
un  crimen  de  la  competencia  del  Tribu- 
nal del  Jurado,  ó  se  dirija  el  procedi- 
miento contra  una  persona  ausente. 

En  los  demás  casos  corresponderá  al 
Ministerio  público  ó  al  acusador  priva- 
do decidir  si  há  ó  no  lugar  á  requerir  la 
instrucción  (2). 

La  instrucción  tiene  por  objeto  some- 
ter á  un  examen  previo  la  inculpación 
dirigida  contra  una  persona,  y  recoger 
las  pruebas  necesarias  para  decretar 
la  suspensión  del  procedimiento  ü  el 
procesamiento,  y  comparecencia  ante 
el  Juez  ó  tribunal  que  haya  de  pronun- 
ciar sentencia  (3). 


(1)  EsdBC¡r,quesmdilÍgeDeiBapreviiu,delM 
que  se  derive  U  culpabilidad  áe  una  persoQa,  no 
puede  acordarse  el  proceaamienlo,  formulando  «1 
Fiscal  6  querellaDte  el  oportuno  escrito. 

(2)  El  sistema  de  la  citaciAn  directa  (dirKte 
LaduntrjDoGgurabaen  ios  Códigos  de  I860yl8S8. 
Leparte  civil,  lejos  de  gozar  del  derecho  de  cit«r 
direct*menle,  ha  sido  despojada  de  él  por  el  pá- 
rrafo 2.°  del  art.  49.  Conviene  hacer  constar  que 
la  instrucciás  no  es  necesaria  cuando  se  trata  de 
un  delito  {Vergehen)  de  la  competencia  del  Ju- 

(3}  El  projeclo  del  Gobierno  de  1661,  dispouta 
que  el  Juez  de  ioatruccifin  do  debia  olvidar  en 
ningún  caso  que  el  punto  culminante  {Schvtr- 
purüU)  es  el  juicio  oral  ante  el  tribunal  j  no  la 
instrucción.  Eata  dlspoaiciún  ha  aído  «upriinida 


EA3  Y  JURfniCAS 

liento  al  exhorto  siguiendo  las  obser- 
acionee  del  Juez  de  ¡Qstruccídn,  y  pro- 
sder  por  b1  mismo  &  practicar  las  dili- 
encias  que  sean  de  su  competencia, 
iiya  necesidad  estimare  indispensable. 
Art.  94.  El  Juez  .de  instrucción  ele- 
ará&laSalade  Consejo  un  informe 
lensual  del  estado  de  todos  los  proce- 
la, y  con  mayor  frecuencia  si  lo  esp- 
iare necesario,  en  razón  de  la  grave- 
ad del  asunto,  ü  si  hubiere  de  solici- 
ir  una  decisión  de  esta  Sala  (1). 
El  Ministerio  público  asistirá  i  las 
isiones  en  que  se  dé  cuenta  de  estos 
iformes  á  la  Sala  de  Consejo,  y  tiene 
.cuitad  para  solicitar  la  prÉictica  de 
,B  diligencias  que  estime  oportunas. 
Art.  95.  Cuando  un  Juez  de  partido 
íya.  sido  comisionado  por  decisión  de 
Sala  de  Consejo  para  practicar  una 
.strucción  (art.  12),  deberá  observar 
,s  prescripciones  establecidas  pera 
s  Jueces  de  instrucción. 
Deberá  igualmente  presentar  por  es- 
ito  un  informe  mensual,  en  que  mani- 
!ste  el  estado  de  los  procesos  pendien- 
s,  y  de  igual  modo  solicitar  las  deci- 
ones  de  la  Sala  de  Consejo,  en  el  cual 
ISO  se  informará  á  la  Sala  por  un  in- 
viduode  la  misma. 
El  Ministerio  público  asistirá  á  estas 
isiones  (2). 

—De  las  diligencias  {Gesehsfisgang) 
durante  el  sumario 

Art.  96.     Empezado  el  sum^io,  el 

[I)  Ette  informe  ae  dirígiri  par  loi  Jueces  de 
itruccidn  í  ln  Sala  de  Consejo,  que  tiene  el 
rocho  de  iiiipe6ci6[i  sobre  el  estado  de  tos  pro- 

[3)  Estos  articulas  preaeríbeu  nna  especie  de 
irde  úUI  para  evitar  ta  paniliíaciin  de  los  suou- 
m;  como  el  Juel  de  partido  do  forou  parte  det 
bunal,  da  cuenta  ea  su  lugar  on  miembro  de 
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Juez  de  instrucciÓQ  procederá  de  oflcio 
¿comprobar  el  hecho,  descubrir  el  au- 
tor y  recoger,  en  cuanto  le  sea  posible, 
pruebas  suficientes  que  demuestren  la 
culpabilidad  ó  la  inocencia  del  inculpa- 
do, en  la  medida  necesaria  para  cum- 
plir el  fln  del  sumario  (1). 

Art,  97,  El  acusador  tiene  derecho 
para  requerir  al  Juez  de  instrucción  so- 
licitando  la  práctica  de  alguna  dili- 
gencia. 

Cuando  el  Juez  dudare  sobre  la  pro- 
cedencia de  lo  solicitado  en  el  reque- 
rimientOt  lo  someterá  á  la  decisión 
de  la  Sala  de  Consejo  (art,  94). 

El  Ministerio  público  no  puede,  bajo 
pena  de  nulidad,  practicar  acto  alguno 
de  instrucción  (2). 

Ni  el  acusador,  ni  el  defensor,  pueden 
estar  presentes  al  interrogatorio  del  in- 
culpado ó  á  las  disposiciones  de  los  tes- 
tigos ante  el  Juez  de  instrucción. 

Tienen  el  derecho  de  asistir  á  la  ins- 
pección ocular  (Augenschein),  al  regis- 
tro de  domicilio  (Hausdurehauchung)  y 
de  papeles,  y  á  indicar  los  objetos  á 
que  deban  extenderse  estas  comproba- 
ciones y  averiguaciones. 

El  Juez  de  instrucción  avisará  para 
ello,  por  regla  general,  al  acusador, 
cuando  delm  proceder  á  una  de  estas 
operaciones;  pero  en  caso  de  urgencia, 
puede  proceder  sin  avisarle  de  ante- 
mano. 

Art.  98.  Cuando  un  crimen  ó  un  de- 
lito hayan  dejado  huellas,  éstas  debe- 
rán patentizarse  en  la  forma  conve- 
niente, valiéndose  para  ello  de  una  ins- 


[1]  Excepción  hecha  dst  coso  premto  en  el 
articulo  206. 

(2)  EsU  TeatricclAn  estaba  tambiÓD  consigna- 
da en  el  Código  de  ISSO,  j  obedece,  según  el 
Dr.  WDsTa,  ft  las  quejai  i  que  daba  tugar  su  ei- 
ceao  do  celo,  procuranda  arrancar  por  (iieriacon* 
fesiones  &  loe  nrusndo:*. 


pección  ocular  (Augenschein),  con  arre- 
glo á  las  disposiciones  consignadas  en 
el  capitulo  siguiente. 

Los  objetos  que  constituyan  el  cuerpo 
del  delito,  oque  hayanservido  para  per- 
petrar el  hecho  punible,  ó  los  que  el 
autor  haya  abandonado  sobre  el  terre- 
no, principalmente  aquéllos  que  puedan 
ser  reconocidos  por  el  inculpado  ó  los 
testigos,  ó  puedan  servir,  valiéndose  de 
otro  medio  cualquiera,  para  reconstruir 
tas  pruebas,  deberán  ser  puestos  y  con- 
servados cuidadosamente  en  manos  de 
los  Tribunales  de  justicia. 

Se  colocarán  bajo  una  cubierta  cerra- 
da y  sellada  con  el  sello  judicial,  sobre 
la  que  deberán  describirse,  á  fln  de  evi- 
tar su  sustracción  ó  la  sustitución  por 
otros.. 

Si  se  encontraren  entre  los  objetos 
vasos  sagrados  ú  otras  cosas  perte- 
necientes al  culto  religioso,  el  tribunal 
cuidará  de  que  se  separen  conveniente- 
mente de  los  demás,  y  se  guarden  apar- 
te (1). 


(1)  Eite  artículo  dejd  lugar  á  dudas  respecta 
á  lo  que  habría  de  haceru  con  dinero  6  documen- 
tos du  valor  que  se  presentaren  enjuicio  y  cuya 
custodia  no  procediera  como  depdsiloa  judiciales, 
y  i  fin  de  uniformar  la  práctica  varia  de  los  tribu- 
aalecy  que  ofreciese  la  seguridad  necesaria,  et  Ui- 
DJBlerio  de  Justicia,  de  acuerdo  con  el  de  Hacien- 
da j  ooa  el  Tribunal  Supremo  de  Cuantas,  dictí, 
en  SI  de  Diciembre  de  1815,  varias  reglas  creando 
UD  registro  especial  llamada  de  i costas  judicia- 
les, dinero  y  documentos,)  y  su  guarda  corret> 
ponde  al  fuDciooaria  Judicial  encargado  por  el 
Presidente  de  tal  gestiún,  que  asienta  en  aquíl 
las  entradas  y  salidas,  &  caya  eferta  se  fijan  las 
casillas  que  ha  de  tener,  etc  Algo  análogo  hace 
fnlla  entre  nosotros,  pues  aun  cuando  algunos 
funcionarios  celosos  lleven  esto  con  la  debida  for- 
malidad, en  general  existen  en  poder  de  los  Es- 
cribanas valores  de  ímporlancia,  procedentes  de 
causas  con  reoa  rebeldes,  etc.,  i  la«  que  no  stem* 
pie  llega  á  darse  la  inversiAn  oportuna, 


^ 


^Rx> 


INSTITUCIONES  POLÍTICAS  Y  JURÍDICAS 


Art.  99.  Cuando  los  perjuicios  cau- 
aftdos  por  un  crimen  ó  delito^  ó  las  pér- 
didas de  utilidades  no  puedan  determi- 
narse de  un  modo  evidente  por  el  dicho 
(Je  la  persona  perjudicada,  6  cuando 
existan  motivos  suficientes  para  sospe- 
ciiar  exagerada  la  apreciación  por  ella 
practicada,  la  importancia  de  los  daños 
ó  perjuicios  se  estimará  por  las  decla- 
raciones de  los  testigos,  ó  se  tasará  por 
peritos,  en  los  casos  en  que  produzca 
influencia  decisiva  en  la  calificación  del 
•'  hecho,  en  el  grado  de  la  pena  ó  en  la 
determinación  de  las  indemnizaciones. 

Art.  100.  El  Juez  de  instrucción  hará 
traducir  por  un  intérprete  juramentado 
las  piezas  escritas  en  lengua  no  usada 
en  los  tribunales,  y  que  considere  im- 
portantes para  la  instrucción.  La  pieza 
^e  unirá  á  los  autos  juntamente  con  la 
traducción  (I). 

Art.  101.  Todas  las  actuaciones  ju- 
diciales que  formen  parte  de  la  instruc- 
ción, se  unirán  á  los  autos. 

Las  actuaciones  practicadas  por 
cualquier  funcionario,  las  deberá  pre- 
•  senciar  siempre  un  Escribano  jura- 
'  mentado  (2). 

Art.  102.  Los  testigos  instrumenta- 
les {Gerishiszengen),  llamados,  en  cier- 
tos casos,  para  asistir  á  la  práctica  de 
alguna  diligencia  del  sumario,  deben 
.  ser  mayores  de  edad  (3),  de  buena  fama 


(1)  La  importancia  de  esta  disposición  en 
Austria  se  explica  teniendo  en  cuenta  los  distin- 
tos idiomas  usados  en  el  imperio. 

(2)  Además  se  prescribe  la  intervención  de  dos 
testigos:  1.*,  al  practicar  las  inspecciones  ocula- 
res; 2.",  en  los  registros  personales  y  domiciliarios, 
y  3.%  en  las  indagatorias,  cuando  el  Juez  instruc- 
tor lo  estime  necesario  ó  lo  solicite  el  procesado. 

(8)  Según  el  art.  16  de  la  Instrucción  dictada 
para  la  ejecución  del  presente  Código,  ten  las 
actuaciones  se  indicará  el  Juez  por  el  que  se  prac- 
tique la  operación  de  ofício,  el  motivo  que  la  oca* 


{Unbescholtené),  no  tener  interés  alguno 
en  el  asunto  de  que  se  trate,  y  prometer 
solemnemente,  levantando  la  mano,  ya 
de  una  vez  para  todas,  ya  en  cada  caso 
particular,  dar  testimonio  ante  el  tribu- 
nal de  todo  cuanto  haya  pasado  y  se 
haya  dicho  ante  ellos,  de  prestar  toda  su 
atención  á  todo  lo  que  deba  constar  en 
el  sumario,  y  guardar  silencio  hasta  el 
día  de  la  vista,  de  todo  cuanto  hayan  te- 
nido noticia  con  este  motivo  (1). 

Art.  103.  Todo  ciudadano  tiene  la 
obligación  de  prestar  gratuitamente  su 
concurso,  como  testigo,  en  las  opera 
cienes  del  sumario. 

Esta  obligación  corresponde,  en  pri- 
mer lugar,  á  los  habitantes  del  muni- 
cipio en  cuyo  territorio  se  practique  la 
operación. 

Están  exceptuados: 

1.®  Los  sacerdotes  de  todas  las  co- 
muniones y  religiones  reconocidas  le- 
galmente  (2); 

2.®  Los  militares  é  individuos  perte- 
necientes á  la  milicia  provincial  {Land- 
wehr),  en  servicio  activo,  y  los  funcio- 
narios y  empleados  públicos  en  el  ejer- 
cicio de  sus  funciones; 

3°  Los  maestros  de  escuela,  los  mé- 
dicos en  ejercicio,  los  abogados,  nota- 
rios, empleados  de  los  caminos  de  hie- 
rro y  vapores,  y  en  general  todas  aque- 
llas personas  cuya  profesión  requiera 
un  ejercicio  continuo  y  que  no  pueda 
interrumpirse  sin  perjudicar  el  interés 
público; 


sionó  y  la  hora  en  que  tuvo  principio.  Si  el  eia- 
men  del  procesado  se  dilatare,  se  anotará  también 
la  hora  en  que  termine.» 

(1)  Véase  en  los  artículos  116,  142,  198,  los 
casos  en  que  son  necesarios  dos  testigos  instru- 
mentales. 

(2)  Véase,  entre  los  Apéndices,  la  ley  20  de 
Mayo  de  18*74,  sobre  reconocimiento  legal  de  \u 
comuniones  religiosas. 
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4.**  Las  personas  que  vivan  de  un 
salario  cotidiano  ó  semanal. 

Art.  104.  El  acta  de  las  diligencias 
practicadas  deberá  levantarse  seguida- 
mente; en  caso  de  imposibilidad^  lo 
más  pronto  posible. 

El  acta  deberá  contener  indicación 
del  lugar,  año  y  día,  y  personas  pre- 
sentes. 

Los  interrogatorios  se  consignarán 
en  los  términos  necesarios  para  la  in- 
teligencia de  las  contestaciones,  las 
cuales  sólo  deben  consignarse,  por  re- 
gla general,  en  extracto  y  en  tercera 
persona. 

Únicamente  en  aquellos  puntos  de 
suma  importancia  para  la  aprecia- 
ción del  hecho  ó  de  los  cuales  se 
presuma  que  podrá  ser  útil  leerlos  en 
los  debates,  se  cuidará  de  reproducir 
las  palabras  empleadas  por  la  persona 
que  habla. 

El  Juez  debe  dictar  el  acta  en  alta 
voz,  de  modo  que  pueda  ser  oído  por 
todos  los  asistentes;  sin  embargo,  el 
declarante  puede  dictar  sus  respues- 
tas al  Escribano.  Si  abusare  de  este 
derecho,  el  Juez  podrá  impedírselo. 

Art.  105.  El  acta  deberá  leerse  á  los 
declarantes  ó  á  los  testigos  instrumen- 
tales, quienes  podrán  leerla  por  sí 
mismos,  haciéndose  constar  si  han  he- 
cho ó  no  uso  de  este  derecho,  y  la  apro- 
bación de  la  misma. 

El  declarante  firmará  ó  rubricará  en 
todos  los  folios  del  acta,  la  que  se  fir- 
mará al  final  por  el  funcionario  presen- 
te, el  Escribano  y  los  testigos  instru- 
mentales. 

Si  el  declarante  rehusare  firmar,  se 
hará  constar  en  el  acta,  así  como  los 
motivos  de  su  negativa. 

Art.  106.  En  lo  escrito  no  deberán 
efectuarse  correcciones,  supresiones 
ni  adiciones. 


Las  palabreas  raspadas  deberán  que- 
dar legibles.  Las  adiciones  y  rectifica-  , 
cienes  hechas  á  petición  del  declarante 
deberán  salvarse  al  fin  ó  al  margen  del 
acta  aprobada  y  rubricada,  según  lo 
preceptuado  en  el  art.  105. 

Art.  107.  Si  el  acta  constare  de  va- 
rios folios,  deberán  sujetarse  con  un 
hilo,  en  cuyos  extremos  se  fijará  un 
lacre  con  el  sello  del  tribunal. 

El  Juez  de  instrucción  anotará  en  un 
diario  (Tagebuck)  todo  lo  que  practique 
referente  al  procedimiento  (1). 

Art.  108.  Cualquiera  que  en  el  curso 
de  una  diligencia,  y  á  pesar  de  adver- 
tencia previa,  observase  una  conducta 
inconveniente,  podrá  ser  castigado  por 
el  Juez  de  instrucción  con  una  multa 
de  50  florines  como  máximum,  ó  con 
arresto  de  ocho  días  á  lo  más. 

Si  estuviere  detenido,  podrá  decretar 
que  sea  condenado  al  aislamiento,  cel- 
da oscura  (teniendo  en  cuenta  las  limi-  . 
taciones  impuestas  por  los  artículos 
255  á  257  del  Código  penal),  ó  priva- 
ción de  alimentos  calientes  durante 
una  semana,  ó  demás  correcciones  que 
señalaren  los  reglamentos  de  régimen 
interior  de  los  establecimientos  peni- 
tenciarios. 

Los  testigos,  peritos,  asesores  de  las 
partes,  no  podrán  ser  castigados  más 
que  con  multa. 


(1}  El  art.  13  de  la  Instrucción  previene,  al 
efecto,  que  en  cuanto  se  incoe  un  proceso  ó  dili- 
gencias criminales,  de  cualquiera  clase,  se  extien- 
da su  anotación,  llevando  un  diario  de  lo  que  ocu- 
rra; en  los  juicios  de  faltas  sólo  es  necesario  eso 
requisito  cuando  haya  otras  actuaciones  relativas 
¿  actos  punibles  diferentes.  En  el  indicado  diario 
se  toma  nota  de  las  acumulaciones  y  separacio- 
nes que  se  acuerden,  debiendo  expresarlo  en 
los  dos  asientos  para  evitar  confusión  de  ninguna 
clase. 


1E8  políticas  y  jurídicas 
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pedirá  un  testimonio  del  auto  eo  que  se 
decrete  lasuBpensión. 

Si  la  persona  lesionada  por  la  comi- 
sión de  un  crimen  ó  delito  no  se  mos- 
trare parte  en  el  procedimiento,  se  le 
deberá  dar  aviso,  de  oflcio,  de  ta  sus- 
pensión, &  petición  del  inculpado. 

Art.  111.  El  sumario  terminará  tan 
pronto  como  se  reúnan  las  pruebas  ne- 
"  cesarías  para  enviarlas  al  tribunal,  v 
que  pueda  asegurarse  que  aquéllas  se 
podr&n  suministrar  en  la  vista  (1). 

Art.  112.  Después  de  la  terminación 
del  sumario,  el  Juez  de  instrucción  co- 
municará las  piezas  al  Ministerio  pú- 
blico, el  que  está  obligado  (art,  27),  den- 
tro de  los  ocho  días  siguientes  á  su  re- 
cibo, &  enviar  el  escrito  de  acusación 
al  Juez  instructor,  ó  devolverlas,  mani- 
festando que  no  existe  motivo  para 
continuar  el  procedimiento. 

El  acusador  privado  deberá  ser  noli- 
flcado  de  la  terminación  del  sumario, 
con  obligación  de  presentar  el  escrito 
de  acusación  en  el  término  t)e  quince 
días. 

Al  mismo  tiempo  se  le  comunicará 
que,  transcurrido  este  plazo,  se  le  ten- 
drá por  desistido  de  la  acusación  (ar- 
ticulo 109). 

Durante  el  plazo  fijado  para  la  pre- 
sentación del  escrito  de  acusación,  po- 
drán tomarse  las  medidas  convenien- 
tes para  practicar  una  información  su- 
plementaria. 

Si  esta  información  no  fuere  admi. 
tida,  el  plazo  para  la  presentación  del 
escrito  de  acusación  comenzará  á  co- 


(I)    Según  el  proyecto  del  Oobiemo, 

del  acusador,  de  acuerdo  con  el  Ju«i  de  ín 
ci6n;  pero  ne  suprimiA  esta  dispoBJciín  por 
á  dilscionea  en  el  procedimiento. 
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rrer  desde  el.dia  en  que  la  Sala  de 
Consejo  dictare  esta.resolución. 

IV. — De  los  recursos  legales  contra  las 
resoluciones  del  Juez  instructor  ¡/  de 
la  Sala  de  Consejo. 

Art.  113.  El  que  se  considere  perju- 
dicado por  una  providencia  ó  retardo 
del  Juez  instructor  durante  las  diligen- 
cias preliminares,  de  la  instrucción  ó 
del  procedimiento  que  sigue  á  la  entre- 
ga del  escrito  de  acusación,  tendrá  el 
derecho  de  hacer  que  se  dicte  sobre 
este  punto  una  decisión  por  la  Sala  de 
Consejo,  y  de  formular  su  demanda 
oralmente  ó  por  escrito,  bien  ante  el 
Juez  de  instrucción  ó  directamente  ante 
la  Sala  de  Consejo. 

Este  recurso  no  suspenderá  la  ejecu- 
ción de  la  providencia  del  Juez  instruc- 
tor^ sino  en  los  casos  enumerados  en  el 
artículo  108. 

La  Sala  de  Consejo  resolverá  en  se- 
sión secreta,  oyende  al  Juez  de  instruc- 
ción y  al  Ministerio  público  (1). 

Art.  114.  En  general,  contra  la  deci- 
sión de  la  Sala  de  Consejo  no  se  dará 
recurso  alguno. 

Sin  embargo,  el  Ministerio  público,  el 
acusador  privado  y  el  acusado  pueden 
recurrir  ante  el  Tribunal  de  justicia  de 
segunda  instancia  contra  esta  decisión, 
cuando  ataque  á  la  continencia  de  la 
causa,  á  la  prisión,  á  la  libertad  ó  á  la 


(l)  Téngase  en  cuenta  el  procedimiento  espe- 
cial, que  referente  á  la  intervención  de  la  Sala 
de  Consejo,  establece  el  artículo 46 de  la  ley  de  29 
de  Febrero  de  1880,  referente  á  los  medios  para 
prevenir  y  destruir  las  enfermedades  contagiosas 
en  los  animales,  en  el  caso  que  deba  acordarse  el 
secuestro  de  los  introducidos,  contraviniendo  & 
aquélla»  en  el  imperio,  por  más  que  no  se  dirija  el 
procedimiento  contra  persona  alguna. 


determinación  de  la  ñanza  necesaria 
para  su  obtención. 

El  Ministerio  público  y  el  acusador 
privado  pueden  además  recurrir  ante 
el  Tribunal  de  segunda  instancia  con- 
tra las  decisiones  de  no  há  lugar  á  co- 
menzar un  proceso,  ó  de  suspender  el 
comenzado. 

En  general,  el  recurso  carece  de  efec- 
to suspensivo  (art.  197)  (1).  El  recurso 
deberá  interponerse  ante  la  Sala  de 
Consejo,  dentro  de  los  tres  días  si- 
guientes, contados  desde  aquel  en  que 
se  haya  dictado  la  decisión  recurrida. 

El  Tribunal  de  justicia  de  segunda 
instancia  resolverá  definitivamente  so- 
bre el  recurso  en  sesión  secreta,  oído  el 
Ministerio  público. 

Al  resolver  sobre  estos  recursos  el 
Tribunal  de  justicia  no  podrá,  en  nin- 
gún caso,  modificar,  en  perjuicio  del 
inculpado,  las  providencias  y  decisio- 
nes no  recurridas. 

Además  tendrá  el  derecho  de  encau- 
zar el  procedimiento  cuando  descubra 
irregularidades  que  no  puedan  ser  ob- 
jeto de  un  recurso. 

Si  el  tribunal  ad  quem  reconoce  la  pro- 
cedencia de  un  recurso  contra  la  sus- 
pensión de  un  sumario,  puede  inme- 
diatamente decretar  el  procesamiento 
cuando  se  trate  de  un  hecho  cuya  per- 
secución haya  sido  solicitada  por  un 
acusador,  autorizada  (art.  92),  y  en  vir- 
tud de  la  que  el  inculpado  haya  sufrido 
un  interrogatorio. 

Art.  115.  El  envío  de  los  autos  indis- 
pensables para  la  resolución  de  estos 
recursos  no  deberá,  siendo  posible,  re- 


(1)  Implícitamente  se  sanciona  la  misma  regla, 
también  desarrollada  entre  nosotros,  respecto  á 
que  las  apelaciones  en  ese  periodo  se  admiten  en 
un  solo  efecto,  con  lo  que  puede  continuar  la  tra- 
mitación  sin  obstáculo  de  ninguna  cjase. 
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DE  LK  INSPECCIÓN 
LOS  PERITOS 
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Art.  118.  Cuando  convenga  v^erse 
de  la  intervención  de  peritos  en  una 
inspección,  el  Juez  instructor,  por  regla 
general,  designará  dos. 

Bastará  uno  solo  cuando  se  trate  de 
un  caso  de  poca  importancia,  6  el  apla- 
zamiento hasta  la  llegada  del  segundo 
perito  pudiera  ser  un  perjuicio  al  pro- 
pósito de  la  instrucción. 

Art.  119.  La  elección  de  peritos  co- 
rresponde al  Juez  instructor- 
Si  los  hubiere  adscritos  permanenle- 
mente  al  tribunal  para  la  materia  deter- 
minada, no  se  elegirán  otros  sino  cuan- 
do haya  peligro  en  el  retraso  ó  cuando 
los  primeros  se  hallen  impedidos  por 
circunstancias  especiales,  ó  que  en  el 
caso  concreto  aparezcan  sospecho- 
sos (1). 

Cuando  un  perito  no_  preste  cumpli- 
miento &  la  citación  que  le  fuere  dirigi- 
da, ó  niegue  el  cooperar  ála  práctica  de 
una  inspección,  el  Juez  instructor  pue- 
de imponerle  una  multa  de  cinco  hasta 
100  florines. 

Art.  120,  Las  personas  que  en  un  su- 
mario determinado  no  pudieren  sor 
examinadas  como  testigos,  ó  no  pudie- 
sen prestar  juramento,  ó  que  se  halla- 
ren en  uno  de  los  casos  indicados  en  el 
articulo  152,  numero  1,",  con  el  proce- 
sado ó  con  el  ofendido,  no  podrán  ser 
empleados  como  peritos,  bajo  pena  de 
nulidad  del  acto- 

Por  regla  general,  la  elección  de  peri- 
tos deberá  ponerseen  conocimiento  del 
acusador  y  del  procesado  antes  de  la 
diligencia   de  inspección;   si  hicieren 


(I)  La  regla  general  es  que  la  eleccitn  de  pe- 
ritos corresponde  al  Juez  &  tribunal  que  coeoici 
de  la  cauBB;  tal  doctrina  debe  aplicarse  i  lodi 
clase  de  procesos,  si  realmente  la  prueba  periciil 
ha  de  tener  una  importancia  casi  decisiva. 
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objeciones  de  importancia^  no  habien- 
do peligro  en  el  retraso,  se  designarán 
otros  peritos. 

Art.  121.  A  los  peritos  que  por  razón 
de  su  cargo  permanente  estuvieren  ya 
juramentados,  el  Juez  instructor  les  re- 
cordará, antes  de  dar  principio  á  la 
diligencia,  la  santidad  del  juramento 
por  ellos  prestado. 

Los  demás  peritos  prestarán  jura- 
mento antes  de  comenzar  la  inspec- 
ción, prometiendo  examinar  detenida- 
mente el  objeto,  exponer  fiel  y  comple- 
tamente las  observaciones  que  hicie- 
ren, y  practicar  Ja  pericia,  y  emitir  su 
dictamen  según  su  leal  saber  y  con- 
ciencia, y  las  reglas  de  su  ciencia  ó 
arte. 

Art.  122.  Los  objetos  sobre  que  re- 
caiga la  inspección,  serán  reconoci- 
dos y  examinados  por  los  peritos  en 
presencia  del  personal  del  juzgado,  ex- 
cepto en  él  caso  que  éste,  por  razones 
de  moralidad  y  decencia,  creyese  opor- 
tuno retirarse,  ó  si  las  comprobaciones  ' 
de  que  se  tratare,  como  en  las  investi- 
gaciones sobre  venenos,  hubieran  de 
hacerse  mediante  observaciones  con- 
tinuadas ó  experimentos  de  larga  dura- 
ción. 

Cuando  el  personal  del  juzgado  per- 
manezca alejado  del  lugar  de  la  inspec- 
ción, se  proveerá  oportunamente  para 
que  se  garantice  la  credibilidad  de  ías 
comprobaciones  que  deban  practicarse 
por  los  peritos. 

Si  en  virtud  del  método  de  comproba- 
ción adoptado  por  los  peritos  fuese  de 
temer  la  destrucción  ó  alteración  de  un 
objeto  que  deba  examinarse  por  los 
mismos,  se  conservará,  en  cuanto  ello 
sea  factible,  una  porción  del  mismo 
bajo  la  custodia  judicial. 

Art.  123.  El  Juez  instructor  dirigirá 
la  inspección. 


Deberá  indicar  asimismo,  teniendo 
en  cuenta  en  lo  posible  las  pretensio- 
nes del  acusador  y  del  procesado,  ó  de 
su  defensor,  los  objetos  sobre  los  cua- 
les deben  fijar  su  atención  los  peritos, 
y  deberá  formular  las  preguntas  á  las 
que  crea  necesario  se  contesten. 

Los  peritos  podrán  pedir  que,  sobre 
puntos  que  hayan  de  expresar  con  pre- 
cisión, se  les  suministren,  sacándolos 
de  las  actuaciones,  ó  mediante  examen 
de  testigos,  las  aclaraciones  que  esti- 
men necesarias  para  emitir  su  informe. 

Cuando  los  peritos  entiendan  indis- 
pensable la  inspección  de  las  actuacio- 
nes procesales  para  poder  emitir  una 
opinión  fundada,  podrán  comunicárse- 
les, siempre  que  no  obsten  circunstan- 
cias especiales. 

Art.  124.  Los  informes  de  los  peritos 
sobre  las  observaciones  por  ellos  he- 
chas, deben  registrarse  inmediatamen- 
te por  el  Escribano. 

Los  peritos  pueden  emitir,  á  seguida, 
su  dictamen  en  el  proceso  con  los  mo- 
tivos en  que  se  funde,  ó  bien  reservar- 
se el  presentarlo  por  escrito,  á  cuyo 
^fecto  se  les  concederá  un  término 
fijo. 

Art.  125.  Cuando  las  declaraciones 
délos  peritos  sobre  hechos  por  ellos 
observados  se  hallaren  en  notable  di- 
vergencia, ó  cuando  su  informe  fuere 
t)scuro,  vago,  ó  estuviese  en  contra- 
dicción en  sí  mismo,  ó  con  circunstan- 
cias de  hecho  comprobadas,  y  si  las 
dudas  no  pudieren  desaparecer  por  me- 
dio de  un  nuevo  examen  de  los  peritos, 
entonces  la  inspección,  en  cuanto  sea 
posible,  se  repetirá  con  intervención 
de  los  mismos  ó  de  otros  peritos  (1). 


(1)  También  puede  ocurrir  que  sólo  declarasen 
en  cuanto  á  cuestiones  de  cargo  para  el  procesa- 
do, y  se  di6  el  caso  de  que  qna  9ala  de  ConseJQ 
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ñas  que  procedieren  al  examen  del 
cuerpo. 

Aotes  de  comenzar  la  autopsia,  de- 
berá ser  extendida  descripción  exac- 
ta del  cuerpo,  y  la  identidad'  debe  com- 
probarse por  el  examen  de  testigos  que 
hubieren  conocido  al  difunto.  Podrá 
exigirse  á  estas  personas  que,  antes 
de  presentarles  el  cuerpo  para  su  reco- 
nocimiento, describen  exactamente  al 
difunto. 

Si  el  difunto  fuere  absolutamente 
desconocido,  la  descripción  exacta  del 
cuerpo  se  pondrá  en  conocimiento  dct 
público  por  medio  de  los  periódicos. 

En  el  acto  de  la  inspección  del  cada- 
ver,  el  Juez  de  instrucción  cuidará  de 
que  la  situación  y  postura  det  mismo, 
el  lugar  en  que  ha  sido  encontrado  y  la 
manera  como  estaba  vestido,  se  espe- 
cifiquen con  minuciosidad. 

Las  heridas  y  demás  señales  exterio- 
res de  violencia,  serán  enumeradas  y 
descritas. 

Se  expresarán  asimismo  los  medios  y 
los  instrumentos  con  ayuda  de  los  que 
han  sido  hechas;  los  instrumentos  que 
hubieren  sido  hallados,  y  de  los  cuales 
haya  podido  hacerse  uso,  confrontán- 
dolos con  las  heridas  y  señales  que  hu- 
bieren producido. 

Art.  128.  Se  procederá  á  la  inspec- 
ción corporal  y  á  la  autopsia,  confonne 
á  las  prescripciones  de  la  materia,  por 
dos  médicos,  uno  de  los  cuales  puede 
sustituirse  por  un  cirujano,  observan- 
do las  prescripciones  especiales  sobre 
la  materia. 

El  médico  que  haya  nsistido  al  difun- 
to en  su  última  enfermedad  será  llama- 
do para  que  esté  presente  al  reconoci- 
miento, cuando  esta  medida  fuera  útil 
y  no  ocasionare  retraso. 

Art.  129.  Los  peritos  deben  declarar 
en  su  dictamen  las  causas  inmediatas 
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que  han  ocaBíonado  la  muerte  y  las  que 
dieran  origen  á  las  mismas  (1). 

Si  existen  lesiones  deben  especiflcar: 

1."  Si  son  el  resultado  de  un  acto 
ajeno; 

2.°  En  el  caso  que  esta  cuestión  se 
resolviera  afirmativamente,  si  .dicho 
acto  hubiere  producido  la  muerte,  ya 
porque  ruera  la  consecuencia,  ya  en 
virtud  de  alguna  particularidad  inhe- 
rente &  la  persona  ó  de  un  estado  par- 
ticular de  la  victima,  ya  por  consecuen- 
cias accidentales,  ya  porque  fuere  el  re- 
sultado de  cau&as  mediatas  que  el  acto 
haya  determinado  directa  ó  indirecta- 
mente; 

3,"  Por  último,  si  socorros  eficaces 
y  administrados  &  tiempo  hubieran  po- 
dido impedirla. 

El  Juez  de  instrucción  formulará  pre- 
guntas á,  los  peritos  sobre  todas  las  cir- 
cunstancias que  influyan  en  la  decisión 
que  haya  de  dictar,  cuando  su  dicta- 
men no  estuviere  explícito  sobre  esos 
puntos. 

Art.  130.  En  caso  de  infanticidio 
(Kindesíodíung)  presunto,  deberá  in- 
vestigarse, con  auxilio  de  las  compro- 
baciones prescritas,  si  el  niño  ha  naci- 
do vivo. 

Art.  131.  En  casó  de  envenenamien- 
to (Beggiftung)  presunto,  deberán  ve- 
rificarse las  comprobaciones  por  dos 
médicos,  y  á  ser  posible,  en  unión  de 
dos  químicos. 

Sin  embargo,  el  análisis  del  veneno 
puede  ser  hecho  por  los  químicos  solos, 
en  un  local  apropiado. 

Art.  132.  En  caso  de  lesiones,  se  pro- 
cederá á  la  inspección  del  herido  por 
dos  peritos,  que  deberán  manifestar, 

(t)  La  ley  ilistingue  aquí  laa  causas  iaiaedia- 
tas,  cangas  fisiolAgicas,  de  las  csusu  físicas  que 
Xas  fanb  prodacido. 


después  de  una  exacta  descripción  del 
lesionado,  si  las  heridas  ó  atentados 
contra  la  salud  parecen  leves,  graves  ó 
si  ofrecen  peligro  de  muerte  por  si  mis- 
mas, bien  por  su  reunión,  bien  en  razón 
de  circunstancias  particulares,  bien  in- 
dependientemente de  estas  circunstan- 
cias, indicando  cuáles  son  las  conse- 
cuencias ordinarias  de  las  lesiones  de 
esta  naturaleza  y  cuáles  se  han  produ- 
cido eá  este  caso  especial,  asi  como  la 
forma  en  que  se  hayan  inferido  y  los 
medios  ó  instrumentos  empleados  á 
este  efecto. 

Art.  133.  Si  hubiere  necesidad  de 
proceder  á  la  inspección  de  una  perso- 
na del  sexo  femenino,  podrán  comisio-, 
narse,  en  lugar  de  médicos  y,  ciruja- 
nos, comadrones,  ó  en  los  asuntos  de 
poca  importancia,  matronas. 

111.— Afodo  de  proceder,  en  caso  de  duda, 
sobre  el  estado  mental  y  sobre  la  res- 
ponsabilidad. 

Art.  134,  En  caso  de  duda  sobre  el 
extremo  de  saber  si  el  inculpado  se 
halla  en  et  uso  de  su  razón,  ó  si  está 
atacado  de  una  enfermedad  mental  que 
pueda  privarle  de  la  responsabilidad  de 
sus  actos,  se  encargará  en  todo  caso  á 
dos  médicos  que  investiguen  su  estado 
mental. 

Los  médicos  consignarán  sus  obser- 
vaciones en  un  dictamen  que  conten- 
ga todos  los  hechos  que  puedan  in- 
fluir sobre  la  apreciación  del  estado 
mental  del  inculpado,  examinarán  el 
alcance  de  estos  hechos  considerados 
aisladamente  y  en  su  conjunto,  y  si 
compruplian  la  existencia  de  una  en- 
fermedad mental,  especificarán  su  na- 
turaleza, su  modo  de  ser  y  su  grado;  en 
fin,  explicarán,  ya  según  las  actuacio- 
nes, ya  según  sus  propias  observacio- 


396 


INSTITUCIONES   POLÍTICAS  Y  JURÍDICAS 


nes,  la  inñuencia  que  la  enferinedad 
ejerza  y  haya  ejercido  sobre  las  per- 
cepciones^  los  impulsos^  los  actos  del 
inculpado  sobre  sus  ideas  y  la  medida 
en  la  que  existiera  este  desarreglo  men- 
tal en  el  tiempo  en  que  el  acto  hubiere 
sido  ejecutado. 

lY,— Examen  de  documentos 

Art.  135.  En  caso  de  duda  sobre  la 
autenticidad  de  un  documento,  ó  si  hu- 
biere lugar  á  investigar  de  qué  mano 
previene  un  escrito,  puede  precederse 
por  peritos  á  un  cotejo  con  escritos  de 
incontestable  autenticidad. 

y, —Modo  de  proceder  en  la  instrucción 
en  materia  de  falsificación  ó  de  imita- 
ción de  títulos  del  crédito  público  ó  de 
fabricación  de  moneda  falsa. 

Art.  136.  En  caso  de  imitación  ó  de 
fabricación  de  títulos  del  crédito  públi- 
co, el  Juez  de  instrucción  deberá,  por 
regla  general,  remitir  las  piezas  que 
sean  objeto  del  sumario  al  Ministerio 
de  Hacienda,  á  fin  de  obtener  su  opi- 
nión hasta  el  punto  de  saber  si  aqué- 
llas son  ó  no  de  buena  ley,  cuál  ha  sido 
el  medio  de  falsificación  empleado,  si 
se  ha  hecho  uso  de  un  instrumento  que 
permite  multiplicarlas  fácilmente,  en 
fin,  si  las  piezas  así  falsificadas  han 
sido  antes  descubiertas  y  en  qué  lugar. 

Cuando  el  procedimiento  haya  termi- 
nado, las  piezas  falsificadas,  así  como 
los  instrumentos,  materiales  ú  objetos 
que  hubieren  servido  para  cometer  el 
delito,  deberán  ser  enviados  de  la  mis- 
ma manera  al  Ministerio;  si  la  autori- 
dad judicial  tuviese  de  nuevo  necesidad 
de  estos  objetos,  se  le  comunicarán 
á  su  instancia. 

En  caso  de  falsificación  de  billetes  y 


I  de  acciones  del  Banco  Nacional  aus- 
tríaco privilegiado,  ó  do  falsificación 
de  moneda  con  curso  legal  en  el  país, 
el  Juez  de  instrucción  deberá  proceder 
al  aviso  y  envío,  previstos  en  este  ar- 
tículo, al  Banco  ó  á  la  Casa  de  Moneda 
respectiva. 

Cuando  se  trate  de  falsificación  de 
moneda  extranjera  ó  de  un  título  de 
crédito  extranjero,  el  Juez  de  instruc- 
ción se  dirigirá  directamente  al  Minis- 
terio de  Justicia  para  obtener  el  infor- 
me pericial  mencionado. 

VI.— Afocío  de  proceder  en  la  instrucción 
en  caso  de  incendio 

Art.  137.  En  caso  de  incendio  se  in- 
dagará especialmente  de  qué  manera 
se  ha  dado  fuego;  si  se  ha  hecho  uso  de 
materias  inflamables  y  de  cuáles;  en 
qué  sitio  y  momento  se  ha  aplicado 
el  fuego;  si  fué  de  día  ó  de  noche;  si 
con  circunstancias  tales  que  la  acción 
del  fuego  haya  alcanzado  á  las  propie- 
dades de  otro  ó  hubiese  habido  peligro 
de  que  así  sucediera;  si  la  vida  de  otro 
se  halló  en  peligro;  si  el  fuego  pudo 
haber  sido  fácilmente  extinguido  en  su 
principio.  En  fin,  en  el  caso  en  que  el 
incendio  haya  producido  deterioros,  se 
procederá  á  estimar  la  importancia  del 
daño  causado. 

yiL— Modo  de  proceder  en  la  instrucción 
por  otros  daños 

Art.  138.  En  caso  de  crimen  ó  delito 
que  haya  causado  de  distinto  modo 
que  los  arriba  enumerados,  un  daño  ó 
un  peligro  en  la  vida  ó  en  la  propie- 
dad, se  procederá  á  una  inspección 
para  determinar  la  naturaleza  del  en- 
gaño ó  de  la  violencia,  los  medios  ó 
instrumentos  empleados,  la  importan- 
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cia  del  daño  causado  ó  premeditado,  y 
la  ganancia  que  se  sacara  de  él^  y,  por 
último,* si  ha  habido  peligro  para  la 
vida,  la  salud,  la  seguridad  ó  la  propie- 
dad de  otro. 

CAPÍTULO  XII.— DEL   REGISTRO  PERSO- 
NAL y  DOMICILIARIO  Y  DEL  SECUESTRO 

I.  —  Registro  personal  y  domieiliario 

Art.  139.  No  se  procederá  á  un  re- 
gistro de  morada,  es  decir,  de  la  habi- 
tación y  locales  de  ella  dependientes, 
sino  en  el  caso  que  haya  presunción 
grave,  ya  que  una  persona  sospechosa 
de  crimen  ó  de  delito  se  halle  en  ella 
oculta,  ya  de  que  se  encuentren  objetos 
que  convenga  ocupar  ó  examinar  en 
interés  de  una  investigación  determi- 
nada (1). 

Puede  también  precederse  á  un  re- 
gistro y  á  la  inspección  de  vestidos  de 
personas  que  verosímilmente  detenten 
ciertos  objetos,  ó  que  sean  sospecho- 
sas de  un  crimen  ó  de  un  delito,  ó  que 
tengan  mala  fama. 

Art.  140.  Por  regla  general,  no  se  ve- 
rificará el  registro  sino  después  del  in- 
terrogatorio del  individuo  en  cuya  per- 
sona ó  domicilio  deba  ser  practicado,  y 
solamente  en  el  caso  de  que  el  interro- 
gatorio no  haya  producido  la  entrega 
voluntaria  del  objeto  de  la  investiga- 
ción, ó  hecho  desaparecer  los  motivos 
que  aconsejaban  tal  medida. 

Puede  precederse  á  ella  antes  del 
interrogatorio  cuando  se  trate  de  per- 
sonas de  mala  fama,  ó  si  hay  urgencia, 
ó  si  el  registro  hubiere  de  practicarse 
en  UQ  local  abierto  al  público. 

El  registro  en  general  no  puede  prac- 


(1)    Vóase  el  art.  10  de  la  ley  Conatitucional 
de  21  de  Diciembre  de  1 86*7. 


ticarse  más  que  en  virtud  de  manda- 
miento fundado  (1).  Este  mandamiento 
debe  ser  notificado  á  la  persona  intere- 
sada inmediatamente,  ó  dentro  de  vein- 
ticuatro horas  á  más  tardar. 

Si  se  hubiere  ordenado,  en  caso  de 
crimen  ó  delito,  un  registro  en  el  domi- 
cilio y  resultare  que  puede  haber  lugar 
á  más  amplias  investigaciones,  ó  á  to- 
mar medidas  ulteriores  por  la  policía  en 
interés  de  la  seguridad  pública,  debe 
darse  aviso  previo,  si  fuere  posible  ha- 
cerlo, sin  pérdida  de  tiempo>  á  las  auto- 
ridades de  policía  más  próximas,  á  fin 
de  que  designen  un  agente  para  asistir 
á  la  operación  y,  sin  tomar  parte  en  las 
actuaciones  judiciales,  recoger  las  in- 
dicaciones necesarias  para  las  ulte- 
riores providenciad  que  puede  ser  con- 
veniente adoptar. 

.  Si  el  registro  debiera  practicarse  en 
un  edificio  ocupado  por  militares  que 
pertenezcan  al  ejército  ó  á  las  reser- 
vas, deberá  darse  aviso  al  comandan- 
te, y  un  militar  designado  por  el  mismo 
asistirá  á  la  diligencia. 

Art.  141.  Los  funcionarios  judicia- 
les ó  los  de  policía  pueden,  en  interés 
de  una  diligencia  criminal,  y  en  caso 
de  urgencia,  hacer  que  se  practique  un 
registro  de  morada  sin  mandamiento 
judicial.  El  delegado  encargado  de  la 
diligencia  deberá  ir  provisto  de  un 
mandamiento  escrito,  que  está  obliga- 
do á  exhibir  á  la  persona  interesada. 

■  Los  agentes  de  policía  podrán  tam- 
bién proceder  por  sí  mismos  á  un  re- 
gistro de  morada  en  interés  de  un  pro- 
cedimiento criminal,  cuando  se  hubie- 
re dictado  mandamiento  de  presenta- 
ción ó  de  prisión  contra  una  persona,  ó 
cuando  un  individuo  fuere  sorprendido 


(1)    Véanse  los  artículos  24,  88,  89, 97  y  141  de 
este  Códig^o. 
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en  flagrante  delito  ó  denunciado  por  el 
1  rumor  público,  ó  encontrado  en  pose- 
sión de  objetos  que  atestigüen  su  parti- 
cipación en  el  hecho  punible.. 

En  todos  los  casos  previstos  por  el 
presente  artículo,  .la  persona  interesa- 
da puede  hacer  que  se  expida  á  su  ins- 
tancia, ya  inmediatamente,  ya  dentro 
de  veinticuatro  horas,  lo  más  tarde, 
una  certifícación  haciendo  constar  que 
se  ha  practicado  el  registro  y  por  qué 
motivos. 

Art.  142.  En  los  i*egistros  se  evitarán 
las  inspecciones  inútiles  y  toda  moles- 
tia á  la  parte  interesada,  poniendo  todo 
el  cuidado  posible  para  no  comprome- 
ter su  reputación  y  respetar  sus  secre- 
tos en  cuanto  no  afecten  á  la  instruc- 
ción, y  por  último,  proceder  con  urba- 
nidad y  moderación. 

El  propietario  del  local  en  que  se  ve- 
rifique el  registro  deberá  ser  citado 
para  que  asista. 

Si  estuviere  impedido  ó  ausente,  la 
citación  se  entregará  á  un  miembro 
adulto  de  su  familia,  ó,  en  su  defecto, 
á  una  persona  de  su  casa  ó  á  un  vecino. 

La  pesquisa  debe  siempre  practicar- 
se en  presencia  de  un  Escribano  y  de 
dos  testigos  instrumentales. 

El  acta  que  se  extienda  sobre  el  re- 
gistro deberá  firmarse  por  todos  los 
presentes. 

Si  no  se  hubiere  descubierto  nada 
sospechoso,  se  entregará  certificación 
á  la  parte  interesada,  á  su  instancia. 

II.— DeZ  secuestro 

Art.  143.  Si  se  encontrasen  objetos 
que  puedan  ser  interesantes  para  la  in- 
formación j  se  formalizará  inventario 
de  ello,  quedando  en  manos  de  la  justi- 
cia ó  secuestrados  (art.  98). 

Toda  persona  está  obligada  á  exhibir 


estos  objetos,  y  especialmente  los  pape- 
les, si  así  se  la  exigiere. 

Si  se  rehusare  la  exhibición  de  un 
objeto  cuya  posesión  se  hubiere  confe- 
sado ó  probado,  y  si  no  se  pudiera  obte- 
ner por  medio  del  registro  domiciliario, 
se  le  podrá  obligar  al  posesor  con  ]a 
imposición  de  una  multa  hasta  50  flori- 
nes, y  persistiendo  en  su  resistencia,  en 
caso  de  mayor  importancia,  con  arresto 
hasta  la  duración  de  seis  semanas, 
cuando  no  sea  sospechoso  de  la  acción 
punible  y  no  esté,  por  ley,  exento  del  de- 
ber de  declarar. 

Art.,  144.  Si  el  registro  en  una  casa  ó 
en  una  persona  hiciera  descubrir  obje- 
tos que  tengan  relación  con  la  perpe- 
tración de  un  hecho.punible,  distinto  del 
que  motivare  el  registro,  estos  objetos 
deberán  ser  secuestrados  si  el  hecho 
punible  es  de  los  que  deben  ser  perse- 
guidos de  oficio. 

En  este  caso  deberá  extenderse  un 
acta  especial,  que  se  remitirá  sin  dila- 
ción al  Ministerio  público. 

Si  éste  no  pretendiere  la  incoación 
de  un  sumario, .  los  objetos  ocupados 
deberán  desde  luego  restituirse. 

lU.^Registro  y  secuestro  de  papeles 

Art.  145.  Cuando  se  hubiere  proce- 
dido á  un  registro  de  papeles,  deberá 
procurarse  que  no  tengan  conocimiento 
de  su  contenido  personas  no  autori- 
zadas. 

Si  el  detentador  de  papeles  no  con- 
sintiere el  registro,  los  papeles  se  trans- 
mitirán  cerrados  y  sellados  al  tribunal. 

La  Sala  de  Consejo  resolverá  inme- 
diatamente en  cuanto  al  punto  de  de- 
terminar si  há  lugar  á  la  práctica  del 
registro  ó  á  devolver  los  papeles. 

Los  papeles  de  que  se  haya  incautado 
la  justicia  y  que  no  puedan  ser  inven- 
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tariados  en  el  mismo  acto,  deberán  ser 
colocados  en  un  sobre,  cerrado  y  sella- 
do con  el  sello  del  tribunal. 

Toda  persona  interesada  y  presente, 
puede  obtener  permiso  para  colocar 
su  sello  en  el  sobre. 

Cuando  se  proceda  á  levantar  los  se- 
llos^ deberá  ser  llamado  á  ñn  de  asistir 
ala  operación. 

Si  no  comparece,  ó  si  por  estar  ausen- 
te no  ha  llegado  á  su  noticia  el  aviso, 
se  pasará  adelante  en  el  levantamiento. 

IV.r-Seeuesiro  y  apertura  de  cartas 
-     y  otros  envíos 

Art.  146.  Si  el  inculpado  estuviese 
detenido  en  razón  de  un  crimen  ó  de  un 
delito,  ó  si  se  hubiere  expedido  manda- 
miento de  conducción  ó  de  arresto  con- 
tra él,  el  Juez  de  instrucción  podrá  se- 
cuestrar los  telegramas,  cartas  y  de- 
más correspondencia  procedente  del 
procesado  ó  al  mismo  dirigida,  y  hacer 
que  se  le  entregue  por  la  Administra- 
ción de  Correos  y  de  Telégrafos  y  de- 
más establecimientos  de  transporte  (1). 

Todas  las  Administraciones  están 
obligadas  ó  suspender  el  curso  de  la 
correspondencia,  á  instancia  del  Minis- 
terio público,  hasta  que  recaiga  resolu- 
ción del  Juez  de  instrucción.  Si  no  reca- 
yese resolución  dentro  de  tres  días,  los 
establecimientos  de  transporte  no  es- 
tán obligados  á  diferir  la  remisión  por 
más  tiempo. 

Art.  147.  Los  envíos  ocupados  no 
podrán  abrirse  más  que  por  el  Jue;z 


(1)  El  secreto  de  la  correspondencia  se  halla 
protegido  por  la  ley  Constitucional  de  21  de  Di- 
ciembre de  1867  (art.  10),  y  por  una  ley  de  6  de 
Abril  de  1870|  relativa  especialmente  á  esta  ma- 


teria. 


de  instrucción,  y  con  el  asentimiento 
del  procesado. 

Si  el  procesado  no  consiente,  obten- 
drá previamente  el  consentimiento  de 
la  Sala  de  Consejo,  salvo  en  caso  de 
urgencia. 

Al  hacer  la  apertura,  de  la  que  deberá 
extenderse  acta,  se  respetará  el  sello,  y 
el  sobre  y  dirección  ge  conservarán  de 
iguaLmodo  (1). 

Art.  148.  El  secuestro  de  los  env(09 
deberá  inmediatamente  participarse,  ó 
á  lo  más  dentro  de  veinticuatro  ho- 
ras, al  inculpado,  ó  sí  estuviere  ausen- 
te, á  uno  de  los  suyos.  Si  se  hubiere 
procedido  á  la  apertura  de  los  envíos, 
los  telegramas  y  las  cartas  serán  co- 
municadas en  original  ó  copia,  en  todo 
ó  en  parte,  al  inculpado  ó  á  los  desti- 
natarios, á  menos  que  esta  comunica- 
ción dé  por  resultado  el  perjudicar  á  la 
instrucción. 

Si  el  procesado  estuviere  ausente ,  la 
comunicación  se  hará  á  uno  de  los  su- 
yos; en  defecto  de  éstos,  el  Juez  de  ins- 
trucción remitirá  la  carta  al  expedicio- 
nario, si  entendiere  que  asi  debe  ha- 
cerse en  interés  de  este  último,  ó,  si  el 
telegrama  ó  la  carta  debiere  quedar  en 
los  autos,  le  dará  cuenta  del  secuestro. 

Art.  149.  Los  envíos  secuestrados 
cuya  apertura  no  se  estime  necesaria, 
deben  ser  transmitidos  sin  dilación  al 
destinatario  ó  devueltos  al  estableci- 
miento de  transporte. 

CAPÍTULO  XIII.—DEL  EXAMEN  DE 
LOS  TESTIGOS 

Art.  150.  En  general,  la  persona  ci- 
tada como  testigo  está  obligada  á  obe- 
decer á  la  citación  y  á  declarar  en  justi- 


(1)    Aun  en  el  caso  previsto  por  el  art.  18*7,  el 
artículo  147  no  tiene  excepción. 
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cía  cuaato  sepa  respecto  á  los  hechos 
que  fuesen  objeto  de  la  instrucción. 

Art,  151.  No  pueden  ser  oídos  como 
testigos,  bajo  pena  de  nulidad  de  su  de- 
posición: 

1.**  Los  eclesiásticos,  sobre  los  he- 
chos que  se  les  hubieren  revelado 
en  la  confesión  ó  bajo  el  carácter  del 
secreto  profesional  eclesiástico; 

2.**  Los  funcionarios  del  Estado  (1), 
cuando  no  puedan  deponer  sin  violar  el 
secreto  profesional  que  tienen  impues- 
to, á  menos  que  no  sean  desligados  de 
su  obligación  por  sus  superiores  je- 
rárquicos; 

3."  Las  personas  que  al  tiempo  en 
que  deban  deponer  no  se  hallaren,  en 
razón  á  su  estado  físico  ó  de  su  situa- 
ción de  ánimo,  en  disposición  de  decir 
la  verdad. 

Art.  152.  Están  dispensados  de  la 
obligación  de  declarar: 

1.®  Los  parientes  y  afines  del  incul- 
pado en  línea  recta  ascendente  y  des- 
cendente, su  cónyuge,  los  hermanos  y 
hermanas  de  sus  cónyuges,  sus  herma- 
nos y  hermanas,  y  los  cónyuges  de  és- 
tos, los  hermanos  y  hermanas  de  su  pa- 
dre, madre,  abuelos  y  abuelas,  sus  so- 
brinos, sobrinas,  primos  hermanos,  sus 
padres  adoptivos,  sus  hijos  adoptivos 
y  su  pupilo; 

2.®  El  defensor  relativamente  á  los 
hechos  que  le  hubieren  sido  confiados 
por  el  inculpado,  en  su  cualidad  de  de- 
fensor. 

Si  una  de  las  personas  citadas  como 
testigos  estuviere  en  una  de  las  rela- 
ciones arriba  expresadas  con  uno  solo 
ó  varios  coinculpados,  no  podrá  negar- 
se á  testificar  respecto  de  los  demás,  á 
no  ser  en  el  caso  de  que  no  fuera  posi* 


(1)    Del  Estado,  pero  no  de  la  provincia  ni  del 
municipio. 


ble  no  comprender  más  que  estos  últi- 
mos en  su  declaración. 

El  Juez  de  instrucción  deberá  adver- 
tir á  las  personas  llamadas  como  testi- 
gos, sea  antes  de  su  examen,  sea,  al 
menos,  tan  luego  como  se  advierta  la 
naturaleza  de  sus  relaciones  con  el  in- 
culpado, que  tienen  derecho  á  negarse 
á  declarar. 

En  el  acta  de  la  declaración  se  hará 
mención  de  lo  que  manifestare  el  testi- 
go en  contestación  á  dicha  advertencia. 

Si  el  testigo  no  hubiere  renunciado 
expresamente  al  derecho  que  tiene  de 
negarse  á  declarar,  su  declaración  será 
nula. 

Art.  153.  El  testigo  no.  puede  ser 
apremiado  á  declarar  ó  á  contestar 
una  pregunta,  cuando  su  declaración 
ó  su  contestación  ocasionase  un  per- 
juicio material  ó  moral,  directo  é  im- 
portante, bien  á  su  fortuna  ó  á  su  per- 
sona, bien  á  la  persona  ó  á  la  fortuna 
de  uno  de  los  suyos  (art.  152,  párra- 
fo 1.°),  á  menos  que  el  asunto  sea  espe- 
cialmente grave. 

Art.  154.  Las  personas  que  por  en- 
fermedad ó  por  dolencia  estuvieren  im- 
pedidas de  comparecer  ante  el  tribu- 
nal, pueden  ser  oídas  en  su  domicilio. 

Art.  155.  Los  individuos  de  la  Casa 
Imperial  serán  examinados  como  testi- 
gos por  el  Gran  Mariscal  de  la  Ck)rte, 
ó,  fuera  de  Viena,  por  el  Presidente  del 
Tribunal  de  justicia  de  primera  instan- 
cia del  lugar  de  su  residencia  ó  habita- 
ción. 

Art.  156.  Si  el  testigo  residiere  fuera 
del  distrito  del  Juez  de  partido  del  lu- 
gar de  residencia  del  Juez  de  instruc- 
ción, por  regla  general  há  lugar  á  dar 
comisión  para  recibir  la  declaración 
del  testigo,  al  Juez  de  partido  en  cuyo 
territorio  resida. 

Sin  embargo ,  si  el  Juez  de  instruc- 
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ci6n  estimare  que  es  necesario  que  el 
mismo  oiga  al  testigo,  ya  ¿ñn  de  que 
la  deposición  sea  completa, ya  para  evi- 
tar dilaciones,  podrá  citarle  para  que 
comparezca  ante  éi,  directamente  ó  por 
medio  del  Juezde  partido  en  cuyo  terri- 
torio resida  el  testigo. 

Si  el  testigo  no  pudiere  trasladarse 
sino  con  grandes  dificultades  ó  gastos 
muy  considerables,  el  Juez  de  instruc- 
ción podrá  oirle  en  el  lugar  de  su  resi- 
dencia. 

Sin  embargo,  cuando  éste  se  halle 
situado  fuera  del  territorio  del  Tribu- 
nal de  justicia  al  que  pertenezca,  debe- 
rá dar  conocimiento  inmediatamente 
al  Tribunal  de  justicia  competente. 

Art.  15?.  Si  los  testigos  que  hayan 
de  examinarse  residieren  fuera  de  los 
países  representados  en  el  Reichsratb, 
habrá  lugar,  por  regla  general,  á  ex- 
hortar al  Juez  extranjero  competente 
para  recibir  su  declaración. 

El  exhorto  deberá  contener  los  datos 
necesarios,  indicar  las  preguntas  que 
hayan  de  formularse,  con  encargo  de 
provocar,  según  los  circunstancias,  las 
manifestaciones  del  testigo  respecto  de 
las  demás  cuyo  interés  revelare  su  de- 
claración. 

Sin  embargo,  si  la  comparecencia  del 
testigo  ante  el  Tribunal  se  creyere  ne- 
cesaria, cuando  no  se  presentare  vo- 
luntariamente deberá  darse  cuenta  al 
Ministro  de  Justicia. 

Art.  158.  Sija  persona  que  hubiere 
de  declarar  ejerciere  funciones  ó  estu- 
viese empleada  en  un  servicio  público, 
y  debiere  ser  reemplazada  durante  el 
tiempo  que  estuviere  impedida,  en  in- 
terés de  la  seguridad  pública  ó  en  otro 
interés  público,  deberá  darse  aviso  de 
la  citación,  a!  mismo  tiempo  que  fuere 
expedida,  &  su  superior  inmediato. 

Esta  prescripción  se  aplicará  igual- 
Tomo  IX. — iNSTiTLciuNBajciiiuiou. 


mente  en  el  caso  en  que  la  persona  ci- 
tada estuviere  empleada  en  los  cami- 
nos de  hierro,  en  los  vapores,  en  las 
minas,  las  fundiciones,  forjas,  en  los 
servicios  sanitarios  del  Estado  ó  de  los 
ayuntamientos,  en  el  servicio  público  ó 
privado  de  los  bosques. 

Art.  15!:).  Si  el  testigo  no  obedeciere 
á  la  citación  que  se  le  hubiere  hecho, 
se  le  citará  de  nuevo  bajo  apercibi- 
miento de  una  multa  de  100  florines  co- 
mo máximum,  en  el  caso  de  que  no 
comparezca,  y  de  expedir  contra  él  un 
mandamiento  de  conducción. 

Si  no  compareciere  y  no  alegare  ex- 
cusa suflciente,  el  Juez  de  instrucción  le 
impondrá  la  multa  y  expedirá  contra 
él  el  mandamiento  de  conducción. 

En  los  casos  urgentes,  el  Juez  de  ins- 
trucción podrá  expedir  contra  él  man- 
damiento de  conducción  después  de  la 
primera  falta,  sin  causa  justificada;  los 
gastos  de  la  ejecución  del  mandamien- 
to serán  de  cuenta  del  testigo. 

Art.  160.  Si  el  testigo  compareciere, 
pero  se  negare,  sin  motivo  admitido  pcH* 
la  ley,  á  declarar  ó  á  prestar  juramento, 
el  Juez  de  instrucción  podrá  imponerle- 
una  multa  de  100  florines  como  máxU 
mum,  y  si  persistiere  en  su  negativa  y 
el  asunto  fuere  importante,  el  arresto 
por  seis  semanas  como  máximum,  sin 
que  por  ello  se  suspenda  la  prosecución 
ó  conclusión  del  sumario  (1). 

Art.  161.  Los  testigos  que  pertenez- 
can á  la  jurisdicción  militar  podrán, 
según  lo  que  el  Juez  de  instrucción  esti- 
mare conveniente,  ser  examinados  por 
él  como  los  demás  testigos  ó  por  el  Juez 
militar  de  la  jurisdicción  á  que  perte- 
nezcan (2). 


(1)    Viaae  el  art.  248. 

(3)    Svgiía  los  CAdigos  de  procedimÍBoto  penal 
cId  1850,  art.  164,  7  de  I8S3.  art.  130,  loa  milita- 
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En  el  primer  caso,  el  Juez  de  instruc- 
ción deberá  dirigir  la  citación  al  jefe 
del  cuerpo  ó  al  jefe  de  la  estación  mili- 
tar más  próxima;  en  el'  segundo  caso, 
deberá  pedir  al  Juez  militar  de  que  de- 
penda el  testigo,  que  reciba  su  decla- 
ración. 

La  declaración  de  las  personas  que 
forman  parte  de  la  gendarmería,  del 
prebostazgo  militar  y  de  la  policía  de 
seguridad,  será  recibida  de  la  misma 
manera  que  la  de  los  testigos  no  mili- 
tares. 

Sin  embargo,  á  los  jefes  de  los  cuer- 
pos se  les  citará  sol  o  directamente;  sus 
subordinados  recibirán  la  citación  por 
medio  de  sus  superiores,  álos  que  toca 
tomar  las  medidas  necesarias  para  ha- 
cerlos comparecer  ante  la  autoridad 
ordinaria. 

Si  un  testigo  sujeto  á  la  jurisdicción 
militar  se  negare  á.  comparecer  ante  el 
Juez  de  instrucción,  ó  á  declarar  cuan- 
do para  ello  fuere  requerido,  ó  á  pres- 
tar juramento,  el  Juez  de  instrucción 
se  dirigirá  directamente  al  superior  de 
este  testigo,  y  el  superior  deberá  apli- 
car la  ley  al  testigo  reacio. 

Árt.  162.  Los  testigos  deberán  exa- 
minarse por  el  Juez  de  instrucción  se- 
paradamente y  sin  asistencia  del  acu- 
sador, de  la  parte  civil,  ni  del  procesado 
y  demás  testigos.  Se  les  permitirá  sen- 
tarse durante  su  declaración. 

Art.  163.  Si  el  testigo  no  entendiere 
la  lengua  usada  en  el  tribunal,  no  podrá 
recibirse  su  declaración  sin  el  auxilio 
de  un  intérprete,  á  no  ser  que  el  Juez  de 
instrucción  y  el  Escribano  posean  sufi- 
cientemente el  idioma  que  el  testigo 
hable. 


res  citados  como  testigos  no  podían  ser  interro- 
gados por  el  Juez  de  instrucción  sino  en  las  loca- 
lidades en  que  no  existía  Juez  militar. 


Si  fuere  necesario,  se  unirá  á  los 
autos  una  traducción  certificada  del 
acta  en  el  lenguaje  usual  del  tribunal. 

Excepto  en  este  caso,  el  testigo  sólo 
podrá  examinarse  con  la  asistencia  de 
un  intérprete  juramentado. 

La  declaración  <ieberá  consignarse 
en  un  acta,  extendida  en  la  lengua  usa- 
da por  el  testigo  y  traducida  en  la  del 
tribunal. 

El  intérprete  podrá  emplearse  como 
Escribano. 

Art.  164.  Si  el  testigo  fuere  sordo, 
se  le  formularán  las  preguntas  por  es- 
crito, y  si  fuere  mudo,  se  le  mandará 
contestar  por  escrito. 

Cuando  fuere  imposible  recurrir  á 
este  medio  de  examen,  la  declaración 
del  testigo  se  recibirá  con  asistencia  de 
una  ó  más  personas  que  conozcan  el 
lenguaje  de  signos  en  que  se  exprese, 
ó  tengan  la  facultad  de  comprender  á 
los  sordo-mudos. 

Estas  personas  deberán  prestar  pre- 
viamente juramento  en  calidad  de  in- 
térpretes. 

Art.  165.  Al  testigo  deberá  advertír- 
sele, antes  de  declarar,  que  en  contesta- 
ción á  las  preguntas  que  le  fueren  diri- 
gidas deberá  decir  la  verdad  con  toda 
ciencia  y  conciencia,  sin  omitir  nada  y 
formular  su  declaración  de  tal  manera 
que  pueda  ratificarse  bajo  juramento  si 
para  ello  fuere  requerido.  ^ 

Art.  166.  El  Juez  preguntará  en  se- 
guida al  testigo  por  sus-nombres,  ape- 
llidos, edad,  lugar  de  nacimiento,  reli- 
gión, estado,  profesión,  industria  ó 
empleo,  domicilio,  y  si  há  lugar,  le  inte- 
rrogará sobre  los  demás  puntos  concer- 
nientes á  su  personalidad,  particular- 
mente sobre  sus  relaciones  con  el  pro- 
cesado ó  cualquier  otra  persona  intere- 
sada en  la  instrucción. 

El  Juez  podrá,  cuando  según  las  par- 
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ticu]€a*es  circunstancias  del  asunto  lo 
estimase  absolutamente  necesario^  pre- 
guntar al  testigo  si  ha  estado  compli- 
cado en  un  sumario  y  cuál  haya  sido  su 
resultado. 

Art.  167.  El  Juez  deberá  dejar  al  tes- 
tigo narrar,  sin  interrumpirle,  los  he* 
chos  sobre  que  versare  su  testimonio,  y 
después  proveciera  las  explicaciones 
complementarias  ó  de  naturaleza,  á  ha- 
cer desaparecer  los  puntos  oscuros  y 
las  contradicciones. 

El  testigo  deberá  ser,  especialmente, 
preguntado  cómo  el  hecho  ha  llegado  á 
su  conocimiento. 

El  Juez  deberá  evitar,  en  cuanto  sea 
posible,  el  precisar  en  las  preguntas 
•que  dirija,  las  circunstancias  de  hecho 
sobre  las  que  el  testigo  haya  de  expli- 
carse por  primera  vez  en  su  contes- 
tación. 

Cuando  se  formularen  preguntas  de 
esta  clase,  deberá  hacerse  mención  en 
el  acta. 

Art.  168.  Cuando  hubiere  lugar  al 
reconocimiento  por  el  testigo  de  per- 
sonas ú  objetos,  se  le  presentarán  des- 
pués que  hubiere  hecho  una  descrip- 
ción exacta,  con  detalle  de  los  signos 
distintivos. 

Si  las  declaraciones  de  los  testigos 
estuviesen  en  desacuerdo  sobre  puntos 
importantes,  el  Juez  de  instrucción  po- 
drá recurrir  á  un  careo. 

Por  regla  general,  el  careo  no  podrá 
celebrarse  entre  más  de  dos  personas  á 
la  vez. 

Las  personas  careadas  deberán  exa- 
minarse, la  una  después  de  la  otra, 
acerca  de  cada  una  de  las  circunstan- 
cias respecto  á  las  que  estuviesen  en 
desacuerdo. 

Sus  contestaciones  se  consignarán 
en  el  acta. 

Art.  169.    El  juramento  sólo  se  exi- 


girá á  los  testigos  en  el  sumario  cuan- 
do se  tema  que  con  motivo  de  una 
enfermedad,  de  una  ausencia,  de  la 
falta  de  residencia  ñja,  ó  por  cualquier 
otro  motivo,  no  puedan  presentarse 
ante  el  tribunal  al  tiempo  de  los  deba- 
tes, ó  si  el  acusador  ó  inculpado  pre- 
tendiesen, por  motivos  graves,  que  el 
juramento  se  exija,  ó  si  el  Juez  de  ins- 
trucción creyere  que  no  podía  obtener 
la  verdad  entera  sin  que  la  declaración 
se  prestara  bajo  juramento  (1). 

Art.  170.  El  juramento  no  podrá 
prestarse,  bajo  pena  de  nulidad: 

1 .®  Por  las  personas  con v  ictas  ó  sos- 
pechosas de  haber  cometido  ó  tenido 
participación  en  el  hecho  punible  con 
ocasión  del  que  fueren  ofdas; 

2.^  Por  las  que  fueren  buscadas  en 
razón  de  un  crimen,  ó  que  hubieren 
sido  condenadas  por  crimen  á  una  pena 
de  privación  de  libertad  y  no  hubieren 
extinguido  su  condena; 

3.®  Por  las  que  hubieren  sido  ya  con- 
denadas por  falso  testimonio  ó  falso 
juramento; 

4.^  Por  las  que  en  el  momento  de  su 
examen  no  hayan  cumplido  catorce 
años; 

5.^  Por  aquellas  cuyas  facultades  de 
percepción  y  de  memoria  estuvieren 
notablemente  debilitadas; 

6.°  Por  las  que  vivan  en  estado  de 
enemistad  con  los  inculpados  á  los  que 
su  declaración  se  reñera,  si  esta  ene- 
mistad, habida  consideración  á  las  per- 
sonas y  á  los  acontecimientos,  fuere  de 
tal  naturaleza  que  quitase  crédito  á  su 
testimonio; 


(1)  Es  principio  observado  en  Austria,  que  el 
testigo  no  debe  prestar  juramento  dos  veces,  por- 
que la  multiplicidad  de  juramentos  compromete 
la  dignidad  y  la  santidad.  Se  comprende,  por 
tanto,  la  razón  de  que  la  ley  no  exija  el  juramen- 
to sino  con  motivo  de  los  debates. 


'!*. 
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7."  Por  las  que  en  su  declaración 
hubieren  indicado  circunstancias  que 
estuviere  demostrado  no  eran  verdade- 
ras, y  que  no  puedan  demostrar  que  su 
declaración  sobre  este  punto  sea  el  re- 
sultado de  un  error  involuntario. 

Art.  171.  El  testigo  prestará  jura- 
mento ante  el  Juez  instructor,  inmedia- 
tamente después  de  su  declaración,  en 
las  formas  prescritas  por  la  ley  de  3 
de  Mayo  de  1868  (Boletín  de  las  leyes  del 
Imperio,  núm.  33)  (1). 

Art.  172.  A  la  persona  ofendida  por 
el  crimen  ó  delito,  deberá  preguntarse, 
cuando  se  la  oiga  como  testigo,  si  se 
muestra  parte  en  el  procedimiento. 

Aun  en  este  caso,  y  cuando  se  consti- 
tuya en  acusador,  le  serán  aplicables 
todas  las  prescripciones  relativas  al 
examen  de  los  testigos. 

CAPÍTULO  XIV.— DE  LA  CITACIÓN,  DEL 
MANDAMIENTO  DE  CONDUCCIÓN,  DE  LA 
DETENCIÓN  PREVENTIVA  Y  DEL  AUTO  DE 
PRISIÓN  (2). 

l.—De  la  ciiación 

Art.  173.  Si  la  ley  no  ordenare  otra  co- 
sa, al  procesado  se  le  deberá  citar  sim- 
plemente para  ser  oído.  A  este  efecto,  el 
Juez  de  instrucción  le  dirigirá  una  ci- 
tación, redactada  por  escrito,  cerrada 
y  firmada  por  él.  Esta  invitación  debe- 


(1)  Véase  el  art.  169  de  este  Código,  y  el  4.'' 
y  5.°  de  la  ley  de  3  de  Mayo  de  1868. 

(2)  En  el  Código  de  1803,  la  prisión  preventi- 
va era  la  regla;  el  Código  de  1850  rechaza  este 
principio  y  ha  establecido  reglas  referentes  al 
mandamiento  de  conducción,  la  simple  detención, 
á  la  prisión  preventiva  y  á  la  excarcelación  bajo 
fianza.  El  Código  de  1853  reprodujo,  en  general, 
las  disposiciones  del  Código  de  1850,  acerca  de  lo 
consignado  en  los  artículos  174  y  siguientes. 


rá  contener  la  designación  del  tribunal 
y  la  de  la  persona  citada,  la  exposición' 
sumaria  del  objeto  de  la  instrucción,  el 
lugar,  el  día  y  la  hora  de  la  compare- 
cencia, y  además  el  aviso  de  que  el  ci- 
tado será  oído  como  inculpsuio,  y,  si  no 
compareciere,  aprehendido  para  ser 
conducido  ante  él  tribunal. 

II.— DeZ  mandamiento  deeonduceión,  de 

m 

la  detención  preventioa  y  del  auto  de 
prisión. 

Art.  174.  Si  la  persona  citada  no 
compareciese  ni  presentare  motivos  de 
excusa  suficientes,  procederá  decretar 
contra  la  misma  un  mandamiento  de 
conducción. 

Art.  175.  El  Juez  de  instrucción  po- 
drá hacer  conducir,  y  ordenar  la  deten- 
ción preventiva  del  individuo  sospecho- 
so de  un  crimen  ó  de  un  delito,  sin  ha- 
berle previamente  citado: 

1.°  Cuando  este  individuo  hubiese 
sido  cogido  infraganii,  ó  designado  por 
la  policía  para  su  persecución,  ó  por  el 
rumor  público  como  autor  presunto  de 
un  crimen  ó  de  un  delito  que  acaba  de 
cometerse,  ó  encontrado  con  armas  ú 
objetos  provenientes  del  crimen  ó  del 
delito,  ó  que  demuestren  que  tuvo  en  él 
participación; 

2.^  Cuando  hubiere  hecho  prepara- 
tivos para  emprender  la  fuga,  ó  si,  ya 
en  razón  á  la  gravedad  de  la  pena  que 
le  amenaza,  ya  por  la  de  su  modo  de 
vivir,  ya  porque  fuere  desconocido  en 
el  país  ó  porque  no  estuviere  natura- 
lizado, ya  por  cualquier  otro  motivo 
importante,  haya  lugar  á  presumir  que 
emprenderá  la  huida; 

3.°  Cuando  hubiere  intentado  cohi- 
bir á  los  testigos,  á  los  peritos  ó  á  sus 
coprocesados,  á  fin  de  impedir  el  descu- 
brimiento de  la  verdad,  ya  de  destruir, 
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para  entorpecer  la  instrucción,  las  hue- 
llas del  crimen  ó  del  delito,  ó  cuando 
hubiere  motivos  graves  para  creer  que 
intenta  hacerlo; 

4.°  Cuando  hubiere  lugar  á  temer, 
según  ciertas  circunstancias,  que  el 
procesado  ejecute  de  nuevo  el  hecho  ó 
lleve  á  efecto  su  tentativa  ó  sus  ame- 
nazas. 

Cuando  se  trate  de  un  crimen  casti- 
gado por  la  ley  con  la  pena  de  muerte 
ó  diez  años  á  lo  menos  de  reclusión,  el 
Juez  de  instrucción  deberá  decretar  in- 
mediatamente un  mandamiento  de  pri- 
sión contra  el  autor  presunto. 

Art.  176.  En  estos  casos  (art.  175) 
decretará  un  mandamiento  de  prisión 
motivado,  que  deberá  notificarse  inme- 
diatamente al  procesado  en  el  acto  de 
su  prisión,  ó  lo  más  tarde  dentro  de 
veinticuatro  horas. 

Cuando  haya  lugar  á  prender  una  de 
las  personas  mencionadas  en  el  artícu- 
lo 158,  debe  darso  aviso  á  su  superior 
inmediato  á  seguida  de  la  prisión,  y, 
si  no  hay  inconveniente  en  hacerlo, 
antes  de  la  ejecución  del  mandamien- 
to de  prisión. 

Deberá  darse  aviso  de  la  libertad  tan 
luego  como  hubiere  sido  decretada. 

Art.  177.  Excepcionalmente,  el  indi- 
viduo sospechoso  de  un  crimen  ó  de 
un  delito,  podrá  ser  detenido  y  preso 
provisionalmente,  sin  orden  escrita, 
para  ser  conducido  ante  el  Juez  de  ins- 
trucción, y  esto  aun  por  orden  del  Juez 
incompetente  para  la  instrucción  ó  de 
las  autoridades  de  policía: 

1.°  En  el  caso  mencionado  en  el  ar- 
tículo 175,  núm.  1.®; 

2.**  En  los  casos  del  art.  175,  núme- 
ros 2.°,  3.°  y  4.**,  si  hubiere  peligro  en 
esperar  el  mandamiento  del  Juez. 

El  individuo  preso  deberá  ser  interro- 
gado sin  dilación  por  el  Juez  ó  el  fun- 


cionario de  policía.  Si  no  existe  motivo 
para  mantener  la  prisión,  debe  ser  in- 
mediatamente puesto  en  libertad;  en  el 
caso  contrario,  deberá  entregarse,  den- 
tro de  cuarenta  y  ocho  horas,  al  Juez  de 
instrucción. 

Art.  178.  El  Juez  de  partido  compe- 
tente para  proceder  á  las  diligencias 
preliminares  (art.  89),  puede,  cuando  el 
procesado,  después  del  interrogatorio, 
parezca  ser  el  presunto  autor  del  hecho 
que  se  le  impute,  y  cuando  se  encuentre 
en  uno  de  los  casos  previstos  por  el  ar- 
tículo 175,  decidir  que  continúe  deteni- 
do hasta  que  recaiga  acuerdo  del  Juez 
de  instrucción. 

Esta  decisión  y  sus  motivos  se  notifi- 
carán verbalmente  al  inculpado.  Del 
cumplimiento  de  esta  formalidad  debe- 
rá hacerse  mención  en  el  acta.  Sin  em- 
bargo, si  el  procesado  lo  pide,  deberá 
ser  entregado  al  Juez  de  instrucción 
dentro  de  cuarenta  y  ocho  horas  lo  más 
tarde. 

Art.  179.  Todo  individuo  entregado 
ala  justicia  ó  conducido  en  ejecución 
de  un  mandamiento  del  Juez  de  instruc- 
ción, deberá  ser  interrogado  por  éste 
dentro  de  veinticuatro  horas.  En  caso 
de  imposibilidad,  continuará  detenido; 
pero  deberá  ser  interrogado  tan  luego 
como  sea  posible,  dentro  de  tres  días 
á  lo  sumo,  y  el  motivo  del  retraso  de- 
berá consignarse  en  el  acta. 

Después  del  interrogatorio,  el  Juez 
de  instrucción  decidirá  inmediatamente 
si  há  lugar  á  poner  al  procesado  en  li- 
bertad ó  dictar  el  auto  de  prisión. 

Art.  180.  El  inculpado  (1)  sólo  podrá 
ser  preso  preventivamente  cuando,  des- 


(I)  El  inculpado,  es  decir,  el  individuo  que 
fuere  objeto  de  una  querella  con  motivo  de  un 
hecho  cualquiera,  denunciado  por  un  acusador 
autorizado,  ó  contra  el  que  se  haya  presentado  uh 


S  políticas  y  jurídicas 


Deberán  ser  interrogados,  dentro  de 
tres  días  lo  más  tarde,  por  el  Juez  com- 
petente, y  puestos  en  libertad,  &  ex- 
cepción de  aquellos  contra  los  cuales 
se  hubiere  dictado  auto  de  prisión. 

Art.  ISZ.  Cuando  el  Juez  de  inslruc- 
ción  se  traslade  en  caso  de  flagrante 
delito  para  la  práctica  de  diligencia!, 
podrá  prohibir  á  los  individuos  que 
juzgue  necesario  retener,  abandonar  gu 
residencia  durante  el  dfa  y  aun  en  el 
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La  infracción  de  esta  disposición  pue- 
de castigarse  por  el  Juez  de  instrucción, 
según  las  circunstancias,  con  una  mul- 
ta de  50 florines comomáxímum.  Puede 
decretarse  también  mandamienio  de 
prisión  contra  el  desobediente. 

lll.— Del  tratamiento  de  los  deteaidov 
preoenticamente 

Art.  183.  La  detención  preventiva, 
asi  como  la  prisión  provisional,  deberá 
ejecutarse  de  manera  que  se  perjudi- 
que lo  menos  posible  la  persona  y  la 
reputación  del  procesado. 

Su  libertad  no  deberá  ser  restringida 
sino  dentro  de  los  limites  estricta- 
mente necesarios  para  asegurarse  de 
su  persona  é  impedir  las  comunicacio- 
nes que  puedan  comprometer  el  resul- 
tado de  la  instrucción. 

Art.  184.  Los  individuos  presos  de- 
ben estar,  en  cuanto  sea  posible,  aisla 
dos  unos  de  otros.  Cuando  esta  separa- 
ción no  se  ¡jueda  lograr,  el  Juez  deberá 
cuidar  de  que  las  personas  de  direrenic 
sexo  no  estén  reunidas  y  que  los  proce- 
sados no  estén  juntos  en  una  misma 
prisión;  que  los  criminales  aún  no  en- 
durecidos ó  los  jóvenes  no  estén  dete- 
nidos con  criminales  endurecidos  y  do 
edad  madura. 

Deberá  también  tenerse  en  cuenta,  en 
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esta  digtribuciún  de  loe  detenidos,  su 
grado  de  educación  y  la  naturaleza 
del  crimen  ó  delito  que  Be  les  atribuya. 

Art.  185.  Los  presos  que  tengan  los 
recursosneceearios,  podrán  procurarse 
á  sus  expensas  las  comodidades  y  ocu- 
paciones compatibles  con  el  objeto  de 
su  detención,  autorizadas  por  el  regla- 
mento de  la  cárcel  y  que  no  comprome- 
tan la  seguridad. 

Art.  186.  Cuando  el  preso  reclame  la 
visita  de  un  médico  ó  de  un  eclesiásti- 
co de  su  confeeión;  elegido  por  él-,  6 
cuando  sus  parientes  ó  las  personas 
que  tengan  relacione»,  por  negocios, 
con  él,  ó  cuyos  consejeros  quieran  visi- 
tarle, et  permiso  deberá  concedérseles 
dentro  de  las  condiciones  prescritas  por 
e!  reglamento  de  la  cárcel. 

Estas  visitas  se  verificarán  en  pre- 
sencia de  un  funcionario  judicial,  y  pue- 
den prohibirse  enteramente  por  el  Juez 
cuando  medien  circunstancias  en  que 
so  crea  puedan  perjudicar  á  la  instruc- 
ción. 

Art.  187.  El  preso  no  puede  recibir  ó 
dirigir  telegramas,  cartas  ó  correspon- 
dencia de  cualquiera  clase,  sin  que  el 
Juez  de  instrucción  tenga  conocimiento 
de  ello,  y  cuando  sea  de  temer  que  per- 
judique la  instrucción,  solamente  des- 
pués que  el  Juez  los  haya  leído  y  no  es- 
timara que  hay  inconveniente  en  dejar- 
los llegar  á  su  destino. 

I.a  facultad  de  escribir  á  los  funcio- 
narios superiores  del  orden  judicial  no 
deberá  negarse  al  preso. 

Art.  188.  No  deberá  recurrirso  apo- 
ner hierros  al  preso  sino  en  caso  de 
desobediencia,  de  violencia  ó  rte  rebe- 
lión, ó  en  el  caso  de  que  hubiese  inten- 
tado ó  hecho  preparativos  de  fuga.  Es- 
ta medida  deberá  ser  temporal,  y  sólo 
se  sostendrá  durante  el  tiempo  estricta- 
mente necesario. 


Art.  189.  El  Juez  del  partido,  asi 
como  el  Presidente  del  Tribunal  de  jus- 
ticia de  primera  instancia,  están  obli- 
gados á  visitar,  al  menos  una  vez  por 
semana,  de  improviso,  acompañados  de 
un  funcionario  judicial,  las  prisiones 
situadas  en  su  territorio,  interrogar  á 
los  presos,  sin  asistencia  de  los  carce- 
leros, acerca  de  la  manera  con  que  se 
les  trata  y  alimenta,  y  dar  las  órdenes 
necesarias  para  impedir  los  abusos  que 
hubieren  llegado  á  su  conocimiento. 

IV.— De  la  libertad  bajo  flama  (1)  y  de  la 
excarcelación 

Art.  190.  El  procesado  no  debe  con- 
tinuar detenido  ni  preso  sino  mientras 
subsistan  los  motivos  que  hubieren  de- 
terminado estas  medidas.  Todas  las 
autoridades  que  intervienen  en  el  pro- 
cedimiento están  obligELdas  á  abreviar 
lo  más  posible  esta  prisión. 

Si  el  inculpado  sólo  estuviere  pre- 
so en  virtud  de  uno  de  los  motivos 
mencionados  en  el  art.  175,  número  3.°, 
la  detención  no  deberá,  por  regla  ge- 
neral, pasar  de  dos  meses.  No  obs- 
tante, excepeionalmente,  podrá  á  ins- 
tancia del  Ministerio  público  ó  del  Juez 
de  instrucción,  sostenerse  durante  tres 
meses  á  lo  sumo,  acontar  del  día  en  que 
hubiere  comenzado,  por  el  Tribunal  de 
justicia  de  segunda  instancia,  si  hay 
motivos  graves  y  la  instrucción  exige 
largas  investigaciones. 

Art.  191.  El  Juez  de  instrucción  po- 
drá exigir  al  inculpado  puesto  en  liber- 
tad, que  contraiga  la  obligación  de  no 
alejarse  del  lugar  de  su  residencia  sin 
consentimiento  del  Juez,  hasta  que  la 


{!)  El  Código  de  1803  no  «dmitía  U  Jibertad 
bajo  6aDiii,  establecida  en  Austria  por  el  Código 
de  1850. 
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instrucción  esté  definitivamente  termi- 
nada, de  no  ocultarse  ni  tratar  de  en- 
torpecer el  procedimiento.  La  inobser- 
vancia de  esta  obligación  llevará  con- 
sigo la  prisión  del  inculpado. 

Art.  192.  Si  no  se  tratase  de  un  cri- 
men castigado  con  la  pena  de  muerte  ó 
de  cinco  años  de  reclusión  á  lo  menos, 
el  individuo  preso  porque  se  tema  su 
fuga  deberá  ser,  &  su  instancia,  puesto 
en  libertad  provisional,  con  fianza  ó  con 
garantía  de  una  suma  determinada,  por 
la  Sala  de  Consejo,  teniendo  en  cuenta 
la  gravedad  del  acto  punible  (1),  la  per- 
sona del  preso  y  la  fortuna  de  la  que 
preste  la  fianza.  El  procesado  deberá, 
además,  contraer  laobligación  mencio- 
nada en  el  art.  191. 

Art.  193.  El  importe  de  la  fianza  será 
depositado  judicialmente,  ya  en  nume- 
rario, ya  en  uno  de  los  valores  en  que 
la  ley  exige  el  empleo  de  los  fondos  de 
los  menores  ó  de  los  incapacitados, 
evaluados  al  precio  de  cotización  de  la 
Bolsa  el  dta  de  la  inversión.  Puede  ser 
garantido  por  una  hipoteca  sobre  in- 
muebles ó  por  un  fiador  solvente  (pá- 
rrafo 1.374,  Código  ecDÜ  general  austría- 
co) (¿)  que  se  obligue  á  pagar. 

Bl  importe  de  la  caución  debe  ser 
declarado  confiscado  por  el  tribunal,  si 
el  procesada  abandonasin  autorización 
el  lugar  de  su  residencia  ó  no  compa- 
rece dentro  de  tres  días  ante  el  tribu- 
nal, en  virtud  de  citación  que  se  le  haya 
dirigido,  la  que,  si  no  pudo  ser  hallado. 


(I]  Rea ulta de BsU disposición,  que  debe  tener- 
9fl  en  cuenU,  en  la  Bprecisción  de  U  suma  que 
bayo,  de  determinarsa,  el  importe  de  loa  daBos  y 
perjuicio?  declarados  í.  In  parte  lesionada. 

(2)  Este  articulo  considera  como  fiador  solven- 
ta á  la  persona  que  posea  una  reg'ular  fortuna  j 
que  pueda  ser  demandada  ante  los  tribunales  da 
la  provincia. 


se  colocará  á  la  puerta  de  su  caga  ha- 
bitación. 

Esta  condena,  desde  que  tenga  fuerza 
de  cosa  juzgada,  puede,  como  cualquier 
otra  sentencia,  ser  ejecutada. 

El  importe  de  la  caución  confiscada 
deberá  ingresar  en  el  Tesoro;  sin  em- 
bargo, la  parte  ofendida  por  el  acto  pu- 
nible tiene  derecho  á  pedir  que  quede 
afecta  privilegiadamente  y  hasta  ta 
concurrencia  debida,  al  pago  de  los  da. 
ños  y  perjuicios. 

Art.  194  El  Tribunal  de  justicia  de 
segunda  instancia,  en  cumplimiento  de 
las  prescripciones  precedentes  relati- 
vEts  á  la  prestación  de  fianza  ó  de  ga- 
rantía, podrá  decidir  que  el  procesado 
continúe  preso  ó  se  le  ponga  en  liber- 
tad, aun  cuando  se  trate  de  crimen  cas- 
tigado con  una  pena  de  cinco  anos  de 
reclusión  como  mínimum. 

Art,  195.  Cuando  el  procesado,  des- 
pués de  obtener  su  libertad,  haga  pre- 
parativos para  emprender  la  fuga,  6 
cuando  sobrevinieren  nuevas  circuns- 
tancias que  exigieren  su  detencióo, 
deberá  ser  preso,  no  obstante  la  fianza, 
que  se  cancelará  desde  que  la  prisión 
baya  comenzado. 

Lo  mismosucederá  cuando  el  proce- 
dimiento hubiere  terminado  por  un  so- 
breseimiento ó  por  una  sentencia  deñ- 
nitiva. 

Art.  19S.  Fuera  del  caso  de  poner  en 
libertad  sin  fianza  y  de  espirar  el  térini- 
no  fijado  por  el  art.  190,  párrafo  2.°,  la 
prisión  se  levantará  por  auto  del  Juez 
de  instrucción,  con  asentimiento  del 
Ministerio  público.  En  caso  de  diseiftj- 
miento  entre  el  Ministerio  público  y  el 
Juez  de  instrucción,  decidirá  la  Sala  de 
Consejo. 

Art- 197,  El  recurso  del  Ministerio 
público  contra  la  decisión  de  la  Sala  de 
Consejo  ordenando  la  libertad,  con  6 
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sin  fianza,  sólo  tendrá  efecto  suspen- 
sivo cuando  fuere  interpuesto  antes 
de  espirar  el  término  de  tres  días,  á 
contar  desde  el  momento  en  que  la  de- 
cisión fuese  conocida  (1). 

CAPÍTULO   XV.— DE    LA    INDAGATORIA 
(VERNBHMUNG)  DEL  INCULPADO 

Art.  198.  En  el  curso  del  sumario, 
indagará  el  Juez  instructor  al  inculpa- 
do, sin  que  lo  presencien  ni  el  acusador 
ni  otra  persona  que  no  esté  autorizada 
por  la  ley.  Deberá  precederse  en  la  in- 
dagatoria con  moderación  y  paciencia. 

Por  regla  general  la  indagatoria  será 
oral.  Sin  embargo,  el  Juez  de  instruc- 
ción podrá  permitir  que  se  conteste  por 
escrito  á  ciertos  puntos  difíciles  de  ex- 
plicar. Los  testigos  instrumentales  no 
podrán  asistir  á  la  indagatoria  del  pro- 
cesado sino  cuando  el  Juez  de  ins- 
trucción lo  juzgue  necesario,,  ó  cuando 
el  inculpado  lo  pidiere. 

En  el  caso  en  que  el  preso  lleve  hie- 
rros, deben  serle  quitados  durante  la 
indagatc^ia,  si  no  hubiere  peligro  en 
hacerlo.  El  inculpado  permanecerá  así 
durante  la  indagatoria.  Si  no  entiende 
la  lengua  oñcial  del  tribunal,  ó  si  fuere 
sordo  ó  mudo,  habrá  lugar  á  la  aplica- 
ción de  las  disposiciones  de  los  artícu- 
los 163  y  164. 

Art.  199.  El  Juez  de  instrucción  ad- 
vertirá al  inculpado,  antes  de  principiar 


(1}  Cuando  el  Ministerio  fiscal  se  limitará 
anunciar  la  interposición  del  recurso,  sin  llegar 
á  deducirlo  en  forma,  dentro  de  los  tres  días  se- 
ñalados en  el  artículo,  no  produce  el  recurso  efec- 
to suspensivo  alg'uno,  y  el  inculpado  deberá  ser 
puesto  en  libertad  al  terminar  el  tercer  día.  Es 
muy  justo  que  el  simple  anuncio,  desprovisto  de 
motivos  del  recurso,  no  baste  á  suspender  el  efec- 
to de  un  acuerdo  tan  importante  para  el  inculpado. 


la  indagatoria,  que  debe  contestar  de 
una  manera  precisa,  clara  y  conforme 
á  la  verdad,  á  las  preguntas  que  se  le 
dirijan. 

Después  de  haberle  indagado  sobre 
los  puntos  concernientes  á  la  respon- 
sabilidad, el  Juez  de  instrucción  le  in- 
dicará, en  términos  generales,  el  crimen 
ó  delito  por  el  que  se  le  hacen  cargos,  y 
le  pondrá  en  situación  de  explicarse,  en 
una  relación  seguiday  circunstanciada, 
sobre  los  hechos  objeto  de  la  inculpa- 
ción. Las  preguntas  que  se  formulen  á 
continuación  deberán  tender,  sin  digre- 
siones inútiles,  á  completar  esta  rela- 
ción y  á  hacer  que  desaparezcan  las  os- 
curidades ó  las  contradicciones:  debe- 
rán formularse  de  modo  que  se  den  á 
conocer  al  inculpado  todos  los  motivos 
de  sospecha  que  pesen  sobre  él,  de  suer- 
te que  pueda  destruirlos  ó  confirmarlos. 
Si  invoca  hechos  ó  pruebas  en  su  des- 
cargo, habrá  lugar  á  comprobar  estas 
alegaciones,  á  meíios  que  no  tengan 
manifiestamente  por  objeto  retrasar  la 
instrucción  de  la  causa. 

Art.  200.  Las  preguntas  dirigidas  al 
procesado  no  deberán  ser  ni  vagas,  ni 
oscuras,  ni  ambiguas,  ni  capciosas. 
Deberán  derivarse  una  de  otra  en  un 
orden  lógico. 

Se  deberá  también  evitar  particular- 
mente formular  preguntas  que  impli- 
quen el  reconocimiento  por  el  inculpa- 
do de  un  hecho  que  no  hubiere  aún 
confesado. 

Las  preguntas  que  indiquen  al  incul- 
pado circunstancias  de  hecho,  que  su 
contestación  pueda  sólo  fijar,  ó  que  le 
designaren  con  ayuda  de  nombres  pro- 
pios ó  de  otros  signos  fácilmente  cog- 
noscibles los  cómplices  que  se  buscan, 
no  podrán  ser  formuladas  sino  cuando 
no  existiese  otro  medio  de  conducirle  á 
explicarse  sobre  estos  puntos.  En  tales 
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casos  las  preguntas  deberán  insertarse 
literalmente  en  el  acta. 

Art.  201.  Los  objetos  que  se  relacio- 
nen con  el  crimen  ó  delito,  ó  que  sirvan 
de  piezas  de  convicción,  después  de 
descritos  por  el  inculpado ,  deberán 
presentársele  para  que  los  reconozca: 
si  no  fuere  posible  ponerlos  &  su  vieta, 
se  le  conducirá  á  presencia  de  estos 
objetos  para  hacérselos  reconocer.  El 
inculpado  podrá  ser  Invitado  á  escribir 
delante  del  Juez  algunas  palabras  6 
algunas  frases,  cuando  esta  medida  se 
creyera  útil,  á  fln  de  quitar  dudas  sobre 
la  autenticidad  de  un  escrito  que  le 
fuese  atribuido,  sin  que,  no  obstante, 
pueda  ejercerse  coacción  al  efecto. 

Art.  2(B.  No  podrán  emplearse  ni 
promesas,  ni  amonestaciones,  ni  ame- 
nazas ó  medios  de  coacción,  para  con- 
seguir del  inculpado  que  conñese  ó 
declare  en  sentido  determinado.  La 
instrucción  no  podrá  retrasarse  con  el 
fln  de  obtener  una  confesión, 

Art.  S03.  Si  el  inculpado  se  negare  á 
contestar  de  una  manera  general  ó  á 
preguntas  determinadas,  ó  si  se  flnge 
sordo,  mudo,  loco  ó  imbécil,  y  si  en  es- 
tos últimos  casos  el  iuer.  de  instrucción 
llegare  á  convencerse  de  la  simulación, 
ya  por  sus  observaciones  personales, 
ya  por  el  examen  de  testigos  ó  peritos, 
deberá  limitarse  á  hacer  notar  al  pro- 
cesado que  su  actitud  no  puede  entor- 
pecer la  instrucción,  y  que  puede  pro- 
ducir el  resultado  de  privarle  de  algu- 
nos medios  de  defensa. 

Art.  204.  Si  posteriores  declaracio- 
nes del  inculpado  contradijeren  sus 
declaraciones  primitivas,  y  en  particu. 
lar  si  se  retracta  de  anteriores  confe- 
siones, deberá  ser  indagado  sobre  el 
móvil  de  estas  contradicciones  y  sobre 
las  causas  de  su  retractación. 

Art.  205.    Cuando  las  contestaciones 


de  un  inculpado  difieran  sobre  punios 
importantes  de  las  declaraciones  de 
los  testigos  que  depongan  contra  el  ú 
de  las  desús  coprocesados,  estos  últi- 
mos no  deberán  ser  careados  con  él 
en  el  curso  del  sumario  sino  cuando 
el  Juez  de  instrucción  lo  considere  ne- 
cesario para  el  exclarccimientode  la 
verdad.  En  estos  careos  se  observará  el 
modo  de  proceder  prescrito  en  el  ar- 
ticulo 168,  aparte  3.°  Las  personas  de- 
signadas en  el  art.  152,  párrafo  1.°, 
cuando  hubieren  consentido  en  ser  oí- 
das como  testigos,  podrán  declinar toüi' 
careo  con  el  procesado,  á  menos  que 
éste  lo  reclame. 

AVt.  306.  I.a  confesión  del  procesada 
no  dispensará  al  Juez  de  instrucción 
del  deber  de  llegar,  en  cuanto  sea  posi- 
ble, ala  demostración  de  los  hectio^. 
Si  la  confesión  fuere  general  y  confir- 
mada por  otros  datos  de  ¡a  instrucción. 
la  obligación  de  proceder  á  nuevas  in- 
vestigaciones quedará  subordinada  á 
]as  pretensiones  especiales  del  acu- 
sador. 

CAPÍTULO  XVI.— DEL  AUTO  DE  PRO- 
CESAMIENTO 

Art.  207.  Corresponde  al  acusador 
solicitar  el  auto  de  procesamiento,  pre- 
sentando el  escrito  de  acusación  (An- 
klagesehrifi). 

El  escrito  de  acusación  deberá  con- 
tener: 

1."    El  nombre  del  procesado; 

2."  La  exposición  de  todas  las  cir- 
cunstancias del  hecho  punible,  deduci- 
das por  la  acusación  contra  el  inculpa- 
do que  sean  de  naturaleza  á  establecer 
la  calificación  legal  del  hecho,  princi- 
palmente las  circunstancias  de  lugar, 
de  tiempo,  de  objeto  ó  cualesquiera 
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Otras  circunstancias  necesarias  para 
determinarla  claramente; 

3.®  La  calificación  legal  del  hecho 
punible  objeto  de  la  acusación,  ó  de  los 
hechos  punibles  contra  los  cuales  se 
dirige  la  acusación,  el  texto  de  la  ley 
cuya  aplicación  se  pide  y  las  indicacio- 
nes necesarias  para  determinar  el  Juez 
competente  (aachliehe  Pustandigkeit); 

4.°  La  indicación  del  tribunal  ante 
el  que  han  de  celebrarse  los  debates. 

Al  escrito  de  acusación  deberán  acom- 
pañar: 

Una  exposición  sucinta,  pero  com- 
pleta, indicando,  sin  interrupción,  el 
conjunto  de  hechos  tal  y  como  se  des- 
prende de  la  denuncia  ó  de  las  actas  de 
las  diligencias  preliminares  y  del  su- 
mario. 

El  escrito  de  acusación  deberá  com- 
prender, además,  en  su  contexto  ó  en 
un  anejo,  la  lista  de  los  testigos  y  pe- 
ritos que  hayan  de  citarse,  asi  como  la 
indicación  de  los  demás  medios  de  prue- 
ba que  el  acusador  se  proponga  utilizar 
en  los  debates. 

El  acusador  puede  también  pedir,  en 
el  escrito  de  acusación,  la  prisión  del 
inculpado. 

Del  escrito  de  acusación  se  presenta- 
rán tantos  ejemplares  cuantos  sean  ne- 
cesarios  para  que  se  entregue  uno  á 
cada  acusado,  quedando  otro  en  poder 
del  Juez  de  instrucción. 

Art.  208.  El  escrito  de  acusación  de- 
berá entregarse  al  Juez  que  haya  dirigi- 
do el  sumario,  y  si  no  hubiere  habido  in- 
formación previa,  al  Presidente  de  la 
Sala  de  Consejo. 

Si  el  Juez  de  instrucción  (ó  el  Presi- 
dente de  la  Sala  de  Consejo)  tiene  al- 
guna duda  en  acordar  respecto  á  la 
pretensión  referente  á  la  prisión  del 
acusado,  la  deferirá  á  la  decisión  de  la 
Sala  de  Consejo. 


Si  no  hubiere  dudas,  ó  si  desapare- 
cen con  la  decisión  de  la  Sala  de  Con- 
sejo, el  Juez  instructor  comunicará  el 
escrito  de  acusación,  con  sus  anejos, 
al  acusado,  y  le  enterará  de  que  puede 
formular  oposición  al  escrito  de  acusa- 
ción, y  provocar  una  decisión  del  Tri- 
bunal de  Justicia  de  segunda  instancia, 
relativamente  á  la  competencia  del  tri- 
bunal designado  en  el  escrito  de  acusa- 
ción, y  la  admisibilidad  del  mismo. 

Art.  209.  Si  el  acusado  estuviere  ya 
preso,  deberá  entregársele  el  escrito 
de  acusación  lo  más  tarde  dentro  de 
veinticuatro  horas;  si  su  prisión  tuvie- 
re lugar  en  virtud  del  escrito  de  acusa- 
ción, deberá  serle  entregado  al  mismo 
tiempo  que  la  orden  de  prisión. 

El  acusado  preso  tiene  un  término  de 
veinticuatro  horas  para  declarar  que 
formula  oposición;  este  término  corre, 
en  el  último  caso,  desde  el  momento  de 
su  ingreso  en  la  cárcel. 

Deberá  formular  oposición  en  los 
ocho  dias  siguientes  por  una  declara- 
ción ante  el  Juez  instructor,  que  exten- 
derá acta  de  la  misma,  ó  por  una  decla- 
ración escrita. 

Si  á  instancia  del  defensor  se  le  en- 
tregara el  escrito  de  acusación,  el  tér- 
mino para  deducir  la  oposición  anun- 
ciada comenzará  á  correr  desde  el  mo- 
mento de  la  entrega  al  defensor. 

Si  el  inculpado  estuviere  en  libertad, 
se  le  entregará  el  escrito  de  acusación, 
advirtiéndole  que  puede  formular  su 
oposición  de  palabra  ó  por  escrito,  ante 
el  J.U6Z  instructor,  en  el  término  de  ocho 
días. 

Art.  210.  Si  la  oposición  no  hubiere 
sido  formulada  dentro  del  término  le- 
gal, ó  si  el  acusado  hubiere  expresa- 
mente renunciado  á  ella,  el  Juez  de  ins- 
trucción dará  cuenta  del  proceso  en  el 
Tribunal  de  justicia  de  primera  instan- 
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Si,  por  e!  contrario,  estima  que  el 
tribuna)  competente  está  situado  en  el 
territorio  de  otro  Tribunal  de  justicia 
de  Begunda  instancia,  se  declarará  in- 
competente y  remitirá  las  piezas  del 
proceso  al  Tribunal  de  justicia  de  se- 
gunda instancia  para  que  proceda  con 
arreglo  á  derecho. 

Art.  213.  Si  el  Tribuna!  de  justicia 
de  segunda  instancia  estima: 

1."  Que  el  hecho  por  el  que  se  hacen 
cargos  al  procesado  no  constituye  un 
acto  punible  de  la  competencia  de  los 
tribunales; 

2."  Que  no  hay  motivos  suficientes 
para  considerar  al  procesado  como 
autor  presunto  del  hecho; 

3."  Que  existen  circunstancias  en 
virtud  de  las  que  el  hecho  no  puede  ser 
castigado  6  perseguido; 

4."  Que  faltan  loe  requisitos  exigí- 
dos  por  la  ley  ó  el  consentimiento  re- 
querido por  la  misma,  de  una  persona 
que  tenga  derecho, 

Decidirá  que  no  puede  admitírsela 
acusación,  y  que  se  sobresea  en  el  pro- 
ceso. 

Si  hubiere  cargos  en  la  acusación,  & 
los  que  no  f\iesen  aplicables  decisiones 
de  esta  naturaleza,  el  Tribunal  dejus- 
ttcia  ordenará  que  los  capítulos  que 
haya  lugar  á  eliminar  no  ñgurenenel 
escrito  de  acusación.  En  el  caso  en  que 
haya  lugar  á  estatuir  que  la  acusación 
quede  sin  curso,  y  un  coacusado  no 
hubiere  formulado  oposición  contra  el 
escrito  de  acusación,  el  Tribunal  de 
justicia  pasará  adelante  como  si  se  hu- 
biere formulado  oposición. 

Art,  214.  Fuera  de  los  casos  previs- 
tos por  los  artículos  311  al  213,  se  deci- 
dirá que  se  tramite  el  escrito  de  acusa- 
ción. 

En  este  caso  deberá  resol  verse  al  mis- 
mo tiempo  sobre  todas  las  cuestiones 
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concernientes  á.  la  acumulación  ó  se- 
paración de  varias  acusaciones,  y  la 
citación  de  testigos  ó  de  peritos.  Ade- 
más se  acordarán  también  las  decisio- 
nes necesarias,  como  en  los  casos  pre- 
vistos en  los  artículos  211  al  213,  res- 
pecto á  la  prisión  del  procesado,  á  su 
remisión  á  otro  tribunal  y  á  su  li- 
bertad. 

Art,  215.  Estas  decisiones  (las  de  los 
artículos  211  al  314)  deberán  ser  moti- 
vadas de  modo  que  no  se  prejuzgue  la 
decisión  del  tribunal  que  conozca  dtí 
fondo  de  la  causa  (1).  En  la  certifica- 
ción de  estas  decisiones  deben  indicar- 
se los  nombres  de  los  Jueces  que  ha- 
yan intervenido  en  ellas  (2), 

Art,  216.  Contra  la  decisión  sobre  Ja 
oposición  sólo  será  admitido  el  recurso 
de  casación  ante  el  Tribunal  Supremo 
en  funciones  como  Tribunal  de  Casa- 
ción, Sólo  podrá  formularse  este  recur- 
so en  los  casos  siguientes: 

1."  Sitas  prescripciones  de  loa  ar- 
tículos 207  al  209,  referentes  á  la  deten 
ción  y  á  la  comunicación,  no  se  han  ob- 
servado; 

2."  Si  el  Tribunal  de  justicia  de  se- 
gunda instancia  no  fuera  competente 
para  estatuir  sobre  la  oposición  ó  hu- 
biere estatuido  irregularmente  com- 
puesto, ó  cuando  uno  de  los  Jueces  que 
hayan  tomado  parte  en  la  decisión  hu- 
biere sido  recusado  con  arreglo  á  dere- 


(1)  El  legislador  ha  tratado  de  impedir  que  las 
decisiones  relstivaa  IL  Iss  oposicioDes  al  escrito  de 
Bcusacifin,  prejuzguen  le  msolucíÚD  deflnitiva.  El 
artículo  341  dispane  aaiíaismo  que  no  deberán 
leerse  etx  los  debates  en  tanto  que  do  desvirlúeo 
loa  cntgaa  contra  el  ínculpsdo. 

{■i)  Esta,  iudicacidn  ea  oecesaria,  i  fiu  de  que 
pueda  saberle  ai  anta  bien  fundada  una  demanda 
referente  á  la  composíciúD  irregular  del  tribunsl. 


cho  Ó  debiere  abstenerse  con  sujeción 
á  la  ley, 

Art.  217.  El  recurso  de  nulidad  pue- 
de formularse  por  el  Fiscal  del  Tribu- 
nal de  justicia  de  segunda  instancia, 
por  el  acusador  privado  y  por  el  proce- 
sado. Deberá  remitirse  al  Juez  de  ins- 
trucción (art.  208,  párrafo  1."),  sea  cual 
fuere  la  persona  que  lo  hubiera  inter- 
puesto, en  los  tres  días  de  la  notifica- 
ción de  la  decisión.  Los  agravios  han 
de  expresarse  en  él  claramente  deter- 
minados. El  Tribunal  Supremo,  en  fun- 
ciones de  Tribunal  de  Casación,  esta- 
tuirá sobre  estos  recursos  en  sesión  se- 
creta, y  oído  el  Fiscal  general.  Si  el  re- 
curso fuere  fundado  (art.  216),  el  tribu- 
nal anulará  la  decisión  del  Tribunal  de 
justicia  de  segunda  instancia ,  orde- 
nando que  se  regularice  el  procedi- 
miento. 

Art.  218.  En  el  caso  que  el  Tribunal 
de  justicia  de  segunda  instancia  decre- 
te el  procesamiento  sin  que  preceda  es- 
crito de  acusación  (artículos  48,  párra- 
fo 2.",  y  114,  párrafo  4."),  su  decisión  de- 
be dictarse  conforme  á  los  artículos  214, 
último  párrafo,  y  al  215.  La  certificación 
de  la  decisión,  que  debe  contener,  en 
cuanto  sea  posible,  las  indicaciones 
prescritas  por  el  art.  207,  concerniente 
al  contenido  del  escrito  de  acusación, 
hará  las  veces,  para  el  procedimiento 
ulterior,  del  escrito  de  acusación. 

Esta  decisión  podrá  ser  objeto  de  un 
recurso  de  casación  conforme  á  los  ar- 
tículos 210  y  217. 

Art.  210.  Cuando  el  inculpado  que- 
dare definitivamenteprocesado,  artícu- 
los 210,  214  y  218)  (1),  la  competencia 

(1)  Se  con8iderar&  definitivo  el  procesamiento 
en  los  cosos  siguientes: 

1.*  Cuando  no  se  baya  formulado  opoaiciAn 
dentro  del  plazo  legal,  6  haya  sido  retirada; 
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del  tribunal  ante  el  que  fuere  remitida 
la  causa  para  que  conozca  de  ella  en  el 
fondo,  ya  por  el  escrito  de  acusación, 
ya  por  la  decieión  recaída  en  -virtud  de 
una  oposición  formulada  contra  dicho 
escrito,  no  puede  ser  controvertida,  y 
los  motivos  de  nulidad  mencionados  en 
el  art.  216  no  pueden  invocarse.  Ade- 
más, el  hecho  de  no  haber  interpuesto 
recurso  contra  el  escrito  de  acusación, 
y  de  np  alegar  los  motivos  de  nulidad, 
no  influye  sobre  el  procedimiento  ulte- 


CAPÍTULO    XVII.— DE   LOS   PRBLlMrHA- 
RE3  DE  LOS  DEBATES  (1) 

Art.  220.  El  acusado  preso,  por  re- 
gla general  (art.  221,  párrafo 2"),  den- 
tro de  tres  días  siguientes  al  en  que 
haya  sido  definitivamente  decretado  el 
procesamiento,  deberá  ser  trasladadoá 
la  cárcel  del  Tribunal  de  justicia  antes 
de  que  hayan  de  celebrarse  los  de- 
bates. 

Si  estuviere  acusado  de  un  crimen  de 
la  competencia  del  Jurado,  deberá  ser 
indagado  en  la  cárcel,  dentro  de  veinti- 


3.°  Cunodo  se  haja  formulado  la  opoBÍciín, 
pero  haya  sido  desechada  por  el  Tribunal  de  jus- 
ticia de  segunda  iostaocia; 

9.*  Cuando  et  procesamiento  se  hajrn  formula- 
do por  al  Tribunal  de  segunila  instancia  (artícu- 
los 48,  párrafo  2°,  3H  y  318  del  presente  Cfidlgo) 
y  no  se  haya  impugnada  esta  decisión  ó  el  recur- 
so de  casación  interpuesto  contra  ella  no  hubiere 
prosperado. 

(1)  El  procedimiento  á  que  ne  reGere  este  capf- 
tuto,  es  el  comprendido  eclre  et  procesamiento 
y  la  apertura  da  los  debatas.  Puede  llamársele 
tprocedimiaüo  intermedio,  t  El  Código  austríaco, 
como  otros  muchos  alemanes,  la  designa  con  el 
nombre  de  Vorberaituagm  zur  HaaptverhaiHUting 
(preparativos  6  preliminares  de  loa  delralea). 


cuatro  horas,  por  el  Presidente  del  Tri- 
bunal del  Jurado  ó  el  que  haga  sus  ve- 
ces, ó  por  el  Presidente  del  Tribunal  de 
justicia  de  primera  instancia. 

Deberá  ser  preguntado  si  tiene  algo 
que  añadir  ó  modiflcar  en  las  declara- 
ciones que  haya  prestado  en  el  su- 
marte. 

Al  mismo  tiempo  será  invitado  &  ele- 
gir un  defensor,  si  no  le  tuviere,  y  si  no 
accede  á  esta  invitación,  le  será  desig- 
nado uno  de  oficio  (artículos  41  y  42). 

Si  el  acusado  no  estuviere  preso,  el 
Presidente  puede  citarle  para  ser  inda- 
gado, ó  que  se  proceda  á  la  indagato- 
ria por  el  Juez  del  partido  en  cuyo  te- 
rritorio se  encuentre. 

Art.  221.  El  dia  de  la  celebracióD  de 
los  debates  se  fijará  por  el  Presidente, 
de  modo  que  el  acusado  tenga  un  tér- 
mino al  menos  de  tres  días,  y  sí  se  tra- 
ta de  un  crimen  de  la  competencia  del 
Tribunal  del  Jurado,  al  menos  de  ocho 
dias,  para  preparar  su  defensa;  esto 
bajo  pena  de  nulidad  déla  citación,  á 
no  ser  que  el  acusado  consienta  en  que 
el  plazo  se  abrevie. 

Deberá  darse  conocimiento  del  dia 
Ajado  al  acusado  y  á  su  defensor,  al 
Ministerio  público,  y,  si  los  hubiere,  al 
acusador  privado  y  á  la  parte  civil  (1]. 
La  cédula  de  citación  entregada  al 
acusado  deberá  tener  la  advertencia  de 
que,  en  el  caso  de  no  comparecencia, 
según  las  circunstancias,  ora  se  pa- 
sará á  los  debates  en  su  ausencia  ú 
se  decretará  un  mandamiento  de  con- 
ducción contra  él,  ora,  si  el  manda- 
miento no  pudiere  ser  "expedido  con 
arreglo  &  derecho,  á  ordenarse  que  los 
debates  sean  aplazados  á  su  costa,  y 
que  será  conducido  para  comparecer 


(1)    Véase  el  art.  42. 
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Los  testigos  y  los  peritos  deben  ser 
igualmente  citados,  de  manera  que,  por 
regla  general,  medie  un  lapso  de  tiempo 
de  tres  días  entre  la  notiñeación  de  la 
citación  y  el  día  fljadp  para  los  de- 
bates. 

De  ordinario,  los  debates  tendrán  lu- 
gar donde  resida  el  Tribunal  de  prime- 
ra instancia. 

Sin  embargo,  el  Presidente  podrá, 
salvo  en  el  caso  previsto  por  el  art.  297, 
párrafo  3.^,  ordenar,  después  de  haber 
.oído  al  acusador,  que  se  celebren  en  la 
residencia  del  Juez  de  partido  en  cuyo 
territorio  haya  sido  ejecutado  el  acto. 

Si  hubiere  lugar  á  prever  que  los,  de- 
bates serán  de  larga  duración,  se  dis- 
pondrá que  uno  ó  dos  Jueces  suplentes 
asistan  á  los  mismos,  á  ñn  de  reem- 
plazar á  los  Jueces  que  puedan  resul- 
tar impedido3. 

Art.  222.  Si  el  acusador,  la  parte 
civil  ó  el  acusado  quisieran  proponer 
la  citación  de  testigos,  ó  peritos  no  de- 
signados para  ser  citados  en  el  escrito 
.  de  acusación,  ó  por  la  decisión  recaída 
á  virtud  de  oposición  formulada  con- 
tra el  mismo,  deberá  anunciarlo  en 
tiempo  hábil  al  Presidente,  indicando 
los  hechos  y  puntos  sobre  que  los  tes- 
tigos deben  ser  interrogados  (1). 

La  lista  de  estos  testigos  y  peritos 
deberá  ser  comunicada  al  adversario, 
lo  más  tarde,  tres  días  antes  de  los  de- 
bates. 

Si  se  opusiere  á  su  examen,  no  po- 
drán ser  interrogados,  sin  perjuicio,  no 
obstante,  del  poder  atribuido  sobre  este 
particular  al  Presidente  (art.  254)  (2). 


Art.  223.  Las  disposiciones  concer- 
nientes á  las  formas  en  las  que  deben 
ser  citados  y  oídos  los  testigos  en  ge- 
neral, se  aplicarán  á  los  que  dependen 
de  la  jurisdicción  militar. 

El  Juez  deberá  hacer  que  se  practique 
la  citación  para  comparecer  á  declarar 
en  los  debates,  como  en  el  sumario,  por 
medio  de  las  autoridades  militares,  se- 
gún las  distinciones  hechas  en  el  ar- 
tículo 161. 

Art.  224.  Si  el  acusado  ó  su  defensor 
pretendiesen  que  se  hagan  investiga- 
ciones sobre  un  punto  interesante  á  la 
defensa,  el  Presidente,,  si  estima  esta 
pretensión  fundada,  hará  se  proceda 
sin  pé^'dida  de  tiempo  á  la  comproba- 
ción (1),  y  cuando  se  haya  practicado, 
sedará  conocimiento  al  acusador  y  al 
acusado,  ó  su  defensor,  á  los  efectos 
que  en  derecho  correspondan. 

El  acusador  y  la  parte  civil  pueden 
igualmente  obtener  que  se  complete  la 
instrucción. 

La  discusión  sobre  los  resultados  de 
estas  comprobaciones  suplementarias 
ien^TÁ  lugar,  por  regla  general,  en  el 
curso  de  los  debates  (art.  227). 

Art.  225..  Si  el  Presidente  creyera 
que  no  debía  accederse  alas  pretensio- 
nes formuladas  en  virtud  de  los  ar- 
tículos 222  y  224,  la  Sala  de  Consejo  es 
la  llamada  á  estatuir. 

Habrá  lugar  igualmente  á  estatuir  por 
la  SaladeConsejo^cuandoel  Presidente 
estima  que  no  es  conveniente  el  citar 
todos  los  testigos  y  peritos  nominal- 
mente  designados  en  un  escrito  de  aicu- 


(1)  Véanse  los  artículos  20*7,  222  y  225  de  este 
C6dif];ó. 

(2}  Sfii  refiere  al  poder  discrecional  del  Presi- 
dento  en  el  curso  de  los  debates. 


(1)  El  Presidente  no  podría,  durante  el  proce- 
dimiento  preparatorio,  citar  testigos  páralos  de- 
bates ú  ordenar  la  práctica  de  nuevas  diligencias, 
puesto  que  él  tiene  esta  facultad,  fundada  en  su 
poder  discrecional,  y  éste  sólo  puede  ejercitarlo 
durante  los  debates  (art.  254]. 


■^ 
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sación  que  no  ha  sido  objeto  de  opo- 
sición. 

Contra  las  decisiones  de  la  Sala  de 
Consejo  no  se  da  recurso  alguno. 

Sin  embargo,  la  pretensión  puede  ser 
reproducida  en  el  curso  de  los  debates. 

Art.  226.  Si  el  acusado  demuestra 
que,  en  razón  al  mal  estado  de  su  sa- 
lud ó  de  un  obstáculo  insuperable  no. 
puede  comparecer  en  los  debates,  ó 
si  el  acusador  ó  el  acusado  pidieren^ 
fundándose  en  otros  motivos  graves, 
el  aplazamiento  de  los  debates,  se  re- 
solverá por  la  Sala  de  Consejo. 

El  aplazamiento  no  puede  tener  lugar 
en  razón  de  hallarse  impedido  el  de- 
fensor, sino  cuando  el  impedimento 
haya  sido  conocido  del  acusado  ó  del 
tribunal  demasiado  tarde  para  que 
pueda  ser  elegido  ó  designado  otro  de- 
fensor. 

Art.  227.  Si  el  acusador  abandona  la 
acusación  antes  del  principio  de  los  de- 
bates, la  Sala  de  Consejo  dictará  la  de- 
cisión de  no  há  lugar,  y  ordenará  que 
no  sigan  adelante  los  debates. 

Cuando  se  hubiere  procedido  á  com- 
probaciones judiciales  después  de  de- 
cretarse el  procesamiento,  el  acusador 
tiene  derecho,  antes  de  dar  principio  á 
los  debates,  de  retirar  su  escrito  de 
acusación,  presentando  uno  nuevo  con- 
forme al  capítulo  XV. 

La  Sala  de  Consejo  dictará  las  pro- 
videncias necesarias  en  lo  que  concier- 
ne á  la  detención  del  acusado  (1). 


(l)    Véase  el  art.  48,  número  3.°,  y  el  49  de 
este  Código. 


CAPÍTULO  XVIII.— DE  LOS  DEBATES 
ANTE  LOS  TRIBUNALES  DE  JUSTICIA  DE 
PRIMERA  INSTANCIA  Y  DE  LOS  RECURSOS 
LEGALES  CONTRA  SUS  FALLOS. 

1.— Debatea  y  sentencias 

1.*^— Publicidad  de  los  debates 

Art.  228.  Lq|  debates  son  públicos 
bajo  pena  de  nulidad. 

Los  adultos,  y  sin  armas,  son  los  úni- 
cos admitidos  á  asistir  como  oyentes  á 
los  debates. 

No  obstante,  el  acceso  no  puede  ser 
prohibido  á  las  personas,  que  están 
obligadas  á  llevar  armas  en  razón  del 
servicio  público  que  llenan. 

Art.  229.  La  publicidad  de  los  de- 
bates no  podrá  prohibirse  sino  por 
motivos  que  interesen  las  buenas  cos- 
tumbres y  el  orden  público.  El  Tribunal 
de  justicia  ordenará,  de  oficio  ó  á  ins- 
tancia del  acusador  ó  del  acusado,  y 
después  de  haber  deliberado  en  secre- 
to y  por  decisión  escrita  y  motivada, 
contra  la  cual  no  se  da  ningún  recur- 
so, que  los  debates  sean  á  puerta  ce- 
rrada (1). 

Art.  230.  Después  de  la  lectura  pú- 
blica de  esta  decisión,  todos  los  asis- 
tentes deben  retirarse. 

Las  personas  ofendidas  por  el  acto 
punible,  los  Jueces  en  ejercicio,  los 
miembros  del  Ministerio  público,  los 
funcionarios  del  Ministerio  de  Justicia 
y  las  personas  que  figuran  en  la  lisia 
de  defensores,  no  deben  nunca  ser  ex- 
cluidos de  la  Audiencia. 

El  acusado,  la  parte  civil  ó  el  acusa- 


(1)  Como  complemento  de  éste,  yéase  lo  dis- 
puesto en  los  artículos  220,  238,  237  y  456  de  este 
Código. 
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(lor  privado  pueden  pedir  que  tres  per- 
sonas de  su  intimidad  sean  admitidas 
á  asistir  á  los  debates. 

Art.  231.  La  visita  á  puerta  cerrada 
puede  pedirse  en  las  condiciones  del 
articulo  229,  después  del  llamamiento 
de  la  causa^  en  un  momento  cualquiera 
del  debate. 

El  público  puede  ser  excluido  en  una 
parte  del  procedimiento  ó  hasta  que 
quede  conclusa  la  causa. 

En  todo  caso,  el  fallo  debe  dictarse 
en  sesión  pública. 


2." — FuncioDes  del  Presidente  (1)  y  del  Tribunal 
de  justicia  durante  los  debates. 


Art.  232.  El  Presidente  dirige  los  de- 
bates. 

Está  obligado  á  proseguir  la  investi- 
gación de  la  verdad,  y,  en  su  conse- 
cuencia, á  impedir  toda  discusión  que 
tienda  á  prolongar  el  debate  sin  sumi- 
nistrar datos  útiles. 

Examinará  al  acusado  y  á  los  testi- 
gos y  ñjará  el  orden  en  el  que  deban 
hacer  uso  de  la  palabra  los  que  la  pi- 
dan; si  hubiere  varios  capítulos  de  acu- 
sación, podrá  ordenar  que  sean  trata- 
dos separadamente  todos  ó  parte  de 
ellos. 

Art.  233.  Corresponde  al  Presidente 
mantener  en  la  sala  de  audiencia  el 
buen  orden,  la  tranquilidad  y  la  decen- 
cia exigida  por  la  dignidad  de  la  jus- 
ticia. 

Toda  persona  interrogada  ú  oída  por 


(1)  Podrá  observarse  de  la  simple  lectura  del 
Código  que  las  facultades  del  Presidente  son  nu- 
merosas y  muy  importantes;  pero  también  se 
verá  que  se  ha  eludido  cuidadosamente  otorgarle 
un  poder  ilimitado. 
'Tomo  IX.— Instituciones  juslDio^é. 


el  tribunal,  ó  que  dirija  la  palabra  á 
los  Jueces,  deberá  hablar  de  pié. 

El  Presidente  podrá,  sin  embargo, 
hacer  excepciones  en  razón  del  estado 
físico  de  la  persona  que  hable  ó  de  la 
larga  duración  del  interrogatorio. 

Las  señales  de  aprobación  ó  desapro- 
bación están  prohibidas. 

El  Presidente  tiene  derecho  á  llamar 
al  orden  á  las  personas  que  perturben 
la  audiencia  úe  este  modo  ó  de  cual- 
quier otro,  y,  si  há  lugar,  á  hacer  salir 
de  la  sala  de  audiencia  á  todo  ó  parte 
del  auditorio. 

Si  algún  individuo  contraviniera  á 
sus  órdenes  ó  comenzase  de  nuevo  á 
perturbar  la  audiencia,  el  Presidente 
podrá  hacerle  prender,  y,  según  las  cir- 
cunstancias, condenarle  á  ocho  días  de 
arresto  como  máximum. 

Si  esta  persona  estuviere  sujeta  á  la 
jurisdicción  militar,  el  Presidente  po- 
drá hacerle  expulsar  y  reclamar  su  cas- 
tigo á  la  autoridad  militar  más  pró- 
xima. 

Art.  234.  Cuando  el  acusado,  por  su 
conducta  inconveniente,  perturbe  los 
debates,  y  persista,  á  pesar  de  las  ad- 
vertencias del  Presidente  y  de  la  ame- 
naza de  hacerlo  salir  del  local,  el  tri- 
bunal podrá  decidir  que  se  le  expulse  de 
la  audiencia  por  cierto  tiempo  ó  por 
toda  la  duración  de  los  debates,  que  la 
causa  continúe  sin  asistencia  del  acu- 
sado y  que  la  sentencia  sea  puesta  en 
su  conocimiento  por  un  miembro  del 
tribunal  en  presencia  del  secretario. 

Art.  235.  El  Presidente  deberá  cui- 
dar que  no  se  profieran  injurias  contra 
nadie  y  que  no  se  dirijan  acusaciones 
evidentemente  infundadas  ó  sin  rela- 
ción con  la  causa. 

Si  el  acusado,  el  acusador  privado,  la 
parte  civil,  un  testigo  ó  un  perito  se  per. 
mitiese  manifestaciones  de  esta  clase^ 
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caldos  de  conrormidad  con  los  articn- 
los  233  al  235  y  23fl,  párrafos  1."  y  2. be- 
berán ser  ejecutados  inmediatamente. 

No  se  da  ningún  recurso  contra  los 
mismos. 

Si  la  conducta  del  acusado,  de  que  se 
ha  hablado  en  las  disposiciones:  prece- 
dentes, constituyere  un  acto  punible 
previsto  en  las  leyes  penales,  habrá 
lugar  á  aplicar  las  disposiciones  del 
articulo  278. 

La  declaración  de  la  persona  ofendi- 
da ó  de  aquél  que  fué  lesionado  en  sus 
derechos,  reservándose  el  de  mostrar- 
se parte  en  razón  del  acto  punible  de 
que  ha  sido  victima  ó  renunciándolo, 
no  obsta  para  la  aplicación  de  las  dis- 
posiciones penales  de  los  artículos  233 
al  236. 

Art.  238.  Cuando  en  el  curso  de  lo? 
debates  las  partes  formulen  pretensio- 
nes contradictorias  concernientes  á 
puntos  del  procedimiento,  ó  si  el  Pre- 
sidente estima  que  no  debe  admitir  una 
pretensión  de  esta  ciase  aún  no  comba- 
tida, el  tribunal  estatuirá  inmediata- 
mente sobre  e!  incidente;  su  decisiún 
no  puede  ser  objeto  de  un  recurso  es- 
pecial que  suspenda  los  debates. 

La  decisión  deberá,  en  todo  caso,  ser 
motivada  y  consignada  en  el  acta. 

8.'— Principio  de  lo3  debites 

Art.  239.  Los  debates  comenzarán 
con  el  anuncio  de  la  causa  por  el  Escri- 
bano. 

El  acusado  comparecerá  sin  hierros. 
Si  estuviere  preso  será  acompañado 
por  guardias. 

Las  piezas  de  convicción  que  deben 
ser  presentadas  al  acusado  y  á  los  tes- 
tigos para  su  reconocimiento,  deberán 
traerse  á  la  sala  de  audiencia  antes  del 
comienzo  de  los  debates. 
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Arl.  240.  El  Presidente  preguntará 
al  acuBado  su  nombre,  apellidos,  edad, 
lugar  de  nacimiento,  término  munici- 
pal á  que  pertenezca,  su  religión,  su 
condición,  su  industria  ó  au  profesión, 
y  el  lugar  de  su  residencia. 

Eq  seguida  llamará  su  atención  so- 
lare la  acusación  dirigida  contra  él  y 
sobre  los  debates. 

Art.  241.  Acto  seguido  procederá  al 
llamamiento  de  los  testigos  citados  y 
de  los  peritos. 

El  Presidente,  después  de  haberles 
recordado  la  santidad  del  juramento 
que  van  6  prestar,  les  invitará  á  entrar 
en  la  sala  que  les  esté  destinada. 

El  acusador  privado  y  la  parte  civil, 
cuando  deban  ser  oídos  como  testigos 
y  permanecer  alejados  de  la  sala  de 
audiencia,  podrán  también  hacerse  re- 
presentar en  los  debates  por  otra  per- 
sona para  atender  á  que  no  se  merme 
su  derecho. 

El  Presidente  adoptará  las  medidas 
necefiarias  para  impedir  las  comunica- 
ciones y  coloquios  entre  los  testigos. 

En  lo  que  concierne  á  los  peritos,  el 
Presidente  podrá;  en  todos  los  casos  en 
que  lo  estime  útil  para  el  descubrimien- 
to de  la  verdad,  ordenar  que  permanez- 
can en  la  sala  de  audiencia  durante  el 
interrogalorio  del  acusado  y  el  examen 
de  los  testigos. 

Arl.  242.  Cuando  algún  testigo  ó  pe- 
rito, desatendiendo  la  citación  que  se 
le  haya  hecho,  no  comparezcan  en  los 
debates,  el  Tribunal  de  justicia  podrá 
ordenar  que  se  les  conduzca  inmedia- 
tamente. 

Si  fuere  imposible  hacerlo,  el  tribu- 
nal, después  de  haber  oído  al  acusador 
y  al  acusado  ó  á  su  defensor,  decidiiá 
si  los  debates  han  de  aplazarse  ó  si  han 
de  continuar,  supliendo  la  audición 
del  testigo  ó  del  perito  con  la  lectura 


de  las  declaraciones  prestadas  por  los 
mismos  en  el  sumario. 

Al  que  no  comparezca  se  le  condena- 
rá á  una  multa  de  5  á  50  florines. 

Si  los  debates  se  aplazasen,  deberá 
además  pagar  las  costas  que  ocasiona- 
re el  aplazamiento. 

Además  podrá  ser  expedido  un  man- 
damiento de  presentación  para  asegu- 
rar la  comparecencia  en  el  día  indi- 
cado. 

Art.  243.  El  testigo  ó  perito  podrá 
formular  oposición  ante  el  tribunal  & 
la  resolución  dictada,  de  conformidad 
con  el  artículo  precedente,  en  ios  ocho 
dias  siguientes  al  de  la  notificación  que 
se  le  haya  hecho. 

Cuando  demostrare  que  no  ha  recibi- 
do la  citación  ó  que  un  impedimento 
imprevisto  é  inevitable  no  le  ha  permi- 
tido comparecer,  quedará  libre  de -las 
condenas  impuestas. 

Podrá  obtener  una  disminución  de  la 
pena  ó  de  la  cifra  que  alcancen  las  cos- 
tas impuestas,  cuando  demuestre  que 
la  pena  aplicada  no  está  en  proporción 
ala  falta,  ó  que  las  costas  impuestas 
no  han  sido  Integramente  ocasionadas 
por  su  no  comparecencia. 

Si  la  oposición  no  se  formulare  hasta 
después  de  la  clausura  de  los  debates, 
el  Tribunal  de  justicia  de  primera  ins- 
tancia estatuirá  en  sesión  secreta,  en 
número  de  tres  Jueces,  de  los  que  uno 
ocupará  la  presidencia. 

La  decisión  dictada  en  virtud  de  la 
oposición,  no  es  susceptible  de  recurso 
alguno. 

Art.  244.  Después  que  los  testigos  se 
hayan  retirado,  el  Presidente,  bajo  pe- 
na de  nulidad,  mandará  proceder  &  la 
lectura  del  escrito  de  acusación,  y,  si 
procediere,  de  la  decisión  que  desesti- 
me un  capitulo  del  escrito  de  acusación. 
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4.**— Del  interrogatorio  del  acusado 

Art.  245.  El  Presidente  interrogará 
en  seguida  al  acusado  sobre  los  hechos 
de  los  que  resulten  cargos. 

Sí  el  inculpado  declara  que  no  es  res- 
ponsable de  los  hechos  por  que  se  le 
acuse,  el  Presidente  deberá  advertirle 
que  tiene  derecho  á  exponer,  en  contes- 
tación á  la  acusación,  el  resumen  de  la 
causa  y  formular  observaciones  sobre 
cada  una  de  las  pruebas. 

Si  el  acusado  se  aparta  de  sus  decla- 
raciones anteriores,  deberá  ser  interro- 
gado sobre  las  razones  que  motivan  es- 
tas divergencias. 

En  este  caso,  y  cuando  el  acusado  se 
niegue  á  contestar,  el  Presidente  podrá 
mandar  que  se  dé  lectura  de  toda  ó  de 
parte  del  acta  en  que  aparecen  consig- 
nadas las  declaraciones  anteriores. 

El  Presidente  deberá  dejar  al  acusa- 
do contestar  libremente  á  las  pregun- 
tas que  le  fueren  dirigidas. 

El  acusado  podrá  conferenciar  con 
su  defensor,  aun  durante  el  curso  de 
los  debates;  no  podrá,  sin  embargo, 
consultar  con  él  después  que  se  le  diri- 
ja una  pregunta  sobre  la  contestación 
que  deba  dar. 

5.°— De  la  pr&ctica  de  la  prueba 

Art.  246.  Después  del  interrogatorio 
del  acusado,  se  practicarán  las  pruebas 
en  el  orden  que  se  fije  por  el  Presi- 
dente. 

Por  regla  general,  se  practicarán  pri- 
mero las  pruebas  aducidas  por  el  acu- 
sador. 

El  acusador  y  el  acusado  podrán, 
durante  el  curso  de  los  debates,  renun- 
ciar á  un  medio  de  prueba,  á  menos 
que  la  parte  contraria  se  oponga. 


Art.  247.  Los  testigos  y  los  peritos 
se  les  llamará  uno  por  uno,  y  se  les 
examinará  en  presencia  del  acusado. 

Antes  de  su  examen  se  les  advertirá 
que  están  obligados  á  decir  la  verdad. 

A  los  peritos  ya  juramentados  y  los 
testigos  que  hubieren  prestado  jura- 
mento en  el  período  anterior  del  proce- 
dimiento, deberá  recordárseles  la  san* 
tidad  del  juramento  que  han  prestado. 

Fuera  de  este  caso  deberán,  bajo 
pena  de  nulidad,  prestar  juramento 
conforme  á  la  ley  de  3  de  Mayo  de  1868 
(Boletín  legislativo  del  imperio,  nAm.^), 
después  de  haber  contestado  alas  pre- 
guntas generales  y  antes  de  comenzar 
su  deposición  (1). 

Estarán  exceptuados  aquellos  cuyo 
juramento  no  pueda  ser  recibido,  con 
sujeción  al  art.  170,  ap.  1.**  al  6." 

Cuando  el  acusador  y  el  acusado 
consientan  en  ello,  podrá  prescindirse 
del  juramento,  que  podrá  prestarse 
después  del  examen  del  testigo. 

Art.  248.  El  Presidente  deberá  ob- 
servar en  el  examen  de  los  testigos  y 
peritos  las  formas  prescritas  al  Juez  de 
instrucción  en  el  capitulo  de  la  instruc- 
ción (2),  en  tanto  que  puedan  concillar- 
se con  el  curso  de  los  debates. 

Cuidará  de  que  el  testigo  no  exami- 
nado todavía  no  asista  á  la  práctica  de 
las  pruebas  en  general,  y  que  el  perito 
no  oído  aún  esté  presente  cuando  otro 
perito  deponga  acerca  del  punto  res- 
pecto a!  que  haya  de  declarar  el  mismo. 

El  Presidente  podrá  carear  los  testi- 
gos cuyas  declaraciones  difieran. 

Los  testigos  ó  los  peritos  no  podrán 
abandonar  la  sesión,  después  de  haber 


(1)  Como    complemento,   véanse   los  artícu- 
los  159  y  siguientes,  y  el  354  de  este  Código. 

(2)  Véase  el  capítulo  X. 
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declarado,  sin  autorización  del  Presi- 
dente. 

Está  prohibido  á  ios  testigos  pregun- 
tar la  razón  de  sus  declaraciones. 

Después  del  examen  de  cada  uno  de 
los  testigos,  de  los  peritos  ó  de  los  co- 
acusados, deberá  preguntarse  al  acu- 
sado si  tiene  alguna  objeción  que  ha- 
cer á  la  declaración  que  acaba  de  oir. 

Art.  249.  Además  del  Presidente,  los 
otros  miembros  del  tribunal,  el  acusa- 
dor, el  acusado  y  la  parte  civil  ó  sus  re- 
presentantes, tienen  derecho,  después 
de  haber  obtenido  la  venia  del  Presi- 
dente, á  dirigir  preguntas  á  la  perso- 
na que  declare. 

El  Presidente  tiene  el  derecho  á  re- 
chazar las  preguntas  que  le  parezcan 
impertinentes. 

Art.  250.  Por  excepción,  el  Presiden- 
te tiene  derecho  para  hacer  salir  al 
acusado  de  la  sala  de  audiencia  duran- 
te el  examen  de  un  testigo  ó  el  interro- 
gatorio de  un  coacussuio. 

El  Presidente  deberá  entonces,  y  tan 
luego  como  el  acusado  vuelva  á  entrar 
y  se  le  interrogue  sobre  el  punto  trata- 
do en  su  ausencia,  darle  á  conocer  todo 
lo  que  ha  pasado  en  su  ausencia,  y  par- 
ticularmente las  declaraciones  que  se 
han  prestado. 

Esta  comunicación  podrá  no  hacér- 
sele inmediatamente,  pero  deberá  ser- 
lo, bajo  pena  de  nulidad,  antes  que 
haya  terminado  la  parte  del  juicio  des- 
tinada á  la  práctica  de  la  prueba. 

Art.  251.  El  acusado  y  el  acusador 
podrán  pedir  que  los  testigos,  después 
de  su  examen,  se  retiren  de  la  sala  de 
audiencia,  y  que  sean  después  llama- 
dos y  oídos  de  nuevo,  ya  aisladamente, 
ya  en  presencia  de  otros  testigos. 

El  Presidente  podrá  igualmente  adop- 
tar de  oñcio  esta  medida. 

Art.  252.    No  puede  darse  lectura  del 


acta  del  examen  de  los  coinculpados, 
ó  de  los  testigos,  ó  de  los  dictámenes 
de  los  peritos,  sino  eñ  los  casos  si- 
guientes: 

1.^  Cuando  la  persona  examinada 
hubiere  muerto,  el  lugar  de  su  residen- 
cia fuere  desconocido,  ó  motivos  gra- 
ves, principalmente  la  edad,  el  estado 
de  salud,  las  enfermedades  ó  su  lejana 
residencia,  hagan  difícil  la  compare- 
cencia; 

2.°  Cuando  las  personas  examina- 
das en  el  curso  de  los  debates  se  apar- 
ten en  puntos  esenciales  de  sus  decla- 
raciones anteriores; 

3.®  Cuando  ya  los  procesados,  ya  los 
testigos,  en  los  casos  en  que  no  están 
autorizados,  se  nieguen  á  declarar; 

4.^  Cuando  el  acusador  y  acusado 
consientan,  de  común  acuerdo,  en  que 
se  lea  el  acta  (1),  las  actas  de  compro- 
baciones, los  fallos  condenatorios  pre- 
cedentemente dictados  contra  el  acusa- 
do, y,  en  general,  todos  los  demás  docu- 
mentos y  piezas  que  ofrezcan  interés 
en  la  causa  deben  leerse,  á  menos  que 
las  dos  partes  renuncien  á  ello. 

Después  de  la  lectura  de  cada  una  de 
estas  piezas,  deberá  preguntarse  al 
acusado  si  tiene  que  hacer  con  tal  mo- 
tivo alguna  observación. 

Art.  253.  En  el  curso  ó  á  la  clausura 
de  la  parte  de  los  debates  consagrada  á 
la  práctica  de  la  prueba,  el  Presidente 


(1)  El  deseo  del  legislador,  que  deduce  las 
consecuencias  lógicas  del  principio  del  procedi- 
miento oral  y  público,  es  que  los  Jueces  formen 
una  convicción  en  vista  de  lo  que  vean  y  oigan 
en  los  debates.  En  este  sentido  el  art.  252  enu- 
mera limitativamente  los  casos  en  que  las  decla- 
racioneH  hechas  en  el  sumario  pueden  ser  leídas 
en  el  juicio  oral. 

En  los  términos  del  Código  de  1850  (artícu* 
los  226  y  281),  el  tribunal  podría  siempre  ordenar 
que  se  proceda  ¿  la  lectura  de  los  autos. 
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El  tribunal  deberá  examinar  con  cui- 
dado y  conciencia  los  medios  de  prue- 
ba aisladamente  y  en  su  conjunto,  para 
determinar  su  fuerza  probatoria  y  el 
grado  de  credibilidad  que. merecen. 

El  Juez  no  resolverá  la  cuestión  de 
saber  si  un  hecho  debe  ser  aceptado 
como  demostrado  según  los  medios  de 
prueba  determinados  por  la  ley,  sino 
solamente  según  su  convicción,  libre- 
mente formada  después  del  examen  de 
las  pruebas  suministradas  en  pro  y  en 
contra. 

Art.  259.  Al  acusador  se  le  absolve- 
rá de  la  acusación  por  la  sentencia  del 
tribunal: 

1."  Cuando  aparezca  que  el  procedi- 
miento haya  sido  promovido  por  un 
acusador  qup  no  tenga  facultad  para 
hacerlo  con  arreglo  á  la  ley,  ó  que  se 
haya  seguidlo  contra  su  voluntad  (1). 

2.°  Cuando  el  acusador  renuncie  á 
la  acusación  después  de  la  apertura  de 
los  debates  y  antes  que  el  Tribunal  de 
justicia  se  haya  retirado  para  deliberar 
y  dictar  sentencia; 

3.®  Cuando  el  Tribunal  de  justicia 
entienda  que  el  hecho  demostrado  por 
la  acusación  no  está  castigado  por  ley, 
ó  no  se  ha  presentado  la  prueba  rela- 
tiva al  hecho,  ó  que  no  está  demostra- 
do que  sea  imputable  al  acusado,  ó  que, 
en  razón  de  ciertas  circunstancias  no 
puede  ser  impuesta  una  pena. 

Y  que  no  pueda  continuarse  la  acusa- 
ción por  otros  motivos  que  los  indica- 
dos en  los  números  1.®  y  2.°  de  este  ar- 
tículo (2). 


(1)  Este  caso  ocurriría  si  el  Ministerio  público 
persiguiera  á  una  persona,  bien  antes  de  formu- 
larse querella  en  virtud  de  un  delito  que  no  pue- 
da ser  perseguido  sin  la  presentación  de  ésta, 

I 

bien  después  de  retirar  la  querella  presentada. 

(2)  Puede  suponerse  evidentemente  que  la 
parte  ofendida,  cuya  querella  es  indispensable, 


Art.  260.  Si  el  acusado  resultare  cul- 
pable, la  sentencia  condenatoria  debe- 
rá contener: 

1.**  Las  acciones  de  que  resulte  cul- 
pable, con  expresa  indicación  de  las 
circunstancias  del  hecho  que  motiven 
la  aplicación  de  una  pena  determinada; 

2.®  Las  acciones  punibles  que  cons- 
tituyan los  hechos  que  se  estimen  pro- 
bados y  de  los  cuales  resulte  culpable 
el  acusado; 

3.°  La  pena  que  se  imponga  al  acu- 
sado. Estos  tres  puntos  especialmente, 
sopeña  de  nulidad. 

Además  deberá  contener: 

4.^  Las  disposiciones  penales  que  se 
apliquen; 

5.°  La  decisión  sobre  las  demandas 
de  daños  y  perjuicios  y  sobre  las  cos- 
tas procesales. 

Art.  261.  Si  el  Tribunal  de  justicia 
estima  que  los  hechos  objeto  de  la  acu- 
sación constituyen,  ya  por  sí  mismos, 
ya  por  circunstancias  surgidas  de  los 
debates,  un  crimen  ó  un  delito  de  la 
competencia  del  Tribunal  del  Jurado, 
decretará  su  incompetencia. 

Cuando  esta  resolución  haya  adqui- 
rido fuerza  de  cosa  juzgada,  el  acusa- 
dor presentará,  lo  más  tarde  dentro  de 
los  tres  días  (artículos  27  y  46),  sus  pe- 
ticiones para  que  se  incoe  ó  se  abra  de 
nuevo  el  proceso,  ó  bien,  cuando  esto 
último  no  fuese  necesario,  para  que  se 
acuerde  la  celebración  de  los  debates 
ante  el  Tribunal  del  Jurado.— En  el  pri- 
mer caso  deberá  presentarse  nuevo  es- 
crito de  acusación.— Fuera  de  éste,  se 
llevarán  á  los  nuevos  debates  el  escrito 
de  acusación  originario  y  la  decisión 
del  Tribunal  de  justicia  pronunciada 


ha  otorgfado  su  perdón  al  acusado  6  ha  dejado 
prescribir  su  derecho  de  querellarse.  (Art.  530 
del  Códig-o  penal  austriaco  de  1859.) 
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en  cumplimiento  del  presente  articulo. 

Art.  262.  Si  el  Tribunal  de  justicia 
estima  que  los  hechos  objeto  de  la  acu- 
sación constituyen,  ya  por  sí  mismos, 
ya  por  circunstancias  surgidas  de  los 
debates,  un  hecho  punible  distinto  del 
contenido  en  la  acusación,  pero  que, 
sin  embargo,  no  corresponda  á  la  com- 
petencia del  Jurado,  dictará  sentencia 
después  de  oídas  las  partes  y  de  haber 
resuelto  sobre  las  peticiones  de  aplaza- 
miento, si  se  produjeran ,  según  su 
convicción,  sin  estar  obligado  á  suje- 
tarse á  la  caliñcación  del  hecho  puni- 
ble contenido  en  el  escrito  de  acusa- 
ción. 

Art.  263.  Si  resultare  de  los  debates 
que  el  inculpado  es  también  culpable 
de  un  hecho  distinto  de  aquel  por  que 
fuere  acusado  ,  el  Tribunal  de  justicia 
podrá,  cuando  este  hecho  deba  perse- 
guirse de  oficio,  comprenderlo  en  el  de- 
bate, previo  requerimiento  del  Ministe- 
rio público  ó  de  la  parte  ofendida. 

En  los  demás  casos  no  podrá  prece- 
derse de  este  modo  sino  á  instancia  de 
una  persona  con  facultad  de  consti- 
tuirse en  acusador  privado. 

El  asentimiento  del  acusador  sólo 
deberá  pedirse  cuando  por  razón  de 
este  hecho  hubiere  de  recaer  una  con- 
dena más  severa  que  la  correspondien- 
te al  hecho  punible  contenido  en  el  es 
crito  de  ax^usación. 

Si  el  acusado  no  consiente  ser  juz- 
gado inmediatamente,  ó  si  apareciere 
que  el  fallo  no  puede  recaer  en  esas 
condiciones  porque  la  causa  exija  ma- 
yor preparación  ó  porque  el  Tribunal 
de  justicia  no  sea  competente  para  esta- 
tuir sobre  el  nuevo  hecho,  el  fallo  de- 
berá encerrarse  en  los  límites  de  la 
acusación  y  reservar  al  acusador,  á  su 
instancia,  la  persecución  ulterior  del 
nuevo  hecho;  fuera  de  este  caso  no  po- 


drá ser  objeto  de  un  procedimiento  este 
hecho. 

El  Tribunal  de  justicia  podrá  aún,  8i 
lo  estima  conveniente,  cuando  no  esta- 
tuya inmediatamente  sobre  el  hecho 
nuevo,  suspender  los  debates  y  reser- 
varse la  decisión  sobre  todos  los  he- 
chos punibles  que  aparezcan  contra  el 
acusado,  para  dictarla  después  de  nue- 
vos debates. 

En  ambos  casos,  el  acusador  deberá 
presentar,  dentro  de  tres  días  (artícu- 
los 27  y  46),  pretensiones  encaminadas 
á  que  se  provea  con  arreglo  á  la  ley. 

Art.  264.  Si  recayere  un  fallo  conde- 
natorio contra  el  acusado,  la  circuns- 
tancia de  que  se  hayan  hecho  reservas 
para  perseguir  otro  acto  punible  no 
constituirá  un  obstáculo  á  la  ejecución 
de  la  sentencia. 

Sin  embargo,  si  este  procedimiento 
pudiere  dar  por  resultado  una  condena 
á  la  pena  de  muerte,  la  ejecución  de  la 
sentencia  dictada  con  arreglo  al  articu- 
lo 263  deberá  aplazarse  hasta  que  se 
haya  estatuido  sobre  el  hecho  objeto 
de  la  reserva. 

Cuando  el  acusador  formule  reservas 
con  arreglo  al  art.  363,  el  Tribunal  de 
justicia  podrá  ordenar  que  la  ejecución 
de  la  sentencia  dictada  con  estas  reser- 
vas se  aplace  hasta  la  decisión  sobre 
la  nueva  acusación.  En  ese  caso,  las 
dos  sentencias  serán  consideradas, 
respecto  á  la  apelación,  como  si  hubie- 
ran sido  dictadas  simultáneamente. 

Art.  265.  Cuando  al  acusado  contra 
el  cual  haya  recaído  sentencia  conde- 
natoria se  le  considere  culpable  de  otro 
acto  punible  ejecutado  antes  que  dicha 
sentencia  se  hubiere  dictado,  se  deberá 
tomar  en  consideración  para  la  aplica- 
ción de  la  pena  el  máximum  de  la  im- 
puesta por  el  primer  fallo,  de  tal  suerte 
que  no  exceda  de  la  pena  señalada  por 
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la  ley  para  el  acto  punible  riiás  grave. 

Art.  266.  En  caso  de  condena  á  mul- 
ta, la  sentencia  deberá  determinar  en 
qué  pena  de  arresto  ha  de  conmutarse 
si  no  íuere  satisfeclia. 

Art.  267.  El  Tribunal  de  justicia  que- 
da obligado  por  los  requerimientos  del 
acusador,  en  el  sentido  de  que  no  podr& 
pronunciar  la  culpabilidad  del  acusado 
relativamente  &  un  hecho  que  no  haya 
sido  comprendido,  ya  en  la  acusación 
de  origen,  ya  en  los  debates. 


Art.   268.     Inmediatamente  después 

que  el  tribunal  termine  su  deliberación,- 
se  llamará  de  nuevo  al  inculpado,  y  el 
Presidente  pronunciará  la  sentencia  en 
audiencia  publica.  La  sentencia  deberá 
sor  motivada,  y  deberán  leerse  las  dis- 
posiciones de  la  ley  que  en  ella  se  ci- 
tf^n.  El  Presidente  advertirá  al  mismo 
tiempo  al  acusada  de  su  derecho  á  in- 
terponer apelación, 

Art.  269.  Si  el  acusado  no  estuviere 
presente  á  la  publicación  de  la  senten- 
cia, el  Presidente  podrá  hacerle  condu- 
cir para  asistir  á  ella,  ó  hacer  que  se  le 
notifique,  ya  verbalmente  por  un  Juez 
comisionado  á  este  efecto,  ya  por  copia 
que  se  le  entregue. 

Art,  270.  Las  sentencias  se  redacta- 
rán por  escrito  dentro  de  los  tresdias 
siguientes  á  su  publicación,  siendo  fir- 
madas por  el  Presidente  y  el  Escribano. 

El  original  deberá  contener: 

1."  La  designación  del  Tribunal  de 
justicia  y  los  nombres  de  sus  miembros 
presentes,  asi  como  del  lunciooario  del 
Ministerio  público,  del  acusador  priva- 
do y  de  la  parte  civil; 

2."  Los  nombres  y  apellidos  del  acu- 
sado, asi  como  los  nombres  con  que 


fuere  vulgarmente  conocido,  su  edad, 
su  condición,  su  industria  ó  su  profe- 
sión, y  el  nombre  de  su  defensor; 

3."  La  fecha  del  auto  que  haya  Ajado 
el  dia  de  los  debates  y  el  contenido 
esencial  del  escrito  de  acusación; ' 

4."  La  fecha  de  los  debates  y  de  la 
sentencia; 

5."  Las  pretensiones  del  acusador  y 
las  conclusiones  de  la  parte  civil; 

6."  La  decisión  del  tribunal  sobre  la 
cuestión  de  culpabilidad,  y,  en  caso  de 
condena,  todas  las  indicaciones  ex- 
presadas en  el  art.  260; 

7.'  Los  fundamentos  de  la  decisión. 
Esta  parte  debe  contener  la  exposición 
sumaria,  pero  tan  precisa  como  sea 
posible,  de  los  hechos,  de  los  motivos 
en  cuya  virtud  los  haya  considerado  el 
tritunal  como  probados  ó  no,  de  los 
argumentos  que  hayan  determinado  al 
tribunal  en  la  decisión  de  las  cuestio- 
nes de  derecho  y  &  rechazar  las  obje- 
ciones presentadas,  y,  en  caso  de  con- 
dena, las  circunstancias  agravantes  ó 
atenuantes  que  el  tribunal  hubiere  ad- 
mitido. En  caso  de  absolución,  habrá 
lugar  á  indicar  claramente  cuál  de  los 
motivos  señalados  en  el  art.  259  ha  de- 
cidido al  tribunal  á  pronunciarla. 

El  tribunal  podrá  en  todo  tiempo, 
después  de  oidas  las  partes,  rectifi- 
car las  faltas  de  copia,  los  errores  en 
las  cifras,  y  aun  hacer  desaparecer  los 
vicios  de  forma  y  las  omisiones  que  no 
versen  sobre  los  requisitos  exigidos  en 
el  art.  260,  núm.  1.°  al  3."  Contra  la 
negativa  de  las  pretensiones  que  se  re- 
fieran &  la  rectificación,  no  cabe  re- 
curso alguno.  Las  rectificaciones  admi- 
tidas serán  adicionadas  al  margen  de 
la  sentencia,  y  deberán  figurar  en  todas 
las  copias  quede  la  misma  se  expidan. 
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9.' — De  lit  eitensifiD  M  act& 

271.  Beberá  extenderse,  bajo 
le  nulidad,  un  acta  de  los  deba- 
le  se  ñrmará  por  el  Preeidenle  y 
Escribano.  El  acta  deberá  conte- 
s  nombres  de  los  individuos  pre- 
:  del  tribunal,  de  las  partes  y  de 
•presentantes,  hacer  constar  el 
¡miento  de  todas  las  condiciones 
ales  del  procedimiento,  mencio- 
pecialmente  que  se  han  oído  los 
>s  y  peritos,  qué  diligencias  se 
Ido,  si  los  testigos  y  peritos  han 
do  juramento,  ó  porqué  motivo 
han  prestado;  en  fin,  contendrá 
le  todas  las  manifestaciones  de 
Ttes  y  de  las  resoluciones  dic- 
por  el  Presidente  ó  el  tribunal, 
*rtes  podrán  pedir  que  ciertos  he- 
se consignen  en  el  acta  para  la 
ovación  de  sus  derechos. 
ndo  el  tenor  de  la  relación  ofrez- 
jortancia,  el  Presidente  podré,  á 
cia  de  una  parte,  disponer  que  se 
mediatamente  lectura  de  ciertos 
ulares.  No  se  hará  mención  de 
intestaciones  liel  acusado  y  de- 
iones de  ios  testigos  ó  peritos 
cuando  contengan  modificacio- 
e  las  declaraciones  anteriores 
^nadas  en  autos,  ora  difieran  de 
ora  las  adicionen,  d  cuando  ya  los 
38,  ya  los  peritos,  se  examinen 
imera  vez  en  audiencia  púl>lica. 
lo  el  Presidente  ó  el  tribunal  lo  es- 
conveniente,  podrá  ordenarse 
das  las  manireslaciones  y  deda- 
les se  consignen  taquigráficamen- 
eproducción  por  la  taquigrafía  de- 
iempre  arordarse  cuando  una  par- 
íolicite  en  tiempo  hábil,  con  obli- 
n  de  satisfacer  la  misma  los  gas- 
ísta  reproducción  se  traducirá  en 


escritura  ordinaria,  dentro  de  cuarenta 
y  ocho  horas,  entregándose  al  Presi- 
dente ó  aun  Juez  por  él  delegado,  >■ 
uniéndose  al  acta.  Las  partes  tienen 
derecho  á  enterarse  y  obtener  copia 
del  acta  y  de  sus  anexos,  después  <¡o 
concluida. 

Art.  272.  Deberá  extenderse  por  s^ 
parado  acta  de  las  deliberaciones  y  vo- 
taciones que  existieran  en  el  curso  y  al 
terminar  los  debates,  en  el  caso  i\\it 
el  tribunal  se  haya  retirado  á  deliberar 
en  la  Sala  de  deliberaciones. 

10.— Dsl  splaiamieato  de  los  debalcí 

Art.  273,  Los  debates,  cuando  ha- 
yan principiado,  no  podrán  suspen- 
derse sino  cuando  el  Presidente  lu 
estime  útil  para  dar  á  una  de  las  per- 
sonas que  en  ellos  intervengan  el  tiem- 
po suficiente  para  restablecerse,  ó  para 
recoger  las  pruebas  en  el  más  breve 
término.  En  los  casos  urgentes,  losile- 
baies  podrán  continuarse,  si  el  triliu- 
nal  lo  estima  conveniente,  en  los  do- 
mingos y  días  festivtis. 

Art,  274.  Si  el  defensor  no  compa- 
reciere en  los  debates,  no  obstante  ha- 
bérsele citado  debidamente,  6  se  aleja- 
re antes  que  los  debates  terminen,  í>  w 
encuentre  en  uno  de  los  casos  previstos 
en  el  art.  2.1C,  párrafo  2.°,  y  si  no  pudie- 
ra designarse  ningiin  otro  defensor,  6 
no  pudiere  serio  sin  perjudicar  á  la  de- 
fensa dei  acusado,  los  debates  deliran 
aplazarse.  Las  costas  ocasionadas  por 
la  designación  del  nuevo  defensor  y  el 
aplazamiento  de  los  debates,  quedarán 
á  cargo  del  defensor  responsable. 

Art,  275.  Si  el  acusaílo  se  sintiere  in- 
dispuesto durante  el  curso  de  los  deba- 
tes, hasta  el  [lunto  de  no  poder  con- 
tinuar asistiendo  á  los  mismos,  y  si 
no  consintiere  en  que  se  continúen  sin 
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SU  presencia  y  en  qiie  se  dé  lectura  de 
las  declaraciones  que  hubiere  prestado 
en  el  sumario,  los  debates  deberán 
aplazarse. 

Art.  276.  EJ  tribunal  podrá  también, 
si  lo  estima  conveniente,  aplazar  los 
de  batee,  cuando  por  un  motivo  cual- 
quiera estime  que  há  lugar  á  proceder 
á  nuevas  investigaciones,  practicar 
nuevas  diligencias  sumariales  6  reco- 
ger nuevas  pruebas,  ó  cuando  por  ra- 
zón de  obstáculos  exteriores  estime 
necesario  ó  útil  aplazar  los  debates- 


Art.  277.  Si  apareciere  evidentemen- 
te de  los  debates  que  un  testigo  ha 
prestado  conscientemente  una  declara- 
ción contraria  á  la  verdad,  el  Presiden- 
te podrá  hacer  que  se  extienda  acta  de 
esta  declaración  y  que  conste  la  con- 
formidad del  testigo,  después  de  ha- 
bérsela leído  y  de  ratificarse. 

Podrá  también  detener  al  testigo  y 
hacerle  conducir  ante  el  Juez  de  ins- 
trucción. 

Art.  278.  Si  en  el  curso  de  los  deba- 
les se  hybiere  cometido  un  acto  puni- 
Ijle  en  la  sala  de  audiencia,  y  si  «1  autor 
de  este  acto  fuere  cogido  en  flagran- 
te delito,  el  tribunal  en  la  misma  se- 
sión podrá,  ya  interrumpiendo  los  de- 
bates, ya  después  de  terminados,  juz- 
garle inmediatamente  &  instancia  del 
acusador  que  tenga  derecho,  y  des- 
pués de  oir  al  procesado  y  ú.  los  testi- 
gos presenciales.  La  apelación  de  la 
sentencia  asi  dictada  se  admitirá  en  un 
sólo  efecto. 

Si  fuere  imposible  juzgar  en  el  mis- 
mo momento,  ó  sí  el  hecho  constituyele 
un  crimen  6  un  delito  de  la  competen- 
cía  del  Jurado,  el  Presidente  hará  con- 


ducir al  que  lo  haya  cometido  ante  el 
Juez  de  instrucción. 

Se  extenderá  acta  por  separado  de 
este  incidente. 

Art.  279.  Si  el  acusado  cometiere  du- 
rante los  debatesun  acto  punible,  habrá 
lugar  á  aplicarle  las  disposiciones  del 
artículo  263. 

II.— Be  los  recursos  contra  las 
sentencias  (1). 


Art.  280.  Los  recursos  que  se  dan 
contra  las  sentencias  de  primera  ins- 
tancia son  el  de  casación  y  la  apela- 
ción (2);  del  recurso  de  casación  cono- 
ce el  Tril)unal  Supremo,  constituido  en 
Tribunal  de  Casación;  del  de  apelación 
los  Tribunales  de  segunda  instancia. 

Art.  281.  (3)  El  recurso  de  casación 
contra  una  sentencia  absolutoria  sólo 
puede  interponerse  en  contra  del  acu- 
sado. 

El  recurso  contra  una  sentencia  con- 
denatoria podrá  interponerse  en  su  in- 
terés ó  en  su  perjuicio.  No  podrá  fun- 
darse más  que  en  los  motivos  de  casa- 
ción siguientes: 

1."  Cuando  el  tribunal  no  haya  esta- 
do regularmente  conslituldo;  cuando 
no  hubieren  asislido  todos  los  Jueces  á 
la  totalidad  de  los  debates,  ó  cuando  un 
Juez  que  se  haya  excluido  (artículos  67 
y  68)  haya  tomado  parte  en  la  decisión, 
á  menos  que  la  circunstancia  en  que  se 
fundare  el  recurso  fuere  conocida  del 


(1) 


lo  pena 


i¡)ortaDCÍn 

lo  relativo  á  k  apelaciúi  cujo  «Jercicio   hs  sido 
reatrinBido. 

(S)    Véanse  loa  artículos  3Sl  y  382  i  896  de 
eale  Cúdigo. 

(3)    Veiuee1art.es. 


.■1»»I- 
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que  lo  formula  antes  ó  durante  los  de- 
bates^ y  que  no  la  haya  hecho  valer,  ya 
d  esde  el  principio  de  los  debates,  ya 
desde  que  haya  llegado  á  su  conoci- 
miento; 

2°  Cuando,  á  pesar  de  las  protestas 
del  que  formula  el  recurso,  se  haya  da- 
llo lectura,  durante  los  debates,  de  un 
documento  comprensivo  de  comproba- 
ciones 6  diligencias  sumariales,  nulas 
según  la  ley; 

3.^  Cuando  en  los  debates  se  haya 
omitido  ó  violado  una  de  las  prescrip- 
ciones de  la  ley,  cuya  observancia  esté 
ordenada,  sopeña  de  nulidad  (artícu- 
los 120,  151,  152, 170,  221,  228,  244,  247, 
250,  260,  271,  427); 

4.^  Cuando  durante  los  debates  no 
se  Jiaya  estatuido  sobre  una  pretensión 
de  la  persona  que  formule  el  recurso,  6 
si  la  sentencia  incidental  quedesestima 
la  demanda  ó  la  oposición  no  cumple,  ó 
aplica  mal  la  ley,  ó  los  principios  de 
procedimiento  cuya  observancia  es  ne- 
cesaria para  mantener  los  derechos  de 
la  persecución  ó  acusación  y  déla  de- 
fensa; 

5.°  Cuando  la  sentencia  del  Tribu- 
nal de  justicia  fuere  oscura,  incom- 
pleta ó  contradictoria  sobre  hechos  de 
importancia  decisiva  (art.  270,  núme- 
ros 6.°  y  7.°);  cuando  en  esta  sentencia 
no  se  indiquen  los  motivos,  ó  si  entre 
las  afirmaciones  de  los  motivos  de  de- 
cisión relativamente  al  contenido  de 
documentos  que  existan  en  autos,  ó 
respecto  á  declaraciones  en  juicio,  de 
un  lado,  y,  de  otro,  si  en  los  documen- 
tos ó  actas  de  las  declaraciones  ó  de  los 
debates  existiere  evidente  contradic- 
ción; 

G.°  Cuando  el  Tribunal  de  justicia 
haya  declarado  ilegalmente  su  incom- 
petencia; 

7.**    Cuando  la  sentencia   definitiva 


no  resuelva  claramente  la  acusación,  ó 
8.°    Cuando  el  tribunal  no  haya  obra- 
do de  conformidad  con  lo  prescrito  en 
los  artículos  262,  263  y  267; 

9.°  Cuando  la  ley  haya  sido  violada 
ó  mal  aplicada  al  resolver  las  cuestio- 
nes siguientes: 

a)  Si  el  hecho  imputado  al  inculpa- 
do constituye  un  crimen,  un  delito  ú 
otro  hecho  punible  de  la  competencia 
de  los  tribunales; 

b)  Si  en  virtud  de  circunstancias  es- 
peciales el  hecho  no  pudiere  ser  objeto 
de  imposición  de  pena  ó  de  procedi- 
miento (1); 

e)  Si  la  acusación  requerida  por  la 
ley  faltare  en  el  proceso  (2). 

10.  Cuando  el  hecho  en  que  se  funda 
la  decisión  haya  sido  mal  calificado  y 
sujeto  á  una  disposición  de  la  ley  penal 
distinta  de  la  aplicable  (3); 

11.  Cuando  el  tribunal  haya  infringí- 
do  ó  aplicado  indebidamente  la  ley  en  la 
graduación  de  la  pena,  imponiéndola 
superior  á  la  marcada  por  la  misma  6 
admitiendo  circunstancias  agravantes 
ó  atenuantes  fuera  de  los  casos  fijados 
por  aquélla,  cuando  haya  traspasado 
los  limites  de  la  facultad  de  rebajar  ó 
conmutar  la  pena  (4),  ó  cuando  haya 


(1}  Esto  es  lo  que  ocurre  cuando  media  pres- 
cripción 6  cosa  juzgada,  y  en  los  supuestos  enu- 
merados por  el  art.  2."  del  Código  penal. 

(2)  Esto  ocurriría,  bien  en  el  caso  en  que  el  Mi- 
nisterio público  persiguiera  de  oficio  una  infrac- 
ción, que  según  la  ley  no  pueda  serlo  sino  á  ins- 
tancia de  parte,  bien  cuando  la  acusación  privada 
subsidiaria  se  hubiere  formulado  sin  la  concu- 
rrencia de  los  requisitos  exigidos  por  la  ley. 

(3)  Es  menester  no  confundir  el  caso  aquípre- 
yisto  con  el  del  núm.  9.°,  letra  a),  del  presente 
artículo. 

(4}  Véanse  los  artículos  54,  55,  260  j  266  del 
Código  penal,  y  el  388  del  presente  Código. 
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infringido  lo  dispuesto  en  los  artícu- 
los 293,  párrafo  3.^,  y  359,  párrafo  4.® 

No  podrán  hacerse  valer  en  favor  del 
acusado  los  motivos  de  casación  enu- 
merados en  los  párrafos  2.®,  3.°y4.^ 
cuando  aparezca  evidentemente  que  los 
defectos  de  forma  no  han  podido  ejer- 
cer sobre  la  resolución  influencia  algu- 
na desfavorable  al  acusador. 

Tampoco  podrán  hacerse  valer  en 
perjuicio  de  éste,  sino  cuando  aparezca 
por  modo  evidente  que  la  infracción  de 
la  forma  podía  ejercer  sobre  la  decisión 
una  influencia  tal  que  comprometiera 
la  acusación,  y  cuando  además  el  acu- 
sador se  haya  opuesto  á  tal  defecto, 
haya  reclamado  contra  la  decisión  del 
tribunal  y  se  haya  reservado  la  acción 
de  nulidad,  después  de  haberse  dese- 
chado ó  publicado  tal  decisión. 

Art.  282.  Podrá  interponerse,  en  fa- 
vor del  acusado,  el  recurso  de  nulidad, 
tanto  por  él  mismo,  cuanto  por  su  cón- 
yuge^ parientes  en  línea  ascendente  y 
descendente,  por  su  tutor  y  por  el  Mi- 
nisterio público. 

Pero  en  contra  de  su  voluntad,  sólo 
podrá  interponerse  por  sus  padres  y  su 
tutor  en  el  caso  de  ser  menor  de  edad. 
Cuando  se  tratare  de  apreciar  la  proce- 
dencia de  la  causa  de  nulidad  alegada, 
el  recurso  de  nulidad  interpuesto  por 
otro  á  favor  del  acusado  se  considerará 
como  interpuesto  por  él  mismo. 

En  contra  del  acusado  no  podrá  in- 
terponerse el  recurso  de  nulidad  sino 
por  el  Ministerio  fiscal  ó  por  el  acusa- 
dor privado  (1). 

Art.  283.  No  podrá  interponerse  el 
recurso  de  apelación  sino  contra  lo  que 
se  refiera  á  la  pena,  siempre  que  no 
proceda  la  causa  de  nulidad  señalada 


(l)    Tal  derecho  no  corresponde  al  acusador 
privado  subsidiario  (art.  49,  párrafo  S.°j. 


en  el  art.  281,  núm.  11,  y  contra  la  de- 
cisión sobre  responsabilidad  civil  del 
acusado. 

Podrá  interponerse  la  apelación  con- 
tra la  decisión  relativa  á  la  pena,  por 
todos  aquellos  que  tengan  derecho  á 
interponer  un  recurso  de  casación. 

No  podrá  interponerse  en  contra  del 
acusado  sino  cuando hayasidorebajada 
ó  modificada  {umwrandelt)  fuera  de  los 
límites  y  de  los  casos  fijados  por  la 
ley;'en  favor  del  acusado  sólo  podrá  in- 
terponerse cuando  el  Tribunal  de  jus- 
ticia no  haya  ejercitado  el  derecho  de 
rebajar  ó  de  modificar  la  pena,  que  la 
ley  le  concede. 

El  acusado  y  sus  herederos  y  repre- 
sentantes legales  podrán  interponer  re- 
curso de  apelación  contra  la  sentencia 
recaída  sobre  lo  solicitado  por  la  parle 
civil  (1). 

].*— Procedimiento  del  recurso  de  casación 

Art.  284.  El  recurso  de  casación  de- 
berá interponerse  dentro  de  los  tres 
días  siguientes  al  de  la  publicación  de 
la  sentencia  del  Tribunal  de  primera 
instancia,  y,  si  el  acusado  no  se  encon- 
trare presente  en  el  momento  de  la  lec- 
tura de  la  sentencia  (art.  234),  dentro 
de  los  tres  días  siguientes  á  aquel  en 
que  le  hubiere  sido  notificada  la  sen- 
tencia (art.  269). 

El  término  comenzará  á  correr  para 


(1)  El  art.  43,  párrafo  S.°,  dispone  que  el  acu- 
sador privado  subsidiario  no  tiene  el  derecho  de 
apelar  sino  en  los  límites  fijados  para  la  parte  ci- 
vil, y  hace  referencia  á  los  artículos  283,  345  y 
365.  El  art.  465  concede  á  la  parte  civil  el  derecho 
de  apelación  contra  la  decisión  relativa  á  los  in- 
tereses privados.  Así  es  que  el  acusador  subsi- 
diario privado  sólo  tiene  el  derecho  de  apelación 
eu  materia  de  faltas. 
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nociendo del  mismo  asunto,  si  el  n 
so  no  se  hubiere  fundado  en  una  de  las 
causas  mencionadas  en  el  art.  281,  ó  si 
se  hubiere  interpuesto  por  una  persona 
no  autorizada,  se  desestimará. 

Esto  mismo  será  aplicable  cuamlo  se 
trate  de  un  recurso  fundado  únicamen- 
te en  el  art.  281,  párrafo  5.",  y  el  Tribu- 
nal Supremo  de  Justicia  lodeclare  inad- 
misible por  no  encontrarlo  Justifica- 
do (1). 

Excepto  en  este  último  caso,  sea  in- 
mediatamente, sea  después  de  que  se 
haya  procedido  &  las  investigaciones 
de  hecho  conceptuadas  indispensaNes, 
y  relativas  á  los  defectos  de  forma  ale- 
gados (art.  281,  párrafos  l.'á  4.°),  se- 
ñalado el  dia  para  la  vista  pública  de] 
asunto,  se  citará  al  acusado,  y  si  h&  lu- 
gar al  acusador  privado  con  ocho  Jias 
de  anticipación  al  de  la  fecha  del  seña. 
lamiente  para  la  vista. 

Se  declarará  asimismo,  al  verificar 
la  citación,  que  de  no  comparecer,  el 
recurso  y  los  escritos  se  someterán  á 
la  decisión  del  Tribunal,  el  cual  resol- 
verá sin  oírle. 

Cuando  el  acusado  estuviere  deteni- 
do, se  le  citará,  advirtiéndole  que  no 
podrá  comparecer  sino  representado 
por  un  abogado. 

Si  hubiere  designado  defensor  6  peili- 
do  que  se  le  nombre  uno  de  oficio,  la  ci- 
tación se  haráal  defensor  solamente  (?). 

{t)  Esta  diaposicidD  espeeial  no  fígfuraba  on  f^ 
Proyecto  <Iel  Gobierno  del  a&o  1669;  hiUendo 
BÍdo  ahodida  por  la  ConiisÍ6n  de  la  Ciman  ie 
Ina  Dipulados,  que  la  justiñen  ea  en  Informe,  lia- 
ciando  nolnr  que  en  loa  casos  previstos  en  el  ar- 
tículo SSl,  núm.  5.°,  Id  falta  de  fundamenlo  del 

del  Tribunal  de  primera  instancia,  6  de  aua  mo- 

(2)  Véase  en  los  ApAcdicea  el  art.  1.°,  núme- 
ro 2.°,  de  lu  !ejde  3]  de  Diciembre  de  I6TT. 
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Arl.  287.  Los  debates  ante  el  Tribu- 
nal de  Casación  deberán  ser  públicos  y 
celebrarse  el  día  señalado,  con  arreglo 
á  las  prescripciones  consignadas  en 
los  artículos  228  á23i. 

Un  magistrado  del  Tribunal  de  Casa- 
ción, nombrado  ponente  por  el  Presi- 
dente del  tribunal,  deberá  presentar 
un  inrorrae  acerca  de  la  marcha  del 
procedimiento ,  especificando  los  fun- 
damentos aducidos  en  el  recurso,  y  los 
particulares  &  que  deba  contraerse  la 
discusión,  pero  sin  manifestar  sa  o 
niún  acerca  de  la  resolución  que  haya 
de  tomarse. 

El  recurrente  hablará  á  continuación 
para  justificar  su  pretensión,  contestán- 
dole seguidamente  la  parte  recurrida. 

El  acusado  ó  su  defensor  tienen  siem- 
pre et  derecho  de  usar  de  la  palabra  en 
último  término. 

Si  una  de  las  partes  no  compareciere, 
se  dará  lectura  á  su  escrito  {Besehwer- 
desehrift  oder  Gegenausführung). 

El  tribunal  se  retirará  inmediata- 
mente á  deliberar. 

Art.  288.  Si  el  Tribunal  de  Casación 
no  encontrare  fundado  el  recurso,  de- 
clarará su  improcedencia,  y,  si  fuere 
evidente  que  faa  sido  interpuesto  con 
temeridad,  ó  sólo  con  objeto  de  retra- 
sar el  procedimiento,  deberá  imponer- 
se al  recurrente,  ó  según  las  circuns- 
tancias de  cada  caso,  á  su  representan- 
te, una  multa  de  10  á  100  florines. 

Si  el  recurso  estuviere  fundado,  se 
anulará  la  sentencia  en  (odas  las  par- 
tes que  haya  sido  objeto  del  recurso 
elevado  al  Tribunal  de  Casación,  y  se- 
gún los  diversos  fundamentos  de  casa- 
ción admitidos,  se  decretará  y  proce- 
derá con  arreglo  á  las  disposiciones  si- 
guientes (1): 

(1)  El  legislador  do  ha  querido  que  el  Tribu- 
nal de  Caaacida  procediera  &  un  nuevo  einmen 


1."  Si  se  trata  de  un  recurso  de  casa- 
ción fundado  en  las  causas  menciona- 
das en  el  art.  281,  párrafos  1."  &  5.",  el 
Tribunal  de  Casación  decretará  que  se 
proceda  á  la  celebración  de  nuevos  de- 
bates, y  remitirá  los  autos,  bien  al  Tri- 
bunal de  primera  instancia  que  haya 
conocido  del  negocio,  bien  á  cualquier 
otro  tribunal  de  igual  categoría,  según 
lo  estime  más  conveniente; 

2°  Si  el  Tribunal  de  primera  instan- 
cia se  hubiere  declarado  indebidamen- 
te incompetente  ó  no  hubiere  resuelto 
todos  los  puntos  de  la  acusación  (ar- 
ticulo 281,  párrafos  6."  y  7."),  el  Tribu- 
nal de  Casación  le  cometerá  para  que 
proceda  á  la  celebración  de  nuevos  de- 
bates, y  á  dictar  sentencia,  que  en  el 
último  caso  deberá  limitarse  á  aque- 
llos puntos  no  resueltos; 

3.°  En  los  demás  casos,  el  Tribunal 
de  Casación  conocerá  él  mismo  del 
asunto,  tomando  como  base  de  su  sen- 
tencia los  hechos  que  el  Tribunal  de  pri- 
mera instancia  admita,  obrando  siem- 
pre dentro  de  los  limites  señalados  en 
la  acusación  (art.  281,  párrafo  8.°).  Si  el 
Tribunal  de  Casación  estimare  que,  ni 
la  sentencia,  ni  sus  fundamentos,  esta- 
blecen los  hechos  sobre  los  que  deba 
basarse  la  decisión  para  que  la  ley  re- 
sulte debidamente  aplicada,  remitirá  el 
asunto  para  que  se  proceda  á  la  cele- 
bración de  nuevos  debates  y  se  dicte 
nueva  sentencia,  bien  al  Tribunal  de 
primera  instancia  que  hubiere  conoci- 
do de  61,  bien  á  cualquiera  otro  de  la 
misma  categoría,  ó  si  hubiere  lugar,  al 
Juez  de  partido  correspondiente. 

Art.  289.    Si  el  recurso  no  se  hubiere 


del  hecho,  por  el  temor  de  que  pudiera  resaltar 
UD  trabajo  eiceaivo  y  que  se  apartara  de  la  reali- 
dad por  el  alejamieuto  de)  lugar  en  que  ee  hubie- 
re come  li  do. 
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interpuesto  más  que  contra  un  extremo 
de  la  parte  dispositiva  de  la  sentencia, 
y  si  el  Tribunal  de  Casación  estimare 
que  esta  parte  puede  separarse  del  todo 
de  la  sentencia,  podrá  anular,  solo  en 
parte,  la  sentencia  impugnada. 

Asi  sucederá  cuando  la  sentencia  re- 
currida trate  de  varios  hechos  punibles 
y  el  recurso  de  casación  no  se  refiera 
sino  al  procedimiento  seguido  ó  á  la 
decisión  relativa  á  uno  de  los  mismos, 
siempre  que  sea  posible  la  rectificación 
parcial  del  procedimiento,  ó  si  no  hu- 
biere lugar  á  nuevo  procedimiento,  ó  á 
falta  de  esto  á  una  nueva  decisión  rela- 
tiva á  los  hechos  indicados. 

Art.  290.  El  Tribunal  de  Casación 
deberá  limitarse  á  los  fundamentos  de 
casación  que  alegue  la  parte  recurreti- 
te,  sea  expresamente,  sea  por  indica- 
ciones lo  suficientemente  claras  para 
no  dar  lugar  á  dudas. 

Sin  embargo,  si  al  examinar  un  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  cual- 
quier persona,  adquiriere  la  convicción 
de  que  la  ley  penal  lia  sido  aplicada 
indebidamente  en  perjuicio  del  acu- 
sado (art.  281,  párrafos  9.°  á  11),  ó  que 
los  fundamentos  en  que  descanse  la  de- 
cisión favorable  á  un  acusado  podrían 
invocarse  por  un  coacusado  no  recu- 
rrente, el  Tribunal  de  Casación  deberá 
proceder  de  oficio,  como  si  se  hubiere 
invocado  cualquiera  de  los  fundamen- 
tos de  casación. 
.  Cuando  el  recurso  hubiere  sido  inter- 
puesto únicamente  en  beneficio  del  acu- 
sado, el  Tribunal  de  Casación  no  podrá 
imponerle  una  pena  más  grave  que 
la  señalada  por  la  sentencia  recurrida. 

Art.  291.  La  sentencia  del  Tribunal 
de  Casación  deberá  ser  motivada,  y 
leída  en  sesión  pública  en  la  sala  de 
audiencia. 

Cuando  el  acusado  no  hubiere  asisti- 


do á  los  debates  celebrados  ante  el  Tri- 
bunal de  Casación,  se  le  notificará  im- 
mediatamente la  sentencia  por  conduc 
to  del  Tribunal  de  primera  instancia, 
mediante  certificación  de  la  misma. 

En  lo  referente  á  la  manera  de  dictar 
sentencia  {Auaferiigung)  y  extensión 
del  acta  de  los  debates,  se  procederá 
con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  los  ar- 
tículos 260  y  268  á  270. 

Art.  292.  El  procedimiento  en  mate- 
ria de  recursos  de  casación  interpues- 
tos en  interés  de  la  ley  se  regulará,  en 
general,  por  las  prescripciones  de  los 
artículos  287  á  291  del  presente  Código, 
con  la  sola  diferencia  de  que  el  acusa- 
do no  será  parte  y  que  el  tribunal  de- 
berá constituirse  con  11  Jueces. 

Si  el  Tribunal  de  Casación  estimare 
que  el  recurso  interpuesto  en  interés 
de  la  ley  se  halla  suficientemente  fun- 
dado, decidirá  que,  en  aquel  asunto,  se 
ha  cometido  violación  dé  la  ley  por  la 
decisión  ó  auto  recurridos,  bien  en  el 
procedimiento  seguido,  bien  en  la  reso- 
lución dictada. 

En  general,  la  decisión  del  Tribunal 
de  Casación  no  surte,  en  estos  casos, 
efecto  alguno  con  respecto  al  acusado. 

No  obstante,  si  al  acusado  se  le  hu- 
biere condenado  á  una  pena  por  la  sen- 
tencia anulada  en  casación,  el  tribunal 
tiene  facultades  para  decretar  que  se 
le  ponga  inmediatamente  en  libertad,  y 
para  aplicarle  una  disposición  más  be- 
nigna de  la  ley  penal  ó  para  ordenar 
que  se  proceda  á  nueva  instrucción,  se- 
gún las  circunstancias  de  cada  caso. 

Art.  293.  El  tribunal  al  que  se  haya 
cometido  el  conocimiento  de  un  asunto 
en  virtud  de  lo  dispuesto  en  los  ar- 
tículos 288  y  292  del  presente  Código, 
para  que  proceda  á  la  celebración  de 
nuevos  debates,  deberá  fundarse  sobre 
la  acusación  primitiva,  á  menos  que  el 
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Tribunal  de  Casación  no  la  hubiere  or- 
denado de  otro  modo. 

El  tribunal  está  obligado  á  atenerse 
á  la  opinión  legal  de  que  haya  partido 
el  Tribunal  de  Casación  en  su  sen- 
tencia. 

Lo  dispuesto  en  el  art.  290,  párra- 
fo 2,**,  será  i^plicable  al  procedimiento 
que  haya  de  seguirse  después  del  pro- 
nunciamiento de  sentencia  á  conse- 
cuencia de  nuevos  debates. 

La  sentencia  dictada  después  de  ha- 
berse procedido  á  la  celebración  de 
nuevos  debates  podrá  ser  objeto  del 
recurso  de  casación,  siempre  que  con- 
curra' cualquiera  de  )as  causas  mencio- 
nadas en  el  art.  281,  con  excepción  de 
aquellas  qu^  hubieren  sido  desestima- 
das por  una  decisión  del  Tribunal  de 
Casaciónconociendodelmismo  asunto. 

2." — procedimiento  del  recurso  de  apelación 

Art.  294.  La  apelación  deberá  inter- 
ponerse ante  el  Tribunal  de  primera 
instancia  dentro  del  término  fijado  por 
el  art.  284. 

La  apelación  no  tendrá  efecto  sus- 
pensivo excepto  cuando  hubiere  sido 
interpuesta  en  razón  de  la  naturaleza 
de  la  pena  aplicada,  ó  de  su  gravedad, 
en  el  caso  de  que  el  acusado  no  se  hu- 
biere conformado  con  la  pena  que  con- 
tra él  se  pidiere  antes  de  su  imposi- 
ción. 

El  escrito  de  apelación  deberá  pre- 
sentarse dentro  de  los  ocho  días  si- 
guientes al  anuncio  de  la  interposición 
del  recurso. 

Después  de  presentado  el  escrito,  ó 
de  espirado  el  término  antedicho,  de- 
berán comunicarse  los  autos  al  Tribu- 
nal de  segunda  instancia,  que  resolverá 
el  recurso  en  sesión  secreta,  con  au- 
diencia del  Ministerio  fiscal. 

Tono  IX.— iNSTZTTCIONBi  JUBÍDIOAS. 


Art.  295.  El  Tribunal  de  justicia  de 
segunda  instancia  no  podrá  resolver 
sino  acerca  de  los  puntos  comprendidos 
en  la  apelación,  debiendo  tomar  como 
base  de  su  decisión  acerca  de  la  culpa- 
bilidad del  acusado  y  de  la  disposición 
legal  aplicable  la  del  Tribunal  de  pri- 
mera instancia. 

Si  el  Tribunal  de  justicia  de  segunda 
instancia  rebajare  )a  pena  en  beneficio 
de  uno  ó  varios  acusados  por  motivos 
que  sean  aplicables  á  los  demás  ó  á  al- 
guno de  ellos,  deberá  proceder  de  ofi- 
cio, en  el  mismo  sentido,  como  si  éstos 
hubieren  apelado. también. 

Cuando  la  apelación  se  hubiere  in^ 
terpuesto  únicamente  en  interés  del 
acusado,  el  Tribunal  de  segunda  ins- 
tancia no  podrá  decretar  contra  él  una 
pena  más  severa  que  la  impuesta  en  la 
sentencia  apelada. 

Contra  la  resolución  del  Tribunal  de 
segunda  instancia  no  se  da  recurso 
alguno. 

Art.  296.  Si  cualquiera  de  las  partes 
hubiere  apelado  y  al  mismo  tiempo  in- 
terpuesto el  recurso  de  casación,  se  ele- 
varán los  autos  y  escritos,  incluso  los 
relativos  á  la  apelación,  al  Tribunal  de 
Casación. 

En  este  caso,  el  Tribunal  de  Casación 
resolverá  la  apelación,  bien  al  mismo 
tiempo  que  el  recurso  de  casación,  bien 
después,  pero  siempre  en  sesión  secre- 
ta, con  audiencia  del  Ministerio  fiscal. 

CAPÍTULO  XIX.— DEL  TRIBUNAL 
DEL   JURADO  (GESCHWORNENGERICHTE) 

I.— De  los  Tribunales  del  Jurado 
en  general 

Art.  297.    Las  sesiones  ordinarias  del 
Jurado  se  celebrarán  cada  tres  meses 
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en  la  residencia  de  los  Tribunales  de 
primera  instancia. 

Se  celebrarán  alternativamente  en  la 
residencia  de  cada  uno  de  los  Tribuna- 
les comprendidos  en  el  territorio  de  uno 
de  segunda  instancia,  por  el  orden  que 
se  determina  por  este  último. 

En  Viena  se  celebrarán  sesiones  or- 
dinarias todos  los  meses,  y  cada  dos 
meses  en  las  demás  ciudades  en  que  lo 
juzgue  necesario  el  Presidente  del  Tri- 
bunal de  segunda  instancia.  . 

Cuando  el  número  ó  la  importancia 
de  las  acusaciones  pendientes  lo  exi- 
jan, el  Presidente  del  Tribunal  de  se- 
gunda instancia  podrá  también  convo- 
car sesión  extraordinaria  (1). 

El  Tribunal  de  segunda  instancia  po- 
drá decidir,  por  motivos  de  gravedad 
especial,  que  se  veríñque  una  sesión 
fuera  de  la  residencia  del  Tribunal  de 
primera  instancia  (2). 

Art.  298.  No  podrá  cerrarse  ninguna 
sesión  del  Jurado  hasta  tanto  que  ha- 
yan sido  tratados  todos  los  asuntos  por 
los  cuales  el  acusado  haya  sido  proce- 
sado antes  de  la  vista. 

En  el  caso  de  que  el  asunto  no  haya 
llegado  al  tiempo  de  la  apertura  de  la 
sesión,  no  podrán  celebrarse  los  deba- 
tes en  ella,  ni  aun  con  el  consentimiento 


(1)  Como  indica  el  art.  298,  en  las  sesiones 
ordinarias  se  juzgan  todos  los  neg'ocios  en  que  el 
inculpado  se  encuentra  procesado  al  tiempo  de  la 
apertura  de  aquéllas. 

Por  el  contrario,  en  las  sesiones  extraordina- 
rias no  se  juzgan  más  que  los  asuntos  expresa- 
mente señalados. 

(2)  Entre  las  causas  que  pueden  motivar  una 
disposición  de  este  género,  pueden  citarse  el  ex- 
cesivo alejamiento  de  la  residencia  de  los  testigos, 
cu>a  comparecencia  pudiera  originar  gastos  de 
mucha  entidad,  la  excitación  de  las  masas  popu- 
lares, hasta  el  punto  de  que  corriere  peligro  la  se- 
guridad ó  independencia  del  tribunal. 


del  Presidente  del  Tribunal  del  Jurado, 
sino  cuando  el  acusador  ó  el  acusado 
lo  pidan  y  la  parte  contraria  se  adhiera 
á  la  petición. 

En  ambos  casos,  el  acusado  renun- 
ciará expresamente  á  su  oposición  con- 
tra el  auto  de  procesamiento  y  á  recu- 
rrir en  casación  contra  la  decisión  que 
deniegue  ese  recurso;  deberá  también 
renunciar  expresamente  al  plazo  con- 
cedido por  el  art.  221. 

Art.  299.  Cuando  el  acusador  ó  el 
acusado  tengan  motivos  importantes 
para  proponer  que  un  asunto  no  se  tra- 
te en  la  sesión  próxima  del  Tribunal 
del  Jurado,  y  si  no  se  hallare  todavía 
reunido,  la  Sala  de  Consejo  (art.  225) 
decidirá  si  debe  estimarse  ó  no  esta 
pretensión. 

Contra  esta  decisión  no  se  da  recur- 
so alguno. 

Art.  300.  Todo  Tribunal  del  Jurado 
se  compondrá  de  un  tribunal  de  dere- 
cho y  de  12  jurados,  que  forman  el  ca- 
pítulo de  los  jurados  (Geschwomen- 
bank), 

Art.  301.  El  tribunal  de  derecho  se 
compondrá  de  tres  Magistrados  y  el 
Escribano;  uno  de  los  Magistrados  ocu- 
pará la  presidencia  (1). 

(1)  Existe,  con  respecto  ¿  este  particular,  ana 
diferencia  digna  de  notarse  entre  el  número  de 
Magistrados  del  Tribunal  del  Jurado  y  el  de  loa 
miembros  del  Tribunal  de  primera  instancia. 

Los  primeros  deben  ser  en  número  impar  7  los 
últimos  en  número  de  cuatro.  Esto  se  explica  por 
la  diferencia  que  existe  entre  las  funciones  de 
unos  y  otros.  Los  Magistrados  del  Tribunal  del 
Jurado  no  resuelven  sino  de  las  cuestiones  de  de- 
recho y  de  procedimiento,  y  el  legislador  se  ha 
preocupado  en  asegurar  la  mayoría  en  todos  los 
casos.  Por  el  contrario,  no  hay  inconyeniente  al- 
guno en  que  ocurra  empate  entre  los  miembros 
del  Tribunal  de  primera  instancia,  por  cuanto  en 
este  caso  la  ley  ordena  que  se  esto  á  la  opinión 
más  favorable  al  acusado. 
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comunicarán  por  intervención  del  Tri- 
banal  de  primera  instancia  á  los  acusa- 
dos, bajo  pena  de  nulidad,  tres  días  an- 
tes de  la  apertura  de  las  sesiones. 

11.— Dé  la  formación  del  capitulo  del 

Jurado 

Art.  304.  Inmediatamente  antes  del 
comienzo  de  los  debates  se  procederá 
á  la  formación  del  capítulo  del  Jurado 
para  cada  asunto,  en  sesión  secreta, 
con  presencia  del  acusador,  de  la  parte 
civil,  del  acusado  y  de  su  defensor,  así 
como  de  los  jurados  convocados. 

Deberá  precederse  á  diclia  formación 
tan  pronto  como  se  efectúe  por  el  Es- 
cribano la  citación  de  los  36  jurados. 

Art.  305.  Cuando  hubieren  compare- 
cido menos  de  30  jurados,  los  ausen- 
tes (1)  se  reemplazarán  con  los  nueve 
suplentes  designados  por  la  suerte. 

Art.  306.  Cuando  por  lo  menos  se 
hubiere  completado  el  número  de  30  ju- 
rados, el  Presidente,  bajo  pena  de  nu- 
lidad, preguntará  al  acusador,  á  la 
parte  civil,  al  acusado  y  á  los  jurados, 
si  existe  y  conocen  alguna  de  las  cau- 
sas que  excluyen  á  estos  últimos  de  to- 
mar parte  en  los  debates  que  van  á  co- 
menzarse. 

Las  causas  de  exclusión  (2)  son  las 
siguientes: 

1.'    Cuando  el  jurado  se  encuentre 


El  Presidente  del  Tribunal  de  segun- 
da instancia  designará  como  Presiden- 
♦  te  del  Jurado  al  del  Tribunal  de  prime 
ra  instancia  del  lugar  en  que  se  celebra 
la  sesión;  sin  embargo,  podrá  también 
designar  para  estas  funciones  un  miem- 
bro del  Tribunal  de  primera  instancia 
ó  del  de  segunda  (1). 

En  todo  caso,  se  designará  un  miem- 
bro del  Tribunal  de  primera  instancia 
para  reemplazar  al  Presidente,  en  caso 
de  necesidad. 

Estos  nombramientos  deberán  ha- 
cerse seis  meses  antes  dé  la  apertura 
de  las  sesiones,  y  en  el  caso  de  sesio- 
nes extraordinarias,  quince  días  antes, 
cuando  menos. 

Los  nombramientos  deberán  ponerse 
en  conocimiento  del  público,  así  como 
el  día  y  la  hora,  por  medio  de  los  pe- 
riódicos y  edictos  ñjados  en  el  atrio 
del  Palacio  de  Justicia. 

Los  demás  miembros  del  Tribunal 
del  Jurado  y  dos  Jueces  suplentes,  de- 
berán elegirse  antes  de  la  apertura  de 
la  sesión  por  el  Presidente  del  Tribunal 
de  primera  instancia,  entre  los  miem- 
bros de  éste  ó  los  Jueces  de  partido. 

Art.  302.  Para  toda  sesión  se  cita- 
rán 36  jurados  y  nueve  suplentes,  y  en- 
tre ellos  se  elegirán  los  12  que  en  cada 
asunto  hayan  de  constituir  el  tribunal. 

La  formación  de  las  listas  se  regirá 
por  una  ley  especial  (2). 

Art.  303.  Los  nombres  de  los  miem- 
bros llamados  á  constituir  el  tribunal 
y  la  lista  de  los  jurados  y  suplentes,  se 


(1)     Según  ol  Código  de  1850,  y  el  Proyecto 

del  Qobierno  de  186*7,  el  Presidente  del  Tribunal 

del  Jurado  debía  elegirse  de  entre  los  mienbroB 

del .  de  segunda  instancia,  pero  este  sistema  ha 

sido  desechado  en  atención  á  los  excesivos  gastos 

que  originaba. 

(2)    Véase  el  Apéndice  núm.  1.* 


(1)  Véase  la  pena  imponible  á  los  jurados  que 
dejen  de  comparecer  (art.  28  de  la  ley  de  23  de 
Mayo  de  18*78).  Apéndice  núm.  1.* 

(2)  Designamos  con  el  nombre  de  <exclusi6ni 
la  recusación  con  causa  legal.  Estas  causas  son 
las  enumeradas  en  el  presente  artículo.  Pero  al 
mismo  tiempo  el  Código  reconoce  la  recusación 
perentoriai  es  decir,  sin  indicación  de  motives, 
en  el  art.  808.  La  recusación  con  causa  debe  pre» 
ceder  á  la  perentoria. 
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con  las  partes  (1^  ó  sus  representantes 
en  una  relación  que,  según  los  térmi- 
nos del  art.  67,  impida  al  Juez  el  ejer- 
cicio de  sus  funciones; 

2.'  Cuando  el  jurado  deba  percibir 
las  costas,  como  resultado  de  la  abso- 
lución ó  condena  del  acusado; 

3,'  Cuando  el  jurado  haya  interve- 
nido en  la  causa  como  testigo,  denun- 
ciador, acusador,  defensor  órepresen- 
mnte  de  la  parte  civil,  ó  cuando  baya 
intervenido  ó  debido  intervenir,  ya  sea 
como  testigo,  ya  como  perito; 

4.*  Cuando  haya  tomado  parte  en 
calidad  de  jurado  en  los  debates  ante- 
riores sobre  el  mismo  asunto,  que  dé 
tugaren  la  actualiiiad  ó.  nuevos  deba 
tes  (artículos  332,  348  y  350,  párrafo  2."). 

El  Tribunal  de  justicia  decidirá,  acer- 
ca de  las  causas  de  exclusión  alegadas: 
el  número  de  jurados  se  completará 
cuando  aquella  sea  necesaria,  de  la  ma- 
nera indicada  en  el  artículo  anterior  (2). 

Art.  307.  El  Presidente  no  procede- 
rá, bajo  pena  de  nulidad,  á  la  forma- 
ción del  capitulo  del  Jurado,  hasta  tan- 
to que  haya  por  lo  menos  veinticuatro 
presentes  que  no  estuvieren  excluidos 
en  virtud  de  lo  dispuesto  en  el  articulo 
anterior. 

Sin  embargo,  cuando  todos  los  que 
tengan  derecho  de  recusar  á  los  jurados 
estuvieren  de  acuerdo,  podrá  proceder- 
se  á  la  formación  del  capitulo  del  Jura- 
do, aun  cuando  sólo  se  hallaren  presen- 
tes un  número  de  jurados  inferior  ai 
indicado, 

Art.  308.  El  acusador  privado  podrá 
recusar  una  mitad  y  el  acusado  la  otra 
mitaddelos  jurados,  cuanto  éstos  fue- 
ren más  de  12. 


(|]    Se    compreode    aquí   cou  el   uombre   < 
partea,  al  UÍDÍataria  público. 
(í)    Véase  el  art.  EOl. 


Cuando  fueren  en  número  impar,  el 
acusado  tendrá  derecho  á  recusar  un 
jurado  masque  el  acusador. 

Cuando  haya  varios  acusadores  y 
varios  acusados,  lús  primeros  ejercita- 
rán en  común  el  derecho  de  recusación 
concedido  al  acusador;  los  segundos  el 
que  pertenece  al  acusado. 

Si  no  se  pusieran  de  acuerdo  para  las 
recusaciones,  el  orden  por  el  que  han 
de  efectuarlas  cada  uno  se  decidirá  por 
sorteo. 

La  recusación  hecha  por  uno  de  ellos 
valdrá  después  para  todos  los  demás. 

Art.  309.  Loe  nombres  de  los  jurados 
se  depositarán  en  una  urna  por  medio 
de  papeletas. 

El  Presidente  pondrá  en  conocimien- 
to de  cada  una  de  las  partes  el  número 
de  recusaciones  que  pueden  efectuar,  y 
determinará,  si  hubiere  lugar,  el  modo 
de  ejercitar  el  derecho  de  recusación. 

Acto  seguido  extraerá  una  por  una  ' 
las  papeletas,  leyendo  en  alta  voz  e¡ 
nombreque  contuvieran. 

Después  del  sorteo  y  de  la  lectura  de 
cada  nombre,  las  partes  podrán  usardel 
derecho  de  recusación  (1);  en  tanto  que 
aquél  no  termine,  deben,  comenzando 
por  e!  acusador,  declarar  si  recusan  el 
jurado  ó  si  queda  admitido. 

A  falta  de  declaración  antes  de  ex- 
traer otra  papeleta  de  la  urna,  se  repu- 
tará admitido  el  jurado. 

Los  motivos  de  admisión  ó  de  recu- 
sación no  deberán  manifestarse. 

Cuando  se  hayan  extraído  de  la  urna 
los  nombres  de  12  jurados  no  recusa- 
dos, ó  cuando  sólo  queden  en  ella  tan 
tos  como  sean  necesarios  para  com 


(I)    La  parte  ofendida  do  tiene  el  derecho  de 
recuaeción  aína  cutmda  se  maciñeaU  parte  en  el 
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pletar  el  número  de  12,  quedará  cons- 
tituido el  capítulo  del  Jurado. 

Art.  310.  Cuando  se  prevea  que  los 
debates  van  á  durar  largo  tiempo,  el 
Presidente  podrá  ordenar  que  se  ex- 
traigan por  sorteo  uno  ó  dos  jurados  su- 
plentes, y  que  por  suerte  también  se 
extraigan  de  la  urna  los  nombres  de  13 
ó  14  jurados  en  lugar  de  12;  los  12  pri- 
meros constituirán  el  capítulo  y  los 
otros  los  suplentes. 

En  este  caso,  el  número  de  recusa- 
ciones deberá  reducirse  proporcional- 
mente. 

Los  suplentes  deberán  asistir  sin  in- 
terrupción á  todas  las  sesiones,  y  en 
caso  de  que  uno  de  los  jurados  quedare 
imposibilitado  ó  impedido  para  asistir 
á  todas  hasta  el  veredicto,  le  reempla- 
zarán, según  el  orden  en  que  sus  nom- 
bres se  hubieren  extraído  de  la  urna  (1). 

III.— De  los  debates  (Hauptoerhandlung) 
anie  el  Tribunal  del  Jurado 

Art.  311.  Los  debates  que  se  cele- 
bren ante  el  Tribunal  del  Jurado  se  re- 
girán, siempre  que  no  se  disponga  otra 
cosa  en  este  capítulo,  por  las  disposi- 
ciones contenidas  en  el  XVIII.    . 

Todas  las  disposiciones  del  presente 
capitulo,  relativas  al  Tribunal  y  al  Pre- 
sidente, son  aplicables  á  los  magistra- 
dos del  Tribunal  del  Jurado  y  á  su  Pre- 
sidente. 

El  Presidente  del  Tribunal  del  Jurado 
tiene  especialmente  el  deber  de  enterar 
á  los  jurados  acerca  del  ejercicio  de 
sus  funciones,  de  explicarles  los  pun- 
tos sometidos  á  su  deliberación  y  de 


(1)  Loa  jurados  suplentes  tieneu  derecho  á 
formular  preguntas  (artículos  249  y  315),  y  solici- 
tar ciertas  pruebas  para  el  exclarecimiento  de  he- 
chos importantes. 


recordarles  s  s  deberes,  cuando  haya 
lugar  á  ello. 

1.^— Principio  de  los  debates  y  juramento  de  los 

jurados 

Art.  312.  Tan  pronto  como  el  Jurado 
quede  constituido  y  ocupen  sus  sitios 
según  el  orden  en  que  hayan  salido  sus 
nombres  de  la  urna,  comenzarán  los 
debates  por  el  relato  del  asunto  hecho 
por  el  Escribano. 

El  Presidente  dirigirá  al  acusado  las 
preguntas  generales  prescritas  en  el 
artículo  240  y  la  advertencia  contenida 
en'el  mismo. 

Art.  313.  El  Presidente  recibirá  acto 
seguido,  bajo  pena  de  nulidad,  el  jura- 
mento á  los  jurados,  dirigiéndoles  con 
este  objeto  la  pregunta  siguiente: 

«Juráis  y  prometéis  ante  Dios  exa- 
min3,r  con  la  más  escrupulosa  atención 
las  pruebas  que  se  produzcan  en  pro  y 
en  contra  del  acusado,  y  no  dejar  de 
pesar  las  que  puedan  traerle  ventaja  ó 
perjuicio;  observar  fielmente  la  ley 
cuya  aplicación  debéis  hacer;  no  co- 
municar á  nadie  vuestro  veredicto,  ex- 
cepto á  vuestros  cojurados;  no  escu- 
char la  voz  del  afecto,  ni  del  odio,  del 
temor,  ni  de  la  mala  fe,  sino  con  la  im- 
parcialidad y  firmeza  que  convienen 
á  un  hombre  probo  y  libre;  tomar,  se- 
gún las  pruebas  aducidas  en  pro  y  en 
contra  del  acusado,  y  según  vuestra 
convicción  fundada  en  ellas,  una  deci- 
sión de  la  que  podáis  responder  ante 
Dios  v  ante  vuestra  conciencia?» 

Entonces  cada  uno  de  los  jurados, 
llamados  particularmente  por  el  Pre- 
sidente, responderá:  «Sí  juro;  que  Dios 
me  ayude.» 

No  deberá  hacerse  diferencia  alguna 
entre  los  jurados  por  causa  de  su  re- 
ligión. 
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Únicamente  aquellos  cuya  religión 
prohiba  el  juramento,  quedarán  obli- 
gados por  solemne  promesa. 

2.^-- De  la  producción  de  las  pruebas 

Art.  314.  Después  de  prestar  los 
jurados  juramento,  el  Presidente  del 
tribunal,  por  medio  del  Escribano,  lla- 
mará á  los  testigos  y  peritos. 

En  cuanto  á  retirar  provisionalmen- 
te á  los  testigos  y  peritos  del  local  en 
que  se  celebren  los  debates  y  el  proce- 
dimiento contra  los  que  no  comparez- 
can, se  aplicarán  las  disposiciones  de 
los  artículos  241  á  243  de  este  Có- 
digo. 

Acto  seguido  elPresidente,  bajo  pena 
de  nulidad,  ordenará  que  se  dé  lectu- 
ra al  escrito  de  acusación. 

Si  se  hubiere  dictado  disposipíón 
desechando  un  capitulo  de  cargos,  hará 
también  que  se  lea. 

Art.  315.  El  Presidente  oirá  al  acu- 
sado y  dirigirá  la  producción  de  la 
prueba,  observando  las  disposiciones 
contenidas  en  los  artículos  245  á  254  de 
este  Código. 

El  derecho  de  dirigir  las  preguntas 
asiste  también  á  los  jurados  y  su- 
plentes. 

Los  jurados  tienen  derecho  para  pro- 
poner la  adición  de  ciertos  medios  de 
prueba  con  objeto  de  esclarecer  los 
hechos  principales. 

La  apreciación  de  estas  propuestas 
corresponderá  al  tribunal. 

3.* — De  las  preguntas  á  los  jurados 

Art.  316.  Después  que  se  hayan  pro- 
ducido las  pruebas  y  que  el  tribunal 
haya  deliberado  sumariamente,  redac- 


tará el  Presidente  las  preguntas  que 
deban  proponerse  al  Jurado  (1). 

Estas  deberán,  bajo  pena  de  nulidad, 
leerse  en  alta  voz  y  comunicarse  por 
escrito  á  petición  suya,  al  acusador  y 
al  acusado,  después  de  firmadas  por  el 
Presidente. 

Las  partes  tienen  el  derecho  de  pro- 
poner modificaciones  y  pedir  la  agre- 
gación de  nuevas  preguntas. 

El  tribunal  decidirá  en  el  acto  acerca 
de  estos  particulares. 

Si  las  modificaciones  lo  fueren  á  las 
preguntas,  se  leerán  en  alta  voz. 

Art.  317.  No  habrá  lugar  á  formular 
preguntas  al  Jursulo  cuando  el  Tribu- 
nal de  justicia,  después  de  haber  oído 
á  las  partes,  reconozca  que  debe  po- 
nerse en  libertad  al  acusado^  por  en- 
contrarse comprendido  en  alguno  de 
los  casos  mencionados  en  el  art.  259, 
párrafos  1.®  y  2.**,  ó  cuando  el  hecho 
atribuido  al  acusado  haya  dejado  de 
ser  punible  por  prescripción  ó  amnis- 
tía, ó  cuando  no  deban  proseguir  las 
diligencias  por  virtud  de  las  reglas  de 
procedimiento  penal  (2). 

Art.  318.  La  pregunta  principal  ten- 
drá por  objeto  determinar  si  el  acusa- 
do es  culpable  del  delito  que  sirva  de 
fundamento  á  la  acusación. 

En  esta  pregunta  se  indicarán  todos 
los  elementos  legales  de  la  infracción, 
con  expresión  de  las  circunstancias  de 
lugar,  de  tiempo,  de  objeto,  etc.,  en 
cuanto  fueren  indispensables  para  la 
designación  clara  y  exacta  del  hecho, 


(1)  Según  el  Proyecto  de  procedimiento  penal 
redactado  por  la  Comisión  de  la  Cámara  de  Dipu- 
tados, las  preguntas  deberían  hacerse  por  el  tri- 
bunal después  de  oídas  las  partes  y  de  hacer  el 
Presidente  el  resumen  de  los  debates. 

(2)  Véanse  los  artículos  259,  párrafos  1  .*  y  2.* , 
818  y  819  á  824. 
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Ó  para  la  resolución  que  haya  de  dic- 
tarse acerca  de  los  daños  y  perjuicios. 

Art.  319.  Cuando  se  pretenda  que  se 
ha  producido  un  hecho  que  excluya  la 
posibilidad  de  aplicar  una  pena,  habrá 
lugar  á  Tormular  una  pregunta  referen- 
te á  esta  pretensión,  siempre  que  el 
hecho  no  sea  alguno  de  los  menciona- 
dos en  el  art.  317. 

Art.  320.  Si  se  alegaren  hechos  por 
los  que,  en  el  supuesto  establecido,  el 
acusado  de  un  crimen  ó  de  up  delito 
consumado,  solamente  resultare  cul- 
pable de  tentativa,  ó  por  tos  que  el  acu- 
sado como  autor  principal  resultare 
encubridor  ó  cómplice  (Mitschuldiger 
Oder  Theiltchmer),  6  según  los  que  el 
hecho  atribuido  al  acusado  fuere  obje- 
to de  la  sanción  penal  de  otra  ley  me- 
nos severa  que  la  citada  en  el  escrito 
de  acusación,  deberán  formularse  al 
Jurado  las  preguntas  oportunas. 

Por  el  contrario,  sin  el  consentimien- 
to del  acusado  no  podrán  formularse 
preguntas  por  las  que  el  cargo  que  se 
le  atribuyere  pueda  considerarse  como 
constitutivo  de  hecho  que  lleve  consigo 
pena  más  grave. 

Si  negare  su  consentimiento,  ó  el  tri- 
bunal estimare  que  debe  preceder  &  los 
debates  una  instrucción  preparatoria 
más  detenida,  podrá  reservar  al  acusa- 
dor la  persecución  de  los  hechos,  siem- 
pre que  lo  solite  antes  de  que  los  jura- 
dos se  retiren  á  deliberar  (artículos  263, 
párrafo  i.",  y  264.) 

Art.  321.  Cuando  en  el  curso  de  los 
debates  se  inculpe  al  acusado  de  un 
hecho  distinto  del  que  sea  objeto  de 
la  acusación,  las  preguntas  especiales 
que  surgieren  deberán  proponerse  por 
el  acusador. 

Sin  embargo,  no  se  planteará  ningu- 
na de  estas  preguntas  cuando  se  pre- 
sente como  indispensable  una  instruc- 
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clon  preparatoria  más  detenida  por  la 
acusación  ó  por  Ja  defensa,  ó  cuando  el 
acusado,  en  caso  de  resolución  afirma- 
tiva de  estas  preguntas,  cayere  bajo  la 
sanción  pena!  de  una  ley  más  severa 
que  la  citada  en  el  escrito  de  acusación, 
y  rehusare  dar  su  consentimiento  á  una 
decisión  inmediata. 

En  ambos  casos,  se  reservará  al  acu 
sador,  siempre  que  lo  solicite,  el  dere- 
cho de  perseguir  los  hechos  de  que  se 
trate  (artículos  263  y  264). 

Art.  323.  Las  circunstancias  ate- 
nuantes y  agravantes  serán  objeto  de 
una  pregunta  dirigida  al  Jurado,  cuan- 
do su  existencia,  según  la  ley,  entrañe 
roodiScaciones  en  la  duración  ó  en  la 
naturaleza  de  la  pena. 

Art.  323.  Las  preguntas  dirigidas  al 
Jurado  se  propondrán  de  modo  que 
puedan  resolverse  por  «sf»  ó  «non. 

Deberá  apreciarse  en  cada  caso  par- 
ticular, si  los  hechos  deben  acumular- 
se en  una  sola  pregunta  ó  han  de  ser 
objeto  de  preguntas  separadas,  siguién- 
dose el  orden  por  el  que  fueron  pro- 
puestas. 

Procederá  señalar  expresamente  la 
naturaleza  de  las  preguntas  que  sola- 
mente fueren  propuestas  para  el  CEiso, 
ya  sea  la  solución  afirmativa  (pregun- 
tas adicionales,  iusait/rayen),  ya  ne- 
gativa de  otra  pregunta  (preguntas 
eventuales,  eüentualfragen). 

Las  preguntas  adicionales  podrán 
proponerse  para  el  caso  de  solución 
afirmativa  de  una  pregunta  principal, 
con  objeto  de  precisar  los  hechos  en 
virtud  de  los  que  se  aplica  la  califica- 
ción legal  contenida  en  la  misma. 

4.°— De  \o9  requerimieatoH,  coDcluniones,  defensa 
de  iM  partea  y  resumen  del  Presidente 

Art.  324.    Después  de  la  lectura  de 
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las  preguntas  en  alta  voz,  no  podrá 
retirarse  la  acusación. 

El  acusador  y  la  parte  ofendida,  el 
acusado  y  su  defensor,  serán  oidos  por 
el  orden  establecido  en  el  art.  255. 

Sus  informes  deberán  limitarse  á 
aquellos  elementos  de  los  debates  que 
hayan  de  servir  de  fundamento  al  ve- 
redicto del  Jurado. 

La  discusión  que  se  someta  á  la  deci- 
sión del  tribunal,  se  reservará  para 
después  (art.  335)  (1). 

Art.  325.  Acto  seguido  pronunciará 
el  Presidente  la  clausura  de  los  debates. 

En  una  sucinta  exposición  ñjará  los 
resultados  esenciales,  indicando  con  la 
mayor  brevedad  posible  las  pruebas  en 
pro  y  en  contra  del  acusado,  sin  emitir 
su  propia  opinión. 

Indicará  á  los  Jurados  los  caracteres 
legales  del  hecho  punible  y  la  significa- 
ción de  las  expresiones  del  mismo  gé- 
nero contenidas  en  las  preguntas,  lla- 
mando su  atención  acerca  de  sus  debe- 
res en  general,  y  en  especial  de  los 
referentes  á  la  deliberación  y  votación. 

El  resumen  del  Presidente  no  podrá 
discutirse  ni  aun  interrumpirse;  si  bien 
las  partes  tendrán  el  derecho  de  pedir 
que  las  «indicaciones  jurídicas))  (Reeh- 
isbelehrung)  hechas  por  el  Presidente 
al  Jurado,  consten  en  el  acta  (2). 


(1)  Las  partes  no  debían  ser  oídas  hasta  des- 
pués de  formuladas  las  preguntas,  según  el  Código 
de  1850  (art.  321),  y  la  ley  de  29.de  Marzo  de  1869, 
sobre  la  competencia  delJurado  en  los  delitos  co- 
metidos por  medio  de  la  imprenta,  el  grabado  ú 
otro  medio  mecánico  de  publicación;  las  partes 
deberán  ser  oídas  antes  de  formularse  las  pre- 
g'untas 

Se  ha  tratado  de  justificar  este  nuevo  procedi- 
miento, diciendo  que,  gracias  á  él,  estando  bien 
deñnido  de  antemano  el  objeto  de  los  debates,  son 
éstos  más  claros  y  más  precisos. 

(2)  Véase  el  art.  844,  párrafo  8.' 


El  Presidente  remitirá  las  preguntas 
escritas  á  los  jurados,  -que  deberán  re- 
tirarse seguidamente  á  la  Sala  de  deli- 
beraciones. 

Se  les  entregarán  también  el  escrito 
de  acu^ción,la  decisión  de  que  se  haya 
dado  lectura,  en  virtud  de  lo  dispuesto 
en  el  art,  314,  las  piezas  de  convic- 
ción, las  actas  y  demás  documentos 
que  obren  en  los  autos,  excepción  he- 
cha de  las  diligencias  de  interrogatorio 
de  testigos,  no  leídas  en  los  debates. 

Al  mismo  tiempo  ordenará  el  Presi- 
dente que  al  acusctdo  se  le  conduzca 
fuera  de  la  sala. 

5.— Deliberación  y  decisión  del  Jurado 
{Berathung  una  Beschkussfaasung) 

Art.  326.  Los  jurados  elegirán  de 
entre  ellos  un  Presidente  {obermannj 
por  mayoría  de  votos. 

Antes  de  comenzar  la  deliberación,  el 
Presidente  delJurado  dará  lectura  de 
la  instrucción  siguiente: 

«La  ley  no  pide  cuentas  á  los  jurados 
acerca  de  los  motivos  de  su  convic- 
ción, no  les  prescribe  reglas  por  lasque 
deduzcan  la  plenitud  y  la  suficiencia  de 
la  prueba;  únicamente  les  reclama  que 
examinen  con  sentido  y  conciencia  Jai? 
pruebas  producidas  en  pro  y  en  contra 
del  acusado,  y  también  en  conciencia 
qué  impresión  han  producido  en  ellos 
las  pruebas  alegadas  en  los  debates 
contra  el  acusado  y  los  medios  de  su 
defensa. 

»Así  es  que  únicamente  según  su 
convicción,  formada  por  el  examen  de 
los  medios  de  prueba,  deben  dar  su  ve- 
redicto sobre  la  inocencia  ó  culpabili- 
dad del  acusado. 

))No  perderán  nunca  de  vista  que  su 
deliberación  debe  concretarse  á  las 
preguntas  propuestas  á  los  hechos  que 
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sirven  de  fundamento  ál  escrito  de  acu- 
sación ó  que  con  él  se  relacionen. 

»Los  Magistrados,  y  no  ellos,  son  los 
iramados  á  indicar  las  consecuencias 
legales  que  alcanzan  al  acusado  en  el 
caso  de  declararse  la  culpabilidad. 

»Los  jurados,  por  lo  tanto,  debeft  dar 
su  veredicto  sin  considerar  las  Conse- 
cuencias legales  de  su  decisión.)) 

En  la  Sala  de  deliberaciones  se  Aja- 
rán varios  ejemplares  de  esta  instruc- 
ción y  los  artículos  327  á  330  de  este 
Código. 

Art.  327.  Los  jurados  no  deberán  sa- 
lir de  la  Sala  de  deliberaciones  antes  de 
pronunciar  su  veredicto. 

Nadie  podrá  penetrar  en  esta  Sala 
durante  la  deliberación,  sin  autoriza- 
ción escrita  del  Presidente. 

Queda  asimismo  prohibida  toda  co- 
municación con  los  de  fuera. 

El  tribunal  impondrá  al  jurado  que 
contravenga  á  esta  disposición,  una 
multa  de  10  á  100  florines,  y  á  cual- 
quiera otra  persona  que  las  contra- 
venga, veinticuatro  horas  de  arresto 
(arte^i). 

Si  surgieren  dudas  entre  los  jurados 
acerca  del  procedimiento  que  deben 
observar,  ó  del  sentido  de  las  preguntas 
formuladas,  ó  la  manera  de  contestar- 
las, el  Presidente,  á  petición  por  escri- 
to del  Presidente  del  Jurado,  se  presen- 
tará, en  unióndel  Escribano,  el  acusador 
V  el  acusado,  cuando  éstos  se  encuen- 
tren  presentes  en  el  Palacio  de  Justicia, 
en  el  recinto  donde  se  hallen  los  ju- 
rados. 

La  instrucción  seguida  con  este  mo- 
tivo por  el  Presidente  deberá  constar  en 
un  acta  si  así  se  pidiere. 

Cuando  los  jurados  desearen  que  las 
preguntas  formuladas  se  modifiquen  ó 
completen,  se  discutirá  y  resolverá  este 
particular  en  sesión  pública. 


Nadie  deberá  asistir  al  Voto  del  Jura- 
do, bajo  pena  de  nulidad. 

Art.  328.  Después  de  la  deliberación, 
el  Presidente  del  Jurado  hará  votar 
verbalmente  á  los  jurados  sobre  cada 
una  de  las  preguntas  én  el  orden  en 
que  el  Presidente  del  tribunal  las  hubie- 
re redactado,  pidiendo  á  cada  uno  de  los 
jurados  su  declaración,  y  el  Presidente 
del  Jurado  emitirá  su  voto  el  último. 

Los  jurados  votarán  sobre  caída  pre- 
gunta c(sí»  ó  «cnó,»  permitiéndoseles  no 
resolver  una  pregunta  afirmativa  ó  ne- 
gativamente, sino  en  parte. 

En  caso  de  solución  afirmativa  de 
una  pregunta,  la  restricción  impuesta  á 
la  respuesta  deberá  hacerse  concisa- 
mente. 

La  respuesta  entonces  será:  «sí,  pero 
sin  tal  6  cual  de  las  circunstancias 
mencionadas  en  la  pregunta»  (1). 

Art.  329.  Para  la  solución  afirmativa, 
ya  de  la  pregunta  referente  á  la  culpa- 
bilidad ó  de  las  relativas  á  las  circuns- 
tancias agravantes,  se  exigirá,  al  me- 
nos, la  mayoría  de  las  dos  terceras 
partes  de  los  votos. 

En  los  demás  casos  la  decisión  se  to- 
mará por  simple  mayoría. 

En  caso  de  empate  prevalecerá  la 
opinión  más  favorable  al  acusado. 

Cuando  se  haya  dirigido  contra  el 
acusado  una  pregunta  principal,  los  ju- 
rados cuya  opinión  hubiere  sido  deses- 
timada podrán  abstenerse  de  votar  la 
pregunta  adicional  puesta  para  aquel 
caso,  acumulándose  entonces  sus  votos 
á  los  más  favorables  para  el  acusado. 

El  Presidente  del  Jurado  contará  los 


(l)  Por  ejemplo:  si  un  individuo  fuere  acusado 
del  robo  de  diversos  objetos,  á  la  pregunta  prin- 
cipal, encaminada  á  averiguar  si  ha  robado  dichos 
objetos,  el  jurado  podrá  contestar  csíi  para  é8t0S| 
cnói  para  aquéllos. 
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votos  y  escribirá  al  )ado  de  cada  pre- 
gunta la  solución  que  haya  dado  el  Ju- 
rado, Rsl»  ó  ano,»  con  las  restricciones 
puestas,  indicando  el  número  de  votos. 
La  transcripción  del  veredicto  del  Ju- 
rado, que  deberá  hacer  el  Presidente  del 
mismo,  no  contendrá  raspaduras.  Las 
palabras  tachadas,  las  indicaciones  al 
margen  y  las  palabras  intercaladas  de- 
berán salvarse  por  una  nota  expresa, 
puesta  por  el  Presidente  del  Jurado. 

S.— Lectura  dal  veradicto  del  Jarado 
{AuMpruch  dar  geichvutrnen) 

Art.  330.  Después  de  veriflcada  la 
votación,  los  jurados  entrarán  de  nue- 
vo en  la  sala  de  audiencia,  y  ocuparán 
sus  respectivos  puestos. 

El  Presidente  del  tribunal  les  inte- 
rrogará acerca  del  resultado  de  su  de- 
liberación. 

El  Presidente  del  Jurado  se  levantará 
y  dirá; 

«Los  jurados,  conforme  á  su  jura- 
mento y  á  su  conciencia,  han  resuelto 
las  preguntas  sometidas  á  su  delibera-' 
clon,  como  sigue:» 

Después  dará  lectura  en  altavoz,  y  en 
presencia  de  todos  los  jurados,  bajo 
pena  de  nulidad,  á  las  preguntas,  é  in- 
mediatamente á  las  contestaciones  da- 
das á  cada  una  de  ellas. 

Entregará  el  acta  correspondiente, 
ñrmada  por  él,  al  Presidente  del  Tribu- 
nal, quien  la  Armará  también,  asi  como 
el  Escribano. 

Después  que  los  jurados  hayan  salido 
de  la  Sala  de  deliberaciones,  ninguno 
de  ellos  podrá  volver  sobre  su  primera 
opinión;  solamente  podrá  efectuarse 
nueva  deliberación  cuando  se  trate  de 
subsanar  una  indicación  errónea  que  se 
hubiere  deslizado  en  el  veredicto  por 
una  simple  equivocación. 


Art.  331.  Cuando  el  veredicto  del  Ju- 
rado sea  oscuro,  incompleto  6  conten- 
ga respuestas  contradictorias,  el  Tribu- 
nal declarará  la  urgencia  y  someterá  á 
los  jurados  las  preguntas  y  las  contes- 
taciones, con  invitación  de  que  se  reti- 
ren de  nuevo  á  deliberar  y  rectifiquen 
su  veredicto  después  de  nueva  vota- 
ción. 

El  tribunal  tendrá  en  este  caso  la  fa- 
cultad de  determinar,  después  de  oirá 
las  partes,  las  modificaciones  y  adicio- 
nes á  las  preguntas  que  conceptúe  con- 
veniente. 

El  Presidente  del  tribunal  manifesla- 
rá  á  los  Jurados  que  ellos  no  tienen  fa- 
cultades sino  para  modificar  el  ve- 
redicto de  que  se  trate  y  responder  á 
las  preguntas  nuevas  ó  modificadas. 

Art.  332.  En  el  caso  en  que  el  acusa- 
do fuere  reconocidamente  culpable,  si 
el  Tribunal  de  justicia  estimare  unáni- 
memente que  los  jurados  se  han  equi- 
vocado en  el  fondo  de  su  veredicto,  de- 
cretará de  oficio,  y  nunca  á  excitación 
de  parte,  que  se  suspenda  el  juicio  has- 
ta la  próxima  reunión,  y  que  el  asunto 
se  lleve  ante  un  nuevo  Tribunal  del 
Jurado. 

Si  el  tribunal  estimare  que  á  propósi- 
to de  una  acusación  dirigida  contra  va- 
rios individuos,  los  Jurados  en  su  vere- 
dicto no  se  ban  equivocado  más  que  en 
cuanto  á  un  acusado,  ó  que  en  presen- 
cia de  muchos  cargos  no  se  han  equi- 
vocado más  que  con  respecto  á  uno  de 
ellos,  el  recurso  no  podrá  fundarse  más 
que  sobre  este  acusado  ó  este  cargo,  y 
quedará  sin  influencia  alguna  sobre  los 
demás. 

En  los  nuevos  debates,  ninguno  de 
los  Jueces  que  hayan  tomado  parte  en 
el  primer  asunto  podrá  presidir,  y  nin- 
guno de  los  primeros  Jurados  podrá 
formar  parte  del  nuevo  Jurado, 
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Si  el  veredicto  del  segundo  Jurado 
fuere  conforme  al  del  primero,  el  tribu- 
nal deberá  tomarlo  como  fundamento 
de  su  decisión. 

7.*— -Procedimiento  ulterior  y  sentencia  del 
Tribunal  de  justicia 

Art.  333.  El  Presidente  del  tribunal 
hará  entrar  de  nuevo  al  acusado  en  la 
sala  de  audiencia  y  ordenará  la  lectu- 
ra del  veredicto  en  presencia  suya  ó 
la  declaración  hecha  conforme  al  ar- 
tículo 332. 

Art.  334.  Si  el  veredicto  del  Jurado 
declarase  al  acusado  no  culpable,  el  tri- 
bunal dictará  sentencia  decretando  la 
libertad  del  acusado;  esta  decisión  se 
le  comunicará  inmediatamente. 

Art.  335.  Si  el  acusado  fuere  decla- 
rado culpable ,  el  acusador  obtendrá 
desde  luego  la  palabra  para  hacer  sus 
reclamaciones  concernientes  á  la  apli- 
cación de  la  ley  penal,  y  las  circuns- 
tancias agravantes  ó  atenuantes  dig- 
nas de  tomarse  en  consideración. 

Después  de  él  hablarán  la  parte  civil, 
el  acusado  y  su  defensor. 

Se  observarán  las  disposiciones  del 
articulo  255.  Los  debates  no  deberán 
tener  por  objeto  lo  que  haya  sido  esta- 
blecido por  el  veredicto  del  Jurado;  ver- 
sarán exclusivamente  sobre  la  aplica- 
ción de  la  pena  y  las  pretensiones  rela- 
tivas á  daños  y  perjuicios. 

Art.  33B.  Seguidamente  el  tribunal 
de  derecho,  si  lo  estimase  conveniente, 
se  retirará  á  deliberar. 

En  este  caso,  al  acusado,  y  según  el 
prudente  arbitrio  del  Presidente,  se  le, 
podrá  conducir  fuera  de  la  sala  de  au- 
diencia. 

El  Presidente  dirigirá  la  votación, 
conforme  á  las  prescripciones  de  los 
artículos  19  y  siguientes. 


Art.  337.  Si  el  tribunal  estimare  que 
el  hecho  por  el  que  el  veredicto  del  Ju- 
rado declara  culpable  al  acusado  no  es 
punible  por  la  ley,  quedará  aquél  ab- 
suelto. 

Art.  338.  En  los  demás  casos,  el  tri- 
bunal de  derecho,  después  de  un  con- 
cienzudo examen  de  las  circunstancias 
agravantes  ó  atenuantes,  impondrá  la 
pena  correspondiente  á  la  infracción, 
aun  en  el  caso  de  que  el  hecho,  según 
el  veredicto  del  Jurado,  no  sea  ya  de  la 
competencia  de  este  tribunal. 

El  tribunal  de  derecho  podrá,  en  ra- 
zón á  la  concurrencia  de  circunstancias 
atenuantes  muy  cualificadas,  cuando  la 
pena  sea,  según  la  ley,  ya  perpetua,  ya 
de  una  duración  de  diez  á  veinte  años, 
rebajarla  sin  modificar  su  naturaleza, 
pero  disminuyéndose  su  ^duración,  sin 
que  ésta  pueda  ser  inferior  á  tres  años. 

En  el  caso  de  que  la  pena  fijada  por 
la  ley  sea  de  cinco  á  diez  años  de  du- 
ración, el  tribunal  de  derecho  podrá, 
en  razón  á  las  circunstancias  atenuan- 
tes, lo  mismo  condenar  al  acusado  á 
una  prisión  de  naturaleza  menos  aflic- 
tiva, que  rebajar  la  duración,  sin  que 
pueda  ser  en  ningún  caso  inferior  á  un 
año  (1). 

Art.  339.  Cuando  se  impusiere  la 
pena  de  muerte  á  varias  personas,  la 
sentencia  deberá  indicar  el  orden  en 
que  hayan  de  ejecutarse  los  conde- 
nados. 

Art.  340.  Así  que  haya  recaldo  deci- 
sión acerca  de  la  pena,  deberá  leerse  en 
sesión  pública  por  el  Presidente,  en  pre- 


(1]  El  Código  austríaco  concede  á  los  Magis- 
trados, exclusión  hecha  de  los  jurados,  el  derecho 
de  declarar  lo  mismo  acerca  de  la  admisión  de 
circunstancias  atenuantes,  que  sobre  sus  conse- 
cuencias en  cuanto  á  penalidad* 
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sencia  del  acusador,  del  acusado  (ar- 
ticulo 234)  y  de  su  defensor. 

El  Presidente  deberá  al  mismo  tiem- 
po indicar  las  bases  esenciales  de  la 
fijación  de  la  pena,  leyendo  las  disposi- 
ciones legales  que  sirvan  de  fundamen- 
to á  la  sentencia  é  instruyendo  al  acu- 
s€tdo  de  los  recursos  que  la  ley  le  con- 
■  cede. 

El  original  de  la  sentencia  deberá  re- 
dactarse de  la  manera  indicada  en  los 
artículos  269  y  270,  y  contendida  además 
Jas  preguntas  sometidas  al  Jurado,  lo 
mismo  que  las  respuestas  dadas  á  ellas. 

Art.  341.  Cuando  el  Tribunal  de  jus- 
ticia hubiere  impuesto  la  pena  de  muer- 
te, deliberará  inmediatamente  después 
de  su  lectura,  oyéndose  al  Ministerio 
público,  acerca  de  si  el  acusado  puede 
ser  digno  de  indulto,  y  qué  pena  pro- 
porcionada á  su  grado  de  culpabilidad 
podrá  sustituir  á  la  de  muerte. 

El  acta  de  esta  deliberación  se  uni- 
rá á  los  autos,  que  serán  remitidos  al 
Tribunal  dé  Casación  por  el  de  lo  cri- 
minal ó  por  el  mismo  Tribunal  de  pri- 
mera instancia,  si  estos  autos  no  hubie- 
ran de  ir  al  Tribuna!  de  Casación,  á 
causa  de  recurso  de  nulidad. 

El  Tribunal  de  Casación  pasará  los 
autos  al  Ministro  de  Justicia  cuando 
la  sentencia  hubiere  quedado  firme, 
uniendo  á  ellos  su  parecer,  emitido  en 
sesión  secreta  después  de  oído  el  Mi- 
nisterio fiscal. 

Art.  342.  Las  disposiciones  de  los 
artículos  271  y  272,  serán  igualmente 
aplicables  al  acta  relativa  á  los  debates 
ante  el  Tribunal  del  Jurado. 

El  acta  indicada  deberá  contener  ade- 
más los  nombres  de  ios  jurados,  los  in- 
cidentes de  la  constitución  del  tribunal 
y  la  prestación  del  juramento,  uniéndo- 
se el  acta  de  las  preguntas  dirigidas  al 
Jurado. 


IV,  —  De  las  recursos  contra  tas  aen- 
tenciaa  de  loa  Tribunales  del  Ju- 
rado. 

Art.  343.  Dos  recursos  concede  la 
ley  contra  las  decisiones  del  Tribuna! 
del  Jurado: 

El  recurso  de  casación  {Nic/iügkeiís- 
besehicerde)  y 

La  apelación  (Berufung)  (1)  (art.  280i. 

Art.  344.  El  recurso  de  casación  piv 
drá  interponerse  en  cualquiera  de  Ins 
casos  siguientes: 

I."  Cuando  el  Tribunal  del  Jurado  no 
se  haya  constituido  con  arreglo  áía  Ipv. 
6  el  Jurado  no  esté  completo;  cuan(li> 
no  hayan  asistido  todos  los  Jueces  jju- 
rados  á  todo- el  procedimiento  anterior 
á  la  decisión,  ó  cuando  un  Juez  (artícu- 
los 67  y  68)  ó  un  jurado  (art.  306)  exclui- 
do haya  tomado  parte  en  la  sentencia, 
siendo  lo  mismo  que  la  causa  de  nuli- 
dad haya  sido  conocida  del  que  forma 
la  demanda  antes  ó  durante  los  deba- 
tes, ó  que  no  la  haya  hecho  valer  desde 
el  comienzo  de  éstos  ó  después  de  ha- 
ber adquirido  conocimiento  de  ellos; 

2."  Cuando  los  debates  se  hayan  ce- 
lebrado sin  la  asistencia  del  defensnn 

3."  Cuando  á  pesar  de  la  reclama- 
ción del  recurrente  se  haya  leído  en  el 
curso  de  ios  debates  una  pieza  relativa 
á  un  acto  nulo,  según  la  ley,  de  proce- 
dimiento ó  de  instrucción; 

4."  Cuando  en  el  curso  de  los  deba- 
tes se  haya  infringido  ú  omitido  una 
disposición,  cuya  inobservancia  pro- 
duzca la  nulidad  segiip  la  ley  (artlcu- 

(1)  Por  r«g:1a  general,  U  ipelaeidn  ss  enUblí 
ants  >1  Tribunal  áe  segunda  iastaocU,  j  cuando 
al  mismo  tiempo  s«  interpuaiere  recurso  de  ets>- 
eión,  se  eotabUriaole  el  Tribunal  Supremo.  (Vía- 
se el  art.  396.) 
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los  120, 151,  152,  170,  201,  228,  244,  247, 
250,  260,  271,  303,  306,  307,  313,  314,  316,  ' 
327,  330  y  427); 

5.®  Cuando  durante  los  debates  no 
se  haya  resuelto  sobre  alguna  petición  . 
del  que  entabla  el  recurso,  ó  cuando 
por  una  decisión  dada  contra  ella  ó  su 
oposición,  hubiere  habido  violación  ó 
aplicación  indebida  de  leyes  Ó  de  princi- 
pios cuya  observancia  fuere  necesaria 
en  un  procedimiento  que  asegure  los 
intereses  de  la  defensa  ó  de  la  acusar 
ción; 

6.®  Cuando  haya  habido  violación 
de  lo  dispuesto  en  los  artículos  318  á  323 
de  este  Código  (1); 

7.**  Cuando  se  haya  puesto  una  pre- 
gunta al  Jurado,  infringiendo  lo  estct- 
blecido  en  el  art.  267,  y  esta  pregunta 
se  hubiere  resuelto  afirmativamente  (2); 

8.®  Cuando  el  Presidente  haya  dado 
una  instrucción  inexacta  al  Jurado  (ar- 
tículos 325  y  327); 

9.^  Cuando  las  respuestas  del  Jura- 
do sean  oscuras,  incompletas  ó  contra- 
dictorias; 

10.  Cuando  se  haya  violado  ó  apli- 
cado indebidamente  una  ley  por  la  de- 
cisión del  Tribunal  de  justicia,  á  saber: 

a)  Si  el  hecho  imputado  al  acusado 
fuese  de  la  competencia  de  los  tribu- 
nales; 


(1)  Los  artículos  mencionados  establecen  las 
reglas  referentes  á  la  manera  de  formular  las  pre- 
guntas al  Jurado.' 

(2)  De  aquí  se  deduce  que  puede  entablarse 
un  recurso  de  casación  cuando  se  hubiere  dirigido 
al  Jurado  una  pregunta  sobre  un  hecho  que  no 
se  contenía  originariamente  en  la  acusación  y  res- 
pecto al  cual  no  se  haya  oído  á  éste  y  la  respuesta 
hubiere  sido  afirmatiya. 

Cuando  hubiere  sido  negativa,  y  el  Tribunal, 
por  consiguiente,  haya  absuelto  al  acusado,  es  ad- 
misible el  recurso  con  arreglo  á  lo  prescrito  en 
el  art.  844,  núm.  1.%  letra  c). 


b)  Si  existieren  circunstancias  en 
virtud  de  las  cuales  el  hecho  no  era  pu- 
nible ó  el  derecho  de  perseguirlo  estu- 
viere extinguido,  ó 

c)  Si  faltare  la  acusación  exigida  por 
la  ley. 

11.  Cuando  al  hecho  al  que  se  refie- 
ra la  decisión  se  aplicare,  por  inter- 
pretación indebida,  una  ley  penal  que 
no  sea  aplicable; 

12.  Cuando  el  tribunal,  al  imponer 
la  pena,  se  haya  extralimitado  en  el  uso 
de.  sus  atribuciones  por  la  admisión  de 
circunstancias  agravantes  ó  atenuan- 
tes; cuando  haya  traspasado  los  límites 
de  su  derecho  de  atenuación  ó  de  con- 
mutación de  las  penas  legales,  ó  haya 
infringido  ó  aplicado  indebidamente  las 
disposiciones  contenidas  en  el  articu- 
lo 293,  párrafo  3.^  ó  en  el  art.  359,  pá- 
rrafo 4.° 

Las  causas  indicadas  en  los  núme- 
ros 3.^  4.**,  5.**  y  6.®,  no  podrán  invocar- 
se en  favor  del  acusado  cuando  fuere 
evidente  que  la  inobservancia  de  la  for- 
ma no  ha  podido  ejercer  sobre  la  sen- 
tencia ninguna  influencia  perjudicial 
para  el  acusado. 

En  ningún  caso  podrá  invocarse  con- 
tra el  acusado  los  fundamentos  de  nu- 
lidad mencionados  en  los  números  2.^  y 
7.**;  tampoco  pueden  invocarse  los  de 
los  números  3.°  á  6.®>  sino  cuando  fuere 
evidente  que  la  violación  de  las  formas 
del  procedimiento  ha  podido  ejercer 
sobre  la  decisión  influencia  perjudicial 
para  el  acusado,  y  que  además  el  acu- 
sador se  haya  opuesto,  ó  reclamado  la 
decisión  del  Tribunal  de  justicia,  y  se 
haya  reservado  la  facultad  de  recurrir 
en  casación  después  de  pronunciada 
aquélla  ó  la  declaración  de  no  há  lugar. 

Art.  345.  La  apelación  no  procederá 
más  que  en  los  casos  determinados  en 
el   art.   283  del   presente   Código,  en 
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cuanto  á  los  autos  ó  sentencias  referen- 
tes á  la  pena  y  á  los  daños  y  perjuicios. 

Art.  346.  El  derecho  de  recurrir  en 
apelación  y  en  casación^  los  cuales 
pueden  interponerse  juntos,  el  procedi- 
miento relativo  á  la  notiñcación  de  los 
recursos,  á  las  excepciones,  á  los  de- 
bates y  á  la  decisión,  están  marcados 
por  las  disposiciones  de  los  artículos 
282  á  291  del  presente  Código  (1). 

El  anuncio  de  la  interposición  del  re7 
curso  puede  hacerse  también  en  la  se- 
sión del  Tribunal  del  Jurado;  después 
deberá  presentarse  ante  el  Tribunal  de 
justicia  de  primera  instancia  al  cual  co- 
rresponda el  procedimiento  ulterior  y 
su  remisión  al  Tribunal  de  Casación, 
ó  ante  el  Tribunal  de  justicia  de  segun- 
da instancia. 

Art.  347.  Si  el  acusado  no  declarare 
que  quiere  nombrar  defensor  á  su  cos- 
ta, ante  el  Tribunal  de  Casación,  éste 
deberá  designárselo  de  entre  los  resi- 
dentes en  el  lugar. 

Art.  348.  Si  el  acusado  se  encontra- 
re en  cualquiera  de  los  casos  mencio- 
nados en  el  art.  344,  números  1.^  á  9.^ 
el  Tribunal  de  Casación  anulará  el  ve- 
redicto del  Jurado  y  la  sentencia  en  él 
fundada. 

Después,  cuando  no  absuelva  al  acu- 
sado por  el  motivo  indicado  en  el  ar- 
ticulo 344,  núm.  7.°,  enviará  de  nue- 
vo el  asunto  á  la  próxima  reunión  del 
Jurado  que  actúe  en  el  tribunal  que 
designe,  á  ñn  de  que  se  proceda  á  nue- 
vos debates  y  se  dicte  nueva  sentencia. 

Si  los  motivos  de  nulidad  invocados 
no  comprendieren  todos  los  extremos 
del  veredicto,  y  si  fuese  posible  separar- 
los, el  Tribunal  de  Casación  dejará 
subsistente  la  parte  del  veredicto  y  de 


(1)    El  procedimiento  seguido  en  las  apelacio- 
nes se  rige  por  los  artf culos  294  á  S96^. 


la  sentencia  á  los  que  no  alcance  el 
vicio  de  nulidad,  y  ordenará  al  Tribu- 
nal del  Jurado  aj  cual  se  envié  el  asun- 
to, que  tome  esa  parte  como  base  de  su 
decisión. 

Art.  349.  Cuando  se  trate  del  caso 
de  nulidad,  comprendido  en  el  articu- 
lo 260,  el  Tribunal  de  Casación  enviará 
de  nuevo  el  asunto  al  Tribunal  de  jus- 
ticia de  primera  instancia  donde  se 
haya  reunido  el  Jurado,  y  le  ordenará 
que  dicte,  tomando  por  base  el  antiguo 
veredicto,  nueva  sentencia  en  una  re- 
unión compuesta,  al  ser  posible,  de  los 
tres  Jueces  que  formaban  el  tribunal 
anterior. 

Art.  350.  Si  el  Tribunal  de  Casación 
estimare  que  la  sentencia  del  Jurado 
viola  ó  aplica  indebidamente  una  ley 
(articulo  344,  números  10  á  12),  deberá, 
como  regla  general,  decidir  inmediata- 
mente del  fondo. 

Si  los  hechos  que  el  tribunal  del  Ju- 
rado debiere  tomar  como  fundamento 
de  su  decisión,  no  se  establecen  por  el 
veredicto,  el  Tribunal  de  Casación  re- 
mitirá de  nuevo  el  asunto  á  la  próxima 
reunión  del  Jurado  de  la  jurisdicción 
designada,  ó  cuando,  por  la  exacta 
aplicación  de  la  ley,  el  hecho  no  sea  de 
la  competencia  del  Jurado,  al  Tribunal 
de  primera  instancia  competente  para 
que  se  celebren  los  nuevos  debates. 

Art.  351.  La  decisión  judicial  que 
sirva  de  base  á  la  sentencia  del  Tribu- 
nal de  Casación  será  obligatoria  para 
la  jurisdicción  inferior  al  celebrar  los 
nuevos  debates. 

La  nueva  sentencia  será  susceptible 
de  los  mismos  recursos  que  la  primera. 
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CAPÍTULO  XX. —DE  LA  REAPERTURA 
DEL  PROCEDIMIENTO  PENAL  Y  DE  LA 
CONCESIÓN  DE  NUEVOS  PLAZOS. 

h-^  Reapertura  del  proeedimienio  pe- 
nal {Wiederaufnakme  des  Strafver- 
fahrens)  (1). 

Art.  352.  Cuando  el  procedimiento 
penal  incoado  contra  una  persona  dada 
se  hubiere  interrumpido  por  la  suspen- 
sión del  sumario  ó  por  haberse  deses- 
tim€ulo  ó  desistido  de  la  acusación,  po- 
drá abrirse  de  nuevo  el  procedimiento 
á  instancia  del  Ministerio  público  ó  del 
acusador  privado,  si  el  carácter  puni- 
ble del  hecho  no  ha  desaparecido  por 
prescripción,  ó  si  se  han  acumulado 
pruebas  tales,  que  no  pueda  dudarse 
de  la  culpabilidad  del  acusado. 

La  Sala  de  Consejo  decidirá  sobre  la 
procedencia  de  la  admisión  de  la  pe- 
tición después  de  que  se  hayan  practi- 
cado  las  diligencias  preliminares;  la 
resolución  podrá  impugnarse  entablan- 
do un  recurso  que  se  sustanciará  ante 
el  Tribunal  de  justicia  de  segunda  ins- 
tancia. 

La  interposición   del  recurso  debe- 
rá comunicarse  al  Tribunal  de  prime 
ra  instancia  dentro   de  los  tres  días 
siguientes  al  en  que  se  haya  dictado  la 
decisión  que  lo  motive. 

El  acusador  privado  que  haya  desis- 
tido de  su  acusación,  no  podrá  pedir  en 
ningún  caso  la  reapertura  del  proce- 
dimiento. 

Art.  353.    El  que  haya  sido  condena- 


(1)  El  Código  comprende,  bajo  este  epígrafe, 
dos  cosas  distintas.  La  prosecución  de  procesos 
interrumpidos  y  el  juicio  de  remisión  de  una  sen- 
tencia firme  que  puede  verificarse  en  beneficio  6 
•n  contra  del  acusado. 


do  por  una  decisión  que  tenga  valor  de 
cosa  juzgada,  podrá  pedirla  reapertura 
del  procedimiento,  aun  después  de  ha- 
ber sufrido  la  condena; 

1.°  Cuando  probare  que  su  condena 
se  fundó  en  algún  documento  falsiñca- 
do,  falso  testimonio,  corrupción  ó  cual- 
quier hecho  punible  ejecutado  por  un 
tercero; 

2.®  Cuando  el  condenado  alegare 
hechos  nuevos  ó  medios  de  prueba, 
que  solos  ó  unidos  á  las  prueban  ante- 
riormente practicadas  dieran  por  re- 
sultado su  libertad  ó  la  disminución 
de  la  condena; 

3.^  Cuando  dos  ó  más  personas  ha- 
yan sido  condenadas  por  distintas  sen- 
tencias, que  comparadas  entre  si,  así 
como  también  los  hechos  que  las  sir- 
van de  base,  conduzcan  necesariamen- 
te al  reconocimiento  de  la  inocencia  de 
una  ó  varias  de  ellas  (1). 

Art.  354.  La  reapertura  del  procedí** 
miento  en  favor  del  acusado  podrá, 
aun  después  de  su  muerte,  solicitarse 
por  aquellas  personas  que  tengan  el 
derecho  de  interponer  en  beneficio  suyo 
el  recurso  de  casación  ó  de  apelación. 

Si  el  Ministerio  público  tuviere  cono- 
cimiento de  alguna  circunstancia  que 
pudiera  ocasionar  la  reapertura  del 
procedimiento  en  beneficio  del  acusado 
(artículo  353),  tendrá  la  obligación,  bien 
de  dar  conocimiento  de  esta  circuns- 
tancia al  acusado  mismo,  ó  á  una  per- 
sona que  tuviese  el  derecho  de  pedir  la 
reapertura  del  procedimiento,  bien  de 
formular  él  mismo  el  escrito  solicitán- 
dola. 

Art.  355.    El  Ministerio   fiscal  ó  el 


(1)  Hay  que  observar  que,  en  el  caso  de  dos 
sentencias  contradictorias,  no  se  casan  las  dos 
sentencias,  sino  aquella  contra  la  que  se  haya 
solicitado  la  reapertura  del  procedimiento. 
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acusador  privado  podrán  pedir  la  re-i 
apertura  del  procedimiento  en  virtud 
de  un  hecho  por  el  que  e!  acusado  haya' 
sido  absuelto  por  una  sentencia  que 
tenga  autoridad  de  cosa  juzgada,  á  me- 
nos que  haya  prescrito  la  acción  co- 
rrespondiente, y  si: 

I."  La  sentencia  ha  sido  dictada 
en  virtud  de  la  lalsiflcación  de  algúni 
documento,  testimonio  faJso,  corrup-' 
ción  ú  cualquier  acto  punible  ejecu-: 
tado  por  el  acusado  O  por  un  tercero, 
ó  que, 

2."  El  acusado  se  haya  conlesado, 
judicial  ó  extrajudicial mente,  autor  del 
hecho  imputado,  ó  que  se  conozcan  he- 
chos ó  medios  de  prueba  que  por  si  ó 
unidas  &  las  anteriormente  practicadas, 
sean  de  tal  naturaleza  que  no  dejen 
duda  de  ningún  género  acerca  de  la 
culpabilidad  del  acusado. 

Art.  356.  El  Ministerio  ñscal  sólo 
podrá  pedir  la  reapertura  del  procedi- 
miento á  fin  de  que  se  aplique  una  ley 
más  rigurosa  al  acusado  por  razón  del 
hecho  por  el  que  fué  condenado,  en  los 
casos  previstos  por  el  art,  354,  y  siem- 
pre que: 

1."  El  crimen  cometido  realmente 
esté  castigado  con  la  pena  de  muerte 
ó  reclusi&n  perpetua,  cuando,  según  la 
ley  aplicada,  no  pudiera  el  acusado  ser 
condenado  sino  &  reclusión  temporal, 
ó  que, 

2."  Debiera  imponerse  p^na  de  re- 
clusión por  diez  años  &  lo  menos,  y  la 
pena  haya  sido  impuesta  en  virtud 
de  una  ley  ó  disposición  penal  que  se- 
ñalare como  máximum  cjnco  años,  6 
que, 

3."  El  hecho  constituya  un  crimen, 
y  el  acusado  haya  sido  condenado  por 
un  delito  ó  Taita  de  la  competencia  de 
Jueces  de  partido. 

Art.  357.    La  reapertura  del  procedi- 


miento deberá  pedirse  ante  el  Tribunal 
de  justicia  de  primera  instancia  en  que 
obrasen  los  autos, (1). 

Cuando  se  haya  resuelto  sobre  un  he- 
cho constitutivo  de  un  crimen,  por  un 
Juez  de  partido,  la  petición  deberá  diri- 
girse al  Tribunal  de  primera  instancia 
dentro  de  cuya  jurisdicción  se  encon- 
trare enclavado  el  juzgado. 

El  Juez  de  instrucción  examinará  los 
hechos  que  constituyan  el  fundamento 
de  la  petición. 

En  seguida  deber&  ser  oido  el  Minis- 
terio ñscal  ó  el  acusador  privado  en  el 
caso  previsto  en  el_art.  353,  y  el  acusa- 
dor, en  los  casos  señalados  en  los  ar- 
ticules 355  y  356. 

El  Tribunal  de  justicia  de  primera 
instancia,  compuesto  de  cuatro  Jueces, 
uno  de  ellos  como  Presidente,  decidirá 
en  sesión  secreta  sobre  la  procedencia 
del  procedimiento. 

Contra  esta  decisión  sólo  se  dará  re- 
curso para  ante  el  Tribunal  de  segunda 
instancia. 

De  la  interposición  del  recursodeberá 
darse  cuenta  en  el  término  de  tres 
dfas  a!  Tribunal  de  primera  instancia. 

Si  el  Tribunal  de  justicia  de  segunda 
instancia  considerare  oportuna  la  re- 
apertura del  procedimiento,  podrá  de- 
signar otro  tribunal  para  dirigir  'a  ins- 
trucción. 

Art.  358.  Decretada  la  reapertura 
del  procedimiento,  sólo  se  considerará 
anulada  la  sentencia  anterior  en  lo  re- 
lativo á  las  disposiciones  que  se  refie- 
ran á  la  infracción,  en  virtud  de  la  cual 
se  haya  admitido  la  reapertura. 

Los  efectos  legales  de  la  condena 
contenida  en  la  primera  sentencia  sub- 

(i¡  La  ley  DO  diítin^e  eí  la  decíaifia  defiaili- 
va  ha  sido  pronunciada  por  un  TríbuD*i  de  prime- 
ra instancia  &  por  ud  Jurado. 


•!^W«5T 
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sistirán  ][>rovisionaImentey  no  6e  consi- 
derarán como  anulados  sino  en  cuanto 
no  se  opongan  &  la  nueva  resolución 
dictada. 

Mientras  dure  el  procedimiento  abier- 
to de  nuevo,  no  podrán  ejecutarse  las 
disposiciones  contenidas  en  la  primera 
sentencia  referentes  á  la  parte  civil,  á 
menos  que  presten  fíanza  los  intere- 
sados. 

Art.  359.  En  virtud  de  la  reapertura 
del  procedimiento,  el  proceso,  por  re- 
gla general  (art.  360),  volverá  al  estado 
de  sumario. 

Este  deberá  practicarse  y  completar- 
se conforme  á  lo  prescrito  en  la  de- 
cisión que  autorice  la  reapertura  del 
procedimiento  y  con  arreglo  á  las  nue- 
vas pruebas  aportadas. 

Se  aplicarán  igualmente  en  este  caso 
las  disposiciones  que  se  reñeren  á  la 
suspensión  del  sumario  y  al  procesa- 
miento. 

Si  el  procedimiento  terminase  sin 
llegar  á  los  debates,  el  acusado  tendrá 
derecho  á  solicitar  la  publicación  de  la 
decisión  ordenando  la  suspensión  del 
procedimiento  ó  de  aquélla  en  cuya 
virtud  sea  desestimada  deñnitivamente 
la  acusación* 

Estas  decisiones  producirán  iguales 
efectos  que  aquellas  en  que  se  conceda 
la  absolución. 

Si  se  verificaren  nuevos  debates,  se 
pondrá  esto  en  conocimiento  de  la  par- 
te perjudicada;  las  deposiciones  de  tes- 
tigos, peritos  y  cómplices  que  no  pue- 
dan ya  declarar  de  nuevo,  se  leerán,  y, 
por  último,  se  dictará  nueva  sentencia. 

Si  se  condenare  al  acusado,  se  ten- 
drá én  cuenta  la  pena  sufrida  para  la 
determinación  de  la  impuesta  nueva- 
mente (artículos  265  y  339). 

Cuando  la  j*eapertura  del  procedi- 
miento se  haya  ordenado  por  conside- 

TOMO  IX.^1N8TITUCI0NB8  jubídioa^. 


rarla  favorable  al  acusado,  no  podrá 
imponerse  una  pena  más  grave  que  la 
aplicada  en  la  primera  sentencia. 

Contra  la  segunda  sentencia  podrán 
entablarse  los  recursos  ordinarios. 

Art.  360.  Si  el  acusador  consintiere, 
el  tribunal  que  considere  necesaria  la 
reapertura  del  procedimiento  en  bene- 
ficio del  acusado  pronunciará  en  segui- 
da sentencia  absolviendo  al  acusado,  ó 
aplicándole  una  pena  más  leve. 

Contra  esta  sentencia  no  se  dará  re- 
curso alguno. 

El  acusado  absuelto  podrá  pedir  la 
publicación  de  la  sentencia. 

Art.  361.  La  reapertura  del  procedi- 
miento á  instancias  del  condenado,  no 
suspende  la  ejecución  de  la  pena,  á  no 
ser  que  el  tribunal  llamado  á  decidir 
sobre  dicha  reapertura  considere  opor- 
tuno, atendiendo  las  circunstancias  es- 
peciales de  cada  caso,  suspender  su 
ejecución,  siempre  después  de  oir  al 
acusador. 

Cuando  por  una  sentencia  pasada  en 
autoridad  de  cosa  juzgada  se  haya  admi- 
tido la  reapertura  del  procedimiento,  la 
ejecución  de  la  pena  deberá  suspender- 
se inmediatamente  (art.  358),  y  se  deci- 
dirá sobre  la  prisión  del  acusado,  con- 
forme á  lo  dispuesto  en  el  capitulo  XIV. 

Art.  362.  El  Tribunal  de  Casación 
tiene  la  facultad  extraordinaria,  oído  el 
Fiscal  general,  para  ordenar  la  reaper- 
tura del  procedimiento  en  beneficio  de 
algún  condenado  por  crimen  ó  delito, 
sin  ajustarse  á  las  condiciones  marca- 
das por  el  art.  353,  cuando: 

1.°  En  la  discusión  previa  de  un  re- 
curso de  nulidad,  ó  después  de  los  de- 
bates públicos  relativos  al  mismo,  ó 

2,^    En  la  discusión  sobre  el  informe 
producido  en  el  caso  del  art.  341,  ó, 
finalmente, 
3.°    En  un  examen  de  los  autos>  he* 
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que  la  parte  perjudicada  no  haya  for- 
mulado el  escrito  exigido  por  la  ley; 

3."  Cuando  el  acusador  se  reser\-are, 
en  el  momento  de  la  terminación  del 
procedimiento  referente  á  un  crimen  ó 
á  un  delito,  el  derecho  de  perseguir  al 
acusado  por  otros  hechos  punihles,  <j 
cuando  inmediatamente  después  de  la 
clausura  de  los  debates  hubiere  moti- 
vos para  sospechar  que  con  anteriori- 
dad se  han  cometido  otros  hechos  pu- 
nibles; 

4."  Cuando  como  consecuencia  de 
la  aplicación  indebida  de  la  ley,  se  haya 
considerado  por  un  Juez  de  partido 
como  dentro  de  su  competencia  un  he- 
cho constitutivo  de  un  crimen,  siempre 
que  no  hayan  transcurrido  más  de  seis 
meses  desde  la  sentencia  del  Jucí,  ú 
más  de  doce  tratándose  de  un  hecho 
de  la  competencia  del  Jurado. 

11. — De  la  concesión  de  nueoos  platos 

Art.  364.  La  nueva  concesión  del 
plazo  entero  (WiedereinseUung  in  den 
DOr¿</en  Stand)  podrá  otorgarse  al  acu- 
sado por  el  tribunal  que  conozca  de  un 
recurso  contra  una  sentencia,  por  ha- 
ber espirado  el  plazo  marcado  para  in- 
terponerlo, con  arreglo  &  las  disposi- 
ciones siguientes  (1): 

1."  El  acusado  probará,  que  por  cir- 
cunstancias inevitables  y  sin  que  hu- 
biere habido  negligencia  por  bu  parte 
ni  por  la  de  su  representante  legal,  se 
ha  visto  imposibilitado  de  obrar  en 
el  término  marcado; 

(I)  Esta  diapaaiciÓD  do  be  contéDia  eo  la  uita- 
rior  legisUciÚD  austríaca,  y  se  ha  admitido  por 
el  presente  Cídigo,  imitando  en  ello  á  varios  C&- 
digOB  aUmaneB.  [CAdigo  de  procedimiento  peul 
de  Pnisia  de  1B61,  itTt.  415;  i)e  Badea,  ui.  1», 
etcétera.] 
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2.°  La  nueva  concesión  deberá  soli- 
citarse dentro  de  los  tres  días  siguien- 
tes al  en  que  cese  la  imposibilidad; 

3.®  £1  recurso  se  notificará  inmedia- 
tamente. 

La  petición  se  presentará  ante  el  tri- 
bunal que  hubiere  de  entender  en  el 
recurso. 

Este  tribunal  comunicará  la  petición 
con  la  notificación  del  recurso  al  acu- 
sador/para  que  conteste  y  haga  valer 
sus  medios  de  prueba  contra  la  petición 
presentada. 

Espirados  los  plazos  fijados  en  la 
ley,  se  enviarán  los  autos  al  tribunal 
que  haya  de  conocer  del  recurso. 

Este  tribunal  conocerá  del  fondo  del 
asunto,  en  el  caso  que  consideren  opor- 
tuna la  concesión  de  nuevos  plazos. 

No  se  dará  recurso  alguno  contra  la 
decisión  que  desestime  la  concesión  de 
nuevos  plazos. 

El  escrito  solicitándolos  no  suspende 
lá  ejecución  hasta  tanto  que  la  nueva 
concesión  sea  otorgada,  á  menos  que  el 
tribunal,  en  vista  de  la  demanda,  con- 
sidere oportuno,  por  las  circunstancias 
del  caso,  tal  suspensión  (1). 

CAPÍTULO  XXL— DE  LAS  resolucio- 
nes DE  LOS  TRIBUNALES  DE  LO  CRIMI- 
NAL RELATIVAMENTE  Á  LAS  PRETEN- 
SIONES DE  DERECHO  PRIVADO. 

Art.  365.  El  daño  procedente  de  un 
hecho  punible  y  las  demás  circunstan- 
cias importantes  relativas  á  materias 


(1)  La  ley  otorga  sólo  la  concesión  de  nuevos 
plazos  respecto  de  los  espirados  concedidos  por  la 
ley  para  interponer  los  recursos  contra  las  sen- 
tencias definitivas,  porque  el  perjuicio  sufrido 
por  aqoel  que  no  haya  recurrido  contra  una  deci- 
sión del  sumario,  es  reparable. 


de  derecho  privado,  deberán  estable- 
cerse de  oficio  (1). 

Cuando  se  crea  que  la  persona  perju- 
dicada no  tiene  conocimiento  del  pro- 
cedimiento penal  pendiente ,  deberá 
dársele,  con  el  objeto  de  que  pueda 
ejercitar  su  derecho  de  mostrarse  par- 
te en  el  procedimiento  (2). 

En  el  caso  en  que  se  ejercite  este  de- 
recho, quedará  á  cargo  de  la  parte  ci- 
vil, ó  de  sus  representantes  legales, 
cuando  ésta  no  pueda  obrar  por  si,  el 
exponer  sus  pretensiones  y  probar  su 
legitimidad. 

El  acusado  deberá  ser  oído  sobre 
esto,  y  se  procederá  á  las  investigacio- 
nes necesarias  para  la  determinación 
del  importe  del  daño  sufrido. 

La  parte  civil  podrá  renunciar  á  su 
derecho  en  todo  tiempo,  aun  en  los  de- 
bates mismos. 

Art.  366.  Si  se  absolviere  al  acusa- 
do, la  parte  civil  recurrirá  ante  los  tri- 
bunales civiles  para  reclamar  los  daños 
y  perjuicios. 

Si,  por  el  contrario,  fuere  condenado, 
el  tribunal  resolverá,  por  regla  general, 
inmediatamente  sobre  la  demanda  de 
la  parte  perjudicada. 

Si  el  tribunal  estimare  que  del  pro- 
cedimiento penal  no  resultan  datos  su- 
ficientes para  resolver  sobre  la  deman- 
da acerca  de  los  daños  y  perjuicios, 
enviará  á  la  parte  civil  á  los  tribunales 
civiles,  los  que  decidirán  sobre  sus  pre- 
tensiones. 

Contra  esta  resolución  no  se  dará  re- 
curso alguno. 

Art.  367.  Cuando  se  encontrase  en- 
tre los  bienes  del  acusado  ó  de  un  cóm- 


(1)  Esta  obligtición  corresponde  tanto  al  Mi- 
nisterio público  como  al  Juez. 

(2)  Véase  el  art.  47,  que  se  refiere  á  este  de- 
recho. 
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plice,  en  el  lugcu-  donde  Be  cometió  él 
hecho  punible  6  en  otro  sitio  cualquiera 
á  consecuencia  de  un  depósito  6  dona- 
ción, algún  objeto  que  á  juicio  del  tri- 
bual pertenezca  &  la  parte  civil,  orde- 
nará la  restitución  del  mismo  después 
que  la  sentencia  tenga  autoridad  de 
cosa  juzgada. 

Sin  embargo,  consintiendo  en  ello  el 
acusado,  la  restitución  del  objeto  se 
yeriñcar&inmediatamente. 

La  restitución  de  los  objetos  pertene- 
cientes á.  la  parte  perjudicada  puede 
también  verificarfie  antes  de  los  deba- 
tea, por  mandato  del  Juez  de  instruc- 
ción, cuando  su  posesión  y  retención 
no  sea  necesaria  para  la  prueba  de  la 
culpabilidad  del  acusado,  de  uu  cóm- 
plice ó  de  un  coautor,  y  cuando  el  acu- 
sado y  el  acusador  estén  conformes  so- 
bre este  punto. 

Art.  368.  Si  la  cosa  distraída  ha  De- 
gado &  manos  de  un  tercero,  que  no 
haya  tomado  parte  en  el  hecho  punible, 
por  un  medio  licito  de  transmisión  de  la 
propiedad,  baya  sido  dada  en  prenda,  ó 
si  sobre  la  propiedad  de  esta  cosa  se  li- 
tigare por  varias  personas,  ó  si  la  parte 
perjudicada  no  pudiere  probar  inme- 
diatamente su  derecho  de  una  manera 
satisfactoria,  la  demanda  sobre  la  res- 
titución de  la  cosa  se  sustanciará  ante 
los  tribunales  civiles  ordinarios. 

Art.  .S69.  Cuando  la  cosa  sustraída  & 
la  parte  perjudicada  no  pueda  resti- 
tuirse, como  sucede  en  todos  los  casos 
en  que  no  se  trate  de  su  devolución, 
sino  de  reparación  del  daño,  ó  del  per- 
juicio causado,  ó  de  una  injuria  (artícu- 
lo 1.323  del  Código  civil  general)  (1),  la 

(1}  Laa  disposición 69  del  Código  civil  austria- 
Co,  ea  lo  que  se  re&ere  i  Ib.  determiDaciáii  da  loa 
daños  y  perjufcioa,  ae  «gtablecen  en  loa  artículos 
I.32S  ;  l.aai  de  dicho  Cídigo,  qua  diiposen  lo 
liguiente; 


indemnización  (Sehuldloahaltung)  6  h 
reparación  {Genuglkuung)  se  determi- 
narán en  la  sentencia,  siempre  que  su 
cuantía  pueda  apreciarse  con  exacti- 
tud, y  que  la  persona  que  á  ello  ten- 
ga derecho  sea  perfectamente  cono- 
cida. 

Si  de  las  investigaciones  practicadas 
se  presumiere  que  la  parte  perjudica- 
da exagera  el  daño  sufrido,  el  tribunal 
podré,  después  de  tener  en  cuenta  las 
circunstancias  del  caso,  establecer  la 
indemnización,  valiéndose  para  ello  lie 
peritos. 

Art.  370.  El  Tribunal  de  lo  criminal 
deberá  fijar  especialmente  la  indemni- 
zación correspondiente  en  virtud  de  las 
demandas  formuladas  por  el  Estado  y 
por  los  particulares  contra  el  condena- 
do, en  los  casos  en  que  se  le  declarp 
culpable  de  un  crimen  de  alta  traictún, 
de  sublevación  ó  de  rebelión  {Aafitand 
und  Au/ruehr). 

Entre  los  daños  causados  por  estos 
crímenes  se  computarán,  no  sólo  todos 
los  perjuicios  ocasionados  de  una  ma- 
nera directa  ó  indirecta,  sino  tambiéu 
todos  los  gastos  hechos  para  sofocar  la 


lArL  1.323.  El  que  tenga  la  obligaci&l  de 
■reparar  un  daBo  deber&  volver  laa  cosas  i  bd 
testado  primitivo,  y  si  esto  no  fuere  posible,  pa- 
tg&TÍ  au  valar.  Cuando  ta  reparación  aálo  se  refic- 
■ra  al  daüo  cauaado,  se  llama  propiamente  indem- 
■niíacióQ  {Schiulloshalluní});  cuando  comprendí 
•también  el  lucro  cesante  j  remedie  el  perjuicio 
icausado,  se  le  denomina  reparaciía  completa 
■(roíte  Genugihuung). 

■Art.  1.324.  Ctiando  se  cause  el  daío  por  dolo 
•ó  negligencia  mauíñesta,  la  parte  perjudicada 
ttieae  derecbo  para  reclamar  una  reparaciín  com- 
ipleta;  en  los  demás  caaos,  aúlo  tiene  derecbo  &  It 
liademuizacitin.i  Ea  preciso  tener  en  cuenta  eata 
diBtincidn  para  comprender  el  sentido  que  debe 
darse  á  la  palabra  reparación  (Eruti)  cuando  se 
emplea  sin  adiciún  alguna, 
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rebelión  ó  para  restablecer  el  orden  y 
la  seguridad  pública  (1). 

Art.  371.  Si  por  culpa  del  acusado 
Tuere  nulo,  total  ó  parcialmente,  un  he- 
cho jurídico  en  el  que  el  acusado  hubie- 
re intervenido,  se  decidirá  en  la  sen- 
tencia sobre  este  punto,  asi  como  tam- 
bién sobre  las  consecuencias  que  de  él 
se  deriven. 

Sin  embargo,  cuando  se  trate  de  la 
nulidad  de  matrimonio,  su  resolución 
se  reservará,  al  tribunal  de  lo  civil  com- 
petente. 

Art.  372.  La  parte  perjudicada  tiene 
el  derecho  de  acudir  á  los  tribunales  de 
lo  civil,  cuando  la  indemnización  que 
los  tribunales  de  lo  criminal  la  recono- 
cieren no  la  estimase  suficiente. 

Art.  373.  Cuando  la  resolución  dic- 
tada por  el  Tribunal  de  io  criminal  so- 
bre las  reclamaciones  de  derecho  civil 
adquiriere  valor  de  cosa  juzgada,  cual- 
quier persona  interesada  podrá  pedir 
ai  tribunal  que  hubiere  conocido  del 
asunto  en  primera  instancia,  que  haga 
constar  en  la  sentencia  que  tiene  valor 
de  cosa  juzgada;  la  ejecución  de  la  sen- 
tencia podrá  entonces  pedirse  á  los  Tri- 
bunales de  lo  civil. 

Art.  374.  La  modificación  de  la  de- 
cisión que  tenga  fuerza  de  cosa  juzga- 
da, sobre  las  pretensiones  de  derecho 
privado,  á  causa  de  haber  encontrado 
nuevos  medios  de  prueba,  asi  como  la 
suspensión  de  la  ejecución  de  esta  de- 
cisión en  virtud  de  una  circunstancia 


(1)  El  Cfidigo  de  1853,  en  au  art.  360,  estable- 
cía UD  medio  especial  de  prueba  del  dnflo  causa- 
do, disponiendo  que  el  tribunal  se  atuviera  en 
cada  caso  á  las  cuenUs  presentadas  por  la  admi- 
nistración de  Hacienda, 

El  CSdign  presente  ha  establecido  en  tavor  del 
Estado  todos  los  medios  de  praeba  que  puede  em- 
plear, en  general,  toda  parte  perjudicada. 


posterior,  no  podrá  pedirse  por  el  con- 
denado y  sus  causa-habientes,  fuera 
del  caso  de  una  reapertura  del  procedí- . 
miento  que  se  verifique  atendiendo  á 
otras  causas,  sino  ante  los  Tribunales 
de  lo  civil. 

Art.  375.  Cuando  se  encontrare  en 
poder  de  un  delincuente  un  objeto  que 
se  sospeche  pertenece  á  un  tercero,  y 
no  pudiere  ó  no  quisiere  declarar  quién 
sea  su  verdadero  propietario,  si  nadie 
reivindica  dicho  objeto  dentro  de  un 
plazo  marcado,  el  Juez  de  instrucción 
le  describirá  de  modo  que  pueda  reco- 
nocerse por  su  propietario. 

Se  omitirán,  sin  embargo,  la  enume- 
ración de  ciertos  detalles  característi- 
cos, con  el  fin  de  que  al  indicarlos  su 
propietario  patentice  evidentemente  SU 
derecho. 

Art.  376.  La  descripción  &  que  sc  re- 
fiere el  articulo  precedente  deberá  ha- 
cerse pública  en  los  lugares  en  donde 
haya  residido  el  delincuente  ó  en  aquel 
en  que  se  cometió  el  hecho  punible. 

Se  invitará  ai  propietario  á  presen- 
tarse en  el  término  de  un  año,  á  con- 
tar desde  el  día  de  la  tercera  inserción 
del  aviso  en  los  periódicos,  y  é  probar 
su  derecho  de  propiedad  sobre  el  ob- 
jeto. 

Cuando  no  excediere  de  veinticinco 
florines  el  valor  de  los  objetos  hallados, 
y  cuando  tampoco  se  considere  necesa- 
rio, atendiendo  á  otras  causas  espe- 
ciales, la  publicación  separada  é  inme- 
diata de  su  hallazgo,  se  hará  público 
este  último,  con  intervalos  de  tiempo, 
por  anuncios  que  comprendan  otros  ob- 
jetos. 

Art.  377.  Si  la  cosa  perteneciente  & 
tercero  es  de  tal  naturaleza  que  no  pue- 
da conservarse  durante  un  año  sin  te- 
mor á  su  deterioro,  ó  si  su  conserva- 
ción impusiere  gastos,  el  Ministerio  pú- 
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conducción  ó  la  custodia  del  acusado,' 
se  regularán  por  decretos  especiales. 

Art.  383.  Los  testigos  que  vivan  de 
BU  salario  diario  ó  semanal,  y  que  pier- 
dan una  parte  del  mismo  si  se  les  impi- 
diere trabajar  solamente  algunas  ho- 
ras, podrán  reclamar,  si  así  lo  solicita^ 
ren,  y  siempre  que  se  fijaren  por  el  tri- 
bunal ante  el  que  declaren,  no  sólo  los 
gastos  necesarios  de  ida  y  vuelta,  sino 
también  una  indemnización  por  el  per- 
juicio ocasionado  y  por  los  gastos  de 
su  estancia  en  el  lugar  donde  sean 
oídos. 

En  cuanto  &  los  demás  testigos,  será 
menester  que  el  lugar  donde  declara- 
ren diste  más  de  dos  leguas  de  su  resi- 
dencia habitual  para  que  puedan  alcan- 
zar, solicitándola,  una  indemnización 
adecuada  para  los  gastos  de  viaje  y  es- 
tancia en  el  lugar  donde  hubieren  de 
declarar. 

■  Las  sumas  abonadas  deberán  pagar- 
se tan  pronto  como  la  declaración  se 
haya  prestado,  y  si  esto,  sin  culpa  de 
los  testigos,  no  pudiera  verificarse  in- 
mediatamente, deberán  transmitírseles 
en  el  plazo  más  breve  posible  y  libre 
de  todo  gasto. 

En  la  citación  á  los  testigos  se  cuida- 
rá de  advertirles  que  deberán  reclamar 
la  indemnización  á  que  tienen  derecho, 
en  un  plazo  que  no  exceda  de  las  vein- 
ticuatro horas  siguientes  á  su  deposi- 
ción, perdiéndola  en  otro  caso. 

El  acusador  privado  no  tiene  derecho 
á  reclamar  las  indemnizaciones  de  los 
testigos;  las  demás  partes  perjudicadas 
sólo  tienen  este  derecho  cuando  han 
sido  citadas  para  ser  oídas  como  tes- 
tipos. 

Las  indemnizaciones  debidas  á  las 
personas  que  pertenezcan  al  ejército  y 
estén  en  servicio  activo,  ó  la  Landwehr, 
y  que  comparezcan  como  testigos  ante 


un  Tribunal  de  lo  criminal  situado  fuera 
del  sitio  donde  estén  designados,  se  es- 
tablecerá en  disposiciones  especiales. 

Art.  384.  Los  peritos  que  presten  sus 
servicios  de  un  modo  permanente  en 
un  tribunal,  y  disfruten  por  consiguien- 
te de  un  sueldo,  no  podrán  reclamar 
otra  indemnización  que  la  referente  á 
los  desembolsos  debidamente  justifica- 
dos, que  hubieren  sido  necesarios  para 
emitir  claramente  su  informe. 

Los  demás  peritos  recibirán,  además 
de  sus  desembolsos,  loa  honorarios  que 
el  tribunal  fije  en  cada  caso  particular. 

En  tanto  que  no  existan  disposicio- 
nes especiales  sobre  la  materia,  los  ho- 
norarios variarán  de  uno  á  cinco  flori- 
nes y,  en  e!  caso  de  que  para  emitir  una 
opinión  fueren  necesarios  conocimien- 
tos especiales  6  cualidades  científicas, 
técnicas  ó  artísticas,  de  dos  á  veinte 
florines. 

Para  conceder  honorarios  que  ex- 
cedan de  estas  cantidades,  se  necesita- 
rá la  aprobación  del  Tribunal  de  se- 
gunda instancia. 

Art.  385.  Los  intérpretes  percibirán 
por  la  traducción  oral  de  un  documento 
redactado  en  un  idioma  extranjero,  50 
kreuzers;  por  una  traducción  escrita,- 
dos  florines  por  hoja. 

Excepcionalmente,  y  en  los  casos  en 
que  la  traducción  ofreciera  dificultades 
especiales,  podrán  duplicarse  estos  ho- 
norarios, á  juicio  del  Tribunal. 

El  intérprete  llamado  á  intervenir  en 
un  interrogatorio  judicial,  tendrá  dere- 
cho á  dos  florinespor  medio  día,  y  cuan- 
do deba  escribir  él  mismo  el  acta  del 
interrogatorio,  á  tres  florines. 

Los  funcionarios  adjuntos  al  tribu- 
nal y  los  intérpretes  juramentados  que 
presten  de  ordinario  sus  servicios  en  el 
mismo  y  mediante  sueldo,  no  tendrán 
derecho  á  estos  emolumentos. 
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fragüen  los  gastos  que  sus  necesida- 
des originen. 

Cuando  existan  diferencias  impor- 
tantes en  e!  precio  de  los  artículos  ne- 
cesarios para  laf  vida,  en  los  distintos 
lugares  en  que  se  encuentren  estable- 
cidos Tribunales  de  lo  criminal, la  cuan- 
tía de  los  gastos  podrá  fijarse  en  tér- 
minos diferentes  para  los  varios  tribu- 
nales comprendidos  dentro  de!  territo- 
rio de  cada  Tribunal  de  segunda  ins- 
tancia. 

Art.  388.  Los  gastos  devengados  pa- 
ra la  ejecución  de  la  sentencia  por  ios 
rematados  comprenderán,  en  las  penas 
de  privación  de  libertad,  no  sólo  los 
que  conciernen  ala  asistencia  del  con- 
denado (art.  387),  sino  también  aque- 
llos que  se  refieren  á  su  custodia  y  los 
de  administración  del  establecimiento 
penitenciario  en  que  cada  preso  extin- 
ga su  condena. 

Estos  gastos  se  determinarán  por  de- 
cretos especiales. 

Los  de  ejecución  de  otra  clase  de 
penas  se  fijarán  según  los  casos. 

Art.  389.  Si  por  consecuencia  de  un 
hecho  punible  se  declarara  en  una  sen- 
tencia judicial  como  culpable  al  que 
estuvíei-e  acusado,  se  consignará  en 
ella  de  un  modo  manifiesto,  que  el  con- 
denado deberá  pagar  las  costas  del  pro- 
cedimiento penal. 

Sin  embargo,  cuando  el  procedimien- 
to se  haya  dirigido  contra  varios  he- 
chos punibles,  deberá  separar  el  tribu- 
nal, hasta  donde  sea  posible,  las  cos- 
tas que  hayan  recaldo  sobre  los  hechos 
en  que  no  tuvo  participación  alguna 
el  delincuente. 

No  obstante,  la  obligación  de  pagar 
las  costas  sólo  se  referirá  al  que  íuere 
condenado  por  una  sentencia  que  tu- 
viere fuerza  de  cosa  juzgada,  ó  á  sus 
herederos,  pero  no  á  un  tercero  que. 
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según  la  ley  ó  la  costumbre,  tenga  la 
obligación  de  dar  alimentos  al  conde- 
nado. 

Cuando  fueren  varios  los  condenados 
por  un  mismo  hecho,  cada  uno  de  ellos 
sufragará  las  costas  provenientes  de 
su  asistencia  durante  la  prisión  preven- 
tiva, las  ocasionadas  por  su  defensa, 
por  la  ejecución  de  la  sentencia,  y 
aquellas  que  por  circunstancias  es- 
peciales ó  por  un  hecho  puramente  per- 
sonal le  conciernan. 

Para  el  pago  de  todas  las  demés  cos- 
tas del  proceso,  se  condenará  por  el 
todo  (tur  ungetheilten  Hand)  mientras 
el  tribunal  no  encuentre  motivos  espe- 
ciales para  limitar  esta  obligación. 

Art.  390.  Si  el  proceso  no  terminare 
condenando  expresamente  á  una  per- 
sona, las  costas  se  pagarán,  por  regla 
general,  por  el  Estado. 

Pero  si  el  proceso  se  ha  instruido  á 
instancia  de  un  acusador  privado,  ó 
conforme  á  lo  dispuesto  en  el  art.  -18, 
por  la  parte  civil,  el  tribunal  dispondrá 
que  el  acusadsr  ó  la  parte  civil  paguen 
las  costas  á  que  sus  actos  dieran  lugar. 

Las  costas  especiales  ocasionadas 
por  la  interposición  de  un  recurso  ordi- 
nario ó  de  una  demanda  solicitando  la 
reapertura  del  procedimiento,  en  el  ca- 
so en  que  se  desestimen  el  recurso  ó  la 
<lemanda,  será  de  cuenta  del  que  hubie- 
re utilizado  aquél  ó  interpuesto  ésta. 

El  pago  de  costas  no  podrá  nunca 
imponerse  al  Ministerio  público. 

Por  último,  si  el  hecho  que  hubiere 
dado  origen  al  proceso  fuese  una  de- 
nuncia calumniosa,  el  denunciante  su- 
fragará Jas  costas. 

Art.  391.  Sin  embargo,  el  condena- 
do no  pagará  las  costas  del  proceso 
sino  en  el  caso  de  que  el  tribunal  con- 
sidere que  esta  obligación  no  pueda 
amenazar  seriamente  sus  medios  de 


vida,  y  que  no  impedirá  tampoco  el 
cumplimiento  de  las  obligaciones  que 
le  competen  para  la  reparación  del  da- 
ño causado  por  la  infracción  ó  la  de  dar 
alimentos  á  sus  padres. 

Las  personas  que  disfruten  de  una 
pensión  para  alimentos,  durante  el  tiem. 
po  de  su  prisión  deberán  emplearla  en 
satisfacer  los  gastos  de  su  manuten- 
ción (I). 

La  resolución  que  se  refiere  A  las 
costas  deberá  dictarse  al  mismo  tiem- 
po que  la  principal,  siempre  que  esto 
sea  posible. 

Art.  392.  En  el  caso  en  que  no  pue- 
da interponerse  al  mismo  tiempo  que 
el  recurso  contra  la  sentencia  otro  con- 
tra la  resolución  referente  á  las  costas, 
toda  persona  que  se  considere  perjudi- 
cada por  esta  decisión  tiene  derecho 
para  interponer  contra  ella  un  recurso 
especial  ante  el  Tribunal  do  segunda 
instancia. 

La  interposición  del  recurso  se  noti- 
ficará en  el  plazo  máximo  de  quince 
días  al  Tribunal  que  hubiere  conocido 
del  asunto  en  primera  instancia,  y  éste 
la  transmitirá  al  de  segunda  instancia, 
el  cual  resuelve  en  definitiva. 

Art.  393.  La  persona  á  quien  acom- 
pañe un  representante  en  un  proceso 
criminal,  deberá  sufragar,  por  regla 
general,  los  gastos  de  esta  representa- 
ción, aun  en  el  caso  en  que  el  repre- 
sentante fuera  designado  de  oficio. 

Si  á  un  acusado  se  le  designare  un  re- 
presentante de  pobres,  éste  podrá  soli- 
citar del  Tesoro  público  indemnización 
de  los  desembolsos  necesarios  por  él 


(1}  Esta  disposiciAu  hace  referencia  i  los  eoi- 
pleadoa,  iwcerdoteB  ;  oEciales  presos,  y  tambiín 
á  loa  particulares  que  disfruten  de  una  penaidD 
de  alimentos  lumiDistrada  por  bus  padres. 
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efectuados^  siempre  que  los  justíñcase 
debidamente. 

En  los  casos  en  que  el  pago  de  las 
costas  del  proceso  correspondiere  al 
acusado,  al  acusador  privado,  á  la  par- 
te civil  (art.  48)  ó  al  denunciante  ca- 
lumnioso, deberán  tambiénpagar  ellos 
mismos  los  gastos  de  defensa  y  repre- 
sentación. 

Art.  394.  Cuando  el  representante  de 
una  de  las  partes  tuviere  derecho  á 
ciertos  honorarios,  éstos  se  determina- 
rán por  lo  que  hubieren  convenido  el 
representante  y  la  persona  obligada  á 
satisfacerlos,  tanto  en  el  caso  en  que  el 
acusado,  el  acusador  privado  ó  la  parte 
civil  hubieren  nombrado  el  represen- 
tante, como  en  el  que  el  defensor  del 
acusado  fuere  nombrado  por  el  tribunal. 

Art.  395.  En  el  caso  en  que  sobre 
los  honorarios  correspondientes  al  re- 
presentante de  una  de  las  partes  no  se 
hubiere  convenido  cosa  alguna,  ésta  y 
la  persona  que  acepté  su  representación 
podrán  pedir  ^.1  tribunal  que  fuere 
competente  para  resolver  el  asunto  en 
primera  instancia,  la  determinación  de 
los  mismos,  ya  se  refiera  la  represen- 
tación al  sumario,  al  juicio  oral  ó  sola- 
mente á  la  redacción  de  las  actas  del 
procedimiento. 

En  las  demandas  de  esta  nuturaJe- 
za  será  oída  la  parte  contraria. 

Los  tribunales  no  están  obligados  á 
sujetarse  á  una  tarifa  determinada  para 
fijar  la  cuantía  de  las  costas;  pero  de- 
berán atender,  para  verificarlo,  á  la  na- 
turaleza del  servicio  prestado  por  el 
representante,  el  tiempo  empleado  en 
reunir  pruebas  y  en  la  representación 
misma  v  á  los  obstáculos  vencidos  v 
desembolsos  que  haya  realizado. 

Las  partes  tienen  derecho  para  ape- 
lar de  la  resolución  sobre  la  determi- 
nación de  la  cuantía  de  los  honorarios, 


dictada  por  el  Tribunal  de  primera  ins- 
tancia, dentro  de  un  plazo  de  quince 
días,  contados  desde  el  día  en  que  se 
dictó  la  resolución. 

La  apelación  se  entablará  ante  el 
Tribunal  de  segunda  instancia,  que  re- 
solverá definitivamente. 

Del  mismo  modo  se  procederá,  cuando 
no  haya  existido  convenio  alguno  so- 
bre la  cuantía  de  las  costas  á  que  hace 
referencia  el  art.  393,  párrafo  3.o 

CAPÍTULO  XXIII.  —  DE    LA    EJECUCIÓN 
DE  LAS  SENTENCIAS 

Art.  396.  Todo  acusado  absuelto  por 
una  sentencia  deberá,  si  estuviere  pre- 
so, ser  puesto  en  libertad  tan  pronto 
como  la  sentencia  se  dictare,  á  no  ser 
que  la  interposición  de  un  recurso  con 
efecto  suspensivo  ó  la  existencia  de 
otros  motivos  legales  hiciesen  necesa- 
ria la  detención  del  acusado. 

Art.  397.  Toda  sentencia  dictada  en 
materia  penal  deberá  ejecutarse  sin 
demora,  siempre  que  de  un  modo  evi- 
dente se  sepa  que  no  existe  impedimen- 
to legal  (1)  alguno  que  lo  impida  ó  que 
no  se  haya  interpuesto  por  quien  tuvie- 
re derecho  y  en  el  plazo  marcado  por 
la  ley  algún  recurso  que  tenga  efecto 
suspensivo  (art.  284,  párrafo  3.°,  art.  2W, 
párrafo  1.**  y  art.  346.) 

Cuando  en  beneficio  del  acusado  pre- 
so se  haya  interpuesto  por  terceras  per- 
sonas algún  recurso  legal  de  los  que 
para  su  interposición  necesitan  el  con- 
sentimiento del  acusado,  se  pondrá  en 
conocimiento  del  mismo  y  se  le  hará 


(1}  La  ley  se  refiere  aquí  principalmente  á  la 
enfermedad  del  acusado,  perturbación  mental  del 
mismo,  etc.,  que  suspenden  la  ejecución  de  la 
sentencia  (art.  898). 
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saber  de  igual  modo  la  suspensión  de 
la  ejecución  de  la  pena. 

De  igual  modo  se  procederá»  cuando 
se  dudare  si  el  acusado  se  hubiera  ad- 
herido  al  recurso  interpuesto  por  su  de- 
fensor. 

La  ejecución  de  la  sentencia  se  orde- 
nará en  todo  lo  que  no  se  oponga  á  las 
disposiciones  contenidas  en  el  presen- 
te Código  (artículos  402,  405,  párrafo  2.°, 
407  y  409)  por  el  Presidente  del  tribunal 
que  hubiere  conocido  del  asunto  en  pri- 
mera instancia. 

Art.  398.  Cuando  llegado  el  momen- 
to de  la  ejecución  de  la  sentencia,  el 
condenado  á  muerte  ó  á  una  pena  de 
privación  de  libertad,  sufriera  una  per- 
turbación mental  ó  fuere  atacado  de 
una  enfermedad  grave,  ó  cuando  una 
mujer  condenada  estuviere  en  cinta,  se 
suspenderá  la  ejecución  de  la  senten- 
cia hasta  tanto  que  cesare  este  estado 
excepcional. 

Sólo  podrá  ejecutarse  la  pena  de  pri- 
vación de  libertad  impuesta  á  una  mu- 
jer que  se  encuentre  en  cinta,  cuando 
el  cumplimiento  de  la  pena  dictada  fue- 
re menos  molesto  que  la  continuación 
de  su  prisión  preventiva  hasta  el  mo- 
mento de  dar  á  luz. 

Art.  399.  Las  sentencias  dictadas 
contra  personas  que  ejerzan  algún  car- 
go público,  ó  que  estén  investidas  de 
alguna  dignidad  pública,  deberán  po- 
nerse en  conocimiento  del  superior  in- 
mediato del  condenado,  en  el  momento 
que  adquieran  autoridad  de  cosa  juz- 
gada. 

Art.  400.  Cuando  por  circunstancias 
independientes  de  la  voluntad  del  con- 
denado á  una  pena  de  privación  de  li- 
bertad, y  especialmente  por  la  interpo- 
sición de  un  recurso,  verificada  por 
aquellas  personas  que  tienen  el  dere- 
cho de  interponerlo  sin  necesidad  de 


su  consentimiento  (1),  se  hubiere  retra- 
sado el  comienzo  de  la  ejecución  de  la 
sentencia,  deberá  computarse  para  la 
duración  de  la  piena  el  tiempo  que  es- 
tuviere preso  desde  que  se  dictó  la  sen- 
tencia en  primera  instancia. 

Este  cómputo  tendrá  igualmente  apli- 
cación en  el  caso  de  que  el  recurso  in- 
terpuesto en  beneficio  del  condenado 
no  prosperase  en  su  totalidad. 

Art.  40L  Podrá  diferirse  por  un  cor- 
to plazo  el  comienzo  del  cumplimiento 
de  una  pena  de  privación  de  libertad 
que  no  excediese  de  seis  meses,  en  el 
caso  de  que  el  cumplimiento  inmediato 
de  la  misma  comprometiera  seriamen- 
te el  modo  de  vivir  del  condenado  ó  el 
sustento  de  su  familia  inocente,  y  no 
existiese  temor  de  que  se  fugue  para 
eludirla. 

Esta  dilación,  que  no  excederá  de 
seis  semanas,  podrá  otorgarse,  oyendo 
al  Ministerio  público,  por  resolución 
dictada  por  cuatro  magistrados  del  Tri- 
bunal de  primera  instancia,  uno  de  los 
cuales  será  Presidente. 

No  se  concederá  plazo  más  largo  sino 
en  virtud  de  causas  especiales  y  de 
gran  entidad,  y  sólo  podrá  otorgarlo  el 
Tribunal  de  justicia  de  segunda  instan- 
cia, á  propuesta  del  Tribunal  de  pri- 
mera. 

La  demanda  en  solicitud  de  esta  de- 
mora en  el  cumplimiento  de  la  pena  se 
presentará  ante  el  Tribunal  de  primera 
instancia,  el  que  la  rechazará  si  no  con- 
siderase oportuna  su  admisión. 

Contra  estas  resoluciones  no  se  dará 
recurso  alguno. 

El  comienzo  del  cumplimiento  de  una 
pena  dictada  contra  una  persona  perte- 
neciente al  ejército,  siempre  que  dicha 
pena  no  exceda  de  seis  meses,  podrá 


(1)    Véase  el  art.  822. 


ÍTICAS   V  jurídicas 

domingo  ni  día  feriado,  n¡  tampoco  en 
día  que,  según  la  confesión  religiosa 
del  condenado,  sea  festivo,  y  de  que,  en 
general,  no  se  oponga  ningún  obstácu- 
lo &  que  la  ejecución  se  efectúe  el  día 
señalado. 

Después  de  la  notificación,  el  tribu- 
nal dará  al  condenado  un  ministro  dp 
su  culto  para  que  le  asista  en  sus  últi- 
mos momentos,  4  menos  que  lo  hubiere 
escogido  él  mismo,  y  si  ee  menester, 
hará  saber  al  condenado  que  ni  su  up- 
gativa  para  prepararse  á  morir  ni  la  pn- 
licitud  de  indulto  interpuesta  por  quipii 
quiei'a  que  fuese,  suspenderán  su  eje- 
cución. 

No  se  permitirá  llegar  hasta  el  condp- 
nado,  fuera  de  las  personas  que  por  sus 
funciones  estén  en  contacto  con  él,  m&f 
que  á  6US  padres  y  á  aquellas  personas 
á  quienes  deseare  ver,  ó  con  las  quo 
quisiere  hablar. 

Art.  404.  La  ejecución  de  la  pena  di» 
muerte  se  verificará  dentro  de  los  mu- 
ros de  la  cárcel  ó  en  otro  lugar  cerra- 
do, presenciándola  una  comisión  judi- 
cial, compuesta,  por  lo  menos,  de  tres 
miembros  del  tribunal  y  de  un  Escri- 
bano, é  igualmente  el  Ministerio  fiscal. 
el  médico  adjunto  al  tribunal  y  el  minis- 
tro del  culto  del  condenado  que  le  acom- 
pañare. 

Se  pondrá  en  conocimiento  del  de- 
fensor, el  Presidente  y  los  miembros 
de  la  corporación  municipal  dentro  de 
cuyo  territorio  se  verifique  la  ejecución, 
el  lugar  y  la  hora  de  la  misma,  con  ob- 
jeto de  que  puedan  asistir. 

Los  funcionarios  del  tribunal,  del  Mi- 
nisterio fiscal  y  de  la  policía  de  seguri- 
dad y  los  parientes  más  cercanos  del 
condenado  podrán  asistir  á  la  ejecu- 
ción. 

Si  el  espacio  lo  permite,  podrá  tam- 
bién concederse  autorización  con  este 


CÓDIGO  DE  PROCEDIMIENTO  PENAL  DE  AUBTRIA 


461 


objeto  &  personas  estimables  del  sexo 
masculino. 

Cuando  la  sentencia  dictada  imponga 
la  pena  de  muerte  6  varias  personas,  se 
lomarán  al  ejecutarla  las  medidas  con- 
venientes para  que  ninguna  de  ellas 
presencie  la  ejecución  de  otra. 

Se  imprimirá  la  sentencia,  acompa- 
üándoJa  un  breve  resumen  de  los  he- 
chos, y  se  distribuirá  después  de  haber 
sido  ejecutada. 

El  cuerpo  del  ejecutado  se  enterra^ 
rá  en  un  sitio  especialmente  señalado 
para  ello,  de  noche  y  sin  aparato  de 
ningún  género;  también,  si  no  existiere 
razón  en  contra,  si  lo  solicitare,  podrá 
entregarse  el  cuerpo  del  ejecutado  &  su 
familia  para  que  lo  entierre,  pero  en  tal 
caso  el  sepelio  se  hará  sin  ninguna 
pompa  ni  publicidad. 

Mientras  el  cuerpo  del  ejecutado  per- 
manezca en  el  sitio  de  la  ejecución, 
sólo  podrán  penetrar  en  él  las  personas 
arriba  mencionadas. 

Art.  405.  Los  qUe  por  crimen  fueran 
condenados  á  alguna  de  las  penas  de 
privación  de  libertad  por  más  de  un 
año,  cumplirán  éstas  en  los  lugares 
designados  al  efecto  por  disposiciones 
especiales. 

Las  demás  penas  de  privación  de  li- 
bertad deberán  cumplirse  en  general 
en  el  punto  que  resida  el  tribunal  que 
hubiese  dictado  la  sentencia  en  prime- 
ra instancia. 

El  Ministerio  fiscal  tendrá  á  su  cargo 
el  envío  del  condenado  al  estableci- 
miento penitenciario,  y  facilitará  al  di- 
rector del  mismo  la  filiación  exacta  y 
detallada  y  los  demás  antecedentes  del 
condenado. 

Art.  406.  Cuando  se  tratare  de  algu- 
na de  las  penas  de  privación  de  libertad 
que  debe  ejecutarse  por  el  Tribunal  de 
justicia  que  ha  dictado  la  sentencia,  el 


de  segunda  instancia  podrá,  en  el  caso 
en  que  las  cárceles  estén  llenas,  y  con 
el  fin  de  evitar  gastos  de  viaje  y  de 
transporte  exagerados,  ó  por  otros  mo- 
tivos importantes,  ordenar  que  la  eje- 
cución de  la  pena  se  verifique  por  otro 
tribunal  comprendido  dentro  de  su  te- 
rritorio. 

Para  que  la  ejecución  se  verifique 
fuera  del  territorio  de  la  jurisdicción 
del  Tribunal  de  justicia  de  segunda  ins- 
tancia, será  necesaria  la  autorización 
del  Ministro  de  Justicia. 

Art.  407.  Cuando  una  sentencia  or- 
denare, después  del  cumplimiento  de  la 
condena,  la  expulsión  ó  la  conducción 
del  condenado  fuera  de  uno  de  los  paí- 
ses ó  de  todos  los  representados  en  el 
Reichsrath,  el  Ministerio  fiscal  lo  pon- 
drá en  conocimiento  del  jefe  político 
del  territorio  en  que  el  tribunal  tenga 
su  residencia. 

En  el  caso  de  que  la  expulsión  sea  de 
un  solo  lugar  ó.  distrito,  deberá  ponerse 
en  conocimiento  de  la  autoridad  polí- 
tica inferior  y  en  el  de  la  de  policía. 

Art.  408.  Cuando  la  sentencia  lleve 
consigo  la  confiscación  de  mercade- 
rías ó  utensilios,  la  inutilización  6  la 
destrucción  de  instrumentos  il  otros  ob- 
jetos, la  pérdida  del  derecho  para  ejer- 
cer una  industria,  d  otros  derechos  ó 
facultades,  el  Ministerio  fiscal  deberá 
ponerse  de  acuerdo  con  las  autorida-  ■ 
des  á  cujas  atribuciones  corresponda 
el  tomar  las  medidas  necesarias  al 
efecto. 

Art.  409.  La  cobranza  de  las  costas 
del  proceso  (art.  381)  y  de  las  multas,  se 
ajustará  á  las  disposiciones  vigentes. 
sobre  la  materia. 

Art.  410.  Cuando  después  de  que  una 
sentencia  condenatoria  sea  firme  so- 
brevinieren circunstancias  atenuantes 
que  no  existieran  en  el  momento  de 
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Este  tribunal,  al  que  deberán  remi- 
tirse todas  las  solicitudes  de  indulto, 
examinará  la  demanda  y  la  desestima- 
rá cuando  no  encontrare  motivos  sufi- 
cientes é  importantes  para  la  concesión 
del  indulto  ó  para  la  atenuación  de  la 
pena. 

En  caso  contrario,  enviará  la  deman- 
da con  su  propuesta  ai  Tribunal  de  se- 
gunda instancia,  que  resolverá  después: 
de  oir  al  representante  del  Ministerio 
fiscal,  y  desestimará  la  demanda  ó  la 
enviará  con  la  solución  que  proponga 
al  Ministro  de  Justicia. 

Si  el  Tribunal  Supremo  ha  conocido 
de  la  sentencia  con  arreglo  á  lo  dis- 
puesto en  el  art.  288,  párrafo  3.°,  6  en  el 
articulo  350,  párrafo  I.",  la  proposición 
del  Tribunal  de  justicia  de  segunda  ins- 
tancia, favorable  al  indulto,  se  enviará 
al  Tribunal  Supremo,  el  que,  después 
de  haber  ofdo  al  Procurador  general, 
resolverá  si  debe  desestimarse,  ó,  por 
el  contrario,  proponer  su  resolución  fa- 
vorable al  Ministro  de  Justicia. 

Contra  la  decisión  denegando  ia  pe 
tición  del  indulto  no  se  da  recurso  al- 
guno. 

CAPÍTULO  XXIV.— DEL  PROCEDIMIEN- 
TO CONTRA  PERSONAS  DESCONOCIDAS 
(UNBEKANNTE),  CONTRA  LOS  AUSENTES 

(absvesendb)  y  contra  los  PRÓPUCOa 
(flOchtice), 

l.—Del  proeedimienio  contra  personas 
desconocidas,  contra  las  ausentes  y 
contra  los  prófugos  durante  el  su- 
mario. 

Art.  412.  Cuando  el  autor  de  un  cri- 
men 6  de  un  delito  no  sea  conocido  ó  no 
pueda  conducirse  ante  el  Tribunal  de 
Justicia,  se  practicarán  á  petición  del 
Ministerio  fiscal  todas  las  diligencias 
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s  para  investigar  los  elemen- 
tos que  concurrieron  en  el  hecho  con  el 
cuidado  y  exactitud  prescritos  por  laley. 

En  casos  de  esta  naturaleza,  se  sus- 
penderá el  procedimiento  cuando  no 
existieren  m¿8  datos  que  permitan  ve- 
riñcar  ulteriores  pesquisas,  hasta  tan- 
to que  se  encuentre  ó  se  descubra  al 
culpable. 

Art.  413.  En  el  caso  en  que  un  au- 
sente que,  según  todas  las  apariencias, 
no  haya  huido,  se  sospeche  sea  culpa- 
ble de  un  crimen  ó  de  un  delito,  y  que 
no  concurran  las  condiciones  exigidas 
por  et  art.  175  para  que  pueda  dictarse 
un  mandamiento  de  prisión,  se  averi- 
guará únicamente  la  residencia  del  au- 
sente; y  después  de  conocida,  si  no 
compareciere  al  primer  requerimiento 
que  se  le  haga,  se  dictará  un  auto 
mandándolo  conducir  á  la  presencia 
del  tribunal,  6  se  tomarán,  si  las  cir- 
cunstancias lo  requieren,  las  medidas 
indicadas  en  los  artículos  siguientes. 

Art.  414.  Cuando  existieren  motivos 
suñcien tes  para  sospechar  la  fuga  del 
inculpado,  ó  cuando  algún  ausente  fue- 
re acusado  de  un  crimen  ó  delito  en 
circunstancias  tales  que  justificare  su 
detención  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en 
el  art.  175,  podrán  las  autoridades  á 
quienes  compete  la  averiguación  de 
crimenes  y  delitos,  según  cada  caso 
particular,  y  con  objeto  de  conseguir 
ta  detención  del  acusado,  recurrir  á 
girar  visitas  domiciliarias,  á  dirigir  re- 
quisitorias á  las  demás  autoridades  en 
cuya  circunscripción  pudiera  encon- 
trarse el  delincuente,  &  la  persecución 
judicial  (seríehtliehe  Naeheile),  6  á  ex- 
pedir una  requisitoria  pidiendo  la  de- 
tención del  fugitivo  {Steckbrief)  (1). 

(1)  Bajo  el  nombre  de  Síecftferie/'l'liíaraapíiBn- 
les  srrestatoriae]  se  eomprendea  lai  rsquisitoriu 


Art.  415.  Cuando  se  espere  fundada- 
mente que  una  persona  sospechosa  que 
se  haya  fugado  pueda  ser  alcanzada,  el 
Juez  do  instrucción,  y  en  caso  de  ur- 
gencia los  Jueces  de  partido  y  las  auto- 
ridades de  policía,  deberán  encomendat- 
su  persecución  á  personas  especialmen- 
te nombradas  al  efecto  y  provistas  de 
las  oportunas  credenciales  {offene  Be- 
glau  bigungssekreiben ) . 

Estos  funcionarios  no  se  limitarán, 
para  el  ejercicio  de  este  derecho,  á  su 
jurisdicción  solamente;  sino  que  podrán 
llegar,  en  la  persecución  del  fugitivo, 
hasta  las  fronteras  de  los  países  repre- 
sentados en  el  Reichsrath. 

Los  tribunales  y  empleados  de  policía 
prestarán  su  cooperación  &  estos  ñjn- 
cionarios. 

Art.  416.  Sólo  se  dictarán  requisito- 
rias contra  aquellas  personas  ausentes 
ó  prófugas  de  ignorado  paradero,  y  de 
las  que  se  sospeche  fundadamente  la 
comisión  de  un  crimen. 

Por  regla  general,  la  circulación  de 
estas  requisitorias  se  hará  por  la  Sala 
de  Consejo,  y  en  los  casos  de  urgencia 
por  el  Juez  de  instrucción. 

Igualmente  se  expedirán  requisito- 
rias {Steckbrief)  cuando  estando  presa 
preventivamente  ó  condenada  ya  por 
causa  de  un  crimen  una  persona,  se 
escapare  de  la  prisión. 

No  se  expedirán  requisitorias  contra 
los  acusados  que  lo  fueren  solamente 
de  un  delito;  pero  si  se  considerare  ne- 
cesario detenerlos,  se  comunicarán  á 
las  autoridades  sus  señas  personales, 
suplicando  avisen  el  descubrimiento  de 


dirigidos  de  ud  modo  geDeral  á  los  tribunalei  y 
autoridades  de  policía  con  si  objeto  de  obtener 
U  detenciAn  del  acusado  (HoLTZEta>OBFF,  RechU- 
lexicón,  palabra  Stachbrixf)- 
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crito  de  acusación  se  remitirá  al  defen- 
sor designado  al  efecto. 

Este  tendrá  derecho  para  oponerse 
(Einapruch),  expresando  los  motivos  en 
que  se  funda  dentro  de  los  ocho  días  si- 
guientes al  de  la  remisión. 

Además,  serán  aplicables  en  este 
caso  las  disposiciones  contenidas  en  el 
capitulo  XVI . 

El  auto  de  procesamiento  deberá  pu- 
blicarse cuando  hubiere  quedado  firme. 

Tratándose  de  un  crimen,  se  publica- 
rá en  forma  de  requisitoria  {Sicek-- 
briefé). 

Si  el  inculpado  se  encontrare  en  el 
extranjero  y  se  creyera  fácil  obtener, 
con  arreglo  á  los  tratados  internacio- 
nales, la  extradición  del  mismo,  el  Tri- 
bunal de  justicia,  después  de  haber  oído 
al  Ministerio  público,  se  dirigirá  en  la 
forma  acostumbrada  á  la  autoridad  del 
país  dentro  de  cuya  jurisdicción  se  en- 
contrare el  acusado. 

Si  se  "opusieren  dificultades  á  la  ex- 
tradición, el  Tribunal  de  justicia  de  se- 
gunda instancia  deberá  elevar  su  in- 
forme al  Ministro  de  Justicia. 

De  igual  manera  se  procederá  en  el 
caso  de  que  el  acusado  se  encontrare 
en  alguno  de  los  países  pertenecientes 
á  la  corona  de  Hungría  y  la  extradición 
fuere  denegada  por  las  autoridades  de 
estos  países. 

Cuando  se  presentare  ó  fuere  deteni- 
do el  acusado,  se  le  dará  conocimiento 
del  escrito  de  acusación  y  de  la  resolu- 
ción recaída  sobre  la  oposición  á  este 
escrito. 

Si  el  auto  de  procesamiento  fuere  fir- 
me y  el  acusado  expusiera  en  su  defen- 
sa hechos  sobre  los  que  solicitare  una 
comprobación,  se  procederá  con  arre- 
glo á  la  disposición  contenida  en  el  ar- 
tículo 224  de  este  Código. 

TCVO  TX.— Tn*8T1TT'CI0XE8  JCBÍDlCAé. 


Wl.-- Procedimiento  en  rebeldía  contra 
los  ausentes  y  fugitivos  (1) 

Art.  422.  Cuando  alguno  estuviere 
procesado  y  no  se  le  pudiere  notificar 
la  citación  para  los  debates  por  causa 
de  ausencia,  se  suspenderá  el  procedi- 
miento hasta  que  el  ausente  compa- 
rezca. 

Sólo  en  el  caso  de  que  el  acusador 
pida  expresamente  que  se  abra  el  pro- 
cedimiento en  rebeldía,  deberá  incoarse 


(1)  ¿Debe  admitirse  por  las  legislaciones  po- 
sitivas el  principio  de  dictar  sentencia  en  re- 
beldía? 

He  aquí  un  gran  problema,  muy  discutido  en- 
tre los  criminalistas,  y  resuelto  de  muy  diversa 
manera  por  los  legisladores  modernos. 

La  legislación  austriaca  ha  seguido  varios  ca- 
minos en  lo  que  va  de  siglo. 

El  Código  de  procedimiento  penal  de  1803  (ar- 
tículos 490  á  49d]  admitía,  por  vía  de  excepción, 
el  procedimiento  en  rebeldía  llamado  Edictalvev' 
fahren  contra  los  acusados  ausentes  ó  prófugos, 
cuando  el  crimen  causaba  honda  sensación  en  la 
masa  del  pueblo,  6  cuando  la  impunidad  del  pró- 
fugo pudiera  traer  consecuencias  funestas,  siem- 
pre que  no  existiere  duda  de  ningún  género,  ni 
sobre  el  hecho  en  sí,  ni  sobre  la  persona  del  cri- 
minal. (Véase  sobre  la  etimología  de  Edictalver- 
fahren:  Pauli  serUentiae,  lib.  V,  tít.  V,  párra- 
fo 1.") 

Este  Código  establecía  también  una  ejecución 
simbólica  de  la  pena.  Esta  ejecución  se  verificaba 
fijando  la  sentencia  condenatoria  en  un  poste,  y 
si  la  pena  era  de  muerte,  en  una  horca. 

El  Código  de  1850  admitía  en  dos  casos  el  pro- 
cedimiento y  la  sentencia  dictada  en  rebeldía: 

1.*  Cuando  siendo  el  proceso  de  la  compe- 
tencia del  Tribunal  del  Jurado,  el  Ministerio  fis- 
cal pedía,  atendiendo  á  razones  especiales,  que  se 
verificasen  loe  debates  en  ausencia  de  algún  acu- 
sado, que  lo  estuviera  ya  desde  el  momento  de  la 
terminación  del  sumario; 

2."  Cuando  el  acusado  citado  no  compareciere 
en  el  momento  de  los  debates. 

En  estos  dos  casos,  cuando  el  condenado  estu^ 
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Hada  honda 
iilpable  pu- 
lo la  culpa- 

en  rebeldía 

iberlod  por 
1  eslableda 
al  acusado, 
dades  pres- 


Art.  424.  La  citación  pública  deberá 
lijarse  en  el  lugar  en  que  se  hubiere  co- 
metido el  crimen,  en  la  residencia  drf 
Tribunal  de  justicia  de  primera  instan- 
cia, como  también  en  el  lugar  del  liii- 
niicilio  ú  en  el  último  de  la  estancia  ilcl 
inculpado,  y  publicarse  tres  veces,  cmi 
los  debidos  inter\-alos,  en  el  periódieu 
oficial  de)  pais. 

Según  las  circunstancias,  podrá  or- 
denarse también  la  inserción  en  otrus 
periódicos  de  la  nación  ó  del  exlraii- 
jero. 

También  deberá,  comunicarse  de  un 
modo  especial  dicha  citación  al  rupri?- 
sentante  conocido  del  acusado.,  á  su 
cónyuge  ó  á  uno  de  sus  parientes  pró- 
ximos, ó  á  su  tutor. 

El  acusador  proveerá  á  la  publicaciím 
de  esta  citación. 

Art.  -125.  Cuando  el  acusado  no  so 
presente  dentro  del  término  fijado  en  la 
citación  (art.  '^3),  la  Sala  de  Consejo,  á 
propuesta  del  acusador,  declarará  que 
se  prohibe  a!  inculpado,  durante  su  aii- 


opuso  i  este  procedí  míe  uto.  Así  en  el  Proyerto 
del  Oobierno  de  Í6T¿  do  se  consi^oó  en  príaci. 
pie  este  Juicio  ea  rebeldía. 

Laa  disposicioQea  de  dirho  Projecto  han  sido 
incluidas  en  el  nuevo  Código. 

El  juicio  en  rebeldín  ab]o  procederá  en  caao  de 
que  el  acusado  haj-a  sido  citado  perBonalmfnle: 
adeoiás,  ea  Dscesaríu  t,ue  ae  traie  de  una  infrac- 
ción, cMtIgada  con  una  pena  do  privación  ils  li- 
bertiid  por  cinco  aDoS  á  lo  más,}'  que  se  baje  oído 
al  acusado  durante  el  suroario.  . 

Siu  embarifo,  el  Tribunal  podré  nuspender  loi 
debatea  comenzados  siempre  que  la  ausencii  del 
acuando  impida  resolver  complelamenta  el  isun- 
to.  [Véase  sobre  el  sistema  austríaco  el  arlículo 
dé  Mb.  PicOt,  Juez  del  Tribunal  de  lo  civil  del 
Sena,  titulado  Les  jugemenlt  par  dil/aul  en  malit- 
re  correciionnelíe  é  propoa  du  nouceau  Code  lulri- 
chieu;  Rerue  criliípic  de  tégislation  el  juritpra- 
dencL-,  I813-18'74,  páginas  B39  y  siguientes.) 
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bernaciún,  de  acuerdo  con  el  de  Jus- 
ticia. 

Art.  431.  La  declaración  en  cuya  vir- 
tud se  establezca  el  procedimiento  ex- 
traordinario, deberá  publicarse  á  redo- 
ble de  tambor  6  foque  de  corneta  en 
aquellos  lugares  en  que  haya  de  apli- 
carse, y  adein&s  se  notificará  á  las  au- 
toridades municipales,  y  se  dará  á  co- 
nocer, sin  dilación,  al  público  por  me- 
dio de  los  periódicos  oficiales  y  de  car- 
teles Ajados  en  lugares  públicos,  y  se- 
gún los  casos,  deberá  publicarse  desde 
el  pulpito,  como  igualmente  se  notifica- 
rá al  General  ó  Comandante  militar  y 
déla  milicia  de  la  provincia  {LandiríArJ 
donde  deban  reunirse  los  cuerpos  de 
tropa  que  de  él  dependan. 

Art.  433.  La  promulgación  del  pro- 
cedimiento extraordinario  deberá  con- 
tener la  orden,  en  caso  de  rebelión,  de 
que  se  abstengan  todos  de  tomar  parle 
en  motines  y  de  instigar  á  otros  para 
que  la  tomen,  debiendo  someterse  á  to- 
das tas  disposiciones  emanadas  de  la 
autoridad,  y,  en  el  caso  contrario,  á 
todo  el  que,  después  de  la  promulga- 
ción, se  hiciere  culpable  del  crimen  ci- 
tado, se  le  juzgará  extraordinariamen- 
te, imponiéndole  la  pena  de  muerte. 

Art.  433.  En  ta  misma  forma  indica- 
da en  el  articulo  precedente,  se  proce- 
derá también  á  la  promulgación  del 
procedimiento  extraordinario  por  cual- 
quiera de  los  crímenes  señalaiios  en 
el  art.  430. 

Según  las  circunstancias,  podrá  pro- 
mulgarse el  procedimiento  extraordi- 
nario solamente  contra  aquellos  que 
hayan  cometido  alguno  de  estos  críme- 
nes de  un  modo  especial  y  determinado. 

Kn  cualquiera  de  estos  casos  deberá 
imponerse  la  pena  de  muerte  á  los  que 
cometan  el  crimen. 

Art.  431.     Promulgado    el   procedi- 
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miento  extraordinario,  el  Tribunal  de 
justicia  de  primera  instancia  en  cuyo 
distrito  se  haya  publicado  queda  ex- 
clusivamente competente  para  todos 
los  crímenes  cometidos  en  el  distrito,  y 
á  los  cuales  sea  aplicable  el  procedi- 
miento extraordinario,  según  las  dis- 
posiciones de  los  artículos  432  y  433, 
así  como  para  la  complicidad  y  cual- 
quiera participación  punible,  sin  tener 
en  cuenta  los  sumarios  pendientes  con- 
tra el  inculpado  ante  tribunales  ordi- 
narios. 

Cuando  el  inculpado  haya  cometido 
varias  acciones  punibles  en  diferentes 
distritos,  y,  por  consecuencia,  sean 
competentes  diversos  tribunales  ex- 
traordinarios, se  atribuye  exclusiva- 
mente la  competencia  al  tribunal  ex- 
traordinario ante  el  cual  haya  compa- 
recido el  inculpado  ó  al  que  haya  sido 
llevado  en  primer  término. 

Art.  435.  Los  Tribunales  de  justicia 
de  primera  instancia  conocerán  como 
tribunales  extraordinarios ,  formados 
por  cuatro  Jueces,  uno  de  los  cuales 
será  Presidente,  y  con  la  asistencia  de 
un  Escribano. 

Los  tribunales  podrán  establecer  su 
propia  residencia,  á  discreción  del  Pre- 
sidente, en  cualquiera  de  los  puntos  de 
su  distrito  para  el  que  se  haya  publica- 
do el  procedimiento  extraordinario,  ad- 
virtiéndolo sin  dilación  á  la  autoridad 
administrativa. 

Art.  436.  Tan  pronto  como  se  decre- 
te el  procedimiento  extraordinario,  la 
autoridad  administrativa  cuidará,  con 
la  mayor  solicitud,  de  que  el  coman- 
dante militar  más  inmediato  facilite  la 
tropa  necesaria  para  la  seguridad  del 
tribunal  extraordinario,  y  de  que  en  el 
punto  elegido  para  su  residencia  se  ha- 
gan todos  los  preparativos  necesarios 
para  el  ejercicio  de  sus  funciones,  y  de 


que  asistan  un  cura  de  almas,  un  mé- 
dico forense,  un  ejecutor  de  la  justicia 
y  sus  ayudantes,  y  de  que  no  se  oponga 
obstáculo  alguno  á  la  ejecución  de  la 
pena  de  muerte,  en  el  caso  que  se  ím^ 
ponga. 

U, —Procedimiento  ante  los  tribunales 
extraordinarios 

Art.  437.  Incumbe  al  Ministerio  fis- 
cal del  Tribunal  de  justicia  de  primera 
instancia,  ó  al  miembro  del  Ministerio 
público  especialmente  destinado  al  Tri- 
bunal extraordinario,  disponer  la  aper- 
tura del  procedimiento  extraordinario 
contra  el  inculpado. 

Para  ello  servirá  de  regla  que  no  de- 
ben llevarse  ai  Tribunal  extraordinario 
sino  las  personas  que  sean  aprehendi- 
das en  flagrante  delito,  ó  aquéllas  con- 
tra las  cuales  se  pueda  creer  fundada- 
mente que  ha  de  resultar  probada  su 
culpabilidad. 

Las  personas  atacadas  de  enferme- 
dades graves  y  las  mujeres  en  cinta  no 
podrán  llevarse  ante  los  Tribunales  ex- 
traordinarios. 

Art.  438.  El  Tribunal  extraordinario 
será  también  competente  para  juzgar 
las  personas  sujetas  á  la  jurisdicción 
militar,  y  las  autoridades  militares  de- 
berán entregarlas  cuando  el  Tribunal 
extraordinario  las  reclame. 

Cuando  se  lleve  á  las  personas  mili- 
tares aludidas  ante  una  autoridad  civil,  ^ 
deberá  darse  parte  al  comandante  mili- 
tar más  próximo,  indicando  el  nombre, 
el  lugar  del  nacimiento,  el  distrito  á  que 
pertenece  y  el  grado  militar  del  incul- 
pado. 

Art.  439.  El  procedimiento  contra 
cada  uno  de  los  inculpados  deberá  se- 
guirse desde  el  principio  hasta  el  fin, 
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sin  ninguna  interrupción,  á  ser  posible, 
ante  el  tribunal  reunido. 

Al  inculpado  deberá  llevársele,  tan 
pronto  como  se  le  prenda,  ante  el  Tribu- 
nal extraordinario,  á  no  ser  que  el  Mi- 
nisterio fiscal  estime  que  debe  aplicár- 
sele el  procedimiento  ordinario,  en  el 
cual  caso  no  podrá  entregarse  el  incul- 
pado al  Tribunal  extraordinario. 

La  duración  máxima  del  procedi- 
miento contra  cada  inculpado  será  do 
tres  días,  contándose  este  plazo  desdo 
el  momento  en  que  el  inculpado  com- 
parezca ante  el  Tribunal  extraordina- 
rio (art.  441). 

Art.  440.  El  procedimiento  ante  los 
tribunales  extraordinarios  será  oral  v 
público. 

El  inculpado  podrá  elegir  por  sí  mis- 
mo un  defensor;  si  no  usare  de  este  de- 
recho, deberá  nombrarle  el  tribunal  un 
defensor  de  oficio. 

Art.  441.  El  Fiscal  dará  principio  á 
los  debates  con  la  exi)ds¡ción  de  los  he- 
chos de  cargo  para  el  inculpado. 

Para  el  interrogatorio  de  los  testi- 
gos y  la  práctica  de  las  pruebas  se  ob- 
servarán, por  regla  general,  las  dispo- 
siciones de  los  artículos  245  á  254. 

El  juicio  debe  limitarse,  en  general,  á 
la  prueba  del  hecho  por  el  cual  se  haya 
entablado  el  procedimiento  extraordi- 
nario. 

Por  consecuencia,  no  se  deberán  te- 
ner en  cuenta  los  demás  hechos  puni- 
bles cometidos  por  el  acusado. 
»  Si  éstos  se  persiguen  por  el  procedi- 
miento penal  ordinario,  deberá  el  tribu- 
nal tener  en  cuenta,  para  la  aplicación 
de  la  pena,  la  impuesta  (art.  442,  párra- 
fo 2,°)  por  el  Tribunal  extraordinario. 

El  procedimiento  no  deberá  retrasar- 
se por  las  comprobaciones  relativas  á 
la  indemnización  de  daños  y  perjuicios. 

Tampoco  debe  retardarse  el  procedi- 


miento contra  los  correos,  sin  que  por 
esto  se  entorpezca  el  pronunciamiento 
y  la  ejecución  de  la  sentencia  contra  el 
inculpado  (1). 

Después  de  practicadas  las  pruebas, 
el  Fiscal  deberá  exponer  su  resultado  y 
presentar  las  conclusiones. 

El  inculpado  y  su  defensor  podrán 
contestarle,  y  si  el  Fiscal  replica,  com- 
pete al  inculpado  y  á  su  defensor  el  de- 
recho de  usar  de  la  palabra  los  últimos. 

Art.  442.  Á  continuación  pronun- 
ciará el  tri])unal  sentencia  después  de 
haber  deliberado  en  sesión  secreta, 
bajo  la  observancia  de  los  artículos  17, 
19  al  22,  258  y  267,  y  se  notificará  inme- 
mediatamente  al  reo  en  audiencia  pú- 
blica. 

Si  se  le  declarase  culpable  por  unani- 
midad de  votos,  deberá  el  tril)unal  im- 
ponerle la  pena  de  muerte. 

Solamente  en  el  caso  de  que  median- 
te la  ejecución  de  uno  ó  varios  culpa- 
bles de  los  de  mayor  gravedad  se  haya 
dado  el  ejemplo  de  terror  necesario  para 
restablecer  la  tranquilidad,  podrá  el  tri- 
bunal extraordinario,  por  virtud  de  cir- 
cunstancias especialmente  atenuantes, 
imponer  á  los  reos  menos  graves  la  pe- 
na de  cárcel  de  cinco  á  veinte  anos. 

La  misma  pena  se  hnpondrá  á  los  que 
al  tiempo  de  cometer  el  crimen  no  hu- 
bieren cumplido  la  edad  de  veinte  años. 

Art.  443.  Cuando  concurran  las  con- 
diciones previstas  en  el  art.   259,  el 


(l)  Rl  Códig^o  de  1853,  establecía  quecuande 
hubiera  coto pl  ices,  la  sentencia  y  su  ejecución  po- 
dían aplazarse  si  las  averiguaciones  y  el  proceso 
de  los  cómplices  podían  dar  lugar  á  descubri- 
mientos importantes  relativos  al  plan  criminal,  u 
su  importancia  y  á  la  culpabilidad  del  principal 
acusado.  Kl  Códig^o  actual  no  admite,  bajo  ningún 
pretexto,  el  aplazamiento  de  la  senleucla  y  de  su 
ejecución. 
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tribunal  éxtraoMihario  deberá  pronun- 
ciaf  ía  absolación  del  inculpado  y  po- 
nerle inmediatamente  en  libertad. 

Si  el  Tribunal  extraordinario  no  se 
considerase  competente,  ó  si  dejare 
de  imponerse  la  pena  de  muerte  sólo 
por  falta  de  la  unanimidad  de  los  Jue- 
ces (art.  442,  párrafo  1.*"),  6  si  la  prueba 
<le  la  culpabilidad  del  inculpado  no  pu- 
diere practicarse  en  el  término  legal 
de  tres  días,  siempre  que  existan  gra- 
ves motivos  para  sospechar  que  hubie- 
re cometido  el  hecho  c[ue  se  le  imputa 
ú  otro  punible,  deberá  el  Tribunal  ex- 
traordinario acordar  la  remisión  del 
imputado  al  Tribunal  ordinario,  y  deci- 
dir, al  mismo  tiempo,  si  debe  continuar 
presos  alzársele  la  prisión. 

Art.  444.  De  los  debates  ante  el  Tri- 
bunal extraordinario  se  extenderá  un 
acta,  con  arreglo  á  los  artículos  271  y 
272,  la  cual  firmarán  todos  los  Jueces  'y 
el  Escribano. 

Art.  445.  Contra  las  sentencias  del 
Tribunal  extraordinario  no  se  da  nin- 
prún  recurso,  y  la  solicitud  de  indulto 
presentada  por  cualquiera  persona  no 
tendrá  jamás  efecto  suspensivo. 

La  pena  de  muerte  deberá  ejecutarse, 
por  regla  general,  dos  horas  después 
de  publicarse  la  sentencia;  sólo  á  peti- 
ción expresa  del  condenado  se  le  podrá 
conceder  una  hora  más  para  preparar- 
se á  morir. 

\U,—C€saecón  del  procedimiento 
extraordinario 

Art.  446.  A  las  perdonas  indicadas 
en  los  artículos  429  y  430  corresponde 
el  ordenar  la  cesación  del  procedimien- 
to extraordinario. 

La  cesación  se  declarará  inmediata- 
mente apenas  desaparezca  la  causa 
que  motivó  la  proclamación  del  pro- 


cedimiento extraordinario,  y  deberá 
siempre  publicarse  en  los  periódicos. 

Las  funciones  del  Tribunal  extraordi- 
nario concluirán  en  el  acto  que  se  le 
participe  la  cesación  del  procedimiento 
extraordinario. 

Todos  los  procesos  á  la  sazón-  pen- 
dientes, como  aquellos  en  los  que  se 
hubiere  dictado  sentencia  de  pena  de 
muerte,  y  no  se  hubiera  ejecutado,  de- 
berán remitirse  á  los  Tribunales  ordi- 
narios y  considerarlos  éstos  como  su- 
marios. 

Se  procederá  en  ellos  con  arreglo  á 
las  disposiciones  de  este  Código  de 
procedimiento  penal. 

Dentro  de  los  quince  días  siguientes 
á  la  cesación  del  procedimiento  extra- 
ordinario, se  remitirán  todas  las  sen- 
tencias dictadas  por  el  Tribunal  extra- 
ordinario, juntamente  con  las  actuacio- 
nes judiciales,  al  Fiscal  del  Tribunal  de 
segunda  instancia,  el  cual  formulará 
las  propuestas  que  estime  oportunas. 

Si  aparecieren  después  motivos  para 
la  reapertura  del  procedimiento,  debe- 
rá precederse  ante  los  Tribunales  ordi- 
narios, con  arreglo  á  las  disposiciones 
del  capítulo  XX.  . 

CAPÍTULO  XXVL— DEL  procedimiento 

EN  MATERIA  DE  FALTAS 

Art.  447.  El  procedimiento  para  aque- 
llos actos  punibles  cuya  instruccióu  y 
castigo  es  de  la  competencia  de  los  Jue- 
ces de  partido,  se  regirá  especialmente 
por  las  prescripciones  del  presente  ca- 
pítulo. 

En  todos  aquellos  casos  para  los  cua- 
les no  haya  alguna  disposición  parti- 
cular, deberán  aplicarse  las  reglas  es- 
tablecidas para  los  crímenes  y  deli- 
tos (1).  *  . 

(])  El  legislador  se  ha  propuesto  aplicar  en 
estas  disposicicoes  los  principios  que  ha  estable'^ 
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Art.  451.  No  há  lugar  &  instruir  un 
proceso  en  forma,  ni  pieza  separada 
para  el  procesamiento.  Bastará  uoa  pe- 
tición escrita  ó  verbal  solicitando  la 
aplicación  de  la  ley. 

Cuando  comparezca,  al  mismo  tiem- 
po, el  inculpado  ante  el  Juez,  ó  confiese 
el  hecho  punible,  ó  bien  se  presenten 
juntos  ante  el  Juez  el  acusador  y  el 
acusado,  ó  todos,  y  los  medios  de  prue- 
ba para  la  acusación  y  la  defensa  esUn 
dispuestos,  podrá,  el  Juez,  con  el  asen- 
timiento del  inculpado,  proceder  en  el 
acto  á.  los  debates  (articulo  456)  y  dictar 
la  sentencia. 

Exceptuado  este  caso,  se  deberá  se- 
ñalar un  día  para  los  debates,  después 
de  practicadas  las  diligencias  prelimi- 
nares que  se  reputen  necesarias. 

Art.  453.  En  todas  las  diligencias 
preliminares  deberá  observar  el  Juez 
de  partido,  por  regla  general,  las  pres- 
cripciones establecidas  para  los  Jueces 
de  instrucción,  con  las  siguientes  limi- 
taciones: 

1.*  La  prisión  preventiva  del  incul- 
pado á  fín  de  llevarlo  al  juicio,  sólo  po- 
drá efectuarse,  salvo  los  casos  previs- 
tos en  el  art.  175,  números  2."  y  3.", 
cuando  al  inculpado  se  le  hubiere  cita- 
do expresamente  para  comparecer  en 
persona  y  no  hubiera  obedecido  la  cita- 
ción. 

A  los  acusados  viajeros  se  les  per- 
mitirá que  continúen  su  viaje,  siempre 
que  no  sea  de  temer  que  de  esta  mane- 
ra eludan  el  procedimiento  y  la  ejecu- 
ción de  la  pena; 

2.'  Cuando  no  pueda  notificarse  la 
citación  al  inculpado,  deberá  suspen- 
derse el  procedimiento  hasta  que  se  le 
encuentre. 

No  se  permite  circular  mandamien- 
tos de  prisión;  en  los  casos  de  más  gra- 
vedad, podrán  dirigirse  ala  autoridad 
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las  señas  personales  del  inculpado  (ar- 
tículo 416); 

3.*  La  prisión  provisional  durante  el 
procedimiento  sólo  podrá  acordarse  en 
los  casos  del  art.  175,  números  2.®  y  3.® 
A  los  presos  no  podrá  ponérseles  juntos 
con  personas  que  estén  sujetas  á  un 
proceso  de  instrucción  ó  extinguiendo 
condena  por  crimen. 

Podrán  llevárseles  alimentos  de  fue- 
ra de  la  casa,  siempre  que  no  se  altere 
el  régimen  del  establecimiento; 

4.*  No  se  permite  el  registro  de  pa- 
peles pertenecientes  á  un  tercero,  ni  la 
incautación  ni  apertura  de  cartas; 

5.*  No  se  exigirán  testigos  instru- 
mentales para  ninguna  diligencia; 

6."  En  caso  de  inspección  ocular, 
como  en  el  de  dictamen  pericial,  bas- 
tará un  solo  perito; 

?.■  No  será  necesario  extender  acta 
sino  de  aquellos  elementos  que,  ha- 
biendo de  servir  de  medios  de  prueba 
en  los  debates,  no  deban  repetirse;  en 
los  demás  casos  bastará  una  sucinta 
nota  tomada  por  el  Escribano  ó  ante 
el  Juez  examinador,  sobre  el  contenido 
esencial  de  las  declaraciones  de  las 
personas  examinadas; 

8.*  No  há  lugar  á  la  designación  de 
un  defensor  de  oficio. 

Art.  453.  Por  regla  general  no  se 
exigirá  juramento  á  los  testigos,  y  el 
Juez  podrá,  en  vez  de  juramento,  con- 
tentarse con  la  promesa  que  hagan  los 
mismos  levantando  la  mano. 

Pero  si  se  tratare  de  convencer  á  un 
imputado  negativo  por  medio  de  tes- 
tigos, deberán  éstos  prestar  juramen- 
to, según  las  reglas  prescritas,  cuando 
el  acusado  explícitamente  lo  pida,  así 
como  tratándose  de  una  falta  que  lleve 
consigo  pena  de  arresto  por  un  mes  á 
lo  menos,  ó  de  multa  de  100  florines,  ó 
la  privación  de  ejercer  un  oficio  ú  otros 


derechos  ó  permisos,  siempre  que  á  la 
prestación  del  juramento  no  se  oponga 
algún  obstáculo  legal. 

Los  funcionarios  y  los  individuos  ju- 
ramentados de  la  fuerza  pública  que 
depongan  respecto  á  hechos  ó  circuns- 
tancias que  hayan  observado  en  el  ejer- 
cicio de  sus  funciones,  se  les  oirá  bajo 
la  simple  invocación  de  su  juramento 
de  servicio,  cuando  sus  declaraciones 
se  refieran  á  hechos  relativos  á  sus 
funciones. 

Art.  454.  Si  el  debate  no  pudiera  ce- 
lebrarse según  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo 451,  después  de  producida  la  acu- 
sación, deberá  citarse  al  debate  al  in- 
culpado cuando  no  esté  preso,  mediante 
una  orden  escrita,  la  cual  debe  contcr 
ner  los  elementos  esenciales  del  he- 
cho que  se  le  imputa  y  la  intimación  de 
presentarse  á  la  hora  señalada,  llevan- 
do consigo  los  medios  de  prueba  que 
sirvan  para  su  defensa,  ó  designán- 
dolos oportunamente  al  Juez,  para  que 
puedan  presentarse  en  los  debates. 

Al  mismo  tiempo  se  le  advertirá  que, 
en  el  caso  de  no  comparecer,  se  proce- 
derá igualmente  á  celebrar  los  debates 
y  á  dictar  sentencia. 

Art.  455.  La  citación  debe  hacerse, 
por  regla  general,  de  modo  que,  desde 
la  notificación  de  la  misma,  deducido  el 
tiempo  necesario  para  presentarse  en  ^ 
la  residencia  del  tribunal,  quede  un 
plazo  de  veinticuatro  horas  hasta  el 
momento  de  los  debates. 

En  casos  urgentes,  sin  embargo,  cuan- 
do se  trate  de  faltas  de  poca  importan- 
cia, ó  cuando  el  imputado  se  halle  en 
el  lugar  del  juicio,  podrá  abreviarse  el 
plazo. 

Podrán  aplazarse  los  debates,  á  ins- 
tancia del  inculpado,  cuando  existan 
graves  impedimentos  comprobados. 

El  inculpado  podrá  valerse  de  un  de- 
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fení?or,  teniendo  en  cuenta  las  limita- 
ciones consignadas  en  los  artículos  39 
y  40,  las  cuales  se  dejan  al  criterio  del 
Juez. 

Si  el  inculpado  no  estuviere  preso, 
podrá,  si  no  quiere  comparecer  perso- 
nalmente, sor  representado  en  los  de- 
bates por  un  mandatario,  que  deberá 
llevar  un  poder  especial;  pero  el  Juez 
tendrá  la  facultad  de  exigir  la  compa- 
recencia personal  del  inculpado,  cuan- 
do la  estime  necesaria  para  el  descu- 
brimiento de  la  verdad. 

No  se  admitirán  como  mandatarios 
las  personas  que,  sin  estar  inscritas 
en  las  listas  de  los  defensores,  reciban 
el  mandato. 

Art.  456.  Los  debates  ante  el  Juez  de 
partido  (art.  9.®)  son  públicos,  bajo 
pena  de  nulidad,  salvo  las  limitaciones 
contenidas  en  los  artículos  228  v  231. 

Si  interviniere  querellante  privado, 
se  excusará  la  publicidad  cuando  am- 
bas partes,  de  común  acuerdo,  lo  pro- 
pongan. 

Art.  457.  Comenzarán  los  debates 
con  la  lectura  de  la  acusación. 

Después  se  interrogará  sobre  la  mis- 
ma al  inculpado  ó  á  su  mandatario,  y 
se  producirán  las  pruebas. 

A  continuación,  el  acusador  y  la  parte 
civil  presentarán  sus  conclusiones  y  se 
oirán  las  respuestas  del  acusado  y  de 
su  defensor. 

El  acusador  puede  limitarse,  en  gene- 
ral, á  pedir  la  aplicación  de  la  ley. 

Art.  458.  Terminados  los  debates  se 
dictará  en  el  acto  sentencia,  la  cual 
publicará  el  Juez  con  sus  motivos  esen- 
ciales y  se  unirá  á  los  autos,  bajo  pena 
de  nulidad. 

Kl  Juez  queda  autorizado,  concluidos 
los  debates,  para  aplazar  la  sentencia 
hasta  el  día  siguiente. 

Para  lo  restante  se  aplicará  al  proce- 


dimiento, ante  los  Jueces  departido,  las 
reglas  establecidas  para  los  debates  en 
el  capítulo  XVIII. 

Art.  459.  Cuando  el  acu'sado,  no  obs- 
tante la  citación  notificada  en  forma, 
no  comparezca  á  la  hora  señalada,  po- 
drá el  Juez,  cuando  estime  necesario  su 
examen,  citarlo  para  que  comparezca 
personalmente,  y  si  ya  se  le  hubiere  ci- 
tado, mandarlo  conducir  á  su  pre- 
sencia. 

Fuera  de  este  caso  se  dará  siempre 
principio  al  procedimiento,  se  reunirán 
las  pruebas,  se  oirá  al  acusador  y  so 
pronunciará  y  publicará  la  sentencia. 
Al  imputado  que  no  comparezca  se  le 
enviará  una  copia  oficial  de  la  sen- 
tencia. 

\U,— Procedimiento  sumario  (Mandais- 

cerfahren)  (1) 

Art.  460.  Sí  por  alguna  autoridad  pú- 
blica ó  por  algunas  de  las  personas  in- 
dicadas en  el  art.  68  del  Código  penal, 
se  denunciara  en  el  ejercicio  de  sus 
funciones  á  un  inculpado  que  se  hal/a- 
re  en  libertad  por  una  falta  punible*, 
con  prisión  de  un  mes  á  lo  más,  ó  con 
multa  simple,  podrá  el  Juez,  cuando 
resulte  que  el  arresto  sólo  puede  ser  de 
tres  días  ó  que  la  multa  nó  excederá  de 


(1)  Se  da  en  materia  penal  el  nombre  de  .Van- 
dalsvcrfahrcn  á  un  procedimiento  sumarísimoque 
no  exige  debates.  El  Juez,  por  una  especie  de  au- 
tos, condena  al  acusado  sin  oírlo.  El  presente  Có- 
digo admite  este  procedimiento  sumario  que  se 
sigue  en  varios  Estados  del  imperio  de  Alemania. 
Semejante  procedimiento  no  presenta  niDgAn  in- 
conveniente y  ofrece  algunas  ventajas.  No  se  apli- 
ca, como  se  dispone  por  los  artículos  460  y  si- 
guientes, sino  á  las  infracciones  menos  graves,  y 
se  reserva  al  condenado  por  auto  el  derecho  de 
recurrir  contra  el  mismo  si  prefiere  que  se  obser- 
ven las  formas  del  procedimiento  ordinario. 
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quince  florines,  á  propuesta  del  em- 
pleado encargado  de  las  funciones  del 
Ministerio  fiscal,  fijarla  pena  en  que  se 
haya  incurrido  en  un  mandamiento  pe- 
nal, sin  anteriores  actuaciones. 

Art.  ;461.  En  el  mandamiento  penal 
deberá  indicarse: 

1.°  La  naturaleza  del  hecho  punible, 
así  como  el  tiempo  y  ol  lugar  en  que  se 
Imbiere  cometido; 

2."  Er  nombre  de  la  persona  ó  de 
Ja  autoridad  que  hubiere  hecho  la  de- 
nuncia; 

3.°  La  pena  aplicada,  indicando  la 
disposición  penal  en  que  se  funda; 

4.°  Se  advertirá,  además,  que  si  el 
inculpado  se  creyese  perjudicado  por  el 
mandamiento  penal,  tiene  derecho  para 
interponer  contra  el  mismo,  en  un  pla- 
zo de  ocho  días,  á  contar  desde  su  no- 
tificación, recurso  de  apelación  ante  el 
Juez  del  partido  (art.  81),  por  escrito, 
indicando  al  mismo  tiempo  los  medios 
de  prueba  que  deban  servir  para  su 
defensa;  pero  si  la  apelación  no  se  in- 
terpusiere en  este  plazo,  quedará  firme 
el  mandamiento  penal  y  se  ejecutará 
contra  el  inculpado. 

Art.  462.  Si  dentro  del  término  de 
ocho  días  se  interpusiere  la  apelación, 
se  seguirá  el  procedimiento  ordinario: 
en  el  caso  contrario,  no  há  lugar  á  nin- 
gún recurso  legal;  pero,  sin  embargo, 
en' los  casos  del  art.  361,  números  1.°  y 
2.°,  podrá  restituirse  al  estado  primi- 
tivo. 

iV. — Recursos  legales  contra  las  senten- 
cias de  los  Jueces  de  partido 

Art.  463.  Contra  las  sentencias  de 
los  Jueces  de  partido  dictadas  contra 
un  inculpado  presente,  sólo  há  lugar  al 
recurso    de  apelación,    precisamente 


ante  el  Tribunal  de  justicia  de  primera 
instancia  del  distritoen  que  esté  situa- 
do el  Juzgado. 

Art.  464.  Podrá  interponerse  apela- 
ción: 

1  .**    Por  existir  una  causa  de  nulidad; 

2.®  Por  la  declaración  relativa  ala 
culpabilidad  y  á  la  pena;  pero  respecto 
de  esta  última,  solamente  en  los  casos 
previstos  en  el  art.  283  de  este  Código; 

3."  Por  la  decisión  sobre  las  preten- 
siones de  derecho  privado. 

Art.  465.  Podrá  interponerse  recur- 
so de  apelación  en  favor  del  acusado, 
tanto  por  él  mismo  como  por  un  cón- 
yuge, sus  parientes  en  línea  ascendien- 
te ó  descendiente,  su  tutor,  y  en  el  caso 
de  que  el  acusado  sea  menor,  por  sus 
padres  ó  el  tutor,  aun  contra  su  vo- 
luntad.       , 

Los  herederos  del  acusado  que  no  se 
encuentren  en  alguna  de  las  relaciones 
arriba  dichas,  no  podrán  interponer  ó 
continuarla  apelación,  sino  para  la  de- 
cisión relativa  á  Jas  pretensiones  de  de- 
recho privado  que  contuviere  eventual- 
mente  la  sentencia. 

En  perjuicio  del  acusado  no  podrá  in- 
terponerse apelación,  sino  por  el  acu- 
sador ó  la  parte  civil;  pero  esta  última 
solamente  por  sus  pretensiones  de  de- 
recho privado. 

Art.  466.  El  recurso  del)erá  presen- 
tarse dentro  de  los  tres  días  siguientes 
á  la  publicación  de  la  sentencia  ante  el 
Juez  del  partido. 

Si  el  acusado  no  estuvo  presente  á  la 
publicación  de  la  sentencia,  la  apela- 
ción deberá  interponerse  dentro  de  tres 
días,  á  contar  desde  aquel  en  que  le 
fué  notificada. 

El  término  para  apelar  corre  para 
los  parientes  del  ac\isado  mencionados 
en  el  art.  465,  desde  el  mismo  día  que 
para  él.  . 
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La  inteq)0sición  del  recurso  tendrá 
efecto  suspensivo. 

Sin  embargo,  la  excarcelación  del 
acusado  absuetto  quedará  en  suspenso 
por  la  apelación  del  Ministerio  público, 
cuando  el  recurso  fuere  anunciado  en 
el  momento  de  publicarse  la  sentencia. 

Cuando  un  condenado  &  pena  de  cár- 
cel se  creyera  perjudicado  por  la  sen- 
tencia, no  por  la  decisión  sobre' su  cul- 
pabilidad, ni  por  el  grado  de  la  especie 
de  pena,  sino  por  su  duración,  po- 
drá comenzar  á  contársele  provisional- 
mente. 

Lo  mismo  se  entenderá  en  el  caso  en 
que  el  acusado  no  hubiese  interpuesto 
recurso  y  el  acusador  hubiere  recurrido 
contra  la  duración  de  la  pena. 

Art.  467.  El  apelante  tiene  derecho, 
en  los  ocho  dias  siguientes  á  la  interpo- 
sición del  recurso,  siempre  que  antes  6 
al  tiempo  de  la  misma  haya  pedido  co- 
pia de  la  sentencia,  de  presentar  al  Juez 
los  fundamentos  de  su  recurso,  y,  en 
todo  caso,  de  aducir  nuevos  hechos  ó 
medios  de  prueba,  indicando,  con  pre- 
cisión, todas  las  circunstancias  que 
puedan  servir  para  apreciar  su  impor- 
tancia. 

Deberá,  al  anunciar  el  recurso,  6  en 
el  acto  de  interponerlo,  declarar  expre- 
samente qué  puntos  de  la  sentencia  (ar- 
tículo 464)  considera  perjudiciales  y  qué 
causas  de  nulidad  pretende  hacer  valer; 
en  el  caso  contrario,  el  Tribunal  de  Jus- 
ticia de  primera  instancia  no  tendrá  en 
cuenta  la  apelación  ni  ias  causas  de 
nulidad. 

La  apelación  interpuesta  en  favor  del 
acusado  contra  la  decisión  respecto  á 
la  culpabilidad,  comprende  también  e! 
recurso  contra  la  duración  de  la  pena. 

Si  la  interposición  del  recurso  se  hu- 
biere hecho  verbalmente,  el  Juez  que 
reciba  los  autos  deberá  excitar  expre- 


samente al  recurrente  para  que  indique 
con  precisión  los  fundamentos  del  re- 
curso, instruyéndolo  de  las  consecuen- 
cias legales  de  la  omisión  de  aquéllos. 

El  recurso  ó  el  escrito  de  sus  funda- 
mentos que  se  presentaren  fuera  de 
tiempo,  deberán  recliazarse  por  e!  Juez 
de  partido  (1). 

Art.  468.  La  apelación  por  causa  de 
nulidad  sólo  puede  interponerse  contra 
la  sentencia  del  Juez  del  partido  por  al- 
guno de  los  motivos  siguientes: 

1."  Cuando  eIJuoz  del  partido  no  fue- 
re competente  ó  no  estuviere  legalmen- 
te  constituido,  ó  cuando  un  Juez  legal- 
mente  incompetente  (artículos  67  y  &8) 
hubiere  pronunciado  la  sentencia; 

Z."  Cuando  hubiere  infracción  ú  omi- 
sión de  una  disposición  cuya  observan- 
cia se  impusiere  por  la  ley  bajo  pena  de 
nulidad  (artículos  120,  151,  152,  170,  271, 
456  y  458),  ó  cuando  concurra  alguna  de 
las  causas  de  nulidad  mencionadas  en 
el  art.  281,  números  4.°  y  5."; 

3."  Por  las  causas  sefialadas  en  el 
articulo  281,  números  6."  y  11. 

Las  causas  de  nulidad  contenidas  en 
los  números  1."  y  2."  no  pueden  alegar- 
se sino  en  los  casos  indicados  en  el  ar- 
ticulo 281. 

El  acusador  no  perderá,  sin  embargo, 
el  derecho  de  invocar  una  cansa  de  nu- 
lidad aunque  no  haya  pedido  la  deci- 
sión del  Juez  sobre  un  defecto  de  forma 
y  no  se  haya  reservado  el  recurso  inme- 
diatamente después  de  la  negativa  6  de 
la  publicación  de  la  sentencia. 

Art.  469.  El  TriVtunal  de  justicia  de 
primera  in5t%.ncia  deliberará  sobre  los 
recursos  en  sesión  secreta,  oyendo  al 
Fiscal,  y  desechará  en  el  acto  el  recur- 
so, cuando  se  haya  interpuesto  por  per- 


(1)    Véase  en  los  Apéndicea  el  >rt.  1.°,  DÚme- 
■0  1.°,  de  la  ley  de  31  de  Dieiembre  de  18TÍ. 


c6dico  de  proce 

sona  &  la  cual  no  corresponda  el 
clio  de  apelar,  ó  que  no  le  /¡ompeí 
terponer  el  recurso  en  el  sentido  q 
haya  hecho,  ó  que  haya  renunciad 
lidamente  al  mismo,  ó  cuando  se 
interpuesto  fuera  de  término,  ó  cu 
no  se  indiquen  con  precisión  los  pi 
contra  los  cuales  se  dirige  6  las  cí 
de  nulidad  por  las  que  se  interpus 
elusivamente. 

Si  la  apelación  se  dirigiere  solan 
contra  la  decisión  sobre  la  pena  O ! 
las  pretensiones  de  derecho  privaí 
Tribuna!  de  justiciadeeidirá,  en  el 
sobre  el  fondo, 

Art,  470.  En  esta  deliberación  s 
ta  deberá  también  examinar  el  1 
nal  de  justicias]  se  han  manife: 
los  hechos  nuevos  y  los  medie 
prueba  indicados  en  el  art.  467. 

El  examen  de  nuevos  testigos  y 
tos  sólo  debe  admitirse  cuando  se  i 
mine  &  demostrar  la  falsedad  de  h< 
importantes  declarados  probados 
sentencia. 

El  Tribunal  de  justicia  podrá 
bien,  según  las  circunstancias, 
probar  por  un  Juez,  especialmenti 
legado,  asi  las  nuevas  pruebas  < 
los  hechos  de  los  cuales  se  derivt 
causa  de  nulidad. 

No  habrá  lugar  al  nuevo  exami 
testigos  y  peritos  que  hubieren  sii 
examinados  por  el  Juez  de  partido 
cuando  el  Tribunal  de  justicia  lo  e: 
necesario  por  existir  graves  duda: 
pecto  á  los  hechos  admitidos  conir 
bados  por  la  sentencia  de  primen 
tan  c  i  a. 

Salvo  este  caso,  al  Tribunal  di 
ticia  le  servirán  de  base  para  si 
cisión  los  autos  de  primera  instan* 

Si  en  la  deliberación  secreta  pre 
nar  resultare  la  necesidad  de  re 
los  debates  de  primera  instancia,  ( 
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ara  juzgar  sobre 
esta,  los  puntos 
a  y  las  cuestiones 
resulten 

sncia  de  primera 
itjvos  de  la  (leci- 
il  recurso,  deljerá 
i  voz,  asi  como  la 
le  estime  útil  del 
de  primera   ¡ns- 

jación  se  exami- 
peritos  citados  y 
5té  presente,  ob- 
;  establecidas  pa- 
os Tribunales  de 

)oner  el  apelante 

1  recurso,  contes- 

■aria. 

efensor  le  coiupe- 

erecho  de  usar  de 

tirará  el  tribunal 
.r  su  deci!:ión. 
I  tribunal  estime 
;  el  recurso,  ó  que 
ifundadn,  ó  dccla- 
estatuirá  sobro  el 
as  prescritiis  para 
Tribunales  de  pri- 
odo  lo  í)ue  no  se 
ndo  en  los  arlicu- 

ilare  la  sentencia 
■>or  alguna  de  las 
lencionadas  en  el 
.  1."  y  2.",  el  Tri- 
itii'A  la  causa  para 
I  Juez  de  partido 

lo  ha  fallado  so- 
istituya  crimen  ú 
e  la  Fcniéncia  á 
yabrirse'el  proce- 


dimiento ante  el  tribunal  compelente. 

Cuando  el  Juez  dn  partido  se  hubiere 
di'claiado,  sm  moH\o,  incompetente, 
re-ípecto  al  hecho  &  que  se  refiera  la 
acusa»  ion,  6  no  hubiere  estatuido  so- 
bre lodos  los  puntos  do  la  acusación 
(arlíoulo  281,  números  ü  "  y  7,"),  el  Tri- 
bunal de  justicia  lo  ordenará  que  cele- 
bre los  debates  y  dicte  sentencia,  la 
cual,  en  este  último  caso,  debe  resolver 
solamente  los  puntos  que  hubieren  que- 
dado sin  solución. 

Art.  47G.  Rn  los  casos  citados  en  el 
articulo  475,  números  1,"  y  3.",  el  Tribu- 
nal de  segunda  instancia  tiene  el  dero- 
clio  de  resolver  en  el  acto  ú  en  otra 
audiencia  posterior,  repitiendo  ó  com- 
pletando los  debates  de  primera  instan- 
cia y  corrigiendo  las  actuaciones  que 
resultaren  defectuosas, 

Art.  477.  El  Tribunal  de  justicia  debe 
limitar  eu  decisión  A  los  puntos  contra 
los  cuales  se  haya  entablado  el  recur- 
so, y  sólo  debe  modilicarlos  paiticula- 
res  de  la  sentencia  del  Juez  contra  los 
cuales  se  dirija  la  apelación.  Pero  si  el 
tribunal  se  persuade,  con  ocasión  de  un 
recurso  interpuesto  por  quien  quiera 
que  sea,  do  que  se  ho  aplicado  en-ónea- 
niente  una  ley  penal  en  perjuicio  del 
acusado  (art.  281,  números  9."  y  11), 
ó  que  las  misn.as  causas  en  que  se  apo- 
ya la  decisión  á  fav<">r  de  un  acusado  son 
aplicables  en  favor  de  otro  acusado  que 
no  liaya  interpuesto  recurso  ó  que  nn 
lo  haya  interpuesto  en  el  sentido  que 
lo  ha  sido  por  otro,  el  Tribunal  de  justi- 
cia deberé  proceder  como  si  tal  recursi) 
se  hubiere  entablado. 

Si  el  recurso  se  hubiere  interpuesto 
únicamente  en  favor  del  acusado,  el 
Tribunal  de  justicia  no  podrá  aplicar 
al  mismo  pena  más  grave  que  la  im- 
puesta en  la  sentencia  apelada. 

Art.  478.    Contra   ía   sentencia   del 
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Juez  de  partido  pronunciada  conforme 
al  art.  459,  por  la  no  erímparecencia  del 
acusado,  podrá  éste  apelar  en  los  ocho 
días  siguientes  al  de  la  notificación  de 
la  sentencia,  ante  el  Juez  de  partido 
que  la  haya  dictado,  si  la  citación  no 
se  le  notificó  debidamente  ó  puede  pro- 
bar que  estuvo  impedido  por  un  obs- 
táculo insuperable. 

El  Juez  de  pactLdo  deberá  decidir  so- 
bre este  recurso  después  Jo  oír  al  acu- 
sador. 

Si  éste  recliaza  el  recurso,  quedará 
derecho  al  acusado  para  apelar  ante  el 
Tribunal  de  justicia  de  primera  instan- 
cia en  el  término  de  tres  días. 

El  acusado  tendrá  entonces  el  dere- 
cho de  apelar  al  mismo  tiempo  para  el 
caso  en  que  su  recurso  fuere  rechazado. 

Esta  apelación  se  tramitará  según  las 
reglas  establecidas  en  los  artículos  'lÜÍÍ 

y  172. 

Si  el  Juez  de  partido,  ó,  entablado  el 
recurso,  el  Tribunal  de  justicia,  encon- 
traren fundada  la  apelación,  deberá 
acordarse  un  nuevo  debate  ante  el  Juez 
lie  partido,  en  el  cual,  si  comparece  el 
acusado,  se  procederá  con  arreglo  al  ai"- 
tÍGulo  457. 

Si  el  acusado  no  coniparecc  tampoco 
á  este  segundo  debate,  se  tendrá  el  re- 
curso por  no  interpuesto  y  la  sentencia 
impugnada  quedará  fírme. 

Art.  479.  Contra  las  sentencias  de 
los  Tribunales  de  justicia  de  primera 
instancia  sobre  los  recursos  entablados 
ante  los  mismos  conforme  á  los  artícu- 
los 403,  461  y  478,  sólo  se  da  el  recurso 
do  nulidad  anle  el  Tribunal  Supremo  en 
interés  de  la  ley  (artículos  33  y  292). 

Art.  480.  La  reapertura  del  procedi- 
miento penal  se  regirá  por  los  princi- 
pios establecidos  en  el  capitulo  XX. 
El  Juez  del  partido  decidirá  sobre  la  ad- 
misión de  la  reapertura. 


Contra  b 
se  da  más  r 
el  Tribunal 
tan  cía,  que 
de  tres  día 

Las  facul 
Supremo  pi 
en  materia 

Art.  481. 
los  Jueces ( 
susceptible 
las  parles 
(Beschwerd 
cia  de  prin 
días  (1). , 

V.— De 


privativas  i 
por  regla  g 
nal  de  justi 
dicte,  en  c 
ción  en  COI 
dencia  del 
dictado  la 
tan  cia. 

Si  antes  r 
á  cumplir  li 
tud  de  indii 
■110  y  411),  , 
en  circunst 
ciónque  se 
de  pronnnci 
peiidorsc  la 
pre  que  no 
ineficaz  el  í 
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ítVll.— DEL  PROCEDIMIENt 
r  ASUNTOS  DE  IMPRENTA 

ira  el  procedimiento  pe- 
íde  imprenta,  se  oliser\a- 
d  i  aposición  es  del  presen- 
procedimieiilo  penal,  en 
e  disponga  otra  cosa  en 
iguientes. 

is  funciones  de  Juez  pe- 
i  de  imprenta  competen 
:e   &   los   Tribunales   de 

trate  de  faltas,  corres- 
inipelencia  &  los  Jueces 
cuando  se  trate  de  crl- 
s  cometidos  por  medio  de 
i  Tribunal  del  Jurado, 
¡rá  competente  el  Tribu- 
de  primera  instancia  en 
ie  cometiere  el  crimen  ó 
t  de  partido  que  radique 
la  del  Tribunal  de  justi- 
L  instancia  en  cuyo  distri- 
e  la  falta;  en  el  caso  en 
is  ó  más  Jueces  de  parti- 
Rlente  el  que  por  orden 
n  general  encargado  de 
;ión   de   la  justicia   pu- 

el  hecho  punible  se  co- 
ledio  de  un  impreso,  se 
erar  como  lugar  de  la  co- 
¡smo  el  punto  donde  se 
¡6n,  en  e!  caso  en  que  fue- 
se encontrare  situado  en 
1  que  tenga  fuerza  de  ley 
ódigo   de  procedimiento 

en  que  el  punto  de  im- 
lesconocido  ó  situado  fue- 
rritorio,  el  punto  del  re- 
ación en  el  mismo, 
aso  resultaren  competen- 


tes dos  ó  más  Jueces  para  el  mismo  pro- 
ceso, pertenecerá  la  preferencia  al  que 
haya  entendido  el  primero. 

Art.  487.  Los  impresos  que  se  publi- 
quen y  difundan  contra  las  prescripcio- 
nes de  la  ley  de  imprenta,  ó  que  por  su 
contenido  deban  reprimirse  en  interés 
público,  podrán  secuestrarse  inmedia- 
tamente por  la  autoridad  de  policía  ó 
por  orden  del  Ministerio  fical. 

En  todos  Ins  demás  casos,  el  secues- 
tro s61o  podrá  ordenarse  por  el  Tribu- 
nal de  justicia  en  virtud  de  la  querella 
y  propuesta  hecha  en  la  misma  por  el 
acusador  privado,  (1) 

Contra  esta  decisión  no  se  da  recurso 
alguno. 

Ei  secuestro  ejecutado  inmediala- 
mente  por  la  autoridad  de  policía  ó  por 
iniciativa  del  Ministerio  público  debe- 
rá comunicarse,  dentro  de  veinticuatro 
horas  y  acompañando  un  ejemplar  del 
impreso,  al  Fiscal  del  punto  en  que  re- 
sida el  Tribunal  encargado  de  la  justi- 
cia penal. 

Art.  488.  Si  el  Ministerio  fiscal  orde- 
nare el  secuestro  de  un  impreso,  debe- 
rá, dentro  de  los  tres  días  siguientes  al 
en  que  se  le  dé  cuenta  de  la  ejecución 
de  su  orden,  pedir  al  Tribunal  de  justi- 
cia de  primera  instancia  ú  al  Juez  del 
partido  respectivamente  (art.  485),  la 
confirmación  del  secuestro. 

En  el  caso  en  que  ta  autoridad  de  po- 
hcía  ordene  inmediatamente  el  secues- 
tro, el  Ministerio  público  deberá,  den- 
tro de  los  tres  días  siguientes  al  on 


(1)  La  cueatiÍD  de  uber  hasta  qué  punto  es 
admiaible  el  aecueatro  pravio  en  una  legislaciAn 
que  en  materia  de  impreDU  rechaza  el  BiEtema 
preveotÍTa  ha  preocupado  vivamente  en  estos  úl- 
timos aBoa  d  loa  tratadiatka  alemanea,  habiendo 
sido  una  de  loa  temas  discutidos  eo  el  Congreso 
de  juricoDsultos  alemanes  da  1S^3. 
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que  se  le  comunique,  proceder,  como 
en  el  caso  anterior,  para  que  se  levante 
ó  se  confirme  el  secuestro  verificado 
por  la  autoridad  de  policía. 

Art.  489.  El  tribunal  deberá  decidir 
dentro  de  tres  días  si  el  secuestro  ha  de 
levantarse  6  confirmarse. 

Si  no  se  dictare  la  confirmación  den- 
tro de  ocho  días  de  efectuado  el  secues- 
tro, se  reputará  éste  como  no  ejecutado, 
á  no  ser  que  se  halle  en  tramitación 
algún  recurso  del  Ministerio  fiscal 
contra  la  negativa  de  la  confirmación, 
y  á  instancia  de  la  parte,  se  deberá 
acordar  por  la  autoridad  de  policía 
que  se  levante  el  secuestro  inmediata- 
mente. 

El  secuestro  confirmado  producirá 
sus  efectos  hasta  la  sentencia  definitiva 
en  el  fondo  (art.  490.) 

La  inobservancia  de  las  prescripcio- 
nes del  art.  488  ó  el  levantamiento  del 
secuestro  no  impedirá  la  continuación 
del  proceso  penal. 

Art.  490.  Dentro  de  los  ocho  días  si- 
guientes á  la  confirmación  del  secues- 
tro, el  Ministerio  fiscal  deberá  pedir 
que  se  abra  el  proceso,  ó  presentar  un 
escrito  de  acusación  (art.  91);  en  el  caso 
contrario,  se  tendrá  el  secuestro  por  no 
ejecutado  y  deberá  levantarse  á  ins- 
tancia de  parte. 

Art.  491.  En  el  caso  de  que  el  se- 
cuestro ejecutado  directamente  por  la 
autoridad  de  policía  ó  por  orden  del  Mi- 
nisterio fiscal,  se  extinga  ó  sea  levan- 
tado, se  debe  al  que  fuere  perjudicado 
por  el  secuestro  una  indemnización  por 
el  Tesoro  público  para  el  resarcimien- 
to del  daño  que  probare  haber  sufri- 
do, pero  en  en  él  caso  que  el  secuestro 
se  levantare  expresamente,  no  se  de- 
beré dicho  resarcimiento  sino  cuando 
el  secuestro  no  se  reconozca  justificado 
ni  por  el  contenido  del  impreso,  ni  por 
Tomo  IX.— Instittcioneb  jcrídicab. 


una  infracción  de  las  reglas  prescritas 
en  la  ley  de  imprenta  (1). 

La  demanda  de  resarcimiento  deberá 
producirse  ante  el  tribunal  en  el  tér- 
mino de  quince  días,  bajo  pena  de  nu- 
lidad. 

El  tribunal  deberá  decidir,  oído  el 
Ministerio  fiscal,  el  cual  podrá  recurrir 
en  el  término  de  ocho  días. 

Art.  492.  Si  resultare  que  el  conteni- 
do de  un  impreso  constituye  un  hecho 
punible,  pero  sin  embargo,  se  hubie- 
re sobreseído,  ó  bien  absuelto  al  acusa- 
do, el  tribunal  deberá,  conforme  á  las 
leyes,  ordenar  la  destrucción  total  ó 
parcial  de  los  impresos  declarados  pu- 
nibles y  decretar  la  prohibición  de  la 
ulterior  propaganda. 

Ari.  493.  El  Ministerio  público  podrá, 
aun  sin  producir  acusación  contra  una 
persona  determinada,  pedir  por  interés 
público  que  el  tribunal  declare  si  el  con- 
tenido de  un  impreso  constituye  acción 
punible  y  que  en  tal  caso  decrete  la 
prohibición  de  la  ulterior  propaganda 
del  impreso. 

El  Tribunal  de  justicia  de  primera 
instancia  decidirá  sobre  este  punto,  y 
si  se  tratare  de  una  falta,  el  competen- 
te Juez  de  partido,  después  de  oído  el 
Ministerio  fiscal  en  sesión  secreta,  sin 
que  por  tal  decisión  se  prejuzgue  nada 
en  cuanto  al  procedimiento  penal  que 
eventualmente  pudiera  seguirse  contra 
una  persona  determinada. 

Contra  la  decisión  del  tribunal,  lo 
cual,  en  caso  de  pronunciar  la  prohibi- 
ción, deberá  publicarse  por  edictos  fija- 


(I)  La  ley  sólo  admite  la  reclamación  de  per* 
juicios  contra  el  Tesoro  púbHco  cuando  el  secuestro 
se  haya  ejecutado  por  alguna  autoridad  de  policía 
6  por  orden  del  Ministerio  público.  No  existe, 
por  consecuencia,  el  derecho  ¿  indemnización  en 
caso  de  secuestro  ordenado  de  los  tribunales. 
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dos  4  la  puerta  del  tribunal  é  insertarse 
en  el  periódico  oficial,  podrá  el  que  ten- 
ga interés  interponer  apelación  dentro 
de  los  ocho  días  siguientes  á  la  publica- 
ción, sobre  la  cual  apelación  resolverá 
el  tribunal  en  sesión  pública,  oído  el 
Ministerio  ñscal  y  el  reclamante. 

Art.  49'1.    El  recurso  contra  las  deci- 
siones dictadas  con  arreglo  á  los  ar-  | 


denlos  487,  489,  491  y  493  deberá  inte^ 
ponerse  ante  el  Tribunal  de  primera  ó 
de  segunda  instancia,  según  las  deci- 
siones recurridas,  procedan  de  un  Juez 
de  partido  ó  de  un  Tribunal  de  justicia 
de  primera  instancia. 

Contra  estas  decisiones  no  se  da  nin- 
gún otro  recurso. 
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NUMERO   1 

LEY  DE  23  DE  MAYO  DE  1873,   SOBRE  LA  COMPOSICIÓN  DE  LAS  LISTAS  DEL 

JURADO  (Gesetz  betreffend  die  Bildung  der  Geschtoornenlisten) 


Con  la  aprobación  de  las  dos  Cáma- 
ras del  Consejo  del  Imperio,  vengo  en 
decretar  lo  siguiente: 

Articulo  1.°  Nadie  puede  ser  llama- 
do á  las  funciones  de  jurado: 

1)  Si  no  ha  cumplido  treinta  años  de 
edad; 

2)  Si  no  sabe  leer  y  escribir; 

3)  Si  no  goza  del  derecho  de  vecin- 
dad en  un  municipio  (Gemetnde)  de  los 
países  representados  en  el  Reichsrath; 

4)  Si  no  hace  un  año,  por  lo  menos, 
que  tiene  su  domicilio  en  el  municipio 
de  su  actual  residencia; 

5)  Si,  fuera  de  los  casos  excepciona- 
les determinados  por  la  ley  (art.  14), 
no  paga  anualmente  10  florines,  á  lo 
menos,  de  contribuciones  directas  en 
las  localidades  de  30.000  ó  más  habitan- 
tes, y  20  florines,  á  lo  menos,  en  los  de- 
más (1);  ó  bien  si,  abstracción  hecha  del 


pago  de  esta  contribución,  no  ejerce  la 
profesión  de  abogado,  de  notario,  de 
profesor  ó  maestro  de  una  escuela  su- 
perior ó  intermedia,  ó  si  no  ha  obteni- 


fl}    El   florín  de  Austria  vale  dos  francos  50 
céntimos.  Cuando  estaba  en  vigor  la  ley  de  9  de 


Marzo  de  1869,  el  censo  exigido  era  indistinta- 
mente de  20  florines.  La  rebaja  que  en  la  ley  ac- 
tual se  ha  hecho  ha  sido  admitida  por  razón  de 
que,  extendiéndose  la  competencia  del  Jurado,  ora 
necesario  ensanchar  también  el  círculo  de  las  per- 
sonas aptas  para  ser  llamadas  á  estas  funciones. 
La  Comisión  no  parece  haber  tratado  la  cuestión 
de  la  supresión  del  censo. 

Sólo  se  ha  preguntado  si  no  se  podría  reducirla 
á  cinco  florines  en  todas  las  localidades;  esta  idea 
ha  sido  rechazada  desde  luego  por  haberse  evi- 
denciado que  con  la  cifra  de  10  á  20  florines  se 
llegaba  á  encontrar  un  número  suficiente  de  hom- 
bres capaces  para  ser  jurados;  temiéndose,  ade- 
más, que  doblar  6  cuadruplicar  este  número  fuese 
imponer  la  carga  de  estas  funciones  ¿  la  clase 
menos  acomodada  de  la  población,  corriendo  así 
el  riesgo  de  hacer  caer  en  el  descrédito  la  institu- 
ción del  Jurado. 


TICAS  Y  JUKIDICAS 

Mayo  de  1869,  sobre  la  jurisdicción  de 
los  Tribunales  militares; 

3."  Los  eclesiásticos  que  pertenez- 
can aun  cuito  ó á  una  confesión  reli- 
giosa por  el  Estado; 

4.°  Los  maestros  de  primera  ense- 
ñanza; 

5.°  Losempleados  de  las  administra- 
ciones de  Correos,  Telégrafos,  buques 
de  vapor  y  caminos  de  liierro, 

Art.  4."  Están  dispensados  de  las 
Junciones  de  jurados: 

1."    Los  sexagenarios; 

2."  Los  miembros  de  las  Dietas  del 
Reichsrath  y  de  las  Delegaciones  por 
lodo  el  tiempo  que  duren  las  sesiones; 

3."  Los  que  sin  hallarse  actualmente 
on  activo,  están  sometidos  á  la  obliga- 
ción del  servicio  militar,  por  el  tiempo 
que  dure  esta  obligación; 

4."  Las  personas  agregadas  al  ser- 
vicio del  tribunal,  los  profesores  y 
maestroB  de  instrucción  pública,  los 
médicos,  cirujanos  y  farmacéuticos, 
por  el  aiío  corriente  si  por  su  jefe  de 
servicio  ó  por  el  alcalde  de  su  munici- 
pio se  certifica  que  sus  funciones  no 
permiten  que  salgan  de  la  población; 

5."  Los  que  en  un  periodo  judicial 
han  ejercido  las  funciones  de  jurados  ú 
de  jurados  suplentes,  hasta  el  ñn  del 
año  siguiente. 

Art.  5.°  Ca^la  año,  al  principio  del 
mes  de  Septiembre,  el  jefe  de  la  admi- 
nistración municipal  {Gemeinderors- 
teher),  asistido  de  dos  miembros  de  la 
misma  designados  por  él,  deberá  for- 
mar una  lista  de  todas  las  personas 
que,  según  las  disposiciones  preceden- 
tes, pueden  ser  llamadas  á  desempeñar 
las  funciones  de  jurados  y  que  no  ha- 
yan sido  exceptuadas  con  arreglo  á  lo 
dispuesto  en  eJ  art.  4.",  núm.  1." 

La  lista  deberá  contener  por  orden 
alfabético,  y  con  numeración  correlatí- 
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va,  el  nombre  y  apellido  de  las  perso- 
nas inscritas,  su  estado,  profesión,  do- 
micilio y  la  cuota  que  pagó  de  contri- 
bución, y  con  indicación  de  la  lengua 
del  país  que  entiendan  y  de  la  que  prin- 
cipalmente se  valgan. 

Al  lado  de  cada  nombre  de  los  indi- 
viduos sujetos  al  servicio  militar  (ar- 
tículo 4.°,  núm.  3.**)  deberá  anotarse  el 
tiempo  que  puede  durar  su  llamamien- 
to al  servicio. 

Esta  lista  constituye  la  original  del 
Jurado. 

Art.  6.**  La  lista  general  debe  quedar 
depositada,  á  lo  menos  durante  ocho 
días,  en  las  oficinas  del  ayuntamiento, 
advirtiéndose  al  público  que  cualquie- 
ra puede  enterarse  de  ella  y  hacer  sus 
reclamaciones. 

Art.  7.*^  La  Comisión  municipal  (ar- 
tículo 5.°)  decidirá  de  todas  las  recla- 
maciones V  del  valor  de  las  causas  de 
las  dispensas  solicitadas. 

En  la  lista  general  deberá  hacerse 
mención  de  estas  decisiones,  así  como 
de  las  reclamaciones  que  las  hubieren 
motivado;  reclamaciones  que  podrán 
presentarse  en  los  tres  días  siguientes 
á  la  publicación  de  los  acuerdos  de  la 
Comisión. 

Si  éstas  tuvieren  por  objeto  modifi- 
car la  lista  tal  como  ha  sido  publicada, 
deberán  exponerse  al  público  las  mo- 
dificaciones introducidas,  con  objeto  de 
que  los  interesados  puedan  enterarse 
de  ellas. 

Art.  8.®  El  Presidente  del  ayunta- 
miento (Commune)  debe,  sin  dilación,  y 
á  más  tardar  á  ñn  del  mes  de  Septiem- 
bre, remitir  al  Presidente  del  distrito  la 
lista  general  rectificada,  acompañada 
de  los  documentos  relativos  á  las  re- 
clamaciones y  peticiones  de  dispensa 
que  se  hubieren  presentado. 

El    Presidente  del  distrito  procederá 


inmediatamente  al  examen  de  la  lista, 
y  si  encuentra  ilegalidades  ó  irregu- 
laridades la  devuelve  al  Presidente 
del  ayuntamiento,  para  su  rectifica-, 
ción. 

Si  ésta  tiene  por  objeto  excluir  de  la 
lista  á  personas  antes  comprendidas  en 
ella,  ó  incluir  á  otras  que  no  figuraban 
en  la  misma,  deberá  proceder  con  arre- 
glo á  lo  prescrito  en  los  artículos  6.*^  y 
7.^  de  esta  ley. 

La  lista  rectificada  debe  devolverse 
al  Presidente  del  distrito,  lo  más  tarde 
á  fines  del  mes  de  Octubre. 

Si  el  Presidente  del  ayuntamiento  re- 
trasare notablemente  la  formación,  la 
rectificación  ó  el  envío  de  la  lista  origi- 
nal, el  Presidente  de  distrito  ordenará 
que  se  ejecute  por  sus  agentes,  á  ex- 
pensas del  ayuntamiento,  el  trabajo 
necesario. 

Art.  9.*^  El  Presidente  del  distrito  re- 
mitirá al  del  Tribunal  de  primera  ins- 
tancia la  lista  general  de  su  circuns- 
cripción, con  todos  los  documentos  re- 
ferentes á  la  misma. 

Señalará  asimismo,  de  entre  los  nom- 
bres inscritos  en  la  lista,  los  que 
estime  especialmente  aptos  para  las 
funciones  del  Jurado  por  su  inteligen- 
cia, honradez,  lealtad  y  energía  de  su 
carácter,  así  como  por  su  conocimiento 
de  más  idiomas ,  en  las  provincias  en 
que  hablen  varios. 

Art.  10.  En  las  localidades  que  se  ri- 
gen por  estatutos  propios,  el  Presidente 
del  ayuntamiento  enviará  la  lista  gene- 
ral directamente  al  Presidente  del  tri- 
bunal; estando  también  encargado  de 
la  misión  confiada  por  el  art.  9.®  de  esta 
ley  al  Presidente  del  distrito. 

Art.  11.  El  Presidente  del  Tribunal 
de  primera  instancia  convocará  una  co- 
misión que,  á  lo  más  tarde  en  el  mes 
de  Noviembre,  formará  la  lista  anual 
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la  Comisión  elige  en  las  listas  genera^ 
les  las  personas  que,  en  el  sentido  del 
articulo  9."  de  esta  ley,  le  parecen  más 
capaces  y  más  dignas  de  desempeñar 
las  funciones  de  Jurado,  haciendo  así 
una  lista  (lista  principa!),  de  la  que  han 
de  elegirse  los  jurados  para  el  año  si- 
guiente. 

Al  mismo  tiempo  forma  otra  lista 
(lista  suplementaria),  compuesta  de 
personas  que  habiten  en  la  localidad 
en  que  reside  el  Tribunal  de  segunda 
instancia  de  lo  criminal  {Sckicurgerich- 
ten),  ó  en  las  inmediaciones,  y  de  la 
que  se  tomaríin  los  jurados  suplentes, 
Ei  número  de  nombres  que  hayan  de 
incluirse  en  cada  lista  debe  ser  propor- 

e  la  clonado  ai  niimero  probable  de  los  ju- 
rados (1)  que  podrán   ser  llamados  á. 

tbe-  actuar  en  los  diferentes  periodos  judi- 
ciales, ordinarios  y  extraordinarios  del 
año;  é  igual  al  número  de  estos  jura- 
dos, mas  la  mitad. 

En  el  caso  de  que  reunidas  las  listas 
generales  de  un  territorio  jurisdiccio- 
nal no  comprendan  por  lo  menos  un 
total  de  800  personas  aptas  para  las 
funciones  del  Jurado,  conforme  al  ar- 
tículo 1."  de  esta  ley  (2),  el  Presiden- 
te del  Tribunal  de  primera  instancia, 
antes  de  reunirse  la  Comisión,  debe 
reclamar  las  listas  generales  comple- 
mentarias 6.  los  Presidentes  de  ayun- 
tamiento, por  conducto  de  los  Presi- 
dentes de  distrito. 

{!)  El  número  de  nombras  que  habían  de  ins- 
cribirse en  la  lisia  anual  em,  según  la  ley  de 
1869,  proporrional  á  la  población;  ahora  se  laman 
en  con  ai  aeración  las  necesidades  del-serricio,  lo 
que  parece  más  racional,  puesto  que  se  tralA  aqu!, 
DO  de  una  repregestaciÓH  política.,  sino  simple- 
mente del  cumplí  mié  uto  de  una  oblig^iÓa  cívica 

(2)  Rl  informe  citaba  capecialmenle  las  pro- 
vincias de  Oalitzia,  Dalmacia  j  el  Tirol  Meridio- 
nal, como  debiendo  hallarse  en  esle  caso. 
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Estas  nuevas  listas  comprenderán  las 
personas  que,  reuniendo  las  condicio- 
nes requeridas,  paguen  anualmente,  á 
lo  menos,  cinco  florines  de  contribución 
directa.         ^ 

Si  en  el  término  jurisdiccional  se  en- 
cuentran ayuntamientos  regidos  por 
estatutos  locales,  los  Presidentes  de 
estos  ayuntamientos  facilitarán  iguales 
listas  suplementarias. 

La  composición  y  la  rectificación  de 
estas  listas  suplementarias  se  verifica- 
rán con  arreglo  á  lo  prescrito  para  la 
de  las  listas  generales  ordinarias;  unas 
y  otras  sirven  igualmente  para  la  for- 
mación de  la  lista  anual. 

Art.  15.  La  lista  anual  se  imprimirá 
y  enviará  al  Presidente  del  Tribunal 
de  segunda  instancia,  al  representante 
del  Ministerio  fiscal,  al  Jefe  político  de 
la  provincia,  á  los  Fiscales,  Presiden- 
tes y  Jueces  de  partido,  y  á  los  Presi- 
dentes de  los  ayuntamientos  del  térmi- 
no jurisdiccional. 

Art.  16.  Las  autoridades  adminis- 
trativas están  obligadas  á  informar  al 
Presidente  del  Tribunal  de  segunda  ins- 
tancia, desde  que  de  ello  tengan  cono- 
cimiento de  todos  los  sucesos  cuya  na- 
turaleza pueda  modificar  la  capacidad 
de  los  jurados  inscritos  en  la  lista 
anual,  ó  sean  susceptibles  de  consti- 
tuir causas  de  dispensa  ó  excusa. 

El  Presidente  del  Tribunal  de  prime- 
ra instancia  decidirá  de  la  urgencia  y 
legitimidad  de  las  exclusiones  propues- 
tas. 

Art.  17.  Quince  días  antes  de  la 
apertura  de  las  sesiones  del  Jurado,  se 
procede  al  sorteo  de  la  lista  del  perío- 
do judicial  en  audiencia  pública,  en  la 
residencia  del  Tribunal  de  primera  ins- 
tancia, y  en  presencia  de  dos  Jueces  y 
del  Ministerio  fiscal. 

Al  Colegio  de  Abogados  se  le  invitará 


á  enviar  uno  de  sus  miembros  para 
asistir  á  esta  operación. 

Art.  18.  Para  formar  la  lista  de  se- 
sión se  principia  por  borrar  de  la  lista 
anual  los  que  han  sido  llamados  para 
desempeñar  el  servicio  militar  durante 
el  período  judicial. 

Los  nombres  restantes  se  colocan  en 
una  urna,  de  la  cual  el  Presidente  del 
Tribunal  de  primera  instancia  saca  pri- 
mero 36  jurados  de  la  lista  ordinaria  y 
luego  nueve  jurados  suplentes,  levan- 
tándose oportuna  acta  de  estas  opera- 
ciones. 

Art.  19.  Si  la  lista  anual  contiene  un 
número  de  nombres  inferior  á  54  para 
los  jurados  ordinarios,  é  inferior  á  19 
para  los  jurados  suplentes,  há  lugar, 
antes  de  la  formación  de  la  lista  de  ser- 
vicio, á  completar  la  lista  anual,  por 
medio  de  la  lista  general,  hasta  llegar 
á  obtener  dichas  cifras. 

Esta  operación  se  efectuará  por  una 
Comisión  formada  con  arreglo  al  ar- 
tículo 11  de  esta  ley. 

Art,  20.  El  Presidente  del  Tribunal 
de  primera  instancia  informa  por  es- 
crito á  los  jurados  inscritos  en  la  lista 
de  servicio,  del  lugar,  día  y  hora  de  la 
apertura  de  las  sesiones;  notificación 
que  debe  hacerse  á  lo  menos  con  ocho 
días  de  antelación. 

Art.  21.  Si  antes  de  dar  comienzo  á 
los  debates  el  número  de  jurados  ordi- 
narios quedase  reducido  á  menos  de  30, 
se  completará  este  número  por  sorteo 
entre  los  nueve  jurados  suplentes. 

El  sorteo  se  hará  por  el  Presidente 
del  tribunal,  en  presencia  de  los  miem- 
bros del  mismo,  del  querellante  y  del 
defensor  del  acusado. 

Art.  22.  Si  los  debates  de  varios 
asuntos  hubieren  de  celebrarse  en  un 
mismo  día,  se  podrá  proceder  á  la  for- 
mación del  Jurado  para  todos  ellos,  an- 
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tes  de  dar  principio  &  los  debates  del 
primero. 

El  Tribunal  del  Jurado  constituido 
para  la  primera  causa,  seguirá  actuan- 
do en  todas  aquellas  cuyos  debateíi 
deban  efectuarse  en  el  mismo  día,  con 
tal  de  que  á.  ello  asientan  las  personas 
que  tengan  derecho  á  proponer  recusa- 
ciones. 

Si  á  petición  de  una  de  estíis  perso- 
nas se  constituye  un  nuevo  Tribunal 
del  Jurado  para  uno  de  los  asuntos  del 
día,  éste  quedará  en  funciones  para  los 
asuntos  siguientes,  bajo  la  condición 
expresada  en  el  párrafo  2."  del  presente 
arlfculo. 

Si  por  la  prolongación  de  los  debates 
6  por  otro  motivo  cualquiera,  el  seña- 
lamiento de  la  causa  Ajada  se  retra- 
sare hasta  el  punto  de  que  sus  debates 
no  pudieran  dar  principio  sino  cuatro 
ó  más  días  después  de  la  constitución 
del  Tribunal  deíJurado,  habrá  que  pro- 
ceder á  la  formación  de  un  nuevo  tri- 
bunal. 

Art.  23.  El  Tribunal  de  segunda  ins- 
tancia de  lo  criminal  impondrá  una 
multa  de  50  florines,  yde  100,  en  caso  de 
reincidencia,  al  jurado  que,  sin  una  im- 
posibilidad absoluta  debidamente  jus- 
tiñcada,  haya  dejado  de  concurrir  & 
BU  puesto  en  cuanto  se  le  notificó 
la  citación,  ó  se  haya  retirado  antes 
de  terminarse  la  sesión  sin  la  venia 
del  Presidente  del  Tribunal  del  Ju- 
rado. 

El  Jurado  podrá  interponer  recurso 
de  alzada  en  el  término  de  ocho  días, 
ante  el  Tribunal  de  segunda  instancia 
de  lo  criminal,  ó,  si  no  está  reunido, 
ante  el  Tribunal  de  primera  instancia, 
quien  decide  sin  apelación  acerca  de 


los  motivos  de  excusa  ó  de  atenuación 
presentados. 

La  aplicación  de  la  multa  se  regula- 
rá conforme  al  Código  de  procedimien- 
to penal  (1). 

Art.  24.  AI  concluir  las  sesiones,  el 
Presidente  del  Tribunal  de  segunda  ins- 
tancia de  lo  criminal  preguntará  á  los' 
jurados  si  piensan  hacer  valer  la  causa 
de  exclusión  mencionada  en  el  núme- 
ro 5."  del  art.  4."  de  esta  ley,  hasta  fin 
del  año  siguiente,  ó  por  un  periodo  más 
breve. 

Las  declaraciones  hechas  sobre  este 
punto  se  comunicarán  al  Presidente 
del  Tribunal  de  primera  instancia,  para 
tenerse  en  cuenta  cuando  se  hagan  las 
observaciones  sobre  la  lista  anual. 

Art.  25.  Todo  jurado  y  todo  notable 
que  hayan  cumplido  sus  obligaciones, 
obtendrán,  si  lo  solicitaren,  si  residen  á 
más  de  una  milla  del  punto  en  que  se 
haya  constituido  el  Tribunal  del  Jura- 
do, una  indemnización  por  gastos  de 
viaje,  cuyo  importe  se  determinará  por 
un  reglamento  especial. 

Art.  26.  La  presente  ley  será  ejecu- 
toria desde  el  día  de  su  publicación. 

La  ley  de  9  de  Marzo  de  1869,  acerca 
de  la  formación  de  las  listas  del  Jurado 
para  el  conocimiento  de  los  delitos  por 
medio  de  la  imprenta,  el  grabado  ú  otro 
medio  mecánico  de  publicación,  queda- 
rá derogado  desde  la  fecha  antedicha. 

Art.  27.  El  Ministro  del  Interior  y  el 
de  Justicia  quedan  encargados  de  la 
ejecución  de  la  presente  ley. 

Viena,  23  de  Mayo  de  1873.— Francís- 
co  iost.—Auersperg.—Lasser.—Glaser. 


NUMERO  2 

LET  DE  23  DE  MAYO  DE  1873,  SOBRE  LA  SUSPENSIÓN  TEMPORAL  DEL  JU- 
RADO (Gesetz  betreffend  die  seitweise  Einstellung  dcr  Gschwornen- 
gerichté)  (1). 


Con  la  aprobación  de  las  dos  Cáma- 
ras del  Consejo  del  Imperio,  y  como 
complemento  del  art.  11  de  la  ley  Cons- 
titucional del  Estado  de  21  de  Diciem- 
bre de  1867  (Boletín  de  Leyes  del  Impe- 
río,  núm.  144),  sobre  el  Poder  judicial, 
vengo  en  decretar  lo  siguiente: 

Artículo  1.**  Las  funciones  del  Jura- 
do podrán  suspenderse  en  un  determi- 
nado territorio  temporalmente  y  duran- 
te un  año  á  lo  más.       ^ 

Esta  suspensión  puede  referirse  á  to- 
dos los  delitos  de  la  competencia  del 
Jurado  ó  solamente  á  algunos  determi- 
nados, y  podrá  decretarse  cuando  hu- 
bieren ocurrido  hechos  cuya  naturaleza 
hiciere  necesaria  esta  medida  con  obje- 
to de  asegurar  la  administración  recta, 
imparcial  é  independiente  de  la  justicia. 

Esta  suspensión  se  decretará  para 
cada  caso  particular  con  el  acuerdo  del 
Tribunal  Superior  por  orden  del  Conse- 
jo de  Ministros  y  bajo  su  más  absoluta 
responsabilidad. 

El  Gobierno  está  obligado  á  someter 
esta  orden,  con  los  motivos  en  que  se 
funde,  á  las  dos  Cámaras  del  Reichs- 
rath,  si  estuvieren  reunidas,  ó  tan  lue- 
go como  se  reúnan. 


(1).  Véase  la  nota  al  art.  7."  de  la  ley  de  23  de 
Mayo  de  1873,  promulgando  el  Código  de  proce- 
dimiento penal. 


Pero  siempre  estará  obligado  á  res- 
ponder de  esta  orden  en  cuanto  lo  exi- 
giere una  de  las  dos  Cámaras. 

Suspendidas  en  un  determinado  te- 
rritorio las  funciones  del  Jurado,  no 
podrá  esta  suspensión  prolongarse  ni 
renovarse  antes  de  la  próxima  reaper- 
tura délas  sesiones  del  Reichsrath. 

Art.  2.°  La  orden  suspendiendo  el 
Jurado  se  publicará  en  el  Boletín  de 
las  Leyes  {Reiehsgeseitblatí),  lo  mismo 
que  cuando  termine  la  suspensión. 

Art.  3.**  Por  consecuencia  de  la  sus- 
pensión del  Jurado,  las  causas  crimina- 
les respecto  de  las  que  se  haya  tomado 
esta  medida,  así  como  los  recursos 
contra  las  decisiones  que  en  tal  mate- 
ria hubieren  podido  recaer,  serán  juz- 
gados con  arreglo  á  las  disposiciones 
vigentes  para  los  delitos  que  no  son  de 
la  competencia  del  Jurado. 

Si  se  tratare  de  un  crimen  penado 
por  la  ley  con  la  muerte  ó  con  prisión 
(kerkesírafe)  de  más  de  cinco  años  de 
duración,  el  asunto  se  juzgará  por  seis 
Jueces,  uno  de  los  cuales  hará  de  Pre- 
sidente; en  caso  de  empate  se  aplicará 
al  acusado  la  opinión  más  favorable. 

Art.  4.°  En  los  asuntos  cuyos  de- 
bates se  hayan  verificado  ó  hubieren 
comenzado  á  celebrarse  ante  el  Tribu- 
nal del  Jurado  el  día  de  la  publicación 
del  decreto  de  que  se  trata  en  el  artícu- 


^9« 
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lo  1."  de  esta  ley,  no  tendrá  aplicación 
lo  dispuesto  en  el  art.  3."  de  la  misma, 
sino  en  el  caso  de  que  fuere  necesario 
comenzar  de  nuevo  los  debates. 

Los  procesos  de  que  únicamente  hu- 
biere conocido  el  Tribunal  de  primera 
instancia  ó  de  que  hubiere  empezado  íi 
ocuparse  en  el  día  en  que  se  verificare 
la  suspensión  del  Jurado,  ae  terminarán 


conforme  &  lo  establecido  en  el  art.  3.° 
Art.  5.°    La  presente  ley  empezará  á 
regir  al  mismo  tiempo  que  el  nuevo 
Código  de  procedimiento  penal. 

Viena,  23  de  Mayo  de  1873.— Fran- 
cisco Jost.—Auersperg.—Lasser.—Bau- 
hans.  —  Siremayr.^  Glaser.  —  Unger— 
Cklumecky.—Preüa.—Horat.^Zyemial- 
koicsk. 


NUMERO  3 


LEY  DE  31  DE  DICIEMBRE  DE  1877,  COMPLEMENTARIA  Y  MODIFICATIVA  DEL 
CÓDIGO  DE  PROCEDIMIENTO  PENAL  EN  MATERIA  DE  RECURSOS  DE  CASA- 
CIÓN (Geseís  vom  31  December  187?,  womit  die  Bentimmungen  der 
Stra/processordnung  über  Nichtiíjkeits  beschioerden  ergSnst  und  ab- 
geánderticerden.  Boletín  de  Leyes  del  Imperio  de  dicho  año,  núm.3}{X). 


Articulo  1."    El  Tribunal  de  primera 
inslancia  ante  el  que  se  interponga  un 


(I]  El  CiA^S"  ^^  procedimiento  penal,  de  S3 
de  Mayo  ds  1813,  delerminaba  cqn  unn  rigurosa 
precisión,  loa  casos  en  que  procedía  el  recurao  de 
casación,  ;a  contra  las  sentencias  deflailivas  (ar- 
liculoa  281  y  314),  ya  contra  los  autos  de  proce- 
samiento (art.  216). 

El  legislador  eHtimaba  que  los  acusados,  envis- 
ta de  las  terminantes  y  precisas  disposiciones  de 
la  lej,  se  abalendríun  de  ialerpoaer  recursos 
temerarios;  eslimando  que  caso  de  que  se  pro- 
dujeren abusos,  concluirta  por  establecerse  uaa 
justa  proporcién  éntrelos  recursos  y  las  anula- 
ciones. La  amenaza  de  una  mulla  de  100  florines 


rael 


.afe  e 


dida  adoptada  pura  prevenir  dichos  eféclos. 

Esta  confiania  se  deavaoocií  hian  pronto,  pues- 
to que  lejos  de  díEminuir  la  cifra  de  los  re- 
cursos aumentaba  de  una  manera  verdadera- 
mente  alarmante,  al  paso  que,  por  el ' 


sibler 


is  de  procesamiento  )  d 


a  I67S,  1.394  recursos  contra  sentencias  defi- 


re curso  contra  una 
debe  desestimarlo: 


í.  deñnitiva. 


nitivas  y  21 

de  procesamiento  j  ninguna  casaciín. 

En  1878;  1.5e&  recursos  coatra  sentencias  de- 
finitivas 7  33  casaciunea;  390  recursos  contra 
autos  de  procesamiento  de  los  cuales  no  te  ad- 
miti6  ai  uno  solo. 

La  Comisión  de  la  Cámara  de  los  Diputados,  en 
BU  informe  sobre  la  nueva  ley  explica  este  exceso 
de  recursos,  en  primer  lugar  por  su  efecto  aus- 
penaivo  naturalmente  muy  apreciado  entre  \oi 
condenados,  y  ademií  por  1ae  innovaciones  in- 
troducidaa  por  el  nuevo  Código  de  procedimiento, 
que  rompiendo  contra  las  antiguas  costumbres 
judiciales  del  Austria,  suprimió  casi  por  completo 
la  apelación,  cuando  antiguamente  las  leyes 
abrian  con  gran  facilidad  las  vías  del  recurso. 

Sea  de  ello  lo  que  quiera,  el  Tribunal  Supremo 
no  tardó  en  quejarse  del  eicesivo  aumento  de 
trabajo,  en  perjuicio  del  buen  y  pronto  servicio  dp 
los  asuutos  y  di;  la  celeridad  del  procedimiento. 
En  el  año  187*7,  el  Oobierno  presenta  al  Senado 
un  proyecto  que,  con  algunas  modiEcacioues  in- 
trodueides  por  ambas  C&maras,  constituyen  la 
ley  que  ai 
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1.°  Cuando  su  interposición  se  ha 
efectuado  tardíamente  (1),  ó  cuando  lo 
haya  sido  por  una  persona  no  autoriza- 
da para  ello,  ó  que  hubiere  renunciado 
á  su  interposición; 

2.**  Cuando  ni  en  el  escrito  de  inter- 
posición del  recurso,  ni  en  el  que  se  fun- 
damenta, se  especifican  de  una  manera 
clara  y  precisa  alguna  de  las  circuns- 
tancias establecidas  por  el  art.  281,  nú- 
meros l.**á  11,  ó  en  su  defecto,  por  el  344, 
párrafos  1.°  á  12,  del  Código  de  procedi- 
miento penal;  y  especialmente  cuando 
las  circunstancias  en  que  se  funda  el 
recurso  de  casación  no  se  hayan  alega- 
do en  términos  precisos  y  concluyen- 
tes  (2); 

3.^  Cuando,  salvo  en  el  caso  de  que 
se  trate  de  un  recurso  interpuesto  por 
el  Ministerio  fiscal,  las  indicaciones 
exigidas  por  el  núm.  2.®  del  presente 
articulo  no  se  consignan  en  el  acta  de 
los  debates  ni  se  insertan  en  el  escrito 
que  lleva  la  firma  del  defensor  (3).  Si  el 
vicio  de  forma  se  refiere  exclusivamen- 
te á  la  falta  de  la  firma  de  un  defensor 
con  título,  el  recurrente  podrá,  en  el 
plazo  de  tres  días,  retirar  el  escrito,  con 
objeto  de  subsanar  el  defecto  cometido 
Y  de  hacer  de  nuevo  el  depósito  (4). 

Art.  2.°  La  decisión  dictada  por  el 
Tribunal  de  primera  instancia  con  arre- 
glo al  artículo  1.®  de  la  presente  ley, 
se    tomará  en  reunión  de  tres  Jueces. 


(1)  Véase  el  art.  467,  párrafo  5.*,  del  Código 
de  procedimiento  penal  que  antecede 

(2)  Esta  última  disposición  del  párrafo  se 
añadió  con  objeto  de  consagrar  la  interpretación 
dada  por  el  Tribunal  Supremo  á  la  regla  ya  in- 
serta en  el  art.  286  del  Código  de  procedimiento 
penal. 

(3)  Art.  39  del  Código  de  procedimiento  penal. 

(4)  El  párrafo  3.*  del  art.  1."  establece  una 
excepción  contra  la  admisión  de  los  recursos. 


En  los  casos  previstos  en  los  párra- 
fos 2,*»  y  3.Mel  art.  l.^  el  Tribunal  de 
justicia  de  primera  instancia  no  podrá 
decidir  sin  que  se  haya  presentado  el 
escrito  fundamentando  el  recurso  ó  sin 
que  hayan  espirado  los  términos  mar- 
cados en  la  ley  para  la  interposición 
del  mismo. 

La  decisión  podrá  deferirse  al  Tribu- 
nal Supremo. 

Este  recurso  deberá  formularse  den- 
tro de  los  días  siguientes  á  la  notifica- 
ción de  la  sentencia  antedicha;  en  los 
tres  días  siguientes  se  remitirá  al  Tri- 
bunal Supremo, 

Carece  de  efecto  suspensivo. 

El  Tribunal  Supremo  dictará  su  reso- 
lución en  sesión  secreta,  oyendo  al  Fis- 
cal general. 

Si  el  Tribunal  Supremo  admite  el  re- 
curso, el  plazo  para  la  presentación  del 
escrito,  cuando  no  se  hubiere  presenta- 
do anteriormente,  empezará  acontarse 
desde  el  día  de  la  notificación  de  la  do- 
cisión  del  Tribunal  Supremo,  en  el  caso 
del  párrafo  1.°  del  art.  1.° 

Al  mismo  tiempo  que  la  notificación 
deberá  entregarse  al  recurrente  una 
copia  de  la  sentencia  impugnada. 

Además  deberá  precederse  conforme 
á  lo  dispuesto  en  el  art.  285  del  Código 
de  procedimiento  penal. 

En  el  caso  en  que  se  desestime  el  re- 
curso de  casación,  si  se  hubiere  inter- 
puesto juntamente  el  de  apelación,  el 
Tribunal  Supremo  enviará  los  autos  al 
Tribunal  de  justicia  de  segunda  instan- 
cia que  fuere  competente  para  conocer 
de  la  apelación  (1). 


(1)  Si  el  recurso  de  casación  no  se  hubiere 
desestimado  por  el  Tribunal  de  justicia  de  pri- 
mera instancia,  se  aplicará  el  art.  296  del  Códi- 
go de  procedimiento  penal,  resolviendo  el  Tri- 
bunal Supremo  la  apelación  interpuesta. 
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Art.  3."  El  Tribunal  Supremo  debe- 
ré examinar,  oyendo  al  Ministerio  fis- 
cal, en  sesión  secreta,  los  recursos  de 
casación  cuyo  conocimiento  le  compe- 
te en  virtud  del  art,  285,  pftrrafo  2°,  del 
Código  de  procedimiento  penal,  cuan- 
do el  Fiscal  ó  el  miembro  del  Tribunal 
Supremo  designado  por  el  Presidente 
para  ser  ponente  informa  con  arreglo 
á  los  artículos  4,",  5.°  y  6."  de  la  presen- 
te ley. 

En  otro  caso  se  fijará  el  dia  para  la 
celebración  de  vista  pública,  con  arre- 
glo &  las  prescripciones  enumeradas 
en  el  art.  186  del  Código  de  procedi- 
miento penal,  sin  que  sea  indispensa- 
ble la  resolución  del  Tribunal  Supremo 
áeste  objeto. 

Art.  4."  El  recurso  de  casación  po- 
drá, desestimarse  inmediatamente  en 
sesión  secreta: 

1.°  Cuando  el  Tribunal  de  justicia 
de  primera  instancia  hubiere  debido 
desestimarel  recurso  de  casación  con 
arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art.  1.°,  6 
cuando  el  motivo  aducido  para  funda- 
mentar el  recurso  se  ha  considerado 
como  improcedente  por  decisión  del 
Tribunal  Supremo  conociendo  del  mis- 
mo asunto  (1); 

2."  Cuando  el  recurso  se  apoya  en 
alguna  de  las  causas  señaladas  en  el 
articulo  281,  párrafos  1."  &  8.°,  ó  en  el 
344,  párrafos  1."  á  4.",  y  que  el  Tribunal 
reconoce  por  unanimidad  que  debe  de- 
clararse mal  fundado,  sin  mayor  exa- 
men. 

La  resolución  previa  puede  acordarse 
en  sesión  pública,  á  no  ser  que,  por 
existir  otras  causas  de  nulidad,  ó  por- 
que el  Tribunal  de  justicia  deba  usar 
de  la  facultad  que  le  atribuye  el  artícu- 


(I)     Véase  el  art.  SBS  del  Código  de  procedí' 
niieDlo  peD*|. 


lo  290  del  Código  de  procedimiento  pe- 
nal, sea  necesario  celebrar  audiencia 
pública. 

Art.  5.<*  Puede  anularse  inmediata- 
mente en  sesión  secreta,  en  conformi- 
dad con  las  conclusiones  del  Ministerio 
público,  la  sentencia  recurrida  en  inte- 
rés del  inculpado  cuando  sea  inevitable 
que  hayan  de  recomenzar  los  debates, 
y  que  por  otra  parte  el  Tribunal  Supre- 
mo no  pueda  decidir  sobre  el  fondo. 

Art.  6."  Pueden  acordarse  en  sesión 
secreta  las  comprobaciones  de  hechos 
relativas  á  los  quebrantamientosde  for- 
ma alegados  (art.  281,  párrafos  í.°  A  4.", 
artículos  344,  párrafos  1."  á  5."  del  Có- 
digo de  procedimiento  penal.) 

Art.  7."  El  Tribunal  Supremo  puede, 
al  examinar  un  recurso  llevado  ante  él, 
conforme  al  art.  2."  de  la  presente  ley, 
estatuir,  según  se  dispone  en  el  articu- 
lo 4."  de  la  misma,  cuando  el  escrito 
fundamentando  el  recurso  de  casación 
se  haya  presentado,  6  cuando  hayan 
transcurrido  los  plazos  para  su  presen- 
tación. 

Art.  8."  Quedan  derogados  los  ar- 
tículos 216  y  217,  asi  como  el  párra- 
fo 2."  del  art.  218  del  Código  de  proce- 
dimiento penal. 

Sin  embargo,  podrá  alegarse  la  in- 
competencia del  Tribunal  de  justicia  ile 
segunda  instancia  que  haya  dictado  el 
auto  de  procesamiento  (Die  VeneUung 
in  den  Anklagestand)  por  medio  de  un 
recurso  de  casación  dirigido  contra  la 
sentencia  definitiva. 

Si  el  Tribunal  Supremo  estimare  fun- 
dado el  recurso,  anulará  el  procedi- 
miento y  los  debates,  remitiendo  el 
asunto  ante  el  Tribunal  de  justicia  de 
primera  instancia  que  sea  competente, 
para  que  proceda  de  nuevo  y  acuerde 
todas  las  rectificaciones  que  sean  ne- 
cesarias en  el  procedimiento. 
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Las  disposiciones  de  los  artículos  3.^ 
á  7.*^  de  la  presente  ley  son  igualmente 
aplicables  á  los  recursos  previstos  por 
el  presente  artículo. 

Art.  9.**  En  todos  los  casos  en  que, 
con  arreglo  á  la  presente  ley,  el  Tribu- 
nal Supremo  rechace  una  apelación  ó 
un  recurso  de  cagación  (1)  interpuesto 


(1)  Rl  art.  288  del  Código  de  procedimiento 
penal  de  18*78  facultaba  ya  al  Tribunal  Supremo 
de  Justicia  para  imponer  multas  de  10  ¿  100  ño* 
riñes  en  caso  de  recurso  de  casación  interpuesto 
temerariamente  con  el  solo  objeto  de  alargar  el 
asunto,  pero  se  discutía  vivamente  la  cuestión  de 
saber  si  la  multa  podía  imponerse  cuando  el  re- 
curso se  hubiere  rechazado  en  sesión  secreta. 
La  negativa  parecía  resultar  evidente  del  conte- 
nido del  art.  288,  que  requería  una  decisión  acor- 
dada en  audiencia  pública. 

De   cualquier  manera  que  sea,  el  legislador 


de  mala  fe  ó  con  el  solo  objeto  de  re- 
trasar el  negocio,  se  le  autoriza  para 
imponer  al  apelante  ó  recurrente,  ó  se- 
gún las  circunstancias,  á  su  represen- 
tante, una  multa  de  100  florines  como 
máximum. 

Art.  10.  La  presente  ley  comenzará 
á  regir  desde  el  día  siguiente  al  de  su 
publicación;  sin  embargo,  los  recursos 
ya  interpuestos  en  esta  época  ó  que  se 
interpongan  en  los  treinta  días  siguien- 
tes, no  podrán  rechazarse,  ni  se  les  po- 
drá aplicar  la  multa,  sino  por  los  moti- 
vos y  en  los  casos  previstos  por  la  le- 
gislación anterior. 


de  ld'j7,  multiplicando  los  casos  de  denegación  en 
sesión  secreta,  hallábase  inclinado  naturalmente 
á  autorizar  en  caso  análogo  la  imposición  de  la 
multa. 


NUMERO  4 

LEY  DE  25  DE  JUNIO   DE  1886,    DICTANDO  DISPOSICIONES  ESPECIALES  SOBRE 
LA  JURISDICCIÓN  COMPETENTE  EN  LO  RELATIVO   A  LOS  DELITOS   BASADOS 

EN  LOS  MANEJOS  ANARQUISTAS  (Gcsets  womit  BesUmmaíigen  üher  die 
Gerichtsbarkeit  in  Strafsachen^  welchen  anaretustische  Bestrebungen 
2u  Grande  liegen,  erlassen  werdenj. 


Artículo  1 .°  El  debate  principal  refe- 
rente á  un  proceso  intentado  por  conse- 
cuencia de  un  hecho  punible,  que,  se- 
gún las  disposiciones  vigentes  compete^ 
al  Tribunal  del  Jurado,  no  se  efectuará 
ante  éste,  si  el  hecho  punible  reconoce 
como  fundamento  manejos  anarquistas 
que  tiendan  al  cambio  violento  del  or- 
den político  y  social  existentes. 

En  este  caso,  se  aplicarán  las  dispo- 
siciones contenidas  en  los  artículos  3.^ 
y  4.°  de  la  ley  de  23  de  Mayo  de  1873,  re- 
ferentes á  la  suspensión  temporal  de  los 


Tribunales  del  Jurado  (1),  y  el  acusador 
dirigirá  sus  peticiones  con  este  objeto, 
conforme  á  lo  dispuesto  en  el  art.  207, 
párrafo  4.°,  del  Código  de  procedimiento 
penal. 

El  acusado  tiene  derecho  para  formu- 
lar su  oposición  contra  lo  solicitado  por 
el  acusador,  con  arreglo  á  lo  prescrito 
en  el  art.  20,  párrafo  2.°,  del  Código  de 
procedimiento  penal. 

Si  el  tribunal,  en  la  deliberación  pos- 


(1)    Véase  el  Apéndice  núm.  2. 
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terior  al  término  de  los  debates  estima 
que  no  está  suficientemente  probado 
que  el  hecho  punible  reconozca  como 
base  manejos  anarquistas  que  tengan 
por  objeto  el  cambio  violento  del  orden 
social  6  político  existente,  se  declarará 


incompetente,  y  se  aplicarán  en  el  pro- 
cedimiento ulterior  las  disposiciones 
consignadas  en  el  art.  261  del  Código 
de  procedimiento  penal. 
Artículos  2."  y  3,"    (TransUorioa.) 


NUMERO   5 

LEY  DE  20  MAVO  DE  1874,  SOBRE  EL  RECONOCIMIENTO  LEGAL  DE  LAS  COMU- 
NIDADES RELIGIOSAS  (Gesets  oom  20  Mai  1874,  betref/end  die  gesetsUehe 
Anerkenmung  vom  ReligionagesellscfwJ'ften.) 

(Art.    103  del   Código.) 


Articulo  1 ,"  Las  comuniones  religio- 
sas no  reconocidas  hasta  ahora  por  Ja 
ley,  lo  serán  en  adelante  bajo  las  con- 
diciones siguientes: 

1."  Que  sus  dogmas,  su  culto,  su  or- 
ganización y  el  titulo  elegido  por  ellas 
no  contengan  nada  contrario  á  la  ley  ni 
á  la  moral; 

2."  Que  constituyan  una  parroquia, 
alómenos,  organizada,  con  arreglo  á 
las  prescripciones  de  la  presente  ley. 

Art.  2."  Cuando  se  reúnan  estas  con- 
diciones, se  acordará  el  reconocimiento 
por  el  Ministro  de  Cultos. 

Este  reconocimiento  dará  capacidad 
á  la  comunión  religiosa  para  gozar  de 
todos  los  derechos  conferidos  por  las 
leyes  del  Estado  á  las  comuniones  reli- 
giosas legalmente  reconocidas. 

Art.  3,"  Las  condiciones  de  ingreso 
y  la  forma  de  admisión  en  una  comu- 
nión religiosa  reconocida  se  fijarán  por 
su  reglamento. 

Art.  4."  La  creación  de  parroquias  y 
de  distritos  que  comprendan  varias  pa- 
rroquias, la  modificación  de  las  circuns- 
cripciones de  las  parroquias  y  de  los 
distritos  existentes  en   la  actualidad, 


quedarán  sujetas  á  la  autorización  del 
Estado. 

Art.  5."  Esta  autorización  dependerá 
de  la  prueba  que  la  parroquia  presente 
ó  que  esté  en  aptitud  de  presentar  por 
los  medios  legales,  acerca  de  los  recur- 
sos necesarios  para  asegurar  los  gastos 
indispensables  del  culto,  el  sosteni- 
miento del  Pastor  ordinario  y  de  una 
enseñanza  religiosa  reglamentada- 
La  constitución  de  la  parroquia  no 
puede  verificarse  antes  de  conceder  la 
autorización. 

Arl.  6."  Mientras  la  organización  in- 
terior de  la  parroquia  no  se  encuentre 
sujeta  al  reglamento  general  de  la  co- 
munión religiosa,  debe  someterse  á  las 
reglas  comprendidas  en  los  puntos  si- 
guientes: 

1."  La  determinación  y  fijación  de 
los  limites  del  territorio  de  laparro- 

2°  La  denominación  especial  del 
Presidente,  las  atribuciones  que  le 
competen  y  la  responsabilidad  en  que 
puede  incurrir; 

3."  La  denominación  especial  de 
Pastor  ordinario  y  de  los  demás  funcio- 
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narios  eclesiásticos^  sus    derechos   y 
obligaciones; 

4.°  a)  Los  derechos  y  obligaciones 
de  los  miembros  de  la  parroquia; 

6)    Lo  relativo  á  su  administración; 

c)  Y  especialmente  las  reglas  sobre 
las  elecciones; 

5.®  La  organización,  dirección  y  vi- 
gilancia de  la  enseñanza  y  educación 
religiosa; 

6.®  La  procedencia  de  los  recursos 
necesarios  para  la  satisfacción  de  las 
necesidades  de  la  parroquia; 

7.®  El  procedimiento  para  la  modifi- 
cación de  sus  estatutos; 

Estos  estatutos  deberán  unirse  á  la 
solicitud  pidiendo  el  reconocimiento 
(artículos  4.®  y  b.^áe  la  presente  ley),  y 
se  sujetarán  á  la  autorización  del  Mi- 
nistro de  Cultos. 

Art.  7.°  Cuando  la  parroquia  deba 
constituirse  por  personas  que  no  hayan 
formado  parte  hasta  entonces  de  la  co- 
munión religiosa  de  que  se  trata,  debe- 
rán, una  vez  conseguida  la  autoriza^ 
ción  (artículos  4.®  y  5.°  de  la  presente 
ley),  dirigir  á  la  autoridad  pública  la 
declaración  de  su  ingreso  en  la  parro- 
quia, y  la  autoridad  informará  de  ello 
al  Presidente  ó  al  Pastor  de  la  Iglesia 
ó  de  la  comunión  religiosa  á  que  hasta 
entonces  hubieren  pertenecido. 

Esta  declaración  produce  todos  los 
efectos  jurídicos  de  la  declaración  de 
salida,  reglamentados  por  el  art.  6.°  de 
la  ley  de  25  de  Mayo  de  1868  (1). 

Art.  8.®  Se  reputan  individuos  de  una 
parroquia  legalmente  constituida  todos 
los  adeptos  de  la  misma  comunión  reli- 
giosa que  habiten  en  la  circunscripción 
de  la  indicada  parroquia. 
El  Presidente  de  la  parroquia  (artícu- 


(1)    No  se  inserta  por  su  mucha  extensión  y  es- 
caso interés. 


lo  9.**)  deberá  vigilar  el  empadrona- 
miento de  los  individuos  de  la  misma. 

Art.  9.°  La  presidencia  de  una  pa- 
rroquia sólo  podrá  conferirse  á  indivi- 
duos que  sean  ciudadanos  austríacos  y 
estén  en  plena  posesión  desús  derechos 
políticos. 

El  nombramiento  del  Presidente  debe 
comunicarse  á  la  autoridad  pública. 

El  nombramiento  de  un  Presidente 
cuya  autoridad  se  extienda  á  más  de 
una  parroquia,  deberá  ratificarse  por 
el  Ministro  de  Cultos. 

Art,  10.  No  podrá  nombrarse  Pastor 
de  una  parroquia  sino  á  un  ciudadano 
austríaco  cuya  conducta  sea  irrepren- 
sible bajo  el  punto  de  vista  moral  y  po- 
lítico, y  que  presente  certificación  de 
haber  terminado  sus  estudios  de  huma- 
nidades. 

Art.  11 .  Las  personas  interesadas  en 
el  nombramiento  de  un  Pastor,  deberán 
poner  en  conocimiento  de  la  autoridad 
el  nombre  de  la  persona  elegida. 

La  autoridad  hará  á  los  interesados 
las  observaciones  motivadas  que  sean 
del  caso  (art.  10). 

Si  la  autoridad  no  formula  oposición 
en  los  treinta  días  siguientes  á  la  co- 
municación que  se  le  ha  dirigido,  po- 
drá procederse  á  la  instalación  del 
Pastor. 

Se  concede  apelación  ante  el  Minis- 
tro de  Cultos  contra  la  oposición  que 
provenga  de  la  autoridad. 

Si  la  apelación  no  se  estimare,  no  po- 
drá verificarse  la  instalación. 

La  instalación  de  eclesiásticos,  cuya 
autoridad  deba  extenderse  á  más  de 
una  parroquia,  necesitará  la  aproba 
ción  del  Ministro  de  Cultos. 

Art.  12.    Cuando  á  un  eclesiástico  se 
le  reconozca  culpable  de  actos  crimi- 
nales ó^ punibles,  ó  que  revelen  concu- 
I  piscencia,  ofendan  la  moral  ó  produz- 
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lo  público,  ó  cuando  un 
la  el  titulo  de  ciudadano 
Gobierno  tiene  el  derecho 
se  le  releve  de  eue  fun- 

lerecho  le  asistirá  cuando 
erve  una  conducta  peligro- 
den  público. 

se  acceda  &  esta  peticiún 
onae  competentes,  en  un 
cial,  se  reputará  vacante 

cuanto  &  los  intereses  ci- 
bierno  debe  cuidar  de  con- 
lersona,  nombrada  por  él, 
de  los  asuntos  que  las  le- 
lo confiere  al  Pastor  ordi- 
que  se  provea  legalmente 

iodo  se  procederá  cuando 
r  otro  motivo  el  Pastor  no 
asuntos  mencionados  an- 

a  reunión  de  muchas  pa- 
indo  no  esté  prevista  en  el 
;eneral  de  la  comunión  re- 
■eunión  de  representantes 


de  las  parroquias  con  un  objeto  común, 
permanente  6  temporal,  especialmente 
para  tomar  acuerdos  sobre  asuntos  co- 
munes, necesita  en  cada  caso  el  per- 
miso del  Ministro  de  Cultos. 

Art.  l'l.  El  Estado  prestará  el  apojo 
de  su  autoridad  á  la  cobranza  de  los  de- 
rechos impuestos  con  su  asentimiento, 
de  las  rentas  y  retribuciones  debidas  fi 
los  eclesiásticos. 

Art.  15.  La  administración  de  los 
cultos  debe  vigilar,  para  que  las  comu- 
niones religiosas,  sus  Párrocos  y  sus 
representantes  no  traspasen  los  limites 
de  su  autoridad  y  se  atengan  6  las  dis- 
posiciones de  la  presente  ley,  asi  como 
á  las  medidas  que  tomen  las  autorida- 
des del  Estado,  en  conformidad  con 
esta  ley  y  á  cualquier  mandamienío 
emanado  de  las  mismas  en  ejecución 
de  la  presente. 

A  este  efecto,  las  autoridades  pueden 
imponer  multas,  variables  según  la  for- 
tuna del  multado,  y  recurrir  á  otros 
medios  de  apremios  permitidos  por  las 
leyes. 
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INSTITUCIONES    DE    GRECIA 


CAPÍTULO   PRIMERO 

LEY    FUNDAMENTAL    DEL    ESTADO 
(16  (28)  DEKOVIEHBRK  DE  1864) 


En  el  nombre  de  la  Sania,  consustan- 
cial é  indioiaible  Trinidad,  la  segunda 
Asamblea  Nacional  de  los  helenos,  ce- 
lebrada en  Atenas,  decreta: 

TÍTULO  PRIMERO.-DE  LA  RELIGIÓN 

Articulo  1."  La  religión  dominante 
en  Grecia  es  la  de  la  Iglesia  ortodoxa 
oriental  de  Cristo.  Toda  otra  religión 
(¡ue  haya  sido  reconocida  será,  tolerada, 
y  protegido  por  las  leyes  el  libre  ejer- 
cicio de  su  culto. 

Quedan  prohibidos  el  proselitismo  y 
cualquiera  otra  intervención  que  pueda 
perjudicar  á  la  religión  dominante. 

Art.  2."  La  Iglesia  ortodoxa  de  Gre- 
cia, que  reconoce  por  Jete  A  nuestro  Se- 
ñor Jesucristo,  permanece  indisoluble- 
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mente  unida,  en  cuanto  é.  los  dogmas, 
&  la  gran  Iglesia  de  Constantinopla  y  á 
cualquier  otra  Iglesia  de  Cristo  que  pro- 
fese las  mismas  doctrinas. 

Conservará  en  su  integridad,  como 
las  Iglesias  mencionadas,  los  Cánones 
Apostólicos  y  los  establecidos  por  los 
Concilios,  asi  como  las  santas  tradicio- 
nes; no  dependerá  sino  de  sí  misma: 
ejercerá  sus  derechos  soberanos  con 
independencia  absoluta  de  cualquier 
oira  Iglesia,  y  estará  gobernada  por  un 
Sínodo  de  Obispos.  Los  Ministros  de  to- 
dos los  cultos  reconocidos  están  sujetos 
á  la  misma  vigilancia  por  parte  del  Es- 
tado que  los  Ministros  de  la  religión  do- 
minante. 
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TÍTULO  11.— del'derecho  público 

DE  LOS  HELENOS 

Art.  3."  Los  helenos  son  iguales  ante 
la  ley,  y  contribuirán  indistintamente  á 
soportar  las  cargas  del  Estado  en  pro- 
porción &  su  fortuna.  Únicamente  los 
ciudadanos  helenos  son  admisibles  & 
todos  los  empleos  públicos. 

9erán  ciudadanos  helenos  los  que  ha- 
yan adquirido  ó  adquieran  la  ciudada- 
nía con  arreglo  &  las  leyes  del  Estado. 

No  ae  conferirán  ni  serán  reconoci- 
dos á  los  ciudadanos  helenos  títulos  de 
nobleza  ni  distinción  alguna. 

Art.  4.°  La  libertad  individual  es  in- 
violable. 

Nadie  podrá  ser  perseguido,  deteni- 
do, arrestado  ni  sometido  á  restricción 
alguna  de  su  libertad,  sino  en  la  forma 
y  casos  determinados  por  la  ley. 

Art.  5."  Nadie  podrá  ser  preso  ni 
detenido,  á  no  ser  que  se  le  coja  infra- 
ganti,  sino  en  virtud  de  auto  judicial 
motivado,  que  se  comunicará  al  indivi- 
duo que  de  él  sea  objeto  en  el  acto  de 
la  detención  6  prisión  preventiva. 

Todo  individuo  cogido  in  fraganti  ó 
detenido  en  virtud  de  un  auto  judicial, 
deberá  ser  conducido  sin  demora  ante 
el  Juez  competente,  ó  sea  el  encargado 
de  instruir  el  sumario.  El  mencionado 
Juez,  en  el  término  de  ocho  dias  lo  más 
tarde,  contados  desde  aquel  en  que  se 
verifica  la  comparecencia,  deberá  po- 
ner al  interesado  en  libertad  ó  dictar 
contra  él  el  auto  de  prisión.  Si  este  auto 
no  se  dictase  en  el  mencionado  término 
de  tres  días,  el  carcelero  ó  cualquier 
otro  empleado  militar  ó  civil  encarga- 
do de  la  custodia  del  detenido  estará 
obligado  á  ponerle  inmediatamente  en 
libertad. 

Las  personas  que  infrinjan  estas  dis- 


posiciones serán  castigadas  como  reos 
de  detención  arbitraria. 

Art.  6."  En  materia  de  delitos  políti- 
cos, la  Sala  de  Consejo  del  Tribunal  co- 
rreccional podrá  permitir,  á  petición  de 
la  persona  preventivamente  detenida, 
que  ésta  sea  puesta  en  libertad  bajo 
fianza,  la  cual  se  determinará  por  un 
acuerdo  de  la  referida  Sala  de  Con- 
sejo; este  acuerdo  será  susceptible  de 
oposición  ó  reclamación  por  parte  del 
interesado. 

En  ningún  caso  podrá  prolongarse 
más  de  dos  meses  la  detención  por  deli- 
tos políticos  sin  un  acuerdo  de  la  Sala 
de  Consejo,  cuyo  acuerdo  será  también 
susceptible  de  oposición  ó  reclama- 
ción, ni  más  de  tres,  contados  desde  la 
publicación  de  dicho  acuerdo. 

Art.  1.'  No  podrá  aplicarse  ninguna 
pena  sino  en  virtud  de  una  ley  que  la 
imponga  de  antemano. 

Art.  8."  Nadie  podrá  ser  privado  con- 
tra su  voluntad  de  la  jurisdicción  del 
Juez  á  que  la  ley  le  someta. 

Art.  9."  Todos  los  ciudadanos,  aisla- 
da ó  colectivamente,  podrán  dirigir  pe- 
ticiones á  las  autoridades,  con  sujeción 
á  laa  leyes  del  Estado. 

Art.  10.  Los  helenos  tienen  el  dere- 
cho de  reunirse  pacificamente  y  sin  ar- 
mas. La  policía  sólo  podrá  asistir  á  las 
reuniones  públicas.  Podrán  ser  prohi. 
bidas  las  reuniones  al  aire  libre  en  caso 
de  peligro  para  la  seguridad  pública, 

Art.  11.  Los  helenos  tienen  el  dere- 
cho de  asociarse  con  arreglo  6  las  leyes 
del  Estado,  las  cuales  nunca  podrán 
someler este  derecho  auna  previa  au- 
torización del  Gobierno. 

Art.  12.  El  domicilio  es  inviolable. 
No  podrá  llevarse  á  efecto  ninguna  vi- 
sita domiciliaria  sino  en  la  forma  y  en 
los  casos  determinados  por  la  ley, 

Art.  13.    Nadie  en  Grecia  podrá  ser 
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comprado  ni  vendido.  Un  siervo  ó  es- 
clavo, cualquiera  que  sea  su  sexo  ó  re- 
ligión, será  libre  en  cuanto  ponga  su 
planta  en  el  territorio  helénico. 

Art.  14.  Todo  individuo  tiene  el  de- 
recho de  manifestar  sus  opiniones  de 
viva  voz,  por  escrito  ó  por  medio  de  la 
prensa,  con  sujeción  á  las  leyes  del  Es- 
tado. La  imprenta*  es  libfe,  con  prohi- 
bición absoluta  de  la  previa  censura  y 
de  cualquier  otra  disposición  preventi- 
va, quedando  igualmente  prohibida  la 
recogida  de  los  periódicos  y  de  otro  im- 
preso, sea  cual  fuere,  antes  ó  después 
de  haber  empezado  á  circular,  excep- 
tuando el  caso  de  un  delito  contraía 
religión  cristiana  ó  contra  la  persona 
del  Rey,  pues  entonces  se  permite  la 
recogida;  mas  aun  en  estos  casos, 
para  que  se  lleve  á  efecto,  es  necesario 
que  los  impresos  hayan  empezado  á 
circular  y  que  el  Fiscal  general  someta 
la  decisión  del  asunto  á  la  Sala  de 
Consejo  en  el  término  de  veinticua- 
tro horas,  contadas  desde  el  momen- 
to en  que  se  llevó  á  efecto  la  reco- 
gida, y  si  la  Sala  no  formulase  acuer- 
do dentro  del  mismo  plazo,  la"  recogi- 
da será  considerada  de  hecho  y  de 
tierecho  como  nula.  La  oposición  ó  re- 
clamación contra  el  acuerdo  de  la  Sala 
de  Consejo  sólo  se  concederá  al  editor 
del  escrito  recogido;  el  Fiscal  no  tendrá 
derecho  á  oponerse  ni  á  reclamar  con- 
tra el  mencionado  acuerdo. 

Solamente  se  permite  ser  editores  de 
periódicos  á  los  ciudadanos  helenos. 

Art.  15.  No  podrá  imponerse  la  pres- 
tación del  juramento  sino  en  virtud  de 
una  ley,  que  determinará  también  su 
fórmula. 

Art.  16.  Se  dará  la  enseñanza  á  ex- 
pensas del  Estado,  el  cual  contribuirá 
también  á  sostener  las  escuelas  muni- 
cipales, en  proporción  de  las  necesida- 


des de  los  ayuntamientos.  Todo  indi- 
viduo tiene  derecho  á  fundar  estableci- 
mientos de  enseñanza  con  sujeción  á 
las  leyes  del  Estado. 

Art.  17.  Nadie  podrá  ser  privado  de 
su  propiedad  sino  por  causa  manifies- 
ta de  utilidad  pública,  y  en  la  forma  y 
casos  determinados  por  la  ley,  y  previa 
indemnización. 

Art.  18.  Quedan  prohibidos  el  tor- 
mento y  la  confiscación  general  de  bie- 
nes. Queda  abolida  la  muerte  civil, 
como  también  la  pena  capital  por  deli- 
tos políticos,  á  no  ser  que  se  hallen 
complicados  con  delitos  comunes. 

Art.  19.  No  se  necesita  autorización 
previa  por  parte  de  la  Administración 
para  perseguir  judicialmente  á  los  fun- 
cionarios públicos  y  municipales  por 
hechos  punibles  en  el  ejercicio  de  su 
cargo,  á  excepción  de  lo  dispuesto  es- 
pecialmente respectoálos  Ministros  (1). 

Art.  20.  El  secreto  de  la  correspon- 
dencia es  absolutamente  inviolable. 

TÍTULO  III.— DE  LOS  PODERES 

Art.  21.  Todos  los  poderes  emanan 
de  la  nación,  y  son  ejercidos  del  modo 
establecido  por  la  Constitución. 

Art.  22.  El  poder  legislativo  se  ejer- 
cerá colectivamente  por  el  Rey  y  la  Cá- 
mara de  los  Diputados. 

Art.  23.  La  iniciativa  corresponde  á 
la  Cámara  de  los  Diputados  y  al  Rey, 
que  la  ejercerá  por  medio  de  sus  Mi- 
nistros. 

Art.  2-1.  Ninguna  proposición  relati- 
va á  aumento  de  gastos  públicos  para 
sueldos  y  pensiones,  ó,  en  general,  para 
todo  lo  que  sea  de  interés  personal,  co- 
rresponde á  la  Cámara  de  los  Dipu- 
tados. 


(1)    Véase  la  nota  del  art.  80. 


500 


INSTITUCIONES  POLÍTICAS  Y  JURÍDICAS 


^t 


y. 


T» 


Art.  25.  Si  una  proposición  de  ley 
fuese  desechada  por  uno  de  los  Cuerpos 
legislativos,  no  podrá  ser  presentada 
de  nuevo  en  la  misma  legislatura. 

Art.  26.  La  interpretación  de  las  le- 
yes con  carácter  de  autoridad  pertenece 
exclusivamente  al  poder  legislativo. 

Art.  27.  El  poder  ejecutivo  reside  en 
el  Rey,  el  cual  nombrará  y  separará  li- 
bremente sus  Ministros,  que  ejercerán 
dicho  poder  ejecutivo  y  serán  respon- 
sables. 

Art.  28.  El  poder  judicial  será  ejer- 
cido por  los  tribunales.  Las  detencio- 
nes y  prisiones  se  llevarán  á  efecto,  y 
las  sentencias  se  dictarán  en. nombre 
del  Rey. 

TÍTULO  IV.— DEL  REY 

Art.  29.  La  persona  del  Rey  es  invio- 
lable y  no  está  sujeta  á  responsabili- 
dad; son  responsables  sus  Ministros. 

Art.  30.  Ningún  acuerdo  del  Rey  po- 
drá llevarse  á  efecto  ni  ser  ejecutado 
si  no  se  halla  refrendado  por  el  Minis- 
tro competente,  que  se  hará  responsa- 
ble del  acuerdo  y  acto  sólo  con  estam- 
par su  fírma. 

En  el  caso  de  un  cambio  completo  de 
Ministerio,  si  ninguno  de  los  Ministros 
destituidos  quisiere  refrendar  los  de- 
cretos relativos  á  la  destitución  del  an- 
tiguo y  al  nombramiento  del  nuevo,  el 
Presidente  del  Consejo  de  Ministros  re- 
cientemente nombrado  firmará  los  de- 
cretos á  que  se  refiere  esta  disposición, 
después  de  haber  recibido  el  nombra- 
miento del  Rey  y  prestado  el  juramento 
que  se  requiere. 

Art.  31.  El  Rey  nombra  y  separa  li- 
bremente sus  Ministros. 

Art.  32.  El  Rey  es  el  Jefe  supremo 
del  Estado;  manda  las  fuerzas  de  tierra 
y  mar,  declara  la  guerra  y  celebra  los 


tratados  de  paz,  alianza  y  comercio,  de 
los  cuales  dará  conocimiento  con  todos 
los  detalles  precisos  al  Congreso  délos 
Diputados,  en  cuanto  lo  permitan  la^ 
seguridad  y  el  interés  del  Estado.  Sin 
embargo,  los  tratados  de  comercio  y 
todos  los  demás  que  contengan  conce- 
siones, que  necesiten  la  sanción  de  una 
ley  con  arreglo  á  otras  disposiciones 
de  la  presente  Constitución,  ó  que  pu- 
dieran gravar  individualmente  á  los  he- 
lenos, no  se  llevarán  á  efecto  mientras 
no  obtengan  la  aprobación  de  la  Cáma- 
ra de  los  Diputados. 

Art.  33.  Ninguna  cesión  ni  cambio 
de  territorio  podrá  llevarse  á  efecto 
sino  en  .virtud  de  una  ley.  En  ningún 
caso  los  artículos  secretos  de  un  trata- 
do podrán  destruir  los  artículos  públi- 
cos y  patentes  del  mismo. 

Art.  34.  El  Rey  confiere  los  grados 
en  el  ejército  y  en  la  marina  con  suje- 
ción á  las  leyes.  Nombra  y  destituye 
igualmente  á  los  funcionarios  públicos, 
con  las  excepciones  que  las  leyes  dis- 
pongan, pero  no  podrá  proveer  un  car- 
go que  no  se  haya  creado  en  virtud  de 
una  ley.  * 

Art.  35.  El  Rey  dictará  los  regla- 
mentos necesarios  para  la  ejecución  de 
las  leyes.  En  ningún  caso  podrá  sus- 
pender los  efectos  de  una  ley  ni  dispen- 
sar á  nadie  su  cumplimiento. 

Art.  36.  El  Rey  sanciona  y  promulga 
las  leyes.  Si  un  proyecto  de  ley  obtu- 
viese la  aprobación  del  Congreso  de  los 
Diputados  y  no  recibiese  la  sanción  real 
en  el  término  de  dos  meses,  contados 
desde  el  día  en  que  concluyó  la  legisla- 
tura, se  considerará  como  desechado. 
Art.  37.  El  Rey  convocará  la  Cáma- 
ra de  los  Diputados  una  vez  al  año  en 
legislatura  ordinaria,  y  siempre  que  Jo 
tenga  por  conveniente  en  legislatura 
extraordinaria.  Al  principiar  y  termi- 
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nar  cada  legislatura  lo  hará  presente 
al  Congreso  en  persona  ó  por  medio  de 
un  delegado;  podrá  disolver  la  Cámara, 
pero  el  decreto  de  disolución,  rjBÍren- 
dado  por  el  Ministerio,  contendrá  tam- 
bién la  convocatoria  de  los  electore.s  en 
el  término  de  dos  meses,  y  la  reunión 
de  la  nueva  Cámara  en  el  de  tres. 

Art.  38.  El  Rey  podrá  suspender  las 
sesiones  del  Congreso  de  los  Diputa- 
dos, pero  será  por  un  período  que  no 
pasará  jamás  de  cuarenta  días,  y  por 
una  sola  vez  en  una  misma  legislatura, 
á  no  ser  que  para  ello  cuente  con  el 
consentimiento  de  la  Asamblea. 

Art.  39.  El  Rey  tiene  el  ejercicio  de 
la  gracia  de  indulto,  y  podrá  conmutar 
y  aminorar  las  penas  impuestas  por  los 
tribunales,  excepto  en  lo  preceptuado 
relativamente  ¿  los  Ministros.  También 
tiene  el  derecho  de  conceder  amnistía 
exclusivamente  por  delitos  políticos  y 
bajo  la  responsabilidad  de  todo  el  mi- 
nisterio. 

Art.  40.  El  Rey  tendrá  el  derecho  de 
conferir  condecoraciones  de  las  órde- 
nes del  reino,  con  sujeción  á  las  dispo- 
siciones de  la  ley  que  rija  sobre  este 
punto. 

Art.  41.  El  Rey  tendrá  el  derecho  de 
acuñar  moneda  con  sujeción  á  las 
leves. 

« 

Art.  42.  Una  ley  determinará  la 
suma  á  que  haya  de  ascender  la  lista 
civil.  La  del  Rey  Jorge  1,  incluyendo  lá 
suma  de  10.000  libras  esterlinas  votadas 
por  la  Asamblea  legislativa  del  que  fué 
Estado  jónico,  se  fijará  en  1.125.000 
dracmas.  Esta  suma  podrá  aumentarse 
en  virtud  de  una  ley  cada  diez  años. 

Art.  43.  El  Rey  Jorge,  después  de 
firmada  la  presente  Constitución,  pres- 
tará, en  el  seno  de  la  Asamblea  Nacio- 
nal, el  juramento  siguiente: 

iijuro  en  nombre  de  la  Sania,  consus- 


tancial é  indivisible  Trinidad,  proteger 
la  religión  dominante  de  los  helenos, 
observar  la  Constitución  y  las  leyes  de 
la  nación  helénica,  y  sostener  y  defen- 
der j  tanto  la  independencia  nacional 
como  la  integridad  del  territorio  helé- 
nico,y> 

Art.  44.  No  corresponden  al  Rey 
otros  derechos  y  prerrogativas  que  los 
que  le  asignan  formalmente  la  Consti- 
tución y  las  leyes  particulares  promul- 
gadas con  sujeción  á  los  preceptos  de 
la  misma. 

TÍTULO  V.— DE  LA  SUCESIÓN  AL  TRONO 
Y  DE  LA  REGENCIA 

Art.  45.  La  Corona  helénica  y  los  de- 
rechos constitucionales  anejos  á  ella 
son  hereditarios  y  se  transmitirán  por 
orden  de  primogenitura  á  los  descen- 
dientes directos  y  legítimos  del  Rey 
Jorge  I,  siendo  preferidos  siempre  los 
herederos  varones  á  las  hembras. 

Art.  46.  A  falta  de  sucesor,  con  arre- 
glo á  lo  dispuesto  en  el  artículo  ante- 
rior, el  Rey  podrá  nombrarlo,  con  el 
consentimiento  del  Congreso  de  los  Di- 
putados, convocado  ad  hoc.  Este  con- 
sentimiento se  formulará  por  las  dos 
terceras  partes  de  la  mayoría,  compu- 
tada con  arreglo  al  número  total  de 
Diputados,  los  cuales  tomarán  este 
acuerdo  en  votación  nominal  y  pública. 

Art.  47.  Todo  sucesor  al  Trono  helé- 
nico deberá  profesar  la  religión  de  la 
Iglesia  ortodoxa  oriental  de  Cristo. 

Art.  48.  En  ningún  caso  podrán  re- 
unirse en  una  misma  persona  las  Coro- 
nas de  Grecia  y  de  cualquier  otro 
Estado. 

Art.  49.  El  Rey  será  mayor  de  edad 
cuando  haya  cumplido  dieciocho  años. 
Antes  de  ocupar  el  Trono  prestará  el  ju- 
ramento formulado  en  el  art.  43  de  esta 
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Constitución,  verificando  este  acto  so- 
lemnemente en  presencia  de  los  Minis- 
tros, del  Santo  Sínodo^  de  los  Diputados 
presentes  en  la  capital  y  de  las  demás 
autoridades  superiores.  El  Rey  convo- 
cará el  Congreso  de  los  Diputados  en  el 
término  de  dos  meses  lo  más  tarde,  y 
prestará  de  nuevo  ante  la  Asamblea  el 
mencionado  juramento. 

Art.  50.  Si  á  la  muerte  del  Rey  su 
sucesor  fuese  menor  de  edad  ó  se  halla- 
se ausente  y  no  hubiese  Regente  desig- 
nado de  antemano,  la  Cámara  de  los 
Diputados,  aunque  haya  terminado  su 
periodo  legal  ó  hubiere  sido  disuelta,  se 
reunirá  sin  previa  convocatoria  en  el 
término  de  diez  días  lo  más  tarde,  con- 
tados desde  aquel  en  que  el  Rey  haya 
íallecido. 

Las  facultades  constitucionales  del 
Rey  serán  eiercidas  por  el  Consejo  de 
Ministros  y  bajo  su  responsabilidad 
hasta  que  el  Regente  preste  juramento 
ó  hasta  la  llegada  del  sucesor.  Una  ley 
especial  determinará  todo  lo  concer- 
niente á  la  regencia  (1). 

Art.  51.  Si  á  la  muerte  del  Rey  su  su- 
cesor fuese  menor  de  edad,  la  Cámara 
de  los  Diputados,  aunque  haya  termi- 
nado su  periodo  legal  ó  hubiese  sido  di- 
suelta, se  reunirá  para  nombrar  un  tu- 
tor. Este  acto  sólo  se  verificará  cuando 
el  Rey  difunto  no  haya  nombrado  tutor 
en  su  testamento  ó  cuando  la  madre  del 
sucesor  menor  de  edad  deje  de  ser  viu- 
da, porque  si  continuare  siéndolo,  le 
corresponderá  de  derecho  la  tutela. 

El  tutor  del  Rey  menor  de  edad,  ora 
haya  sido  designado  por  testamento  del 
difunto  Rey,  ora  haya  sido  elegido  por 
la  Cámara  de  los  Diputados,  debe  ser 
ciudadano  heleno  y  profesar  la  religión 
ortodoxa  oriental. 


(1}    Se  dictó  esta  ley  en  20  de  Marzo  de  1871. 


Art.  52.  En  el  caso  de  hallarse  va- 
cante el  Trono,  la  Cámara  de  los  Dipu- 
tados, aunque  haya  terminado  su  pe- 
riodo legal  ó  hubiese  sido  disuelta,  se 
reunirá  y  nombrará  provisionalmente 
en  votación  pública,  y  en  alta  voz,  un 
Regente,  que  será  ciudadano  heleno  y 
profesará  la  religión  ortodoxa  oriental. 

El  Consejo  de  Ministros  ejercerá  bajo 
su  responsabilidad,  en  nombre  de  la 
nación,  las  facultades  constitucionales 
del  Rey  hasta  que  el  Regente  haya  pres- 
tado juramento.  Dentro  de  dos  mese*? 
lo  más  tarde,  será  elegido  por  los  ciu- 
dadanos un  número  de  representantes 
igual  al  de  los  Diputados,  y  reunidos 
con  éstos,  elegirán  al  Rey  por  medio 
de  votación  pública,  formulada  en  alta 
voz,  y  para  cuya  validez  se  necesitan 
las  dos  terceras  partes  de  los  que  tie- 
nen derecho  á  votar, 

Art.  53.  Si  el  Rey,  por  causa  de  au- 
sencia ó  enfermedad,  creyera  nece^sa- 
rio  instituir  una  regencia,  convocará 
á  este  fin  la  Cámara  de  los  Diputados, 
y  por  medio  del  Ministerio  suscitará  la 
discusión  y  votación  de  una  ley  espe- 
cial. Si  el  Rey  se  hallase  imposibilitado 
para  reinar,  el  Consejo  de  Ministros 
convocará  la  Cámara  de  los  Diputados. 
Esta  se  reunirá,  y  si  lo  considerase  ne- 
cesario y  así  lo  manifestare  en  virtud 
de  un  acuerdo  que  reúna  dos  terceras 
partes  de  mayoría,  nombrará  un  Re- 
gente, y  en  caso  de  necesidad  un  tutor, 
siempre  en  votación  pública. 

TÍTULO  VI.— DE  LA  CÁMARA  DE  LOS 
DIPUTADOS 

Art.  54.  La  Cámara  de  los  Diputados 
se  reunirá  por  derecho  propio  todos  los 
años  el  día  1 .®  de  Noviembre,  á  no  ser 
que  antes  haya  sido  convocada  por  el 
Rey,  Cada  legislatura  durará  tres  me- 
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ses,  y  podrá  prolongarse  este  plazo, 
pero  nada  más  que  por  otro  tanto 
tiempo. 

Art.  55.  La  Cámara  de  los  Diputados 
celebrará  públicamente  sus  sesiones 
en  el  salón  de  su  palacio  destinado  al 
efecto.  Sin  embargo,  la  Cámara  podrá 
reunirse  en  sesión  secreta,  si  así  lo  so- 
licitan los  Diputados;  acto  continuo,  la 
Cámara,  reunida  ya  en  sesión  secreta, 
deliberará  y  acordará  por  mayoría  de 
votos  si  há  lugar  á  que  el  asunto  se 
trate  secretamente,  ó  si,  por  el  contra- 
rio, ha  de  ser  discutido  en  sesión  pública. 

Art.  56.  La  Cámara  no  podrá  delibe- 
rar ni  tomar  acuerdo  alguno  si  no  se 
halla  presente  por  lo  menos  la  mitad 
mas  uno  de  sus  individuos.  Todo  acuer- 
do se  tomará  por  mayoría  absoluta  de 
los  individuos  presentes.  En  caso  de 
empate,  la  proposición  quedará  des- 
echada. 

Art.  57.  Ningún  proyecto  de  ley  po- 
drá ser  aprobado  definitivamente  hasta 
que  haya  sido  discutido  y  votado  ar- 
tículo por  artículo  en  tres  distintos  de- 
bates y  con  intervalo  de  tres  días. 

Art.  58.  Nadie  podrá  presentar  á  la 
Cámara  de  los  Diputados,  sin  ser  invi- 
tado á  ello  por  la  misma,  para  pronun- 
ciar discursos  ó  informes  de  palabra  ó 
por  escrito;  pero  los  ciudadanos,  por 
conducto  de  los  Diputados,  pueden  pre- 
sentar peticiones,  ó  bien  remitirlas  por 
sí  mismos  á  la  Mesa  de  la  Cámara. 
Esta  podrá  remitir  á  los  Ministros  las 
peticiones  que  se  le  dirijan,  y  el  Gobier- 
no dará  sobre  ellas  cuantos  detalles  é 
instrucciones  pueda,  siempre  que  la 
Cámara  lo  exija.  También  podrá  dispo- 
ner la  Cámara  que  cualquiera  petición 
pa.se  á  una  comisión  especial  compues- 
ta de  varios  Diputados,  para  que  for- 
mule dictamen  y  dé  cuenta  de  él  á  la 
Cámara, 


Art.  59.  No  podrá  imponerse  ni  per- 
cibirse ninguna  contribución  si  no  ha 
sido  previamente  votada  por  la  Cáma- 
ra de  los  Diputados  y  sancionada  por 
el  Rey. 

Art.  60.  La  Cámara  de  los  Diputa- 
dos votará  todos  los  años  el  contingen- 
te para  el  ejército  de  mar  y  tierra,  es- 
tablecerá el  presupuesto  y  examinará 
las  cuentas.  Todos  los  ingresos  y  gas- 
tos del  Estado  deberán  hallarse  incluí- 
dos  en  las  cuentas  y  en  el  presupuesto. 
Este  será  presentado  á  la  Cámara  en 
el  curso  de  los  dos  primeros  meses  de 
cada  legislatura,  sometiéndose  su  exa- 
men á  una  comisión  especial  de  la  Cá- 
'  mará  y  siendo  aprobado  ó  desaprobado 
en  una  sola  votación. 

Art.  61.  No  podrá  concederse  pensión 
ni  gratificación  alguna  por  cuenta  del 
Tesoro  público  sino  en  virtud  de  unaley. 

Art.  62.  Ningún  Diputado  podrá  ser 
perseguido  de  ningún  modo  por  opinio- 
nes y  votos  emitidos  en  la  Cámara  ó  en 
el  ejercicio  de  sus  funciones. 

Art.  63.  Ningún  individuo  pertene- 
ciente á  la  Cámara  de  los  Diputados, 
durante  la  legislatura,  podrá  ser  perse- 
guido, detenido  ni  reducido  á  prisión, 
sino  en  virtud  de  previa  autorización 
de  la  Cámara,  á  no  ser  que  haya  sido 
cogido  infraganii.  No  puede  ser  apre- 
miado personalmente  ningún  Diputado 
durante  la  legislatura,  ni  cuatro  sema- 
nas antes,  ni  dos  después. 

Si  de  resultas  de  un  apremio  judicial 
hubiere  sido  reducido  á  prisión  un  Di- 
putado, será  incondicionalmente  pues- 
to en  libertad  cuatro  semanas  antes  de 
inaugurarse  la  legislatura. 

Art.  64.  Los  Diputados,  antes  de  en- 
trar á  desempeñar  su  cargo,  prestarán 
en  el  salón  de  sesiones  y  en  sesión  pú- 
blica el  juramento,  cuyo  tenor  es  como 
sigue; 
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«.En  nombre  de  la  Sania,  eonstitaeio- 
nal  é  indioisible  Trinidad,  Juro  fideli- 
dad á  la  patria  y  al  Rey  constitucional, 
obediencia  á  la  Constitución  y  á  las  leyes 
del  Estado,  y  cumplir  con  toda  conse- 
cuencia mis  deberes.^) 

Los  Diputados  que  pertenezcan  &  una 
religión  que  no  sea  la  cristiana,  en  lu- 
gar de  jurar  en  nombre  de  la  Sania, 
constitucional  é  indioisible  Trinidad,  ju- 
rarán con  arreglo  á  la  fórmula  consa- 
grada por  su  religión. 

Art.  65.  La  Cámara  de  los  Diputados 
formará  su  reglamento  interior. 

Art,  66.  Constituyen  la  Cámara  de 
los  Diputados,  los  elegidos  por  los  ciu- 
dadanos que  tienen  derecho  electoral. 
La  elección  se  verifica  por  sufragio 
universal  directo,  y  por  medio  de  vota- 
ción secreta,  depositando  los  votos  en 
una  urna,  con  sujeción  á  la  ley  que  se 
vote  por  la  Asamblea  (I),  y  que  será 
susceptible  de  reforma  en  cuanto  á  las 
demás  disposiciones  que  establezca. 

Las  elecciones  se  veriflcarán  en  un 
mismo  día  y  simultáneamente  en  todo 
el  reino. 

Art,  67.  Los  Diputados  representan 
á  la  nación  y  no  exclusivamente  &  la 
provincia  que  los  elige. 

Art.  68.    El  número  de  Diputados  de 


[)}  La  lej  electoral  de  10  de  Noviembre  (I.*  de 
Diciembre)  de  IS64,  votada  al  mismo  tiempo  que 
la  CoDstUuciAn,  ha  aido  auatilulda  por  otra  mis 
reeieate,  del  6(17)  de  Septiembre  de  la*?*;,  que 
sebala  á  la  autoridad  judicial  uoa  competencia 
bailante  eileoea  eo  materia  electoral;  reduce  i 
un  dfa  la  duntcián  del  e«cratÍDÍD,  j  aumenta  la 
penalidad  coDtra  loe  que  cometen  abusos  é  irre- 
gularidades. La  votaci&D  por  medio  de  botas  es 
una  particularidad  del  derecho  electoral  griego. 
La  ConatiUicifin  de  1961  la  iatrodajo  pnr  primera 
Tez,  d&adole  el  valor  de  un  principio  constitucio- 
nal, al  que  tienen  que  ajustarse  laa  leyes  electo- 
rales fu  turna. 


cada  provincia  se  ñjará  de  un  modo 
proporcionado  á  su  población.  El  nú- 
mero total  de  Diputados  no  bajará  nun- 
ca de  150(1). 

Art,  69.  El  cargo  de  Diputado  dura- 
rá cuatro  años. 

Art.  70.  Para  ser  elegible  se  necesi- 
ta ser  ciudadano  heleno  ó  nacido  en  la 
provincia  donde  la  elección  se  verifi- 
que, ó  hallarse  avecindado  en  ella  con 
dos  años  de  antelación  por  lo  menos 
á  la  época  de  la  elección,  balarse  en  el 
goce  de  todos  los  derechos  civiles  y  po- 
líticos, haber  cumplido  treinta  años  y 
poseer  las  demás  condiciones  requeri- 
das por  la  ley  electoral  (2). 

Art.  71.  El  cargo  de  Diputado  es  in- 
compatible con  todo  empleo  público  y 
retribuido,  asi  como  con  el  de  Alcaide, 
mas  no  con  la  cualidad  de  oñcial  del 
ejército  en  activo  servicio.  Los  oñcia- 
les  pueden  ser  elegidos;  pero  desde  el 
día  de  su  elección  quedarán  en  situa,- 
ción  de  reemplazo  durante  toda  la  le- 
gislatura, después  déla  cual  continua- 
rán en  la  referida  situación  de  reempla- 
zo hasta  que  el  Gobierno  tenga  á  bien 
volverlos  de  nuevo  a]  servicio  activo. 
Es  obligatorio  conceder  á  los  oficiales, 
un  mes  antes  de  empezar  las  eleccio- 
nes, y  siempre  que  lo  soliciten,  una  li- 
cencia de  cinco  meses  y  medio. 

Art,  72.  Todo  Diputado  que  acepte 
empleo  civil  ó  militar  retribuido,  sea 
por  nombramiento  de!  Gobierno,  sea 
por  elección  popular,  cesa  inmediata- 
mente en  el  ejercicio  de  su  cargo. 

Art.  73.  La  Cámara  de  los  Diputados 
examinará  los  poderes  de  sus  indivi- 
duos y  decidirá  todas  las  dudas  que  so- 
bre este  particular  se  susciten. 


(1)    Números  B.*  y  8."  de  la  ley  Electoral. 
í2)    Despuis  de  las  últimas  anexiones,   este 
atunero  se  ha  elevado  á  2U. 
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Art.  74.  Al  principio  de  cada  legis- 
latura la  Cámara  nombrará  su  Presi- 
dente, Vicepresidente  y  demás  indivi- 
duos y  dependientes  de  la  Mesa. 

Art.  75.  Los  Diputados  que  hayan 
desempeñado  sus  funciones  percibirán 
del  Tesoro  una  indemnización  de  2.0ÜO 
dracmas  por  cada  legislatura  ordina- 
ria. Cuando  concurran  &  legislaturas 
extraordinarias,  sólo  tendrán  derecho 
á  que  se  les  abonen  los  gastos  de  ida  y 
vuelta. 

Art.  76.  Los  Diputados  que  á  conse- 
cuencia de  prestar  servicios  civiles  ó 
militares  6  por  cualquier  otro  concepto 
perciban  sueldo  del  Tesoro,  sólo  re- 
cibirán lo  qusí  falte  para  completar  la 
indemnización  determinada  en  e!  ar- 
ticulo anterior. 

TÍTULO  VIL— DE  LOS  MINISTROS 

Art.  77.  No  podrá  ser  Ministro  nin- 
gún individuo  de  la  familia  real. 

Art.  78.  Los  Ministros  podrán  asis- 
tir A  las  sesiones  de  la  Cámara,  donde 
serán  oídos  siempre  que  lo  soliciten, 
pero  no  podrán  votar  si  no  son  Diputa- 
dos. La  Cámara  puede  reclamar  la  pre- 
sencia de  los  Ministros. 

Art,  79.  En  ningún  caso-se  librarán 
los  Ministros  de  la  responsabilidad  en 
que  hubiesen  incurrido,  aunque  asegu- 
ren y  demuestren  que  procedieron  en 
virtud  de  orden  escrita  ó  verbal  del 
Rey. 

Art.  80.  La  CámEira  de  los  Diputados 
tendrá  derecho  á  acusar  &  los  Minis- 
tros y  hacerlos  comparecer  ante  un  tri- 
bunal especial  que,  presidido  por  el 
Presidente  dei  Tribunal  de  Casación, 
se  compondrá  de  otros  doce  individuos, 
elegidos  por  suerte  en  una  lista  de  to- 
dos ios  Magistrados  del  referido  Tribu- 


nal de  Casación  {Arcópagos),  y  de  los 
Magistrados  y  Presidentes  de  los  Tri- 
bunales de  segunda  instancia,  con  tal 
que  hayan  sido  nombrados  para  el  ejer- 
cicio de  sus  funciones  judiciales  an- 
tes de  que  fueran  acusados  los  Minis- 
tros. 

El  Presidente  dé  la  Cámara  procede- 
rá á  este  sorteo  en  sesión  pública.  Has- 
ta que  en  una  ley  especial  se  determine 
lo  conveniente,  el  tribunal  mencionado 
lijará  los  procedimientos  que  han  de 
seguirse  en  el  proceso  de  los  Ministros. 
Una  ley  especial  determinará  los  casos 
de  responsabilidad,  las  penas  en  que 
incurran  los  Ministros  y  el  modo  de 
proceder  contra  ellos.  Esta  ley  será 
promulgada  en  el  término  de  la  pri- 
mera legislatura  (1). 

Art.  8L  Hasta  la  promulgación  de 
la  ley  especial  concerniente  á  la  res- 
ponsabilidad de  los  Ministros,  la  Cá- 
mara de  los  Diputados  podrá  acusarlos, 
y  el  tribuna]  especial,  constituido  con 
arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  articulo 
anterior,  juzgarlos  por  delitos  de  lesa 
majestad,  por  malversación  de  I(i  fortu- 
na pública,  por  cobro  ¡legal  de  impues- 
tos, ó  por  haber  violado  la  Constitución 
y  Ia=!  leyes  en  el  ejercicio  de  sus  fun- 
ciones. 

Art.  82.  El  Rey  no  podrá  indultar  á 
un  Ministro  condenado  en  virtud  de  las 
disposiciones  anteriores,  sino  con  el 
consentimiento  de  la  Cámara  de  los  Di- 
putados. 


(1)  Bala  precepto  constitucianal  no  fui  apli- 
cado hasta  (toce  aBos  después  con  motivo  de  la 
críala  y  acusición  del  Miaialario  de  1815.  La  ley 
do  responaabilidad  inln¡ster¡B.I  lleva  la  fecha  da 
10  y  22  de  Oiciombre  de  \ñia,  que  fué  madilicadiL 
ea  11  y28deMayodel8'i7,f  UpublicBínos  íoU- 
gra  mee  ndelantí. 
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TÍTULO  VIII.— DEL  CONSEJO  DE  ESTADO 

Art.  83.  (1)  Habrá  un  Cuerpo  con- 
sultivo, que  se  llamará  Consejo  de  Es- 
tado y  residirá  en  Atenas,  con  el  encar- 
go de  preparar  y  examinar  los  proyec- 
tos de  ley. 

Art,  84.  Todos  los  proyectos  de  ley 
presentados  por  el  Gobierno  á  la  Cá- 
mara de  los  Diputados,  y  que  no  hayan 
sido  redactados  por  el  Consejo  de  Es- 
tado, ó  examinados  previamente  por 
esta  Corporación,  asi  como  todos  los 
proyectos  de  ley  procedentes  de  la  Cá- 
mara, serán  remitidos  por  ésta  al  refe- 
rido Consejo  de  Estado,  luego  que  los 
haya  tomado  en  consideración. 

La  Cámara  puede  igualmente,  si  lo 
considera  oportuno,  remitir  al  Consejo 
de  Estado  todos  los  proyectos  de  ley 
enmendados  por  ella  misma.  El  Conse- 
jo de  Estado,  después  de  recibir  los 
proyectos  de  ley  que  la  Cámara  de  Di- 
putados le  remita,  examinará  lo  que 
en  ellos  se  dispone  y  formulará  su  dic- 
tamen, del  cual  dará  conocimiento  á  la 
Cámara  por  medio  de  un  informe  de- 
tallado y  en  el  término  de  diez  días. 

Si  el  Consejo  de  Estado  considera  ne- 
cesario una  prórroga  de  este  plazo,  la 
solicitará  á  la  Cámara,  que  podrá  con- 
ceder quince  días  más. 

Si  el  Consejo  de  Estado  no  remitiese 
á  la  Cámara  su  dictamen  sobre  un  pro- 
yecto de  ley  en  los  términos  prefijados, 
la  Cámara  podrá  desde  luego  proceder 
ala  discusión  y  votación  del  susodicho 
proyecto  de  ley. 

Art.  85.  El  número  de  individuos  del 
Consejo  de  Estado  no  podrá  bajar  de  15 


(1)  Los  artículos  83  á  86  están  derogados  por 
las  leyes  de  25  de  Noviferobfe  y  7  de  Diciembre 
4e  m^^ 


ni  podrá  exceder  de  20.  El  sueldo  de 
cada  Consejero  será  el  de  7.000  dracmas 
anuales. 

Art.  86.  Los  individuos  del  Consejo 
de  Estado  serán  nombrados  por  el  Rey, 
á  propuesta  del  Consejo  de  Ministros, 
que  refrendará  los  decretos  de  su  nom- 
bramiento. Se  nombrarán  por  diez 
años;  pero  podrán  ser  nombrados  de 
nuevo  al  terminar  este  plazo. 

Las  funciones  de  Consejero  de  Estado 
serán  incompatibles  con  las  de  todo 
cargo  público,  excepto  el  de  Ministro; 
pero  en  ningún  caso  podrán  ejercer  á 
la  vez  las  atribuciones  de  Ministro  v 

•i 

de  Consejero  de  Estado. 

TÍTULO  IX.— DEL  PODER  JUDICIAL 

Art.  87.  Los  Jueces  nombrados  por 
el  Rey  administrarán  justicia  con  su- 
jeción á  las  leyes. 

Art.  88.  Los  Magistrados  del  Tribu- 
nal de  Casación  (Areópagos)  y  los  de  los 
Tribunales  de  segunda  instancia,  asi 
como  los  Ministros  del  Tribunal  de 
Cuentas,  serán  inamovibles,  cuatro 
años  después  de  haber  sido  promulga- 
da la  presente  Constitución;  y  seis 
años  después  de  la  misma  promulpa- 
ción,  los  Jueces  de  primera  instancia. 
Una  vez  declarados  inamovibles  todos 
estos  funcionarios  del  orden  judicial, 
no  podrán  ser  destituidos  sin  previa 
formación  de  causa. 

Art.  89.  En  el  espacio  de  tres  años, 
contados  desde  el  día  en  que  fuese  pro- 
mulgada la  Constitución,  una  ley  par- 
ticular determinará  las  condiciones  que 
hayan  de  concurrir  en  todos  los  Magis- 
trados y  en  los  Ministros  del  Tribunal 
de  Cuentas. 

Art.  90.  No  tendrán  derecho  á  la  in- 
amovilidad  los  funcionarios  del  Minis- 
terio fiscal  ni  los  Jueces  de  paz, 


GRECIA. —LEY    FUNDAMENTAL   DEL   ESTADO 


507 


Art.  91.  No  podrán  crearse  bajo  nin- 
guna denominación  comisiones  ni  tri- 
bunales extraordinarios. 

Art.  92,  Las  audiencias  de  los  tribu- 
nales serán  públicas,  &  no  ser  que  esta 
publicidad  sea  peligrosa  para  el  orden 
público  y  las  buenas  costumbres;  pero 
en  este  caso,  los  tribunaJes  lo  decidirán 
por  medio  de  acuerdo  solemne. 

Art,  93,  Toda  sentencia  será  funda- 
da y  se  pronunciará  en  audiencia  pú- 
blica. 

Art.  94.  Queda  subsistente  el  Ju- 
rado. 

Art.  95,  Los  delitos  políticos  serán 
juzgados  por  el  Jurado,  como  también 
los  delitos  de  imprenta,  en  los  casos  en 
que  no  se  reñeran  á  la  vida  privada, 

Art,  96.  Ningún  Juez  podrá  aceptar 
otro  cargo  retribuido,  excepto  el  de  pro- 
fesor de  la  Universidad. 

Art.  97.  Por  medio  de  leyes  particu- 
lares se  determinará  todo  lo  concer- 
niente á  consejos  de  guerra  y  tribuna- 
les marítimos,  como  también  á  los  deli- 
tos de  piratería  y  asalto  á  mano  ar- 

Art.  98.  Una  ley  particular  determi- 
nará todo  lo  concerniente  6  jubilación 
de  los  Magistrados  y  Ministros  del  Tri- 
bunal de  Cuentas,  por  causa  de  vejez  ó 
enfermedades  crónicas. 

TÍTULO  X.— DISPOSICIONES  CENF.RALEB 

Art,  99.  No  se  admitirán  tropas  ex- 
tranjeras al  servicio  de  Grecia,  ni  po- 
drán permanecer  en  el  reino  ni  atrave- 
sar el  territorio  sino  en  virtud  de  una 
ley. 

Art.  100.  Los  militares  de  mar  y  tie- 
rra no  podrán  ser  privados  de  sus  gra- 
dos, honores  y  pensiones,  sino  del 
modo  determinado  por  la  ley. 

Art.  101,    Los  asuntos  relativos  alo 


contencioso,  corresponderán  á  los  tri- 
bunales ordinarios,  que  juzgarán  de 
ellos  con  urgencia.  El  Tribunal  de  Ca- 
sación decidirá  las  competencias  sus- 
citadas ante  los  tribunales. 

No  podrá  establecerse  ningún  tribu- 
nal ni  jurisdicción  contenciosa  sino  en 
virtud  de  una  ley  particular.  Las  leyes 
existentes  sobre  jurisdicción  adminis- 
trativa regirán  en  toda  su  fuerza  y  vi- 
gor hasta  la  promulgación  de  las  leyes 
particulares, 

Art,  102,  Por  medio  de  leyes  par- 
ticulares, y  á  la  mayor  brevedad  posi- 
ble, se  procederá  á  la  distribución  de 
los  términos  nacionales,  asi  domo  á  la 
liquidación  de  la  deuda  pública,  tanto 
interior  como  exterior. 

Se  procederá  también  durante  la  pri- 
mera legislatura:  primero,  &  la  forma- 
ción de  una  ley  sobre  las  condiciones 
de  admisión  y  ascenso  de  los  funciona- 
rios públicos  en  general;  segundo,  á  la 
remuneración  de  los  que  hayan  tomado 
parte  en  la  lucha  de  1821, 

Art,  103,  Quedan  derrogadas  todas 
las  leyes  y  disposiciones  en  cuanto  se 
opongan  á  la  presente  Constitución, 

TÍTULO  XI,  —DISPOSICIONES 
PARTICULARES 

Art.  104,  La  primera  legislatura  se 
inaugurará  lo  más  tarde  el  día  1."  de 
Octubre  del  año  próximo  (18(!5). 

Art,  105.  La  elección  de  las  autori- 
dades  municipales  se  verificará  por  su- 
fragio universal  direceto  y  en  votación 
secreta,  con  papeletas  depositadas  en 
una  urna(l). 

Art.  106.  Queda  subsistente  la  mili- 
cia nacional  (2). 

(1)    Váue  la  nota  del  art.  OS. 
{%]    La  ley  de  3  de  Uarzo  ds  IBBl  ha  orgspím- 
da  ta  iqilicia  dqt  territorio, 
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to  de  igual  modo  que  el  de  elecciones 
generales,  y  se  verifica  la  elección  si- 
guiendo tas  mismas  reglas. 

El  Consejo  se  convoca  una  vez  cada 
año,  previo  Real  decreto,  y  se  reúne  en 
hi  capital  del  distrito.  Sus  sesiones,  que 
son  secretas,  no  pueden  durar  más  de 
treinta  días.  El  Gobierno  puede  disol- 
ver  el  Consejo;  en  este  caso  las  nuevas 
elecciones  deberán  verificarse  lo  más 
larde  en  el  término  de  tres  meses,  pero 
siempre  en  un  plazo  bastante  próximo 
para  que  no  se  retarde  la  apertura  de 
las  sesiones  ordinarias.  El  Consejo  eli- 
ge de  su  seno  un  Presidente,  un  Vice- 
presidente y  un  Secretario. 

La  ley  de  18  de  Diciembre  de  1836 
determina  sus  atribuciones.  Delibera 
sobre  toda  materia  que  afecte  á  los  in- 
tereses del  distrito,  y  sobre  la  adminis- 
ción  y  contabilidad  de  los  municipios  y 
establecimientos  de  beneficencia.  Dis- 
tribuye los  impuestos  y  las  cargas  que 
gravitan  sobre  cada  municipio,  y  fija 
su  parte  en  los  gastos  del  distrito.  For- 
ma una  lista  de  jurados  para  la  Sata 
de  lo  Criminal.  Emite  su  consejo  so- 
bre todos  los  ramos  de  la  administra- 
ción, proponiendo  las  reformas  que 
cree  convenientes.  Emite  también  su 
parecer  sobre  todo  objeto  por  el  cual 
le  consulte  especialmente  el  Gobierno. 
El  Prefecto  suplirá  estas  atribuciones 
sí  el  Consejo  no  diere  cumplimiento  á 
ellas. 

La  competencia  del  Consejo  se  limi- 
ta ó  los  siguientes  objetos: 

1."    Elección  de  jurados; 

2."  Inspección  de  presupuestos  de 
los  municipios  y  establecimientos  de 
beneficencia; 

3.°  Deliberación  é  informe  sobre  la 
división  de  un  municipio,  reunión  de 
varios  ó  cambio  de  capital  de  uno  de 
ellos; 


4."    Fijación  de  rutas  del  distrito; 

5."  Distribución  de  gastos  pertene- 
cientes á  cada  municipio,  según  los 
que  hayan  ocasionado  la  convocatoria 
y  reunión  del  Consejo  de  distrito; 

e."  Votos. 

Consejo  eomunat.Se  compone  de  18 
miembros  en  los  municipios  de  prime- 
ra clase  (10.000  habitantes  por  lo  me- 
nos), de  12  en  los  de  segunda  (2.000  ha- 
bitantes lo  menos),  y  de  seis  en  los  de 
tercera. 

Los  Consejeros  son  elegidos  por  su- 
fragio universal,  de  igual  manera  y 
bajo  las  mismas  reglas  que  lo  son  los 
Diputados  y  Consejeros  de  distrito.  El 
cargo  de  Consejero  municipal  es  incom- 
patible con  el  de  funcionario  civil  ó  mi- 
litar. Su  duración  es  de  cuatro  años,  re- 
novándose en  su  totalidad.  El  Consejo 
elige  de  su  seno  dos  de  sus  miembros 
para  que  ocupen  los  puestos  de  Presi- 
dente y  Secretario.  Es  permanente  su . 
residencia,  y  se  reúne,  previa  convoca- 
toria de  su  Presidente,  ya  á  petición  del 
Alcalde,  ya  cuando  aquéi  lo  juzgue  con- 
veniente. El  Alcalde  será  invitado  siem* 
pre  á  las  sesiones.  Es  obligatoria  la  ce- 
lebración de  sesión  a!  comenzar  el  mes 
de  Septiembre  y  con  objeto  de  votar  el 
presupuesto.  El  Gobierno  podrá  disol- 
ver el  Consejo;  en  este  caso  debe  pro- 
cederse  á  nuevas  elecciones  en  et  pla- 
zo de  cuatro  semanas.  Las  sesiones  son 
secretas. 

El  art.  5Ü  de  la  ley  de  27  de  Diciem- 
bre de  1833,  limita  las  atribuciones  del 
Consejo.  Este  delibera  sobre  los  si- 
guientes Eisuntos: 

1."  Voto  del  presupuesto  del  muni- 
cipio y  del  de  los  establecimientos  mu- 
nicipales ó  de  beneficencia; 

2."  Inspección  y  revisión  de  cuentas 
relativas  á  dichos  presupuestos  y  asi 
como  á  las  de  gestión  del  Alcalde; 
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3."  Plan  de  amortización  por  deudas 
comunales; 

4.°  Enajenaciones,  hipotecas  ó  cam- 
bios de  bienes  muebles  é  inmuebles  del 
municipio  y  de  los^  establecimientos  de 
beneficencia; 

5,**  Adquisiciones,  locaciones  ó  ad- 
ministraciones de  bienes  muebles  6  de- 
rechos del  municipio; 

6.®  Cualquier  modiñcación  ó  destino 
de  bienes  comunales  ó  de  estableci- 
mientos de  beneficencia; 

7."  Nuei^as  construcciones  y  gran- 
des reparaciones; 

8.*'   Empréstitos; 

9.**  Contratos  ó  empresas  á  destajo 
para  trabajos  comunales; 

10.  Indemnización  que  haya  que 
conceder  al  Alcalde; 

11.  Sueldos  de  empleados  del  munici- 
pio y  organización  ele  nuevos  servicios; 

12.  Presentación  de  candidatos  para 
el  cargo  de  recaudador  municipal; 

13.  Creación  de  nuevos  estableci- 
mientos de  beneficencia  y  fijación  de 
sus  rentas; 

14.  Descargo  de  rentas  ó  derechos 
comunales,  de  hipotecas  y  de  los  bie- 
nes de  establecimientos  benéficos; 

15.  Repartición  de  bienes  pro  indivi- 
so entre  varios  municipios  ó  estableci- 
mientos de  beneficencia; 

16.  Atribución  al  municipio  del  ex- 
cedente ó  del  déficit  de  los  gastos  de 
los  establecimientos  de  beneficencia; 

17.  La  creación  de  nuevos  estable- 
cimientos comunales; 

18.  Los  gastos  de  representación  del 
municipio,  y  pago  de  sueldos  y  subsi- 
dios; 

19.  Los  asuntos  litigiosos  y  nombra- 
mi  ento  de  abogados  ó  Consejeros  judi- 
ciales; 

20.  Envío  de  representantes  del  mu- 
nicipio; 


21 .  Transacciones  sobre  deudas,  do- 
naciones y  recompensas; 

22.  Reglamento  de  trabajos  comu- 
nales, servicio  de  acémilas; 

23.  Reparto  de  contribución  entre 
los  habitantes;  introducción  de'  nuevos 
sistemas  de  requerimiento; 

24.  Establecimiento  de  impuestos 
comunales  indirectos,  y  sostenimiento 
de  los  existentes. 

Hemos  dicho  anteriormente  que  los 
acuerdos  relativos  á  la  contabilidad  de- 
bían someterse  á  la  aprobación  del  Con- 
sejo de  distrito  para  que  diese  su  pa- 
recer en  el  asunto.  El  Prefecto  ó  el  Sub- 
prefecto  deben  ratificar  los  acuerdos 
más  importantes  del  Consejo  comunal, 
pudiendo  anularlos  sin  perjuicio  de  re- 
currir en  alzada  ante  el  Ministro  de  lo 
Interior. 

Queda  nulo  y  sin  valor  cualquier 
acuerdo  tomado  por  el  Consejo  y  que 
no  sea  de  la  competencia  de  éste. 

Alcalde  y  Tenientes, — Los  municipios 
de  primera  clase  tienen  un  Alcalde  y  de 
cuatro  á  seis  Tenientes;  los  de  segunda 
un  Alcalde  y  de  dos  á  cuatro  Tenientes; 
los  demás  un  Alcalde  y  un  Teniente. 

El  Alcalde  y  los  Tenientes  son  elegi- 
dos el  mismo  día  y  en  las  mismas  con- 
diciones que  los  Consejeros  municipa- 
les; la  duración  de  su  cargo  es  también 
de  cuatro  años  é  incompatible  con  el 
de  funcionario  civil  ó  militar. 

El  Consejo  fija  para  el  Alcalde  un 
sueldo  anual  que  varía  de  250  francos 
(en  Atenas)  á  60. 

El  Rey  puede  destituirlo  y  el  Prefecto 
suspenderlo  provisionalmente,  con  la 
obligación  de  ponerlo  en  conocimiento 
del  Ministro  del  Interior  dentro  del  pla- 
zo de  tres  días,  alzando  el  Ministro,  en 
otro  plazo  igual,  la  suspensión  ó  pro- 
poniendo al  Jefe  del  Estado  su  desti- 
tución. 
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El  Alcalde  asiste  &  las  sesiones  del 
Consejo;  ejerce  el  poder  ejecutivo  en  el 
municipio;  es,  al  mismo  tiempo,  el  de- 
legado del  poder  central  para  la  ejecu- 
ción de  laB  leyes  y  actas  que  le  trans- 
mita la  administración. 

Ejerce  la  policía  ó  la  hace  ejercer  por 
medio  de  uno  ó  dos  agentes  que  el  Rey 
nombre  á  propuesta  de  aquél;  en  Ate- 
nas la  policía  corresponde  &  un  Prefec- 
to nombrado  por  el  Gobierno. 

U.—Organi:taei6n  judicial 

Existen,  lo  mismo  que  en  Francia, 
dos  grados  de  jurisdicciones  y  un  Tri- 
bunal de  Casación;  pero  este  principio 
tiene  su  excepción,  no  sólo  en  lo  crimi- 
nal, sino  también  en  lo  correccional. 

Hay  juigados  de  pos,  tribunales,  dos 
Tribunales  de  Comercio,  cuatro  Salas 
de  Apelación  (Atenas,  Corfú,  Pairas  y 
Naupli).  Una  Sala  délo  Criminal  y  e] 
Tribunal  de  Casación. 

De  unos  y  otros  trataremos  separa- 
itamente. 

El  Rey  nómbralos  Jueces,  que  ejercen 
su  cargo  á  perpetuidad,  siempre  que 
reúnan  las  condiciones  de  capacidad 
que  la  ley  de  31  de  Diciembre  de  1877 
determina,  quedando  prohibido  el  des- 
tituirlos, á  no  ser  por  las  causas  que  la 
citada  ley  expresa. 

El  Ministerio  publicó  está  represen- 
tado por  oflciales  en  los  tribunales  y  en 
tas  Salas. 

No  existe  jurisdicción  administrati- 
va, entendiendo  los  tribunales  ordina- 
rios de  los  asuntos  contenciosos  admi- 
nistrativos. 

Juagados  de /ww.— Estos  juzgados  tie- 
nen dos  ó  tres  adjuntos:  su  sueldo  varia 
según  la  clase  á  que  pertenezcan:  2.160, 
1.500, 1.200  y  960  pesetas. 

Tienen  competencia  para  conciliar 


las  píu-tes,  presidir  los  consejos  de  fa- 
.  miliay  fijar  sellos. 

En  materia  cicil  la  tienen  para  cono- 
cer en  úliima  instancia  de  todos  tos 
asuntos  cuyo  valor  no  exceda  de  40 
pesetas,  y  en  primera  instancia  en 
aquellos  en  que  no  pase  de  300.  Tiene 
además  una  competencia  más  extensa 
para  conocer  en  las  contiendas  que  sur- 
jan entre  fondistas,  carreteros  y  via- 
jeros, entre  colonos  y  arrendatarios, 
amos  y  criados,  como  también  en  las 
acciones  posesorias. 

Conocen  igualmente  dentro  de  los  11-, 
mites  de  su  competencia  de  los  asuntos 
mercantiles. 

En  materia  de  poZí'cía  tienen  compe- 
tencia en  primera  instancia,  únicamen- 
te cuando  la  pena  impuesta  exceda  de  ' 
10  pesetas  de  multa  ó  tres  días  de 
prisión;  en  los  casos  en  que  la  pena  sea 
menor,  juzga  en  última  instancia.  En- 
tiende también  en  los  delitos  forestales 
y  en  algunos  otros  relativos  á  talas  de 
campos  y  jardines. 

Tribunal.— Se  compone  de  un  Presi- 
dente y  de  varios  Jueces  y  suplentes: 
para  constituir  tribunal  en  materia  ci- 
vil y  comercial  se  necesita  la  presencia 
de  tres  Jueces,  y  la  de  cinco  para  cons- 
tituirlo en  materia  correccional. 

Un  Procurador,  asistido  de  uno  6  va- 
rios sustitutos,  ejerce  las  funciones  del 
Ministerio  público. 

El  Presidente  y  el  Procurador  disfru- 
tan un  sueldo  anual  de  4.800  pesetas,  y 
do  3.600  el  Juez  y  sustituto. 

Los  suplentes  no  disfrutan  sueldo 
alguno. 

Su  competencia  se  reduce  en  materia 
ciüil  &  conocer  en  última  instancia  en 
las  apelaciones  formuladas  contra  las 
sentencias  del  juzgado  de  paz,  y  á  de- 
cidir en  primera  y  última  instancia  más 
allá  de  la  competencia  del  Juez  de  paz 
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Su  competencia  se  reduce  en  materia 
civil  y  comercial,  á  conocer  de  las  ape- 
laciones interpuestas  contra  las  sen- 
tencias de  los  tribunales,  y  contra  las 
resoluciones  de  los  Cónsules  helenos 
residentes  en  el  extranjero. 

En  materia  penal,  tiene  una  compe- 
tencia especial  en  priipera  y  última  ins- 
tancia: 

."  Para  conocer,  en  lugar  del  tribu- 
nal, sobre  losdelitos  de  los  funcionarios 
(Prefectos,  miembros  del  Tribunal  de 
Cuentas,  del  orden  judicial  y  del  clero); 

2.°  En  lugar  de  la  Sala  de  lo  Crimi- 
nal, sobre  los  delitos  de  pirateriay  otro;: 
análogos. 

Sala  de  lo  Criminal.— EstA  Sala  se 
reúne  cada  trimestre  en  sesión  ordina- 
en  la  capital  donde  resida  la  Sala 
de  Apelación;  pero  si  la  necesidad  de 
los  asuntos  lo  exigiere,  podrán  cele- 
brarse, sesión  es  extraordinarias  en  cuat- 
era otra  localidad  de  ia  jurisdicción 
antes  ó  después  de  la  sesión  ordinaria. 

La  Sala  de  lo  Crimina!  se  compone: 

1."  De  un  Presidente  nombrado  por 
:1.  Ministro  de  Justicia  dentro  de  la^ 
cuatro  semanas  siguientes  á  la  última 
sesión  y  elegido  de  entre  los  miembros 
que  forman  la  Sala  de  Apelación. 

A  éste  se  le  designa  un  suplente; 

2."  De  dos  asesores  nombrados  en  la 
nisma  forma  que  el  Presidente  y  ele- 
gidos también  de  entre  los  miembros 
que  componen  la  Sala  6  el  tribunal; 

."  De  12  jurados.  El  Procurador 
general  de  la  Sala  de  Apelación  ejerce 
por  6í  mismo,  ó  por  medio  de  delegíido, 
las  funciones  del  Ministerio  público. 

Jurado.— Podrán  ser  jurados  todos 
los  ciudadanos  helenos,  mayores  de 
veinticinco  años,  y  que  reúnan  cual- 
quiera de  las  siguientes  condiciones: 

1.'  Maestro  de  escuela  preparatoria 
ó  profesor  de  gimnasio  ó  Universidad; 
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2.*  Miembro  de  una  Academia  de 
Ciencias; 

3/  Que  tenga  el  título  de  licenciado 
en  cualquiera  facultad; 

4/  Que  posea  un  patrimonio  inmue- 
ble de  1.500  francos  6  una  renta  de  500, 
y,  en  su  defecto,  aquéllos  que  tengan 
un  patrimonio  ó  renta  inferior  y  se 
aproximen  al  mínimum  indicado; 

5.*    El  ser  notario. 

Están  incapacitados  para  ser  Ju- 
rados: 

1.^  Los  que  hayan  sido  condenados 
por  crímenes,  ó  los  que  lo  hayan  sido 
por  los  delitos  que  el  art.  22  de  la  ley  pe- 
nal enumera,  y  que  son:  robo,  sustrac- 
ción, fraude,  falsificación,  injuria,  jura- 
mento falso,  falso  testimonio,  denuncia 
calumniosa,  calumnia,  atentado  con- 
tra la  moral  pública  y  fabricación  de 
moneda  falsa; 

2.^  Los  que  lo  hayan  sido  á  una 
pena  que  llevase  en  si  la  prohibición 
temporal  del  ejercicio  de  una  función 
pública;  la  incapacidad,  en  este  caso, 
existe  mientras  dure  la  prohibición; 

3.®  Aquéllos  que,  siendo  llamados  á 
ejercer  las  funciones  de  jurado,  no  se 
presenten  puntualmente  y  no  hayan 
dado  las  correspondientes  excusas. 

Podrán  excusarse: 

l.o  Los  Ministros,  Prefectos,  Sub- 
prefectos.  Alcaldes,  Tenientes  y  Comi- 
sarios de  policía; 

2.^  Los  Jueces,  exceptuando  los  Jue- 
ces de  comercio  y  los  suplentes  de  las 
distintas  jurisdicciones; 

3.^  Los  oficiales  del  Ministerio  pú- 
blico; 

4.®    Los  eclesiásticos; 

5.^    Los  septuagenarios; 

6.°  Todos  aquellos  que  por  sus  fun- 
ciones hayan  intervenido  directa  ó  in- 
directamente en  la  instrucción  del  su- 
mario; los  que  hayan  sido  testigos,  ár- 
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bitros,  y  en  general  todos  lote  que  ten- 
gan interés  en  el  proceso. 

En  cada  ayuntamiento,  el  Alcalde 
forma  una  lista  de  todas  las  personas 
que  tengan  capacidad  legal,  especifi- 
cando sus  nombres,  domicilio,  edad, 
profesión  y  riqueza. 

Las  listas  de  todos  los  ayuntamientos 
quedan  en  poder  del  Subprefecto,  el 
cual  tiene  la  obligación  de  formar  una 
sola  lista,  que  debe  ser  revisada  todos 
los  años. 

Los  Alcaldes  verifican  la  revisión  du- 
rante los  quince  primeros  días  del  mes 
de  Febrero,  transmitiendo  el  resultado 
lo  más  tarde  el  10  de  Marzo  al  Prefecto, 
ya  directamente,  ya  por  conducto  del 
Subprefecto. 

El  Prefecto  revisa  por  sí  mismo  las 
listas  del  departamento,  teniendo  el 
derecho  de  incluir  á  todos  aquellos  que 
por  error  hayan  sido  omitidos  ó  á  los 
que,  después  de  la  revisión,  hayan  ad- 
quirido la  capacidad  necesaria;  proce- 
derá también  á  borrar  de  la  lista  á  las 
personas  que  hubiesen  fallecido  ó  á 
aquellas  cuya  inscripción  fuese  decla- 
rada, por  sentencia  de  Juez  competen- 
te, como  hecha  en  contravención  á 
la  ley. 

La  lista  del  departamento,  redactada 
de  este  modo  por  el  Prefecto,  se  fijará 
el  1.°  de  Mayo  en  la  capital  de  cada 
ayuntamiento  en  la  parte*  que  á  él  se 
refiere,  y  se  leerá  en  todas  las  parro- 
quias del  mismo  el  primer  domingo  si- 
guiente; se  depositará  también  en  la 
secretaria  de  la  alcaldía,  en  el  domici- 
lio de  los  adjuntos  de  cada  sección,  y 
en  las  oficinas  de  la  prefectura.  Cual- 
quier ciudadano  interesado  podrá  to- 
mar copia  de  ella,  y  hasta  el  10  de  Julio 
pedir  la  inscripción  ó  supresión  suya  ó 
la  de  un  tercero;  con  este  objeto  se  for- 
mará un  expediente  citando  al  Prefec- 
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lo  ante  el  tribunal,  que 
[sirnamente ,  pudiendo 
)  del  término  de  diez 
láinara,  quien  seguirá 
ente  sumario, 
or  su  parte,  podrá  acc- 
ión y  decidir  conforme 
i  el  15  de  Septiembre; 
Eo  no  podrá  modificar 
er  mediante  sentencia 

itiva  del  departamento 
nce  dfas,  lo  más  tarde, 
Focatoria  de  los  Conse- 
!  se  comunicará,  por  lo 
que  á  él  se  refiera,  á 
comenzar  su  sesión, 
de  distrito  procederán, 
ita  lista,  á  la  elección 
ie  modo  que  el  número 
)  por  los  distintos  Con- 
departamento,  dé  el  to- 
larticíón  entre  los  dis- 
r  Real  decreto  cada  tres 

el  Prefecto  escoge  30 
ista  general.  Cada  de- 
inistra  también  una  lis- 
s. 

sta  la  remite  cada  Fre- 
nte y  al  Procurador  ge- 
de  Apelación  de  la  ju- 

Sala  forma  de  todas 
•a  lista.  ^ 
segunda,  comprend leñ- 
os ciudadanos  domici- 
iad  donde  se  reúne  la 
nal. 

as  antes  de  la  apertura 
Presidente  de  la  Sala  de 
ísión  pública  y  en  pre-, 
iirador  generaJ,  proce- 
30  nombres  de  la  po- 
tro de  la  segunda,  for- 
nodo  la  lista  de  sesión. 


Por  último,  &  la  apertura  de  la  Sala 
de  lo  Criminal  se  forma,  por  el  mismo 
procedimiento  del  sorteo,  una  última 
lisia  suplementaria  sobre  la  segunda,  á 
fin  de  cubrir,  si  á  ello  hubiere  lugar, 
las  vacantes  que  se  produzcan  en  el  in- 
tervalo de  cuatro  semaVias  en  la  lista 
de  sesión. 

Al  comenzar  cada  asunto  ó  cada  «lia 
de  sesión  se  sortearán  24  jurados,  ele- 
gidos sucesivamente  de  la  lista  dé  se- 
sión, comenzando  por  los  treinta  jura- 
dos de  la  primera  lista,  y  tomando,  si 
hay  necesidad,  para  perfeccionarla, 
desde  luego  cuatro  jurados  de  la  si*- 
gunda  lista,  y  en  seguida  los  de  la  su- 
plementaria hasta  que  se  encuentren 
presentes  24  jurados. 

Por  último,  el  tribunal  que  ha  de 
sentenciar  se  forma  con  el  auxilio  lie 
estos  24  elegidos  por  sorteo:  el  repre- 
sentante del  Ministerio  público  pue^c 
recusar  seis  jurados  y  otros  tantos  la 
defensa:  los  12  restantes  constituirán 
el  tribunal.  Cuando  por  la  inilole  del 
asunto  se  presuma  que  los  debates  lian 
de  durarmucho  tiempo,  asistirán  á  eWoa 
en  calidad  de  suplentes  uno  ó  dos  jura- 
dos suplementarios  elegidospor  sor  leu. 

La  Cámara  de  lo  Criminal  tiene  com- 
petencia para  decidir  en  primera  ¡/  úl- 
tima instancia  en  todos  los  crímenes  y 
delitos  políticos  y  en  los  cometidos  por 
medio  de  la  prensa,  siempre  que  no  ata- 
quen la  vida  privada  de  algún  ciudada- 
no, excepción  hecha  de  los  delitos  de 
piratería,  que  son  de  la  competencia  de 
la  Sala  de  Apelación. 

El  Presidente  de  la  Sala  de  lo  Crimi- 
nal interrogará  al  acusado  y  testigos, 
hará  un  resumen  de  los  debates  antes 
de  proceder  á  su  clausura  y  formulará 
las  preguntas  á  las  que  los  jurados  de- 
ban contestar. 

Este  apreciará  los  hechos  por  mayo- 
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ría  de  votos;  en  caso  de  empate,  el  acu- 
sado será  puesto  en  libertad. 

No  podrá  acordarse  la  existencia  de 
circunstancias  atenuantes  cuando  se 
trate  de  ultraje  á  la  familia  real. 

En  los  demás  casos^  decidirá  única- 
mente el  Jurado  sobre  las  preguntas 
relativas  á  circunstancias  atenuantes 
especiales. 

El  tribunal  de  derecho  impondrá  la 
pena. 

En  caso  de  absolución  del  acusado, 
no  podrá  formularse  apelación  más  que 
en  interés  de  la  ley. 

Tribunal  de  Casacid/i.— Este  tribunal, 
que  también  lleva  el  nombre  de  Areó- 
pago,  se  compone  de  un  Presidente,  un 
Vicepresidente  y  seis  Consejeros. 

Representan  el  Ministerio  fiscal  un 
Procurador  general  y  un  sustituto. 

Los  sueldos  anuales  son:  Presidente 
y  Procurador,  7.200  pesetas;  Vicepresi- 
dente, 6.000,' Consejero  y  sustituto,  5.400. 

El  tribunal  se  divide  en  dos  seccio- 
nes: una  civil,  que  entiende  á  la  vez 
como  Sala  de  Apelación  (admisión  de 


recursos),  y  como  Sala  Civil,  general- 
mente el  mismo  día,  y  la  otra  criminal. 

Para  que  el  tribunal  se  constituya  es 
necesaria  la  presencia  de  siete  de  sus 
miembros. 

El  tribunal  tiene  competencia  para 
conocer  de  todos  los  recursos  formula- 
dos contra  las  sentencian  dictadas  en 
última  instancia  por  las  distintas  juris- 
dicciones, por  infracción  de  ley  ó  que- 
brantamiento de  forma. 

Después  de  la  c€usación,  el  tribunal 
envía  el  asunto  ante  la  jurisdicción  que 
le  corresponda. 

Cuando  en  un  mismo  asunto  se  for- 
mulase segundo  recurso,  será  juzgado 
por  el  tribunal  en  pleno,  y  si  de  nuevo 
casase  la  sentencia,  lo  remitirá,  no  á 
una  jurisdicción,  sino  á  una  de  sus  dos 
Cámaras,  quien  resolverá  en  el  fondo  de 
la  cuestión. 

El  Presidente  del  Tribunal  de  Casa- 
ción y  los  miembros  del  mismo  y  de  las 
Salas  de  Apelación  serán  llamados  á 
formar  parte  del  tribunal  especial  en- 
i  cargado  de  juzgar  á  los  Ministros. 


CAPÍTULO  ni 
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PRIMERA  PARTE.-ACTOS  PUNIBLES 

Artículo  1.**  Se  llevará  ante  el  Tribu- 
nal Supremo  de  Justicia,  constituido  de 
conformidad  con  el  art.  80  de  la  Consti- 
tución, al  Ministro  que  en  el  desempeño 
de  sus  funciones,  con  intención  ó  por 
descuido  inexcusable, 

a)  Haya  refrendado  una  Real  orden 
que  constituya  un  ataque  contra  cual- 


quiera disposición  de  la  Constitucióni 
leyes  ó  decretos  dictados  por  delega- 
ción del  poder  legislativo; 

h)  Que  haya  cumplimentado  una 
Real  orden  no  refrendada  por  el  Minis- 
tro competente  ó  haya  mandado  que 
se  cumplimente; 

e)  Que  haya  dado  ó  cumplimentado 
un  decreto  ú  orden  que  constituya  un 
ataque  contra  una  disposición  cual- 
quiera de  la  Constitución,  de  las  leyes 


INSTITUCIONES  POlItICAS  V  JURÍDICAS 


i  promulgados  por  de- 
ier  legislativo  ó  haya 
cumplimente; 
omitido  cumplimentar 
cualquiera  de  la  Cons- 
leyes,  6  Reales  decre- 
delegación  del  poder 
a  omitido  ordenar  su 

puesto  su  firma  en  la 
I,  como  ley  del  Estado, 

0  haya  sido  votado  por 

1  Diputados,  de  coator- 
prescripciones   de  la 

a  la  formación  de  las 
mulgado  tal  acto  ú  or- 
ñón. 

:var&  también  ante  el 
Supremo  de  Justicia 
en  el  ejercicio  de  sus 

lo  alguna  disposición 
s  vigentes; 

olar  una  determinada 
.  Constitución  ó  de  las 
-deoes  dadas  por  dele- 
legislativo,  con  inten- 

0  positivo  ó  por  una 
.usado  daños  &  los  in- 

esponsable  como  cóm- 
!  los  delitos  y  crímenes 
inistro  que  sin  haber 
la  ejecución,  haya  da- 
su  consentimiento  po- 
¡n  el  acta  relativa  á  él, 
inistros. 

aplicarán  las  disposi* 
ictual  &  los  crímenes  y 

1  por  un  Ministro,  pero 
elación  con  sus  fun- 


SEGUNM  PAKTE.-DI;  US  PENAS 

Art.  6."  El  Ministro  juzgado  culpa- 
ble de  alguna  de  las  infracciones  enun- 
ciadas en  el  art.  1.°,  si  hubiere  obrado 
con  premeditación,  incurrirá  en  la  pena 
de  seis  meses  á  dos  años  de  prisión  y 
de  interdicción  durante  un  espacio  de 
cinco  á  diez  años,  de  los  derechos  men- 
cionados en  los  artículos  21  y  23  de  la 
ley  Penal. 

El  Ministro  que  hubiere  obrado  por 
descuido  inexcusable,  incurrirá  en  la 
pena  de  seis  meses  de  prisión  á  lo  sumo 
y  de  interdicción,  durante  un  espacio 
de  dos  á  cinco  años,  de  los  derechos 
mencionados  en  el  art  24  de  la  ley  Pe- 
nal, y  se  le  privará  además  del  derecho 
de  ser  elegido  miembro  del  Consejo 
municipal,  del  de  distrito,  del  Consejo 
general  (Consejo  de  prefectura  Nomar- 
qutá),  6  de  la  Cámara  de  Diputados. 

Art.  6."  El  Ministro  que  sea  juzgado 
culpable  de  alguno  de  los  crímenes 
enunciados  en  el  párrafo  a)  del  art.  2.°, 
como  queda  dicho,  incurrirá  en  la  pena 
impuesta  por  las  leyes  criminales  vi- 
gentes, con  excepción  de  la  pena  de 
muerte,  en  lugar  de  la  que  se  impondrá, 
en  caso  de  crimen  político,  la  de  traba- 
jos forzados  á  perpetuidad.  En  tal  caso 
tendrá  también  la  condena  por  efecto 
la  interdicción,  durante  un  espacio  de 
dos  á  cinco  años,  de  los  derechos  enun- 
ciados en  los  artículos  21  y  23  del  Códi- 
go penal. 

Siempre  que  la  disposición  penal  de 
las  leyes  vigentes  se  refiera  á  actos  de 
determinada  clase  de  empleados  públi- 
cos se  castigará  la  violación  de  la  dis- 
posición de  que  se  trata,  de  conformi- 
dad con  las  disposiciones  del  articulo 
anterior. 

Art.  7.**    El  Ministro  que  fuere  juz> 
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gado  culpable  de  alguna  de  las  infrac- 
ciones de  las  leyes  mencionadas  en  el 
párrafo  2.®  del  art.  2.®  de  la  presente 
ley,  incurrirá  en  la  pena  de  tres  meses 
á  un  año  de  prisión  y  de  interdicción 
durante  un  espacio  de  dos  á  seis  años 
de  los  derechos  mencionados  en  el  pá- 
rrafo 2.®  del  art.  5.°  de  la  presente  ley. 

Art.  8.**  La  acción  pública  contra 
los  actos  punibles  previstos  en  la  pre- 
sente ley,  se  extinguirá  por  prescrip- 
ción, si  no  se  hubiere  presentado  en 
una  de  las  tres  legislaturas  que  hayan 
seguido  al  día  en  que  se  cometió  el  acto 
punible. 

Si  se  hubiere  llevado  á  cabo  el  acto 
punible  durante  el  curso  de  la  legisla- 
tura, sólo  comenzará  la  prescripción  á 
contar  desde  la  legislatura  que  siga  in- 
mediatamente. 

Art.  9-°  Son  también  aplicables  las 
disposiciones  generales  del  Código  pe- 
nal sobre  la  culpabilidad,  la  medida  de 
las  penas  que  han  de  imponerse  y  las 
causas  que  excluyen  ó  quitan  la  culpa- 
bilidad á  los  delitos  castigados  por  la 
ley  actual,  siempre  que  ésta  no  dispon- 
ga otra  cosa. 

TERCERA  PARTE.-PROCEDIMIENTO 

CAPÍTULO  PRIMERO,  —procedimien- 
to QUE  HABRÁ  DE  SEGUIRSE  ANTE  LA 
CÁMARA  DE  DIPUTADOS. 

Art.  10.  La  Cámara  de  los  Diputados 
tendrá  únicamente  el  derecho  de  ejer- 
cer ante  el  Tribunal  Supremo  de  Justi- 
cia, instituido  de  conformidad  con  las 
prescripciones  del  art.  80  de  la  Consti- 
tución, la  acción  pública  por  razón  de 
los  actos  punibles  que  quedan  determi- 
nados contra  el  Ministro  en  ejercicio  ó 
dimitido,  y  contra  sus  cómplices. 

Antes  que  la  Cámara  de  Diputados 


entienda  en  el  asunto  tío  serán  permi" 
tidas  instrucción  alguna  ni  diligencias 
contra  el  Ministro  ó  sus  cómplices. 

Art.  11.  Para  que  una  moción  de  su- 
maria contra  un  Ministro  se  tome  en 
consideración,  es  preciso  que  vaya  fir- 
mada por  20  Diputados  á  lo  menos, 
y  que  determine  exactamente  los  he- 
chos en  que  está  basada  y  el  acto  puni- 
ble que  sea  objeto  de  la  acusación. 

Art.  12.  La  moción  redactada  como 
queda  prescrita  se  leerá  en  sesión  pú- 
blica, inmediatamente  después  de  ha- 
ber sido  presentada  á  la  Mesa  de  la 
presidencia  de  la  Cámara;  estará  im- 
presa y  se  distribuirá  á  los  Diputados. 
Dentro  de  los  ocho  días,  á  contar  del 
día  de  la  presentación  en  la  Mesa  de 
la  presidencia,  se  inscribirá  la  moción 
en  la  orden  del  día,  y  se  procederá  á  su 
discusión  por  el  orden  de  su  inscrip- 
ción, si  la  Cámara,  habiendo  aceptado 
la  urgencia,  no  hubiere  fijado  otro  día 
para  discutirla. 

Art.  13.  En  el  día  fijado  para  la  dis- 
cusión, la  Cámara  discutirá  solamente 
si  pasará  á  la  orden  del  día  pura  y  sim- 
ple, ó  si  ordenará  una  instrucción  pre- 
liminar. 

La  Cámara  tomará  acuerdo  sobre 
esta  cuestión  por  escrutinio  secreto,  en 
el  que  no  tomará  parte  el  Ministro  acu- 
sado, si  fuese  miembro  de  la  Cámara. 

Si  lo  juzgare  necesario,  la  Cámara 
podrá  permitir  que  el  Ministro  acusado 
se  presente  ante  ella  y  sea  oído.  En 
todo  caso,  siempre  se  aceptará  la  de- 
fensa por  escrito. 

Art.  14.  Si  la  Cámara  decidiere  pa- 
sar á  la  orden  del  día,  la  moción  para 
la  acusación  no  podrá  renovarse  en 
lo  sucesivo.  Si  la  Cámara  se  decidie- 
re por  la  instrucción  preliminar,  se 
procederá  á  la  elección  de  una  comi- 
sión de  12  miembros;  elegidos  entre 


.ÍTICAS  V  JURÍDICAS 

mesa  del  Presidente  de  la  Cámara,  cod 
las  actas  de  la  instrucción  preliminar 
y  demás  documentos,  y  luego  impreso 
y  distribuido  á  los  Diputados  en  el  plazo 
de  cinco  días. 

Los  Diputados  y  personas  acusadas 
podrán  tomar  conocimiento  de  los  do- 
cumentos relativos  á  la  instrucción  pre- 
liminar y  depositados  en  la  mesa  del 
Presidente  de  la  Cámara. 

Art.  18.  La  Cámara  de  los  Diputados 
en  la  misma  sesión,  como  ya  queda  di- 
cho, Ajará  el  día  para  la  discusión  gene- 
ral sobre  la  conclusión  de  la  comisión,  y 
decidirá  al  mismo  tiempo  si  se  permiti- 
rá que  el  acusado  que  no  fuere  Ministro 
ó  Diputado  compareza  ante  elladuranie 
la  comisión  para  sostener  su  defensa. 

Art.  19.  Si  la  Comisión  de  doce  indi- 
viduos  no  presentare  bu  dictamen  en  el 
plazo  fijado  para  ese  objeto,  nombrará 
la  Cámara  otra  Comisión  ó  procederá 
sin  dictamen  á  la  discusión  general  so- 
bre la  proposición  de  acusación. 

Art.  20.  Cerrada  la  discusión  gene- 
ral, se  liará  la  votación  sobre  la  propo- 
sición de  la  Comisión  por  votación  se- 
creta y  separadamente  sobre  cada  cau- 
sa de  acusación. 

Art.  21.  Si  la  Cámara  rechazare  la 
proposición  de  proceder  ala  acusación, 
no  podrá  reproducirse  en  lo  sucesivo. 

Si  la  Cámara  aprobare  la  proposiciúo 
mencionada,  elegirá  por  votación  se- 
creta los  que  deban  sostener  la  acusa- 
ción ante  el  tribunal  competente,  y  que 
no  podrán  ser  más  de  cinco.  La  Cáms- 
ra  elegirá  al  mismo  tiempo  otros  cin- 
co comisarios  suplentes  para  sustituir 
á  los  comisarios  ordinarios  en  caso  Ae 
muerte  ó  de  dimisión. 

Para  que  sea  válido  el  acto  de  estos 
cinco  acusadores  es  preciso  que  se  lle- 
ve á  cabo  por  majtirla  de  votos,  l.o? 
acusadores  tendrán  todos  los  derechos 


GiRECIA.— LíiY  SOBRE  RE8PON8ABÍUDAD  MINISTERIAL 


519 


y  todos  los  deberes  atribuidos  por  el 
Código  de  instrucción  criminal  al  Fis- 
cal del  Tribunal  correccional. 

Art.  22,  Si  estuviere  disuelta  la  Cá- 
mara de  los  Diputados  ó  si  se  prorro- 
gase la  legislatura  antes  que  la  Comi- 
sión de  los  doce  individuos  pueda  de- 
positar su  dictamen  sobre  la  instruc- 
ción preliminar,  deberá  elegirse  una 
nueva  Comisión  en  la  siguiente  legisla- 
tura del  mismo  período  parlamentario 
ó  de  otro  período  (de  la  misma  legisla- 
tura ó  de  otra).  Si  la  disolución  .de  la 
Cámara  ó  la  prórroga  de  las  sesiones 
tuvieren  lugar  después  de  la  lectura  del 
dictamen,  se  llevará  á  cabo  la  discu- 
sión general  sobre  la  aprobación  ó  de- 
negación do  la  moción  de  proceder  á  la 
acusación  y  sobre  la  base  de  las  conclu- 
siones de  aquel  dictamen,  en  la  legis- 
latura siguiente  inmediatamente  á  ese 
período  parlamentario  ó  de  otro  pe- 
ríodo. 

Art.  23.  En  la  primera  sesión  públi- 
ca de  la  Cámara^  que  tendrá  lugar  des- 
pués de  votada  la  acusación,  procederá 
el  Presidente  de  la  Cámara  de  Diputa-, 
dos,  de  conformidad  con  las  disposicio- 
nes del  art.  80  de  la  Constitución,  y  en 
vista  de  uija  lisia  de  Jueces,  que  debe- 
rán ser  designados  por  la  suerte,  lis- 
ta que  deberá  mandar  el  Ministro  de 
Justicia  oportunamente,  al  sorteo  de 
los  doce  individuos  que  deban  formar 
el  Tribunal  Supremo  de  Justicia  y  de 
otros  seis  individuos  suplentes,  que 
deberán  sustituir,  en  caso  de  muerte, 
dimisión  ó  impedimento  legal  ó  exen- 
ción, á  los  miembros  ordinarios  desig- 
nados por  la  suerte. 

Podrá  ser  rechazado  el  sorteo  por  la 
Cámara  si  la  Constitución  del  Tribunal 
Supremo  de  Justicia  viniera  á  ser  im- 
posible aun  con  los  miembros  suplentes. 

Art.  24,    Si  el  sorteo  de  los  individuos 


del  Tribunal  de  justicia  ó  la  elección 
de  los  acusadores  no  tuvieren  lugar  ó 
se  interrumpiere,  deberá  proceder  á 
ello  la  Cámara  en  la  reunión  siguien 
te  del  mismo  período  legislativo  ó  de 
otro. 

Art.  25.  Efectuado  el  sorteo,  man- 
dará  sin  demora  el  Presidente  de  la  Cá- 
mara de  Diputados  al  Presidente  del 
Areópago  (Tribunal  de  Casación),  la  re- 
solución de  la  Cámara  acerca  de  la 
acusación,  los  nombres  designados  por 
la  suerte  y  los  de  los  acusadores  ele- 
gidos, tanto  ordinarios  como  suplentes, 
y  el  expediente  completo  del  asunto. 

No  podrán  impedir  la  continuación 
del  proceso  ni  la  prórroga  de  la  reunión 
ó  fin  de  la  legislatura,  ni  la  disolución 
de  la  Cámara. 

CAPÍTULO    II.  —  PROCEDIMIENTO    ANTE 
EL    TRIBUNAL     SUPREMO 

A.  —  Id  strucción  preliminar 

Art.  26.  Recibido  el  expediente,  nom- 
brará el  Presidente  del  Areópago,  para 
desempeñar  las  funciones  de  Juez  de 
instrucción,  á  uno  de  los  individuos  del 
Tribunal  Supremo  de  Justicia  designa- 
do por  la  suerte,  y  le  remitirá  el  expe- 
diente. 

Este  Juez  de  instrucción  tendrá  to- 
dos los  derechos  y  deberes  atribuidos 
por  el  Código  de  instrucción  criminal; 
¿1  Juez  de  instrucción  del  Tribunal  cri- 
minal; en  caso  de  impedimento  será 
reemplazado  por  otro  individuo  del  Tri- 
bunal Supremo  de  Justicia,  designado 
taml)ién  por  el  Presidente  del  Areópa- 
go. El  Secretario  del  Areópago  desem- 
peñará las  funciones  de  Secretario  del 
Juez  de  instrucción. 

Art.  27.    Para  la  solución  de  todas  las 
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dificultades  que  hayan  podido  surgir 
durante  el  curso  de  la  instrucción,  y 
especialmente  para  el  cumplimiento 
del  art.  250  de  la  ley  sobre  la  Instruc- 
ción criminal,  se  instituirá  una  Sala 
de  Consejo,  compuesta  de'tres  indivi- 
dúos:  del  Juez  de  instrucción,  nombra- 
do con  arreglo  á  las  anteriores  pres- 
cripciones, y  de  otros  dos  individuos, 
tomados  entre  los  Jueces  ordinarios  del 
Tribunal  Supremo,  designados  por  la 
suerte  y  por  el  orden  de  su  sorteo.  En 
caso  de  cualquier  impedimento,  los  in- 
dividuos de  la  Sala  de  Consejo  serán 
sustituidos  por  los  demás  individuos 
que  sigan  inmediatamente  por  el  orden 
de  su  designación  por  el  sorteo. 

Art.  28.  El  Juez  de  superior  catego- 
ría presidirá  la  Sala  de  Consejo,  y  entre 
Jueces  de  la  misma  categoría,  se  pre- 
ferirá al  más  antiguo. 

El  Secretario  del  Juez  de  instrucción 
desempeñará  el  cargo  de  Secretario  de 
la  Sala  de  Consejo. 

Art.  29.  En  caso  de  crimen,  ordena- 
rá el  Juez  de  instrucción  el  arresto  y 
detención  previa  del  inculpado. 

Art.  30.  El  inculpado  podrá  formu- 
lar oposición  al  mandamiento  de  arres- 
to ante  el  Secretario  del  Juez  de  ins- 
trucción en  los  ocho  días  siguientes  á 
su  arresto.  Sobre  dicha  oposición  falla- 
rá la  Sala  de  Consejo. 

En  caso  de  crimen  político,  decidirá 
también  la  Sala  de  Consejo  sobre  la 
instancia  del  inculpado  para  que  sea 
puesto  en  libertad  bajo  fianza. 

Art.  31.  El  Juez  de  instrucción  debe- 
rá terminar  la  instrucción  en  el  plazo 
de  treinta  días  á  contar  desde  el  en  que 
se  le  mande  el  expediente,  si  la  Sala 
de  Consejo,  á  su  instancia,  no  prorroga 
dicho  plazo. 

Terminada  la  instrucción,  mandará  el 
Juez  de  instrucción  los  documentos  re- 


lativos á  los  acusadores,  pasando  aviso 
de  ello  al  mismo  tiempo  al  acusado. 

Art.  32.  Acusadores  y  acusado  po- 
drán  someter  ante  el  Juez  de  instruc- 
ción todas  las  observaciones  y  todas 
las  peticiones  que  crean  que  pueden 
serles  útiles  acerca  de  la  ya  terminada 
instrucción;  pero  deberán  hacer  uso  de 
ese  derecho,  sopeña  de  ser  excluidos 
de  él  dentro  de  los  cinco  días,  á  contar 
desde  la  devolución  del  expediente  y 
de  la  comunicación  como  queda  dicho. 

Art.  33.  Si  en  el  plazo  de  cinco  días, 
como  queda  dicho,  no  se  hubiere  opues- 
to ninguna  observación  ni  ninguna  pe- 
tición contra  la  instrucción,  dará  cuen- 
ta de  ello  sin  demora  el  Juez  de  instruc- 
ción al  Presidente  del  Tribunal  Supre- 
mo de  Justicia,  quien  en  el  plazo  de  dos 
días  emitirá  un  acta  en  que  fijará  como 
día  del  comienzo  del  proceso  el  cuadra- 
gésimo día  por  lo  menos,  á  contar  des- 
de el  de  la  publicación  del  acta,  inscri- 
biendo en  ella  también  los  nombres  de 
los  individuos  ordinarios  y  adjuntos  del 
Tribunal  Supremo  y  el  local  de  las  se- 
siones. Se  comunicará  dicha  acta  á 
acusadores  y  acusados.  Al  mismo  tiem- 
po se  invitará  á  los  individuos  ordina- 
rios y  adjuntos  del  Tribunal  Supremo 
de  Justicia  á  que  se  hallen  presentes  á 
la  sesión  así  fijada. 

En  el  caso  en  que  una  observación  ó 
petición  se  formulare  y  no  la  hallare 
fundada  el  Juez  de  instrucción,  podrá 
ser  llamada  la  Sala  de  Consejo  á  re- 
solverlo. 

Publicado  ó  cumplido  el  acuerdo  de 
la  Sala  de  Consejo,  se  devolverá  el 
expediente  á  los  acusadores,  y  el  Pre- 
sidente del  Tribunal  Supremo  de  Justi- 
cia será  avisado  para  que  proceda  al 
cumplimiento  de  lo  prescrito  en  el  pá- 
rrafo anterior. 

Art.  34.    Los  acusadores,  veinte  días 
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antes  del  designado  para  el  proceso,  y 
el  acusado  ocho  antes  de  la  misma  fe- 
cha, deberán  comunicarse  recíproca- 
mente, los  primeros  los  nombres  de  los 
testigos  de  cargo  y  un  mandamiento 
de  comparecencia;  los  otros,  los  nom- 
bres de  los  testigos  de  descargo. 

Si  los  testigos  asi  citados  no  hubie- 
ren sido  interrogados  durante  la  ins- 
trucción, los  acusadores  y  el  acusado 
deberán  anotar  los  hechos  sobre  los 
que  deberán  ser  interrogados  ante  el 
Tribunal. 

Incumbe  al  Tribunal  Supremo  de  Jus- 
ticia decidir  si  acepta  los  testigos  de 
cargo  6  los  de  descargo  que  hayan  po- 
dido ser  citados  más  tarde,  ó  que  pue- 
dan ser  propuestos  en  audiencia  públi- 
ca ante  el  Tribunal  Supremo  de  Justi- 
cia si  el  inierrogatorio  de  éstos  pudie- 
ra efectuarse  inmediatamente  sin  que 
se  interrumpa  el  proceso. 


B. — Procedimiento  ante  el  Tribunal  Supremo 

de  Justicia 


Art.  35.  Para  que  el  Tribunal  Supre- 
mo de  Justicia,  instituido  con  arreglo  á 
las  prescripciones  del  art.  80  de  laCons- 
titución,  pueda  mirarse  comolegalmen- 
te  constituido,  deberán  estar  presentes: 
el  Presidente  del  Areópago,  que  tam- 
bién lo  preside,  los  12  Jueces  ordina- 
rios designados  por  la  suerte,  según 
las  disposiciones  del  art.  23  de  la  pre- 
sente ley,  el  Secretario  del  Areópago  y 
los  acusadores,  que  deberán  hallarse 
presentes  todos  ó  la  mayoría  de  ellos. 

En  caso  de  impedimento,  los  miem- 
bros ordinarios  del  Tribunal  Supremo 
serán  sustituidos  por  los  suplentes  por 
el  orden  en  que  hubieren  salido  en  el 
sorteo. 

Art.  36.    El  acusado  deberá  siempre 


hallarse  presente  ante  el  tribunal,  po- 
drá designar  uno  ó  varios  defensores 
entre  los  abogados  ó  cualesquiera  otras 
personas. 

Si  el  acusado  no  designare  defensor, 
podrá  el  Tribunal  Supremo  nombrarle 
uno  de  oñcio. 

Art.  37.  El  Tribunal  Supremo  de 
Justicia  será  Juez  de  su  competencia. 

Cuando  el  Tribunal  Supremo  de  Jus- 
ticia haya  declarado  no  culpable  al  Mi- 
nistro del  acto  que  se  le  imputa,  podrá 
no  obstante  y  deberá  proceder  al  juicio 
de  sus  cómplices  coacusados. 

Art.  38.  La  instrucción  ante  el  tribu- 
nal, incluso  la  publicación  del  fallo, 
será  pública  y  se  hará  de  conformidad 
con  las  disposiciones  de  la  ley  sobre  la 
instrucción  criminal  para  los  delitos, 
siempre  que  dichas  disposiciones  se 
opongan  á  la  presente  ley  ó  no  estén 
modifícadas<por  ella. 

Con  la  misma  restricción  son  tam- 
bién aplicables  las  disposiciones  de  la 
ley  sobre  los  testigos  delincuentes. 

Los  testigos  establecidos  en  el  ex- 
tranjero no  serán  citados  ante  el  tribu- 
nal, pero  su  declaración,  recibida  du- 
rante el  curso  de  la  instrucción,  podrá 
ser  leída  ante  el  tribunal. 

Art.  39.  Si  el  acusado,  después  de 
haber  sido  citado  en  debida  forma,  no 
hubiere  comparecido,  será  juzgado  en 
rebeldía  con  arreglo  á  las  disposiciones 
relativas  á  ella  de  la  ley  sobre  la  Ins- 
trucción criminal  para  los  delitos. 

Art.  40.  El  condenado  en  rebeldía 
podrá  formular  oposición  al  fallo  dicta- 
do contra  él,  dentro  de  los  ocho  dias  á 
contar  desde  la  comunicación  que  se  le 
haya  hecho  de  dicho  fallo. 

Se  formulará  la  oposición  ante  el  Se- 
cretario del  Areópago,  quien  sin  demo- 
ra deberá  remitir  copias  del  acta  de 
esta  oposición  al  Presidente  del  Tri- 


•fí*" 


522 


INSTITUCIONES  POLÍTICAS  Y  JURÍDICAS 


bunal  Supremo  de  Justicia  y  á  los  acu- 
sadores. 

Art.  41.  Recibida  la  copia  del  proce- 
so verbal  de  la  oposición,  fijará  el  Pre- 
sidente del  Tribunal  Supremo  de  Justi- 
cia el  día  de  la  vista,  á  más  tardar  den- 
tro de  los  treinta  días  á  contar  desde  la 
fecha  del  acta  relativa  á  ella,  é  invitará 
á  los  Jueces  para  una  nueva  sesión. 

Art.  42.  Las  disposiciones  del  artícu- 
lo 34  se  aplicarán  también  al  proceso 
por  oposición. 

Siempre  serán  admitidos  nuevos  tes- 
tigos, tanto  de  cargo  como  de  descargo. 

Art.  43.  En  lo  concerniente  á  la  dis- 
cusión y  fallo,  son  también  aplicables 
aquí  las  disposiciones  de  los  artícelos 
35  y  39  de  la  presente  ley,  y  de  los  ar- 
tículos 341,  344  y  345  de  la  ley  sobre  la 
Instrucción  criminal,  siempre  que  no 
sean  contrarias  á  la  presente  ley  ó  no 
estén  modificadas  por  ella. 

Art.  44.  Las  costas  del  proceso  en 
rebeldía  estarán  á  cargo  del  acusado 
absuelto,  si  no  hubiere  podido  justifi- 
car su  falta  de  comparecencia. 


C— Procedimiento  que  ha  de  aplicarse 

contumaces 


á  los 


Art.  45.  Si  el  acusado  estuviere  au- 
sente y  fuere  desconocido  el  punto  de 
su  residencia,  seguirá  su  curso  la  ins- 
trucción, aun  en  su  ausencia.  Se  omiti- 
rán hasta  el  fin  de  la  instrucción  las 
citaciones  y  comunicaciones  que  se  le 
deban  hacer  para  su  defensa. 

Art.  46.  En  ese  caso  fijará  el  Presi- 
dente, como  día  del  comienzo  del  pro- 
ceso, el  sexagésimo  por  lo  menos,  á 
contar  desde  el  acta  relativa  al  mismo. 
El  acta  de  acusación,  el  mandato  de 
comparecencia  y  la  lista  de  los  testigos 
se  publicarán  cuarenta  días  antes  del 
en  (jue  comience  el  proceso,  de  con- 


formidad con  las  disposiciones  del  ar- 
tículo 461  de  la  ley  sobre  la  Instrucción 
criminal. 

Art.  47.  Si  el  acusado  no  se  presen- 
tare el  día  fijado  para  la  vista,  será 
juzgado  en  rebeldía,  de  conformidad 
con  las  disposiciones  ya  dadas  para  la 
sentencia  en  rebeldía.  Pero  podrá  for- 
mular oposición  contra  la  sentencia 
que  le  condene,  dentro  de  los  sesenta 
días,  á  contar  desde  la  fecha  de  la  pu- 
blicación de  la  sentencia  en  los  perió- 
dicos de  la  capital  del  reino. 

Transcurrido  ese  plazo  será  firme  la 
sentencia. 

Art.  48.  También  se  aplicará  en  este 
caso  el  art.  474  de  la  ley  sobre  la  Ins- 
trucción criminal. 

CAPÍTLTO   III.— DE  LA   REVISIÓN 

Art.  49.  Contra  los  fallos  del  Trilm- 
nal  Supremo  de  Justicia  no  hay  otro 
recurso  que  la  revisión  de  la  instruc- 
ción, que  también  es  admisible  en  esta 
materia  para  todos  los  casos  en  que 
sea  permitida  por  la  ley  de  Instrucción 
criminal. 

Art.  50.  El  Areópago,  conformándo- 
se con  las  disposiciones  de  los  artícu- 
los 504  y  siguientes  de  la  ley  sobre  la 
Instrucción  criminal,  fallará  v  decidirá 
sobre  la  cuestión  de  si  há  lugar  ó  no  á 
revisar  (volver  á  comenzar)  la  instruc- 
ción, sin  que  pueda,  sin  embargo^  ca- 
sar la  sentencia  del  Tribunal  Supremo 
de  Justicia. 

Art.  51.  Si  el  Areópago  acordare  la 
revisión  de  la  instrucción,  el  Fiscal  del 
Areópago  devolverá  el  expediente  del 
asunto  al  Presidente  del  Tribunal  Su- 
premo y  se  instruirá  y  se  juzgará  de 
nuevo  el  asunto,  de  conformidad  con  el 
procedimiento  antes  descrito.  El  Presi- 
dente del  Tribunal  Supremo  deberá  dar 
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á  conocer  á  la  Cámara  de  Diputados  ]a 
revisión  de  la  instrucción. 

Art.  52.  El  Tribunal  Supremo  revo- 
cará su  primer  fallo,  si  fuere  contrario 
á  los  hechos  demostrados  durante  el 
curso  del  segundo  proceso,  y  procederá 
de  nuevo  al  examen  del  fondo  también 
del  asunto. 

CAPÍTULO  IV.— CUMPLIMIENTO  DE  LOS 
ACUERDOS  Y  ANULACIÓN  DE  LAS  PENAS 
PRONUNCIADAS. 

Art.  53.  Las  sentencias  del  Tribunal 
Supremo  de  Justicia  serán  cumplimen- 
tadas por  las  órdenes  del  Fiscal  del  Tri- 
bunal de  Apelación  de  Atenas,  de  con- 
formidad con  las  disposiciones  de  la  ley 
sobre  la  Instrucción  criminal  para  el 
cumplimiento  de  las  sentencias  en  ma- 
teria penal. 

Art.  54.  Las  penas  impuestas  por  di- 
chas sentencias,  quedarán  anuladas 
por  la  muerte  del  condenado,  por  el  in- 
dulto ó  por  la  prescripción. 

Se  concederá  el  indulto  de  los  Minis- 
tros condenados,  de  conformidad  con 
las  disposiciones  de  la  Constitución. 

Las  sentencias  del  Tribunal  Supremo 
de  Justicia  prescribirán  con  arreglo  á 
las  disposiciones  de  la  ley  sobre  la  Ins- 
trucción criminal. 

CAPÍTULO  V .  —  DISPOSICIONES 

GENERALES 

Art.  55.  En  todos  los  casos  previstos 
en  la  presente  ley,  el  Presidente  del 
Areópago,  en  caso  de  impedimento, 
será  sustituido  por  el  Vicepresidente 
del  mismo  Tribunal,  y  éste,  en  caso  de 
impedimento,  por  el  Juez  superior  en 
categoría  entre  los  12  Jueces  ordina- 
rios designados  por  la  suerte;  entre  los 


de  la  misma  categoría,  será  preferido 
el  decano. 

El  Secretario  del  Areópago,  en  caso 
de  impedimento,  será  sustituido  por  el 
Secretario  del  Tribunal  de  Apelación  de 
Atenas,  y  éste,  en  caso  de  impedimen* 
^o,  porsus  sustitutos  legales. 

Art.  56.  Las  recusaciones  de  los  in- 
dividuos de  la  Sala  de  Consejo,  del 
Juez  de  instrucción  y  de  los  individuos 
del  Tribunal  Supremo  de  Justicia,  se 
harán  con  arreglo  á  las  disposiciones 
de  los  artículos  51  á  59  de  la  ley  sobre 
la  Instrucción  criminal  y  de  la  Real  or- 
den de  8  de  Julio  de  1838,  siempre  que 
no  sean  contrarias  á  la  presente. 

Art.  57.  El  Presidente  del  Tribunal 
Supremo  >de  Justicia  tendrá  el  derecho 
de  elegir  los  Escribanos  que  juzgue  ne- 
cesarios para  la  instrucción  y  para  las 
audiencias  públicas,  tomándolos  en- 
tre los  actuarios  de  la  circunscripción 
del  Tribunal  de  primera  instancia  de 
Atenas. 

Estos  Escribanos  recibirán  dos  drac- 
mas  de  retribución  por  cada  día  de 
servicio. 

Art.  58.  Los  miembros  titulares  y  los 
suplentes  del  Tribunal  Supremo  de  Jus- 
ticia que  tengan  su  residencia  de  ser- 
vicio fuera  de  Atenas,  recibirán  sus 
gastos  de  ida  y  vuelta  y  una  indemniza- 
ción de  15  dratemas  por  cada  dia  de 
ausencia  fuera  de  su  residencia. 

Art.  59.  Las  indemnizaciones  que 
hayan  de  concederse  en  el  caso  de  los 
artículos  anteriores,  así  como  las  cos- 
tas del  procedimiento  ante  la  Cámara 
de  Diputados,  no  formarán  parte  de 
las  costas  judiciales. 

Art. 60.  En  todos  los  demás  casospa- 
ra  los  que  la  presente  ley  nada  especial 
prescriba,  serán  aplicables  las  disposi- 
ciones correspondientes  de  la  ley  sobre 
la  Instrucción  crirninal;  excepto  ^1  ar^ 
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flnnado  el  Ministro  un  acto  ilegal,  seri 
responsable,  juntamente  con  el  Minis- 
tro, á  no  ser  que  haya  obedecido  á  una 
orden  por  escrito  de  éste. 

Será  respousable,  simultáneameDlp 
con  el  Ministro,  el  Secretario  general 
del  Ministerio  que  haya  puesto  su  visin 
bueno  sobre  el  acto  en  cuestión  anles 
que  esté  firmado  por  el  Ministro. 

Art.  4."  Serán  responsables  de  la 
expedición  de  las  órdenes  de  pago  6  de 
delegación,  y  en  el  mismo  grado  los 
Ministros  y  Jefes  de  sección  competen- 
tes, asi  como  e!  Director  de  Conta- 
bilidad general  de  Hacienda  que  hava 
puesto  su  visto  bueno,  en  caso  de  ex- 
ceso de  los  créditos  consignados. 

Art.  5."  En  los  casos  de  los  artícu- 
los 3."  y  4°,  los  Jefes  de  sección,  los  Se- 
cretarios generales  y  los  Directores  do 
la  oflcina  de  la  Contabilidad  general 
serán  llevados  juntamente  con  los  Mi- 
nistros, y  como  cómplices,  ante  el  Tri- 
bunal Supremo  de  Justicia. 

Art.  6."  En  caso  de  actos  castigados 
por  las  leyes  6  de  omisiones  que  las  le- 
yes vigentes  caracterizan  como  delitos 
6  crímenes,  y  que  pueden  ser  cometi- 
dos por  cualesquiera  personas,  6  sola- 
mente por  los  funcionarios  públicoíi,  á 
también  por  unas  y  otros,  el  Minísiro 
que  se  haga  culpable  de  ellos  en  el 
ejercicio  de  sus  funciones  incurrirá  en 
la  pena  impuesta  por  estas  leyes  á  di- 
chos actos  ú  omisiones. 

Art.  7."  El  Ministro  que  en  el  ejerri- 
cio  de  sus  funciones  sea  reconocido 
culpable  de  cualquiera  violación  déla 
Constitución  ó  de  las  leyes,  á  cuya  vio- 
lación no  impongan  éstas  una  pena 
determinada,  será  perseguido  y  casti- 
gado, ó  con  dos  años  de  prisión  á  I" 
sumo,  ó  con  una  pena  pecuniaria.  Ln 
pena  pecuniarja  podrá  elevarse  hasia 
la  cantidad  de  5.000  dracmas. 
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Art.  8.^  En  lo  que  concierne  á  la 
consecuencia  de  las  penas,  se  aplica- 
rán las  disposiciones  de  los  artículos 
21,  22,  23,  24  y  siguientes  del  Código 
penal. 


Art.  9.®  Los  actos  caracterizados  y 
castigados  por  las  leyes  como  simples 
faltas  de  policía,  no  podrán  dar  lugar  á 
una  acción  penal  contra  los  minis- 
tros. 


SECCIÓN  SEGUNDA 

INSTITUCIONES    DE    SERVIA 


CAPÍTULO   PRIMERO 

CONSTITUCIÓN    DEL    REINO 
(DEL  22  DE  DICIEMBRE  DE  1888) 


TÍTULO  PRIMERO.— DE  la  fokma  de 

GOBIERNO,  DE  LA  RELIGIÓN  DEL  ESTADO 
Y  DEL  TERRITORIO  DEL  REINO. 

Artículo  1.°  El  reino  de  Servia  es 
una  monarquía  hereditaria  y  constitu- 
cional con  representación  nacional. 

Art.  2°  Los. emblemas  que  constitu- 
yen el  escudo  nacional  del  reino  de 
Servia  son:  el  águila  rampante  de  pla- 
ta sobre  campo  de  gules  con  la  corona 
real. 

Sobre  las  dos  cabezas  del  águila  de 
plata  estará  colocada  la  corona  real; 
en  cada  garra  habrá  una  flor  de  lis. 

El  águila  ostentará  sobre  su  pecho 
las  armas  del  principado  de  Servia: 
«una  cruz  de  plata  en  escudo  de  gules 
con  cuatro  eslabones,  uno  en  cada  án- 
gulo de  los  formados  por  los  cuatro 
brazos.» 

Los  colores  nacionales  son:  rojo, 
azul  y  blanco. 

Art.  3.®  La  religión  oficial  del  Estado 
en  Servia  es  la  oriental  ortodoxa. 

La  Iglesia  servia  es  autocéfala.'  No 
depende  de  ninguna  Iglesia  extranjera; 


sin  embargo,  conserva  la  unidad  de 
dogmas  con  la  Iglesia  oriental  uni- 
versal. 

Art.  4.°  El  territorio  del  Estado  ser- 
vio  es  inalienable  é  indivisible. 

Sus  límites  no  pueden  ser  ni  dismi- 
nuidos, ni  modificados,  sin  el  asenti- 
miento de  la  Gran  Cámara  (Skupehiina) 
Nacional. 

Sin  embargo,  en  los  casos  de  rectifi- 
cación de  fronteras  de  territorios  poco 
populosos  y  de  escasa  importancia, 
bastará  con  la  aprobación  de  la  Cáma- 
ra {Skupehiina)  ordinaria. 

Art.  5.®  El  reino  de  Servia  se  divide 
en  quince  departamentos  (okrongs). 

Estos  se  subdividen  en  distr¡tos(sr«), 
y  los  distritos- en  ayuntamientos  {opseh- 
tinas), 

TÍTULO   II.— DE'  LOS   DERECHOS  Y  DEBE- 
RES DE  LOS  CIUDADANOS  SERVIOS. 

Art.  6.°  La  presente  Constitución  y 
las  leyes  determinarán  los  modos  de 
adquirrir  y  recobrar  la  nacionalidad 
servia,  los  derechos  inherentes  á  ésta  y 
los  casos  en  que  se  pierde. 
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Art.  7.**  Todos  loa  servios  son  igua- 
les ante  la  ley. 

Art.  8."  Queda  prohibido  conceder  ó 
reconocer  &  los  ciudadanos  servios  títu- 
los de  nobleza. 

Art.  9."  La  presente  Constitución  ga- 
rantiza la  libertad  individual. 

Nadie  podrá  ser  sometido  á  procedi- 
miento por  la  autoridad  pública,  sino 
en  loa  casos  previstos,  y  con  las  forma- 
lidades que  las  leyes  determinan. 

Nadie  podrá  ser  arrestado,  ni  de  nin- 
gún otro  modo  privado  de  su  libertad, 
sino  en  virtud  de  mandamiento  escrito 
y  motivado  del  Juez  de  instrucción. 

Este  mandamiento  deberá  comuni- 
carse &  la  persona  arrestada  en  el  mo- 
mento de  su  arreato.  Sólo  los  culpables 
sorprendidos  en  flagrante  delito  pueden 
ser  detenidos  sin  previo  mandamiento; 
sin  embargo,  en  este  caso  se  levantará 
un  acta  que  le  será  comunicada  al  de- 
tenido dentro  del  término  de  veinticua- 
tro horas  &  contar  desde  el  momento  en 
que  se  haya  verificado  la  detención. 

La  persona  arreatada  tendrá  el  dere- 
cho de  recurrir  en  queja  ante  el  Tribu- 
nal de  primera  instancia  contra  la  or- 
den de  arresto.  Si  en  el  término  de  tres 
días,  á  partir  de  la  notificación  del  man- 
damiento ó  acta  de  arresto,  no  hiciere 
uso  de  aquel  derecho,  el  Juez  de  ins- 
trucción estará  obligado  á  transmitir  de 
oficio  los  autos,  dentro  de  las  veinti- 
cuatro horas  siguientes  &  la  termina- 
ción del  primer  plazo,  al  tribunal  com- 
petente. 

Este  decretará  desde  luego,  dentro  de 
un  nuevo  plazo  también  de  veinticua- 
tro horas,  la  continuación  ó  anulación 
de)  arresto.  En  estos  casos  son  inme- 
diatamente ejecutorías  las  decisiones 
del  tribunal. 

Los  agentes  de  la  autoridad  pública 
que  no  observen  estas  disposiciones, 


serán  castigados  por  atentar  ¡legal- 
mente  contra  la  libertad  individual. 

La  ley  determinará  las  circunstan- 
cias, según  las  cuales  los  tribunales 
están  obligados  &  decretar  la  libertad 
provisional  bajo  fianza  personal  ó  pe- 
cuniaria, ó  sin  ella. 

Art.  10.  Nadie  podrá  ser  juzgado  por 
un  tribunal  incompetente. 

Art.  IL  Nadie  podráserjuzgado  sin 
ser  oído,  ó  sin  ser  invitado  legalmente 
á  defenderse. 

Art.  12.  Las  penas  sólo  podrán  es- 
tablecerse por  la  ley,  y  aplicarse  á  he- 
chos posteriores  formalmente  previstof 
por  la  misma. 

Art.  13.  Queda  abolida  la  pena  de 
muerte  para  los  delitos  políticos. 

Dicha  pena  se  aplicará  en  los  casos 
de  realización  ó  tentativa  de  atentado 
contra  la  persona  del  Rey  6  individuos 
de  la  familia  real. 

Se  aplicará  igualmente  en  los  delitos 
comunes,  de  conformidad  con  las  dis- 
posiciones del  Código  penal,  asi  como 
en  los  casos  previstos  por  las  leyes  mi- 
litares. 

Art,  14.  Los  ciudadanos  servios  no 
podrán  ser  expulsados  del  territorio. 

Tampoco  podrá  prohibírseles  la  resi- 
dencia en  una  localidad,  ni  obligárse- 
les á  fijarla  en  aitio  determinado,  sino 
en  los  casos  expresamente  prevenidos 
por  la  ley. 

Art.  15.  El  domicilio  privado  es  in- 
violable. 

Nadie  podrá  penetrar  en  él  contra  la 
voluntad  del  que  lo  habite,  ni  hacer 
ningún  registro  sino  en  los  casos  y  con 
las  formalidades  que  la  ley  determina. 

Antes  de  proceder  al  registro,  la  au- 
toridad competente  está  obligada  á  co- 
municar al  interesado  la  orden  por  es- 
crito del  Juez  de  instrucción,  en  la  cual 
se  autorice  esta  medida.  El  interesado 
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podrá  impugnar  esta  orden  ante  el  Tri- 
bunal de  primera  instancia,  sin  que  por 
esto  se  suspenda  la  ejecución  del  regis- 
tro. Este  no  podrá  verificarse  sin  la 
presencia  de  dos  testigos,  ciudadanos 
servios. 

Terminado  el  registro,  la  autoridad 
que  lo  haya  verificado  está  obligada  á 
expedir  al  interesado  un  certificado 
acreditando  el  resultado  obtenido,  y 
una  acta  firmada,  enumerando  los  ob- 
jetos embargados  en  virtud  de  las  dili- 
gencias del  sumario. 

En  ningún  caso  podrá  verificarse  de 
noche  el  registro. 

Art.  16.  La  propiedad,  de  cualquier 
naturaleza  que  sea,  es  inviolable. 

Nadie  podrá  ser  obligado  á  ceder  sus 
bienes  en  interés  del  Estado  ó  en  cual- 
quier otro  interés  público,  ni  ser  limi- 
tado en  el  disfrute  de  su  propiedad,  ex- 
cepto en  los  casos  en  que  la  ley  auto- 
rice esta  expropiación  y  previa  la  in- 
demnización legal  correspondiente. 

Art.  17.  Queda  prohibida  la  pena  de 
confiscación  general  de  bienes. 

Sin  embargo,  está  autorizada  la  con- 
fiscación de  las  cosas  procedentes  de 
origen  fraudulento,  ó  de  los  objetos  que 
hayan  servido  ó  estado  destinados  á 
servir  para  la  comisión  de  un  de- 
lito. 

Art.  18.  La  libertad  de  conciencia  es 
absoluta. 

El  ejercicio  de  cualquier  otro  culto 
reconocido  es  libre  y  estará  bajo  el  am- 
paro de  la  ley,  siempre  que  su  celebra- 
ción no  atente  al  orden  público  y  no 
sea  contraria  á  la  moral. 

Art.  19.  Queda  prohibido  todo  acto 
que  tienda  á  atacar  la  religión  oficial 
del  Estado  (proselitismo), 

Art.  20.  Los  ciudadanos  servios  no 
podrán  prevalerse  de  las  prescripcio- 
nes religiosas,  con  el  fin  de  sustraerse 


al  cumplimiento  de  sus  deberes  de  ciu- 
dadanos V  soldados. 

Art.  21 .  La  enseñanza  es  libre,  siem- 
pre que  no  atente  contra  el  orden  pú- 
blico y  las  buenas  costumbres. 

La  enseñanza  primaria  es  obligato- 
ria, y  será  gratuita  en  las  escuelas  pú- 
blicas primarias. 

Art.  22,  Todo  servio  tiene  derecho  á 
manifestar  libremente  su  opinión,  ya 
de  palabra,  ya  por  escrito,  en  la  pren- 
sa ó  por  cualquiera  otro  medio  de  publi- 
cidad, de  conformidad  con  las  prescrip- 
ciones legales. 

El  ejercicio  de  la  prensa  es  libre. 

Queda  prohibida  la  previa  censura, 
así  como  cualquier  otra  medida  pre- 
ventiva que  tenga  por  objeto  dificultar 
la  publicación,  venta  ó  distribución  de 
periódicos  ú  otros  escritos. 

La  publicación  de  periódicos  no  es- 
tará sometida  á  ninguna  autorización 
previa. 

No  se  exigirá  fianza  alguna  al  autor, 
redactor  en  jefe,  editor,  ni  impresor. 

No  se  autorizará  la  recogida  de  pe- 
riódicos y  demás  impresos  sino  en  los 
casos  en  que  contengan  ultrajes  contra 
el  Rey  y  familia  real,  ó  contra  los  So- 
beranos extranjeros  y  sus  familias,  y 
en  los  casos  de  excitación  á  la  rebe- 
lión. 

En  todos  estos  casos,  la  autoridaii 
estará  obligada  á  presentar  el  asunto 
ante  el  tribunal,  dentro  de  las  vein- 
ticuatro horas  en  que  haya  tenido  lu- 
gar la  recogida,  quedando  obligado  el 
tribunal  á  dictar,  dentro  del  mismo 
plazo,  la  confirmación  ó  anulación  de 
la  medida.  En  caso  contrario,  y  al  ter- 
minar este  último  plazo,  quedará  anu- 
lada en  pleno  derecho. 

Queda  prohibido  dirigir  á  las  publi- 
caciones impresas  advertencias  admi- 
nistrativas. 
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En  cada  periódico  habrá  un  redactor 
responsable,  que  deberá  estar  en  el 
pleno  goce  de  sus  derechos  civiles  y 
políticos. 

El  autor  será  responsable  en  primer 
término.  Si  el  autor  fuese  desconocido 
ó  si  no  habitase  en  Servia,  ó  fuere 
irresponsable,  la  responsabilidad  cae- 
rá sobre  el  redactor,  impresor  ó  distri- 
buidor. 

Art.  23.  El  secreto  de  la  correspon- 
dencia y  despachos  telegráficos  es  in- 
violable, salvo  en  tiempos  de  guerra  y 
en  los  casos  de  causa  criminal. 

Una  ley  determinará  cuáles  son  los 
agentes  del  Gobierno  responsables  de 
la  violación  deh  secreto  de  la  corres- 
pondencia y  despachos  telegrafíeos 
confiados  á  las  oficinas  de  Correos  y 
Telégrafos. 

Art.  24.  Los  servios  tienen  el  dere- 
cho de  reunirse  pacificamente  y  sin 
armas,  de  conformidad  con  las  leyes. 

No  será  necesario  avisar  á  las  auto- 
ridades para  celebrar  una  reunión  en 
local  cerrado. 

Las  reuniones  al  aire  libre  que  estén 
sometidas  á  leyes  y  reglamentos  espe- 
ciales, no  podrán  celebrarse  sin  previo 
aviso  á  la  autoridad  correspondiente. 

Art.  25.  Los  servios  tienen  derecho 
á  asociarse  para  todos  los  fines  que  no 
sean  contrarios  á  la  ley. 

Este  derecho  no  está  sometido  á  nin- 
guna medida  preventiva. 

Art.  26.  Todo  servio  tiene  derecho  á 
dirigir,  en  su  propio  nombre,  á  las  au- 
loridades  públicas  peticiones  con  una 
ó  varias  firmas.  Las  peticiones  colecti* 
vas  no  podrán  emanar  más  que  de  las 
autoridsuies  constituidas  y  de  las  per- 
sonas civiles  (corporaciones). 

Art  27.    Todo  servio  tiene  derecho 
á  quejarse  de  la  autoridad  por  abusos 
ileg€des  cometidos  por  la  misma. 
Tomo  IX.— Institüoionbs  jubídioai. 


Si  la  autoridad  superior  juzgase  la 
queja  mal  fundada,  estará  obligada,  al 
comunicar  su  decisión  ai  querellante, 
á  indicar  los  motivos  porque  no  se  ad- 
mite la  queja. 

Art.  28.  Todo  servio  tiene  el  dere- 
cho de  perseguir  judicialmente,  sin 
previa  autorización,  á  los  funcionarios . 
públicos.  Alcaldes,  Presidentes  de  Con- 
sejos municipales  y  empleados  de  los 
ayuntamientos,  siempre  que  éstos,  en 
el  ejercicio  de  sus  funciones,  hayan 
atentado  contra  sus  derechos. 

Estas  disposiciones  especiales  son 
aplicables  con  el  mismo  fin  á  los  Mi- 
nistros, Jueces  y  militares  -en  activo 
servicio. 

Art.  29.  Los  servios  son  libres  para 
renunciar  á  la  cualidad  de  ciudadano, 
después  de  haber  cumplido  el  tiempo 
de  servicio  militar,  asi  como  las  otras 
obligaciones  que  puedan  tener,  ya 
para  con  el  Estado,  ya  para  con  los; 
particulares. 

Art.  30.  Los  extranjeros  residentes 
en  la  Servia  estarán  bajo  la  protección 
de  las  leyes  servias  en  cuanto  á  sus 
personas  é  intereses,  quedando  sujetos 
al  pago  de  impuestos  y  demás  cargas 
que  redunden  en  beneficio  del  Estado 
y  del  municipio,  á  no  ser  que  de  ello  se 
hallen  exentos  á  consecuencia  de  trata- 
dos internacionales. 

Art.  31.  Queda  prohibida  la  extra- 
dición por  los  delitos  políticos. 

TÍTULO  III.— DE  LOS  PODERES 
DEL  ESTADO 

Art.  32.  Todos  los  poderes  del  Estado 
se  ejercerán  de  conformidad  con  las 
disposiciones  de  la  presente  Consti- 
tución. 

No  podrán  suspenderse,  ni  en  todo, 
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ni  en  parte,  las  garantías  constitucio- 
nales. 

Art.  33.  El  Rey  y  la  Representación 
Nacional  unidos,  ejercen  el  poder  le- 
gislativo. 

Art.  34.  El  derecho  de  iniciativa  en 
materia  legislativa  pertenece  á  cada 
uno  de  los  dos  brazos  del  poder  legis- 
lativo. 

Art.  35.  Será  necesaria  para  cada 
ley  la  adhesión  de  los  dos  brazos  del 
poder  legislativo. 

Art.  36.  Las  leyes  no  tienen  fuerza 
retroactiva  en  perjuicio  de  los  dere- 
chos adquiridos  en  virtud  de  leyes  an- 
teriores. 

Art.  37.  La  interpretación  de  la  ley 
no  tendrá  carácter  obligatorio  si  no 
emana  del  poder  legislativo. 

Art.  38.  El  poder  ejecutivo  pertene- 
ce al  Rey,  que  lo  ejercerá  por  medio 
de  BUS  Ministros  responsables,  de  con- 
formidad con  las  disposiciones  de  la 
presente  Constitución. 

El  Rey  nombra  y  destituye  los  Mi- 
nistros. 

Art.  39.  El  poder  judicial  lo  ejerce- 
rán las  Cámaras  y  Tribunales.  Los  de- 
cretos y  sentencias  se  dictarán  y  eje- 
cutarán en  nombre  del  Rey  y  en  virtud 
de  la  ley. 

TÍTULO  IV.-DEL  REY 

Art.  40.  El  Rey  es  el  Jefe  del  Estado, 
tiene  como  tal  todos  los  derechos  que 
se  derivan  de  esta  suprema  autoridad, 
y  los  ejerce  conforme  á  las  disposicio- 
nes de  la  presente  Constitución. 

La  persona  del  Rey  es  inviolable.  El 
Rey  es  irresponsable,  sin  que  pueda 
dirigirse  contra  él  acusación  alguna. 

Art.  41.  El  Rey  y  los  individuos  de 
la  familia  real  deberán  pertenecer  á  la 
religión  ortodoxa  oriental. 


Art.  42.  El  Rey  es  el  protector  de  to- 
dos los  cultos  reconocidos  en  Servia. 

Art.  43.  El  Rey  sancionará  y  pro- 
mulgará las  leyes.  Ninguna  ley  tendrá 
fuerza  ejecutiva  si  antes  no  ha  sido  pro- 
mulgada por  el  Rey. 

Art.  44.  El  heredero  del  Trono  y  los 
demás  individuos  de  la  familia  real  no 
podrán  contraer  matrimonio  sin  el  con- 
sentimiento del  Rey. 

Art.  45.  El  Rey  nombrará  todos  los 
funcionarios  del  Estado. 

Estos,  lo  mismo  que  todas  las  admi- 
nistraciones públicas,  ejercerán  su  au- 
toridad en  nombre  del  Rey  y  bajo  su 
alta  vigilancia. 

Art.  46.  El  Rey  es  el  Jefe  Supremo 
de  todas  las  fuerzas  militares  del  país. 

Art.  47.  El  Rey  concederá  los  gra- 
dos militares  de  conformiiad  con  las 
disposiciones  de  la  ley. 

Art.  48.  El  Rey  concederá  las  órde- 
nes y  demás  distinciones  que  la  ley  es- 
tablezca. 

Art.  49.  El  Rey  tiene  el  derecho  á 
hacer  acuñar  la  moneda,  de  conformi- 
dad con  la  ley. 

Art.  50.  El  Rey  tendrá  también  el 
derecho  de  conceder  amnistías. 

Art.  51.  El  Rey  tendrá  el  derecho  de 
indulto  en  materia  criminal.  Podrá  con- 
mutar la  pena  impuesta,  reducirla  ó 
perdonarla  por  entero. 

Art.  52.  El  Rey  representará  al  país 
en  las  relaciones  exteriores.  Declarará 
la  guerra,  celebrará  tratados  de  paz, 
alianza  y  de  cualquier  otra  especie,  co- 
municándolos á  la  Cámara  (Skupch- 
tina)  Nacional,  tan  pronto  como  los  in- 
tereses del  país  lo  consientan. 

Pero  si  la  ejecución  de  estos  tratados, 
lo  mismo  que  los  de  comercio,  trae  con- 
sigo un  gasto  con  cargo  al  Tesoro  pú- 
blico, ó  modificare  las  leyes  existen- 
tes, ó  si  los  nuevos  tratados  atacaren 
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los  derechos  públicos  ó  privados  de  los 
ciudadanos  servios,  es  necesario,  para 
su  validez,  el  asentimiento  de  la  Cáma- 
ra Nacional. 

Art.  53.  El  Rey  tendrá  su  residencia 
pennanente  en  el  país.  Si  se  ausentare 
de  él  por  cualquier  período  de  tiempo, 
le  reemplazará,  por  derecho  propio,  en 
el  ejercicio  de  sus  poderes  reales,  el 
heredero  del  Trono  si  fuere  mayor  de 
edad.  Si,  por  el  contrario,  el  heredero 
del  Trono  fuere  menor  de  edad  ó  estu- 
viere incapacitado  para  reemplazar  al 
Rey,  el  Consejo  de  Ministros  ejercerá 
el  poder  real,  con  arreglo  á  las  instruc- 
ciones que  el  Rey  le  diere  y  en  los  lími- 
tes fíjados  por  la  Constitución. 

Art.  54.  El  Rey  convocará  la  Cáma^ 
ra  Nacional  para  las  reuniones  ordina- 
rias y  extraordinarias. 

Abrirá  y  cerrará  personalmente  las 
legislaturas  de  dicha  Cámara,  con  el 
discurso  de  la  Corona  ó  el  Mensaje,  ó 
por  decreto  que  presentará  el  Consejo 
de  Ministros.  El  discurso  de  la  Corona, 
el  Mensaje  y  el  decreto  deberán  ir  re- 
frendados por  todos  los  Ministros. 

Tendrá  el  derecho  de  prorrogar  las 
sesiones  de  la  Cámara  Nacional ,  pero 
esta  prórroga  no  podrá  exceder  de  dos 
meses,  ni  renovarla  en  una  misma  se- 
sión sin  el  consentimiento  de  la  misma 
Cámara. 

Podrá  igualmente  disolver  la  Cáma- 
ra Nacional,  ordenando  proceder  en 
el  mismo  acto  de  la  disolución  á  nue- 
vas elecciones,  que  se  verificarán,  lo 
más  tarde,  en  el  término  de  dos  meses, 
debiendo  ser  convocada  la  nueva  Cá- 
mara en  un  plazo  de  tres  meses.  Los 
Ministros  refrendarán  el  decreto  de  di- 
solución. 

Art.  55.  El  Rey  no  podrá  ser  al  mis- 
mo tiempo  el  Jefe  de  otro  Estado,  sin  la 
adhesión  de  la  Gran  Cámara  Nacional. 


Art.  56.  Ninguna  real  resolución  que 
tenga  relación  con  los  negocios  de  Es- 
tado tendrá  fuerza  obligatoria,  ni  po- 
drá ser  ejecutada,  si  no  fuere  refrenda- 
do por  el  Ministro  competente,  que  es 
quien  asume,  al  estampar  en  él  su  fir- 
ma, toda  la  responsabilidad. 

Art.  57.  En  Servia  reina  el  Rey  Mi- 
lano I,  cuarto  descendiente  de  la  dinas- 
tía de  los  Obrenovitch. 

La  dignidad  real  y  todos  los  derechos 
reales  que  la  Constitución  reconoce 
pasará,  después  de  él,  al  Príncipe  Ale- 
jandro, como  quinto  Príncipe  de  la  di- 
nastía nacional  de  los  Obrenovitch. 

La  descendencia  del  Príncipe  real  Ale- 
jandro sucederá  en  el  Trono  de  Servia 
por  el  orden  siguiente: 

El  Rey  tendrá  por  sucesores  á  sus 
descendientes  varones  nacidos  de  legí- 
timo matrimonio,  por  el  orden  de  pri- 
mogenitura. 

A  falta  de  descendientes  varones,  la 
sucesión  al  Trono  pasará  á  la  línea  con- 
sanguínea por  el  mismo  orden  de  pri- 
mogenitura. 

Art.  58.  El  Rey  y  el  heredero  del  Tro- 
no serán  mayores  de  edad  á  los  die- 
ciocho años. 

Art.  59.  A  la  muerte  del  Rey,  el  here- 
dero del  Trono,  si  es  mayor  de  edad, 
ejercerá  inmediatamente  el  poder  como 
Rey  constitucional. 

El  nuevo  Rey  notificará  acto  seguido 
á  la  nación,  por  medio  de  una  procla- 
ma, su  advenimiento  al  Trono. 

Convocará  desde  luego  la  Cámara 
Nacional  dentro  del  término  de  diez 
días  á  contar  desde  la  notificación  de  la 
muerte  del  Rey  difunto,  á  fin  prestar 
ante  ella  el  juramento  que  la  Constitu- 
ción prescribe. 

Si  la  Cámara  se  hubiese  disuelto  y  no 
se  hubiesen  verificado  todavía  las  nue- 
vas elecciones,  se  convocará  la  Cámara 
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disuelta  á  fin  de  que  reciba  el  juramen- 
to al  Rey. 

Estas  disposiciones  serán  igualmente 
aplicables  en  el  caso  en  que  el  Rey  re- 
nuncie el  Trono  en  favor  de  su  heredero. 

Art.  60.  A  su  advenimiento  al  Trono, 
el  Rey  prestará  ante  la  Cámara  Nacio- 
nal el  siguiente  juramento: 

«Yo  (el  nombre),  al  tomar  en  mis  ma- 
nos el  Gobierno,  juro  por  el  Dios  Todo- 
poderoso y  por  todo  lo  que  tengo  de 
más  sagrado  y  querido  en  el  mundo, 
velar  por  la  conservación  de  la  inde- 
pendencia de  Servia  y  por  la  integridad 
de  su  territorio,  mantener  intacta  la 
Constitución  del  país,  gobernar  confor- 
me á  esta  misma  Constitución  y  á  las 
leyes,  y  tener  presente  en  todos  mis 
pensamientos  y  acciones  el  bien  de  la 
nación. 

))A1  pronunciar  solemnemente  este 
juramento  ante  Dios  y  la  nación,  tomo 
por  testigo  á  Dios,  mi  Señor,  á  quien 
daré  cuenta  de  mis  actos  en  el  juicio 
final.  (Así  me  ayude  el  Señor!  jAménl» 

Art.  61 .  Si  á  la  muerte  del  Rey,  el  he- 
redero del  Trono  fuese  menor  de  edad, 
ejercerá  el  poder  real  hasta  su  mayoría 
y  en  los  límites  fijados  por  la  Constitu- 
ción, un  Consejo  de  Regencia  compues- 
to de  tres  miembros. 

Art.  62.  La  Cámara  Nacional,  con- 
vocada especialmente  para  este  objeto, 
nombrará  los  Regentes  de  entre  aque- 
llas personas  que  el  Rey  difunto  haya 
dejado  designadas  en  su  testamento 
como  candidatos  á  la  Regencia. 

Este  testamento  estará  escrito  en  su 
totalidad  y  firmado  de  mano  del  Rey. 
No  será  refrendado  por  los  Minis- 
tros. Estos  firmarán,  como  testigos,  en 
el  dorso. 

Se  harán  tres  copias  del  testamento, 
cada  una  de  las  cuales  llevará  el  sello 
real.  Una  de  las  copias  se  remitirá  en 


depósito  al  Consejo  de  Estado,  la  otra 
al  Tribunal  de  Casación  y  la  tercera  al 
-guardasellos. 

Art.  63.  Si  el  Rey  no  hubiese  desig- 
nado en  su  testamento  los  miembros  de 
la  Regencia,  se  convocará  á  la  Gran  Cá- 
mara Nacional  á  fin  de  que  proceda  á 
la  elección  de  los  individuos  que  hayan 
de  componer  el  Consejo  de  Regencia. 
La  referida  Cámara  deberá  ser  convo- 
cada lo  más  tarde  dentro  de  un  mes,  á 
partir  desde  la  muerte  del  Rey. 

Art.  64.  Para  ejercer  la  Regencia  es 
necesario  ser  ciudadano  servio  de  naci- 
miento, pertenecer  á  la  religión  orto- 
doxa orientar,  estar  en  el  pleno  goce  de 
todos  los  derechos  civiles  y  políticos, 
tener  cuarenta  años  de  edad,  y  ejercer 
ó  haber  ejercido  las  funciones  de  Minis- 
tro de  la  Corona,  Consejero  de  Esta- 
do, General  ó  Ministro  plenipotenciario 
acreditado  cerca  de  un  Gobierno  ex- 
tranjero. 

Art.  65.  La  elección  de  los  Regentes 
se  verificará  siempre  en  votación  se- 
creta. 

Art.  66.  La  ley  fijará  la  lista  civil, 
que  no  podrá  ser  aumentada  ni  dismi- 
nuida respectivamente  sin  el  consenti- 
miento de  la  Cámara  y  del  Rey. 

Cada  Regente  recibirá,  á  cuenta  de  la 
lista  civil,  durante  el  ejercicio  de  sus 
funciones,  la  cantidad  de  60.000  pesetas 
anuales. 

Art.  67.  Antes  de  ejercer  la  autori- 
dad real,  prestarán  los  Consejeros, 
ante  la  Cámara  (Skupchtina)  que  los 
haya  elegido,  el  juramento  de  guardar 
fidelidad  al  Rey,  y  de  gobernar  confor- 
me á  la  Constitución  y  las  leyes  áe\ 
país.  Por  medio  de  una  proclama  da- 
rán á  conocer  á  la  nación  que  han 
tomado  en  sus  manos,  á  nombre  del 
^6y>  el  gobierno  de  la  misma. 

Art,  68.    Durante  la  menor  edad  del 
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Rey  no  podrá  modificarse  la  Constitu- 
ción. 

Art.  69.  Si  el  Rey  se  encontrase  im- 
posibilitado para  ejercer  el  poder  real, 
reinará  en  su  nombre,  si  fuere  mayor 
de  edad,  el  heredero  del  Trono.  Si  éste 
estuviere  todavía  en  la  minoridad,  el 
Rey  tendrá  el  derecho  de  nombrar  una 
Regencia  provisional. 

Art.  70.  Si  el  Rey,  durante  su  vida, 
transfiriere  el  poder  á  su  heredero  me- 
nor de  edad,  tendrá  el  derecho  de  nom- 
brarle al  mismo  tiempo  los  tres  Regen- 
tes. Para  los  Regentes,  así  nombrados, 
rigen  las  mismas  disposiciones  de  la 
presente  Constitución  que  para  los  que 
elige  la  Cámara  Nacional. 

Art.  71.  Si  falleciere  uno  de  los  Re- 
gentes, ó  fuere  atacado  de  una  enfer- 
medad que,  según  dictamen  de  tres  mé- 
dicos designados  por  el  Consejo  de  Es- 
tado, á  invitación  de  los  otros  dos  Re- 
gentes y  de  acuerdo  con  ellos,  lo  pusie- 
ra en  estado  de  no  poder  desempeñar 
sus  funciones,  ó,  por  último,  si  presen- 
tare su  dimisión,  los  otros  dos  Regentes 
gobernarán  solos,  hasta  que,  reunida  la 
Cámara  Nacional,  proceda  á  la  elec- 
ción del  tercer  Regente. 

Si  uno  de  los  tres  Regentes  se  hallare 
en  la  necesidad  de  ausentarse  momen- 
táneamente del  país,  los  otros  dos  po- 
drán también  gobernar  solos;  pero  en 
este  caso,  el  que  se  ausenta  debe  dejar 
á  sus  colegas  una  declaración  escrita, 
en  la  que  hará  constar  que  se  adhiere  á 
todo  lo  que  éstos  últimos  hiciesen  du- 
rante su  ausencia,  dentro  de  los  limites 
de  sus  atribuciones  constitucionales. 

En  los  casos  que  preceden,  se  deben 
publicar  los  motivos  por  los  que  los  dos 
Regentes  ejercen  solos  el  poder. 

Art.  72.  Los  Regentes  cuidarán  de 
la  educación  del  Rey  menor  en  caso  de 
sucesión.  Si,  por  el  contrario,  ha  sido 


elevado  al  Trono  en  virtud  de  abdica- 
ción, el  Rey  que  le  ha  transmitido  el 
poder  real  cuidará  de  su  educación. 

La  administración  de  los  bienes  per- 
tenecientes al  Rey  menor  de  edad  esta- 
rá confiada  á  los  tutores  que  el  Rey  di- 
funto haya  designado  en  su  testamento, 
ó,  si  el  testamento  del  Rey  no  dijese 
nada  respecto  á  este  asunto,  á  los  tuto- 
res que  instituyan  los  Regentes ,  de 
acuerdo  con  el  Consejo  de  Estado. 

Art.  73.  Si  el  Rey  muriese  sin  dejar 
descendientes  varones,  pero  en  el  mo- 
mento (ie  su  muerte  la  Reina  quedase 
en  cinta,  ejercerá  el  poder,  á  título  de 
Regencia  provisional  y  hasta  el  alum- 
bramiento de  la  Reina,  el  Presidente 
del  Consejo  de  Estado,  el  Presidente 
del  Tribunal  de  Casación  y  el  Ministro 
de  Justicia. 

Art.  74.  En  todos  los  casos  en  que, 
con  arreglo  á  las  disposiciones  de  la 
presente  Constitución,  hubiere  lugar  á 
proceder  la  elección  de  Regencia,  el 
Consejo  de  Ministros  ejercerá  provisio- 
nalmente, bajo  su  responsabilidad,  el 
poder  constitucional  del  Rey. 

El  Consejo  de  Ministros,  por  medio 
de  una  proclama,  dará  á  conocer  al 
país  el  hecho  y  la  causa  en  virtud  de 
los  cuales  ha  tomado  posesión  del  po- 
der real. 

Art.  75.  En  el  caso  de  que  el  Trono, 
en  virtud  de  la  presente  Constitución, 
quedase  sin  heredero,  el  Consejo  de  Mi- 
nistros tomará  en  sus  manos  el  poder 
real. 

Dicho  Consejo  deberá,  desde  luego, 
en  el  plazo  de  un  mes,  á  contar  desde 
la  muerte  del  Rey,  convocar  la  Gran  Cá- 
mara Nacional,  que  es  la  llamada  á 
arreglar  la  cuestión  del  Trono. 
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TÍTULO  V.— DE   LA    REPRESENTACIÓN 
NACIONAL 

Art.  76.  La  Cámara  Nacional  es  la 
representación  del  país. 

La  Cámara  Nacional  será,  ordinaria 
ó  extraordinaria. 

Arl.  77,  La  SkupchUna  ó  Cámara 
Nacional  so  compondrá  de  Diputados 
elegidos  libremente  por  el  pueblo,  de 
conrormidad  con  las  disposiciones  de  la 
presenteConstitución. 

Art.  78.  La  elección  de  Diputados  na- 
cionales será  directa;  la  votación  aera 
secreta  y  se  hará  por  medio  de  bolas. 

Art.  79.  Cada  departamento  (okrong) 
elegirá  un  nUmero  de  diputados  propor- 
cionado al  número  de  sus  contribuyen- 
tes, á  razón  de  un  diputado  por  cada 
4.500  de  estos  últimos.  Si  el  número  de 
contribuyentes  que  quedase,  teniendo 
en  cuenta  la  anterior  proporción,  fuese 
mayor  de  3.000,  se  eligirá  un  Diputado 
más. 

Están  comprendidos  en  este  número 
los  Diputados  para  los  cuales  el  art.  100 
de  la  Constitución  exige  condiciones 
especiales. 

Art,  80.  El  número  do  contribuyen- 
tes de  cada  departamento  (okrong)  &sl 
como  el  número  de  Diputados  que  los 
diferentes  departamentos  habránde  ele- 
gir, serán  determinados  con  anteriori- 
dad á  cada  elección  de  conformidad  con 
las  disposiciones  de  la  presente  Consti- 
tución, por  una  Comisión  compuesta: 
del  Presidente  del  Consejo  de  Estado, 
del  Presidente  y  de  los  dos  Vicepresi- 
dentes de  la  última  Skupchtina  y  del 
Presidente  del  Tribunal  de  Casación. 

Art.  81.  La  ciudad  de  Belgrado  elige 
cuatro  diputados,  dos  cada  una  de  las 
de  Nich  y  de  Kragoniévatz  y  uno  cada 
una  de  las  de  .\lexinatz,  Valiévo,  Vra- 


nia,  Gorni  Milanovatz,  Zaitchar,  Jago* 

dina,  Kinagévatz,  Krouschévatz,  Loz- 
nitza,  Leskovatz,  Négotin,  Paratchin, 
Pirot,  Pojarevatz,  ProkoupÜé,  Soilaí- 
natz,  Smederevo,  Tchoupnn,  Ougitzé, 
Tchalcliak  y  Schabatz. 

Art.  82.  Los  ayuntamientos  rurales 
á  los  cuales  pertenecen  las  villas  de 
Dobrinié  y  Takovo,  situadas  "respecti- 
vamente en  los  departamentos  actuales 
de  Ougitzé  y  Ronduik,  eligen  un  Dipu- 
tado cada  una. 

Art.  83.  Cada  Diputado  nacional,  no 
tan  sólo  representará  &  sus  electores, 
sino  á  toda  la  nación. 

Art.  81.  Los  electores  no  podrán  dar, 
ni  los  Diputados  aceptar,  mandato  al- 
guno imperativo. 

.^rt.  85.  Son  electores  todos  los  ciu- 
dadanos nacidos  6  naturalizados  en 
Servia  que  hayan  cumplido  la  edad  de 
veintiún  años  y  paguen  al  Estado,  por 
lo  menos,  15  pesetas  al  año  de  contri- 
bución directa. 

Los  miembros  de  madrugas  (asocia- 
ciones de  familia)  que  tengan  veintiún 
años  cumplidos,  tienen  el  derecho  de 
eulragio,  cualquiera  que  sea  la  contri- 
bución que  paguen  al  Estado. 

Aquel  que  quiera  hacer  uso  de  su  de- 
recho electoral,  del>e  sacar  previamen- 
te su  papeleta  de  elector.  La  autoridad 
competente  estará  obligada  á  expedir 
dicha  papeleta  é  todos  aquellos  que 
prueben,  por  medio  de  recibo  6  por  el 
registro  en  el  cual  se  inscriben  los  im- 
puestos percibidos,  haber  pagado  la 
contribución  que  les  da  derecho  electo- 
ral correspondiente  al  último  semestre 
ó  al  semestre  corriente. 

Art.  86.  Cada  elector  sólo  tiene  el 
derecho  de  votar  en  un  colegio,  y  esto 
dentro  de  la  circunscripción  electoral 
en  que  se  halle  inscrito. 

Art.  87.    No  podrán  votar  los  oficia- 
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les  en  servicio  activo  ó  en  la  reserva 
(en  situación  de  disponibles)^  ni  los  sol- 
dados que  se  encuentren  bajo  banderas. 

Art.  88.  Están  privados  temporal- 
mente del  derecho  electoral: 

1.**  Los  condenados  á  trabajos  forza- 
dos^ hasta  que  recobren  sus  derechos 
de  ciudadanos; 

2.**  Los  condenados,  por  un  delito,  á 
la  pérdida  de  los  derechos  políticos  (ho- 
nores cívicos)  mientras  dure  la  pena; 

3.**  Los  que  se  encuentren  detenidos 
preventivamente  ó  encarcelados  á  con- 
secuencia de  delitos  y  crímenes  previs- 
tos en  los  dos  párrafos  anteriores; 

4."  Los  condenados  por  abusos  de 
autoridad,  ó  por  haber  empleado  ame- 
nazas ó  ejercido  corrupción  á  fin  de  ser 
elegidos  ó  hacer  elegir  á  otro,  así  como 
todos  los  condenados  por  haber  trafi- 
cado con  su  voto.  En  la  sentencia  con- 
denatoria se  fijará  la  duración  de  la 
pérdida  del  derecho  electoral; 

'^  °    Los  declarados  en  quiebra; 


o. 


6.°  Los  que  estén  bajo  cúratela  ó 
provistos  de  un  consejo  judicial; 

7.°  Los  que  estén,  sin  autorización 
del  Gobierno  servio,  al  servicio  de  una 
potencia  extranjera; 

8.®  Los  que  hayan  sido  condenados 
por  haberse  negado  á  cumplir  sus  debe- 
res de  ciudadano  y  soldado,  y  los  miem- 
bros pertenecientes  á  un  culto  no  reco- 
nocido por  el  Estado. 

Art.  89.  Todos  los  electores  de  un 
departamento  (okrong)  constituirán  un 
solo  cuerpo  electoral  y  votarán,  no  por 
candidatos  aislados,  sino  por  una  can- 
didatura completa.  De  igual  modo  se 
votará  en  las  ciudades  que  tengan  que 
elegir  más  de  un  Diputado. 

Art.  90.  En  cada  departamento  se 
efectuará  á  la  vez  la  elección  en  dife- 
rentes puntos  designados  por  la  ley. 
Las  ciudades  podrán  igualmente,  en 


caso  de  necesidad,  ser  divididas  en  (U- 
versas  secciones  electorales. 

Art.  91.  En  cada  lugar  donde  deba 
verificarse  la  elección  se  constituirá 
una  Mesa  electoral,  compuesta  de  un 
Consejero  municipal  designado  por  el 
municipio  de  la  localidad,  de  un  repre- 
sentante de  cada  candidato  y  de  un 
Juez,  ó  de  un  agregado  al  tribunal,  ó  de 
un  abogado. 

Art.  92.  En  cada  capitaj  de  departa- 
mento, de  igual  modo  que  en  las  ciuda- 
des  donde  haya  que  nombrar  más  de 
un  Diputado,  se  formará  una  Mesa  elec- 
toral central,  quien  reunirá  todos  los 
votos,  los  examinará,  proclamará  el 
resultado  del  escrutinio  y  expedirá  el 
acta  de  diputado. 

El  Presidente  de  esta  Mesa  será  un 
Consejero  de  Estado  ó  un  Consejero  del 
Tribunal  de  Casación,  elegido  por  sor- 
teo; los  miembros  que  la  constituyan 
serán:  un  individuo  de  la  Comisión  per- 
manente del  departamento,  el  Presi- 
dente del  Consejo  municipal  de  la  lo- 
calidad, un  Consejero  del  Tribunal  de 
Apelación  ó  un  Presidente  del  Tribunal 
de  primera  instancia,  y  dos  represen- 
tantes de  cada  candidatura. 

Art.  93.  Cien  electores  de  cada  de- 
partamento y  cincuenta  de  cada  ciu- 
dad que  elija  más  de  un  diputado,  ten- 
drán derecho  á  proclamar  una  candi- 
datura. Cada  una  de  éstas  deberá  con- 
tener tantos  candidatos  como  Diputa- 
dos tenga  que  nombrar  cada  departa- 
mento ó  ciudad  interesada.  La  candi- 
datura contendrá  el  nombre  del  candi- 
dato inscrito  en  primer  lugar.  Cada 
candidatura  tendrá^  su  urna  especial 
en  todo  lugar  donde  haya  de  verificar- 
se la  elección. 

La  cifra  total  de  electores  que  hayan 
votado,  dividida  por  el  número  de  Di- 
putados que  deba  elegir  el  cuerpo  elec^ 
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•toral  interesado,  dará  el  cociente  elec- 
toral, según  el  cual  se  determinará  el 
número  de  candidatos  elegidos  que  ha- 
brá que  tomar  de  cada  candidatura. 
En  cada  una  de  éstas  se  inscribirán 
tantos  candidatos  como  veces  baya 
reunido  el  cociente  electoral. 

El  cociente  será  concedido  desde  lue- 
go al  candidato  inscrito  en  primer  lu- 
gar de  la  candidatura,  y  en  seguida  á 
los  demás  candidatos,  siguiendo  el  or- 
den de  inscripción,  hasta  que  el  núme- 
ro de  votos  obtenidos  por  esta  candi- 
datura esté  agotado. 

Si  quedasen  vacantes  de  diputados, 
para  las  cuales  ninguna  candidatura 
hubiese  reunido  un  número  de  votos 
igual  al  cociente,  estas  vacantes  se 
repartirán  entre  las  candidaturas  que 
dispongan  de  la  cifra  más  próxima  del 
cociente,  hasta  que  se  obtenga  el  nú- 
mero completo  de  Diputados.  En  caso 
de  empate  entre  dos  ó  varias  candida- 
turas, la  suerte  decidirá  á  cuál  de  ellas 
deberá  concederse  la  vacante. 

Art.  94.  En  las  ciudades  que  tengan 
que  elegir  Un  solo  Diputado,  asi  como 
los  ayuntamientos  á  los  cuales  conce- 
de el  art.  81  de  la  presente  Constitu- 
ción el  derecho  electoral  especial,  se 
deberá  considerar  como  elegido  el 
candidato  que  reúna  la  mayoría  abso- 
luta de  votos. 

Si  nadie  ha  obtenido  la  mayoría  abso- 
luta, se  procederá  á  una  nueva  elec- 
ción. Una  vez  verificada  ésta,  será  su- 
ficiente la  mayoría  relativa,  y  en  caso 
de  empate  decidirá  la  suerte. 

La  Mesa,  electoral  que  ha  de  expedir 
el  acta  de  Diputado  se  compondrá:  de 
un  Juez  del  Tribunal  de  primera  instan- 
cia de  la  localidad  ó  del  lugar  más  pró- 
ximo, designado  por  la  suerte,  del  Al- 
calde y  de  un  delegado  de  cada  candi- 
dato interesado. 


Art.  95.  El  que  no  tenga  derecho  elec- 
toral no  podrá  ser  elegido  Diputado. 

Art.  96.  Para  ser  Diputado  de  la  Cá- 
mara Nacional  es  necesario,  además 
de  las  condiciones  exigidas  para  el  de- 
recho electoral,  reunir  las  siguientes: 

I.*  Ser  servio  de  nacimiento,  ó  si  se 
ha  obtenido  por  naturalización  tal  cuar 
lidad,  hallarse  establecido  en  Servia 
cinco  años  antes  por  lo  menos; 

2.*  Hallarse  en  el  pleno  goce  de  sus 
derechos  civiles  y  políticos; 

3.*  Residir  permanentemente  en  Ser. 
via,  á  no  ser  en  el  caso  de  que  el  ejer- 
cicio de  una  función  pública  le  obligue 
á  tener  su  residencia  en  el  extranjero; 

4."    Tener  treinta  anos  cumplidos; 

5.*  Pagar  al  Estado  por  lo  menos  30 
pesetas  anuales  de  contribución  di- 
recta. 

Art.  97.  No  podrán  ser  elegidos  Di- 
putados los  funcionarios  que  pertenez- 
can al  servicio  de  policía. 

Art.  98.  Los  Diputados  que  en  el  mo- 
mento de  su  elección  no  sean  funciona- 
rios del  Estado,  y  durante  el  ejercicio 
de  su  cargo  entren  en  el  servicio  del  Es- 
tado, perderán  por  este  solo  hecho  el 
carácter  de  Diputados.  Podrán,  sin  em- 
bargo, ser  reelegidos  de  conformidad 
con  el  art.  99. 

La  disposición  anterior  no  es  aplica- 
ble á  los  Ministros,  quienes  continua- 
rán siendo  Diputados,  sin  tener  que  so- 
meterse á  reelección. 

Art.  99.  Los  funcionarios  y  demás 
agentes  al  servicio  del  Estado  que  ha- 
yan sido  elegidos  Diputados  y  acepta- 
sen el  mandato  legislativo,  perderán, 
por  este  hecho,  sus  funciones  ó  em- 
pleos. 

Sin  embargo,  conservarán  sus  funcio- 
nes, aun  cuando  hayan  aceptado  el  re- 
ferido mandato,  los  funcionarios  si- 
guientes: 
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1.**  Los  Ministros  en  activo  servicio 
ó  disponibles; 

2/*    Los  Consejeros  de  Estado; 

3.^  Los  Embajadores  extraordina- 
rios y  Ministros  plenipotenciarios  acre- 
ditados ante  un  Gobierno  extranjero, 
ios  agentes  diplomáticos  y  Cónsules 
generales; 

4.**  Los  Presidentes  y  miembros  de 
las  Cámaras  y  Tribunales  de  primera 
instancia; 

5.°  Los  profesores  de  la  Universi- 
dad, escuelas  profesionales  y  de  segun- 
da enseñanza; 

6.®  Los  ingenieros  y  médicos  al  ser- 
vicio del  Estado; 

7.°  Los  funcionarios  jubilados  ó  en 
disposición  de  serlo. 

Art.  100.  Entre  los  Diputados  nom- 
brados por  cada  departamento,  debe- 
rán encontrarse  por  lo  menos  dos  per- 
sonas que,  independientemente  de  las 
condiciones  generales  correspondien- 
tes al  derecho  de  ser  elegido  Diputado, 
reúnan  la  condición  particular  si- 
guiente: 

Haber  terminado,  ya  en  Servia,  ya 
en  el  extranjero,  los  estudios  de  cual- 
quier facultad  ó  de  una  escuela  profe- 
sional superior,  colocada  en  la  misma 
categoría  que  las  facultades  universi- 
tarias. 

Sin  embargo  de  esto,  se  considerarán 
como  cumpliendo  esta  condición,  aun 
cuando  no  hayan  terminado  los  referi- 
dos estudios: 

a)  Los  que  hayan  sido  Presidentes  ó 
Vicepresidentes  de  la  Cámara  (Skupch- 
tina)  Nacional; 

b)  Los  Ministros  y  agentes  diplomá- 
ticos, ó  los  que  anteriormente  hayan 
ejercido  una  de  estas  funciones; 

c)  Los  que  sean  ó  hayan  sido  Presi- 
dentes, Vicepresidenteis  ó  miembros  del 
Consejo  de  Estado; 


d)  Los  Generales  y  Coroneles  reti- 
rados. 

Los  dos  Diputados  indicados  serán 
elegidos  por  los  departamentos  en  el 
mismo  di  a  y  en  igual  forma  que  los  de* 
más  Diputados,  pero  su  elección  se  ve- 
riñcará  aparte  de  la  de  estos  últimos. 

Art.  101.  El  cargo  de  Diputado  de  la 
Cámara  Nacional  ordinaria,  designado 
en  elecciones  generales,  es  de  una  du- 
ración de  tres  años. 

Para  cada  período  trienal  de  la  Cá- 
mara, las  elecciones  tendrán  lugar  el 
14  de  Septiembre,  día  de  la  festividad 
de  la  Santa  Cruz. 

Si  las  elecciones  generales  tienen  lu- 
gar después  de  una  disolución  de  la  Cá- 
mara Nacional,  los  tres  años  del  perío- 
do legislativo  no  empezarán  á  correr 
hasta  el  mes  de  Septiembre  siguiente. 
Antes  de  comenzar  este  período,  podrá 
ser  convocada  la  Cámara  á  sesión  ex- 
traordinaria. 

Los  Diputados  nombrados  en  las  elec- 
ciones complementarias  no  obtendrán 
sus  mandatos  hasta  que  ñnalice  el  pe- 
ríodo legislativo  durante  el  cual  hayan 
sido  elegidos. 

Las  elecciones  complementarias  de- 
berán tener  lugar,  lo  más  tarde,  un  mes 
después  de  que  haya  resultado  la  va- 
cante del  cargo  de  Diputado. 

Art.  102.  La  Cámara  Nacional  se  con- 
vocará regularmente  en  la  capital  el  1.° 
de  Noviembre  de  cada  año. 

Sólo  en  el  caso  de  una  absoluta  ne- 
cesidad, podrá  reunirse  la  Cámara  fue- 
ra de  la  capital,  quedando  obligado  el 
Gobierno  á  justificar  en  este  caso  su 
conducta  ante  la  misma  Cámara. 

La  sesión  ordinaria  de  la  Cámara  no 
podrá  durar  menos  de  seis  semanas. 

Art.  103.  El  Rey  puede  también  con- 
vocar á  sesión  extraordinaria  la  Cá- 
mara Nacional, 


538 


INSTITUCIONES  POLÍTICAS   Y   JURÍDICAS 


Art.  104.  La  Cámara  Nacional  es  la 
única  llamada  á  examinar  los  poderes 
de  sus  miembros  y  á  resolver  sobre  su 
validez,  así  como  sobre  las  cuestio- 
nes eventuales  que  surjan  sobre  este 
asunto. 

Nadie  podrá  impedir  á  un  Diputado, 
que  traiga  su  acta  expedida  por  la  Me- 
sa electoral  competente,  el  penetrar  en 
la  Cámara.  Sólo  ésta  es  la  que  decidirá 
sobre  la  validez  de  su  elección. 

Art.  105.  En  la  primera  sesión,  cele- 
brada bajo  la  presidencia  del  más  an- 
ciano, la  Cámara  procederá  al  sorteo 
de  secciones.  Cada  una  de  éstas  desig- 
nará en  seguida  á  uno  de  sus  miembros 
para  que  forme  parte  de  la  Comisión 
de  actas. 

Art.  106.  La  Cámara  Nacional  elegi- 
rá de  su  seno,  para  cada  sección,  un 
Presidente,  dos  Vicepresidentes  y  dos 
Secretarios. 

Art.  107.  Todos  los  Diputados,  al  to- 
mar posesión  de  su  cargo,  prestarán  el 
siguiente  juramento: 

«Yo  (el  nombre  y  apellidos)  juro  por  el 
Dios  solo  y  único,  por  todo  lo  que  ten- 
go de  más  sagrado,  según  la  ley  divina, 
y  por  lo  que  tengo  de  más  querido  en 
este  mundo,  observar  fielmente  la  Cons- 
titución y  tener  constantemente  á  la 
vista,  en  mis  proposiciones  y  en  mis 
votos,  el  bien  común  del  Rey  y  de  la 
nación,  según  mi  conciencia  y  mis  lií- 
ces.  ¡Asi  Dios  me  ayude  en  este  mundo 
y  en  el  otro!» 

Art.  108.  La  Cámara  contestará  al 
discurso  de  la  Corona  por  medio  de  un 
Mensaje. 

Art;  109.  Las  sesiones  de  la  Cáma- 
ra Nacional  son  públicas;  pero  podrá 
decretarse  que  no  las  presencie  el  pú- 
blico, cuando  lo  pidan  el  Presidente 
de  la  Cámara,  ^1  Gobierno  ó  10  Dipu- 
tados, 


Si  lo  anterior  fuere  solicitado  por  el 
Presidente  de  la  Cámara  ó  por  10  Di- 
putados, la  misma  Cámara  podrá  de- 
cidir sobre  la  cuestión  de  saber  si  la 
sesión  será  ó  no  secreta. 

Art.  110.  La  Cámara  no  podrá  tomar 
resolución  alguna  si  no  se  encontrare 
reunida  la  mitad  del  número  de  Diputa- 
dos que  previene  la  Constitución. 

Para  que  sea  válida  cualquiera  reso- 
lución de  la  Cámara,  es  necesario  que 
recaiga  sobre  aquélla  la  mayoría  délos 
votos  de  los  Diputados  presentes. 

En  caso  de  empate,  la  proposición 
objeto  de  la  votación  será  rechazada. 

Art,  111.  Las  votaciones  en  la  Cá- 
mara serán  nominales  ó  secretas. 

La  votación  nominal  tendrá  lugar 
siempre  que  se  trate  de  la  aprobación 
de  un  proyecto  de  ley  en  su  totalidad, 
así  como  en  todos  los  demás  casos  en 
que  lo  pidan  el  Gobierno  ó  20  Diputados. 

La  Mesa  de  la  Cámara  se  nombrará 
siempre  en  votación  secreta. 

Los  Diputados  no  podrán  votar  por 
poder. 

Art.  112.  La  Cámara  Nacional  no 
podrá  deliberar  sobre  ningún  proyecto 
de  ley  sin  que  el  Consejo  de  Estado 
haya  procedido  con  anterioridad  á  su 
examen  y  dado  á  conocer  á  la  Cámara 
su  opinión  acerca  de  él.  Únicamente  el 
presupuesto  y  las  leyes  financieras 
anuales  que  estén  en  relación  inmedia- 
ta con  el  presupuesto,  no  serán  some- 
tidas al  examen  previo  del  Consejo  de 
Estado. 

Art.  113.  Todo  proyecto  de  ley,  in- 
cluso el  presupuesto,  deberá  remitirse, 
antes  de  su  discusión  en  la  Cámara,  al 
examen  de  una  Comisión  especial.  Esta 
Comisión  presentará  su  informe  á  la 
Cámara. 

Art.  114.  En  las  secciones  de  la  Cá- 
mara habrá  una  Comisión  especial  en- 
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cargada  de  dictaminar  en  cada  proyec- 
to de  ley  que  se  presente  ante  aquélla. 

Una  sola  Comisión  estudiará  el  pre- 
supuesto en  su  totalidad. 

Art.  115.  No  podrá  admitirse  en  su 
totalidad  cualquier  proyecto  de  ley  si 
alguno  de  sus  artículos  no  ha  sido  pre- 
viamente aprobado. 

Art.  116.  Todo  proyecto  de  ley  debe- 
rá someterse  &  dos  lecturas  y  dos  vota- 
ciones en  la  misma  legislatura  déla 
Cámara  antes  de  su  adopción  deñniti- 
va.  Entre  ambos  votos  deberá  transcu- 
rrir, por  lj  menos,  un  plazo  de  cinco 
dias. 

Art.  117.  Ninguna  ley  podrá  ser  pro- 
mulgada, derogada,  modificada  ó  inter- 
pretada sin  el  consentimiento  de  la 
CámaraNacional. 

Los  órganos  del  poder  ejecutivo  da- 
rán publicidad  á  los  reglamentos  para 
la  aplicación  de  las  leyes,  de  igual  mo- 
do que  á  los  reglamentos  que  tengan 
su  origen  en  el  poder  ejecutivo  y  en  el 
derecho  de  registro  reconocido  en  el 
Rey,  Sin  embargo,  unos  y  otros  debe- 
rán hacer  mención  expresa  de  la  ley 
pn  la  cual  se  funden. 

Ninguna  ley  ni  reglamento  que  ema- 
nen de  las  autoridades  que  representen 
fil  Estado,  departamento  6  municipio, 
no  tendrán  fuerza  obligatoria  si  no  se 
hubiesen  publicado  en  la  forma  que  la 
ley  establece. 

La  fórmula  de  la  publicación  deberá 
acreditar  expresamente  el  consenti- 
mionto  de  la  Cámara  Nacional. 

Art.  118.  Las  leyes  y  reglamentos 
derivados  de  leyes  tendrán  fuerza  obli- 
gatoria para  todos  los  servios  y  para 
las  autoridades  del  pais  desde  el  mo- 
mento de  su  publicación,  de  conformi- 
dad con  la  ley.  Es  de  la  exclusiva  com- 
petencia de  la  Cámara  Nacional  el  de- 
cidir respecto  á  saber  si  una  ley  lia  sido 


elaborada  de  conformidad  con  la  Cons- 
titucián. 

Art.  119.  No  podrá  crearse  ni  modi- 
ficarse impuesto  alguno  ó  cualquier 
otra  contribución  general  sin  la  apro- 
bación de  la  Cámara  Nacional. 

El  Estado  no  podrá  contraer  deuda 
alguna  sin  el  asentimiento  de  la  referi- 
da Cámara. 

El  Gobierno  tiene  la  obligación  de 
presentar  á  la  Cámara  Nacional  un  in- 
forme exacto,  certificado  por  el  Tribu- 
na! de  Cuentas,  acreditando  que  los 
tratados  financieros  fian  sido  conclui- 
dos y  ejecutados  con  arreglo  á  la  ley. 

Art.  120.  El  Gobierno  podrá  retirar 
todo  proyecto  de  ley  que  haya  sometido 
á  la  aprobación  d&  la  Cámara,  si  des- 
pués de  transcurrido  largo  espacio  de 
tiempo  no  hubiere  sido  objeto  de  una 
votación  definitiva. 

Art.  121.  Todo  proyecto  de  ley  que 
la  Cámara  haya  definitivamente  des- 
echado, no  podrá  ser  presentado  otra 
vez  en  la  misma  sesión. 

Art.  122.  La  Cámara  tiene  el  derecho 
de  formar  el  sumario  en  los  asuntos  de 
materia  electoral  y  administrativos. 

CadaDiputado  tiene  el  derecho  de  for- 
mular preguntas  y  hacer  interpelacio- 
nes á  los  Ministros. 

Estos  deberán  contestar  antes  de  la 
clausura  de  la  sesión. 

Art.  123.  Cada  uno  tiene  el  derecho 
de  dirigir  á  la  Cámara,  por  medio  de  su 
Presidente,  peticiones  y  quejas. 

La  Cámara  tiene  e!  derecho  de  poner 
unas  y  otras  en  conocimiento  de  los 
Ministros. 

Estos  deberán  dar  explicaciones  siem- 
pre que  la  Cámara  lo  pida. 

Solo  podrán  hacer  uso  de  la  palabra 
dentro  de  la  Cámara  los  Diputados,  Mi- 
nistros y  Subdelegados  del  Gobierno. 

La  Cámara  Nacional  no  podrá  recibir 
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¡sione8  6  particulares,  ni  conceder 
abra  &  persona  alguna  fuera  de 
mcionadas. 

134.  Nadie  podrá,  en  ningún 
o,  pedir  cuentas  á  un  Diputado  del 
que  haya  emitido  como  miembro 
Cámara. 

pecto  á  los  discuraos  pronuncia- 
nte la  Cámara,  los  Diputados  no 
iderán  más  que  ante  ella  misma, 
podrá  imponerles,  á  propuesta  de 
isidente,  las  penas  disciplinarias 
1  reglamento  de  la  Cámara  pre- 

125.  Los  Diputados  no  podrán, 
previa  autorización  de  la  Cáma- 
r  perseguidos  ni  arrestados  por 
i  6  deudas  desde  el  día  de  su 
ramiento  hasta  la  terminación  de 
go,  á  no  ser  que  hayan  sido  cogi- 
1  flagrante  delito. 
>  aun  en  este  último  caso  deberá 
se  en  conocimiento  de  la  Cámara, 
incootrasc  reunida,  quien  dará  6 
autorización  para  que  se  proceda 
i  el  Diputado  antes  de  la  clausura 


126.  La  Cámara  tiene  el  derecho 
iivo  de  sostener  en  su  seno  el 
por  medio  del  Presidente. 

juna  fuerza  armada  podrá  pene- 
1  el  local  de  la  Cámara  Nacional 
su  recinto. 

;una  persona  podrá  entrar  con 
i  en  el  local  de  la  Cámara  Nacio- 
no  ser  aquéllas  que  por  su  profe- 
istén  obligadas  á  llevarlas  y  que 
llamadas  ante  la  Cámara  por 
DS  parlamentarios. 

127.  La  Cámara  Nacional  no  se 
en  relación  directa  sino  con  los 
ios. 

138.  Los  Diputados  percibirán 
^aja  del  Estado,  por  gastos  de  re- 
itación,  una  indemnización  diaria 


mientras  duren  las  sesiones  legisla- 
tivas. 

Una  ley  especial  Ajará  el  importe  de 
esta  indemnización. 

Art,  129.  Una  ley  especial  establece- 
rá el  recámenlo  interior  de  la  Cámara. 

Art.  130.  Para  la  Gran  Cámara  Na- 
cional se  elegirá  doble  número  de  DípiH 
tados  que  para  la  Cámara  Nacional  or- 
dinaria. 

No  es  aplicable  á  la  Gran  Cámara  Na- 
cional el  art.  100  de  la  presente  Consti- 
tución. 

Art.  131,  La  Gran  Cámara  Nacional 
se  convocaré  cuando  haya  necesidad: 

1."  De  resolver  la  cuestión  del  Tr-- 
no  (art.  75); 

2."  De  nombrar  el  Consejo  de  Re- 
gencia (art.  63); 

3."  De  modificar  la  Constitución  (ar- 
tículos 201  y  202); 

4."  De  [deliberar  respecto  á  la  enaje- 
nación ó  cambio  de  una  parte  del  terri- 
torio del  Estado; 

5."  Cuando  el  Rey  juzgue  necesarin 
consultarla. 

TÍTULO  VI.— DE  LOS  MINISTROS 

Art.  132.  Al  frente  de  los  servici<is 
del  Estado  se  hallará  el  Consejo  de  Mi- 
nistros, bajo  las  órdenes  inmediatas 
del  Rey. 

El  Consejo  de  Ministros  se  compone 
de  Ministros  encargados  de  los  diver- 
sos servicios  públicos  y  del  Presídeme 
del  Consejo,  que  puede  serlo  sin  car- 
tera. 

El  Rey  nombra,  por  medio  de  decre- 
to, los  Minislros  y  Presidente  del  Con- 
sejo. 

Al  entrar  éstos  en  funciones  presta- 
rán juramento  de  obediencia  y  Bdelida<l 
al  Bey,  y  de  observar  fielmente  la  Cons- 
titución y  las  leyes. 
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Art.  133.    No  pueden  ser  Ministros  i 
más  que  los  servitjs  de  nacimiento  ó  los 
naturalizados  que  lleven^  por  lo  menos^ 
cinco  años  de  residencia  en  Servia. 

Art.  134.  Ningún  individuo  de  la  fa- 
milia real  puede  ser  Ministro. 

Art.  135.  Los  Ministros  tendrán  libre 
acceso  en  la  Cámara  Nacional,  la  cual 
está  obligada  á  oirlos  cada  vez  que  lo 
soliciten.  Sin  embargo,  los  Ministros 
no  tomarán  parte  en  las  votaciones  de 
la  Cámara,  á  no  ser  que  sean  al  mismo 
tiempo  Diputiulos, 

La  Cámara  tiene  el  derecho  de  exigir 
que  los  Ministros  asistan  á  sus  se- 
siones. 

Art.  136.  Los  Ministros  serán  res- 
ponsables ante  el  Rey  y  ante  la  Cámara 
Nacional  de  todos  los  actos  que  hayan 
verificado  en  el  ejercicio  de  sus  funcio- 
nes; asi  es  que,  todo  lo  relativo  á  los 
negocios  públicos  que  lleve  la  ñrma  del 
Rey,  deberá  ser  firmado  también  por  el 
Ministro  competente. 

La  orden  escrita  ó  verbal  del  Rey  no 
podrá  nunca  eximir  á  un  Ministro  de  la 
responsabilidad  en  que  por  su  ejecu- 
ción incurra. 

Art.  137.  El  Rey,  lo  mismo  que  la 
Cámara  Nacional,  tendrá  el  derecho  de 
presentar  la  acusación  contra  un  Mi- 
nistro: Jl.**,  por  traición  á  la  patria  ó  al 
Soberano;  2.**,  por  violar  la  Constitución 
y  los  derechos  que  ella  garantiza  á  los 
ciudadanos  servios;  3.°,  por  prevarica- 
ción; 4.**,  por  perjuicio  causado  al  Es- 
tado en  un  asunto  de  interés  perso- 
nal; 5.**,  por  violación  de  las  leyes,  en 
los  casos  en  que  ulteriormente  precise 
una  ley  sobre  responsabilidad  minis- 
terial. 

Tanto  el  Rey  como  la  Cámara  Nacio- 
nal harán  uso  de  este  derecho  dentro 
del  plazo  de  cuatro  años,  á  contar  desde 
el  dia  en  que  se  haya  cometido  el  delito.  } 


Art.  138.  La  acusación  debe  hacerse 
por  escrito,  contener  la  enumeración 
de  los  cargos  de  acusación  y  llevar  las 
firmas  de  20  Diputados  por  lo  menos. 

Para  que  se  decrete  válidamente  la 
admisión  de  la  acusación,  será  necesa- 
rio que  la  voten  las  dos  terceras  partes 
de  los  Diputados  presentes. 

El  Ministro  acusado  será  juzgado  por 
un  Tribunal  de  Estado,  compuesto  de 
miembros  del  Consejo  de  Estado  y  del 
Tribunal  de  Casación. 

Art.  139.  Una  ley  especial  (1),  de  la 
cual  se  ocupará  la  Cámara  Nacional  en 
su  primer  periodo  legislativo,  precisa- 
rá los  diferentes  casos  de  responsabili- 
dad ministerial,  las  penas  que  se  han 
de  aplicar  á  los  diversos  delitos,  la 
composición  del  tribunal  que  hade  juz- 
gar,á  los  Ministros  y  el  procedimiento 
que  debe  seguirse. 

Por  los  casos  de  responsabilidad  mi- 
nisterial que  no  estén  previstos  en  el 
Código  penal  y  que  no  traspasen  los  li- 
mites del  derecho  común,  el  Ministro 
acusado  no  podrá  ser  condenado  á  una 
pena  mayor  que  la  de  prisión. 

Art.  140.  El  Rey  no  podrá  hacer  uso 
de  su  derecho  de  gracia  en  favor  de  un 
Ministro  condenado,  sin  el  consenti- 
miento de  la  Cámara  Nacional. 

TÍTULO  VIL— DEL  CONSEJO  DE  ESTADO 

Art.  141.  El  Consejo  de  Estado  se 
compondrá  de  16  miembros,  de  los  cua- 
les ocho  los  nombrará  el  Rey,  y  los 
otros  ocho  los  elegirá  la  Cámara  Nacio- 
nal en  la  siguiente  forma:  el  Rey  some- 
terá ala  Cámara  una  lista  de  16  candi- 
datos, eligiendo  de  entre  ellos  la  Cá- 


(1}  Como  modelos  de  estas  leyes,  insertamos 
en  el  lu^r  correspondiente  de  este  tomo  las  de 
Grecia  y  Rumania, 
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mara  ocho,  que  el  Rey  nombrará  miem- 
bros del  Consejo  de  Estado;  la  Cámara 
Nacional,  por  su  parte,  someterá,  al 
Rey  otra  lista  con  16  eandida,toB,  de  los 
cuales  el  Rey  elegirá  j  nombrará  ocho 
miembros  del  Consejo  de  Estado.  Las 
vacantes  que  en  éste  ocurran  serán 
provistas  de  igual  modo. 

Art.  142.  Los  miembros  del  Consejo 
de  Estado  serán  vitalicios  y  pertenece- 
rán &  la  categoría  de  los  funcionarios 
públicos.  No  podrán  ser,  sin  su  consen- 
timiento, relevados  de  sus  funciones, 
ni  llamados  á  desempeñar  ningún  otro 
empleo  de  la  administración  pública. 
No  podrá  dárseles  el  retiro  sin  que  lo 
hayan  solicitado,  á  no  ser  que  lleven 
cuarenta  años  de  servicios  electivos, 
pasen  de  sesenta  y  cinco  años  de  edad, 
ú  que  su  estado  de  salud  no  les  permita 
desempeñar  sus  funciones. 

Si  un  miembro  del  Consejo  de  Estado 
fuese  nombrado  Ministro,  no  se  provee- 
rá su  vacante,  y  cuando  cese  en  el  car- 
go de  Ministro,  volverá  á  ocupar  su 
puesto  en  el  Consejo  de  Estado. 

Únicamente  en  el  caso  en  que  el  nú- 
mero de  miembros  del  Consejo  de  Es- 
tado sea  inferior  al  Ajado  por  el  regla- 
mento ulterior  del  mismo  para  que  los 
acuerdos  produzcan  pleno  efecto,  se 
proveerá  inmediatamente  é.  cubrir  las 
vacantes  necesarias  para  que  el  Conse- 
jo de  Estado  pueda  celebrar  sus  se- 

Art.  143,  Nadie  podrá  ser  miembro 
del  Consejo  de  Estado  si  no  es  ciuda- 
dano servio,  no  tiene  treinta  y  cinco 
años  de  edad,  no  ha  terminado  los  cur- 
sos de  una  facultad  en  Servia  ó  en  el 
extranjero,  ó  los  de  una  escuela  espe- 
cial asimilada  á  una  facultad,  y  si  no 
ha  sido  empleado  diez  años  al  menos 
en  un  servicio  público. 
Sin  embargo,  los  Consejerosde  Estado 


que  ejerzan  su  cargo  en  el  momento  de 
la  promulgación  de  la  presente  Cons- 
titución, podrán  ser  elegidos  y  nombra- 
dos miembros  del  Consejo  de  Estado 
aun  cuando  no  hayan  cumplido  las  con- 
diciones indicadas  anteriormente. 

Art.  144.  El  Rey  nombrará  de  entre 
los  Consejeros  de  Estado  un  Presiden- 
te y  un  Vicepresidente  del  Consejo,  cu- 
yas funciones  ejercerán  por  espacio  de 
tres  años. 

Art.  145.  Las  atribuciones  del  Con- 
sejo de  Estado  son  las  siguientes: 

1/  Elaborar,  previa  invitación  del 
Gobierno,  los  proyectos  de  leyes  ó  re- 
glamentos administrativos  de  interés 
general  y  emitir  su  dictamen  sobre  las 
cuestiones  que  el  Gobierno  le  someta; 

2.*  Examinar  los  proyectos  de  leyes 
que  el  Gobierno  presente  á  la  Cámara 
Nacional  ú  los'presentados  por  iniciati- 
va de  ésta,  y  emitir  sobre  ellos  su  pa- 
recer. 

Este  dictamen  ó  parecer  no  tendrá 
efecto  obligatorio  ni  para  la  Cámara  ni 
para  el  Gobierno;  sin  embargo,  deberá 
siempre  ser  comunicado  por  extenso  á 
la  Cámara  Nacional  antes  de  abrirse 
discusión  sobre  los  referidos  proyectuP. 
La  Cámara  y  el  Gobierno  podrán  fijar 
para  sus  respectivos  proyectos  de  ley 
un  plazo,  dentro  del  cual  tiene  que  emi- 
tir su  dictamen  el  Consejo  de  Estado, 
pudiendo  éste  pedir  prórroga  de  dicho 
plazo.  No  obstante,  si  á  la  ñnalización 
de  este  nuevo  plazo  el  Consejo  de  Es- 
tado no  presentase  su  informe  y  sus 
observaciones,  la  Cámara  podrá  pres- 
cindir de  ello  y  dar  comienzo  A  la  discu- 
sión y  debates; 

3,'  Fijar  la  lista  de  los  candidatos 
para  las  vacantes  del  Tribunal  de  Cuen- 
tas y  de  los  Tribunales  de  Casación  y 
Apelación; 

4.*    Decidir  en  última  instancia  sobre 
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las  reclamaciones  relativas  á  eleccio- 
nes para  la  Cámara^  Consejos  departa- 
mentales y  municipales; 

5. '  Juzgar  á  los  funcionarios  del  Es- 
tado como  tribunal  disciplinario; 

6.^  Decidir  sobre  las  reclamaciones 
formuladas  contra  las  decisiones  mi- 
nisteriales en  materia  contencioso-ad- 
ministrativa.  Las  decisiones  que  sobre 
esta  materia  recaigan  serán  obligato- 
rias para  los  Ministros; 

7.*  Resolver  sobre  los  conflictos  de 
atribuciones  entre  las  autoridades  ad- 
ministrativas; 

8.*  Aprobar  los  gastos  parciales  so- 
bre créditos  generales  inscritos  en  el 
presupuesto  para  necesidades  extraor- 
dinarias, asi  como  para  la  aplicación 
detallada  del  crédito  señalado  para  tra- 
bajos públicos,  siempre  que  estos  gas- 
tos excedan  de  la  suma  de  que  el  Mi- 
nistro puede  legalmente  disponer; 

9/  Decidir  sobre  los  casos  excepcio- 
nales de  admisión  á  la  naturalización 
servia; 

10.  Aprobar  las  transacciones  entre 
el  Estado  y  los  particulares,  siempre 
que  sean  ventajosos  para  el  Estado; 

11.  Decretar  si  há  lugar,  de  confor- 
midad con  la  ley,  á  la  expropiación  por 
causa  de  utilidad  públicaf 

12.  Cumplir  las  funciones  que  le  con- 
fieren las  diferentes  leyes  del  país. 

Art.  146.  Una  ley  especial  fijará  el 
reglamento  interior  del  Consejo  de  Es- 
tado. 

TÍTULO  VIH.— DE  LOS  TRIBUNALES 

Art.  147.  Los  tribunales  son  inde- 
pendientes, y  administrando  justicia  no 
dependen  de  ninguna  otra  autoridad 
que  de  la  de  la  ley.  Ningún  poder  en  el 
Estado,  ni  legislativo  ni  ejecutivo,  podrá 
inmiscuirse  enlos  asuntos  judiciales,  y, 


recíprocamente,  los  Tribunales  de  jus- 
ticia no  podrán  tomar  parte  en  el  ejer- 
cicio del  poder  legislativo  ó  ejecutivo. 

La  justicia  se  administra  en  nombre 
del  Rey. 

Art.  148.  No  podrá  instituirse  ni 
crearse  tribunal  alguno,  cualquiera  que 
sea  su  organización  y  competencia  ju- 
dicial, sin  que  lo  autorice  una  ley. 

Sin  embargo,  en  ningún  caso,  y  bajo 
ningún  motivo,  podrán  instituirse  Tri- 
bunales extraordinarios  ó  sumarios,  ni 
comisiones  encargadas  de  administrar 
justicia. 

Art.  149.  Se  confirma  la  institución 
del  Jurado.  Una  ley  determinará  la 
competencia  de  éste. 

Art.  150.  Los  tribunales  en  Servia 
son:  los  Tribunales  de  primera  instan- 
cia y  los  Tribunales  de  Apelación  y  Ca- 
sación. 

No  habrá  en  toda  Servia  más  que 
un  Tribunal  de  Casación,  el  cual  será 
llamado  únicamente  á  decidir  sobre  las 
cuestiones  de  derecho,  prescindiendo 
de  las  de  hecho. 

Este  mismo  Tribunal  ó  Cámara  resol- 
verá igualmente  los  conflictos  que  sur- 
jan entre  las  autoridades  judiciales  y 
administrativas. 

El  Presidente  del  Tribunal  de  Casa- 
ción tendrá  la  categoría  de  miembro  del 
Consejo  de  Estado. 

Art.  151 .  Nadie  podrá  ser  citado  ante 
un  tribunal,  ni  juzgado  por  un  tribunal 
distinto  á  aquel  que  legalmente  perte- 
nezca. 

Art.  152.  Para  que  un  tribunal  pueda 
administrar  justicia  es  necesario,  por 
lo  menos,  la  presencia  de  tres  Jueces. 

Sin  embargo,  por  medio  de  una  ley  se 
podrá  conferir  jurisdicción  á  un  solo 
Juez  en  asuntos  de  poca  importancia, 
tanto  civiles  como  criminales. 

Art.  153.    Los  debates  de  los  tribuna- 
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colaterales  hasta  el  cuacto  grado,  y  los 
parientes  por  añnidad  hasta  el  segundo 
grado  inclusive. 

Art.  157.  Nadie  podrá  ser  Juez  si  no 
es  servio,  y  si,  independientemente  de 
las  condiciones  generales  que  la  ley  re- 
quiere para  la  admisión  al  desempeño 
de  un  empleo  público,  no  hubiere  ter- 
minado los  estudios  en  una  facultad  d? 
derecho  en  Servia  ó  en  el  extranjero. 

Nadie  podrá  ser  Juez  de  primera  ins- 
tancia antes  de  los  veinticinco  años,  m 
en  un  Tribunal  superior  hasta  cumpli- 
dos los  treinta. 

Nadie  podrá  ser  Presidente  de  un  Tri- 
bunal de  primera  instancia,  ni  Juez  en 
un  Tribunal  de  Apelación,  si  no  hubiere 
servido  por  lo  menos  cinco  años  como 
Juez  en  uno  de  los  TribunaJes  de  pri- 
mera instancia,  ó  como  Secretario  en 
el  Ministerio  de  Justicia,  ó  en  un  Tri- 
bunal superior,  ó  como  profesor  titu- 
lar de  Derecho  en  la  Universidad  de 
Belgrado,  ó  si  no  hubiere  ejercido  siete 
aiíos  la  profesión  de  abogado. 

Nadie  podrá  ser  Presidente  de  un  Tri- 
bunal de  Apelación,  ni  Presidente  6 
miembro  del  de  Casación,  si,  indepen- 
dientemente de  las  condiciones  expues- 
tas en  e!  primer  párrafo  del  presente 
articulo,  no  hubiere  servido  diez  años 
como  Juez  ó  como  profesor  titular  de 
Derecho  en  la  Universidad  de  Belgrado, 
si  no  hubiere  ejercido  diez  años  la  pro- 
fesión de  abogado,  si  no  hubiere  sido 
por  espacio  de  cinco  años  miembro  del 
Tribunal  de  Apelación  ó  Presidente  de 
un  Tribunal  de  primera  instancia,  ó  sí 
no  hubiere  sido  Ministro  de  Justicia. 

No  podrá  ser  propuesto  ni  nombrado 
para  el  empleo  de  Presidente  ó  Juez  de 
un  tribunid  cualquiera  el  que,  en  virtud 
de  una  sentencia  del  Tribunal  de  Casa- 
ción, relativa  á  un  delito  disciplinario, 
haya  perdido  su  cargo  en  la  magistralu- 
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ra,  ó  por  condena  de  un  tribunal  regu- 
lar, por  delito  ó  crimen  de  derecho  co- 
mún, haya  sido  eliminado  de  la  magis- 
tratura. 

Las  disposiciones  arriba  indicadas  no 
serán  aplicables  á  los  Jueces  que  no 
sean  funcionarios  del  Estado. 

Art.  158.  Los  Jueces  son  inamovibles 
en  el  ejercicio  de  sus  funciones. 

Ningún  Juez podráser  destituido,  bajo 
ningún  concepto,  de  sus  funciones  con- 
tra su  voluntad,  á  menos  que  esto  no 
sea  en  virtud  de  sentencia  de  un  tribu- 
nal regular  ó  del  Tribunal  de  Caseación 
por  delito  disciplinario. 

Ningún  Juez  podrá  ser  citado  ante  los 
tribunales  por  sus  actos  oficiales  sin  el 
consentimiento  del  Tribunal  de  Casa- 
ción. 

Tampoco  podr^  ser  trasladado  á  otro 
lugar  sin  que^declare  por  escrito  acep- 
tar su  nuevo  destino. 

Tampoco  podrá  jubilarse  contra  su 
voluntad  'á  un  Juez,  á  no  ser  que  ha- 
ya cumplido  sesenta  años  de  edad  ó 
cuarenta  de  servicios,  ó  por  enferme- 
dades físicas  é  intelectuales  se  en- 
contrase imposibilitado  de  ejercer  el 
cargo. 

Sin  embargo,  en  este  último  caso  es 
necesario  que  la  jubilación  sea  decre- 
tada en  virtud  de  sentencia  del  Tribu- 
nal de  Casación. 

Art.  159.  El  cargo  de  Juez  es  incom- 
patible con  todo  otro  empleo  en  la  ad- 
ministración pública,  á  excepción  del 
de  profesor  honorario  en  una  Facultad 
de  Derecho. 

Ningún  Juez  podrá  ser  nombrado  con- 
tra su  voluntad,  ni  aun  á  título  provi- 
sional, para  otro  empleo  retribuido  ú 
honorífico. 

Art.  160.  Una  ley  especial  regulará 
la  composición,  organización  y  compe- 
tencia de  los  Tribunales  militares,  asi 
Tomo  IX.— Inbtitucionbs  jurídicas. 


como  las  condiciones  que  deban  reunir 
los  que  administran  justicia. 

TÍTULO  IX.— DE    LOS  DEPARTAMENTOS, 
DISTRITOS  Y  MUNICIPIOS 

Art.  161.  En  los  departamentos  fun- 
cionarán, al  lado  de  las  autoridades  ad- 
ministrativas, representando  al  Estado, 
como  poderes  autónomos:  las  Asam- 
bleas departamentales  y  las  Comisiones 
permanentes. 

Estos  poderes  están  llamados  á  velar 
por  los  intereses  departamentales  en 
materia  de  instrucción  pública,  indus- 
tria, vías  de  comunicación,  higiene  y 
tesoro  público,  y  á  trabajar  por  su  des- 
arrollo. 

Tienen  igualmente  el  deber  de  cuidar 
todos  los  asuntos  que  las  leyes  les  con- 
fieran. 

Art.  162.  Los  municipios  son  autó- 
nomos. 

La  gestión  de  los  intereses  comuna- 
les está  confiada  á  los  Tribunales  co- 
munales, á  los  Consejos  municipales  y 
á  las  Asambleas  generales  de  los  muni- 
cipios. 

Art.  163.  Las  elecciones  municipa- 
les se  verificarán  por  sufragio  directo. 

Art.  164.  En  materia  de  elecciones 
municipales  y  departamentales  será 
elector  todo  ciudadano  servio  pertene- 
ciente al  municipio  ó  departamento 
respectivo  que,  además  de  las  condi- 
ciones que  la  ley  prescribe,  pague  al 
Estado  15  francos  anuales  de  contribu- 
ción directa. 

Todo  miembro  de  una  comunidad  ó 
sociedad  familiar  que  haya  cumplido 
veintiún  años  de  edad  es  elector,  cual- 
quiera que  sea  la  contribución  que  pa- 
gue al  Estado. 

Art.  165.  Las  autoridades  municipa- 
les, asi  como  las  Asambleas  departa- 
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Art,  171.  Todo  ciudadano  servio  está 
obligado  apagarlos  impuestos  al  Es- 
tado. 

El  impuesto  será  proporcional  á  la 
fortuna  de  cada  uno. 

Art.  172.  Nadie  podrá  eximirse  de 
pagar  los  impuestos  fuera  de  los  casos 
que  la  ley  previene. 

El  Bey  y  el  heredero  del  Trono  son 
los  únicos  que  están  exentos  de  pagar 
los  impuestos. 

Art.  173.  Ei  Tesoro  no  podrá  conce- 
der pensión,  socorro  O  retribución  al- 
guna sin  previa  prescripción  legal, 

Art.  174.  Todos  los  años  aprobará 
la  Cámara  Nacional  el  presupuesto  del 
Estado,  el  cual  regirá  únicamente  por 
un  año. 

El  presupuesto  deberá  presentarse  á 
la  Cámara  Nacional  al  comienzo  de  la 
legislatura.  Al  mismo  tiempo,  la  Cáma- 
ra deberá  solicitar  la  rectificación  de 
las  partidas  del  ejercicio  anterior. 

Todos  los  cargos  y  datas  del  Estado, 
asi  como  las  rectificaciones,  deberán 
figurar  en  el  presupuesto. 

La  Cámara  podrá  aumentar  ó  reducir, 
y  aun  suprimir  por  completo,  los  crédi- 
tos señalados  en  el  proyecto  de  presu- 
puesto. 

Las  economías  realizadas  sobre  cier- 
tos créditos  aprobados  en  el  presupues- 
to no  podrán  trasíerirse  á  otros  capí- 
tulos del  mismo,  salvo  el  caso  en  que 
estos  cambios  lleven  la  aprobación  del 
poder  legislativo. 

Art.  175.  Si  la  Cámara  Nacional  uo 
pudiese  aprobar  el  nuevo  presupuesto 
antes  de  comenzar  el  ejercicio,  podrá 
hacer  regir,  á  titulo  provisional,  el  pre- 
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supuesto  del  ejercicio  anterior  hasta  la 
adopción  del  nuevo. 

Si  la  Cámara  Nacional  estuviere  di- 
suelta ó  prorrogada  antes  de  la  aproba- 
ción del  presupuesto,  el  Rey  podrá  or- 
denar la  aplicación  del  presupuesto  del 
anterior  ejercicio  por  un  período  que 
no  podrá  exceder  de  cuatro  meses. 

Art.  176.  Las  minas  pertenecen  al 
dominio  del  Estado. 

Art.  177.  El  derecho  de  monopolio 
pertenece  también  al  Estado.  Este,  sin 
embargo,  podrá  ceder  el  referido  dere- 
cho á  uña  tercera  persona,  pero  única- 
mente en  virtud  de  una  ley  y  por  un 
tiempo  determinado. 

Sin  iguales  condiciones  tampoco  po- 
drá otorgar  concesión  alguna. 

Art.  178.  El  dominio  del  Estado  se 
extiende  á  todos  los  bienes  muebles  é 
inmuebles,  asi  como  á  todos  los  dere- 
chos de  posesión  que  el  Estado  adquie- 
ra ó  posea  en  propiedad. 

Sin  embargo,  los  bienes  del  dominio 
no  podrán  ser  enajenados  ó  hipoteca-  ' 
dos,  ni  sus  rentas  empeñadas  ó  grava- 
das sino  en  virtud  de  una  lev. 

Art.  179.  El  dominio  del  Estado  es 
distinto  del  dominio  real  privado,  del 
cual  podrá  el  Rey  disponer  libremen- 
te durante  su  vida  y  por  testamento, 
de  conformidad  con  las  disposiciones 
del  Código  civil. 

No  es  aplicable  al  dominio  del  Rey 
él  párrafo  2.°  del  art.  40  de  la  presente 
Constitución. 

Los  gastos  para  el  entretenimiento 
de  aquellos  bienes  del  Estado,  de  los 
cuales  disfruta  gratuitamente  el  Rey, 
serán  por  cuenta  de  la  lista  civil. 

TÍTULO  XI.— DEL  TRIBUNAL  DE  CUENTAS 

Art.  180.  Teniendo  en  cuenta  el  re- 
gistro de  las  cuentas  de  los  diferentes 


servicios  del  Estado,  se  crea  un  Tribu- 
nal de  Cuentas  con  funciones  adminis- 
trativas independientes.  Una  ley  deter- 
minará los  casos  en  que  podrá  acudir- 
se  en  queja  al  Tribunal  de  Casación 
contra  las  decisiones  del  Tribunal  de 
Cuentas. 

Este  tribunal  se  compone  de  un  Pre- 
sidente y  cuatro  miembros  que  elige  la 
Cámara  Nacional  de  entre  los  candida- 
tos propuestos  por  el  Consejo  de  Esta- 
do. La  lista  de  candidatos  contendrá 
siempre  doble  número  de  éstos  que  el 
de  vacantes  existentes. 

Los  miembros  del  Tribunal  de  Cuen- 
tas tendrán  la  categoría  de  miembros 
del  Tribunal  de  Casación,  y  su  Presi- 
dente la  de  Consejero  de  Estado. 

Art.  181.  Podrán  ser  miembros  del 
Tribunal  de  Cuentas  los  ciudadanos 
servios  que  hayan  terminado  los  es- 
tudios de  Derecho  en  Servia  ó  en  el 
extranjero,  y  que,  además,  hayan  ser- 
vido diez  años  en  uno  de  los  cargos 
del  Estado,  ó  los  que  hayan  sido  Minis- 
tros de  Hacienda,  los  que  hayan  ser- 
vido diez  años,  como  altos  funciona- 
rios, en  el  Ministerio  de  Hacienda.  Sin 
embargo,  el  Presidente  de  este  tribunal 
y  dos  de  sus  miembros  deberán  haber 
hecho  los  estudios  arriba  indicados. 

El  Presidente  y  los  miembros  del 
Tribunal  de  Cuentas  que  se  hallen  en 
funciones  al  entrar  en  vigor  la  presen- 
te Constitución,  permanecerán  ocupan- 
do sus  puestos,  á  no  ser  que  no  reúnan 
las  condiciones  que  exige  este  artículo. 
El  Presidente  y  los  miembros  del 
Tribunal  de  Cuentas  son  inamovibles 
en  el  ejercicio  de  sus  funciones.  No  po- 
drá destituírseles  sino  en  virtud  de  sen- 
tencia dictada  por  los  tribunales  del 
país,  ni  trasladados  á  otro  destino  sin 
su  consentimiento  formal,  consignado 
en  una  declaración  escrita. 


"á 


•} 


548 


INSTITVCIONES  POLÍTICAS  Y  JURÍDICAS 


íi ' 


De.  igual  modo  tampoco  podrá  dárse- 
les el  retiro,  á  no  ser  que  lleven  cua- 
renta años  de  servicios,  hayan  cumpli- 
do la  edad  de  sesenta  y  cinco  años,  ó 
su  estado  de  salud  les  impida  continuar 
prestando  sus  servicios. 

Art,  182.  El  Tribunal  de  Cuentas 
hará  la  revisión,  rectificación  y  des- 
cuento de  las  cuentas  de  la  administra- 
ción general,  asi  como  de  todas  las  ges- 
tiones de  las  cajas  dependientes  del 
Tesoro.  Cuidará  de  que  no  se  exceda 
de  los  diferentes  créditos  aprobados  en 
el  presupuesto,  y  de  que  no  se  verifique 
en  ellos  cambio  alguno.  Cerrará  las 
cuentas  de  todas  las  administraciones 
públicas,  y  está  obligado  á  recoger  to- 
das las  piezas  justificativas  y  todos  los 
indicios  necesarios. 

La  cuenta  general  se  presentará  á  la 
Cámara  Nacional  con  las  observacio- 
nes del  Tribunal  de  Cuentas  en  un  pla- 
zo de  dos  años,  á  contar  desde  la  clau- 
sura de  cada  ejercicio. 

Una  ley  especial  determinará  más  en 
detalle  la  organización  y  atribuciones 
del  Tribunal  de  Cuentas,  así  como  el 
modo  de  formar  su  personal. 

TÍTULO  XII.— DE  LOS  SERVICIOS 
DEL  ESTADO 

Art.  183.  Todos  los  ciudadanos  que 
hayan  nacido  en  Servia  tienen  iguales 
derechos  á  todos  los  empleos  de  los 
diferentes  ramos  de  los  servicios  del 
Estado,  con  tal  que  reúnan  las  condi- 
ciones que  las  leyes  exigen. 

Los  naturalizados  en  Servia  tendrán 
iguales  derechos  siempre  que  lleven 
cinco  años  de  residencia  en  el  reino. 

Los  extranjeros,  así  como  los  natura- 
lizados que  no  lleven  cinco  años  de  re- 
sidencia, podrán  desempeñar  destinos 
públicos  únicamente  en  virtud  de  un 


contrato,  y  en  ciertos  casos  determina» 
dos  que  la  ley  previene, 

Art.  184.  En  el  momento  del  nom- 
bramiento y  ascenso  de  los  funciona- 
rios, se  tendrá  en  cuenta  la  buena  con- 
ducta, aptitudes  y  conocimientos  espe- 
ciales. 

Como  registro  de  conocimientos  es- 
peciales, se  crearán  gradualmente  exá- 
menes del  Estado  en  todos  los  ramos 
de  la  Administración  pública. 

Art.  185.  Todo  funcionario  es  res- 
ponsable de  sus  actos  oficiales. 

Art.  186.  Los  funcionarios,  al  entrar 
al  servicio  del  Estado,  prestarán  jura- 
mento de  obediencia  y  fidelidad  al  Rey, 
y  de  observar  concienzudamente  la 
Constitución. 

Art.  187,  La  ley  fijará  los  empleos 
en  los  servicios  del  Estado,  así  como 
los  sueldos  de  los  funcionarios  en  los 
diferentes  ramos  de  la  Administración. 

Art.  188.  Se  conserva  la  institución 
de  las  pensiones  á  los  funcionarios  re- 
•  tirados.  La  ley  determinará  las  circuns- 
tancias que  dan  derecho  al  retiro,  así 
como  las  que  puedan  motivarlo. 

Art.  189.  Se  conservará,  para  asegu- 
rar el  servicio  de  pensiones  de  los  huér- 
fanos y  viudas  de  los  funcionarios,  la 
Caja  especial  constituida  por  los  des- 
cuentos verificados  sobre  los  sueldos  y 
retiros  de  los  funcionarios. 

TÍTULO  XIIL— DÉLA  IGLESIA,  ESCUELAS 
Y  ESTABLECIMIENTOS  DE  BENEFICENCIA 

Art.  190.  La  administración  interior 
de  la  Iglesia  ortodoxa  pertenece  al  Si- 
nodo. 

En  los  demás  cultos  dicha  adminis- 
tración corresponde  alas  autoridades 
espirituales  competentes. 

El  organismo  espiritual,  tanto  el  de 
la  Iglesia  ortodoxa  como  el  de  lo«  de- 
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más  cultos  reconocidos  en  Servia^  esta^ 
rá  bajo  la  vigilancia  del  Ministro  de 
Cultos. 

Una  ley  regulará  la  organización  de 
las  autoridades  espirituales  y  de  los 
Seminarios  de  la  Iglesia  ortodoxa,  pre- 
vio fiwíuerdo  del  Ministro  de  Cultos  con 
el  Sínodo. 

Art.191.  Las  autoridades  espirituales 
tendrán  derecho  de  jurisdicción  sobre 
los  eclesiásticos  en  los  delitos  que  és- 
tos cometan  en  sus  funciones  religio- 
sas, exceptuando  los  delitos  compren- 
didos en  el  Código  penal. 

Las  quejas  por  razón  de  abusos,  diri- 
gidas contra  las  autoridades  espiritua- 
les de  cualquiera  de  uno  de  los  cultos 
ejercidos  en  el  país,  serán  dirimidas 
por  el  Ministro  de  Cultos. 

Las  personas  eclesiásticas  y  los  po- 
deres espirituales  quedan  sometidos, 
en  lo  que  se  relaciona  con  sus  actos  ci- 
viles y  bienes,  á  las  leyes  comunes  del 
país. 

Art.  192.  La  correspondencia  de  las 
autoridades  espirituales  de  la  Iglesia 
ortodoxa  con  las  autoridades  espirituar 
les,  Concilios  y  Sínodos  del  extranjero, 
será  sometida  á  la  aprobación  del  Mi- 
nistro de  Cultos. 

A  igual  aprobación  deberá  someterse 
la  correspondencia  de  los  Ministros  de 
los  demás  cultos  que  se  profesan  en 
Servia  con  las  autoridades  espirituales. 
Concilios  y  Sínodos  del  extranjero. 

Ningún  acto  que  emane  de  las  auto- 
ridades espirituales,  Concilios  y  Síno- 
dos del  extranjero,  podrá  ser  publicado 
por  una  autoridad  espiritual  en  Servia, 
ni  ser  ejecutorio  si  no  está  autorizado 
por  el  Ministro  de  Cultos. 

Art.  193.  Todas  las  escuelas  públi- 
cas y  privadas  y  demás  establecimien- 
tos de  instrucción,  se  hallan  bajo  la  vi- 
gilancia del  Estado. 


Art.  194.  Los  establecimientos  dé  be- 
neñcencia,  fundaciones  de  enseñanza  y 
demás  obras  filantrópicas  instituidas 
por  particulares,  durante  su  vida  ó  por 
última  voluntad,  ya  por  medio  de  dona- 
ciones y  legados,  ó  por  creación  de  fun- 
daciones, no  tendrán  existencia  legal 
mientras  no  hayan  recibido  la  autori- 
zación del  Estado  con  arreglo  á  las  le- 
yes del  país. 

Pero  los  bienes  de  estas  fundaciones 
no  podrán  considerarse  como  propie- 
dad del  Estado,  ni  ser  empleados  en 
otro  destino  distinto  del  que  les  hayan 
dado  sus  fundadores. 

En  el  caso  único  en  que,  por  el  trans- 
curso del  tiempo,  y  á  causa  de  cambios 
verificados  en  el  estado  social,  ó  por 
cualquier  otra  causa,  no  fuere  pasible 
dedicar  los  bienes  á  su  primitivo  desti- 
no, podrán,  previa  decisión  del  poder 
legislativo,  y  á  propuesta  de  las  perso- 
nas encargadas  de  la  administración, 
recibir  otro  destino  análogo. 

Una  ley  precisará  el  procedimiento 
que  ha  de  seguirse  en  la  materia,  así 
como  los  derechos  y  deberes  de  las  per- 
sonas encargadas  de  la  gestión  de  estas 
obras  de  beneficencia  y  fondos,  y  deter- 
minará en  qué  medida  ejercerá  el  Es- 
tado su  vigilancia. 

TÍTULO  XIV.— DEL  EJÉRCITO 

Art.  195.  El  servicio  militar  en  Ser- 
via es  obligatorio. 

Una  ley  especial  fijará  la  duración 
del  servicio  militar,  las  maneras  de  ser- 
vir y  los  casos  de  exención  del  servicio 
personal. 

La  ley  determinará  igualmente  cuá- 
les son  los  grados  en  el  ejército,  cómo 
se  confieren  y  cuáles  son  las  circuns- 
tancias que  motiven  su  pérdida. 

Art.  196.    La  organización  del  ejérci' 
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to  será  objeto  de  una  ley  especial,  y 
su  formación  se  determinará  por  Real 
orden. 

Art.  197.  El  presupuesto  de  cada  año 
determinará  el  efectivo  del  ejército  per- 
manente para  el  corriente  ejercicio. 

Art.  198.  Los  soldados  bajo  bande- 
ras serán  juzgados,  en  materia  crimi- 
nal, por  los  Tribunales  militares,  quie- 
nes sentenciarán  según  las  prescripcio- 
nes de  la  jurisdicción  militar. 

Una  Real  orden  decretará  los  regla- 
mentos relativos  á  la  disciplina  militar 
y  penas  disciplinarias. 

Art,  199,  Nadie  podrá  entrar  al  ser- 
vicio del  Estado,  según  las  prescripcio- 
nes de  las  leyes  militares,  si  no  hubiere 
prestado  su  servicio  en  el  ejército  ó  no 
estuviere  exento  de  él. 

Art.  200.  Ninguna  tropa  extranjera 
podrá  entrar  al  servicio  del  Estado. 

No  será  válido,  si  no  tiene  el  consen- 
timiento de  la  Cámara  Nacional,  nin- 
gún tratado  en  que  se  estipule  que  un 
ejército  extranjero  ocupe  el  territorio 
servio  ú  pase  por  él. 

De  igual  manera  el  ejército  servio, 
sin  el  consentimiento  de  la  referida  Cá- 
mara, podrá  entrar  al  servicio  de  otro 
Estado. 

TÍTULO  XV.-DB  LA  REVISIÓN 
DE  LA  CONSTITUCIÓN 

Art.  201.  El  Rey  ó  la  Cámara  Nacio- 
nal podrán  presentar  proposiciones  que 
tiendan  á  introducir  modiílcaciones  ó 
adiciones  en  la  Constitución,  ó  á  inter- 
pretar una  de  sus  disposiciones. 

Toda  proposición  de  este  género  de- 
berá contener  la  enunciación  formal  de 
todos  los  puntos  de  la  Constitución  so- 
bre los  cuales  deban  recaer  las  enmien- 
das, adiciones  é  interpretaciones  pro- 
yectadas. 


Si  el  Rey  presentase  la  proposición, 
se  comunicará  ésta  á  ambas  Cámaras, 
procedentes  de  dos  elecciones  consecu- 
tivas; la  Cámara  será  disuelta  inmedia- 
tamente y  se  convocará  á  la  Gran  Cá- 
mara Nacional,  lo  más  tarde,  en  un 
plazo  de  cuatro  meses. 

Si,  por  el  contrario,  fuese  la  Cámara 
quien  presentase  una  proposición  de 
este  género,deberá  votarse  en  ta  misma 
Cámara  por  tres  veces  diferentes,  me- 
diando cinco  dias  de  intervalo  entre 
cada  votación. 

Para  que  se  apruebe  una  proposición 
de  esta  especie,  es  necesario  que  se  ha- 
llen presentes  en  la  sesión  las  tres  cuar- 
tas partes,  por  lo  menos,  del  número  de 
Diputados  que  ñjsi  la  Constitución,  y  la 
proposición  será  tomada  en  considera- 
ción si  las  dos  terceras  partes,  por  lo 
menos,  de  Diputados  presentes  votasen 
en  favor  de  ella 

En  cada  uno  de  ambos  casos,  la  Gran 
Cámara  Nacional  podrá  decidir  única- 
mente acerca  de  las  enmiendas  y  adi- 
ciones que  deban  introducirse  en  la 
Constitución  y  las  interpretaciones  de 
la  Constitución  incluidas  en  la  propo- 
sición en  virtud  de  la  cual  ha  sido  ta 
Cámara  convocada. 

Las  decisiones  de  la  Gran  Cámara 
Nacional  serán  ejecutorias  tan  pronto 
hayan  recibido  la  sanción  del  Rey. 

Art.  202.  Los  artículos  89,  90, 91 ,  92, 
93  y  94  de  la  presente  Constitución  po- 
drán, excepcional  mente  y  al  finalizar 
un  periodo  de  seis  años,  ser  objeto  de 
una  revisión  constitucional,  previa  pro- 
posición votada  por  una  Cámara  Nacio- 
nal en  las  condiciones  ordinarias. 

DISPOSICIONES  TRANSITORIAS. 

Art,  203.  1,  La  Subcomisión  encar- 
gada de  redactar  el  anteproyecto  de  la 
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presente  Constitución,  nombrada  del 
seno  de  la  Comisión  constituyente  con- 
vocada por  el  Rey,  á  fin  de  elaborar  el 
proyecto  de  esta  misma  Constitución, 
deberá  preparar,  sobre  la  base  de  los 
principios  contenidos  en  la  presente 
Constitución,  un  proyecto  de  sistema 
electoral  provisional,  el  cual  se  aplica- 
rá exclusivamente  á  la  elección  de  los 
representantes  del  pueblo  para  la  pri- 
mera sesión  extraordinaria  de  la  Cá- 
mara Nacional.  Este  proyecto  se  some- 
terá á  Indeliberación  y  aprobación  del 
Consejo  de  Estado,  y  adquirirá  fuerza 
de  ley  cuando  el  Rey  lo  haya  sanciona- 
do. Deberá  dicho  proyecto  elaborarse, 
lo  más  tarde,  el  1.**  de  Mayo  de  1889. 

II.  Las  elecciones  para  esta  sesión 
extraordinaria  de  la  Cámara  Nacio- 
nal tendrán  lugar  el  14  de  Septiembre 
de  1889,  y  la  Asamblea  será  convocada 
el  10  de  Octubre  del  mismo  año. 

III.  El  Consejo  de  Estado  conservará 
su  actual  composición,  asumiendo  por 
entero  las  nuevas  atribuciones  que  le 
confiere  la  presente  Constitución,  has- 
ta que  la  Cámara  Nacional,  en  su  pri- 
mera sesión  extraordinaria,  proceda  al 
nombramiento  de  los  miembros  del 
Consejo  de  Estado,  de  conformidad  con 
lo  dispuesto  en  el  art.  141  de  la  presen- 
te Constitución.  Las  atribuciones  que 
la  Constitución  de  1869  asigna  al  Con- 
sejo de  Estado,  y  que  la  nueva  Constitu- 
ción reconoce  á  las  nuevas  institucio- 
nes, quedarán  confiadas  provisional- 
mente al  Consejo  de  Estado  hasta  la 
inauguración  de  estas  instituciones. 

Esta  cláusula  se  aplicará  igualmente 
á  los  miembros  y  al  Presidente  del  Tri- 
bunal de  Cuentas. 

IV.  Mientras  no  sean  votadas  las 
leyes  sobre  organización  de  las  nuevas 
instituciones  creadas  en  la  presente 
Constitución,  la  institución  que  se  en- 


cuentre en  vigor  en  el  momento  de  la 
promulgación  de  la  misma  continua- 
rá funcionando  de  conformidad  con  sus 
prescripciones. 

V.  En  tanto  no  se  promulgue  la  ley 
sobre  Jueces  de  instrucción,  las  autori- 
dades encargadas  de  hacer  la  instruc- 
ción aplicarán  las  disposiciones  del  ar- 
tículo 9.**  de  la  presente  Constitución. 

VI.  Durante  la  primera  sesión  ex- 
traordinaria de  la  Cámara  Nacional, 
cuando  una  ley  haya  fijado  la  división 
administrativa  del  territorio  y  se  haya 
constituido  el  Consejo  de  Estado,  de 
conformidad  con  el  art.  141  de  la  pre- 
sente Constitución,  se  procederá  á  la 
instalación  de  los  Presidentes  y  miem- 
bros de  los  Tribunales  de  Casación  y 
Apelación,  y  de  los  de  primera  instan- 
cia, en  la  forma  siguiente: 

1.**  Tan  pronto  como  el  Consejo  de 
Estado  haya  sido  constituido,  de  con- 
formidad con  la  presente  Constitución, 
procederá  á  la  elección  del  Presidente 
y  miembros  del  Tribunal  de  Casación  y 
someterá  al  Rey  la  lista  de  los  elegidos; 

2.**  El  Presidente  y  miembros  del  Tri- 
bunal de  Casación  entrarán  en  funcio- 
nes luego  que  el  Rey  los  haya  nom- 
brado; 

3.**  El  Presidente  y  miembros  del  Tri- 
bunal de  Apelación  serán  elegidos  y 
nombrados  con  arreglo  á  las  disposi- 
ciones del  art.  155  de  la  presente  Cons- 
titución; 

4.°  Los  Presidentes  de  los  Tribuna- 
les de  primera  instancia  se  eligen  de 
la  siguiente  manera:  El  Consejo  de  Es- 
tado forma  una  lista  de  candidatos  y 
otra  el  Tribunal  de  Casación.  El  Rey 
elige  de  entre  los  candidatos  que  figu- 
ran en  ambas  listas  y  nombra  los  Pre- 
sidentes de  los  distintos  tribunales; 

5.°  Los  Jueces  de  los  Tribunales  de 
primera  instancia,  iteran  confirmados 
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mes  bí  reúnen  las  condi- 
igen  la  presente  Constitu- 
es,  y  si  la  nueva  organi- 
1  mantiene  el  tribunal  en 
n  en  que  figuran.  En  los 
i  primera  instancia  que 
sientes,  tendr&n  derecho 
lara  ocupar  las  vacantes 
los  Jueces  de  los  tribu- 
idos, siempre  que  reúnan 
',s  requeridas; 
los  tribunales  no  se  cons- 
arreglo  á  las  presentes 
transitorias ,  continua- 
s  ejerciendo  sus  funcio- 
iglo  é.  lo  legislado  ante- 
dos  los  Jueces  actuales, 
uencia  de  la  reorganiza- 
tribunales,  pierdan  su 
rán  una  pensión,  de  con- 
las  disposiciones  de  la 
n  arios. 

I  las  leyes  serán  revisa- 
i  en  armonía  con  la  pre- 
iición. 

.  sesión  extraordinaria  de 
icional  del  1."  de  Octubre 
taran  Jas  siguientes  leyes: 
Presupuestos; 
.nsñriendo  á  los  Tribuna- 
poder  judicial  que  en  la 
trce  la  autoridad  adminis- 
[;omo  determinadas  atri- 
:  son  actualmente  de  la 


competencia  de  la  justicia  comunal; 

3."  Ley  Electoral  para  la  Cámara 
(S/cupchtina); 

4,"  Ley  sobre  organización  de  los 
departamentos,  distritos  y  munici- 
pios; 

5.°  Ley  sobre  el  reglamento  interior 
de  la  Cámara,  asi  como  las  demás  le- 
yes indispensables  para  poner  en  vigor 
la  presente  Constitución. 

Durante  el  curso  del  primer  periodo 
legislativo  se  propondrán  las  siguien- 
tes leyes; 

1.**  Ley  de  Responsabilidad  ministe- 
rial; 

2."    Ley  de  Imprenta; 

3,"  Ley  de  Asociaciones  y  reuniones 
públicas; 

4."  Ley  sobre  el  reglamento  interior 
del  Consejo  de  Estado; 

5,°  Ley  de  Organización  del  Tribu- 
nal de  Cuentas. 

Art.  204.  Desde  el  dia  de  la  promul- 
gación de  la  presente  Constitución  que- 
dará derogada  la  Constitución  del  29  de 
Junio  de  1869,  así  como  todas  las  leyes 
y  ordenanzas  contrarias  á  la  misma. 

El  Consejo  de  Ministros  queda  obli- 
gado ¿  promulgar  la  presente  Constitu- 
ción en  el  Diario  Oficial,  dentro  del  pla- 
zo de  veinticuatro  horas,  después  que 
haya  sido  sancionada,  y  de  publicarla 
en  seguida  en  todo  el  pais. 
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DISPOSICIONES   ORGFANICAS 


h— Ayuntamientos  (1) 

Servia  se  halla  divida  en  22  departa^ 
mentos,  y  cada  uno  de  éstos  en  varios 
distritos,  sin  que  en  unos  ni  en  otros 
haya  ninguna  Asamblea  representati- 
va. El  Gobierno  central  está  represen- 
tado por  un  Prefecto  y  un  Comisario  de 
distrito. 

No  existe  corporación  alguna  elec- 
tiva más  que  la  municipal,  que  está  ad- 
ministrada por  un  Consejo  y  por  una 
Municipalidad  ó  Comisión  ejecutiva, 
nombrada  del  seno  del  Consejo,  y  por 
éste  mismo. 

El  Consej'o  municipal  se  compone, 
según  la  importancia  de  cada  ayunta- 
miento, de  seis  á  24  miembros  y  de  va- 
rios suplentes,  elegidos  cada  tres  años 
entre  los  contribuyentes  que  paguen 
por  lo  menos  30  francos  de  contribución 
anual  y  gocen  del  derecho  electoral. 
Todos  los  electores  son  elegibles. 

El  Consejo  es  permanente:'  se  reúne 
bajo  la  presidencia  del  üTrn^/e  (Alcalde), 
y  su  gestión  se  reduce  al  conocimiento 
de  todas  las  cuestiones  economicéis  que 
afecten  al  bienestar  del  municipio.  Sus 
sesiones  son  públicas.  El  Gobierno ejer- 


(1)  Como  las  leyes  anteriores  han  sido  ó  ser&n 
en  breve  modificadas  con  arreglo  &  lo  prescrito  en 
la  anterior  Constitnción,  sólo  daremos  aquí,  en 
extracto,  las  bases  generales  de  sus  preceptos, 
que,  según  nos  informan,  constituyen  el  fondo  de 
las  que  las  han  sustituido. 


ce  sobre  el  Consejo  su  autoridad  y  tute- 
la. La  Cámara  de  Diputados  {Skupch- 
tina)  aprueba  algunas  veces  los  acuer« 
dos  del  Consejo,  siendo  éstos  sometidos 
á  la  aprobación  del  Consejo  de  Es- 
tado, siempre  que  se  trate  de  emprésti- 
tos ó  cuando  aquéllos  tengan  por  obje- 
to elevar  los  impuestos  que  deban  su- 
fragar los  habitantes  del  municipio.  El 
Consejo  puede  ser  disuelto,  pero  no  se 
ha  dado  ejemplo  de  que  una  corpora- 
ción haya  desobedecido  las  órdenes  del 
poder  central.  Los  suplentes  ocuparán 
el  lugar  de  los  miembros  propietarios 
en  las  ausencias  y  enfermedades  de  és- 
tos ú  otras  causas  análogas. 

Al  lado  del  Consejo,  y  siempre  que  la 
tercera  parte  de  los  electores  del  muni- 
cipio lo  pidan  por  medio  de  solicitud 
firmada  y  dirigida  al  Alcalde,  éste  con- 
vocará  á  una  reunión  general  de  elec- 
tores, que  intervendrán  en|  las  cuestio- 
nes determinadas  en  la  solicitud.  Esta 
reunión  se  verificará  en  la  casa  ayun- 
tamiento, bajo  la  presidencia  del  Al- 
calde, y  la  votación  tendrá  lugar  al- 
zando las  manos,  y  en  caso  de  que  el 
resultado  fuese  impugnado,  la  votación 
se  hará  nominal. 

El  Consejo  nombra  á  todos  los  fun- 
cionarios del  ayuntamiento,  y  están  re- 
tribuidos, lo  mismo  que  los  de  la  poli- 
cía, de  los  fondos  comunales.  El  poder 
central  tiene  el  derecho  de  rechazar  los 
nombramientos  siempre  que  recaigan 
en  personas  legalm^nte  indignas  ó  in* 
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1  efecto,  su  acción  se  ex  tien- 
lenle  al  nombramiento  del 
unientes  y  de  los  encargados 
¡a. 

;jo  municipal  nombrará  de 
ndividuos  de  su  seno,  y  por 
1  Alcalde  jsus  Tenientes,  pu- 
reelegibles:  tienen  derecho  ft 
el  del  Alcalde  de  Belgrado  es 
setas)  que  les  fija  el  Consejo, 
central  podrá  oponerse  al 
)nto  por  motivos  de  incapa- 
1,  pero  no  puede  revocar  el 
ó  los  Tenientes  sino-  en  vir- 
?ncia  judicial, enlaque  cons- 
>ac¡dad. 

le  y  los  Tenientes  forman  la 
ejecutiva  del  ayuntamiento. 
)bjeto,  eetán  encargados  de 
ejecución  los  acuerdos  del 
I  Alcalde  nombra  los  agen- 
rnos.  Están  revestidos  igual- 
adas las  atribuciones  de  po- 
larias,  y,  en  esta  relación, 
cadps  bajo  las  órdenes  del 
•al. 

Organijtación  judicial 

lización  judicial  de  Servia  es 
ga  &  la  de  Francia,  y  tiene 
tes  grados  de  jurisdicción: 

un  Tribunal  de  Casación, 
ie  Apelación,  Tribunales  de 
\ío  y  Tribunales  de  Paz. 
■  central  nombra  los  Magis- 
xcepción  de  los  de  estos  úUi- 
ales  citados,  que  los  forman 
y  dos  Tenientes  del  munici- 
eden  ser  destituidos  sin  que 
ntencia,  pero  el  Gobierno  lie- 
ho  absoluto  de  poder  hacer- 
ente  para  conferirles  funcio- 
istratives,  con  la  única  condi- 

disniinuirles  el  sueldo,  Ade- 


más, según  los  términos  del  art.  105 
de  la  Constitución,  los  Magistrados  no 
pueden  ser  juzgados  sin  previa  autori- 
zación del  Tribunal  de  Casación:  en  tal 
caso  quedan  sometidos  á  los  Tribunales 
ordinarios. 

Para  ser  Juez  de  un  Tribunal  de  pri- 
mera instancia  ó  de  un  Tribunal  supe- 
rior se  necesita  haber  cumplido  la  edaí) 
de  veinticinco  y  treinta  años,  respecti- 
vamente. No  pueden  formar  parte  ai 
mismo  tiempo  de  un  mismo  tribunal  los 
parientes  en  línea  directa  ascendente  ó 
descendente  de  cualquier  grado  que 
sean,  los  colaterales  y  afines  hasta  rl 
segundo  grado  inclusive.  Los  juicios 
son  públicos,  salvo  los  casos  en  que  lu 
ley  dispone  lo  contrario,  atendiendo  al 
interés  del  orden  y  de  la  moral  publi- 
ca. Las  deliberaciones  y  votos  de  los 
Jueces  son  secretos;  pero  la  sentencia 
se  leerá  en  alta  voz  y  se  hará  pública. 
La  sentencia  debe  contener  los  funda- 
mentos y  motivos  en  virtud  de  los  cua- 
les se  dicta  aquélla. 

El  Jurado,  que  según  lost  érmiDOS  del 
articulo  117  de  la  Constitución,  debe  ir 
introduciéndose  gradualmente,  no  exis- 
te todavía  en  este  Estado,  al  raeno^: 
como  nosotros  lo  entendemos;  pero,  sin 
embargo,  se  adjuntan  tres  jurados  á  dos 
miembros  del  Tribuna!  de  deparlamento 
para  juzgar  los  crimenes  más  graveí:. 

El  Ministerio  fiscal  no  existe:  un  fun- 
cionario, en  quien  delega  el  Presidente, 
es  el  único  encargado  de  sostener  ante 
el  Tribunal  del  departamento  la  acción 
pública. 

Tribunales  de  yjoa.— Existe  uno  en 
cada  término  municipal,  y  está  com- 
puesto del  Alcalde  y  dos  Tenientes,  á 
quienes  elige  el  Consejo  municipal. 

Tiene  competencia  en  materia  cioit: 
1 .",  para  entender  en  primera  instancia 
en  todas  las  demandas  cuyo  valor  no 
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exceda  de  500  pesetas,  y  también,  cual- 
quiera que  su  valor  sea,  en  determina- 
das acciones  relativas  á  daños  causa- 
dos en  loa  campos,  á  amojonamientos 
y  á  acciones  posesorias.  En  estos  ca- 
sos puede  siempre  apelarse;  2.®,  para 
conciliar  las  partes  en  los  asuntos  que, 
por  su  importancia,  estén  fuera  de  los 
limites  de  su  competencia. 

En  materia  penal  es  competente  para 
conocer  en  todas  las  infracciones  de 
policía.  No  hay  apelación,  á  no  ser  que 
la  pena  impuesta  exceda  de  tres  días 
de  prisión  ó  de  25  francos  de  multa. 

Las  apelaciones  se  interponen  ante 
elTribuns^l  de  departamento.  Podrá  for- 
mularse recurso  de  casación  contra  to- 
das las  sentencias  de  los  Tribunales  de 
paz  por  infracción  de  ley  ó  quebranta- 
miento de  forma. 

Tribunales  de  departamento.— -^n  ca- 
da departamento  hay  un  Tribunal  de 
primera  instancia,  compuesto  de  un 
Presidente  y  de  varios  Jueces,  reparti- 
dos en  dos  ó  tres  secciones.  El  Juez 
más  antiguo  preside  en  aquellas  seccio- 
nes en  que  noformaparte  el  Presidente. 

Para  que  el  tribunal  se  constituya  es 
necesaria  la  presencia  de  tres  Jueces. 
Hay  tres  clases  de  Tribunales  de  depar- 
tamento, variando  con,  arreglo  á  ellas 
el  sueldo  del  Presidente  de  4  á  5.000  pe- 
setas, y  el  de  los  Jueces  de  2.500  á  4.000. 

En  las  causas  criminales  de  impor- 
tancia, el  tribunal  forma  una  sección 
especial  compuesta  de  dos  Jueces  y  tres 
jurados  que  se  elijen,  después  de  las 
recusaciones  hechas  por  la  acusación 
y  defensa,  de  la  lista  de  jurados  saca- 
dos á  la  suerte  cada  tres  meses  de  en- 
tre los  contribuyentes  ó  electores  del 
departamento.  Habrá  lugar  á  formar 
esta  sección  especial  cuando  se  trate 
de  asesinato,  homicidio,  robo  califlcado 
é  incendio. 


A  falta  de  parte  civil  en  asuntos  cri- 
minales, el  Presidente  designa  un  ac- 
tuario ú  otro  funcionario  para  que  sos- 
tenga la  acusación.  Cualquier  acusado 
de  un  crimen  ó  delito  tiene  perfecto  de- 
recho de  proveerse  de  un  defensor  ante 
el  tribunal,  y  en  los  casos  previstos  por 
la  ley  se  le  nombrará  de  oficio. 

Estos  tribunales  tienen  competencia 
en  materia  civil:  1.^  para  conocer  como 
Tribunal  de  Apelación  y  en  última  ins- 
tancia, en  las  apelaciones  formuladas 
contra  las  sentencias  del  Tribunal  de 
Paz;  2.®,  para  conocer  en  primera  instan- 
cia, salvo  recurso  ante  la  Sala  de  Ape- 
lación, en  todos  los  asuntos  que  no  sean 
de  la  competencia  del  Tribunal  de  paz. 

En  materia  penal  es  competente:  1.**, 
para  entender  como  Tribunal  de  Ape- 
lación, en  última  instancia,  en  los  re- 
cursos interpuestos  contra  las  senten- 
cias dictadas  en  primera  instancia  por 
el  Tribunal  de  paz;  2.®,  para  conocer 
en  primera  y  última  instancia  en  todos 
los  crímenes  y  delitos  cuya  pena  im- 
puesta no  exceda  de  cinco  años  de  pri- 
sión; 3.°,  Para  conocer  en  primera  ins- 
tancia únicamente  en  los  crímenes  y 
delitos  cuya  pena  exceda  de  la  ante- 
riormente manifestada.  En  su  conse- 
cuencia, no  puede  apelarse  ante  la  Sala 
correspondiente  sino  en  este  último 
caso;  pero  hay  siempre  el  derecho  de 
exigir  que  se  remitan  los  autos  á  la  ju- 
risdicción superior.  Cuando  se  trate  de 
los  crímenes  más  graves,  se  adjunta- 
rán tres  jurados  á  los  miembros  del 
Tribunal. 

Puede  entablarse  siempre  el  recurso 
de  casación. 

Sala  de  Apelación.  Existe  una  Sala, 
cuya  residencia  está  en  Belgrado.  Se 
compone  de  un  Presidente  y  de  nueve 
miembros,  que  forman  dos  secciones; 
el  Consejero  más  antiguo  preside  Isi, 
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más  antiguo  preside  las  secciones  de 
las  que  no  forme  parte  el  Presidente.  Ef 
sueldo  es  de  8.000  pesetas  para  el  Pre- 
sidente y  7.000  para  los  demás  Magis- 
trados. 

La  Sala  juzga,  sin  viBta,  los  autos  ; 
escritos. 

No  bay  representación  del  Ministerio 
público,  siendo  necesaria  la  presencia 
de  cinco  Magistrados  para  constituir 
tribunal. 

'El  tribunal  no  conoce  más  que  del 
fondo  de  los  asuntos,  y  juzga  solamente 
el  derecho  de  si  há  ó  no  lugar  á  la  casa- 
ción. 

Cuando  en  un  mismo  asunto  se  for- 
mule un  segundo  recurso,  juzgará  sobre 
éste  el  tribunal  en  pleno  bajo  la  direc- 
ción del  Presidente. 
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SUMARIA  NOTICIA  HI8TÓRICO-POLÍTICA 

Los  principados  de  Moldavia  y  Vala- 
quia  tienen  una  historia  política  distin- 
ta hasta  el  afio  1S59,  en  que  Fueron  re- 
unidos bajo  el  cetro  de  Alejandro  Juan 
Couza. 

Las  potencias  signatarias  del  trata- 
do de  París,  que  en  un  principio  hablan 
protestado  contra  la  doble  elección,  la 
1  válida  después,  y  en  1860 


(1]    BOliogrtflt: 

Bbaobb  (A.)  jMathobel  (H  )—La  Roumaale. 
Géagraphit,  hMoht,  organiMlion  polítigue,  judi- 
eiare,  religión,  amiíce,  flnancei,  commerce,  luiri- 
galion,  mosur*  «I  conlumsi.  P&rJB,  1B'7B. 

BOBBiacO  [J.  U.}.— Codícilfl  romane.  BegiiD<l& 
edición,  Bucarest,  IS13.  (Cúdigos  ruminos.  Tei- 
toa  cantil  tu  cío  Dais»,  Cidigoa  j  lejes  díveTSU, 
con  KptadieeB  baiU  1863.) 

Dabestb  (F.  R.)  j  (P.).— Le*  con«IJ(u(taiu  mo- 
dernet.  Parla,  ISSS.  Tomo  9.*,  página  269. 

DbmOIcbtNIS  (o.).— La  conUilutiom  europ^ea- 
nes.  Segunda  adícifin.  Paria,  1888.  Tomo  1.°,  pi- 


Turquta  autorizó,  durante  la  vida  del 
Principe  Couza,  la  unión  completa  de 
los  dos  principados. 

£1  Principe, que  en  los  primeros  tiem- 
pos habla  sido  popular,  no  tardó  en  sus» 
citar  contra  si  la  hostilidad  de  la  Cáma- 
ra y  del  país,  y  aunque  durante  su 
reinado  realizó  un  acto  de  gran  impor- 
tancia,' que  tué  la  secularización  de  los 
conventos  llamados  dedicados,  su  go- 
bierno sin  embargo  fué  perdiendo  cada 
vez  más  el  apoyo  de  la  Cámara. 

Queriendo  eT  Principe  acabar  de  una 
vez  con  las  dificultades  del  régimen 
parlamentario,  se  propuso  dar  un  golpe 
de  Estado  aprovechándose  de  la  impo- 
pularidad en  que  habla  incurrido  la  Cá- 
mara por  haber  rechazado  una  ley  pro- 
poniendo la  emancipación  de  los  cam- 
pesinos, y  en  1864  la  disolvió,  é  hizo 
evacuar  por  la  (uerza  el  Salón  de  Se- 
siones. 

Rusia  y  Turquía  reconocieron  el  he- 
cho consumado,  y  el  Príncipe  Couza 
continuó  adoptando  una  serie  de  medi- 
das arbitrarias  que  sometió  ala  inútil 
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formalidad  de  un  plebiscito;  pero  pron- 
to estas  arbitrariedades  le  enajenaron 
las  simpatías  de  todos  los  partidos,  y  en 
26  de  Febrero  de  1866  fué  hecho  prisio- 
nero en  su  palacio  á  las  cuatro  de  la 
mnñana  y  obligado  á  abdicar. 

El  Gobierno  provisional  que  entonces 
se  formó  fué  presidido  por  Juan  Glinka, 
que  convocó  el  Senado  y  el  Congreso 
de  Diputados. 

Entonces  fué  proclamado  Principe, 
con  el  título  de  Felipe  I,  el  Conde  de 
Flandes;  rehusado  el  Trono  por  éste, 
fué  elegido  por  plebiscito  el  Príncipe 
Carlos  de  HohenzollerSigmaringen,que 
inauguró  su  reinado  con  un  decreto  de 
amnistía  para  los  reos  políticos  y  dio  al 
país  la  Constitución  de  30  de  Junio  de 
1866,  de  espíritu  liberal*,  logrando  en  un 
viaje  que  hizo  á  Turquía  que  la  Subli- 
me Puerta  reconociese  la  unión  defini- 
tiva de  los  dos  principados  con  el  tí- 
tulo de  Rumania. 

Las  dura$  persecuciones  del  Gobier- 
no rumano  dieron  lugar  posteriormen- 
te á  inútiles  reclamaciones  de  las  po- 
tencias extranjeras,  y  cuando  en  el  año 
1874  Rumania  manifestó  la  pretensión 
de  celebrar  Tratados  de  Comercio  con 
otras  naciones,  Turquía  protestó  pri- 
mero, pero  luego  concluyó  por  ceder,  y 
en  1875,  cuando  el  Gobierno  rumano 
recibió  la  notificación  del  advenimiento 
de  Alfonso  XII  al  Trono  de  España,  la 
Puerta  otomana  rehusó  recibir  al  nuevo 
Ministro  nuestro,  ínterin  no  se  le  die- 
sen explicaciones  satisfactorias;  inci- 
dente que  no  tuvo  ulteriores  conse- 
cuencias. 

Durante  el  año  de  1876  las  crisis  po- 
líticas se  sucedieron  sin  interrupción  y 
hubo  un  continuo  cambio  de  Ministerio, 
agravándose  al  mismo  tiempo  la  crisis 
exterior  con  motivo  de  la  presión  ejer- 
cida por  Turquía  sobre  la  Servia  y  el 


Montenegro,  y  de  las  pretensiones  ame- 
nazadoras de  Rusia. 

Declarada  al  fin  la  guerra  entre  Tur- 
quía y  Rusia,  Rumania  aprovechó  la 
ocasión  que  se  le  presentaba  para  rei- 
vindicar los  derechos  que  no  había  de- 
jado de  reclamar  de  la  Puerta,  y  no 
opuso  resistencia  alguna  á  la  entrada 
de  los  rusos  en  su  territorio,  en.  tanto 
que  cerró  escrupulosamente  sus  fron- 
teras al  ejército  de  los  turcos,  aunque 
fingiendo  que  cedía  ante  la  fuerza  de 
un  hecho  consumado  que  no  había  po- 
dido evitar. ' 

Sin  embargo,  lo  cierto  es  que  en  14 
de  Abril  de  1877  se  había  firmado  una 
Convención,  por  la  que  Rumania  entre- 
gaba á  Rusia  todas  sus  vías  de  comu- 
nicación, especialmente  las  férreas,  con 
el  permiso  de  sustituir  las  autoridades 
locales  por  agentes  rusos  donde  fuera 
necesario,  y  Ru$ia  se  comprometía  á 
respetar  la  integridad  de  Rumania,  fue- 
ra cualquiera  el  resultado  de  la  guerra. 

Por  último,  arrojando  definitivamen- 
te la  máscara,  los  rumanos  se  aliaron 
con  los  rusos,  su  ejército  entró  en  cam- 
paña tín  el  mes  de  Mayo,  y  el  20  del 
mismo  mes  fué  promulgada  la  indepen- 
dencia de  Rumania,  y  notificada  Á  las 
demás  potencias  esta  proclamación. 

El  tratado  de  San  Estéfano,  firmado 
en  3  de  Marzo  de  1878,  ha  reconocido  la 
independencia  de  Rumania,  y  su  dere- 
cho á  reclamar  una  indemnización  del 
Gobierno  turco;  pero  en  el  Congreso  de 
Berlín  celebrado  en  Junio  del  mismo 
año,  Rusia,  faltando  á  sus  promesas,  pi- 
dió y  obtuvo  la  unión  de  la  Besarabia, 
hermosa  provincia,  cuya  posesión  ase- 
gura á  los  rusos  las  bocas  del  Danubio, 
recibiendo  Rumania  en  cambio  los  pan- 
tanos de  Dobrodja  (Dobruicha)  (1). 

(1)  La  organización  de  la  misma  se  hizo  por 
ley  de  9  de  Marzo  de  1880,  traducida  al  franoés^ 
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El  art.  43  de  dicho  tratado  reconoce 
la  independencia  de  Rumania,  con  las 
condiciones  establecidas  en  el  art.  44, 
referentes  á  las  creencias  religiosas, 
etcétera  (1),  y  en  virtud  de  cuya  cláu- 
sula se  revisó  el  art.  7.o  de  la  Constitu- 
ción por  ley  de  13  de  Octubre  de  1879. 

El  art.  129  de  la  Constitución  de  1866 
establecía  el  procedimiento  que  debería 
seguirse  para  la  revisión  de  la  misma; 
y  conforme  á  lo  dispuesto  en  este  arti- 
culo, han  votado  las  Cámaras,  después 
de  tres  lecturas,  el  16  de  Marzo  de  1883, 
un  proyecto  de  revisión  constitucional 
presentado  por  Rosseti,  jefe  del  partido 
liberal  progresista  de  Rumania,  cuyas 
principales  proposiciones  pueden  verse 
en  el  Bulleün  de  la  Soeíété  de  Legisla- 
Uon  eomparée,  de  Mayo  de  1883, 

Los  artículos  de  la  Constitución  que 
el  proyecto  votado  somete  á  revisión, 
son  los  siguientes: 

El  1.^  que  propone  el  reemplazo  de 
los  términos  «Soberano»  y  «Principa- 
dos Unidos»  por  los  de  «Rey»  y  «Ruma- 
nía,»  cuya  alteración  hemos  introduci- 
do en  el  texto,  en  virtud  de  lo  que  dis- 


en  la  página  600  del  Annuaire  de  legislation  étran- 
gére  de  1881,  por  Gregoire  Pbtroni,  Secretario 
general  del  Ministerio  de  Justicia  de  Rumania. 

(1)  El  texto  del  tratado  de  Berlín,  de  13  de  Ju- 
lio de  18'78,  puede  verse  en  el  segundo  suplemen- 
to del  Dictionnaire  unioersel  du  XlXe  siecle,  de 
PiBRRB  Laroussb,  palabra  Turquía,  y  en  el  Apén- 
dice al  Manual  de  Derecho  Internacionalj  del 
M ABQuéa  DB  Olivart,  etc. 

Los  principados  danubianos  (Valoquia  y  Molda- 
via) carecían  del  llamado  derecho  activo  y  pasivo 
de  embajada  que  hoy  disfruta  plenamente  Ruma- 
nía  desde  el  tratado  de  Berlín.  Anteriormente 
sólo  tenían  agentes  en  la  corte  soberana  y  otros 
secretos  sin  carácter  determinadamente  diplomá- 
tico en  muchas  cortes  europeas.  Nsiiían,  Recueil 
des  Conventioru  de  l'Autriche.  Leipzig  y  Vie* 
na,  1855-1885.  Tomo  1.*,  página  156. 


pone  con  anterioridad  la  ley  de  14  de 
Marzo  de  1881. 

Art.  44.  En  el  sentido  de  que  el  nú- 
mero de  Vicepresidentes  del  Senado 
puede  aumentarse,  por  cuanto  el  ar- 
ticulo 43  no  establece  limitación  alguna 
con  respecto  al  Congreso  de  los  Dipu- 
tados. 

Artículos  58  á  63.  Dividiendo  en  cua^ 
tro  colegios  el  cuerpo  electoral  para  Di- 
putados. 

Artículos  68  á  72.  División  del  cuer- 
po electoral  para  Senadores  en  dos  co- 
legios. 

Art.  75.  Modificación  de  los  casos 
de.  excepción  que  se  enumeran  en  el 
mismo. 

Art.  76,  párrafo  1.®  Concesión  de  voto 
desde  la  edad  de  dieciocho  años  al  he- 
redero del  Trono  como  Senador  por  de- 
recho propio. 

Art.  77.  Retribución  del  cargo  de  Se- 
nador al  igual  que  los  Diputados. 

Art.  78.  Aumento  del  número  de  Se- 
nadores y  alteraciones  en  la  duración 
del  cargo;  forma  y  época  de  la  renova- 
ción del  Senado. 

Artículos  24  y  105.  Interpretación  le- 
gislativa que  deberá  darse  á  las  dificul- 
tades surgidas  en  la  persecución  de  los 
delitos  cometidos  por  medio  de  la  pren- 
sa, y  decidir  si  procede  ó  no  á  la  deten- 
.  ción  preventiva. 

Artículos  121  y  122.  Supresión  de  la 
Guardia  Nacional. 

Art.  129.  Modificación  del  procedi- 
miento establecido  para  la  revisión 
constitucional. 

Art.  131.  Facultad  de  restablecer  el 
Consejo  de  Estado. 

Art-  133.  Prolongación  del  término 
concedido  en  conformidad  á  lo  dispues- 
to en  la  ley  rural. 

Aunque  las  obras  de  Dareste  y  De- 
momJbijnes  (2.*  edición)  se  publicaron 
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tItULO  II.— délos  derechos  de  los 

RUIUNOS 

Art.  5.'    Los  rumanos  gozan: 

a)  De  la  libertad  de  conciencia; 

b)  De  la  libertad  de  enseñanza; 

c)  De  la  libertad  de  la  prensa,  y 

d)  De  la  libertad  de  reunión. 

Art.  6.°  La  presente  Constitución  y 
las  demás  leyes  referentes  &  tos  dere- 
chos políticos  establecerán  cuáles  sean, 
independientemente  de  la  cualidad  de 
rumano,  las  condiciones  necesarias 
para  el  ejercicio  de  estos  derechos. 

Art,  7,"  (I)  La  diferencia  de  confesio- 
nes y  creencias  religiosas  no  constitui- 
rá obstáculo,  en  Rumania,  para  la  ad- 
quisición y  el  ejercicio  de  los  derechos 
civiles  y  políticos. 

§  1."  Los  extranjeros,  sea  cualquiera 
su  religión  y  estén  ó  no  sometidos  á  la 
protección  de  una  potencia  extranjera, 
podrán  obtener  la  naturalización,  con 
arreglo  á  las  condiciones  siguientes: 

o)  Dirigiendo  una  solicitud  pidien- 
do la  naturalización,  en  la  cual  se  ex- 
prese el  capital  que  poseen,  industria  ó 
profesión  que  ejercen  y  su  voluntad  de 
establecer  en  Rumania  su  domicilio; 

b)  Residiendo,  á  contar  de  la  fecha 
de  solicitud,  durante  diez  años  conse- 
cutivos y  acreditando  con  sus  actos  que 
son  útiles  al  pais. 

§  2."  Podrán  ser  dispensados  de  la 
segunda  condición,  exigida  en  el  párra- 
fo anterior: 

a)  Los  que  hayan  introducido  en  el 
país  industrias  6  inventos  útiles,  ó  sean 
personas  de  reconocido  talento;  los  que 

(I)  Uadífio&do  en  sais  aeotido  por  le  ley  d( 
13  de  Oeiubre  de  1879,  puea  ÚDÍcameote  te  eon- 
cedia  haaUi  Mta  fecha  la  naturaliíaciAB  á  loa 
eitraqjoros  de  rito  crietíaDa, 
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hayan  fundado  grandes  establecimien- 
tos mercantiles  ó  industriales; 

6)  Los  que,  nacidos  y  educados  en  el 
país,  no  hayan  estado  sometidos  á  otra 
potencia  extranjera; 

c)  Los  que  hayan  servido  en  los  ejér- 
citos rumanos  durante  la  guerra  de  la 
Independencia,  los  cuales  podrán  ser 
naturalizados  de  una  manera  general, 
&  propuesta  del  Gobierno,  por  medio 
de  una  ley  y  sin  otra  formalidad. 

§  3.^  La  naturalización  no  podrá 
considerarse,  fuera  del  caso  previsto 
en  el  párrafo  anterior,  sino  individual- 
mente y  por  medio  de  una  ley. 

§  4.^  Las  condiciones  necesarias 
para  que  los  extranjeros  puedan  esta- 
blecer su  domicilio  en  Rumania  se  de- 
terminarán  en  una  ley  especial. 

Se  respetarán  los  derechos  adqui- 
ridos. 

Las  convenciones  internacionales 
existentes  continuarán  en  vigor  en  su 
totalidad  hasta  el  plazo  en  que  deban 
espirar, 

Art.  8.^  La  naturalización  se  conce- 
de  por  el  poder  legislativo. 

Por  la  naturalización  únicamente  se 
asimilarán  los  extranjeros  á  los  ruma- 
nos en  el  ejercicio  de  los  derechos  po- 
líticos. 

Art.  9.°  Todo  rumano  natural  de  un 
Estado  cualquiera,  sin  distinción  del 
lugar  de  su  nacimiento,  una  vez  que 
haya  acreditado  su  renuncia  á  la  pro- 
tección extranjera,  puede  inmediata- 
mente obtener  el  ejercicio  de  los  dere- 
chos políticos,  por  acuerdo  de  las  Cá- 
maras (1). 

Art.  10.  No  existirá  en  el  Estado  dis- 
tinción alguna  de  clases. 

Todos  los  rumanos  son  iguales  ante 
la  ley  y  están  obligados  á  contribuir  in- 


(l)    Adunabi  ^Representaria.  natioínalé. 

T0k5  IX.— iNBTITUOIONBfl  JUBÍDIOAS. 


distintamente  á  los  impuestos  y  cargas 
públicas. 

Solamente  los  que  gocen  de  la  condi- 
ción de  rumanos  serán  admisibles  al 
desempeño  de  los  cargos  públicos  civi- 
les (1)  y  militares. 

Las  condiciones  necesarias  para  el 
ingreso  y  ascenso  en  los  puestos  del 
Estado  se  determinarán  en  leyes  espe- 
ciales. 

Los  extranjeros  no  podrán,  sino  en 
los  casos  excepcionales  y  especial- 
mente previstos  en  las  leyes,  ser  admi- 
tidos al  desempeño  de  funciones  pú- 
blicas. 

Art.  11.  Todos  los  extranjeros  que 
se  encuentren  en  el  territorio  de  Ruma- 
nía  gozarán  de  la  protección  que  las 
leyes  concedan  á  las  personas  y  bienes 
en  general. 

Art.  12.  Todos  los  privilegios,  exen- 
ciones y  monopolios  de  clase,  quedan 
para  siempre  abolidos  en  el  Estado  ru* 
mano. 

Los  títulos  de  nobleza  extranjeros, 
tales  como  el  de  Príncipe,  Conde,  Barón 
y  otros  semejantes,  son  inadmisibles 
en  el  Estado  rumano,  como  contrarias 
á  las  antiguas  instituciones  del  país. 

El  uso  de  condecoraciones  extranje- 
ras por  los  rumanos  se  subordinará  á 
una  autorización  del  Rey. 

Art.  13.  Se  garantiza  la  libertad  in- 
dividual. 

Nadie  podrá  ser  perseguido  sino  en 
los  casos  y  forma  que  prescriban  las 
leyes. 

Nadie  podrá  ser  detenido  ó  arrestado, 
fuera  del  caso  de  flagrante  delito,  sino 
en  virtud  de  auto  motivado,  que  deberá 
serle  comunicado  en  el  momento  de  la 
detención,  ó  lo  más  tarde  dentro  de  las 
veinticuatro  horas  siguientes. 


(1)    Véase  el  artículo  97. 
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como  la  indemnidad  garantida  á.  los 
propietarios  por  la  misma,  serán  res- 
petadas. 

Art.  21 ,  La  libertad  de  conciencia  es 
absoluta. 

Se  garantiza  la  libertad  de-todos  los 
cultos,  en  tanto  que  su  celebración  no 
constituya  ataque  &  los  principios  de 
orden  público  ó  á  las  buenas  costum- 
bres. 

La  religión  ortodoxa  de  Oriente  es  la 
religión  dominante  del  Estado  rumano. 

La  Iglesia  ortodoxa  rumana  conti- 
nuará independiente  de  toda  suprema- 
cía extranjera,  si  bien  estará  de  confor- 
midad con  la  Iglesia  ecuménica  de 
Oriente  en  lo  referente  á  los  dogmas- 
Las  cuestiones  espirituales,  canóai- 
cas  y  de  disciplina  de  la  Iglesia  orto- 
doxa rumana  se  regirán  por  una  auto- 
ridad sinodal  central,  única,  con  arre- 
glo á  una  ley  especial  (1), 

Los  metropolitanos  y  los  Obispos  dio- 
cesanos de  la  Iglesia  ortodoxa  rumana 
serán  elegidos  conforme  &  lo  que  se  es- 
tablezca en  una  ley  especial  (2). 

Art.  2Z.  Las  actas  referentes  al  es- 
tado civil  de  las  personas  corresponden 
á  la  autoridad  secular. 

A  la  redacción  de  estas  actas  deberá 
preceder  siempre  la  bendición  religio- 
sa, que  será  obligatoria  en  la  celebra- 
ción de  matrimonios,  salvo  los  casos 
que  se  prevean  en  una  ley  especial. 

Art.  23.    La  enseñanza  es  libre. 

Se  garantiza  la  libertad  de  enseñanza 
en  tanto  que  su  ejercicio  no  constituya 
un  ataque  á  las  buenas  costumbres  ó  & 
los  principios  de  orden  público. 

Las  leyes  únicamente  serán  las  que 
regulen  la  represión  de  los  delitos. 

Se  crearán  gradualmente  escuelas  de 
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instrucción  primaria  en  todos  los  mu- 
nicipios de  Rumania. 

La  enseñanza  en  las  escuelas  del  Es- 
tado será  gratuita. 

La  instrucción  primaria  será  obliga- 
toria para  todos  los  rumanos  residentes 
en  puntos  en  que  existan  escuelas  de 
esta  clase. 

Una  lej^' especial  determinará  todo  lo 
referente  á  instrucción  pública  (1). 

Art.  24.  La  Constitución  garantiza  á 
todos  la  libertad  de  comunicar  y  publi- 
car sus  ideas  por  medio  de  la  palabra, 
de  la  escritura  ó  de  la  imprenta,  siendo 
cada  uno  responsable  del  abuso  de  esta 
libertad  en  los  casos  previstos  en  el 
Código  penal  (2),  que  será  revisado  y 
completado  en  este  punto,  respetando, 
en  cuanto  sea  posible,  el  ejercicio  de 
este  derecho,  y  sin  que  pueda  dictarse 
en  lo  sucesivo  ley  excepcional  alguna 
en  este  particular. 

Los  delitos  cometidos  por  medio  de 
la  prensa  se  juzgarán  por  el  Jurado, 
excepto  los  cometidos  contra  la  perso- 
na del  Rey  y  miembros  de  la  real  fa- 
milia, ó  contra  los  Soberanos  de  Esta- 
dos extranjeros,  los  cuales  serán  de  la 
competencia  de  los  Tribunales  ordina- 
rios (3). 

No  podrá  restablecerse  la  censura  ni 
otra  medida  preventiva  alguna  para  la 


(1)  La  lejde  5  de  Diciembre  de  1864  sobre  la 
materia,  ha  sido  modificada  por  la  de  8  de  Julio 
de  1865. 

En  1889  existían  en  Rumania  28.000  escuelas 
de  instrucción  primaria,  45  escuelas  de  segunda 
enseñanza  y  dos  Universidades  (Bucaresty  Jassy), 
en  que  se  ensefian  las  Facultades  de  Derecho,  Fi- 
losofía, Cienciaé  y  Medicina. 

(2}    Véase  la  nota  al  art.  181. 

(8}  Redacción  dada  á  este  párrafo  por  la  ley 
de  1884,  cuyo  texto  antiguo  se  limitaba  &  decir: 
cLos  delito^  cometidos  por  medio  de  la  prensa 
son  de  la  competencia  del  Jurado.i 


publicación,  venta  ó  reparto  de  cual- 
quier género  de  publicaciones. 

Para  la  aparición  de  una  nueva  pu- 
blicación, de  cualquier  naturaleza  qué 
sea,  no  se  requiere  permiso  previo  de 
la  autoridad  (1). 

No  podrá  exigirse  fíanza,  ni  caución 
alguna,  á  los  directores  de  periódicos, 
escritores,  editores,  tipógrafos  ó  litó- 
grafos. 

La  prensa  no  estará  jamás  sujeta  al 
régimen  de  las  advertencias. 

Ninguna  publicación  ó  periódico  po- 
drá ser  suspendido,  ni  suprimido. 

Los  autores  son  responsables  de  sus 
escritos,  y  en  su  defecto  los  editores  ó 
gerentes  de  la  publicación. 

Todo  periódico  tendrá  un  gerente 
responsable  que  se  halle  en  el  pleno 
goce  de  los  derechos  civiles  y  polí- 
ticos. 

La  prisión  preventiva  en  materia  de 
delitos  cometidos  por  medio  de  la  pren- 
sa  queda  prohibida  (2). 

Art.  25.  El  secreto  de  la  correspon- 
dencia epistolar  y  telegráfica  es  invio- 
lable. 

La  responsabilidad  de  los  funciona- 
rios del  Gobierno  por  la  violación  del 
secreto  de  las  cartas  y  despachos  con- 
fiados á  los  mismos,  se  determinará 
por  una  ley. 

Art.  26.  Los  rumanos  gozarán  del 
derecho  de  reunirse  pacíficamente  y  sin 
armas  para  tratar  de  toda  clase  de 
asuntos,  cumpliendo  lo  que  prescriban 
las  leyes  y  reglamentos  sobre  la  ma- 
teria. 

Para    el    ejercicio   del    derecho   de 


(1)  Modificado  en  este  sentido  por  la  ley  cita« 
da;  el  texto  primitivo  decía:  cNo  será  necesaria 
autorización  previa  al^na  para  la  publicación  de 
un  nuevo  periódico.! 

(2)  Párrafo  añadido  por  la  ley  de  1884. 
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me &  los  principios  y  reglas  consigna- 
das en  la  presente  Constitución. 

Art.  32.  El  poder  legislativo  se  ejer- 
ce por  el  Rey  (1)  y  la  Representación 
Nacional  {2). 

La  Representación  Nacional  se  com- 
pone de  dos  Cámaras  {S): 

a)    El  Senado  (4),  y 

'b)    El  Congreso  de  los  Diputados  (5). 

Las  leyes  exigen  la  aprobación  de  las 
tres  ramas  del  poder  legislativo^ 

Ninguna  ley  podrá  someterse  &  la 
sanción  de  S.  M.  sin  que  haya  sido  dis- 
cutida y  votada  libremente  por  la  ma- 
yoría de  las  dos  Cámaras. 

Art.  33.  La  iniciativa  de  las  leye? 
corresponde  á  cada  una  de  las  tres  ra- 
mas del  poder  legislativo. 

Sin  embargo,  las  leyes  relativas  á  los 
ingresos  y  gastos  del  Estado  y  al  con- 
tingente del  ejército,  deberán  votarse 
primeramente  por  el  Congreso  de  los 
Diputados. 

Art.  34.  La  interpretación  auténtica 
de  las  leyes  corresponde  exclusivamen- 
te al  poder  legislativo. 

Art,  35.  El  poder  ejecutivo  está  con- 
fiado á  S.  M.,  que  lo  ejerce  en  la  forma 
establecida  en  la  Constitución. 

Art.  36.  El  poder  judicial  se  ejerce 
por  los  Jueces  y  tribunales.  Sus  deci- 
siones y  sentencias  se  dictan  en  virtud 
de  la  ley  y  se  ejecutan  en  nombre  del 
Rey. 

Art.  37.  Los  intereses  pertenecien- 
tes exclusivamente  á  las  provincias  y 
municipios,  se  regirán  por  lo  que  de- 


(I)  Damnit.  Gl  Soberano  de  Rumanlt  (Mma 
decía  el  tallo  primiüvo  de  U  CeosUtución)  b* 
tomada  an  26  de  llario  de  ISSt  el  titulo  de  Reg.  ' 

(i)    Repreienttrea  Nalionala. 

(SJ    Arfunírt. 

(4)    Sentlii. 

(S]    Adunare!  depaiatiloru. 
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terminen  sus  respectivas  Corporacio- 
nes, conforme  á  los  principios  estable- 
cidos en  la  Constitución  y  leyes  espe- 
cíales (1). 

CAPÍTULO  PRIMERO.— DE  la  repre- 
sentación NACIONAL 

Art.  38.  Los -miembros  de  las  dos 
Cámaras  representan  á  la  nación,  y  no 
únicamente  á  la  circunscripción  ó  lo- 
calidad que  los  haya  elegido. 

Art.  39.  Las  sesiones  de  las  dos  Cá- 
maras serán  públicas. 

Sin  embargo,  podrán  reunirse  en  se- 
sión secreta  á  petición  del  Presidente  ó 
de  diez  Senadores  ó  Diputados  respec- 
tivamente. 

La  Cámara,  en  este  caso,  decide,  en 
primer  término  y  por  mayoría  absoluta, 
si  debe  ó  no  continuar  la  sesión  pú- 
blica. 

Art.  40.  Cada  una  de  las  Cámaras 
examina  las  actas  de  sus  miembros,  y 
resuelve  sobre  las  cuestiones  que  pue- 
dan (2)  originarse  con  esta  causa. 

No  podrá  declararse  nula  la  elección 
de  un  Senador  ó  Diputado,  sino  á  vota^ 
ción  de  los  dos  tercios  de  los  miembros 
presentes  (3). 

Art.  41.  Nadie  puede  pertenecer  á  la 
vez  á  una  y  otra  Cámara. 

Art.  42.  Los  miembros  de  cualquie- 
ra de  las  Cámaras  que  aceptaren  el 
desempeño  de  un  cargo  retribuido, para 
el  que  hubieren  sido  nombrados  por  el 
Gobierno,  cesarán  en  su  representa- 
ción, necesitando  para  ejercerla  nueva- 
mente otra  elección. 


(1)  Véanse  los  artículos  106  y  107. 

(2)  Pueden^  decía  el  texto    primitivo  de  la 
Constitución. 

(3)  Este  párrafo  ha  sido  agregado  por  la  ley 
de  1884, 


Esta  disposición  no  es  aplicable  á  los 
Ministros. 

La  ley  electoral  establecerá  las  in- 
compatibilidardes  (1). 

Art.  43.  Al  comienzo  de  cada  legis- 
latura el  Congreso  de  los  Diputados  ele- 
girá su  Presidente,  Vicepresidente  y  los 
íuncionarios  de  la  Secretaria. 

Art.  44.  El  Senado  elegirá  de  su 
seno  el  Presidente,  sus  Vicepresidentes 
y  empleados  de  la  Secretaría  (2). 

Art.  45.  Toda  resolución  se  tomará 
por  mayoría  absoluta  de  votos,  salvo 
lo  que  se  disponga  en  el  reglamento  de 
la  Cámara  en  lo  referente  á  candidatu- 
ras y  elecciones. 

En  caso  de  empate  la  proposición  de 
que  se  trate  se  entiende  desechada. 

Las  Cámaras  podrán  celebrar  sesión, 
con  la  presencia  de  la  mitad  más  uno 
de  los  miembros  que  las  compongan  (3). 

Art.  46.  Los  votos  se  emiten  levan- 
tándose ó  permaneciendo  sentado,  no- 
minalmente  y  por  escrutinio  secreto. 

Ningún  proyecto  de  ley  podrá  apro- 
barse sin  haber  sido  votado  artículo  por 
artículo. 

Art.  47.  Cada  Cámara  tiene  el  dere- 
cho de  información. 

Art.  48.  Las  Cámaras  tienen  el  dere- 
cho de  hacer  enmiendas  y  dividir  en 


(1)  Véase  la  nota  al  art.  65. 

(2)  La  Constitución,  antes  de  la  revisión  de 
1884,  solamente  decía:  c«u  Vicepresidente, t  &  di- 
ferencia del  art.  43  con  respecto  al  Cong^reso  de 
los  Diputados. 

(3)  Redacción  que  ha  recibido  este  párrafo 
en  virtud  de  la  ley  de  1884;  el  antiguo  texto  de- 
cía: cl*7ing'una  de  las  Cámaras  podrá  tomar  reso- 
lución alguna  sin  que  se  halle  presente  la  mayo- 
ría de  su^  miembros. » 

Véanse  las  noticias  generales  de  los  trabajos 
del  Parlamento  rumano,  por  Gregoire  Pbtboni, 
insertas  en  el  Annuaire  de  légialation  étrangérc^ 
de  18T7  y  siguientes, 


566 


INSTITUCIONES  POLÍTICAS  Y  JURÍDICAS 


partes  los  artículos  y  enmiendas  pr'e- 
sentadas. 

Art.  49,  Los  miembros  de  una  y  otra 
Cámara  tienen  el  derecho"  de  dirigir  in- 
terpelaciones á  los  Ministros. 

Art.  50.  Todo  ciudadano  tiene  el  de- 
recho de  dirigir  peticiones  Á  las  Cáma- 
ras por  conducto  de  la  Secretarla  ó  por- 
intermediación  de  uno  de  sus  miem- 
bros. 

Cada  una  de  las  Cámaras  tiene  el  de- 
recho  de  trasladar  á  los  Ministros  las 
peticiones  que  se  le  dirijan. 

Los  Ministros  están  obligados  á  su- 
ministrar las  explicaciones  oportunas 
cuantas  veces  lo  exijan  las  Cámaras. 

Art.  51.  Ningún  Senador  ó  Diputado 
podrá  ser  molestado  ni  perseguido  por 
las  opiniones  ó  votos  emitidos  en  el 
desempeño  de  su  mandato. 

Art.  52,  Ningún  Senador  ó  Diputado 
podrá,  mientras  dtire  la  legislatura,  ser 
perseguido  ni  arrestado,  en  materia  de 
represión,  sin  autorización  de  la  Cáma- 
ra respectiva,  salvo  en  el  caso  de  fla- 
grante delito. 

La  persecución  ó  detención  de  un  Se- 
nador ó  Diputado  se  suspenderá  du- 
rante la  legislatura,  á  requerimiento  de 
la  Cámara  á  que  pertenezca. 

Art.  53.  Cada  una  de  las  Cámaras 
establecerá  en  su  respectivo  reglamen- 
to el  modo  y  forma  de  ejercer  sus  atri- 
buciones. 

Art.  54.  Cada  Cámara  deliberará  y 
adoptará  sus  resoluciones  separada- 
mente, excepto  en  los  casos  expresa^ 
mente  especificados  en  la  presente 
Constitución. 

Art.  55.  Cada  una  de  las  Cámaras 
tiene  el  derecho  exclusivo  de  establecer 
su  régimen  y  gobierno  interior,  autori- 
zando por  delegación  á  su  respectivo 
Presidente  para  que  establezca  lo  más 
conveniente. 


Art.  56.  Ningún  género  de  fuerza  ar- 
mada podrá  situarse  á  las  puertas  ó  al- 
rededor del  edificio  de  una  y  otra  Cáma- 
ra, sin  su  autorización. 

Sección  primera 

Del  Congreso  de  los  Diputados 

Art.  57.  El  Congreso  de  los  Diputa- 
dos se  compone  de  miembros  (1)  elegi- 
dos en  la  forma  que  se  expresa  en  los 
artículos  siguientes. 

Art.  58.  El  cuerpo  electoral  de  cada 
circunscripción  se  divide  en  tres  cole- 
gios (2). 

Art.  59.  (3)  Forman  parte  del  primer 
colegio  todos  los  que,  reuniendo  las 
demás  condiciones  exigidas  por  la  ley, 
disfrutan  una  renta  por  razón  de  pro- 
piedad inmueble,  rústica  ó  urbana,  de 
1.200  pesetas  cuando  menos. 

Art.  60.  (4)  Corresponden  al  segun- 
do colegio  todos  los  que,  reuniendo  las 
demás  condiciones  prevenidas  en  la 
ley,  tengan  su  residencia  ó  domicilio 
en  las  ciudades  y  satisfagan  al  Estado 
un  impuesto  anual  directo  de  cualquier 
naturaleza,  superior  á  20  pesetas. 

Están  exentos  del  censo  en  este  ter- 
cer colegio: 

a)  Los  que  ejerzan  una  profesión 
liberal; 

b)  Los  militares  de  reemplazo; 

c)  Los  pensionistas  del  Estado; 

d)  Los  que  hayan  recibido  la  ins- 
trucción primaria. 

Todos  los  municipios  urbanos  de  una 


(1)  El  número  de  Diputados  que  componían  el 
Congreso  antes  de  1884  era  de  145;  hoy  son  183. 

(2)  Antes  de  la  revisión  sancionada  por  la  ley 
de  1884,  se  dividía  en  cuatro  colegios. 

(8)    Así  modificado  por  la  reforma  de  1B79. 
(4)    ídem  id. 
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circunscripción  forman  con  la  capital 
un  solo  colegio. 

Art.  61.  (1)  Forman  parte  del  tercer 
colegio  todos  los  electores  no  incluí- 
dos  en  el  primero  ó  segundo  y  que  sa- 
tisfagan al  Estado  un  impuesto  cual- 
quiera. 

Los  electores  de  este  colegio  que  dis- 
fruten de  una  renta  por  razón  de  in- 
muebles rústicos  de  300  pesetas  en  ade- 
lante y  sepan  leer  y  escribir,  podrán 
emitir  su  voto,  bien  directamente  en  la 
capital  ó  indirectamente  por  medio  del 
delegado  en  su  municipio,  con  los  elec- 
tores que  no  sepan  leer  y  escribir,  ni 
reúnan  el  censo  requerido. 

Votan  directamente  y  están  dispen- 
sados del  censo: 

a)  Los  maestros  de  escuela  y  sus 
auxiliares; 

b)  Los  que  paguen  un  alquiler  anual 
de  1.000  pesetas  cuando  menos. 

Cada  50  electores  eligen  un  delegado. 

Los  Alcaldes,  notarios,  maestros,  je- 
fes de  guarnición  y  demás  funciona- 
rios públicos  no  pueden  ser  elegidos 
delegados. 

Art.  62.  (2)  Los  tres  colegios  eligen 
directamente  como  sigue: 

El  primer, colegio  elige  dos  Diputados 
por  circunscripción,  excepto  los  de 
Ilfov,  Jassy,  Doljiú,  Buzéú,  Mehedinti, 
Prahova,Teleorman,  Bac&ú,  Putna,  Bo- 
tosani  y  Tutova,  que  elegirán:  Ilfov, 
cinco  Diputados;  Jassy  y  Doljiú,  cuatro 
cada  uno;  Buzéú,  Mehedinti,  Prahova, 
Teleorman,  Bacáú,  Putna,  Botosani  y 
Tutova,  tres  cada  uno. 

El  segundo  colegio  elegirá  en  la  si- 
guiente forma: 

Bucarest,  nueve  Diputados; 

Jassy,  seis; 


(1)  Así  modificado  por  la  reforma  de  18'79. 

(2)  ídem  id.  por  la  ley  de  18'79. 


Craiwa  y  Ploesci,  cuatro  cada  uno; 

Baila,  Turno-Magurele,  Bacáú,  Ro- 
mán, Galati,  Focsani,  Bérlad  y  Botosa- 
ni, tres  cada  uno; 

Buzéú,  Giurgin,  Husi,  Pitesci  y  Tu- 
run-Severin,  dos  cada  uno; 

Las  demás  ciudades,  uno. 

El  tercer  colegio  elige  un  Diputado 
por  cada  circunscripción,  excepto  Ilfov, 
Doljiú,  Mehedinti,  Prahova,  Buzéú,  Ba- 
cáú, Putna  y  Sucéva,  que  eligirán  dos 
cada  uno. 

Art.  63  (antiguo  64).  La  renta  no  po- 
drá acreditarse  sino  por  la  cuota  de 
contribución,  los  recibos  ó  las  certifl- 
caciones  expedidas  por  los  recaudado- 
res del  año  anterior  y  del  corriente. 

Art.  64  (antiguo  65).  La  ley  electoral 
determinará  las  demás  condiciones  ne- 
cesarias para  ser  elector,  así  como  el. 
procedimiento  electoral  (1). 

Art.  65  (antiguo  66).  Para  ser  elegi- 
ble, se  requiere: 

a)  Ser  rumano  de  nacimiento  ó  ha- 
ber obtenido  la  naturalización  de  pri- 
mera clase; 

b)  Estar  en  el  pleno  goce  de  los  de- 
rechos civiles  y  políticos; 

e)    Ser  mayor  de  veinticinco  años,  y 
d)    Estar  domiciliado  en  Rumania. 
La  ley  electoral  establecerá  las  inca- 
pacidades. 

(I)  La  ley  electoral  de  80 de  Julio  de  1886,  ha 
sido  modificada  por  la  de  22  de  Abril  de  18*78, 
cuya  traducción  ae  inserta  en  la  página  651  del 
Annuaire  de  législation  étrangére  de  18*79,  y  en 
la  665  el  texto  completo  resultante  en  virtud  de 
las  modificaciones  introducidas.  Posteriormente 
ha  sido  modificada  á  consecuencia  de  la  revisión 
constitucional  de  1884,  dictándose  la  nueva  ley 
de  8  (20)  de  Junio  de  1884,  que  puede  verse  tra- 
ducida por  Pbtroni  en  la  página  691  del  Annuai' 
re  citado  correspondiente. 

Véase  Chahbonnibb  (J.).  Organisation  electora' 
le  et  representative  de  toua  lee  paya  civileeéSy  pági- 
na 261. 
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Art.  66  (antiguo  67).  Los  Diputados 
Ber&n  elegidos  por  cuatro  años  (1). 

Sección  S^nnda 

Del  Senado 

Art.  67.  El  cuerpo  electora!  para  Se- 
nadores se  divide  en  cada  circunscrip- 
ción en  dos  colegios. 

Art.  68.  Forman  parte  del  primer 
colegio  los  que  posean  una  renta  por 
razón  de  bienes  inmuebles,  rústicos  6 
urbanos,  de  2.000  francos  al  año,  cuan- 
do menos,  dispensándose  del  censo  & 

a)  Los  expresidentes,  exvicepresi- 
dentes de  las  Cámaras  y  los  que  lo  sean 
60  la  actualidad; 

b)  Los  Senadores  y  Diputados  que 
hayan  pertenecido  &  dos  legislaturas 
diferentes; 

c)  Los  Generales,  Coroneles  y  demás 
Jefes  milit&res  asimilados  á  ellos; 

d)  Los  exmjnistroB,  exembajadores 
y  los  que  sean  actualmente; 

e)  Los  ex  magistrados,  expresidentes 
y  exñscales  de  Tribunales  de  segunda 
instancia  y  expresidentes,  exmagistra- 
dos y  exflscales  del  Tribunal  Supremo, 
asi  como  los  que  desempeñen  estos 
cargos  en  la  actualidad; 

/)  Los  que  posean  el  titulo  de  doc- 
tor ó  licenciado  en  cualquier  facultad  y 
hayan  ejercido  seis  años  la  profesión; 

g)  Los  miembros  de  la  Academia 
Rumana. 

Art,  69.  (2)  Forman  parte  del  segun- 
do colegio  todos  los  electores  directos 
de  las  ciudades  y  de  los  municipios  ru- 
rales que  disfruten  de  una  renta  prove- 
niente de  inmuebles  rüsticos  ó  urbanos 
de  800  francos  á  2.000,  asi  como  los  co- 


(!)   Así  redactado  por!»  reforma  do  1819. 
(2)    RedscUdo  uf  por  la  reforma  citada. 


merciantes  ó  industriales  que  paguen 
una  patente  de primeraóseguoda  clase. 

Están  exceptuados  del  censo  en  este 
colegio: 

a)  Los  que  posean  un  titulo  de  doc- 
tor en  cualquier  facultad  ó  un  titulo 
equivalente  al  de  doctor,  expedido  por 
una  de  las  Escuelas  especiales  superio- 
res; 

6)  Los  licenciados  en  Derecho,  en 
Letras,  en  Filosofía  ó  en  Ciencias; 

c)  Los  Magistrados  en  activo  ser\'i- 
cio  ó  retirados  que  hayan  desempeña- 
do el  cargo  durante  seis  años; 

d)  Los  ingenieros,  arquitectos,  mé- 
dicos, farmacéuticos  y  veterinarios  ti- 
tulares; 

e)  Los  profesores  de  escuelas  urba- 
nas sostenidas  por  el  Estado  ó  de  iaia 
escuelas  de  segunda  enseñanza  recono- 
cidas por  el  Estado; 

/)  Los  retirados  que  perciban  una 
pensión  anual,  &  lo  menos  de  l.OOil 
francos. 

Art.  70.  (1)  Cada  colegio  elige  sepa^ 
radamente: 

El  primero,  dos  Senadores  por  cir- 
cunscripción; 

El  segundo,  uno  por  circunscripción, 
excepto 

IKov,  que  elige  cinco  Senadores; 

Jassy,  tres; 

BraYlajCovurluijBoljiü,  Prabova,  Bo- 
tosaní,  Tutova,  Teleorman,  Mebedinti, 
BuzeA,  Bacfiú,  Putna,  Dimbovila,  Ro- 
mati  y  Nemtuque,  eligen  dos  cada  una. 

Art.  71.  (2)  Sea  cualquiera  el  núme- 
ro de  secciones  en  que  se  divida  cada 
colegio  electoral,  los  electores  votaráJi 
por  el  número  de  representantes  que 
deba  elegir  el  colegio  á  que  corres- 
pondan. 


(11 


lí  redactado  por  la  reforma  de  IB^9. 
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(1)  Este  primer  párrafo  ha  sido  añadido  por  la 
ley  de  1884  al  antiguo  art.  '72. 

(2)  Véase  la  noU  al  art.  65. 

(3)  Véase  la  nota  al  antiguo  art.  59. 
(4}    Redacción  de  la  ultima  reforma. 


Art.  72.  Las  operaciones  electorales 
en  cada  colegio  para  Diputados  ó  Se- 
neulores,  se  terminarán  en  un  solo 
día  (1). 

La  ley  electoral  determinará  las  de- 
más condiciones  necesarias  para  ser 
elector,  así  como  el  procedimiento  elec- 
toral (2). 

Art.  73.  El  claustro  de  las  Universi- 
dades de  Jassy  y  de  Bucarest  elegirá 
respectivamente  un  miembro  que  las 
represente  en  el  Senado. 

Art.  74.  Para  poder  ser  elegido  Se- 
nador se  necesita: 

1.**  Ser  rumano  de  nacimiento  ó  por 
naturalización; 

2.**  Estar  en  el  pleno  goce  de  los  de- 
rechos civiles  y  políticos; 

3.°    Estar  domiciliado  en  Rumania; 

4."    Ser  mayor  de  cuarenta  años,  y 

5.**  Disfrutar  una  renta,  de  cualquier 
naturaleza,  superior  á  800  ducados  (3), 
acreditada  del  modo  prescrito  en  el  ar- 
tículo 64  de  esta  Constitución. 

Art.  75.  (4)  Están  dispensados  de  es- 
te censo: 

a)  Los  expresidentes  y  ex  vicepresi- 
dentes de  las  Cámaras; 

6)  Los  Senadores  y  Diputados  que 
hayan  formado  parte  de  dos  legislatu- 
ras diferentes; 

c)  Los  Generales  y  Jefes  asimilados 
á  los  mismos; 

d)  Los  Coroneles  dimisionarios  y  en 
disponibilidad; 

e)  Los  exministros  y  exembajado- 
res y  los  que  lo  sean  en  la  actualidad; 

/)  Los  que  hayan  desempeñado  du- 
rante tres  años  el  cargo  de  Magistrado, 


ó  durante  uno  el  de  Presidente  de  Tri- 
bunal de  segunda  instancia,  Fiscal 
de  S.  M.  y  Fiscal  ó  Magistrado  del  Tri- 
bunal Supremo; 

g)  Los  que  posean  el  titulo  de  doc- 
tor ó  licenciado  en  cualquier  facultad 
y  hayan  ejercido  seis  años  la  profe- 
sión; 

h)  Los  miembros  de  la  Academia 
rumana. 

Art.  76.  Son  Senadores  de  derecho 
propio: 

1,°  El  heredero  del  Trono  mayor  de 
dieciocho  años,  pero  sin  voto  hasta  los 
veinticinco  (1); 

2.®  Los  metropolitanos  y  Obispos  dio- 
cesanos. 

Art.  77.  (2)  Los  Senadores  y  Diputa- 
dos percibirán  dietas  durante  el  perío- 
do en  que  estén  abiertas  las  Cáma- 
ras (3), 

Art.  78.  (4)  Los  Senadores  son  elegi- 
dos por  ocho  años  (5). 

El  Senado  se  renovará  por  mitad  cada 
cuatro  años,  por  medio  de  sorteo. 

El  reglamento  interior  del  mismo  dis- 
pondrá lo  conveniente  para  su  celebra- 
ción, y  para  procurar  que  la  elimina- 
ción se  distribuya  entre  todas  las  cir- 
cunscripciones. 

Art.  79.  Los  Senadores  son  reelegi- 
bles. 


(1)  La  proposición  contenida  en  el  proyecto  de 
revisión,  relativa  á  la  concesión  del  voto  al  here- 
dero del  Trono  desde  la  edad  de  dieciocho  afios, 
no  ha  sido  aprobada,  y  el  art.  '76  ha  quedado  sin 
modificación. 

(2)  Texto  del  art.  11  antiguo:  cLos  Senadores 
no  tendrán  derecho  á  retiro  ni  dietas.» 

(3)  Los  Diputados  percibían  ya  desde  la  ley 
de  23  de  Julio  de  1805,  dos  ducados  por  sesión. 

(4)  Artículo  78  antiguo:  cLos  Senadores  se 
elegirán  por  ocho  afios,  renovándose  por  mitad 
cada  cuatro  y  eligiendo  un  Senador  por  cada  civ* 
cunscripción.f 

(5)  Véase  el  art.  67. 
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Trono  de  Rumania,  las  Cámaras  se  re- 
unirán en  Asamblea  sin  necesidad  de 
convocatoria,  y  lo  más  tarde,  dentro  del 
término  de  de  ocho  dias,  elegirán  Mo- 
narca entre  las  dinastías  reinantes  en 
la  Europa  occidental. 

Para  proceder  á  esta  elección  se  re- 
quiere la  presencia  de  las  tres  cuartas 
partes  de  los  miembros  que  componen 
cada  una  de  ambas  Cámaras  y  la  ma- 
yoría de  los  dos  tercios  de  los  pre- 
sentes. 

En  el  caso  en  que  la  elección  no  hu- 
biere podido  efectuarse  en  el  plazo  se- 
ñalado, el  noveno  díalas  Cámaras  pro- 
cederán á  la  elección,  sea  cual  fuere 
el  número  de  Diputados  y  Senadores 
presentes  y  por  mayoría  absoluta  de 
votos. 

Si  las  Cámaras  estuvieren  disueltas 
al  ocurrir  la  vacante  del  Trono,  se  pro- 
cederá en  la  forma  que  establece  el  ar- 
tículo siguiente. 

Mientras  el  Trono  estuviere  vacente, 
las  Cámaras  elegirán  una  Regencia 
compuesta  de  tres  personas  que  ejerza 
los  poderes  soberanos  hasta  el  adveni- 
miento del  nuevo  Monarca. 

En  todos  los  casos  enumerados  en 
este  articulo,  las  votaciones  tendrán 
lugar  por  escrutinio  secreto. 

Art.  85.  A  la  muerte  del  Rey,  las  Cá- 
maras se  reunirán,  sin  necesidad  de 
convocatoria,  lo  más  tarde  dentro  de 
los  diez  dias  siguientes. 

Si  hubierensido  disueltas  con  anterio- 
ridad y  la  nueva  convocatoria  estuvie- 
re ñjada  para  una  época  posterior  al 
término  indicado,  las  antiguas  Cáma- 
ras se  reunirán  nuevamente  hasta  dicha 
época. 

Art.  86.  Desde  la  muerte  del  Rey 
hasta  el  momentode  prestarjuramen- 
to  su  sucesor  en  el  Trono,  los  poderes 
constitucionales  de   S.    M.  se  ejerce- 
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rán  en  nombre  del  pueblo  rumano  por 
los  Ministros  reunidos  en  Consejo  y 
bajo  su  responsabilidad. 

Ari.  87.  El  Rey  es  mayor  de  edad  á 
los  dieciocho  años  cumplidos. 

No  puede  tomar  posesión  del  Trono 
sin  prestar  ante  las  Cámaras  el  siguien- 
te juramento: 

aJuro  cumplir  la  Constitución  y  las 
leyes  del  pueblo  rumano^  y  respetar  los 
derechos  nacionales  y  la  integridad  del 
territorio.» 

Art  8á.  El  Rey  puede^  durante  su 
vida,  nombrar  una  Regencia  compuesta 
de  tres  personas,  que  después  de  su 
muerte  ejerza  los  poderes  soberanos, 
Ínterin  dure  la  minoridad  de  su  sucesor 
en  el  Trono. 

Esta  designación  debe  recibir  el  asen- 
timiento de  la  Representación  Nacio- 
nal, otorgado  en  la  forma  prescrita  en 
el  art.  84  de  la  presente  Constitución. 

La  Regencia  ejercerá  la  tutela  del 
sucesor  al  Trono  durante  su  menor 
edad. 

Si  á  la  muerte  del  Rey  no  estuviere 
nombrada  la  Regencia  y  el  sucesor  al 
Trono  se  hallare  en  la  menor  edad,  las 
Cámaras  procederán  á  su  nombramien- 
to en  la  forma  establecida  en  el  art.  84 
de  la  Constitución. 

Las  personas  que  constituyan  la  Re- 
gencia no  podrán  entrar  en  funciones 
sin  prestar  previamente  el  juramento 
prescrito  en  el  art.  87  de  la  presente 
Constitución. 

Art.  89.  Cuando  el  Riey  se  encuentre 
imposibilitado  para  reinar,  los  Minis- 
tros, una  vez  acreditada  legalmente  di- 
cha imposibilidad,  convocarán  sin  di- 
lación las  Cámaras,  que  procederán  al 
nombramiento  de  la  Regencia,  que  ha^ 
brá  de  desempeñar  la  tutela  al  mismo 
tiempo. 

Art.  90.    Durante  la  Regencia  no  po- 


drá introducirse  modificación  alguna 
en  la  Constitución. 

Art.  91.  El  Rey  no  puede  ser  al  mis- 
mo tiempo  Jefe  de  otro  Estado  extran- 
jero sin  consentimiento  de  la  Repre- 
sentación Nacional. 

Ninguna  de  las  Cámaras  podrá  deli- 
berar sobre  esta  cuestión,  sin  la  pre- 
sencia al  menos  de  los  dos  tercios  de 
sus  miembros,  ni  tomar  decisión  algu- 
na, sino  por  mayoría  de  los  dos  tercios 
de  los  presentes. 

Art.  92.  La  persona  del  Rey  es  invio- 
lable. 

Son  responsables  sus  Ministros. 

Ningún  mandato  del  Rey  puede  lle- 
varse á  efecto  sin  estar  refrendado  por 
un  Ministro,  que  por  este  solo  hecho 
queda  responsable. 

Art.  93.  El  Rey  nombra  y  separa  sus 
Ministros; 

Sanciona  y  promulga  las  leyes  (1); 

Puede  negarse  á  sancionarlas; 

Tiene  el  derecho  de  ejercer  la  gracia 
de  amnistía  en  materia  de  delitos  po- 
líticos; 

Indulta  ó  reduce  la  duración  de  las 
penas  en  materia  criminal,  salvo  lo  que 
se  dispone  con  respecto  á  los  Minis- 
tros (2) ; 

No  puede  impedir  la  marcha  de  los 
procedimientos  penales,  ni  intervenir 
en  manera  alguna  en  la  administración 
de  justicia; 

Nombra  y  confiere  todas  las  funcio- 
nes públicas; 

No  puede  establecer  nuevos  cargos, 
sino  en  virtud  de  una  ley  especial; 

Expide  los  reglamentos  necesarios 
para  la  ejecución  de  las  leyes,  pero  sin 
poder  modificar  ni  suspender  las  mis- 


(1)  Acerca  de  la  proraulg^ación  de  las  leyes  se 
dictó  un  decreto  en  1.°  de  Julio  de  1806. 

(2)  Véase  el  art.  108. 
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mas  ni    dispensar   su   cumplimiento; 

Tiene  el  mando  supremo  del  ejér- 
cito; 

Concede  los  grados  mHitares  con 
arreglo  &  las  leyes; 

Conferirá  la  condecoración  rumana 
en  conformidad  á  lo  que  se  disponga 
por  una  ley  especial  (1); 

Tiene  el  derecho  de  hacer  acuñar  la 
moneda  con  arreglo  4  la  ley; 

Concierta  con  las  potencias  extran- 
jeras tratados  de  comercio,  de  navega- 
ción y  materias  análogas,  si  bien  para 
que  tengan  fuerza  de  obligar  deberán 
someterse  previamente  al  poder  legis- 
lativo y  será  aprobado  por  él. 

Art.  94.  Una  ley  fijaré  la  lista  civil 
al  principio  de  cada  reinado  (3). 

Art.  95.  El  15  de  Noviembre  de  cada 
año,  el  Congreso  de  los  Diputados  y  el 
Senado  se  reunirán  sin  necesidad  de 
convocatoria,  á  menos  que  el  Rey  los 
hubiere  convocado  para  antes  de  esta 
fecha. 

La  duración  de  cada  legislatura  es  de 
tres  meses. 

El  Rey  expondrá  la  situación  del 
pafs  en  un  Mensaje  dirigido  á  las  Cá- 
maras en  el  momento  de  la  apertura  de 
las  sesiones,  que  será  contestado  por 


Art.  96.  El  Rey  pronunciará  la  clau- 
sura de  las  sesiones. 

Corresponde  al  Rey  convocar  á  las 
Cámaras  extraordinariamente- 

Tiene  asimismo  el  derecho  de  disol- 
ver una  de  ellas  6  ambas. 


(1)  Vés»  la  lay  de  IRTI  creando  la  orden  d« 
)a  «Estrella  de  Rumanfa,!  traducida  al  francfs 
por  Dre^^Dirs  Pbtroni,  en  la  págjpa  699  del 
Áanuaire  de  tégisliiion  ^trangire,  del  abo  corres- 
pondiente. 

(2]    La  de  S.   U.   Carlos  I  lleva  fe«ba  de  1.* 

4e  29  de  Julio  de  leee, 


El  acta  de  disolución  contendrá  la 
convocatoria  á  elecciones  generales  en 
el  término  de  dos  meses,  y  de  reunión 
de  la  Cámara  ó  Cámaras  en  el  de  tres, 
á  contar  de  aquella  fecha. 

El  Rey  puede  aplazar  la  reunión  de 
las  Cámaras. 

Sin  embargo,  el  aplazamiento  no 
podrá  exceder  de  un  mes  ni  reprodu- 
cirse en  la  misma  legislatura  sin  el 
consentimiento  de  las  mismas. 

Sección   segunda 

De1oaMm¡stroB[l} 

Art.  97.  No  puede  ser  Ministra  f  I 
que  no  sea  rumano  por  nacimiento  6 
naturalización. 

Art.  98.  No  puede  ser  Ministro  nin- 
gún miembro  de  la  familia  reinante. 

Art.  99.  Si  los  Ministros  no  fueren 
miembros  de  una  ú  otra  Cámara,  po- 
drán tomar  parte  en  los  debates  legis- 
lativos, pero  carecerán  de  voto  en  las 


Para  que  las  Cámaras  puedan  delibe- 
rar, se  requiere,  al  menos,  la  presencia 
de  un  Ministro. 

Las  Cámaras  podrán  exigir  la  pre- 
sencia ante  las  mismas  de  determina^ 
dos  Ministros  para  que  asistan  á  sus 
deliberaciones. 

Art.  100.  El  mandato  de  palabra  ó 
por  escrito  del  Rey  aun  Ministro  no 
exime  &  éste  de  responsabilidad. 

Art.  101.  El  Rey  y  cada  una  de  las 
Cámaras  tienen  el  derecho  de  acusar  y 
obligará  comparecer  á  los  Ministros 

(I)    Los  MinÍBlerioB  son  ocho; 

Ce!  Interior,  Justicia,  Cultos  i  Instrucción  pú- 
pIlcB,  Hacienda,  Ouerra,  Agricultura,  Comercio  f 
Industria  (cuya  nueva  arg:aniiacidn  data  de  la  lej 
de  e  de  Marzo  de  1869),  Obras  pública!  f  Vef^ 
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ante  el  Tribunal  Supremo,  que,  reunido 
en  pleno,  es  el  único  competente  para 
juzgarlos,  quedando  á  salvo  lo  que  dis- 
pongan las  leyes  en  lo  referente  al  ejer- 
cicio de  la  acción  civil  correspondiente 
á  la  parte  lesionaxia,  y  excepto  los  ca- 
sos de  crímenes  ó  delitos  cometidos 
por  los  Ministros  fuera  del  ejercicio  de 
sus  funciones. 

La  acusación  de  los  Ministros  no  po- 
drá acordarse  sino  por  mayoría  de  las 
dos  terceras  partes  de  Diputados  ó  Se- 
nadores presentes. 

Los  casos  de  responsabilidad,  las  pe- 
nas aplicables  á  los  Ministros  y  forma 
de  proceder  á  su  acusación  por  la  Re- 
presentaxjión  Nacional  ó  por  la  parte 
lesionada,  se  determinarán  en  una  ley 
que  habrá  de  someterse  á  la  aproba- 
ción de  Ifiís  Cámaras  en  la  próxima  le- 
gislatura (1). 

La  acusación  entablada  por  la  Re- 
presentación Nacional,  se  sostendrá 
por  la  misma. 

La  entablada  por  el  Rey  se  sostendrá 
por  el  Ministerio  público. 

Art.  102.  Hasta  que  se  determine 
por  la  ley  (2)  mencionada  en  el  articulo 
anterior,  corresponderá  al  Tribunal  Su- 
premo determinar  los  delitos  y  penas 
aplicables  á  los  Ministros. 

Sin  embargo,  la  pena  no  podrá  ser 
más  grave  que  la  detención,  sin  perjui- 
cio de  lo  prescrito  en  las  leyes  penales. 

Art.  103.  El  Rey  no  podrá  indultar  ó 
rebajar  la  pena  impuesta  á  los  Minis- 
tros por  el  Tribunal  Supremo  sino  á 
petición  de  la  Cámara  que  hubiere  sos- 
tenido la  acusación. 


CAPÍTULO    III.— DEL     PODER    JUDICIAL 

Art.  104.  No  podrá  establecerse  ju- 
risdicción alguna  sino  en  virtud  de  una 

ley  (1). 

No  podrán  crearse  comisiones  ni  tri- 
bunales extraordinarios  bajo  pretexto 
ni  denominación  alguna. 

Para  todo  el  Estado  rumano  existirá 
un  solo  Tribunal  Supremo  (2). 

Art.  105.  Se  establece  el  Jurado  para 
toda  clase  de  delitos,  incluso  los  políti- 
cos, y  cometidos  por  medíode  la  prensa. 

La  acción  de  daños  y  perjuicios  re- 
sultante de  hechos  y  delitos  cometidos 
por  medio  de  la  prensa,  no  podrá  enta- 
blarse sino  ante  la  misma  jurisdicción. 
El  Tribunal  del  Jurado  resolverá  acer- 
ca délos  daños  y  perjuicios  de  los  que 
deban  abonarse  (3). 

CAPÍTULO  IV.  — DEL  RÉGIMEN  PROVIN- 
CIAL Y  MUNICIPAL 

Art.  106.    Las  instituciones  y  autor!- 


(1)  Véase  más  adelante  la  traducción  de  la  ley 
de  2  de  Mayo  de  1879,  sobre  responsabilidad  mi- 
nisterial. 

(2)  Véase  la  nota  anterior. 


(1)  La  ley  Orgánica  del  poder  judicial  es  de  9 
de  Julio  de  1865,  modificada  sucesivamente  en 
186*7,  1868,  1871, 1870  y  6  de  Marzo  de  1879.  Véa- 
se Lege  pentru  judecatorüe  comunnale  si  de  ocoa- 
le  (edición  oficial).  Bucarest,  1879. 

(2)  El  Tribunal  Supremo  se  creó  por  ley  de  24 
de  Enero  de  1861. 

La  competencia  de  las  secciones  en  que  se  halla 
dividido  se  determina  en  la  ley  de  12  de  Marzo 
de  1870. 

En  2  de  Abril  de  1886  se  dictó  una  ley  sobre 
vacaciones  de  los  tribunales. 

La  organización  judicial  de  Dobroc^a  se  rige 
por  la  ley  de  25  de  Marzo  de  1886. 

Consúltese  la  obra  de  Vladbsco,  Easai  sur  les 
instüutions  jttdiciaires  civiles  á  Rome,  en  France 
et  en  HowmAnie.  París,  1875. 

ídem  los  tomos  de  Slatistica  judiciaria  diu  Ro* 
mania  pe  amü,  1879  y  siguientes. 

(8)    Párrafo  añadido  por  la  ley  de  1881. 
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dades  provinciales  y  municipales  se  es- 
tablecerán por  las  leyes  (1). 

Art.  107.  Estas  leyes  tendrán  por 
base  la  descentralización  administrati- 
va é  independencia  municipal  más 
completas.  , 

TÍTULO     IV.  —DE    LA     HACIENDA 
PÚBLICA  (2) 

Art.  108.  No  podrá  establecerse  im- 
puesto alguno  sino  en  beneficio  del 
Estado,  de  la  provincia  6  del  muni- 
cipio. 

Art.  109.  Todo  impuesto  en  benefi- 
cio del  Estado  se  creará  mediante  una 
ley. 

Art.  110.  Ninguna  carga  n¡  contri- 
bución en  beneficio  de  la  provincia  se 
podrá  establecer  sin  la  aprobación  de 
la  Diputación  respectiva. 

Las  cargas  y  contribuciones  munici- 
pales exigirán  la  aprobación  de  los 
respectivos  Ayuntamientos. 

Los  impuestos  que  las  diputaciones 
provinciales  y  los  ayuntamientos  vota- 


(1}  La  ley  Municipal  de  1.°  Abril  de  1864  ha 
sido  modificada  y  completada  por  las  de  9  de 
Abril  de  18114  y  4  de  Noviembre  de  1882.  Hoy 
rige  la  de  6  de  Mayo  de  188*7,  y  sobre  elecciones 
municipales  la  de  12  de  Junio  de  1886. 

Las  Diputaciones  provinciales  se  crearon  por  la 
ley  de  2  de  Abril  de  1864,  que  se  encuentra  mo- 
dificada por  la  de  81  de  Marzo  de  18^2.  Véase  la 
página  41  y  siguientes  (leyes  administrativas)  del 
Appendice  la  collectiunea  de  legiurile  romanieif  de 
BUJORBANU  (J.  M.). 

(2)  En  12  de  Abril  de  1880  se  dictó  una  ley  so- 
bre conversión  de  obligaciones  rurales; 

En  11  de  ídem  se  creó  el  Banco  Nacional  de  Ru- 
mania; 

En  1."  de  Abril  de  1881,  se  dio  una  ley  para  la 
explotación  de  las  salinas; 

En  2  de  Febrero  de  1882,  se  estableció  un  im- 
puesto sobre  las  bebidas  alcohólicas; 

En  10  de  Marzo  de  1882,  se  reglamentó  la  ma- 


ren  deberán  recibir  la  aprobación  del 
Poder  legislativo  y  la  sanción  de  Su 
Majestad. 

Art.  111.  No  podrá  crearse  privile- 
gio alguno  en  materia  de  impuestos. 

Las  exenciones  y  rebajas  de  los  im- 
puestos se  concederán  mediante  una 
ley. 

Art.  112.  No  podrá  crearse  pensión 
ni  remuneración  alguna  á  cargo  del 
Tesoro  público,  sino  en  virtud  de  una 
ley. 

Art.  113.  El  Congreso  de  los  Diputa- 
dos examina  todos  los  años  la  cuenta 
del  Estado  y  vota  los  Presupuestos. 

Toda  clase  de  ingresos  y  gastos  del 
Estado  deberán  consignarse  en  la  cuen- 
ta y  en  los  Presupuestos. 

La  ley  de  Presupuestos  se  someterá 
á  la  aprobación  del  Congreso  de  los  Di- 
putados el  año  antes  de  aquel  en  que 
deban  regir,  para  lo  cual  se  requiere  la 
aprobación  del  Congreso  y  la  sanción 
de  Su  Majestad. 

Cuando  los  presupuestos  no  hubieren 
podido  votarse  en  tiempo  hábil,  el  Po- 
der ejecutivo  proveerá  á  los  servicios 
públicos,  con  arreglo  á  los  presupues- 


nerá  de  verificar  la  recaudación  de  contribuciones; 

En  11  de  id.  id.,  se  reglamentó  el  impuesto  de 
aduanas; 

Sobre  loterías  se  dictó  en  18  de  Enero  de  1883 
una  ley; 

En  6  de  Marzo  de  fd.,  se  reglamentó  la  explota- 
ción de  los  caminos  de  hierro; 

En  8  de  Junio  de  1884,  se  dio  una  ley  sobre  los 
dominios  de  la  Corona; 

La  organización  de  la  Fábrica  Nacional  del 
Sello  y  Casa  de  la  Moneda,  data  de  20  de  Marzo 
de  1885; 

En  81  de  dicho  mes  y  aüo  se  dictó  una  ley  sobre 
el  impuesto  territorial; 

En  2  de  Abril  de  1886,  se  dio  una  ley  sobre 
venta  de  bienes  del  Estado,  modificada  en  6  (18] 
de  Abril  de  1889. 
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tos  del  ejercicio  anterior,  sin  que  esta 
aplicación  del  presupuesto  pueda  exce- 
der de  un  año. 

Art.  114.  La  cuenta  general  del  Es- 
tado se  someterá  á  la  aprobación  del 
Congreso  de  los  Diputados,  dentro  de 
los  dos  años  lo  más  tarde,  del  ejercicio 
á  que  se  refiera. 

Art.  115.    Las  leyes  de  Hacienda  se 

» 

publicarán  en  el  periódico  oficial,  así 
como  las  depnás  leyes  y  reglamentos 
referentes  á  la  Administración  pública. 

Art.  116.  Para  todo  el  principado  de 
Rumania  existirá  un  solo  Tribunal  de 
Cuentas  (1). 

Art.  117.  Los  fondos  que  hasta  aquí 
venían  ingresando  en  las  cajas  espe- 
ciales, y  de  que  el  Gobierno  disponía 
para  atenciones  diversas,  ingresarán 
en  adelante  en  los  Presupuestos  gene- 
rales del  Estado  (2). 

TÍTULO  V.— DE  LA  FUERZA  PÚBLICA  (3) 

Art.  118.  Todo  rumano  formará  par- 
te de  alguno  de  los  institutos  del  ejér- 


(l)  El  Tribunal  de  Cuentas  fué  creado  por  ley 
de  24  de  Enero  de  1864,  que  ha  sido  modificada 
por  la  de  14  de  Marzo  de  1874. 

(2)  Los  Presupuestos  aprobados  en  188*7 
comprendían  12*7.045.615  pesetas  de  gastos  y 
131.329.699  de  ingresos,  resultando  un  superávit 
de  4.284.099  pesetas. 

La  Deuda  pública  ascendía  en  1."  de  Abril 
de  1889  á  '788  y  medio  millones  de  pesetas. 

Véase  la  ley  de  188*7  sobre  emisión  de  billetes 
hipotecarios  hasta  la  concurrencia  de  80  millones 
de  pesetas,  traducida  al  francés  en  la  página  697 
del  Annuaire  de  lógislation  étrangére,  de  1877, 
por  Gregoire  Pbtroni. 

(3)  La  ley  de  reclutamiento  y  reemplazo  del 
ejército  es  de  25  de  Mayo  de  1884. 

En  22  de  Abril  del  mismo  año. se  dictó  una  ley 
reglamentando  la  situación  de  los  jefes  y  oficiales 


cito,  con  arreglo  á  las  leyes  especia- 
les (1). 

Art.  119.  Los  militares  no  podrán 
ser  desposeídos  de  sus  grados,  hono- 
res y  haberes,  sino  en  virtud  de  senten- 
cia de  los  Tribunales  y  en  los  casos 
previstos  en  la  ley. 

Art.  120.  El  contingente  del  ejército 
se  votará  todos  los  años . 

La  ley  que  ñje  el  mismo  regirá  úni- 
camente el  año  para  que  haya  sido  vo- 
tada. 

Art.  121.  Queda  suprimida  la  Guar- 
dia Nacional  (1). 

Art.  122  (antiguo  123).  No  podrá  ad- 
mitirse al  servicio  del  Estado  un  ejér- 
cito extranjero,  ni  ocupar  ó  atravesar 
el  territorio  de  Rumania  sino  en  virtud 
de  una  ley. 

TÍTULO  VI.— DISPOSICIONES  generales 

Art.  123  (antiguo  124).  Los  colores 

de  Rumania  continuarán  siendo  azul, 
amarillo  y  rojo. 

Art.  124  (antiguo  125).  La  villa  de 


de  las  reservas,  y  en  11  de  Junio  de  1882  otra  so- 
bre mandos  militares. 

La  ley  del  servicio    sanitario   de  la  armada - 
(que  se  reduce  &  un  escaso  número  de  buques  sur- 
tos en  el  Danubio}  es  de  15  de  Abril  de  1882. 

(1)  Antiguo  art.  118:  cTodo  rumano  formará 
parte  del  ejército  reg-ular,  de  la  milicia  6  de  la 
Guardia  Nacional,  según  las  leyes  especiales.» 
Véase  la  nota  al  art.  131 ,  núm.  9.** 

(2)  El  antiguo  art.  121  decía:  cSe  conservará 
en  Rumania  la  Guardia  Nacional. 

I Unaley  especial  regulará  su  organización.»  (Se 
vino  rigiendo  por  la  de  18  de  Marzo  de  1866.) 

A  consecuencia  de  la  nueva  disposición  ha  que- 
dado derogado  y  suprimido,  por  tanto,  el  art.  122, 
que  estaba  concebido  en  esta  forma:  cLa  Guardia 
Nacional  no  podrá  movilizarse,  sino  en  virtud  de 
una  ley,»  y  el  art.  124  ha  pasado  á  ser  128,  etc. 


CAS  Y  jurídicas 


TÍTULO  VIII.  —  DISPOSICIONES 

TRANSITORIAS 

Art.  1S9  (antiguo  130).  Desde  que  la 
resente  Constitución  empiece  á.  regir, 
uedarán  derogadas  cuantas  leyes,  de- 
retos, reglamentos  y  demás  dispos icio- 
es  resulten  en  oposición  &  ta  misma. 

Art.  130.  (1)  No  podrá  restablecerse 
1  Consejo  de  Estado  con  atribuciones 
on  tenc  ioso-ad  m  i  n  istr  ati  vas. 

El  Tribunal  Supremo  continuará  co- 
lOciendo,  como  hasta  aqui,  de  las  con- 
iendas  de  jurisdicción. 

Podrá  crearse  una  Comisión  penna- 
ente  con  las  únicas  atribuciones  de 
laborar  y  examinar  los  proyectos  de 
;yes  y  reglamentos  referentes  á  la  ad- 
línistración  pública. 

Se  autoriza  la  creación  de  Subsecre- 
urios  de  Estado,  que  podrán  tomarpar- 
!  en  los  debates  parlamentarios,  bajo 
i  responsabilidad  de  los  Ministros. 

Art.  131  (antiguo  132).  En  el  plazo 
las  breve  posible  se  dictarán  leyes  que 
rovean  á  los  siguientes  particulares: 

1."  La  descentralización  administra- 
va; 

2."  La  responsabilidad  de  los  Minls- 
-os  y  demás  óiganos  y  funcionarios 
el  poder  ejecutivo  (2); 

3."  Las  medidas  conducentes  ápre- 
eoir  los  abusos  de  acumulación; 


(I)    Sustituye  al  antiguo  art.  131,  que  decíi; 

•S«  suprimíri  el  Consejo  de  Estado  tan  pronto 
>[no  se  vote  la  le;  que  determine  la  autoridad  i 
le  lisD  de  pasar  bus  stribucioDee. 

>E1  Tribunal  Supremo  cootimiarieoDOciendodc 
e  contiendas  de  JuriadicciAn.» 

(3)  En  8  de  Hajo  de  18^9  se  dictó  una  1«y 
«rea  de  esta  materia,  que  ini 
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4.°  La  modiñcación  de  la  ley  de  Cla- 
ses pasivas  (1); 

5.°  Las  condiciones  de  ingreso  y»as- 
censo  en  la  carrera  administrativa; 

6.°  El  desarrollo  de  las  vías  de  co- 
municación; 

7.**  La  explotación  minera  y  fores- 
tal (2); 

8.°  Los  ríos  y  corrientes  navegables 
y  flotables; 

9.°  La  organización  del  ejército  (3), 
ascensos,  derechos  pasivos  y  situacio- 
nes de  los  jefes  y  oficiales; 

10.    La  Justicia  militar  (4); 

Todos  los  Códigos  y  leyes  vigentes 
serán  revisados  y  puestos  en  armonía 
con  la  presente  Constitución  (5). 


(1)  La  ley  vigente  es  la  de  16  de  Febrero 
de  1868. 

(2)  Véase  la  nota  al  último  párrafo  de  este  ar- 
tículo. 

(8)  La  ley  de  ] 7  de  Julio  de  1868  se  halla  mo- 
dificada por  las  de  7  de  Abril  de  1872,  19  de  Mar- 
zo de  1874,  12  de  Abril  de  1880  y  8  de  Junio 
de  1882. 

(4)  El  Código  de  Justicia  militar  se  promulgó 
en27deAbrilde'l878. 

(5)  El  Código  civil  es  de  4  de  Diciembre 
de  1874. 

El  de  Procedimiento  civil,  de  11  de  Septiembre 
de  1865,  modificado  por  la  ley  de  6  de  Marzo 
de  1879,  por  la  de  l.'^de  Marzo  de  1881,  que  revi- 
só los  artículos  409  y  410,  y  por  la  de  18  de  Abril 
de  1885,  que  ha  reformado  el  art.  291; 

El  de  Comercio,  de  16  de  Abril  de  1887,  cuya 
traducción  insertamos  más  adelante; 

El  Código  forestal  es  de  24  de  Junio  de  1881; 


Art.  132  (antiguo  133).  (1)  Los  terre- 
nos pertenecientes  á  los  antiguos  colo- 
nos (elaeari),  los  adjudicados  á  sus  des- 
cendientes {¿nsuratet)  y  los  adquiridos 
del  Estado  por  los  particulares,  serán 
inalienables  durante  treinta  y  dos  años:, 
á  contar  de  la  promulgación  de  estaley. 

Los  particulares  que  posean  ediñca- 
ciones  dentro  del  radio  de  un  municipio 
urbano  podrán  obtener,  por  virtud  de 
leyes  especiales,  la  facultad  de  enaje- 
nar los  respectivos  solares. 

La  inalienabilidad  se  hace  extensiva 
á  los  terrenos  enajen&dos  por  el  Esta- 
do, en  pequeños  lotes,  en  la  parte  de 
Rumania  situada  del  lado  de  allá  del 
Danubio.  Los  cambios  y  permutas  de 
unos  terrenos  por  otros  no  se  entienden 
comprendidos  en  la  prohibición  de  ena- 
jenar. Estos  cambios  y  permutas  ha- 
brán de  efectuarse  siempre  entre  los 
terrenos  de  la  misma  superficie  y  ca* 
lidad. 

Articulo  adicional.  Las  disposicio- 
nes de  la  presenté  Constitución  podrán 
hacerse  extensivas  á  la  Dobrodja  por 
medio  de  leyes  especiales. 


El  Código  perudj  de  17  de  Febrero  de  1874; 

El  de  Procedimiento  penal,  de  2  de  Diciembre 
de  1864,  ha  éido  modificado  por  ley  de  17  de  Abril 
de  1875.  Véase  Bobbbsou.  Codicele  romane,  Buca-> 
rest,  1873,  y  el  mismo.  Appendice  la  Codicele  ro- 
mane, Bucarest,  1875. 

(1)  El  antiguo  art.  133  disponía:  cSe  mantiene 
la  inalienabilidad  de  los  terrenos  pertenecientes  á 
los  antiguos  colonos,  prevenida  por  la  ley  Rural.» 
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CAPITULO  n     ^ 


EXTRACTO  DE  LAS  IiEYES  PROYINCIAL  Y  MUNICIPAL 


l.'—Indicacionea  generales 

Antes  de  dar  á  conocer  la  organi- 
zación y  atribuciones  de  las  colectivi- 
dades administrativas,  creemos  con- 
veniente hacer  unas  ligeras  observa- 
ciones generales  acerca  de  la  división 
territorial  y  de  la  Rumania. 
■  Antes  del  año  1878  se  hallaba  dividi- 
da en  33  departamentos^  164  distritos  ó 
circunscripciones  y  2.965  ayuntamien- 
tos, de  los  cuales  62  eran  urbanos,  y 
-rurales  los  restantes. 

La  agrupación  de  más  de  30.000  lu- 
gares y  caseríos  formaban  los  ayunta- 
mientos rurales.  Después  de  la  guerra 
turco-rusa,  á  la  que  puso  término  el 
tratado  de  Berlín,  cedió  la  Rumania  á 
Rusia,  en  recompensa  del  eficaz  auxi- 
lio que  ésta  le  prestó,  los  tres  departa- 
mentos orientales  de  Cahul,  Bolgrad  é 
Ismailia,  que  con  anterioridad  al  año 
1856  formaban  parte  de  la  Besarabia 
rusa,  adquiriendo  en  cambio  la  Ruma- 
nía  el  territorio  de  la  Dobrodja,  que 
tenía  una  población  de  cerca  de  100.000 
habitantes. 

II.  —  Organización  politieo-adminiatra- 

iiva 

La  organización  administrativa,  aná- 
loga en  un  todo  á  la  de  Bélgica,  está 
constituida  de  la  siguiente  manera: 


En  cada  departamento  existen:  una 
Cámara  departamental ,  elegida  por  los 
ciudadanos  que  tengan  derecho  á  votar 
en  las  elecciones  de  diputados;  y  una 
Comisión  permanente,  compuesta  de 
miembros  de  la  Cámara  departamental, 
que  ésta  elige. 

Hay,  además,  un  Prefecto,  análogo  á 
nuestros  gobernadores,  que  no  viene  á 
ser  más  que  un  representante  del  Go- 
bierno, y  cuyas  atribuciones  son  la  de 
ejercer  su  vigilancia  sobre  la  Cámara 
y  la  Comisión,  y  administrar  los  inte- 
reses generales  del  departamento. 

En  los  distritos  no  existe  ninguna 
corporación  administrativa,  cuidando 
únicamente  de  la  administración  de 
éstos  un  delegado  del  Gobierno,  6  sea 
un  Suhprefeeto, 

Los  ayuntamientos  tienen  una  Cor- 
poración municipal,  elegida  por  vota- 
ción popular,  y  un  Alcalde,  Presidente, 
nombrado  por  el  Gobierno  y  elegido  de 
entre  los  que  componen  la  Corporación. 

Veamos  ahora  la  organización  y  atri- 
buciones de  cada  una  de  estas  Corpo- 
raciones: 


\\\,— Cámara  departamental 

La  ley  de  31  de  Marzo  de  1872,  que 
modificó  la  del  mismo  día  y  mes  del 
año  1864,  regulan  la  organización  y  atri- 
buciones de  éste. 
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Empezaremos  por  dar  á  conocer  su 
organización. 

Los  cuatro  colegios  electorales  que 
proceden  á  la  elección  de  Diputados 
eligen,  en  la  proporción  de  tres  miem- 
bros por  cada  uno  de  aquéllos,  los  12 
de  que  se  compone  la  Cámara  departa- 
mental. 

En  el  mes  de  Mayo,  y  cada  cuatro 
años  (salvo  casos  de  disolución  ó  elec- 
ción parcial),  se  convocará  á  nuevas 
elecciones,  previo  decreto  del  Jefe  del 
Estado,  que  se  publicará  con  tres  sema- 
nas de  anticipación;  los  colegios  se  re- 
unirán en  la  capital  del  departamen- 
to, procediendo  con  independencia  los 
unos  de  los  otros  á  la  elección,  con  arre- 
glo á  lo  prescrito  para  elecciones  gene- 
rales, y  bajo  la  direcciói\  de  una  me- 
sa escrutadora  elegida  por  mayoría  y 
compuesta  de  un  Presidente,  dos  eTs- 
crutadores  y  dos  Secretarios. 

Son  elegibles  todos  los  ciudadanos 
que,  estando  en  el  pleno  goce  de  sus 
derechos  civiles  y  políticos,  hayan  cum- 
cumplido  la  edad  de  treinta  años,  y  lle- 
ven en  el  departamento  más  áe  seis 
meses  de  domicilio. 

Son  completamente  incompatibles 
las  funciones  de  Diputado  departamen- 
tal con  las  de  Prefecto,  Subprefecto, 
Cajero  y  Contador  del  departamento, 
Juez  del  tribunal  del  mismo,  empleado 
de  prefectura  y  subprefectura.  Secreta- 
rio de  la  Cámara,  ingenieros  y  arqui- 
tectos destinados  al  servicio  del  depar- 
tamento. Prefecto  y  Comisario  de  poli- 
cía, militar  que  se  halle  en  activo  ser- 
vicio dentro  del  mismo  departamento, 
sacerdotes  y  demás  cargos  análogos. 

Nadie  podrá  ser  miembro  á  la  mis- 
ma vez  de  dos  Cámaras. 

Existen  también  por  causa  de  paren- 
tesco ciertas  incompatibilidades. 

Es  de  la  competencia  de  la  Cámara 


el  examen  de  los  poderes  y  el  conoci- 
miento de  las  contiendas  que  puedan 
surgir,  reservando  á  los  Tribunales  or- 
dinarios el  conocimiento  de  las  cues- 
tiones que  ocurran  respecto  á  la  capa^ 
cidad  electoral. 

El  cargo  de  Diputado  departamental 
es  obligatorio;  sin  embargo,  se  podrá 
rehusar  ó  dimitir  dicho  cargo,  cuando 
el  que  lo  haya  obtenido  sea  mayor  de 
'  sesenta  años,  ó  empleado  del  Estado, 
Diputado,  ó  se  encuentre,  bien  por  en- 
fermedad, bien  por  fuerza  mayor,  im- 
posibilitado para  ejercer  el  cargo,  ó  ha- 
ya formado  parte  todavía  de  la  última 
Cámara. 

La  Cámara  es  competente  para  juz- 
gar las  excusas  que  con  tal  objeto  se  le 
presenten,  teniendo  facultades  para  im- 
poner penas;  de  sus  decisiones  podrá 
apelarse  al  Consejo  de  Ministros. 

Aquel  que  para  el  cargo  de  Diputa- 
do departamental  haya  sido  elegido  en 
varios  colegios,  tendrá  la  obligación 
de  optar  por  uno  de  ellos  en  los  dos  días 
siguientes  al  examen  ó  comprobación 
de  sus  poderes;  si  no  cumpliere  esta 
obligación,  la  suerte  decidirá  el  colegio 
que  ha  de  representar. 

Cuando  resulte  una  vacante  por  cau- 
sas de  fallecimiento,  opción,  renuncia, 
nulidad,  pérdida  de  derechos  políticos 
ú  otras  análogas,  el  Prefecto,  en  el  pla- 
zo de  uno  á  dos  meses,  reunirá  de  nue- 
vo al  colegio  electoral; 

El  cargo  de  Diputado  departamental 
es  gratuito  y  de  una  duración  de  cua- 
tro años. 

El  15  de  Octubre  de  cada  año,  y  pre- 
via convocatoria  del  Jefe  del  Estado, 
se  reunirá  la  Cámara  en  sesiones  ordi- 
narias; podrá,  en  cualquier  tiempo,  ser 
convocada  á  sesiones  extraordinarias. 

Las  ordinarias  durarán  veinte  días, 
sin  perjuicio  de  que  duren  menos  tiem- 
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po  si  existiere  un.  acuerdo  entre  la  Cá- 
mara y  el  Preíecto,  ó  de  que  se  prorro- 
guen quince  días  más,  previa  autoriza- 
ción del  Ministro  del  Interior. 

El  Prefecto  abrirá,  y  cerrará  respecti- 
vamente la  primera  y  última  sesión, 
presidiendo  provisionalmente  la  pri- 
mera, asistido  de  los  dos  Diputados 
más  jóvenes;  después  que  la  Cámara 
haya  examinado  los  poderes,  procederá 
&  elegir  de  su  seno,  para  todas  las  se- 
siones que  durante  el  año  se  celebren, 
un  Presidente,  un  Vicepresidente  y  dos 
Secretarios. 

El  Presidente  cuidará  del  orden  de 
las  sesiones,  y  podrá  en  las  públicas 
ordenar  el  arresto  por  veinticuatro  ho- 
ras del  que  perturbe  el  orden,  sin  per- 
juicio de  entablar  la  acción  pública  co- 
rrespondiente. 

Las  sesiones  sólo  serán  públicas 
cuando  se  traten  asuntos  relativos  á  la 
formación  y  aprobación  del  presupues- 
to, contribución  y  rendición  de  cuen- 
tas. 

El  Prefecto  asistirá  á  las  sesiones  en 
calidad  de  representante  del  Gobierno. 

Para  que  una  proposición  pueda  ser 
discutida,  es  necesario  que  esté  apoya- 
da por  tres  miembros  de  la  Cámara. 

Es  preciso  mayoria  absoluta  de  vo- 
tantes en  todos  los  acuerdos  ó  decisio- 
nes; de  lo  contrario  se  desechará  el  pro- 
yecto puesto  á  discusión. 

El  Prefecto  podrá  siempre  suspen- 
derlas sesiones  ordinarias  y  cerrar  las 
extraordinarias  antes  que  den  comien- 
zo los  trabajos  propios  de  ellas;  ambas 
decisiones  serán  sometidas  al  Consejo 
de  Ministros,  quien  resolverá  en  defi- 
nitiva. 

El  Jefe  del  Estado  tiene  atribuciones 
para  prorrogar  por  tres  meses  las  se- 
siones y  para  disolver  la  Cámara,  con 
la  obligación,  en  este  caso,  de  proceder 


á  nuevas  elecciones  dentro  del  término 
de  dos  meses. 

La  Cámara  es  autónoma  en  todo  lo 
que  so  refiera  á  su  reglamento  interior. 

Esta  es  la  organización  de  la  Cámara 
departamental;  veamos  ahora  sus  atri- 
buciones. 

Es  la  Cámara  la  genuina  representa- 
ción de  los  intereses  locales,  colectivos 
y  económicos  del  departamento. 

Para  que  sean  ejecutorios  los  acuer- 
dos más  importantes,  es  necesario  que 
lleven  la  sanción  de  una  ley,  del  Sobe- 
rano ó  del  Prefecto. 

Se  someterán  á  laaprobación  del  Par- 
lamento: los  empréstitos  cuyo  importe 
exceda  de  la  décima  parte  de  la  renta 
del  departamento,  y  las  compras,  cam- 
bios, enajenaciones  y  transacciones  re- 
lativas á  propiedades  inmuebles  cuyo 
valor  supere  la  tercera  parte  de  aquella 
renta. 

Necesitan  la  aprobación  del  Jefe  del 
Estado  todos  los  acuerdos  que  tengan 
por  objeto: 

1."  El  presupuesto  de  gastos  é  ingre^ 
sos,  los  empréstitos  cuyo  importe  sea 
menos  de  la  décima  parte  de  las  rentas 
del  departamento;  las  deudas  que  un  de- 
partamento haya  contraído  se  inclui- 
rán con  los  intereses  que  correspondan 
en  loa  gastos  obligatorios,  rigiéndose 
por  las  reglas  especiales  á  éstos; 

2,"  La  creación  de  establecimientos 
de  reconocida  utilidad  pública,  cuando 
deban  efectuarse  por  cuenta  del  depar- 
tamento; 

3."  Las  compras,  cambios,  enajena* 
Clones  y  transacciones  relativas  á  pro- 
piedades mobiliarias,  cuyo  valor  no  ex- 
ceda de  ladécima  parte  de  las  referidas 
rentas;  los  actos  más  arriba  indicados, 
relativos  á  propiedades  inmuebles,  cuyo 
importe  sea  inferior  á  la  tercera  parte 
de  las  rentas. 
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Cuando  el  valor  no  alcance  á  la  dé- 
cima parte  de  éstas  en  las  compras, 
cambios,  etc.,  de  propiedades  muebles, 
bastará  con  la  aprobación  del  Pre- 
fecto; 

4.®  Las  construcciones,  caminos, 
puentes,  canales  y  demás  obras  pú- 
blicas cuyos  gastos  totales  ó  parciales 
sean  por  cuenta  del  departamento  y  no 
excedan  de  la  quinta  parte  de  las  ren- 
tas; si  son  inferiores,  será  suficiente  la 
sola  aprobación  del  Prefecto; 

5.®  Todos  los  reglamentos  que  se 
refieran  á  la  administración  de  los  in- 
tereses especiales  del  departamento. 

El  Jefe  del  Estado  no  puede,  salvo  en 
los  casos  que  más  abajo  señalaremos, 
introducir  enmienda  alguna  en  el  acuer- 
do tomado  por  la  Cámara  departamen- 
tal, sino  sola  y  simplemente  limitarse 
á  aprobarlo  ó  desecharlo;  sin  embargo, 
si  el  Gobierno  estimase  que  la  resolu- 
ción debe  modificarse,  la  remitirá  con 
sus  observaciones  á  la  Cámara,  la  cual 
la  pondrá  de  nuevo  á  discusión.  Todo 
acuerdo  se  considerará  como  aproba- 
do, si  en.  el  término  de  cuarenta  días 
después  de  su  comunicación,  no  ha  re- 
caído decisión  contraria  alguna,  ó  por 
lo  menos  una  resolución  fijando  un 
nuevo  plazo. 

Dentro  del  plazo  legal,  podrá  anular 
el  Jefe  del  Estado  todos  los  actos  de  la 
Cámara  que  estén  fuera  de  sus  atribu- 
ciones ó  sean  contrarias  al  interés  ge- 
neral. Sin  embargo,  no  podrá  suspen- 
der la  ejecución  del  acuerdo  sin  fijar 
un  plazo,  debiendo  desde  luego  el  Go- 
bierno presentar  al  Parlamento  un  pro- 
yecto de  ley. 

Los  acuerdos  que  no  se  hayan  anu- 
lado ó  con  motivo  de  los  cuales  el  Go- 
bierno no  hubiere  presentado  el  opor- 
tuno proyecto  de  ley  en  la  sesión  más 
próxima  del  Parlamento,  sólo  podrán 


anularse  por  el  voto  de  las  Cámaras 
legislativas. 

Deben  ser  motivados  todos  los  decre- 
tos en  que  se  suspendan  ó  anulen  los 
acuerdos  del  Consejo  departamental, 
publicándose  inmediatamente  en  el 
Diario  Oficial)  á  todo  esto  debe  siem- 
pre el  referido  Consejo  prestar  su  con- 
formidad. 

Podrá  hacer  enmiendas  el  Jefe  del 
Estado  en  todo  aquello  que  se  relacio- 
ne con  el  presupuesto.  Cuando  la  Cá- 
mara no  haya  inscrito  de  ningún  modo 
en  el  presupuesto  los  gastos  reputados 
como  obligatorios,  ó  no  haya  vuelto  á 
reunirse,  la  Comisión  permanente,  y 
en  su  defecto  el  Prefecto,  inscribirá  por 
si  mismo  y  de  oficio  los  referidos  gas- 
tos, teniendo  en  cuenta  las  necesidades 
del  departamento,  siendo  también  ne- 
necesaria  en  este  caso  la  aprobación 
del  Jefe  del  Estado.  Si  los  recursos  con 
que  cuenta  el  departamento  fuesen  in- 
suficientes para  atender  al  pago  de  las 
obligaciones  del  mismo,  el  Gobierno 
presentará  y  propondrá  al  Parlamento 
una  ley  que  tenga  por  objeto  cubrir  el 
déficit  que  resulte.  No  podrá  consig- 
narse en  el  presupuesto  cualquier  gas- 
to facultativo  que  no  esté  reconocido 
por  la  Cámara. 

Será  ilegal  cualquier  reunión  que  ce- 
lebre la  Cámara  fuera  del  tiempo  se- 
ñalado para  sus  sesiones,  considerán- 
dose nulo  y  sin  valor  alguno  el  acuerdo 
que  en  ella  se  haya  tomado;  en  este 
caso,  está  autorizado  el  Prefecto  á  di- 
solver inmediatamente  la  Cámara,  dan- 
do conocimienio  de  ello  al  Ministerio 
público,  á  fin  de  que  entable  la  acción 
correspondiente.  Los  Diputados  depar- 
tamentales que  hayan  formado  parte 
de  estas  reuniones  ilegales  serán  cas- 
tigados con  dos  años  de  prisión,  pu- 
diendo  ser  sentenciados  además  á  la 
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pérdida  de  sus  derechos  políticos  por 
espacio  de  cuatro  años;  será  una  cir- 
cunstancia atenuante  que  debe  tenerse 
en  cuenta  para  reducir  la  pena  impues- 
ta á  los  t)iputados  departamentales^  la 
de  que  á  pesar  de  estar  presentes  en  la 
reunión  no  hayan  tomado  parte  en  los 
acuerdos. 

Ninguna  Cámara  podrá  entablar  co- 
rrespondencia con  otra  de  igual  índole 
sobre  asuntos  que  no  sean  de  su  com- 
petencia^ quedando  prohibido,  al  mis- 
mo tiempo,  el  que  dirijan  proclama  al- 
guna á  los  habitantes  de  su  departa- 
mento, teniendo  el  Prefecto  en  estos 
casos  la  facultad  de  suspender  los 
acuerdos  que  se  hayan  tomado  hasta 
que  el  Jefe  del  Estado  decida  definitiva- 
mente. 

La  Cámara  podrá  votar  libremente 
en  los  asuntos  que  se  relacionen  con 
los  intereses  generales  del  departa- 
mento. Tiene  también  facultades  para 
nombrar  los  empleados  retribuidos  con 
los  fondos  del  mismo  y  para  fijarles  el 
sueldo  que  han  de  disfrutar. 

W,— Comisión  permanente 

Compónese  ésta  de  tres  miembros  y 
tres  suplentes,  elegidos  entre  los  in- 
dividuos que  forman  la  Cámara  depar- 
tamental y  cuyo  cometido  desempeña- 
rán por  espacio  de  cuatro  años.  El  Jefe 
del  Estado  designará  uno  de  estos  tres 
miembros  para  que  ocupe  la  presiden- 
cia. Ejercerá  el  cargo  de  Secretario  el 
Director  de  la  prefectura.  Las  dietas 
que  perciben  los  individuos  de  la  Comi- 
sión permanente  sonde  3.600  pesetas  en 
las  siete  ciudades  principales,  y  de 3.000 
en  las  demás.  No  hay  época  determina- 
da para  las  reuniones  de  esta  Comisión, 
pues  podrán  hacerlo,  ya  en  el  intervalo 
de  las  sesiones  de  la  Cámara,  ya  du- 


rante la  celebración  de  las  mismas. 

El  Jefe  del  Estado  podrá  disolver  la 
Comisión  permanente  sin  que  esta  di- 
solución comprenda  la  de  la  Cámara, 
ocupando  en  este  caso  los  tres  suplen- 
tes las  vacantes  que  dejan  los  miem- 
bros de  aquélla,  los  cuales,  á  pesar  de 
esto,  continuarán  siendo  Diputados  de- 
partamentales; la  Cámara  nombrará 
en  seguida  otros  tres  nuevos  suplentes. 

Cuando  ésta  fuere  disuelta,  los  miem- 
bros del  Comité  continuarán  funcionan- 
do hasta  la  formación  de  otra  nueva 
Cámara,  la  que  una  vez  constituida  pro- 
cederá inmediatamente  á  la  elección  de 
otra  Comisión. 

Las  atribuciones  de  la  Comisión  per- 
manente son  las  siguientes: 

Representar  á  la  Cámara  cuando  ésta 
no  se  halle  reunida; 

Arreglar  los  asuntos,  deliberar  sobre 
la  administracción  diaria  de  los  intere- 
ses puramente  locales  y  sobre  la  forma 
de  hacer  ejecutivas  las  leyes. 

Representar,  previa  autorización  de 
la  Cámara,  al  departamento  en  todos 
los  litigios  que  éste  sostenga;  sin  em- 
bargo, cuando  la  Cámara  no  se  halle 
reunida,  no  necesitará  la  referida  au- 
torización para  defender  los  litigios  in- 
coados, pudiendo  tomar  toda  clase  de 
medidas  preventivas  é  intentar  inter- 
dictos posesorios. 

Decidirá  también,  en  casos  urgen- 
tes, sobre  cualquier  asunto  que  sea  de 
la  competencia  de  la  Cámara,  con  la 
obligación  de  ponerlo  en  conocimiento 
de  ésta  en  la  primera  reunión  que  ce- 
lebre, excepción  hecha  de  todo  aquello 
que  se  relacione  con  el  presupuesto, 
nombramientos,  presentaciones  de  can- 
didatos y  destituciones,  lo  cual  corres- 
ponde exclusivamente  á  la  Cámara.  Sin 
embargo,  en  casos  de  gravedad,  podrá 
suspender  de  empleo  y  sueldo  á  cual- 
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quier  empleado  que  la  Cámara  haya 
nombrado  hasta  que  ésta  reanude  sus 
sesiones. 

La  Cámara,  desde  luego,  est^  facul- 
tada para  modificar  los  acuerdos  quQ 
sobre  estos  asuntos  haya  tomado  la 
Comisión,  siempre  que, no  hayan  sido 
puestos  en  ejecución.  , 

La  Comisión  podrá  conferir  á  cual- 
quiera de  sus  miembros,  ó  •  suplentes 
misiones  especiales. 

Cuando  las  autoridades  administrati- 
vas subalternas,  después  de  haber  sido 
por  dos  veces  invitadas  no  cumplimen- 
tasen las  órdenes  de  la  Comisión,  en- 
viará, á  cuenta  de  aquéllas,,  corxio  dele- 
gado, á.uno  de  sus  miembros,  para  que 
pasando  á  los  lugares  donde  residan 
las  autoridades  subalternas,  proceda  á 
una  información  y  haga  cumplir  los 
acuerdos  de  la  Cámara  ó  Comisión. 

Esta  formará,  por  lo  menos  una  vez 
cada  año,  un  estado  de  los  gastos  que 
tenga  que  sufragar.. 

Con  tal  objeto  el  Ministro  de  Hacien- 
da pondrá  á  disposición  de  aquélla,  al 
final  de  cada  trimestre,  el  de  los  im7 
puestos  percibidos .  por  cuenta  del  de- 
partamento, así  como  las  cantidades 
concedidas  por  el  Tesoro  del  Estado. 

El  Presidente,  uno  de  los  Dfiiembros 
y  el  Secretario,  darán  las  órdenes  opor- 
tunas, á  nombre  de  la  Comisión,  p^ra 
cualquier  pago  que  haya  que  verificar. 

La  administración  de  la  Caja  del  de- 
partamento corre  á.  cargo  de  la  Comi- 
sión.     ..' 

Tomarán  parte  en  las  deliberaciones 
de  la  Cámara  los  individuos  que  com- 
ponen la  Comisión  permanente.  , 

Dos  semanas  antes  de  la  sesióji  en- 
viarán éstos  á  los  Diputados  depar- 
tamentales la  orden  del  día  relativa 
á  los  asuntos  que  han  de  someterse 
á  discusión,  la  relación  de  los  trabajos 


que  hicierpn  durante  el  año,  el  estado 
de  gastos  é  ingresos  del  ejercicio  ante- 
rior, y  el  proyecto  de-presupuesto. 

Todos  los  acuerdos  de  la  Comisión 
permanente,  según  su  carácter  especial 
lo  exijan,  serán  sometidos,  como  los  de 
la  Cámara,  á  la  aprobación  del  Prefec- 
to ó  del  Soberano. 

.  Y  .—Ayuniamienios 

La  ley  del  5  de  Abril  de  1874,  es  la  que 
rige  en  esta  materia: 

Elecciones  municipales,  —  Para  esto 
hay  que  tener  en  cuenta  la  clasifica- 
ción délos  ayuntamientos,  que  es  Ja  si- 
guiente: ayuntamientos  rurales,  ayun- 
tamientos urbanos  que  no  son  cabezas 
de  partido,  ayuntamientos  urbanos  ca- 
beza de  distrito  ó  departamento,  y  por 
último,  ayuntamientos  de  las  ocho  ca- 
pitales principales. 

Examinaremos, cada  uno  de  éstos  se- 
paradamente: 

1 .°  Ayuntamientos  rurales. ^En  éstos 
los  electores  forman  dos  colegios. 

El  primero  está  compuestp  de  aque- 
llos electores  que  pagan  al  Tesoro  pij- 
blico  por  propiedades  situadas  en  el 
mismo  ayuntamiento  la  contribuQÍói;i 
anual  de  120  pesetas;  el  electpr  po,drá 
ejercer  por  sí  su  derecho  electoral,  ó 
por  medio  de  delegado,  en  todos  los 
ayuntamientos  en  los  cuales  paguen 
por  cuota  mínima  la  referida  cantidad 
de  .120  pesetfius  anuales;  no  podrá  confe- 
rirse la  deJegación.  á  los  electores  que 
no  se  hallen  inscritos  como  propieta- 
rios en  el  censo  del  ayuntamiento;  ex- 
ceptúanse  de  esto  los  colonos.. .  ,      , 

Cuando  en  el  colegio  existan  sola- 
mente tres. propietarios,  tendrán  dere- 
cho desde  luego  á  formar  parte  de  la 
corporación  municipal,  pudiendo,  bajo 
su  responsabilidad,  delegar  en  otroin- 
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dividuo  que  se  halle  en  las  mismas  con- 
diciones de  los  delegados  que  hemos 
indicado  anteriormente;  sucederá  lo 
mismo  cuando  sea  menor  el  número  de 
propietarios,  sólo  que  entonces  el  se- 
gundo colegio  lo  formará  el  resto  de  los 
individuos,  hasta  nueve,  que  han  de 
formar  el  municipio. 

Este  segundo  colegio  se  compone  de 
todos  los  que  paguen  por  lo  menos  al 
Estado  el  impuesto  personal  y  el  de 
carreteras,  y  lleven  dos  años  de  domici- 
lio en  el  mismo. 

2.®  Ayuniamienios  urbanos  que  no 
son  cabera  de  partido.— Di vidense  és- 
tos, lo  mismo  que  los  anteriores,  en  dos 
colegios  electorales. 

Componen  el  primero  todos  los  indi- 
viduos que  paguen  al  Estado  en  con- 
cepto de  contribución  por  inmuebles 
situados  en  el  ayuntamiento,  la  canti- 
dad anual  de  60  pesetas,  y  el  segundo 
todos  los  que  paguen  por  lo  menos  el 
impuesto  personal  y  el  de  carreteras. 

3.®  Ayuntanuenios  urbanos  cabezas 
de  distritos,— 'Formem  en  éstos  los  elec- 
tores tres  colegios,  compuestos:  el  1.° 
de  todos  los  que  paguen  por  contribu- 
ción territorial  por  lo  menos  120  pese- 
tas; el  2.°  60,  y  el  3.®  el  impuesto  perso- 
nal y  el  de  carreteras. 

4.^  Ayuntamientos  de  las  ocho  ciuda- 
des principales.— Estos  se  hallan  dividi- 
dos en  cuatro  colegios,  según  que  sus 
electores  paguen  respectivamente  por 
inmuebles,  situados  en  el  término  mu- 
nicipal, la  contribución  anual  de  200, 
100  y  60  pesetas,  ó  el  impuesto  personal 
y  el  de  carreteras. 

Con  absoluta  independencia  de  estas 
reglas  propias  y  exclusivas  del  censo 
seránj  además,  electores  los  rumanos 
ó  extranjeros  naturalizados  mayores 
de  veintiún  años  que  justifiquen  llevar, 
en  los  ayuntamientos  rurales,  dos  años 


•  de  domicilio;  salvo  la  excepción  rela- 
tiva al  primer  colegio,  y  de  un  año  an- 
tes de  su  inscripción,  en  los  urbanos. 

Existen  en  estas  elecciones  las  mis- 
mas causas  de  exclusión  é  indignidad 
que  en  las  generales;  sin  embargo,  la 
ley  Municipal  no  excluye  á  los  mendi- 
gos>  y  por  otra  parte,  añade  al  número 
de  los  indignos  todos  aquéllos  que  ha- 
yan sufrido  condena  en  un  estableci- 
miento correccional  por  fabricación  de 
moneda  falsa,  fractura  de  sellos,  sus- 
trfiujción  de  documentos  d-epositados  en 
oficinas  públicas,  falsedad,  falso  testi- 
monio, corrupción,  y  además  todos  los 
que  se  encuentren  privados  del  ejerci- 
cio de  sus  derechos  civiles  y  políticos. 

Las  contribuciones  pagadas  por  las 
esposas  é  hijos  dan  derecho  á  ser  elec- 
tores á  los  esposos  y  padres  respecti- 
vamente, aun  cuando  éstos  no  paguen 
ninguna. 

El  mismo  derecho  disfrutarán  los 
hijos,  yerno,  padre  ó  hermano,  por  las 
contribuciones  que  paguen  la  viuda  ó 
la  célibe  mayor  de  edad.  Los  israelitas 
se  encuentran  en  una  situación  espe- 
cial, pues  no  tienen  derecho  á  votar,  á 
no  ser  que  hayan  obtenido  en  el  ejérci- 
to rumano  el  grado  de  suboficial,  hayan 
estudiado  todos  los  cursos  en  un  Insti- 
tuto ó  Universidad  de  Rumania,  ha5*an 
obtenido  en  una  Universidad  extranje- 
ra el  título  de  licenciado  ó  doctor  reco- 
nocido en  Rumania,  ó  si  hubiesen  fun- 
dado en  ésta  cualquier  manufactura  ó 
industria,  donde  estén  empleados  por 
lo  menos  50  obreros. 

Todo  elector  será  elegible;  el  cargo 
de  Concejal  es  incompatible  con  el  de 
todo  empleo  del  Estado  que  perciba 
sueldo  del  mismo,  y  con  todo  sacerdo- 
te ó  religioso. 

No  podrán  formar  parte  de  ninguna 
Corporación  municipal  dos  ó  más  indi- 
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viduos  que  sean  parientes  entre  si  den- 
tro del  tercer  grado  inclusive. 

Es  condición  precisa,  para  ser  elegi- 
do Ck>ncejal  en  los  ayuntamientos  ur- 
banos, el  saber  leer  y  escribir. 

£1  número  de  Concejales  que  se  han 
de  elegir  varía  entre  9  y  17,  según 
la  importancia  de  los  ayuntamientos. 
Cada  colegio  elegirá  un  número  igual, 
y  en  el  caso  de  que  este  número  no 
fuese  exactamente  divisible,  los  cole- 
gios que  tengan  mayor  número  de  elec- 
tores nombrarán  un  Concejal  más. 

Cada  cuatro  años,  y  en  el  mes  de  No- 
viembre, se  convocarán  los  colegios  de 
todos  los  distritos  municipales:  en  los 
casos  de  disolución  ó  vacante  de  la  ter- 
cera parte,  por  lo  menos,  del  número 
de  Concejales,  se  procederá  á  una  con- 
vocatoria extraordinaria  de  aquéllos. 

Cada  colegio  constituirá  una  sola 
Asamblea;  sin  embargo,  si  contase  con 
un  número  mayor  de  300  electores,  de- 
berá dividirse  en  las  secciones  que 
sean  necesarias. 

Presidirá  las  elecciones  el  Alcalde  ó 
un  Teniente  alcalde  ó  Concejal,  acom- 
pañado de  los  dos  electores  más  jóve- 
nes que  se  hallen  presentes,  los  cuales 
actuarán  de  Secretarios. 

Cuando  después  de  la  disolución  de 
un  ayuntamiento  que  no  sea  cabeza  de 
partido  se  trate  de  renovarlo,  pertene- 
cerá la  presidencia  de  estas  nuevas 
elecciones  al  Alcalde  ó  á  uno  de  los  in- 
dividuos que  compongan  la  Comisión 
permanente  (de  la  Cámara  departa- 
naental);  en  defecto  del  Alcalde,  y  en 
los  ayuntamientos  cabezas  de  partido, 
presidirá  el  primer  Presidente,  ó  el  Pre- 
sidente ó  uno  de  los  miembros  del  tri- 
bunal. 

La  votación  será  secreta,  y  tendrá 
lugar  por  medio  de  candidaturas  ma- 
nuscritas por  el  mismo  elector;  caso 


de  que  éste  no  sepa,  se  la  hará  escribir 
á  un  elector  en  quien  él  tenga  toda  su 
confianza. 

El  escrutinio  se  cerrará  á  las  cuatro 
de  la  tarde. 

Bastará  obtener  la  mayoría  relativa 
para  ser  elegido;  sin  embargo^  cuando 
no  se  obtuviiBse  la  tercera  parte  del  nú- 
mero de  votantes,  se  declarará  nula  la 
elección,  debiendo  precederse,  en  el 
plazo  de  quince  días,  á  verificar  otra 
nueva.' 

La  Comisión  permanente  entenderá 
en  todos  los  incidentes  electorales, 
y  decidirá  acerca  de  ellos  en  el  pla- 
zo de  diez  días,  pudiendo  apelarse  de 
su  decisión,  y  en  igual  plazo,  ante  el 
Ministro  del  Interior;  éste  entenderá 
directamente,  y  decidirá,  previo  pare- 
cer del  Consejo  de  Ministros,  en  todos 
los  incidentes  electorales  surgidos  en 
las  ocho  principales  poblaciones  del 
Estado. 

Cuando  se  hayan  declarado  nulas  Jas 
elecciones,  se  verificarán  otras  nuevas 
en  el  improrrogable  plazo  de  treinta 
días. 

Sesiones  y  atribuciones  de  los 
Ayuntamientos 

La  Corporación  municipal  se  com- 
pondrá de  nueve  miembros  en  los 
ayuntamientos  que  no  excedan  de  5.000 
habitantes;  de  11  en  los  de  5.000  á  15.000 
habitantes;  de  13  en  los  de  15.000  á 
30.000  habitantes;  de  15  en  los  de  30.000 
á  50.000  habitantes,  y  de  17  en  los  que 
pasen  de  este  número. 

Serán  elegidos  por  cuatro  años  y  re- 
novados en  su  totalidad.  Aunque  ocurra 
.  alguna  vacante,  con  tal  que  ésta  no  sea 
la  de  la  tercera  parte  de  Concejales,  no 
se  procederá  á  nuevas  elecciones. 

En  los  casos  de  disolución,  el  nuevo 
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ayuntamiento  elegido  quedará  en  fun- 
ciones hasta  terminar  el  plazo  de  los 
cuatro  años,  computándose  el  período 
de  tiempío  que  haya  estado  consti- 
tuido el  municipio  disuelto;  sin  embaí- 
go,  cuando  el  nuevo  ayuntanliento  fue- 
re elegido  seis  meses  antes  de  la  época 
en  qué  deban  verificarse  las  elecciones 
genérales,  quedará  constituido  por  cua- 
tro años,  sin  tener  pata  nada  en  cuenta 
aquellos  seis  meses. 

El  municipio  se  reunirá  dos  veces  por 
año,  en  los  meses  de  Marzo  y  Octubre, 
celebrando  las  sesiones  durante  quince 
días,  plazo  qiie  podrá  prolongarse  pre- 
via autorización  del  Ministro  del  In- 
terior. 

En  las  sesiones  correspondientes  ai 
mes  de  Octubre  áe  votará  y  aprobará  el 
presupuesto.  A  pesar  de  esto, 'podrán 
celebrarse  sesiones  extraordinariais 
cuando  asi  ló  exijan  los  intereses  co- 
munales ó  surja  alguno  de  los  casos 
previstos  por  la  ley. 

Presidirá  las  sesiones  el  Alcalde  ó 
un  Teniente  alcalde. 

Las  sesiones  serán  siempre  públicas 
cuando  se  trate  de  la  discusión  y  apro- 
bación del  presupuesto,  de  la  creación 
de  nuevos  impuestos,  de  la  enajenación 
de  una  propiedad  comunal,  de  la  con- 
tratación dé  empréstitos,  de  la  cons- 
trucción de  establecimientos  públicos  ó 
de  cualquier  otra  cuestión  que  afecte 
directamente  á  los  intereses  del  tnuni- 
cipio. 

El  Alcalde  nortíbrará  la  persona  que 
ha  de  desempeñar  el  cargo  dé  Secreta^ 
rio  del  ayuntamiento. 

Las  obligaciones  de  los  municipios 
son  las  siguientes:  tener  una  casa 
ayuntamiento;  sufragarlos  gastos  del 
culto;  mantener  los  enfermos  y  niños 
abandonados;  sostener  una  ó  varias 
escuelas  de  ambos  sexos;   tener   un 


cuerpo  de  bomberos  y  un  hospital  para 
enfermos  pobres  é  indigentes. 

Cada  ayuntamiento  rural  está  obli- 
gado á  tener  toros,  caballos  y  carneros 
sementales  de  raza,  á  ñn  de  asegurarla 
reproducción  y  distintos  granos  desti- 
nados á  la  siembra; 

El  municipio  se  ocupa  de  todas  las 
materias  que  afecten  á  los  intereses 
del  mismo.  No  administra,  ni  puede 
tomar  acuerdos  én  asuntos  de  alguna 
importancia  sin  estar  sometido  á  una 
tutela  bastante  estrecha,  que  la  ley  en 
su  art.  73  precisa  de  la  siguiente  ma-, 
ñera:    ' 

«Los  aéuerdos  que  tome  el  ayunta- 
miento serán  referentes: 

»1 ."  A  los  negocios  que  ei  Alcalde 
pueda  ejecutar  por  sí,  sin  necesidad  de 
otía  autorización,'  previo  parecer  de  la 
Corporación  municipal; 

»2.^  A  los  asuntos  que  precisen  la 
autorización  de  la  Comisión  perma- 
nente, ó  la  del  Ministro  del  Interior,  si 
corresponden  á  los  ayuntamientos  de 
las  ocho  capitales  principales; 

))3.°  A  los  negocios  que  necesiten  la 
aprobación  del  Jefe  del'Estádo  antes  de 
que  seari  puestos  en  ejécuéión; 

))4.*'  A  aquellos  otros  sobre  los  cua- 
les el  nfiunicipio  es  llamado  á  dar  su 
parecer; 

»5.**  A  aquellos  en  que  él  mismo  pue- 
de formular  votó.» 

El  art.  75  de  la  misma  ley  establece 
qiie  los  acuerdos  de  cuyos  asuntos  es 
soberano  el  municipiof,  no  podrán  eje- 
cutarse antes  de  un  plazo  de  treinta 
días,  durante  el  cual  se  pondrán  en  co- 
nocimiento, según  los  casos,  de  la  Co- 
misión permanente  ó  del  Ministro  del 
Interior. 

El  presupuesto  y  las  cuentas  quedan 
comprendidas  en  la  segunda  clase  de 
asuntos  enumerados  en  el  art.  73. 
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Fuera  de  estas  prescripciones  y  en 
todos  aquellos  casos  en  que  los  acuer- 
dos de  la  Corporación  municipal  extra- 
limiten las  atribuciones  de  ésta  ó  lesio- 
nen los  intereses  generales,  se  podrán 
adoptar  las  siguientes  medidas: 

En  las  ocho  principales  ciudades,  el 
Alcalde  estará  obligado  á  ponerlo  en 
conocimiento  del  Ministro  del  Inte- 
rior,  quien  podrá  suspender  el  acuerdo 
ú  ordenar  la  clausura  de  las  sesiones 
ordinarias  ó  extraordinarias;  contra  la 
decisión  del  Ministro  cabrá  recurso  de 
alzada  ante  el  Consejo  de  Ministros,  al- 
zándose la  suspensión  si  este  último  no 
resol  viere  dentro  del  plazo  de  sesenta 
días. 

El  Jefe  del  Estado  podrá,  además, 
dentro  de  un  plazo  determinado,  anular 
el  acuerdo;  una  vez  espirado  el  plazo, 
no  podrá  verificarse  la  anulación  sino 
por  medio  de  una  ley. 

En  los  demás  ayuntamientos,  el  Al- 
calde estará  obligado  á  ponerlo  en  co- 
nocimiento, ya  directamente  del  Pre- 
fecto, ya  del  Subprefecto,  quien  remitirá 
el  asunto  á  manos  de  aquél;  el  Prefecto 
podrá  suspender  el  acuerdo  y  cerrar  la 
sesión. 

Contra  esta  decisión  podrá  recurrirse 
en  alzada  ante  la  Comisión  permanente 
de  la  Cámara  departamental;  si  la  Co- 
misión no  resolviere  en  el  plazo  de  se- 
senta dias,  quedará  alzada  la  suspen- 
sión. 

Contra  la  resolución  de  aquélla  cabe 
también  recurso  de  alzada  ante  el  Mi- 
nistro del  Interior. 

Por  último,  el  Jefe  del  Estado  podrá 
anular,  dentro  de. cierto  plazo,  el  acuer- 
do; siendo  necesaria,  una  vez  termina- 
do aquél,  una  ley  para  llevar  á  cabo  la 
anulación. 

Cuando  la  Corporación  municipal 
continúe  separándose  de  sus  atribucio- 


nes, y  cuando  los  actos  que  verique  sean 
de  tal  naturaleza  que  puedan  dar  lugar 
á  alteraciones  del  orden  público,  podrá 
el  Jefe  del  Estado  anular  los  acuerdos 
y  disolver  la  Corporación,  con  la  obli- 
gación de  ordenar  nuevas  elecciones  en 
el  plazo  de  dos  meses. 

En  los  demás  casos  de  extralimita- 
ción  de  atribuciones  ó  violación  de 
ley,  la  Comisión  permanente  nombrará 
como  delegado  á  uno  de  sus  miembros, 
á  fin  de  que,  constituyéndose  en  el  lu- 
gar donde  resida  la  Corporación  muni- 
cipal, proceda  á  una  información  y 
haga  ejecutar  las  órdenes  que  aquella 
Comisión  l;ia  dado;  el  Ministro  del  In- 
terior ejercerá,  en  las  ocho  principales 
ciudades,  las  mismas  atribuciones  que 
para  estos  casos  ejerce  la  Comisión 
permananente. 

Por  último,  cuando  se  considere  que 
este  procedimiento  no  es  suficiente  y 
eficaz,  podrá  el  Gobierno  disolver  la 
Corporación  y  ordenar  nuevas  elec- 
ciones. 

En  el  caso  de  disolución,  continuará 
el  Alcalde,  auxiliado  por  la  Corpora- 
ción disuelta,  despachando  los  asuntos 
comunales  hasta  que  se  constituya  el 
nuevo  ayuntamiento. 

Los  Alcaldes  de  los  ayuntamientos 
urbanos  es  de  nombramiento  real,  pre- 
via propuesta  del  Ministro  del  Interior; 
los  de  los  ayuntamientos  rurales  los 
nombra  el  Ministro,  á  propuesta  del 
Prefecto;  no  podrá  recaer  el  nombra- 
miento de  Alcalde  en  ningún  individuo 
extraño  á  la  Corporación  municipal. 

En  los  ayuntamientos  urbanos  habrá 
Tenientes  de  alcalde  que  ayudarán  á 
éste  en  sus  funciones,  y  que  él  mismo 
elegirá  de  entre  sus  compañeros  de  mu- 
nicipio. Sin  embargo,  en  las  ocho  ciuda- 
des principales  su  nombramiento  co- 
rresponde al  Ministro  del  ramo:  el  nú- 
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mero  de  estos  Tenientes  de  alcalde  va- 
ría de  uno  á  tres,  según  las  poblaciones. 
No  podrán  ejercer  las  funciones  de  Al- 
calde ó  Teniente  de  alcalde  los  funciona- 
rios del  Estado  del  orden  administrati- 
vo ó  judicial,  ni  los  contratistas  de  obras 
y  víveres  del  municipio.  Cuando  el 
distrito  municipal  se  halle  dividido  en 
varias  secciones,  el  Alcalde  nombrará 
y  destituirá  los  agentes  delegados  para 
cada  una  de  aquéllas.  El  Prefecto,  ó,  si 
el  ayuntamiento  es  cabeza  de  partido, 
el  Ministro  del  Interior,  podrán  suspen- 
der al  Alcalde  y  Tenientes  de  alcalde; 
en  iguales  casos,  el  Ministro  ó  el  Jefe 
del  Estado  podrán  destituirlos. 

El  Alcalde  disfrutará  un  sueldo  ñjado 
por  la  Corporación  municipal  y  pagado 
por  cuenta  de  su  caja,  que  no  puede  ex- 
ceder de  12.000  pesetas  en  Bucarest, 
descendiendo  así,  según  la  importancia 
de  la  población,  hasta  1.800  pesetas  en 
los  municipios  más  pequeños. 


Los  Tenientes  disfrutan,  por  lo  gene- 
ral, un  sueldo  igual  á  la  mitad  del  se- 
ñalado para  el  Alcalde. 

Este  es  el  poder  ejecutivo  en  la  loca- 
lidad y  administra  las  propiedades  co- 
munales; nombra  y  destituye  los  fun- 
cionarios; preside  la  Corporación  ó 
Consejo  municipal;  hace  el  arqueo  de 
la  caja  todos  los  meses,  y  tiene  la  ins- 
pección superior  de  los  hospitales,  hos- 
picios, cárceles,  etc.,  etc.,  proponiendo 
á  la  Corporación  las  reformas  que  con- 
sidere convenientes. 

El  Alcalde,  por  último,  es  el  repre- 
sentante del  poder  ce^itral,  y  el  encar- 
gado, por  tanto,  de  publicar  y  hacer  que 
se  ejecuten  las  decisiones  y  acuerdos 
de  la  superioridad.  También  es  el  en- 
cargado del  registro  del  estado  civil  de 
las  personas,  y  ejerce  las  funciones  de 
Juez  en  lo  concerniente  á  la  policía. 


CAPÍTULO  III 


ORGANIZACIÓN    JUDICIAL    (1) 


1.— Indicaciones  preliminares 

La  ley  vigente  en  Rumania  acerca 
de  esta  materia,  es  la  de  6  de  Marzo 
de  1879. 


(1)  Tanto  en  la  ley  Orgánica  como  en  las  pro- 
cesales y  demás  Códigos,  excepto  en  el  de  Comer- 
cio, han  seguido  los  legisladores  rumanos  las 
huellas  de  los  franceses.  El  Código  de  Comercio, 
recientemente  publicado,  es  de  los  mejores  de 
Europa,  y  por  esto  insertamos  su  traducción  más 
adelante. 


Por  esta  ley  se  establecen  los  Tri- 
bunales siguientes:  1.**,  los  comunales 
ó  municipales;  2.®,  los  de  distrito;  3.^ 
los  de  departamento;  4.®,  los  especiales 
de  Comercio;  5.®,  los  de  Apelación;  6.", 
el  Tribunal  del  Jurado,  y  7.*^,  el  de  Ca- 
sación. 

No  existe  el  Consejo  de  Estado  ni 
otro  tribunal  administrativo,  si  bien  en 
algunos  asuntos  que  afectan  este  ca- 
rácter suelen  entender  las  autoridades 
administrativas. 
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IL— Tribunales  comunales 

En  cada  ayuntamiento  y  en  cada 
villa  importante  en  que  no  reside  un 
Juez  de  distrito,  hay  un  Tribunal  comu- 
nal, compuesto  del  Alcalde,  Presidente, 
y  de  dos  asesores  elegidos.  El  Secreta- 
rio del  ayuntamiento  ejerce  en  este 
tribunal  las  funciones  de  Escribano. 

Los  asesores  son  elegidos  en  la  mis- 
ma forma  que  los  Consejeros  munici- 
pales, y  ejercen  el  cargo  por  un  año, 
pudiendo  ser  reelegibles. 

El  cargo  de  Concejal  es  incompatible 
con  el  de  asesor.  Se  elige  además  un 
tercero  con  el  carácter  de  suplente. 

Este  tribunal  tiene  competencia  en 
materia  civil  para  juzgar  y  conciliar 
las  cuestiones  de  todo  demandado  que 
resida  en  el  ayuntamiento;  si  se  trata 
de  una  propiedad  inmueble,  es  compe- 
tente el  tribunal  eñ  el  cual  radique 
aquélla. 

Decide,  además,  sin  perjuicio  de  da 
apelación  ante  el  Juez  del  distrito: 

1.**  En  toda  demanda  que  tenga  re- 
lación con  un  objeto  mueble,  deuda  ó 
indemnización  de  daños  y  perjuicios, 
siempre  que  el  capital  y  los  intereses 
no  excedan  del  valor  de  50  pesetas; 

2.**  En  los  pleitos  suscitados  entre 
diferentes  aldeas  de  su  jurisdicción 
sobre  determinadas  acciones  poseso- 
rias, cualquiera  que  sea  el  valor  del 
objeto  en  litigio;  en  este  caso,  no  po- 
drá decidir  más  que  sobre  la  posesión 
y  de  ningún  modo  sobre  el  fondo  del 
derecho,  pues  esto  es  de  la  exclusiva 
competencia  del  Tribunal  del  departa- 
mento^ El  juzgado  de  distrito  conoce 
de  las  acciones  posesorias  que  surjan 
entre  particulares; 

3.**  En  las  demandas  de  rescisión  de 
arriendos  de  casas  ó  tierras,  ó  de  des- 


ahucio, si  el  alquiler  ó  arriendo  anual 
no  excediere  de  50  pesetas. 

En  materia  de  policía  decide,  sin 
perjuicio  también  de  apelar  ante  el 
Juez  del  distrito: 

1.**  Sobre  las  contravenciones  pre- 
vistas en  la  ley  de  Policía  rural,  sin 
que  pueda  imponer  multas  mayores 
que  las  prescritas  en  la  referida  ley,  y 
sin  que  pueda  tampoco  conceder  mayor 
indemnización  de  daños  y  perjuicios 
que  la  de  50  pesetas; 

2.0  Sobre  las  contravenciones  de 
simple  policía  que  fuesen,  antes  de  la 
ley  de  1879,  de  la  competencia  ordi- 
naria de  los.  Alcaldes,  de  conformidad 
con  el  art.  164  del  Código  de  Enjuicia- 
miento criminal,  esto  es,  en  caso  de 
flagrante  delito,  ó  cuando  los  acusados 
y  testigos  se  encuentren  en  el  término 
municipal. 

lll.^Juzgados  de  distrito 

Existen  en  cada  departamento  dos  ó 
más  de  estos  juzgados,  según  la  pobla- 
ción y  las  necesidades  de  aquél. 

'Se  componen  los  juzgados  de  distrito 
de  un  Juez,  un  suplente  ó  adjunto  y  dos 
actuarios. 

El  Juez  es  de  igual  categoría  á  la  del 
Juez  de  un  tribunal,  y  su  nombramien- 
to se  verifica  en  la  misma  forma  que  el 
de  éste. 

Es  elegido  de  entre  aquellos  que  han 
funcionado  ya  como  Jueces  ó  suplen- 
tes, procuradores  ó  sustitutos,  ó  ejerci- 
do, durante  dos  años  por  lo  menos,  el 
cargo  de  Juez  de  paz,  siendo  preferi- 
dos los  licenciados  ó  doctores  en  De- 
recho. 

Para  ser  Juez  suplente  es  necesario 
haber  sido  Escribano,  oficial  de  éste. 
Juez  de  paz  ó  suplente,  ó  justificar,  por 
medio  de  un  examen,  el  conocimiento 
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correspondiente  á  dos  años  de  los  es- 
tudios de  Derecho. 

Hay  dos  clases  de  juzgados  de  distri- 
to: pertenecen  á  la  primera  los  Jue- 
ces que  disfrutan  de  un  sueldo  anual 
de  3.600  pesetas,  y  los  suplentes  de  uno 
de  2.160;  á  la  segunda,  los  que  tienen  un 
sueldo  de  3.120  pesetas,  y  los  suplentes 
de  1.920. 

£1  Juez  de  distrito  está  facultado  para 
conciliar  las  partes  y  juzgar  en  prime- 
ra ó  en  última  instancia,  tanto  en  lo  ci- 
vil como  en  lo  penail. 

Se  halla  también  revestido  de  ciertas 
atribuciones  extrajudiciales. 

De  unas  y  otras  vamos  á  hacer  su- 
marias indicaciones. 

En  materia  civil,  y  como  Tribunal  de 
Apelación,  decide  sobre  los  recursos  in- 
terpuestos contra  las  sentencias  de  los 
Tribunales  comunales  ó  de  las  Corpo- 
raciones municipales. 

Como  Tribunal  de  primera  instancia, 
conoce  en  los  asuntos  correspondien- 
tes á  los  siguientes  casos: 

a)  En  última  instancia,  más  allá  de 
la  competencia  del  Tribunal  comunal 
(50  pesetas),  hasta  la  cantidad  de  300^ 
incluso  capital  é  intereses,  con  la  obli- 
gación de  apelar,  si  excede  de  esta 
cantidad,  hasta  la  de  1.500,  compren- 
diendo capital  é  intereses;  sobre  toda 
demanda  personal  ó  mobiliaria; 

bj  En  última  instancia,  de  50  pesetas 
á300,  y  con  apelación  de  300  á  1.500: 
1.°,  sobre  las  cuestiones  suscitadas  en- 
tre fondistas  y  viajeros  por  gastos  de 
estancia  ó  pérdida  de  efectos,  entre  via- 
jeros, comisionistas  ó  encargados  de 
expedir  mercancías  y  carreteros  ó  em- 
presarios de  transportes  por  retraso, 
deterioro  ó  pérdida  de  los  objetos 
transportados  y  pago  del  precio  de 
transporte;  2°,  sobre  las  demandas  re- 
lativas á  indemnizaciones  reclamadas 


por  los  ari*endatarios  ó  inquilinos,  á 
consecuencia  de  cualquier  hecho  del 
propietario  que  los  haya  privado  del 
goce  paciñco  de  las  casas  ó  tierras,  con 
tal  que  este  derecho  no  sea  objeto  de 
nueva  cuestión;  así  como  también  en 
las  demandas  de  indemnización  formu- 
ladas por  el  propietario,  á  consecuen-* 
cia  de  deterioros,  pérdida  ó  incendio 
ocurridos  en  la  casa  alquilada  ó  arren- 
dada, por  culpa  del  arrendatario  ó  in- 
quilino,  de  conformidad  con  lo  dispues- 
to en  el  Código  civil;  y,  por  último,  .so- 
bre las  demandas  relativas  á  pagos  de 
alquileres  ó  arrendamientos; 

e)  En  última  instancia,  de  50  pesetas 
á  300,  y  con  apelación  si  excede  de  esta 
cantidad,  sobre  las  demandas  relativas: 
1.°,  á  destrozos  que  en  las  labores,  pre- 
dios, frutos  y  cosechas  hayan  ocasio- 
nado personas  ó  animales;  2.°,  á  bal- 
sas, fosos,  canales  de  riego,  fuentes, 
riberas  y  diques,  cuando  los  derechos 
de  propiedad  y  servidumbre  sobre  és- 
tos no  se  hallen  en  pleito;  3.**,  á  usurpa- 
ción y  destitución  de  terrenos,  árboles, 
fosos,  vallados  y  demás  cierres;  4.**,  á 
la  reparación  de  fincas  ó  edificios  arren- 
dados, cuando  esto,  ya  por  contrato,  ya 
por  disposición  expresa  de  la  ley,  esté 
á  cargo  del  arrendatario;  5.**,  á  contien- 
das surgidas  entre  amos  y  criados,  co- 
merciantes y  dependientes,  patronos  y 
obreros,  aprendices  ó  jornaleros  por 
meses  ó  año,  sobre  pago  de  salarlos  ó 
cumplimiento  de  un  contrato;  6.°,  á  in- 
demnización de  daños  y  perjuicios  ci- 
viles por  difamación,  injurias,  golpes  y 
heridas,  cuando  no  se  haj^a  entablado 
la  persecución  por  la  vía  criminal; 

d)  En  última  instancia,  cuando  el  va- 
lor anual  concerniente  al  local  y  al  in- 
quilinato sea  de  50  á  300  pesetas,  y  con 
apelación  cuando  ^.scienda  hasta  1.000 
pesetas:  1,°,  en  las  demandas  deresci- 
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sión  de  contrato  por  falta  de  pago  de 
alquileres  ó  arriendos;  2.**,  en  las  dé- 
mandas  de  desahucio; 

e)  Con  apelación ,  cualquiera  que 
sea  el  valor,  cuando  el  litigio  no  sea 
entre  aldeas  y  déla  competencia  del 
Tribunal  comunal:  1.®,  en  las  demandas 
de  amojonamiento;  2.°,  en  las  acciones 
posesorias;  3.^  en  los  trabajos  hechos 
para  riegos,  dragados  6  conducción  de 
aguas  para  fábricas  6  molinos;  4.^  en 
las  reclamaciones  que  se  refieren  al 
disfrute  de  servidumbres,  muros  ó  fo- 
sos comunes,  ó  á  la  distancia  que  debe 
guardarse  entre  vecinos  en  construc- 
ciones y  plantaciones,  sin  que  en  estos 
casos  se  pueda  decidir  nada  más  que 
sobre  el  disfrute  ó  goce,  y  de  ninguna 
manera  prejuzgar  el  fondo  del  derecho. 

Las  apelaciones  contra  las  senten- 
cias del  Juez  de  distrito  se  formularán 
ante  el  Tribunal  del  departamento. 

En  materia  criminal  conoce,  como 
Tribunal  de  Apelación,  de  todas  las  ape- 
laciones formuladas  contra  las  senten- 
cias de  los  Tribunales  comunales. 

Conoce,  además,  sin  perjuicio  de  la 
apelación  ante  el  Tribunal  del  departa- 
mento; 1.°,  de  todas  las  contravencio- 
nes de  policía  que  no  sean  de  la  juris- 
dicción del  Tribunal  comunal,  así  como 
de  las  contravenciones  forestales  que 
se  persiguen  á  instancia  de  particula- 
res, de  las  injurias  hechas  de  palabra, 
de  la  fijación,  venta,  anuncio  ó  distri- 
bución de  obras,  escritos  ó  grabados 
que  ataquen  á  la  moralidad  pública,  de 
las  persecuciones  incoadas  contra  los 
adivinadores  de  sueños,  y  de  las  con- 
travenciones por  las  cuales  el  quere- 
llante pida  una  indemnización  de  da- 
tíos  y  perjuicios  que  exceda  de  cinco 
pesetas  hasta  25,  todo  esto  de  confor- 
midad con  los  artículos  141  y  142  del 
Código  de  enjuiciamiento  criminal;  2.°, 


de  los  hechos  previstos  en  los  artícu- 
los 238  y  299  del  Código  penal  (lesiones 
y.  heridas  voluntarias,  injuria,  calum- 
nia), cuando  la  íey  los  califique  de  deli- 
tos: la  acción  pública,  en  este  caso,  po- 
drá terminar  previa  conciliación  ante 
el  Juez;  5.°,  de  los  robos  simples,  cuan- 
do el  valor  del  objeto  robado  no  exceda 
de  100  pesetas.  Tiene  también  ciertas 
atribuciones  como  oficial  de  la  policía 
judicial. 

Airihueionea  extrajudici  ales  .—El  Juez 
de  distrito  es  competente  para  dar,  sin 
gastos  ni  registro,  la  forma  autentica  á 
los  contratos  matrimoniales,  cuando 
los  bienes  aportados  al  matrimonio  no 
excedan  del  valor  de  1.500  pesetas;  para 
dar  actas  de  adopción  y  cuentas  de  tu- 
tela de  los  habitantes  de  los  lugares. 
Tiene  también  competencia  para  expe^ 
dir  certificados  acreditando  la  edad. 

IV.— Tribunal  de  departamento 

Estos  tribunales,  de  los  que  existe  uno 
en  cada  departamento,  se  componen 
por  lo  menos  de  un  Presidente,  dos 
Jueces  y  un  suplente.  Ejercen  las  fun- 
ciones del  Ministerio  fiscal  un  Procura- 
dor y  un  sustituto.  Los  tribunales  que 
radiquen  en  las  principales  poblacio- 
nes estarán  divididos  en  varias  seccio- 
nes, compuestas  siempre  cada  una  de 
ellas  de  un  Presidente,  haciendo  uno  de 
éstos  de  primero;  dos  Jueces,  uno  de 
ellos  encargado  de  la  instrucción;  un 
suplente  y  un  Procurador,  que  se  rele^ 
varán  todos  los  años.  Cualquier  tribu- 
nal ó  sección  podrá  juzgar  tan  sólo  con 
dos  de  sus  miembros;  en  los  casos  de 
empate  persistente, el  asunto  deberá  ser 
juzgado  por  tres  Jueces.  Los  suplentes 
reemplazarán  á  los  Jueces  que  se  en- 
cuentren impedidos  para  ejercer  su  car- 
go; si  no,  tomarán  parte  solamente  con 
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voto  consultivo.  El  primer  Procurador 
podrá  asistir  y  cerrar  todas  las  audien- 
cias. Los  tribunales  están  divididos  en 
dos  clases;  los  sueldos  correspondien- 
tes á  cada  uno  de  ellos  están  regulados 
de  la  siguiente  manera:  primer  Presi- 
dente, 5.328  y  4.884  pesetas;  Presiden- 
te, 4.884  y  4.440  pesetas;  Juez  de  ins- 
trucción y  primer  Procurador,  4.440 
y  3.996  pesetas;  Juez,  3.996  y  3.352  pese- 
tas; Juez  suplente  y  Procurador,  3.352 
y  2.908  pesetas;  sustituto,  2.908  y  2.664 
respectivamente* 

El  tribunal  tiene  competencia  en  ma- 
teria civil  para  entender: 

1.°  En  última  instancia,  en  las  ape- 
laciones formuladas  contra  las  senten- 
cias de  los  Jueces  de  distrito; 

2.**  En  primera  instancia,  después 
de  la  ley  de  1879,  en  las  demandas  cuyo 
valor  exceda  de  1.500  pesetas.  La  apela- 
ción se  hará  ante  la  Sala  de  Apelación. 

El  tribunal  tiene  también  competen- 
cia para  conocer  en  los  asuntos  de  ex- 
propiación forzosa  por  causa  de  utili- 
dad pública:  un  jurado,  compuesto  de 
nueve  miembros,  reunidos  bajo  la  di- 
rección de  uno  de  los  Jueces  del  tribu- 
nal, fija  las  indemnizaciones.  Estos 
jurados  son  elegidos  por  sorteo  por  el 
tribunal,  de  la  lista  especial  de  jurados 
que  en  la  sesión  anual  forma  la  Sala 
departamental. 

En  lo  criminal,  es  competente: 

1.**  En  última  instancia,  en  las  ape- 
laciones formuladas  contra  las  senten- 
cias de  los  Jueces  de  distrito; 

2.°  En  primera  instancia,  en  las  con- 
travenciones y  delitos  forestales  que  se 
persiguen  por  la  Administración,  y  en 
todos  los  delitos  cuya  pena  exceda  de 
cinco  días  de  prisión  ó  9  pesetas  á  25  de 
multa,  teniendo  sin  embargo  en  cuenta 
la  competencia  que  la  ley  de  1879  con- 
fiere al  Juez  de  distrito. 


V.—  Tribunal  especial  de  Comercio 

La  ley  de  1865,  relativa  á  la  organiza- 
ción judicial,  es  la  que  regula  la  orgSr- 
nización  de  este  tribunal.  Es  necesario 
hacer  la  distinción  entre  los  departa- 
mentos donde  el  tribunal  de  cabeza  de 
partido  tiene  una  sección  comercial 
permanente  y  aquéllos  que  no  lo  sean. 
Los  tribunales  de  Bucarest,  Jassi, 
Cralova,  Falatz  y  Ploesci  tienen  cada 
uno  una  Sección  6  Sala  permanente,  des- 
tinada e:Kclusivamente  á  entender  en 
los  asuntos  de  comercio;  en  los  demás 
puntos,  y  siempre  que  sea  necesario,  se 
constituye  una  Sala-  temporal,  com- 
puesta del  Tribunal  del  departamento, 
mas  dos  Jueces  mercantiles,  que  gozan 
de  los  mismos  derechos  que  los  civiles. 
Las  decisiones  se  toman  por  mayoría. 
Esta  Cámara  tiene  jurisdicción  en  todo 
el  departamento. 

El  nombramiento  de  Jueces  mercan- 
tiles se  hace  en  la  forma  y  bajo  las  si- 
guientes condiciones: 

Cada  dos  años  el  Alcalde  forma  y 
hace  publicar  una  lista  de  los  comer- 
ciantes que  puedan  ser  llamados  á  ejer- 
cer aquellas  funciones.  Esta  lista  debe 
comprender  á  todos  los  rumanos  ó  na- 
turalizados mayores  de  treinta  años, 
que  lleven  tres  años  domiciliados,  ejer- 
ciendo el  comercio  y  pagando  la  pa- 
tente de  primera  clase.  No  se  incluyen 
én  la  lista  los  que  no  saben  leer  ni  es- 
cribir, los  quebrados  no  rehabilitados, 
los  que  no  se  hallen  en  el  pleno  goce  de 
sus  derechos  civiles  y  políticos  ó  estén 
privados  del  derecho  de  administra- 
ción, los  que  por  falsedad,  fractura  de 
sellos,  sustracción  de  documentos  pú- 
blicos, robo,  estafa,  abuso  de  confianza 
y  atentado  contra  la  moral  pública  ha- 
yan sido  condenados  á  pena  aflictiva  ó 
correccional. 
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Podrán  excusarse  todos  los  que  ten- 
gan sesenta  años  de  edad.  Todos  los 
que  tengan  derecho  para  ser  inscritos 
podrán  formular  las  reclamaciones  que 
crean  necesarias  contra  la  lista;  el  Al- 
calde en  primera  instancia,  y  el  Tribu- 
nal del  departamento  en  última,  juzga- 
rán los  recursos. 

El  Alcalde  comunicará  al  tribunal  la 
lista  defíniti\'a:  todo  el  que  en  el  in- 
tervalo de  dos  años  cumpla  las  condi- 
ciones que  la  ley  exige,  tiene  derecho  á 
ser  inscrito. 

Siempre  que  sea  necesario  juzgar  un 
asunto  mercantil,  el  Presidente  llama- 
rá, siguiendo  el  orden  de  inscripción,  á 
dos  comerciantes  de  los  que  figuren  en 
la  lista. 

Los  Jueces  mercantiles  están  obliga- 
dos á  desempeñar  sus  funciones,  bajo 
pena  de  multa,  que  puede  ascender  su- 
cesivamente á  80, 180  y  380  pesetas,  con 
prohibición  de  ejercer  durante  un  año; 
el  fallo  del  tribunal  es  definitivo. 

El  cargo  de  los  Jueces  mercantiles  es 
gratuito,  debiendo  prestar  éstos  el  mis- 
mo juramento  que  prestan  los  Jueces 
civiles. 

Su  competencia,  según  el  art.  31  de 
la  ley  Orgánica  del  Poder  Judicial 
de  1865,  se  extiende  á  todos  los  litigios 
mercantiles  sin  distinción  alguna. 

La  ley  de  1879  nada  ha  resuelto  res- 
pecto á  este  punto,  y  por  lo  tanto  cree- 
mos que  los  tribunales  inferiores  no 
tienen  jurisdicción,  y  que  el  tribunal 
decidirá,  como  lo  hace  otras  veces  el 
Tribunal  de  departamento  en  materia 
civil,  á  saber:  i.**,  en  última  instancia, 
hasta  555  pesetas  de  capital  é  intere- 
ses; 2.**,  en  primera  instancia,  con  ape- 
lación á  la  Cámara,  en  toda  cuestión 
cuyo  valor  exceda  de  aquella  cantidad. 

En  los  cinco  tribunales  correspon- 
dientes á  las  cinco  ciudades  que  hemos 
Tomo  IX.— Instituciones  jubídícas. 


mencionado  anteriormente,  el  tribunal 
ó  Sala  comercial  se  compone:  de  los 
Jueces  civiles  de  la  Sala;  de  dos  Jueces 
mercantiles  y  un  adjunto.  Estos  últi- 
mos ejercen  su  cargo  durante  todo  el 
año  en  unión  de  los  Jueces  civiles,  te- 
niendo la  misma  retribución  que  éstos. 

Los  Jueces  mercantiles  son  elegidos 
por  los  comerciantes  domiciliados  en 
la  ciudad  que  paguen  la  patente  de  pri- 
mera ó  segunda  clase  y  cumplan  las 
demás  condiciones  que  anteriormente, 
y  para  los  otros  Jueces  mercantiles, 
hemos  indicado.  El  15  de  Septiembre  de 
cada  año  se  convoca  á  los  electores,  á 
los  cuales  preside  el  Alcalde,  acompa- 
ñado de  dos  Secretarios,  que  la  Asam- 
blea electoral  y  general  elige.  Inmedia- 
tamente después  se  procede  á  la  elec- 
ción de  dos  Jueces  y  de  un  suplente 
para  cada  uno  de  ellos,  debiendo  hacer- 
se esta  elección  por  escrutinio  secreto 
y  por  mayoría  absoluta:  si  se  hiciese 
necesaria  una  segunda  elección,  basta 
la  mayoría  relativa. 

Son  elegibles  todos  los  electores.  El 
Jefe  del  Estado  confirmará  el  nombra- 
miento de  los  que  resulten  elegidos,  de- 
biendo éstos  prestar  juramento  como 
los  Jueces  civiles.  Pueden  ser  reelegi- 
dos al  terminar  los  dos  años.  El  suplen- 
te reemplaza  al  Juez  en  caso  de  ausen- 
cia, y  está  además  encargado  de  los  tra- 
bajos relativos  á  asuntos  mercantiles. 

La  competencia  de  esta  Sala  es  en  un 
todo  igual  á  la  temporal. 

VI. —Salas  de  apelación 

Existen  cuatro  Salas  de  este  nombre, 
que  extiende  cada  una  de  ellas  su  juris- 
dicción á  varios  departamentos,  y  so 
hallan  divididas  en  dos  ó  tres  seccio- 
nes. Cada  sección  se  compone  de  cinco 
miembros,  incluyendo  el  Presidente,  y 

I  uno  de  éstos  ejerce  de  primero;  hay 
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también  el  mismo  número  de  Procura- 
dores que  de  secciones,  y  además  un 
Procurador  general.  La  ley  de  16  de  Ju- 
lio de  1868  ha  aumentado  dos  Jueces 
en  la  Sala  de  Bucaxest  y  uno  en  las 
demás.  La  de  Bucarest  es  de  primera 
clase,  y  de  segunda  laig  de  Jassy,  Cral'o- 
va  y  Tocsaní;  los  sueldos  son  los  si- 
guientes: primer  Presidente,  11.568  y 
10.656  pesetas;  Presidente,  10.656  y  8.880 
pesetas;  Procurader  general  y  Juez, 
8.880  y  7.104  pesetas;  Juez  suplente  y 
Procurador,  6.660  y  5.328  pesetas  res- 
pectivamente. 

Las  decisiones  deben  tomarse,  á  lo 
menos,  por  tres  votos  de  mayoría. 

Los  suplentes,  cuando  no  reemplacen 
á  uno  de  los  miembros,  asistirán  á  las 
audiencias,  teniendo  en  ellas  voto  con- 
sultivo. El  primer  Presidente  designará 
los  tres  miembros  que  han  de  consti- 
tuir la  Sala  cuando  el  asunto  se  ele- 
ve á  plenario,  perteneciendo  además  á 
las  otras  secciones;  designará  además 
aquél  los  que  deban  presidir  el  Tribu- 
nal de  Jurados.  Por  medio  de  sorteo  se 
verificará  el  relevo  anual. 

Esta  Sala  tiene  competencia  para  juz- 
gar las  apelaciones  formuladas  contra 
las  sentencias  de  los  Tribunales  de  de- 
partamento en  materia  civil,  mercan- 
til y  criminal;  decidir  las  persecuciones 
criminales  elevadas  á  plenario,  y  co- 
nocer también,  en  la  primera  y  última 
instancia,  de  los  recursos  de  queja  con- 
tra los  Jueces  de  Tribunales  inferiores. 

Vil.— Tribunal  de  Jurados 

Este  Tribunal  se  reúne  cuatro  veces  al 
año,  al  comienzo  de  cada  trimestre, 
contando  desde  el  1.°  de  Septiembre. 
Ejerce  jurisdicción  generalmente  en  uno 
ó  dos  departamentos.  Se  compone  de 
un  Presidente,  dos  asesores  y  12  jura-  ' 


dos.  El  Presidente  es  uno  de  los  miem- 
bros del  Tribunal  de  Apelación,  á  quien 
nombrad  primer  Presidente  con  quince 
días  de  anticipación  á  aquel  en  que  de- 
ba celebrarse  la  sesión.  Este  Presiden- 
te es  nombrado  para  dos  Tribunales  de 
Jurados,  que  presidirá  sucesivamen- 
te y  según  el  orden  que  el  primer  Pre- 
sidente le  haya  fijado.  Los  asesores  son 
elegidos  de  entre  los  Jueces  del  Tribu- 
nal de  departamento. 

El  nombramiento  de  jurados  se  veri- 
fica de  la  siguiente  manera: 

Pueden  ser  Jurados:  1.^  los  que  ha- 
yan estudiado  cualquiera  enseñanza 
secundaria;  2.^  los  que  disfruten  por 
inmuebles  una  renta  anual  de  1.500  pe- 
setas; 3.^  los  profesores  y  maestros; 
4.°,  los  que  ejerzan  una  profesión  libe- 
ral, y  los  comerciantes  que  paguen  la 
patente  de  primera  y  segunda  clase; 
5.°,  los  funcionarios  civiles  y  militares 
retirados  que  disfruten  un  retiro  de 
1.500  pesetas. 

Los  jurados  deben  ser  mayores  de 
veinticinco  años  y  hallarse  en  el  pleno 
goce  de  sus  derechos  civiles  y  poli- 
ticos. 

Están  incapacitados  para  ejercer  el 
cargo  de  jurados:  1.®,  los  condenados  ¿ 
una  pena  aflictiva;  2.^,  los  sentenciados 
á  una  pena  correccional  por  fractura 
de  sellos,  sustracción  de  documentos 
públicos,  robo,  engaño,  abuso  de  con- 
fianza, dilapidación  de  fondos  públicos, 
cobro  de  lo  indebido,  corrupción,  falso 
testimonio,  perjurio  y  atentado  á  la  mo- 
ral pública;  3.^,  los  que  se  hallen  bajo 
el  peso  de  una  acusación  ó  en  estado 
de  rebeldía;  4.°,  los  funcionarios  in- 
amovibles destituidos  en  forma  legal; 
5.®,  los  que  se  encuentren  bajo  la  orden 
de  detención  ó  arresto;  6.®,  durante  tres 
años,  los  que  hayan  sido  sentenciados 
á  un  mes  de  prisión;  7.®,  los  quebrados 
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no  rehabilitados^  los  servidores  retri- 
buidos, los  impedidos  y  los  que  no  se- 
pan leer  ni  escribir. 

Son  ineompaiihles  con  el  cargo  de  ju- 
rado las  funciones  de  Ministro,  Presi- 
dente de  las  Cámaras  legislativas,  Di- 
rector ó  Jefe  de  sección  de  un  Ministe- 
rio, Prefecto,  Subprefecto,  Juez,  Oficial 
del  Ministerio  público  ó  de  la  policía  ju- 
dicial, militar  en  activo  servicio,  profe- 
sor de  escuelas  primarias,  revisor,  sub- 
revisor,  recaudador  de  contribuciones, 
telegrafista  ó  sacerdote.  Pueden  excu- 
sarse: los  sexagenarios  y  los  que  vivan 
de  su  trabajo  manual  diario.  Están  dis- 
pensados  los  miembros  del  Parlamento 
mientras  haya  sesiones. 

De  tres  en  tres  años  forrtiará  el  Pre- 
fecto, en  cada  departamento,  una  lista 
general  de  todos  los  que  puedan  ser  ju- 
rados; esta  lista  se  expondrá  al  público 
durante  veinte  días  en  todos  los  ayun- 
tamientos. 

Cada  ciudadano  podrá,  lo  mismo  que 
el  Procurador  general  de  cada  Sala  de 
Apelación,  formular  en  el  plazo  de  cua- 
renta días  cualquier  recurso  contra  las 
omisiones  ó  inscripciones  ilegales.  Estos 
recursos,  que  desde  luego  juzga  el  Pre- 
fecto, se  someterán  inmediatamente,  si 
á  ello  hubiere  lugar,  al  Tribunal  del  de- 
partamento, quien  decidirá  sin  gastos 
y  en  la  mayor  brevedad  posible.  La  lis- 
ta, después  de  este  plazo,  quedará  defi- 
nitivamente hecha,  salvo  los  cambios 
que  puedan  ocurrir. 

El  día  1."  de  Julio  de  cada  año  forma- 
rá el  Prefecto  una  lista  suplementaria, 
compuesta  únicamente  de  las  personas 
que  residen  en  la  ciudad  donde  se  reúne 
el  Tribunal  de  Jurados. 

El  Presidente  del  Tribunal  del  depar- 
tamento, previo  sorteo  en  la  lista  gene- 
ral de  36  nombres  de  jurados  y  cuatro 
suplentes ,  formará  la  lisia  de  sesión 


quince  días  antes  de  la  audiencia.  Por 
último,  la  lista  de  sesión  se  completará 
hasta  el  número  de  25  nombres,  saca- 
dos á  la  suerte  de  la  lista  suplementaria, 
si  al  abrir  los  debates  se  encontrare  in- 
completa por  ausencia,  excusas  ú  otras 
causas  análogas.  Se  verificará  un  últi- 
mo sorteo  para  elegir  los  12  jurados  ne- 
cesarios para  el  veredicto:  si  el  asunto 
fuere  de  tal  naturaleza  que  entrañare  la 
prolongación  de  los  debates,  se  proce- 
de al  sorteo  de  dos  jurados,  que  asis- 
ten á  ellos  en  calidad  de  suplentes. 

El  Tribunal  de  Jurados  decidirá  sobre 
los  crímenes  y  delitos  políticos  ó  sobre 
los  cometidos  por  medio  de  la  prensa. 
Conocerá  de  los  crímenes  que  le  remita 
la  Sala  de  Apelación  y  de  los  delitos  po- 
líticos ó  de  los  cometidos  por  medio  de 
la  prensa  que  le  remita  el  Juez  de  ins- 
trucción; y  podrá  conocer  también  de 
estos  últimos  delitos  por  citación  direc- 
ta de  la  parte  interesaba. 

Las  sentencias  del  Tribunal  de  Ju- 
rados no  podrán  ser  apeladas  sino 
ante  el  Tribunal  de  Casación  por  viola- 
ción de  ley,  quebrantamiento  de  for- 
ma ó  incompetencia.  En  el  caso  en  que 
se  decrete  la  absolución  del  acusado, 
el  recurso  formulado  por  el  Ministerio 
público  sólo  podrá  serlo  en  beneficio 
de  la  ley  y  sin  perjudicar  al  acusado. 

Sucederá  lo  contrario  si  el  recurso 
tiene  por  objeto  pedirla  absolución  del 
acusado,  alegando  que  el  hecho  atri- 
buido no  cae  dentro  de  la  jurisdicción 
déla  ley  penal,  cuando  sucediere  que 
estaba  previsto  y  castigado  por  una 
disposición  legislativa. 

La  parte  civil  no  podrá  proveerse,  ya 
en  caso  de  absolución,  ya  en  el  de  li- 
bertad del  acusado,  á  menos  que  la  Cá- 
m  ara  haya  pronunciado  una  condena 
civil  mayor  que  la  pedida  por  la  parte 
absuelta. 


•».  • 
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Wll.— Tribunal  de  Casación 

Este  alto  Tribunal,  que  funciona  des- 
de el  15  de  Marzo  de  1862,  fué  organiza- 
do por  la  ley  del  12  de  Enero  de  1861,  y 
modificado  en  1864  y  1870. 

Se  compone  de  17  miembros:  un  Pre- 
sidente ,  dos  Presidentes  de  sección  y 
14  Jueces,  repartidos  en  dos  secciones, 
una  civil  y  otra  criminal. 

Un  Procurador  general,  en  unión  de 
dos  Procuradores,  ejercen  las  funcio- 
nes del  Ministerio  fiscal. 

El  Jefe  del  Estado  nombra  todos  los 
miembros  de  este  tribunal,  que  son 
elegidos  de  entre  las  personas  que  po- 
sean el  titulo  de  licenciado  en  Derecho 
de  una  Universidad  rumana  ó  extran- 
jera, y  hayan  ejercido  durante  siete 
años  las  funciones  judiciales  ó  la  pro- 
fesión de  abogado,  ó  hayan  explica- 
do como  profesores  durante  el  mismo 
tiempo  cualquiera  de  las  asignaturas  de 
la  facultad  en  una  Universidad  rumana. 

Aquel  que  se  presente  con  un  titulo 
expedido  por  una  Universidad  extran- 
jera, debe  revalidarlo  previo  examen. 

Las  condiciones  que  además  se  exi- 
gen para  ser  miembro  de  este  tribunal 
son  las  siguientes:  ser  laico,  rumano 
de  nacimiento  ó  tener  la  naturaliza- 
ción de  primera  clase,  mayor  de  treinta 
años,  estar  en  el  pleno  goce  de  sus  de- 
rechos civiles  y  domiciliado  en  Ruma- 
nia. Están  incapacitados  los  quebra- 
dos que  no  han  obtenido  rehabilitación 
y  aquéllos  que  han  sido  condenados  á 
una  pena  infamante  ó  aflictiva. 

El  Jefe  del  Estado  elige  de  entre  los 
miembros  del  Tribunal  los  Presidentes. 
Estos  y  los  Jueces  son  inamovibles;  no 
sucede  lo  mismo  con  los  Procuradores 
y  Escribanos.  El  Tribunal  nombra  los 
oficiales  de  las  escribanías  y  demás 
empleados. 


La  sección  civil  conoce  en  ios  recur- 
sos en  materia  civil,  salvo  las  excep- 
ciones que  consignaremos. 

La  sección  criminal  entiende  en  todos 
los  recursos  en  materia  criminal,  co- 
rreccional y  de  policía;  conoce  además 
de  los  recursos  en  materia  electoral  v 
de  expropiación  forzosa  por  causa  de 
utilidad  pública;  de  los  recursos  contra 
las  sentencias  de  los  Tribunales  milita- 
res; de  las  sentencias  de  apelación  en 
materia  de  censos  rurales  y  comer- 
ciales; de  los  recursos  contra  el  Tribu- 
nal de  Cuentas;  de  los  recursos  sobre 
adjudicaciones  después  de  expropia- 
ción forzosa,  y  contra  las  sentencias  de 
divorcio  ó  de  separación  de  bienes. 
.  Ninguna  sección  podrá  decidir  asunto 
alguno  si  á  ella  no  concurren  por  lo 
menos  siete  de  sus  miembros;  las  sen- 
tencias deben  dictarse  por  una  mayoría 
de  cinco  votos;  si  no  se  obtuviere  esta 
mayoría,  se  llamarán  tres  miembros  de 
la  otra  sección,  precediéndose  á  nuevos 
debates;  si  á  pesar  de  esto  no  se  llega- 
se á  obtener  la  mayoría  indicada,  se 
aplazará  el  asunto  de  uno  á  tres  meses, 
y  en  caso  de  necesidad,  no  habiéndose 
obtenido  resultado  después  de  este  pla- 
zo, ambas  secciones,  constituidas  en 
tribunal  pleno,  juzgarán  el  asunto. 

Igual  procedimiento  se  seguirá  en  las 
causas  urgentes. 

Cuando  ambas  secciones  funcionan 
juntas,  se  requiere,  para  que  haya 
acuerdo  definitivo,  la  presencia  de  12 
miembros,  sin  incluir  el  Presidente,  y 
una  mayoría  de  ocho  votos;  en  el  caso 
en  que  se  encuentren  reunidos  todos  los 
miembros  del  tribunal,  bastará  la  ma- 
yoría absoluta. 

El  Ministerio  fiscal  asiste  á  todas 
las  audiencias  y  da  las  conclusiones 
que  estima  necesarias;  estas  conclusio- 
nes sojí  obligatorias  y  precisas  en  los 
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pleitos  en  que  se  ventilan  intereses  de 
menores,  bienes  dótales,  estado  civil 
de  las  personas,  intereses  de  niños  con- 
cebidos y  aún  no  nacidos,  y  aquellos 
que  se  refieren  á  personas  ausentes  en 
el  extranjero  y  que  no  tienen  represen- 
tantes en  el  país,  á  los  interdictos,  al 
Estado,  establecimientos  públicos  y  de 
beneficencia. 

El  Ministerio  público  por  sí,  ó  de 
acuerdo  con  el  Ministro  de  Justicia,  se 
personará  ante  el  tribunal,  en  benefi- 
cio exclusivo  de  la  ley,  contra  todas  las 
sentencias  de  los  tribunales  en  materia 
civil,  cuando  éstas  parezcan  fundadas 
en  una  mala  interpretación  jurídica. 

El  tribunal  decide  como  Tribunal  de 
Casación,  como  Tribunal  de  justicia  y 
como  Tribunal  de  conflictos. 

Como  Tribunal  de  Casación,  tiene 
competencia  para  conocer: 

1.°  De  los  recursos  formulados  con- 
tra las  sentencias  definitivas  en  última 
instancia,  de  los  Tribunales  de  distrito, 
departamento  y  Sala  de  Apelación,  por 
quebrantamiento  de  forma  ó  violación 
de  ley; 

2.^  .  De  los  recursos  contra  las  sen- 
tencias definitivas  de  los  arbitros; 

3.**  De  los  recursos  contra  las  sen- 
tencias de  los  Tribunales  militares  por 
incompetencia  ó  abuso  de  poder,  cuan- 
do la  sentencia  ha  sido  dictada  contra 
un  paisano;  si  el  recurso  es  interpues- 
to por  el  Ministerio  público,  beneficia- 
rá lo  mismo  al  militar; 

4.**  De  los  recursos  contra  cual- 
íjuier  decisión  ó  acto  judicial  no  defi- 
nitivos, si  son  impugnados  por  exceso 
de  poder  ó  hechos,  sin  ser  de  su  compe- 
tencia; 

5.**  De  los  recursos  contra  los  fallos 
de  cualquier  tribunal  por  denegación 
de  justicia  ó  por  fraude; 

6.°    De  los  conflictos  entre  tribuna- 


les cuya  jurisdicción  perteneciese  á 
tribunales  distintos; 

7.°  De  los  recursos  contra  las  sen- 
tencias contrarias  dictadas  por  uno  ó 
por  distintos  tribunales  tratándose  de 
las  mismas  personas  y  hechos; 

8.°  De  las  quejas  formuladas  contra 
las  sentencias  relativas  á  reclamacio- 
nes suscitadas  á  consecuencia  de  una 
expropiación; 

9."  De  los  recursos  referentes  á  ins- 
cripción ó  supresión  de  las  listas  elec- 
torales; 

10.  Y,  en  general,  de  todas  las  mate- 
rias que  por  leyes  especiales  le  sean 
atribuidas. 

El  tribunal  no  juzga  el  fondo  del 
asunto;  no  hace  más  que  casarlo  y  re- 
mitirlo ante  una  jurisdicción  equiva- 
lente á  la  del  que  ha  dictado  la  senten- 
cia casada.  Sin  embargo,  no  há  lugar 
á  la  remisión: 

1."  Si  la  sentencia  casada  pronun- 
cia una  condena  por  hechos  no  previs- 
tos en  la  lev; 

2.°  Si  decide  sobxe  una  oposición  ó 
apelación  interpuesta  fuera  de  plazo; 

3.*^  Si  es  contraria  á  la  cosa  juzga- 
da ó  si  se  trata  de  interpretación  de 
sentencias; 

4.**  Si  se  refiere  á  la  inscripción  ó 
exclusión  de  electores  en  la  lista  elec- 
toral; 

5.®  Si  absuelve  al  acusado  (recur- 
so del  Ministerio  fiscal) . 

Como  alto  Tribunal  de  Justicia  conoce: 

1.°  En  la  querella  de  su  Procurador 
general,  denunciándole  actos  por  los 
cuales  hayan  cometido  los  Jueces  un 
delito  en  el  ejercicio  de  sus  funciones  ó 
se  hayan  excedido  de  sus  poderes; 

2.°  En  las  quejas  formuladas  contra 
los  Ministros  y  altos  funcionarios; 

3.^  En  las  causas  criminales  de  sus 
propios  miembros; 


598 


INSTITUCIONES  POLÍTICAS  Y  JURÍDICAS 


4.**  Bajo  el  punto  de  vista  discipli- 
nario, con  respecto  á  las  Audiencias  y 
tribunales.  En  estos  casos  juzga  el  fon- 
do de  la  cuestión. 


El  tribunal  conoce  además  de  los 
conflictos  que  surgen  entre  las  autori- 
dades administrativas  y  los  Tribunales 
ordinarios. 


CAPITULO  lY 

RESPONSABILIDAD    MINISTERIAIi   (1) 
(LET  DE  2  DE  HATO  DE  1879) 


CAPÍTULO  PRIMERO.— DE  la  res- 
ponsabilidad 

Artículo  1.^  Las  disposiciones  lega- 
les del  Código  penal  referentes  á  las 
infracciones  cometidas  por  los  funcio- 
narios públicos  en  el  ejercicio  de  sus 
funciones,  ó  por  los  particulares,  son 
igualmente  aplicables  á  los  Ministros. 

Art.  2.®  Fuera  de  los  casos  previstos 
en  el  art.  I.®  de  esta  ley,  será  castiga- 
do con  las  penas  de  privación  de  liber- 
tad é  interdicción  civil,  señaladas  por 
el  Código  penal,  y  además  con  la  de  in- 
habilitación para  desempeñar  funcio- 
nes públicas,  por  tres  años  como  míni- 
mum á  perpetua  como  máximum: 

a)  El  Ministro  que  hubiere  firmado 
ó  refrendado  un  decreto  ó  dictado  cual- 
quier disposición  contraria  á  los  prin- 
cipios consignados  en  la  Constitución 
política; 

6)  El  Ministro  que,  por  violencia  ó 
fraude,  hubiere  impedido  ó  intentado 
impedir  el  libre  y  verdadero  ejercicio 
del  derecho  electoral  de  los  ciudada- 
nos, aun  en  el  caso  en  que  semejantes 
manejos  hubieren  obtenido  la  aproba- 


(1)  Las  causas  contra  los  Ministros  y  demás 
funcionarios  á  que  se  refiere  esta  ley,  caen  bajo 
la  jurisdicción  del  Tribunal  Supremo. 


ción  ulterior  de  las  Cámaras  legisla- 
tivas. 

Art.  3.^  Será  castigado  con  la  pena 
de  inhabilitación  para  el  desempeño 
de  funciones  públicas,  de  tres  años  co- 
mo mínimum  á  perpetua  como  máxi- 
mum: 

a)  El  Ministro  que  hubiere  firmado 
ó  refrendado  un  decreto,  ó  haya  adop- 
tado disposiciones  ó  medidas  contra- 
rias á  los  principios  sancionados  por 
una  ley  existente; 

h)  El  Ministro  que  de  mala  fe  y  con 
perjuicio  de  los  intereses  públicos  hu- 
biere inducido  á  error  ala  Representa- 
ción Nacional  acerca  de  la  verdadera 
situeición  de  los  negocios  del  Estado. 

Art.  4.^  El  Ministro  que  de  mala  fe 
hubiere  causado  un  perjuicio  al  Esta- 
do, ó  le  hubiere  expuesto  á  tener  que 
satisfacer  daños  ó  abonar  cualesquiera 
indemnización  á  un  particular,  será 
responsable  civilmente  ante  el  Estado 
y  juzgado  con  arreglo  al  derecho  co- 
mún, previa  autorización  de  las  Cáma- 
ras legislativas. 

Art.  5.®  Los  Ministros  serán  respon- 
sables en  los  casos  previstos  por  los 
artículos  anteriores,  desde  el  día  en 
que  hayan  prestado  juramento  hasta 
aquel  en  que  hayan  cesado  en  sus  fun- 
ciones. 
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Art.  6.**  Los^miembros  de  un  Gabine- 
te son  solidariamente  responsables,  en 
los  casos  previstos  por  la  presente  ley, 
tanto  por  los  hechos  cometidos  en  co- 
mún, como  por  aquellos  á  que  hubie- 
ren prestado  su  apoyo  intencional. 

Art.  7.°  Se  considera  cómplice  del 
Ministro  culpable ,  y  castigará  con 
arregló  á  lo  prevenido  en  el  Código  pe- 
nal, el  funcionario  que  haya  dado  cum- 
plimiento 6  ejecutado  órdenes  que  ex- 
cedan de  la  competencia  del  Ministro 
y  cuya  ilegalidad  fuere  evidente. 

Art.  8.**  Los  Jueces  podrán  hacer 
aplicación  en  esta  materia  de  las  cir- 
cunstancias atenuantes  conforme  al  de- 
recho común. 

CAPÍTULO   II.— PROCEDIMIENTO 

Art.  9.**  Los  crímenes  y  delitos  co- 
metidos por  un  Ministro  fuera  del  ejer- 
cicio de  sus  funciones  son  de  la  com- 
petencia de  los  Tribunales  ordinarios. 

Art.  10.  La  instrucción  y  acusación 
deberán  ir  precedidas  de  la  autoriza- 
ción previa  de  la  Cámara  de  los  Dipu- 
tados ó  del  Senado,  según  el  Ministro 
sea  Diputado  ó  Senador  respectiva- 
mente. 

Cuando  el  Ministro  no  fuere  represen- 
tante del  país,  bastará  la  autorización 
de  cualquiera  de  las  Cámaras  legislati- 
vas á  elección  de  la  parte  actora. 

Art.  11.  La  Cámara  de  los  Diputados 
ó  el  Senado  podrán  siempre  llevar  de 
•  oficio,  ante  los  Tribunales  ordinarios,  á 
un  Ministro  por  crímenes  ó  delitos  co- 
metidos fuera  del  ejercicio  de  sus  fun- 
ciones. 

Art.  12.  Para  conceder  la  autoriza- 
ción necesaria  para  perseguir  á  un  Mi- 
nistro, se  requiere  que  la  Cámara  le- 
gislativa  correspondiente  lo  acuerde 


por  mayoría  de  los  dos  tercios  de  sus 
miembros. 

Art.  13.  En  cuanto  á  las  faltas  co- 
metidas por  los  Ministros,  deberán  co- 
nocer de  ellas  los  Tribunales  ordinarios 
sin  necesidad  de  autorización  de  las 
Cámaras  legislativas. 

Art.  14.  Cuando  se  trate  de  infrac- 
ciones cometidas  en  el  ejercicio  de  sus 
funciones,  no  podrá  formularse  acusa- 
ción contra  los  Ministros,  sino  por  las 
Cámaras  legislativas  conjunta  ó  aisla- 
damente, ó  por  el  Príncipe. 

La  proposición  de  acusación,  que  ha- 
brá de  formularse  por  escrito  é  ir  sus- 
crita por  20  Diputados  ó  10  Senadores, 
deberá  contener  la  enumeración  clara 
y  precisa  de  las  infracciones  que  se  su- 
pongan cometidas. 

Art.  15.  El  Presidente  de  la  Cámara 
de  Diputados  (ó  del  Senado)  deberá  so- 
meter la  proposición  de  acusación  á  la 
orden  del  día,  dentro  de  los  cinco  días 
siguientes  á  su  presentación. 

La  deliberación  de  la  misma  deberá 
efectuarse  acto  continuo  cuando  se  tra- 
te de  delito  flagrante. 

En  otro  caso  la  discusión  se  limitará 
á  saber  si  la  Cámara  debe  pasar  á  la 
orden  del  día,  ó  bien  si  procede  remitir 
la  proposición  á  una  Comisión  informa- 
dora. 

Cuando  el  Ministro  asista  á  la  sesión, 
bien  como  tal  ó  como  Diputado  ó  Sena- 
dor, deberá  ser  oído. 

Para  acordar  el  envío  de  la  proposi- 
ción á  la  Comisión  informadora,  es  su- 
ficiente la  mayoría  absoluta. 

Art.  16.  En  caso  de  flagrante  delito  ó 
crimen,  la  Cámara  legislativa  corres- 
pondiente podrá  votar  simultáneamen- 
te el  envío  de  la  proposición  de  acusa- 
ción á  la  Comisión  antedicha,  y  la  pri- 
sión preventiva  del  Ministro  de  que  se 
trate. 
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Art.  17.  La  Comisión  informadora 
se  compondrá  de  siete  miembros,  que 
no  sean  los  que  hayan  suscrito  la  pro- 
posición. 

La  elección  se  verificará  por  vota^ 
ción  secreta  y  deberá  preceder  inme- 
diatamente á  la  comprobación  de  los 
hechos  articulados  en  la  proposicióUi 
asi  como  á  cualesquiera  otra  informa- 
ción previa,  pudiéndose  añadir  nuevos 
hechos  á  los  denunciados. 

La  Comisión  informadora  podrá  inte- 
rrogar al  Ministro,  si  éste  lo  solicitare, 
pero  no  en  otro  caso,  y  deberá  presen- 
tar su  informe  dentro  de  los  diez  días 
siguientes  á  su  elección. 

Este  plazo  podrá  prorrogarse  por  la 
Cámara  legislativa  correspondiente  á 
petición  de  la  Comisión  informadora. 

Los  individuos  que  hayan  suscrito 
la  proposición  de  acusación  podrán 
asistir  á  las  sesiones  y  diligencias  de  la 
Comisión  informadora. 

Art.  18.  El  informe  se  comunicará  al 
Ministro,  una  vez  que  se  haya  deposi- 
tado en  la  Mesa  dé  la  Cámara;  cinco 
días  después  se  decretará  la  incoación 
del  procedimiento  por  mayoría  de  las 
dos:  terceras  partes,  procediendo  la 
Cámara  legislativa  inmediatamente  á 
la  elección  de  una  Comisión  instruc- 
tora. 

Durante  los  debates,  y  antes  de  la 
votación,  el  Ministro  podrá  presentar 
su  defensa  por  escrito  ó  de  palabra,  aun 
cuando  no  forme  parte  de  ninguna  de 
las  Cámaras  legislativas. 

Art.  19.  Cuando  se  trate  de  acusar  á 
varios  Ministros  simultáneamente,  de- 
berá votarse  la  autorización  por  sepa- 
rado para  cada  uno. 

Art.  20.  Cuando  se  acuerde  la  incoa- 
ción del  procedimiento,  se  suspenderá 
al  Ministro  en  todas  las  funciones  pú- 
blicas  que   viniere   desempeñando,  ó 


igualmente  su  mandato  de  Senador  ó 
Diputado. 

Art.  21.  La  Cámara  legislativa  que 
acuerde  la  incoación  del  procesamien- 
to contra  un  Ministro,  deberá  ponerlo 
en  conocimiento  de  la  otra  Cámara,  del 
Príncipe  y  del  Tribunal  Supremo  de 
Justicia. 

Art.  22.  La  Cámara  legislativa  fijará 
el  número  de  los  miembros  que  hayan 
de  constituir  la  Comisión  instructora, 
el  cual  no  podrá  ser  inferior  á  siete. 

La  Comisión  elegirá  de  su  seno  un 
Presidente  y  dos  Secretarios,  y  redac- 
tará un  reglamento  para  el  ejercicio  de 
sus  funciones. 

Art.  23.  Los  poderes  de  esta  Comi- 
sión subsistirán  de  legislatura  en  legis- 
latura, no  obstante  las  prórrogas  y  di- 
soluciones que  puedan  ocurrir  duran- 
te la  instrucción. 

En  caso  de  disolución,  dicha  Comi- 
sión asumirá  de  derecho  las  atribucio- 
nes que  competen  á  la  Comisión  acu- 
sadora. 

Art.  24.  Los  miembros  de  la  Cámara 
legislativa  que  haya  acordado  la  incoa- 
ción del  procesamiento  podrán  asistir 
á  los  trabajos  de  la  Comisión  instruc- 
tora. 

Art.  25.  Todos  los  poderes  y  atribu- 
ciones conferidos  á  los  Jueces  de  ins- 
trucción y  á  los  Presidentes  del  Tribu- 
nal del  Jurado  por  el  Código  de  proce- 
dimiento penal,  excepto  el  derecho  de 
decretar  la  prisión  preventiva,  corres- 
ponden asimismo  á  la  Comisión  ins- 
tructora y  á  su  Presidente. 

Art.  26.  En  todos  aquellos  casos  en 
que  la  acusación  califique  los  hechos 
como  constitutivos  de  crimen  ó  delito, 
la  defensa  podrá  proponer  toda  clase  de 
pruebas. 

Art.  27.  Los  testigos,  peritos  y  de- 
más personas  cuyo  concurso  puede  ser 
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Útil  á  la  instrucción  quedarán  sujetas, 
ai  comparecer  ante  la  Comisión  instruc- 
tora, á  las  mismas  obligaciones  que 
ante  los  Jueces  instructores  ó  Tribuna- 
les de  segunda  instancia,  y  serán  corre- 
gidos con  las  mismas  penas  en  caso  de 
infracción  ó  desobediencia. 

Los  funcionarios  llamados  á  declarar 
quedarán  en  estos  casos  dispensados 
del  secreto  oficial  ó  profesional. 

Art.  28.  Las  ofensas  contra  la  Comi- 
sión instructora  y  la  corrupción  de  tes- 
tigos se  castigarán  con  arreglo  á  lo  dis- 
puesto en  el  Código  penal,  capítulo  IX, 
secciones  primera  y  octava. 

Las  penas  señaladas  en  las  disposi- 
ciones citadas  se  impondrán  por  los 
Tribunales  ordinarios,  á  los  que  la  Co- 
misión remitirá  las  actas  en  que  apa- 
rezcan y  consten  los  hechos  punibles 
cometidos. 

Art.  29.  La  Comisión  instructora  pre- 
sentará á  las  Mesas  de  las  Cámaras 
legislativas  el  resultado  de  sus  investi- 
gaciones durante  la  misma  legislatura 
en  que  se  haya  acordado  la  incoación 
del  procedimiento, excepto  cuando  con- 
curran causas  extrañas,  debidamente 
justificadas  y  aprobadas  por  las  Cá- 
maras. 

Art.  30,  Los  trabajos  de  la  Comisión 
instructora  deberán  presentarse  á  las 
Cámaras. 

Cuando  sus  conclusiones  mantengan 
la  acusación,  no  procederá  discusión 
alguna,  y  aquélla  subsistirá  de  pleno 
derecho. 

Cuando  las  conclusiones  de  la  Comi- 
sión sean  favorables  al  acusado,  debe- 
rán discutirse,  y  si  durante  la  discusión 
se  presentare  cualquier  enmienda  en 
su  favor,  no  se  admitirán  las  conclu- 
siones de  la  Comisión  instructora  ni 
las  enmiendas  sino  por  mayoría  de  las 
dos  terceras  partes. 


Cuando  la  Cámara  legislativa  que 
hubiere  acordado  la  incoación  del  pro- 
cedimiento fuere  disuelta  antes  de  que 
la  Comisión  instructora  termine  sus  in- 
vestigaciones, lá  Comisión  continuará 
sus  trabajos  sin  modificación  alguna; 
pero  en  estos  casos  no  presentará  el 
resultado  de  sus  trabajos  á  la  nueva 
Cámara,  sino  que  acudirá  directamen- 
te al  Tribunal  Supremo  de  Jtisticia, 
conforme  á  lo  establecido  en  el  art.  23. 

Art.  31.  Mientras  la  causa  no  haya 
sido  juzgada  por  el  Tribunal  Supremo 
de  Justicia,  la  Cámara  legislativa  que 
hubiere  acordado  la  incoación  del  pro- 
cedimiento podrá  sobreseerlo  por  ma- 
yoría de  las  dos  terceras  partes,  á  pro- 
puesta motivada  de  la  Comisión  acusa- 
dora, de  20  Diputados  ó  de  10  Sena- 
dores. 

Art.  32.  Cuando  se  disolviere  la 
Cámara  que  haya  acordado  la  incoa- 
ción del  procedimiento,  la  nueva  Cá- 
mara legislativa  no  podrá  sustraer  á  la 
acusación  al  Ministro  inculpado  sino  á 
propuesta  de  la  Comisión  instructora, 
y  siempre  por  mayoría  de  las  dos  ter- 
ceras partes. 

Art.  33.  Terminada  la  misión  de  la 
Comisión  instructora,  la  Cámara  legis- 
lativa elegirá  una  Comisión  acusadora, 
destinada  á  sostener  la  acusación  ante 
el  Tribunal  Supremo  de  Justicia. 

Art.  34.  El  Ministro  acusado  tendrá 
derecho  á  obtener  copia  de  los  actos  y 
diligencias  de  instrucción,  así  como  la 
Comisión  acusadora  podrá  exigir  al  Mi- 
nistro que  le  comunique  los  documeji- 
tos  de  que  intente  valerse  para  su  de- 
fensa. 

Si  el  Ministro  rehusare  hacer  esta  co- 
municación, pero  presentare  después 
dichos  documentos  ante  el  Tribunal  Su- 
premo de  Justicia,  la  Comisión  acusa-^ 
dora  podrá  solicitar  un  nuevo  término 
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para  hacer  una  sumaria  instrucción  su- 
plementaria, á  lo  cual  deberá  acceder 
el  tribunal. 

Art.  35.  El  Tribunal  Supremo  de  Jus- 
ticia juzgará  estas  causas,  constituido 
en  pleno,  y  debiendo  ser  impar  el  nú- 
mero de  sus  miembros. 

En  caso  de  empate  se  entenderá  vo- 
tada la  absolución. 

Art.  36.  El  procedimiento  ante  el  Tri- 
bunal Supremo  de  Justicia  se  determina- 
rá por  él  mismo,  de  conformidad  á  las 
disposiciones  contenidas  en  el  Código 
de  procedimiento  penaJ,  siempre  que  no 
sean  derogatorias  de  lo  contenido  en  la 
presente  ley. 

Art.  37.  El  Gobierno,  así  como  cual- 
quier persona  lesionada,  podrá  mos- 
trarse parte  civil  ante  el  Tribunal  Su- 
premo de  Justicia  durante  la  sustancla- 
ción  del  procedimiento. 

Una  vez  dictada  sentencia,  la  acción 
civil  deberá  interponerse  ante  los  Tri- 
bunales de  justicia  de  lo  civil. 

Art.  38.    La  instrucción  referente  á 


I 


los  cómplices  del  Ministro  acusado  po- 
drá delegarse  por  la  Comisión  acusa- 
dora á  los  Jueces  de  instrucción  del 
fuero  común. 

Los  cómplices  serán  juzgados  simul- 
táneamente con  los  Ministros  por  el 
Tribunal  Supremo  de  Justicia. 

CAPÍTULO  III.— DE  LA  PRESCRIPCIÓN 

Art.  39.  La  prescripción  de  los  crí- 
menes, delitos  y  faltas  de  derecho  co- 
mún no  sufrirá  modificación  alguna 
por  la  promulgación  de  la  presente  ley. 

Los  delitos  previstos  por  la  presente 
ley  se  prescribirán  por  cinco  años. 

En  todo  caso,  la  prescripción  comen- 
zará á  correr  desde  el  día  en  que  el  Mi- 
nistro hubiere  cesado  en  sus  funciones 
de  tal. 

Art.  40.  Las  disposiciones  de  dere- 
cho común  en  lo  relativo  á  la  pres- 
cripción, serán  igualmente  aplicables 
á  la  acción  civil  contra  los  Ministros. 


TRADUCCIÓN  DE  GUSTAVO  LA  IGLESIA 


CÓDIGO  DE  COMERCIO 


DEIx 


REINO   DE   RUMANIA 


(VIGENTE  DESDE  EL  1.^  (13)   DE  SEPTIEMBRE  DE  1887). (1) 


Informe  del  Ministro  de  Justicia  & 
S.  M.  el  Rey^  para  la  sanción  y  pro- 
mulgación del  Código  de  Comercio. 

Señor:  Tiempo  há  que  no  responde  el 
Código  de  1840  á  las  necesidades  eco- 
nómicas del  país,  y  que  no  está  ya  en 
relación  con  los  adelantos  realizados 
desde  entonces  en  todos  los  ramos  de 
la  actividad  social. 

El  creciente  desarrollo  de  las  relacio- 
nes comerciales  interiores  y  exteriores, 
la  creación  de  nuevas  instituciones  co- 
merciales auxiliares  y  de  medios  de 
crédito  y  de  transporte  desconocidos  á 
principios  de  siglo,  las  sucesivas  modi- 
ñcaciones  introducidas  en  el  mecanis- 
mo de  nuestra  organización  judicial, 
los  considerables  adelantos  realizados 
por  la  ciencia  del  Derecho  en  este  ramo, 
las  importantes  reformas  llevadas  á 
cabo  durante  este  intervalo  de  tiempo 
en  la  legislación  comercial  de  los  de- 
más países  y  en  los  demás  ramos  de 


(1)    Traducción  de  D.  Luciano  Gisbert- 


nuestra  legislación,  asi  como  la  profun- 
da transformación  que  se  ha  efectuado, 
gradual  é  insensiblemente,  en  nuestro 
lenguaje  jurídico  y  hasta  en  el  usual, 
desde  1840  hasta  nuestros  días;  todo 
esto  ha  contribuido  á  poner  cada  vez 
más  de  relieve  los  defectos  y  deficien- 
cias del  antiguo  Código  de  Comercio, 
haciendo  que,  después  de  medio  siglo 
de  aplicación,  sea  dicho  Código  un  do- 
cumento anticuado,  que  ya  no  corres- 
ponde al  estado  actual  de  cosas  y  está 
en  contradicción  en  algunas  de  sus  par- 
tes con  otras  esferas  de  la  legislación 
y  con  las  necesidades  reales  del  co- 
mercio. 

Por  otra  parte,  en  casi  todos  los  paí- 
ses europeos  que  ocupan  el  primer 
puesto  en  el  progreso  de  la  civilización, 
se  han  llevado  á  cabo  importantes  tra- 
bajos y  realizado  grandes  reformas  en 
esa  esfera  de  la  legislación,  y  manifiés- 
tase por  todas  partes  la  tendencia  de 
armonizar ,  en  lo  posible ,  unas  con 
otras,  las  diferentes  legislaciones  par- 
ticulares de  cada  Estado,  y  de  llegar  asi, 
gradualmente,  aun  Código  de  Comercio 
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uniforme  y  común  para  todos  los  países 
ligados  entre  sí  por  relaciones  comer- 
ciales, regulares  y  permanentes. 

Preocupado  con  todas  esas  conside- 
raciones, y  convencido  de  que  una  bue- 
na legislación  comercial  constituye  el 
mayor  bien  que  pueda  hacerse  al  co- 
mercio, emprendió  el  Gobierno  de  Vues- 
tra Majestad  desde  1883  la  revisión  del 
Código  de  Comercio  vigente. 

Nombró  con  este  objeto  una  Comisión 
especial  encargada  de  este  importante 
trabajo,  conflándole  la  misión  de  redac- 
tar un  proyecto  de  Código  de  Comercio, 
en  el  que  se  tuvieran  en  cuenta  las  ne- 
cesidades del  tiempo  y  los  adelantos 
realizados  en  las  legislaciones  de  otros 
Estados  europeos  en  esta  esfera  del  De- 
recho. 

Después  de  dos  años  de  estudio  y  de 
un  minucioso  y  concienzudo  trabajo, 
terminó  su  tarea  dicha  Comisión,  y  al 
inaugurarse  la  legislatura  ordinaria  de 
las  Cámaras  en  1885,  el  Gobierno  de 
Vuestra  Majestad  estaba  en  condicio- 
nes de  poder  presentar  á  la  Mesa  el 
Mensaje  real,  en  que  se  sometía  á  su 
estudio  y  deliberación  el  nuevo  proyec- 
to de  Código  de  Comercio. 

El  monumento  legislativo  que  ha  ser- 
vido de  base  y  de  guía  á  dicha  Comisión 
en  el  cumplimiento  de  su  misión  ha 
sido  el  nuevo  Código  de  Comercio  del 
reino  de  Italia;  una  obra  legislativa, 
notable  por  la  precisión,  claridad  y  sen- 
satez de  sus  disposiciones,  y  de  la  que, 
con  justa  razón,  ha  podido  decirse  que 
ha  puesto  á  Italia  en  primera  línea  en- 
tre los  Estados  civilizados,  desde  el 
punto  de  vista  de  la  legislación  co- 
mercial. 

El  Senado  y  la  Cámara,  al  prestar  á 
esta  obra  toda  la  atención  que  merece, 
la  han  sometido  á  Comisiones  especiales 
elegidas  de  su  seno,  y  merced  al  pode- 


roso concurso  que  dichas  Comisiones 
nos  han  prestado  durante  las  últimas 
legislaturas,  hemos  podido  revisar  de 
nuevo  esa  obra,  examinándola  artículo 
por  artículo  con  la  Comisión  que  lo  ha 
redactado,  hacerla  pasar  por  la  discu- 
sión pública,  tanto  en  la  Cámara  délos 
Diputados  como  en  el  Senado,  y  hacer- 
la adoptar  por  completo. 

Así,  los  cuatro  libros  del  Código  do 
Comercio  han  podido  ser  aprobados  y 
votados  sucesivamente  por  ambos  Cuer- 
pos Colegisladores  de  la  manera  y  en  el 
orden  siguiente: 

El  libro  I,  Del  comercio  en  general, 
que  contiene 489  artículos,  desde  el  ar- 
tículo 1.®  hasta  el  art.  489,  fueron  vo- 
tados, primero  por  el  Senado  en  la  se- 
sión del  80  de  Abril  de  1886,  y  luego 
aprobado  por  la  Cámara  de  los  Dipu- 
tados, con  algunas  modiñcacíoaes  in- 
troducidas en  varios  artículos,  en  la 
sesión  de  12  de  Diciembre  del  mismo 
año. 

•  El  libro  II,  Del  comercio  marítimo  y 
de  la  navegación,  que  contiene  205  ar- 
tículos, desde  el  art.  490  hasta  el  ar- 
tículo 694,  fué  votado  por  el  Senado  en 
la  sesión  del  6  de  Junio  de  1886,  y  por 
la  Cámara  de  los  Diputados,  con  algu- 
nas modiñcaciones ,  en  su  sesión  del 
17  de  Diciembre  de  1886. 

Estos  dos  libros,  con  las  modificacio- 
nes introducidas  por  la  Cámara  de  los 
Diputados,  fueron  sometidos  de  nuevo 
al  Senado  y  votados  definitivamente 
por  esta  alta  Cámara  en  sus  sesiones 
de  12  y  21  de  Enero  de  1887. 

Por  último,  el  libro  III,  De  las  quie- 
bras, que  contiene  186  artículos,  desde 
el  695  hasta  el  880,  y  el  libro  IV,  relati- 
vo al  procedimiento  comercial  y  demás 
disposiciones  transitorias,  que  contie- 
ne 81  artículos,  desde  el  881  hasta  el  960 
inclusive;  libros  que  fujeron  votados  por 
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el  Senado  en  sus  sesiones  de  11  y  17  de 
Marzo  de  1887,  y  adoptados  definitiva- 
mente por  la  Cámara  de  los  Diputados 
en  su  sesión  del  26  de  Marzo  de  1887  sin 
modificación  alguna. 

Habiendo  pasado  este  conjunto  de  dis- 
posiciones de  los  cuatro  libros  que  com- 
ponen todo  el  Código  de  Comercio  por 
los  trámites  legales  en  los  Cuerpos  Co- 
legisladores, vengo,  Señor,  á  someterlo 
á  la  alta  sanción  de  Vuestra  Majestad. 

En  el  proyecto  de  decreto,  que  tengo 
el  honor  de  someter  con  ese  objeto  á 
Vuestra  Majestad,  se  consignan  algu- 
nas disposiciones  que  tienen  por  objeto 
dar  más  extensa  y  eficaz  publicidad  al 
nuevo  Código,  asegurar  la  exactitud 
del  texto  promulgado  y  su  conformidad 
con  el  original,  que  servirá  de  texto  au- 
téntico de  la  ley  y  se  conservará  en  los 
archivos  generales  del  Estado. 

Al  dar  Vuestra  alta  sanción  al  nuevo 
Código  de  Comercio,  permitiéndonos 
proceder  así  á  su  promulgación ,  no 
sólo  dotará  Vuestra  Majestad  á  Ruma- 
nia de  una  legislación  comercial  que 
es  hoy,  en  opinión  de  todos  los  hom- 
bres competentes,  una  de  las  mejores  y 
más  completas  de  Europa,  sino  que  ha- 
bréis inaugurado  así  la  era  de  la  revi- 
sión de  nuestros  Códigos,  prescrita  por 
la  Constitución;  habréis  dado  un  nuevo 
paso  en  la  vía  del  progreso  y  del  per- 
feccionamiento de  nuestras  institucio- 
nes, y  habréis  adquirido.  Señor,  para 
Vuestro  reinado,  un  nuevo  título  á  la 
gratitud  del  país. 

Soy,  con  el  más  profundo  respeto. 
Señor,  de  Vuestra  Majestad,  el  más  hu- 
milde y  obediente  servidor. 

El  Ministro  Secretario  de  Estado  en  el  departa- 
mento de  Justicia , 

Eugenio  Statescu. 
Núm.  4.234.— 15  de  Abril  de  1887. 


Decreto  de  promulgación  del  Codicio 

de  Comercio 

Carlos  I,  por  la  gracia  de  Dios  y  la 
voluntad  nacional,  Rey  de  Rumania; 

Á  todos  los  presentes  y  venideros, 
salud. 

Visto  el  informe  de  nuestro  Ministro, 
Secretario  de  Estado  en  el  departamen- 
to de  Justicia,  núm.  4.234,  en  que  so- 
mete á  nuestra  sanción  el  proyecto  del 
nuevo  Código  de  Comercio,  votado  por 
los  Cuerpos  Colegisladores  durante 
las  dos  últimas  legislaturas; 

Vistas  las  votaciones  de  la  Cámara 
de  los  Diputados  de  12  y  17  de  Diciem- 
bre-de 1886,  y  26  de  Marzo  de  1887,  y  las 
del  Senado  de  30  de  Abril  y  6  de  Junio 
de  1886, 12  y  21  de  Enero  y  11  y  17  de 
Marzo  de  1887,  en  que  sucesivamente 
fueron  aprobados  los  textos  definitivos 
de  cada  uno  de  los  cuatro  libros  que 
componen  dicho  Código; 

En  virtud  del  art.  93  de  la  Consti- 
tución, 

Hemos  decretado  y  decretamos: 

Artículo  1.°  Queda  sancionado  el 
proyecto  del  nuevo  Código  de  Comer- 
cio, que  entrará  en  vigor  á  contar  desde 
ell.**  de  Septiembre  próximo  del  año 
corriente. 

Xrt.  2.°  La  publicación  de  este  Có- 
digo se  hará  insertando  su  texto  en  el 
Monitor  Oficial,  y  enviando  un  ejem- 
plar impreso  á  cada  uno  de  los  muni- 
cipios del  reino  para  que  quede  expues- 
to durante  un  mes  en  el  salón  de  sesio- 
nes del  Consejo  municipal,  á  disposi- 
ción de  los  que  quieran  consultarlo,  y 
depositado  luego  en  los  archivos  del 
municipio. 

Con  el  mismo  objeto  se  mandará 
también  un  ejemplar  impreso  á  todas 
las  autoridades  judiciales  y  á  las  Cá- 
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maras  de  Comercio  del  pais,  asi  como 
á  nuestras  legaciones  y  consulados  en 
el  extranjero. 

Art.  3.°  Se  depositará  en  los  archi- 
vos generales  del  Estado  un  ejemplar 
de  este  Código^  impreso  en  la  imprenta 
del  Estado^  firmado  por  Nós^  refrenda- 
do por  nuestro  Ministro  Secretario  de 
Estado  en  el  departamento  de  Justi- 
cia, y  provisto  de  los  sellos  del  Estado, 
que  servirá  de  texto  original  y  auténti- 
co del  Código  de  Comercio. 

Art.  4.*  Nuestro  Ministro  de  Justi- 
cia queda  encargado  de  nombrar  una 
Comisión  de  tres  individuos  para  vigi- 
lar los  trabajos  de  impresión  y  publi- 
cación de  este  Código,  comprobar  la 
exactitud  del  texto  promulgado,  certifi- 


car la  conformidad  de  dicho  texto  con 
el  original  y  redactar  los  reglamentos 
necesarios  prescritos  por  este  Código 
para  su  aplicación. 

Art.  5.®  y  último.  Queda  encsu'gado 
de  la  ejecución  del  presente  decreto 
nuestro  Ministro  Secretario  de  Estado 
en  el  departamento  de  Justicia. 

Dado  en  Bucarest  ál6de  Abril  de  1887. 

CARLOS. 

Bl  Ministro  Secretario  de  Estado  en  el  departa- 
mento de  Justicia, 


Eugenio  Statescu. 


Núm.  1.333. 


TEXTO 


DEL 


CÓDIGO  DE   COMERaO   DE  ROMANÍA 


LIBRO  PRIMERO 

DEL.    COMERCIO    EN    GENERAL 


TÍTULO  PRIMERO.— DISPOSICIONES 

GENERALES 

Articulo  1.®  En  materia  comercial  se 
aplicará  la  presente  ley. 

En  aquello  sobre  que  nada  disponga» 
se  aplicará  el  Código  civil. 

Art.  2.**  Las  Bolsas,  ferias,  merca- 
dos, docks  y  almacenes  de  depósito,  así 
como  las  demás  instituciones  que  sir- 
ven para  el  comercio,  se  regirán  por 
sus  leyes  y  reglamentos  especiales. 

TÍTULO  IL  — DE  LOS  ACTOS  DE  COMERCIO 

Art.  3.*  Se  reputarán  actos  de  co- 
mercio por  la  ley: 

1.**  Las  compras  de  géneros  ó  mer- 
caderías para  volverlas  á  vender,  ya  en 
su  estado  natural,  ya  después  de  ela- 
boradas, ó  sólo  para  alquilar  su  uso, 
así  como  la  compra  y  reventa  de  obli- 
gaciones del  Estado  ú  otros  títulos  de 


crédito  que  circulen  en  el   comercio; 

2.®  Las  ventas  de  géneros,  las  ven- 
tas de  alquiler  de  mercaderías,  en  su 
estado  natural  ó  elaboradas,  y  las  ven- 
tas de  obligaciones  del  Estado  ó  de  otros 
títulos  de  crédito  que  circulen  en  el  co- 
mercio, cuando  se  hayan  comprado 
para  revenderlos  ó  alquilarlos; 

3.®  Los  contratos  de  operaciones  á 
plazo  sobre  obligaciones  del  Estado  ú 
otros  títulos  de  crédito  que  circulen  en 
el  comercio; 

4.**  Las  compras  y  ventas  de  partes  ó 
acciones  en  las  sociedades  mercan- 
tiles; 

5.®    Las  empresas  de  suministros; 

6.®  Las  empresas  de  espectáculos 
públicos; 

7.®  Las  empresas  de  comisión,  agen- 
cias y  oñcinas  de  negocios; 

8.^    Las  contratas  de  obras; 

9.**  Las  empresas  de  fábrica,  manu- 
factura é  imprenta; 

10.  Las  empresas  de  publicación,  li- 
brería y  objetos  de  arte,  siempre  que 
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SU  venta  se  haga  por  uno  que  no  sea  el 
autor  ó  el  artista. 

11.  Las  operaciones  de  banca  y  de 
cambio; 

12.  Las  operaciones  de  corretaje  en 
los  asuntos  mercantiles; 

13.  Las  empresas  de  transporte  de 
personas  ó  de  cosas,  por  agua  ó  por 
tierra; 

14.  Los  títulos  de  cambio  y  los 
pedidos  de  productos  ó  de  mercade- 
rías; 

15.  La  construcción,  compra,  venta 
y  reventa  de  toda  clase  de  buques  para 
la  navegación  interior  6  exterior  y  todo 
lo  concerniente  al  equipo,  armamento 
y  aprovisionamiento  de  un  buque; 

16.  Las  expediciones  marítimas,  fle- 
te de  buques,  préstamos  á  la  gruesa,  y 
todos  los  contratos  relativos  al  comer- 
cio marítimo  y  á  la  navegación; 

17.  Los  seguros  terrestres,  aun  sien- 
do mutuos,  contra  los  daños  y  sobre  la 
vida; 

18.  Los  seguros,  aun  siendo  mutuos, 
contra  los  riesgos  de  la  navegación; 

19.  Los  depósitos  por  causa  de  co- 
mercio; 

20.  Los  depósitos  en  los  docks  y  al- 
macenes, así  como  todas  las  operacio- 
nes sobre  talones  de  áeipósiiQ{warrani8) 
y  los  títulos  de  prenda  expedidos  por 
estos  establecimientos. 

Art.  4.®  Se  reputan  además  actos  de 
comercio  los  restantes  contratos  y  obli- 
gaciones de  un  comerciante,  cuando  no 
sean  de  naturaleza  civil  ó  no  resulte  lo 
contrario  del  mismo  documento. 

Ajpt.  5.°  No  puede  considerarse  como 
acto  de  comercio  la  compra  de  géneros 
ó  de  mercaderías  destinados  al  uso  y 
consumo  del  comprador  ó  de  su  fami- 
lia; lo  mismo  sucederá  con  la  reventa 
de  estas  cosas,  así  como  la  venta  por 
el  propietario  ó  el  ultimador  de  los  pro- 


ductos de  sus  tierras  ó  de  las  tierras 
por  él  cultivadas. 

Art.  6.°  Los  seguros  de  casas  ó  de 
establecimientos  que  no  son  objeto  del 
comercio  y  los  seguros  sobre  la  vida, 
sólo  son  actos  de  comercio  en  lo  con- 
cerniente al  asegurador. 

La  cuenta  corriente  y  el  cheque  no 
se  reputarán  actos  de  comercio  res- 
pecto de  los  no  comerciantes,  sino 
cuando  tengan  una  causa  mercantil. 

TÍTULO  III.— DE  LOS  COMERCIANTES 

Art.  7.**  Son  comerciantes  los  que 
llevan  á  cabo  actos  de  comercio,  te- 
niendo éste  como  profesión  habitual,  y 
las  sociedades  mercantiles. 

Art.  8.°  Al  Estado,  al  distrito  y  al 
municipio  no  podrá  atribuírseles  la 
condición  de  comerciantes. 

Art.  9.®  No  podrá  considerarse  como 
comerciante  al  que  accidentalmente 
lleve  á  cabo  un  acto  de  comercio;  pero 
estará  sometido  á  las  leyes  y  á  la  juris- 
dicción mercantil  para  todas  las  cues- 
tiones que  puedan  surgir  de  dicha  ope- 
ración. 

Art.  10.  El  menor,  cualquiera  que 
sea  su  sexo,  para  poder  ejercer  el  co- 
mercio y,  por  consiguiente,  para  que  se 
le  repute  mayor  de  edad  con  relación  á 
las  obligaciones  que  como  comercian- 
te hubiere  contraído,  deberá  tener  die- 
ciocho años  cumplidos,  estar  emanci- 
pado, tener  por  escrito  autorización  de 
su  padre,  ó  en  caso  de  fallecimiento,  en- 
tredicho ó  ausencia  del  padre,  la  de  su 
madre,  y,  á  falta  de  padres,  la  del  tutor 
con  el  parecer  del  consejo  de  familia, 
ratificada  por  el  Tribunal  civil. 

Las  actas  de  emancipación  y  autoriza- 
ción se  presentarán  al  tribunal  en  cuya 
jurisdicción  quiera  el  menor  establecer 
su  domicilio   comercial  para  que  se 
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transcriban  en  el  registro  correspon- 
diente, expuestos  en  la  Sala  del  tribu- 
nal, en  la  Casa  de  la  Villa,  en  el  local 
de  la  Bolsa  más  próxima,  si  la  hubiere, 
y  publicadas  en  el  periódico  de  los 
anuncios  judiciales  de  la  localidad,  di- 
ligencias todas  de  que  se  encargará  la 
secretarla. 

El  Secretario  del  tribunal  conservará 
en  el  expediente  la  prueba  de  haberse 
hecho  los  anuncios  y  las  publicaciones. 

El  menor  no  podrá  comenzar  su  co- 
mercio antes  de  la  transcripción  de  los 
anuncios  y  de  la  publicación. 

Art,  11.  Lo  dispuesto  en  el  artículo 
anterior  será  aplicable  al  menor  eman- 
cipado, aun  no  siendo  comerciante, 
para  los  actos  reputados  como  de  co- 
mercio por  la  ley. 

Art.  12.  En  las  condiciones  del  ar- 
tículo 10  podrá  el  comerciante  menor 
de  edad,  en  todo  lo  concerniente  á  su 
comercio,  hipotecar  y  enajenar  sus  in- 
muebles,  sin  necesidad  de  nueva  auto- 
rización.' 

Art.  Í3.  El  padre  ó  la  madre  que 
ejerza  la  patria  potestad,  ó  en  su  de- 
fecto el  tutor,  no  podrán  continuar  el 
comercio  en  interés  del  menor  si  no  es- 
tán autorizados,  los  primeros  por  el 
Tribunal  civil,  y  el  último  por  el  acuer- 
do del  consejo  de  familia  ratificado  por 
el  tribunal. 

El  acta  de  autorización  será  expues- 
ta y  publicada  de  conformidad  con  el 
artículo  10. 

Art.  14.  Los  que  estuvieren  en  en- 
tredicho ó  sujetos  á  un  consejo  judicial, 
no  podrán  ser  comerciantes  ni  conti- 
nuar un  comercio. 

Art.  15.  La  mujer  casada  no  podrá 
ejercer  el  comercio  sin  consentimiento 
expreso  ó  tácito  del  marido.  Se  presu- 
mira  el  consentimiento  de  éste  cuando 
sea  público  y  notorio  el  ejercicio  del 

Toifo  IX.— Instituciones  jurídicas. 


comercio  por  la  mujer,  á  no  ser  que 
expresamente  lo  haya  prohibido  el  ma- 
rido por  declaración  publicada  de  con- 
formidad con  el  art.  10,  párrafo  2.® 

Cuando  la  mujer  no  haga  más  que 
expender  al  pormenor  mercaderías  del 
comercio  de  su  marido,  no  podrá  ser 
declarada  por  eso  solo  comerciante. 

Si  el  marido  fuere  menor,  soló  podrá 
autorizar  á  su  mujer  para  ejercer  el 
comercio  cuando  él  haya  sido  á  su  vez . 
autorizado  para  dar  dicho  consenti- 
miento, según  las  reglas  y  con  las  for- 
malidades previstas  en  el  art.  10. 

Si  el  marido  estuviere  en  entredicho 
ó  ausente,  dará  la  autorización  el  Tri- 
bunal civil. 

La  mujer,  aunque  sea  comerciante, 
no  podrá  entrar  en  una  sociedad  mer- 
cantil en  que  asumiere  ilimitada  res- 
ponsabilidad, sin  la  aijLtorización  espe- 
cial del  marido,  ó,  en  caso  de  interdic- 
ción ó  de  ausencia  de  éste,  sin  la  auto- 
rización del  Tribunal  civil. 

En  el  caso  en  que  por  escrito  autorice 
el  marido  á  su  mujer,  se  transcribirá 
la  au'torización  y  se  anunciará  y  publi- 
cará, de  conformidad  con  el  art.  10. 

Art.  16.  La  mujer  comerciante  po- 
drá, sin  autorización  del  marido,  com- 
parecer en  juicio  y  obligarse  en  todo  lo 
concerniente  á  su  comercio. 

Con  ese  fin  podrá  hipotecar  y  enaje- 
nar toda  su  fortuna  sin  el  consenti- 
miento de  su  marido. 

No  obstante,  los  bienes  dótales  no 
podrán  hipotecarse  ó  enajenarse  sino 
en  los  casos  y  con  arreglo  á  las  forma- 
lidades prescritas  en  el  Código  civil. 

Art.  17.  Cuando  en  virtud  del  con- 
trato de  matrimonio  tenga  el  marido 
derecho  á  los  bienes  adquiridos  por  la 
mujer,  estos  bienes  y  sus  rendimientos 
quedarán  exclusivamente  afectos  al 
pago  de  las  deudas  comerciales. 

39 
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Art.  18.  La  autorización  para  ejer- 
cer el  comercio,  dada  al  menor  por  el 
padre  ó  por  el  tutor  en  las  condiciones 
antes  indicadas,  asi  como  la  dada  por 
el  marido  á  la  mujer,  podrán  revocarse 
siempre,  debiendo  hacerse  el  acta  de 
revocación  con  observancia  de  las  for- 
malidades prescritas  en  el  art.  10. 

Pero  si  el  menor  ó  la  mujer  hubieren 
comenzado  á  ejercer  el  comercio,  no 
producirá  efecto  alguno  la  revocación 
si  no  fuere  aprobada  por  el  Tribunal 
civil,  después  de  oídos  en  la  Sala  de 
Consejo  al  menor  6  á  la  mujer,  y  á 
los  que  hayan  retirado  la  autorización. 

En  ningún  caso  podrá  perjudicar  la 
revocación  los  derechos  de  terceros,  ni 
siquiera  en  los  asuntos  en  tramitación. 

Art.  19.  El  contrato  de  matrimonio 
entre  personas  de  las  que  una  sea  co- 
merciante, deberá  ser  transmitido  en 
copia  certificada  y  en  el  plazo  de  un 
mes,  á  contar  de  su  fecha,  por  el  encar- 
gado del  Registro  civil  que  haya  cele- 
brado el  matrimonio,  al  tribunal  en 
cuya  jurisdicción  se  halle  el  estableci- 
miento del  comerciante,  para  que  sea 
publicado  de  conformidad  con  el  ar- 
tículo 10, 

El  encargado  del  Registro  civil  que 
omitiere  el  cumplimiente  de  la  obliga- 
ción impuesta  por  el  presente  artículo 
incurrirá  en  la  multa  de  25  á  100  pese- 
ta§,  y  si  se  hubiere  hecho  la  omisión 
de  mala  fe,  en  la  destitución,  sin  per- 
juicio en  ambos  casos  de  los  derechos 
de  las  partes  interesadas. 

Art.  20.  Si  un  casado  se  hiciere  co- 
merciante después  de  su  matrimonio, 
estará  obligado  á  depositar  un.a  copia 
de  su  contrato  de  matrimonio,  en  el 
plazo  de  un  mes,  á  contar  desde  el  día 
en  que  hubiere  comenzado  su  comercio, 
sopeña  de  ser  considerado,  en  caso  de 
quiebra,  como  insolvente  culpable. 


Art.  21.  La  demanda  de  separación 
de  bienes  entre  cónyuges,  uno  de  los 
cuales  sea  comerciante,  deberá  publi- 
carse en  la  forma  prevista  en  el  ar- 
tículo 10. 

No  podrá  dictarse  sentencia  acerca 
de  la  demanda  de  separación^  sino  un 
mes  después  de  dicha  publicación. 

Si  fuere  admitida  la  separación,  de- 
berá publicarse  la  sentencia  definitiva 
en  la  misma  forma  y  en  el  plazo  de  un 
mes,  á  contar  desde  su  fecha. 

Á  falta  de  dicha  publicación,  podrán 
oponer  los  acreedores  del  comercio  del 
casado,  siempre  que  su  interés  lo  exi- 
ja, la  nulidad  de  la  separación  decreta- 
da, é  impugnar  la  restitución  de  los  de- 
rechos dótales  de  la  mujer,  si  hubiere 
tenido  lugar. 

Podrán  ejercitar,  además,  la  acción 
que  les  concede  el  art.  975  del  Código 
civil,  cuando  se  haya  hecho  la  separa- 
ción con  fraude  de  sus  derechos. 

TÍTULO    IV.  — DE    LOS     LIBROS    DE    LOS 
COMERCIANTES 

Art.  22,  Los  libros  obligatorios  para 
los  comerciantes  son: 

El  diario,  el  inventario  y  el  copiador 
de  cartas. 

Art.  23.  Todo  comerciante  estará 
obligado  á  anotar  en  su  diario,  día  por 
día,  todo  lo  que  tenga  que  cobrar  y  lo 
que  tenga  que  pagar,  las  operaciones 
de  su  comercio,  los  convenios,  acepta- 
ciones ó  endosos  de  los  efectos  de  co- 
mercio, y,  en  general,  todo  lo  que  reciba 
ó  desembolse  por  cualquier  concepto 
que  sea,  y  anotará  también  al  fin  de 
cada  mes  las  cantidades  empleadas 
para  los  gastos  de  su  casa. 

Este  diario  será  distinto  de  los  demás 
libros  que  se  emplean  en  la  contabili- 
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dad  mercantil,  pero  que  no  son  bbliga^ 
torios. 

Art.  24.  El  comerciante  estará  obli- 
gado á  formar,  al  principiar  su  comer- 
cio, y  todos  los  años,  en  documento 
privado,  un  inventario  de  sus  bienes 
muebles  é  inmuebles  y  de  sus  deudas 
activas  y  pasivas,  haciendo  el  acostum- 
brado balance. 

Transcribirá  este  inventario  y  balan^ 
ce  en  un  libro  destinado  á  este  objeto, 
y  los  firmará. 

Todos  los  efectos  y  deudas  activas 
deberán  valuarse  en  el  inventario  y  ba- 
lance, según  su  valor  corriente  al  ha- 
cerse dicho  inventario. 

Las  deudas  activas  de  difícil  ó  dudoso 
cobro  se  estimarán  según  las  probabi- 
lidades; los  créditos  que  no  puedan  co- 
brarse, sólo  se  inscribirán  para  que 
consten. 

Si  hubiere  varios  socios  solidarios, 
todos  deberán  poner  su  firma, 

Art.  25.  Estará  obligado  á  copiar,  en 
un  libro  especial  y  por  orden  de  fecha, 
todas  las  cartas  que  mande. 

Art.  26.  Los  libros  obligatorios  se- 
rán numerados  en  cada  página,  y,  sal- 
vo el  copiador  de  cartas,  rubricados 
por  un  Juez  del  tribunal  de  la  residen- 
cia del  comerciante,  ó  por  el  respectivo 
Juez  de  paz  en  donde  no  hubiere  tri- 
bunal. 

En  la  última  página  de  estos  libros 
hará  constar  el  Juez  el  número  de  folios 
de  que  se  compone  cada  libro,  y  firma- 
rá este  atestado,  poniendo  el  sello  del 
tribunal  ó  del  juzgado  de  paz. 

Art.  27.  Los  libros  que  el  comer- 
ciante está  obligado  á  llevar,  salvo  el 
copiador  de  cartas,  se  presentarán  al 
tribunal  ó  al  juzgado  de  paz  al  fin  de 
cada  año  comercial,  para  que  sean  ce- 
rrados  y  visados. 

El  tribunal  ó  el  Juez  de  paz  pondrá 


inmediatamente  debajo  de  la  última 
operación  inscrita  el  siguiente  refren- 
do: áHoy,  á año  de se  ha  presen- 
tado el  libro  {Diario,  inventario)  del  co- 
merciante  y  ha  sido  refrendado  con 

nuestra  firma,»  poniéndole  también  el 
sello  del  tribunal  ó  del  juzgado  de  paz. 
No  se  cobrará  ninguna  clase  de  tasa, 
timbre,  etc.,  por  el  cumplimiento  de  las 
formalidades  prescritas  por  estos  ar- 
tículos. 

Art.  2Si  En  todos  los  Tribunales  de 
Comercio,  y  donde  no  los  haya  en  todos 
los  Tribunales  de  distrito,  se  llevará  un 
registro,  en  el  que  se  anotarán  los 
nombres  de  los  comerciantes  que  ha- 
yan presentado  sus  libros,  la  naturale- 
za de  éstos  y  número  de  folios  de  cada 
uno. 

Se  procederá  del  mismo  modo  con 
los  libros  que  anualmente  presenta  el 
comerciante  para  su  clausura  y  re- 
frendo. 

Si  la  numeración  ó  refrendo  la  hubie* 
re  hecho  un  Juez  de  paz,  estará  obliga- 
do á  remitir  un  estado  al  fin  de  cada 
año  al  Tribunal  de  distrito  ó  al  de  Co- 
mercio respectivo. 

Art.  29.  Se  llevarán  los  libros  de  los 
comerciantes  en  lengua  rumana  ó  en  al- 
guna de  las  modernas  de  Europa,  por  el 
orden  de  fecha  de  cada  operación,  sin 
dejar  espacios  en  blanco,  sin  raspadu- 
ras ni  entrelineas;  podrán  hacerse  rec- 
tificaciones y  tax3haduras,  si  fuere  ne- 
cesario, pero  se  harán  de  suerte  que 
sean  legibles  las  palabras  enmendadas 
ó  tachadas. 

Art.  30.  Los  comerciantes  deberán 
conservar  durante  diez  años,  después 
del  último  refrendo,  los  libros  que  la 
ley  le  obliga  á  llevar,  así  como  las  car- 
tas y  telegramas  recibidos. 

Asimismo  deberán  conservar  durante 
dos  años  por  lo  menos  las  facturas  de 
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las  mercancías  compradas  é  introduci- 
das en  sus  establecimientos. 

Art.  31.  La  presentación  délos  libros 
á  instancia  de  una  de  las  partes  sólo 
podrá  ordenarse  en  materia  de  suce- 
sión, de  comunidad  de  bienes,  de  socie- 
dad y  en  caso  de  quiebra. 

Art.  32.  En  el  curso  de  una  cuestión, 
y  cualquiera  que  sea  su  índole,  podrá 
el  tribunal  disponer,  á  instancia  de  una 
de  las  partes,  ó  también  de  ofício,  la 
presentación  de  los  libros,  pero  sólo 
para  extractar  lo  concerniente  al  litigio. 

Art.  33.  Cuando  los  libros  cuya  pre- 
sentación se  hubiere  ofrecido,  pedido  ú 
ordenado,  se  hallen  en  la  jurisdicción 
de  otro  tribunal,  mandará  el  competen- 
te un  exhorto  al  tribunal  ó  Juez  de  paz 
respectivo  para  que  tome  nota  del  con- 
tenido de  dichos  libros,  lo  haga  constar 
por  acta  y  lo  transmita  al  tribunal  ante 
el  cual  esté  pendiente  el  asunto. 

Art.  34.  Las  disposiciones  conteni- 
das en  él  presente  título  no  son  aplica- 
bles á  los  buhoneros,  á  los  comercian- 
tes que  hacen  el  tráfico  ambulante  en 
pequeño,  á  ios  carreteros  ni  á  aquellos 
cuyo  comercio  no  sale  de  la  esfera  de 
uiia  profesión  manual. 

TÍTULO   V.— DE   LAS  OBLIGACIONES  CO- 
MERCIALES EN    GENERAL 

Art.  35.  No  es  perfecto  el  contrato 
sinalagmático  entre  personas  alejadas 
unas  de  otras  si  no  hubiere  llegado  á 
noticias  de  la  que  hubiere  hecho  la 
oferta  en  el  plazo  fijado  por  él  ó  en  el 
necesario  para  el  cange  de  la  oferta  y 
de  la  aceptación,  según  la  índole  del 
contrato. 

Sin  embargo,  el  que  hubiere  hecho  la 
oferta  podrá  admitir  una  aceptación 
llegada  después  del  plazo  fijado  por  él. 


á  condición  de  ponerlo  inmediatamen- 
te en  conocimiento  del  aceptante. 

Art.  36.  Cuando  el  que  haga  la  ofer- 
ta pidiere  la  inmediata  ejecución  del 
contrato  sin  que  se  pida  ni  tampoco 
sea  necesaria,  por  la  índole  del  contra- 
to, una  previa  respuesta  de  aceptación, 
quedará  perfecto  el  contrato  en  cuanto 
la  otra  parte  haya  comenzado  á  ejecu- 
tarlo. 

Art.  37.  Mientras  no  sea  perfecto  el 
contrato,  serán  revocables  la  oferta  y 
la  aceptación. 

Aunque  la  revocación  impide  que 
llegue  el  contrato  á  ser  perfecto,  si 
sólo  llega  á  noticias  de  la  otra  parte 
después  que  haya  ésta  comenzado  su 
ejecución,  el  que  revoca  será,  no  obs- 
tante, responsable  de  los  daños  y  per- 
juicios. 

Art.  38.  En  los  contratos  unilatera- 
les será  obligatoria  la  oferta  en  cuanto 
tenga  conocimiento  de  ella  la  parte  á 
quien  se  hubiere  hecho. 

Art.  39.  La  aceptación  condicional 
ó  limitada  se  considerará  como  una 
denegación  de  la  primera  oferta  y  for- 
mará una  nueva. 

Art.  40.  Cuando  se  trate  de  fijar  el 
verdadero  precio  ó  el  precio  corriente 
de  los  géneros,  mercaderías,  transpor- 
tes, flete,  primas  de  seguro,  tipo  del 
cambio,  efectos  públicos  ^  títulos  in- 
dustriales, se  fijará  según  las  listas  de 
la  Bolsa  ó  según  las  cotizaciones  del 
punto  en  que  se  haya  hecho  el  contra- 
to, ó  en  su  defecto  según  las  de  la  pla- 
za más  próxima  ó  por  cualquiera  otra 
prueba. 

Art.  4L  Cuando  la  moneda  indicada 
en  un  contrato  no  tenga  curso  legal  ó 
comercial  en  Rumania,  y  cuando  las 
mismas  partes  no  hayan  determinado 
su  curso,  podrá  efectuarse  el  pago  en 
moneda  nacional  con  arreglo  á  la  coti- 
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zación  del  cambio  á  la  vista  el  dfa  del 
vencimiento  y  en  el  lugar  del  pago^  y  si 
en  esta  localidad  no  hubiere  cotiza<;ión 
del  cambio^  con  arreglo  al  de  la  plaza 
más  próxima^  salvo  el  caso  en  que  el 
contrato  contenga  la  cláusula  «efecti- 
vo» ú  otra  semejante. 

Art.  42.  En  las  obligaciones  mer- 
cantiles los  codeudores  son  solidaria- 
mente responsables,  salvo  pacto  en 
contrario. 

Existe  la  misma  presunción  contra  el 
fíador,  aunque  no  sea  comerciante,  que 
garantiza  una  obligación  mercantil. 

No  se  aplicará  á  los  que  no  sean  co- 
merciantes para  las  operaciones  que, 
en  lo  que  les  concierne,  no  sean  actos 
de  comercio. 

Art.  43.  Las  deudas  comerciales  li- 
quidas y  pagaderas  en  efectivo  produ- 
cirán intereses  de  derecho  pleno  desde 
el  dfa  en  que  son  exigibles. 

Art.  44.  En  las  obligaciones  mer- 
cantiles no  podrá  el  Juez  conceder  el 
plazo  de  gracia  permitido  por  el  artícu- 
lo 1.021  del  Código  civil. 

Art.  45.  El  retracto  litigioso  previs- 
to por  los  artículos  1.402,  1.403  y  1.404 
del  Código  civil  no  podrá  tener  lugar 
en  caso  de  cesión  de  un  derecho  que  se 
derive  de  un  acto  de  comercio. 

Art.  46.  Se  prueban  las  obligaciones 
mercantiles  y  las  liberaciones: 

Por  documentos  auténticos; 

Por  documentos  privados; 

Por  facturas  aceptadas; 

Por  la  correspondencia; 

Por  telegramas; 

Por  los  libros  de  las  partes; 

Por  testigos,  siempre  que  crean  los 
Jueces  deber  admitir  la  prueba  testifi- 
cal, y  esto  aun  en  los  casos  previstos 
en  el  art.  1.191  del  Código  civil. 

Finalmente,  por  cualquiera  otro  me- 
dio de  prueba  admitido  por  la  ley  civil. 


Art.  47.  Constituye  prueba  el  tele- 
grama, como  documento  privado,  cuan- 
do lleve  el' original  la  firma  de  la  perso- 
na indicada  en  él,  como  siendo  la  que 
lo  remite.  Constituye  prueba,  aun  cuan- 
do la  firma  esté  escrita  por  otra  perso- 
na,'cuando  se  pruebe  que  se  ha  entre- 
gado el  original  en  las  oficinas  de  te- 
légrafos ó  ha  sido  enviado  para  que 
fuera  entregado  por  el  propio  fir- 
mante. 

Si  la  firma  del  original  fuere  declara- 
da auténtica  por  la  autoridad  compe- 
tente, se  aplicarán  los  principios  gene- 
rales. En  el  caso  en  que  la  identidad  de 
la  persona  que  haya  firmado  ó  entrega- 
do el  original  del  telegrama  se  hubiere 
establecido  por  otros  medios  previstos 
por  los  reglamentos  de  Correos  y  Te- 
légrafos, se  admitirá  la  prueba  en  con* 
trario. 

La  fecha  de  los  telegramas  establece- 
rá, salvo  prueba  en  contrario,  el  día  y 
hora  en  que  realmente  han  sido  expe- 
didos por  las  oficinas  de  Telégrafos. 

Art.  48.  En  caso  de  error,  de  alte- 
ración ó  de  retraso  en  la  transmisión 
de  un  telegrama,  se  aplicarán  los  prin* 
cipios  generales  sobre  la  falta.  Se  pre- 
sumirá, sin  embargo,  exento  de  toda 
culpa  al  que  haya  enviado  el  telegra- 
ma, si  ha  tenido  cuidado  de  confrontar- 
lo ó  recomendarlo  de  conformidad  con 
las  disposiciones  de  los  reglamentos 
de  Correos  y  Telégrafos. 

Art.  49.  En  materia  comercial,  el 
mandato  y  toda  declaración  de  consen- 
timiento, aun  el  judicial,  tranBmitido 
por  telegrama  con  la  firma  declarada 
auténtica  por  la  autoridad  competente, 
serán  válidos  y  constituirán  prueba  en 
juicio. 

Art.  50.  Los  libros  de  los  comercian- 
tes, llevados  en  debida  forma,  podrán 
constituir  prueba  en  juicio  entre  co* 
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merciantes  para  actos  y  cuestiones  de 
comercio: 

El  otorgamiento  de  una  escritura  he- 
cha por  el  encargado  que  lleve  los  li- 
bros ó  la  contabilidad,  producirá  el  mis- 
mo efecto  que  si  lo  hubiese  sido  por  el 
principal. 

Art.  51.  Los  libros  que  está  obligado 
á  llevar  el  comerciante  y  que  no  estén 
en  debida  forma  ni  provistos  de  los  re~ 
quisitos  prescritos  por  la  ley,  no  serán 
admitidos  como  prueba  en  juicio  en  fa- 
vor de  la  parte  que  los  haya  llevado. 

La  inobservancia  de  estas  prescrip- 
ciones de  la  ley  podrá  tener,  además, 
como  consecuencia  la  aplicación  de  las 
penas  sancionadas  en  caso  de  quiebra. 

Art.  52.  Los  libros  de  los  comercian- 
tes, aunque  no  se  lleven  en  debida  for- 
ma, constituirán  prueba  en  contra  de 
ellos.  Pero  la  parte  que  quiera  atenerse 
á  aquéllos  no  podrá  dividir  su  conté- 
nido. 

Art.  53.  Si  la  parte  á  cuyos  libros 
ofrece  la  otra  dar  fe  se  niega  á  presen- 
tarlos, podrá  el  tribunal  deferir  á  ésta 
el  juramento  sobre  el  objeto  de  la  cues- 
tión. 

Art.  54.  El  tribunal  está  en  su  de- 
recho de  apreciar  si  puede  atribuirse 
un  carácter  de  mayor  ó  menor  validez 
al  contenido  de  los  libros  de  un  comer- 
ciante, si  debe  renunciarse  á  esta  prue- 
ba en  el  caso  en  que  no  conformen  los 
libros  de  las  partes  ó  tener  mayor  con- 
fianza en  los  libros  de  una  de  ellas. 

Art.  55.  Cuando  exija  el  Código  de 
Comercio  una  prueba  escrita,  no  podrá 
admitirse  la  testifical  sino  en  los  casos 
en  que  lo  esté  por  el  Código  civil. 

Art.  56.  Si  un  acto  fuere  comercial 
sólo  para  una  de  las  partes,  estarán  so- 
metidos todos  los  contratantes,  en  lo 
concerniente  á  dicho  acto,  al  Código  de 
Comercio,  salvo  las  disposiciones  con- 


cernientes á  la  propia  persona  de  los 
comerciantes  y  los  casos  en  qué  la  ley 
hubiere  dispuesto  otra  cosa. 

Art.  57.  La  fecha  de  los  actos  y  de 
los  contratos  comerciales  deberá  indi- 
car el  lugar,  el  día,  mes  y  año. 

Respecto  de  terceros,  podrá  estable- 
cerse por  todos  los  medios  de  prueba 
indicados  en  el  art.  46. 

La  fecha  indicada  en  una  letra  de 
cambio  y  en  todos  los  demás  títulos  á 
la  orden,  así  como  en  sus  endosos,  se 
reputará  verdadera  mientras  no  haya 
prueba  de  lo  contrario. 

Art.  58.  El  poseedor  de  un  título  al 
portador  usado,  deteriorado  ó  destruí- 
do  tendrá  el  derecho  de  exigir,  con- 
tradictoriamente con  quien  lo  hubiere 
emitido,  un  duplicado  de  dicho  título, 
ú  otro  título  equivalente. 

Los  gastos  serán  de  cuenta  del  recla- 
mante. 

En  lo  concerniente  á  los  títulos  de  la 
Deuda  pública,  billetes  de  Banco  y  de- 
más títulos  de  igual  naturaleza,  se  ob- 
servarán las  leyes  especiales. 

La  reivindicación  de  los  títulos  al 
portador,  perdidos  ó  robados,  sólo  será 
admitida  contra  el  que  los  hubiere  en- 
contrado ó  robado  y  contra  los  que  los 
hayan  recibido,  por  cualquier  concepto 
que  fuere,  conociendo  el  vicio  de  la 
causa  de  la  posesión. 

Art.  59.  Toda  obligación  mercantil 
deberá  ejecutarse  en  el  lugar  indicado 
en  el  convenio  ó  en  el  que  resulte  de  la 
naturaleza  de  la  operación  ó  de  la  in- 
tención de  las  partes  contratantes. 

A  falta  de  cláusula  expresa,  deberá 
ejecutarse  el  contrato  en  el  lugar  en 
que  al  hacerlo  tenía  el  que  se  ha  obli- 
gado su  establecimienfo  comercial,  ó 
por  lo  menos  su  domicilio  ó  su  resi- 
dencia. 

Pero  si  se  tratare  de  la  entrega  de 
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una  determinada  cosa  que  sabían  las 
partes  que  se  hallaba  en  otro  lugar  al 
hacer  el  contrato,  se  hará  la  entrega 
en  dicho  lugar. 

TÍTULO   VI.— DE  LA  VENTA 

Art.  60.  Será  válida  la  venta  por  un 
precio  no  determinado  en  el  contrato, 
si  las  partes  hubieren  convenido  en  el 
modo  de  determinarlo  ulteriormente. 

Art.  61.  La  venta  hecha  por  el  justo 
precio  ó  por  el  precio  corriente  será 
igualmente  válida.  Se  determinará  el 
precio  en  este  caso  de  conformidad  con 
las  disposiciones  del  art.  40. 

Podrá  dejarse  la  determinación  del 
precio  al  arbitraje  de  un  tercero  desig- 
nado en  el  contrato  ó  á  elegir  ulterior- 
mente. 

Cuando  la  persona  designada  ó  ele- 
gida no  quiera  ó  no  pueda  aceptar,  de- 
berán las  partes  proceder  á  una  nueva 
designación. 

Si  las  partes  no  pudiesen  llegar  á  un 
acuerdo,  se  hará  el  nombramiento  ju- 
dicialmente. 

Art.  62.  Cuando  las  mercaderías  ven- 
didas sólo  estén  indicadas  por  la  can- 
tidad, especie  y  calidad,  sin  ninguna 
otra  indicación  que  pueda  designar  un 
cuerpo  cierto  y  determinado,  estará 
obligado  el  vendedor  á  entregar  en  el 
lugar  y  plazo  estipulados  la  cantidad, 
especie  y  calidad  convenidas,  aun  cuan- 
do las  mercaderías  que  estaban  á  su 
disposición  al  hacer  el  contrato  ó  que 
posteriormente  se  hubiere  proporcio- 
nado, en  vista  de  su  ejecución  hubieren 
perecido,  ó  si  una  causa  cualquiera  hu- 
biere impedido  la  expedición  á  la  llega- 
da de  dichas  mercaderías. 

Art.  63.  La  venta  de  las  mercade- 
rías en  camino,  con  la  indicación  del 
buque  que  las  conduce  ó  debe  condu- 


cirlas, estará  subordinada  á  la  condi- 
ción de  la  llegada  del  buque  á  buen 
puerto. 

Si  el  vendedor  se  reservare  el  dere- 
cho de  indicar,  en  el  plazo  fijado  por  el 
convenio,  el  buque  que  conduzca  ó  deba 
conducir  las  mercaderías  vendidas  y 
hubiere  espirado  dicho  plazo,  tendrá 
derecho  el  comprador  á  reclamar  la 
ejecución  del  contrato  ó  una  indemni- 
zación por  daños  y  perjuicios. 

El  tribunal,  para  apreciar  el  daño 
causado,  tendrá  en  cuenta  el  plazo  fija- 
do para  la  entrega  de  las  mercaderías 
vendidas  ó  el  fijado  para  la  designa- 
ción del  buque. 

Si  no  se  hubiere  fijado  plazo  alguno 
para  la  designacióji  del  buque,  el  com- 
prador tendrá  derecho  á  solicitar  que 
sea  fijado  dicho  plazo  por  la  justicia. 

Art.  64.  Si  por  contrato  ó  ulterior- 
mente se  hubiere  fijado  un  plazo  para 
la  llegada  del  buque  en  el  que  se  hallen 
las  mercaderías  en  camino  y  transcu- 
rriere dicho  plazo  sin  que  haya  llegado 
el  buque,  el  comprador  tendrá  derecho 
á  renunciar  al  contrato  ó  á  prorrogar 
el  plazo  una  ó  varias  veces. 

Pero  si  no  se  hubiere  fijado  ningún 
plazo  para  la  llegada  del  buque,  se  pre- 
sumirá que  las  partes  han  designado 
como  plazo  el  tiempo  necesario  para 
efectuar  el  viaje. 

En  caso  de  retraso,  el  tribunal,  te- 
niendo en  cuenta  las  circunstancias, 
podrá  conceder  un  plazo,  y  si  transcu- 
rriere éste  sin  que  llegue  el  buque,  se 
considerará  rescindido  el  contrato. 

En  ningún  caso  podrá  el  tribunal  fijar 
un  plazo  de  más  de  un  año,  contado 
desde  el  día  de  la  salida  del  buque  del 
lugar  en  que  se  hubieren  embarcado 
las  mercaderías  vendidas. 

Art.  65.  Si  en  el  curso  del  viaje,  á 
consecuencia  de  fuerza  mayor  ó   de 
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caso  fortuito,  se  transbordase  la  merca- 
dería vendida  del  buque  designado  á 
otro,  no  quedará  anulado  el  contrato  y 
se  considerará  al  buque  en  que  se  haya 
hecho  el  transbordo,  para  todos  los 
efectos  del  contrato,  como  sustituido  al 
primer  buque. 

Art.  66.  Las  averías  durante  el  viaje 
rescindirán  el  contrato  si  las  mercade- 
rías estuviesen  tan  deterioradas  que  no 
puedan  ya  servir  para  el  uso  á  que  es- 
taban destinadas. 

En  cualquiera  otro  caso  el  compra- 
dor estará  obligado  á  entregarse  de  las 
mercaderías  en  el  estado  en  que  se  en- 
cuentren al  llegar,  pero  con  una  rebaja 
proporcional  en  el  precio. 

Art.  67.  Si  antes  de  la  espiración  del 
plazo  fíjado  para  la  ejecución  del  con- 
venio hubiere  ofrecido  una  de  las  par- 
tes á  la  otra  la  entrega  de  la  cosa  ven- 
dida ó  el  pago  del  precio,  y  si  ésta  no 
ejecutare  su  obligación  en  el  término 
fijado,  se  cumplirá  de  pleno  derecho  la 
condición  resolutiva  en  favor  de  la  par- 
te que  hubiere  ejecutado  su  obligación. 

A  falta  de  tales  ofertas  ó  de  estipula- 
ciones expresas,  se  regirá  la  rescisión 
del  contrato  por  las  disposiciones  del 
Código  civil,  relativas  á  la  condición 
resolutiva  tácita. 

En  ambos  casos,  el  que  estuviere  en 
falta  responderá  de  los  daños  y  perjui- 
cios. 

Art.  68.  Cuando  el  comprador  de  una 
cosa  mueble  no  ejecute  su  obligación, 
tendrá  el  vendedor  la  facultad  de  depo- 
sitar la  cosa  vendida  en  una  casa  acre- 
ditada en  el  comercio,  por  cuenta  y  á 
expensas  del  comprador,  ó  venderla. 

Se  hará  la  venta  en  pública  subas- 
ta ó  también  al  precio  corriente,  si 
fuere  la  cosa  negociable  en  Bolsa  ó  en 
el  mercado,  por  un  funcionario  público 
encargado  de  estos  actos,  salvo  el  de- 


recho del  vendedor  á  la  diferencia  entre 
el  precio  obtenido  y  el  convenido  en  la 
primera  venta,  .así  como  á  los  daños  y 
perjuicios. 

Si  fuere  el  vendedor  quien  no  ejecu- 
tare el  contrato,  tendrá  el  comprador  el 
derecho  de  hacer  comprar  la  cosa  por 
un  funcionario  público  encargado  de  ta- 
les actos. 

Tendrá  el  comprador  el  derecho  de 
reclamar  la  diferencia  de  más  entre  el 
precio  pagado  en  la  segunda  vez  y  el 
convenido  con  el  primer  vendedor,  así 
como  los  daños  y  perjuicios,  si  los  hu- 
biere. 

La  parte  que  hiciere  uso  del  derecho 
que  le  concede  el  presente  artículo,  es- 
tará obligada  á  ponerlo  previamente  en 
conocimiento  de  la  otra  parte  contra- 
tante. 

Art.  69.  Si  el  término  estipulado  en 
el  contrato  de  venta  de  una  cosa  mue- 
ble fuere  esencial  á  la  naturaleza  de  la 
operación,  la  parte  que  quiera  ejecutar 
el  convenio,  aunque  haya  transcurrido 
el  plazo  estipulado  en  su  favor,  deberá 
ponerlo  en  conocimiento  de  la  otra  par- 
te en  el  plazo  de  veinticuatro  horas , 
después  del  vencimiento  del  término. 

Aun  en  ese  caso  no  podrá  hacerse  la 
venta  de  la  cosa  sino  al  día  siguiente 
del  aviso. 

Art.  70.  El  comprador  de  mercade- 
rías ó  de  géneros  procedentes  de  otra 
plaza  está  obligado  á  denunciar  al  ven- 
dedor los  vicios  aparentes  en  los  dos 
días  siguientes  ala  recepción,  siempre 
que  no  sea  necesario  un  plazo  mayor, 
por  causa  de  las  excepcionales  condi- 
ciones en  que  se  encuentre  la  cosa  ven- 
dida ó  la  persona  del  comprador. 

Está  obligado  á  denunciar  los  vicios 
ocultos  de  la  cosa  dentro  de  los  dos 
primeros  días  de  su  descubrimiento. 

Transcurrido  ese  plazo,  ya  no  será 
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admitido  el  comprador  á  hacer  recla- 
maciones por  razón  de  la  cosa  vendida. 

Art.  71.  El  Presidente  del  tribunal, 
y  donde  no  haya  tribunal  el  Juez  de 
paz,  podrá  disponer,  á  instancia  del 
comprador  ó  del  vendedor,  que  se  haga 
constar  la  calidad  y  estado  en  que  se 
encuentra  la  cosa  vendida,  por  uno  ó 
varios  peritos  que-  nombrará  de  oficio. 

En  la  misma  providencia  de  nombra- 
miento de  peritos,  ó  en  otra,  podrá  or- 
denar el  Presidente  del  tribunal  ó  el 
Juez  de  paz,  ya  el  secuestro  de  la  cosa 
vendida,  ya  su  depósito  en  un  lugar  de 
depósito  público  ó  en  otro  sitio  que  de- 
signe, y  si  la  conservación  de  la  cosa 
pudiere  causar  grandes  perjuicios  ú 
ocasionar  considerables  gastos^  podrá 
ordenar  hasta  la  venta  de  la  misma  por 
cuenta  de  aquel  de  quien  sea  de  dere- 
cho, y  en  las  condiciones  que  se  deter- 
minarán en  la  misma  providencia. 

Art.  72.  La  providencia  del  Presi- 
dente del  tribunal  ó  del  Juez  de  paz 
deberá  comunicarse,  antes  de  su  ejecu- 
ción, á  la  otra  parte  ó  á  su  representan- 
te, si  alguno  de  ellos  se  hallare  en  la 
localidad. 

En  caso  contrario  se  notificará  la  pro- 
videncia después  de  su  ejecución,  en  el 
plazo  previsto  en  el  art.  137  del  Código 
de  procedimiento  civil. 

El  comprador  que  no  quiera  aprove- 
charse de  las  disposiciones  contenidas 
en  el  articulo  anterior  deberá  probar, 
en  caso  de  discordia,  tanto  la  identidad 
como  los  vicios  de  la  mercadería  com- 
prada por  él. 

Art.  73.  Las  disposiciones  conteni- 
das en  los  artículos  67,  68  y  69,  serán 
aplicables  á  los  contratos  de  Bolsa,  he- 
chos con  las  formalidades  exigidas  por 
la  ley  concerniente  á  los  mismos. 


TÍTULO  VIL— OPERACIONES  Á  PLAZO 
SOBRE  TÍTULOS  DE  CRÉDITO 

Art.  74.  Consisten  estas  operaciones 
en  la  compra  al  contado  de  los  títulos 
de  crédito  que  circulan  en  el  comer- 
cio y  en  la  simultánea  reventa  á  plazo 
y  á  determinado  precio  á  la  misma  per- 
sona de  títulos  de  la  misma  especie. 

Para  la  validez  de  contrato  es  nece- 
saria la  entrega  real  de  los  títulos. 

Su  propiedad  se  transfiere  al  com- 
prador. 

Las  partes  podrán  estipular  que  las 
primas,  reembolsos  é  intereses  que 
produzcan  los  títulos  durante  el  plazo 
convenido,  queden  en  favor  del  ven- 
dedor. 

Art.  75.  La  reventa  de  los  títulos 
podrá  prorrogarse  por  la  voluntad  de 
las  partes  por  uno  ó  más  plazos  suce- 
sivos. 

Art.  76.  Si  á  la  espiración  del  plazo 
convenido  liquidaren  las  partes  las  di- 
ferencias para  hacer  sus  pagos  separa- 
damente y  renovasen  el  contrato  sobre 
otra  cantidad  ó  sobre  otra  clase  de  títu- 
los, serán  consideradas  como  si  hubie- 
sen hecho  un  nuevo  contrato. 

TÍTULO   VIH,— DE   LAS   SOCIEDADES 
Y  ASOCIACIONES  MERCANTILES 

Capítulo  primero.— De  loa  sociedades 
Sección  primera 

Disposiciones  generales 

Art.  77.  Las  sociedades  mercantiles 
tienen  por  objeto  uno  ó  varios  actos  de 
comercio  y  se  distinguen  en  las  siguien- 
tes clases: 

1,®  La  sociedad  colecítiva,  cuya$  obli- 
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gaciones  sociales  estáa  garantidas  por 
la  responsabilidad  ilimitada  y  solidaria 
de  todos  los  asociados; 

2.®  La  sociedad  en  comandita,  cuyas 
obligaciones  sociales  están  garantidas 
por  la  responsabilidad  ilimitada  y  soli- 
daria de  uno  ó  varios  socios  comandi- 
tarios, y  por  la  responsabilidad  de  otro 
ú  otros,  limitada  á  una  determinada 
cantidad,  que  también  puede  estar  re- 
presentada por  acciones; 

3.*^  La  sociedad  anónima,  en  la  que 
solo  están  limitativamente  garantidas 
las  obligaciones  sociales  hasta  valor 
de  un  determinado  capital,  y  del  que 
sólo  responderá  cada  socio  en  el  límite 
de  las  cantidades  que  se  haya  obligado 
á  aportar  á  la  sociedad  ó  del  valor  de 
sus  acciones. 

Art.  78.  La  sociedad  á  nombre  co- 
lectivo, la  en  comandita  simple  y  la  en 
comandita  por  acciones,  existen  bajo 
una  razón  social. 

La  sociedad  anónima  no  tiene  razón 
social  y  no  puede  ser  designada  con  el 
nombre  de  ninguno  de  los  socios;  pero 
se  califica  con  una  denominación  par- 
ticular ó  con  la  indicación  del  objeto  de 
su  empresa,  cuya  denominación  ó  indi- 
cación deberá  distinguirse  claramente 
de  la  de  cualquier  otra  sociedad. 

Constituyen  las  indicadas  socieda- 
des, respecto  de  terceros,  personas  ju- 
rídicas distintas  de  las  de  los  socios. 

Art.  79.  El  nuevo  socio  de  una  so- 
ciedad ya  constituida  responderá,  como 
los  demás,  de  todas  las  obligaciones 
contraídas  por  los  socios  antes  de  su 
admisión,  aunque  se  haya  cambiado  la 
razón  social. 

Todo  convenio  en  contrario  no  ten- 
drá valor  ni  efecto  respecto  de  ter- 
ceros. 

Art.  80.  El  cesionario  y  el  socio  del 
gocio  no  tendrán  ninguna  relación  ju- 


rídica con  la  sociedad,  participando 
solamente  de  las  ganancias  y  pérdidas 
del  socio  en  proporción  á  la  parte  de 
interés  que  les  ha  sido  atribuida. 

Art.  81.  El  socio  que  hubiere  apor- 
tado á  la  sociedad  uno  ó  varios  crédi- 
tos, no  estará  descargado  sino  después 
que  haya  obtenido  la  sociedad  el  pago 
de  la  cantidad  en  que  la  aportación 
consista. 

Si  no  se  hubiere  conseguido  el  pago 
por  la  persecución  del  deudor,  respon- 
derá el  socio  de  la  cantidad  que  debe  y 
de  los  intereses  legales  desde  el  día 
del  vencimiento  de  los  créditos  aporta- 
dos, además  de  los  daños  y  perjuicios, 
si  hubiere  lugar  á  ello. 

Art.- 82.  Cuando  el  valor  de  las  co- 
sas aportadas  por  un  socio  no  haya 
sido  determinado  por  los;  contratantes, 
se  presumirá  que  han  escogido  el  valor 
corriente  en  el  día  fijado  para  efectuar 
la  aportación,  con  arreglo  á  la  cotiza- 
ción de  la  Bolsa  y  de  los  mercados  de 
la  localidad  donde  tenga  su  residencia 
la  sociedad,  y,  en  su  defecto,  con  arre- 
glo á  una  tasación  hecha  por  peritos. 

Art.  83.  A  falta  de  estipulaciones  en 
contrario,  las  cosas  aportadas  pasarán 
á  ser  propiedad  de  la  sociedad. 

Art.  84.  El  socio  que  estuviere  en 
mora  para  hacer  su  aportación,  será 
responsable  de  los  daños  y  perjuicios 
causados,  y  si  se  hubiere  estipulado  su 
aportación  en  dinero  efectivo,  vendrá  á 
ser  de  pleno  derecho,  y  sin  demanda  al- 
guna, deudor  de  los  intereses  legales  de 
dicha  cantidad,  á  contar  desde  el  día 
en  que  debía  ser  pagada,  no  obstante 
los  daños  y  perjuicios,  si  los  hubie- 
re, y  salvo  las  disposiciones  de  los  ar- 
tículos 170  y  188. 

Art.  85.  El  socio  no  podrá  oponer  á 
la  sociedad,  en  compensación  de  los 
daños  que  le  haya  causado  con  dolo, 
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abuso  de  poder  ó  culpa^  las  ganancias 
que  de  cualquier  modo  que  fuere  le  hu- 
biere proporcionado. 

Art.  86.  Los  acreedores  personales 
del  socio  no  podrán,  mientras  subsista 
la  sociedad,  ejercitar  sus  derechos  sino 
sobre  la  parte  de  ganancias  que  corres- 
pondan al  socio  con  arreglo  al  balance 
social,  y  si  se  disolviere  la  sociedad, 
sobre  la  parte  que  en  la  liquidación  le 
corresponda. 

Podrán  embargar,  no  obstante,  toda 
clase  de  portes  ó  acciones,  y  en  las  so- 
ciedades en  comandita  por  acciones  y 
anónimas  podrán  embargar,  y  aun  ven- 
der, las  de  su  deudor. 

Art.  87.  La  participación  en  las  ga- 
nancias concedida  á  los  empleados  ó  á 
los  agentes  de  la  sociedad  á  titulo  de 
remuneración  total  ó  parcial  de  su  tra- 
bajo, no  les  atribuye  por  ese  solo  hecho 
la  condición  de  socios. 

Sección  segunda 

De  la  forma  del  contrato  de  sociedad 

Art.  88.  El  contrato  de  sociedad  de- 
berá redactarse  por  escrito. 

Las  sociedades  en  comandita  por  ac- 
ciones y  la  anónimas,  deberán  consti- 
tuirse por  escritura  auténtica. 

Art.  89.  La  escritura  constitutiva  de 
las  sociedades  en  nombre  colectivo  y 
de  las  en  comandita  simple,  deberán 
contener  además  de  la  fecha: 

1.°  Los  apellidos,  nombres  ó  la  ra- 
zón mercantil  y  domicilio  de  los  socios; 
•  2.^  La  razón  social  y  la  residencia 
de  la  sociedad; 

3.°  Los  socios  que  lleven  la  ñrma 
social; 

4.°  El  objeto  de  la  sociedad,  lo  apor- 
tado por  cada  socio,  si  es  en  dinero 
efectivo  ó  si  es  en  créditos  ó  en  otros 


bienes,  el  valor  que  se  les  ha  atribuido 
y  el  modo  de  valuación; 

5.°  La  parte  de  cada  socio  en  las  ga- 
nancias y  pérdidas; 

6.°  La  fecha  en  que  debe  comenzar 
la  sociedad  y  la  en  que  debe  terminar. 

Art.  90.  La  escritura  constitutiva  ó 
los  estatutos  de  las  sociedades  anóni- 
mas y  los  de  las  en  comandita  por  ac- 
ciones, deberán  indicar: 

1.^  La  denominación  y  asiento  de  la 
sociedad,  de  sus  establecimientos  y  de 
sus  sucursales; 

2.°  La  especie  y  naturaleza  de  los 
asuntos  que  constituyan  el  objeto  de  la 
sociedad ; 

3.^  El  importe  del  capitaJ  suscrito  y 
del  capital  ingresado; 

4.°  Las  personas  de  los  socios  y  su 
domicilio,  ó  el  número  y  valor  nominal 
de  sus  acciones,  con  la  indicación  de  si 
son  nominativas  ó  al  portador;  si  las 
acciones  nominativas  podrán  conver- 
tirse en  acciones  al  portador  y  vice- 
versa; el  vencimiento  é  importe  de  los 
ingresos  que  deberán  hacer  los  socios 
ó  los  accionistas; 

5.**  El  valor  de  los  créditos  ó  de  los 
demás  bienes  aportados  á  la  sociedad; 

6.**  De  qué  manera  deberán  hacerse 
los  balances,  calcularse  y  repartirse 
las  ganancias; 

7.®  Las  ventajas  ó  los  derechos  par- 
ticulares concedidos  á  los  fundadores; 

8.®  El  número  de  los  administrado- 
res, sus  derechos  y  obligaciones,  cuá- 
les de  ellos  llevarán  la  firma  social,  y 
en  las  sociedades  en  comandita  por  ac- 
ciones, los  apellidos,  nombres  y  domi- 
cilio de  los  comanditarios; 

9.°    El  número  de  los  censores;    . 

10.  Los  poderes  de  la  junta  general, 
las  condiciones  exigidas  para  la  vali- 
dez de  los  acuerdos  y  para  el  ejercicio 
del  voto,  si  se  hubieren  querido  dero- 
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gar  respecto  de  esto  las  disposiciones 
de  los  artículos  158,  159  y  160; 

11.  La  fecha  en  que  habrá  de  comen- 
zar la  sociedad  y  la  en  que  dará  fin. 

Deberán  indicarse,  además,  en  la  es- 
critura constitutiva  de  la  sociedad  los 
documentos  que  contengan  las  suscrip- 
ciones de  los  socios  y  las  pruebas  del 
depósito  del  primer  ingreso  en  la  for- 
ma prescrita  por  el  art.  134. 

Art.  91.  En  el  plazo  de  quince  días, 
después  de  la  fecha  de  la  escritura  cons- 
titutiva de  la  sociedad  colectiva  y  de  la 
comanditaria  simple,  se  depositará  un 
duplicado  de  dicha  escritura,  si  fuere 
privada,  ó  una  copia  certificada  con- 
forme con  el  original,  si  fuere  auténti- 
ca, en  la  Secretaría  del  Tribunal  de  Co- 
mercio en  cuya  jurisdicción  haya  esta- 
blecido su  asiento  la  sociedad,  para 
que  se  transcriba  en  el  Registro  de  las 
sociedades.  Se  depositarán  al  mismo 
tiempo  unos  extractos  de  la  escritura 
constitutiva  que  contengan  las  indica- 
ciones exigidas  por  el  art.  89,  para  que 
se  fijen  en  la  sala  del  tribunal,  en  la  de 
la  alcaldía  y  en  los  locales  de  la  Bolsa 
más  próxima. 

Se  hará  la  transcripción  y  se  fijarán 
los  extractos  en  virtud  de  una  orden  del 
Presidente. 

Art.  92.  La  escritura  constitutiva  y 
los  estatutos  de  las  sociedades  en  co- 
mandita por  acciones  y  de  las  anóni- 
mas serán  depositados  por  diligencia  y 
bajo  la  responsabilidad  de  los  adminis- 
tradores, dentro  de  los  quince  días  des- 
pués que  la  decisión  judicial  que  haya 
autorizado  la  constitución  de  la  socie- 
dad se  haya  hecho  firme,  en  la  Secreta- 
ría del  Tribunal  de  Comercio  en  cuya 
jurisdicción  se  halle  establecido  el 
asiento  de  la  sociedad.  La  transcrip- 
ción y  fijación  de  la  escritura  consti- 
tutiva y  de  los  estatutos,  en  la  forma 


prevenida  en  el  artículo  anterior,  se 
harán  en  virtud  de  una  providencia  del 
tribunal,  dictada  en  Sala  de  Consejo, 
en  presencia  del  representante  fiscal. 

Art.  93.  Si  la  sociedad  al  constituir- 
se, ó  más  tarde,  estableciere  una  ó  más 
sucursales  fuera  de  la  jurisdicción  del 
tribunal  donde  tenga  su  asiento  ó  el  de 
los  otros  establecimientos  sociales,  de- 
berá depositarse  el  mandato  dado  á  su 
representante,  transcribirse  y  fijarse  en 
la  forma  y  en  el  plazo  establecidos  por 
el  art.  91,  en  el  Tribunal  de  Comercio 
en  cuya  jurisdicción  se  establezca  la 
sucursal. 

Las  sociedades  en  comandita  por  ac- 
ciones y  las  anónimas  deberán,  por  di- 
ligencia y  bajóla  responsabilidad  de  los 
administradores,  depositar,  hacer  trans- 
cribir y  fijar,  antes  de  su  ejecución,  el 
acta  de  la  deliberación  relativa  á  la 
creación  de  un  nuevo  establecimiento  ó 
de  una  nueva  sucursal  en  Rumania,  6 
en  el  extranjero,  en  la  Secretaría  del 
Tribunal  de  Comercio  en  cuya  jurisdic- 
ción tengan  su  asiento  los  nuevos  esta- 
blecimientos ó  las  nuevas  sucursales. 

Los  administradores  deberán  solicitar 
y  velar  por  que  se  transcriba  dicha  acta 
en  el  Registro  de  sociedades  al  margen 
de  la  escritura  constitutiva  de  la  socie- 
dad. 

Art.  94.  Deberá  publicarse  por  los 
administradores  un  extracto  de  la  es- 
critura constitutiva  de  la  sociedad  en 
nombre  colectivo  y  en  comandita  sim- 
ple, idéntico  al  previsto  por  el  art.  91, 
en  el  plazo  de  un  mes  después  del  depó- 
sito de  la  escritura  constitutiva  en  el 
tribunal,  en  é[  Monitor  Oficial  y  en  el 
Diario  de  los  Anuncios  judiciales  del 
punto  donde  la  sociedad  tenga  su  asien- 
to, sus  establecimientos  ó  sus  sucur- 
sales. 

Art.  95.    Se  publicarán  también  por 
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los  administradores  la  escritura  cons- 
titutiva y  los  estatutos  de  las  socieda- 
des en  comandita,  por  acciones  y  anó- 
nimas, en  su  totalidad,  y  con  todos  los 
documentos  relativos  á  la  constitución 
de  la  sociedad  en  el  Monitor  Oficial  y  en 
el  Diario  de  los  Anuncios  judiciales  del 
punto  donde  tenga  su  asiento  la  socie- 
dad, en  el  plazo  de  un  mes  desde  la  fe- 
cha de  la  providencia  del  tribunal,  pre- 
vista en  el  art.  92. 

Art.  96.  El  cambio,  retirada  y  exclu- 
sión de  los  socios;  los  cambios  de  la 
razón  social,  del  asiento  ó  del  objeto  de 
la  sociedad  ó  de  los  socios  que  llevan 
la^ñrma  social;  la  reducción,  aumento 
ó  reconstitución  del  capital;  la  disolu- 
ción antes  del  término  ñjado  en  el  con- 
trato; la  fusión  con  otras  sociedades  y 
la  prórroga  más  allá  del  término  ñjado 
deberán  resultar  para  las  sociedades  á 
nombre  colectivo  y  en  comandita  sim- 
ple, de  una  declaracióil  ó  deliberación 
expresa  de  los  socios,  y  los  documentos 
correspondientes  deberán  depositarse^ 
transcribirse ,  fijarse  y  publicarse  de 
conformidad  con  las  disposiciones  de 
los  artículos  que  preceden. 

Los  actos  que  quedan  indicados,  y  en 
general  todos  los  cambios  introducidos 
en  las  disposiciones  de  la  escritura 
constitutiva  ó  de  los  estatutos  de  las 
sociedades  en  comandita  por  acciones 
ó  anónimas,  deberán  resultar  de  un 
acuerdo  tomado  de  conformidad  con  las 
prescripciones  de  la  ley  y  de  la  escritu- 
ra constitutiva,  ó  de  los  estatutos. 

Dicho  acuerdo  se  depositará  en  la 
Secretaría  del  Tribunal  de  Comercio, 
y  éste  examinará  si  se  han  cumpli- 
do las  condiciones  exigidas  por  la 
ley,  ordenando  su  transcripción  en 
el  Registro  de  sociedades.  La  trans- 
cripción, fijación  y  publicación  de  este 
acuerdo  se  harán  de  conformidad  con 


las  prescripciones  de  los  artículos  92 
y  95. 

Art.  97.  Todo  socio  tendrá  el  dere- 
cho de  llenar,  por  cuenta  de  la  socie- 
dad, las  formalidades  prescritas  para 
el  depósito  y  publicación  de  la  escritu- 
ra constitutiva  y  de  los  estatutos  de  la 
sociedad,  así  como  de  los  actos  previs- 
tos por  el  art.  96,  ó  de  solicitar  que  sean 
condenados  á  cumplirlos  los  adminis- 
tradores de  la  sociedad. 

Art.  98.  La  sociedad  no  estará  le- 
galmente  constituida  antes  de  haber 
llenado  las  formalidades  prescritas 
por  los  artículos  88,  91,  92,  94  y  95. 

Los  socios,  los  fundadores,  los  admi- 
nistradores y  todos  los  que  antes  de  la 
constitución  de  la  sociedad  obr«n  en 
su  nombre,  asumirán  una  responsa- 
bilidad ilimitada  y  solidaria  para  todas 
las  obligaciones  que  contraigan. 

Art.  99.  A  falta  de  documento  escri- 
to y  de  las  publicaciones  prescritas 
por  los  artículos  anteriores  para  las  so- 
ciedades á  nombre  colectivo  y  en  co- 
mandita simple,  cada  socio  tendrá  el 
derecho  de  pedir  la  disolución  de  la  so- 
ciedad. 

Se  producirán  los  efectos  de  la  diso- 
lución desde  el  día  de  la  petición. 

La  falta  de  las  formalidades  que  que- 
dan indicadas  no  podrá  oponerse  por 
los  socios  contra  terceros. 

En  las  sociedades  en  comandita  por 
acciones  y  anónimas,  los  suscritores 
de  acciones  podrán  pedir  que  se  les 
descargue  de  las  obligaciones  que  se 
derivan  de  su  suscripción,  si  hubieren 
transcurrido  tres  meses  desde  la  espi- 
ración del  plazo  previsto  por  el  artículo 
92  para  el  depósito  de  la  escritura  cons- 
titutiva sin  que  se  haya  efectuado  la 
presentación. 

Art.  100.  No  tendrán  efecto  las  modi- 
ficaciones introducidas  en  la  escritura 
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constitutiva  ó  en  los  estatutos,  cual- 
quiera que  sea  la  naturaleza  de  la  so- 
ciedad, si  no  se  hubieran  transcrito  y 
publicado  de  conformidad  con  las  dis- 
posiciones del  art.  96. 

Art.  101.  No  podrá  reducirse  el  capi- 
tal social  sino  después  de  tres  meses 
del  día  en  que  la  publicación  de  la  de- 
claración ó  de  la  deliberación  de  la  so- 
ciedad acerca  de  esto  haya  visto  la  luz 
en  el  Monitor  Oficial  y  en  el  Diario  de 
Anuncios  judiciales,  con  el  aviso  expre- 
so de  que  los  interesados  en  ello  pue- 
den formular  oposición  en  el  mismo 
plazo. 

La  oposición  suspenderá  la  ejecución 
del  acuerdo  tomado  para  la  reducción 
del  capital  hasta  que  haya  sido  retirada 
ó  desestimada  por  una  sentencia  ñrme. 

Art.  102.  Los  acreedores  personales 
del  socio  á  nombre  colectivo  ó  del  so- 
cio indefínidamente  responsable  en  la 
sociedad  en  comandita,  cuyos  derechos 
fueren  liquidados  por  sentencia  fírme, 
podrán  formar  oposición  á  la  delibera- 
ción de  los  socios  relativa  á  la  prórroga 
de  la  sociedad,  más  allá  del  término 
fijado  para  su  duración. 

La  oposición  hecha  dentro  de  los  diez 
df  as  después  de  la  publicación  de  la  de- 
liberación suspenderá,  respecto  de  los 
oponentes,  los  efectos  de  la  prórroga  de 
la  sociedad. 

Art.  103.  La  disolución  de  la  socie- 
dad antes  de  la  espiración  del  plazo  fija- 
do para  su  duración  no  tendrá  efecto 
respecto  de  terceros,  sino  después  de 
transcurrido  un  mes  desde  la  publica- 
ción del  acta  de  disolución. 

Art.  104.  En  todo  contrato  escrito, 
otorgado  en  interés  de  la  sociedad,  y 
en  toda  acta,  carta,  publicación  ó  anun- 
cio que  emane  de  la  sociedad,  deberá 
indicarse  con  claridad  la  naturaleza  y 
asiento  de  la  sociedad. 


Se  indicará  en  estos  documentos  el 
capital  de  la  sociedad  en  comandita 
por  acciones  y  anónima,  con  arreglo  á 
la  cantidad  efectivamente  ingresada  y 
que  resulte  del  último  balance  apro- 
bado. 

Sección  tercera 

De  las  diferentes  clases  de  sociedades 

§  1.**  —  De  la  sociedad  colectiva 

Art.  105.  En  la  sociedad  colectiva 
sólo  podrán  formar  parte  de  la  razón 
social  los  socios  ó  sus  razones  comer- 
ciales. 

El  socio  que  lleve  la  firma  social  no 
podrá  transmitirla  ó  cederla  si  no  se  le 
hubiere  concedido  esta  facultad  en  el 
contrato.  En  el  caso  contrario,  la  obli- 
gación contraída  por  el  sustituido  que- 
dará á  cargo  suyo  y  á  la  del  mandante, 
y  sólo  estará  obligada  la  sociedad  res- 
pecto del  sustituido  en  el  limite  de  las 
ganancias  que  haya  realizado  en  esa 
operación. 

Arti  106.  Los  asociados  en  nombre 
colectivo  estarán  solidariamente  obli- 
gados por  las  operaciones  hechas  en 
nombre  y  por  cuenta  de  la  sociedad 
bajo  la  firma  por  ella  adoptada,  por 
las  personas  autorizadas  para  cidmi- 
nistrar. 

Sin  embargo,  los  acreedores  de  la 
sociedad  no  podrán  pedir  que  les  pa- 
guen los  socios,  con  sus  bienes  perso- 
nales, hasta  haber  ejercitado  sin  resul- 
tado su  acción  contra  la  sociedad. 

Art.  107.  Los  demás  poderes  de  los 
socios  administradores  se  regirán  por 
las  disposiciones  de  los  artículos  1.514 
á  1.517  del  Código  civiL 

La  mayoría,  determinada  por  las  par- 
tes de  interés,  estatuirá  sobre  la  oposi- 
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ción  de  uno  6  varios  socios,  prevista  en 
el  párrafo  1.**  del  art.  1.517. 

Art.  108.  Salvo  acuerdo  en  contra- 
rio, la  mayoría  de  los  socios  no  tendrá 
el  derecho  de  cambiar  ni  de  modificar 
la  naturaleza  de  la  sociedad  v  los  con- 
venios  sociales,  y  no  podrá  hacer  otras 
operaciones  que  las  determinadas  en  el 
contrato. 

Art.  109.  Todo  socio  podrá  accionar 
contra  la  sociedad,  no  sólo  por  las  can- 
tidades que  haya  gastado  sobre  el  capi- 
tal prometido  en  favor  de  la  sociedad, 
y  por  el  interés  legal  de  dichas  canti- 
dades, sino  también  por  las  obligacio- 
nes que  de  buena  fe  hubiere  contraído 
por  cuenta  de  la  sociedeul. 

Si  el  socio,  por  los  actos  realizeulos 
como  tal,  experimentare  pérdidas  ó  da- 
ños, deberá  ser  indemnizado  de  todo  lo 
que  hubiere  perdido  y  de  los  daños  ex- 
perimentados. 

Art.  110.  El  socio  que,  sin  el  con- 
sentimiento escrito  de  los  demás,  em- 
pleare los  capitales  ó  los  bienes  de  ]a 
sociedad  en  su  provecho,  en  su  tráfi- 
co personal  6  en  los  de  otra  persona, 
deberá  restituir  á  la  sociedad  las  ga- 
nancias que  de  ello  hubieren  resultado 
é  indemnizarla  de  los  daños  y  perjui- 
cios eventuales,  salvo,  además,  la  ac- 
ción penal,  si  procediere. 

Art.  111.  Ningún  socio  podrá  tomar 
de  los  fondos  sociales  más  de  la  parte 
que  se  hubiere  fijado  para  sus  gastos 
particulares.  El  socio  que  faltare  á  esta 
disposición  será  responsable  de  las 
cantidades  tomadas  como  si  no  hubie- 
re hecho  su  aportación  por  completo, 
sin  perjuicio  de  la  indemnización  por 
los  daños. 

Art.  112.  Los  asociados  en  nombre 
colectivo  no  podrán  interesarse  como 
socios  de  responsabilidad  ilimitada  en 
otras  sociedades  que  tengan  el  mismo 


objeto,  ni  hacer  por  su  cuenta  ó  por  la 
de  otra  persona  operaciones  del  mismo 
comercio,  sin  el  consentimiento  de  los 
demás  asociados. 

Se  presumirá  dado  el  consentimiento 
si  siendo  el  interés  ó  las  operaciones 
anteriores  al  contrato  de  sociedad  y  co- 
nocidas de  los  demás  asociados,  no  hu- 
bieren éstos  estipulado  que  cesaren. 

Art.  113.  En  caso  de  faltar  á  las  dis- 
posiciones del  articulo  anterior,  la  so- 
ciedad, además  del  derecho  que  le  re- 
conoce el  art.  188,  podrá  acordar  que  el 
socio  ha  obrado  por  cuenta  de  ella,  ó 
pedir  daños  y  perjuicios.  Se  extinguirá 
este  derecho  pasados  tpes  meses  desde 
que  la  sociedad  haya  tenido  conoci- 
miento de  estos  hechos  sin  haber  to- 
mado una  resolución. 

§  2,°— De  la  sociedad  en  comandita 

Art.  114.  Se  administrará  la  socie- 
dad en  comandita  por  los  socios  de  res- 
ponsabilidad ilimitada. 

En  las  sociedades  en  comandita  por 
acciones,  el  administrador  único,  ó  por 
lo  menos  la  miteul  mas  uno  de  los  ad- 
ministradores, habrán  de  ser  rumanos. 

Sólo  podrán  formar  parte  de  la  razón 
social  los  nombres  de  los  socios  de  res- 
ponsabilidad ilimitada  y  su  razón  co- 
mercial. 

Si  en  contra  de  estas  disposiciones 
comprendiere  también  la  razón  social 
los  nombres  del  socio  comanditario, 
vendrá  á  ser  ésta  solidaria  é  indefinida- 
mente responsable  de  todas  las  obliga- 
ciones de  la  sociedad. 

Art.  115.  Cuando  haya  varios  socios 
solidariamente  obligados  bajo  una  ra^ 
zón  social  y  socios  comanditarios  al 
mismo  tiempo,  ya  administren  todos 
juntos  los  socios  solidariamente  obli- 
gados, ya  esté  confiada  la  administra- 
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ción  general  á  uno  ó  varios  de  ellos, 
la  sociedad  será  al  mismo  tiempo  so- 
ciedad colectiva  respecto  de  los  socios 
solidariamente  obligados^  y  sociedad 
en  comandita,  respecto  de  los  coman- 
ditarios. 

Art.  116.  Son  aplicables  al  socio  ó  á 
los  socios  solidariamente  obligados  las 
disposiciones  de  los  artículos  106,  112 
y  113. 

Art.  117.  Responderá  el  socio  co- 
manditario por  valor  de  su  aportación 
de  las  pérdidas  y  de  las  deudas  de  la 
sociedad. 

No  podrá  obligársele  á  restituir  los 
intereses  y  los  dividendos  sociales  que 
haya  percibido  de  buena  fe  y  de  confor- 
midad con  los  balances  hechos  en  de- 
bida forma  y  de  los  cuales  resultaban 
dichas  ganancias. 

En  caso  de  disminución  del  capital 
social  no  se  procederá  á  la  distribu- 
ción de  los  dividendos  hasta  que  con 
las  ganancias  se  haya  restablecido  el 
capital  social. 

Art.  118.  El  comanditario  no  podrá 
hacer  ningún  acto  de  administración  de 
que  pudieran  nacer  derechos  ú  obliga- 
ciones para  la  sociedad  ni  siquiera  con 
un  poder  general  ó  especial  para  una 
serie  ó  una  clase  de  asuntos. 

Todo  acto  contrario  á  esta  prohibi- 
ción le  hará  indeñnida  y  solidariamen- 
te responsable  respecto  de  terceros 
para  todas  las  obligaciones  de  la  so- 
ciedad. 

Si  el  poder  fuere  especial  para  un  de- 
terminado asunto,  el  comanditario  res- 
ponderá personal  y  solidariamente  con 
la  sociedad  de  las  obligaciones  que  re- 
sulten de  este  asunto. 

Los  avisos  y  los  consejos,  las  actas 
de  intervención  y  vigilancia,  el  nom- 
bramiento y  revocación  de  los  admi- 
nistradores en  los  casos  previstos  por 


la  ley  y  las  autorizaciones  dadas  ¿  los 
administradores  en  los  límites  del  con- 
trato social  para  los  actos  que  estén 
fuera  de  sus  poderes,  no  ligarán  al  so- 
cio comanditario. 

Art.  119.  En  las  sociedades  en  co- 
mandita por  acciones  podrá  la  junta 
general  de  los  accionistas  renovíir  los 
poderes  al  administrador  con  un  acuer- 
do tomado  por  la  mayoría,  exigido  por 
el  art.  160,  con  la  reserva  para  los 
socios  oponentes  de  hacer  uso  de  la  fa- 
cultad que  les  concede  el  penúltimo 
aparte  de  dicho  artículo. 

El  administrador  destituido  respon- 
derá, respecto  de  terceros,  de  las  obli- 
gaciones que  hubiere  contraído  duran- 
te su  gestión,  salvo  su  derecho  de  re- 
curso contra  la  sociedad. 

Si  la  revocación  hubiere  tenido  lugar 
sin  justos  motivos,  el  administrador 
destituido  tendrá  derecho  á  los  daños  y 
perjuicios. 

Art.  120.  La  junta  general  por  ma^ 
yoría  y  con  las  reservas  indicadas  en 
el  artículo  anterior,  podrá  sustituir  con 
otra  persona  al  administrador  revocado, 
fallecido,  quebrado,  en  entredicho  ó  le- 
galmente  incapacitado;  pero  si  hubiere 
varios  administradores,  deberán  éstos 
aprobar  su  nombramiento. 

El  admipistrador  sustituido  se  con- 
vierte en  socio  comanditario,  con  res- 
ponsabilidad ilimitada. 

§  3.°— De  la  sociedad  anónima 

Art.  121.  La  sociedad  anónima  de- 
deberá  tener  siete  socios  por  lo  menos. 

Art.  122.  Se  administrará  la  socie- 
dad anónima  por  uno  ó  varios  manda- 
tarios temporales,  revocables,  socios 
ó  no. 

Deberán  ser  rumanos  el  administra- 
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dor  único,  ó  la  mitad  mas  uno,  por  lo 
menos,  de  los  administradores. 

Art.  123.  Los  administradores  no  se 
obligan  personalmente  con  el  hecho  de 
su  administración  por  los  asuntos  de  la 
sociedad. 

Responderán,  sin  embargo,  de  la  eje- 
cución de  su  mandato  y  de  lo  que  sea 
consecuencia  de  las  obligaciones  que 
les  impone  la  ley. 

No  podrán  hacer  más  operaciones 
que  las  que  estuvieren  expresamente 
mencionadas  en  la  escritura  constitu- 
tiva* si  se  apartaren  de  ellas  serán  res- 
ponsables, tanto  respecto  de  terceros 
como  de  los  socios. 

Art.  124,  Todo  administrador  debe- 
rá prestar  para  su  gestión  una  fianza 
que  represente  la  centésima  parte  del 
capital  social,  sin  que  dicha  fianza  pue- 
da ser  inferior  á  8.000  pesetas. 

Podrá  estipularse,  sin  embargo,  en 
la  escritura  constitutiva,  que  no  pase  la 
fianza  de  15.000  pesetas  cuando  el  ca- 
pital social  sea  de  5.000.000  á  lo  sumo, 
ni  de  30.000  pesetas  cuando  el  capital 
pase  de  5.000.000. 

La  fianza  se  depositará  en  dinero 
efectivo,  en  efectos  públicos  ó  en  accio- 
nes de  la  sociedad,  contadas  por  su  va- 
lor nominal. 

Se  efectuará  la  fianza  depositando 
las  acciones  en  la  caja  de  la  sociedad, 
si  la  junta  general  en  la  escritura  cons- 
titutiva no  hubiere  designado  otro 
sitio. 

Si  las  acciones  depositadas  fueren  al 
portador,  serán  convertidas  en  accio- 
nes nominativas,  y  en  todos  los  casos 
se  hará  mención  en  el  registro  de  las 
acciones  de  que  sirven  de  fianza. 

Si  el  capital  no  estuviere  dividido  en 
accionen  y  si  la  manera  como  se  haya 
de  prestar  la  fianza  no  estuviere  deter- 
minada en  la  escritura  constitutiva,  de- 
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terminará  la  fianza  el  Tribunal  de  Co- 
mercio. 

Art.  125.  Se  hará  el  nombramiento 
de  los  administradores  por  la  junta  ge- 
neral, pudiendo,  sin  embargo,  nombrar- 
se los  primeros  administradores  por  la 
escritura  constitutiva,  pero  su  mandato 
no  podrá  durar  más  de  cuatro  años. 

Si  no  se  hubiere  fijado  la  duración  del 
mandato,  se  presumirá  dado  por  dos 
años. 

Si  fueren  nombrados  varios  adminis- 
tradores al  mismo  tiempo,  se  retirará 
la  mitad  de  ellos  á  la  espiración  de  la 
mitad  de  la  duración  del  mandato  y  de- 
berán ser  reemplazados. 

Si  los  administradores  estuvieren  en 
número  impar,  se  retirarán  la  mitad 
menos  uno,  si  no  hubiere  estipulación 
en  contrario. 

Se  decidirá  por  sorteo  cuáles  son  los 
administradores  que  deben  retirarse. 

Serán  siempre  reelegibles  cuando  la 
escritura  constitutiva  ó  los  estatutos  no 
dispongan  otra  cosa. 

Art.  126.  En  caso  de  vacante  de  un 
puesto  de  administrador,  los  demás  ad- 
ministradores, reunidos  con  los  censo- 
res y  deliberando  en  presencia  de  las 
dos  terceras  partes  y  por  mayoría  ab- 
soluta, procederán,  si  la  escritura  cons- 
titutiva ó  los  estatutos  no  dispusieren 
otra  cosa,  á  reemplazarlo  con  otro  ad- 
ministrador hasta  la  convocatoria  de 
la  junta  general. 

Si  sólo  hubiere  un  administrador  y  se 
retirase,  deberá  convocarse  para  junta 
general. 

En  caso  de  muerte  ó  de  impedimento 
físico,  los  censores  harán  el  nombra- 
miento provisional,  pero  se  convocará 
con  urgencia  á  junta  general  para  el 
nombramiento  definitivo  del  adminis- 
trador. 
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Sección  cuarta 

Disposieiones  comunes  á  las  sociedades  en  co- 
mandita por  acciones  y  á  las  sociedades  anó- 
nimas. 

%  1.°— De  la  consiiiución  de  la  sociedad 

Art.  127.  Los  fundadores  serán  soli- 
daria é  indefinidamente  responsables 
de  las  obligaciones  que  contrajeren 
para  la  constitución  de  la  sociedad, 
salvo  su  recurso  contra  ésta,  si  hubie- 
re lugar  á  ello . 

Serán  responsables  de  todas  las  con- 
secuencias de  los  actos  y  de  los  gastos 
necesarios  para  la  constitución  de  la 
sociedad;  y  si  por  una  causa  cualquiera 
no  pudiera  ésta  constituirse,  los  funda- 
dores no  podrán  recurrir  contra  los  sus- 
critores  de  acciones.  ^ 

Art.  128.  Al  constituir  la  sociedad, 
no  podrán  reservarse  los  fundadores 
prima  alguna  en  su  provecho,  ningún 
agio  ó  ganancia  particular,  representa- 
dos en  cualquier  forma  por  acciones  ú 
obligaciones  de  f avor^  previamente  com- 
prometidas, ni  conceder  comisiones  en 
favor  del  que  hubiere  garantido  ó  em- 
prendido la  colocación  de  las  acciones. 

Todo  convenio  en  contrarioserá  nulo. 

Los  fundadores  podrán  reservarse, 
sin  embargo,  una  ganancia  exclusiva, 
que  no  podrá  pasar  de  la  décima  parte 
de  las  ganancias  netas  de  la  sociedad 
en  utio  ó  varios  ejercicios,  pero  nunca 
por  más  de  cinco  años,  y  á  condición  de 
que  el  número  de  los  años  no  pasé  de 
la  tercera  parte  de  la  duración  de  la  so- 
ciedad. 

En  ningún  caso  podrán  estipular  que 
.tenga  lugar  el  pago  antes  de  la  aproba- 
ción del  balance. 

Art.  129.    Podrá  constituirse  la   so- 
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ciedad  por  una  ó  varias  escrituras  au- 
ténticas, firmadas  por  todos  los  socios 
que  figuren  en  persona  ó  por  manda- 
tarios provistos  de  poderes  especiales 
y  ^auténticos.  Dicha  escritura  indicará 
si  se  han  cumplido  las  condiciones  y 
contendrá  el  nombramiento  de  los  ad- 
ministradores y  de  las  personas  en- 
cargadas de  desempeñar  las  funcio- 
nes de  censores  hasta  la  reunión  déla 
primera  junta  general. 

Art.  130.  También  podrá  constituir- 
se la  sociedad  por  suscripción  pública, 
en  cuyo  caso  redactarán  los  fundadores 
un  prospecto  que  indique  ei  objeto,  ca- 
pital de  esta  sociedad,  cláusulas  princi- 
pales de  la  escritura  constitutiva  ó  de 
los  estatutos  y  los  provechos  exclusivos 
que  se  reservan  en  las  ganancias  de  la 
sociedad  ó  que  están  contenidos  en  el 
proyecto  de  estatutos.  El  proyecto  de- 
berá ir  firmado  por  los  fundadores  y 
podrá  fijar  un  plazo  distinto  del  esta- 
blecido por  el  art.  99  para  la  extinción 
de  la  obligación  de  los  suscritores,  de- 
biendo necesariamente  indicar  la  per- 
sona que  haya  de  presidir  la  junta  pre- 
vista en  el  art.  135. 

Antes  de  su  publicación  deberá  de- 
positarse el  prospecto  revestido  de  las 
firmas  auténticas  de  los  fundadores  en 
la  Secretaría  del  Tribunal  de  Comercio 
en  cuya  jurisdicción  vaya  á  ser  resta- 
blecido el  asiento  de  la  futura  sociedad. 

Art.  131.  Se  harán  las  suscripciones 
de  las  acciones  en  uno  ó  varios  ejem- 
plares, al  pie  del  prospecto  de  los  fun- 
dadores ó  del  proyecto  de  estatutos  de 
la  sociedad.  Cada  suscripción  indicará 
los  nombres  y  apellidos  ó  la  razón  co- 
mercial y  domicilio  del  que  firme,  el 
número  de  acciones  suscritas  expre- 
sado con  letras,  la  fecha  dé  la  suscrip- 
ción, y  contendrá  la  declaración  expre- 
sa de  que  el  suscritor  conoce  y  acepta 
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el  prospecto  ó  el  proyecto  de  estatutos,  i 

También  podrán  hacerse  las  suscrip- 
ciones de  cartas  dirigidas  á  los  funda- 
dores por  los  suscritores,  que  conten- 
gan las  indicadas  declaraciones,  y  es- 
pecialmente la  expresa  de  que  el  sus- 
critor  conoce  y  acepta  el  prospecto  y 
la  escritura  constitutiva,  ó  los  estatu- 
tos de  la  sociedad  cuyas  acciones  haya 
suscrito. 

Deberán  convertirse  en  auténticas 
las  suscripciones,  cualquiera  que  sea 
la  forma  en  que  se  hayan  hecho. 

La  reserva  de  beneficios  exclusivos 
en  provecho  de  los  fundadores,  de  con- 
formidad con  el  art.  128,  no  tendrá 
efecto,  aunque  haya  sido  aceptada  por 
los  suscritores,  si  no  fuere  aprobada 
por  la  junta  prevista  por  el  art.  135. 

Art.  132.  Para  que  pueda  precederse 
á  la  constitución  de  la  sociedad  será 
necesario  que  se  haya  suscrito  todo  el 
capital  social  y  que  cada  accionista 
haya  abonado  en  efectivo  por  lo  me- 
nos las  tres  décimas  partes  del  valor 
de  las  acciones  ó  de  las  cantidades  por 
que  se  haya  suscrito. 

No  podrán  emitirse  nuevas  acciones 
hasta  que  se  hayan  liberado  por  com- 
pleto las  primeras. 

En  ningún  caso  podrán  emitirse  las 
acciones  por  menos  de  su  valor  no- 
minal. 

Art.  133.  Recogidas  las  suscripcio- 
nes, deberán  los  fundadores,  por  aviso 
inserto  en  el  Monitor  Oficial  y  en  el 
Diario  de  Anuncios  judiciales  de  la  lo- 
calidad donde  tenga  su  asiento  la  so- 
ciedad, fijar  un  plazo  para  efectuar  el 
pago  prescrito  por  el  artículo  anterior, 
á  aquellos  suscritores  que  no  lo  hubie- 
ren efectuado  al  mismo  tiempo  que  la 
suscripción. 

Si  al  espirar  este  plazo  todavía  hu- 
biese suscritores  que  no  hubieren  efec- 


tuado el  pago,  tendrán  los  fundadores 
el  derecho  de  liberarlos  de  la  obliga- 
ción contraída  ó  de  obligarles  á  pagar. 

En  el  caso  en  que  fueren  liberados 
de  su  obligación  los  suscritores,  no  po- 
drá procederse  á  la  constitución  de  la 
sociedad  antes  de  haber  hecho  suscri- 
bir de  nuevo  y  liberar  las  acciones  que 
hubieren  quedado  sin  estarlo. 

Art.  134.  Se  hará  el  pago  prescrito 
en  el  art.  132  en  la  Caja  de  Depósitos, 
Consignaciones  y  Ahorros,  en  las  Teso- 
rerías generales  de  los  distritos  por 
cuenta  de  dicha  Caja,  en  el  Banco  Na- 
cional ó  en  sus  sucursales. 

Las  cantidades  depositadas  sólo  po- 
drán ser  restituidas  á  los  administra- 
dores nombrados  que  presenten  la  cer- 
tificación del  Presidente  del  tribunal, 
haciendo  constar  que  se  han  cumplido 
todas  las  formalidades  previstas  por  la 
ley  para  la  constitución  de  las  socieda- 
des, ó  á  los  suscritores,  si  no  se  hubie- 
re constituido  la  sociedad.  Los  funda- 
dores no  podrán  retirar  parte  alguna. 

Art.  135.  Recogidas  las  suscriciones 
y  efectuado  el  pago  indicado  en  el  ar- 
ticulo 132,  convocarán  los  fundadores  á 
junta  general  en  la  quincena  siguiente 
á  la  espiración  del  plazo  fijado,  de  con- 
formidad con  las  prescripciones  del  ar- 
tículo 133,  á  no  ser  que  el  prospecto  ó 
los  estatutos  dispongan  otra  cosa. 

La  junta: 

1.°  Comprobará  y  aprobará  el  pago 
de  las  acciones  ó  partes  sociales,  y  el 
valor  de  las  cosas  muebles  é  inmuebles 
aportadas  á  la  sociedad,  si  se  hubiere 
determinado  dicho  valor,  nombrando, 
en  caso  contrario,  uno  ó  varios  peritos 
para  valuarlos  en  su  justo  precio; 

2°  Discutirá  y  aprobará  los  estatu- 
tos de  la  sociedad,  si  no  hubieren  sido 
aprobados  al  hacer  la  suscripción; 

3,®    Deliberará  sobre  la  parte  que  se 
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hubieren  reservado  los  fundadores  en 
los  productos  líquidos  de  la  sociedad; 

4.®  Nombrará  á  los  administradores 
en  las  sociedades  anónimas,  si  no  se 
hubieren  designado  en  el  acta  en  virtud 
de  la  que  se  hayan  hecho  las  suscrip- 
ciones; 

5.®    Nombrará  á  los  censores. 

Art.  136.  Todo  accionista  que  decla- 
re en  esta  junta  que  no  está  suñciente- 
mente  ilustrado^  podrá  solicitar  que  sea 
aplazada  la  junta  por  tres  días.  Si  fuere 
apoyada  esta  proposición  por  un  núme- 
ro de  socios  que  represente  la  cuarta 
parte  del  capital  representado  en  la 
junta;  de  pleno  derecho  tendrá  lugar  el 
aplazamiento. 

Si  se  pidiere  un  plazo  mayor,  pero 
que  no  pase  de  un  mes,  la  mayoría  re- 
solverá. Todo  plazo  mayor  deberá  ser 
aceptado  por  las  tres  cuartas  partes  de 
los  socios  presentes. 

Art.  137.  Cuando  la  junta  general 
haya  terminado  todo  lo  prescrito  en  los 
anteriores  artículos,  procederá  en  la 
misma  sesión  á  la  redacción  de  Ija  es- 
critura constitutiva  de  la  sociedad  con 
el  concurso  de  los  miembros  presentes, 
que  representarán  con  este  fin  á  los  so- 
cios ausentes. 

Si  en  el  mismo  día  no  pudieren  ter- 
minar la  escritura  constitutiva,  podrá 
continuarse  la  sesión  en  los  días  si- 
guientes sin  interrupción. 

Art.  138.  No  podrá  constituirse  la 
sociedad  sin  la  autorización  del  Tribu- 
nal  de  Comercio  respectivo,  que  se  con- 
cederá previa  instancia  presentada  por 
los  fundadores. 

Se  acompañará  la  instancia  de  auto- 
rización: 

1.**  Con  la  escritura  constitutiva  y 
los  estatutos  de  la  sociedad; 

2.°  Con  las  actas  que  demuestren 
haberse  suscrito  enteramente  el  capi- 


tal, y  que  cada  accionista  ha  ingresado 
en  efectivo  las  tres  décimas  partes,  por 
lo  menos,  del  valor  de  las  cantidades 
por  que  se  hubiere  suscrito; 

3.^  Con  las  actas  y  demás  documen- 
tos en  que  consten  las  deliberaciones  y 
acuerdos  tomados  por  la  junta  general; 

4.°  Con  los  títulos  de  propiedad,  si 
fueren  objeto  de  aportación  algunos  in- 
muebles, y  la  certificación  del  tribunal 
de  donde  estuvieren  sitos  los  inmue- 
bles, haciendo  constar  las  cargas  á  que 
estén  sujetos; 

5.**  Con  un  inventario  completo,  en 
doble  ejemplar,  descriptivo  del  estado 
del  ó  de  los  inmuebles  aportados  á  la 
sociedad  y  su  valuación. 

El  tribunal,  oído  el  dictamen  de  la 
Cámara  de  Comercio  acerca  de  la  utili- 
dad de  la  empresa,  la  moralidad  de  los 
fundadores  y  administradores,  exacti- 
tud del  inventario  y  de  la  tasación  de 
los  bienes  muebles  é  inmuebles  aporta- 
dos á  la  sociedad,  y  después  de  haber 
comprobado  si  se  han  cumplido  las 
condiciones  exigidas  por  la  ley  para  la 
constitución  legal  de  la  sociedad,  en 
sesión  pública,  oídos  el  Ministerio  pú- 
blico y  el  representante  de  la  sociedad, 
admitirá  ó  no  la  instancia  de  autoriza- 
ción ó  indicará  las  modificaciones  que 
deban  introducirse  en  los  estatutos. 

La  decisión  del  tribunal  acerca  de 
esto  será  apelable  en  el  plazo  de  quince 
días,  después  de  haberse  decretado. 

Corresponderá  igualmente  al  Minis- 
terio público  el  derecho  de  apelación. 

El  Tribunal  de  Apelación  estatuirá, 
sin  recurso  de  casación,  en  el  plazo  de 
un  mes  á  más  tardar,  desde  el  día  en 
que  se  hubiere  interpuesto  la  apelación, 
oídos  los  representantes  de  la  sociedad, 
así  como  al  Ministerio  público  en  sus 
conclusiones. 

Art.   139.    Toda  venta  ó  cesión  de 
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acciones  hecha  por  los  suscritores  an- 
tes de  la  constitución  legal  de  la  socie- 
dad será  nula  y  de  ningún  efecto,  y  po- 
drá obligarse  al  que  hubiere  enajenado 
á  restituir  las  cantidades  que  con  ese 
objeto  le  hubieren  sido  pagadas. 

Tendrá  lugar  la  nulidad  aunque  se 
haya  efectuado  la  venta  con  la  cláusula 
de  (cactualmente  hasta  que  sehayacoris- 
tituido  la  socied9.d,»  ú  otra  equivalente. 

Art.  140.  Toda  operación  hecha  por 
los  fundadores  fuera  de  los  actos  nece- 
sarios para  la  constitución  de  la  socie- 
dad, será  nula  relativamente  á  ésta  si 
no  hubiere  sido  aprobada  por  la  junta 
general. 

§  2.®  —De  los  adminisiradores 


Art.  141 .  Los  administradores  debe- 
rán pedir,  y  los  fundadores  entregarles, 
todos  los  documentos,  asi  como  la  co- 
rrespondencia relativa  á  la  constitu- 
ción de  la  sociedad.  Deberán  notificar 
su  nombramiento  al  Tribunal  de  Co- 
mercio en  cuya  jurisdicción  se  hubiere 
establecido  la  residencia  de  la  sociedad, 
en  los  tres  días  después  del  en  que  ha- 
yan tenido  conocimiento  de  este  nom- 
bramiento, debiendo  hacerse  la  notifi- 
cación en  documento  firmado  por  ellos 
en  presencia  del  Presidente  del  tribunal 
ó  en  documento  en  forma  auténtica. 

Art.  142.  Además  de  los  libros  pres- 
critos á  todo  comerciante,  deberán  lle- 
var los  administradores  de  las  socie^- 
dades: 

1.**  El  libro  de  los  socios  que  in- 
dique los  nombres  y  apellidos  ó  la  razón 
comercial  y  domicilio  de  los  socios  ó  de 
los  suscritores  de  acciones,  asi  como  la 
parte  que  haya  abonado  de  las  cantida^ 
des  suscritas  ó  de  las  acciones,  tanto 
para  el  primitivo  capital  como  para 
todo  aumento  posterior. 


Este  registro  deberá  contener  las  de» 
claraciones  de  cesión  de  las  partes  ó  de 
las  acciones  nominativas,  de  conformi- 
dad con  el  art.  171; 

2.°  El  registro  en  que  se  inscriban 
las  actas  de  las  sesiones  y  de  las  deli- 
beraciones de  las  juntas  generales; 

3.°  El  registro  de  las  sesiones  y  de- 
liberaciones de  los  administradores,  si 
tuviere  varios  la  sociedad. 

Son  también  aplicables  á  estos  regis- 
tros las  disposiciones  de  los  artículos 
26,  27  y  29. 

Art.  143.  Cuando  haya  varios  admi- 
nistradores, la  presencia  de  la  mitad 
mas  uno  de  ellos  será  indispensable 
para  la  validez  de  sus  deliberaciones, 
si  la  escritura  constitutiva  no  exigiere 
un  número  mayor. 

Art.  144.  Los*  administradores  esta- 
rán obligados  á  permitir  que  examinen 
los  socios  los  registros  indicados  en  lois 
párrafos  1.*»  y  2.°  del  art.  142. 

Estarán  igualmente  obligados,  si  fue^ 
ren  requeridos  para  ello,  á  entregar  á 
los  socios,  siendo  los  gastos  de  cuenta 
de  éstos,  certificaciones  en  que  conste 
el  contenido  de  los  registros  de  accio- 
nes y  de  los  pagos. 

Hasta  el  pago  integro  de  las  cantida- 
des suscritas,  estarán  obligados  los  ad- 
ministradores á  permitir  que  todos  los 
que  tengan  interés  en  ello  examinen  el 
registro  de  los  socios. 

Art.  145.  Serán  nombrados  por  los 
administradores  todos  los  empleados 
de  la  sociedad,  á  no  ser  que  se  haya  re- 
servado este  derecho  á  la  junta  gene- 
ral en  la  escritura  constitutiva  ó  en  los 
estatutos. 

Art.  146.  Los  administradores  no  po- 
drán comprar  por  cuenta  de  la  sociedad 
sus  propias  acciones  ni  hacer  présta- 
mos ó  anticipos  sobre  las  mismas. 

Art,  147.    Las  sociedades  de  seguros 
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sobre  la  vida  y  las  toutinas  deberán 
colocar  en  títulos  de  la  Deuda  pública, 
depositados  en  la  Caja  de  Depósitos, 
Consignaciones  y  Ahorros,  una  cuarta 
parte  de  las  cantidades  pagadas  por  los 
seguros  y  de  los  intereses  de  estos  tí- 
tulos si  fueren  nacionales,  y  la  mitad 
si  fueren  extranjeras. 

Se  determinarán,  por  medio  de  regla- 
mentos de  administración  pública,  la 
forma  y  plazo  en  que  deberá  hacerse 
dicho  depósito,  así  como  las  liberacio- 
nes graduales. 

Las  sociedades  extranjeras  de  segu- 
ros sobre  la  vida  harán  en  su  póliza 
elección  de  domicilio  en  Rumania. 

En  caso  contrario  será  competente, 
en  todas  las  cuestiones  que  surjan  con 
la  sociedad,  el  tribunal  del  domicilio 
del  asegurado. 

Art.  148.  Cuando  comprueben  los 
administradores  que  haya  disminuido 
el  capital  social  en  una  tercera  parte, 
deberán  convocar  á  los  socios  para  pre- 
guntarles si  quieren  reconstituir  el  ca- 
pital, limitarlo  á  la  cantidad  que  queda 
ó  disolver  la  sociedad. 

Si  sólo  quedare  la  tercera  parte  del 
capital,  se  disolverá  de  pleno  derecho 
la  sociedad,  á  no  ser  que  los  socios, 
convocados  en  junta  general,  acuerden 
la  reconstitución  del  capital  ó  su  limi- 
tación á  la  cantidad  que  queda. 

Cuando  esté  en  quiebra  la  sociedad, 
estarán  obligados  los  administradores 
á  solicitar  del  tribunal  su  declaración 
de  quiebra,  de  conformidad  con  las  dis- 
posiciones del  libro  III. 

Art.  149.  Los  administradores  serán 
solidariamente  responsables  ante  los 
socios  y  los  terceros: 

1.^  De  la  realidad  de  los  pagos  que 
aparezcan  efectuados  por  los   socios; 

2.®  De  la  existencia  real  de  los  divi- 
dendos repartidos; 


3.**  De  la  existencia  de  los  libros  exi- 
gidos por  la  ley  y  de  que  se  lleven 
en  debida  forma; 

4.°  De  la  estricta  ejecución  de  los 
acuerdos  de  la  junta  general; 

5.°  Y,  en  general,  de  la  estricta  ob- 
servancia de  las  obligaciones  que  les 
imponen  la  ley,  la  escritura  constituti- 
va y  los  estatutos,  y  que  no  tengan  ca- 
rácter de  carga  especial  y  personal. 

Art.  150.  Si  por  la  escritura  social  ó 
por  acuerdo  de  la  junta  general  se  con- 
fiare la  ejecución  de  las  operaciones 
sociales  á  un  Director  extraño  al  Con- 
sejo de  Administración,  dicho  Director 
será  responsable  ante  los  socios  y  los 
terceros,  exactamente  lo  mismo  que 
los  administradores,  del  cumplimien- 
to de  sus  obligaciones  con  arreglo  á  las 
prescripciones  del  artículo  anterior, 
aunque  hubiere  pacto  en  contrario  y 
aunque  dicho  Director  estuviere  some- 
tido á  la  autoridad  y  vigilancia  de  los 
administradores. 

Art.  151.  En  las  sociedades  que  tu- 
vieren varios  administradores  no  se 
extenderá  la  responsabilidad  por  los 
actos  ejecutados  ó  por  omisiones  á 
aquellos  administradores  que  no  es- 
tando en  falta  hayan  hecho  constar  in- 
mediatamente en  el  registro  de  las  de- 
liberaciones su  oposición,  dando  cuen- 
ta de  ello  por  escrito  á  los  censores.  En 
el  caso  en  que  no  hubieren  tenido  par- 
ticipación en  esos  actos,  sólo  habrá 
obligación  de  protestar  contra  ellos 
cuando  ulteriormente  haya  tenido  co- 
nocimiento de  ellos  el  administrador. 

Art.  152.  El  administrador  que,  en 
determinada  operación,  tuviere  ya  en 
su  nombre  personal,  ya  como  repre- 
sentante de  un  tercero,  intereses  con- 
trarios á  los  de  la  sociedad,  deberá  po- 
nerlo en  conocimiento  de  los  demás  ad- 
ministradores y  censores,  y  abstenerse 
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de  toda  deliberación  relativa  á  esa  ope- 
ración. 

En  el  caso  en  que  no  hubieren  sido 
aprobadas  por  los  censores  las  delibe- 
raciones, los  administradores  que  en 
ellas  hubieren  tomado  parte  serán  res- 
ponsables de  las  pérdidas  que  á  la  so- 
ciedad pudieran  resultarle. 

Art.  153.  Todo  administrador,  cen- 
sor ó  representante  de  la  sociedad,  per- 
derá de  pleno  derecho  su  condición  y 
deberá  ser  reemplazado  si  fuere  decla- 
rado en  quiebra,  en  entredicho  ó  legal- 
mente  incapacitado,  ó  condenado  á  una 
pena  correccional  por  los  delitos  de 
•corrupción  de  funcionarios,  falsedad, 
robo,  estafa  ó  abuso  de  confianza. 

Art.  154.  La  acción  contra  los  admi- 
nistradores, por  hechos  de  que  sean 
responsables,  corresponderá  á  la  junta 
general,  que  la  ejercitará  por  medio  de 
Jos  censores. 

Tendrá  todo  socio,*  sin  embargo,  el 
derecho  de  denunciar  á  los  censores 
los  hechos  que  deban  reprimirse,  y  és- 
tos estarán  obligados  á  examinarlos, 
y,  si  los  hallaren  bien  fundados,  á  dar 
cuenta  de  ellos  á  la  junta  en  su  informe. 

Si  hicieren  la  denuncia  un  número  de 
socios  que  represente  la  décima  parte, 
por  lo  menos,  del  capital  social,  los 
censores  estarán  obligados  á  presentar 
sobre  los  hechos  denunciados  sus  ob- 
servaciones y  sus  proposiciones. 

Se  justificará  la  décima  parte  del  ca-; 
pital  depositando  los  títulos  de  accio- 
nes en  manos  de  los  censores  ó  en  una 
de  las  instrucciones  de  crédito  previs- 
tas en  el  art.  134. 

Quedarán  depositados  los  títulos  has- 
ta después  de  la  reunión  y  separación 
de  la  siguiente  junta  general,  sirviendo 
igualmente  para  legitimar  la  participa- 
ción de  los  depositantes  en  dicha  junta. 

Si  los  censores  juzgaren  fundada  la 


reclamación  de  los  socios  representan- 
tes de  la  décima  parte  del  capital  so- 
cial, estarán  obligados  á  convocar  in- 
mediatamente para  una  junta  general; 
en  el  caso  contrario,  se  someterá  la 
cuestión  á  la  próxima  junta  general, 
que  siempre  deberá  deliberar  sobre  la 
reclamación. 

Art.  155.  Cuando  haya  fundadas  sos- 
pechas de  que  cometen  los  administra- 
dores y  los  censores  graves  irregulari- 
dades en  el  cumplimiento  de  sus  obli- 
gaciones, los  socios  representantes  de 
la  octava  parte  del  capital  social  po- 
drán denunciar  los  hechos  al  Tribunal 
de  Comercio,  justificando  la  propiedad 
de  dicha  octava  parte  en  la  forma  pres- 
crita en  el  artículo  anterior. 

El  tribunal,  oídos  en  Sala  de  Consejo 
los  administradores  y  censores,  si  re- 
conociere la  urgencia  de  tomar  medi- 
das antes  de  la  reunión  de  la  junta  ge^ 
neral,  podrá,  por  medio  de  un  auto, 
ordenar  la  comprobación  de  los  li- 
bres de  la  sociedad,  nombrando  con 
este  objeto  á  uno  ó  varios  comisarios, 
cuya  remuneración  estará  á  cargo  de 
los  demandantes,  y  fijar  la  fianza  que 
deberán  prestar  para  los  gastos. 

No  tendrá  lugar  la  comprobación  de 
los  libros  hasta  que  los  demandantes 
garanticen,  con  una  cantidad  que  fijará 
el  tribunal,  el  pago  de  los  gi&stos  que 
origine  la  comprobación. 

Los  Comisarios  deberán  depositar  su 
informe  en  la  Secretaría  en  el  plazo  de- 
terminado por  el  tribunal. 

Constituido  el  tribunal  en  Sala  de 
Consejo,  examinará  el  informe  y  esta- 
tuirá por  n^edio  de  una  sentencia. 

Si  no  resultare  fundada  la  sospecha, 
el  tribunal  podrá  ordenar  que  se  publi- 
que en  el  Monitor  Oficial  ó  en  el  Diario 
de  Avisos  judiciales  el  informe  íntegro 
ó  solamente  sus  conclusiones. 
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Prescribirá  el  tribunal,  en  el  caso 
contrario,  las  medidas  provisionales  ur- 
gentes que  crea  necesarias,  y  la  inme- 
diata convocatoria  de  la  junta  general. 

La  sentencia  será  ejecutiva,  no  obs- 
tante oposición  ó  apelación. 

§  3.°— De  las  juntas  generales 

Art.  156.  Las  juntas  generaJes  serán 
ordinarias  ó  extraordinarias. 

La  junta  ordinaria  se  reunirá  por  16 
menos  una  vez  todos  los  años,  dentro 
de  los  seis  meses  después  de  laclausu- 
ía  del  ejercicio  social,  y  deberá,  ade- 
ínás  de  la  discusión  de  las  restantes 
cuestiones  puestas  á  la  orden  del  día: 

1.®  Discutir,  aprobar  ó  modificar  el 
balance,  oído  el  informe  de  los  cen- 
sores; 

2.^  Sustituir  los  administradores  sa- 
lientes; 

3.**    Nombrar  los  censores; 

4.®  Fijar  la  retribución  de  los  admi- 
nistradores y  censores,  si  no  lo  hubiere 
sido  en  la  escritura  constitutiva. 

Se  convocará  á  junta  extraordinaria 
siempre  que  fuere  necesario. 

Art.  157.  La  convocatoria  de  las  jun- 
tas generales  se  hará  por  medio  de 
aviso,  publicado  quince  dias  antes  por 
lo  menos  de  la  fecha  fijada  para  la  jun- 
ta eñ  el  Monitor  Oficial^  y  por  los  de- 
más medios  de  publicidad  previstos  en 
la  escritura  constitutiva  ó  en  los  esta- 
tutos dé  la  sociedad. 

El  depósito  de  las  acciones  que  dan 
derecho  á  tomar  parte  en  la  junta  de- 
berá efectuarse  diez  dias  antes,  por  ló 
menos,  del  de  la  reunión. 

Si  se  hubiere  hecho  la  convocatoria 
en  el  plazo  de  quince  dias,  se  efectuará 
el  depósito  de  las  acciones  cinco  días 
antes,  por  lo  menos,  del  de  la  reunión. 

El  aviso  deberá  contener  la  orden  del 


día  de  las  cuestiones  que  hayan  de 
someterse  á  las  deliberaciones  de  la- 
junta. 

Será  nulo  todo  acuerdo  tomado  sobre 
una  cuestión  no  contenida  en  la  orden 
del  día. 

Art.  158.  La  convocatoria  de  las  jun- 
tas que  preceden  á  la  constitución  de 
la  sociedad  se  hará  por  los  fundadores 
ó  por  la  persona  designada  en  el  pros- 
pecto de  que  se  trata  en  el  art.  130  para 
presidir  la  junta. 

En  esta  primera  junta  tendrá  cada 
suscritor  derecho  á  un  voto,  cualquiera 
que  sea  el  número  de  acciones  por  el 
que  se  hubiere  suscrito,  y  para  que 
pueda  totnarse  acuerdo  se  exigirá  la 
presencia  de  la  mitad  de  los  suscrito- 
res,  y  su  aprobación  debet'á  ser  votada 
por  la  mayoría  absoluta  de  los  miem- 
bros presentes. 

Art.  159.  Para  las  juntas  generales 
que  se  verifiquen  después  de  la  consti- 
tución legal  de  la  sociedad,  harán  la 
convocatoria  los  administradores  y  se- 
rá necesaria  la  presencia  de  un  núme- 
ro de  socios  representante  de  la  mitad, 
por  lo  menos,  del  capital  social.  Cada 
socio  tendrá  un  voto  y  cada  accionista 
que  posea  hasta  cinco  acciones  tendrá 
otro  voto.  El  accionista  que  tuviere 
más  de  cinco  acciones  y  menos  de 
ciento,  tendrá  un  voto  por  cada  cinco 
acciones,  y  el  que  poseyere  más  de 
cien  tendrá  un  voto  más  por  razón  de 
cada  veinticinco  acciones  que  excedan 
de  ese  número. 

Se  tomarán  los  acuerdos  por  mayo- 
ría absoluta.  Podrán  derogarse  estas 
disposiciones  en  la  escritura  constitu- 
tiva ó  en  los  estatutos. 

Si  una  junta  no  pudiere  deliberar  por 
causa  de  insuficiencia  del  número  de 
los  socios  presentes,  la  que  se  reúna 
después  de  una  segunda  convocatoria 
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podrá  deliberar  sobre  las  cuestiones 
puestas  en  la  orden  del  dia  de  la  prime-^ 
ra  junta,  cualquiera  que  fuere  la  parte 
del  capital  representada  por  los  socios 
presentes. 

Si  el  día  de  la  segunda  reunión  de  la 
junta  no  estuviere  indicado  en  el  aviso 
publicado  para  la  primera,  podrá  redu- 
cirse en  ocho  dias  el  plazo  previsto  en 
el  art.  157. 

Art.  160.  Cuando  la  escritura  consti- 
tutiva ó  los  estatutos  no  dispongan  otra 
cosa,  será  siempre  necesaria  la  presen- 
cia de  un  número  de  socios  representan- 
tes de  las  tres  cuartas  partes  del  capi- 
tal social  y  el  voto  afirmativo  de  un  nú- 
mero de  socios  representantes  de  la 
mitad  por  lo  menos  de  dicho  capital 
para  tomar  acuerdo  sobre: 

1.°  La  disolución  anticipada  de  la  so- 
ciedad; 

2.^    La  prolongación  de  su  duración; 

3.^    La  fusión  con  otra  sociedad; 

4.^    La  reducción  del  capital  social; 

5.^  La  reconstitución  ó  aumento  de 
dicho  capital; 

6.®  El  cambio  del  objeto  de  la  socie- 
dad; 

7.°  Cualquier  otra  modificctción  de  la 
escritura  constitutiva. 

Se  exigirá  también  esta  mayoría  en 
los  demás  casos  especiales  previstos 
por  la  ley. 

Los  socios  que  no  acepten  los  acuer- 
dos tomados  sobre  alguna  de  las  cues- 
tiones previstas  en  los  números  3.^,  5.® 
y  6.*^,  y  sobre  la  prolongación  de  la  du- 
ración de  la  sociedad,  cuando  no  haya 
sido  prevista  por  la  escritura  constituti- 
va, tendrán  el  derecho  de  retirarse  de 
la  sociedad  y  obtener  el  reembolso  de 
sus  partes  ó  acciones  proporcionalmen- 
te  al  activo  social,  según  resulte  del  úl- 
timo balance  aprobado. 

Si  estos  socios  estuvieren  presentes 


en  la  junta,  se  hará  la  declaración  de 
retirada  dentro  de  las  veinticuatro  horas 
después  de  la  separación  de  la  Asam- 
blea. Los  socios  que  no  hubieren  toma- 
do parte  en  la  junta,  deberán  hacer  su 
declaración  en  el  plazo  de  un  mes,  á 
contar  desde  el  día  de  la  publicación  del 
acuerdo  en  el  Monitor  Oficial,  sopeña, 
en  ambos  casos,  de  la  pérdida  de  sus 
derechos. 

Art.  161.  Los  administradores  debe- 
rán convocar  á  junta  extraordinaria  en 
el  plazo  de  un  mes,  si  fueren  requeridos 
para  ello  por  un  número  de  socios  re- 
presentantes del  quinto  del  capital  so- 
cial, y  contuviere  la  petición  cuestio- 
nes que  deban  ser  examinadas  por  la 
junta. 

Art.  162.  Los  socios  sólo  podrán  ser 
representados  en  las  juntas  generales 
por  mandatarios  que  á  su  vez  sean  so- 
cios, á  excepción  de  los  incapacitados 
y  de  las  personas  jurídicas  que  puedan 
ser  representados  por  mandatarios  que 
no  sean  socios.  La  escritura  constitu- 
tiva ó  los  estatutos  podrán  limitar  el 
ejercicio  de  este  derecho. 

Los  administradores  no  podrán  ser 
mandatarios. 

Art.  163.  No  podrán  los  administra- 
dores tomar  parte  en  la  votación: 

1.°    Para  la  aprobación  del  balance; 

2.®  Para  los  acuerdos  concernientes 
á  su  administración. 

Art.  164.  Cuando  la  tercera  parte  del 
numeró  de  los  miembros  presentes  en 
la  junta  general,  ó  un  número  de  accio- 
nistas presentes  que  reúnan  la  mitad 
del  capital  representado  en  la  junta  no 
se  crean  suficientemente  ilustrados  so- 
bre las  cuestiones  sometidas  á  la  deli- 
beración, podrán  solicitar  que  sé  apla- 
ce la  sesióti  para  dentro  de  tres  días. 
No  podrán  oponerse  los  demás  miem- 
bros. 
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Sólo  podrá  ejercitarse  este  derecho 
una  vez  para  la  misma  cuestión. 

La  presente  disposición  no  será  apli- 
cable al  caso  previsto  en  el  art.  135. 

Art.  165.  Los  acuerdos  tomados  por 
la  junta  general  dentro  de  los  limites 
de  la  escritura  constitutiva,  de  los  es- 
tatutos ó  de  la  ley,  obligarán  á  todos 
los  socios^  aun  á  los  que  no  hayan  to- 
mado parte  ó  se  hayan  opuesto,  salvo 
el  derecho  concedido  por  el  art.  160. 

Todo  socio  podrá  oponerse  á  los 
acuerdos  que  evidentemente  sean  con- 
trarios ala  escritura  constitutiva,  á  los 
estatutos  ó  á  la  ley;  y  el  Presidente  del 
Tribunal  de  Comercio,  oídos  los  admi- 
nistradores y  censores,  podrá  suspen- 
der su  ejecución  por  un  decreto  provi- 
sional que  se  pondrá  en  conocimiento 
de  los  administradores. 

§  4,^— De  las  acciones 

Art.  166.  Las  acciones  deberán  ser 
todas  de  igual  valor. 

Conferirán  iguales  derechos  á  sus  po- 
seedores, á  no  ser  que  en  la  escritura 
constitutiva  se  haya  estipulado  lo  con- 
trario; sin  embargo,  siempre  deberá 
respetarse  el  derecho  que  tiene  todo 
accionista  á  votar  en  las  juntas  gene- 
rales. 

Las  acciones  podrán  ser  nominativas 
ó  al  portador. 

Cuando  no  pase  de  un  millón  de  pese- 
tas el  capital  social,  el  valor  de  cada 
acción  no  podrá  ser  de  menos  de  100 
pesetas. 

Para  un  capital  de  uno  á  cinco  millo- 
nes, el  valor  de  cada  acción  no  podrá 
ser  inferior  á  200  pesetas. 

Para  un  capital  que  pase  de  5.000.000, 
el  valor  de  cada  acción  no  podrá  ser  in- 
ferior á  500  pesetas. 


Art.  167.  Los  títulos  de  las  acciones 
nominativas  6  al  portador  deberán  con* 
tener: 

1  °    La  denom inación  de  la  sociedad; 

2.°  La  fecha  de  la  escritura  constitu- 
tiva y  la  de  su  publicación,  así  como  la 
indicación  del  lugar  donde  se  hubiere 
hecho  dicha  publicación; 

3.°  El  importe  del  capital  social,  nú- 
mero y  suma  total  de  las  acciones; 

4.°    La  duración  de  la  sociedad. 

Estos  títulos  se  cortarán  de  libros  ta- 
lonarios, y  llevarán  la  firma  de  dos 
administradores,  ó  del  administrador 
único. 

Art.  168.  Serán  siempre  nominativas 
las  acciones  que  no  estuvieren  entera- 
mente liberadas. 

Serán  responsables  los  suscritores  y 
los  diferentes  cesionarios  de  la  libera- 
ción de  sus  acciones,  aun  cuando  las 
hubieren  enajenado. 

Art.  169.  Se  publicará  la  situación 
de  las  acciones  al  mismo  tiempo  que  el 
balance  del  ejercicio  social,  y  deberá 
indicar  los  desembolsos  efectuados,  el 
número  de  las  acciones  vencidas  y  que 
no  se  hayan  vuelto  á  poner  en  circula- 
ción, asi  como  la  cantidad  desembolsa- 
da á  cuenta. 

Art.  170.  Cuando  el  socio  no  hava 
efectuado  el  pago  de  los  desembolsos 
que  deba,  además  de  su  acción  para  el 
pago  contra  los  suscritores  y  contra  los 
cesionarios,  podrá  la  sociedad  vender 
las  acciones  al  precio  corriente,  por 
cuenta  y  riesgo  del  accionista,  quince 
dlás  después  de  la  publicación  de  un 
apremio  en  el  Monitor  Oficial  y  en  el 
Diario  de  Anuncios  Judiciales  del  punto 
donde  hubiere  establecido  su  asiento  la 
sociedad . 

Si  por  falta  de  compradores  no  pudie- 
re efectuarse  la  venta,  podrá  la  socie- 
dad declarar  vencidas  las  acciones  y 
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retener  los  desembolsos  hechos  para  su 
liberación,  6  ejercitar  contra  el  suscri- 
tor  y  los  cesionarios  los  derechos  que 
se  deriven  de  las  obligaciones  que  ha- 
yan contraído. 

Art.  171 .  Se  establecerá  la  propiedad 
de  las  eicciones  nominativas  por  su  ins- 
cripción en  el  registro  indicado  en  el 
primer  aparte  del  art.  142. 

Se  hará  la  cesión  de  estas  acciones 
por  medio  de  una  declaración  en  el  mis- 
mo registro,  ñrmada  por  el  cedente  y  el 
cesionario,  ó  por  sus  mandatarios.      ' 

En  caso  de  muerte  del  accionista,  y 
si  no  hubiere  oposición  alguna,  no  po- 
drá obtenérsela  declaración  déla  trans- 
ferencia de  la  propiedad  en  el  registro 
de  los  socios  y  de  los  títulos  de  las  ac- 
ciones sino  después  que  presente  el  de- 
recho-habiente los  títulos,  el  acta  de  de- 
función y  la  decisión  del  tribunal  del 
lugar  de  la  apertura  de  la  sucesión  en 
que  conste  su  condición  de  heredero. 

La  propiedad  de  las  acciones  al  por- 
tador se  transfiere  con  la  simple  entre- 
ga del  titulo. 

Las  acciones  al  portador  podrán  con- 
vertirse en  nominativas,  y  éstas  en  ac- 
ciones al  portador,  salvo  el  caso  en  que 
las  acciones  no  hayan  sido  enteramen- 
te liberadas. 

Art.  172.  Cuando  una  acción  nomi- 
nativa venga  á  ser  propiedad  de  varias 
personas,  no  estará  obligada  la  socie- 
dad á  reconocer  la  transferencia,  si  di- 
chas personas  no  designaren  un  titular 
único. 


§  5.^— De  las  obligaciones 

Art.  173.  Las  sociedades  no  podrán 
emitir  títulos  de  obligaciones  al  porta- 
dor ó  nominativas  por  mayor  cantidad 
que  el  capital  desembolsado  y  existen- 


te, según  las  comprobaciones  del  últi- 
mo balance  aprobado. 

Podrán  emitirse,  sin  embargo,  obli- 
gaciones aun  por  una  cantidad  más 
considerable,  cuando  el  excedente  esté 
garantido  con  títulos  nominativos  emi- 
tidos por  el  Estado,  por  los  departamen- 
tos ó  por  los  municipios,  cuyo  venci- 
miento corresponda  con  el  de  las  obli- 
gaciones y  estén  depositados  en  la  Caja 
de  Depósitos,  Consignaciones  y  Aho- 
rros, debiendo  permanecer  en  ella  hasta 
la  extinción  de  las  obligaciones  emi- 
tidas. 

La  emisión  de  los  billetes  de  Banco  y 
otros  títulos  equivalentes  se  regirá  por 
leyes  especiales. 

Las  disposiciones  de  la  primera  parte 
de  este  articulo  no  son  aplicables  á  las 
letrsis  de  cambio,  á  las  libretas  de  depó- 
sitos,  á  los  bonos  nominativos  ó  á  los 
títulos  de  créditos  procedentes  de  asun- 
tos particulares. 

Art.  174.  La  emisión  de  las  obliga- 
ciones, aunque  estuviere  prevista  en  la 
escritura  constitutiva  ó  en  los  estatutos, 
sólo  podrá  tener  lugar  después  de  un^ 
acuerdo  tomado  en  junta  general  por  la 
mayoría,  prevista  en  la  primera  parte 
del  art.  160. 

Si  se  hiciere  la  emisión  por  suscrip- 
ción pública,  se  depositará  el  acuerdo, 
así  como  el  proyecto  de  aviso  previsto 
en  el  artículo  siguiente,  en  el  Tribunal 
de  Comercio,  para  que  se  cumplan  las 
prescripciones  del  art.  92. 

En  el  caso  previsto  en  el  primer  apar- 
te del  art.  173,  se  depositará  al  mismo 
tiempo  que  el  acuerdo  y  el  proyecto  de 
manifiesto,  el  resguardo  en  que  conste 
la  consignación  de  los  títulos. 

No  tendrá  efecto  el  acuerdo  de  la  jun- 
ta si  no  se  hubiere  transcrito  al  libro 
de  los  socios. 

Art,  175.    Para  proceder  á  la  emisión 
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de  las  obligaciones  por  suscripción  pú- 
blica, los  administradores  deberán  pu- 
blicar un  aviso,  indicando: 

1.®  El  nombre,  objeto  y  residenciade 
la  sociedad; 

2.**    El  capital  social; 

3.®  La  fecha  de  la  escritura  consti- 
tutiva y  de  los  actos  que  hayan  intro- 
ducido modificaciones  en  dicha  escri- 
tura ó  en  los  estatutos,  así  como  la 
fecha  de  su  publicación; 

4.®  La  situación  de  la  sociedad  des- 
pués del  último  balance  aprobado; 

5.**  El  valor  total  de  las  obligaciones 
que  hayan  de  emitirse  y  de  las  emitidas; 
la  forma  de  pago  de  las  obligaciones  y 
el  valor  nominal  de  cada  una,  con  la 
indicación  del  interés  que  producen  y 
si  fueren  nominativas  ó  al  portador; 

6.**  La  fecha  de  la  publicación  del 
acuerdo  de  la  junta  general  que  haya 
aprobado  la  emisión. 

En  el  caso  previsto  en  el  primer  apar- 
te del  art.  173,  se  añadirán  los  datos  ne- 
cesarios para  poder  apreciar  las  garan- 
tías ofrecidas  por  dichos  títulos. 

Art.  176.  Se  harán  las  suscripciones 
al  pie  de  uno  ó  varios  ejemplares  del 
manifiesto  de  emisión. 

Art.  177.  Los  títulos  de  las  obliga- 
ciones contendrán  los  enunciados  pres- 
critos para  el  manifiesto,  así  como  el 
estado  de  los  pagos  del  capital  y  de  los 
intereses. 

§  Q.^—Del  balance 

Art.  178.  Los  administradores  esta- 
rán obligados  á  presentar  á  los  censo- 
res, un  mes  antes  del  día  fijado  para  la 
junta  general  que  lo  haya  de  discutir, 
el  balance  del  ejercicio  anterior  y  los 
documentos  justificativos,  indicando 
con  claridad  en  él: 

1.®    El  capital  social  existente; 


2.°  El  importe  de  los  desembolsos 
efectuados  y  de  los  pendientes; 

3.**  Las  ganancias  realizadas  y  las 
pérdidas  experimentadas. 

Los  balances  de  las  sociedades  na- 
cionales ó  extranjeras  de  seguros  so- 
bre la  vida  y  toutinas,  deberán  conte- 
ner además  la  prueba  de  que  se  han 
cumplido  las  disposiciones  del  articu- 
lo 147. 

Deberá  publicarse  el  balance  de  la 
sociedad  ocho  días  antes  de  la  junta 
general. 

Art.  179.  Las  sociedades  que  tengan 
por  objeto  principal  la  explotación  del 
crédito,  estarán  obligadas  á  depositar 
en  el  Tribunal  de  Comercio,  en  los  ocho 
primeros  días  de  cada  mes,  un  breve 
resumen  del  mes  anterior,  con  arreglo 
á  un  formulario  que  se  establecerá  por 
un  reglamento  de  Administración  pú- 
blica, certificando  su  exactitud  por  una 
declaración  firmada  por  lo  menos  por 
un  administrador  y  por  un  censor. 

Las  sociedades  de  seguros  deberán 
conformarse,  en  lo  concerniente  al  ba- 
lance, al  modelo  que  se  establecerá  por 
un  reglamento  de  Administración  pú- 
blica. 

Art.  180.  En  la  Memoria  que  con- 
tenga los  resultados  del  examen  del  ba- 
lance y.  de  la  gestión,  los  censores  de- 
berán presentar  sus  observaciones,  las 
proposiciones  relativas  á  la  aprobación 
del  balance  y  demás  medidas  necesa- 
rias. 

Art.  181.  Quedará  depositada  copia 
del  balance,  así  como  de  la  Memoria  de 
los  censores,  durante  los  quince  días 
que  precedan  á  la  reunión  de  la  junta 
general  y  hasta  su  aprobación.  Ambos 
documentos  podrán  serexaminados  por 
toda  persona  que  pruebe  su  condición 
de  socio. 

Art.  182.    Dentro  de  los  diez  días  si- 
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guientes  al  de  la  aprobación  del  balan- 
ce, los  administradores  deberán  deposi- 
tar una  copia  del  mismo  en  el  Tribunal 
de  Comercio,  unido  á  la  Memoria  de  los 
censores  y  al  acta  de  la  junta  general, 
para  que  se  haga  mención  de  ellos  en 
el  registro  de  las  sociedades  y  se  tomen 
las  medidas  necesarias  para  la  publi- 
cación del  balance,  de  conformidad  con 
el  art.  95. 

Art.  183.  No  podrán  pagarse  los  di- 
videndos á  los  socios  sino  con  las  ga- 
nancias reales  comprobadas  por  el  ba- 
lance aprobado. 

Las  sociedades  no  podrán  estipular 
en  sus  escrituras  constitutivas,  en  sus 
estatutos  ó  en  otros  documentos,  inte- 
reses en  favor  de  las  acciones. 

Pero  podrán  conceder,  por  expresa 
estipulación,  intereses  en  favor  de  las 
acciones,  retirando  previamente  del 
capital,  en  las  sociedades  industriales 
que  necesiten  cierto  tiempo  para  la 
constitución  del  objeto  social.  Dicho 
tiempo  será  de  tres  años  alo  sumo,  y 
los  intereses  no  pasarán  del  5  por  100, 
en  cuyo  caso  se  incluirá  entre  los  gas- 
tos de  primer  establecimiento  el  impor- 
te de  los  intereses,  pasándolo  con  di- 
chos gastos  en  el  pasivo  de  los  balan- 
ces que  contendrán  los  dividendos 
reales. 

Los  socios  no  tendrán  obligación  de 
restituir  los  dividendos  que  se  les  hu- 
bieren distribuido. 

Art.  184.  De  las  ganancias  liquidas 
de  la  sociedad  se  retirará  todos  los 
años  la  vigésima  parte  por  lo  menos  pa- 
ra formar  un  fondo  de  reserva,  hasta 
el  valor  del  quinto  por  lo  menos  del  ca- 
pital social;  si  por  cualquier  causa,  es- 
tando completamente  formado  el  fondo 
de  reserva,  disminuyere,  se  reconsti- 
tuirá del  mismo  modo. 


§  7.°— De  los  censores 

Art.  185.  En  todas  las  juntas  ordina- 
rias y  en  la^  previstas  en  el  art.  135,  se 
nombrarán  tres  ó  cinco  censores  y 
otros  tantos  suplentes  para  la  vigilan- 
cia de  las  operaciones  sociales  y  la  re- 
visión del  balance. 

Serán  rumanos,  por  lo  menos,  la  mi- 
tad mas  uno  de  los  censores  y  su- 
plentes. 

Los  censores  serán  socios  y  podrán 
ser  reelegidos. 

Los  parientes  ó  añnes  de  los  admi- 
nistradores, hasta  el  cuarto  grado  in- 
clusive, no  serán  elegibles  ó  perderán 
la  calidad  de  censores. 

En  caso  de  muerte,  renuncia,  quie- 
bra ó  pérdida  de  derechos  de  alguno  de 
los  censores,  le  sustituirá  el  suplente  de 
más  edad.  Si  no  pudiera  completarse  de 
este  modo  el  número  de  los  censores, 
los  que  queden  nombrarán  á  otras  per- 
sonas que  sustituyan  á  los  censores  au- 
sentes hasta  la  próxima  reunión  de  la 
junta  general. 

Art.  186.  Los  censores  estarán  obli- 
gados: 

1.**  A  establecer,  de  acuerdo  con  los 
administradores  de  la  sociedad,  la  for- 
ma de  los  balances  y  de  la  situación  de 
las  acciones; 

2.®  A  examinar,  cada  tres  meses  por 
lo  menos,  los  libros  de  la  sociedad  para 
hacerse  cargo  de  las  operaciones  socia- 
les y  certificar  que  se  llevan  bien  los 
libros; 

3.°  A  hacer  con  frecuencia,  y  de  im- 
proviso, inspecciones  de  la  caja,  no  dis- 
tando nunca  una  de  otra  más  de  un  tri- 
mestre; 

4.®  A  comprobar,  por  lo  menos  una 
vez  todos  los  meses,  con  ayuda  de  los 
libros  de  la  sociedad,  la  existencia  de 
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los  títulos  Ó  de  los  valores  de  toda  clase 
depositados  en  la  sociedad  á  titulo  de 
prenda,  de  fianza  6  para  conservarlos; 

5.°  A  cerciorarse  de  la  ejecución  de 
la  escritura  social  y  de  los  estatutos  res- 
pecto de  las  condiciones  exigidas  para 
la  presencia  de  los  socios  en  la  junta; 

6.°  A  revisar  el  balance  y  redactar  la 
Memoria  en  el  plazo  fijado  por  los  ar- 
tículos 156  y  181; 

7.**  A  vigilar  las  operaciones  de  la  li- 
quidación; 

8.^  A  convocar,  según  las  reglas  es- 
tablecidas en  el  art.  157,  á  junta  ex- 
traordinaria y  aun  á  junta  ordinaria  en 
caso  de  no  haberse  hecho  por  los  ad- 
ministradores; 

9.®  A  tomar  parte  en  la  junta  gene- 
ral; 

10.  Y,  por  último,  á  velar  por  que  las 
disposiciones  de  la  leyi  de  la  escritura 
social  ó  de  los  estatutos,  se  cumplan  por 
los  administradores. 

Los  censores  podrán  asistir  á  las  re- 
uniones de  los  administradores  y  hacer 
que  se  inserten  en  las  órdenes  del  día  de 
estas  reuniones  y  en  las  de  las  juntas 
generales  ordinarias  ó  extraordinarias, 
las  proposiciones  que  juzguen  opor- 
tuno. 

Los  censores  prestarán  una  fianza 
igual  á  la  mitad  de  la  de  los  individuos 
del  Consejo  de  Administración. 

Art.  187.  Se  determinará  la  respon- 
sabilidad de  los  censores  según  las  re- 
glas del  mandato. 

Es  aplicable  á  los  censores  la  dispo- 
sición del  art.  152. 

Sección  quinta 

De  la  exclusión  de  los  socios,  de  la  disolación 
y  fusión  de  las  sociedades 

§  1.®— De  la  exclusión  de  los  socios 
Art.  188.    Podrán  ser  excluidos  de  la 


sociedad  colectiva  j  de  la  comanditaria 
simple: 

1.®  El  socio  que,  requerido,  no  pa- 
gue lo  que  se  haya  obligado  á  aportar 
á  la  sociedad; 

2.°  El  socio  administrador  que  se 
haya  servido  de  la  firma  y  capitales  de 
la  sociedad  para  sus  asuntos  persona- 
les, que  cometa  fraudes  en  la  adminis- 
tración ó  en  la  contabilidad,  y  que  au- 
sentándose no  vuelva  después  de  la  ci- 
tación que  se  le  haya  hecho  en  las  for- 
mas legales  ó  no  justifique  los  motivos 
de  su  ausencia; 

3.°  El  socio  de  responsabilidad  ili- 
mitada: 

a)  Que  se  haya  inmiscuido  en  la  ad- 
ministración, estando  designado  el  ad- 
ministrador en  la  escritura  social; 

h)  Si  faltase  á  las  disposiciones  de 
los  artículos  110  y  112; 

c)  Que  estuviere  declarado  en  quie- 
bra, en  entredicho,  ó  legalmente  inca- 
pacitado; 

4.®  El  socio  comanditario  que  se  hu- 
biere inmiscuido  en  la  administración 
faltando  á  lo  dispuesto  en  el  art.  118. 

El  socio  comanditario  podrá  ser  ex- 
cluido también  cuando  antes  de  la  en- 
trega haya  perecido  la  cosa  que  se  hu- 
biere obligado  á  aportar  á  la  sociedad, 
ó  haya  perecido  después,  si  se  hubiere 
reservado  su  propiedad. 

El  socio  excluido  no  estará  liberado 
de  las  obligaciones  existentes  cuando 
tuvo  lugar  la  exclusión  ni  de  los  daños 
y  perjuicios  de  que  pueda  ser  respon- 
sable. 

Art.  189.  La  exclusión  del  socio  no 
implica  por  sí  sola  la  disolución  de  la 
sociedad. 

El  socio  excluido  responderá  de  las 
pérdidas  y  tendrá  derecho  á  las  ganan- 
cias hasta  el  día  de  su  exclusión;  pero 
no  podrá  exigir  su  liquidación  antef;  de 
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que  unos  y  otros  estén  repartidos,  de 
conformidad  con  las  reglas  del  contrato 
de  sociedad. 

Si  al  hacer  la  exclusión  hubiere  ope- 
raciones pendientes,  el  socio  estará 
obligado  á  sufrir  las  consecuencias  y 
no  podrá  retirar  su  aportación  antes 
que  se  hayan  terminado  dichas  opera- 
ciones. 

El  socio  excluido  no  tendrá  derecho 
á  una  parte  proporcional  del  haber  so- 
cial, sino  á  una  cantidad  de  dinero  que 
represente  su  valor. 

Art.  190.  El  socio  excluido  estará 
obligado  respecto  de  terceros  por  todas 
las  operaciones  hechas  por  la  socie- 
dad hasta  el  día  en  que  se  publicó  su 
exclusión. 

§  2.^— De  la  disolución  de  las  sociedades 

Art.  191.  Cesan  las  sociedades  mer- 
cantiles: 

1.®  Por  la  espiración  del  tiempo  por 
el  que  se  contrataron; 

2.®  Por  la  falta  ó  pérdida  del  objeto 
social  ó  por  imposibilidad  de  reali- 
zarlo; 

S.**    Por  la  realización  de  la  empresa; 

4.°  Por  quiebra  de  la  sociedad,  aun 
cuando  haya  sido  seguida  de  concor- 
dato; 

5.°  Por  la  pérdida  de  todo  el  capital 
ó  por  su  pérdida  parcial,  prevista  en  el 
articulo  148,  cuando  ya  no  quieran  re- 
constituirlo los  socios  ó  limitarlo  á  la 
cantidad  que  quede; 

6.®    Por  acuerdo  de  los  socios; 

7.**    Por  fusión  con  otras  sociedades. 

Art.  192.  Cesará  de  pleno  derecho  la 
sociedad,  y  no  podrá  prolongarse  táci- 
tamente, transcurrido  el  plazo  fíjado 
para  su  duración  ó  después  de  realizado 
el  objeto  de  su  empresa. 

Art.  193.    Cesará  la  sociedad  colecti- 


va con  la  muerte,  interdicción,  incapa- 
cidad legal  ó  quiebra  de  uno  de  los  so- 
cios, á  no  ser  que  haya  pacto  en  con- 
trario. 

La  sociedad  en  comandita,  salvo  con- 
venio en  contrario,  cesará  con  la  muer- 
te, interdicción,  incapacidad  legal  ó 
quiebra  del  comanditario  ó  de  uno  de 
ellos. 

La  sociedad  en  comandita  por  accio- 
nes no  se  disolverá  por.  la  muerte > 
quiebra,  interdicción  ó  incapacidad  le- 
gal del  administrador,  si  en  los  casos 
previstos  en  el  art.  120  se  nombrase 
otro  en  su  lugar. 

Art.  194.  Después  del  fin  ó  disolución 
de  la  sociedad,  estará  prohibido  que 
emprendan  los  administradores  nuevas 
operaciones,  sopeña  de  que  se  les  de- 
clare personal  y  solidariamente  respon- 
sables por  los  negocios  que  hubieren 
emprendido. 

Comenzará  la  prohibición  desde  el 
día  en  que  espire  el  plazo  fijado  para 
la  duración  de  la  sociedad,  desde  el 
de  la  realización  del  objeto  de  su  em- 
presa, del  fallecimientp  de  uno  de  los 
socios,  que  haga  imposible  la  existen- 
cia de  la  sociedad,  ó  desde  el  dia  en 
que  los.  socios  ó  el  tribunal  hubieren 
declarado  que  la  sociedad  se  halla  en 
liquidación. 

§  3.**— De  la  fusión  de  sociedades 

Art.  195.  La  fusión  de  varias  socie- 
dades deberá  acordarse  por  cada  una 
separadamente. 

Art.  196.  Cada  sociedad  de  las  que 
hubieren  acordado  la  fusión,  harán  la 
publicación  prescrita  en  el  art.  96,  que 
deberá  contener  el  aviso  previsto  en  el 
articulo  101.  Sí  entre  estas  sociedades 
las  hubiere  en  comandita  por  acciones 
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Ó  anónimas,  se  observarán  las  disposi- 
ciones de  los  artículos  92  y  95. 

Cada  sociedad  deberá,  además,  pu- 
blicar su  balance  en  la  misma  forma;  y 
las  que,  después  de  la  fusión,  dejen  de 
existir,  deberán  también  publicar  una 
declaración  que  indique  los  medios  que 
han  escogitado  para  llegar  á  extinguir 
su  pasivo. 

Si  la  sociedad  que  haya  resultado  de 
la  fusión  estableciere  su  domicilio  en 
otro  lugar  distinto  del  en  que  los  fusio- 
nados tenían  el  suyo,  la  nueva  sociedad 
deberá  ajustarse  á  las  disposiciones  de 
los  artículos  91  y  siguientes. 

Art.  197.  No  podrá  tener  efecto  la  fu- 
sión sino  después  del  plazo  de  tres  me- 
ses, á  contar  desde  el  día  de  la  publica- 
ción, prevista  en  la  primera  parte  del 
artículo  anterior,  á  no  ser  que  se  haya 
justificado  el  pago  de  todas  las  deudas 
sociales  ó  el  depósito  de  una  cantidad 
correspondiente  en  la  Caja  de  Depósi- 
tos y  Consignaciones,  ó  el  consenti- 
miento de  todos  los  acreedores. 

La  certificación  en  que  conste  haber- 
se efectuado  el. depósito  deberá  publi- 
carse de  conformidad  con  las  decisio- 
nes del  artículo  anterior. 

Durante  el  plazo  que  queda  indicado, 
todo  acreedor  de  las  sociedades  que  se 
fusionan  podrá  formular  oposición,  la 
cual  suspenderá  la  fusión  hasta  que  re- 
caiga sentencia  firme. 

Art.  198.  Si  transcurriere  el  plazo 
indicado  en  el  artículo  anterior  sin  que 
se  haya  formulado  oposición,  podrá  te- 
ner lugar  la  fusión,  y  la  sociedad  que 
de  ella  resulte  tendrá  los  derechos  y 
asumirá  las  cargas  de  las  sociedades 
extinguidas. 


Sección  sexta 

De  la  liquidación  de  las  sociedades 

§  1.®— De  la  liquidación  en  general 

Art.  199.  Cuando  la  escritura  social 
ó  los  estatutos  de  la  sociedcul  no  hayan 
determinado  la  manera  en  que  deban 
hacerse  la  liquidación  y  reparto  del  ar- 
chivo social,  se  observaráji  las  reglas 
siguientes: 

Si  los  socios  no  estuvieren  de  acuer- 
do para  el  nombramiento  de  los  liqui- 
dadores,  se  hará  judicialmente  á  ins- 
tancia de  los  administradores  ó  de  los 
interesados,  salvo  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo 212. 

Hasta  el  nombramiento  y  aceptación 
de  los  liquidadores,  los  administrado- 
res serán  depositarios  de  los  bienes  so- 
ciales y  estarán  obligados  á  dar  curso 
á  los  asuntos  urgentes. 

Sea  cual  fuere  el  contenido  de  la  es- 
critura constitutiva  ó  de  los  estatutos 
de  la  sociedad,  la  credencial  de  nom- 
bramiento ó  la  sentencia  en  que  se  pro- 
vea, así  como  todos  los  demás  actos 
posteriores  que  introdujeren  un  cambio 
en  la  persona  de  los  liquidadores,  debe- 
rá ser  depositado  y  publicado  por  dili- 
gencia de  éstos,  de  conformidad  con 
las  disposiciones  de  la  sección  segun- 
da del  presente  capítulo. 

Si  se  hiciere  la  liquidación  por  la  ra- 
zón de  haber  transcurrido  el  tiempo 
fijado  para  la  duración  de  la  sociedad, 
ó  por  haberse  realizado  el  objeto  de  la 
misma,  deberá  publicarse  una  declara- 
ción de  la  liquidación  hecha  por  los  ad- 
ministradores ó  los  liquidadores. 

Art.  200.  Publicada  el  acta  legal 
de  liquidación,  no  podrá  ejercitarse 
ninguna  acción  en  nombre  de  la  socie- 
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dad  ó  en  contra  de  la  misma^  sino  en 
nombre  de  los  liquidadores  ó  contra 
ellos. 

Todos  los  documentos  que  procedan 
de  una  sociedad  en  liquidación,  debe- 
rán indicar  que  se  halla  «en  liquida- 
ción.» 

Todas  las  reglas  establecidas  para 
las  sociedades  existentes  ya  por  la  ley, 
las  escrituras  constitutivas  ó  los  esta^ 
tutos,  serán  aplicables  á  las  sociedades 
en  liquidación,  siempre  que  no  sean  in- 
compatibles con  la  misma  y  no  haya 
disposiciones  en  contrario. 

Los  liquidadores  estarán  sometidojs  á 
las  mismas  cargas  y  á  la  misma  res- 
ponsabilidad que  los  administradores. 

Art.  201.  En  caso  de  ausencia  de  uno 
ovarios  liquidadores,  ocurrida  por  la 
muerte,  quiebra,  interdicción,  incapa- 
cidad legal,  renuncia  ó  revocación,  se 
hará  su  reemplazo  del  mismo  modo 
que  el  nombramiento. 

Art.  202.  Inmediatamente  después 
de  tomar  posesión  de  su  cargo,  debe- 
rán los  liquidadores,  en  unión  de  los 
administradores  de  la  sociedad,  re- 
dactar un  inventario  y  un  balance  for- 
mado por  unos  y  otros,  en  que  se  haga 
constar  la  exacta  situación  del  activo 
y  pasivo  de  la  sociedad. 

Deberán  recibir  y  conservar  los  li- 
bros que  les  hubieren  confiado  los  ad- 
ministradores, el  patrimonio  y  papeles 
de  la  sociedad,  y  llevar  un  registro 
exacto  en  la  forma  que  el  libro  diario, 
de  las  operaciones  relativas  á  la  liqui- 
dación, por  el  orden  de  sus  fechas. 

Estarán  asimismo  obligados  á  dar  á 
conocer  á  los  socios,  si  fueren  reque- 
ridos para  ello,  el  estado  y  el  modo  de 
realizar  la  liquidación. 

Art.  203.  Estará  prohibido  á  los  li- 
quidadores emprender  nuevas  opera- 
ciones mercantiles,  sopeña  de  que  se 
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les  declare  personal  y  solidariamente 
responsables  de  dichas  operaciones. 

No  podrán  abonar  á  los  socios  canti- 
dad alguna  de  la  parte  que  pudiera  co- 
rresponderles  en  la  liquidación  antes 
de  haber  pagado  á  los  acreedores  de  la 
sociedad;  sin  embargo,  los  socios  po- 
drán solicitar  que,  de  conformidad  con 
el  art.  134,  sean  depositadas  las  canti- 
dades retenidas,  y  que  se  hagan  repar- 
tos aun  durante  la  liquidación  si,  ade- 
más de  todo  lo  necesario  para  el  cum- 
plimiento de  todas  las  obligaciones  so- 
ciales vencidas  ó  por  vencer,  quedase 
todavía  disponible  el  10  por  100  de  las 
acciones  ó  de  las  partes  sociales. 

Art.  204.  Cuando  no  sean  suficientes 
los  fondos  disponibles  de  la  sociedad, 
los  liquidadores  podrán  pedir  á  los  so- 
cios las  cantidades  necesarias,  si  éstos, 
por  la  índole  de  la  sociedad,  estuvieren 
obligados  á  proporcionarlos,  ó  si  toda- 
vía fueren  deudores  á  la  sociedad  del 
importe  de  las  acciones  que  hubieren 
suscrito  ó  de  las  partes  que  se  hubieren 
obligado  á  aportar  á  la  sociedad. 

Art.  205.  Además  de  los  poderes  más 
extensos  ó  más  restringidos  que  los  so- 
cios les  concedan,  podrán  los  liquida- 
dores: 

Comparecer  en  juicio  y  ser  persegui- 
dos, en  interés  de  la  liquidación,  en  to- 
das las  instancias,  por  medio  de  accio- 
nes civiles  y  penales; 

Ejecutar  y  terminar  las  operaciones 
mercantiles  que  tiendan  á  la  liquida- 
ción de  la  sociedad; 

Vender  en  pública  subasta  los  bienes 
muebles  de  la  sociedad; 

Hacer  las  transacciones  y  contraer 
compromisos; 

Liquidar  é  ingresar  en  caja,  aun  en 
caso  de  quiebra  de  los  deudores,  los 
créditos  de  la  sociedad,  dando  recibo; 
I      Contraer  obligaciones  por  letras  de 
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cambio  y  tomar  préstamos  no  hipoteca- 
rios, y,  en  general,  todos  'los  actos  ne- 
cesarios para  la  liquidación  de  los  ne- 
gocios sociales; 

Pero  no  podrán,  á  falta  de  disposicio- 
nes especiales  en  la  escritura  social  ó 
en  su  nombramiento,  constituir  hipote- 
cas sobre  los  bienes  de  la  sociedad  si 
no  estuvieren  autorizados  por  una  or- 
den del  Presidente  del  tribunal,  dictada 
después  de  visto  el  informe  de  los  cen- 
sores. En  ningún  caso  podrán  los  liqui- 
dadores vender  los  bienes  de  la  socie- 
dad sin  las  formalidades  de  subasta, 
sino  sólo  en  pública  licitación,  y  no  en 
conjunto. 

Art.  206.  Los  liquidadores  que  con 
su  propio  peculio  hubieren  pagado  las 
deudas  de  la  sociedad,  no  podrán  ejer- 
citar contra  los  socios  mayores  dere- 
chos que  los  que  tendrían  los  acreedo- 
res pagados. 

Art.  207.  Los  liquidadores  estarán 
sometidos  á  las  reglas  del  mandato. 

Art.  208.  Los  acreedores  de  la  socie- 
dad podrán  ejercitar  contra  los  liquida- 
dores las  acciones  que  nazcan  de  sus  cré- 
ditos, hasta  el  importe  de  los  bienes 
sociales  indivisos  que  existan  todavía, 
ó  una  acción  personal  contra  los  socios 
para  el  pago  de  las  cantidades  debidas 
por  el  valor  de  las  acciones  suscritas 
de  las  que  se  hubieren  obligado  á  apor- 
tar á  la  sociedad  ó  contra  los  socios 
que,  según  la  índole  de  la  sociedad,  hu- 
bieren asumido  una  responsabilidad 
solidaria  é  ilimitada. 

Art.  209.  La  liquidación  no  libera  á 
los  socios  ni  impide  la  declaración  de 
quiebra. 

§  2,**— Reglas  especiales  para  la  liquida- 
ción de  las  sociedades  colectivas  y  en 
comandita  simple. 

Art.  210.    Terminada  la  liquidación, 


los  liquidadores  estarán  obligados  á 
hacer  el  balance  de  la  misma  y  á  pro- 
poner el  reparto  entre  los  socios. 

Si  la  liquidación  y  el  reparto  fueren 
aprobados,  ya  no  existirá  el  derecho  de 
recurso  entre  los  socios  ni  contra  los 
liquidadores. 

En  caso  de  controversia,  el  socio  pre- 
sente deberá  exponer  sus  motivos  y  en- 
tablar la  acción  dentro  de  los  treinta 
días  siguientes  al  de  la  notificación  le- 
gal del  balance  y  del  proyecto  de  re- 
parto. 

Transcurrido  este  plazo,  se  conside- 
rarán aprobados  el  balance  y  el  reparto 
y  quedará^  liberados  los  liquidadores. 

Si  se  entablare  una  acción,  las  cues- 
tiones relativas  á  la  liquidación  ser¿.n 
separadas  de  pleno  derecho  de  las  del 
reparto,  en  las  que  podrán  permanecer 
extraños  los  liquidadores. 

Art.  211.  En  cuanto  esté  aprobado  el 
balance  y  el  reparto  del  haber  social, 
los  libros  y  documentos  que  sean  nece- 
sarios á  uno  de  los  copartícipes  serán 
depositados  en  casa  del  socio  designado 
por  mayoría  de  votos,  quien  deberá 
conservarlos  durante  cinco  años. 

§  3,^— Reglas  especiales  para  la  liquida- 
ción de  las  sociedades  en  comandita 
por  acciones  y  anónimas. 

Art.  212.  En  las  sociedades  en  co- 
mandita por  acciones  y  anónimas  se 
hará  el  nombramiento  de  los  liquidado- 
res eh  la  junta  general  que  acuerde  la 
liquidación,  si  la  escritura  social  no 
dispusiere  otra  cosa. 

Para  el  nombramiento  de  los  liquida- 
dores ó  su  reemplazo  en  caso  de  muer- 
te, interdicción,  quiebra,  incapacidad 
legal,  renuncia  ó  revocación,  se  exigirá 
la  presencia  de  un  número  de  socios  re- 
presentante de  las  tres  cuartas  partes 
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del  capital  social  y  un  voto  formulado 
por  un  número  de  los  mismos  que  re- 
presente la  mitad  de  dicho  capital.  En 
su  defecto,  se  hará  judicialmente  el 
nombramiento  ó  reemplazo  á  instancia 
de  las  partes  interesadas. 

Art.  213.  Con  el  nombramiento  de 
los  liquidadores  cesará  el  mandato  de 
los  administradores,  quienes  estarán 
obligados  á  entregar  á  los  primeros  la 
administración  de  la  sociedad. 

No  obstante,  los  administradores  es- 
tarán obligados  á  prestar  su  concurso 
en  la  liquidación,  si  fueren  requeridos 
para  ello. 

Art«  214.  Se  rendirán  las  cuentas  de 
los  administradores  por  el  tiempotrans- 
currido  desde  el  último  balance  aproba- 
do por  los  socios  hasta  principio  de  la 
liquidación,  á  los  liquidadores,  quienes 
tendrán  el  derecho  de  aprobarlas  ó  de 
suscitar  y  sostener  las  cuestiones  á  que 
puedan  dar  lugar  las  cuentas. 

Art.  215.  Cuando  sean  nombrados 
liquidadores  uno  ó  varios  administrado-^ 
res  de  la  sociedad,  las  cuentas  mencio- 
nadas en  el  artículo  anterior  se  deposi- 
tarán y  publicarán  al  mismo  tiempo  que 
el  balance  final  de  liquidación,  teniendo 
los  socios  derecho  á  impugnarlos  según 
las  mismas  reglas  y  en  la  misma  forma. 
Pero  si  1^  liquidación  se  prolongare 
más  allá  de  la  duración  del  ejercicio  so- 
cial, se  unirán  las  cuentas  al  primer  ba- 
lance anual,  que  los  liquidadores  esta- 
rán obligados  á  presentar  á  la  junta. 

Art.  216.  Si  lalíquidación durase  más 
de  un  año,  los  liquidadores  estarán 
obligados  á  cerrar  el  balance  anual,  de 
conformidad  con  las  disposiciones  de  la 
ley  y  de  la  escritura  social. 

Art.  217.  Terminada  la  liquidación, 
los  liquidadores  harán  el  balance  final, 
indicando  las  porciones  que  á  cada 
parte  ó  á  cada  acción   corresponden 


en  el  reparto  del  activo  de  la  sociedad. 

En  ningún  caso  podrá  el  gocio  ó  ac- 
cionista tomar  por  la  porción  que  pu- 
diera corresponderle  en  propiedad  una 
parte  ó  la  totalidad  del  inmueble  perte- 
neciente á  la  sociedad,  sino  que  se  hará 
el  reparto  del  inmueble  por  pública  li- 
citación. 

Cerrado  el  balance  por  los  liquidado- 
res, acompañado  de  la  Memoria  de  los 
censores,  será  depositado  en  el  Tribu- 
nal de  Comercio  y  publicado  en  la 
forma  prevista  en  el  art.  95. 

Todo  socio  podrá  impugnar  el  balan- 
ce en  el  término  de  treinta  días,  por 
medio  de  una  demanda  ante  el  Tribu- 
nal de  Comercio. 

Se  reunirán  todas  las  impugnaciones 
que  se  hicieren  dentro  de  este  plazo,  y 
juzgarán,  á  lo  sumo,  en  el  término  de 
quince  días  en  «un  solo  y  mismo  juicio. 

Todo  socio  tendrá  derecho  á  interve- 
nir en  esta  instancia;  y  el  fallo  que  hu- 
biere recaído  podrá  oponerse  contra 
los  socios  que  no  hubieren  intervenido. 

Art.  218.  Si  transcurriere  el  plazo  an- 
tes indicado  sin  que  se  haya  presenta- 
do ninguna  impugnación,  se  considera- 
rá aprobado  el  balance  por  todos  los 
tenedores  de  acciones,  quedando  libe- 
rados los  liquidadores,  á  reserve^  del 
pago  de  los  repartos  correspondientes. 

Fuera  de  la  espiración  del  plazo,  el 
acuse  de  recibo  del  último  reparto  hará 
presumir  la  aprobación  de  las  cuentas 
y  del  reparto  que  se  hubiere  hecho. 

Art,  219.  Las  cantidades  pertene- 
cientes á  los  socios  que  no  se  hubieren 
presentado  á  reclamarlas  en  los  dos 
meses  siguientes  á  la  publicación  men- 
cionada en  el  art.  217,  se  depositarán 

:n  la  Caja  de  Depósitos,  indicando  el 

nombre  de  los  propietarios  ó  el  número 

de  las  acciones,  si  fueren  al  portador. 

La  Caja  de  Depósitos  pagará  á  la  per- 
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8ona  indicada  ó  al  portador,  quedándo- 
se con  el  título. 

Art.  220.  Efectuados  la  liquidación 
y  reparto  ó  el  depósito  antes  indicados, 
serán  depositados  los  libros  de  la  socie- 
dad disuelta  y  conservados  durante 
cinco  años  en  el  Tribunal  de  Comercio. 

Toda  parte  interesada  podrá  exami- 
narlos y  comprobarlos. 

Sección  séptima 

Disposiciones  relativas  á  las  sociedades 
cooperativas 

Art.  221.  En  los  estatutos  de  toda 
sociedad  podrá  estipularse  que  el  capi- 
tal social  sea  susceptible  de  aumentar- 
se por  graduales  desembolsos  hechos 
por  los  socios  y  de  disminuirse  por  la 
retirada  total  ó  parcial  de  las  aporta- 
ciones desembolsadas. 

Las  sociedades  cuyos  estatutos  con- 
tengan las  antedichas  estipulaciones  se 
llaman  cooperativas,  y  estarán  someti- 
das, además  de  las  reglas  generales 
que  les  son  propias,  por  su  forma  espe- 
cial, á  las  siguientes  disposiciones. 

Art.  222.  Las  sociedades  cooperati- 
vas se  constituirán  por  escrituras  au- 
ténticas. 

La  escritura  social,  además  de  los 
enunciados  prescritos  en  los  artícu- 
los 89  y  90,  según  la  naturaleza  de  la 
sociedad,  indicará,  sopeña  de  nulidad: 

1.**  Las  condiciones  de  admisión  de 
nuevos  socios  y  el  modo  y  época  en  que 
estarán  obligados  á  hacer  el  desembol- 
so de  sus  partes  sociales; 

2.®  Las  condiciones  de  retirada  y  ex- 
clusión de  los  socios; 

3.®  Las  formalidades  de  la  convoca- 
toria de  las  juntas  generales  y  los  pe- 
riódicos designados  para  la  publica- 
ción de  los  actos  de  la  sociedad. 


Art.  223.  Las  sociedades  cooperati- 
vas estarán  siempre  sometidas  á  las 
disposiciones  relativas  á  las  socieda- 
des anónimas  en  lo  concerniente  á  la 
autorización  judicial  necesaria  para  su 
constitución,  la  publicación  de  sus  es- 
crituras constitutivas  y  de  las  modifica- 
ciones ulteriores  de  dichas  escrituras, 
las  obligaciones  y  la  responsabilidad 
de  los  administradores. 

Se  elegirán  los  administradores  en- 
tre los  socios,  pudiendo  dispensárseles 
en  la  escritura  social  de  prestar  fianza. 

Serán  igualmente  aplicables  á  las 
sociedades  cooperativas  las  disposicio- 
nes relativas  á  las  juntas  generales,  al 
balance,  á  los  censores  y  á  la  liquida- 
ción de  las  sociedades  por  acciones, 
mientras  no  sean  contrarias  á  las  pres- 
cripciones de  los  artículos  siguientes 
ó  á  la  escritura  social. 

Deberá  indicarse  expresamente  la  ca- 
lidad de  cooperativa,  al  mismo  tiempo 
que  la  naturaleza  de  la  sociedad  en  to- 
dos los  actos  enumerados  en  el  art.  104. 

Art.  224.  El  capital  no  podrá  fijarse 
en  la  escritura  social  ó  en  los  estatutos 
en  más  de  200.000  pesetas. 

Pero  podrá  aumentarse  porlos  acuer- 
dos de  la  Junta  general  tomados  todos 
los  años,  no  pudiendo  pasar  de  200.000 
pesetas  cada  aumento. 

Art.  225.  Nadie  podrá  tener  en  una 
sociedad  cooperativa  una  parte  social 
de  más  de  5.000  pesetas  ó  un  número 
de  acciones  cuyo  valor"  nominsd  pase 
de  dicha  cantidad. 

Art.  226.  Serán  siempre  nominati- 
vas las  acciones. 

El  valor  nominal  de  las  acciones  no 
podrá  pasar  de  100  pesetas  ni  ser  infe- 
rior á  25  pesetas. 

No  podrán  ser  negociables,  si  no  es- 
tuvieren enteramente  liberadas;  se  lia- 
rá la  cesión  en  la  misma  forma  que  las 
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acciones  nominativas,  y  los  estatutos 
podrán  atribuir  al  Consejo  de  Adminis- 
tración ó  á  la  junta  general  el  dere- 
cho de  oponerse  á  la  transferencia. 

Art.  227.  Los  estatutos  indicarán  una 
cantidad  como  límite  inferior,  que  no 
podrá  traspasarse  en  la  reducción  del 
capital  social  por  la  retirada  de  las 
aportaciones,  autorizada  por  el  artícu- 
lo 221. 

Dicha  cantidad  no  podrá  ser  inferior 
á  la  décima  parte  del  capital  social. 

Sólo  podrá  constituirse  la  sociedad 
cuando  todos  los  socios  hayan  hecho  el 
desembolso  de  la  décima  parte  del  ca- 
pital ó  del  valor  nominal  de  las  accio- 
nes, suscritas. 

Art.  228.  Las  disposiciones  de  la  pri- 
mera parte  del  párrafo  primero,  de  los 
artículos  132  y  148,  no  serán  aplicables 
á  las  sociedades  cooperativas.  La  es- 
critura social  podrá  apartarse  de  las 
disposiciones  del  art.  146  y  de  las  del 
número  3.*'  del  art.  167. 

Art.  229.  Los  administradores  de  las 
sociedades  cooperativas  están  obliga- 
dos á  llevar  el  libro  de  los  socios,  de 
conformidad  con  las  disposiciones  del 
artículo  142,  indicando  además  en  él: 

1.^  La  fecha  de  la  admisión,  retira- 
da ó  exclusión  de  cada  socio; 

2.**  La  cuenta  de  las  cantidades  des- 
embolsadas y  retiradas  por  cada  uno; 

Estarán  obligados  á  depositar,  ál  ñn 
de  cada  trimestre,  en  el  Tribunal  de  Co- 
mercio en  cuya  jurisdicción  tenga  su 
domicilio  la  sociedad,  una  lista  de  los 
sociosde  responsabilidad  ilimitada  que 
hayan  entrado,  salido  y  que  continúen 
en  la  sociedad,  indicando  sus  apellidos, 
nombres  y  domicilio. 

Firmará  la  lista  un  administrador,  y 
se  conservará  en  el  arcliivo,  pudiendo 
examinarla  todo  el  mundo. 

Art.  230.    Sólo  podrán  hacerse  repre- 


sentar los  socios  en  junta  general  en 
caso  de  legítimo  impedimento  previsto 
en  la  escritura  social  ó  en  los  esta- 
tutos. 

Cada  socio  tendrá  un  solo  voto,  cual- 
quiera que  sea  el  número  de  acciones 
que  posea. 

Ningún  mandatario  podrá  represen- 
tar á  más  de  un  socio  en  la  misma  jun- 
ta general,  salvo  su  derecho  personal 
si  él  fuere  socio. 

Art.  231 .  Se  hará  la  admisión  de  nue- 
vos socios  poniendo  su  firma  personal 
ó  la  de  un  mandatario  especial  en  el  re- 
gistro de  los  socios. 

Legalizarán  la  firma  dos  socios  que 
no  sean  administradores. 

Si  no  se  opusieren  á  ello  la  escritura 
social  ó  los  estatutos,  tendrán  los  so- 
cios el  derecho  de  retirarse  de  la  so- 
ciedad cuando  quieran. 

La  declaración  de  retirada  será  ins- 
crita por  el  socio  que  se  retire,  en  el  li- 
bro de  socios,  ó  será  notificada  á  la  so- 
ciedad por  un  dependiente  y  no  surtirá 
efecto  sino  á  la  terminación  del  año 
corriente,  si  se  hubiere  hecho  antes  del 
comienzo  del  último  trimestre  del  mis- 
mo año.  Pero  si  se  hubiere  hecho  más 
tarde,  el  socio  continuará  siendo  res- 
ponsable todavía  durante  el  año  si- 
guiente. 

Sólo  podrá  tener  lugar  la  exclusión 
de  los  socios  por  motivos  determina- 
dos por  la  ley  ó  en  la  escritura  social. 
El  acuerdo  acerca  de  esto  se  tomará 
en  junta  general  ó  por  el  Consejo  de 
Administración,  de  conformidad  con  las 
disposiciones  del  artículo  antes  citado. 

Art.  232.  El  socio  que  deje  de  for- 
mar parte  de  la  sociedad,  ya  retirán- 
dose por  su  voluntad,  ya  á  consecuen- 
cia de  su  exclusión  por  la  junta  gene- 
ral, continuará  siendo  responsable  du- 
rante dos  años,  respecto  de  los  socios 
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y  de  los  terceros,  por  todas  las  obliga^ 
clones  existentes  al  retirarse  ó  al  ser 
excluido  dentro  de  los  limites  de  la  res- 
ponsabilidad establecida  en  la  escritu- 
ra social. 

Árt.  233.  Cualquiera  que  sea  la  for- 
ma de  la  sociedad  cooperativa,  la  re- 
presentarán en  juicio  sus  administra- 
dores. 

Art.  234.  No  dejará  de  existir  la  so- 
ciedad por  la  muerte,  retirada,  inter- 
dicción, incapacidad  legal  ó  quiebra 
de  uno  de  los  socios,  sino  que  conti- 
nuará de  pleno  derecho  entre  los  de- 
más socios. 

Art.  235.  Las  escrituras  constituti- 
vas de  las  sociedades  cooperativas,  así 
como  las  actas  de  retirada  y  admisión, 
no  estarán  sujetas  á  la  tasa  de  registro 
y  de  timbre. 

Sección  octava 

Disposiciones  relativas  á  las  sociedades  civiles  y 
á  las  constituidas  en  países  extranjeros 

Art.  236.  Las  sociedades  civiles  po- 
drán adoptar  la  forma  de  la  sociedad 
por  acciones,  rigiéndose  en  este  caso 
por  las  disposiciones  del  presente  Có- 
digo, excepto  en  lo  relativo  á  la  quie- 
bra y  á  la  competencia. 

Art.  237.  Las  sociedades  por  accio- 
nes y  las  demás  sociedades  y  asocia- 
ciones mercantiles,  industriales  ó  finan- 
cieras constituidas  y  con  su  domicilio 
social  en  el  extranjero,  podrán  estable- 
cer una  residencia  secundaria  ó  sucur- 
sal en  Rumania: 

a)  Probando  por  medio  de  una  decla- 
ración de  su  Gobierno  que  en  el  país  don- 
de estuvieren  constituidas  se  ha  guar- 
dado la  plena  reciprocidad  respecto  de 
las  sociedades  rumanas  de  igual  índole; 

b)  Conformándose  á  las  prescripcio- 


nes de  la  presente  sección  cada  socie- 
dad en  lo  que  la  concierna. 

Art.  238.  Las  sociedades  legalmente 
constituidas  en  el  extranjero  que  esta- 
blecieren en  Rumania  una  residencia 
secundaria  ó  una  sucursal,  estarán  so- 
metidas á  las  disposiciones  del  presen- 
te Código  en  lo  concerniente  al  depósi- 
to, transcripción  y  exposición  de  la  es- 
critura social  ó  de  los  estatutos;  de  los 
documentos  que  introduzcan  modiñca- 
ciones  en  uno  ú  otro  de  los  citados  do- 
cumentos, y  del  balance,  estando  obli- 
gadas además  á  publicar,  en  la  forma 
prevista  en  la  presente  ley,  el  nombre 
de  las  personas  que  dirijan  ó  adminis- 
tren estas  sucursales  ó  que  represen- 
ten, de  cualquier  modo  que  sea,  la  so- 
ciedad en  Rumania. 

Dichas  personas  serán  responsables, 
respecto  de  terceros,  lo  mismo  que  los 
administradores  de  las  sociedades  na- 
cionales. 

Si  las  sociedades  fueren  de  distinta 
Índole  que  las  previstas  en  el  art.  77, 
estarán  sometidas  al  cumplimiento  de 
las  formalidades  prescritas  para  el  de- 
pósito, la  publicación  de  la  escritura 
constitutiva  y  de  los  estatutos  de  las 
sociedades  por  acciones,  y  les  serán 
aplicables  todas  las  disposiciones  de  la 
presente  sección  relativas  á  las  mis- 
más  sociedades. 

Art.  239.  Las  sociedades  que,  aun- 
que constituidas  en  el  extranjero,  ten- 
gan en  Rumania  su  domicilio  y  el  obje- 
to principal  de  su  empresa,  estarán  so- 
metidas, hasta  para  la  forma  y  validez 
de  sus  escrituras  constitutivas,  aunque 
redactadas  en  el  extranjero,  á  las  dis- 
posiciones del  presente  Código,  sin  que 
se  Jes  dispense  el  cumplimiento  de  las 
prescripciones  de  la  presente  sección 
para  poder  funcionar  en  Rumania. 

Art.  240.    Ninguna  sociedad  extran- 
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jera  podrá  hacer  en  Rumania  operacio- 
nes á  que  no  tenga  derecho  en  el  país 
donde  tenga  su  domicilio. 

Art.  241.  Podrá  el  Gobierno,  siempre 
que  lo  juzgue  oportuno,  examinar  las 
operaciones  de  las  sociedades  extran- 
jeras. 

Art.  242.  Las  sociedades  extranjeras 
estarán  sometidas  á  los  mismos  im- 
puestos que  las  rumanas  de  igual  natu- 
raleza. 

Art.  243.  Todos  los  documentos  que 
las  sociedades  extranjeras  tengan  que 
presentar  al  Gobierno  ó  á  cualquier  au- 
toridad rumana  y  que  emanen  de  su 
administración  central,  deberán  lle- 
var, además  de  las  formas  de  su  auten- 
ticidad, la  legalización  de  la  autoridad 
consular  rumana  de  aquella  localidad. 

Art.  244.  Las  sociedades  por  accio- 
nes, legalmente  constituidas  en  el  ex- 
tranjero, no  podrán  establecer  una  su- 
cursal en  Rumania  sin  haber  obtenido 
previamente  la  autorización  del  Gobier- 
no rumano. 

No  podrá  concederse  esta  autoriza- 
ción sino  después  de  un  informe  de  la 
Cámara  de  Comercio  de  Bucarest;  y  si 
estableciere  la  sociedad  su  residencia 
en  otra  parte,  después  del  informe  de  la 
Cámara  de  Comercio  de  esa  localidad, 
ó  de  la  más  próxima,  si  en  ese  punto 
no  hubiere  Cámara  de  Comercio. 

Art.  245.  Acompañarán  á  la  instan- 
cia de  autorización  los  documentos  si- 
guientes: 

1.®  Los  estatutos  de  la  sociedad  le- 
galizados en  debida  forma,  asi  como 
todos  los  documentos  que  demuestren 
la  existencia  legal  de  la  sociedad  en  el 
país  donde  estuviere  constituida,  y  una 
declaración  formal  de  que  la  sociedad 
se  somete  á  las  leyes  rumanas.  Los  es- 
tatutos no  podrán  derogar  los  princi- 
pios establecidos  por  el  presente  Código; 


2.^  El  recibo  de  la  Caja  de  Depósitos 
en  que  conste  que  se  ha  hecho  el  de  la 
fianza  fijada  por  el  Gobierno  para  ase- 
gurar el  cumplimiento  de  las  obliga- 
ciones que  contraiga  en  Rumania  la 
sociedad.  En  ningún  caso  podrá  ser  es- 
ta fianza  inferior  á  300.000  pesetas,  y 
aún  podrá  pedir  el  Gobierno  su  aumen- 
to hasta  la  cuarta  parte  del  capital-ac- 
ciones de  la  sociedad.  Las  sociedades 
de  seguros  prestarán  una  fianza  de 
250.000  pesetas,  por  lo  menos,  para  ca- 
da ramo  separado. 

Servirán  estas  fianzas  para  la  com- 
pensación privilegiada  de  los  accionis- 
tas y  acreedores  que  se  hallen  en  Ru- 
mania. 

La  fianza  consistirá  exclusivamente 
en  efectos  públicos  del  Estado  rumano* 
con  arreglo  á  la  cotización  del  día  en 
que  se  hiciere  la  consignación,  deposi- 
tándose á  nombre  de  la  sociedad,  úni- 
ca que  será  reconocida  como  propieta- 
ria de  ella; 

3.°  Una  declaración  de  la  sociedad, 
legalizada  por  la  autoridad  competente 
del  país  respectivo,  de  que  la  fianza 
sólo  servirá  para  garantizar  los  nego- 
cios hechos  por  la  sociedad  en  Ru- 
mania. 

Art.  246.  Además  de  las  condicio- 
nes establecidas  en  los  artículos  ante- 
riores y  de  las  que  determine  el  Gobier- 
no, según  las  circunstancias,  las  socie- 
dades extranjeras  por  acciones  debe- 
rán observar  también  las  siguientes  es- 
peciales disposiciones: 

!.■  Las  sociedades  extranjeras  por 
acciones  fijarán  también  su  domicilio 
en  una  de  las  ciudades  de  Rumania,  en 
la  que  tendrán  un  representante  gene- 
ral para  todas  sus  operaciones  que  ha- 
gan en  el  país. 

Dicho  representante  deberá  ser  con- 
firmado por  el  Gobierno,  y  depositará. 
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al  mismo  tiempo  que  la  instancia  para 
su  conñrmacíón,  una  copia  auténtica 
de  su  poder  general,  que  no  podrá  con- 
tener poderes  menos  extensos  que  los 
concedidos  á  la  dirección  central  por 
los  mismos  estatutos  de  la  sociedad; 

2.*  Según  la  importancia  del  objeto 
de  la  sociedad,  el  Gobierno  podrá  pe- 
dir, siempre  que  lo  jnzgue  oportuno, 
que  se  cree  al  lado  del  representante 
de  la  sociedad  un  Comité  de  Adminis- 
tración, compuesto  de  dos  individuos 
por  lo  meqos,  con  domicilio  en  Ruma- 
nía,  el  que  obrará  como  delegación  de 
la  administración  central  de  la  socie- 
dad, y  será  responsable  de  conformi- 
dad con  los  estatutos  de  la  sociedad  y 
de  la  presente  ley; 

3.*  Las  sociedades  extranjeras  por 
acciones  publicarán  en  épocas  fijas, 
que  no  podrán  distar  una  de  otra  más 
de  tres  meses,  un  balance  de  sus  ope- 
raciones en  Rumania,  de  conformidad 
con  las  prescripciones  de  la  ley. 

Deberán  someter  también  al  Gobier- 
no, inmediatamente  después  de  su  pu- 
blicación, las  Memorias  y  balances  que 
se  publiquen  en  su  residencia  principal; 

4.*  El  Gobierno  podrá,  sin  embargo, 
retirar  la  autorización  concedida,  ob- 
servando las  formalidades  prescritas 
para  la  autorización: 

a)  Cuando  el  capital-acciones  de  la 
sociedad  autorizada  se  hubiere  reduci- 
do por  cualquier  circunstancia  á  la 
mitad  de  la  cantidad  indicada  cuando 
se  solicitó  la  autorización; 

b)  Cuando  por  cualquier  circunstan- 
cia la  ñanza  depositada  de  conformi- 
dad con  el  art.  215,  hubiere  dismi- 
nuido, sin  ser  completada  por  la  socie- 
dad en  el  plazo  de  treinta  días; 

c)  Cuando  se  pruebe  que  la  sociedad 
hace  operaciones  extrañas  á  las  previs- 
tas en  la  escritura  social; 


5.*^  Solóse  restituirá  la  fianza  de- 
positada cuando  esté  demostrado  que 
la  sociedad  autorizada  no  tenga  ya 
obligación  alguna  en  Rumania,  ó  cuan- 
do una  sociedad  rumana,  reconocida 
solvente  por  el  Gobierno,  garantice  in- 
condicionalmente  la  sociedad  extranje- 
ra que  solicite  la  liberación  de  su  fianza; 

6.*  Las  acciones  de  las  sociedades 
extranjeras  que  funcionan  en  Rumania 
no  podrán  admitirse  á  la  cotización  de 
la  Bolsa  rumana  sino  después  de  haber 
funcionado  dichas  sociedades  en  Ru- 
mania durante  un  año  por  lo  menos  y 
publicado  su  balance  del  ejercicio  co- 
rrespondiente. 

Art.  247.  El  cumplimiento  de  las  for- 
malidades y  de  las  condiciones  prescri- 
tas en  los  artículos  que  anteceden  so- 
meterá las  sociedades  extranjeras  á 
las  consecuencias  legales  establecidas 
para  las  sociedades  nacionales,  sin 
que  aquéllas  puedan  obtener  en  Ruma- 
nía  otros  derechos  que  los  reconocidos 
á  los  extranjeros  por  la  ley  y  los  regla- 
mentos, y  hará  responsable  á  la  socie- 
dad de  todas  las  obligaciones  contrai- 
das por  sus  administradores  ó  sus  re- 
presentantes, aun  cuando  éstos,  en  sus 
convenios,  hubieren  traspasado  los  po- 
deres que  se  les  haya  conferido. 

Art.  248.  Dejarán  de  funcionar  en 
Rumania  las  sociedades  extranjeras: 

a)  Cuando  la  sociedad  ó  su  repre- 
sentante no  observen  los  principios 
esenciales  de  la  ley  que  rige  las  socie- 
dades nacionales  y  las  disposiciones 
de  la  presente  sección; 

b)  Cuando  cese  la  reciprocidad  pre- 
vista eñ  el  primer  aparte  del  art.  237. 

Art.  249.  Se  concede  un  plazo  de 
tres  meses  á  las  sociedades  extranje- 
ras (ie  la  índole  de  las  previstas  en  el 
artículo  239  que  estén  ya  funcionando, 
así  como  á  las  que  tengan  una  sucursal 
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al  entrar  en  vigor  la  presente  ley,  para 
regularizar  su  situación  de  conformi- 
dad con  sus  disposiciones. 

Art«  250.  Las  personas  que  hicieren 
cualesquiera  operaciones,  por  cual- 
quier concepto,  en  favor  y  por  cuenta 
de  una  sociedad  extranjera  que  no  lle- 
ne las  condiciones  y  formalidades  pres- 
critas en  la  presente  sección  y  defrau- 
den así  al  Estado  de  las  tasas  á  que 
tiene  derecho,  serán  responsables  de 
los  daños  causados  al  Estado  rumano 
con  sus  operaciones  é  incurrirán  en  las 
penas  previstas  en  el  art.  323  del  Códi- 
go penal. 

CAPÍTULO  II.— DE  LAS  ASOCIACIONES 

Sección   primera 

De  la  asociación  en  participación 

Art.  251.  Tiene  lugar  la  asociación 
en  participación  cuando  un  comercian- 
te ó  una  sociedad  mercantil  concede  á 
una  ó  varias  personas  ó  sociedades 
una  participación  en  las  ganancias  y 
pérdidas  de  una  ó  más  operaciones,  ó 
en  todo  su  comercio. 

Art.  252.  La  asociación  en  partici- 
pación podrá  también  tener  lugar  para 
operaciones  mercantiles  hechas  entre 
individuos  no  comerciantes. 

Art.  253.  La  asociación  en  participa- 
ción no  constituye,  respecto  de  terce- 
ros, una  entidad  jurídica  distinta  de  la 
persona  de  los  interesados,  no  tenien- 
do ningún  derecho  ni  obligándose  los 
terceros  sino  con  quien  hubieren  con- 
tratado. 

Art.  254.  Los  partícipes  no  tendrán 
derecho  alguno  de  propiedad  sobre  las 
cosas  puestas  en  la  asociación,  ni  aun 
sobre  las  suministradas  por  ellos. 

Sin  embargo,  en  sus  mutuas  relacio- 


nes podrán  estipular  los  socios  que  las 
cosas  aportadas  les  sean  restituidas  tal 
como  se  hallaban,  salvo  el  derecho,  en 
el  caso  en  que  no  pudiere  tener  lugar 
la  restitución,  á  la  reparación  del  daño 
experimentado.  Fuera  de  estos  casos, 
los  derechos  de  los  socios  se  limitarán 
á  que  se  les  dé  cuenta  de  las  cosas  que 
hubieren  puesto  en  la  asociación,  de  las 
ganancias  ó  de  las  pérdidas. 

Art.  255.  Además  de  las  disposicio- 
nes de  los  artículos  que  anteceden,  los 
convenios  de  las  partes  determinarán 
la  forma,  extensión  y  condiciones  de  la 
asociación. 

Art.  256.  Las  asociaciones  en  parti- 
cipación estarán  dispensadas  de  las 
formalidades  establecidas  para  las  so- 
ciedades, pero  deberán  probarse  por 
escrito. 

Sección   segunda 

De  la  asociación  de  seguros  mutuos 

Art.  257.  La  asociación  de  seguro 
mutuo  tendrá  por  objeto  repartir  entre 
los  asociados  el  daño  causado  por  los 
riesgos  que  forman  el  objeto  de  la  aso- 
ciación.. 

Esta  constituye,  respecto  de  terceros, 
una  persona  jurídica  distinta  de  la  per- 
sona de  los  asociados. 

Art.  258.  La  asociación  de  seguro 
mutuo  deberá  probarse  por  escrito,  y 
se  regirá  por  los  convenios  de  las 
partes. 

Art.  259.  La  asociación  se  adminis- 
trará por  asociados,  que  serán  sus 
mandatarios  temporales  y  revocables. 

Art.  260.  Las  reglas  relativas  á  la 
responsabilidad  de  los  administradores 
á  la  publicación  de  la  escritura  social, 
de  los  estatutos,  de  los  actos  que  intro- 
duzcan modificaciones  en  uno  ú  otro 
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documento,  de  los  balances  de  las  so- 
ciedades anónimas  y  de  las  penalida- 
des relativas  á  dichas  sociedades,  se- 
rán también  aplicables  á  las  asociacio- 
nes de  seguros  mutuos. 

El  cumplimiento  de  las  disposiciones 
del  art.  147  deberá  resultar  de  los  bar- 
lances  de  estas  asociaciones. 

Art.  261.  Los  asociados  sólo  estarán 
obligados  á  contribuir  por  la  parte  de- 
terminada en  el  contrato,  y  respecto  de 
terceros,  cada  asociado  no  será  nunca 
responsable  sino  en  proporción  al  valor 
de  la  cosa  por  la  que  se  le  admitió  en 
la  asociación. 

Art.  262.  El  que  hubiere  perdido  la 
cosa  por  la  que  se  asoció  dejará  de 
formar  parte  de  la  asociación,  quedán- 
dole el  derecho  á  la  indemnización  que 
le  corresponda. 

Art.  263.  No  quedará  disueltala  aso- 
ción  con  la  interdicción  ó  muerte  de 
uno  de  los  asociados. 

La  quiebra  de  uno  de  los  asociados 
podrá  dar  lugar  á  su  exclusión. 

CAPÍTULO  III.— DISPOSICIONES  PENALES 
Y  TRANSITORIAS 

Art.  264.  Incurrirán  en  las  penas  es- 
tablecidas en  el  Código  penal  para  la 
estafa  lois  que,  simulando  ó  añrmando 
con  falsedad  la  existencia  de  suscri- 
ciones,  de  desembolsos  en  una  socie- 
dad por  acciones,  ó  anunciando  con 
mala  fe  al  público  como  interesados  en 
las  sociedades  personas  que  no  lo  es- 
tén, ó  los  que,  con  otras  simulaciones, 
hayan  obtenido  ó  tratado  de  obtener 
suscripciones  ó  desembolsos. 

Art.  265.  Incurrirán  en  multa,  que 
no  pasará  de  5.000  pesetas,  sin  perjui- 
cio de  las  penas  más  graves  del  Código 
penal: 


1.**  Los  fundadores,  administrado- 
res, directores,  censores  y  liquidadores 
de  las  sociedades  que  en  las  Memorias 
ó  en  las  comunicaciones  de  todas  cla^ 
ses  hechas  á  la  junta  general,  en  los 
balances  ó  en  la  situación  de  las  accio- 
nes hubieren  anunciado  con  mala  fe 
hechos  falsos  relativos  á  las  condicio- 
nes de  (a  sociedad  ó  á  sabiendas  hubie- 
ren ocultado  en  todo  ó  en  parte  hechos 
relativos  á  las  mismas  condiciones; 

2.°  Los  administradores  ó  directo- 
res que,  á  sabiendas,  á  falta  de  balance 
ó  en  contra  de  lo  que  de  él  resultare,  ó 
por  medio  de  balances  fraudulentos  ó 
falsos  hubieren  distribuido  á  los  socios, 
accionistas  ó  comanditarios,  intereses 
ó  dividendos  que  ño  correspondan  con 
las  ganancias  reales; 

3.°  Los  administradores  y  directores 
qne  hubieren  emitido  acciones  por  me- 
nos de  su  valor  nominal,  comprando 
acciones  de  la  sociedad,  faltando  á  las 
disposiciones  del  art.  146,  anticipado 
fondos  sobre  las  acciones  de  la  socie- 
dad, ó  emitido  obligaciones  violando 
disposiciones  de  la  primera  parte  del 
artículo  174; 

4.**  Los  administradores  y  directores 
que  hubieren  efectuado  la  reducción 
del  capital  ó  la  fusión  de  la  sociedad 
sin  ajustarse  á  las  disposiciones  de  los 
artículos  101  y  197; 

5.**  Los  administradores  y  directores 
de  las  sociedades  de  seguros  sobre  la  vi- 
da y  de  las  sociedades  tontinas  que  hu- 
bieren faltado  á  las  disposiciones  del 
artículo  147; 

6.^  Los  liquidadores  que  hubieren 
repartido  el  activo  social  entre  los  so- 
cios sin  atenerse  á  las  disposiciones 
del  art.  203. 

La  misma  pena  será  aplicable  á  los 
censores  que,  en  los  casos  indicados 
en  los  números  2.^  3.^  4.^  5.^  y  6,°  de 
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los  mismos  artículos,  no  hubieren  cum- 
plido con  sus  obligaciones. 

Art.  266.  Si  el  depósito  de  la  escritu- 
ra constitutiva  y  de  los  estatutos  de  las 
sociedades  en  comandita  por  acciones 
ó  anónimas,  de  los  actos  que  introduz- 
can modificaciones  en  dichos  documen- 
tos, de  las  situaciones  mensuales  y  del 
balance,  en  el  Tribunal  civil  ó  en  el  Tri- 
bunal de  Comercio,  según  las  circuns- 
tancias, no  se  hubiere  hecho  en  el  plazo 
fijado  ó  si  se  hubiere  hecho  de  un  modo 
incompleto,  cada  persona  de  las  que 
están  obligadas  á  hacerlo  ó  á  disponer 
que  se  haga  incurrirán  en  la  multa  de 
50  pesetas  por  cada  día  de  retraso. 

Art.  267.  Los  administradores  de  las 
sociedades  cooperativas  que  tengan 
socios  de  responsabilidad  ilimitada  que 
no  depositen  en  el  Tribunal  de  Comer- 
cio, al  fin  de  cada  trimestre,  las  listas 
prescritas  por  el  art.  229,  y  el  Secretario 
que  no  denuncie  esta  comisión  al  Fis- 
cal del  Tribunal  en  los  diez  días  siguien- 
tes, incurrirán  en  una  multa  que  no  pa- 
sará de  300  pesetas. 

Art.  268.  Toda  violación  de  las  dis- 
posiciones de  los  artículos  104, 157,  167 
y  200,  y  las  de  los  dos  primeros  apartes 
del  art.  174,  será  castigada  con  una  mul- 
ta que  no  pasará  de  cien  pesetas. 

Art.  269.  Las  sociedades  constituidas 
antes  de  que  sea  aplicado  el  presente 
Código  estarán  sometidas  á  las  dispo- 
siciones de  los  artículos  104,  169,  180, 
181  y  182,  así  como  á  las  disposiciones 
que  rigen  la  liquidación  y  la  fusión  de 
las  sociedades  ó  la  reducción  de  su  ca- 
pital. 

Las  sociedades  existentes  que  qui- 
sieren modificar  sus  estatutos  ó  que 
quisieren  prolongar  el  plazo  por  el  que 
se  constituyeron  ;i  deberán  conformar 
sus  estatutos  con  el  presente  Código. 


TÍTULO  IX.— DE  LA  LETRA  DE  CAMBIO 
Y  DEL  CHEQUE 

Capítulo  primero.— De  la  letra 
de  cambio 

Sección  primera 

De  las  condiciones  esenciales  de  la  letra 
de  cambio 

Art.  270.  Contiene  la  letra  de  cam- 
bio-, ya  la  obligación  de  pagar,  ya  la  de 
hacer  pagar  al  portador  una  determi- 
nada cantidad  al  vencimiento,  según 
las  formas  establecidas  en  el  presente 
capítulo. 

La  letra  de  cambio  que  contiene  la 
obligación  de  pagai'  se  llama  también 
pagaré; 

La  letra  de  cambio  que  contiene  la 
obligación  de  hacer  pagar,  se  llama 
propiamente  letra  de  cambio. 

Las  condiciones  esenciales  de  la  le- 
tra de  cambio  son: 

1."    La  fecha; 

2.*  El  enunciado  de  la  denominación 
del  título  de  cambio  ó  de  giro  en  el  tex- 
to del  escrito; 

3.*  El  nombre  de  la  persona  ó  la  ra- 
zón mercantil  del  aceptante; 

4.^    La  cláusula  de  á  la  orden; 

5.*  La  indicación  de  la  cantidad  á 
pagar; 

6.*    Del  vencimiento; 

7.*    Del  lugar  del  pago; 

8."  La  firma  del  librador  ó  del  que 
hubiere  emitido  el  título,  con  su  nom- 
bre ó  su  razón  mercantil  ó  la  de  su 
mandatario  especial. 

El  documento  de  cambio  que  conten- 
ga la  obligación  de  hacer  pagar  (letra 
de  cambio),  deberá  indicar  además: 

9.*    La  persona  del  girado,  es  decir, 
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el  nombre  ó  la  razón  mercantil  de  la 
persona  que  deba  efectuar  el  pago. 

Np  será  obligatorio  indicar  en  el  do- 
cumento de  cambio  el  valor  ó  la  causa, 
ni  la  entrega  de  plaza  á.  plaza. 

Art.  271.  El  vencimiento  deberá  ser 
el  mismo  para  toda  la  cantidad  indica- 
da en  el  título  de  cambio  y  podrá  fi- 
jarse: 

1.**    Para  un  determinado  día; 

2.°    A  la  vista; 

3.°  Para  determinado  plazo  vista,  ó 
para  uno  ó  más  días,  ó  para  uno  ó  va- 
rios meses  vista; 

4.®   Para  un  plazo  de  tantos  di  as  fecha; 

5.**    Para  determinada  feria. 

Si  el  titulo  de  cambio  no  indicare  la 
fecha  del  pago,  será  pagadero  á  la 
vista. 

Art.  272.  Si  no  estuviere  indicado  el 
lugar  del  pago  en  una  letra  de  cambio, 
será  pagadera  en  el  lugar  indicado  al 
lado  del  nombre  ó  razón  mercantil  del 
girado.  En  la  carta-orden  se  conside- 
rará el  lugar  de  la  emisión  como  el  del 
pago  y  como  domicilio  á  la  vez  del  que 
hubiere  emitido,  si  no  se  hubiere  indi- 
cado otro  lugar  para  el  pago. 

Art.  273.  La  falta  de  alguna  de  las 
condiciones  esenciales  indicadas  en  los 
artículos  que  anteceden,  excluirá  la  ca- 
lidad y  los  efectos  particulares  del  títu- 
lo de  cambio,  salvo  los  efectos  ordina- 
rios de  la  obligación,  según  su  natura- 
leza mercantil  ó  civil. 

La  promesa  de  interés  contenida  en 
un  título  de  cambio  ó  la  renuncia  á  la 
prescripción  se  reputará  no  escrita. 

Art.  274.  La  letra  de  cambio  ó  la 
carta-orden  podrá  ser  girada  contra 
una  persona  y  pagadera  en  el  domici- 
lio de  un  tercero. 

Podrá  girarse  á  favor  del  librador, 
que  podrá  designarse  á  sí  mismo  como 
beneficiario. 


Podrá  girarse  á  la  orden  y  por  cuenta 
de  un  tercero. 

Art.  275.  Cuando  el  título  de  cambio 
sea  un  documento  privado  y  escrito  por 
otro  que  el  deudor,  si  éste  no  fuere  co- 
merciante, industrial,  cultivador,  viti- 
cultor, criado  ó  jornalero,  estará  obli- 
gado á  añadir  á  su  firma  las  palabras 
«bueno  y  aprobado,»  indicando  con 
letras  la  cantidad  por  que  se  obliga. 

Art.  276.  El  título  de  cambio  podrá 
emitirse  en  la  forma  auténtica. 

El  título  de  cambio  firmado,  poniendo 
el  anillo,  el  sello  ú  otras  señales,  no 
tendrá  fuerza  si  no  se  hubiere  hecho  en 
las  formas  previstas  por  la  ley  para  los 
documentos  auténticos. 

Sección  segunda 

Del  endoso 

Art.  277.  La  propiedad  del  título  de 
cambio  con  todas  las  garantías  y  todos 
los  derechos  qué  del  mismo  se  derivan, 
se  transmite  por  endoso. 

Los  endosantes  serán  solidariamente 
responsables  de  la  aceptación  y  del 
pago  del  título  de  cambio  al  venci- 
miento. 

Art.  278.  Si  el  librador,  el  portador 
ó  el  endosante  hubiesen  prohibido  la 
transmisión  de  la  letra  de  cambio  por 
endoso,  insertando  en  ella  la  cláusula 
de  «no  á  la  orden»  ú  otra  equivalente, 
los  endosos  hechos  en  contra  de  esta 
prohibición  producirán,  respecto  del 
que  hubiere  insertado  la  cláusula,  el 
efecto  de  una  cesión. 

Art.  279.  El  endoso  deberá  escribir- 
se en  el  título  de  cambio,  fechado  y  fir- 
mado por  el  endosante. 

Será  válido  el  endoso  aun  cuando  el 
endosante  sólo  escriba  su  nombre  ó  su 
razón  mercantil  al  dorso  del  titulo  de 
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cambio^  sin  indicar  el  nombre  de  la 
persona  á  cuya  orden  se  hubiere  hecho 
(endoso  en  blanco). 

El  portador  tiene  derecho  de  llenar  el 
endoso  en  blanco. 

Art.  280.  El  endoso  á  que  se  hubiere 
añadido  la  cláusula  de  «para  cobro,» 
«por  poder,»  «por  mandato,»  «valor  en 
garantía»  ú  otrai  semejantes,  no  trans- 
miten la  propiedad  del  titulo  de  cam- 
bio, pero  autoriza  al  portador  para  re- 
clamar el  pago  del  título,  á  protestarlo 
y  á  notificar  la  falta  de  pago  á  su  autor, 
á  reclamar  el  pago  por  justicia,  á  per- 
cibir la  cantidad  depositada  y  á  endo- 
sarla por  poder. 

Sí  se  añadiere  al  endoso  la  cláusula 
de  «sin  garantía,»  «sin  obligación»  ú 
otra  semejante,  el  endosante  se  hallará 
descargado  de  la  obligación  que  pudie- 
ra resultar  de  su  endoso . 

Art.  281.  El  endoso  de  un  título  de 
cambio  vencido  producirá  simplemen- 
te el  efecto  de  una  cesión. 

Sección  tercera 

De  la  aceptación  ' 

§  1 ." — Disposiciones  generales 

Art.  282.  La  letra  de  cambio  girada 
4  un  plazo  fijo  vista  deberá  presentar- 
se á  la  aceptación  en  el  año  de  su  fe- 
cha, sopeña  para  el  portador  de  perder 
su  acción  de  recurso  contra  los  endo- 
santes y  contra  el  librador. 

El  librador  y  cada  uno  de  los  endo- 
santes podrán  fijar  un  plazo  de  menos 
de  un  año,  en  cuyo  caso  el  que  hubiere 
fijado  el  plazo  y  los  obligados  posterio- 
res á  él  estarán  descargados  de  la 
acción  de  recurso,  si  el  título  de  cambio 
no  se  hubiere  presentado  á  la  acepta- 
ción en  el  plazo  por  ellos  fijado. 

Cuando  en  Rumania  se  gire  una  letra 


de  cambio  y  sea  pagadera  en  un  país 
extranjero  con  el  que  se  haga  el  comer- 
cio por  mar  en  todo  ó  en  parte,  se  du- 
plicará el  plazo  indicado  en  la  primera 
parte  del  presente  artículo  en  caso  de 
guerra  marítima. 

Art.  283.  Deberá  escribirse  la  acep- 
tación en  la  letra  de  cambio  y  firmarse 
por  el  aceptante.  Se  expresará  la  acep- 
tación con  la  palabra  «acepto^)  ú  otras 
semejantes;  sin  embargo,  para  que  sea 
válida  la  aceptación,  bastará  con  que 
firme  el  aceptante  con  su  nombre  ó  su 
razón  mercantil  en  la  parte  anterior  del 
título. 

Art.  284.  La  aceptación  de  una  letra 
de  cambio  girada  á  plazo  fijo  vista  de- 
berá ir  fechada.  Si  el  girado  se  negare 
á  poner  la  fecha  en  su  aceptación,  ó,  á 
falta  de  ésta,  á  poner  en  la  letra  de 
cambio  un  visto  fechado,  el  portador 
deberá  hacer  constar  la  presentación 
de  la  letra  de  cambio  en  tiempo  oportu- 
no por  un  protesto  por  falta  de  fecha  he- 
cho en  el  plazo  de  presentación. 

El  día  del  protesto,  en  ese  caso,  hará 
las  veces  de  la  fecha  ó  del  día  de  la 
presentación. 

Si  no  se  hubiere  hecho  el  protesto,  el 
vencimiento  contra  el  aceptante  que 
hubiere  omitido  poner  la  fecha  se  con- 
tará desde  el  último  día  del  plazo  de 
presentación. 

Art.  285.  Deberá  exigirse  la  acepta- 
ción en  el  domicilio  del  girado,  aun 
cuando  la  letra  de  cambio  indique  otro 
lugar  para  el  pago. 

Art.  286.  La  aceptación  de  la  letra 
de  cambio,  pagadera  en  otro  lugar  que 
el  de  la  residencia  del  aceptante,  debe- 
rá indicar  la  persona  por  cuya  media- 
ción se  hará  el  pago.  A  falta  de  esta  in- 
dicación, se  reputará  que  el  aceptante 
ha  querido  pagar  por  sí  mismo  en  el  lu- 
gar fijado  para  el  pago. 
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Art.  287.  Deberá  darse  la  aceptación 
cuando  sea  presentada  la  letra  de  cam- 
bio, ó  á  más  tardar  dentro  de  las  vein- 
ticuatro horas  después  de  la  presenta- 
ción, y  no  podrá  revocarse  después  de 
restituida  la  letra  de  cambio. 

Art.  288.  Podrá  restringirse  la  acep- 
tación á  una  cantidad  menor  que  la  in- 
dicada en  la  letra  de  cambio.  Si  se  aña- 
dieren otras  restricciones  en  la  acepta- 
ción, se  considerará  la  letra  de  cambio 
aceptada  en  esa  forma  como  una  letra 
de  cambio  cuya  aceptación  haya  sido 
denegada,  y  el  portador  podrá  ejercitar 
los  recursos  de  garantía  contra  los  Gñ*- 
dosantes  y  contra  el  librador,  quedan- 
do, sin  embargo,  obligado  el  aceptante, 
de  conformidad  con  las  reglas  relativas 
á  los  1,itulos  de  cambio,  en  los  limites 
de  su  aceptación. 

Art.  289.  La  defectuosa  aceptación  ó 
la  denegación  total  ó  parcial  de  acepta- 
ción  se  hará  constar  en  la  forma  indi- 
cada en  la  sección  octava  del  presente 
capítulo. 

Art.  290.  El  aceptante  contrae  direc- 
tamente la  obligación  de  pagar  la  letra 
de  cambio. 

El  aceptante  quedará  obligado  por  la 
aceptación  hecha,  aunque  el  librador 
haya  quebrado  antes  de  la  aceptación 
sin  que  lo  haya  sabido  el  aceptante. 

El  aceptante  estará  igualmente  obli- 
gado, de  conformidad  con  las  reglas 
relativas  á  los  títulos  de  cambio,  res- 
pecto del  librador;  pero  no  tendrá  con- 
tra aquél  recurso  alguno. 

§  2,°— De  la  aceptación  por  intervención 

ó  por  honor 

Art.  291.  La  letra  de  cambio  que  no 
haya  sido  aceptada  por  el  librado, 
podrá  serlo  por  las  personas  en  ella 


indicadas  para  aceptarla  ó  pagarla  en 
caso  necesario. 

Art.  292.  La  letra  de  cambio  que  no 
fuere  aceptada  ni  por  el  girado  ni  por 
las  personas  indicadas  para  aceptarla 
ó  pagarla  en  caso  necesario,  podrá  ser 
aceptada  por  un  tercero. 

El  portador  de  una  letr^  de  cambio 
tiene  la  facultad  de  aceptar  ó  rechazar 
la  aceptación  por  intervención  que  un 
tercero  le  ofrezca;  sin  embargo,  la  acep- 
tación del  tercero  no  priva  al  portador 
de  la  acción  para  obtener  la  garantía 
ó  la  fíanza,  á  no  ser  que  resulte  del  ac- 
ta del  protesto  que  el  portador  ha  con- 
sentido en  dicha  aceptación. 

Podrán  también  intervenir  como  ter- 
ceros el  girado  ó  las  personas  indica- 
das para  aceptar  la  letra  de  cambio  ó 
pagarla,  si  fuere  menester,  aunque 
hayan  denegado  la  aceptación  como 
tales. 

Art.  293.  El  aceptante  por  interven- 
ción se  obliga,  de  conformidad  con  las 
reglas  relativas  á  los  títulos  de  cannbio, 
respecto  de  todos  los  endosantes  que 
sucedan  á  la  persona  en  honor  de  quien 
haya  aceptado. 

Extínguese  esta  obligación  cuando 
la  letra  de  cambio  no  se  presente  al 
aceptante  por  honor  en  el  plazo  fijado 
para  la  redacción  del  protesto. 

La  persona  honrada  ó  los  endosantes 
anteriores,  conservarán  su  acción  de 
recurso  por  falta  de  aceptación  contra 
sus  autores,  aunque  el  título  de  cam- 
bio haya  sido  aceptado  por  interven- 
ción. 

Art.  294.  Si  el  aceptante  por  inter- 
vención hubiere  omitido  indicar  en  su 
aceptación  la  persona  por  quien  hace 
la  aceptación,  se  reputará  hecha  ésta 
por  el  librador. 

Entre  varias  aceptaciones  por  inter- 
vención, se  concederá  la  prüerencia  €ü 
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aceptante  que  libere  á  más  obligados, 
sopeña  para  el  portador  de  perder  la 
acción  de  recurrir  contra  los  que  hubie- 
ran sido  liberados. 

Art.  295.  El  aceptante  por  interven- 
ción deberá  hacerse  entregar  por  el 
portador  el  protesto  por  falta  de  acep- 
tación y  remitirlo  sin  demora  á  la  per- 
sona honrada. 

Sección  cuarta 

Del  aval 

Art.  296.  Podrá  garantirse  con  aval 
el  pago  de  los  títulos  de  cambio. 

El  que  dé  aval  lo  escribirá  en  el  ti- 
tulo de  cambio  y  lo  firmará. 

Se  expresará  con  las  palabras  (cpor 
aval»  ú  otras  semejantes. 

Art.  297.  El  dador  de  aval  asume  las 
obligaciones  de  la  persona  por  quien 
sale  fiador,  de  conformidad  con  las  re- 
glas relativas  á  los  títulos  de  cambio, 
aun  cuando  no  sea  válida  la  obligación 
de  la  persona  por  quien  hubiere  dado 
el  aval. 

Si  la  persona  para  quien  se  da  el 
aval  no  estuviere  indiccula,  se  reputará 
dado  para  el  aceptante,  si  se  trata  de 
letra  de  cambio,  y  si  ésta  no  sa  hubiere 
aceptado  todavía  para  el  librador. 

En  los  pagarés  ó  los  valores  de  cam- 
bio se  reputará  dado  para  el  que  hu- 
biere expedido  el  titulo. 

El  portador  de  un  titulo  de  cambio 
deberá  realizar  contra  el  dador  de  aval 
todos  los  actos  que  sean  necesarios 
para  conservar  su  acción  contra  la  per- 
sona para  quien  el  aval  se  hubiere 
dado. 

Art.  298.  El  dador  de  aval  que  paga 
el  titulo  de  cambio  vencido,  se  subroga 
en  los  derechos  que  tiene  el  portador 
contra  la  persona  para  quien  se  hubiere 


dado  el  aval  y  contra  los  obligados  an- 
teriores. 

Sección  quinta 

De  los  duplicados  y  de  las  copias 

3  l.^—De  los  duplicados 

Art.  299.  El  librador  ó  el  que  haya 
expedido  un  título  de  cambio  está  obli- 
gado á  dar  al  beneficiario,  á  petición  de 
éste,  uno  ó  más  duplicados. 

Cualquier  otro  portador  del  título  de 
cambio  podrá  también  exigir  duplica^ 
dos,  debiendo  dirigirse  para  ello  ásu 
inmediato  endosante,  quien  á  su  vez  se 
dirigirá  al  inmediato  suyo,  hasta  que 
llegue  la  petición  al  librador. 

Art.  300.  iodo  duplicado  deberá  te- 
ner el  mismo  contenido  que  el  titulo  de 
cambio,  debiendo  designarse  por  pri- 
mero, segundo,  etc. 

A  falta  de  esta  indicación  se  conside- 
rará cada  ejemplar  como  un  título  de 
cambio  diferente. 

Art.  301.  Si  se  hubiere  pagado  un  tí- 
tulo de  cambio  á  la  presentación  de  uno 
ó  varios  ejemplares  expedidos,  perde- 
rán su  valor  los  demás. 

No  sucederá  lo  mismo,  sin  embargo, 
en  los  casos  siguientes: 

1.**  El  endosante  que  hubiere  endo- 
sado varios  ejemplares  del  mismo  títu- 
lo de  cambio  á  diferentes  personas  y 
todos  los  endosantes  posteriores  cuyas 
firman  se  hallen  en  los  ejemplares  no 
devueltos  al  hacer  el  pago,  responde- 
rán de  sus  endosos; 

2.**  El  aceptante  que  hubiere  acepta- 
do varios  ejemplares  del  mismo  título 
de  cambio,  responderá  de  las  acepta- 
ciones que  se  hallen  en  los  ejemplares 
no  devueltos  al  efectuar  el  pago; 

3.°    Si  varios   ejemplares   hubieren 
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sido  endosados  por  diferentes  personas 
y  aceptados  todos,  el  endosante  y  el 
aceptante  serán  solidariamente  respon- 
sables de  cada  endoso  y  de  todas  las 
aceptaciones. 

Art.  302.  El  que  haya  enviado  un 
ejemplar  de  una  letra  de  cambio  para 
su  aceptación,  deberá  indicar  en  los 
demás  ejemplares  la  persona  en  cuya 
casa  se  halle  dicho  ejemplar  para  su 
aceptación,  no  excluyendo  la  omisión 
de  esta  indicación  los  efectos  del  titulo 
de  cambio. 

El  depositario  del  ejemplar  remitido 
para  su  aceptación  estará  obligado  á 
entregarlo  al  portador  de  los  duplica- 
dos á  petición  de  éste.  El  portador  de 
un  duplicado  que  contenga  la  indica- 
ción del  lugar  en  que  se  halla  el  ejem- 
plar remitido  para  su  aceptación,  no 
podrá  ejercitar  su  recurso  de  garantía 
por  falta  de  aceptación  ó  por  falta  de 
pago,  si  no  prueba  en  las  formas  esta- 
blecidas en  la  sección  octava  del  pre- 
sente capitulo: 

1.®  Que  el  ejemplar  expedido  para  la 
aceptación  no  le  ha  sido  entregado  por 
el  depositario; 

2.**  Que  la  aceptación  ó  pago  no  ha 
podido  obtenerse  con  dicho  duplicado. 

§  2,°— De  las  copias 

Art.  303.  Todo  portador  de  un  título 
de  cambio  podrá  sacar  copia  de  él  se- 
gún sus  necesidades. 

Las  copias  sacadas  deberán  estar  con- 
formes con  el  original  y  contener  todos 
los  endosos  y  todas  las  indicaciones 
que  se  hallen  en  él  con  la  adición  de 
«es  copia»  ú  otra  semejante. 

Art.  304.  La  aceptación  y  endosos 
originales,  escritos  en  una  copia,  obli- 
gan ai  aceptante  y  á  los  endosantes 


como  si  los  hubieran  escrito  en  el  títu- 
lo original. 


Sección  sexta 


Del  vencimiento 


Art.  305.  Un  título  de  cambio  á  la 
vista  se  considera  vencido  á  su  presen- 
tación. 

Art.  306.  El  vencimiento  de  un  títu- 
lo, pagadero  en  una  fecha  fija  vista,  se 
determinará  por  la  fecha  de  la  acepta- 
ción ó  por  la  de  la  presentación,  hecha 
constar  en  la  forma  prevista  en  el  ar- 
tículo 284. 

Art.  307.  Si  se  hubiere  ñjado  el  pla- 
zo en  días,  el  vencimiento  tendrá  lugar 
el  último  día  del  plazo;  en  el  cómputo 
del  plazo  no  entrará  ni  el  día  en  que  se 
hubiere  emitido  el  título  de  cambio  pa- 
gadero después  de  un  plazo  fecha,  ni  el 
en  que  fuere  presentado  para  la  acepta- 
ción la  letra  pagadera  á  un  plazo  vis- 
ta, ni  el  día  del  vencimiento.  El  título 
de  cambio,  pagadero  en  uno  ó  varios 
meses,  ó  en  una  ó  varias  semanas,  fe- 
cha ó  vista,  será  pagadero  en  la  fecha 
del  mes  ó  de  la  semana  del  vencimien- 
to correspondiente  á  la  fecha  de  la  emi- 
sión ó  de  la  presentación. 

Si  no  existiere  esta  fecha  correspon- 
diente, el  título  de  cambio  será  pagade- 
ro el  último  día  del  mes  del  venci- 
miento. 

Si  se  hubiere  fijado  el  vencimiento 
para  mediados  del  mes,  se  cumplirá  el 
quince  de  dicho  mes.  El  vencimiento 
fijado  para  principio  ó  fin  del  mes  será 
el  primero  ó  el  último  día  del  mes. 

Art.  308.  El  vencimiento  de  un  titu- 
lo de  cambio,  pagadero  en  feria,  tiene 
lugar  el  penúltimo  día  de  la  misma,  ó  en 
el  último,  si  no  durare  más  que  un  día. 
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Sección  séptima 


Del  pago 


§  1.^  "Disposiciones  generales 


Art.  309.  El  portador  de  un  título  de 
cambio  endosado  probará  que  es  pro- 
pietario del  titulo  por  la  serie  no  inte- 
rrumpida de  endosos  que  llegan  has- 
ta él. 

Se  reputarán  no  escritos  los  endosos 
tachados. 

El  que  paga  no  estará  obligado  á  exa- 
minar la  autenticidad  de  los  endosos. 

Art.  310.  El  título  de  cambio  deberá 
presentarse  al  pago,  debiendo  ser  pa- 
gado en  el  lugar  que  en  él  se  indica  y 
en  el  día  del  vencimiento.  Si  el  día  del 
vencimiento  fuere  una  fíesta  legal,  el 
del  pago  será  el  primer  día  siguiente 
no  feriado. 

Art.  311.  El  título  de  cambio  emitido 
á  la  vista  ó  para  un  plazo  ñjo  vista  de- 
berá presentarse  al  pago  dentro  del  pla- 
zo y  en  la  forma  prevista  en  el  art.  282. 

Art.  312.  No  podrá  concederse  nin- 
gún plazo  de  gracia  ó  de  favor  para  el 
pa^o  del  título  de  cambio. 

Art.  313.  Cuando  la  cantidad  á  pa- 
gar esté  escrita  á  la  vez  en  letras  y  en 
guarismos,  si  hubiere  alguna  diferen- 
cia deberá  pagarse  la  cantidad  menos 
elevada. 

Art.  314.  El  portador  de  un  título  de 
cambio  no  podrá  rechazar  un  pago  par- 
cial, aunque  haya  sido  aceptado  por 
toda  la  cantidad  el  título  de  cambio, 
pero  para  conservar  su  recurso  de  ga- 
rantía deberá  probar  con  un  protesto 
la  falta  de  pago  parcial. 

Art.  315.  El  título  de  cambio  deberá 
pagarse  en  la  moneda  que  en  el  mismo 

Tomo  IX.— Instituciones  jurídica». 


se  indique,  á  reserva'  de  las  distincio- 
nes previstas  en  el  art.  41. 

Art.  316.  No  podrá  obligarse  al  por- 
tador de  uri  título  de  cambio  á  aceptar 
el  pago  antes  del  vencimiento. 

El  que  pagare  un  título  de  cambio 
antes  del  vencimiento  será  responsa- 
ble de  la  validez  del  pago. 

Art.  317.  El  pago  de  un  título  de 
cambio  hecho  al  portador  sin  oposi- 
ción alguna  libera  al  deudor. 

Art.  318.  El  portador  de  un  título  de 
cambio,  para  lograr  el  pago  deberá  po- 
ner el  recibí  en  el  mismo  título  y  en- 
tregarlo así  al  deudor. 

Si  el  deudor  sólo  hubiere .  hecho  un 
pago  parcial,  el  acreedor  deberá  hacer 
mención  del  pago  parcial  en  el  títu- 
lo de  cambio  ó  entregarle  un  recibo 
aparte. 

Si  se  hubiere  efectuado  el  pago  des- 
pués de  un  protesto,  el  acta  del  protes- 
to  y  la  cuenta  de  resaca  deberán  entre- 
garse también  al  deudor  que  las  pague. 

Art.  319.  La  falla  parcial  ó  total  de 
pago  se  prueba  de  la  manera  estableci- 
da en  la  sección  octava  del  presente 
capítulo. 

El  protesto  por  falta  de  pago  deberá 
hacerse  al  día  siguiente  del  vencimien- 
to, y  si  éste  fuere  domingo  ó  ñesta  le- 
gal, se  hará  el  protesto  el  primer  día  si- 
guiente no  feriado. 

Art.  320.  Si  no  se  exigiera  el  pago 
del  título  de  cambio  al  vencimiento,  el 
aceptante  ó  el  que  hubiere  expedido  el 
título,  transcurrido  el  plazo  del  protes- 
to por  falta  de  pago,  tendrá  el  derecho 
de  consignar  la  cantidad  indicada  en  el 
título  de  cambio  en  la  Caja  de  Depósi- 
tos, y  depositar  el  resguardo  en  el  tri- 
bunal del  punto  donde  deba  hacerse  el 
pago,  sin  ningún  otro  aviso,  por  cuenta 
y  riesgo  del  portador. 

Art.  321.    Sólo  se  admitirá  oposición 

42 
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al  pago  en  caso  de  pérdida  del  titulo  ó 
de  quiebra  del  portador. 


§  2.^— Del  pago  por  intervención 
ó  por  honor 

Art.  322.  Si  el  título  de  cambio  no 
fuere  pagado  por  el  girado,  el  aceptan- 
te, por  elrjque  lo  hubiere  expedido  6  por 
la  persona  indicada  para  el  pago  en 
caso  de  necesidad,  podrá  serlo  por  un 
tercero. 

En  el  acta  del  protesto  deberá  decla- 
rarse que  el  pago  se  ha  hecho  por  in- 
tervención. 

Art.  323.  El  que  pagare  una  letra  de 
cambio  por  intervención  se  subrogará 
en  todos  los  derechos  del  portador,  en 
los  limites  indicados  en  el  artículo  si- 
guiente. 

Art.  324.  Si  se  hiciere  el  pago  por 
intervención  en  honor  del  librador  ó 
del  que  hubiere  expedido  el  título,  todos 
los  endosantes  quedarán  libres. 

Si  se  hubiere  hecho  en  honor  de  un 
endosante,  quedarán  libres  todos  los 
endosantes  posteriores. 

Entre  varias  personas  que  ofrezcan 
el  pago  por  intervención,  se  preferirá 
al  que  más  liberaciones  haga.  El  inter- 
viniente  que  pague,  aunque  resulte  del 
título  de  cambio  ó  del  protesto  que  otro 
que  hubiera  efectuado  más  liberacio- 
nes haya  ofrecido  pagar  el  titulo  de 
cambio,  no  tendrá  acción  por  garantía 
contra  los  endosantes  que  habrían  que- 
dado libres  por  el  pago  ofrecido  por  el 
otro. 

Art.  325.  Si  el  girado  que  no  haya 
aceptado  se  presentare  como  tal  para 
pagar  un  título  de  cambio  protestado, 
deberá  ser  preferido  á  los  demás.  Pero 
si  el  girado  se  presenta  á  pagar  por  in- 
tervención, se  aplicarán  las  disposicio* 
nes  del  artículo  anterior. 


Sección  octava 

Del  protesto 

Art.  326.  El  protesto  deberá  hacerse 
por  un  hujier,  á  instancia  del  portador 
del  titulo  de  cambio. 

No  será  necesaria  la  presencia  de  tes- 
tigos. 

En  las  poblaciones  en  que  no  haya 
Tribunal  de  Comercio,  podrá  hacer  el 
protesto  el  Juez  de  paz. 

Art.  327.  El  protesto  deberá  hacerse 
en  un  solo  documento: 

1.°  En  el  lugar  designado  en  el  títu- 
lo de  cambio  para  la  aceptación  ó  para 
el  pago,  y  á  falta  de  tales  indicaciones, 
en  la  residencia  ó  en  el  domicilio  del 
librado,  del  aceptante  ó  del  que  haya 
emitido  el  título,  ó  en  su  último  domici- 
lio conocido; 

2.®  En  la  residencia  ó  domicilio  de 
las  personas  designadas  en  el  título  de 
cambio,  ya  por  el  librador,  ya  por  el 
endosante,  para  aceptarla  ó  pagarla  en 
caso  de  necesidad; 

3.°  En  la  residencia  ó  domicilio  del 
tercero  que  haya  aceptado  por  interven- 
ción la  letra  de  cambio. 

En  caso  de  indicación  errónea  ó  falsa 
de  los  lugares  antes  indicados,  el  hu- 
jier deberá  consignar  en  su  acta  de 
protesto  las  diligencias  que  haya  hecho 
para  encontrar  esas  personas. 

Art.  328.  El  protesto  deberá  con- 
tener: 

1.°  La  transcripción  literal  del  titulo 
de  cambio,  de  la  aceptación,  endosos  y 
de  todas  las  indicaciones  y  observacio- 
nes que  contenga; 

2.°  El  nombre  de  la  persona  por 
quien  y  contra  quien  se  haga  el  pro- 
testo; 

3.^    El  requerimiento   dirigido   &  la 
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persona  contra  quien  se  haga  el  pro- 
testo, el  objeto  del  requerimiento  y  el 
lugar  y  fecha  en  que  éste  se  haya  hecho; 

4.**  Las  respuestas  obtenidas  ó  la  in- 
dicación de  que  la  persona  contra  quien 
se  haya  hecho  el  protesto  no  ha  dado 
respuesta  alguna. 

El  protesto  deberá  ir  firmado  por  el 
hujier. 

Si  se  perdiere  el  título  de  cambio  y 
no  hubiere  duplicado  ni  copia,  el  pro- 
testo deberá  contener,  en  vez  de  la 
transcripción,  una  descripción  tan  pre- 
cisa como  sea  posible  del  título  de 
cambio. 

Art.  329.  No  podrá  levantar  el  hujier 
actas  de  protesto  en  los  que  él  mismo, 
sus  parientes  ó  afines,  en  línea  recta 
hasta  el  infinito  y  en  la  colateral  hasta 
el  tercer  grado  inclusive,  sean  partes 
interesadas. 

El  hujier  declarará  en  el  acta  de  pro- 
testo los  medios  por  los  cuales  se  haya 
asegurado  de  la  identidad  de  las  per- 
sonas contra  quienes  aquél  se  haga. 

Los  tachados,  raspaduras  y  todo  lo 
escrito  entre  líneas  ó  llamadas  debe- 
rán ser  aprobados  y  firmados  por  el 
hujier. 

Art.  330.  Se  llevará  el  original  del 
protesto  ante  el  tribunal,  y  después  de 
legalizado  por  el  Presidente  ó  por  el 
que  le  sustituya,  será  devuelto  al  por- 
tador. El  hujier  tendrá  la  obligación, 
sopeña  de  todos  los  gastos  y  daños  y 
perjuicios  para  con  las  partes,  de  co- 
piar todos  los  protestos  por  entero,  al 
día  y  por  el  orden  de  sus  fechas,  en  un 
registro  especial,  foliado  y  rubricado 
por  el  Presidente,  que  contenga  la  fe- 
cha, naturaleza,  especie  del  acta  y  los 
nombres  de  las  partes.  En  caso  de  pér- 
dida probada  del  original,  podrá  ser 
sustituido  con  un  extracto  legalizado 
del  registro. 


Art.  331.  Ningún  acto  de  parte  del 
portador  del  título  podrá  reemplazar  el 
protesto  al  efecto  de  probar  el  cumpli- 
miento de  las  actas  necesarias  para  la 
conservación  de  la  acción. 

Sin  embargo,  el  protesto  por  falta  de 
aceptación  ó  por  falta  de  pago  podrá 
ser  sustituido,  si  consintiere  en  ello  el 
portador,  con  una  declaración  fechada 
y  firmada  por  las  personas  que  se  nie- 
guen á  aceptar  ó  á  pagar.  Esta  decla- 
ración deberá  llevar  una  fecha  cierta 
en  el  plazo  prescrito  para  hacer  el  pro- 
testo, ó,  á  más  tardar,  en  las  veinticua- 
tro horas  siguientes  á  la  espiración  de 
dicho  plazo. 

Podrá  hacerse  esta  declarfiwíión  en  el 
título  de  cambio  ó  en  un  documento 
aparte.  La  declaración  en  documento 
aparte  deberá  contener  la  transcripción 
exacta  exigida  por  el  primer  aparte  del 
articulo  328. 

Se  llenarán,  sopeña  de  nulidad,  las 
formalidades  prescritas  en  el  presente 
artículo. 

Art.  332.  La  muerte  ó  la  quiebra  del 
librado  ó  el  protesto  por  falta  de  acep- 
tación no  dispensarán  al  portador  del 
título  de  cambio  de  la  obligación  de  ha- 
cer constar  la  falta  de  pago  en  la  forma 
que  queda  indicada. 

Art.  333.  La  cláusula  «sin  protesto» 
ó  ((sin  gasto,»  dispensa  del  protesto 
pero  no  de  la  presentación  del  título  de 
cambio  por  la  aceptación  ó  el  pago. 

Art.  334.  La  pérdida  de  los  derechos 
por  falta  de  protesto  en  el  plazo  pres- 
crito por  la  ley  sólo  tendrá  lugar  cuan- 
do una  fuerza  mayor  haya  retardado  el 
protesto.  La  fuerza  mayor  quedará,  sin 
embargo,  á  cargo  del  portador,  si  deja- 
re de  hacer  el  protesto  tan  pronto  como 
las  circunstancias  no  se  opongan  á 
ello. 
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Sección  novena 

Del  contragiro 

Art.  335.  El  portador  de  un  título  de 
cambio  no  pagado  podrá  tiacerse  re- 
embolsar  la  cantidad  indicada  en  él, 
los  gastos  y  la  indemnización  por  cam- 
bio, con  un  contragiro  á  la  vista  con- 
tra el  librador  ó  contra  uno  de  los  en- 
dosantes. 

El  que  haya  pagado  la  cuenta  de  re- 
saca^ podrá  indemnizarse  á  si  mismo 
del  mismo  modo  contra  los  obligados 
anteriores. 

Art.  336.  Se  acompañará  al  contra- 
giro la  letra  de  cambio  protestada^  el 
protesto  ó  la  declaración  prestía 
de  conformidad  con  el  art.  331,  y  una 
cuenta  de  resaca. 

La  cuenta  de  resaca  deberá  indicar: 

1.^  El  capital  de  la  letra  de  cambio 
protestada  con  los  intereses  del  día  del 
vencimiento; 

2.°  Los  gastos  de  protesto  y  los  de- 
más gastos  legales,  como  son:  comi- 
siones de  banca^  gastos  abonados  á  los 
agentes  de  cambio,  timbres  y  gastos 
de  correspondencias; 

3.^  Los  nombres  de  la  persona  con- 
tra quien  se  haya  hecho  el  contragiro; 

4.^  El  recambio  á  que  se  haya  ne- 
gociado el  contragiro. 

Art.  337.  El  recambio  debido  al  por- 
tador se  determinará  con  arreglo  á  la 
cotización  del  cambio  en  el  lugar  don- 
de era  pagadera  la  letra  sobre  la  resi- 
dencia de  la  persona  contra  quien  se 
hubiere  hecho  el  contragiro. 

El  recambio  debido  al  endosante  que 
haya  pagado  el  contragiro  se  regulará 
por  la  cotización  del  cambio  en  el  pun- 
to donde  se  hubiere  hecho  el  coatra- 
giro. 


No  se  deberá  el  cambio  si  no  se  hu- 
biere establecido  su  cotización  de  con- 
formidad con  las  prescripciones  del 
artículo  40. 

Art.  338.  El  endosante  que  hubiere 
pagado  una  letra  de  cambio  podrá  bo- 
rrar su  propio  endoso  y  los  endosos 
posteriores. 

Sección  décima 

Del  recurso 

Art.  339.  Si  se  probare  la  falta  de 
aceptación  con  las  formalidades  pres- 
critas en  la  sección  octava,  el  librador 
y  los  endosantes  estarán  solidariamen- 
le  obligados^  y  los  unos  respecto  de  los 
otros,  á  prestar  fianza  para  el  pago  del 
título  de  cambio  al  vencimiento  y  para 
el  pago  de  los  gastos. 

Art.  340.  El  portador  de  una  letra  de 
cambio  aceptada  tendrá  el  derecho  de 
exigir  una  fianza  de  los  endosantes  y 
del  librador,  si  el  aceptante  estuviere 
en  quiebra,  si  hubiere  suspendido  sus 
pagos,  ó  si  hubiere  quedado  sin  efecto 
un  embargo  contra  él^  probando,  en 
la  forma  establecida  en  la  sección  sép- 
tima, que  el  aceptante  no  ha  presta- 
do la  fianza  y  que  no  puede  obtener- 
se una  nueva  aceptación  de  las  perso- 
nas indicadas  en  caso  de  necesidad. 

Todo  endosante  podrá  pedir  fianza 
contra  los  obligados  anteriores,  dando 
las  pruebas  antes  indicadas. 

El  portador  y  los  endosantes  tendrán 
el  mismo  derecho  en  el  caso  en  que  el 
que  haya  emitido  un  pagaré  hubiere 
suspendido  sus  pagos  ó  hubiere  sido 
perseguido  sin  resultado. 

Art.  341.  Si  el  título  de  cambio  fuese 
pagadero  en  distinto  lugar  que  el  de  la 
residencia  del  aceptante  ó  del  que  lo 
haya  emitido  y  en  casa  de.  otra  perso- 
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na,  deberá  hacerse  constar  la  falta  de 
pago  según  las  reglas  establecidas  en 
la  sección  octava,  aun  para  conservar 
la  acción  contra  el  aceptante  y  contra 
el  que  haya  emitido  el  título. 

Art.  342.  El  portador  de  un  título  de 
cambio  protestado  por  falta  de  pago 
deberá  avisarlo  á  su  endosante  dentro 
de  los  dos  días  de  la  fecha  del  protesto 
ó  de  la  declaración  de  que  se  habla  en 
el  art.  331 . 

Todo  endosante  avisado  deberá  trans- 
mitir el  mismo  aviso  á  su  causante  in- 
mediato dentro  de  los  dos  días  después 
de  la  recepción  del  aviso,  y  así  sucesi- 
vamente hasta  el  librador  y  hasta  el 
primer  endosante. 

Se  reputará  dado  el  aviso  con  la  en- 
trega en  el  correo,  en  el  plazo  antes  in- 
dicado, de  una  carta  certificada. 

Si  un  endosante  no  hubiere  indicado 
en  el  endoso  el  lugar  de  su  domicilio, 
deberá  darse  el  aviso  de  la  falta  de 
pago  á  su  causante  inmediato. 

El  que  omitiere  el  aviso  ó  no  Jo  trans- 
mitiereásu  endosante  inmediato,  es- 
tará obligado  respecto  de  todos  los  en- 
dosantes anteriores  á  reparar  el  daño 
causado  con  la  omisión,  perdiendo  ade- 
más el  derecho  á  los  intereses  y  gas- 
tos contra  dichas  personas,  á  quienes 
sólo  podrá  reclamar  la  cantidad  indi- 
cada en  el  titulo  de  cambio. 

Art.  '343.  El  portador  de  un  título  de 
cambio  no  pagado  al  vencimiento  po- 
drá ejercitar  el  recurso  contra  algunos 
de  los  obligados  ó  contra  uno  solo  de 
Olios,  sin  perder  su  derecho  contra  los 
demás. 

No  estará  obligado  á  seguir  el  orden 
de  los  endosos. 

Art.  344.  La  acción  del  portador  de 
un  título  de  cambio  no  pagado  al  ven- 
cimiento se  limitará  al  pago  de  la  can- 
tidad indicada  en  el  título  de  cambio 


y  de  los  intereses  y  gastos  justificados 
por  la  cuenta  de  resaca,  de  conformi- 
dad con  las  disposiciones  de  los  artícu- 
los 336  y  337. 

El  endosante  que  haya  pagado  un  tí- 
tulo de  cambio  tendrá  el  derecho  de 
exigir  de  un  endosante  anterior,  ó  del 
que  hubiere  emitido  el  título,  el  pago 
de  la  cantidad  indicada  en  la  cuenta  de 
resaca,  con  los  intereses  del  día  del 
pago  y  el  pago  de  los  gastos  y  del  re- 
cambio. 

Art.  345.  Si  el  portador  de  un  título 
de  cambio  ejercitare  su  acción  indivi- 
dualmente contra  uno  de  los  obligados 
anteriores,  deberá  entablarla  dentro 
de  los  quince  días  después  de  la  fe- 
cha del  protesto  ó  de  la  declaración  de 
que  se  trata  en  el  art.  331. 

Si  el  lugar  de  la  residencia  del  deu- 
dor estuviere  á  una  distancia  de  más 
de  tres  miriámetros  del  en  que  era  pa- 
gadero el  título  de  cambio,  se  aumen- 
tará el  plazo  en  un  día  por  cada  tres 
miriámetros.  Las  fracciones  inferiores 
á  dos  miriámetros  no  se  tendrán  en 
cuenta,  y  las  de  dos  miriámetros  ó  más 
aumentarán  el  plazo  en  un  día. 

Art.  346.  Si  se  hubiere  girado  ó  emi- 
tido el  título  de  canibio  en  Rumania  y 
fuere  pagadero  en  el  extranjero,  de- 
berá ejercitarse  el  recurso  contra  los 
obligados  residentes  en  el  reino  en  el 
plazo  de: 

Sesenta  días,  si  el  título  de  cambio 
fnere  pagadero  en  Europa,  exceptuan- 
do en  Islandia  é  islas  de  Foroe,  en  una 
de  las  plazas  marítimas  de  Asia  ó  de 
África  en  el  Mediterráneo,  en  el  mar 
Negro,  en  el  canal  de  Suez,  en  el  mar 
Rojo  ó  en  una  de  las  plazas  interiores 
enlazadas  con  las  anteriores  plazas 
marítimas  por  un  ferrocarril; 

Ciento  veinte  días,  si  el  título  de  cam- 
bio fuere  pagadero  en  una  de  las  plazas 
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marítimas  ó  en  una  plaza  enlazada  por 
un  ferrocarril  oon  una  plaza  marítima 
de  Oceanía^  ó  en  una  de  las  plazas  de 
América  al  otro  lado  del  cabo  de  Hornos; 

Doscientos  cuatro  días  en  los  demás 
casos. 

Se  doblarán  los  anteriores  plazos  en 
caso  de  guerra  marítima^  si  el  titulo  de 
cambio  fuere  pagadero  en  una  plaza 
con  la  que  se  haga  el  tranco  por  mar 
en  todo  ó  en  parte. 

Art.  347.  Deberá  remitirse  la  cita- 
ción á  los  obligados  apremiados  en  los 
plazos  previstos  en  los  dos  artículos 
que  anteceden. 

Art.  348.  Si  el  portador  ejercitare  la 
acción  colectivamente  contra  los  endo- 
santes y  contra  el  librador,  tendrá  res- 
pecto de  cada  uno  de  ellos  el  plazo  fija- 
do por  los  artículos  anteriores. 

Los  endosantes  tendrán  derecho  á 
ejercitar  la  misma  acción,  ya  indivi- 
dual, ya  colectivamente,  en  los  mismos 
plazos. 

Correrá  el  plazo  contra  ellos  desde  la 
fecha  del  pago  ó  desde  la  fecha  de  la 
recepción  de  la  citación  á  juicio  para 
el  pago. 

Art.  349.  El  deudor  de  un  titulo  de 
cambio  sólo  podrá  oponer  las  excep- 
ciones relativas  á  la  forma  del  título,  á 
la  falta  de  las  condiciones  necesarias 
para  ejercitar  las  acciones  y  las  excep- 
ciones personales  de  quien  haya  ejerci- 
tado esta  acción. 

Sin  embargo,  estas  excepciones  per- 
sonales sólo  podrán  retardar  la  conde- 
na al  pago  si  fueren  líquidas  y  de  ur- 
gente solución  y  apoyadas  siempre  con 
una  prueba  escrita. 

.  Art.  350.  El  portador  de  un  título  de 
cambio  perderá  su  acción  contra  el  li- 
brador y  contra  los  endosantes,  trans- 
curridos los  plazos  que  quedan  indi- 
cados: 


1.°  Para  la  presentación  del  título 
de  cambio  pagculero  á  la  vista  ó  á  una 
época  fija  vista; 

2.^  Para  el  protesto  por  falta  de 
pago; 

3.®    Para  ejercitar  la  acción. 

Perderán  también  los  endosantes  su 
acción  contra  los  obligados  anteriores 
transcurridos  dichos  plazos,  cada  uno 
en  lo  que  le  concierna. 

La  demanda  judicial,  aunque  enta- 
blada ante  Jueces  incompetentes,  impe- 
dirá la  pérdida  de  la  acción. 

Art.  351.  A  pesar  de  la  pérdida  de  la 
acción,  quedará  obligado  el  librador 
ante  el  portador  del  titulo  de  cambio 
por  la  cantidad  de  que  indebidamente 
se  hubiere  aprovechado  á  expensas  del 
portador. 

En  el  caso  previsto  en  el  art.  341,  será 
aplicable  esta  disposición  al  aceptante 
de  una  letra  ó  al  que  hubiere  expedido 
un  pagaré. 

Sección  déclmaprimera 

Del  titulo  de  cambio  con  firma  de  personas  inca- 
pacitadas  ó  con  firma  falsa  ó  falsificada 

Art.  352.  Será  válido  el  título  de 
cambio  firmado  por  personas  incapaces 
respecto  de  las  capaces  que  lo  hubie- 
ren firmado. 

Será  válido  un  título  de  cambio  con 
firmas  falsas  ó  falsificadas  respecto  de 
los  endosantes  y  del  que  lo  haya  emiti- 
do, si  sus  firmas  no  fueren  falsas  ó  no 
estuvieren  falsificadas. 

Art.  353.  Los  que  hayan  endosado, 
dado  su  aval  ó  aceptado  una  letra  falsa 
quedarán  obligados  respecto  del  porta- 
dor como  si  hubieren  endosado,  dado 
su  aval  ó  aceptado  un  título  de  cambio 
verdadero. 
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Seccidn  décimasegunda 

Del  título  de  cambio  extraviado  6  sustraído 

Art.  354.  Un  título  de  cambio  extra- 
viado ó  sustraído  podrá  ser  declarado 
sin  fuerza  respecto  de  cualquier  porta- 
dor que  no  ejercite  sus  derechos  en  los 
plazos  indicados  en  las  siguientes  dis- 
posiciones. 

Art.  355.  El  propietario  de  un  título 
de  cambio  extraviado  ó  sustraído  po- 
drá solicitar  su  anulación  ante  el  Tri- 
bunal de  Comercio  del  lugar  del  pago. 
Si  el  Presidente  del  Tribunal  estimase 
que  el  demandante  ha  justificado  la 
propiedad  y  la  pérdida  ó  sustracción 
del  título  de  cambio,  prescribirá  la  pu- 
blicación de  una  providencia  que  con- 
tendrá la  transcripción  exacta  y  una 
descripción  precisa  del  titulo  de  cam- 
bio extraviado  ó  sustraído,  asi  como  la 
invitación  á  cualquiera  persona  que  lo 
posea  á  presentarlo  en  la  Secretaría  del 
tribunal,  con  el  aviso  de  que,  de  no  pre- 
sentarlo, el  titulo  será  declarado  sin 
fuerza  respecto  del  portador. 

El  plazo  para  la  presentación  del  tí- 
tulo de  cambio  será  de  cuarenta  días 
para  los  girados  ó  emitidos  en  Humar- 
nía,  y  para  los  extranjeros  se  aplica- 
rán los  plazos  previstos  en  el  art.  346. 

La  providencia  deberá  fijarse  en  la 
Sala  del  tribunal,  en  los  locales  de  la 
Bolsa  más  próxima  y  en  la  Casa  Con- 
sistorial del  lugar  del  pago,  debiendo 
publicarse  también  en  los  diarios  de 
anuncios  judiciales  de  la  misma  locali- 
dad y  en  otros  periódicos  que  designa- 
rá el  Presidente  en  su  decisión  según 
Jas  circunstancias. 

Correrá  el  plazo  desde  la  fecha  del 
vencimiento  del  título  de  cambio,  si  no 
hubiere  vencido,  y,  en  caso  contrario. 


desde  la  publicación  de  la  providencia. 

Art.  356.  Durante  el  plazo  estable- 
cido en  el  artículo  anterior,  el  propietar- 
rio  del  título  de  cambio  podrá  llevar  á 
cabo  todos  los  actos  que  tiendan  á  la 
conservación  de  sus  derechos,  pudien- 
do,  después  del  vencimiento,  exigir  el 
pago,  prestando  fianza,  ó  en  su  defec- 
to consignando  la  cantidad  que  deba 
pagarse. 

Transcurrido  este  plazo,  y  compro- 
bado que  el  título  de  cambio  extravia- 
do ó  sustraído  no  ha  sido  presentado, 
será  declarado  sin  fuerza  respecto  del 
portador,  en  sentencia  del  tribunal  dic- 
tada en  juicio  contradictorio  con  los 
obligados. 

Esta  sentencia  librará  las  fianzas 
prestadas. 

Art.  357.  El  portador  que  justifique 
una  no  interrumpida  serie  de  endosos, 
no  podrá  ser  obligado  á  devolver  el  tí- 
tulo de  cambio,  excepto  en  el  caso  de 
mala  fe  ó  de  error  grave  ocurrido  en  su 
adquisición. 

Sección  décimatercera 

Del  pedido  de  productos  6  de  mercancías 

Art.  358.  El  pedido  de  productos  ó 
de  mercancías  es  un  giro  y  se  rige  por 
las  disposiciones  del  presente  capítulo, 
salvo  las  modificaciones  contenidas 
en  los  siguientes,  artículos. 

Art.  359.  El  pedido .  de  productos  ó 
de  mercancías  deberá  contener  la  de- 
nominación de  giro  ó  pedido  de  pro- 
ductos ó  de  mercancías  enunciada  en 
el  texto  del  escrito  é  indicar  la  natura- 
leza de  los  productos  ó  mercancías  á 
entregar,  así  como  su  calidad. 

Art.  360.  En  el  pedido  de  productos 
ó  mercancías  se  fijará  la  época  en  que 
deberá  hacerse  la  entrega. 


^V' 


I-    -••  • 


u-, 


1 


I* 


664 


INSTITUCIONES  POLÍTICAS  Y  JURÍDICAS 


:<• 


L.»' 


'i 


^Ük'. 


r.  1 


I 


?;■■ 


^  • 


V 


»  I 


A  falta  de  estas  indicaciones  no  se 
considerará  como  giro,  salvo  los  efec- 
tos die  las  obligaciones  según  su  natu- 
raleza civil  ó  mercantil. 

Art.  361.  Transcurrido  el  plazo  fija- 
do en  el  pedido,  tendrá  el  portador  la 
facultad  de  cumplimentarlo,  ya  por  el 
cargamento  de  la  mercancía  por  agua 
ó  por  tierra,  ya  por  el  transporte  de  la 
misma  á  otros  lugares  de  depósito  ó  á 
otros  almacenes. 

Si  el  portador  quisiere  conservarla 
en  el  depósito  ó  en  el  almacén  en  que 
se  halle  después  de  la  espiración  del 
plazo  fijado  en  el  pedido,  quedará  la 
mercancía  por  su  cuenta  y  riesgos. 

Art.  362.  A  falta  de  convenios  espe- 
ciales, los  gastos  de  entrega  ó,  según 
los  casos,  de  medida  ó  peso^  serán  de 
cuenta  de  quien  deba  entregar. 

Los  gastos  de  recepción  serán  de 
cuenta  del  acreedor  á  quien  deba  ha- 
cerse la  entrega. 

Art.  363.  Se  regulará  el  precio  de 
la  mercancía  no  entregada,  en  lo  con- 
cerniente al  pago  de  las  indemnizstcio- 
nes,  según  la  cotización  de  la  plaza  en 
el  lugar  y  tiempo  fijadosparala  entrega. 

Se  establecerá  la  cotización  con  arre- 
glo á  las  disposiciones  contenidas  en 
el  art.  40. 

CAPÍTULO    II.— DEL    CHEQUE 

Art.  364.  El  que  tuviere  cantidades 
de  dinero  disponibles  en  un  Banco  ó  en 
casa  de  cualquiera  persona,  podrá  dis- 
poner de  dichas  cantidades,  en  todo  ó 
en  parte,  en  su  provecho  personal  ó  en 
el  de  un  tercero,  por  medio  de  un 
cheque. 

Art.  365.  El  cheque  deberá  indicar  la 
cantidad  á  pagar,  é  ir  fechado  y  firma- 
do por  el  que  lo  expida,  pudiendo  serlo 
al  portador  ó  en  favor  de  una  persona 


determinada.  Podrá  ser  pagadero  á  la 
vista  ó  en  un  plazo  que  no  pasará  de 
diez  días  vista. 

Podrá  ir  firmado  á  la  orden  y  trans- 
mitirse hasta  por  un  endoso  en  blanco. 

Art.  366.  Son  aplicables  al  cheque 
todas  las  disposiciones  relativas  al  en- 
doso, aval,  firma  de  personas  incapa- 
ces, firmas  falsas  y  falsificadas,  venci- 
miento y  pago  del  título  de  cambio, 
protesto,  acción  contra  el  que  hubiere 
expedido  el  cheque  y  contra  los  endo- 
santes, títulos  perdidos  ó  sustraídos. 

Art.  367.  El  portador  de  un  cheque 
deberá  presentarlo  al  librado  para  el 
pago,  en  los  ocho  días  siguientes  al  de 
la  fecha,  si  se  hubiere  emitido  en  el  lu- 
gar del  pago,  y  dentro  de  los  quince 
días,  si  fuere  pagadero  en  otro  lugar 
que  el  en  que  hubiere  sido  expedido.  El 
día  de  la  fecha  no  estará  comprendido 
en  este  plazo. 

Art.  368.  El  portador  de  un  cheque  que 
no  lo  presente  en  el  citado  plazo,  per- 
derá su  acción  contra  los  endosantes 
y  hasta  contra  el  que  lo  hubiere  expedi- 
do, si  ya  no  estuviere  disponible  la  can- 
tidad, por  causa  del  librado,  al  venci- 
miento de  los  referidos  plazos. 

Art.  369.  El  que  expida  unchequésin 
fecha,  ó  con  una  fecha  falsa,  ó  sin  que 
exista  en  poder  del  depositario  la  can- 
tidad disponible,  incurrirá  en  una  mul- 
ta igual  al  10  por  100  de  la  cantidad  in- 
dicada en  el  cheque,  sin  perjuicio  de 
las  penas  sancionadas  por  la  ley  penal, 
si  procedieren. 

TÍTULO  X.— DE  LA  CUENTA  CORRIENTE 

Art.  370.  El  contrato  de  cuenta  co- 
rriente producirá  los  siguientes  efectos: 

1.^  La  traslación  de  la  propiedad  de 
los  valores  inscritos  en  la  cuenta  co- 
rriente al  que  los  hubiere  recibido,  por 
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el  hecho  de  pasarlo  á  su  debe  y  la  no- 
vación de  la  anterior  obligación  entre 
el  que  hubiere  remitido  los  valores  y  el 
que  los  haya  recibido.  Pero  la  inscrip- 
ción en  la  cuenta  corriente  de  un  efec- 
to de  comercio  ó  de  otro  título  de  crédi- 
to>  se  presume  hecha  acón  la  reserva 
del  cobro»; 

2,°  La  recíproca  compensación  en- 
tre las  partes  por  valor  de  los  débitos 
y  de  los  créditos  respectivos  al  cerrar 
la  cuenta,  salvo  el  pago  de  la  diferencia; 

3.°  El  tanto  de  los  intereses  por  las 
cantidades  pasadas  en  cuenta  corriente 
en  el  debe  del  que  la  recibe  desde  la  fe- 
cha de  la  inscripción. 

Los  intereses  producidos  son  los  co- 
merciales, y  se  calcularán  por  días  si 
no  hubiere  pacto  en  contrario. 

Art.  371.  La  existencia  de  la  cuenta 
corriente  no  excluye  los  derechos  de 
comisión  ni  el  reembolso  de  los  gastos 
por  los  asuntos  pasados  en  la  cuenta 
corriente.    . 

Art.  372.  Se  cerrará  la  cuenta  co- 
rriente y  se  hará  la  liquidación  de  la 
diferencia  al  vencimiento  del  plazo  es- 
tablecido por  los  convenios,  y,  en  su 
defecto,  en  31  de  Diciembre  de  cada 
año. 

Correrán  los  intereses  de  la  diferen- 
cia desde  el  día  de  la  fecha  de  la  liqui- 
dación. 

Sólo  la  diferencia  (el  saldo)  liquidada 
al  cerrar  la  cuenta  podrá  estar  sujeta  á 
ejecución  ó  á  embargo  en  poder  de  ter- 
cero ó  garantida  por  hipoteca.  Si  se 
hubiere  consentido  una  hipoteca  para 
el  crédito  abierto,  los  portadores  de  los 
efectos  creados  ó  negociados  durante 
esta  apertura  de  crédito  no  podrán 
aprovecharlos  sino  hasta  el  valor  del 
saldo  final  de  Ja  cuenta. 

Art.  373.  Terminará  de  pleno  dere- 
cho la  cuenta  corriente: 


1.**  Por  el  vencimiento  del  término 
convenido; 

2.°  A  falta  de  convenio,  por  retirarse 
una  de  las  partes; 

3.**    Por  quiebra  de  una  de  las  partes. 

También  podrá  pedirse  la  rescisión 
de  la  cuenta  corriente  en  caso  de  muer- 
te, interdicción  ó  incapacidad  legal  de 
una  de  las  partes. 

TÍTULO  XI.— DEL  MANDATO   MERCANTIL 
Y  DE  LA  COMISIÓN 

Capítulo  primero.— i)e¿  mandato 
mercantil 

Sección  primera 

Del  mandato  mercantil  en  general 

Art.  374.  El  mandato  mercantil  tie- 
ne por  objeto  la  gestión  de  un  negocio 
comercial  en  favor  y  por  cuenta  del 
mandante. 

No  se  presumirá  gratuito  el  mandato 
mercantil. 

Art.  375.  Aunque  concebido  en  tér- 
minos generales,  no  se  extiende  el 
mandato  mercantil  á  los  asuntos  que 
no  sean  mercantiles,  á  no  ser  que  se 
haya  declarado  esto  de  un  modo  expre- 
so en  el  mandato. 

Si  el  mandatario  sólo  tuviere  instruc- 
ciones sobre  algunas  partes  del  nego- 
cio, se  reputará  el  mandato  libre  para 
lo  demás. 

£1  mandato  para  un  asunto  determi- 
nado comprende  los  poderes  para  todos 
los  actos  necesarios  para  llevarlo  á 
cabo,  aunque  no  estuvieren  expresa^ 
mente  indicados. 

Art.  376.  El  comerciante  que  no  qui- 
siera aceptar  un  mandato  estará  obli- 
gado á  notificar  su  negativa  al  man- 
dante en  el  plazo  más  breve  posible, 
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estando  obligado,  además,  en  ese  ceiso 
á  hacer  conservar  en  lugar  seguro  las 
cosas  que  se  le  hubieren  remitido  y  á 
cuidar  de  ellas  por  cuenta  del  mandan- 
te, hasta  que  éste  pueda  tomar  las  me- 
didas necesarias. 

En  caso  de  retraso,  podrá  también 
pedir  un  secuestro  judicial  y  aun  la 
venta  de  las  cosas  con  las  formalida- 
des previstas  en  el  art.  71. 

Art.  377.  Si  las  cosas  recibidas  por 
cuenta  del  mandante  presentaren  se- 
ñales de  averías  experimentadas  du- 
rante el  transporte,  el  mandatario  de- 
berá adoptar  todas  las  medidas  necesa- 
rias para  la  conservación  de  los  dere- 
chos del  mandante  respecto  del  que 
hubiere  hecho  el  transporte;  de  otro 
modo  será  responsable  de  las  cosas  que 
hubiere  recibido  con  arreglo  á  la  des- 
cripción contenida  en  la  carta  de  porte 
ó  en  los  conocimientos.  Si  la  avería 
exigiere  urgentes  cuidados,  el  manda- 
tario podrá  solicitar  la  venta  de  las  co- 
sas, con  las  formalidades  previstas  en 
el  art.  71. 

Art.  378.  El  mandatario  estará  obli- 
gado á  dar  á  conocer  al  mandante  to- 
dos los  hechos  que  pudieran  decidirle  á 
revocar  ó  modificar  el  mandato. 

Art.  379.  El  mandatario  será  res- 
ponsable de  las  averias  de  las  cosas 
que  le  fueren  confiadas,  si  no  fueren 
ocasionadas  por  caso  fortuito,  fuerza 
mayor,  vicio,  y.aun  por  la  naturaleza  de 
las  cosas. 

Art.  380.  El  mandatario  está  obliga- 
do á  pagar  el  interés  de  las  cantidades 
de  dinero  debidas  al  mandante,  desde 
el  día  en  que  estuviere  obligado  á  en- 
viárselas ó  á  consignarlas. 

Art,  381.  El  mandatario  que  no  se 
atenga  á  las  instrucciones  recibidas 
del  mandante,  responderá  de  los  daños 
y  perjuicios. 


Art.  382.  El  mandatario  estará  obli- 
gado á  avisar  sin  demora  al  mandante 
del  cumplimiento  del  mandato. 

Si  después  de  recibir  este  aviso  de- 
morare el  mandante  su  respuesta  du- 
rante un  plazo  mayor  que  el  exigido 
por  la  índole  del  asunto,  se  reputará 
que  ha  aceptado  el  cumplimiento  del 
mandato,  aun  cuando  el  mandatario 
hubiere  traspasado  los  límites  del  man- 
dato. 

Art.  383.  El  mandatario  que  cambie 
el  destino  de  las  cantidades  recibidas 
por  cuenta  del  mandante,  deberá  los 
intereses  de  dichas  cantidades  desde  el 
día  en  que  las  recibió,  sin  perjuicio  de 
la  indemnización  por  los  daños  resul- 
tantes del  incumplimiento  del  mandato 
y  de  cualquiera  otra  acción,  hasta  de  la 
penal,  en  caso  de  dolo  ó  de  fraude. 

Art.  384.  El  mandatario  estará  obli- 
gado á  exhibir  sus  poderes  á  las  perso- 
nas con  quienes  trate,  cuando  se  lo 
exijan. 

No  podrá  oponer  contra  los  torceros 
las  instrucciones  diferentes  que  le  hu- 
biere dado  el  mandante,  á  no  ser  que 
pruebe  que  éstos  tenían  conocimiento 
de  él  cuando  se  contrajo  la  obligación. 

Art.  385.  El  mandante  tendrá  la  obli- 
gación de  suministrar  al  mandatario 
los  medios  necesarios  para  el  cumpli- 
miento del  mandato,  á  no  ser  que  haya 
convenio  en  contrario. 

Art.  386.  La  cantidad  debida  al  man- 
datario por  el  cumplimiento  del  man- 
dato se  determinará,  á  falta  de  conve- 
nio, por  el  Juez,  con  arreglo  á  las  cir- 
cunstancias. 

Art.  387.  El  mandatario  tendrá  espe- 
cial privilegio  para  todo  lo  que  se  le 
debiere  por  razón  del  cumplimiento  del 
mandato  y  hasta  para  su  retribución. 
Se  ejercitará  este  privilegio  sobre  las 
cosas  del  mandante  que  tenga  el  man- 
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datario  para  el  cumplimiento  del  man- 
dato y  que  se  hallen  á  su  disposición 
en  sus  almacenes  ó  en  depósitos  públi- 
cos>  ó  respecto  de  las  que  pueda  pro- 
bar^ con  la  legitima  posesión  del  cono- 
cimiento ó  de  la  carta  de  porte,  que  le 
han  sido  remitidas. 

Los  créditos  antes  indicados  serán 
preferidos  á  todos  los  demás  créditos 
contra  el  mandante,  y  aun  contra  el 
vendedor  que  reivindique,  sin  distin- 
guir si  el  mandatario  ha  hecho  ]os  an- 
ticipos y  gastos  antes  ó  después  de  en- 
trar las  cosas  en  su  poder. 

Se  ejercitará  el  privilegio  del  manda^ 
tarlo  sobre  las  cosas  compradas  por 
cuenta  del  mandante  en  caso  de  quie- 
bra de  éste,  de  conformidad  con  las  dis- 
posiciones del  capitulo  III,  título  IV,  li- 
bro III,  del  presente  Código. 

Si  el  mandatario  hubiere  vendido  las 
cosas  del  mandante,  subsistirá  el  privi- 
legio sobre  el  precio. 

Art.  388.  Para  ejercitar  el  privilegio 
concedido  por  el  articulo  anterior,  de- 
berá el  mandatario  notificar  formal- 
mente al  mandante  las  cantidades  que 
le  deban,  invitándole  á  pagárselas  en  el 
plazo  de  cinco  días,  y  advirtiéndole 
que,  en  caso  de  no  hacerlo,  se  procede- 
rá á  la  venta  de  las  cosas  sujetas  al 
privilegio. 

El  mandante  podrá  hacer  oposición 
citando  al  mandatario  ante  el  Juez. 

Deberá  notificarse  la  oposición  al 
mandatario  en  el  plazo  de  tres  días  des- 
pués de  recibida  la  notificación  por  el 
mandante. 

Si  el  mandante  no  tuviere  su  residen- 
cia ó  un  domicilio  elegido  en  el  punto 
en  que  resida  el  mandatario,  será  de 
diez  días  el  plazo  para  la  oposición  si 
el  mandante  estuviera  domiciliado  en 
el  territorio  de  un  tribunal  limítrofe; 
de  veinte,  si  estuviere  domiciliado  en 


otra  parte  del  territorio;  de  dos  meses, 
si  estuviere  domiciliado  fuera  de  Ru- 
mania. 

Si  hubiere  transcurrido  el  plazo  ó  si  no 
hubiere  sido  admitida  la  oposición,  po- 
drá el  manclatario,  sin  otras  formalida- 
des, hacer  vender  las  cosas  antes  indi- 
cadas, de  conformidad  con  las  disposi- 
ciones del  art.  68. 

Art.  389.  Si  el  mandante  nombrare 
varios  mandatarios  sin  indicar  que  de- 
ban gestionar  juntos,  cada  uno  podrá 
obrar  á  falta  del  otro. 

Si  en  el  poder  se  declarase  que  los 
mandatarios  deberán  gestionar  juntos  y 
no  fuese  aceptado  por  todoé  el  manda- 
to, serán  considerados  los  que  acepten 
como  autorizados  para  gestionar,  si 
formasen  la  mayoría  de  los  mandata- 
rios nombrados. 

Los  comandatarios  serán  solidaria- 
mente responsables. 

Art.  390.  Fuera  de  los  casos  previs- 
tos por  el  Código  civil,  cesará  el  man- 
dato: 

1.**  Por  el  matrimonio  de  la  mujer 
comerciante  que  hubiere  dado  ó  recibi- 
do el  mandato,  si  no  estuviere  autoriza- 
da para  continuar  el  comercio  de  con- 
formidad con  las  disposiciones  del  ar- 
ticulo 15; 

2/*  Por  la  revocación  de  la  autoriza- 
ción de  ejercer  el  comercio  que  haya 
sido  concedido  á  la  mujer  casada  ó  á 
los  menores  que  hubieren  dado  ó  reci- 
bido el  mandato. 

Art.  391.  El  mandante  ó  el  manda- 
tario que,  sin  justa  razón,  interrumpa, 
por  su  revocación  ó  su  renuncia,  el 
cumplimiento  del  mandato,  responderá 
de  los  daños  y  perjuicios. 

Si  el  cumplimiento  del  mandato  fue- 
re interrumpido  por  la  muerte  del  man- 
dante ó  del  mandatario,  se  determinará 
}  la  retribución  de  éste  con  arreglo  á  lo 
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que  hubiere  ejecutado  proporcional- 
mente  á  lo  que  se  debiera  por  la  com- 
pleta ejecución  del  mandato. 

Sección  segunda 

De  los  encargados  y  representantes 

Art.  392.  Es  encargado  el  que  está 
al  frente  del  comercio  de  su  principal, 
ya  en  la  localidad  donde  éste  lo  ejerza, 
ya  en  otro  punto. 

Art.  393.  El  principal  responderá  de 
los  actos  del  encargado  y  de  las  obliga- 
ciones contraídas  por  éste,  dentro  de 
los  limites  de  los  poderes  que  le  hubie- 
re conferido. 

Si  hubiere  varios  dueños,  serán  todos 
solidariamente  responsables. 

Si  el  dueño  fuere  una  sociedad  mer- 
cantil, se  determinará  la  responsabili- 
dad de  los  socios  con  arreglo  á  la  na^ 
turaleza  de  la  sociedad. 

Art.  394.  El  mandato  dado  al  encar- 
gado podrá  ser  expreso  6  tácito. 

El  mandato  expreso  deberá  ser  depo- 
sitado en  el  tribunal  en  cuya  jurisdic- 
ción deba  el  encargado  ejercer  el  co- 
mercio que  se  le  confíe  para  ser  trans- 
crito en  el  registro  destinado  á  este  ob- 
jeto y  fijado  de  conformidad  con  las 
disposiciones  del  art.  10. 

El  Secretario  cuidará  de  que  se  publi- 
que un  extracto  del  mandato  en  el  Dia- 
rio de  Anuncios  Judiciales  de  la  locali- 
dad. Hasta  que  se  cumplan  las  anterio- 
res formalidades  no  se  aplicarán  las 
disposiciones  del  artículo  siguiente. 

Art.  395.  Respecto  de  terceros,  el 
mandato  tácito  del  encargado  se  repu- 
tará general  y  comprenderá  todos  los 
actos  necesarios  para  el  ejercicio  del 
comercio  para  que  fuere  dado. 

El  dueño  no  podrá  oponer  á  los  ter- 
ceros restricciones  á  su  metndato  táci- 


to, si  no  probare  que  han  tenido  cono- 
cimiento de  ellas  al  contraer  la  obliga- 
ción. 

Art.  396.  El  encargado  estará  obliga- 
do siempre  á  tratar  en  nombre  del  due- 
ño y  á  indicar  en  su  firma,  al  lado  de 
sus  nombres  y  apellidos  personales,  los 
nombres  y  apellidos  ó  la  razón  comer- 
cial del  dueño  con  la  mención  «por  po- 
deres» ú  otra  análoga. 

A  falta  de  esta  declaración  se  obliga- 
rá personalmente  el  encargado;  pero 
los  terceros  podrán  también  ejercitar 
contra  el  dueño  las  acciones  que  naz- 
can de  los  actos  del  encargado  relativos 
al  ejercicio  del  comercio  de  que  haya 
estado  encargado. 

Art.  397.  Sin  consentimiento  expre- 
so del  dueño,  no  podrá  el  encargado 
hacer  operaciones  ni  tomar  parte  por 
su  propia  cuenta  ó  por  cuenta  de  un 
tercero  en  asuntos  ajenos  á  los  de  que 
estuviere  encargado. 

En  el  caso  contrario,  el  encargado 
será  responsable  de  los  daños  y  per- 
juicios, teniendo  además  el  dueño  el 
derecho  de  quedarse  con  la  ganancia 
que  resulte  de  dichas  operaciones. 

Art.  398.  El  encargado  será  solida- 
riamente  responsable  con  el  dueño  de 
la  observancia  de  las  disposiciones  con- 
tenidas er\  los  títulos  III  y  IV  del  pre- 
sente libro,  en  lo  concerniente  al  co- 
mercio que  se  le  haya  confiado. 

Art.  399.  Deberá  haxíerse  la  revoca- 
ción del  mandato  en  las  mismas  for- 
mas en  que  se  haya  dado. 

Art.  400.  El  encargado  podrá  enta- 
blar cualquier  acción  y  podrá  ser  ci- 
tado á  juicio,  en  lugar  del  dueño,  por 
las  obligaciones  contraidas  por  él  en  el 
ejercicio  del  comercio  de  que  haya  es- 
tado encargado. 

Art.  401.  Son  aplicables  las  disposi- 
ciones de  la  presente  sección  á  los  re- 
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presentantes  de  las  casas  de  comercio 
ó  de  las  sociedades  extranjeras  que  ha- 
bitualmente  traten  ó  contraten  en  Ru- 
mania, en  nombre  y  por  cuenta  de  es- 
tos últimos,  asuntos  mercantiles  de  que 
hayan  sido  encargados. 

Sección  tercera 

De  los  viajantes  de  comercio 

Art.  402.  El  que  mande  á  otra  loca- 
lidad á  una  persona  que  esté  á  su  ser- 
vicio, autorizándola  con  cartas,  avisos, 
circulares  ú  otros  documentos  análo- 
gos para  tratar  y  hacer  las  operacio- 
nes de  su  comercio,  responderá  de  las 
obligaciones  contraídas  por  dicha  per- 
sona, dentro  de  los  limites  de  los  po- 
deres que  le  hubiere  conferido. 

Art.  403.  Serán  aplicables  á  los  via- 
jantes de  comercio  las  disposiciones 
del  art.  396,  aunque  no  podrán  firmar 
apor  poderes»,  sino  que  deberán  indi- 
car el  nombre  de  su  principal. 

Sección  cuarta 

De  los  dependientes  para  el  despacho 

Art.  404.  Son  dependientes  para  el 
despacho  los  que  están  encargados  de 
la  venta  al  por  menor  de  las  mercan- 
cías, y  tienen  el  derecho,  en  el  lugar  en 
que  ejercen  el  comercio  y  al  hacer  la 
entrega,  de  exigir  y  cobrar  el  importe 
de  io  vendido,  y  de  dar  recibo  válido  en 
nombre  de  su  principal. 

Fuera  del  establecimiento  no  podrán 
exigir  el  pago  de  los  créditos  del  prin- 
cipal sin  una  autorización  especial. 

CAPÍTULO  II.— DE  LA  COMISIÓN 

Art.  405.    La  comisión  tiene  por  obje- 


to la  gestión  de  los  asuntos  mercantiles 
por  el  comisionista  por  cuenta  del  co- 
mitente. 

Existen  entre  el  comitente  y  el  comi- 
sionista los  mismos  derechos  y  las  mis- 
mas obligaciones  que  entre  el  mandan- 
te y  el  mandatario,  salvo  las  modifica- 
ciones establecidas  en  los  artículos  si- 
guientes. 

Art.  406.  El  comisionista  estará  di- 
rectamente obligado  respecto  de  las 
personas  con  quienes  hubiere  contra- 
tado, como  si  fuera  el  asunto  suyo  pro- 
pio. 

No  tendrá  el  comitente  acción  contra 
las  personas  con  quienes  haya  contra- 
tado el  comisionista,  ni  éstas  tendrán 
tampoco  acción  alguna  contra  el  comi- 
tente. 

Art.  407.  El  comisionista  deberá  te- 
ner separados  entre  si  y  aun  separados 
de  sus  asuntos  personales  los  de  sus 
diferentes  comitentes,  y  abrir  en  sus  li- 
bros una  cuenta  especial  para  cada 
operación. 

Si  el  comisionista  tuviere  contra  la 
misma  persona  créditos  provinientes 
de  diferentes  operaciones  hechas  por 
cuenta  de  sus  comitentes  ó  de  una  ope- 
ración realizada  por  su  cuenta  personal 
y  por  cuenta  de  un  tercero,  estará  obli- 
gado á  pedir  á  este  deudor  un  escrito 
separado  para  cada  asunto,  y,  en  caso 
de  pago,  á  indicar  en  sus  libros  las  per- 
sonas por  quienes  se  hubiere  hecho  el 
pago, 

A  falta  de  tales  indicaciones,  se  repar- 
tirá el  pago  á  prorrateo  entre  todos 
esos  créditos. 

Art.  408.  Las  operaciones,  hechas  por 
el  comisionista  con  violación  del  man* 
dato  ó  fuera  de  los  limites  de  éste,  que- 
darán por  su  cuenta,  y porconsiguiente: 

1.®  Si  hubiere  vendido  á  un  precio 
menor  que  el  fijado  ó  que  el  corriente, 
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estará  obligado  á  abonar  la  diferencia 
al  comitente,  á  no  ser  que  pruebe  que 
no  podía  hacerse  la  venta  al  precio  fija- 
do y  que  vendiendo  asi  ha  evitado  una 
pérdida  al  comitente; 

2.°  Si  hubiere  comprado  á  un  precio 
más  elevado  que  el  fijado,  podrá  el  co- 
mitente rechazar  la  operación  y  consi- 
derarla hecha  por  cuenta  del  comisio- 
nista, si  éste  no  se  ofreciere  á  abonar 
la  diferencia  del  precio; 

3.^  Si  las  cosas  compradas  no  co- 
rrespondieran á  la  calidad  convenida, 
podrá  el  comitente  negarse  á  acep- 
tarlas. 

Art.  409.  El  comisionista  que  sin  au- 
torización del  comitente  haga  anticipos 
de  dinero,  ventas  ú  otras  operaciones 
de  crédito,  se  hará  personalmente  res- 
ponsable, y  el  comitente  podrá  exigir 
sin  demora  el  pago  de  los  créditos  con- 
cedidos, dejándole  los  intereses  y  ga- 
nancias que  de  ello  pudieran  resultar. 

Art.  410.  El  comisionista  que  vendie- 
re al  fiado,  estará  obligado  á  indicar  á 
su  comitente  en  la  carta  de  aviso  la  per- 
sona del  comprador  y  el  plazo  concedi- 
do; de  otro  modo,  la  operación  se  re- 
putará hecha  al  contado,  no  admitién- 
dose la  prueba  en  contrario. 

Art.  411.  Cuando  el  comisionista 
esté  encargado  de  vender  ó  comprar 
títulos  de  cambio,  obligaciones  ó  valo- 
res del  Estado,  ó  cualesquiera  otros  tí- 
tulos de  crédito  que  circulen  en  el  co- 
mercio, ó  de  mercancías  cotizables  en 
la  Bolsa  ó  en  el  mercado,  si  el  comitente 
no  hubiere  dispuesto  otra  cosa,  podrá 
el  comisionista  suministrar,  al  precio 
pedido  como  vendedor,  las  cosas  que 
debía  comprar  ó  quedarse  al  precio  co- 
rriente como  comprador,  con  las  cosas 
que  debía  vender  por  cuenta  de  los  co- 
mitentes, sin  perjuicio  de  su  derecho  á 
la  provisión  de  fondos. 


Si  en  los  casos  que  quedan  indicados 
no  diere  á  conocer  el  comisionista,  des- 
pués de  llevados  á  cabo  los  negocios 
que  se  le  encargaron,  á  los  comitentes 
las  personas  con  quienes  hubiere  con- 
tratado, tendrá  derecho  el  comitente  á 
considerar  que  la  compra  ó  la  venta  ha 
sido  hecha  por  su  cuenta,  y  á  exigir  del 
comisionista  el  cumplimiento  del  con- 
trato. 

Art.  412.  El  comisionista  no  respon- 
derá de  la  ejecución  de  las  obligaciones 
contraídas  por  las  personas  con  quie- 
nes hubiere  contratado,  salvo  convenio 
en  contrario. 

Cuando  el  comisionista  asuma  tal 
responsabilidad,  estará  personalmente 
obligado  respecto  del  comitente  para  el 
cumplimiento  de  las  obligaciones  que 
resultaren  del  contrato. 

^n  este  caso  tendrá  derecho  á  la  pro- 
visión especial  llamada «paragarantía», 
«para  crédito».  Las  partes  fijarán  esta 
provisión  en  sus  convenios,  y,  en  su 
defecto,  se  dejará  á  la  apreciación  del 
juez. 

TÍTULO  XII.— DEL  CONTRATO 
DE  TRANSPORTE 

Art.  413,  Tiene  lugar  el  contrato  de 
transporte  entre  el  expedidor  ó  el  que 
quiere  hacer  transportar  una  cosa  y  el 
empresario  que  se  obliga  á  hacer  el 
transporte  en  su  propio  nombre  y  por 
cuenta  de  tercero,  ó  entre  uno  de  éstos 
y  el  porteador  que  se  encarga  del  trans- 
porte. 

Llámase  «porteadon)  á  la  persona 
que  se  encarga  de  cualquier  modo  de 
transportar  ó  hacer  transportar  una 
cosa  cualquiera. 

Se  regirán  las  obligaciones  entre  el 
expedidor  y  el  empresario  de  transpor- 
tes por  agua,  y  el  capitán  ó  el  patrón, 
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por  las  disposiciones  contenidas  en  el 
libro  II  del  presente  Código. 

Art.  414.  El  expedidor  deberá  dar  al 
porteador,  si  fuere  requerido  para  ello, 
una  carta  de  porte. 

La  carta  de  porte  podrá. ser  á  la  or- 
den ó  al  portador. 

La  forma  y  los  efectos  del  endoso  de 
la  carta  de  porte  se  regirán  por  las  dis- 
posiciones del  titulo  IX  del  presente 
libro. 

Art.  415.  La  carta  de  porte  deberá 
ir  fechada  y  ñrmada  por  el  expedidor  é 
indicar: 

1°  La  naturaleza,  peso,  medida  ó 
número  de  las  cosas  que  hayan  de 
transportarse  y  si  están  en  cajas  ó  pa> 
quetes,  la  calidad  "del  embalaje,  el  nú- 
mero y  los  sellos  ó  marcas  que  lleven; 

2.^  Los  nombres  del  expedidor  y  su 
domicilio; 

3.*^  Los  nombres  y  domicilio  del  por- 
teador; 

4.^  El  punto  de  destino  y  la  persona 
del  destinatario,  indicando  si  la  carta 
de  porte  es  á  la  orden  ó  al  portador; 

5.®  El  porte  ó  precio  de  transporte  y 
las  cantidades  debidas  al  porteador  por 
la  expedición,  añadiéndole  los  gastos 
anticipados  ó  de  provisión; 

6.°  El  tiempo  en  que  deberá  efec- 
tuarse el  transporte,  ó  cuando  se  haga 
por  ferrocarril,  si  deberá  hacerse  por 
grande  ó  pequeña  velocidad; 

7.®  Las  demás  estipulaciones  acerca 
de  las  que  se  hayan  puesto  ^e  acuerdo 
las  partes. 

El  expedidor  podrá  designarse  á  si 
mismo  como  destinatario. 

Art.  416.  El  expedidor,  estará  obli- 
gado á  confiar  al  porteador  los  docu- 
mentos de  aduanas  y  demás  que  fue- 
ren necesarios,  siendo  responsable  de 
su  contenido  y  de  su  regularidad. 

Art.  417.    El  porteador  entregará  al 


expedidor,  si  se  lo  exigiere,  un  ejem- 
plar de  la  carta  de  porte  firmada  por  él. 

Si  la  carta  de  porte  fuere  á  la  orden 
ó  al  portador,  el  endoso  y  la  entrega 
del  ejemplar  firmado  por  el  porteador 
transmitirán  la  posesión  de  las  cosas 
transportadas. 

No  tendrán  valor  alguno  los  conve- 
nios no  contenidos  en  la  carta  de  porte 
respecto  del  destinatario  ó  del  portador 
del  ejemplar  de  la  carta  de  porte  á  la 
orden  ó  al  portador,  que  haya  isido  fir- 
mada por  el  porteador. 

Art.  418.  Si  el  porteador  aceptare  las 
cosas  que  deben  transportarse  sin  re- 
serva alguna,  se  presumirá  que  no  pre- 
sentaban vicios  ninguno  aparentes  de 
embalaje. 

Art.  419.  El  porteador  estará  obliga- 
do á  hacer  la  expedición  de  las  cosas 
transportadas  por  el  orden  en  que  las 
hubiere  recibido,  á  no  ser  que  por  su 
naturaleza,  por  causa  de  su  destino  ó 
por  otras  razones,  deba  obrar  de  otro 
modo,  ó  si  se  lo  hubiere  impedido  un 
caso  fortuito  ó  de  fuerza  mayor. 

Art.  420.  Si  á  consecuencia  de  un 
caso  fortuito  ó  de  fuerza  mayor  no  se 
hiciere  el  transporte  ó  se  demorase 
más  de  lo  regular,  el  porteador  deberá 
avisar  inmediatamente  al  expedidor, 
que  tendrá  la  facultad  de  rescindir  el 
contrato  abonando  solamente  los  gas- 
tos hechos  por  el  porteador,  y  si  ocu- 
rriere el  impedimento  durante  el  viaje, 
tendrá  el  porteador  además  el  derecho 
al  pago  de  porte  proporcional  al  cami- 
no recorrido. 

En  ambos  casos  se  devolverá  al  por- 
teador el  ejemplar  de  la  carta  de  porte 
á  la  orden  ó  al  portador  que  firmó. 

Art.  421.  El  expedidor  tendrá  el  de- 
recho de  suspender  el  transporte  y  de 
exigir  la  restitución  de  las  cosas  trans- 
portadas ó  su  entrega  á  otra  persona 
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distinta  de  la  indicada  en  la  careta  de 
porte,  6  de  disponer  de  ellas  como  lo 
juzgue  conveniente;  pero  estará  obliga- 
do á  reembolsar  al  porteador  los  gastos 
hechos  y  los  daños  directos  inmediatos 
que  se  originen  del  cumplimiento  de 
esta  contraorden. 

Cesará  la  obligación  del  porteador  de 
cumplir  la  orden  del  expedidor  desde 
el  momento  en  que  habiendo  llegado  las 
cosas  á  su  destino,  haya  hecho  la  perso- 
na á  quienes  fueron  destinadas  y  que  po- 
sea los  documentos  necesarios,  la  pe- 
tición de  entrega  al  porteador,  ó  desde 
el  momento  en  que  éste  le  haya  entre- 
gado la  carta  de  porte.  En  esos  casos, 
sólo  el  destinatario  de  las  cosas  trans- 
portadas tendrá  la  facultad  de  disponer 
de  ellas. 

Si  la  carta  de  porte  fuere  á  la  orden 
ó  al  portador,  el  derecho  concedido  ppr 
la  primera  parte  del  presente  artículo 
corresponderá  al  que  posea  el  ejemplar 
de  la  carta  de  porte  firmada  por  el  por- 
teador,, el  cual  al  recibir  la  contraorden 
tendrá  el  derecho  de  exigir  la  restitu- 
ción del  ejemplar  citado,  ó  si  se  hubiere 
cambiada  el  destino  de  las  cosas  por 
transportar,  podrá  exigir  una  nueva 
carta  de  porte. 

Art.  422.  El  plazo  para  la  entrega  de 
las  mercancías  transportadas  se  deter- 
minará por  acuerdo  de  las  partes,  ó,  en 
su  defecto,  se  dejará  á  la  apreciación 
del  Juez. 

Art.  423.  El  porteador  será  respon- 
sable de  los  actos  de  sus  encargados, 
de  los  de  todos  los  porteadores  sucesi- 
vos y  de  los  de  cualquiera  otra  persona 
á  quien  hubiere  confiado  la  realización 
del  transporte. 

Art.  424.  Los  diferentes  porteadores 
tendrán  derecho  á  hacer  que  se  decla- 
re en  la  carta  de  porte,  ó  de  otro  modo, 
el  estado  en  que  se  hallen  las  cosas  que 


se  hayan  de  transportar  en  el  momento 
en  que  se  las  hayan  entregado. 

A  falta  de  esta  declaración,  se  presu- 
mirá que  han  recibido  las  cosas  en 
buen  estado  y  conformes  con  las  indi- 
caciones contenidas  en  la  carta  de 
porte. 

Art,  425.  El  porteador  será  respon* 
sable  de  la  pérdida  ó  avería  de  las  co- 
sas que  se  te  hubieren  confiado  para 
su  transporte,  desde  el  momento  en  que 
las  hubiere  recibido  hasta  el  de  su  en- 
trega al  destinatario,  á  no  ser  que 
pruebe  que  la  pérdida  ó  avería  es  el  re- 
sultado de  un  caso  fortuito  ó  de  fuerza 
mayor,  ó  también  del  vicio  propio  de 
las  cosas,  por  culpa  del  expedidor  6  del 
destinatario. 

Art.  426.  Si  se  hubieran  de  transpor- 
tar cosas  frágiles  ó  que  se  quiebren  fá- 
cilmente, animales  ó  cosas  cuyo  trans- 
porte deba  hacerse  en  condiciones  es- 
peciales, podrán  estipular  las  admi- 
nistraciones de  los  ferrocarriles  que 
su  pérdida  ó  avería  se  presuma  produ- 
cida del  vicio  de  las  cosas  transporta- 
das y  de  su  naturaleza  ó  por  culpa  del 
expedidor  ó  del  destinatario,  á  no  ser 
que  se  pruebe  que  estén  en  falta  dichas 
administraciones. 

Art.  427.  Se  probarán  las  averías  de 
conformidad  con  las  disposiciones  del 
artículo  71,  y  el  expedidor,  el  portador 
de  la  carta  de  porte  ó  el  destinatario, 
según  las  distinciones  previstas  en  el 
artículo  421,  podrán  ser  autorizados 
por  el  Juez  para  exigir  la  entrega  de 
las  cosas  transportadas,  con  ó  sin 
fianza. 

Art.  428.  Cuando  se  haya  demorado 
el  transporte  más  allá  del  plazo  fijado 
por  el  art.  422,  el  porteador  perderá  una 
parte  del  precio  det  transporte  propor- 
cional á  la  duración  del  retraso,  per- 
diéndolo por  completo  si  el  retraso  hu- 
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biere  durado  el  doble  del  tiempo  fíjado 
para  la  ejecución  del  transporte,  sin 
perjuicio  de  mayores  daños  de  que  será 
responsable  si  se  probare  que  provie- 
nen de  su  culpa. 

El  porteador  no  será  responsable  del 
retraso  si  probare  que  provino  de  un 
caso  fortuito  ó  de  fuerza  mayor,  ó  por 
culpa  del  expedidor  ó  del  destinatario. 

No  bastará  para  jusiiñcar  el  retraso 
la  falta  de  medios  suficientes  de  trans- 
porte. 

Art.  429.  El  porteador  podrá  limitar 
su  responsabilidad  hasta  una  cantidad 
de  tanto  por  ciento  para  las  cosas  que 
por  su  naturaleza  estén  sujetas  durante 
el  transporte á  una  disminución  de  peso 
ó  medida,  suma  que  deberá  determi- 
narle de  antemano  y  especificarse  para 
cada  caja  ó  bulto,  si  las  cosas  estuvie- 
ren repartidas  en  cajas  ó  bultos. 

El  porteador  no  podrá  acogerse  al 
beneficio  del  convenio  por  el  que  haya 
limitado  su  responsabilidad,  si  probare 
el  expedidor  ó  el  destinatario  que  la 
disminución  no  es  el  efecto  de  la  natu- 
raleza de  las  cosas,  ó  si  probare  que 
con  arreglo  á  las  circunstancias  del 
hecho  no  podía  la  disminución  llegar 
á  la  que  hablan  fijado  las  partes. 

Art.  430.  Los  daños  resultantes  de 
la  pérdida  ó  averia  se  calcularán  según 
el  precio  corriente  de  las  cosas  trans- 
portadas en  el  punto  y  en  el  momento 
de  la  entrega,  que  se  establecerá  con 
arreglo  á  las  disposiciones  del  art.  40, 
descontando  los  gastos  que  siempre  se 
hacen  en  caso  de  pérdida  ó  avería. 

Si  el  daño  fuere  causado  por  dolo  ó 
negligencia  evidente,  se  fijará  el  im- 
porte de  la  indemnización  con  arreglo 
á  las  disposiciones  de  los  artículos  1.084 
y  1.086  del  Código  civil. 

En  caso  de  pérdida  de  los  objetos  en- 
tregados por  un  viajero  á  un  porteador 
Tomo  IX.—Institucionbs  juniDicAd. 


sin  indicación  de  su  contenido,  se  de- 
terminará la  indemnización  con  arreglo 
á  las  circunstancias  particulares  del 
hecho. 

Art,  431 .  No  responderá  el  porteador 
de  las  cosas  preciosas,  dinero  y  títulos 
que  no  se  le  hubieren  declarado,  siendo 
responsable,  en  caso  dé  pérdida,  del 
valor  declarado  solamente. 

Art.  432.  Después  de  la  llegada  de 
las  cosas  transportadas  ó  después  de  la 
espiración  del  día  en  que  debían  llegar 
aA  punto  de  destino,  podrá  ejercitar  el 
destinatario  todos  los  derechos  que  na- 
cen del  contrato  de  transporte,  así 
como  las  acciones  por  indemnización, 
pu'diendo  desde  entonces  exigir  la  en- 
trega de  las  cosas  y  de  la  carta  de  porte. 

Art.  433.  No  estará  obligado  el  por- 
teador á  entregar  las  cosas  transporta- 
das antes  que  la  persona  que  se  presen- 
te para  recibirlas  haya  cumplido  sus 
obligaciones. 

En  caso  de  desacuerdo,  si  el  destina- 
tario pagare  la  cantidad  que  crea  deber 
y  depositare  al  mismo  tiempo  la  dife- 
rencia entre  dicha  cantidad  y  la  exigida 
por  el  porteador,  estará  éste  obligado  á 
entregarle  las  cosas  transportadas. 

Si  la  carta  de  porte  fuere  á  la  orden  ó 
al  portador,  el  porteador  podrá  negarse 
á  hacer  la  entrega  antes  de  la  restitu- 
ción del  ejemplar  firmado  por  él.- 

Art.  434.  El  destinatario  tendrá  el 
derecho  de  comprobar  por  su  cuenta, 
en  el  momento  de  la  entrega,  el  estado 
en  que  se  hallen  las  cosas  transporta* 
das,  aunque  todavía  no  presenten  se-^ 
nales  exteriores  de  avería. 

El  destinatario  que  recibe  la  cosa 
está  obligado  á  pagar  lo  que  deba  por 
el  transporte  con  arreglo  á  la  carta  de 
porte,  así  como  ios  demás  gastos. 

Art.  435.    Si  el  porteador  entregase 

las  cosas  transportadas  sin  indicar  las 
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cantidades  que  se  le  deban  á  él^  á  los 
porteadores  anteriores  y  al  expedidor, 
ó  sin  exigir  el  depósito  de  la  cantidad 
acerca  de  la  que  haya  desacuerdo,  per- 
derá su  derecho  de  recurso  y  quedará' 
responsable  respecto  del  expedidor  y 
de  los  porteadores  anteriores  de  las 
cantidades  que  se  les  debía;  pero  ten- 
drá acción  contra  el  destinatario. 

Art.  436.  Toda  demanda  de  indem- 
nización deberá  dirigirse  contra  el  pri- 
mero ó  el  último  porteador.  Podrá  tam- 
bién entablarse  contra  un  porteador  in- 
termediario, sr  se  probare  que  el  daño 
fué  causado  mientras  éste  hacia  el 
transporte. 

Todo  porteador  contra  quien  se  ejer- 
cite una  acción  por  responsabilidad  por 
hechos  que  no  sean  personales  suyos, 
tendrá  la  facultad  de  demandar  para 
garantía,  ya  al  porteador  que  le  prece- 
da inmediatamente,  ya  al  porteador  in- 
termediario responsable  del  daño,  con 
arreglo  á  las  disposiciones  que  quedan 
establecidas. 

Art.  437.  Para  todos  los  créditos  pro- 
cedentes del  contrato  de  transporte 
tendrá  el  porteador  privilegio  sobre  las 
cosas  transportadas  hasta  su  entrega 
al  destinatario. 

Si  hubiere  varios  porteadores,  el  úl- 
timo ejercitará  los  derechos  de  los  que 
le  precedan. 

Art.  438.  Si  no  fuere  encontrado  el 
destinatario  ó  si  surgiere  alguna  cues- 
tión relacionada  con  la  entrega  de  las 
cosas  transportadas,  el  Presidente  del 
tribunal  respectivo  ó  el  Juez  de  paz  po- 
drán ordenar  el  depósito  ó  el  secuestro 
de  estas  cosas .  Podrá  asimismo  hacer 
que  se  comprueben  el  estado  en  que  se 
encuentren,  y. ordenar  que  se  vendan 
hasta  el  importe  de  las  cantidades  que 
se  deban  al  porteador,  con  observancia 
de  las  formas  establecidas  en  el  art.  71. 


Si  no  hubiere  ninguna  cuestión,  se 
conformará  el  porteador,  para  conse- 
guir el  pago  de  lo  que  se  le  deba,  con 
las  disposiciones  del  art.  388. 

Art.  439.  Si  se  hubiere  estipulado 
una  cláusula  penal  en  el  contrato  de 
transporte  para  el  incumplimiento  6  el 
retraso  en  la  entrega,  se  podrá  reclsr- 
mar  la  realización  del  transporte  y  el 
cumplimiento  de  la  cláusula  penal. 

No  se  exigirá  la  prueba  del  daño  pa- 
ra el  pago  de  lá  cláusula  penal. 

Si  se  probare  que  el  daño  experimen- 
tado pasa  de  la  cláusula  penal,  podrá 
exigirse  la  diferencia. 

No  podrá  tener  lugar  la  cláusula  pe- 
nal cuando,  en  los  casos  previstos  en 
los  artículos  425  y  428,  no  sea  respon- 
sable el  porteador. 

Art.  440.  El  pago  del  porte  y  la  re- 
cepción sin  reservas  de  las  cosas  trans- 
portadas, aunque  se  hubiere  hecho  de 
antemano  el  pago  del  porte,  extinguen 
toda  acción  contra  el  porteador. 

Subsistirá,  sin  embargo,  la  acción 
ejercitada  contra  el  porteador  por  la 
pérdida  parcial  ó  la  averia  que  no  pue- 
da conocerse  en  ei  momento  de  la  en- 
trega, aun  después  del  pago  del  porte  y 
de  la  recepción  de  las  cosas  transpor- 
tadas, si  se  probare  que  tuvo  lugar  la 
pérdida  ó  avería  después  de  la  entrega 
de  la  cosa  en  poder  del  porteador  y  an- 
tes de  la  entrega  hecha  por  éste,  pero 
á  condición  de  que  se  haga  en  seguida 
la  comprobación  en  cuanto  se  descubra 
el  daño,  y  dentro  de  los  cinco  días,  á 
más  tardar,  de  la  recepción  de  la  cosa 
por  el  destinatario. 

Art.  441 .  Serán  nulas  y  sin  valor  ni 
efecto  todas  las  estipulaciones  que  ex^ 
cluyan  ó  limiten  en  los  transportes  por 
ferrocarril  las  obligaciones  y  respon* 
sabilidades  establecidas  en  los  artícu- 
los 417,  418,  419,  425,  427,  428,  429,  430, 
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432,  433,  436  y  440,  aun  cuando  estén 
permitidas  por  reglamentos  generales 
ó  particulares,  á  no  ser  que  esté  esta- 
blecido por  tarifas  especiales  que  el 
precio  del  transporte  sea  menor  que  el 
comprendido  en  las  tarifas  ordinarias. 

TÍTULO  XIII.— DEL  CONTRATO 
DE  SEGUROS 

Capítulo  pnmERO.—  Disposiciones  ge* 

nerales 

Art.  442.  Es  el  seguro  un  contrato 
en  el  que  se  obliga  el  asegurador,  me- 
diante una  prima,  á  indemnizar  al  ase^ 
gurado  las  pérdidas  ó  daños  que  pueda 
éste  experimentar  por  algún  aconteci- 
miento fortuito  ó  de  fuerza  mayor,  ó  á 
pagar  una  cantidad  de  dinero  con  arre- 
glo á  la  duración  de  la  vida  ó  según 
ciertos  acontecimientos  que  pudieran 
ocurrir  durante  la  vida  de  una  ó  más 
personas. 

ArJ.  443.  Los  seguros  marítimos  se 
regirán  especialmente  por  las  disposi- 
ciones previstas  en  el  libro  II  del  pre- 
sente Código. 

Art.  444.  Las  sociedades  de  seguros 
mutuos  regidas  por  las  disposiciones 
del  titulo  VIH  estarán  también  someti- 
das á  las  regias  contenidas  en  el  pre- 
sente título,  en  cuanto  dichas  reglas  no 
sean  incompatibles  con  su  naturaleza 
especial. 

Art.  445.  El  contrato  de  seguro  se 
redactará  por  escrito. 

La  póliza  de  seguro  irá  fechada  é  in- 
dicará: 

í.°  La  persona  del  asegurador  y  su 
residencia  ó  su  domicilio; 

2°  La  persona  del  asegurado  y  su 
residencia  ó  su  domicilio; 

3.^    El  objeto  del  seguro; 

4.®    La  cantidad  asegurada; 


5.®    La  prima  de  seguro; 

6.°  Los  riesgos  que  toma  á  su  cargo 
el  asegurador  y  la  época  en  que  comen- 
zarán dichos  riesgos  y  la  en  que  termi- 
narán. 

Art.  446.  Si  no  se  hubiere  declarado 
en  la  póliza  para  quién  se  ha  contraído 
el  seguro,  se  reputará  contraído  por 
cuenta  de  quien  lo  hubiere  hecho. 

Art.  447.  El  asegurador  podrá  á  su 
vez  hacer  asegurar  por  otro  las  cosas 
aseguradas  por  él  mismo. 

El  asegurador  podrá  asegurar  la  pri- 
ma de  seguro. 

Se  hará  la  cesión  de  los  derechos  del 
asegurado,  respecto  del  asegurador, 
transfiriendo  la  póliza  por  medio  de 
una  declaración  firmada  por  el  cedente 
y  el  cesionario;  respecto  de  los  terceros 
no  será  válida  sino  cuando  haya  sido 
notificada  al  asegurador  ó  aceptada  por 
este  último  por  escrito. 

CAPÍTULO  II.—bEL  SEGURO  CONTRA 

LOS  DANOS 

Sección  primera 

Disposiciones  generales 

Art.  448.  Podrá  hacerse  el  seguro  no 
sólo  por  el  propietario,  sino  también 
por  el  acreedor  que  tenga  un  privilegio 
ó  una  hipoteca  sobre  la  cosa,  y  en  ge- 
nera] por  cualquiera  que  tenga  un  inte- 
rés evidente  y  legítimo  ó  una  responsa- 
bilidad para  la  conservación  de  la  cosa. 

Art.  449.  El  seguro  contra  los  daños 
podrá  hacerse  por  todo  el  valor  de  la 
cosa,  por  una  parte  del  valor  ó  por  de- 
terminada cantidad. 

También  podrá  asegurarse  una  parte 
alícuota  de  la  cosa,  una  ó  varias  cosas 
á  la  vez  ó  separadamente,  ó  una  uni- 
versalidad de  cosas. 
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Podrá  asegurarse  asimismo  una  ga- 
nancia calculada,  y  los  frutos  no  cogi- 
dos en  los  casos  previstos  por  la  ley. 

Art.  450.  Si  el  seguro  contra  los  da- 
ños sólo  cubriere  parte  de  la  cosa  ase- 
gurada^ soportará  el  asegurado  una 
parte  proporcional  de  los  daños  y  pér- 
didas experimentadas. 

Art.  451.  Las  cosas  aseguradas  por 
todo  su  valor  no  podrán  serlo  por  se- 
gunda vez  por  el  mismo  tiempo  y  los 
mismos  riesgos. 

Será,  sin  embargo,  válido  un  segun- 
do seguro: 

1.®  Si  estuviere  subordinado  á  la  nu- 
lidad del  primero  ó  á  la  insolvencia 
total  ó  parcial  del  primer  asegurador; 

2.^  Si  los  derechos  resultantes  del 
primer  seguro  se  hubieren  cedido  al 
segundo  asegurador  ó  se  hubiere  re- 
nunciado al  primer  asegurador. 

Art.  452.  Si  no  estuviere  cubierto 
por  el  primer  contrato  todo  el  valor  de 
la  cosa  asegurada,  responderán  los 
aseguradores  posteriores  del  resto  del 
valor  por  el  orden  de  fecha  de  los  con- 
tratos. 

Todos  los  seguros  hechos  en  el  mis- 
mo día  se  reputarán  hechos  al  mismo 
tiempo,  y  serán  válidos,  por  todo  el  va- 
lor, proporcionalmente  á  la  cantidad 
asegurada  por  cada  uno. 

Art.  453.  No  le  aprpvechará  al  ase- 
gurador el  seguro  por  una  cantidad 
mayor  que  el  valor  de  la  cosa  asegura- 
da si  hubiere  habido  dolo  ó  fraude  por 
su  parte;  pero  tendrá  derecho  á  la  pri- 
ma el  asegurador  de  buena  fe. 

Si  por  parte  del  asegurador  no  hubie- 
re habido  dolo  ni  fraude,  será  válido  el 
seguro  hasta  el  valor  de  las  cosas  ase- 
guradas, y  el  asegurado  no  tendrá  obli- 
gación de  pagar  la  prima  por  lo  que 
haya  declarado  de  más,  pero  deberá 
una  indemnización  igual  á  la  mitad  de 


la  prima,  la  que  no  pasará  de  un  medio 
por  ciento  de  la  cantidad  asegurada. 

Art.  454.  Toda  declaración  falsa  ó 
errónea,  toda  ocultación  de  circunstan- 
cias y  de  hechos  conocidos  del  asegu- 
rado llevará  aparejada  la  nulidad  del 
seguro,  cuando  la  declaración  ú  oculta- 
ción sean  de  tal  naturaleza  que,  si  el 
asegurador  hubiera  tenido  conocimien- 
to del  verdadero  estado  de  las  cosas,  no 
hubiera  hecho  el  contrato  ó  no  lo  hu- 
biera hecho  en  las  mismas  condiciones. 

Será  nulo  el  seguro  aun  cuando  la 
declaración  ú  ocultación  sean  relativas 
á  circunstancias  que  en  realidad  no  ha- 
yan tenido  inñuencia  alguna  en  el  daño 
ó  pérdida  de  las  cosas  aseguradas. 

Si  hubiera  obrado  de  mala  fe  el  ase- 
gurado, tendrá  el  asegurador  derecho  á 
la  prima. 

Art.  455.  Será  nulo  el  seguro  si  el 
asegurador  y  el  asegurado  ó  la  persona 
que  hubiere  contratado  el  seguro  sabia 
que  no  había  habido  riesgos  ó  que  éstos 
habían  cesado  cuando  ocurrió  el  daño. 

Si  sólo  el  asegurador  conocía  la  au- 
sencia ó  cesación  de  los  riesgos,  no  es- 
tará obligado  el  stsegurado  á  pagar  la 
prima,  y  si  el  que  hubiere  hecho  el  se- 
guro sabía  que  el  daño  había  ocurrido, 
el  asegurador  no  estará  obligado  á  cum. 
plir  el  contrato,  pero  tendrá  derecho  á 
la  prima. 

Art.  456.  Se  reputará  no  existente  ei 
contrato  si  la  cosa  asegurada  no  hubie- 
ra estado  expuesta  á  los  riesgos;  ten- 
drá, sin  embargo,  derecho  el  asegura- 
dor á  una  indemnización,  que  se  deter- 
minará de  conformidad  con  las  disposi- 
ciones del  art.  455,  primer  aparte. 

Art.  457.  No  será  ya  responsable  el 
asegurador  cuando  el  asegurado  haya 
transformado  los  riesgos  ó  los  haya 
aumentado  por  el  cambio  de  una  cir- 
cunstancia esencia],  hasta  el  punto  que. 
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si  hubiera  existido  ese  nuevo  estado  de 
cosas  al  hacerse  el  contrato,  no  hubie- 
ra dado  su  consentimiento  el  asegura- 
dor 6  no  habría  consentido  en  el  se- 
guro sino  con  otras  condiciones. 

No  será  aplicable  esta  disposición 
cuando  el  asegurador  haya  continuado 
el  cumplimiento  del  contrato  después 
de  haber  tenido  conocimiento  de  dicho 
cambio. 

Art.  458.  Si  diere  en  quiebra  el  ase- 
gurado, mientras  sean  posibles  todavía 
los  riesgos  y  no  hubiere  pagado  la  pri- 
ma al  asegurador,  podrá  éste  pedir  fian- 
za ó  rescindir  el  contrato. 

Tendrá  los  mismos  derechos  el  ase- 
gurado en  el  caso  en  que  quiebre  el 
asegurador  ó  se  hallare  en  liquidación. 

Art.  459.  Estarán  á  cargo  del  asegu- 
rador las  pérdidas  y  averías  ocurridas 
en  las  cosas  aseguradas  por  casos  for- 
tuitos ó  de  fuerza  mayor,  cuya  respon- 
sabilidad hubiere  aceptado. 

El  asegurador  no  responderá  de  las 
pérdidas  ni  de  los  daños  provfnientes 
del  vicio  propio  de  la  cosa  asegurada,  ni 
de  los  causados  por  los  actos  ó  por  cul- 
pa del  asegurado,  de  sus  agentes,  de  sus 
comisionistas  ó  de  sus  comitentes. 

No  responderá  de  los  riesgos  de  gue- 
rra ni  de  los  daños  resultantes  de  mo- 
vimientos populares,  salvo  pacto  en 
contrario. 

Art.  460.  La  indemnización  debida 
por  el  asegurador  por  el  daño  ocurrido 
se  determinará  con  arreglo  al  valor  que 
tuviera  la  cosa  asegurada  al  ocurrir  el 
siniestro. 

Si  el  valor  asegurado  se  hubiere  de- 
terminado por  una  tasación  hecha  por 
peritos  nombrados  por  ambas  partes, 
sólo  podrá  impugnarla  por  fraude,  ocul- 
tación ó  falsificación,  sin  perjuicio  de 
cualquiera  otra  acción,  aun  la  penal. 

Si  no  se  hubiere  hecho  tasación  algu- 


na, podrá  establecerse  el  valor  de  las 
cosas  aseguradas  por  todos  los  medios 
de  prueba  admitidos  por  la  ley. 

Salvo  las  disposiciones  relativas  á  los 
seguros  contra  los  riesgos  de  la  nave- 
gación, el  asegurado  no  tendrá  el  de- 
recho de  abandonar  al  asegurador  las 
cosas  que  hayan  quedado  ó  se  hayan 
salvadlo  del  siniestro.  Se  descontará  el 
valor  de  las  cosas  que  hayan  quedado 
ó  se  hayan  salvado,  de  la  cantidad  de- 
bida por  el  asegurador. 

Art.  461.  En  el  plazo  de  tres  días 
después  del  siniestro,  ó  después  que 
haya  tenido  conocimiento  de  él,  el  ase- 
gurado estará  obligado  á  avisar  al  ase- 
gurador, y  además  á  hacer  todo  lo  po- 
sible por  evitar  ó  disminuir  los  daños. 

Los  gastos  hechos  con  ese  objeto  se- 
rán de  cuenta  del  asegurador,  aunque 
su  importe,  añadido  al  del  daño,  pase 
de  la  cantidad  asegurada,  á  no  ser  que 
se  pruebe  que  se  hayan  hecho  sin  re- 
flexión la  totalidad  ó  parte  de  dichos 
gastos. 

Art.  462.  El  asegurador  que  hubiere 
pagado  la  indemnización  por  el  daño  ó 
la  pérdida  de  las  cosas  aseguradas,  se 
subrogará,  respecto  de  terceros,  en  los 
derechos  que  nacen  para  el  asegurado 
de  dicho  daño.  El  asegurado  será  res- 
ponsable de  todos  los  actos  que  fueren 
atentatorios  contra  esos  derechos. 

Si  sólo  se  hubiere  pagado  en  parte  la 
imdemnización,  el  asegurado  y  el  ase- 
gurador tendrán  el  derecho  de  recurso 
contra  los  terceros  en  proporción  á  lo 
que  á  cada  uno  le  debieren. 

Art.  463.  En  caso  de  enajenación  de 
las  cosas  aseguradas,  no  pasarán  al 
nuevo  propietario  los  derechos  y  obli- 
gaciones del  antiguo,  si  no  hubiere  pac- 
to en  contrario. 
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Sección  segunda 

De  algunas  clases  de  seguros  contra  los  daños 

Art.  464.  Si  el  acreedor  hubiere  ase- 
gurado la  solvencia  de  su  deudor,  ten- 
drá derecho  el  asegurador,  antes  de  pa-' 
gar  la  cantidad  asegurada,  á  invocar  el 
beneficio  de  escusión,  de  conformidad 
con  los  artículos  1.662  y  siguientes  del 
Código  civil. 

El  asegurador  que  pague  la  cantidad 
asegurada  se  subrogará  en  los  dere- 
chos del  acreedor  respecto  del  deudor, 
con  la  reserva  indicada  en  el  art.  462, 
en  caso  de  indemnización  parcial. 

Art.  465.  El  seguro  contra  los  daños 
provinientes  de  incendio  comprenderá 
todos  los  daños  causados  por  el  incen- 
dio, cualquiera  que  sea  la  causa  de  que 
provenga,  salvo  las  faltas  graves  impu- 
tables personalmente  al  asegurado  y 
los  casos  previstos  en  el  último  aparte 
del  art.  459. 

Comprenderá  también  el  seguro  los 
daños  resultantes  del  vicio  propio  de  la 
construcción  asegurada,  aunque  no  se 
hubieren  indicado,  á  no  ser  que  se  prue- 
be que  tenía  el  asegurado  conocimiento 
de  dicho  vicio  al  hacer  el  contrato. 

Art.  466.  Deberán  considerarse  asi- 
milados á  los  daños  provinientes  del  in- 
cendio, si  no  hubiere  pacto  en  con- 
trario: 

1.°  Los  causados  á  las  cosas  asegu- 
radas por  el  incendio  ocurrido  en  la 
construcción  contigua,  ó  provinientes 
de  los  medios  empleados  para  detener 
ó  apagar  el  incendio; 

2.°  Las  pérdidas  y  los  daños  ocurri- 
dos en  las  cosas  aseguradas,  cualquiera 
que  sea  la  causa,  durante  el  transporte, 
si  éste  se  hubiere  hecho  con  el  fin  de 
salvarlas  del  incendio; 


3.®  Los  daños  causados  por  el  derri- 
bo de  la  construcción  asegurada,  si  se 
hubiere  hecho  con  el  fin  de  detener  ó 
impedir  el  incendio; 

4.®  Los  daños  provinientes  de  los 
destrozos  causados  por  explosiones  ú 
otros  accidentes  semejantes,  aun  cuan- 
do no  hubieren  dado  lugar  á  un  in- 
cendio. 

Art.  467.  Los  riesgos  del  asegurador 
contra  los  daños  provinientes  del  in- 
cendio comenzarán  desde  la  mitad  del 
día  siguiente  á  la  fecha  de  la  póliza  de 
seguro,  si  no  hubiere  pacto  en  con- 
trario. 

Art.  468.  Los  daños  provinientes  del 
incendio  de  una  construcción  se  deter- 
minarán por  la  comparación  del  valor 
que  tenía  la  construcción  antes  del  si- 
niestro, con  el  que  tenga  después  del 
incendio. 

Art.  469.  El  asegurador  contra  los 
riesgos  de  las  cosas  alquiladas  y  otros 
análogos  sólo  responderá  de  los  daños 
materiales  que  sean  consecuencia  in- 
mediata y  directa  del  siniestro. 

Art.  470.  En  caso  de  seguro  de  co- 
sechas ó  de  los  frutos  de  la  tierra,  se 
determinará  la  indemnización  debida 
por  el  asegurador  con  arreglo  al  valor 
que  dichos  productos  hubieran  tenido 
en  la  época  de  su  madurez,  ó  en  la  que 
habitualmente  se  cojan,  si  no  hubiera 
ocurrido  el  siniestro. 

Art.  471.  El  seguro  de  cosas  que 
sean  objeto  de  transporte  podrá  tener 
por  objeto  su  valor  con  los  gastos  nece- 
sarios hasta  el  punto  de  destino  y  la 
ganancia  calculada  por  el  mayor  precio 
que  podrían  tener  en  dicho  punto. 

Si  la  ganancia  calculada  no  estuviere 
estimada  expresamente  en  la  póliza, 
no  estará  comprendida  en  el  seguro. 

Art.  472.  Los  riesgos  del  asegurador 
de  transportes   comen^^aráu  desde  el 
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inomento  en  que  las  cosas  hayan  sido 
depositadas  para  el  transporte,  y  conti- 
nuarán  hasta  el  inomento  en  que  ha> 
yan  llegado  al  punto  de  destino,  si  no 
hubiere  pacto  en  contrario. 

La  interrupción  temporal  del  trans- 
porte y  el  cambio  de  la  vía  indicada  ó 
de  los  medios  de  expedición  no  libran 
al  asegurador  de  los  riesgos,  si  estos 
cambios  ó  esta  interrupción  hubieren 
sido  necesarios  para  efectuar  el  trans- 
porte. 

CAPÍTULO  III.— DE  LOS  SEGUROS  SOBRE 

LA  VIDA 

Art.  473.  Cualquiera  persona  podrá, 
mediante  una  prima,  asegurar  el  pago 
de  una  cantidad  de  dinero  con  arreglo 
á.  la  duración  ó  á  los  acontecimientos 
que  pudieran  ocurrir  durante  su  vida 
ó  durante  la  de  otra  persona. 

Será  nulo  el  seguro  sobre  la  vida  de 
otra  persona  si  el  contratante  no  tuvie- 
re ningún  interés  en  su  existencia. 

Art.  474.  El  asegurador  no  deberá 
el  pago  de  la  cantidad  asegurada,  si  la 
muerte  de  la  persona  que  hubiere  ase- 
gurado su  vida  proviniere  de  suicidio 
ó  duelo,  ó  fuere  consecuencia  de  un  de- 
lito ó  crimen  cometido  por  el  asegu- 
rado. 

Sin  embargo,  en  estos  casos,  el  ase- 
gurador tendrá  derecho  á  la  prima  si 
no  hubiere  pacto  en  contrario. 

Art.  475.  No  harán  cesar  los  efectos 
del  seguro  los  cambios  de  habitación, 
de  las  ocupaciones,  del  estado  y  natu- 
raleza de  la  vida  del  asegurado,  si  no 
tuvieren  los  caracteres  indicados  en 
el  art.  457,  y  si  el  asegurador,  después 
de  conocerlos,  no  hubiere  pedido  la 
rescisión  del  contrato. 

En  caso  de  rescisión,  el  asegurador 


deberá  restituir  al  asegurado  la  terce- 
ra parte  de  su  prima. 

Art.  476.  Las  disposiciones  de  los 
artículos  454  y  455  son  aplicables  á  los 
seguros  sobre  la  vida. 

Art.  477.  En  caso  de  muerte  ó  de 
quiebra  del  que  hubiere  asegurado  so- 
bre su  propia  vida  ó  la  de  otra  persona 
una  cantidad  á  pagar  á  un  tercero, 
aunque  éste  sea  su  heredero,  los  bene- 
ficios del  seguro  quedarán  en  provecho 
exclusivo  de  la  persona  designada  en 
el  contrato,  salvo  en  lo  concerniente  á 
los  desembolsos  hechos,  las  disposicio- 
nes del  Código  civil  relativas  á  los  pro- 
ductos y  reducciones  en  materia  de  su- 
cesiones, y  á  la  revocación  de  los  ac- 
tos realizados  con  fraude  para  los 
acreedores. 

TÍTULO  XIV.— DE  LA  PRENDA  Ó  EMPEÑO 

Art.  478.  La  prenda  constituida  por 
un  comerciante  ó  uno  que  no  lo  sea, 
para  actos  de  comercio,  se  hará  cons- 
tar entre  las  partes  contratantes  por 
medio  de  todas  las  pruebas  admitidas 
por  la  ley  mercantil  y  previstas  en  el 
artículo  46  del  presante  Código,  sin  dis- 
tinguir si  las  partes  tienen  ó  no  el  mis- 
mo domicilio. 

Respecto  de  terceros,  sólo  podrá  la 
prenda  probarse  por  escrito  si  la  canti- 
dad por  la  que  se  ha  constituido  la 
prenda  pasa  de  500  pesetas. 

Art.  479.  El  empeño  de  las  letras  de 
cambio  y  de  los  títulos  á  la  orden  po- 
drá constituirse  por  un  endoso  con  la 
cláusula  de  «valor  en  garantía»  ú  otra 
análoga,  de  la  que  resulte  la  intención 
de  las  partes  de  dar  esos  títulos  en 
prenda  y  no  de  transmitir  su  propiedad. 

El  empeño  de  acciones,  parte  de  inte- 
reses, obligaciones  nominativas  de  so- 
ciedades financieras,  industriales,  co» 
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merciales  ó  civiles,  podrá  constituirse 
por  la  transferencia  inscrita  en  los  re- 
gistros de  la  sociedad,  con  la  indica- 
ción de  «por  causa  de  garantía». 

Si  se  hubiere  dado  en  prenda  un  cré- 
dito mueble,  el  acreedor  provisto  de 
prenda,  para  tener  su  privilegio  respec- 
tivo, deberá  notificar  al  deudor  del  cré- 
dito dado  en  prenda  la  constitución  de 
la  misma. 

Art.  480.  El  acreedor  tendrá  derecho 
á  ser  pagado  por  privilegio  sobre  la 
cosa  que  se  le  haya  constituido  en 
prenda. 

Sólo  existirá  dicho  privilegio  si  la 
cosa  se  hubiese  puesto  y  se  hallare  en 
poder  del  acreedor  ó  de  otra  persona 
designada  por  las  partes. 

Se  presumirá  que  el  acreedor  tiene 
en  su  poder  las  cosas  dadas  en  pren- 
da cuando  se  hallen  en  sus  almacenes 
ó  en  los  de  sus  <iomisionistas,  en  sus 
.buques,  en  la  aduana  ó  en  un  depósito 
público,  ó  si  antes  de  su  llegada  estu- 
viere en  posesión  del  conocimiento  ó  de 
la  carta  de  porte  endosada  con  la  cláu- 
sula de  (cvalor  en  garantía»  ú  otra  se^ 
mejante. 

Art.  481.  El  acreedor  estará  obliga- 
do á  realizar  los  actos  necesarios  para 
la  conservación  de  la  cosa  recibida  en 
prenda. 

Si  los  efectos  dados  en  prenda  estu- 
vieren vencidos,  el  acreedor  garantido 
con  prenda  estará  obligado  á  perseguir 
y  á  cobrar  su  valor. 

Se  le  restituirán  los  gastos  que  hubie- 
re hecho,  y  cuando  haya  cobrado  el 
importe  de  su  crédito,  con  todos  sus  ac- 
cesorios, dará  cuenta  del  sobrante. 

Art.  482.  En  caso  de  falta  de  pago 
al  vencimiento  de  toda  la  deuda  por  la 
que  se  constituyó  la  prenda,  el  acreedor 
podrá  proceder  á  la  venta  de  los  objetos 
dados  en  prenda. 


Con  ese  objeto  dirigirá  al  Presidente 
del  tribunal  una  instancia  para  que  se 
le  autorice  á  vender  la  prenda.  El 
Presidente  dispondrá  que  sea  notifica- 
da inmediatamente  esa  instancia,  por 
escrito  del  hujier,  tanto  ai  deudor  como 
al  que  hubiere  suministrado  los  objetos 
(lados  en  prenda,  si  éste  fuere  otro  que 
el  deudor,  invitándoles  á  someterle,  en 
el  plazo  de  tres  días,  sus  observaciones 
ú  objeciones  contra  la  instancia,  si  tu- 
vieren que  hacer  alguna. 

Transcurridos  los  tres  días  francos 
de  esta  notificación,  el  Presidente  esta^ 
tuirá  sobre  la  instancia  de  venta  de  la 
prenda,  y  por  sentencia  que  dictará  au- 
torizará la  venta,  ya  en  la  forma  con- 
venida entre  las  partes,  si  hubieren  es- 
tipulado de  qué  manera  habla  de  ven- 
derse la  prenda,  ya  públicamente  y  por 
intermedio  de  un  agente  judicial  desig- 
nado por  el  Presidente,  si  las  partes  no 
hubieren  previsto  un  modo  de  venta. 

Art.  483.  No  será  ejecutiva  esta  sen- 
tencia sino  después  que  haya  sido  noti- 
ficada al  deudor  y  al  que  hubiere  sumi- 
nistrado la  prenda,  con  indicación  del 
día,  lugar  y  hora  en  que  se  procederá 
á  la  venta,  y  transcurridos  tres  días  sin 
oposición,  será  firme  la  sentencia,  y 
no  habrá  recurso,  si  en  los  tres  días 
de  su  recepción  el  deudor  ó  el  tercero 
que  hubiere  suministrado  la  prenda  no 
hubiere  formulado  oposición  y  deman- 
dado al  acreedor  ante  el  tribunal. 

En  caso  de  oposición,  la  citación  de 
las  partes  y  la  sentencia  sobre  la  opo- 
sición se  harán  con  urgencia,  y  á  más 
tardar  en  el  plazo  de  ocho  días  desde 
la  recepción  de  la  oposición. 

Art.  484.  El  plazo  para  apelar  con- 
tra los  acuerdos  recaldos  sobre  esta 
oposición  será  de  ocho  días  desde  la 
notificación  de  la  sentencia  del  íri- 
bunal. 
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Art.  485,  Los  plazos  que  quedan  fija- 
dos no  podrán  aumentarse  por  razón 

« 

de  las  distancias. 

Si  el  deudor  ó  el  tercero  que  hubiere 
suministrado  la  prenda  no  estuvieren 
domiciliados  en  la  jurisdicción  de  dicho 
tribunal  y  no  hubieren  hecho  elección  de 
domicilio  en  la  misma  jurisdicción,  las 
notificaciones  mencionadas  en  los  ar- 
tículos anteriores  se  harán  válidamen- 
te, fijándolas  en  la  sala  de  audiencia 
del  tribunal  y  publicándolas  en  el  Mo- 
nitor ó  en  el  Diario  de  Avisos  Judiciales 
de  dicha  localidad. 

El  acta  del  hujier,  en  que  se  haga 
constar  que  se  ha  cumplido  esta  forma- 
lidad, hará  las  veces  de  prueba  de  la  no- 
tificación. 

La  notificación  de  la  primera  provi- 
dencia del  Presidente  se  hará,  aun  en 
esta  última  hipótesis,  de  conformidad 
con  el  art.  74  del  Código  de  procedi- 
miento civil. 

Art.  486.  La  providencia  autorizan- 
do la  venta,  si  no  se  hubiere  formulado 
oposición  en  el  plazo  prescrito,  y  la  de- 
cisión dictada  por  el  tribunal  sobre  la 
oposición,  en  el  caso  en  que  se  hubiere 
formulado  alguna,  serán  ejecutivas  por 


provisión  y  sin  fianza,  aun  cuando  se 
hubiere  interpuesto  apelación  contra 
dichos  actos,  y  antes  de  la  espiración 
del  plazo  de  apelación. 

Art.  487.  Los  derechos  concedidos  á 
los  acreedores  garantidos  con  prenda 
por  los  artículos  que  preceden,  no  se 
suspenderán  por  la  muerte  i^  la  quiebra 
del  deudor  ó  del  que  hubiere  suminis- 
trado la  cosa  dada  en  prenda. 

Art.  488.  Será  nula  toda  cláusula 
que  autorice  al  acreedor  á  apropiarse 
de  la  prenda  ó  á  disponer  de  ella  sin  el 
cumplimiento  de  las  anteriores  forma- 
lidades. 

Art.  489.  Las  disposiciones  que  pre- 
ceden no  modificarán  las  leyes  espe- 
ciales ni  los  reglamentos  concernien- 
tes á  los  Bancos  ú  otras  instituciones 
autorizadas  para  hacer  anticipos  de 
dinero  y  préstamos  sobre  depósitos  y 
cosas  dadas  en  prenda. 

La  prenda  constituida  sobre  mercan- 
cías depositadas  en  los  almacenes  ge- 
nerales se  regirá  por  las  disposiciones 
especiales  de  la  ley  de  28  de  Junio  de 
1881,  y  la  prenda  constituida  sobre  los 
barcos  mercantes  por  las  disposiciones 
del  libro  II  del  presente  Código. 


♦  •  .'-v.--^-'zjr.^ 


LIBRO  SEGUNDO 

DEL   COMERCIO   MARÍTIMO   Y    DE  LA   NAVEGACIÓN 


TÍTULO  PRIMERO.— DE  los  buques  y 

DE  sus  PROPIETARIOS 

Art.  490.  Los  buques  son  bienes 
muebles. 

Forman  parte  del  buque:  las  lanchas^ 
herramientas,  instrumentos,  armas, 
municiones,  provisiones,  y,  en  general, 
todas  las  cosas  destinadas  á.  su  uso  per- 
manente, aun  cuando  estuvieren  sepa- 
radas del  buque  durante  algún  tiempo. 

Art.  491 .  Los  contratos  para  la  cons- 
trucción de  buques,  sus  modificaciones 
y  sus  rescisiones,  así  como  las  decla- 
raciones y  las  cesiones  de  participa- 
ción en  la  propiedad  de  un  barco  en 
construcción,  hechas  por  el  que  manda 
construir  ó  por  el  constructor  que  se 
haya  encargado  de  la  construcción,  de- 
berán hacerse  por  escrito  y  no  podrán 
oponerse  contra  terceros  si  no  estuvie- 
ren transcritas  en  los  registros  lleva- 
dos por  el  capitán  del  puerto  ó  por  la 
autoridad  marítima  de  la  localidad  don- 
de se  haya  emprendido  la  construcción. 

Art.  492.  Fuera  de  los  derechos  re- 
sultantes de  las  disposiciones  del  Có- 
digo civil  con  relación  al  alquiler,  el 
que  hubiere  mandado  construir  un  bu- 
que podrá  pedir,  además,  la  rescisión 
del  contrato  por  manifiesta  incapaci- 
dad ó  por  fraude  de  parte  del  cons- 
tructor. 


El  constructor  podrá  rescindir  el  con- 
trato por  caso  de  fuerza  mayor. 

En  caso  de  muerte  del  constructor, 
se  rescindirá  el  contrato  de  conformi- 
dad con  las  disposiciones  del  art.  1.485 
del  Código  civil. 

Art.  493.  Toda  enajenación  ó  cesión 
total  ó  parcial  de  la  propiedad  ó  del 
disfrute  de  un  buque  deberá  hacerse 
en  documento  escrito,  salvo  las  dispo- 
siciones contenidas  en  el  título  IV  del 
presente  libro. 

Si  la  enajenación  ó  cesión  tuviere  lu- 
gar en  Rumania,  podrá  hacerse  por  es- 
critura pública  ó  privada,  pero  no  po- 
drá oponerse  á  terceros  si  no  estuviere 
inscrita  en  los  registros  llevados  por  el 
capitán  del  puerto  donde  estuviere  ins- 
crito el  buque.  En  el  extranjero  deberá 
hacerse  la  enajenación  por  escritura 
otorgada  ante  el  Cónsul,  y  no  tendrá 
efecto  respecto  de  terceros  si  no  estu- 
viere inscrita  en  los  registros  del  con- 
sulado. El  Cónsul  estará  obligado  á 
mandar  una  copia  legalizada  de  la  es- 
critura de  enajenación  al  capitán  del 
puerto  donde  estuviere  inscrito  el 
buque. 

Siempre  deberá  mencionarse  la  ena- 
jenación en  la  patente  de  nacionalidad, 
indicando  si  el  vendedor  queda  acree- 
dor del  importe  del  todo  ó  en  parte. 

Los  capitanes  de  puerto  y  las  autori- 
dades consulares  no  podrán  recibir  ni 
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transcribir  la  escritura  de  enajenación, 
si  no  se  les  presenta  la  patente  de  na- 
cionalidad del  buque,  salvo  los  casos 
previstos  en  el  art.  499  del  presente 
Código. 

Cuando  el  buque  haya  sido  enajena- 
do á  varias  personas  sucesivamente, 
determinará  la  preferencia  la  fecha  de 
la  mención  en  la  patente  de  naciona- 
lidad. 

Art.  494.  Las  autoridades  consula- 
res en  el  extranjero  no  podrán  recibir 
las  escrituras  de  enajenación  de  los 
buques,  si  no  se  hubiere  asegurado  el 
pago  ó  la  garantía  de  las  deudas  privi- 
legiadas mencionadas  en  la  patente  de 
nacionalidad. 

Art.  495.  El  contrato  de  prenda  sobre 
un  buque  ó  una  parte  del  mismo  debe- 
rá redactarse  por  escrito. 

Cuando  la  escritura  en  virtud  de  la 
que  se  haya  constituido  la  prenda  se 
hubiere  redactado  en  Rumania,  no  sur- 
tirá efecto  respecto  de  terceros  si  no  es* 
tuviere  transcrita  en  los  registros  lle- 
vados por  el  capitán  del  puerto  donde 
estuviere  inscrito  el  buque,  ó  en  los  de 
la  autoridad  consular  del  puerto  donde 
se  encuentre  el  buque,  cuando  la  escri- 
tura de  prenda  esté  redactada  en  el  ex- 
tranjero. El  Cónsul  estará  obligado  á 
mandar  inmediatamente  una  copia  le- 
galizada del  contrato  de  prenda  á  la 
oficina  marítima  donde  esté  inscrito  el 
buque. 

En  ambos  casos,  el  empeño  deberá 
mencionarse  en  la  patente  de  naciona- 
lidad del  buque.* 

Los  capitanes  de  puerto  y  las  autori- 
dades consulares  en  el  extranjero  no 
podrán  transcribir  la  escritura  de  pren- 
da si  la  patente  de  nacionalidad  no  les 
fuere  presentada,  salvo  los  casos  pre- 
vistos en  los  artículos  496  jr^  499. 

En  ej  acta  dQ  transcripción  se  barft 


mención  de  la  inscripción  de  la  prenda 
en  la  patente  de  nacionalidad. 

Art.  496.  La  escritura  en  la  que  se 
constituye  una  prenda  sobre  un  buque 
en  construcción,  no  surtirá  efecto  res- 
pecto de  terceros  sino  cuando  esté 
transcrita  en  los  registros  de  la  oficina 
marítima  en  cuya  circunscripción  se 
haga  la  construcción. 

Si  después  de  terminada  la  construc- 
ción se  le  extendiese  al  buque  una  par 
tente  de  nacionalidad,  esta  patente  de- 
berá mencionar  las  escrituras  constitu- 
tivas de  prenda  que  hayan  sido  trans- 
critas en  los  registros  llevados  por  el 
capitán  del  puertQ. 

Art.  497.  No  será  necesario  nombrar 
un  guarda  para  que  sea  válido  el  con- 
trato de  prenda  sobre  un  buque. 

Art.  498.  Si  la  escritura  constitutiva 
de  la  prenda  fuere  á  la  orden,,  el  endoso 
transmitirá  el  crédito  y  todos  los  demás 
derechos  accesorios. 

Art.  499.  Si  la  enajenación,  cesión  ó 
constitución  de  prenda  sobre  un  buque 
se  hiciere  en  Rumania,  estando  el  bu- 
que navegando  hacia  un  país  extranje- 
ro, las  partes  podrán  convenir  en  que 
se  haga  la  mención  de  la  patente  de 
nacionalidad  en  las  oficinas  del  consu- 
lado del  puerto  en  que  se  halle  el  buque 
ó  en  las  del  de  su  destino,  á  condición 
de  que  dicho  puerto  sea  declarado  por 
escrito  al  mismo  tiempo  que  la  instan- 
cia para  la  transcripción  de  los  títulos. 

El  capitán  del  puerto  en  ese  caso 
mandará  inmediatamente  una  copia  le- 
galizada de  estos  títulos  á  la  oficina 
consular  antes  indicada,  por  cuenta  del 
solicitante. 

No  surtirá  efecto  el  contrato  respecto 
de  terceros,  sino  desde  la  fecha  de  la 
mención  en  la  patente  de  nacionalidad. 

Art.  500.  Los  contratos  de  construc- 
ción, enajenación  6  de  prepda  de  lo§ 


1 


684 


INSTITUCIONES  POLÍTICAS  Y  JURÍDICAS 


buques  menores  que  no  estén  destina- 
dos á  salir  de  los  puertos,  ríos,  canales 
ó  lagos,  y  de  los  demás  que  no  ten- 
gan patentes  de  nacionalidad,  no  surti- 
rán efecto  respecto  de  terceros  si  no 
estuvieren  transcritos  en  un  registro 
que  llevarán  las  autoridades,  y  en  las 
formas  que  se  determinarán  por  un  re- 
glamento de  administración  pública.- 

Art.  501.  El  propietario  de  un  buque 
será  responsable  de  los  actos  del  capi- 
tán y  demás  personas  de  la  tripulación, 
y  ligado  con  las  obligaciones  contraí- 
das por  el  capitán  para  todo  lo  con- 
cerniente al  buque  y  á  la  expedición. 

Sin  embargo,  el  propietario  ó  el  co- 
propietario que  no  se  hubiere  obligado 
personalmente  podrá  siempre  librarse, 
abandonando  el  buque  ó  el  flete  que  se 
le  deba  ó  que  se  le  deberá,  de  la  res- 
ponsabilidad ó  de  las  obligaciones  an- 
tes indicadas,  á  excepción  de  las  rela- 
tivas á  los  haberes  y  emolumentos  de 
las  gentes  de  la  tripulación. 

Cuando  el  capitán  sea  propietario  ó 
copropietario,  no  tendrá  el  derecho  de 
cesión;  mas  si  sólo  fuere  copropietario, 
á  falta  de  convenios  especiales  sólo 
responderá  de  las  obligaciones  contraí- 
das en  interés  del  buque  y  de  la  expe- 
dición en  proporción  del  interés  que 
tenga  en  él. 

Art.  502.  Podrá  abandonarse  el  bu- 
que á  todos  los  acreedores  ó  sólo  á  al- 
gunos de  ellos. 

Se  transcribirá  la  declaración  de  ce- 
sión en  los  registros  de  la  oficina  ma- 
rítima en  que  esté  inscrito  el  buque,  y 
hecha  la  transcripción,  se  notificará  á 
los  acreedores  cuyos  títulos  estén  trans- 
critos en  los  mismos  registros  ó  men- 
cionados en  la  patente  de  nacionalidad. 

Respecto  de  los  acreedores  que  ha- 
yan incoado  una  acción,  ó  hecho  una 
intimación,  se  hará  la  cesión  por  oficio 


de  hujier,  notificado  en  el  domicilio 
elegido  por  el  acreedor,  ó  en  su  defecto, 
en  la  Secretaría  del  Tribunal  de  Comer- 
cio, en  el  plazo  de  ocho  días  después 
de  la  recepción  de  la  intimación  hecha 
por  los  acreedores,  sopeña  de  pérdida 
de  ios  derechos. 

Art.  503.  En  caso  de  cesión,  cual- 
quier acreedor  podrá  tomar  el  buque 
por  su  cuenta  con  la  carga  de  pagar  á 
los  demás  acreedores  privilegiados. 

Si  hubiere  varios  acreedores  que  qui- 
sieren quedarse  con  el  buque,  se  pre- 
ferirá al  que  primero  hubiere  hecho  su 
declaración,  y  si  ésta  se  hubiere  hecho 
al  mismo  tiempo,  se  preferirá  al  acree- 
dor cuyo  crédito  sea  más  elevado. 

Si  ningún  acreedor  quisiere  tomar  el 
buque  por  su  cuenta,  se  procederá  á  su 
venta  á  instancia  del  acreedor  más  di- 
ligente, distribuyéndose  el  importe  en- 
tre los  acreedores,  siendo  del  propieta- 
rio lo  que  reste  después  de  pagar  las 
deudas. 

Art.  504.  El  propietario  podrá  des- 
pedir al  capitán. 

En  caso  de  despedida  no  se  deberá 
indemnización  alguna,  á  no  haberse 
estipulado  por  escrito  ese  derecho. 

Si  el  capitán  despedido  fuere  copro- 
pietario del  buque,  podrá  renunciar  á 
la  copropiedad  y  exigir  el  reembolso 
del  capital  que  represente  su  parte  de 
propiedad. 

Se  determinará  por  peritos  el  impor- 
te de  dicho  capital. 

Art.  505.  Para  todo  lo  concerniente 
al  interés  común  de  los  propietarios  del 
buque,  serán  obligatorios  para  la  mi- 
noría los  acuerdos  de  la  mayoría. 

Formarán  la  mayoría  los  que  repre- 
senten  un  interés  en  el  buque  de  más 
de  la  mitad  de  su  valor. 

El  tribunal  deberá  autorizar  la  venta 
de  un  buque  en  subasta,  cuando  lo  pida 
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un  número  de  copropietarios  que  re- 
presenten la  mitad  de  la  propiedad  del 
buque,  á  no  ser  que  las  partes  hayan 
convenido  otra  cosa. 

Si '  se  hiciere  necesaria  la  venta  de 
un  buque  por  circunstancias  graves  y 
urgentes,  concernientes  al  interés  co- 
mún, podrá  autorizarla  el  tribunal, 
aunque  los  copropietarios  que  la  pidan 
no  representen  más  de  la  cuarta  parte 
de  la  propiedad  del  buque. 

TÍTULO  II.--DEL  CAPITÁN 

Art.  506.  El  capitán  ó  patrón  encar- 
gado del  mando  de  un  buque  será  res- 
ponsable de  las  faltas  graves  ó  leves  que 
cometa  en  el  ejercicio  de  sus  funciones. 

No  cesará  la  responsabilidad  del  ca- 
pitán, en  los  casos  previstos  por  el  pre- 
sente Código,  sino  con  la  prueba  de  los 
obstáculos  surgidos  por  caso  fortuito 
ó  de  fuerza  mayor. 

Art.  507.  El  capitán  no  podrá  recha- 
zar el  cargamento  de  las  cosas  de  cuyo 
transporte  se  hubiere  encargado,  so 
pretexto  que  no  son  proporcionadas  á 
su  buque. 

Art.  508.  El  capitán  será  responsa- 
ble de  las  cosas  embarcadas. 

Dará  recibo  de  ellas  con  el  conoci- 
miento. 

No  responderá  el  capitán  del  dinero, 
cosas  preciosas  ó  títulos  de  crédito  que 
no  le  hayan  sido  declarados. 

Será  responsable  el  capitán  de  los 
daños  que  por  cualquier  causa  que  fue- 
re hubieren  ocurrido  en  las  cosas  pues- 
tas sobre  cubierta  del  buque,  sin  el 
consentimiento  escrito  del  cargador. 
Esta  disposición  no  será  aplicable  á  la 
navegación  de  cabotaje  que  se  hace  de 
puerto  á  puerto  y  de  cala  en  cala  á  ori- 
llas del  mar  ó  de  los  ríos. 

Art.  509.    El  capitán  tendrá  el  dere- 


cho de  alistar  lá  tripulación,  ñjar  la  re- 
tribución de  las  personas  que  la  com- 
pongan, pero  estará  obligado  á  hacer- 
lo de  acuerdo  con  los  propietarios  del 
buque  si  residieren  en  el  mismo  punto. 

Art.  510.  El  capitán  estará  obligado 
á  llevar  un  libro  de  á  bordo  en  cuatro 
partes,  que  son  las  siguientes: 

El  diario  general  y  de  contabilidad; 

El  diario  de  navegación; 

El  diario  de  cargamento  ó  manual 
de  á  bordo,  y 

El  inventario  de  á  bordo. 

No  podrá  utilizarse  el  libro  si  cada  fo- 
lio no  hubiere  sido  primeramente  nu- 
merado y  rubricado  por  el  funcionario 
especialmente  encargado  de  ello,  y  se 
llevará,  de  conformidad  con  las  pres- 
cripciones del  art.  29,  con  observancia 
de  las  reglas  siguientes: 

En  el  diario  general  y  de  contabili- 
dad se  anotará  todo  lo  que  se  reñere  á 
las  atribuciones  del  capitán  respecto 
de  la  tripulación  y  los  pasajeros,  á  las 
cosas  embarcadas,  á  lo  más  importan- 
te de  lo  que  ocurra  durante  el  viaje,  los 
acuerdos  tomados,  los  ingresos  y  gas- 
tos del  buque,  y,  en  general,  todo  lo 
concerniente  al  interés  de  los  propieta- 
rios, armadores  ó  cargadores,  y  que 
pueda  dar  lugar  á  una  responsabilidad 
ó  á  una  demanda  judicial,  sin  contar 
las  menciones  particulares  que  debe- 
rán hacerse  en  los  demás  libros. 

En  el  diario  de  navegación  se  inscri- 
birán especialmente  los  rumbos  segui- 
dos, el  camino  recorrido,  las  manio- 
bras llevadas  á  cabo,  las  observaciones 
geográficas,  meteorológicas,  astronó- 
micas, y  todo  lo  concerniente  á  la  nave- 
gación. 

En  el  diario  de  cargamento  ó  manual 
de  á  bordo  se  inscribirán  las  fechas  y 
lugares  del  cargamento,  la  naturaleza, 
calidad  y  cantidad  de  las  cosas  embar-* 
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cadas,  su  destino ,  la  persona  de  los 
cargadores  y  de  los  destinatarios,  el 
punto  y  fecha  de  la  entrega,  y  todo  lo 
concerniente  al  cargamento. 

En  el  inventario  de  á  bordo  deberán 
inscribirse  las  herramientas,  instru- 
mentos y  todos  los  objetos  que  se  ha^ 
lien  en  el  buque,  así  como  todo  cambio 
que  les  ocurra. 

Se  determinarán  las  reglas  para  lle- 
var de  una  manera  uniforme  el  libro  de 
á  bordo,  los  libros  de  que  se  compone,  y 
para  la  comprobación  del  inventario 
según  las  leyes  marítimas  en  un  regla- 
mento publicado  por  Real  decreto. 

Art.  511.  No  será  obligatorio  llevar 
los  libros  en  la  navegación  por  ríos  6 
lagos,  en  los  viajes  de  buques  de  menos 
de  50  toneladas  de  porte,  cuando  estos 
viajes  no  se  extiendan  más  allá  de  la$ 
riberas  del  mar  Negro,  de  Odessa  y  de 
Constantinopla. 

Art.  512.  El  capitán  hará  visitar  el 
buque  en  los  casos  y  en  la  forma  esta- 
blecida por  los  reglamentos  y  las  leyes 
especiales. 

Antes  de  su  partida  se  asegurará  de 
que  el  buque  está  en  condiciones  de  po- 
der hacer  el  viaje,  que  está  cargado  y 
suñcientemente  lastrado. 

Art.  513.  El  capitán  deberá  tener  á 
bordo: 

1.°    La  patente  de  nacionalidad; 

2.°    El  rol  de  la  tripulación; 

3.°  Los  conocimientos  y  carta-par- 
tida; 

4.**    Las  certificaciones  de  visita. 

5.0  Los  recibos  de  pago  y  los  de  fian- 
za de  la  aduana. 

Art.  514.  El  capitán,  en  persona, 
mandará  el  buque  al  entrar  y  al  salir  de 
los  puertos,  ensenadas,  canales  y  ríos. 

Estará  obligado  á  emplear,  por  cuen- 
ta del  buque,  un  piloto  práctico,  siem- 
pre que  lo  declaren  necesario  las  leyes 


del  país  ó  lo  prescriban  los  reglamentos 
ó  usos  locales  en  el  extranjero. 

Art.  515.  En  caso  de  contravención 
á  las  disposiciones  de  los  artículos  510, 
512,  513  y  514,  será  responsable  el  capi- 
tán de  cualquier  daño  respecto  de  los 
interesados. 

Art.  516.  Cuando  el  capitán  se  baile 
en  la  localidad  en  que  estén  domicilia- 
dos los  propietarios,  armadores  ó  sus 
mandatarios,  no  podrá  sin  su  autoriza- 
ción especial  mandar  que  se  trabaje  en 
la  reparación  del  buque,  comprar  telas, 
cuerdas  ú  otros  objetos  para  el  buque, 
ni  fletarlo  ó  tomar  dinero  á  préstamo 
por  cuenta  del  buque  ó  del  cargamento. 

Art.  517.  Si  se  fletare  el  buque  con 
el  consentimiento  de  los  propietarios  ó 
de  su  mayoría,  y  se  negare  uno  de  los 
copropietarios  á  contribuir  á  los  gastos 
necesarios  para  la  expedición,  podrá  el 
capitán,  veinticuatro  horas  después  de 
la  intimación  hecha  á  los  que  se  nie- 
guen á  contribuir  á  los  gastos,  solicitar 
la  autorización  del  Tribunal  de  Comer- 
cio, ó  en  su  defecto  del  juez  de  paz, 
para  tomar  á  préstamo  por  cuenta  de 
ellos  las  cantidades  necesarias,  con  ó 
sin  prenda,  sobre  las  partes  de  intere- 
ses que  tengan  en  el  buque. 

Art.  518.  Durante  el  viaje,  el  capi- 
tán, después  de  haber  hecho  constar  la 
necesidad  en  acta  firmada  por  los  prin- 
cipales de  la  tripulación,  podrá  emplear 
para  el  servicio  del  buque  las  cosas 
que  se  hallen  á  bordo,  á  condición  de 
abonar  su  importe  á  quien  corresponda 
de  derecho. 

Art.  519.  Si  durante  el  curso  delviaje 
fueren  necesarias  cantidades  de  dine- 
ro para  reparaciones,  compra  de  vitua- 
llas ó  para  otras  necesidades  urgentes 
del  buque,  el  capitán  estará  obligado  á 
avisar,  si  fuere  posible,  inmediata- 
mente á  los  armadores,  cargadores  y 
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destinatarios;  y  después  de  haber  he- 
cho constar  la  necesidad  en  la  forma 
establecida  en  el  artículo  anterior,  po- 
drá solicitar  en  Rumania  la  autoriza- 
ción del  Tribunal  de  Comercio,  y  en  su 
defecto  la  del  Juez  de  paz,  y  en  el  ex- 
tranjero la  de  la  autoridad  consular  del 
reino,  ó  en  su  defecto  de  la  autoridad 
extranjera  local,  para  proporcionarse 
las  cantidades  necesarias,  tomando  di- 
nero á  préstamo  sobre  el  casco  del  bu- 
que, dando  una  prenda,  ó  vendiendo 
las  cosas  del  cargamento  ú  obligándo- 
se respecto  de  los  que  directamente  les 
suministren  materiales,  herramientas, 
vituallas  ó  la  mano  de  obra. 

La  escritura  de  préstamo  y  el  docu- 
mento que  pruebe  todas  las  anteriores 
operaciones  se  transcribirán  en  la  for- 
ma establecida  por  el  presente  Código 
y  se  mencionarán  en  la  patente  de  na- 
cionalidád  del  buque  por  el  funcionario 
marítimo  ó  consular,  ó  por  la  autoridad 
que  haya  dado  la  autorizax^ión,  á  ins- 
tancia del  capitán,  dentro  de  los  diez . 
días  de  la  fecha  del  contrato,  sopeña 
de  perder  la  categoría  del  privilegio. 

La  venta  d^  las  cosas  embarcadas  se 
hará  por  pública  subasta. 

Los  propietarios  del  buque,  ó  el  capi- 
tán que  los  representa,  pondrán  en 
cuenta  las  cosaos  vendidas,  según  el 
valor  que  tengan  en  el  punto  y  en  el 
momento  de  descargar  el  buque. 

El  fletador  ó  los  diversos  cargadores, 
cuando  estén  de  acuerdo,  podrán  opo- 
nerse á  la  venta  ó  á  que  se  den  en  pren- 
da sus  cosas,  descargándolas  y  abo- 
nando el  flete  en  proporción  al  camino 
recorrido.  A  falta  del  consentimiento 
de  uno  ó  varios  cargadores,  el  que  quie- 
ra hacer  uso  de  esta  facultad  pagará 
todo  el  flete  por  su  parte  de  carga- 
mento. 

Art.  520.    El  capitán"  podrá,  durante 


la  navegación,  si  hubiere  urgencia,  no- 
tificar todos  los  actos  y  aun  intentar 
una  acción  en  nombre  y  en  interés  de 
los  propietarios  del  buque,  cuando  se 
trate  del  buque  y  de  la  navegación  de 
que  esté  encargado. 

Del  mismo  modo  los  terceros,  cuando 
se  encuentren  en  otro  lugar  que  el  en 
que  están  domiciliados  los  propietarios 
ó  los  que  los  representen,  podrán  di- 
rigir intimaciones,  persecuciones,  ó  en- 
tablar acciones  contra  el  capitán  cuan- 
do se  trate  de  sus  actos,  de  los  de  la 
tripulación,  ó  de  las  obligaciones  con- 
traídas por  él  durante  la  expedición. 

Los  actos  deberán  notificarse  per^ 
sonalmente  al  capitán  ó  á  bordo  del 
buque. 

Siempre  podrán  los  propietarios  con- 
tinuar la  instancia  comenzada  por  el 
capitán  ó  contra  él. 

Las  condenas  dictadas  contra  el  ca- 
pitán no  quitarán  el  derecho  que  tienen 
los  propietarios  de  hacer  cesión  del 
buque,  de  conformidad  con  las  dispo- 
siciones del  art.  501. 

Art.  521.  El  capitán,  antes  de  par- 
tir del  puerto  en  que  hayan  hecho  gas- 
tos extraordinarios  ó  contraído  obliga- 
ciones, mandará  á  los  propietarios,  ó  á 
los  armadores  del  buque,  ó  á  sus  man- 
datariosj  una  cuenta  firmada  por  el  mis- 
mo, asi  de  los  gastos  hechos,  con  la  in- 
dicación de  los  documentos  justifícan- 
tes>  si  los  hubiere,  como  de  las  obliga- 
ciones contraídas,  con  los  nombres, 
apellidos  y  residencia  de  los  acree- 
dores. 

Si  se  hubiere  hecho  el  cargamento 
por  cuenta  de  los  propietarios  ó  de  los 
armadores,  el  capitán  mandará  una 
cuenta  de  las  cosas  embarcadas  y  de 
su  importe. 

Art.  522.  El  capitán  que  sin  necesi- 
dad  hubiere   contraído   obligaciones, 
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empeñado  ó  vendido  cosas  embarca^ 
das,  ó  provisiones,  6  puesto  en  sus 
cuentas  averias  ó  gastos  supuestos, 
será  personalmente  responsable  ante 
los  armadores  y  los  interesados  de  los 
daños  y  perjuicios,  no  obstante  la  ac- 
ción penal  si  hubiere  lugar  á  ella. 

Art,  533.  El  capitán  no  podrá  ven- 
der el  buque  sin  un  poder  especia!  del 
propietario,  salvo  el  caso  en  que  el  bu- 
que  no  esté  ya  en  condiciones  de  na- 
vegar. 

La  declaración  de  innavegabitidad, 
asi  como  la  autorización  para  la  venta, 
se  darán  en  Rumania  por  el  tribunal 
correspondiente,  y  en  el  extranjero  por 
la  autoridad  consular  rumana. 

Se  hará  la  venta  en  pública  subasta. 

Art.  524.  El  capitán  que  se  haya 
comprometido  á  hacer  un  viaje  estará 
obligado  á  terminarlo,  sopeña  de  to- 
dos los  daños  y  perjuicios  para  con  los 
propietarios  y  fletadores. 

Si  el  buque  fuere  declarado  inservi- 
ble para  navegar,  el  capitándeberá ha- 
cer todas  las  diligencias  para  propor- 
cionarse otro  buque  con  el  que  pueda 
transportar  las  cosas  embarcadas  al 
punto  de  su  destino. 

Art.  535.  El  capitán  que  navegare  á 
flete  común,  no  podrá  hacer  por  su 
cuenta  particular  comercio  alguno  si 
no  se  hubiere  convenido  otra  cosa  por 
escrito. 

En  caso  de  contravención,  las  cosas 
embarcadas  por  cuenta  particular  del 
capitán  cederán  en  provecho  de  los 
demás  interesados. 

Art.  526.  Llegado  al  puerto  de  desti- 
no, tanto  á  la  ida  como  á  la  vuelta,  ó  en 
el  puerto  en  que  arribe  voluntaria  6 
forzosamente,  así  como  en  caso  de 
naufragio,  hará  el  capitán  inspeccionar 
el  libro  de  á  bordo  por  el  competente 
funcionario  público. 


Si  hubieren  ocurrido  acontecimientos 
extraordinarios  que  interesen  al  buque, 
á  las  cosas  embarcadas  ó  á  las  perso 
ñas,  el  capitán,  además  délas  obligacio- 
nes á  las  que  está  sometido  por  el  Có- 
digo ó  los  reglamentos  de  la  marina 
mercante,  estará  obligado  á  redactar 
su  Memoria. 

Dicha  Memoria  enunciará  e)  lugar  y 
el  momento  de  la  salida,  el  rumbo  se- 
guido, los  peligros  encontrados,  los 
desórdenes  ocurridos  á  bordo,  y,  en  ge- 
naral;  todos  los  acontecimientos  impor- 
tantes del  viaje. 

Art.  527.  Se  presentará  la  Memoria 
lo  más  pronto  posible,  y  á  más  tardar 
en  las  veinticuatro  horas  después  de  ia 
llegada  ü  de  la  arribada,  al  Presidente 
del  tribunal,  al  Juez  de  paz,  si  la  llega- 
da 6  la  arribada  fuere  en  un  puerlo  de 
Rumania;  ala  autoridad  consular  ruma- 
na, y  en  su  defecto  á  las  autoridades  ex- 
tranjeras locales,  si  el  buque  hubiere 
llegado  ó  arribado  en  un  puerto  extran- 
jero. 

La  Memoria  redactada  en  Rumania 
se  presentará  en  la  Secretaria  del  tri- 
bunal correspondiente. 

El  Juez  de  paz  la  transmitirá  también 
sin  demora  al  Presidente  del  tribunal. 

Art.  528.  El  Presidente,  el  Juez  de 
paz  ó  la  autoridad  consular  que  haya 
recibido  ¡a  Memoria  comprobará  los  he- 
chos en  ella  contenidos,  interrogando 
fuera  de  Ja  presencia  del  capitán  y  se- 
paradamente á  las  personas  de  la  tri- 
pulación, y  si  fuere  posible  á  los  pasa- 
jeros. 

Las  respuestas  deberán  redactarse 
por  escrito, 

Todos  los  demás  informes  que  pue- 
dan servir  para  descubrir  la  verdad 
deberán  recogerse  por  todos  los  medios 
que  permita  la  ley. 

Se  hará  la  comprobación  en  el  plazo 
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más  breve,  y  el  día  ñjado  con  ese  obje- 
to se  notificará  por  medio  de  un  anun- 
cio puesto  en  la  puerta  del  local  de  la 
autoridad  á  quien  se  hubiere  presenta- 
do la  Memoria,  por  anuncios  fijados  en 
la  Bolsa  más  próxima,  en  los  alrededo- 
res del  sitio  en  que  est^  anclado  el  bu- 
que, y  donde  se  juzgue  oportuno. 

Las  personas  interesadas  y  los  que 
los  representen,  aun  sin  mandato,  se- 
rán  admitidas  á  hacer  esta  comproba- 
ción. 

Se  unirán  á  la  Memoria  las  actas  de 
las  anteriores  operaciones. 

Las  cuestiones  contenidas  en  la  Me- 
moria podrán  impugnarse  con  la  prue- 
ba en  contrario. 

Art.  529.  Las  Memorias  que  no  estén 
comprobadas  no  podrán  ser  admitidas 
en  descargo  del  capitán  y  no  constitui- 
rán prueba  en  juicio,  salvo  el  caso  en 
que  sólo  se  haya  salvado  el  capijtán  en 
el  punto  en  que  hizo  la  Memoria. 

Art.  530.  No  podrá  el  capitán  des- 
cargar del  buque  objeto  alguno  antes 
de  haber  hecho  comprobar  su  Memo- 
ría,  salvo,  sin  embargo,  en  los  casos 
urgentes. 

TÍTULO  III.— DEL  ALISTAMIENTO  Y  AJUS- 
TE DE  LAS  GENTES  DE  LA  TRIPULA- 
CIÓN. 

Art.  531.  Las  personas  que  compo- 
nen la  tripulación  son:  el  capitán  ó  pa- 
trón, los  oficiales,  los  marineros  y  los 
obreros  indicados  en  el  rol  de  la  tripu- 
lación, formado  de  la  manera  prevista 
por  los  reglamentos,  así  como  los  ma- 
quinistas, fogoneros  y  todas  las  demás 
personas  que  trabajan  bajo  cualquiera 
denominación  que  sea  en  el  servicio 
de  las  máquina^  en  los  buques  de 
-vapor. 
Tomo  IX.— iNSTrrcciONBs  nmÍDiOAS. 


El  rol  indicará  el  salario  ó  la  parte  de 
beneficios  debida  á  las  gentes  de  la  tri- 
pulación. L^s  demás  condiciones  del 
compromiso  deberán  estar  contenidas 
en  el  contrato  de  alistamiento. 

Art.  532.  Los  contratos  de  alista- 
miento se  harán  en  documento  escrito, 
legalizado  por  la  autoridad  marítima 
en  Rumania,  y  por  la  autoridad  consu- 
lar en  el  extranjero,  registrado  en  los 
libros  de  la  oficina  marítima  y  trans- 
crito en  el  libro  de  á  bordo. 

Si  se  hubiere  contratado  un  alista- 
miento en  país  extranjero  donde  no  hu- 
biere autoridad  consular  rumana,  el 
contrato  sólo  se  transcribirá  en  el  libro 
de  á  bordo. 

El  contrato  irá  siempre  firmado  por 
el  capitán  y  el  contratado,  y  si  éste  no 
pudiere  ó  no  supiere  firmar,  por  dos 
testigos. 

No  tendrán  valor  alguno  los  contra- 
tos que  no  revistan  dichas  formali- 
dades. 

En  los  casos  previstos  en  el  art.  511, 
no  serán  obligatorias  las  anteriores  dis- 
posiciones. 

Art.  583.  Los  contratos  de  alista- 
miento  enunciarán  de  un  modo  claro^  y 
preciso  su  duración  y  la  navegación 
para  la  que  se  haga; 

Por  razón  de  especulaciones  mercan- 
tiles, podrán  mantenerse  ocultos  el  des- 
tino y  la  navegación;  pero  en  este  caso 
deberá  avisarse  á  la  tripulación,  que 
deberá  consentir  en  ser  alistada  en  ta- 
les condiciones.  Deberá  expresarse  el 
consentimiento  en  documento  escrito 
con  las  formalidades  establecidas  por 
el  artículo  anterior. 

Art.  534.  El  contratado  deberá  con- 
tinuar su  servicio,  transcurrido  el  tiem- 
po del  alistamiento,  hasta  la  vuelta  del 
buque  á  Rumania  al  punto  de  su  des- 
tino, á  condición  de  que  se  haga  la 
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vuelta  directamente,  sin  más  retrasos 
que  los  que  fueren  indispensables; 

En  ese  caso  tendrá  derecho  aquel 
cuyo  contrato  se  hubiere  prolongado, 
&  una  retribución  proporcionada  al 
sueldo^ 

Siempre  se  reputará  terminado  el 
contrato,  aunque  no  se  haya  llegado  al 
plazo  previsto  en  el  contrato,  cuando  el 
buque  esté  de  vuelta  en  Rumania  en  el 
punto  de  su  destino,  después  de  hecho 
su  primer  viaje  y  de  haber  sido  des- 
cargado. 

Art.  535.  Si  no  se  hubiere  fijado  la 
duración  del  contrato,  podrá  el  mari- 
nero pedir  su  licénciamiento  después 
de  dos  años  de  enganche,  salvo  tas  dis- 
posiciones del  articulo  anterior.  Si  es- 
tuviere el  buque  en  país  extranjero,  y 
no  se  hubiere  dispuesto  ni  comenzado 
el  viaje  de  regreso  á  Rumania,  tendrá 
derecho  el  marinero,  además  de  la  paga 
que  se  le  deba,  á  los  gastos  de  repa- 
triación si  el  capitán  no  le  facilitare 
otro  embarque. 

No  podrá  el  marinero  pedir  su  licén- 
ciamiento en  un  puerto  que  no  sea  el 
de  destino. 

El  compromiso  por  un  tiempo  no  de- 
terminado y  para  todos  los  viajes  que 
puedan  emprenderse,  no  empecerá  para 
que  pida  el  marinero  su  licénciamiento 
después  de  dos  años,  á  no  ser  que  se 
haya  convenido  expresamente  que  con- 
tinuarla el  servicio   por   más  tiempo. 

Art,  536.  Transcurrido  el  tiempo  del 
compromiso,  extenderá  el  capitán  una 
licencia  por  escrito  á  cada  persona  de 
la  tripulación. 

Indicará  este  documento  el  nombre 
y  clase  del  buque,  nombres  y  apellidos 
del  capitán,  duración  del  compromiso, 
y  se  inscribirá  en  el  libro  de  á  bordo. 

Si  el  capitán,  por  una  causa  cual- 
quiera, se  hallare  en  la  imposibilidad 


de  escribir  él  mismo  dicho  documento, 
lo  escribirá  en  su  presencia  bu  ayudan- 
te ó  su  sustituto  (el  segundo),  é  irá  fir- 
mado por  dos  testigos. 

Art.  537.  Bajo  ningún  pretexto  po- 
drán cargar  por  su  cuenta  el  capitán  y 
gentes  de  la  tripulación  en  el  buque 
ninguna  clase  de  mercancías  sin  el 
consentimiento  de  ios  propietarios  y 
sin  pagar  el  flete,  si  no  estuvieren  au- 
torizados para  hacerlo  en  virtud  de  la£ 
condiciones  de  su  compromiso. 

Art.  538.  Las  gentes  de  la  tripula- 
ción contratadas  por  meses  tendrán 
dereclio  al  sueldo  del  dta  en  que  sean 
inscritos  en  el  rol,  si  no  se  hubiere  con- 
venido otra  cosa. 

Art.  539,  Cuando  el  viaje  haya  sido 
revocado  por  causa  de  los  propietarios, 
del  capitán  ó  de  los  fletadores  antes  de 
la  salida  del  buque,  los  marineros  con- 
tratados por  el  viaje  ó  por  mes  tendrán 
derecho  al  pago  de  los  días  servidos,  y 
á  conservar,  &  titulo  de  indemnización, 
lo  que  se  tes  hubiere  pagado  anticipa- 
damente. Si  no  se  les  hubiere  pagado 
nada  anticipadamente,  tos  marineros 
contratados  por  meses  recibirán,  á  ti- 
tulo de  indemnización,  el  sueldo  corres- 
pondiente aun  mes;  los  que  hubieren 
sido  contratados  por  el  viaje,  recibirán 
toda  la  cantidad  correspondiente  al 
sueldo  de  un  mes,  haciendo  este  cálculo 
con  arreglo  á  la  duración  probable  del 
viaje,  y  si  ésta  no  fuere  de  más  de  un 
mes,  recibirán  todo  el  sueldo  que  se 
iiubiere  convenido. 

Cuando  se  suspendiere  el  viaje  antes 
de  la  salida  del  buque: 

1."  Los  marineros  contratados  por 
el  viaje  tendrán  derecho  á  todo  el  suel- 
do, de  conformidad  con  el  contrato. 

2.°  Los  marineros  contratados  por 
meses  tendrán  derecho  al  sueldo  debido 
por  todo  el  tiempo  que  hubieren  servi- 
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do  y  á  una  prudente  indemnización 
además^  proporcionada  al  sueldo  debi- 
do por  la  probable  duración  del  viaje 
para  el  que  se  hubieren  contratado; 

3.**  Los  marineros  contratados  por 
el  viaje  ó  por  meses  tendrán  derecho 
además  á  la  conducción  de  regreso  bas- 
ta el  puerto  de  partida  del  buque,  si  el 
capitán,  alguno  de  los  interesados  ó  la 
autoridad  competente  no  les  facilitase 
embarque  en  otro  bupue  con  destino  á 
dicho  punto. 

Art.  540.  Si  estuviere  prohibido  el 
comercio  con  el  punto  de  destino  del 
buque,  ó  si  fuere  detenido  el  buque  por 
orden  del  Gobierno  antes  de  comenzar 
el  viaje,  los  marineros  no  tendrán  dere- 
cho más  que  al  pago  de  los  dias  servi- 
dos hasta  entonces. 

Art.  541.  Si  la  interdicción  del  co- 
mercio ó  la  detención  del  buque  ocu- 
rrieren durante  el  viaje: 

1.°  En  caso  de  interdicción,  los  ma- 
rineros tendrán  derecho  al  pago  de  sus 
haberes  por  el  tiempo  que  hubieren  ser- 
-vido; 

2.**  En  caso  de  detención,  ]ós  mari- 
neros contratados  por  meses  tendrán 
derecho  á  la  mitad  de  sus  haberes  por 
el  tiempo  que  dure  la  detención,  y  los 
contratados  por  el  viaje  tendrán  dere- 
cho al  sueldo  debido  con  arreglo  á  los 
términos  del  compromiso. 

Si  se  concediere  alguna  indemniza- 
ción por  la  interdicción  ó  por  la  deten- 
ción, los  marineros  contratados  por 
meses  recibirán  lo  restante  del  sueldo, 
y  los  contratados  por  el  viaje  recibirán 
un  aumento  de  salario  proporcional  al 
tiempo  que  hubiere  durado  la  deten- 
ción; en  ningún  caso  podrá  pasar  la 
indemnización  concedida  á  todos  los 
marineros  de  la  tercera  parte  de  la  con- 
cedida al  buque. 

Art.  542.    Si  se  prolongare  el  viaje, 


el  sueldo  de  los  marineros  ajustados 
por  el  viaje  será  aumentado  propor- 
cionalmente  al  tiempo  de  la  prolon- 
gación. 

Art.  543.  Si  se  hiciere  voluntaria- 
mente la  descarga  del  buque  en  un  si- 
tio más  próximo  que  el  indicado  en  el 
contrato  de  netamente,  no  estarán  los 
sueldos  sujetos  á  reducción. 

Art.  544.  Los  marineros  contratados 
á  la  parte,  al  beneficio  ó  al  ñete,  no  ten- 
drán derecho  al  pago  de  los  días  servi- 
dos ni  á  la  indemnización  por  el  viaje 
suspendido,  retardado  ó  prolongado  por 
caso  fortuito  ó  de  fuerza  mayor. 

Cuando  el  viajB  sea  suspendido,  retar- 
dado ó  prolongado  por  causa  de  los 
cargadores,  tendrán  participación  las 
gentes  de  la  tripulación  en  las  indem- 
nizaciones concedidas  al  buque,  las 
cuales  serán  repartidas  entre  los  pro- 
pietarios del  buque  y  las  personas  de 
la  tripulación  en  las  mismas  proporcio- 
nes en  que  lo  hubiera  sido  el  ñete. 

Si  la  suspensión  se  hiciere  por  causa 
del  capitán  ó  de  los  propietarios,  esta- 
rán obligados  al  pago  de  las  indemni- 
zaciones correspondientes  á  las  gentes 
de  la  tripulación. 

Art.  545.  En  caso  de  presa,  naufra- 
gio ó  pérdida  total  del  buque  y  del  car- 
gamento, los  marineros  no  podrán  pre- 
tender sueldo  alguno.  Pero  no  estarán 
obligados  á  restituir  lo  que  por  antici- 
pado se  les  hubiere  abonado. 

Art.  546.  Si  se  hubiere  salvado  parte 
del  buque,  los  marineros  contratados 
por  el  viaje  ó  por  meses  serán  pagados 
por  el  tiempo  servido  con  los  restos  del 
buque  ó  con  lo  que  hubiere  podido  sal- 
varse de  la  presa. 

Si  las  cosas  salvadas  ó  recuperadas 
no  bastaren,  ó  si  sólo  se  hubiere  salva- 
do ó  recuperado  el  cargamento,  se  les 
pagará  subsidiariamente  con  el  flete. 
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Los  marineros  contratados  con  par- 
ticipación en  el  flete  serán  pagados 
proporcionalmente  al  flete  adquirido. 

De  cualquier  manera  que  estén  ajus- 
tados, tendrán  derecho  al  pago  de  los 
días  servidos  por  ellos  para  salvar  los 
restos  del  buque  y  los  efectos  naufra- 
gados. 

Art.  547.  El  marinero  que  se  pusiere 
enfermo  durante  el  viaje  ó  se  hiriere  en 
el  servicio  del  buque,  percibirá  su  suel- 
do y  será  tratado  y  cuidado  por  cuenta 
del  buque.  Si  fuere  herido  en  el  cumpli- 
miento de  un  servicio  mandado  en  in- 
terés del  buque  y  del  cargamento,  será 
cuidado  por  cuenta  del  buque  y  del  car- 
gamento. 

Cuando  el  tratamiento  exija  el  des- 
embarque del  mariüero,  entregará  el 
capitán  á  la  autoridad  consular  ruma- 
na, ó  á  la  autoridad  competente  local, 
la  cantidad  necesaria  para  el  trata- 
miento y  la  repatriación. 

En  todo  caso,  el  marinero  desembar- 
cado sólo  tendrá  derecho  á  los  gastos 
de  tratamiento  y  al  sueldo  durante  cua- 
tro meses,  á  contar  desde  el  día  del 
desembarque. 

Art.  548.  Cuando  el  marinero  se  hi- 
riere ó  cayere  enfermo  por  su  propia 
culpa,  ó  cuando  se  halle  en  tierra  sin 
autorización,  serán  de*  su  cuenta  los 
gastos  de  tratamiento,  pero  deberá  an- 
ticiparlos el  capitán. 

Si  hubiera  que  desembarcar  al  mari- 
nero, tomará  el  capitán  medidas  para 
el  tratamiento  y  repatriación  en  la  for- 
ma indicada  en  el  artículo  anterior, 
salvo  los  derechos  á  la  restitución  de 
los  gastos  anticipados,  y  sólo  se  le  pa- 
gará el  sueldo  por  el  tiempo  servido. 

Art.  549.  En  caso  de  muerte  del  ma- 
rinero durante  el  viaje: 

1.°  Si  ha  sido  ajustado  por  meses, 
el  sueldo  que  le  corresponde  se  deberá 


á  sus   herederos  hasta  el  día  de   su 
muerte; 

2.®  Si  estuviera  ajustado  por  el  viaje, 
se  le  deberán  la  mitad  de  sus  haberes 
si  muriere  á  la  ida  ó  en  el  puerto  de 
destino;  y  si  muriere  á  la  vuelta,  se  de- 
berá toda  su  paga; 

3.^  Si  el  marinero  fuere  á  la  parte  en 
la  ganancia  ó  en  el  flete,  se  le  deberá 
toda  su  parte  cuando  muera  después 
de  comenzado  el  viaje. 

Al  marinero  muerto  defendiendo  el 
buque,  se  le  deberá  el  sueldo  entero  por 
todo  el  viaje  si  el  buque  se  hubiere 
salvado. 

Art;  550.  El  marinero  cogido  y  hechú 
prisionero  en  el  buque  tendrá  derecho 
al  sueldo  hasta  el  día  en  que  hubiere 
sido  cogido. 

Si  hubiere  sido  cogido  y  hecho  pri- 
sionero mientras  vaya  por  mar  ó  por 
tierra  para  el  servicio  del  buque,  tendrá 
derecho  al  sueldo  hasta  el  día  en  que 
habría  terminado  su  servicio. 

El  cargamento  contribuirá  al  pago 
si  la  expedición  tuviera  lugar  también 
en  su  interés. 

Art.  551.  Si  se  vendiere  el  buque  du- 
rante el  tiempo  del  contrato,  tendrán 
las  gentes  de  la  tripulax^ión  derecho  á  ]a 
repatriación  por  cuenta  del  buque  v  ai 
pago  de  sus  sueldos. 

Art.  552.  Podrá  el  capitán  deepeilír 
á  un  marinero  antes  de  que  termine  <ti 
compromiso,  y  sin  obligación  de  pro- 
bar que  ha  violado  sus  obli§caciont^s 
pero  deberá,  al  mismo  tiempo  que  !•• 
despide,  proporcionarle  los  medios  no- 
cesarios  para  su  repatriación. 

El  marinero  despedido  sin  justa  cau- 
sa, además  del  pago  por  el  servicio  he- 
cho, tendrá  derecho  á  una  indemniza- 
ción. 

Si  la  despedida  tuviere  lugar  en  f\ 
puerto  en  que  se  hizo  el  ajuste  y  ñnv  < 
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de  la  salida,  la  indemnización  será 
igual  a]  sueldo  de  un  mes.  Si  la  despe- 
dida tuviere  lugar  después  de  la  salida 
ó  en  un  puerto  rumano  distinto  del  en 
que  se  hizo  el  ajuste,  la  indemnización 
será  igual  el  sueldo  de  cuarenta  días. 
Si  tuviere  lugar  la  despedida  fuera  de 
las  aguas  rumanas,  la  indemnización 
será  igual  al  sueldo  de  un  mes  en  las 
costas  europeas  del  mar  Negro;  de  dos 
meses  en  las  costas  del  Mediterráneo  y 
demás  costas  del  mar  Negro;  de  cuatro 
meses  en  las  demás  costas. 

En  ninguno  de  los  casos  indicados 
podrá  el  capitán  pedir  á  los  propieta- 
rios del  buque  la  restitución  de  las  in- 
demnizaciones pagadas,  si  no  se  les 
hubiere  despedido  con  su  consenti- 
miento. 

No  se  deberá  indemnización  alguna 
al  marinero  despedido  antes  de  cerrar 
el  rol  de  la  tripulación. 

Art.  553.  Las  gentes  de  la  tripula- 
ción tendrán  derecho  á  ser  alimentadas 
por  cuenta  del  buque  hasta  que  les  sea 
abonado  el  sueldo  ó  la  parte  de  prove- 
cho que  les  corresponda. 

Art.  554.  A  falta  de  convenios  en 
contrario,  terminado  el  compromiso, 
los  marineros  deberán  continuar  su  ser- 
vicio hasta  la  llegada  al  destino  y  hasta 
la  descarga  del  buque.  En  cambio  ten- 
drán derecho  al  sueldo  y  alimentación 
durante  todo  el  tiempo  que  sirvan  des- 
pués de  terminado  el  compromiso. 

Si  el  buque,  durante  una  cuarentena, 
debiere  partir  para  un  nuevo  viaje,  la 
persona  que  no  quiera  comprometerse 
tendrá  derecho  á  que  la  desembarquen 
en  el  lazareto  y  á  que  le  paguen  hasta 
que  el  buque  vuelva  á  ser  admitido  á 
libre  plática. 

Los  gastos  para  alimentación,  cua- 
rentena y  lazareto,  serán  de  cuenta  del 
buque. 


Art.  555.  Los  salarios  y  retribucio- 
nes de  los  marineros  no  podrán  cederse 
ni  embargarse  por  alimentos,  con  arre- 
glo á  la  ley,  ni  por  deudas  al  buque 
originadas  con  motivo  del  servicio  del 
mismo.  En  el  primer  caso  las  retencio- 
nes por  embargo  sobre  los  salarios  ó 
retribuciones  no  podrán  pasar  de  la 
tercera  parte. 

Art.  556.  Las  disposiciones  relativas 
á  los  sueldos  y  pagas  de  los  marineros 
se  aplicarán  al  capitán  ó  patrón,  asi 
como  á  los  oficiales  ó  cualquiera  otra 
persona  de  la  tripulación. 

TÍTULO  IV.— DEL  CONTRATO 
DE  FLETAMENTO 

Capítulo  pni^EHO, ^Disposiciones 
generales 

Art.  557.  El  contrato  de  fletamento 
deberá  redactarse  por  escrito,  debiendo 
contener  este  documento: 

1.**  La  nacionalidad  y  porte  del  bu- 
que; 

2.®  Los  nombres  y  apellidos  del  que 
lo  contratare  y  del  fletador; 

3.°  Los  nombres  y  apellidos  del  ca- 
pitán ó  patrón; 

4.®  El  lugar  y  la  época  fija  para  la 
carga  y  descarga; 

5."    El  flete; 

6.**  La  indicación  de  que  el  fletamen- 
to tiene  por  objeto  todo  el  buque  ó  sólo 
parte  del  mismo; 

7.**  La  indemnización  que  habrá  de 
darse  en  caso  de  retraso. 

No  será  necesaria  la  prueba  por  es- 
crito, si  el  fletamento  tiene  por  objeto 
los  buques  y  viajes  indicados  en  el  ar- 
tículo 511. 

Art.  558.  El  cambio  de  capitán  ó  de 
patrón  indicado  en  el  escrito,  aun  des- 
pués de  la  despedida  de  éste  por  el  pro^ 
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pietario  del  buque,  no  bar&  cesar  los 
efectos  del  contrato  de  fletamento,  si  no 
se  hubiere  convenido  otra  cosa. 

Art.  559.  Se  deterniin&r¿  la  fecha  de 
la  carga  6  descarga  del  buque  por  el 
convenio  de  las  partes,  y,  en  su  defecto, 
se  har&por  laoflcina  marítima  local. 

Art.  560.  Si  el  üetamento  fuera  por 
meses  ó  por  un  tiempo  cualquiera  y  no 
se  hubiere  lijado  cuándo  debe  comen- 
zar, correrá  desde  el  día  en  que  co- 
mience el  cargamento  de  las  cosas  qae 
hayan  de  transportarse  hasta  el  día  en 
que  sean  descai^das  en  el  punto  de 
destino. 

Art.  561.  Si  antes  de  la  salida  del 
buque  se  hiciese  imposible  el  viaje 
para  su  destino  por  actos  de  un  Go- 
bierno extranjero,  se  rescindirá  el  con- 
trato y  ninguna  de  las  partes  deberá  in- 
demnización &  la  otra. 

Los  gastos  de  carga  y  descarga  serán 
de  cuenta  del  cargador. 

Art.  562.  Si  la  salida  del  buque  6  la 
continuación  del  viaje  estuviere  impe- 
dida durante  algún  tiempo  por  caso  for- 
tuito 6  de  fuerza  mayor,  subsistirá  el 
contrato  sin  que  haya  lugar  á  aumento 
de  flete  ni  á  indemnización  por  causa 
del  retraso. 

El  cargador,  mientras  dure  el  impe- 
dimento, podrá  por  su  cuenta  descar- 
gar tas  cosas  que  le  pertenezcan,  aun- 
que con  obligación  de  volverlas  á  car- 
gar ó  de  indemnizar  al  capitán,  dando 
caución  para  el  cumplimiento  de  esta 
obligación. 

Art.  563.  En  caso  de  bloqueo  del 
puerto  de  destino  ó  de  otro  caso  fortui- 
to ó  de  fuerza  mayor,  que  impida  la  en- 
trada del  buque  en  dicho  puerto,  si  no 
tuviere  órdenes  el  capitán,  ó  si  las  re- 
cibidas no  pudieran  ejecutarse,  deberá 
hacer  lo  que  pudiere  para  poner  en  sal- 
vo ios  interese^  del  cargador,  ya  en- 


trando en  otro  puerto  próximo,  ya  vol- 
viendo al  puerto  de  donde  salió. 

Art.  564.  No  serán  aplicables  las 
disposiciones  del  art.  4'tó  á  los  contra- 
tos de  fletamento  previstos  en  el  pre- 
senté capitulo. 

CAPÍTULO  II.— DEL  conocimiBnto 

Art.  565.  El  conocimiento  deberá 
expresar:  la  especie,  naturaleza,  cali- 
dad y  cantidad  de  las  cosas  embar- 
cadas. 

Irá  fechado,  é  indicará: 

1."  La  persona  del  cargador  y  su  re- 
sidencia; 

2."  La  persona  á  quien  vaya  dirigi- 
da la  expedición  y  su  residencia; 

3."  Los  nombres  y  apellidos  del  ca- 
pitán ó  del  patrón; 

4."  El  nombre,  nacionalidad  y  porte 
del  buque; 

5."  El  punto  de  partida  y  el  de  des- 
tino; 

6."    El  flete. 

Se  indicará  al  margen  en  el  conoci- 
miento las  marcEts  y  números  de  las 
cosas  embarcadas. 

El  conocimiento  podrá  ser  á  la  orden 
ó  al  portador;  en  el  primer  caso,  las 
formas  y  efectos  del  endoso  se  regirán 
por  las  disposiciones  del  titulo  IX  del 
libro  I. 

El  capitán  no  podrá  Armar  el  conoci- 
miento antes  del  embarque. 

Art.  566.  Se  harán  cuatro  ejempla- 
res del  conocimiento,  destinados  al  ca- 
pitán, al  propietario  ó  armador  de!  bu- 
que, al  cargador  y  á  la  persona  á  quien 
hayan  de  entregarse  las  cosas  embar- 
cadas. 

Se  indicará  en  cada  ejemplar  la  per- 
sona á  quien  esté  destinado. 

Si  los  cargadores  pidieren  uno  ó  más 
duplicados  del  ejemplar  destina4o  &  la 
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persona  á  quien  deban  entregarse  las 
cosas  embarcadas,  se  aplicarán  las  dis- 
posiciones de  los  artículos  299  y  300. 

Los  ejemplares  destinados  al  capitán 
y  al  propietario  ó  al  armador  del  bu- 
que irán  firmados  por  el  cargador,  y 
los  demás  por  el  capitán. 

La  firma  y  entrega  respectiva  de  los 
ejemplares  tendrá  lugar  en  las  veinti^ 
cuatro  horas  después  de  terminado  el 
embarque. 

El  cargador  entregará  al  mismo  tiem- 
po al  capitán  las  facturas  de  las  cosas 
embarcadas,  los  recibos  de  pago  y  los 
de  caución  de  la  aduana. 

Art.  567.  El  capitán  entregará,  en  el 
punto  de  destino,  las  mercancías  á 
quien  le  presente  el  conocimiento,  cual- 
quiera que  sea  su  número,  si  no  se  le 
hubiere  notificado  alguna  oposición. 

En  caso  de  oposición,  ó  si  hubiere 
varios  portadores  de  conocimiento,  de- 
positará el  capitán,  con  autorización  de 
la  autoridad  judicial,  las  mercaderías 
en  los  lugares  que  le  sean  designados, 
pudiendo  además  obtener  la  autoriza- 
ción para  vender  parte  de  ellas  para 
pago  del  fiete. 

Art.  568.  El  conocimiento  redactado 
en  la  forma  que  queda  establecida  hará 
fe  respecto  de  todas  las  personas  inte- 
resadas en  el  cargamento,  asi  como  en- 
tre éstas  y  los  aseguradores. 

Art.  569.  En  caso  de  diversidad  entre 
los  conocimientos  de  un  mismo  carga- 
mento, hará  fe  el  que  se  halle  en  poder 
del  capitán,  si  estuviere  todo  escrito 
por  el  cargador  ó  por  su  comisionista; 
el  presentado  por  el  cargador  ó  por  la 
persona  á  quien  vaya  dirigida  la  expe- 
dición, si  todo  estuviere  escrito  por  el 
capitán. 

Art.  570.  El  comisionista  ó  el  desti- 
natario que  haya  recibido  las  cosas  in- 
dicadas en  el  conocimiento  ó  en  l^  caf 


ta  de  porte  estará  obligado,  siendo  re- 
querido para  ello,  á  dar  recibo  de  las 
mismas  al  capitán,  sopeña  de  que  se 
le  declare  responsable  de  los  gastos 
hechos  y  de  los  daños  ocasionados  aun 
por  el  retraso. 

CAPÍTULO  III.— DEL  FLETE 

Art.  571,  Se  fijará  el  flete  por  conve- 
nio de  las  partes  y  se  probará  con  la 
carta-partida  ó  con  el  conocimiento. 

El  flete  podrá  tener  por  objeto; 

a)  Todo  el  buque  ó  una  de  sus  par- 
tes, para  uno  ó  más  viajes  ó  para  de- 
terminado tiempo; 

h)  El  transporte  de  ciertas  cosas  de- 
terminadas con  arreglo  á  su  cantidad, 
peso  ó  volumen.  * 

Art.  572.  El  capitán  que  hubiere  de- 
clarado que  el  porte  del  buque  es  ma- 
yor ó  menor  que  el  real,  será  respon- 
sable de  cualquier  daño  respecto  del 
fletador  del  buque. 

No  se  considerará  como  error  en  la 
declaración,  la  diferencia  que  no  exce- 
da de  la  vigésima  parte,  ó  si  ladéela- 
ración  estuviere  conforme  con  el  acta 
de  nacionalidad. 

Art.  573.  Si  el  buque  estuviere  todo 
fletado  y  el  fletador  no  lo  cargase  por 
completo,  no  podrá  el  capitán,  sin  el 
consentimiento  de  éste,  embarcar  otras 
cosas.  El  fletador  se  aprovechará  del 
flete  de  las  cosas  que  completen  la 
carga. 

Art.  574.  El  que  habiendo  contrata- 
do un  flete  antes  de  la  saJida  del  bu- 
que y  sin  haber  embarcado  nada,  no 
lleve  á  cabo  el  viaje,  deberá  pagar  la 
mitad  del  flete. 

Si  no  hubiere  declarado  que  quería 
revocar  el  viaje,  ó  si  embarcare  menor 
cantidad  que  la  convenida^  deberá  pa^ 

gar  todo  el  flete, 
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Si  embarcare  mayor  cantidad,  debe- 
rá pagar  por  el  exceso  proporcional- 
mente  al  flete  convenido. 

Art.  575.  Si  el  contrato  de  fletamen- 
to  tuviere  por  objeto  el  transporte  de 
determinadas  cosas,  podrá  el  cargador 
retirar  antes  de  la  salida  del  buque  las 
cosas  cargadas,  pagando  la  mitad  del 
flete. 

En  taJ  caso  los  gastos  de  carga,  des- 
carga y  recarga  de  las  cosas  que  de- 
ban variarse  de  lugar,  así  como  los 
gastos  por  el  retraso,  serán  de  cuenta 
del  cargador. 

Art.  576,  El  capitán  podrá  mandar 
descargar,  en  el  sitio  en  que  se  haga 
el  cargamento,  las  cosas  que  no  le  hu- 
bieren sido  declaradas,  ó  cobrar  el 
flete  al  precio  más  elevado  á  que  se 
pague  en  la  misma  localidad  para  cosas 
de  igual  naturaleza. 

Art.  577.  El  cargador  que  durante  el 
viaje  retire  las  cosas  embarcadas,  de- 
berá pagar  todo  el  flete  y  todos  los  gas- 
tos ocasionados  por  el  desembarque. 

Si  las  cosas  fueren  retiradas  por  cau- 
sa y  culpa  del  capitán,  éste  será  res- 
ponsable de  los  daños  y  perjuicios. 

Art.  578.  Si  el  buque  se  retrasare 
para  la  salida,  durante  el  viaje  ó  en  el 
punto  de  desembarque,  por  causa  del 
fletador,  éste  será  responsable  de  los 
gastos  por  retraso. 

Si  el  buque  fletado  para  la  ida  y  vuel- 
ta regresare  sin  cargamento  ó  con  car- 
gamento incompleto,  se  adeudará  todo 
el  flete,  sin  perjuicio  de  la  indemniza- 
ción á  que  hubiere  lugar  por  el  retraso. 

Art.  579.  Será  responsable  el  capi- 
tán de  los  daños  y  perjuicios  respecto 
del  fletador,  si  por  causa  suya  se  retra- 
sare el  buque  á  la  salida,  durante  el 
viaje  ó  en  el  punto  de  descarga. 

Art,  580.  Si  á  consecuencia  de  un 
caso  fortuito  ó  de  fuerza  mayor  se  vie- 


re obligado  el  capitán  á  mandar  com- 
poner el  buque  durante  el  viaje,  tendrá 
el  fletador  que  esperar  ó  pagar  el  flete 
por  completo. 

Si  no  pudiere  componerse  el  buque, 
se  adeudará  el  flete  en  proporción  al 
camino  recorrido. 

Si  para  el  transporte  de  las  cosas 
embarcadas  en  el  punto  de  destino  hu- 
biere fletado  el  capitán  otro  buque,  el 
nuevo  fletamento  se  reputará  hecho 
por  cuenta  del  cargador. 

Art.  581.  Perderá  el  flete  el  capitán 
y  tendrá  que  pagar  daños  y  perjuicios 
al  fletador,  si  éste  probare  que  el  buque 
no  estaba  en  condiciones  de  poder  na- 
vegar cuando  salió. 

Se  admitirá  la  prueba  aun  contra  los 
certificados  de  visita. 

Art.  582.  Si  estuviere  prohibido  el 
comercio  con  el  país  de  destino,  tendrá 
el  capitán  derecho  á  todo  el  flete,  aun- 
que él  buque  haya  tenido  que  volver 
con  su  cargamento  al  punto  de  partida; 
pero  si  el  buque  estuviere  fletado  para 
la  ida  y  vuelta,  se  adeudará  la  mitad  de 
todo  el  flete  ó  de  los  dos  reunidos. 

Art.  583.  Si  el  buque  estuviere  fleta- 
do para  ir  á  un  puerto  á  tomar  un  car- 
gamento y  transportarlo  á  otro  puerto, 
y  navegando  el  buque  para  ir  á  tomar- 
la sobreviniere  la  prohibición  del  co- 
mercio, tendrá  el  capitán  derecho  á  los 
gastos  hechos  en  cumplimiento  del  con- 
trato y  á  una  indemnización  que  se  fija- 
rá con  arreglo  á  las  circunstancias. 

Art.  584.  Si  el  buque  durante  la  na- 
vegación fuere  detenido  por  orden  de 
un  Estado  extranjero,  ó  se  viere  obli- 
gado á  arribar  á  un  puerto  para  reparar 
averias  experimentadas,  aunque  lo  fue- 
ren voluntariamente,  para  la  salvación 
común,  no  se  adeudará  flete  alguno  por 
el  tiempo  de  la  detención  ó  por  el  que 
'  haya  permanecido  el  buque  en  el  puer- 
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to^  cuando  haya  sido  fletado  por  meses; 
ni  aumento  alguno  de  flete  si  lo  hubiere 
sido  por  el  viaje. 

Art.  585.  Se  adeudará  el  flete  por  las 
cosas  embarcadas  que  el  capitán  se 
hubiere  visto  obligado  á  vender,  empe- 
ñar ó  emplear  para  las  necesidades  ur- 
gentes del  buque. 

Sin  embargo,  estará  obligado  el  capi- 
tán á  restituir  á  los  propietarios  el  va- 
lor que  dichas  cosas  habrían  tenido  en 
el  punto  del  desembarque,  si  el  buque 
hubiera  llegado  á  buen  puerto. 

Si  se  hubiere  perdido  el  buque,  resti- 
tuirá el  capitán  á  los  propietarios  de 
las  cosas  vendidas  ó  empleadas  el  im- 
porte que  por*  ellas  hubiere  recibido, 
y  por  las  que  se  hubieren  empeñado,  la 
cantidad  tomada  á  préstamo,  deducien- 
do al  mismo  tiempo  el  flete  consigna- 
do en  los  conocimientos. 

En  ambos  casos  tendrán  los  propie- 
tarios el  derecho  de  abandono. 

Si  con  esto  resultare  una  pérdida 
para  los  propietarios  de  las  cosas  em- 
pleadas, vendidas  ó  empeñadas,  se  re- 
partiría ésta  á  prorrateo  entre  los  valo- 
res y  entre  todas  las  cosas  que  lleguen 
á  destino  ó  que  se  hayan  salvado  del 
naufragio,  á  consecuencia  de  aconteci- 
mientos marítimos  que  hayan  exigido 
el  empleo,  venta  ó  empeño. 

Art.  586.  Tendrá  el  capitán  derecho 
al  flete  por  las-  cosas  arrojadas  al  mar 
para  la  salvación  común  y  que  partici- 
pan en  la  contribución  según  las  re- 
glas consignadas  en  el  título  Vil,  capí- 
tulo II,  del  presente  libro. 

Art.  587.  No  se  adeudará  el  flete  por 
las  cosas  perdidas  por  naufragio,  roba- 
das por  piratas  ó  tomadas  por  enemi- 
gos, debiendo  el  capitán  restituir  el  flete 
que  se  le  hubiere  pagado  por  anticipa- 
do, si  no  hubiere  convenio  en  contrario. 

Art.  588.    Si  el  buque  y  las  cosae  em- 


barcadas fueren  rescatadas  ó  salvadas 
del  naufragio,  tendrá  el  capitán  dere- 
cho al  flete  hasta  el  puerto  en  que  el  bu- 
que haya  sido  saqueado  ó  haya,  naufra- 
gado; y  si  llevara  las  cosas  embarcadas 
al  punto  de  su  destino,  tendrá  derecho 
á  todo  el  flete,  contribuyendo  por  su 
parte  al  rescate.  - 

Se  hará  la  contribución  para  el  res- 
cate con  arreglo  al  precio  corriente  de 
las  cosas  embarcadas  en  el  lugar  del 
desembarque,  deduciendo  los  gastos  y 
con  la  mitad  del  valor  del  buque  y  del 
flete. 

Los  sueldos  de  los  marineros  estarán 
exentos  de  la  contribución. 

Art.  589.  Si  el  destinatario  de  las  co- 
sas embarcadas  se  negare  á  recibirlas, 
podrá  el  capitán,  con  la  autorización 
judicial,  poner  en  venta  la  cantidad  ne- 
cesaria para  pagar  el  flete  y  dejar  el 
resto  en  depósito. 

Si  el  precio  obtenido  en  la  venta  de 
las  cosas  no  bastare  para  pagar  el  flete, 
conservará  el  capitán  su  derecho  por 
el  exceso  contra  el  cargador. 

Art.  500.  El  capitán  no  podrá  con- 
servar las  cosas  embarcadas  por  falta 
de  pago  del  flete;  pero  tendrá  derecho,' 
durante  el  cargamento,  á  exigir  que 
sean  depositadas  en  poder  de  terceros 
hasta  que  se  pague  el  flete. 

Art.  591.  En  ningún  caso  podrá  el 
cargador  pedir  una  rebaja  en  el  flete. 

El  cargador  no  podrá  hacer  cesión  ó 
abandono,  por  el  importe  del  flete,  de 
las  cosas  embarcadas,  disminuidas  en 
su  valor  ó  averiadas  por  vicio  propio, 
caso  fortuito  ó  de  fuerza  mayor.  Sin 
embargo,  si  los  vinos,  aceites  ú  otros 
líquidos  se  hubieren  vaciado,  los  enva- 
ses que  los  contenían,  vacíos  ó  poco 
menos,  podrán  ser  abandonados  por  el 
flete  que  por  ellos  hubiera  de  abonarse. 


'     «Í3 
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CAPÍTULO  IV.— DE  LOS  PASAJEROS 

Art.  592.  El  contrato  de  fletamento 
para  el  transporte  de  los  pasajeros,  á 
falta  de  convenio  especial,  se  regirá  por 
las  siguientes  disposiciones. 

Art.  593.  Si  se  desistiese  del  viaje 
antes  de  la  partida  del  buque: 

1.°  Si  el  pasajero  no  llegare  á  bordo 
en  tiempo  oportuno,  deberá  al  capitán 
todo  el  flete; 

2,^  Si  no  se  llevase  á  cabo  el  viaje 
por  tener  que  declarar  el  pasajero,  ó  por 
causa  de  muerte,  enfermedad  ú  otro 
caso  fortuito  ó  de  fuerza  mayor  cual- 
quiera, concerniente  á  su  persona,  se 
adeudará  la  mitad  del  flete,  descontan- 
do los  gastos  de  manutención  por  el 
tiempo  que  el  viaje  debía  durar,  si  di- 
chos gastos  se  hubieran  incluido  en  el 
flete; 

3.°  Si  no  se  efectuase  por  causa  del 
capitán,  tendrá  el  pasajero  derecho  á 
una  indemnización; 

4.°  Si  no  se  llevase  á  cabo  por  caso 
fortuito  ó  de  fuerza  mayor  concernien- 
te al  buque,  se  rescindirá  el  contrato, 
y  el  flete  pagado  por  anticipado  será 
restituido,  sin  derecho  á  indemnización 
para  ninguna  de  las  dos  partes. 

Art.  594.  Cuando  el  viaje  no  se  efec- 
túe después  de  haber  partido  el  buque: 

1.°  Si  el  pasajero  desembarcare  vo- 
luntariamente en  un  puerto  cualquiera, 
abonará  todo  el  flete; 

2.**  Si  el  capitán  se  negare  á  conti- 
nuar el  viaje,  ó  si  por  su  culpa  hiciere 
desembarcar  al  pasajero  en  otro  puer- 
to, deberá  una  indemnización; 

3.**  Si  el  viaje  no  se  terminase  por 
caso  fortuito  ó  de  fuerza  mayor,  concer- 
niente al  buque  ó  á  la  persona  del  paísa- 
jero,  devengará  el  flete  en  proporción 
^\  trayecto  recorrido, 


No  se  adeudará  flete  alguno  por  los 
herederos  del  pasajero  muerto  en  un 
naufragio,  pero  no  se  restituirá  tampo- 
co el  flete  pagado. 

Art.  595.  En  caso  de  retraso  en  la 
salida  del  buque,  tendrá  el  pasajero  de- 
recho al  alojamiento  y  aun  á  la  manu- 
tención á  bordo  durante  el  retr€iso  si 
ésta  estuviere  incluida  en  el  flete,  sin 
perjuicio  del  derecho  á  una  indemniza- 
ción cuando  el  retraso  no  proceda  de 
caso  fortuito  ó  de  fuerza  mayor. 

Si  el  retraso  fuere  de  más  de  diez  días, 
podrá  el  pasajero  rescindir  el  contrato, 
en  cuyo  caso  deberá  restituírsele  todo 
el  flete. 

Si  el  retraso  fuere  causado  por  el  mal 
tiempo,  sólo  podrá  el  pasajero  rescindir 
el  contrato  perdiendo  la  tercera  parte 
del  flete. 

El  hecho  de  ser  malo  el  tiempo  será 
reconocido  y  declarado  por  el  capitán 
del  puerto  respectivo. 

Art.  596.  El  buque  fletado  exclusiva- 
mente para  el  transporte  de  pasajeros 
deberá  llevarlos  directamente,  cual- 
quiera que  fuere  su  número,  al  puerto 
de  destino,  deteniéndose  en  las  estacio- 
nes anunciadas  antes  en  el  contrato  de 
fletamento  ó  en  las  de  costumbre. 

Si  el  buque  se  desviare  de  su  itinera- 
rio ó  se  detuviere  por  la  voluntad  ó  por 
culpa  del  capitán,  continuarán  los  pa- 
sajeros recibiendo  el  alojamiento  y  la 
manutención  por  cuenta  del  buque,  y 
tendrán  derecho  á  una  indemnización, 
sin  perjuicio  de  la  facultad  de  rescindir 
el  contrato. 

Si  el  buque  hubiere  embarcado,  ade- 
más de  los  pasajeros,  mercaderías  ú 
otros  objetos,  tendrá  el  capitán  la  fa- 
cultad de  detenerse  durante  el  viaje 
para  la  descarga. 

Art.  597.  Si  durante  el  viaje  experi- 
m^ptase  el  buque  un  retraso,  ya,  á  con- 
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secuencia  de  una  detención  ordenada 
por  un  Estado  extranjero,  ya  porque  se 
vea  obligado  á  que  se  hagan  en  él  re- 
paraciones: 

1.**  Si  el  pasajero  no  quisiere  espe- 
rar el  término  de  la  detención  ó  la  eje- 
cución de  las  reparaciones,  podrá  res- 
cindir el  contrato,  pagando  el  ñete  en 
proporción  al  trayecto  recorrido; 

2.^  Si  prefiriere  esperar  para  conti- 
nuar el  viaje,  no  deberá  ningún  aumen- 
to de  flete,  pero  continuará  alimentán- 
dose por  su  cuenta  durante  el  tiem- 
po de  la  detención  y  de  las  reparacio- 
nes. 

Art.  598.  Se  presumirá  incluida  en 
el  flete  la  alimentación  del  pasajero  du- 
rante el  viaje;  si  se  hubiere  convenido 
otra  cosa,  estará  obligado  el  capitán 
durante  el  viaje  y,  en  caso  de  nece- 
sidad, á  suministrársela  por  su  justo 
precio. 

Art.  599.  Si  el  buque  estuviere  fleta- 
do, en  todo  ó  en  parte,  para  la  conduc- 
ción de  pasajeros,  aunque  no  esté  in- 
dicado su  número,  se  regirán  los  dere- 
chos del  que  contrata  el  flete  con  el  fle- 
tador por  las  disposiciones  contenidas 
en  el  capítulo  III  del  presente  titulo,  si 
no  fueren  incompatibles  con  el  objeto 
del  contrato. 

Art.  600.  Respecto  de  las  cosas  que 
lleven  consigo  á  bordo  los  pasajeros  se 
aplicarán  las  disposiciones  del  contra- 
to de  fletamento,  pero  no  se  deberá  su- 
plemento alguno  de  flete,  si  no  se  hu- 
biere estipulado  otra  cosa. 

TÍTULO  V.— DEL  PRÉSTAMO  Á  LA 

GRUESA 

Art.  601.  El  contrato  de  préstamo  á 
la  gruesa,  en  el  sentido  del  Código  de 
Comercio,  es  un  préstamo  contratado 
por  el  capitán  de  un  buque,  en  virtud 


de  los  poderes  que  la  ley  le  confiere  y 
en  el  que  da  como  garantía  el  buque, 
el  flete,  todo  ó  parte  de  las  mercade- 
rías embarcadas,  con  la  condición  de 
que  el  fletador  perderá  la  cantidad  pres- 
tada si  las  cosas  dadas  como  garantía 
perecen;  pero  si  llegan  á  buen  puerto, 
recibirá  el  prestamista  su  dinero  y  la 
prima  ó  premio  convenido  entre  las 
partes. 

La  prima  convenida  se  llama  benefi- 
cio marítimo. 

Art.  602.  El  contrato  de  préstamo  á 
la  gruesa  deberá  hacerse  por  escrito, 
siendo  de  otro  modo  un  simple  présta- 
mo, que  no  produce  más  que  los  intere- 
ses legales. 

El  documento  enunciará: 

1.**  El  capital  prestado  y  la  cantidad 
convenida  á  título  de  interés  ó  de  bene- 
ficio marítimo; 

2.®  Las  cosas  á  las  que  se  hubiere 
afectado  el  préstamo; 

3.**    El  nombre  del  buque; 

4.**  Los  nombres  y  apellidos  del  ca- 
pitán ó  del  patrón; 

5.°  La  persona  que  presta  y  la  que 
recibe  el  préstamo; 

6.°  Para  qué  viaje  y  por  cuánto 
tiempo  se  hace  el  préstamo; 

7.°    La  fecha  y  lugar  del  pago. 

Art.  603.  El  préstamo  á  la  gruesa 
sobre  el  buque  ó  una  de  sus  partes  he- 
cho en  Rumania  se  transcribirá  en  los 
registros  de  la  oficina  marítima  de  la 
circunscripción  en  que  haya  tenido  lu- 
gar, y  se  mencionará  en  el  acta  de  na- 
cionalidad del  buque. 

Si  se  contrajere  el  préstamo  en  país 
extranjero,  donde  no  haya  autoridad 
consular  rumana,  ni  otra  que  la  susti- 
tuya, se  hará  mención  de  él,  por  diligen- 
cia del  capitán,  en  el  acta  de  naciona- 
lidad por  la  autoridad  local  competen- 
te, par?i.  dar  Ip-  autorización,  ó  por  otro 
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funcionario  público  de  dicha  localidad. 

El  capitán  que  no  pruebe  haber  cum- 
plido con  esta  formalidad  estará  obli- 
gado personalmente  al  reembolso  del 
préstamo  á  la  gruesa. 

Se  mandará  el  original  ó  una  copia 
auténtica  del  contrato,  con  una,  tíopia 
auténtica  del  acta  de  autorización  á  la 
autoridad  rumana  más  próxima,  la  que 
las  inscribirá  en  sus  registros  y  las 
transmitirán  á  la  ofícina  marítima  ru- 
mana competente. 

El  contrato  sólo  podrá  oponerse  con- 
tra terceros  desde  la  fecha  de  la  men- 
ción en  el  acta  de  nacionalidad. 

En  los  casos  previstos  en  los  artícu- 
los 499  y  519,  se  aplicarán  además  las 
disposiciones  previstas  en  dichos  ar- 
tículos. 

Art.  604.  Si  el  documento  de  présta- 
mo á  la  gruesa  fuere  á  la  orden,  podrá 
transmitirse  por  endoso. 

Se  regirán  las  formas  y  efectos  de  los 
endosos  por  las  disposiciones  del  títu- 
lo IX  del  libro  I. 

La  garantía  para  el  pago  se  extende- 
rá también  al  beneficio  del  préstamo 
á  la  gruesa,  si  no  hubiere  convenio  en 
contrario. 

Art.  605.  El  préstamo  á  la  gruesa 
podrá  hacerse: 

1.**  Sobre  todo  el  buque  ó  una  de  sus 
partes; 

2.°  Sobre  las  herramientas,  instru- 
mentos y  armamentos; 

3."    Sobre- el  flete; 

4.®  Sobre  el  cargamento  ó  una  de 
sus  partes; 

5.®  Sobre  el  buque,  el  flete  y  el  car- 
gamento conjuntamente. 

No  podrá  consentirse  sobre  los  sala- 
rios ni  sobre  la  participación  en  el 
beneficio  de  los  marineros  y  gentes 
de  mar;  pero  si,  no  obstante,  se  efec- 
tuare el  préstamo,  sólo  tendrá  derecho 


el  prestamista  al  pago  del  capital  sin 
intereses. 

Art.  606.  El  préstamo  á  la  gniesíí 
que  pase  del  valor  de  las  cosas  sobro 
que  se  haya  hecho  será  válido  por  di- 
cho valor,  con  arreglo  á  la  tasación  he- 
cha ó  convenida;  pero  se  reintegrará 
el  exceso  de  la  cantidad  recibida  con 
interés  al  tipo  corriente  en  la  plaza. 

Mas  si  hubiere  habido  fraude  por  par- 
te del  que  reciba  el  préstamo,  tendrá 
el  prestamista  derecho  á  pedir  la  anu- 
lación del  contrato  y  la  restitución  de 
la  cantidad  prestada  con  los  intereses 
que  quedan  indicados. 

El  beneficio  calculado  sobre  las  cosas 
embarcadas  no  se  considerará  conio 
exceso  de  valor,  si  hubiere  sido  expre- 
samente declarado.     - 

Art.  607.  No  podrá  contratarse  el 
préstamo  á  la  gruesa  sino  por  los  pro- 
pietarios de  las  cosas  dadas  como  ga- 
rantía, ó  por  sus  especiales  mandata- 
rios, salvo  los  derechos  concedidos  al 
capitán  por  los  artículos  517  y  519. 

Art.  608.  Desde  el  día  eñ  que  sean 
exigibles  el  capital  recibido  á  préstamo 
y  el  beneficio  marítimo,  se  deberán  los 
intereses  legales  de  toda  la  cantidad. 

Art.  609.  Si  se  desistiere  del  viaje 
antes  de  que  comiencen  los  riesgos,  el 
prestatario  deberá  restituir  el  dinero 
con  los  intereses  legales  del  día  del 
préstamo. 

Pero  si  el  desistimiento  del  viaje  tu- 
viere lugar  por  su  culpa,  deberá  los  in- 
tereses al  tanto  corriente  en  la  plaza, 
cuando  sea  éste  superior  al  legal,  y  de- 
berá pagar  además  la  indemnización 
debida  á  los  aseguradores,  si  se  hubie- 
re asegurado  el  préstamo. 

Art.  610.  El  prestamista  no  correrá 
con  los  riesgos  en  caso  de  cambio  de 
itinerario,  de  viaje  ó  de  buque,  decla- 
rados en  el  contrato,  á  no  ser  que  el 
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cambio  haya  tenido  lugar  por  caso  for- 
tuito ó  de  fuerza  mayor. 

Del  mismo  modo  no  correrá  el  pres- 
tamista con  los  riesgos,  cuando  el  pres- 
tatario haya  usado  de  reticencia  ó  he- 
cho una  falsa  declaración  tal  que  ami- 
nore la  exposición  de  los  riesgos  ó 
cambien  su  objeto. 

El  cambio  de  capitán  ó  de  patrón, 
aun  á  consecuencia  de  despedida  hecha 
por  el  propietario  del  buque ,  no  hará 
cesar  los  efectos  del  contrato,  si  no  hu- 
biere pacto  en  contrario. 

Art.  611.  Si  las  cosas  sobre  las  que 
se  hubiere  constituido  el  préstamo  á 
la  gruesa  se  hubieren  perdido  comple- 
tamente por  caso  fortuito  ó  de  fuerza 
mayor,  en  la  época  y  lugar  por  los 
cuales  el  prestamista  haya  asumido  los 
riesgos,  quedará  liberado  el  presta- 
tario. 

Si  fuere  parcial  la  pérdida,  se  redu- 
cirá el  pago  de  las  cantidades  recibi- 
das al  valor  de  las  cosas  afectas  al 
préstamo  que  se  hubieren  salvado,  con 
la  reserva  del  reembolso  de  los  gastos 
para  el  salvamento  y  de  los  créditos 
privilegiados  que  deban  ser  preferidos. 

Cuando  se  haya  hecho  el  préstamo 
sobre  el  flete,  se  reducirá  el  pago,  en 
caso  de  siniestro,  á  lo  que  deba  el  fle- 
tador, descontados  Jos  salarios  de  las 
gentes  de  la  tripulación  por  el  último 
viaje  y  la  contribución  en  los  gastos 
para  el  salvamento  del  buque. 

Si  la  cosa  sobre  que  se  haya  consti- 
tuido el  préstamo  á  la  gruesa  estuviere 
también  asegurada,  se  repartirá  el  va- 
lor de  la  parte  salvada  entre  el  presta- 
mista por  el  capital  solamente,  y  el 
asegurador  por  las  cantidades  asegu- 
radas en  proporción  al  interés  de  cada 
uno. 

Art.  612.  El  prestamista  no  soporta- 
rá las  pérdidas  y  daños  causados  por 


los  vicios  inherentes  á  la  cosa  afecta  al 
pago,  ni  los  causados  por  culpa  del 
deudor. 

Art.  613.  Si  no  se  hubiere  determi- 
nado en  el  contrato  el  tiempo  de  los 
riesgos,  correrá: 

1.°  Respecto  del  buque,  de  sus  acce- 
sorios y  del  flete,  desde  el  momento  en 
que  salga  el  buque  del  puerto,  hasta  el 
día  en  que  eche  el  ancla  en  el  puerto 
de  destino; 

2.®  Respecto  del  cargamento,  desde 
que  las  cosas  sean  embarcadas  en  el 
buque  ó  en  barcas  para  llevarlas  al  bu- 
que, hasta  el  día  en  que  sean  descarga- 
das en  el  punto  de  destino: 

Art.  614.  El  que  tome  prestado  á  la 
gruesa  sobre  mercaderías  transporta- 
das, no  quedará  liberado  con  la  pérdida 
del  buque  y  del  cargamento,  si  no  jus- 
tifícare  que  tenía  embarcadas  por  su 
cuenta  en  el  buque  cosas  por  valor  de 
la  cantided  recibida. 

Art.  615.  Los  prestamistas  á  la  grue- 
sa contribuirán  también,  eñ  las  averías 
comunes  en  descargo  de  los  prestata- 
rios, siendo  nulo  cualquier  convenio  en 
contrario. 

Las  averías  particulares  no  serán  de 
cargo  de  los  prestamistas,  si  no  se  hu- 
biere, convenido  otra  cosa;  pero  si  por 
razón  de  dichas  averías  no  bastaren 
las  cosas  afectas  al  préstamo  para  sa- 
tisfacer al  acreedor,  soportará  éste  el 
daño  que  resulte. 

TÍTULO  VI.— DEL  SEGURO  CONTBA   LOS 
RIESGOS  DE  LA  NAVEGACIÓN 

Capítulo  primero.— De¿  contrato  de  se- 
guro y  de  las  obligaciones  del  asegu- 
rador y  del  asegurado. 

Art.  616.  Las  reglan  establecidas  en 
el  titulo  XIll  del  libro  I  se  aplicarán 
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también  á  los  seguros  contra  los  ries- 
gos de  la  navegación,  siempre  que  no 
sean  incompatibles  con  los  seguros 
marítimos  ni  estén  modificadas  por  las 
siguientes  disposiciones. 

Las  sociedades  de  seguro  mutuo  ma- 
rítimo estarán  sometidas  además  á  las 
disposiciones  del  título  VIH  del  mismo 
libro. 

Art.  617.  La  póliza  de  seguro,  fuera 
de  las  reglas  prescritas  en  el  art.  445, 
enunciará: 

1.°  El  nombre,  clase,  nacionalidad  y 
porte  del  buque; 

2.®  Nombres  y  apellidos  del  capitán 
ó  patrón; 

3.®  El  punto  donde  las  cosas  asegu- 
radaá  hayan  sido  ó  deban  ser  embar- 
cadas; ' 

4.®  El  puerto  de  donde  haya  salido  ó 
deba  salir  el  buque; 

5.*^  Los  puertos  en  que  el  buque  de- 
ba tomar  y  dejar  carga,  y  en  los  que 
deba  entrar. 

Si  no  pudieran  hacerse  las  anteriores 
indicaciones,  ya  porque  el  asegurado 
no  estuviere  en  condiciones  de  adqui- 
rirlas, ya  por  causa  de  la  índole  espe- 
cial del  contrato,  serán  sustituidas  por 
otras,  suficientes  para  determinar  el 
objeto  del  seguro. 

Art.  618.  El  seguro  podrá  tener  por 
objeto: 

1.**  El  buque  de  vapor  ó  de  vela,  va- 
cío ó  con  cargamento,  armado  ó  no 
armado,  solo  ó  acompañado; 

2.°  Las  máquinas,  útiles,  instrumen- 
tos, armamento,  dotación  y  provisio- 
nes; 

3.°  El  flete  de  los  pasajeros  y  objetos 
embarcados,  al  que  puede  añadirse  los 
salarios  de  las  gentes  de  la  tripulación; 

4.*^    Las  cosas  embarcadas; 

5.^  Las  cantidades  prestadas  á  la 
gruesa; 


6.^  Las  cantidades  pagadas  ó  debi- 
das por  averías  comunes  y  los  gastos 
hechos  ó  debidos  por  averías  particu- 
lares, si  no  estuvieren  cubiertas  por 
un  préstamo  á  la  gruesa; 

7.°  Y,  en  general,  todas  las  cosas 
que  puedan  estimarse  en  dinero  y  que 
están  sometidas  á  los  riesgos  de  la  na- 
vegación. 

Podrán  hacerse  también  sobre  todo  ó 
parte  de  dichos  objetos,  conjunta  6  se- 
paradamente. 

Art.  619.  Será  nulo  el  seguro  si  tu- 
viere por  objeto: 

Las  cantidades  tomadas  á  la  gruesa; 

Las  cosas  que  sirven  de  garantía 
para  el  préstamo  á  la  ^uesa  sólo  po- 
drán asegurarse  por  la  parte  de  su  va- 
lor que  pase  de  la  cantidad  prestada. 

Art.  620.  Si  se  hubieren  hecho  va- 
rios seguros,  sin  fraude,  sobre  las  mis- 
mas cosas  por  los  diferentes  interesa- 
dos ó  por  varios  representantes  de  la 
misma  persona,  que  hayan  obrado  sin 
mandato  especial,  serán  válidos  todos 
los  seguros  hasta  el  importe  del  valor 
de  las  cosas.   , 

Tendrán  los  interesados  acción  con- 
tra cada  uno  de  los  aseguradores  á  su 
elección,  salvo  el  recurso  del  asegura- 
dor que  hubiere  pagado  contra  los  de- 
más en  proporción  al  interés  de  cada 
uno. 

Art.  621.  Podrá  hacerse  el  seguro  en 
tiempo  de  paz  ó  de  guerra,  antes  ó  du- 
rante el  viaje  del  buque. 

Podrá  hacerse  por  un  viaje  ó  por  de- 
terminado tiempo. 

El  seguro  por  un  viaje  podrá  hacerse 
sólo  para  la  ida  ó  sólo  para  la  vuelta,  ó 
para  la  ida  y  la  vuelta. 

El  seguro  por  determinado  tiempo  se 
reputará  hecho  por  toda  la  navegación 
ó  estadía  del  buque  durante  el  tiempo 
convenido,  salvo  convenio  especial. 
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Art.  622.  Se  establecerá  por  la  justi- 
cia el  aumento  de  prima  convenida  en 
tiempo  de  paz  para  el  de  guerra  que 
pudiera  sobrevenir,  y  cuyo  importe  no 
estuviere  determinado  en  el  contrato, 
en  consideración  á  los  riesgos,  circuns- 
tancias y  estipulaciones  de  cada  póliza 
de  seguro. 

Art.  623.  Si  el  contrato  de  seguro  no 
determinare  el  tiempo  de  los  riesgos,  se 
observarán  las  reglas  siguientes: 

Comenzarán  los  riesgos  en  los  segu- 
ros por  tiempo  determinado  desde  la 
fecha  de  la  póliza,  y  terminarán  en  la 
época  convenida. 

En  los  seguros  por  el  viaje,  comenza- 
rán y  terminarán  los  riesgos  en  las  épo- 
cas indicadas  en  el  art.  613.  Mas  si  se 
hubiere  hecho  después  de  comenzado  el 
viaje,  comenzarán  los  riesgos  desde  la 
fecha  de  la  póliza. 

Si  por  culpa  del  destinatario  se  retra- 
sare el  desembarque  de  las  cosas  ase- 
guradas, cesarán  los  riesgos  para  el 
asegurador  un  mes  después  de  la  llega- 
da del  buque  al  punto  de  destino. 

Art.  624.  Podrán  asegurarse  las  co- 
sas embarcadas: 

Bien  por  el  precio  en  que  se  hayan 
comprado,  añadiéndole  los  gastos  de 
carga  y  el  flete; 

Bien  por  el  precio  corriente  en  el 
punto  de  destino  después  de  su  llegada, 
sin  avería. 

La  estimación  hecha  en  el  contrato 
de  las  cosas  embarcadas  sin  más  expli- 
caciones, podrá  referirse  á  estos  dos 
casos,  y  sólo  serán  aplicables  las  dispo- 
siciones del  art.  453  cuando  sea  supe- 
rior al  mayor  de  estos  precios. 

Siempre  se  reputará  hecha  dicha  es- 
timación, con  arreglo  á  la  declaración 
del  asegurado,  si  no  hubiere  sido '  pre- 
cedida de  una  estimación  aceptada  por 
el  asegurador,  estando  sometida  por 


esta  razón  á  la  regla  establecida  por  el 
segundo  aparte  del  art.  460. 

Art.  625.  Si  se  hubiere  estipulado  en 
el  contrato  que  se  habrá  de  abonar  el 
importe  de  las  cosas  aseguradas  en 
moneda  extranjera,  se  estimarán  las 
cosas  en  moneda  rumana,  con  arreglo 
al  cambio  de  esta  moneda  al  suscribir 
la  póliza,  salvo  pacto  en  contrario. 

Art.  626.  Cuando  no  se  desista  del 
viaje  antes  que  comiencen  los  riesgos, 
aunque  sea  por  culpa  del  asegurado, 
no  tendrá  ningún  efecto  el  seguro,  reci- 
biendo el  asegurador  en  este  caso,  á 
titulo  de  indemnización,  la  mitad  de  la 
prima  convenida,  sin  que  pase  de  un  me- 
dio por  ciento  de  la  cantidad  asegurada. 

Art.  627.  Correrá  el  asegurador  con 
loé  riesgos  de  las  pérdidas  y  daños  ocu- 
rridos en  las  cosas  aseguradas  por 
temporal,  naufragio,  encallamiento  en 
tierras  ó  rocas,  abordaje  fortuito  de  bu- 
ques, cambio  forzado  de  rumbo,  de  via-. 
je  ó  de  buque,  por  echazón  al  mar,  ex- 
plosión, incendio,  presa,  piratería,  y,  en 
general,  por  cualquier  otro  accidente 
de  mar. 

El  asegurador  no  será  responsable  de 
las  pérdidas  y  daños  que  provengan 
sólo  del  vicio  inherente  á  la  cosa  ase- 
gurada. 

Art.  628.  No  estarán  á  cargo  del  ase- 
gurador los  riesgos  de  guerra  si  no  hu- 
biera pacto  fjxpreso.  Si  el  asegurador 
hubiere  tomado  á  su  cargo  los  riesgos 
de  guerra,  sin  determinarlos  de  un 
modo  preciso,  responderá  de  las  pérdi- 
das y  daños  ocurridos  en  las  cosas  ase- 
guradas á  consecuencia  de  las  hostili- 
dades, represalias,  detenciones,  presas 
ó  vejaciones  de  cualquier  naturaleza, 
por  parte  de  un  Estado  amigo  ó  ene- 
migo, de  derecho  ó  de  hecho,  reconoci- 
do ó  no,  y,  en  general,  por  todos  los 
hechos  y  accidentes  de  guerra. 
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Art.  629.  Los  cambios  de  rumbo,  de 
yiaje  6  de  buque  que  provengan  del 
hecho  de!  asegurado,  no  estarán  á  car- 
go del  asegurador,  que  leodrá.  derecho 
é  la  prima  si  hubiere  comenzado  é.  co- 
rrer con  los  riesgos. 

No  liaré  cesar  los  efectos  del  seguro 
el  cambio  de  capitán  ü  de  pairan,  aunque 
eea  por  despedida  hecha  por  el  propie- 
tario del  buque,  salvo,  sin  embargo,  las 
disposiciones  del  articulo  siguiente. 

Art.  630.  No  Será  el  asegurador  res- 
ponsable de  la  culpa,  ni  de  las  prevari- 
caciones del  capitán  ó  de  las  gentes  de 
la  tripulación,  si  no  se  hubiere  conve- 
nido otra  cosa. 

Quedará,  sin  embargo,  sin  efecto  tal 
convenio,  si  se  refiriere  á  un  capitán 
individuEÜmente  determinado  en  el  con- 
trato, cuando  lo  despida  el  asegurado 
y  lo  sustituya  con  otro,  sin  el  consenti- 
miento del  asegurador. 

Art.ti31.  No  se  cargará  al  asegura- 
do parte  de  los  gastos  de  navegación, 
pilotaje,  invernada,  cuarentena,  ni  en 
las  tasas  de  cualquier  género,  ni  en  los 
derechos  impuestos  sobre  el  buque  ó  el 
cargamento. 

Art  632.  Si  tuviere  el  contrato  por 
objeto  el  seguro  de  las  mercaderías 
para  la  ida  y  vuelta,  y  llegado  el  bu- 
que á  su  primer  destino  volviere  en 
lastre  4  incompletamente  cargado,  sólo 
tendrá  derecho  el  asegurador  á  los  dos 
tercios  de  la  convenida  prima  de  segu- 
ro, si  no  hubiere  pacto  en  contrario. 

Art.  633.  Si  se  hubiere  hecho  el  se- 
guro separadamente  para  cosas  que  de- 
ban embarcarse  en  varios  buques, 
enunciando  la  cantidad  asegurada  en 
cada  una,  y  si  se  pusiere  todo  el  carga- 
mento en  un  solo  buque  ó  en  un  nú- 
mero de  buques  menor  que  el  indicado 
en  el  contrato,  sólo  responderá  e!  ase- 
gurador de  la  cantidad   que    hubiere 


asegurado  en  el  buque  que  recibió  el 
cargamento,  no  obstante  la  pérdida  de 
todos  los  demás  buques  designados; 
tendrá,  sin  embargo,  derecho  el  asegu- 
rador á  la  indemnización  establecida 
en  el  art.  G26  por  las  cantidades  para 
las  que  quede  sin  efecto  el  seguro. 

Art.  634.  Si  él  capitán  tuviere  la  fa- 
cultad de  entrar  en  varios  puertos  para 
completar  ó  cambiar  el  cargamento, 
responderá  el  asegurador  de  los  ries- 
gos á  que  estén  expuestas  las  cosas 
aseguradas,  mientras  estén  á  bordo  so- 
lamente, si  no  hubiere  pacto  en  con- 
trario. 

Art.  635.  El  asegurador  no  respon- 
derá ya  de  los  riesgos,  y  tendrá  dere- 
cho á  la  prima,  si  el  asegurado  enviare 
el  buque  á  un  punto  más  distante  que 
el  indicado  en  el  contrato,  aunque  en 
la  misma  dirección. 

Surtirá  sus  efectos  el  contrato,  si  se 
acortare  él  viaje  por  la  detención  del 
buque  en  un  punto  más  próximo  en  el 
que  pueda  estacionar. 

Art.  636.  La  obligación  del  asegura- 
dor se  limitará  á  la  cantidad  asegu- 
rada. 

Si  durante  el  curso  del  seguro  sufrie- 
ren las  cosas  aseguradas  varios  sinies- 
tros sucesivos,  siempre  deberá  el  ase- 
gurado tener  en  cuenta,  aun  en  caso  de 
abandono,  las  cantidades  que  se  le  hu- 
bieren abonado  ó  se  le  debieren  por  los 
anteriores  siniestros. 

Art.  637.  La  cláusula  «franco  de  ave- 
rias» libra  al  asegurador  de  toda  averia 
común  ó  particular,  excepto  en  los  ca- 
sos de  abandono,  en  los  cuales  podrá 
el  asegurado  optar  entre  el  abandono  y 
el  ejercicio  de  la  acción  de  averia, 

Art.  638.  Estará  obligado  el  asegu- 
rado, para  la  comprobación  de  los  da- 
ños de  que  sea  responsable  el  asegura- 
dor, á  notiflcarle  todos  los  avieos  que 
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haya  recibido,  debiendo  hacerse  la  no- 
tificación en  los  tres  días  siguientes  á 
la  recepción  del  aviso,  sopeña  de  da- 
ños y  perjuicios. 

La  misma  obligación  tendrá  el  ase- 
gurado sobre  el  cargamento,  cuando  se 
haya  declarado  que  el  buque  no  está 
en  condiciones  de  navegar,  aun  cuando 
el  cargamento  no  hubiere  sufrido  más 
averias  por  causa  del  siniestro  ocu- 
rrido. 

Art.  639.  El  asegurado  deberá  noti- 
ficar al  asegurador,  en  los  tres  días  de 
su  recepción,  las  actas  que  prueben  que 
las  cosas  aseguradas  han  estado  ex- 
puestas á  los  riesgos  y  se  han  perdido. 

Se  le  admitirá  al  asegurador  la  prue- 
ba en  contrario  de  lo  que  resulte  de  las 
actas  presentadas  por  el  asegurado. 

La  admisión  de  la  prueba  en  contra- 
rio no  suspenderá,  sin  embargo,  la 
condena  del  asegurador  al  pago  de  la 
cantidad  asegurada,  si  el  asegurado 
hubiere  dado  caución. 

Si  no  se  hubiere  hecho  ninguna  de- 
manda en  juicio  durante  cuatro  años, 
quedará  liberada  la  caución. 

Art.  640.  En  caso  de  pérdida  de  las 
mercaderías  embarcadas  en  el  buque 
por  cuenta  del  capitán,  deberá  éste  jus- 
tificar su  propiedad  con  las  pruebas  ad- 
mitidas por  la  ley  comercial,  y  el  car- 
gamento con  un  conocimiento  firmado 
por  dos  de  los  principales  de  la  tri- 
pulación. 

Todo  hombre  de  la  tripulación  ó  todo 
pasajero  que  traiga  del  extranjero  mer- 
caderías aseguradas  en  Rumania,  de- 
berá consignar  el  conocimiento  al  Cón- 
sul rumano  del  punto  en  que  hiciere  el 
cargamento,  ó  en  su  defecto  á  la  autori- 
dad local. 

Art.  641.  En  todos  los  casos  de  si- 
niestro, el  capitán  y  el  asegurado  ó  su 
mandatario  especial  deberán  prestar 
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socorro  para  salvar  y  conservar  las  co- 
sas aseguradas  sin  perjuicio  de  sus  de- 
rechos respecto  del  asegurador.  Los 
gastos  hechos  deberán  pagarse  hasta 
el  valor  de  las  cosas  salvadas. 

Podrán  los  aseguradores  y  sus  agen- 
tes ó  mandatarios,  de  acuerdo  con  el 
capitán,  los  aseguradores  y  sus  man- 
datarios, ó  con  cada  uno  de  ellos,  tomar 
medidas  para  salvar  y  conservar  las  co- 
sas aseguradas,  sin  perjuicio  de  otros 
derechos. 

Art.  642.  El  asegurado  podrá  reser- 
varse, al  notificar  al  asegurador  los 
avisos  recibidos,  el  derecho  de  pedir  en 
acto  aparte  el  pago  de  lo  que  se  le  de- 
biere por  el  hecho  del  seguro. 

Art.  643.  Deberá  pagar  el  asegura- 
dor las  cantidades  devengadas: 

En  caso  de  avería  simple,  en  el  plazo 
de  treinta  días  después  de  la  notifica- 
ción de  su  liquidación; 

En  caso  de  abandono,  en  el  de  dos 
meses  después  del  abandono. 

Sin  embargo,  deberá  probar  el  ase- 
gurado, dentro  de  estos  plazos,  el  si- 
niestro que  da  lugar  á  la  acción  por 
avería  ó  al  derecho  de  abandono. 

Si  hubiere  oposición,  cada  uno  de  los 
oponentes,  y  hasta  el  asegurado,  po- 
drán pedir  que  sea  consignada  la  can- 
tidad en  la  Caja  de  Depósitos  y  Consig- 
naciones. 

CAPÍTULO  II.— DEL  ABANDONO 

Art.  644.  Podrá  hacerse  abandono 
de  las  cosas  aseguradas  en  los  casos: 

1.°    De  naufragio; 

2.°    De  presa; 

3.®  De  detención  por  orden  de  un 
Estado  extranjero; 

4.°  De  detención  por  orden  del  Go- 
bierno, después  de  comenzado  el  viaje; 

5.**    De  imposibilidad  de  continuar  la 

45 
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navegación,  si  el  buque  no  pudiera  ser. 
reparado,  ó  si  los  gastos  necesarios 
para  hacer  los  reparos  ascendieren  á 
las  tres  cuartas  partes,  por  lo  menos, 
de  su  valor  asegurado; 

6."  De  la  pérdida  ó  deterioro  de  las 
cosas  aseguradas,  cuando  la  pérdida  ó 
deterioro  ascienda  á  las  tres  cuartas 
partes  de  su  valor. 

En  todo  caso  el  asegurado  sólo  podrá 
pedirla  indemnización  por  las  averias 
sufridas. 

Art.  645.  Podrá  el  asegurado  hacer 
abandono,  sin  obligación  siquiera  de 
probar  la  pérdida  del  buque,  si  hubiere 
transcurrido  un  año,  en  los  viajes  de 
curso,  largo  y  seis  meses  en  los  demás, 
desde  el  día  de  la  salida  del  buque  ó 
desde  el  día  á  que  se  refleran  las  últi- 
mas noticias  recibidas. 

En  caso  de  seguro  por  limitado  tiem- 
po, y  después  de  transcurrido  el  plazo 
antes  indicado,  se  presumirá  que  la 
pérdida  del  buque  ha  tenido  lugar  du- 
rante el  seguro. 

Si  hubiere  varios  seguros  sucesivos, 
se  reputará  que  la  pérdida  tuvo  lugar 
al  dia  siguiente  de  la  recepción  de  las 
últimas  noticias. 

Art.  &16.  Si  se  hubiere  declarado 
el  buque  inútil  para  la  navegai^ión,  po- 
drán abandonárselas  cosas  embarcadas 
en  el  buque,  si  en  el  plazo  de  tres  meses 
después  de  la  declaración  de  hallarse 
inútil  para  navegar  no  se  hubiere  podi- 
do encontrar  otro  buque  para  reembar- 
car las  cosas  y  llevarlas  á  su  destino. 

Art.  647.  En  el  caso  previsto  en  el 
articulo  anterior,  y  en  el  524,  si  se  em- 
barcan las  cosas  en  otro  buque,  sopor- 
tará el  asegurador  los  daños  sufridos, 
los  gastos  de  descarga  y  recarga,  depó- 
sito y  guarda  en  los  almacenes,  el  ex- 
ceso de  flete  y  todos  los  demás  gastos 
tiecbos  para  el  salvamento  de  las  cosas. 


hasta  el  importe  de  la  cantidad  ase- 
gurada; y  si  ésta  no  se  hubiere  gastado 
del  todo,  continuará  respondiendo  el 
asegurador  de  los  riesgos  por  el  rema- 
nente. 

Art.  648.  En  caso  de  detención  por 
parte  de  un  Gobierno  extranjero  ó  ea  el 
de  presa,  no  podrá  hacerse  abandono 
de  las  cosas  detenidas  ó  apresadas, 
sino  tres  meses  después  de  la  notifica- 
ción del  siniestro,  si  hubiere  ocurrido 
en  aguas  ó  mares  europeos,  en  el  canal 
de  Suez  ó  en  el  mar  Rojo,  y  seis  meses 
después  de  la  notiñcación  si  hubiere 
tenido  lugar  en  los  otros  mares. 

Se  reducirán  los  plazos  á  la  mitad 
para  las  cosas  sujetas  á  deterioro. 

Art.  &19.  El  abandono  á  los  asegura- 
dores deberá  hacerse  en  el  plazo: 

De  tres  meses  después  del  dia  de  la 
recepción  de  ia  noticia  del  siniestro,  f^i 
hubiere  ocurrido  en  aguas  ó  mares  de 
Europa,  en  el  canal  de  Suez  ó  en  el 
mar  Rojo; 

De  seis  meses,  si  hubiere  ocurrido  el 
siniestro  en  los  demás  mares  de  África, 
en  los  mares  occidentales  y  meridiona- 
les de  Asia  y  en  los  orientales  de  Amé- 

En  el  plazo  de  un  año,  si  el  siniestro 
hubiere  ocurrido  en  los  otros  mares. 

En  caso  de  detención  por  parte  de  un 
Estado  extranjero  ó  en  el  de  presa,  co- 
rrerán estos  plazos  desde  la  espiración 
de  los  indicados  en  el  articulo  anterior. 

Transcurridos  estos  plazos,  ya  no  po- 
drá el  asegurado  hacer  abandono,  que- 
dándole sólo  la  acción  por  averia. 

Art.  650.  Podrá  el  asegurado,  al  noti- 
ficarlas noticias  recibidas:  óproceder  al 
abandono,  exigiendo  al  asegurador  e! 
pago  de  la  cantidad  asegurada  en  el 
plazo  fijado  por  el  contrato  ó  por  la  ley, 
ó  reservarse  el  derecho  de  proceder  al 
abandono  en  los  plazos  legales. 
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Estará  obligado  el  asegurado,  al  pro- 
ceder al  abandono,  á  declarar  los  segu- 
ros que  hubiere  hecho  ó  mandado  hacer 
y  las  cantidades  tomadas  á  la  grue- 
sa. A  falta  de  esto,  no  comenzará  el 
plazo  para  el  pago  sino  desde  el  día  en 
que  dicha  declaración  haya  sido  notifi- 
cada; pero  no  podrá  prolongarse  el  pla- 
zo para  formular  la  acción  por  aban- 
dono. 

En  caso  de  falsa  declaración,  perderá 
el  asegurado  todos  los  derechos  resul- 
tantes del  contrato  de  seguro. 

Art.  651.  No  podrá  ser  parcial  ni 
condicional  el  abandono  de  las  cosas 
aseguradas,  y  sólo  se  extenderá  á  las 
cosas  que  son  objeto  del  seguro  y  de 
los  riesgos. 

Art.  652.  Notificado  el  abandono  y 
aceptado  ó  declarado  válido,  pasarán 
las  cosas  aseguradas  á  ser  propiedad 
del  asegurador  desde  el  día  en  que  se 
haya  hecho  el  abandono.  El  asegurado 
estará  obligado  á  darle  todos  los  tí- 
tulos relativos  á  las  cosas  aseguradas. 

No  podrá  el  asegurador,  con  pretexto 
del  regreso  del  buque,  sustraerse  al 
pago  de  la  cantidad  asegurada. 

Art.  653.  En  caso  de  presa  podrá  el 
asegurado,  si  no  hubiere  podido  avisar 
al  asegurador,  rescatar  las  cosas  apre- 
sadas sin  esperar  su  orden. 

Pero  estará  obligado  el  asegurado  á 
notificar  al  asegurador,  en  cuanto  fue- 
re posible,  el  arreglo  que  haya  hecho. 

El  asegurador  tendrá  la  facultad  de 
aceptar  las  condiciones  del  arreglo  ó 
de  renunciar  á  él;  pero  deberá  notificar 
al  asegurado  la  elección  que  hubiere 
hecho  en  el  plazo  de  veinticuatro  horas 
después  de  la  comunicación  del  arreglo. 

Sí  declarare  aceptar  el  arreglo,  esta- 
rá obligado  el  asegurador  á  contribuir, 
sin  demora,  á  su  pago,  de  conformidad 
con  el  convenio  y  en  proporción  á  la 


parte  que  hubiere  asegurado,  sin  dejar 
de  ser  responsable  de  los  riesgos  del 
viaje,  de  conformidad  con  el  contrato 
de  seguro. 

Si  declarare  no  aceptar  el  arreglo, 
pagará  el  asegurador  la  cantidad  ase- 
gurada, sin  que  pueda  tener  pretensión 
alguna  sobre  las  cosas  aseguradas. 

Cuando  el  asegurador  no  haya  notifi- 
cado su  elección  en  el  plazo  antes  indi- 
cado, se  presumirá  que  ha  renunciado 
al  beneficio  del  arreglo.     "'- 

TÍTULO   VIL— DE    LAS  AVERÍAS  Y  DE  LA 

CONTRIBUCIÓN 

Capítulo  primero.— De  la^  averias 

Art.  654.  Se  reputarán  averías  todos 
los  gastos  extraordinarios  hechos  para 
un  buque  y  para  el  cargamento,  para 
ambos  á  la  vez  ó  para  cada  uno  separa- 
damente, así  como  todos  los  daños  ocu- 
rridos en  el  buque  y  en  las  cosas  em- 
barcadas, después  del  embarque  y  la 
salida,  hasta  la  vuelta  y  desembarque. 

Las  averías  son  de  dos  clases:  ave- 
rías gruesas  ó  comunes,  y  las  simples 
ó  particulares. 

No  se  reputarán  averías,  sino  meros 
gastos  á  cargo  del  buque:  los  gastos 
que  se  hacen  ordinariamente  para  la 
entrada  en  los  golfos,  ríos  ó  canales,  ó 
para  salir  de  los  mismos,  y  los  gastos 
para  los  derechos  é  impuestos  de  nave- 
gación. 

A  falta  de  convenio  especial  entre 
las  partes,  se  computarán  las  averías 
con  arreglo  á  las  siguientes  disposi- 
ciones. 

Art.  655.  Son  averías  gruesas  ó  co- 
munes los  gastos  extraordinarios  he- 
chos y  los  daños  voluntariamente  su- 
fridos para  el  salvamento  común  del 
buque  y  del  cargamento. 
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Tales  son: 

1.°  Las  cosas  dadas  por  arreglo  y  á 
título  de  rescate  del  buque  y  del  carga- 
mento; 

2.°  Las  cosas  arrojadas  al  mar  para 
el  común  salvamento; 

3.®  Los  mástiles,  velas,  cables  y  de- 
más aparejos  cortados  6  rotos  para  el 
común  salvamento; 

4.^  Las  áncoras,  cadenas  y  demás 
objetos  abandonados  ó  arrojados  al  mar 
para  el  común  salvamento; 

5.®  Los  daños  ocasionados  por  la 
echazón  al  mar  en  las  cosas  que  que- 
den en  el  buque; 

6.^  Los  daños  ocasionados  al  buque 
por  la  operación  de  la  echazón  al  mar 
voluntariamente  ó  por  necesidad,  asi 
como  los  experimentados  por  el  buque 
para  facilitar  el  desagüe  y  los  que  re- 
sulten para  las  cosas  embarcadas; 

7.°  Los  daños  ocasionados  al  buque 
y  al  cargamento  con  ocasión  de  la  ex- 
tinción de  incendio  á  bordo; 

8.^  Los  gastos  hechos  para  la  cura 
y  alimentación  de  las  personas  heridas 
en  la  defensa  del  buque,  y  los  funera- 
rios, en  caso  de  fallecimiento,  de  dichas 
personas; 

9.°  Los  salarios  y  alimentación  de 
las  gentes  de  la  tripulación  durante  la 
detención  ó  impedimento,  cuando  el  bu- 
que sea  detenido  por  orden  de  un  Esta- 
do extranjero  ó  se  vea  obligado  á  per- 
manecer en  un  puerto  por  causa  de  la 
vigilancia  de  una  guerra  ó  por  otra  se- 
mejante que  impida  el  viaje  al  puerto 
de  destino,  hasta  que  el  buque  y  el  car- 
gamento sean  librados  de  las  obliga- 
ciones que  les  conciernen; 

10.  Los  gastos  de  entrada  y  salida  y 
los  impuestos  de  navegación  pagados 
en  un  puerto  donde  el  buque  se  haya 
visto  obligado  á  arribar  por  causa  de 
tempestad,  persecución  del  enemigo  ó 


de  los  piratas,  ó  de  una  vía  de  agua, 
ocurrida  por  caso  fortuito  ó  fuerza  ma- 
yor; 

11.  Los  salarios  y  manutención  de 
la  gente  de  la  tripulación  en  un  puerto 
de  detención  forzosa  durante  las  repa- 
raciones necesarias  para  la  continua- 
ción del  viaje,  cuando'  la  reparación 
constituya  avería  común; 

12.  Los  gastos  de  descarga  y  recar- 
ga de  las  cos€is  puestas  en  tierra  para 
facilitar  ó  para  hacer  los  reparos  antes 
indicados  en  un  puerto  de  arribada  for- 
zosa; los  gastos  de  guarda  y  alquiler  de 
almacenes  en  que  se  hayan  depositado 
dichos  objetos; 

13.  Los  gastos  hechos  para  obtener 
la  libertad  ó  restitución  del  buque  de- 
tenido, cuando  no  provenga  la  deten- 
ción de  causa  concerniente  exclusiva- 
mente al  buque,  la  persona  del  capitán 
ó  la  del  armador,  asi  como  los  sueldos 
y  manutención  de  las  gentes  de  la  tri- 
pulación durante  el  tiempo  necesario 
para  conseguir  dicha  libertad  ó  resti- 
tución, si  se  hubiere  conseguido; 

14.  Los  gastos  de  descarga  para  ali- 
geramiento del  buque  que  hayan  tenido 
que  hacer  durante  una  tempestad  ó  por 
cualquiera  otra  causa  concerniente  á 
la  común  salvación  del  buque  y  del 
cargamento,  y  los  daños  que  uno  y 
otro  hayan  sufrido  con  ocasión  del  em- 
barque y  desembarque; 

15.  Los  daños  que  el  buque  ó  el  car- 
gamento hayan  experimentado  por  en- 
callamiento  voluntario,  para  salvar  el 
buque  de  tempestades,  presas  ú  otro 
peligro  inminente; 

16.  Los  gastos  hechos  para  volver  á 
poner  á  flote  el  buque  encallado  en  el 
caso  anterior,  y  las  recompensas  debi- 
das por  los  trabajos  y  servicios  pres- 
tados en  estas  ocasiones; 

17.  Las  pérdidas  y  daños  experimen* 
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tados  por  las  cosas  puestas  en  lanchas 
ó  barcas  para  aligerar  el  buque  en  los 
casos  indicados  en  el  núm.  14^  inclusa 
la  parte  de  contribución  que  se  debería 
también  á  las  lanchas  ó  barcas,  así 
como  los  daños  sufridos  por  los  objetos 
que  hubieren  quedado  á  bordo,  siempre 
que  puedan  considerarse  como  avería 
común; 

18.  Las  primas  é  intereses  de  los 
empréstitos  á  la  gruesa  contraídos  para 
atender  á  los  gastos  comprendidos  en 
las  averías  comunes,  y  las  primas  de 
seguro  de  dichos  gastos,  así  como  la 
pérdida,  que  debe  reembolsarse  al  pro- 
pietario en  las  mercaderías  vendidas 
durante  el  viaje  en  un  puerto  de  arriba- 
da forzosa,  para  cubrir  dichos  gastos; 

19.  Los  gastos  de  liquidación  de  las 
averías  comunes. 

No  se  consideran  como  averías  co- 
munes, aunque  hechas  voluntariamente 
parabién  y  salvación  común:  los  daños 
experimentados  por  el  buque  y  los  gas- 
tos hechos  en  su  interés  cuando  pro- 
vengan del  vicio  ó  vetustez  del  buque,  ó 
por  culpa  ó  negligencia  del  capitán  ó  de 
la  tripulación. 

No  podrán  considerarse  como  ave- 
rías los  objetos  de  armamento  del  bu- 
que arrojados  al  mar,  las  anclas,  cade- 
nas y  otros  objetos  abandonados,  aun- 
que sea  voluntariamente,  para  el  bien  y 
salvación  común,  si  no  estuvieren  des- 
critos en  el  inventario  del  buque,  lleva- 
do de  conformidad  con  las  disposicio- 
nes del  art.  510. 

En  ningún  caso  podrá  considerarse 
como  avería  común  la  echazón  al  mar 
de  las  provisiones  del  buque. 

Art.  656.  Se  reputan  averías  comu- 
nes: 

1.^  La  prima  ó  indemnización  para 
el  rescate  de  las  gentes  de  la  tripula- 
ción mandados  á  tierra  parsi.  ej  servicio 


del  buque  y  hechos  prisioneros  ó  dete- 
nidos como  rehenes; 

2.^  Los  gastos  de  una  cuarentena 
imprevista  cuando  se  hizo  el  contrato 
de  fletamento,  si  fuere  concerniente  al 
buque  y  al  cargamento,  asi  como  los 
hechos  por  el  sueldo  y  manutención  de 
las  gentes  de  la  tripulación  durante  la 
cuarentena. 

Art.  657.  Si  hubiere  necesidad  de 
arrojar  cosas  al  mar,  deberá  comen- 
zarse por  las  menos  necesarias,  las 
más  pesadas  y  de  menor  valor  en  cuan- 
to sea  posible,  y  luego  las  cosas  del 
primer  puente  del  buque,  y  sucesiva- 
mente las  demás. 

Art.  658.  Son  averías  particulares 
todos  los  daños  ocurridos  y  todos  los 
gastos  hechos  sólo  para  el  buque  ó  sólo 
para  el  cargamento. 

Tales  son: 

1."  Toda  pérdida  ó  daño  experimen- 
tado por  las  cosas  arrojadas  por  tem- 
pestad, incendio,  presa,  naufragio,  en- 
callamiento  ó  por  cualquiera  otro  caso 
fortuito  ó  de  fuerza  mayor; 

2.°  La  pérdida  de  los  mástiles,  velas, 
cuerdas,  anclas  ó  cualquiera  otro  daño 
experimentado  por  el  buque  por  las 
causas  antes  indicadas; 

3.°  Cualquier  daño  sufrido  '  *  vicio 
propio  del  buque  ó  de  las  ir     .aderías; 

4.^  Los  gastos  resultantes  de  toda 
arribada  ocasionada  por  vicio  del  bu- 
que, por  vía  de  agua  proviniente  de  su 
vetustez,  por  falta  de  provisiones  á 
bordo  ó  por  cualquiera  otra  causa  im- 
putable al  propietario,  al  armador  ó  al 
capitán; 

5.**  El  sueldo  y  manutención  de  los 
marineros  durante  la  cuarentena  ordi- 
naria ó  durante  las  reparaciones  del 
vicio  ó  vetustez  del  buque,  ó  de  cual- 
quiera otra  causa  imputable  á  los  pro- 
pietarios, «-1  armador  ó  ftl  capitán,  ó 
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durante  la  detención  ó  permanencia  en 
un  puerto  en  el  mero  interés  del  buque 
ó  del  cargamento,  y  los  gastos  para  ob- 
tener en  ese  caso  la  liberación  de  uno 
ú  otro; 

6.®  Los  gastos  para  la  conservación 
de  las  mercaderías  embarcadas  ó  para 
el  arreglo  de  los  barriles,  cajas  ó  sacos 
en  que  estuvieren  metidas,  cuando  di- 
chos gastos  no  provengan  de  daños 
considerados  como  averías  comunes; 

7.*^  El  exceso  del  flete  en  los  casos 
previstos  en  el  art.  580. 

Los  daños  causados  á  las  mercade- 
rías por  todos  los  accidentes  provinien- 
les  de  la  negligencia  del  capitán  ó  de 
las  demás  personas  de  la  tripulación, 
serán  averías  particulares  á  cargo  del 
propietario  de  dichas  mercaderías,  pero 
para  las  que  tendrá  su  recurso  contra 
el  capitán,  el  buque  y  el  flete. 

Responderá  el  capitán  de  los  daños 
ocasionados  al  propietario  del  buque 
por  la  larga  y  arbitraria  estancia  en 
los  puertos. 

CAPÍTULO  II.— DE  LA  CONTRIBUCIÓN 

Art.  659.  Soportará  y  pagará  las 
averías  particulares  el  propietario  de 
la  cosa  que  haya  experimentado  el 
daño  ú  ocasionado  un  gasto. 

Soportarán  las  averías  comunes  pro- 
porcionalmente  entre  el  cargamento  y 
la  mitad  del  buque  y  del  flete. 

Se  incluirá  el  valor  de  las  cosas  arro- 
jadas en  la  formación  de  la  masa  que 
debe  contribuir. 

Art.  660.  No  contribuirán  en  la  ave- 
ría común  los  equipajes  de  las  gentes 
de  la  tripulación  si  se  salvaren,  pero 
tendrán  derecho  á  la  contribución  si 
fueren  arrojados  al  mar  ó  experimen- 
tasen algún  daño. 

Art,  661.    Las  cosas  que  no  estuvie- 


ren contenidas  en  el  conocimiento  ó  no 
hubieren  sido  declaradas  al  capitán,  no 
serán  pagadas  si  fueren  arrojadas  al 
mar,  pero  contribuirán  si  se  hubieren 
salvado. 

Art.  662.  Las  cosas  cargadas  sobre 
lacubierta  del  buque  contribuirán  siem- 
pre en  las  averías  comunes,  si  se  sal- 
varen. 

Si  se  arrojaren  las  cosas  al  mar  ó  se 
perjudicaren  con  la  echazón,  salvo  en 
el  caso  de  los  viajes  previstos  en  el  úl- 
timo aparte  del  art.  508,  no  se  admitirá 
que  pida  el  dueño  una  indemnización 
por  su  pérdida  ó  deterioro  más  que  al 
capitán  que  las  hubiere  cargado  sobre 
cubierta,  sin  consentimiento  escrito  del 
cargador.  Tendrá  lugar,  en  el  caso  con- 
trario, una  contribución  especial  entre 
el  buque,  el  flete  y  demás  cosas  em- 
barcadas sobre  cubierta,  además  de  la 
contribución  general  para  las  averías 
comunes  á  todo  el  cargamento. 

Art.  663.  Si  la  echazón  al  mar  no 
salvare  el  buque,  no  habrá  lugar  á  la 
contribución.  Las  cosas  salvadas  no  es- 
tán obligadas  al  pago  ni  á  la  compen- 
sación de  las  cosas  echadas  al  mar  ó 
perjudicadas. 

Si  la  echazón  salvare  el  buque  y  vi- 
niera éste  á  perderse  continuando  su 
navegación,  las  cosas  salvadas  contri- 
buirán á  la  echazón  con  arreglo  á  su 
valor  en  el  estado  en  que  se  hallen, 
descontando  los  gastos  de  salvamento. 

Las  cosas  echadas  al  mar  no  contri- 
buirán nunca  al  pago  del  daño  ocurrido 
después  de  la  echazón  en  las  cosas  sal- 
vadas. 

El  cargamento  no  contribuirá  al 
pago  del  buque  perdido  ó  llegado  en  es- 
tado de  innavegabilidad. 

Art.  664.  En  caso  de  pérdida  de 
las  cosas  puestas  en  lanchas  ó  barcas 
para  aligerar  el  buque,  se  hará  ol  re- 
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parto  de  la  pérdida  entre  el  buque  y 
todo  el  cargamento. 

Si  pereciere  el  buque  con  el  resto  del 
cargamento^  no  habrá  lugar  á  la  con- 
tribución para  las  cosas  puestas  en 
lanchas  ó  barcas,  aunque  lleguen  éstas 
á  buen  puerto. 

Art,  665.  Si  después  del  reparto  re- 
cobrasen las  cosas  echadas  &1  mar  sus 
propietarios,  restituirán  éstos  al  capi- 
tán y  á  las  personas  interesadas  lo  que 
hubieren  recibido  de  la  contribución, 
descontando  los  daños  causados  por  la 
echazón  y  los  gastos  hechos  para  re- 
cobrarlas. 

Art.  666.  Contribuirá  el  buque  con  el 
valor  que  tenga  en  el  punto  de  descar- 
ga ó  con  el  precio  en  que  podría  ven- 
derse, descontando  las  averías  parti- 
culares, aunque  sean  posteriores  á  la 
avería  común. 

No  estará  sujeto  á  contribución  el  fle- 
te que,  en  virtud  del  convenio  indicado 
en  el  art.  587,  quede  adquirido,  aun  en 
el  caso  de  pérdida  de  las  cosas  embar- 
cadas. 

Art.  6^7.  Contribuirán  las  cosas  sal- 
vadas y  las  echadas  al  mar  ó  sacrifíca- 
das  de  cualquier  otro  modo  proporcio- 
nalmente  al  valor  que  tengan  en  el 
puerto  de  descarga.  Si  hubiere  tenido 
lugar  el  convenio  indicado  en  el  artícu- 
lo anterior,  no  se  descontará  de  su  va- 
lor el  flete. 

Art.  668.  Se  establecerá  la  natura- 
leza, especie  y  calidad  de  las  cosas  que 
deben  contribuir  y  de  las  echadas  ó  sa- 
crificadas, en  vista  de  los  (íonocimien- 
tos  y  facturas,  y,  en  su  defecto,  por  cual- 
quiera otro  medio  de  prueba  admitido 
por  la  ley. 

Cuando  se  haya  ocultado  en  el  cono- 
cimiento la  calidad  ó  el  valor  de  las  co- 
sas embarcadas,  y  si  realmente  fueren 
las  cosas  de  más  valor,  contribuirán 


con  arreglo  á  su  valor  real  si  se  salva- 
ren, y  no  se  pagarán  sino  con  arreglo 
'  á  la  calidad  y  valor  indicados  si  fue- 
ren echadas  al  mar  ó  resultaren  perju- 
dicadas. 

Pero  si  las  cosas  fueren  de  calidad  ó 
valor  menor  que  el  declarado  en  el  co- 
nocimiento, contribuirán  según  el  va- 
lor y  calidad  indicados  en  el  conoci- 
miento si  se  salvaren,  y  se  pagarán  con 
arreglo  á  su  valor  real  si  fueren  echa- 
das al  mar  ó  resultasen  deterioradas. 

Art.  669.  El  capitán  levantará  acta 
de  todo  acuerdo  que  tome  y  de  las  ope- 
raciones hechas  para  la  común  salva- 
ción, en  cuanto  pueda  hacerlo. 

Contendrá  el  acta  los  motivos  del 
acuerdo  é  indicar^  someramente  las 
cosas  echadas  ó  deterioradas;  la  firma- 
rán los  principales  de  la  tripulación  ó 
indicará  los  motivos  de  su  negativa  á 
firmar,  y  se  transcribirá  en  el  libro  de 
á  bordo. 

Se  unirá  una  copia  de  dicha  acta,  fir- 
mada por  el  capitán,  á  la  Memoria  pre- 
vista en  el  art.  526. 

Art.  670.  Harán  la  declaración,  va- 
luación y  reparto  de  las  pérdidas  y  da- 
ños en  el  punto  de  descarga  del  buque, 
peritos  nombrados  en  Rumania  por  el 
Presidente  del  tribunal  respectivo,  y  á 
falta  de  tribunal,  por  el  Juez  de  paz;  y 
en  el  extranjero  por  la  autoridad  con- 
sular rumana,  y  en  su  defecto  por  la 
autoridad  local. 

Se  someterá  en  Rumania  el  reparto 
hecho  por  los  peritos  al  examen  del 
tribunal  respectivo  ó  del  Juez  de  paz;  y 
en  el  extranjero,  al  examen  de  la  auto- 
ridad consular  rumana  ó  de  la  compe- 
tente autoridad  local. 

Art.  671.  La  acción  por  averías  con- 
tra el  fletador  del  buque  y  contra  el 
destinatario  no  será  admisible,  si  el 
capitán  hubiere  recibido  el  flete  y  en- 
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tregado  las  cosas  embarcadas  sin  pro- 
testa, aun  cuando  se  hubiere  hecho  el 
pago  del  ñete  por  adelantado. 

TÍTULO  VIII.— DE  LOS  DANOS  CAUSADOS 
POR  ABORDAJE 

Art.  672.  Si  hubiere  tenido  lugar  un 
abordaje  por  caso  fortuito  ó  de  fuerza 
mayor,  los  daños  y  pérdidas  que  resul- 
ten serán  de  cuenta  de  las  cosas  que 
los  hayan  experimentado,  sin  derecho 
á  indemnización. 

Art.  673.  Si  el  abordaje  hubiere  ocu- 
rrido por  culpa  de  uno  de  los  buques, 
los  daños  y  pérdidas  serán  de  cuenta 
del  buque  que  haya  cometido  la  falta. 
En  caso  de  insuñciencia  de  la  cantidad 
á  repartir,  serán  privilegiadas  las  in- 
demnizaciones debidas  á  las  personas 
fallecidas  ó  heridas. 

Art.  674.  Si  no  estuviere  probado  á 
cuál  de  los  dos  buques  es  imputable  la 
falta,  ó  estuviere  probado  que  es  co- 
mún, cada  uno  soportará  los  daños  y 
pérdidas  experimetados,  sin  derecho  á 
indemnización;  no  obstante,  cada  bu- 
que está  solidariamente  obligado  al  pa- 
go de  los  daños  y  pérdidas  causados  á 
las  cosas  embarcadas  y  de  las  indemni- 
zaciones debidas  por  razón  de  heridas 
causadas  á  las  personas,  de  conformi- 
dad con  las  disposiciones  de  los  dos  ar- 
tículos que  preceden. 

Art.  675.  La  responsabilidad  de  los 
buques  establecida  por  los  artículos 
anteriores,  no  eximirá  á  los  autores 
de  la  falta,  de  la  responsabilidad  para 
con  las  personas  heridas  ni  para  con 
los  propietarios  del  buque. 

Art.  676.  Cuando  un  buque  haya 
abordado  á  otro,  no  por  su  culpa,  sino 
por  haber  sido  él  mismo  abordado  por 
culpa  de  un  tercero,  recaerá  sobre  éste 
toda  la  responsabilidad, 


Art.  677.  La  acción  por  indemniza- 
ción para  los  daños  procedentes  del 
abordaje  no  podrá  admitirse  si  no  se 
hubiere  presentado  en  el  plazo  de  tres 
días  ante  la  autoridad  del  puerto  en  que 
hubiere  ocurrido  el  abordaje  ó  del  pri- 
mer puerto  en  que  se  hubiere  detenido 
el  buque. 

En  cuanto  á  los  daños  causados  á  las 
personas  ó  á  las  mercaderías,  la  falta 
de  protesta  ó  de  reclamación  no  quita- 
rá derechos  á  las  personas  que  no  se 
hallen  á  bordo  ó  que  no  estén  en  estado 
de  manifestar  su  voluntad. 

TÍTULO    IX.— DE  LOS  CRÉDITOS  PRIVILE- 
GIADOS 

Capítulo  primero. — Dispoaieionea 

generales 

Art.  678.  Los  privilegios  estableci- 
dos por  el  presente  título  tendrán  pri- 
macía sobre  cualquiera  otro  privilegio 
general  ó  especial  sobre  los  muebles, 
establecido  por  el  Código  civil. 

Art.  679.  En  todos  los  casos  de  dete- 
rioro ó  disminución  de  la  cosa  gravada 
con  un  privilegio,  se  ejercitara  éste  so- 
bre lo  que  quedare  ó  se  hubiere  recupe- 
rado ó  salvado. 

Art.  680.  Si  el  acreedor  que  tenga  un 
privilegio  sobre  uno  ó  más  objetos  que- 
dare postergado  en  el  precio  de  dichos 
objetos  á  un  acreedor  cuyo  privilegio  se 
extienda  también  á  otros  objetos,  se 
subrogará  el  primero  en  el  privilegio 
perteneciente  al  último  acreedor. 

El  mismo  derecho  tendrán  los  demás 
acreedores  privilegiados  que  experi- 
menten algún  perjuicio  á  consecuencia 
de  dicha  subrogación. 

Art.  68L  Los  créditos  privilegiados 
en  la  misma  categoría  concurrirán  entre 
sí,  en  caso  de  insuficiencia  de  la  cosa, 
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en  propoireión  á  su  importe,  si  sé  con- 
trajeren en  el  mismo  puerto.  Mas  si  ta- 
les créditos  nacieren  con  posterioridad, 
después  de  reanudado  el  viaje,  serán 
preferidos  los  créditos  posteriores  á  los 
anteriores. 

Art.  682.  Si  el  título  de  crédito  privi- 
legiado fuere  á  la  orden,  el  endoso 
transmitirá  también  el  privilegio. 

CAPÍTULO  II.— DE  LOS  CRÉDITOS  PRIVI- 
LEGIADOS SOBRE  LOS  EFECTOS  EMBAR- 
CADOS. 

Art.  683.  Tienen  privilegio  sobre  los 
efectos  embarcados,  y  se  pagarán  en  el 
orden  indicado  en  el  presente  artículo, 
los  siguientes  créditos: 

1.^  Las  costas  judiciales  hechas  en 
interés  común  de  los  acreedores  para 
actos  conservatorios  y  ejecutivos  sobre 
los  efectos  embarcados; 

2.*^  Los  gastos,  indemnizaciones  y 
primas  de  salvamento  debidas  por  el 
último  viaje; 

3.®  Los  derechos  de  aduana  debidos 
por  los  efectos  embarcados,  en  el  lugar 
del  desembarque; 

4.°  Los  gastos  de  transporte  y  de 
descarga; 

5.**  El  alquiler  de  los  almacenes  en 
que  se  hubieren  depositado  los  efectos 
embarcados; 

6.^  Las  cantidades  debidas  á  título 
de  contribución  en  las  averías  co- 
munes; 

7.*^    Las  primas  de  seguro; 

8.**  El  capital  é  intereses  debidos  por 
las  obligaciones  contraídas  por  el  capi- 
tán sobre  el  cargamento,  en  los  casos 
previstos  en  el  art.  519,  y  previo  el  cum- 
plimiento de  las  formalidades  pres- 
critas; 

9,®     Cualquier  otro   préstamo  á  la 


gruesa  cuando  el  prestamista  tenga  el 
conocimiento. 

Art.  684.  Se  extinguirán  los  privile- 
gios indicados  en  el  artículo  anterior, 
si  no  se  ejerciere^  la  acción  en  el  plazo 
de  quince  días,  á  contar  desde  el  des- 
embarque, y  antes  que  las  cosas  des- 
embarcadas hayan  pasado  á  poder  de 
tercero. 

Para  el  embargo,  depósito  ó  prenda 
y  venta  forzosa  de  las  cosas  sujetas  al 
privilegio,  se  aplicarán  las  reglas  ge- 
nerales establecidas  por  el  Código  de 
procedimiento  civil,  salvo  los  casos  en 
que  disponga  otra  cosa  el  Tribunal  de 
Comercio. 

CAPÍTULO  III.— DE  LOS  CRÉDITOS  PRIVI- 
LEGIADOS SOBRE  EL  FLETE 

Art.  685.  Tienen  privilegio  sobre  el 
flete,  y  se  admitirán  al  pago  en  el  orden 
aquí  indicado,  los  créditos  siguientes: 

I.**  Las  costas  judiciales  hechas  por 
el  común  interés  de  los  acreedores  por 
actos  conservatorios  y  ejecutivos; 

2."  Los  gastos,  indemnizaciones  y 
primas  de  salvamento  debidas  por  el 
último  viaje; 

3.°  Los  sueldos,  emolumentos  é  in- 
demnizaciones debidas  á  las  gentes  de 
la  tripulación  por  el  viaje  por  el  que 
haya  devengando  el  flete; 

4.°  Las  cantidades  debidas  á  título 
de  contribución  en  las  averías  co- 
munes; 

5.°    Las  primas  de  seguro; 

6.°  El  capital  é  intereses  devengados 
por  las  obligaciones  contraídas  por  el 
capitán  sobre  el  flete,  en  los  casos  pre- 
vistos por  el  art.  519,  y  con  observan- 
cia de  las  formalidades  prescritas; 

7.**  Las  indemnizaciones  debidas  á 
los  fletadores  del  buque  por  falta  de  en- 
trega de  las  cosas  embarcadas  ó  por 
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las  averías  que  hubiere  sufrido  por  cul- 
pa del  capitán  ó  de  las  gentes  de  la  tri- 
pulación durante  el  último  viaje; 

8.°  Cualquiera  otra  deuda  garantida 
con  un  préstamo  á  la  gruesa  ó  con  una 
prenda  sobre  el  flete,  transcrita  y  men- 
cionada en  el  acta  de  nacionalidad. 

CAPÍTULO   IV.— DE  LOS  CRÉDITOS  PRI- 
VILEGIADOS SOBRE  EL  BUQUE 

Art.  686.  Los  buques  ó  partes  de  bu- 
que, aunque  estén  en  posesión  de  ter- 
cero, están  afectos  al  pago  de  los  cré- 
ditos declarados  privilegiados  por  la 
ley,  en  la  forma  y  límites  que  á  conti- 
nuación se  establecen. 

Art.  687.  Tienen  privilegio  sobre  el 
buque,  y  se  admitirán  al  pago  sobre  su 
importe  y  en  el  orden  indicado  en 
el  presente  artículo,  los  créditos  si- 
guientes: 

1  .^  Las  costas  judiciales,  hechas  por 
el  interés  común  de  los  acreedores  por 
actos  conservatorios  y  ejecutivos  sobre 
el  buque; 

2.°  Los  gastos,  indemnizaciones  y 
primas  de  salvamento  debidas  por  el 
último  viaje; 

3.®  Las  tasas  de  navegación  estable- 
cidas por  la  ley; 

4.**  Los  honorarios  del  piloto,  los  sa- 
larios del  guarda  y  los  gastos  de  custo- 
dia del  buque  después  de  su  entrada  en 
el  puerto; 

5.°  El  alquiler  de  los  almacenes  para 
la  conservación  de  los  aparejos  y  per- 
trechos del  buque; 

6.°  Los  gastos  de  conservación  del 
buque  y  de  los  aparejos  y  pertrechos 
desde  su  último  viaje  y  su  entrada  en 
el  puerto; 

7.**  Los  sueldos,  retribuciones  é  in- 
demnizaciones debidas  con  arreglo  á 
Jas  disposiciones  dej  título  JII  del  prcT 


senté  libro,  al  capitán  y  demás  perso- 
nas de  la  tripulación  por  el  último 
viaje; 

8.^  Las  cantidades  debidas  á  titulo 
de  contribución  en  las  averías  co- 
munes; 

9.°  El  capital  é  intereses  devengados 
por  las  obligaciones  contraídas  por  el 
capitán  para  las  necesidades  del  buque» 
en  los  casos  previstos  por  el  art.  519  y 
con  observancia  de  las  formalidades 
prescritas; 

10.  Las  primas  de  seguro  del  buque 
y  accesorios  por  el  último  viaje,  si  se 
hubiere  hecho  el  seguro  por  determina- 
do tiempo  ó  por  el  viaje,  y  para  los  bu- 
ques de  vapor  que  hacen  viajes  periódi- 
cos asegurados  por  determinado  tiem- 
po, las  primas  correspondientes  á  los 
últimos  seis  meses,  y  además  en  las  so- 
ciedades de  seguro  mutuo,  los  repartos 
y  contribuciones  por  los  últimos  seis 
meses; 

11.  Las  indemnizaciones  debidas  á 
los  fletadores  por  falta  de  entrega  de 
las  cosas  embargadas  ó  por  las  averías 
que  hubieren  sufrido  por  culpa  del  ca^- 
pitán  ó  de  las  gentes  de  la  tripulación 
durante  el  último  viaje; 

12.  El  importe  del  buque  todavía 
debido  al  vendedor; 

13.  Los  créditos  indicados  en  el  nú- 
mero 9.*^  ya  expresado,  que  fuera  de  pla^ 
zo  se  hubieren  transcrito  y  menciona- 
do; cualquier  otro  crédito  por  préstamo 
á  la  gruesa  sobre  el  buque,  y  los  crédi- 
tos para  los  que  éste  se  haya  dado  en 
prenda. 

En  el  caso  en  que  varios  de  los  cré- 
ditos previstos  en  el  núm.  13  estuvie- 
ren en  competencia,  se  determinará.  la 
preferencia  con  arreglo  á  la  fecha  de 
la  transcripción  del  título  y  de  su  men- 
ción en  el  acta  de  nacionalidad. 

Art.  688,    El  endosante,  el  cesiona- 
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rio,  el  subrogado  ó  el  acreedor  que  hu- 
bieren recibido  en  prenda  un  crédito 
contra  un  buque,  transcurrido  y  men- 
cionado, podrán  pedir  que  se  mencionen 
en  el  registro  llevado  por  el  capitán  del 
puerto  y  en  el  acta  de  nacionalidad  del 
buque,  el  endoso,  cesión,  subrogación 
ó  constitución  de  prenda  que  haya  te- 
nido lugar. 

Art.  689.  Los  privilegios  indicados 
en  los  anteriores  artículos  no  podrán 
ejercitarse  si  no  se  hubieren  conserva- 
do los  créditos  de  la  siguiente  manera: 

1.°  Las  costas  judiciales,  con  cuen- 
tas liquidadas  por  el  Juez  competente, 
en  la  forma  establecida  por  las  leyes 
de  procedimiento; 

2.^  Los  gastos,  indemnizaciones  y 
primas  de  salvamento,  así  como  los 
sueldos  de  los  pilotos,  con  sentencias, 
testimonios  de  la  autoridad  marítima  y 
demás  pruebas  que  la  autoridad  judi- 
cial juzgue  oportuno  admitir  según  las 
circunstancias; 

3.®  Los  derechos  de  navegación  con 
los  recibos  de  las  autoridades  compe- 
tentes; 

4.**  El  salario  del  guarda,  los  gastos 
de  vigilancia  indicados  en  el  núm.l." 
del  art.  687  y  los  créditos  indicados  en 
el  núm.  5.°  del  art.  683,  en  los  apar- 
tes 5.®  y  6.°  del  art.  687,  con  estados 
aprobados  por  el  Presidente  del  tri- 
bunal respectivo; 

5.®  Los  sueldos  y  retribuciones  del 
capitán  y  demás  personas  de  la  tripula- 
ción, por  los  roles  del  armamento  y  des- 
arme conservados  en  las  oficinas  de  la 
autoridad  marítima,  las  demás  indem- 
nizaciones con  el  informe  del  capitán  y 
con  las  demás  pruebas  de  los  aconte- 
cimientos que  los  hayan  motivado; 

6.**  Las  cantidades  debidas  á  título 
de  contribución  en  las  averías  comunes, 
con  las  actas  relativas  á  su  reparto; 


7.°  Los  créditos  indicados  en  el  nú- 
mero 8.®  del  art.  683,  en  el  núm.  6.®  del 
artículo  685,  y  en  el  núm.  9.°  del  ar- 
tículo 687,  con  las  actas  firmadas  por 
los  principales  de  la  tripulación,  con 
las  órdenes  de  autorización,  con  los 
estados  firmados  por  el  capitán  y  con- 
firmados por  peritos,  con  las  actas  de 
venta  y  las  firmadas  por  él  ó  por  medio 
de  otros  escritos  que  demuestren  la 
necesidad  de  los  gastos; 

8.®  Las  primas  de  seguro,  con  sus 
pólizas  Ú  otros  títulos  firmados  por  el 
asegurado  y  con  los  extractos  de  los 
libros  de  los  corredores  de  seguros,  los 
repartos  ó  las  contribuciones  en  las  so- 
ciedades de  seguros  mutuos,  con  un 
extracto  de  los  registros  de  admisión 
de  los  buques  en  la  sociedad; 

9.°  Los  daños  y  perjuicios  debidos 
á  los  fletadores  del  buque,  con  las  sen- 
tencias que  los  hayan  liquidado;  y  si  al 
distribuir  su  importe  se  dictare  la  sen- 
I  tencia  de  condena  en  daños  y  perjui- 
cios, sin  que  se  hayan  liquidado  los 
mismos,  podrán  los  acreedores,  según 
las  circunstancias,  ser  admitidos  al 
pago  por  una  cantidad  aproximada, 
prestando  fianza  de  que  restituirán  lo 
que  hubieren  recibido  de  más;  asimis- 
mo serán  admitidos  al  pago  los  acree- 
dores posteriores  á  los  primeros,  si 
prestaren  fianza  de  restitución; 

10.  La  venta  del  buque  con  la  escri- 
tura de  venta  transcrita  y  mencionada 
en  la  forma  establecida  en  el  art.  493; 

11.  Los  créditos  mencionados  en  el 
número  9.°  del  art.  683,  en  el  núm.  8.** 
del  685  y  en  el  núm.  13  del  art.  687,  con 
los  respectivos  documentos  transcritos 
y  mencionados  de  la  manera  prescrita. 

Art.  690.    Además  de  las  reglas  ge- 
nerales para  la  extinción  de  las  obliga- 
ciones, se  extinguirán  Jos  privilegio^ 
I  de  los  acreedores; 
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1 .°  Con  la  venta  forzosa,  hecha  á  pe- 
tición de  los  acreedores  por  cualquiera 
otra  causa,  con  arreglo  á  las  formali- 
dades establecidas  por  el  procedimien- 
to comercial,  y  después  del  pago  del 
precio  sobre  el  que  hubiere  versado  el 
privilegio; 

2.°  Con  la  espiración  del  plazo  de 
tres  meses  en  caso  de  enajenación  vo- 
luntaria del  buque. 

Comenzará  á  correr  este  plazo  desde 
la  fecha  de  la  transcripción  de  la  escri- 
tura de  enajenación,  si  el  buque  estu- 
viere, al  hacer  la  transcripción,  en  la 
circunscripción  del  puerto  donde  estu- 
viere matriculado,  y  desde  la  fecha  de 
su  regreso  en  dicha  circunscripción,  si 
la  transcripción  de  la  enajenación  se 
hubiere  hecho  después  de  la  salida  del 
buque,  á  condición  de  que  en  el  plazo 
de  un  mes  desde  la  fecha  de  la  trans- 
cripción sea  notificada  la  venta  á  los 
acreedores  privilegiados  cuyos  títulos 
estén  mencionados  en  el  acta  de  na- 
cionalidad. 

No  podrá  tener  lugar  la  extinción  del 
privilegio  respecto  del  acreedor  privi- 
legiado que  antes  de  la  espiración  del 
plazo  haya  citado  ajuicio  al  comprador 
del  buque  para  obtener  el  reconoci- 
miento de  su  privilegio. 

Art.  691.  El  adquirente  de  un  buque 
ó  parte  de  buque,  para  liberarle  de  los 
créditos  privilegiados  á  que  no  esté 
personalmente  obligado,  deberá  notifi- 
car á  los  acreedores  antes  de  dar  en 
prenda,  ó  del  embargo  del  buque,  un 
acta  que  contenga: 

1.**  La  fecha  y  naturaleza  de  su  títu- 
lo, las  fechas  de  su  transcripción  y  men- 
ción en  el  acta  de  nacionalidad: 

2.°  Los  nombres  y  apellidos  de  su 
autor; 

3.°  El  nombre,  clase  y  porte  del  bu- 
íjue; 


4.®  El  precio  convenido  y  cualquier 
otra  carga  impuesta  al  adquirente  ó 
el  valor  que  ofrezca  pagar; 

5.**  La  lista  de  acreedores,  con  indi- 
cación de  sus  nombres  y  apellidos  y 
cantidades  que  se  les  deben;  la  fecha 
de  sus  títulos,  de  la  transcripción  y 
mención  en  el  acta  de  nacionalidad; 

6.^  La  oferta  de  depositar  el  precio 
convenido  ó  el  valor  declarado,  para 
que  se  reparta  entre  los  acreedores; 

7.**  La  elección  de  un  domicilio  en  el 
punto  donde  actúe  el  tribunal  que  será 
competente  para  proceder  á  la  venta 
en  subasta,  si  ésta  debiera  tener  lugar. 

Se  publicará  un  extracto  sucinto  de 
dicha  acta  en  el  Diario  de  Anuncios  Ju- 
diciales de  la  localidad  en  que  se  ha- 
lle el  puerto  de  procedencia  del  buque, 
haciendo  esta  publicación  las  veces  de 
notificación  para  los  créditos  que  no 
estén  sujetos  á  la  publicidad. 

Art.  692.  Todo  acreedor  privilegia- 
do, ó  el  fideiyusor  de  un  crédito  privile- 
giado, podrá,  en  el  plazo  de  quince  días 
después  de  la  notificación  ó  publicación 
antes  mencionadas,  solicitar  la  venta 
del  buque  en  pública  subasta,  ofrecien- 
do la  puja  del  décimo  y  poniendo  fian- 
za para  el  pago  del  precio  y  cancela- 
ción de  cualquiera  otra  carga. 

Se  notificará  esta  instancia  privada 
por  el  que  la  hubiere  hecho  ó  por  su 
mandatario  especial  al  comprador,  con 
citación  ante  el  tribunal  del  punto  en 
que  estuviere  inscrito  el  buque,  para 
que  estatuya  la  justicia,  tanto  sobre  la 
admisibilidad  de  la  fianza,  como  sobre 
la  petición  de  venta. 

Art.  693.  Si  no  se  hubiere  solicitado 
la  venta  dentro  del  plazo  y  en  la  forma 
establecida  en  el  artículo  anterior,  ó 
fuere  denegada  la  instancia,  quedará 
definitivamente  fijado  el  precio,  obte- 
niendo el  adquirente  con  su  depósito  la 
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propiedad  del  buque  ó  parte  de  éste, 
libre  de  todo  privilegio.  En  ese  caso  pa- 
sarán los  privilegios  á  gravar  el  precio 
depositado,  que  deberá  repartirse  como 
en  los  casos  de  venta  forzosa. 

Si  se  admitiere  la  instancia,  autori- 
zará el  tribunal  en  la  misma  sentencia 
la  venta  del  buque,  que  se  hará  de  con- 
formidad con  las  disposiciones  conte- 
nidas en  el  procedimiento  del  Código 
de  Comercio. 

Art.  694.    La  cancelación  de  las  ins- 


cripciones ó  de  la  mención  de  los  pri- 
vilegios sólo  podrá  hacerse  con  el  con- 
sentimiento de  las  partes  interesadas, 
ó  en  virtud  de  una  decisión  que  haya 
quedado  firme. 

Cualquiera  persona  podrá  obtener  un 
acta,  en  que  se  establezca  la  existencia 
de  una  ó  varias  transcripciones  sobre 
un  buque  ó  parte  de  buque,  ó  una  cer- 
tificación de  que  no  existe  ninguna 
carga. 


LIBRO  TERCERO 

DE     LA    QUIEBRA 


TÍTULO  PRIMERO.— DE  la  declaha- 

CIÓN  DE  QUIEBRA  Y  DE  SUS  EFECTOS 

Art.  695.'  Se  hallará  en  estado  de 
quiebra  el  comerciante  que  haya  cesa- 
do en  el  pago  de  sus  deudas  comer- 
ciales. 

Art.  696.  Se  declarará  la  quiebra  por 
medio  de  una  decisión  judicial  dictada 
en  vista  de  la  declaración  del  quebrado 
ó  de  la  petición  de  uno  6  varios  acree- 
dores, 6  de  oficio. 

Art.  697.  Se  dictará  la  declaración 
de  quiebra  por  el  Tribunal  de  Comer- 
cio en  cuya  jurisdicción  tenga  el  que- 
brado su  principal  establecimiento  co- 
mercial. 

El  Tribunal  entenderá  en  todo  el  pro- 
cedimiento de  la  quiebra  y  juzgará  de 
todas  las  acciones  que  de  ella  se  deri- 
ven, si  por  su  naturaleza  no  fueren  de 
la  competencia  de  la  jurisdicción  civil. 

Se  regirán  las  formas  del  procedi- 
miento en  esta  materia  por  las  dispo- 
siciones especiales  contenidas  en  el  li- 
bro IV  y  por  las  del  Código  de  procedi- 
miento civil. 

Art.  698.  El  quebrado  estará  obliga- 
gado  á  hacer  al  Tribunal  de  Comercio 
la  declaración  indicada  en  el  articulo 
anterior,  dentro  de  los  tres  dias  des- 


pués de  la  suspensión  de  pagos,  inclu- 
yéndose en  los  tres  días  aquél  en  que  se 
suspendan. 

La  declaración  deberá  ir  acompaña- 
da de  la  presentación  del  balance,  for- 
mado y  certiflcado  como  verdadero  por 
el  quebrado,  y  de  sus  libros  de  comercio 
en  el  estado  en  que  se  hallen. 

El  balance  deberá  contener  la  indi- 
cación y  valuación  aproximada  de  to- 
dos los  bienes  muebles  é  inmuebles  del 
quebrado,  el  estado  de  las  deudas  y  de 
los  créditos,  con  los  nombres,  apellidos 
y  domicilio  de  cada  acreedor,  y,  en 
cuanto  fuere  posible,  la  causa  de  cada 
deuda,  un  estado  de  las  ganancias  y 
pérdidas,  asi  como  el  de  los  gastos  per- 
sonales del  quebrado  y  su  Tamilia  du- 
rante todo  el  tiempo  del  ejercicio  de  su 
comercio. 

Art.  699.  Todo  acreedor,  cuyo  cré- 
dito tenga  una  causa  comercial,  podrá 
solicitar  del  tribunal  competente  la  de- 
claración de  quiebra  de  su  deudor  co- 
merciante, probando  la  suspensión  de 
pagos. 

No  serán  admitidos  á  solicitar  la  de- 
claración de  quiebra  los  descendientes, 
ascendientes  y  cónyuge  del  deudor. 

Art.  700.  Si  fuere  notoria  la  suspen- 
sión de  pagos  de  un  comerciante,  ó  si 
resultare  de  hechos  indudables,  el  tri- 
bunal declarará  la  quiebra  de  oficio; 
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pero  si  lo  estima  necesario,  podrá  oir 
previamente  al  quebrado. 

Art.  701.  En  los  siete  primeros  días 
de  cada  mes  los  Escribanos  y  Jueces 
de  paz  transmitirán  al  Presidente  del 
Tribunal  de  Comercio  en  cuya  juris- 
dicción se  hallen,  ó  del  Tribunal  civil 
que  le  sustituya,  un  estado  de  los  pro- 
testos hechos  durante  el  mes  anterior, 
que  deberá  indicar  la  fecha  de  cada 
uno,  los  nombres  y  domicilio  de  las 
personas  cuya  ñrma  haya  sido  protes- 
tada y  los  de  las  personas  que  hubie- 
ren pedido  el  protesto,  el  vencimiento 
de  la  obligación  protestada,  la  canti- 
dad indicada  y  los  motivos  de  la  dene- 
gación de  pago. 

Se  harán  dichos  cuadros  con  arreglo 
á  formularios  impresos  remitidos  por 
el  Ministerio,  y  que  deberán  reunirse  en 
cuadernos  mensuales  y  conservarse  en 
el  archivo,  para  que  todos  puedan  to- 
mar conocimiento  de  ellos. 

El  Escribano  ó  Juez  de  paz  que  no 
cumpla  con  esta  obligación  incurrirá 
en  multa  de  5  á  50  pesetas,  que  se  de- 
cretará por  todo  el  tribunal. 

Art.  702.  El  comerciante  que  se  haya 
retirado  del  comercio  podrá  ser  decla- 
rado en  quiebra,  pero  sólo  dentro  de 
los  cinco  años  siguientes  á  este  suceso 
y  cuando  la  suspensión  de  pagos  haya 
tenido  lugar  durante  el  ejercicio  del  co- 
mercio ó  también  en  el  año  siguiente, 
para  deudas  resultantes  del  mismo 
ejercicio. 

Podrá  declararse  la  quiebra  después 
del  fallecimiento  del  comerciante,  pero 
sólo  durante  el  curso  del  año  siguiente 
de  este  acontecimiento. 

Art.  703.  En  la  sentencia  en  que  se 
declare  la  quiebra  deberá  el  tribunal: 

1.**  Nombrar  de  su  seno  un  Juez  de- 
legado para  el  procedimiento  de.  la 
quiebra; 


2.**    Ordenar  la  imposición  de  sellos; 

3.°    Nombrar  un  Síndico  provisional; 

4.**  Fijar  el  día,  hora  y  lugar  en  que 
habrán  de  reunirse  los  acreedores,  en 
las  veinticuatro  horas  siguientes  á  la 
sentencia  para  el  nombramiento  de  los 
miembros  de  la  Delegación  de  vigilan- 
cia, y  para  que  sean  consultados  acer- 
ca del  nombramiento  definitivo  del  Sin- 
dico; 

5.°  Fijar  un  plazo,  que  no  pasará  de 
un  mes,  en  el  que  lo^  acreedores  debe- 
rán presentar  en  la  Secretaria  del  tri- 
bunal la   afirmación  de  sus  créditos; 

6.°  Determinar  el  día  y  hora  en  que 
se  procederá,  en  las  veinticuatro  horas 
siguientes,  en  el  local  del  tribunal,  á  la 
redacción  del  acta  de  comprobación  de 
los  créditos. 

También  deberá  contener  la  senten- 
cia la  orden  para  el  quebrado,  de  pre- 
sentar, dentro  de  los  tres  días,  el  balan- 
ce indicado,  con  las  formalidades  pres- 
critas por  el  art.  698,  y  sus  libros,  si  ya 
no  los  hubiere  depositado. 

Esta  sentencia  será  ejecutiva. 

Art.  704.  Si  parte  de  los  bienes  de  un 
comerciante  declarado  en  quiebra  se 
hallaren  en  otra  localidad,  intervendrá 
el  Juez  comisario  por  exhorto  dirigido  á 
la  autoridad  judicial  local  para  la  impo- 
sición de  sellos  y  redacción  de  las  actas 
en  que  se  haga  constar  esta  operación. 

Art.  705.  Se  publicará  en  el  Diario  de 
Anuncios  judiciales^  y  se  fijará  en  la  sa- 
la del  tribunal,  un  extracto  que  conten- 
ga la  parte  dispositiva  de  la  sentencia 
que  declare  la  quiebra. 

Art.  706.  El  quebrado  tendrá  derecho 
á  formular  oposición  contra  la  senten- 
cia declaratoria  de  la  quiebra  dictada 
de  oficio  ó  á  petición  de  uno  ó  más  in- 
teresados, ante  el  tribunal  que  la  hubie- 
re dictado,  en  el  plazo  de  ocho  días 
después  de  la  fijación  de  la  copia  de  la 
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sentencia   en  )a  puerta  del  tribunal. 

Cualquiera  otra  persona  interesada 
tendrá  derecho  á  formular  oposición 
contra  la  sentencia  declaratoria  de 
quiebra  en  el  plazo  de  quince  días  des- 
de la  fecha  del  cumplimiento  de  la  mis- 
ma formalidad. 

La  sentencia  sobre  la  oposición  se 
dictará  contradictoriamente  con  el  Sín- 
dico. 

Art.  707.  Inmediatamente  después  del 
pronunciamiento  de  la  sentencia  decla- 
ratoria de  quiebra,  el  Fiscal  del  tribunal 
deberá  siempre  tomar,  conocimiento  de 
todos  los  documentos  del  expediente  pa- 
ra ver  si  há  lugar  á  una  acción  criminal. 

Con  ese  fin  el  Presidente  del  tribunal 
deberá  comunicar  en  las  venticuatro 
horas  al  Fiscal  copia  de  la  sentencia 
declaratoria  de  quiebra,  con  las  demás 
actas  que  se  hallen  en  el  tribunal. 

Art.  708.  El  Tribunal  de  Comercio 
podrá  ordenar,  al  dictar  la  sentencia  de- 
claratoria de  quiebra  ó  con  posteriori- 
dad, en  cualquier  estado  del  procedi- 
miento, la  detención  del  quebrado  con- 
tra el  cual  existan  suñcientes  indicios 
de  responsabilidad  penal,  principal- 
mente en  el  caso  de  desaparición  ó  de 
falta  no  justiñcada  de  la  presentación 
del  balance  ó  de  los  libros  de  comercio, 
y  también  la  de  los  cómplices  ó  culpa- 
bles de  las  infracciones  previstas  en  el 
titulo  VIII  del  presente  libro. 

El  auto  de  arresto  deberá  comunicar- 
se inmediatamente  al  Fiscal  por  cuyas 
diligencias  se  haya  llevado  á  cabo  el 
arresto. 

Art.  709.  El  procedimiento  de  la 
quiebra  ante  la  jurisdicción  comercial 
y  la  instrucción  ó  procedimiento  penal 
se  seguirán  independientemente  uno  de 
otro  y  sin  interrupción,  salvo  los  casos 
previstos  en  el  art.  852  y  en  el  primer 
aparte  del  art.  874. 


El  Juez  de  instrucción  podrá  recoger 
cerca  del  Tribunal  de  Comercio,  del 
Juez  delegado  y  del  Síndico,  todos  los 
informes  y  datos  que  pueda  necesi- 
tar; también  podrá  comprobar  ó  pedir 
copias  ó  extractos  de  las  actas  del  pro- 
cedimiento de  la  quiebra,  así  como  de 
los  libros  y  papeles  del  quebrado,  pero 
no  podrá  sacarlos  del  archivo  del  Tri- 
bunal de  Comercio. 

Cuando  esté  completa  la  instrucción, 
deberá  declarar  siempre  el  Juez  de  ins- 
trucción si  há  lugar  ó  no  á  continuarla 
contra  los  inculpados. 

La  decisión  defínitiva  de  las  ins- 
tancias penales  deberá  anotarse  al 
margen  en  la  sentencia  declaratoria  de 

quiebra,  y  se  publicará  como  dicha  sen- 
tencia . 

Art.  710.  Se  inscribirán  los  nombres 
y  apellidos  del  quebrado  en  un  cuadro 
fíjado  en  la  sala  del  tribunal  que  haya 
declarado  la  quiebra  y  en  las  salas  de 
las  Bolsas  de  comercio. 

Aquéllos  cuyos  nombres  fíguren  en 
dicho  cuadro  no  podrán  entrar  en  los 
locales  de  la  Bolsa.  Deberá  inscribirse 
esta  decisión  en  el  cuadro. 

Art.  711.  Mientras  no  esté  termina- 
do el  procedimiento  de  la  quiebra,  no 
podrá  el  quebrado  alejarse  de  su  domi- 
cilio sin  un  permiso  del  Juez  delegado, 
y  estará  obligado  á  presentarse  ante 
dicho  Juez,  siempre  que  sea  llamado. 
Mas  si  el  Juez  reconociere  que  el  que- 
brado está  impedido  para  presentarse 
en  persona^  por  razones  bien  fundadas, 
podrá  autorizarle  á  presentarse  por 
mandatario. 

Art.  712.  La  sentencia  declaratoria 
de  quiebra  quita  de  pleno  derecho  al 
quebrado,  desde  el  día  en  que  se  dicta, 
la  administración  de  sus  bienes,  aun 
de  los  que  hubiere  adquirido  durante  la 
quiebra. 


RUMAN! A.— CÓDIGO  DE  COMERCIO 


721 


Las  acciones  que  incumben  al  que- 
brado sólo  podrán  ser  ejercitadas  por 
el  Síndico,  excepto  las  que  conciernen 
á  sus  derechos  exclusivamente  penales 
ó  los  que  sean  extraños  á  la  quiebra. 

Desde  el  día  de  la  declaración  de  la 
quiebra  sólo  podrán  entablarse  contra 
el  Síndico  las  acciones  contra  el  que- 
brado relativas  á  sus  bienes  muebles 
ó  inmuebles,  ó  los  actos  ejecutivos  so- 
bre los  mismos  bienes. 

Si  el  tribuna]  lo  juzgase  oportuno, 
podrá  permitir  ú  ordenar  que  se  cite  al 
quebrado,  sobre  todo  si  tuviere  intere- 
ses opuestos  á  los  del  Sindico. 

Tendrá  el  quebrado  derecho  á  inter- 
venir en  las  cuestiones  en  que  pudieran 
resultar  á  su  cargo  las  acusaciones  de 
bancarrota. 

Art.  713.  La  sentencia  declaratoria 
de  quiebra  suspende,  sólo  respecto  de 
la  masa,  el  curso  de  los  intereses  de  los 
créditos  no  garantidos  con  hipoteca, 
prenda  ú  otro  privilegio. 

Sólo  podrán  exigirse  los  intereses  de 
los  créditos  garantidos  de  las  cantida- 
des provinientes  de  la  venta  de  los  bie- 
nes afectos  al  privilegio  ó  hipoteca; 
pero  cuando  á  consecuencia  de  la  insu- 
ficiencia de  estas  garantías  se  ejercite 
el  derecho  de  crédito  contra  la  masa 
quirografaria,  el  excedente  no  garanti- 
do del  crédito  se  determinará  sin  tener 
en  cuenta  intereses  posteriores  á  la  fe- 
cha de  la  sentencia  declaratoria  de  la 
quiebra. 

Art.  714.  Se  reputarán  vencidas  por 
efecto  de  Id  declaración  de  quiebra  las 
deudas  de  vencimiento  fijo  á  cargo  del 
quebrado  y  aquéllas  cuyo  vencimiento 
estuviere  subordinado  á  su  voluntad. 

Art.  715.  Por  los  alquileres  que  deba 
el  quebrado,  se  suspenderán,  durante 
los  treinta  días  siguientes  á  la  senten- 
cia declaratoria  de  quiebra,  los  actos 
Tomo  IX.— Instituciones  jurídicas. 


ejecutivos  sobre  los  bienes  muebles 
que  sirvan  para  su  comercio,  salvo  las 
medidas  conservatorias  y  el  derecho 
que  el  propietario  hubiere  adquirido 
con  anterioridad  para  entrar  de  nuevo 
en  la  posesión  de  los  locales  alquila- 
dos. Cuando  el  propietario  haya  adqui- 
rido este  derecho,  cesará  ipso  jure  la 
suspensión  de  los  actos  ejecutivos  an- 
tes mencionados. 

Art.  716.  Si  por  las  necesidades  de 
su  comercio  fuere  el  quebrado  inquilino 
de  inmuebles  y  debiera  durar  más  de 
un  año  el  contrato,  á  contar  desde  la 
fecha  de  la  declaración  de  quiebra,  ten- 
drá la  masa  de  los  acreedores  la  facul- 
tad de  pedir  la  rescisión  de  dicho  con- 
trato, dando  al  propietario  una  justa  in- 
demnización. 

Art.  717.  El  tribunal,  en  la  sentencia 
declaratoria  de  quiebra  ó  en  otr^  sen- 
tencia posterior  y  de  oficio  ó  á  petición 
de  cualquiera  interesado,  determinará 
provisionalmente  el  día  de  la  suspen- 
sión de  pagos. 

A  falta  de  determinación  especial,  se 
reputará  que  tuvo  lugar  la  suspensión 
de  pagos  el  día  del  pronunciamiento  de 
la  sentencia  declaratoria  de  quiebra,  ó 
el  día  de  la  muerte  del  quebrado,  ó  el 
en  que  se  retiró  del  comercio,  si  se  hu- 
biere declarado  después  de  estos  acon- 
tecimientos. 

En  ningún  caso  podrá  fijarse  la  sus- 
pensión de  pagos  en  una  época  ante- 
rior de  más  de  tres  años  á  las  fechas 
antes  mencionadas. 

Art.  718.  No  constituirá  prueba  de 
suspensión  de  pagos  el  negarse  á  pa- 
gar algunas  deudas,  apoyándose  en  ex- 
cepciones que  el  deudor  crea  de  buena 
fe  fundadas;  asimismo  el  hecho  mate- 
rial de  continuar  los  pagos  por  medios 
arbitrados  de  un  modo  ruinoso  ó  frau- 
dulento, no  impedirá  la  declaración  de 
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que  el  comerciante  estuvo  realmente 
en  estado  de  suspensión  de  pagos. 

Art.  719.  Podrá  formularse  oposi- 
ción contra  la  sentencia  que  fije  provi- 
sionalmente^ en  una  época  anterior,  la 
fecha  de  la  suspensión  de  pagos  ante  el 
tribunal  que  lahubiere  pronunciado,  con 
tal  que  se  notifique  dicha  oposición  en 
los  ocho  días  después  de  la  clausura  del 
acta  de.la  comprobación  de  los  créditos. 
Todas  las  cuestiones  contra  dicha 
sentencia  se  discutirán  contradictoria- 
mente con  el  Sindico  en  la  audiencia 
fijada  para  la  discusión  de  las  cuestio- 
nes surgidas  al  comprobar  los  créditos, 
siendo  resueltos  al  mismo  tiempo  que 
ellos  en  un  solo  y  mismo  fallo. 

Después  de  espirar  este  plazo,  ó  cuan- 
do la  sentencia  que  haya  estatuido  so- 
bre las  cuestiones  no  esté  ya  sujeta  á 
oposición  ó  apelación,  quedará  irrevo- 
cablemente fijada  la  fecha  de  la  sus- 
pensión de  los  pagos  para  todos  los 
acreedores. 

Art.  720.  Serán  nulos  de  derecho  to- 
dos los  actos  y  operaciones  del  quebra- 
do, y  todos  los  pagos  hechos  por  él  des- 
pués de. la  sentencia  declaratoria  de 
quiebra. 

Son  también  nulos  respecto  de  la 
masa  de  acreedores: 

1.**  Todos  los  actos  y  enajenaciones 
á  titulo  gratuito  hechos  después  de  la 
fecha  de  la  suspensión  de  pagos; 

2.^  El  petgo  de  deudas  no  vencidas 
hecho  después  de  la  indicada  fecha,  en 
dinero  ó  por  cesión,  venta,  compensa- 
ción ó  de  otro  modo. 

Art.  721.  Deberán  anularse,  de  con- 
formidad con  las  disposiciones  del  ar- 
tículo 975  del  Código  civil,  todos  los 
actos,  pagos  y  enajenaciones  hechos 
con  fraude  para  los  derechos  de  los 
acreedores,  en  cualquiera  época  que 
hubieren  tenido  lugar. 


Art.  722.  Se  reputarán  hechos  con 
fraude  de  los  derechos  de  los  acreedo- 
res y,  á  falta  de  prueba  en  contrario, 
serán  nulos  respecto  de  la  masa  de  los 
acreedores,  los  actos  siguientes,  si  se 
hubiesen  efectuado  después  de  la  fecha 
de  la  suspensión  de  pagos: 

1.^  Todos  los  actos,  pagos  y  enaje- 
naciones á  titulo  oneroso,  cuando  el 
tercero  conozca  el  estado  de  la  suspen- 
sión de  pagos  en  que  se  hallaba  el  co- 
merciante, aunque  todavía  no  haya 
sido  declarado  en  quiebra; 

2,^  Los  actos  y  contratos  conmuta- 
tivos en  que  los  valores  suministrados 
ó  las  obligaciones  contraídas  por  el 
quebrado  excedan,  con  mucho,  de  lo 
que  se  le  haya  dado  ó  prometido; 

3.°  Los  pagos  de  deudas  vencidas  y 
exigibles  que  no  se  hayan  efectuado  en 
dinero  ó  en  efectos  de  comercio; 

4.**  Las  prendas,  anticresis  é  hipote- 
cas constituidas  sobre  los  bienes  del 
deudor. 

Igual  presunción  existirá  respecto  de 
actos,  pagos  y  enajenaciodes  por  cual- 
quier título  que  fuere,  hechos  en  los 
diez  días  que  precedan  á  la  declaración 
de  quiebra,  aunque  no  concurran  las 
circunstancias  antes  mencionadas. 

Art.  723.  Las  inscripciones  hipote- 
carias hechas  en  virtud  de  un  titulo 
reconocido  válido  no  estarán  compren- 
didas en  las  disposiciones  que  prece- 
den, si  fueren  anteriores  á  la  sentencia 
declaratoria  de  quiebra. 

Art.  724.  Si  después  de  la  suspen- 
sión de  pagos  y  antes  del  pronuncia- 
miento de  la  sentencia  declaratoria  de 
quiebra,  hubiere  pagado  el  comercian- 
te títulos  de  cambio,  sólo  podrá  dirigir- 
se la  acción  de  restitución  del  dinero 
contra  el  último  obligado  por  vía  de  re- 
curso, que  haya  tenido  conocimiento 
de  Id  suspensión  de  pagos  en  el  momen- 
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to  en  que  se  giró  ó  se  endosó  el  título 
de  cambio. 

Art.  725.  Si  el  comerciante  hubiere 
sido  declarado  en  quiebra  después  de 
su  muerte,  ó,  si  muriere  después  de  la 
declaración  de  quiebra,  su  cónyuge, 
sus  hijos  y  sus  herederos  podrán  per^ 
sonarse  por  sí  ó  por  mandatarios  en 
lugar  del  difunto,  al  hacerse  el  balance, 
examinarse  los  libros  y  formarse  el 
procedimiento  de  la  quiebra. 

TÍTULO  II.— DE  LA  ADMINISTRACIÓN 
DE   LA    QUIEBRA 

Capítulo  primero.— De  las  personas 
encargadas  de  la  administración  de 
la  quiebra, 

Art.  726.  Ejercerá  la  administración 
de  la  quiebra  un  Síndico  nombrado  por 
el  tribunal,  bajo  la  vigilancia  de  una 
delegación  de  los  acreedores  y  bajo  la 
dirección  del  Juez  delegado. 

Tendrá  por  objeto  la  conservación  y 
liquidación  de  los  bienes  del  quebrado 
y  su  reparto  entre  los  acreedores. 

Sección  primera 

Del  Síndico 

Art.  727.  El  tribunal  elegirá  al  Síndi- 
co entre  las  personas  extrañas  á  la 
masa  de  los  acreedores,  que  no  sean 
parientes  ni  afines  del  quebrado  hasta 
el  cuarto  grado  inclusive. 

Art.  728.  Las  Cámaras  de  Comercio 
en  cuyos  distritos  haya  ciudades  en 
que  actúe  un  Tribunal  de  Comercio  ó 
que  se  distingan  por  su  importancia 
comercial,  podrán  formar  por  votación 
secreta  una  lista  de  las  personas  más 
aptas  para  ejercer  el  cargo  de  Síndico 
en  las  quiebras. 


Se  comunicará  al  respectivo  Tribunal 
de  Comercio  la  lista,  que  se  renovará 
cada  dos  años.  Las  personas  inscritas 
en  la  primera  lista  podrán  continuar 
figurando  en  la  lista  renovada. 

No  perderán  los  Síndicos  de  una  quie- 
bra las  funciones  que  se  les  hayan  con- 
ferido, aunque  no  figure  su  nombre  en 
la  nueva  lista  formada  á  la  espiración 
de  los  dos  años. 

Art.  729.  Donde  hubiere  la.  lista  in- 
dicada en  el  artículo  anterior,  deberá 
elegirse  el  Síndico  entre  las  personas 
que  figuren  en  ella,  si  el  tribunal,  por 
motivos  que  deberá  enunciar  en  su  sen- 
tencia ó  en  su  decisión,  no  juzgase 
oportuno  nombrar  á  otra  persona  fue- 
ra de  la  lista. 

Art.  730.  Después  de  la  primera  jun- 
ta de  acreedores,  indicada  en  el  artícu- 
lo 703,  y  vista  el  acta  de  dicha  junta, 
declarará  el  tribunal  definitivo  el  nom- 
bramiento de  Síndico  hecho  provisio- 
nalmente, ó  conferirá  dicho  cargo  á 
otra  persona. 

Art.  731.  El  nombramiento  provisio- 
nal ó  definitivo  deberá  notificarse  in- 
mediatamente al  Síndico. 

El  Síndico  que  no  quisiere  aceptar  el 
cargo,  deberá  declarar  al  tribunal  su 
negativa  dentro  de  los  tres  días  de  la 
notificación  de  su  nombramiento. 

Aun  después  de  este  plazo  podrá  el 
Sindico  solicitar  del  tribunal  que  se  le 
dispense;  mas  no  podrá  abandonar  el 
cargo  antes  de  que  se  le  nombre  un  su- 
cesor y  de  que  haya  entregado  á  éste  el 
patrimonio  de  la  quiebra  y  las  cuentas 
de  su  administración. 

Art.  732.  Si  los  acreedores,  antes  ó 
en  la  junta  en  que  se  levante  acta  de  la 
■comprobación  de  los  créditos,  pidieren 
que  en  lugar  del  Síndico  nombrado  por 
el  tribunal,  se  nombre  otro  de  su  con- 
fianza, aun  cuando  no  figure  éste  en  la 
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lista  de  los  elegibles  ó  estuviere  intere- 
sado en  la  quiebra,  si  la  mayoría  exigi- 
da para  la  validez  del  convenio  apoyare 
su  petición,  deberá  concederse  la  sus- 
titución. 

Art.  733.  Siempre  podrá  el  tribunal 
destituir  al  Sindico  y  sustituirlo  con 
otra  persona,  ya  á  petición  de  los 
acreedores,  ya  de  oficio,  pero  después 
de  haberle  oído  previamente  en  Sala  de 
Consejo. 

Art.  734.  Por  regla  general,  no  esta- 
rá obligado  el  Sindico  á  prestar  fianza; 
mas  si  hubiere  intereses  especiales  re- 
sultantes de  la  naturaleza  del  patrimo- 
nio del  quebrado  ó  de  las  condiciones 
de  la  administración,  podrá  el  tribunal 
imponerle  dicha  obligación  en  la  sen* 
tencia  declaratoria  de  quiebra  ó  en  una 
sentencia  posterior,  de  oficio,  ó  á  peti- 
ción de  la  delegación  de  los  acreedores. 

El  tribunal  determinará  el  importe  de 
la  fianza,  después  del  informe  de  la  de- 
legación. 

Art.  735.  Tendrá  el  tribunal  derecho 
á  determinar  el  importe  de  la  retribu- 
ción que  haya  de  darse  al  Síndico  por 
sus  trabajos  y  sus  servicios. 

Sólo  podrá  consistir  la  retribución  en 
una  cantidad  fija  para  toda  la  duración 
de  la  quiebra,  ó  en  una  cantidad  deter- 
minada á  tanto  por  ciento  de  la  totali- 
dad de  los  valores  cobrados. 

Se  pagará  por  fracciones,  al  mismo 
tiempo  que  los  repartos  sucesivos  en- 
tre los  acreedores  y  en  proporción  á  lo 
que  reciban. 

Sección  segunda 

De  la  delegación  de  acreedores 

Art.  736.  Los  acreedores  vigilarán  la 
administración  de  la  quiebra  por  medio 
de  una  delegación  de  tres  ó  de  cinco  de 


ellos,  nombrada  en  la  primera  junta 
que  haya  sido  fijada  en  la  sentencia  de- 
claratoria de  quiebra. 

La  mayoría  de  los  acreedores  cuyos 
créditos  hayan  sido  comprobados  ó  ad- 
mitidos en  el  pasivo,  podrá  en  la  junta 
de  la  redacción  del  acta  de  la  compro- 
bación de  créditos  cambiar  los  miem- 
bros de  la  delegación  ó  uno  de  ellos,  ó 
aumentar  su  número  de  tres  á  cinco. 

Art.  737.  El  Síndico  deberá  avisar 
inmediatamente  á  los  delegados  su 
nombramiento. 

Deberán  éstos,  dentro  de  los  cinco 
días  siguientes  al  de  la  comunicación 
de  su  nombramiento,  elegir  entre  ellos 
un  Presidente  y  participarlo  al  tribu- 
nal. En  el  caso  contrario  presidirá  la 
delegación  el  acreedor  nombrado  por 
mayor  número  de  votos. 

Representará  el  Presidente  á  la  de- 
legación de  los  acreedores  en  sus  re- 
laciones con  el  Síndico,  el  Juez  delega- 
do y  el  tribunal,  pero  la  delegación 
tendrá  la  facultad  de  distribuir  los  car- 
gos de  su  función  entre  sus  individuos 
por  turno  ó  para  determinados  asuntos. 
Si  estuviere  impedido  el  Presidente, 
será  sustituido  por  el  delegado  que 
haya  sido  nombrado  por  mayor  núme- 
ro de  votos. 

En  caso  de  igualdad  de  votos  será 
preferido  el  de  más  edad. 

Los  acuerdos  de  los  delegados  se  to- 
marán por  mayoría  absoluta  de  votos. 
Art.  738.  La  delegación  de  los  acree- 
dores deberá  reunirse  por  lo  menos  dos 
veces  todos  los  meses;  pero  el  Presi- 
dente podrá  convocarla  cuando  lo  crea 
conveniente. 

Art.  739.  Cada  uno  de  los  individuos 
de  la  delegación  de  los  acreedores  ten- 
drá el  derecho  ilimitado  de  examinar 
los  libros  y  demás  documentos  relati- 
vos á  la  administración  déla  quiebra. 
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La  delegación,  y  aun  el  Presidente, 
sólo  tendrá  el  derecho  de  oir  en  cual- 
quier tiempo  al  Sindico  y  al  quebrado, 
de  pedir  que  se  adopten  las  medidas 
que  les  parecieren  útiles  en  interés  de 
la  masa  de  los  acreedores,  y  aun  la  des- 
titución del  Síndico. 

Sección    tercera 

Del  Juez  delegado 

Art.  740.  El  Juez  delegado  estará 
encargado  especialmente  de  dirigir  y 
apresurar  todas  las  operaciones  de  la 
quiebra. 

Ordenará  las  medidas  urgentes  que 
sean  necesarias  para  la  seguridad  y 
conservación  de  los  bienes  de  la  masa; 
á  propuesta  del  Sindico  nombrará  á  los 
abogados,  mandatarios,  peritos,  corre- 
dores y  guardas  de  cuyos  servicios  tu- 
viere necesidad  en  los  asuntos  de  la 
quiebra;  liquidará  los  gastos,  retribu- 
ciones é  indemnizaciones  que  deban 
pagarse  á  dichas  personas;  convocará 
á  los  acreedores  siempre  que  lo  estime 
conveniente;  dará  su  dictamen  al  tri- 
bunal sobre  las  cuestiones  que  surjan 
en  la  quiebra  y  sean  de  carácter  mer- 
cantil, y  podrá  también  proponer  de 
oflcio  la  destitución  del  Sindico. 

Siempre  podrá  el  tribunal  sustituir 
por  otro  al  Juez  delegado. 

Art.  741.  El  Juez  delegado  deberá 
estatuir  dentro  de  los  tres  días  sobre 
las  reclamaciones  que  se  lleven  ante  él 
contra  cualquier  operación  del  Síndico, 
salvo  el  recurso  ante  el  tribunal.  La 
providencia  del  Juez  delegado  será  eje- 
cutiva provisionalmente. 

Las  instancias  formuladas  por  el  que. 
brado  ó  por  los  acreedores  para  la  des- 
titución del  Síndico  deberán  someterse 
al  Juez  delegado. 


Si  éste  no  hubiere  dado  traslado  al 
tribunal  en  el  plazo  de  tres  días,  po- 
drán presentarse  al  tribunal  dichas  ins- 
tancias. 

Art.  742.  Cuando  á  consecuencia  de 
una  renuncia  ó  por  otro  motivo  sea  ne- 
cesario nombrar  á  uno  ó  más  indivi- 
duos de  la  delegación  de  los  acreedo- 
res,  deberá  velar  el  Juez  delegado  por 
que  se  haga  dicho  nombramiento  en  la 
junta  de  acreedores  más  próxima  ó  dis- 
poner con  urgencia  una  convocatoria 
especial  con  ese  fin. 

Art.  743.  Tendrá  el  Juez  delegado 
derecho  á  oir  al  quebrado,  á  sus  depen- 
dientes y  empleados  y  á  cualquiera 
otra  persona,  sobre  la  formación  y 
comprobación  del  balance  y  sobre  las 
causas  y  circunstancias  de  la  quiebra, 
debiendo  dar  traslado  al  Fiscal  del  tri- 
bunal de  los  informes  recogidos. 

Podrán,  sin  embargo,  abstenerse  de 
toda  declaración  los  ascendientes,  des- 
cendientes, hermanos  y  el  cónyuge  del 
quebrado. 

Art.  744.  Si  se  hubiere  dictado  un 
auto  de  prisión  contra  el  quebrado  que 
estuviere  huyendo,  ó  si  fuere  de  temer 
que  se  dicte,  podrá  el  Juez  delegado,  á 
petición  del  quebrado,  reconociendo 
por  medio  de  providencia  la  necesidad 

de  oirle  personalmente,  intervenir  cer- 
ca del  procurador  á  fln  de  obtener  de  la 

autoridad  penal  competente  un  salvo- 
conducto. 

Art.  745.  Si  el  quebrado  estuviere  en 
la  cárcel,  podrá  el  Juez  delegado  oirle 
siempre  que  lo  necesite  ó  hacerle  com- 
parecer ante  él  á  propuesta  del  Síndico 
ó  de  la  delegación  de  los  acreedores, 
dirigiendo  con  ese  ñn  una  instancia  al 
Juez  de  instrucción. 
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CAPÍTULO  II.— DE  LA  COLOCACIÓN   DE 
SELLOS  Y  DEL   INVENTARIO 

Art.  746.  Inmediatamente  después  de 
la  declaración  de  quiebra,  ó  á  más  tar- 
dar en  las  veinticuatro  horas,  procederá 
el  Juez  delegado  ó  el  Juez  de  paz  del 
cantón,  por  delegación,  á  la  colocación 
de  sellos,  ya  en  presencia  del  Síndico 
provisional,  si  interviniere,  ya  en  su 
ausencia. 

Aun  antes  de  la  declaración  de  quie- 
bra podrá  el  tribunal  ordenar  la  colo- 
cación de  sellos,  de  oficio  ó  á  petición 
de  uno  ó  más  acreedores,  si  el  deudor 
estuviere  huyendo  ó  si  hubiere  sustrac- 
ción, aunque  sea  parcial,  del  activo. 

Art.  747.  Se  procederá  á  la  coloca- 
ción de  sellos  en  los  almacenes,  mos- 
tradores, oficinas,  cajas  de  hierro,  car- 
teras, libros,  papeles,  muebles  y  todos 
los  demás  efectos  del  quebrado. 

Cuando  se  haya  efectuado  la  coloca- 
ción de  sellos  por  un  Juez  de  paz,  trans- 
mitirá éste  inmediatamente  las  actas 
al  tribunal  ó  Juez  delegado  que  le  hu- 
biere conferido  la  delegación. 

Art.  748.  No  se  pondrán  los  sellos  en 
los  trajes,  ropa  blanca  y  muebles  ne- 
cesarios para  el  quebrado  y  su  familia; 
sino  que  se  dejarán  al  quebrado  con 
una  lista  descriptiva,  reservando  el  de- 
recho del  Juez  delegado  para  estatuir 
sobre  las  reclamaciones  que  con  ese 
motivo  se  suscitaren  por  el  Síndico  ó  la 
delegación  de  acreedores. 

Art.  749.  Si  el  Síndico  lo  solicitare, 
no  so  pondrán  los  sellos  en  los  objetos 
cuya  venta  se  haya  autorizado  ni  en  los 
que  sirvan  para  el  ejercicio  del  comer- 
cio del  quebrado,  en  el  caso  en  que  el 
Síndico  hubiere  sido  autorizado  para 
continuar  dicho  comercio;  pero  deberán 
inventariarse  y  tasarse  inmediatamen- 
te en  presepoi^t  del  Juez  delegado. 


El  acta  en  que  se  haga  constar  será 
transmitida  al  tribunal. 

Art.  750.  No  se  pondrán  los  sellos 
en  los  libros  si  el  Sindico  asi  lo  solicita- 
re; pero  deberán  ser  rubricados  y  debe- 
rá redactarse  el  acta,  haciendo  una  mi- 
nuciosa descripción  del  estado  en  que 
se  encuentren. 

El  Juez  delegado  conservará  dicha 
acta  y  se  entregarán  los  libros  al  Síndi- 
co, con  obligación  de  depositarlos  in- 
mediatamente en  el  tribunal. 

El  Juez  delegado  podrá  autorizar  al 
Síndico  para  que  conserve  los  libros  ó 
se  los  haga  entregar  por  el  tribunal 
para  servirse  de  ellos  en  el  caso  en  que 
los  necesitare  durante  el  curso  de  la 
administración;  pero  deberá  determi- 
nar cuánto  tiempo  durará,  á  su  parecer, 
ese  cambio  de  lugar. 

Transcurrido  dicho  plazo,  deberán 
depositarse  los  libros  del  quebrado  y 
quedar  en  el  archivo  hasta  la  clausura 
de  la  quiebra. 

Pero  en  caso  de  acusación  de  false- 
dad, podrá  el  Juez  de  lo  criminal  exigir 
la  entrega  temporal  de  los  libros  para 
las  necesidades  del  sumario. 

Cuando  el  Síndico  sea  depositario  de 
los  libros  del  quebrado,  estará  obligado 
á  presentarlos,  siempre  que  se  le  pidan, 
para  que  los  examine  el  Juez  delegado, 
la  delegación  de  los  acreedores  ó  el 
Juez  de  instrucción. 

Art,  751.  Las  letras  de  cambio  y  de- 
más títulos  de  crédito  á  corto  plazo, 
ó  que  deban  ser  presentados  á  la  acep- 
tación, ó  aquéllos  para  los  que  fuera 
necesario  practicar  actos  conservato- 
rios, podrán  entregarse  al  delegado  con 
la  autorización  del  Juez  delegado,  y 
después  de  previa  descripción,  á  fin  de 
que  cuide  el  Síndico  de  que  dichos  ac- 
tos sean  cumplidos. 

El  Juez  delegado  se  hará  entregar  por 
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el  Sindico  una  lista  fírmada  de  todos  los 
documentos  que  le  hubiere  confiado. 

Art.  752.  Cuando  el  Juez  delegado 
estime  que  puede  hacerse  en  un  solo 
día  el  inventario  de  los  bienes  del  que- 
brado, podrá  ordenar  que  el  Síndico 
provisional  proceda  á  la  formación  del 
inventario,  sin  que  le  proceda  la  co- 
locación de  sellos. 

Art.  753.  Dentro  de  los  tres  días  de 
su  nombramiento  definitivo,  solicitará 
el  Síndico  que  se  levanten  los  sellos,  y 
procederá  al  inventario  de  los  bienes 
del  quebrado  en  presencia  de  éste,  ó  ci- 
tado en  debida  forma. 

Art.  754.  El  inventario  estará  dis- 
pensado de  las  formalidades  habituales 
y  de  los  impuestos  de  timbre  y  registro, 
y  deberá  redactarse  en  doble  minuta 
por  el  Síndico,  en  presencia  de  la  dele- 
gación de  los  acreedores^  ó,  si  todavía 
no  se  hubiere  constituido  ésta,  en  pre- 
sencia de  uno  ó  varios  acreedores  de- 
signados por  el  tribunal,  ó  en  caso  de 
urgencia  por  el  Juez  delegado. 

El  inventario  deberá  contener  la  des- 
cripción de  todo  el  activo  del  quebrado 
é  ir  firmado  por  todos  los  que  hayan 
tomado  parte  en  su  formación,  debien- 
do depositarse  una  de  las  minutas  en 
el  archivo  del  tribunal,  dentro  de  las 
veinticuatro  horas  después  de  haberlo  I 
terminado. 

El  Síndico  podrá  hacerse  ayudar  en 
la  formación  del  inventario  y  en  la  va- 
loración de  los  bienes,  por  una  persona 
perita  nombrada  por  el  Juez  delegado. 

Sin  embargo,  cuando  lo  exijan  las 
especiales  circunstancias  de  la  quie- 
bra, podrá  el  tribunal  prescribir  reglas 
y  particulares  precauciones  para  la 
formación  del  inventario. 

Art.  755.  Cuando  esté  terminado  el 
inventario,  deberá  el  Síndico,  al  pie  de 
cada  ejemplar,  constituirse  depositario 


judicial  de  las  mercaderías,  valores  en 
metálico,  títulos  de  crédito,  libros,  pa- 
peles, muebles  y  demás  objetos  del  que- 
brado, que  se  le  hayan  entregado  en 
depósito. 

El  dinero  deberá  depositarse  en  la 
Caja  de  Depósitos  y  el  recibo  en  el  tri- 
bunal. 

En  lo  concerniente  á  los  libros  y  pa- 
peles del  quebrado,  se  procederá,  en 
caso  de  acción  penal  por  falsedad,  de 
conformidad  con  los  artículos  454  y  457 
y  demás  disposiciones  del  Código  de 
Instrucción  criminal  referentes  á  ella. 

Art.  756.  Si  se  declarare  la  quiebra 
después  del  fallecimiento  del  quebrado, 
antes  de  que  se  haya  hecho  el  inventa- 
rio de  su  sucesión,  ó  si  falleciere  el 
quebrado  después  de  la  declarsición  de 
la  quiebra,  pero  antes  de  la  formación 
del  inventario,  se  procederá  inmediata- 
mente á  su  formación,  de  conformidad 
con  las  reglas  que  preceden,  en  presen- 
cia de  los  herederos  ó  legalmente  cita- 
dos éstos. 

CAPÍTULO  III.— DE  LAS  FUNCIONES  RE- 
LATIVAS Á  LA  ADMINISTRACIÓN  DE  LA 
QUIEBRA. 

Art.  757.  Inmediatamente  después  de 
su  nombramiento  deberá  el  Síndico  in- 
sistir cerca  del  Juez  delegado  ó  del 
Juez  de  paz  para  que  proceda  á  la  colo- 
cación de  sellos,  si  ya  no  lo  hubiere 
hecho.  Deberá  formar,  además,  con 
arreglo  á  las  indicaciones  del  balance, 
libros  y  papeles  del  quebrado,  así  como 
de  cualesquiera  otros  informes  que 
pueda  recoger,  una  lista  de  los  acree- 
dores de  la  quiebra  y  dirigir  á  cada  uno 
un  aviso  especial  anunciando  la  prime- 
ra junta,  con  indicación  de  las  disposi- 
ciones de  la  sentencia  declaratoria  de 
la  quiebra,  relativas  al  reconocimiento 
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de  los  créditos  y  clausura  del  acta  de 
comprobación. 

La  lista  de  acreedores  con  la  indica- 
ción aproximada  de  los  respectivos 
créditos,  deberá  depositarse  en  el  ar- 
chivo del  tribunal  y  podrá  ser  rectifi- 
cada y  completada  por  el  Juez  delega- 
do, aun  antes  de  la  comprobación  de 
los  créditos. 

En  caso  de  falta  ó  de  negligencia  en 
el  cumplimiento  de  la  antedicha  obli- 
gación, será  responsable  el  Síndico  de 
los  daños  y  hasta  podrá  ser  destituido 
de  su  cargo  y  privado  de  parte  ó  de  to- 
dos sus  honorarios. 

Art.  758.  Cuando  el  quebrado  no 
haya  presentado  el  balance,  el  Síndico, 
bajo  la  inspección  del  Juez  delegado  y 
del  Fiscal,  deberá  hacerlo  sin  demora 
con  los  elementos  que  hubiere  podido 
reunir. 

Si  el  quebrado  hubiere  presentado  el 
balance,  deberá  comprobarlo  el  Síndi- 
co, haciendo  en  él  las  rectificaciones  y 
adiciones  que  juzgue  necesarias. 

Hecho  así  el  balance,  comprobado  y 
rectificado,  deberá  ser  depositado  en  el 
archivo  del  tribunal. 

Art.  759.  Si  el  quebrado  justificare 
que  se  ha  visto  en  la  imposibilidad,  y 
sin  culpa  suya,  de  presentar  el  balance 
ó  sus  libros  de  comercio  en  el  plazo 
fijado  por  el  art.  698,  podrá  el  tribunal, 
si  no  abrigare  duda  alguna  sobre  su 
buena  fe,  autorizarle  por  sentencia  dic- 
tada en  la  Cámara  de  Consejo  á  presen- 
tar el  balance  eri  un  breve  plazo  ulte- 
rior, y  transcurrido  éste  se  aplicarán 
las  disposiciones  del  artículo  anterior. 

Con  este  fin  podrá  el  quebrado  exami- 
nar sus  libros  de  comercio  en  casa  del 
Síndico  ó  en  el  archivo. 

Art.  760.  El  Síndico  debe  llamar  an- 
te sí  al  quebrado  para  examinar  los  li- 
bros de  comercio,  reconocer  su  conte- 


nido, certificar  el  estado  en  que  se  en- 
cuentran, cerrarlos  y  firmarlos  en  su 
presencia. 

Si  no  se  presentare  el  quebrado  á  la 
invitación  que  se  le  haya  hecho,  se  le 
intimará  para  que  comparezca,  á  más 
tardar,  en  las  cuarenta  y  ocho  horas 
ante  el  Juez  delegado. 

El  quebrado  que  estuviere  detenido  6 
no  hubiere  obtenido  un  salvoconducto, 
podrá  ser  autorizado  por  el  Juez  dele- 
gado á  comparecer  por  mandatario. 

Art.  761.  El  Síndico  provisional  de- 
berá cobrar  los  créditos  del  quebrado 
con  observancia  de  las  medidas  de  pre- 
caución que  hayan  sido  prescritas  por 
el  Juez  comisario,  y  dar  recibo  de  los 
mismos. 

Deberá  llevar  á  cabo  todos  los  actos 
conservatorios  de  los  derechos  del  que- 
brado contra,  sus  deudores,  y  hacer  so- 
bre sus  bienes  las  inscripciones  hipote- 
carias que  no  lo  hubieren  sido  por  el 
quebrado. 

Se  harán  las  inscripciones  á  nombre 
de  la  masa,  acompañando  la  instancia 
con  una  certificación  de  la  Secretaría 
del  tribunal  en  que  se  haga  constar  el 
nombramiento  del  Síndico. 

El  Síndico  nombrado  definitivamente 
continuará  cobr.ando  los  créditos  bajo 
la  vigilancia  de  la  delegación  de  los 
acreedores. 

Art.  762.  Las  cartas  y  telegramas  di- 
rigidos al  quebrado  deberán  entregarse 
al  Síndico  que  esté  autorizado  para 
abrir  unas  y  otros,  pudiendo  el  quebra- 
do asistirá  su  apertura,  y  si  su  conte- 
nido no  concerniera  á  sus  bienes,  po- 
drá pedir  su  entrega.  El  Síndico  estará 
obligado  á  guardar  la  debida  reserva. 

Art.  763.  El  Síndico,  aun  siendo  pro- 
visional, podrá  ser  autorizado  por  el 
Juez  delegado  para  vender  las  cosas 
sujetas  á  deterioro  ó  á  disminución  in- 
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mínente  de  valor,  así  como  aquellas  cu- 
ya conservación  fuera  costosa;  podrá 
también  serlo  para  continuar  el  comer- 
cio del  quebrado,  en  el  caso  en  que  no 
pueda  éste  interrumpirse  sin  perjuicio 
para  los  acreedores. 

El  Juez  delegado  determinará  las 
formas  y  condiciones  de  la  venta,  así 
como  las  medidas  de  precaución  ne- 
cesarias para  la  continuación  del  co- 
mercio. 

La  providencia  será  ejecutiva  provi- 
sionalmente, pero  será  susceptible  de 
recurso  ante  el  tribunal  en  lo  que  con- 
cierne á  la  autorización  de  continuar  el 
ejercicio  del  comercio. 

Art.  764.  Él  Síndico  deberá  obrar  per- 
sonalmente en  todos  los  asuntos  que 
entran  en  sus  atribuciones,  si  no  estu- 
viere autorizado  por  el  Juez  delegado 
para  hacerse  representar  por  otras  per- 
sonas y  por  su  cuenta  en  algunas  ope- 
raciones determinadas.  Podrá  asimis- 
mo ser  autorizado  por  el  Juez  delegado, 
oída  la  delegación  de  los  acreedores, 
cuando  lo  exijan  circunstancias  espe- 
ciales, y  á  hacerse  ayudar  en  la  admi- 
nistración, bajo  su  responsabilidad,  por 
una  ó  más  personas  retribuidas. 

Podrá  también  ser  autorizado  á  em- 
plear al  quebrado  para  facilitarle  su 
administración ,  siendo  determinados 
por  el  Juez  en  ese  caso  las  condicio- 
nes del  concurso  prestado  por  el  que- 
brado. 

En  la  junta  para  la  redacción  del  acta 
de  la  comprobación  de  créditos,  de- 
berán los  acreedores  deliberar  acerca 
de  la  continuación  de  los  poderes  otor- 
gados al  Síndico  ó  de  las  modificacio- 
nes que  juzguen  convenientes. 

Art.  765.  El  Juez  delegado  podrá 
conceder  al  quebrado,  para  él  y  su  fa- 
milia, del  activo  de  ia  quiebra,  los  so- 
corros necesarios  y  fijar  su  importe  á 


propuesta  del  Síndico  y  oída  la  delega- 
ción de  los  acreedores. 

La  providencia  del  Juez  delegado  es 
susceptible  de  apelación  ante  el  tri- 
bunal. 

Después  de  la  clausura  del  acta  de 
comprobación  de  los  créditos,  no  podrá 
ya  concederse  socorro  alguno  al  que- 
brado sin  una  deliberación  de  los  aeree- 
dores. 

Art.  766.  El  dinero  procedente  de 
ventas  y  cobros,  descontando  las  can- 
tidades reconocidas  necesarias  por  el 
Juez  delegado  para  las  costas  judicia- 
les y  de  administración,  deberá  deposi- 
tarse inmediatamente  en  la  Caja  de  De- 
pósitos y  Consignaciones,  y  el  recibo 
en  el  tribunal.  El  Síndico  deberá  pre- 
sentar en  los  tres  días  después  del  in- 
greso la  prueba  de  la  ejecución  de  di- 
cho depósito.  En  caso  de  retraso,  el 
Síndico  deberá  los  intereses  por  las 
cantidades  no  depositadas, 

Art.  767.  El  dinero  depositado  por  el 
Síndico  ú  otros  por  cuenta  del  quebra- 
do, sólo  podrá  ser  retirado  en  virtud 
de  providencia  del  Juez  delegado.  Si 
hubiere  'embargó,  el  Síndico  deberá 
ante  todo  obtener  la  cancelación  del 
embargo. 

Art.  768.  Al  fin  de  cada  mes,  el  Sín- 
dico deberá  presentar  á  la  delegación 
de  los  acreedores  un  estado  sumario  de 
su  administración  y  una  lista  de  los 
depósitos  efectuados  con  las  pruebas 
en  su  apoyo.  Si  lo  exigiesen  las  cir- 
cunstancias de  la  quiebra,  podrá  el 
Juez  delegado  prolongar  este  plazo  has- 
ta tres  meses. 

Art.  769.  En  toda  quiebra  deberá  el 
Síndico,  dentro  de  los  quince  días  si- 
guientes á  su  entrada  en  funciones, 
entregar  al  Juez  delegado  una  sucinta 
exposición  de  las  principales  causas  de 
la  quiebra  y  de  lo§  caracteres  que  pre- 
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senté,  así  como  una  cuenta  somera  del 
estado  aparente  de  la  masa. 

El  Juez  delegado  deberá  velar  por 
el  cumplimiento  de  estas  obligaciones 
y  transmitir  inmediatamente  al  Fiscal 
del  tribunal  la  exposición  y  cuenta  del 
Síndico,  acompañada  de  sus  observa- 
ciones. Si  estos  informes  no  se  hubie- 
ren presentado  en  el  plazo  antes  indi- 
cado, deberá  el  Juez  delegado  dar  par- 
te de  ello  al  Fiscal,  indicándole  las  cau- 
sas del  retraso,  y  obligar  al  Síndico, 
hasta  con  penas  pecuniarias,  á  presen- 
tarlos en  el  plazo  más  breve  posible. 

Ari.  770.  Cuando  el  Síndico  deje  de 
ejercer  sus  funciones  antes  de  que  se 
haya  terminado  la  liquidación  del  acti- 
vo, con  arreglo  á  las  disposiciones  del 
título  IV,  deberá  entregar  sin  demora 
á  su  sucesor  el  patrimonio  y  los  docu- 
mentos, así  como  las  cuentas  de  su  ad- 
ministración. 

Si  todavía  no  estuviere  terminado  el 
inventario,  deberá  intervenir  para  ha- 
cer que  conste  la  entrega  de  todo  lo  que 
había  recibido. 

No  será  definitiva  la  rendición  de 
cuentas  antes  de  que  sea  aprobada  por 
los  acreedores. 

En  caso  de  fallecimiento  ó  de  entre- 
dicho del  Síndico,  pasarán  estas  obliga- 
ciones á  sus  herederos  ó  represen- 
tantes. 

Cuando  se  haya  terminado  la  liquida- 
ción del  activo,  el  Juez  delegado  con- 
vocará á  los  acreedores  para  deliberar 
acerca  de  la  rendición  de  cuentas  del 
Síndico. 

En  las  juntas  de  acreedores  en  que 
se  trate  de  la  rendición  de  cuentas,  de- 
berá citarse  también  al  quebrado. 


TITULO   III.— DE  LA  LIQUIDACIÓN 
DEL  PASIVO 

Capítulo  pRiM  ERO. —i)€/  reeonocimienio 
de  los  créditos 

Art.  771 .  Los  acreedores  del  quebra- 
do deberán  presentar  la  afirmación  de 
sus  créditos  y  los  títulos  de  que  se  deri- 
ven en  la  Secretaría  del  Tribunal  de 
Comercip,  en  el  plazo  fijado  en  la  sen- 
tencia declaratoria  de  quiebra. 

El  Secretario,  les  dará  recibo  de  ellos 
y  formará  un  estado  de  los  mismos. 

Art.  772.  Si  hubiere  acreedores  que 
habiten  en  país  extranjero,  podrá  e! 
Juez  delegado,  según  las  circunstancias, 
prorrogar  con  relación  á  ellos  el  plazo 
para  la  verificación  de  sus  créditos  y 
para  la  clausura  del  acta  de  comproba- 
ción. Pero  deberá  dar  aviso  especial  de 
ello  á  todos  los  acreedores. 

Art.  773.  La  afirmación  de  los  crédi- 
tos deberá  indicar  los  nombres  y  ape- 
llidos ó  la  razón  social  y  domicilio  del 
acreedor,  la  cantidad  que  le  deben,  los 
derechos  de  privilegio,  prenda  6  hipo- 
teca y  el  título  de  que  se  derive  el 
crédito. 

Deberá  contener  la  afirmación  clara 
y  explícita  de  que  es  verdadero  y  real 
el  título,  y  deberá  ir  firmada  por  el  acre- 
dor  ó  por  una  persona  autorizada  con 
un  mandato  especial  para  hacer  por  él 
dicha  afirmación,  debiendo  expresar 
también  el  mandato  el  importe  del 
crédito. 

Si  el  acreedor  no  estuviere  domici- 
liado en  el  punto  en  que  reside  el  tribu- 
nal, la  afirmación  deberá  contener  tam- 
bién la  elección  de  domicilio  en  dicho 
punto,  haciéndose  de  otro  modo  todas 
las  posteriores  notificaciones  al  aeree- 
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dor  en  la  Secretaría  del  tribunal  y 
fíjándose  en  la  puerta  del  mismo. 

Art.  774.  Los  créditos  serán  compro- 
bados por  el  Juez  delegado,  cotejando 
los  títulos  presentados  con  los  libros  y 
papeles  del  quebrado. 

El  Juez  delegado  podrá  ordenar  la  in- 
tervención del  Síndico,  de  la  delegación 
de  los  acreedores  y  del  quebrado;  tam- 
bién podrá  ordenar  la  comparecencia 
personal  del  acreedor  ó  autorizarle  á 
comparecer  por  mandatario,  prescribir 
la  presentación  de  los  libros  de  co- 
mercio del  acreedor  ó  un  extracto  de 
los  mismos,  y  oir  á  todas  las  demás 
personas  que  puedan  darle  informes  ó 
hacer  aclaraciones. 

El  acta  de  la  comprobación  de  los 
créditos  deberá  enunciar  todas  las  ope- 
raciones que  se  hayan  hecho,  indicar 
los  nombres  de  las  personas  que  hayan 
intervenido  y  referir  sus  declaraciones. 

Art.  775.  Los  créditos  no  impugna- 
dos y  los  que  parezcan  justificados  al 
Juez  delegado,  serán  admitidos  en  el 
pasivo  de  la  quiebra.  El  Juez  delegado 
hará  mención  de  ellos  en  el  acta  y  al 
margen  del  título  de  donde  se  deriven, 
indicando  la  cantidad  por  la  que  cada 
crédito  se  ha  admitido. 

Si  hubiere  cuestiones  ó  si  el  Juez  de- 
legado no  estimare  que  esté  el  crédito 
plenamente  justificado,  quedará  reser- 
vada toda  decisión  hasta  el  día  de  la 
clausura  del  acta  de  la  comprobación, 
debiendo  el  Síndico  dar  aviso  especial 
al  acreedor  que  no  hubiere  intervenido 
en  persona  ó  por  mandatario. 

Art.  776.  En  el  día  fijado  por  la  sen- 
tencia declaratoria  de  quiebra  para  la 
clausura  del  acta  de  comprobación, 
procederá  el  Juez  delegado,  en  virtud  de 
los  poderes  que  le  concede  el  art.  774, 
contradictoriamente  con  los  interesa- 
dos ftl  pxfitmen  de  lo§  créditos  impugna- 


dos, y  hasta  de  los  ya  admitidos  contra 
los  que  se  hubiere  suscitado  alguna 
duda. 

El  quebrado  y  los  acreedores  cuyos 
créditos  hayan  sido  comprobados  ó  pa- 
sado sólo  al  balance,  podrán  asistir  y 
oponerse  á  las  comprobaciones  hechas 
ó  por  hacer. 

Se  admitirán  en  el  pasivo  de  la  quie- 
bra, en  la  forma  indicada  en  el  artículo 
anterior,  los  créditos  no  impugnados,  ó 
los  que  sean  reconocidos  justificados 
por  todos  los  acreedores. 

En  caso  de  discordia,  si  los  créditos 
impugnados  fueren  comerciales,  esta- 
tuirá el  Juez  delegado  en  un  solo  fallo 
sobre  las  cuestiones  concernientes  á 
los  créditos  que  supor  valor  no  excedan 
déla  competencia  del  Juez  de  paz,  co- 
mo primera  instancia  en  cuanto  á 
los  demás  créditos,  enviará  á  las  par- 
tes á  una  audiencia  fija  ante  el  tribunal. 

Si  los  créditos  impugnados  fueren 
civiles,  enviará  el  Juez  delegado  á  las 
partes,  cualquiera  que  fuere  la  canti- 
dad impugnada,  á  una  audiencia  fija 
ante  el  mismo  tribunal,  pero  que  los 
juzgará  civilmente  constituido. 

Se  fijará  la  audiencia  dentro  de  la 
quincena  de  la  clausura  del  acta,  aun 
cuando  los  plazos  prorrogados  con 
arreglo  á  las  disposiciones  del  art.  772 
no  hubieren  espirado. 

Art.  777.  Las  afirmaciones  de  crédi- 
tos y  las  oposiciones  contra  las  afirma- 
ciones ó  las  admisiones  de  créditos  ya 
hechas,  después  de  la  clausura  del  acta 
de  comprobación,  deberán  notificarse 
al  Síndico  y  al  acreedor  cuyo  crédito 
se  impugna,  y  depositarse  en  el  archi- 
vo del  tribunal  con  los  documentos  en 
su  apoyo,  por  lo  menos  dos  días  antes 
de  la  audiencia  fijada  para  zanjar  las 
cuestiones. 

A  faltí^  dq  talps  cuestiopes,  se  fijará 
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]a  audiencia  para  un  plazo  que  no  será 
de  menos  de  cinco  días,  ni  de  más  de 
quince,  á  contar  déla  clausura  del  acta 
antes  indicada. 

Art.  778.  Al  examinar  todas  las  cues- 
tiones á  la  vez  y  en  conjunto,  el  tribu- 
nal ó  el  Juez  de  paz,  contradictoriamen- 
te con  el  Síndico  y  las  personas  indica- 
das en  el  artículo  anterior,  estatuirá  en 
un  solo  fallo,  aun  cuando  haya  de  de- 
cretarse un  acta  de  instrucción  respec- 
to de  uno  ó  más  créditos. 

Art.  779.  En  todos  los  casos  en  que 
no  pueda  darse  sentencia  definitiva,  y 
aun  cuando  con  motivo  de  un  crédito 
estuvieren  pendientes  algunas  cuestio- 
nes ante  la  jurisdicción  civil,  podrá  el 
Tribunal  de  Comercio  admitir  provisio- 
nalmente por  determinada  cantidad  en 
el  pasivo  de  la  quiebra  los  créditos  im- 
pugnados, á  fin  de  que,  en  virtud  de  di- 
chos créditos,  pueda  el  acreedor  ejerci- 
tar sus  derechos  en  las  deliberaciones 
de  la  quiebra,  pero  con  la  reserva  de  la 
decisión  definitiva  del  Juez  competente 
acerca  de  la  validez  de  la  impugnación. 

El  Tribunal  de  Comercio  podrá  so- 
breseer en  la  decisión  definitiva  sobre 
la  admisión  de  un  crédito  hasta  la  ter- 
minación de  la  acción  penal  concer- 
niente á  ella,  ó  de  la  persecución  penal 
entablada  con  arreglo  á  las  disposicio- 
nes del  art.  707,  y,  en  ese  caso,  deter- 
minará también  si,  y  hastaqué  cantidad, 
deberá  admitirse  provisionalmente  di- 
cho crédito  en  el  pasivo  de  la  quiebra. 

Art.  780.  El  acreedor  á  quien  sólo  se 
impugne  el  privilegio  ó  la  hipoteca,  será 
admitido  provisionalmente  en  las  deli- 
beraciones de  la  quiebra  como  acree- 
dor quirografario  hasta  que  se  resuelva 
acerca  de  dicha  impugnación. 

Art.  781.  Los  créditos  que  no  pro- 
duzcan intereses  y  no  estén  vencidos  el 
dí?L  de  la  declaración  de  la  quiebra,  se 


admitirán  en  el  pasivo  por  todo  su  va- 
Ibr,  pero  con  la  expresa  reserva  de  que 
el  pago  de  cualquier  reparto  parcial 
consista  en  una  cantidad  tal  que,  aña- 
diéndole los  intereses  calculados  al  6 
por  100  anual  por  el  tiempo  que  queda 
aún  que  correr  desde  el  día  del  manda- 
miento de  pago  hasta  el  día  del  venci- 
miento del  crédito,  sea  igual  esta  can- 
tidad á  la  de  la  cuota  de  reparto. 

Art.  782.  Se  comprobarán  suplemen- 
tariamente los  créditos  para  cuya  afir- 
mación se  haya  prorrogado  el  plazo  con 
arreglo  al  art.  772,  al  espirar  dicho  pla^ 
zo,  de  conformidad  con  las  disposicio- 
nes del  presente  capítulo. 

Art.  783.  Aun  después  de  transcurri- 
dos los  plazos  fijados  por  los  artículos 
que  preceden,  podrán  los  acreedores, 
conocidos  ó  desconocidos,  que  no  ha- 
yan afirmado  sus  créditos,  hacer  con- 
tradictoriamente con  el  Síndico  esta 
afirmación,  siempre  que  no  se  hayan 
terminado  los  repartos  de  todo  el  activo 
de  la  quiebra. 

También  podrá  el  tribunal  admitirlos 
provisionalmente  en  el  pasivo,  de  con- 
formidad con  las  disposiciones  que  pre- 
ceden. 

En  caso  de  descubrirse  alguna  false- 
dad, dolo,  errores  esenciales  de  hecho, 
ó  en  el  caso  en  que  sean  encontrados 
títulos  no  conocidos  hasta  entonces, 
podrá  también  hacerse  oposición  con- 
tra las  admisiones  de  créditos  que  ya 
hayan  tenido  lugar. 

Los  gastos  de  las  afirmaciones  de  los 
créditos  y  de  las  oposiciones  fuera  de 
término,  serán  siempre  de  cuenta  de 
los  que  las  hagan. 

En  el  título  V  se  determinarán  los 
efectos  de  las  presentaciones  y  oposi» 
cienes  fuera  de  término. 
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CAPÍTULO  II.— DE  LAS  DIFERENTES 
CLASES  DE  ACREEDORES 

Art.  784.  Todos  los  acreedores  del 
quebrado  tendrán  derecho  á  tomar  par- 
te en  las  deliberaciones  de  la  quiebra, 
salvo  las  disposiciones  que  regulan  la 
participación  de  los  acreedores  con  hi- 
poteca, prenda  ú  otro  privilegio  en  el 
reparto  del  activo  y  su  intervención  en 
el  convenio. 

Sección  primera 

De  los  acreedores  con  prenda  ú  otro  privilegio 
sobre  los  bienes  muebles 

Art.  785.  En  todo  tiempo  podrá  el 
Sindico,  con  la  autorización  del  Juez 
delegado,  retirar,  en  beneficio  de  la 
quiebra,  la  cosa  dada  en  prenda,  pa- 
gando al  acreedor. 

Asimismo  podrá  hacer  que  ordene  el 
Juez  delegado  la  venta  de  la  prenda  en 
pública  subasta,  á  la  que  sólo  podrá 
oponerse  el  acreedor,  renunciando  al 
derecho  de  obtener  el  pago  de  su  crédi- 
to de  los  demás  bienes  no  gravados  con 
el  derecho  de  prenda. 

Si  la  prenda  se  hubiere  vendido  por 
un  precio  superior  al  crédito,  pertene- 
cerá el  excedente  á  la  masa  de  la 
quiebra. 

Art.  786.  En  materia  de  quiebra  se 
aplicarán  las  disposiciones  del  Código 
civil,  relativas  á  los  créditos  privilegia- 
dos sobre  los  muebles,  con  reserva  de 
las  disposiciones  especiales  contenidas 
en  el  presente  Código  y  con  las  siguien- 
tes modificaciones: 

1.*  Se  admitirá  entre  los  créditos 
privilegiados,  en  la  misma  categoría 
que  los  privilegios  establecidos  por  el 
artículo  1.729  del  Código  civil  para  los 


salarios  de  los  criados  de  servir,  el  sala- 
rio que  se  deba  á  los  obreros  empleados 
directamente  por  el  quebrado.  El  sala- 

I  rio  que  se  deba  á  los  mozos  de  alma- 
cén y  á  los  dependientes  por  los  seis 
meses  que  hayan  precedido  á  la  decla- 
ración de  quiebra,  se  admitirá  también 
en  la  misma  categoría; 

2.*  El  privilegio  del  arrendador,  pre- 
visto en  el  art.  1.730  del  Código  civil,  no 
se  extenderá  á  las  mercaderías  que  ha- 
yan salido  de  los  almacenes  ó  sitios  en 
que  el  inquilino  ejerza  su  comercio  ó 
su  industria,  si  terceros  hubieren  ad- 
quirido derechos  sobre  estas  mercade- 
rías, salvo  en  los  casos  de  sustracción 
fraudulenta.  También  se  extenderá  el 
privilegio  á  la  indemnización  que  se 
deba  al  arrendador,  con  arreglo  á  las 
disposiciones  del  art.  716; 

3."  El  crédito  del  precio  no  pagado 
de  las  máquinas  de  cierto  valor,  em- 
pleadas en  una  explotación  industrial, 
manufacturera  ó  agrícola,  tendrá  pri- 
vilegio con  la  categoría  indicada  en 
el  núm.  5.*»  del  art.  1.730  del  Código  ci- 
vil, sobre  las  máquinas  vendidas  y  en- 
tregadas al  quebrado  en  los  tres  años 
que  hayan  precedido  á  la  declaración 
de  la  quiebra,  aunque  por  su  destino  se 
hayan  convertido  en  inmuebles.  No 
tendrá  efecto  este  privilegio  si  el  ven- 
dedor, dentro  de  los  tres  meses  de  la 
entrega  de  las  máquinas  al  comprador 
en  Rumania,  no  hubiere  hecho  trans- 
cribir la  escritura  en  que  conste  la  ven- 
ta y  su  crédito  en  el  registro  de  trans- 
cripción inmueble  del  tribunal  en  cuya 
jurisdicción  se  hayan  instalado  las  má- 
quinas. 
Art.  787.    El  Síndico  deberá  presen- 

'  tar  al  Juez  delegado  la  lista  de  los 
acreedores  que  pretendan  tener  dere- 
cho de  prenda  ú  otro  privilegio  sobre 

,  los  muebles.  Las  cuestiones  sobre  la 
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existencia  se  zanjarán  con  arreglo  á 
las  disposiciones  de  los  artículos  776  y 
siguientes. 

Art.  788.  Si  el  precio  de  los  muebles 
sujetos  á  un  privilegio  especial  no  bas- 
tare para  pagar  á  los  acreedores  privi- 
legiados, concurrirán  éstos  para  el  ex- 
cedente con  los  acreedores  quirografa- 
rios en  la  distribución  del  resto  del  ac- 
tivo. 

Sección  segunda 

De  los   acreedores  privilegfiadoa  ó  hipotecarios 
sobre  los  inmuebles 

Art.  789.  Si  antes  de  la  distribución 
del  producto  de  los  inmuebles  se  Hicie- 
ren uno  ó  más  repartos  del  de  los  bie- 
nes muebles,  concurrirán  los  acreedo- 
res privilegiados  ó  hipotecarios  cuyos 
créditos  hayan  sido  comprobados  en 
estos  repartos  por  todo  su  valor,  sal- 
vo los  descuentos  que  más  adelante  se 
indican. 

Art.  790.  Los  acreedores  privilegia- 
dos ó  hipotecarios  que,  después  de  la 
venta  de  los  inmuebles,  sean  deñniti- 
vamente  colocados,  respecto  de  éstos, 
en  lugar  útil,  por  totalidad  de  sus  crédi- 
tos, sólo  recibirán  la  parte  del  pro- 
ducto que  les  corresponda,  descontan- 
do lo  que  hubieren  recibido  ya  en  los 
repartos  de  la  masa  quirografaria.  Las 
cantidades  descontadas  de  este  modo 
no  se  quedarán  en  la  masa  hipotecaria, 
)3ino  que  se  adjudicarán  á  la  quirogra- 
faria y  se  distribuirán  del  mismo  modo. 

Art.  791.  Si  los  acreedores  privile- 
giados ó  hipotecarios  no  hubieren  sido 
clasificados  sobre  el  producto  de  los  in- 
muebles más  que  por  una  parte  de  sus 
créditos,  se  determinarán  definitiva- 
mente sus  derechos  sobre  la  masa  qui- 
rografaria en  proporción  á  la^  cantida- 


des por  las  que  sean  todavía  acreedo- 
res después  de  esta  última  clasifica^ 
ción,  subrogándoseles  la  masa  por  lo 
que  hubieren  cobrado,  con  arreglo  á 
las  disposiciones  del  art.  789  sobre  la 
parte  del  crédito  no  clasificada. 

Art.  792.  Respecto  de  los  acreedores 
privilegiados  ó  hipotecarios  que  no  ha- 
yan sido  clasificados  en  puesto  hábil 
sobre  el  producto,  ó  no  queden  Integra- 
mente pagados  con  el  del  inmueble,  se 
aplicarán  las  disposiciones  del  art.  788. 

Sección  tercera 

De  loa  derechos  de  la  mujer  del  quebrado 

Art.  793.  En  caso  de  quiebra  del  ma- 
rido, recobrará  la  mujer  los  inmuebles 
dótales  con  el  derecho  de  cobrar  sus 
rentas,  así  como  los  parafernales  que 
le  pertenecían  al  contraer  matrimonio, 
y  los  que  ella  hubiere  adquirido  duran- 
te el  matrimonio  por  una  causa  Jurídi- 
ca anterior,  ó  por  efecto  de  un  donati- 
vo ó  de  una  sucesión  testamentaria  ó 
legítima. 

Art.  794.  Recobrará  también  la  mu- 
jer los  inmuebles  por  ella  adquiridos 
en  su  nombre  y  con  dinero  proviniente 
de  la  enajenación  de  los  bienes  que  le 
pertenecían  al  contraer  matrimonio,  ó 
le  hayan  correspondido  después  por 
alguno  de  los  modos  indicados  en  el 
artículo  anterior,  pero  con  la  condición 
de  que  este  empleo  esté  expresamente 
indicado  en  el  contrato  de  adquisición 
y  que  esté  establecida  por  un  inventa- 
rio ó  por  cualquiera  otro  documento 
con  fecha  cierta. 

Art.  795.  En  todos  los  demás  casos, 
y  cualquiera  que  fuese  el  régimen  bajo 
el  cual  se  hubieren  casado  los  cónyu- 
ges, habrá  la  presunción  de  que  los  bie- 
nes adquiridos  por  la  mujer  del  que 
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brado  pertenecen  al  marido  y  han  sido 
pagados  con  su  dinero,  de  suerte  que 
esos  deberán  reunirse  á  la  masa  de 
la  quiebra;  pero  se  admitirá  que  haga 
la  mujer  la  prueba  en  contrario. 

Art.  796.  Los  bienes  muebles,  tanto 
dótales  como  parafernales,  comprendi- 
dos en  el  contrato  de  matrimonio  ó  que 
hayan  correspondido  á  la  mujer  por 
alguno  de  los  modos  indicados  en  el 
artículo  793,  volverán  á  ser  recobrados 
por  la  mujer  en  su  estado  natural,  si  se 
probare  su  identidad  por  medio  de  un 
inventario  ó  por  cualquiera  otro  do- 
cumento con  fecha  cierta. 

Si  se  hubieren  enajenado  los  bienes 
de  la  mujer  y  se  hubieren  adquirido  con 
su  producto  otros  bienes  muebles  ó  in- 
muebles, podrá  la  mujer  ejercitar  sobre 
estos  últimos  el  derecho  indicado  en  el 
artículo  794,  con  condición  de  que  cons- 
ten en  documento ,  con  lecha  cierta  la 
procedencia  del  dinero  y  su  nuevo 
empleo. 

Todos  los  demás  objetos  muebles  que 
estén  en  posesión  del  marido  ó  de  la 
mujer,  y  cualquiera  que  sea  el  régi- 
men matrimonial,  se  presumirá  que 
pertenecen  al  marido,  á  no  ser  que  la 
mujer  haya  probado  lo  contrario. 

Art.  797.  La  fecha  cierta  de  un  do- 
cumento, exigida  por  los  artículos  794 
y  796,  deberá  establecerse  por  los  mo- 
dos determinados  por  el  Código'  civil; 
pero  la  prueba  de  la  adquisición,  pose- 
sión y  enajenación  de  los  títulos  de 
crédito  y  de  las  acciones  en  las  socie- 
dades comerciales,  podrá  hacerse  tam- 
bién con  los  libros  de  los  establecimien- 
tos públicos  ó  de  las  sociedades  por  ac- 
ciones. 

Art.  798.  El  derecho  indicado  en  los 
artículos  793  y  794  sólo  podrá  ejercerlo 
la  mujer  con  la  carga  de  las  deudas 
é    hipotecas    con   que  dichos   bienes 


hubieren    sido    legalmente   gravados. 

Art.  799.  Si  el  marido  era  comer- 
ciante al  contraer  el  matrimonio,  ó  si 
no  teniendo  entonces  determinada  pro- 
fesión, se  hubiere  hecho  comerciante  en 
el  año  siguiente,  no  extenderá  en  nin- 
gún caso  la  hipoteca  legal  para  la  dote 
de  la  mujer  á  los  bienes  adquiridos  por 
el  marido  durante  el  matrimonio  por 
cualquiera  otro  título  que  la  sucesión  ó 
donación. 

En  los  casos  anteriores  no  podrá  la 
mujer  ejercitar  acción  alguna  contra  la 
masa  de  la  quiebra  por  las  ventajas 
que  resulten  del  contrato  de  matrimo- 
nio, ni  los  acreedores  podrán  prevaler- 
se de  las  ventajas  que  resulten  del 
mismo  documento  en  favor  del  marido. 

Art.  800.  Si  la  mujer  tuviere  contra 
su  marido  un  crédito  resultante  de  un 
contrato  á  título  oneroso,  ó  si  hubiere 
pagacdo  por  él  una  deuda,  se  presumirá 
que  el  crédito  está  constituido  y  paga- 
da la  deuda  con  dinero  del  marido,  y  la 
mujer  sólo  podrá  ejercitar  una  acción 
contra  la  masa  de  la  quiebra,  estable- 
ciendo la  prueba  en  contrario,  de  con- 
formidad con  las  disposiciones  del  ar- 
tículo 795. 

Se  admitirá  ala  mujer  del  quebrado 
en  el  pasivo  de  la  quiebra  por  el  pro- 
ducto de  sus  bienes  enajenados  durante 
el  matrimonio  por  el  marido,  salvo  la 
acción  de  la  masa  contra  las  cantida- 
des que  la  mujer  pudiera  lograr,  de 
conformidad  con  las  disposiciones  del 
artículo  1.255  del  Código  civil. 

Sección  cuarta 

De  los  coobligados  y  fiadores 

Art.  801.  El  acreedor  que  tuviere 
obligaciones  firmadas,  endosadas  ó  so- 
lidariamente garantidas  por  el  quebra- 
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do  y  otros  obligados,  que  hubieren  da- 
do en  quiebra,  participará  en  todas  las 
masas  j'  será  admitido  por  el  valor  no- 
minal de  6U  crédito  hasta  el  pago  com- 
pleto. 

Art.  802,  No  se  concederá  recurso 
alguno  por  los  dividendos  pagados  á 
las  quiebras  de  los  coobligados,  unos 
contra  otros;  pero  si  todo  el  crédito, 
capital  y  accesorios  hubiere  sido  paga- 
do por  una  ó  varias  masas  coobliga- 
das, de  suerte  que  el  acreedor  no  tuvie- 
re ya  acción  alguna  contra  las  demás, 
tendrán  derecho  las  primeras  ¿  recu- 
rrir contra  las  últimas  en  la  medida  de 
la  parte  de  la  deuda  que  hubieren  pa- 
gado y  de  la  que  estaba  al  respectivo 
cargo  de  cada  masa. 

Si  el  conjunto  de  los  dividendos  atri- 
buidos al  acreedor  en  todas  las  quie- 
bras de  los  coobligados  fuere  mayor 
que  la  cantidad  debida,  se  devolverá  el 
excedente  á  las  masas  de  las  quiebras 
en  la  proporción  antes  indicada.  Pero 
si  algunos  de  los  eoobligados  fueran 
los  fiadores  de  los  demás,  correspon- 
derá el  excedente  por  el  orden  de  las 
obligaciones  de  las  masas  de  las  quie- 
bras á  aquellos  de  los  coobligados  que 
tengan  derecho  6  ser  garantidos. 

Art.  803.  Si  el  acreedor  portador  de 
obligaciones  solidarias  entre  el  quebra- 
do y  otros  eoobligados  hubiere  recibido 
antes  de  la  quiebra  algo  á  cuenta  de  su 
crédito,  no  podrá  ser  incluido  en  la 
masa  de  la  quiebra  sino  descontando  lo 
recibido  á  cuenta,  y  conservará,  por  lo 
que  queda  debiéndosele,  sus  derechos 
contra  los  eoobligados  ó  los  fiadores. 

El  coobligado  ó  fiador  del  quebrado 
que  hubiere  pagado  parle  de  la  deuda 
solidaria,  podrá  figurar  en  la  masa  por 
todo  lo  que  hubiere  pagado  en  descargo 
del  quebrado;  sin  embargo,  conservará 
el  acreedor  el  derecho  de  retirar  pri- 


mero, hasta  que  haya  sido  Integramen- 
te pagado,  el  dividendo  destinado  al 
coobligado  ó  el  fiador,  restringiendo  en 
ese  caso  sus  acciones  contra  el  mismo 
coobligado  ó  fideiyusor  á  la  cantidad 
por  la  que  haya  quedado  todavía  acree- 
dor después  de  cobrados  los  dos  divi- 
dendos. 

Art.  804.  El  cooLIigado  ó  fiador  del 
quebrado  que  para  seguridad  de  su  ac- 
ción de  recurso  tenga  sobre  los  bienes 
de  éste  un  derecho  condicional  de  hipo- 
teca ó  de  prenda,  será,  incluido  en  la 
masa  de  la  quiebra  por  la  cantidad  por 
la  cual  se  le  haya  constituido  la  hipote- 
ca ó  la  prenda. 

Pero  dicha  cantidad  se  confundirá 
con  la  exigida  por  el  acreedor  en  la 
masa  de  la  quiebra,  y  por  consiguiente 
sólo  se  contará  una  vez  en  el  cálculo 
de  la  mayoría  exigida  para  la  validez 
de  las  deliberaciones  de  los  acreedores 
de  la  quiebra. 

El  importe  de  los  bienes  hipotecados 
ó  de  la  prenda  pertenecerá  al  acreedor 
y  se  descontará  de  la  cantidad  que  se 
le  deba. 

Art.  805.  Los  acreedores  conserva- 
rán su  acción  por  la  totalidad  de  los 
créditos  contra  los  coobligados  6  fiarlo- 
res  del  quebradb,  aunque  éste  haya 
obtenido  un  convenio  en  que  dichos 
acreedores  hayan  consentido. 

TÍTULO   IV.  —  DE  LA  LIOUIDACIÓN 


Capítulo  primero.  — Be  ios  medio»  de 
liquidar  el  activo 

Art.  806.  Bajo  la  vigilancia  de  la  de- 
legación de  los  acreedores  y  la  direc- 
ción del  Juez  delegado,  deberá  el  Sín- 
dico proceder  á  la  liquidación  del  ac- 
tivo de  la  quiebra,  ya  asegurando,  ya 
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cobrando  los  créditos,  ya  procediendo, 
á  la  venta  de  la  fortuna  mueble  é  in- 
mueble inmediatamente  después  de  la 
espiración  de  los  diez  días  del  pronun- 
ciamiento de  la  sentencia  indicada  en 
el  art.  778. 

Si  en  este  intervalo  se  hubiere  hecho 
una  proposición  de  convenio,  y  en 
consideración  á  las  condiciones  de  éste 
pareciere  oportuno  aplazar  la  venta, 
podrá  el  Síndico  ser  autorizado  por  el 
Juez  delegado  para  suspender  la  venta. 

Podrá  el  Juez  delegado,  si  lo  estima- 
re conveniente,  antes  de  que  se  proce- 
da á  la  venta,  mandar  tasar  las  cosas 
por  vender,  por  peritos  nombrados 
por  él. 

Dicha  tasación  deberá  depositarse  en 
el  archivo  del  tribunal. 

Art.  807.  Asimismo  se  aplazará  la 
venta  de  los  bienes,  si  los  acreedores 
tomaren  el  acuerdo  de  continuar  en 
todo  ó  en  parte  la  explotación  del  pa- 
trimonio comercial  del  quebrado,  por 
el  tiempo,  en  los  limites  y  en  las  condi- 
ciones que  deberán  indicar  con  pre- 
cisión. 

Sólo  podrá  tomarse  este  acuerdo  por 
mayoría  de  las  tres  cuartas  partes  de 
los  acreedores  en  número  y  cantidad. 
Los  acreedores  disidentes  y  el  quebra- 
do podrán  hacer  oposición  ante  el  tri- 
bunal, pero  esta  oposición  no  suspen- 
derá la  ejecución  del  acuerdo  tomado 
por  los  acreedores. 

Art.  808.  Las  deudas  provinientes  de 
las  operaciones  del  Síndico  se  pagarán 
con  el  activo  de  la  quiebra,  con  prefe- 
rencia á  las  deudas  anteriores;  pero  si 
estas  operaciones  llevaren  aparejadas 
obligaciones  que  pasen  del  activo  de 
la  quiebra,  los  acreedores  que  las  hu- 
bieren autorizado  serán  los  únicos  per- 
sonalmente responsables  más  allá  de 
su  parte  en  el  activo,  pero  dentro  del 

Tomo  IX.— Institccionbs  jurídicas. 


límite  de  la  autorización  dada,  y  con- 
tribuirán proporcionalmente  á  sus  cré- 
ditos respectivos. 

Art.  809.  En  el  caso  previsto  en  el 
artículo  807,  el  Juez  delegado  deberá 
convocar  á  los  acreedores,  por  lo  me- 
nos una  vez  todos  los  años. 

En  estas  juntas  dará  cuenta  el  Sindi- 
co de  su  administración. 

Art.  810.  Podrá  el  Juez  delegado, 
oída  la  delegación  de  acreedores,  auto- 
rizar al  Síndico  para  que  transija  en 
todas  las  cuestiones  que  interesen  á  la 
masa,  aun  cuando  sean  relativas  á  de- 
rechos reales. 

Cuando  el  objeto  de  la  transacción 
tenga  un  valor  indeterminado  ó  pase 
de  1.500  pesetas,  deberá  someterse  la 
transacción  á  la  confirmación  del  Tri- 
bunal de  Comercio  si  el  objeto  pertene- 
ciere ai  patrimonio  comercial,  y  á  la 
del  Tribunal  civil  si  se  tratare  de  dere- 
chos extraños  al  comercio. 

Sólo  podrá  tener  lugar  la  aproba- 
ción después  de  haber  oído  ó  citado  en 
debida  forma  al  quebrado. 

CAPÍTULO    II.— DE   LA     VENTA   DE    LOS 
MUEBLES  É  INMUEBLES  DEL  QUEBRADO 

Sección  primera 

De  la  venta  de  los  muebles 

Art.  811.  Podrá  el  Juez  delegado, 
oída  la  delegación  de  los  acreedores, 
autorizar  al  Síndico  para  vender  las 
mercaderías  y  demás  objetos  muebles 
del  quebrado,  fijando  el  día  de  la  venta 
y  decidiendo  si  deberá  hacerse  en  la 
forma  ordinaria  ó  en  subasta,  por  me- 
diación de  los  corredores  de  comercio, 
escribanos  ú  otros  funcionarios  públi- 
cos delegados  con  ese  fin.  Dicha  auto- 
rización podrá  concederse  por  motivos 
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bien  fundados,  aun  antes  de  la  espira- 
ción del  plazo  fijado  en  el  art.  806,  pero 
después  de  haber  oido  previamente  al 
acusado. 

En  ambos  casos  será  susceptible  la 
providencia  de  apelación  ante  el  tri- 
bunal. 

Art.  812.  Podrá  el  tribunal,  á  peti- 
ción del  Síndico,  y  citado  el  quebrado 
en  debida  forma,  autorizar  al  Sindico 
para  tratar  y  ajustar  la  venta  en  masa 
total  ó  parcial  de  los  bienes  muebles 
que  hayan  quedado  sin  vender  y  de  los 
créditos  no  cobrados.  La  escritura  de 
enajenación  deberá  ser  aprobada  por 
la  delegación  de  los  acreedores  y  ratifi- 
cada por  el  tribunal. 

Sección  segunda 

De  la  venta  de  los  inmuebles 

Art.  813.  Después  de  la  fecha  de  la 
sentencia  de  los  acreedores  de  la  quie- 
bra, ningún  acreedor  podrá  proceder  á 
la  expropiación  forzosa  de  los  inmue- 
bles, aun  cuando  haya  sobre  ellos  un 
derecho  de  privilegio  ó  de  hipoteca; 
pero  estará  obligado  el  Sindico  á  pro- 
vocar su  venta  en  las  formjBts  estableci- 
das para  la  venta  de  los  bienes  de  los 
menores. 

Se  dirigirá  la  instancia  al  Tribunal  ci- 
vil competente  inmediatamente  des- 
pués de  la  espiración  del  plazo  previs- 
to en  el  art.  806. 

Si  al  hacer  la  primera  subasta  no  se 
presentaren  competidores,  podrá  el 
Juez  delegado,  á  petición  del  Síndico  y 
con  el  consentimiento  de  la  delegación 
de  los  acreedores  y  de  los  acreedores 
hipotecarios,  autorizar  la  venta  sin  las 
formalidades  de  subasta,  cuando  pre- 
sente evidente  ventaja. 


La  escritura  de  venta  deberá  ser  rati> 
ficada  por  el  Tribunal  civil. 

Art.  814.  Si  se  hubiere  comenzado  el 
procedimiento  de  expropiación  antes 
del  pronunciamiento  de  la  sentencia 
declaratoria  de  quiebra  por  un  acree- 
dor con  privilegio  ó  hipoteca  sobre  los 
inmuebles  objeto  del  procedimiento,  de- 
berá el  Síndico,  para  que  pueda  termi- 
narse el  procedimiento  sin  demora,  in- 
tervenir ó  solicitar  que  se  le  sustituya 
al  acreedor  demandante  en  los  casos 
previstos  por  la  ley. 

Se  aplicarán  las  disposiciones  de  los 
artículos  513  y  523  del  Código  de  proce- 
dimiento civil  en  los  casos  en  que  ade- 
más de  los  inmuebles  sujetos  al  proce- 
dimiento tenga  el  quebrado  otros  in- 
muebles en  la  jurisdicción  del  mismo 
tribunal. 

CAPÍTULO  III.— DE  LA  REIVINDICACIÓN 

Art.  815.  Podrán  reivindicarse  las 
entregas  en  títulos  de  cambio  ó  en  otros 
títulos  de  créditos  no  pagados  y  que 
el  quebrado  tenga  sin  realizar  el  día 
de  la  sentencia  declaratoria  de  quie- 
bra, si  dichas  entregas  hubieren  sido 
hechas  por  sus  propietarios  con  el 
mero  mandato  de  efectuar  su  cobranza 
y  guardar  el  valor  de  los  mismos  á  su 
disposición,  ó  si  hubieren  sido  destina- 
dos por  su  propietario  á  pagos  especial- 
mente determinados. 

Art.  816.  Podrán  reivindicarse  igual- 
mente, si  el  quebrado  las  tuviere  conio 
las  recibió,  en  todo  ó  en  parte,  el  día 
de  la  declaración  de  la  quiebra,  las  mer- 
caderías que  se  le  hayan  remesado  ¿ 
título  de  depósito  para  que  sean  vendi- 
das por  cuenta  del  propietario,  pero 
con  reserva  de  las  disposiciones  del 
presente  Código  relativas  á  la  reivindi- 
cación de  los  títulos  al  portador  perdí- 
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dos  ó  robados,  y  de  las  del  art.  1.909  del 
Código  civil. 

Asimisnio  podrá  reivindicarse  el  im- 
porte ó  parte  del  importe  de  las  mismas 
mercaderías  que  no  haya  sido  pagado 
en  dinero  ó  de  otro  modo,  ni  pasado  en 
cuenta  corriente  entre  el  quebrado  y  el 
comprador. 

Art.  817.  Los  géneros  remitidos  al 
quebrado,  cuyo  importe  no  hubiere  abo- 
nado todavía,  podrán  reivindicarse  si  el 
día  de  la  declaración  de  la  quiebra  no 
hubieran  llegado  todavía  á  sus  almace- 
nes ó  no  estuvieran  á  su  disposición  en 
los  almacenes  públicos  ó  en  otro  sitio 
de  depósito  ó  de  custodia,  ó  también  en 
los  almacenes,  lugares  de  depósito  ó  de 
custodia  del  comisionista  encargado  de 
venderlos  por  su  cuenta. 

No  se  admitirá  la  reivindicación  si  los 
géneros,  antes  de  su  llegada,  se  hubie- 
ren vendido  sin  fraude  por  endoso  de  la 
factura,  conocimiento  ó  carta  de  porte, 
cuando  estos  títulos  sean  á  la  orden,  ó 
por  la  entrega  de  dichos  títulos  si  fue- 
ren al  portador. 

£1  que  reivindica  deberá  indemnizar 
á  la  masa  por  las  cantidades  pagadas 
por  su  cuenta  y  por  los  anticipos  hechos 
para  flete  ó  gastos  de  puertoi  por  comi- 
sión, seguros  ú  otros  gastos,  y  reinte- 
grar las  cantidades  que  se  deban  por 
las  mismas  causas. 

Art.  818.  El  vendedor  podrá  retener 
las  mercaderías  que  no  hayan  sido  en- 
tregadas al  quebrado  ó  que  no  hayan 
sido  remitidas,  ya  á  él,  ya  á  un  tercero 
por  su  cuenta. 

Art.  819.  En  los  casos  previstos  en 
lo»  dos  artículos  que  preceden,  podrá  el 
Sindico,  con  el  consentimiento  de  la 
delegación  de  los  acreedores  y  autori- 
zación del  Juez  delegado,  exigir  la  en- 
trega de  las  mercaderías,  abonando  al 
vendedor  el  precio  convenido. 


Art.  820.  Las  instancias  de  reivindi- 
cación deberán  presentarse  ante  eiJuez 
delegado  contradictoriamente  con  el 
Síndico  y  con  la  delegación  délos  acree- 
dores. 

Todo  acreedor,  y  hasta  el  quebrado, 
será  admitido  á  impugnarlas.  Si  no 
hubiere  impugnaciones,  ó  si  la  impug- 
nación, con  arreglo  al  valor  relativo  de 
la  cosa  reivindicada,  fuere  de  la  com- 
petencia del  Juez  de  paz,  se  admitirá  ó 
se  denegará  por  medio  de  una  providen- 
cia del  Juez  delegado,  susceptible  de 
apelación. 

En  el  caso  contrario,  el  Juez  delega- 
do deberá  remitir  á  las  partes  á  una 
audiencia  fija  ante  el  Tribunal  de  Co- 
mercio. 

Art.  821.  Las  demandas  de  reivindi- 
cación de  los  objetos  tal  como  se  reci- 
bieron suspenderán  la  venta  de  las  co- 
sas reivindicadas,  mas  no  podrán  anu- 
lar las  ventas  ya  efectuadas. 

Las  demandas  de  reivindicación  del 
precio  no  tendrán  efecto  sobre  las  can- 
tidades ya  distribuidas  antes  de  haber- 
las formulado. 

TÍTULO  V.— DEL  REPARTO  ENTRE  LOS 
ACREEDORES  Y  DE  LA  CLAUSURA  DE  LA 
QUIEBRA. 

Art.  822.  Las  cantidades  en  dinero 
que  pertenezcan  á  la  quiebra,  descon- 
tando los  gastos  judiciales  y  de  ad- 
ministración y  los  socorros  concedidos 
al  quebrado  y  á  su  familia, deberán  em- 
plearse, ante  todo,  con  la  autorización 
del  Juez  delegado,  en  el  pago  de  los 
acreedores  con  prenda  ó  con  otro  pri- 
vilegio, distribuyéndose  el  excedente 
entre  lodos  los  demás  acreedores,  en 
proporción  á  sus  créditos  comproba- 
dos. 

Con  este  objeto,  deberá  el  Síndico 
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presentar  todos  los  meses  al  Juez  dele- 
gado un  estado  de  la  situación  de  la 
quiebra  y  del  dinero  disponible  para 
ser  repartido.  El  Juez  delegado  decre- 
tará, si  hubiere  lugar  á  ello,  un  reparto 
ñjando  la  cantidad  que  haya  de  distri- 
buirse, y  cuidará  de  que  sean  avisados 
todos  los  acreedores. 

Art.  823.  £1  Sindico  formará  el  esta- 
do de  reparto,  que  se  hará  ejecutivo 
por  providencia  del  Juez  delegado. 

Para  el  reparto  de  los  valores  en  me- 
tálico que  estén  en  depósito,  entregará 
el  Sindico  á  cada  acreedor  el  manda- 
miento de  pago  con  arreglo  al  estado 
de  reparto. 

Los  pagos  se  efectuarán  directamen- 
te por  la  caja. 

Art.  824.  No  se  procederá  á  ningún 
reparto  sino  después  de  haber  puesto 
en  reserva  de  la  parte  correspondiente, 
de  conformidad  con  el  balance,  á  los 
créditos  para  los  que  se  haya  prorroga- 
do el  plazo  de  la  comprobación,  si  no 
hubieren  sido  admitidos  en  la  quiebra 
al  hacer  el  reparto. 

Si  no  se  hubieren  incluido  en  el  ba- 
lance esos  créditos  por  determinada 
cantidad,  ó  si  el  acreedor  exigiere  ma- 
yor cantidad  de  la  consignada  en  el  ba- 
lance, el  Juez  delegado  determinará  la 
cantidad  que  deba  reservarse,  salvo 
apelación  ante  el  tribunal.  La  providen- 
cia del  Juez  delegado  será  ejecutiva. 

Art.  825.  La  parte  reservada  queda- 
rá en  depósito  hasta  la  espiración  de 
los  plazos  prorrogados,  con  arreglo  á 
las  disposiciones  del  art.  772.  Si  los 
acreedores  para  los  cuales  se  hayan 
prorrogado  los  plazos  no  hubieren  he- 
cho comprobar  sus  créditos  conforme 
con  las  disposiciones  que  preceden,  se 
repartirá  la  parte  reservada  entre  los 
acreedores  admitidos  en  el  pasivo. 

Igual  reserva  se  hará  para  los  crédi- 


tos sobre  cuya  admisión  no  se  hubiere 
estatuido  definitivamente. 

Si  las  cantidades  reservadas  produ- 
jeren intereses,  pertenecerán  'á  los 
acreedores  para  quienes  se  hubieren 
reservado  dichas  cantidades. 

£1  depósito  será  siempre  á  sus  ries- 
gos y  á  su  costa. 

Art.  826.  El  Sindico  no  extenderá 
ninguna  orden  de  pago  sino  á  presen- 
tación del  título  constitutivo  del  crédito. 

Hará  mención  en  el  titulo  de  la  orden 
de  pago. 

Si  no  hubiere  título  escrito,  ó  no  fue- 
re posible  presentarlo,  podrá  el  Juez 
delegado  autorizar  el  pago  con  la  pre- 
sentación del  extracto  del  acta  de  com- 
probación de  los  créditos. 

El  acreedor  dará  recibo  en  el  margen 
del  estado  de  reparto. 

Art.  827.  Los  acreedores  que  hayan 
afirmado  fuera  de  plazo  sus  créditos, 
con  arreglo  á  las  disposiciones  del  ar- 
tículo 783,  no  podrán  reclamar  contra 
los  repartos  del  activo  hechos  ya,  ni 
oponerse  á  los  repartos  ordenados  por 
el  Juez  delegado;  pero  sólo  concurrirán 
en  los  ulteriores  repartos  en  la  propor- 
ción de  sus  créditos,  y  cuando  hayan 
sido  admitidos  provisionalmente  en  el 
pasivo  proporcionalmente  á  la  cantidad 
determinada  por  el  tribunal.  Mas  si  jus- 
tificaren haber  estado  imposibilitados 
para  hacer  la  afirmación  de  sus  créditos 
en  los  plazos  fijados,  podrán  admitírse- 
les, para  que  retiren  del  activo  aún  no 
distribuido,  los  dividendos  á  que  hubie- 
ran tenido  derecho  en  los  anteriores 
repartos. 

En  caso  de  oposición  fuera  de  plazo 
contra  la  admisión  de  un  crédito,  podrá 
el  tribunal  ordenar  que  las  cantidades 
correspondientes  á  este  crédito  ó  á  la 
parte  impugnada  de  dicho  crédito  en 
los  ulteriores  repartos  se  tengan  en  de- 
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pósito;  y  si  á  consecuencia  de  dicha 
oposición  se  declarare  en  todo  ó  en 
parte  no  existente  el  crédito,  deberán 
restituirse  á  la  masa  hasta  las  cantida- 
des indebidamente  cobradas  en  los  an- 
teriores repartos. 

Art.  828.  Cuando  se  haya  terminado 
el  reparto  de  las  cantidades  proceden- 
tes del  haber  mueble  é  inmueble  del 
quebrado,  se  cerrará  el  procedimiento 
de  la  quiebra;  pero  cada  acreedor  con- 
servará el  derecho  al  petgo  de  lo  que 
todavía  se  le  deba. 

Sin  embargo,  volverá  á  abrirse  el 
procedimiento  de  la  quiebra  cuando  el 
deudor  lo  pida,  ofreciendo  á  sus  acree- 
dores el  pago  del  décimo,  por  lo  menos, 
de  sus  créditos  y  prestando  fianza  para 
los  gastos. 

El  tribunal  en  ese  caso  volverá  á  lla- 
mar á  sus  funciones  al  Juez  delegado  y 
al  Síndico,  ó  los  nombrará  de  nuevo,  y 
tomará  todas  las  medidas  previstas  en 
las  disposiciones  que  preceden,  tanto 
las  relativas  á  la  conservación  y  ad- 
ministración del  patrimonio  existente, 
como  las  relativas  á  su  liquidación  y  las 
relativas  al  pasivo  que  hubiere  sobre- 
venido. 

No  se  procederá  á  reparto  alguno 
sino  después  de  la  espiración,  respecto 
de  los  nuevos  acreedores,  de  los  plazos 
fijados  de  conformidad  con  las  dispo- 
siciones del  art.  703. 

Art.  829.  Si  el  quebrado  probare  ha- 
ber pagado  íntegramente  en  capital, 
intereses  y  gastos,  todos  los  créditos 
admitidos  en  la  quiebra,  podrá  obtener 
del  tribunal,  por  una  sentencia,  que  se 
borre  su  nombre  de  la  lista  de  los  que- 
brados. 

No  será  aplicable  esta  disposición  á 
los  que  hubieren  hecho  quiebra  fraudu- 
lenta, ni  á  los  condenados  por  falsedad, 
robo,  abuso  de  confianza,  estafa  ó  en- 


gaño, y  dilapidación  de  los  fondos  pú- 
blicos. 

TÍTULO  VI.— DE  LA  CESACIÓN  Y  SUSPEN- 
SIÓN DE  LA  QUIEBRA 

Capítulo  primero.— De  la  insuficiencia 

del  aetipo 

Art.  830.  Si  no  pudieran  continuarse 
útilmente  las  operaciones  de  la  quiebra 
por  causa  de  la  insuficiencia  del  activo, 
podrá  el  tribunal,  oídos  el  Síndico,  la 
delegación  de  los  acreedores  y  el  que- 
brado, decretar  hasta  de  oficio  la  clau- 
sura de  estas  operaciones. 

Esta  sentencia  reintegrará  á  los  acree- 
dores en  el  ejercicio  de  sus  derechos 
sobre  los  bienes  del  quebrado,  pero  los 
efectos  de  la  declaración  de  quiebra  se 
mantendrán  respecto  del  quebrado. 

Art.  831 .  Podrá  el  quebrado  y  cual- 
quier  interesado  solicitar  en  cualquier 
tiempo  del  tribunal  la  revocación  de  la 
sentencia  que  haya  decretado  la  clau- 
sura de  las  operaciones  de  la  quiebra, 
pagando  las  costas  del  juicio  indicado 
en  el  artículo  anterior,  y  prestando 
fianza  para  los  ulteriores  gastos. 

Si  se  admitiere  la  revocación,  se  pro- 
cederá de  conformidad  con  el  primer 
aparte  del  art.  828. 

CAPÍTULO   II.— DEL  APLAZAMIENTO 

Art.  832.  Si  se  hubiere  dictado  la  sen- 
tencia declaratoria  de  quiebra  á  ins- 
tancia de  los  acreedores  ó  de  oficio,  po- 
drá el  quebrado,  justificando  que  la 
suspensión  en  sus  pagos  ha  sido  con- 
secuencia de  acontecimientos  extraor- 
dinarios é  imprevistos  ó  excusables 
por  otros  motivos,  y  estableciendo  con 
documentos  ó  con  garantías  suficientes 
que  el  activo  de  su  patrimonio  pasa  del 
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pasivo,  solicitar  del  tribunal,  en  los  tres 
días  siguientes  á  la  publicación  de  di- 
cha sentencia^  que  aplace  su  ejecución. 

No  será  admisible  la  instancia  si  el 
quebrado  no  iiubiere  presentado  ó  no 
presentare  al  mismo  tiempo  sus  libros 
de  comercio,  llevados  en  debida  forma, 
su  balance  comercial  y  una  lista  nomi- 
nal de  todos  los  acreedores,  con  indica- 
ción de  su  domicilio  y  del  importe  de 
sus  créditos. 

Art.  833.  El  Presidente,  después  de 
haber  comprobado  la  presentación  de 
los  libros,  balance  y  lista  de  acreedo- 
res, ordenará  la  convocatoria  de  éstos 
ante  el  Juez  delegado,  para  que  se  dis- 
cuta la  instancia  de  aplazamiento,  y 
fijará,  en  caso  de  necesidad,  un  día, 
que  no  deberá  ser  posterior  á  la  fecha 
de  la  primera  junta  ordenada  por  la 
sentencia  declaratoria  de  quiebra. 

Esta  providencia  se  notificará  inme- 
diatamente al  Síndico  y  á  todos  los 
acreedores pordiligencias  del  quebrado. 

Dicha  providencia  no  impedirá  la  eje- 
cución de  los  actos  que  resulten  de  la 
declaración  de  quiebra  con  relación  á 
la  persona  y  á  los  bienes  del  quebrado. 

Art.  834.  El  acta  de  la  junta  deberá 
indicar  los  nombres  y  apellidos  de  los 
acreedores  que  hayan  comparecido  y 
las  declaraciones  de  cada  uno  de  ellos 
y  del  Síndico,  con  relación  á  la  veraci- 
dad y  á  la  existencia  de  cada  crédito,  á 
la  solicitud  de  aplazamiento  y  á  su  du- 
ración. 

Asimismo  deberá  indicar  las  medidas 
conservatorias  necesarias  propuestas, 
los  modo^  de  liquidación  sin  formalida- 
des legales  y  Jas  personas  á  quienes 
pueda  confiarse  la  administración  ó  vi- 
gilancia del  patrimonio  del  quebrado 
durante  la  prórroga. 

Art.  835.  En  la  primera  audiencia 
que  siga  al  día  de  la  juntfii,  antes  indi- 


cada, estatuirá  el  tribunal  contradicto- 
riamente con  el  quebrado,  con  el  Sindi- 
co y  con  los  acreedores  que  interven- 
gan acerca  de  la  instancia  de  prórroga, 
teniendo  en  cuenta,  sobre  todo,  el  de- 
seo expresado  por  la  mayoría  de  los 
acreedores. 

Si  el  tribunal  juzgare  admisible  esta 
petición ,  tomará  las  siguientes  me- 
didas: 

1.®  Fijará  el  plazo  de  la  prórroga, 
sin  que  dicho  plazo  pueda  pasar  de  seis 
meses; 

2.®  Ordenará  que  el  deudor  presente 
en  el  mismo  plazo  la  prueba  de  haber 
pagado  todas  sus  deudas  vencidas  ú  ob- 
tenido de  sus  acreedores  un  plazo  para 
el  pago; 

3.®  Prescribirá  las  medidas  conser- 
vatorias y  las  precauciones  que  juzgue 
necesarias  para  asegurar  la  integridad 
del  patrimonio  del  deudor; 

4.**  Nombraráunacomísiónde  acree- 
dores, encargada  de  vigilar  la  adminis- 
tración y  la  liquidación  del  patrimonio 
del  quebrado. 

La  suspensión  del  procedimiento  co- 
mercial de  la  quiebra  no  detendrá  el 
curso  de  la  acción  penal. 

Art.  836.  El  deudor  que  haya  conse- 
guido una  prórroga,  tendrá  derecho  á 
proceder  á  la  liquidación  por  vía  amis- 
tosa del  activo  de  su  quiebra,  y  á  la  ex- 
tinción de  su  pasivo,  con  el  concurso 
de  la  comisión  de  acreedores  antes 
nombrada,  y  bajo  la  dirección  del  Juez 
delegado. 

Las  reglas  especiales  para  la  liquida- 
ción y  las  autorizaciones  para  vender, 
constituir  hipotecas  ó  prendas,  tomar  á 
préstamo,  transigir,  cobrar  capitales  ó 
efectuar  pagos,  ó  para  realizar  otros 
actos  estrictamente  necesarios  en  inte- 
res  de  la  liquidación,  deberán  ser  pres- 
critos por  el  tribunítl  en  isi-  sentencia 
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que  otorgue  la  prórroga  ó  en  otra  ulte- 
rior, y  oída  la  comisión  de  liquidación. 

Art.  837.  No  podrá,  durante  la  pró- 
rroga, entablarse  ni  continuarse  contra 
el  deudor  acto  alguno  de  procedimien- 
to, ni  podrá  entablarse  ni  continuarse 
contra  él  acción  alguna,  si  no  emanare 
de  hechos  posteriores  al  día  en  que  le 
fué  concedida  la  prórroga. 

No  surtirá  efecto  la  prórroga  respec- 
to de  los  créditos  del  Estado  provinien- 
tes  de  contribuciones,  ni  respecto  de  los 

derechos  de  los  acreedores  con  hipote- 
cas, prenda  ú  otro  privilegio. 
'  Art.  838.  Si  durante  la  prórroga  se 
llegase  á  un  acuerdo  amistoso  con  to- 
dos los  acreedores,  se  regularán  las 
ulteriores  relaciones  entre  éstos  y  el 
deudor  con  arreglo  á  dicho  acuerdo. 

También  podrá  hacerse  el  arreglo  váL- 
lidamente  con  la  mayoría  de  los  acree- 
dores solamente,  si  representare  las 
tres  cuartas  partes  del  pasivo  por  lo 
menos,  con  la  condición,  sin  embargo, 
de  que  los  acreedores  que  lo  hayan 
consentido  tomen  á  su  cargo  las  conse- 
cuencias de  cualquier  litigio  con  los 
acreedores  disidentes,  y  si  fuere  me- 
nester, la  obligación  de  pagar  sus  cré- 
ditos íntegramente. 

En  ambos  casos,  si  se  hubiere  hecho 
ya  la  declaración  de  quiebra,  el  arreglo 
deberá  ser  ratificado  por  el  tribunal  y 
surtirá  los  efectos  del  convenio  en  lo 
concerniente  á  la  clausura  de  la  quie- 
bra. 

Art.  839.  Si  no  fuere  admitida  la  ins- 
tancia de  prórroga,  otorgará  el  tribu- 
nal, si  fuere  necesario,  nuevos  plazos 
para  la  comprobación  de  los  créditos. 

Si  después  de  haber  otorgado  la  pró- 
rroga se  descubrieren  durante  ella  deu- 
das no  declaradas  por  el  quebrado,  ó 
la  no  existencia  de  créditos  declarados, 
ó  si  el  quebrado  no  cumpliere  las  obli- 


gaciones que  le  hubieren  sido  impues- 
tas relativamente  á  la  administración 
y  liquidación  de  su  patrimonio,  ó  se 
hubiere  hecho  culpable  de  hechos  de 
dolo  ó  mala  fe,  ó  si  su  activo  no  ofre- 
ciere ya  esperanzas  de  pago  íntegro  de 
sus  deudas,  podrá  el  tribunal  revocar, 
aun  de  oficio,  la  prórroga  y  prescribir 
las  medidas  necesarias  para  la  conti- 
nuación del  procedimiento  de  la  quie- 
bra. 

Art.  840.  Podrá  el  comerciante,  aun 
antes  de  Ja  declaración  de  la  quiebra, 
solicitar  una  prórroga,  con  tal  que  se 
halle  en  estado  de  justificar  que  reúne 
las  condiciones  prescritas  por  el  ar- 
tículo 832,  depositando  en  la  Secretaría 
del  tribunal  los  documentos  indicados 
en  él  y  la  cantidad  necesaria  para  los 
ga.stos. 

Si  parecieren  suficientes  las  justifica- 
ciones presentadas,  podrá  el  tribunal, 
después  de  haber  oído  al  demandante 
en  Sala  de  Consejo,  ordenar  que  se 
convoque  á  los  acreedores  en  el  plazo 
más  breve  posible,  á  m^ls  tardar  dentro 
de  quince  días,  y  prescribir  las  medi- 
das provisionales  que  juzgue  necesa^ 
rias,  encargando  al  Juez  la  dirección 
de  la  ejecución. 

Se  notificará  la  sentencia  al  Fiscal 
del  tribunal  con  el  fin  indicado  en  el 
artículo  707. 

Se  regulará  dicha  prórroga  por  las 
disposiciones  del  presente  capítulo  que 
no  sean  incompatibles  con  ella. 

Si  juzgare  el  tribunal  que  no  está 
justificada  la  petición,  ó  si  sobreviniere 
alguno  de  los  acontecimientos  previs- 
tos en  el  artículo  anterior,  se  proceder 
rá  sin  demora  á  la  declaración  de  la 
quiebra. 

Art.  841.  Siempre  que  se  haya  otor- 
gado una  prórroga,  si  durante  la  mis- 
ma se  demostrare  haberse  pagado  á 
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los  acreedores  anteriores  una  parte 
considerable  de  sus  créditos,  ó  hubiere 
un  concurso  de  circunstancias  particu- 
lares, podrá  el  tribunal,  después  de  una 
votación  favorable  de  la  mayoría  de  los 
acreedores,  que  por  lo  menos  represen- 
te la  mitad  del  pasivo  no  pagado,  otor- 
gar una  nueva  prórroga  por  un  pleizo 
que  tampoco  podrá  pasar  de  seis  me- 
ses. 

Art.  842.  Podrán  presentarse  los  do- 
cumentos y  demás  medios  de  prueba 
que  tengan  por  objeto  ilustrar  al  tribu- 
nal sobre  la  instancia  de  prórroga,  sin 
que  sea  necesario  revestirlos  de  las  for- 
malidades prescritas  por  las  leyes  so- 
bre el  timbre  y  el  registro. 

CAPÍTULO   III.— DEL  CONVENIO 

Art.  843.  En' cualquier  estado  del 
procedimiento  de  quiebra  podrá  ha*- 
cerse  un  convenio  entre  el  quebrado  y 
sus  acreedores,  si  todos  consienten  en 
ello. 

El  Síndico  estará  obligado  á  hacer 
todas  las  diligencias  para  la  celebra- 
ción del  convenio. 

Podrá  estipularse  en  el  convenio  la 
cesación  ó  suspensión  del  procedimien- 
to para  la  quiebra,  pero  no  podrá  impe- 
dirse la  continuación  de  la  instrucción 
penal. 

Art.  844.  Si  no  se  hubiere  logrado  el 
consentimiento  de  todos  los  acreedores 
para  un  convenio,  el  quebrado,  el  Sín- 
dico, la  delegación  de  los  acreedores  ó 
un  número  de  éstos  que  represente  por 
lo  menos  la  cuarta  parte  del  pasivo, 
podrá  solicitar  siempre  del  Juez  dele- 
gado que  convoque  á  los  acreedores 
para  proponerles  un  convenio. 

El  mandamiento  de  convocatoria  de- 
berá notificarse   á  los  acreedores,  al 

Sindico  y  al  quebrado, 


La  proposición  de  convenio  no  sus- 
penderá las  actuaciones  comenzadas 
para  la  liquidación  de  la  quiebra,  salvo 
las  disposiciones  del  primer  aparte  del 
artículo  806. 

Art.  845.  En  la  junta  para  el  conve- 
nio podrá  el  quebrado  presentarse  en 
persona,  pero  por  justas  razones  podrá 
ser  autorizado  por  el  Juez  delegado  á 
hacerse  representar  por  otra  persona. 

El  Síndico  deberá  presentar  á  la  Jun- 
ta una  relación  escrita  sobre  el  estado 
de  la  quiebra,  sobre  el  cumplimiento  de 
las  formalidades,  sobre  las  operacio- 
nes que  hayan  tenido  lugar,  y  especial- 
mente sobre  los  medios  empleados  para 
provocar  la  celebración  del  convenio, 
sobre  los  obstáculos  que  hubieren  sur- 
gido y  las  medidas  que  creyere  necesa- 
rias para  facilitar  dicha  celebración.  El 
informe  deberá  ir  firmado  por  el  Síndi- 
co y  ser  presentado  al  Juez  delegado. 

El  acta  de  la  junta  hará  mención  de 
todo  lo  que  en  ella  se  hubiere  delibera- 
do y  acordado. 

Art.  846.  No  podrá  formalizarse  el 
convenio  sino  después  de  la  aceptación 
por  la  mayoría  de  todos  los  acreedores 
cuyos  créditos  hayan  sido  reconocidos 
ó  admitidos  provisionalmente,  con  la 
condición  de  que  los  acreedores  que  se 
adhieran  representen  las  tres  cuartas 
partes  de  la  totalidad  de  los  créditos,  y 
si  no  será  nulo  el  contrato. 

No  surtirán  efecto  las  variaciones  en 
el  número  de  acreedores  y  en  el  impor- 
te de  los  créditos  que  se  deriven  de  la 
sentencia  indicada  en  el  art.  778  sobre 
la  validez  del  convenio  ajustado  con  la 
mayoría  de  los  acreedores  antes  indi- 
cada. 

Art.  847.  Para  la  formación  de  la 
mayoría  exigida  para  la  validez  del 
convenio,  no  se  tendrán  en  cuenta  los 
préditos  con  hipoteca,  prenda  ú  otro 
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privilegio,  si  los  acreedores  no  renun- 
cian á  su  hipoteca  ó  privilegio. 

Podrá  asimismo  hacerse  la  renuncia 
por  parte  del  crédito  y  los  accesorios, 
con  tal  que  la  cantidad  por  la  que  tie- 
ne lugar  sea  determinada  en  capital, 
intereses,  etc.,  y  que  dicha  cantidad  no 
sea  inferior  á  la  tercera  parte  de  todo, 
el  crédito. 

El  voto  dado  sin  declaración  alguna 
de  renuncia  limitada,  implica  de  pleno 
derecho  la  renuncia  á  la  hipoteca  ó  al 
privilegio  para  todo  el  crédito. 

Los  efectos  de  la  renuncia  cesarán 
de  pleno  derecho  si  no  hubiere  tenido 
lugar  el  convenio  ó  si  ulteriormente 
fuere  anulado. 

Las  decisiones  de  los  demás  aeree- 

» 

dores  no  podrán  perjudicar  los  dere- 
chos de  los  demás  acreedores  hipote- 
carios ó  privilegiados. 

Art.  848.  Deberá  firmarse  el  conve- 
nio en  la  junta  en  que  se  haya  consen- 
tido. 

Si  sólo  sé  hubiere  aceptado  el  conve- 
nio por  la  mayoría  numérica  de  los 
acreedores  presentes  ó  por  la  mayoría 
de  las  tres  cuartas  partes  del  importe 
total  de  los  créditos,  y  aun  cuando  no 
se  hubiere  reunido  ninguna  de  estas 
mayorías,  si  hubiere  aceptado  el  con- 
venio un  número  importante  de  acree- 
dores, podrá  el  Juez  delegado,  si  los 
acreedores  adheridos  no  declararen  que 
retiran  su  consentimiento,  aplazar  la 
deliberación  para  otra  junta  ó  fijar  un 
plazo  para  recoger  otras  adhesiones. 

En  el  caso  en  que  se  hubiere  efectua- 
do cualquier  cambio  en  las  condiciones 
del  convenio,  quedarán  sin  efecto  las 
adhesiones  dadas  en  la  primera  junta. 

Tendrán  los  acreedores  derecho  á  to- 
mar notas  en  la  Secretaría,  de  las  ac- 
tas de  la  junta. 

Art.  849,    El  tribunal  deberá  ratificar 


el  acuerdo  á  petición  de  la  parte  más 
diligente. 

Los  acreedores  que  no  lo  hubieren 
consentido  ó  no  hayan  intervenido  en 
él,  podrán  formular  oposición  en  el 
plazo  de  ocho  días  después  de  efectua- 
do aquél  ó  de  la  espiración  del  plazo 
concedido  por  el  Juez  delegado. 

La  oposición  será  motivada  y  deberá 
notificarse  al  Síndico  y  al  quebrado  al 
mismo  tiempo  que  la  citación  ante  el 
tribunal. 

Si  transcurriere  dicho  plazo  sin  que 
se  haya  formulado  oposición  alguna, 
estatuirá  el  tribunal  en  Sala  de  Consejo 
acerca  de  la  ratificación. 

En  caso  contrario,  estatuirá  el  tri- 
bunal sobre  las  oposiciones  y  sobre  la 
ratificación  en  una  sola  y  misma  sen- 
tencia. 

Si  fuere  admitida  la  oposición,  el  tri- 
bunal anulará  el  convenio  respecto  de 
todos  los  interesados. 

Si  la  oposición  fuere  denegada,  podrá 
el  tribunal  ó  la  Sala  de  Apelación,  al 
denegarla,  condenar  al  oponente  á  una 
multa  de  100  á  5.000  pesetas  cuando  se 
haya  hecho  la  oposición  de  mala  fe  y 
con  el  fin  evidente  de  retrasar  la  ejecu- 
ción del  convenio. 

Art.  850.  Si  el  fallo  sobre  una  oposi- 
ción dependiere  de  la  resolución  de  una 
cuestión  que  por  razón  de  la  materia 
no  fuere  de  la  competencia  del  Tribunal 
de  Comercio,  no  podrá  dicho  tribunal 
estatuir  sino  después  de  la  resolución 
de  esta  cuestión;  pero  deberá  fijar  un 
plazo  breve,  durante  el  que  tendrá  obli- 
gación el  acreedor  oponente  de  dar  par- 
te á  la  autoridad  competente  y  de  justi- 
ficar sus  diligencias,  y  advertirle  que 
en  el  caso  contrario  se  estatuirá  sobre 
las  demás  oposiciones,  sin  tener  en 
cuenta  sus  pretensiones. 

Art.  851,    Si  se  hubieren  ofrecido  en 
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el  convenio  hipotecas  para  garantía 
de  los  interesados,  deberá  el  tribunal, 
al  pronunciar  la  ratificación  del  conve- 
nio, fijar  un  plazo  breve  para  hacer  las 
inscripciones  hipotecarias. 

Sólo  surtirá  efecto  la  ratificación  des- 
de el  día  en  que  se  hayan  hecho  las  ins- 
cripciones. 

Art.  852.  Cuando  con  arreglo  á  las 
circunstancias  de  la  quiebra  y  é,  las 
condiciones  del  convenio,  se  compro- 
bare que  el  quebrado  merece  particu- 
lares consideraciones,  la  sentencia  de 
ratificación  podrá  determinar  también 
que,  después  del  completo  cumplimieYí- 
to  de  las  obligaciones  contraídas  en  el 
convenio,  sea  borrado  el  nombre  del 
deudor  de  la  lista  de  los  quebrados; 
también  podrá  decidirse  en  la  misma 
sentencia  que  por  efecto  del  cumpli- 
miento de  las  mismas  obligaciones 
quede  revocada  la  sentencia  declarato- 
ria de  quiebra,  aun  en  lo  concerniente 
á  la  causa  criminal. 

Se  hará  constar  el  cumplimiento  de 
las  obligaciones  antes  indicadas  por 
sentencia  dictada  por  el  mismo  tri- 
bunal. 

Art.  853.  La  ratificación  hará  obli- 
gatorio el  convenio  para  todos  los 
acreedores,  inscritos  ó  no  en  el  balan- 
ce, reconocidos  ó  no,  y  hasta  para  los 
acreedores  que  residan  en  el  extranje- 
ro, lo  mismo  que  para  los  que  hayan 
sido  admitidos  provisionalmente  en  el 
pasivo,  cualquiera  que  sea  la  cantidad 
definitivamente  liquidada  en  su  favor. 

Art.  854.  Cesará  el  estado  de  quiebra 
en  cuanto  la  sentencia  de  ratificación 
no  sea  ya  susceptible  de  oposición  ó 
apelación,  cesando  al  mismo  tiempo 
las  funciones  del  Síndico  y  la  delega- 
ción de  los  acreedores,  pero  con  la  re- 
serva de  las  disposiciones  de  I09  artlcu- 
Ips  siguientes, 


El  Sindico  deberá  dar  cuenta  de  su 
administración,  cuenta  que  será  discu- 
tida y  cerrada  en  presencia  del  Juez 
delegado;  entregará  al  quebrado  la  uni- 
versalidad de  sus  bienes,  libros,  pape- 
les y  todos  los  demás  efectos,  mediante 
descargo,  conformándose  con  las  con- 
diciones y  precauciones  establecidas  en 
el  convenio. 

El  Juez  delegado  levantará  acta  de 
todo  y  cesará  en  sus  funciones. 

El  tribunal  estatuirá  sobre  las  cues- 
tiones surgidas. 

Art^855.  Aunque  esté  ratificado,  po- 
drá el  tribunal  anular  el  convenio  á  pe- 
tición del  Síndico  ó  de  cualquier  acree- 
dor, después  de  haber  oído  contradic- 
toriamente al  quebrado,  si  después  de 
Ja  ratificación  se  descubriere  que  el  pa- 
sivo fué  exagerado  ó  se  disimuló  parte 
importante  del  activo.  Esta  anulación 
extinguirá  de  pleno  derecho  las  garan- 
tías suministradas  para  asegurar  el 
cumplimiento  del  convenio. 

Después  de  la  ratificación  ya  no  se 
admitirá  ninguna  otra  acción  de  nuli- 
dad del  convenio. 

Art.  856.  Si  el  quebrado  no  cumplie- 
re-las condiciones  del  convenio,  la  ma- 
yoría de  los  acreedores  que  hubieren 
tomado  parte  en  las  deliberaciones,  y  á 
quienes  no  se  hubieren  abonado  las 
cantidades  propuestas  en  el  mismo, 
podrán  solicitar  la  rescisión. 

Se  determinará  la  mayoría  con  arre- 
glo á  las  disposiciones  del  art.  846. 

Se  hará  la  instancia  á  nombre  de  di- 
chos acreedores  por  el  Síndico  ó  por 
estos  mismos,  citando  al  Síndico  con- 
tradictoriamente con  el  quebrado  y  fia- 
dores, si  los  hubiere. 

Podrá  solicitarse  individualmente  la 
rescisión  del  convenio,  pero  sólo  en  su 
interés  personal,  por  uno  ó  más  acree- 
dores á  quienes  no  se  hubieren  abona- 
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do  en  todo  ó  en  parte  las  cantidades 
vencidas  y  que  se  les  debían  en  virtud 
del  convenio.  Los  acreedores  en  ese 
caso  volverán  á  entrar  en  la  integridad 
de  sus  derechos  respecto  del  quebrado; 
pero  no  podrán  pedir  lo  restante  de  las 
cantidades  prometidas  por  el  convenio 
sino  después  de  transcurridos  los  pla^- 
zos  ñjados  para  el  pago  de  las  últimas 
prestaciones. 

La  rescisión  del  convenio  no  libra  á  • 
los  fiadores  ni  extingue  las  hipotecas  y 
demás  garantías  otorgadas  por  aquél. 

Art.  857.  En  vista  de  la  sentencia 
que  anule  ó  rescinda  el  convenio,  pro- 
cederá el  tribunal  de  conformidad  con 
las  disposiciones  del  primer  aparte  del 
artículo  828. 

No  podrán  declararse  nulos  los  actos 
realizados  por  el  quebrado  con  poste- 
rioridad á  la  ratificación  del  convenio, 
y  antes  de  su  anulación  ó  su  resolución, 
sino  cuando  se  hayan  hecho  con  fraude 
de  los  derechos  de  los  acreedores. 

Art.  858.  Los  acreedores  anteriores 
al  convenio  recobrarán  la  integridad  de 
sus  derechos  respecto  del  quebrado  so- 
lamente, pero  no  podrán  participar  en 
la  masa  de  la  quiebra  más  que  en  las 
siguientes  proporciones: 

Si  no  hubieren  recibido  dividendo  al- 
guno, participarán  por  la  totalidad  de 
sus  créditos; 

Si  hubieren  recibido  un  dividendo, 
sólo  participarán  por  la  parte  del  cré- 
dito primitivo  correspondiente  á  la  par- 
te de  dividendo  prometida  y  no  reci- 
bida. 

Se  aplicarán  las  disposiciones  del 
presente  artículo  al  caso  en  que  una 
segunda  quiebra  se  haya  declarado  sin 
que  la  anterior  haya  sido  anulada  ó  re- 
suelta. 


TÍTULO  VIL— DISPOSICIONES  relativas 

Á  LA  QUIEBRA  DE  SOCIEDADES   MERCAN- 
TILES. 

Art.  859.  La  quiebra  de  una  sociedad 
mercantil  será  declarada  por  el  Tribu- 
nal de  Comercio  en  cuya  jurisdicción 
tenga  su  residencia  la  sociedad. 

Art.  860.  La  quiebra  de  una  socie- 
dad en  nombre  colectivo  ó  en  comandi- 
ta lleva  aparejada  la  de  los  socios  in- 
definidamente responsables. 

El  tribunal  declarará  en  la  misma 
sentencia  la  quiebra  de  la  sociedad  y 
de  los  socios,  indicando  los  nombres, 
apellidos  y  domicilio  de  éstos,  y  nom- 
brará un  solo  Juez  delegado  y  un  solo 
Sindico. 

Sin  embargo,  no  se  confundirá  el  pa- 
trimonio de  la  sociedad  con  el  de  cada 
asociado,  ni  para  la  formación  del  in- 
ventario ni  para  las  operaciones  de  la 
administración  y  liquidación  del  activo 
y  pasivo. 

Sólo  tomarán  parte  en  las  delibera- 
ciones que  interesen  al  patrimonio  so- 
cial los  acreedores  de  la  sociedad,  pero 
concurrirán  con  los  acreedores  de  cada 
socio  en  las  que  interesen  el  patrimo- 
nio individual  de  cada  uno  de  éstos. 

La  sentencia  declaratoria  de  quiebra 
surtirá  para  todos  los  socios  quebrados 
los  efectos  indicados  en  el  título  I  del 
presente  libro. 

Art.  861.  La  quiebra  de  uno  ó  más 
socios  no  llevará  aparejada  la  de  la  so- 
ciedad. I 

La  quiebra  de  todos  los  socios  indefi- 
nidamente responsables  en  las  socieda- 
des en  nombre  colectivo  ó  en  comandi- 
ta no  llevará  aparejada  la  de  la  socie- 
dad, si  ésta  no  estuviere  en  estado  de 
suspensión  de  pagos. 

Art.  862,    E)p  cáso  de  c[uiebra  de  nxi^ 
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sociedad  en  comandita,  por  acciones  ó 
anónima,  se  dirigirán  los  actos  de  pro- 
cedimiento contra  los  etdministradores, 
directores  y  liquidadores,  quienes  esta- 
rán obligados  á  comparecer  ante  el 
Juez  delegado,  el  Síndico  y  la  delega- 
cióñde  los  acreedores,  siempre  quesean 
llamados,  y  especialmente  á  suminis- 
trar los  informes  necesarios  para  la  for- 
mación y  comprobación  del  balance,  y 
para  la  indagación  de  las  causas  y  cir- 
cunstancias de  la  quiebra,  debiendo  ser 
oídos  á  título  de  representante^legales 
de  la  sociedad  en  quiebra  en  todos  los 
casos  en  que  prescribe  la  ley  que  se 
oiga  al  quebrado. 

Art.  863.  Los  acreedores  personales 
de  un  socio  no  serán  admitidos  en  el 
pasivo  de  la  quiebra  de  la  sociedad,  te- 
niendo sólo  derecho  á  lo  que  corres- 
ponda al  socio  después  de  haber  sido 
satisfechos  los  acreedores,  salvos  los 
derechos  que  se  deriven  de  un  privi- 
legio ó  de  una  hipoteca. 

Los  socios  en  participación  de  un  co- 
merciante quebrado  sólo  serán  admiti- 
dos en  el  pasivo  de  la  quiebra  por  la 
parte  del  capital  por  ellos  aportado  que, 
con  arreglo  á  las  pruebas  que  hubieren 
suministrado,  no  estuviere  absorbida 
por  las  deudas  á  su  cargo. 

Art.  864.  Si  la  sociedad  en  quiebra 
hubiere  emitido  obligaciones  al  porta- 
dor, los  portadores  de  éstas  serán  ad- 
mitidos en  el  pasivo  de  la  quiebra  por 
el  valor  de  emisión  de  las  obligacio- 
nes, descontando  lo  que  se  les  hubiere 
abonado,  á  título  de  amortización  ó  de 
reembolso  del  capital  de  cada  obliga- 
ción. 

Art.  865.  Si  los  socios  de  responsa- 
bilidad limitada  en  las  sociedades  anó- 
nimas ó  en  comandita  no  hubieren  efec- 
tuado todavía  la  liberación  de  sus  par- 
tes al  declararse  la  quiebra,  podrá  el 


Síndico  ser  autorizado  para  pedirlos 
ulteriores  desembolsos  cuva  necesidad 
sea  reconocida  por  el  tribunal. 

Art.  866.  En  la  quiebra  de  una  socie- 
dad anónima  que  no  se  halle  en  estado 
de  liquidación,  podrá  tener  el  convenio 
por  objeto  la  continuación  ó  cesación 
de  la  empresa  social,  y  en  tal  caso  de- 
berá determinar  las  condiciones  de  la 
ulterior  explotación. 
•  Art.  867.  En  las  sociedades  en  nom- 
bre colectivo  y  en  comandita  podrán 
los  acreedores  consentir  un  convenio 
hasta  en  favor  de  uno  ó  varios  socios 
de  ilimitada  responsabilidad. 

En  ese  caso,  todo  el  activo  quedará 
sometido  á  la  administración  y  opera- 
ciones del  Síndico.  Sólo  serán  excluí- 
dos  los  bienes  personales  del  socio  á 
quien  se  haya  concedido  el  convenio,  y 
ninguna  parte  del  activo  social  podrá 
emplearse  en  el  pago  de  las  obligacio- 
nes que  se  deriven  del  convenio. 

El  socio  que  hubiere  obtenido  un  con- 
venio personal,' quedará  descargado  de 
la  obligación  solidaria  respecto  de  los 
acreedores  de  la  socieded;  pero  para 
obtener  la  sentencia  indicada  en  el  ar- 
tículo 829,  deberá  probar  que  todas  las 
deudas  de  la  sociedad  quebrada  han 
sido  pagadas:  capital,  intereses  y  gas- 
tos. 

TÍTULO    VIH.  — DE    LAS    INFRACCIONES 
PENALES  EN  MATERIA  DE  QUIEBRA 

Art.  868.  La  acción  penal  por  las  in- 
fracciones previstas  en  el  presente  tí- 
tulo es  de  orden  público. 

Podrá  entablarse,  aun  antes  de  la  de- 
claración de  quiebra,  cuando  la  suspen- 
sión de  pagos  vaya  acompañada  de 
fuga,  encubrimiento,  cierre  de  almace- 
nes, ocultación,  sustracción  ó  disminu- 
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eión  fraudulenta  del  patrimonio  en  per- 
juicio de  los  acreedores. 

En  estos  casos,  el  Fiscal  del  tribunal 
deberá  notificar  inmediatamente  la  sus- 
pensión de  pagos  al  Presidente  del  Tri- 
bunal de  Comercio  para  cumplimiento 
de  las  disposiciones  del  título  I  del  pre- 
sente libro. 

CAPÍTULO  PRIMERO.— DE    la    ban- 
carrota 

Art.  869.  Es  culpable  Me  bancarrota 
simple  el  comerciante  que^.  habiendo 
suspendido  sus  pagos,  se  halle  en  uno 
de  los  casos  siguientes: 

1.°  Si  sus  gastos  personales  ó  los  de 
su  familia  hubieren  sido  excesivos  con 
relación  á  su  estado  ó  á  su  situación 
económica; 

2.°  Si  hubiere  perdido  gran  parte  de 
su  patrimonio  en  operaciones  pura- 
mente de  azar  ó  notoriamente  impru- 
dentes; 

3.**  Si  con  el  fin  de  retardar  la  quie- 
bra hubiere  hecho  coippras  con  la  in- 
tención, seguida  del  hecho,  dé  revender 
las  cosas  compradas  á  precios  inferio- 
res al  de  su  valor  corriente,  ó  si  hubiere 
recurrido  á  préstamos,  endosos  de  efec- 
tos ú  otros  medios  ruinosos  para  hacer- 
se de  fondos; 

4.®  Si  después  de  la  suspensión  de 
pagos  hubiere  pagado  á  un  acreedor 
con  detrimento  de  la  masa; 

5.°  Si  no  hubiere  llevado  debida- 
mente los  libros  prescritos  por  la  ley, 
ó  por  lo  menos  el  diario,  cerrado  y 
visado  de  conformidad  con  el  art.  27. 

Art.  870.  Es  igualmente  culpable  de 
bancarrota  simple  el  comerciante  que 
hubiere  suspendido  sus  pagos  y  se  ha- 
llare en  alguno  de  los  casos  siguientes: 

1.®  Si  no  hubiere  hecho  exactamente 
el  inventario  anual  ó  si  sus  libros  é  in- 


ventarios estuvieren  incompletos  ó  no 
fueren  llevados  en  debida  forma,  ó 
si  no  dieren  cuenta  de  la  verdadera  si- 
tuación del  activo  y  pasivo  del  que- 
brado, aun  cuando  no  hubiere  fraude; 

2.**  Si  habiendo  hecho  un  contrato 
de  matrimonio  no  se  hubiere  conforma- 
do con  las  disposiciones  de  los  artícu- 
los 19  y  20; 

3.**  Si  dentro  de  los  tres  días  de  la 
suspensión  dfe  pagos  no  hubiere  hecho 
la  declaración  prescrita  por  el  art.  699, 
ó  si  tratándose  de  la  quiebra  de  una  so- 
ciedad, la  declaración  que  se  hubiere 
hecho  no  indicase  los  nombres  de  todos 
los  socios  solidarios; 

4.°  Si  sin  legítimo  impedimento  no 
se  hubiere  presentado  en  persona  ante 
el  Juez  delegado,  la  delegación  de  los 
acreedores  ó  el  Síndico  en  los  casos  y 
plazos  prescritos,  y  si  al  presentarse 
ante  ellos  les  hubiere  dado  falsos  infor- 
mes, ó  si  después  de  haber  obtenido  un 
salvoconducto  no  hubiere  obedecido  la 
orden  de  presentarse  ó  se  hubiere  ale- 
jado sin  permiso  de  su  domicilio  du- 
rante la  quiebra; 

5.**  Si  no  hubiere  cumplido  con  las 
obligaciones  contraídas  en  un  convenio 
obtenido  en  una  quiebra  anterior. 

Art.  871.  Será  culpable  de  bancarro- 
ta simple  todo  el  que  ejerciendo  habi- 
tualmente  la  profesión  de  corredor  se 
presentare  en  quiebra. 

Art.  872.  Será  también  culpable  de 
bancarrota  simple  el  comerciante  que, 
aun  antes  de  la  declaración  de  quiebra 
y  únicamente  para  obtener  la  conce- 
sión de  una  prórroga  de  pago,  se  hu- 
biere atribuido  á  sabiendas,  y  contra  la 
verdad,  parte  del  activo  ó  hubiere  simu- 
lado deudas  inexistentes  para  hacer 
que  intervengan  en  la  junta  acreedores 
ficticios  del  todo  ó  en  parte. 

Art.  873.    Será  culpable  de  bancarro- 
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ta  fraudulenta  el  comerciante  quebrado 
que  hubiere  sustraído  ó  falsificado  sus 
libros,  distraído,  ocultado  ó  disimulado 
parte  de  su  activo,  y  el  comerciante 
que,  con  otro  objeto  que  el  indicado  en 
el  artículo  anterior,  hubiere  simulado 
deudas  inexistentes,  ó  el  que,  en  sus  li- 
bros, en  escritos,  en  escrituras  auténti- 
cas ó  privadas,  ó  en  el  balence,  se  hu- 
biere reconocido  fraudulentamente  deu- 
dor de  cantidades  que  no  debía. 

También  podrán  ser  declarados  en 
bancarrota  fraudulenta  los  comercian- 
tes que  antes  de  la  declaración  de  quie- 
bra hayan  enajenado  una  parte  impor- 
tante de  mercadería  ó  de  activo  á  pre- 
cios reducidos  y  rebajados  más  allá 
del  precio  de  coste,  con  el  ñn  fraudu- 
lento de  frustrar  á  los  acreedores. 

Art.  874.  Se  castigarán  los  delitos 
de  bancarrota  simple  con  la  prisión  de 
seis  meses  á  un  año.  En  los  casos  pre- 
vistos en  el  art.  870,  podrá  reducirse  la 
pena  hasta  un  mes. 

Si  el  tribunal  en  la  sentencia  de  rati- 
ficación del  convenio,  declarare  de  con- 
formidad con  las  disposiciones  del  ar- 
tículo 852,  que  queda  revocada  la  sen- 
tencia declaratoria  de  quiebra,  la  causa 
penal  por  bancarrota  simple  quedará 
suspendida,  y  el  completo  cumplimien- 
to de  las  obligaciones  contraídas  por 
convenio  extinguirá  también  la  acción 
penal. 

Se  castigará  la  bancarrota  fraudulen- 
ta con  el  máximum  de  la  prisión  correc- 
cional y  la  interdicción  por  tiempo  li- 
mitado. 

Contra  los  que  hábi^iafaBente  teyvn 
ejercido  ht  profesión  de  corredores,  la 
ventencia,  en  caso  de  quiebra,  aplicará 
siempre  el  máximum  de  las  penas  pres- 
critas en  el  presente  artículo. 

El  que  fuere  condenado  por  banca- 
Trota,  podrá  ser  además  declarado  in- 


capaz de  ejercer  la  profesión  de  comer- 
ciante, y  ya  no  podrá  entrar  en  los  lo- 
cales de  la  Bolsa. 

CAPÍTULO  II.— DE  LOS  DELITOS  COME- 
TIDOS POR  OTRA  PERSONA  QUE  NO  SEA 
EL  QUEBRADO,  SIN  COMPLICIDAD  EN  LA 
BANCARROTA. 

Art.  875.  El  encargado  ó  represen- 
tante del  comercio  del  quebrarlo,  que 
en  la  gestión  que  se  le  hubiere  confía- 
do  se  hubiere  hecho  culpable  de  al- 
guno de  los  hechos  punibles  indicados 
en  los  números  2.^  3.*^,  4.**  y  5.°  del  ar- 
ticulo 869,  y  en  el  núm.  1.*  del  art.  870, 
será  castigado  con  las  penas  sanciona- 
das en  la  primera  parte  del  art.  874.  Si 
se  hubiere  hecho  culpable  de  alguno  de 
los  hechos  indicados  en  el  art.  873,  será 
castigado  con  las  penas  sancionadas 
en  el  aparte  segundo  del  mismo  ar- 
tículo. 

Art.  876.  En  caso  de  quiebra  de  una 
sociedad  en  comandita  por  acciones  ó 
anónima,  sus  administradores  y  direc- 
tores serán  castigados  con  las  penas 
sancionadas  en  la  primera  parte  del  ar- 
tículo 874,  si  la  quiebra  hubiere  sobre- 
venido por  culpa  suya  ó  si  no  se  hubie- 
ren cumplido  las  disposiciones  de  los 
artículos  92,  93,  95,  96, 101, 104, 142, 146, 
147, 148, 157, 168, 173,  174,  175,  178,  179, 
182, 183  y  184,  ó  si  fueren  culpables  de 
alguno  de  los  hechos  indicados  en  los 
números  2.*»,  3.°,  4.®  y  5.*^  del  art.  869,  y 
en  los  números  1.®,  3.°  y  4.**  del  art.  870. 

Serán  también  castigados  con  las  pe- 
nas sancionadas  en  ef  scguR#9  aparta 
del  art.  874,  si  fueren  culpables  de  al- 
guno de  los  hechos  indicados  en  el  ar- 
tículo 873. 

Lo  serán  también  del  mismo  modo: 

1  .^  Si  fraudulentamente  hubieren  de- 
jado de  publicar  el  contrato  de  socie- 
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dad  y  las  ulteriores  modiñcaciones  en 
la  manera  prescrita  por  la  ley; 

2.^  Si  con  falsedad  hubieren  indica- 
do el  capital  susünto  ó  desembolsado; 

3.®  Si  hubieren  distribuido  á  los  so- 
cios dividendos  evidentemente  ficticios 
y  hubieren  disminuido  asi  el  capital 
social; 

4.°  Si  fraudulentamente  hubieren  he- 
cho retenciones  mayores  que  las  per- 
mitidas por  la  escritura  social; 

5.°  Si  hubieren  ocasionado,  con  dolo 
ó"á  consecuencia  de  operaciones  frau- 
dulentas, la  quiebra  de  la  sociedad. 

Art.  877.  El  Síndico  que  se  hubiere 
hecho  culpable  de  malversaciones  en 
su  administración,  será  castigado  con 
el  máximum  de  prisión,  y  si  el  daño 
fuere  poco  importante,  podrá  reducirse 
la  prisión  á  t^s  meses. 

Si  el  Síndico  sólo  se  hubiere  hecho 
culpable  de  negligencia,  será  castiga- 
do con  la  prisión  de  un  mes  á  un  año,  y 
una  multa  que  no  excederá  de  300  pese- 
tas. También  podrán  aplicarse  estas 
penas  separadamente,  según  las  cir- 
cunstancias. 

Se  aplicarán  igualmente  las  disposi- 
ciones del  presente  artículo  á  los  auxi- 
liares y  á  los  que  hayan  sido  encarga- 
dos por  el  Síndico  de  la  ejecución  de 
las  operaciones  de  la  quiebra. 

Art.  878.  Incurrirán  en  el  máximum 
de  prisión  aquellos  que,  aunque  no 
cómplices  en  la  bancarrota,  hayan  sido 
reconocidos  culpables: 

1.®  Por  haber  distraído,  ocultado  ó 
disimulado  á  sabiendas  en  una  quiebra, 
por  medio  de  declaraciones  públicas  ó 
privadas,  bienes  muebles  ó  inmuebles 
del  quebrado; 

'  2.**  Por  haber  presentado  fraudulen- 
tamente créditos  simulados  en  su  nom- 
bre personal  ó  por  personas  inter- 
puestas;» 


3.®  Por  haber  cometido  alguno  de 
los  hechos  indicados  en  el  art.  873,  ejer- 
ciendo el  comercio  con  el  nombre  de 
otro  ó  con  nombre  simulado.  Se  aplica- 
rá la  misma  pena  al  comerciante  que 
hubiere  prestado  su  nombre. 

Incurrirán  en  prisión  correccional  los 
ascendientes,  descendientes,  afines  y 
el  cónyuge  del  quebrado  que  á  sabien- 
das hayan  distraído  ú  ocultado  valo- 
res ú  otros  objetos  pertenecientes  á  la 
quiebra. 

Art.  879.  El  acreedor  que  hubiere  es- 
tipulado' con  el  quebrado  ú  otras  per- 
sonas ventajas  en  su  provecho  perso- 
nal, por  razón  de  su  voto  en  las  delibe- 
raciones de  la  quiebra  ó  en  la  instancia 
de  prórroga,  ó  el  que  de  otros  modos 
que  los  previstos  en  el  art.  873  se  haya 
proporcionado  ventajas  con  detrimento 
del  activo  de  la  quiebra,  incurrirá  en 
prisión,  que  no  pasará  de  un  año,  y 
en  multa  que  no  pasará  de  2.000  pe- 
setas. 

Podrá  elevarse  la  prisión  á  dos  años, 
si  el  acreedor  fuere  individuo  de  la  De- 
legación de  vigilancia. 

Art.  880.  En  los  casos  previstos  en 
los  dos  artículos  que  preceden,  la  sen- 
tencia penal  de  condena  deberá  or- 
denar: 

1.**  El  reintegro,  si  hubiere  lugar  á 
ello,  en  la  masa  de  los  acreedores  de 
los  bienes  ó  valores  sustraídos,  y  la  res- 
titución á  quien  corresponda  de  las  can- 
tidades que  hubiere  recibido  el  acree- 
dor, sin  que  le  fueran  debidas; 

2°  La  reparación  del  daño  cuyo  im- 
porte se  hubiere  comprobado  ya,  sin 
que  esto  obste  para  exigir  mayores  da- 
ños y  perjuicios; 

3.®  La  anulación  respecto  de  todos, 
y  aun  del  quebrado,  de  los  particulares 
convenios  que  se  hayan  estipulado  para 
proporcionar  á  los  acreedores  las  ven- 
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mcionadas  en  el  artículo  an- 
te hubiere  interpuesto  deman- 
a  para  los  objetos  antes  indi- 
le  los  tribunales  represivos,  ó 
dose  interpuesto  una  deman- 


da hubiere  recaído  providencia  de  no 
há  lugar  O  sentencia  absolutoria,  po- 
drán interponerse  ulteriormente  dichas 
demandas,  y  serán  juzgadas  por  el 
Tribunal  de  Comercio. 


.  LIBRO  CUARTO 

DEL  EJERCICIO  DE  LAS  ACCIONES  COMERCIALES  Y  DE  Sü  DURACIÓN 


TÍTULO  PRIMERO.— DEL  ejercicio 

DE  LAS  ACCIONES  COMERCIALES 

Capítulo  primero.^ Disposiciones 

generales 

Art.  881.  El  ejercicio  de  las  succiones 
comerciales  se  regirá  por  el  Código  de 
procedimiento  civil,  salvo  las  disposi- 
t^iones  del  presente  Código. 

Art.  882.  Incumbe  á  la  jurisdicción 
comercial  conocer: 

1.®  De  todas  las  cuestiones  relativas 
á  actos  de  comercio  entre  toda  clase  de 
personas; 

2.®  De  las  acciones  para  cancelación 
ó  validez  del  embargo  de  un  buque,  aun 
cuando  se  hubiere  hecho  en  virtud  de  un 
crédito  civil; 

3.®  De  las  acciones  contra  los  capi- 
tanes de  buque,  contra  los  encargados 
ó  representantes,  contra  los  viajantes  y 
contra  los  dependientes  de  comercio, 
derivadas  de  los  actos  mercantiles  de 
que  estén  encargados,  así  como,  y  en 
los  mismos  límites,  de  las  acciones  de 
estas  personas  contra  sus  jefes; 

4.®  De  las  cuestiones  entre  aprendi- 
ces, mozos  y  dependientes  de  almacén, 
mozos  de  caí*ga  y  obreros  ajustados  por 
días,  meses  ó  año,  y  el  comerciante  ó 
el  jefe  de  la  empresa  comercial,  por  el 
cumplimiento  del  servicio  á  que  se  hu- 
Tovo  TX.' Instituciones  jusídioaí. 


hieren  obligado,  ó  por  el  pago  del  sala- 
rio ó  por  otro  trabajo; 

5.**  De  las  acciones  del  pasajero  con- 
tra el  capitán  ó  el  armador  de  un  buque, 
como  de  las  de  éstos  contra  los  pasa- 
jeros; 

6.®  De  las  acciones  del  empresario 
de  espectáculos  públicos  contra  los  ar- 
tistas de  teatro,  como  de  las  de  éstos 
contra  el  empresario; 

7.**  De  las  cuestiones  relativas  á  la 
venta  en  subasta  de  las  mercaderías  ó 
géneros  depositados  en  los  almacenes 
generales,  docks  ó  depósitos; 

8.**  De  todo  lo  concerniente  á  las 
quiebras,  con  arreglo  á  las  disposicio- 
nes del  libro  3.*»  del  presente  Código; 

9.**  De  las  cuestiones  relativas  á  la 
condición  de  comerciante  ó  á  la  exis* 
tencia  de  una  sociedad  mercantiL 

Art.  883.  Las  acciones  de  que  in- 
cumbe conocer  á  la  jurisdicción  comer- 
cial se  verán  en  primera  instancia  has- 
ta valor  de  1.500  pesetas,  capital  é 
intereses,  por  el  Juez  de  paz,  pudiendo 
apelarse  ante  el  Tribunal  de  Comercio 
en  cuya  jurisdicción  estuviere. 

Art.  884.  Si  se  suscitare  un  inciden- 
te civil  ante  un  Tribunal  de  Comercio, 
será  competente  el  mismo  Tribunal 
para  estatuir  sobre  el  incidente,  salvo 
el  caso  en  que  la  cuestión  incidental  se 
refiere  á  la  filiación,  á  la  condición  de 
heredero  ó  á  un  derecho  de  propiedad  ó 
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de  servidumbre  inmueble.  El  Tribunal 
de  Comercio  en  esos  casos  mandará  á 
Jas  partes  para  la  vista  del  incidente 
ante  el  Tribunal  civil  competente,  ó 
estatuirá  por  sí  mismo  sin  la  asistencia 
de  los  miembros  comerciantes,  si  el  in- 
cidente fuere  de  la  competencia  del  Tri- 
bunal civil  local. 

En  todos  los  casos  en  que  el  incidente 
fuere  juzgado  por  el  mismo  tribunal,  la 
apelación  y  el  recurso  de  casación  con- 
tra la  decisión  recaída  sobre  el  inciden- 
te sólo  podrá  hacerse  al  mismo  tiempo 
y  en  los  mismos  plazos  que  la  apelación 
ó  recurso  contra  la  decisión  sobre  el 
fondo. 

La  decisión  por  la  cual  el  Tribunal  de 
Comercio  manda  ante  otro  tribunal,  ó 
retiene  la  vista  sobre  el  incidente,  no 
puede  tampoco  impugnarse  por  vía  de 
apelación  ó  de  recurso  de  casación  sino 
al  mismo  tiempo  que  la  decisión  sobre, 
el  fondo. 

Art.  885.  Aun  cuando  el  acto  fuere 
comercial  sólo  para  una  de  las  partes, 
las  acciones  que  de  él  se  deriven  serán 
de  la  competencia  de  la  jurisdicción  co- 
mercial. 

Art.  886.  Cuando  una  cuestión  de 
naturaleza  comercial  haya  surgido. en 
un  punto  en  que  se  celebre  una  feria  ó 
mercado,  ó  en  un  puerto  ó  escala,  y  re- 
clame una  solución  urgente,  podrá  ha- 
cer el  Juez  toda  clase  de  comprobacio- 
nes, y  ordenar  provisionalmente  las 
medidas  de  precaución  previstas  en  los 
artículos  71  y  72  del  presente  Código, 
y  445  y  siguientes  del  Código  de  pro- 
cedimiento civil,  hasta  que  sea  juzga- 
do el  asunto  por  la  autoridad  compe- 
tente. 

Podrá  ejercitar  el  mismo  derecho  el 
Presidente  del  Tribunal  comunal,  si  no 
hubiere  Juez  de  paz  en  dichas  locali- 
dades. 


Art.  887.  La  excepción  de  incompe- 
tencia de  la  jurisdicción  civil  para  co- 
nocer en  asuntos  civiles  y  de  la  ju- 
risdicción comercial  para  conocer  en 
asuntos  mercantiles,  podrá  proponerse 
en  cualquier  estado  del  pleito,  pudien- 
do  hacerla  hasta  de  oficio  la  autoridad 
judicial.  ^ 

Sin  embargo,  cuando  lá  autoridad  ju- 
dicial incautada  ejerce  ambas  jurisdic- 
ciones, comercial  y  civil,  la  omisión  ó 
error  en  la  indicación  de  una  ú  otra  no 
podrá  dar  lugar  á  una  declaración  de 
incompetencia. 

Art.  888.  Sí  en  un  litigio  comercial 
se  mandase  á  las  partes  ante  el  Tribu- 
nal civil  para  un  incidente  cualquiera, 
podrá  el  Tribunal  de  Comercio,  antes 
de  la  vista  sobre  el  incidente,  orde- 
nar provisionalmente  cualquiera  medi- 
da útil  para  el  pleito. 

Art.  889.  En  materia  comercial  las 
acciones  personales  y  muebles  podrán 
entablarse  á  elección  del  demandante: 

1.°  Ante  el  Tribunal  civil  del  punto 
donde  el  que  se  haya  obligado  tenga  su 
establecimiento  comercial,  ó  por  lo  me- 
nos su  domicilio  ó  residencia; 

2.^  Ante  el  tribunal  del  punto  en  que 
haya  tenido  su  origen  la  obligación  y 
donde  habrá  de  cumplirse; 

3.^  Ante  el  tribunal  del  punto  en  que 
haya  de  efectuarse  el  pago; 

4.®  Si  se  hubiere  elegido  un  domici- 
lio para  la  realización  de  un  acto,  se 
incoará  la  acción  ante  el  tribunal  de 
dicho  domicilio. 

Art.  890.  Las  acciones  personales  y 
las  acciones  reales  muebles  resultantes 
de  operaciones  emprendidas  por  cuen- 
ta de  una  sociedad  nacional  ó  extranje- 
ra, por  su  encargado  ó  representante, 
fuera  de  la  residencial  social  podrán 
entablarse  por  los  terceros  ante  la  au- 
toridad judicial  del  punto  en  que  el  en- 
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cargado  ó  representante  ejerza  su  co- 
merpio  ó  tenga  su  residencia. 

Art.  891.  Las  acciones  que  nazcan 
del  contrato  de  transporte  podrán  enta- 
blarse ante  la  autoridad  judicial  del 
punto  en  que  esté  la  estación  de  partida 
ó  la  de  llegada.  Son  aplicables  al  jefe  de 
estación  l$s  disposiciones  del  art.  400. 

Art.  892.  Las  acciones  resultantes 
de  un  abordaje  podrán  llevarse  ante  las 
autoridades  judiciales  del  punto  en  que 
aquél  haya  tenido  lugar,  ante  la  autori- 
dad del  primer  puerto  á  donde  haya 
llegado  el  buque  ó  ante  la  autoridad 
del  punto  de  destino. 

Queda  subsistente  la  competencia  de 
los  capitanes  de  puerto  para  conocer  en 
las  cuestiones  que  les  atribuye  el  re- 
glamento de  30  de  Marzo  de  1879. 

Art.  893.  En  todas  las  cuestiones  co- 
merciales se  reducirá  á  la  mitad  el 
plazo  ordinario  de  aplazamiento  fíjado 
por  el  art.  78  del  Código  de  procedi- 
miento civil. 

El  Presidente  del  tribunal  podrá  per- 
mitir, sin  embargo,  según  las  circuns- 
tancias, que  se  haga  el  emplazamiento 
en  un  término  más  breve,  sin  que  por 
eso  esté  obligado  á  declarar  la  ur- 
gencia. 

Para  los  que  estén  domiciliados  fue- 
ra de  Rumania,  el  término  del  emplaza- 
miento será,  por  lo  menos,  de  cuarenta 
días  á  contar  de  la  citación. 

Si  se  pidiere  un  plazo  para  la  prepa- 
ración de  la  defensa,  fijará  el  tribunal 
dicho  plazo  con  arreglo  á  las  circuns- 
tancias, ordenando  provisionalmente 
todas  las  medidas  de  precaución  que 
juzgue  necesarias  hasta  la  vista  del 
asunto. 

Art.  894.  La  parte  condenada  en 
rebeldía  podrá  formular  oposición  sin 
tener  obligación  de  justificar  las  causas 
de  su  ausencia. 


Art.  895.  El  plazo  perentorio  en  ma- 
teria comercial  se  reducirá  á  la  mitad 
del  fijado  en  el  art.  257  del  Código  de 
procedimiento  civil. 

Art.  896.  El  plazo  de  apelación  en 
materia  comercial  contra  los  fallos  pro- 
nunciados en  primera  instancia  será 
de. treinta  días. 

Correrá  dicho  plazo:  para  los  juicios 
contradictorios,  desde  el  día  de  su  pro- 
nunciamiento; para  los  juicios  en  rebel- 
día, desde  el  día  de  la  notificación  de  la 
copia  de  la  sentencia,  de  conformidad 
con  los  artículos  74  y  137  del  Código 
de  procedimiento  civil.  - 

Si  el  fallo  hubiere  recaído  sobre  una 
oposición,  correrá  el  plazo  desde  el  día 
en  que  se  hubiere  desestimado  la  opo- 
sición, sin  distinguir  entre  si  este  juicio 
es  contradictorio  ó  en  rebeldía. 

Contra  los  fallos  dictados  en  materia 
de  quiebra,  será  de  quince  días  el  plazo 
de  apelación. 

Art.  897.  El  plazo  para  el  recurso  de 
casación  contra  las  sentencias  ó  fallos 
dictados  en  última  instancia  será  de 
cuarenta  días. 

Correrá  dicho  plazo  para  los  fallos  ó 
sentencias  contradictorias,  desde  el  día 
de  su  pronunciamiento;  para  las  deci- 
ciones  ó  fallos  en  rebeldía,  desde  el  día 
de  la  notificación  del  fallo  ó  sentencia. 

Contra  los  fallos  ó  sentencias  dicta- 
das en  materia  de  quiebra,  será  de  vein- 
te días  el  plazo. 

Art.  898.  Las  disposiciones  de  los 
artículos  321  y  734  del  Código  de  proce- 
dimiento civil,  son  aplicables  en  mate- 
ria comercial  aun  en  el  caso  en  que  du- 
rante el  plazo  de  apelación  ó  de  recurso 
de  casación  se  hubiere  formulado  con- 
tra la  parte  condenada  una  demanda 
de  interdicción  ó  de  dación  de  un  con- 
sejo judicial. 

Art.  899.    La  parte  interesada  en  un 
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asunto  comercial  podrá  al  mismo 
tiempo  que  entabla  una  acción^  solici- 
tar el  embargo  preventivo  de  la  fortuna 
mueble  de  su  deudor,  de  conformidad 
con  los  artículos  614  y  siguientes  del 
Código  de  procedimiento  civil,  según 
las  distinciones  indicadas  á  continua- 
ción. 

Podrá  también  embargar  preventiva 
y  ejecutivamente,  por  las  cantidades 
enunciadas  en  su  titulo,  las  cantidades 
ó  los  efectos  debidos  á  su  deudor  por 
un  tercero,  conformándose  con  las  dis- 
posiciones de  los  artículos  456  y  si- 
guientes del  Código  de  procedimiento 
civil. 

Art.  900.  El  embargo  preventivo  ó  el 
ejecutivo  no  podrá  hacerse  sino  con  la 
obligación  de  prestar  fíanza,  salvo  en 
el  caso  en  que  la  demanda  de  embargo 
preventivo  ó  ejecutivo  se  haga  en  vir- 
tud de  un  título  de  cambio  ó  de  otro 
efecto  comercial,  á  la  orden  ó  al  porta- 
dor, protestado  por  falta  de  pago. 

Estatuirá  el  tribunal  sobre  el  embar- 
go preventivo  en  Sala  de  Consejo,  sin 
llamar  previamente  á  las  partes. 

No  podrá  levantarse  el  embargo  pre- 
ventivo sino  cuando  el  deudor  deposite 
la  cantidad,  capital,  intereses  y  gastos 
por  que  se  hubiere  hecho  el  embargo. 
•  Art.  901.  Cuando  proceda  examinar 
cuentas,  escritos  y  libros  de  comercio, 
podrá  nombrar  el  tribunal  con  ese  ob- 
jeto uno  ó  varios  peritos  contadores, 
quienes  bajo  la  dirección  de  un  Juez 
delegado  oirán  á  las  partes,  exami- 
narán las  cuentas,  escritos  y  libros, 
consignarán  por  medio  de  acta  las  de- 
claraciones y  confesiones  de  las  partes 
y  tratarán  de  conciliarios,  si  eso  fuere 
posible;  y  si  no,  redactarán  un  informe 
por  escrito  dirigido  al  tribunal  sobre  el 
resultado. 

Los  peritos  serán  nombrados  de  co- 


mún acuerdo  por  las  partes,  y  en  el 
caso  en  que  no  llegasen  á  entenderse, 
se  nombrarán  de  oficio  por  el  tribunal 
en  un  plazo  breve. 

CAPÍTULO  IL— DEL  EMBARGO  PREVEN- 
TIVO, DEL  EMBARGO  EJECUTIVO  Y  DE  LA 
VENTA  FORZOSA  DE  BUQUES. 

Art.  902.  Todo  acreedor  tiene  el  de- 
recho, llenando  las  formalidades  Indi- 
cadas á  continuación,  de  proceder  al 
embargo  preventivo,  al  embargo  ejecu- 
tivo y  á  la  venta  forzosa  de  un  buque  ó 
parte  indivisa  de  un  buque  que  sea  pro- 
piedad de  su  deudor. 

Los  acreedores  privilegiados  podrán 
ejercer  este  derecho,  aun  cuando  el 
buque  que  del  todo  ó  en  parte  se  les 
hubiere  afectado  hubiere  pasado  á  ter- 
cero. 

Art.  903.  Podrá  embargarse  preven- 
tivamente el  buque  en  los  casos  y  con 
las  formalidades  establecidas  en  los 
artículos  899  y  900  del  presente  Código. 

Cuando  el  embargo  preventivo  haya 
sido  declarado  válido  por  el  Tribunal 
de  Comercio  competente,  se  hará  la 
venta,  la  graduación  de  los  acreedores 
y  el  reparto  del  precio,  de  conformidad 
con  las  reglas  fijadas  en  el  presente 
capítulo. 

Art.  904.  En  el  buque  dispuesto  á 
partir  no  podrá  practicarse  ni  un  em- 
bargo preventivo,  ni  un  embargo  eje- 
cutivo. 

Se  considerará  que  el  buque  está  dis- 
puesto á  partir  cuando  tenga  consigo 
el  capitán  los  documentos  ó  papeles  de 
á  bordo  necesarios  para  el  viaje. 

Art.  905.    En  cualquier  estado  del 
procedimiento,  á  instancia  de  un  aeree 
dor  que  tenga  un  privilegio  sobre  un 
buque,  del  copropietario  del  mismo  ó 
también  del  deudor,  el  tribunal  ante  el 
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cual  se  halle  pendiente  el  litigio  podrá 
disponer  que  emprenda  el  buque  uno  ó 
varios  viajes,  prescribiendo  al  mismo 
tiempo  las  precauciones  que  juzgue  ne- 
cesarias según  las  circunstancias. 

No  podrá  comenzarse  el  viaje  hasta 
que  la  sentencia  del  tribunal  que  lo 
autorice  haya  sido  transcrita  en  los 
registros  de  la  autoridad  marítima  res- 
pectiva y  mencionada  en  el  acta  de  na- 
cionalidad. 

El  demandante  anticipará  los  gastos 
necesarios  para  emprender  el  viaje. 

El  flete  se  añadirá  al  precio  de  la  ven- 
ta, después  de  descontados  los  gastos. 

Art.  906.  El  embargo  ejecutivo  del 
buque  ó  de  parte  del  buque  irá  prece- 
dido de  un  mandamiento,  notificado  al 
deudor,  con  apremio  de  pago,  en  las 
veinticuatro  horas,  y  con  la  advertencia 
de  que  en  caso  contrario  se  procederá 
al  embargo. 

Si  hubiere  peligro  de  sustracción  po- 
drá ordenarse  el  embargo  inmediato, 
con  arreglo  á  las  formalidades  estable- 
cidas por  el  Código  de  procedimiento 
civil. 

Art.  907.  En  el  mandamiento  hará  el 
acreedor  elección  de  domicilio  en  el 
municipio  donde  resida  la  autoridad 
judicial,  ante  el  cual  se  procederá  al 
embargo  ejecutivo  con  indicación  de  la 
persona  en  cuya  casa  se  haya  elegido 
domicilio. 

Se  notificará  el  mandamiento  al  pro- 
pietario del  buque  si  se  trata  de  ejerci- 
tar una  acción  general  contra  él;  pero 
también  podrá  notificarse  al  capitán  si 
el  embargo  ejecutivo  tuviere  lugar  en 
virtud  de  un  derecho  privilegiado  so- 
bre el  buque. 

Si  en  el  plazo  de  treinta  días  no  pro- 
cediere el  acreedor  á  los  actos  ejecuti- 
vos, no  podrá  procederse  al  embargo 
sino  después  de  nuevo  apremio. 


En  caso  de  oposición  ó  de  impugneu- 
ción  contra  el  embargo,  correrá  el  pla- 
zo antedicho  desde  la  notificación  de  la 
sentencia  firme  que  hubiere  desestima- 
do la  impugnación  ú  oposición,  ó  desde 
el  día  en  que  hubiere  prescrito  la  im- 
pugnación ó  la  oposición. 

Art.  908.  El  acta  del  agente  judicial 
encargado  del  embargo  ejecutivo  debe- 
rá contener,  además  de  lo  prescrito  en 
el  art.  416  del  Código  de  procedimiento 
civil: 

1.**  La  elección  ó  declaración  de  do- 
micilio ó  residencia  por  parte  del  acree- 
dor embargante  en  el  punto  en  que  ?e 
halle  la  autoridad  judicial  encargada 
de  la  venta  y  en  el  punto  en  que  estu- 
viere amarrado  el  buque; 

2.°  Los  nombres,  apellidos  y  domi- 
cilio ó  residencia  del  propietario  del 
buque  y  del  capitán; 

3.**  El  nombre,  clase  y  porte  del  bu- 
que; 

4.^  La  descripción  de  las  barcas, 
lanchas,  aparejos,  pertrechos,  armas, 
municiones  y  provisiones. 

El  agente  judicial  nombrará  un  guar- 
da del  buque,  que  deberá  firmar  el  acta. 

Art.  909.  Si  el  propietario  de  un  bu- 
que tuviere  su  domicilio  ó  su  residen- 
cia en  la  localidad  en  que  tenga  lugar 
el  embargo,  estará  obligado  el  acree- 
dor embargante  á  notificarle,  en  el  pla- 
zo de  tres  días,  la  copia  del  acta,  y  á  ci- 
tarle ante  el  tribunal  del  embargo  para 
que  ordene  éste  la  venta  de  las  cosas 
embargadas. 

Si  el  propietario  no  tuviere  su  domi- 
cilio ni  su  residencia  en  el  punto  en  que 
se  hace  el  embargo,  la  notificación  del 
acta  y  la  citación  se  dirigirán  al  ca- 
pitán del  buque,  y,  en  su  defecto,  al  re- 
presentante del  propietario  ó  del  ca- 
pitán. 

Si  el  propietario  fuere  extranjero,  sin 
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domicilio  ni  residencia  en  Rumania,  se 
harán  la  notiñcación  y  citación  antes 
indicadas,  en  la  forma  establecida  en 
el  art.  75,  números  6.®  y  7.°,  del  Código 
de  procedimiento  civil. 

Se  depositará  otra  copia  del  acta  por 
el  agente  judicial  en  la  oficina  maríti- 
ma del  puerto  á  cuya  matrícula  per- 
teneciere el  buque. 

Art.  910.  Al  autorizar  la  venta  esta- 
blecerá el  tribunal  las  condiciones  en 
que  se  hará,  y  remitirá  á  las  partes 
ante  un  Juez  delegado  para  fijar  el  día 
en  que  haya  de  tener  lugar  la  venta  y 
para  proceder  á  las  demás  operaciones 
necesarias.  El  tribunal  deberá  ordenar 
igualmente  al  alguacil  que  mande  po- 
ner los  anuncios  y  hacer  las  publica- 
ciones para  la  venta. 

Art.  911.  Prescribirá  de  derecho  el 
embargo  ejecutivo  y  responderá  de  las 
costas  el  acreedor  embargante,  si  no 
tuviere  lugar  la  venta  en  los  cuarenta 
días  siguientes. 

No  se  comprenderá  en  dicho  plazo  el 
tiempo  transcurrido  á  consecuencia  de 
las  oposiciones  ó  cuestiones  previstas 
en  el  art.  899. 

Art.  912.  Los  anuncios  y  publicacio- 
nes contendrán: 

1.**  Los  nombres,  apellidos,  profe- 
sión y  domicilio  ó  residencia  del  acree- 
dor embargante; 

2.^  El  título  en  virtud  del  cual  se  ha- 
ce el  embargo  ejecutivo; 

3.^    La  cantidad  debida; 

4.°  La  elección  de  domicilio  hecha 
por  el  acreedor  embargante,  tanto  en 
el  punto  en  que  actúa  el  tribunal  ante  el 
cuál  se  persigue  el  embargo,  como  en 
el  en  que  esté  amarrado  el  buque; 

5.**  Los  nombres,  apellidos,  domici- 
lio ó  residencia  del  propietario  del  bu- 
que embargado; 

6.°    El  nombre,  clase  y  porte  del  bu- 


que; si  está  armado  ó  en  armamento^ 
asi  como  los  nombres  y  apellidos  del 
capitán; 

7.^  El  punto  en  que  se  halla  el  buque^ 
es  decir,  si  está  anclado  en  el  puerto  ó 
en  otra  parte; 

8.^  Las  barcas,  lanchas,  aparejos, 
armas,  municiones  y  provisiones  com- 
prendidas en  la  venta; 

9.°  Los  nombres  y  apellidos  del  man- 
datario del  acreedor  embargante; 

10.  Las  condiciones  de  la  venta; 

11.  El  día  fijado  para  la  subasta. 
Art.  913.    Se  fijarán  los  anuncios: 
1.**    En  el  palo  mayor  del  buque  em- 
bargado; 

2.®  En  la  puerta  del  tribunal  donde 
vaya  á  tener  lugar  la  venta; 

3.®  En  la  plaza  principal  de  la  po- 
blación, en  el  dique  ó  en  el  desembar- 
cadero del  puerto  en  que  esté  amarra- 
do el  buque  y  en  las  oficinas  de  la  adua- 
na de  la  localidad; 

4.*^  En  las  salas  de  la  Bolsa  y  de  la 
Cámara  de  Comercio,  si  hubiere. 

Se  publicará  un  extracto  del  anuncio 
en  el  Diario  de  Anuncios  judiciales  de 
la  localidad,  por  lo  menos  tres  días  an- 
tes del  fijado  por  la  subasta. 

Se  enviará  un  ejemplar: 

1.^  Al  deudor  ó  al  capitán,  según  los 
casos  previstos  por  el  art.  520; 

2.°  Al  guarda  nombrado  por  el  agen- 
te judicial; 

3.**  A  los  acreedores  privilegiados, 
indicados  en  el  acta  de  nacionalidad  ó 
en  los  registros  de  la  oficina  marítima 
del  puerto  de  amarre  del  buque,  y  á 
cualquier  otro  acreedor,  aunque  no  sea 
privilegiado,  que  por  acta  notificada  al 
acreedor  embargante  haya  declarado 
que  quiere  intervención  en  el  procedi- 
miento del  embargo. 

Art.  914.  Si  el  embargo  ejecutivo  tu- 
viere por  objeto  un  buque  cuyo  porte 
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pase  de  treinta  toneladas  >  se  harán 
tres  publicaciones  sucesivas  de  ocho 
en  ocho  días  por  medio  de  carteles,  co- 
mo queda  indicado,  y  publicadas  en  el 
Diario  de  Anuncios  Judiciales. 

Después  de  la  tercera  publicación  de 
los  anuncios,  tendrá  lugar  la  subasta  el 
día  fijado  por  el  Juez  delegado,  y  se  ha- 
rá la  venta  al  que  ofrezca  el  precio  más 
ventajoso. 

Art.  915.  El  tribunal,  en  vista  del 
dictamen  del  Juez  delegado  y  por  moti- 
vos graves,  podrá  conceder  y  hasta 
mandar  de  oficio  que  no  tenga  lugar  la 
venta,  y  conceder  uno  ó  más  aplaza- 
mientos de  ocho  días  cada  uno. 

Se  publicará  el  aplazamiento  por  vía 
de  carteles ,  publicados  como  queda 
dicho. 

Art.  916.  Cualquiera  persona  podrá 
tomar  parte  en  la  subasta. 

El  que  tome  parte  por  cuenta  de  otra 
pecsona,  deberá  presentar  un  poder 
especia],  que  se  unirá  al  expediente  del 
asunto. 

Todo  participante  en  la  subasta  está 
obligado  á  depositar  en  dinero  ó  en  va- 
lores públicos  del  Estado  al  portador,  y 
á  la  cotización  del  día,  la  décima  parte 
del  precio  de  tasación,  á  no  ser  que  el 
Juez  delegado  le  dispense  de  ello,  des- 
pués de  haber  oído  á  los  acreedores 
presentes. 

La  venta  se  hará  por  pujas. 

Las  puestas  comenzarán  por  el  pre- 
cio fijado  por  el  acreedor  ó  por  el  que 
fije  el  mismo  Juez  delegado;  se  prego* 
nará  tres  veces  dicho  precio,  y  entre 
cada  pregón  y  el  siguiente  pasarán 
cinco  minutos  por  lo  menos  y  quince  á 
lo  sumo. 

Se  adjudicará  la  cosa  al  mejor  pos- 
tor. 

Art.  917.  El  Juez  delegado  levanta- 
rá acta  del  resultado. 


El  adjudicatario  firmará  por  el  pre- 
cio en  que  se  le  haya  adjudicado  la 
cosa,  eligiendo  domicilio  al  mismo 
tiempo  en  la  localidad  donde  haya  te- 
nido lugar  la  venta.  En  el  caso  contra- 
rio, se  le  harán  válidamente  todas  las 
notificaciones  en  la  Secretaría  del  tri- 
bunal. 

Art.  918.  El  mandatario  que  haya 
sido  adjudicatario  por  cuenta,  de  un 
tercero  á  quien  tenga  que  designar  ul- 
teriormente, deberá  depositar,  dentro 
de  los  tres  días  siguientes  á  la  subasta, 
en  la  Secretaría,  el  mandato  especial 
anterior  á  la  venta,  si  aquel  por  cuya 
cuenta  hubiere  tomado  parte  en  la  su- 
basta no  prefiriere  heu^er  por  si  mismo 
la  aceptación  por  una  declaración  de- 
positada en  la  Secretaría;  en  su  defecto, 
se  considerará  al  mandatario  como  ad- 
judicatario en  su  nombre  personsd. 

Art.  919.  El  adjudicatario  estará 
obligado  á  depositar,  dentro  de  los  cin- 
co días  después  de  la  adjudicación,  el 
precio  en  que  se  le  haya  adjudicado  el 
buque. 

Si  el  plazo  transcurriere  sin  que  el 
comprador  haya  depositado  todo  el  pre- 
cio, el  tribunal,  de  oficio  ó  á  instancia 
de  la  parte  interesada,  volverá  á  poner 
la  cosa  en  venta. 

Se  anunciará  esta  nueva  subasta  por 
medio  de  carteles,  de  conformidad  con 
el  art.  913,  y  se  publicará  el  anuncio  por 
lo  menos  tres  días  antes  de  la  venta. 

Contendrán  los  nuevos  carteles,  ade- 
más de  los  enunciados  previstos  en  el 
artículo  912,  el  nombre  del  adjudicata- 
rio que  no  haya  depositado  el  precio  y 
la  cantidad  en  que  la  cosa  le  fué  adju- 
dicada. 

Las  subastas  tendrán  lugar  de  con- 
formidad con  el  art.  916. 

Si  el  precio  obtenido  después  de  esta 
nueva  subasta  fuere  menor,  el  primer 
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adjudicatario  responderá  de  la  diferen- 
cia y  siempre  de  todos  ios  gastos  oca- 
sionados por  esta  nueva  venta. 

Si  el  primer  comprador,  antes  de  co- 
menzarse esta  nueva  subasta,  deposi- 
tare el  precio  en  que  le  fué  adjudicada 
la  cosa,  con  los  intereses  y  gastos  he- 
chos para  esta  segunda  venta,  será 
mantenido  en  su  calidad  de  adjudica- 
tario. 

Art.  920.  Si  el  embargo  ejecutivo  tu- 
viere por  objeto  barcas,  lanchas  ó  otras 
embarcaciones  de  capacidad  inferior  á 
30  toneladas,  se  efectuará  la  venta  ante 
el  Juez  delegado,  hechas  las  publica- 
ciones durante  tres  días  consecutivos 
por  medio  de  un  sólo  cartel  fijado  en  el 
mástil,  6,  en  su  defecto,  en  otro  sitio  vi- 
sible del  barco,  en  la  puerta  del  tribu- 
nal y  en  el  muelle  6  en  la  cala  del  puer- 
to, sin  más  formalidaxies. 

No  podrá  efectuarse  la  venta  sino 
ocho  dias  después  de  la  notificación  del 
acta  de  embargo. 

Art.  921.  El  embargo  ejecutivo  y  ven- 
ta de  los  barcos  destinados  al  transpor- 
te de  personas  ó  á  la  pesca  en  los  puer- 
tos, ensenadas,  canales,  lagos  y  ríos,  así 
como  el  de  las  demás  embarcaciones  de 
esta  clase  que  se  hallen  en  dichos  sitios. 
y  cuyo  porte  no  pase  de  10  toneladas, 
se  hará  de  conformidad  con  las  dispo- 
siciones de  los  artículos  que  preceden 
y  con  las  siguientes  modificaciones: 

1.*  Se  hará  la  venta  por  el  Juez  de 
paz; 

2.*  No  se  publicarán  los  anuncios  en 
el  Diario  de  Avisos  Judiciales; 

3.*  Se  abonará  el  precio  inmediata- 
mente después  de  la  adjudicación,  pro- 
cediéndose,  en  caso  contrario,  auna 
nueva  adjudicación  por  cuenta  del  ad- 
judicatario. 

No  son  aplicables  las  disposiciones 
del  presente  articulo  al  caso  de  venta 


de  barcos  ú  otras  navecillas  provistas 
de  una  máquina  de  vapor. 

Art.  922.  La  venta  del  buque  hará 
cesar  al  capitán  en  sus  funciones,  sal- 
vo su  derecho  á  una  indemnizcuúón 
contra  quien  proceda. 

Art.  923.  El  adjudicatario  recibirá  un 
extracto  del  acta,  en  el  que  se  indi- 
carán: 

1.®  Los  nombres,  apellidos,  domici- 
lio ó  residencia  del  acreedor  embar- 
gante y  del  deudor; 

2.®  El  nombre,  clase  y  porte  del  bu- 
que vendido; 

3.^  Los  nombres,  apellidos  y  residen- 
cia del  adjudicatario,  asi  como  el  pre- 
cio en  que  se  le  haya  adjudicado  el 
buque. 

El  Juez  delegarlo  ó  el  Juez  de  paz  fir- 
mará el  extracto,  que  deberá  ser  trans- 
crito en  los  registros  de  la  autoridad 
del  puerto  de  amarre  del  buque,  debien- 
do hacerse  mención  de  la  venta  en  el 
acta  de  nacionalidad. 

Art.  924.  Las  demandas  contra  el 
buque  embargado  se  notificarán  al 
acreedor  embargante  antes  de  la  adju- 
dicación. 

Si  dichas  demandas  no  se  hubieren 
presentado  sino  después  de  la  adjudi- 
cación, serán  convertidas  de  derecho 
en  oposición  al  pago  del  precio. 

La  demanda  contendrá  citación  del 
acreedor  embargante  para  que  compa- 
rezca en  una  audiencia  fija  ante  el  tri- 
bunal competente,  y  elección  ó  declara- 
ción de  domicilio  ó  residencia  en  el 
municipio  donde  actúe  el  tribunal  ó  el 
Juez  de  paz  ante  el  cual  se  persiga  el 
embargo. 

Si  fuere  desestimada  la  instancia,  po- 
drá condenarse  al  demándate,  además 
de  los  daños  y  perjuicios,  á  una  pena 
pecuniaria,  que  no  pasará  de  500  pe- 
setas. 
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Art.  325.  Las  oposiciones  al  reparto 
del  precio  proviniente  de  la  venta  de 
un  buque^  se  formularán  dentro  de  los 
tres  días  siguientes  á  la  venta,  sopeña 
de  la  pérdida  de  todo  derecho. 

Los  acreedores  oponentes  están  obli- 
gados á  presentar  en  Ja  Secretaria  sus 
títulos  de  crédito  á  más  tardar  en  el 
plazo  de  ocho  dfas  después  de  la  oposi- 
ción, sopeña,  en  caso  contrario,  de  ver 
que  se  procede  al  reparto  del  precio  sin 
que  se  tenga  en  cuenta  la  oposición  que 
hubieren  formulado. 

Art.  926.  La  graduación  délos  acree- 
dores y  la  distribución  del  precio  entre 
los  privilegiados  se  harán  en  el  orden 
prescrito  por  el  art.  687  y  entre  los  de- 
más acreedores  proporcionalmente  á 
su  crédito. 

Art.  927.  Para  todo  lo  que  no  esté 
expresamente  regulado  por  él  presente 
titulo,  serán  aplicables  las  disposicio- 
nes del  Código  de  procedimiento  civil 
relativas  á  la  venta  forzosa  de  los  bie- 
nes muebles. 

Se  observarán  las  reglas  establecidas 
en  el  presente  capítulo  en  todos  los 
demás  casos  de  venta  judicial  de  un 
buque  ó  parte  de  buque,  siempre  que  no 
haya  incompatibilidad. 

CAPÍTULO  III.— DISPOSICIONES  ESPECIA- 
LES DE  PROCEDIMIENTO  EN  MATERIA  DE 
QUIEBRA. 

Art.  928.  Siempre  que  prescriba  la 
ley  que  deba  oirse  al  quebrado  ó  á  otro 
interesado,  no  podrá  decidirse  nada  en 
su  ausencia,  si  no  se  hubiere  compro- 
bado que  fué  legalmente  citado  en  día  y 
hora  ñjas  y  su  rebeldía  no  se  hubiere 
hecho  constar  por  acta. 

Art.  929.  Cuando  deba  convocarse  á 
los  acreedores  de  una  quiebra,  estará 
obligado  el  Síndico,  además  de  las  pu- 


blicaciones prescritas  por  la  ley,  á 
mandar  un  aviso  especial  á  cada  acree- 
dor. 

Se  dará  el  avibo  por  carta  certificada, 
por  lo  menos  ocho  días  antes  del  fi- 
jado para  la  reunión  ó  para  las  opera- 
ciones correspondientes. 

El  recibo  de  la  entrega  en  Correos  de 
la  carta  certlfica.da,  servirá  de  prueba 
de  haberse  transmitido  el  aviso  y  se 
unirá  al  expediente  de  la  quiebra. 

La  carta  de  convocatoria  dirigida  al 
acreedor  deberá  contener  las  cuestio- 
nes que  deban  someterse  á  la  delibera- 
ción de  los  acreedores. 

Todo  acuerdo  tomado  sobre  una  cues- 
tión  no  contenida  en  el  aviso  será  nulo. 

Art.  930.  El  Juez  delegado  presidirá 
las  juntas  de  los  acreedores. 

Se  tomarán  los  acuerdos  por  mayoría 
absoluta  de  los  acreedores  presentes, 
salvo  el  caso  en  que  exija  la  ley  una 
mayoría  especial. 

Podrán  presentarse  los  acreedores  en 
persona  ó  por  mandatario. 

Art.  931.  El  Juez  delegado  y  el  Se- 
cretario firmarán  el  acta  de  la  reunión 
de  los  acreedores. 

El  acta  comprenderá  el  resumen  de 
los  debates,  los  acuerdos  tomados  por 
los  acreedores  y  el  orden  en  que  hayan 
tenido  lugar,  é  indicará  los  nombra- 
mientos hechos  por  el  orden  del  núme- 
ro de  votos  obtenidos  por  cada  uno, 
comenzando  por  el  mayor  número. 

Se  transmitirá  el  acta  al  tribunal  den- 
tro de  los  tres  días  á  más  tardar,  para 
que  se  una  á  los  demás  documentos  de 
la  quiebra. 

Art.  932.  Si  en  el  día  fijado  para  la 
reunión  de  los  acreedores  no  se  hubiere 
podido  deliberar  sobre  todas  las  cues- 
tiones que  estaban  previstas  en  el  ac- 
ta de  convocatoria  ó  de  citación  de 
derecho,  tendrá  lugar  la  continuación 
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de  las  deliberaciones  al  día  siguiente 
no  feriado,  sin  que  sea  necesario  un 
nuevo  aviso  especial  á  los  acreedores 
presentes  ó  ausentes,  y  esto  hasta  la  re- 
solución de  todas  las  cuestiones  someti* 
das  á  la  deliberación  de  los  acreedores. 

Art.  933.  No  serán  susceptibles  de 
apelación  las  providencias  del  Juez  de- 
legado sino  en  los  casos  determinados 
por  la  ley. 

Se  llevará  la  apelación  ante  el  tribu- 
nal respectivo  por  citación  para  au- 
diencia ñja. 

Art.  934.  Todas  las  deliberaciones 
del  tribunal  en  materia  de  quiebra  irán 
precedidas  de  un  dictamen  del  Juez  de- 
legado. 

No  obstante  la  sentencia  declaratoria 
de  quiebra  en  los  casos  previstos  en  los 
artículos  698,  699  y  700,  y  las  del  tribu- 
nal previstas  en  los  artículos  708,  740 
y  759,  podrán  dictarse  sin  dictamen  del 
Juez  delegado,  salvo  en  el  caso  previs- 
to en  el  art.  733. 

Art.  935.  Las  sentencias  y  decisio- 
nes dadas  de  conformidad  con  los  ar- 
tículos 703,  717,  719,  730,  734,  829,  833, 
835,  839,  840,  841,  849  y  857,  y  las  sen- 
tencias condenatorias  por  uno  de  los 
delitos  previstos  en  el  título  VIII  del  li- 
bro III,  se  ñjarán  en  la  puerta  del  tri- 
bunal y  demás  sitios  acostumbrados, 
en  la  población  donde  actúa  el  tribunal, 
en  la  en  que  actúa  el  Tribunal  de  Ape- 
lación, en  la  en  que  resida' el  quebrado, 
en  todos  los  sitios  en  que  tenia  estable- 
cimientos de  comercio,  y  en  las  salas 
de  las  Bolsas  y  Cámaras  de  Comercio 
de  dichas  localidades. 

Se  publicará  un  extracto  de  estas 
sentencias  ó  decisiones  en  el  Diario  de 
Avisos  judiciales  de  las  localidades  an- 
tes designadas,  con  derecho  para  el 
Juez  delegado  de  ordenar  su  publica- 
ción en  otros  periódicos,  si  las  circuns- 


tancias de  la  quiebra  exigieren  mayor 
publicidad* 

Se  fijarán  los  anuncios  y  se  harán  las 
publicaciones  antedichas  en  el  plazo 
más  breve  posible;  á  saber:  si  deben  ha- 
cerse en  la  localidad  donde  actúa  el  tri- 
bunal, á  ipáLs  tardar  dentro  de  los  tres 
dla^  de  la  fecha  de  la  sentencia;  si  de- 
ben hacerse  en  otra  parte ,  deberán 
mandarse  en  el  mismo  plazo  para  su 
inmediata  ejecución. 

El  Juez  delegado  está  obligcido  á  ve- 
lar por  la  estricta  ejecución  de  las  dis- 
posiciones contenidas  en  el  presente 
artículo. 

Art.  936.  Todas  las  sentencias  dicta- 
das por  el  Tribunal  de  Comercio  en  ma- 
teria de  quiebra  serán  provisionalmen- 
te ejecutivas. 

No  serán  susceptibles  de  oposición  ó 
apelación  'más  que  en  los  casos  previs- 
tos en  los  artículos  706, 719,  824  y  849,  y 
en  los  casos  en  que  estatuya  el  tribu- 
nal en  primera  instancia  sobre  las  cues- 
tiones previstas  en  los  artículos  778, 
820  y  835. 

Es  igualmente  susceptible  de  oposi- 
ción la  sentencia  por  la  que  desestime 
el  tribunal  la  declaración  de  quiebra  so- 
licitada por  uno  ó  más  acreedores,  y  es 
también  susceptible  de  apelación  la 
sentencia  que  estatuya  sobre  díchaopo- 
sición. 

TÍTULO   II  .—DE  LA  PRESCRIPCIÓN 

Art.  937.  Las  acciones  que  se  deri- 
van de  actos  que  son  comerciales,  aun- 
que sólo  lo  sean  para  una  de  las  partes, 
prescribirán  para  todas  las  partes  con- 
tratantes, con  arreglo  á  las  disposicio. 
nes  de  la  ley  comercial. 

Art.  938.  Correrá  la  prescripción 
aun  contra  los  militares  en  servicio 
activo  en  tiempo  de  guerra,  contra  la 
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mujer  casada^  contra  los  menores  aún 
no  emancipados  y  contra  los  que  estu- 
vieren en  entredicho,  salvo  su  recurso 
contra  el  tutor.  « 

Se  regirá  la  interrupción  de  la  pres- 
cripción por  las  disposiciones  del  Có- 
digo civil. 

Sin  embargo,  en  las  obligaciones  que 
resulten  de  títulos  de  cambio,  los  actos 
¡nterruptivos  de  prescripción  hechos 
en  la  persona  de  uno  de  los  coobliga- 
dos no  surtirán  efecto  alguno  respecto 
de  los  demás  coobligados. 

Art.  939.  La  prescripción  ordinaria 
en  materia  comercial  será  de  diez  años 
en  todos  los  casos  en  que  no  haya  nin- 
guna prescripción  más  breve,  dictada 
por  el  presente  Código  ó  por  otras 
leyes. 

Art.  940.  La  acción  reivindicatoría 
de  la  propiedad  de  un  buque  prescribi- 
rá á  los  diez  años.  No  podrá  oponerse 
la  ausencia  de  título  ó  de  buena  fe. 

El  poseedor  de  buena  fe  de  un  buque 
prescribirá  á  los  cinco  años,  á  contar 
desde  la  fecha  de  la  transcripción  del 
título  de  adquisición  y  de  su  mención 
en  el  acta  de  nacionalidad,  si  el  título 
estuviere  transcrito  de  conformidad 
con  la  ley  y  no  fuere  nulo  por  defecto 
de  forma. 

El  capitán  no  podrá  adquirir  por 
prescripción  la  propiedad  de  un  buque. 

Art.  94L  Prescribirán  al  cabo  de 
cinco  años: 

1.**  Las  acciones  que  se  deriven  del 
contrato  de  sociedad  ó  de  otras  opera- 
ciones comerciales,  si  se  hubieren  he- 
cho en  debida  forma  las  publicaciones 
prescritas  en  el  título  VIII  del  libro  I. 

2,^  Las  acciones  que  se  deriven  de 
letras  de  cambio  y  de  cheques. 

Correrá  el  plazo: 

Para  las  acciones  previstas  en  el  nú- 
mero 1.°  del  presente  artículo,  desde  el 


día  del  vencimiento  de  la  obligación  ó 
desde  el  de  la  publicación  del  acta  de 
disolución  de  la  sociedad  ó  de  la  de- 
claración de  liquidación  si  todavía  no 
fuere  exigible  la  obligación.  En  el 
caso  previsto  en  el  art.  103,  correrá 
el  plazo  desde  el  día  en  que  pueda 
oponerse  á  terceros  el  ax;ta  de  diso- 
lución. Para  las  obligaciones  que  se 
deriven  de  la  liquidación  de  la  socie- 
dad, comenzará  á  correr  el  plazo  desde 
la  fecha  de  la  aprobación  del  último 
balance  de  los  liquidadores; 

Para  las  obligaciones  previstas  en  el 
número  2.°,  correrá  el  plsizo  desde  el  día 
del  vencimiento  de  la  obligación  ó  del 
último  día  del  plazo  previsto  en  el  ar- 
tículo 282. 

Art.  942.  Las  acciones  resultantes 
de  los  contratos  de  préstamo  á  la  grue- 
sa ó  de  prenda  sobre  buques,  prescri- 
ben en  el  plazo  de  tres  años,  contados 
desde  el  día  en  que  hubiere  vencido  la 
obligación. 

Art.  943.  Los  Secretarios  y  el  Sín- 
dico quedarán  exentos  de  la  obliga- 
ción de  dar  cuenta  de  los  libros  de  co- 
mercio y  de  los  papeles  que  les  fueren 
confíados  en  el  procedimiento  de  la 
quiebra,  después  del  transcurso  de  tres 
años,  á  contar  de  la  clausura  ó  de  la 
cesación  de  las  operaciones  de  la 
quiebra. 

Art.  944.  Prescribirán  á  los  dos  años, 
contados  desde  el  día  en  que  esté  ter- 
minado el  asunto,  las  acciones  de  los 
corredores  para  el  pago  de  sus  dere- 
chos de  corretaje. 

Las  acciones  de  nulidad  ó  rescisión 
del  convenio  en  materia  de  quiebra, 
prescribirán  en  el  mismo  plazo,  que 
correrá,  para  las  de  nulidad,  desde  el 
día  en  que  se  descubrió  el  dolo,  y  para 
las  de  rescisión,  desde  el  día  del  venci- 
miento del  último  pago  que  hubiera  de- 
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bido  hacer  el  quebrado^  de  conformidad 
con  el  convenio. 

Art.  945.  Prescribirán  al  año,  á  con- 
tar desde  el  día  del  protesto  ó  de  la  re- 
clamación de  que  se  trata  en  el  articu- 
lo 677,  las  acciones  para  el  pago  de  los 
daños  causados  por  el  abordaje  de  un 
buque  y  las  relativas  á  la  contribución 
en  las  averias  comunes  desde  el  día  en 
que  se  descargó  por  completo  el  buque. 

Art.  946.  Las  acciones  resultantes 
del  contrato  de  fletamento  de  un  buque 
prescribirán  en  el  término  de  un  ano, 
á  contar  desde  el  ñn  de  los  viajes,  y  las 
que  se  deriven  del  contrato,  enganche, 
por  el  lapso  de  un  año,  á  contar  de  la 
espiración  del  plazo  convenido  entre 
las  partes  ó  desde  el  fin  del  último  via- 
je, si  se  hubiere  prolongado  el  contrato. 

Prescribirán  al  año  las  acciones  que 
resulten  del  contrato  de  seguro. 

En  los  seguros  marítimos  comenzará 
á  correr  el  plazo  después  del  término 
del  viaje  que  se  hubiere  asegurado,  y 
para  los  seguros  por  tiempo  determina- 
do desde  el  día  en  que  dé  fin;  en  caso 
de  presunción  de  pérdida  de  un  buque 
por  falta  de  noticias,  comenzará  el  año 
al  fin  del  plazo  fijado  para  la  presun- 
ción de  pérdida.  Se  exceptuarán  los 
plazos  fijados  para  el  derecho  de  aban^ 
dono  previsto  en  el  título  VI,  libro  II. 

En  los  demás  seguros  contra  los  da- 
ños y  sobre  la  vida,  correrá  el  plazo 
desde  el  momento  en  que  haya  ocurri- 
do el  acontecimiento  que  haya  dado 
origen  á  la  acción. 

Art.  947.  Prescribirán  también  en  el 
plazo  de  un  año: 

1.**  Las  acciones  por  suministros  de 
provisiones,  madera,  combustible  y 
otras  cosas  necesarias  para  el  calafa- 
teo y  equipo  del  buque,  y  para  los  tra- 
bajos hechos  con  dichos  objetos; 

?.**    Las  ficciones  para  el  pago  de  ali- 


mentos suministrados  á  los  marineros 
y  demás  gentes  de  la  tripulación  por  or- 
den del  capitán. 

Comenzará  á  correr  la  prescripción 
desde  la  fecha  de  los  suministros  y  en- 
trega de  las  obras,  si  las  partes  no  hu- 
bieren estipulado  otro  plazo  para  el  pa- 
go. En  este  caso  se  suspenderá  la  pres- 
cripción durante  el  tiempo  convenido. 

Si  los  suministros  ú  obras  se  hubie- 
ren sucedido  durante  varios  días  segui- 
dos, comenzará  á  correr  el  plazo  desde 
el  último  día. 

Art.  948.  Las  acciones  contra  los 
porteadores  que  deriven  del  contrato 
de  transporte  prescribirán: 

1.^  En  el  término  de  seis  meses,  si 
se  hace  el  transporte  en  Europa,  ex- 
cepto en  Irlanda  é  islas  Feróe,  en  una 
plaza  marítima  de  Asia  ó  de  África  en 
las  orillas  del  Mediterráneo,  del  mar 
Negro,  del  Canal  de  Suez  ó  del  mar  Ro- 
jo, ó  en  una  plaza  interior  enlazada 
por  un  ferrocarril  con  una  plaza  marí- 
tima de  las  localidades  antes  mencio- 
nadas; 

2,^  En  el  término  de  un  año,  si  se 
hiciere  el  transporte  en  otro  lugar. 

En  caso  de  pérdida  total,  comenzará 
á  correr  el  plazo  desde  el  día  en  que  las 
cosas  transportadas  debían  llegar  á  su 
destino;  y  en  caso  de  pérdida  parcial, 
avería  ó  retraso,  desde  el  día  de  la  en- 
trega de  las  mercaderías  al  destina- 
tario. 

TÍTULO    III.— DISPOSICIONES    TRANSI- 
TORIAS 

Art.  949.  Las  disposiciones  y  regla- 
mentos vigentes  sobre  Bolsas,  agentes 
y  corredores  de  comercio,  así  como  so- 
bre almacenes  generales,  docks  y  de- 
pósitos, seguirán  teniendo  fuerza  obli> 
gatoria  aun  después  de  comenzar  á 
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regir  el  presente  Código,  siempre  que 
no  sean  contrarias  á  sus  disposiciones 
ó  no  estén  modificadas  por  ulteriores 
leyes. 

Art.  950.  Las  sociedades  y  asociar- 
clones  mercantiles  existentes  en  la 
época  de  la  entrada  en  vigor  del  pre- 
sente Código,  se  regirán  por  las  leyes 
anteriores,  salvo  las  siguientes  dispo- 
siciones: 

1.°  Las  sociedades  en  comandita  por 
acciones  y  anónimas,  están  dispensa- 
das de  toda  otra  autorización  y  vigilan- 
cia por  parte  del  Gobierno  y  de  las  car- 
gas referentes  á  ella,  pero  estarán  so- 
metidas á  las  disposiciones  de  los  ar- 
tículos 104, 142, 144, 149, 153, 155, 165,  úl- 
timo  aparte,  169,  174, 175,  176,  177, 179, 
181, 182, 185, 186, 187,  264,1265,  266  y  268 
del  presente  Código,  y  á  las  que  se  re- 
fieren á  la  reducción  del  capital,  fusión 
y  liquidación  de  las  sociedades. 

Estarán  también  sometidas  á  las  dis- 
posiciones del  art.  124,  relativas  á  los 
administradores  reelegidos  ó  nombra- 
dos después  de  la  entrada  en  vigor  del 
presente  Código; 

2.^  Las  asociaciones  mutuas  que  no 
tengan  por  exclusivo  objeto  los  seguros 
marítimos,  se  regirán  por  el  art.  260  del 
presente  Código,  con  reserva  de  las 
disposiciones  del  número  siguiente; 

3.®  Las  sociedades  y  asociaciones  de 
seguro  sobre  la  vida  y  las  tontinas,  se 
regirán  por  las  disposiciones  del  ar- 
tículo 147  del  presente  Código  para 
todas  las  primas  que  cobren  después 
de  su  entrada  en  vigor,  con  la  reserva 
de  la  reducción  proporcional  de  las  fian- 
zas dadas  para  las  operaciones  ante- 
riores, en  la  forma  y  dentro  de  los  pla- 
zos que  se  establecerán  especialmente 
por  medio  de  reglamento; 

4.^  Las  sociedades  y  asociaciones 
que  quieran  introducir  modificaciones 


en  sus  escrituras  constitutivas  y  pro- 
rrogar el  plazo  fijado  para  su  duración 
deberán  conformarse  á  las  disposicio- 
nes del  nuevo  Código. 

Art.  951.  En  cumplimiento  de  las 
disposiciones  de  los  artículos  anterio- 
res, el  nombramiento  de  los  censores 
deberá  hacerse  en  la  primera  junta  ge- 
neral que  tenga  lugar  dentro  de  los 
seis  meses  después  de  la  entrada  en 
vigor  del  presente  Código,  ó  en  junta 
especial,  que  se  convocará  dentro  del 
mismo  plazo  con  ese  objeto  y  bajo  la 
responsabilidad  de  los  administrado- 
res. 

Podrá  la  junta  general,  si  estuviere 
representada  en  ella  la  mitad  por  lo 
menos  del  capital,  después  de  una  vo- 
tación afirmativa  de  los  dos  tercios  del 
capital  en  ella  representado,  acordar 
que  los  administradores  eu^tuales  sean 
en  caso  de  reelección  dispensados  de  la 
obligación  de  prestar  la  fianza  prescri- 
ta en  el  presente  Código. 

Art.  952.  Las  letras  de  cambio  y  los 
billetes  á  la  orden  emitidos  antes  de  la 
entrada  en  vigor  del  presente  Código, 
los  endosos,  aceptaciones  y  avales  he- 
chos en  cualquier  tiempo,  se  regirán 
por  las  leyes  anteriores. 

Sin  embargo,  desde  el  día  de  la  en- 
trada en  vigor  del  nuevo  Código,  se 
aplicarán  á  estos  títulos  las  disposicio- 
nes de  la  nueva  ley  relativas  á  la  for- 
ma  y  plazos  del  protesto,  así  como  á 
las  medidas  que  hayan  de  tomarse  en 
caso  de  pérdida  de  estos  títulos. 

Para  las  letras  de  cambio  y  los  bille- 
tes á  la  orden  cuyo  vencimiento  caiga 
en  el  mismo  día  de  la  entrada  en  vigor 
del  presente  Código,  se  hará  igualmen- 
te el  protesto  en  la  forma  y  plazos  pres- 
critos en  el  mismo. 

Art.  953.  El  mandato  del  encargarlo 
que  el  dia  de  la  entrada  en  vigor  del 
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nuevo  Código  hubiere  ya  comenzado  el 
ejercicio  del  comercio  que  se  le  encar- 
gó, deberá  depositarse,  de  conformidad 
con  las  disposiciones  del  art.  394  del 
presente  Código,  dentro  de  los  tres  me- 
ses de  su  entrada  en  vigor  para  el  cum- 
plimiento de  las  formalidades  prescri- 
tas en  este  artículo. 

Art.  954.  Dentro  de  los  tres  primeros 
meses  de  la  entrada  en  vigor  del  pre- 
sente Código,  las  administraciones  de 
ferrocarriles,  al  aplicar  las  tarifas  es- 
peciales en  vigor,  no  estarán  sometidas 
á  la  responsabilidad  establecida  en  el 
presente  Código,  si  fuere  mayor  que  la 
que  resulte  de  sus  reglamentos. 

Art.  955.  Dentro  de  los  seis  meses,  á 
partir  de  la  entrada  en  vigor  del  pre- 
sente Código,  todos  los  buques  regidos 
por  las  disposiciones  del  art.  510  debe- 
rán ajustarse  á  sus  prescripciones. 

Para  los  buques  que  se  hallen  nave- 
gando al  entrar  en  vigor  el  presente  Có- 
digo, correrá  el  plazo  anterior  desde  el 
día  de  su  llegada  á  un  puerto  del  reino. 

Art.  956.  Los  privilegios  sobre  los 
buques  adquiridos  antes  de  la  entrada 
en  vigor  del  presente  Código,  según 
las  formalidades  de  la  ley  anterior, 
conservarán  su  misma  categoría  res- 
pecto de  los  privilegios  adquiridos  bajo 
el  imperio  del  presente  Código. 

Se  aplicarán  igualmente  las  disposi- 
ciones de  los  artículos  690  y  siguientes 
del  libro  II  del  nuevo  Código  á  los  pri- 
vilegios adquiridos  antes  de  su  entrada 
en  vigor. 

Art.  957.  Los  efectos  de  las  declara- 
ciones de  quiebra  dictadas  antes  de  la 
entrada  en  vigor  del  presente  Código 
se  regirán  por  las  leyes  anteriores. 

Las  disposiciones  del  presente  Códi- 
go, relativas  al  procedimiento,  entrarán 
inmediatamente  en  vigor,  si  el  día  en 
que  comience  á  regir  no  se  hubieren 


nombrado  todavía  los  Síndicos  defini- 
tivos, y  el  tribunal  deberá  tomar  sin 
demora  las  medidas  prescritas  en  el  ar- 
tículo 703,  por  medio  de  una  providen- 
cia que  se  publicará  en  la  forma  esta- 
blecida en  el  art.  935.  Con  ese  objeto» 
la  lista  prescrita  en  el  art.  728  del  pre- 
sente Código  deberá  formarse  por  pri- 
mera vez  y  remitirse  á  los  Presidentes 
de  los  tribunales  indicados  en  él,  cinco 
días  antes  por  lo  menos  de  su  entrada 
en  vigor,  y  en  el  caso  en  que  no  se  hu- 
biere hecho  aún  el  envío ,  el  tribunal 
nombrará  los  Síndicos  de  oficio. 

Si  los  Síndicos  definitivos  estuvieren 
ya  nombrados,  continuarán  siendo  apli- 
cables las  leyes  anteriores  hasta  el  com- 
pleto reconocimiento  de  los  créditos. 

Para  el  procedimiento  ulterior  se  ob- 
servarán las  disposiciones  del  presente 
Código,  y  si  los  acreedores  estuvieren 
ya  admitidos,  el  Juez  delegado  deberá 
convocarlos  lo  más  pronto  posible  pa- 
ra el  nombramiento  de  la  delegación 
de  vigilancia  y  para  proponer  ó  elegir 
al  Síndico. 

Las  disposiciones  del  art.  750  y  los 
dos  últimos  apartes  del  art.  813,  y  las 
del  art.  754  relativas  á  la  dispensa  de 
inventario  de  los  gastos  y  de  las  tasas, 
así  como  las  disposiciones  del  capítu- 
lo III,  título  VI,  libro  III,  del  presente 
Código,  se  aplicarán  aun  á  las  quiebras 
declaradas  antes  de  su  entrada  en 
vigor. 

Los  Síndicos  que  por  efecto  de  las 
disposiciones  precedentes  dejen  de  ejer- 
cer sus  funciones,  deberán  dar  cuenta 
de  su  gestión  al  Síndico,  asesorado 
con  la  delegación  de  los  acreedores,  y 
entregarle  el  patrimonio  y  los  papeles 
de  la  quiebra. 

Art.  958.  Los  plazos  para  la  inadmí- 
sibilidad  de  la  acción  se  regirán  por 
la  ley  vigente  en  la  época  del  acón- 
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tecimíento  que  da  lugar  á  la  acción. 

Art.  959.  Las  prescripciones  comen- 
zadas antes  de  la  aplicación  del  presen- 
te Código  se  regirán  por  las  leyes  an- 
teriores. 

Sin  embargo,  las  prescripciones  90- 
menzadas  antes  de  la  entrada  en  vi- 
gor y  para  las  que  exijan  las  leyes  an- 
teriores un  plazo  más  largo  que  el 
fijado  por  el  Tpresente  Código,  se  cum- 


plirán con  el  transcurso  del  plazo  más 
corto,  calculado  desde  el  día  en  que 
entre  en  vigor  el  nuevo  Código. 

Art.  960.  El  presente  Código  entrará 
en  vigor  el  1.®  de  Septiembre  de  1887; 
pero  en  caso  de  que  no  tuviere  lugar 
su  promulgación  antes  de  esta  fecha, 
comenzará  á  regir  un  mes  después  de 
la  fecha  de  su  promulgación. 


En  la  imposibilidad  de  incluir  en  un  solo  tomo  todo  lo  que  en  el  plan  de 
éste  nos  habíamos  propuesto,  porque  resultaría  excesivamente  volumi- 
noso, lo  cerramos  aquí,  y  daremos  en  un  Apéndice  lo  que  creamos  con- 
veniente publicar  de  Bulgaria,  Turquía,  etc. 

£a  2)vtección. 
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